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OFICINA DE CERTIFICACIÓN JUDICIAL Y DE CORRESPONDENCIA 
BOLETA DE CONTROL PARA LA FORM , DE EXPEDIENTES 

FIRMA DEL SUPERVISOR RESPONSABlE DE LA RESPECTIVA MESA DE 
PARA EFECTOS DE LA CLASIFICACIÓN PROVlS!ONAL DE ESTE 
VILLEGAS TASARES, LIC. G. ROCÍO PÉREZ MAOUEDA. LIC. BREND 
MARIN ENRiOUEZ. LIC. MARIO ENRIQUE CAMACHO MARTINE 

ORMAC!ÓN DE EXPEDIENTES 
ED!ENTE (LIC. JOSÉ OSCAR 

LMA MARTINEZ. LIC. ROMÁN 
AZHUR TEJADA FLORES) 

FIRMA DEL TITULAR DE LA OFICINA- LIC RODRIGO ROBLE 

TURNO AL SERVIDO FORMAR EL XPEDIENTE 

' PARA SER LLENADA. POR EL SERVIDOR PÚBL!C RE$PONSABLE DE FORMAR EL 
EXPEDIENTE: (MIRlAM AVJLA SALCEDO, ISIDRO ZUiill SOLORZANO, GUADALUPE A. GARZA 
GUILLEN, ERNESTO ALTAMlRANO LAGUNAS, C TH!A ROMÁN ARRlAGA, RICARDO 
ALEJANDRO RAMÍREZ PADILLA Y VlCTOR HUGO ES OSA PINA) 

• 

E QUE SE 

TlVA) _-é~;¡¿¡__~\l ____ _ 

lNS RUCClONES 

FIRM DEFINITIVA l TITULAR DE LA 
OFICI A 

1. la presente boleta se utltizará y se gregará como primer foja a todo expediente que 
se fonne en la Oficlna de Certificació Judicial y de Correspondencia (OCJC). 
2. En ta boleta deberé. indicarse la fe ha de ingreso y el número de folio, así como el 
tipo de expediente que corresponda ovisionalmente. 
3. El supervisor de la mesa resp9cti a de fonnación;de expedientes y el titular de la 
OCJC deberán suscribirla indic"ilnd la clasificació provisional. Posterlonnente el 
referido supervisor turnaré. el mate iat relativo al ervidor público que fomiará el 
expediente respectivo y revisará los tecedentes. 
4. El servidor público que forme el xpediente de rá estudiar las constancias y en 
caso de duda sobre el tipo de ex diente asig do lo hará del conocimiento del 
eupervisor de (a mesa respectiva de formación de expedientes, el cual de inmediato 
confimiará la clasificación asignada en caso de uda, lo consultará con el titular de 
la OCJC, este último deberáj confir ar dicha ca gorfa o, en su caso, consultar al 
titular de la Secretaría Gener<1l de Acu rdos . 

. 5. El servidor público respc;Jnsable e fonnar e expediente respectivo asignarfi el 
número que corresponda, a"tendiend a la cate oria en que se ubica, revisará los 
ANTECEDENTES sobre asuritos retaci nados co el asunto rela1ivo al expediente que 
se fomia, lo.sindicará en esijt boleta y l suscribí á. 
6. El servidor público que pnne el ex ediente entregará al supervisor de su mesa 
de formación de expedientes, el cual o revis rá e infonnará al titular de la OCJC 
cualquier situación que dé lugar a estim r inc ecta !a clasificación de aquél, incluso 
la relevancia del asunto que justifique info e especial al Secretario General de 
Acuerdos. 
7. Con base en lo anterior el titular de la O JC suscribirá la presente boleta junto con 
el supervisor de la respectiva· mesa de formación de expedientes y previa asignación 
del secretario auxiliar at que corresponda su estudio, remitirá el expediente a la 
Subsecretaria General de Acuerdos por conducto de la mesa de informes de la OCJC. 
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H. SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 

PRESENTE. 

POR VÍA DE NOTIFICACIÓN EN FORM Y PARA LOS EFECTOS 

LEGALES CORRESPONDIENTES, RE !TO A USTED COPJA 

CERT!FICADA DEL TESTIMONIO DE 

VEINT!Clf'l<;:O DE MAYO DE DOS MIL DI 
' .. ' 

COLEG!ADÓ~ EN EL RECURSO 

INTERPUES"ID PO~ '·-USTED_ 

' 

' ' 

EJECUTORIA DICTADA EL 

!SIETE, POR ESTE TRIBUNAL 

REVISIÓN R.A.- -

CONTRA ACTOS DE 

Se solicita se sirva remitir dent del término de veinticuatro horas 

si uie teii a Ja notificación del resente oficio el acuse de recibo 

correspbÓdiente. - ' 

CIUDAD DE ME CO, A 02 DE JU 

EL C. ACTUARIO DEL DÉC MO SEGU 
MATERIAADMINI TRAT!V: 

ANEXOS: 
1 COPIA CERTIFICADA 
.... DOS TOMOS 
COMPACTO. ~ 5,,31Ll' <: 

' 

UNAL COLEGIAQO EN- 1 
IMER CIRCUJTO. ~ . ' --
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AMPARO EN REVISIÓN: 
R.A. 

y 
.-f 

RECURRENTE: 

RECURRENTE ,/' ADHESIVO: 
PRESIDENTE DE lfA REPÚBLICA . 

• 

MAGISTRADO i PONENTE: 
EUGENIO RE);is CONTRERAS. 

t 
SECRETAR;· : VANESA ZÁRATE 
VERGARA. 

'<~ 

' ¡ Acuerdo del Décimo 
1 f Segundo Colegiado en Materia 

· Administrativa del --, rimer Circuito, correspondiente 

a la sesión de -~einticinco de mayo de dos mil 

diecisiete. ! . 
r 
' V 1 S T JO S para resolver, los autos del 

recurso de rev_~ión número R.A. y, 

¡ 
RESULTANDO 

f • 

PRIMERO. Mediante escrito presentado el 

once de noviembre de dos mil dieciséis, en !a 

Oficina de _Correspondencia Común de los 

Juzgados de -pistrito en Materia Administrativa en 

la Ciudad de Mexlco, --· solicitó el amparo y Ja protección de la Justicia 

Federal, en contra de las autoridades y por los 
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actos que a continuación se transcriben (fojas 3 a 

162 del juicio de amparo): 

AUTORIDADES: - 1. H. Congreso de la 

Unión - -Cámara de Diputados; y -- -Cámara 

de Senadores. -- 2. Presidente Constitucional 

de los Estados Unidos Mexicanos; -- 3. 

Secretario de Gobernación; ·- 4. Comisionado 

Federal de la Comisión Federal para Ja 

Protección contra Riesgos Sanitarios; -- 5. 

Director Ejecutivo de Regulación de 

Estupefacientes, Psicotrópicos y Sustancias 

Químicas de la Comisión Federal para Ja 

Protección contra Riesgos Sanitarios; y, -· 6. 

Director General Adjunto del Diario Oficial de Ja 

Federación. 

ACTOS RECLAMADOS -

1. Del Congreso de la Unión reclamo la 

expedición de la Ley Federal del Procedimiento 
- -

Administrativo del 14 de julio de 1994, publicada 

en --el Diario Oficial de Ja Federación 

correspondiente al 4 de agosto el mismo mes y 

año, en lo que concierne a los artículos 83, 84, 85 

y demás relativos; con todas sus consecuencias y 

efectos. 

2. Del Congreso de Ja Unión también reclamo 

Ja expedición de Ja Ley General de Salud del 26 de 

diciembre de 1983, publicada en el Diario Oficial 

de la Federación correspondiente al 7 de febrero 

de 1984, en lo que concierne a los artículos 235, 

úftif7!0 párrafo~ 237, 245, fracción 1, 247, último 

párrafo, y 248; con todas sus consecuencias y 

efectos. 
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3. Del Presidente de la República reCfamo el 

decreto de 29 de julio 1994, publicado en el Diario 

Oficial de fa Federación el 14 de agosto de 1994, 

que promulga y manda publicar lf:I ·Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo; 1i· con todas sus 

consecuencias y efectos. 
• 4. Del Presidente de /á República reclamo el • 

decreto del 30 de dicíemb.Jte de 1983, publicado en 
• • 

el Diario Oficial de Ja Federación el 7 de febrero de 
' 1984, que promulga j manda publicar la Ley 

General de Salud, ccÍi todas sus consecuencias y 

efect.os f;/ 
5. Del Sec rio ~gª _Salud reclamo, en su 

calidad de -iit~l~ ~ responsabl~ ;_d~l trámite y 

resolución de 14s asuntos que incumben a esa 

Secretarla ~$. té_'!J)inos deplO$ artículos 1º, 2°, 

14, 26 y jJ de la. Ley._Orgánica de la 

AdministracíóJ Pública Federal y 1, 2°, 3° y 4º del 

f!eglamento Jnterior de la Secretarla de Salud,­

todos los Eluerdos, /as ordenes, instrucciones, 

' verbales o escritas, que como superior jerárquico 
' 

cursó al c4fnisionado Federal para la Protección 
l-

Contra ~iesgos Sanitarios, como órgano 

desconcentrado de esa Secretarla, para negar, 

bajo la apariencia de un desechamiento, la 

solicitud de autorización sanitaria que formuló el 

quejoso para consumo personal con fines lúdicos o 

recreativos-de la Marihuana, así como para ejercer 

/os derecbos correlativos al autoconsumo de 

Marihuana,: tales como la siembra, cultivo, 

cosecha, preparación, acondicionamiento, 

posesión, tfansporte e importación y adquisición 

de semillas, en cualquier forma, empleo, uso, 

consumo, importación y, en general, todo acto 

relacionado con el consumo lúdico y personal de 
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Marihuana. Todos los efectos y consecuencias de 

los anteriores actos. 

6. Del Comisionado Federal para la 

Protección Contra Riesgos Sanitarios reclamo los 

actos de cumplimiento, observancia, trámite y 

ejecución atribuidos al Secretarlo de Salud, ya sea 

que los hubiere llevado a cabo por sí mismo o por 

conducto de su subordinado el Director Ejecutivo 

de Regulación de Estupefacientes, Psicotrópicos y 

Sustancias Qufmicas; también reclamo los actos 

que de propio impen·o dictó y no en cumplimiento 

de su superior jerárquico, consistentes en las 

órdenes, instrucciones o acuerdos, proveidos o 

resoluciones que giró a su subordinado, el Director 

Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, 

Psicotrópicos y Sustancias Qufmicas, para que, 

bajo Ja apariencia de un desechamiento, niega fa 

solicifud formulada por el que¡oso para 

autorización sanitaria para consumo personal con 

fines lúdicos o recreativos de la Marihuana, así 

como para ejercer los derechos correlativos al 

autoconsumo de Marihuana, tales como la 

siembra, cultivo, cosecha, preparación, 

acondicionamiento, posesión, transporte e 

importación y adquisición de semillas, en cualquier 

forma, empleo, uso, consumo, importación y, en 

general, todo acto relacionado con el consumo 

lúdico y personal de Marihuana; todos los efectos, 

cumplimiento y ejecución de estos actos. 

7. Del Director Ejecutivo de Regulación de 

Estupefacientes, Psicotrópicos y Sustancias 

Químicas de la Comisión Federal para Ja 

Protección Contra Riesgos Sanitarios reclamo tos 

actos de cumplimiento, observancia, trámite y 

ejecución atribuidos a sus superiores jerárquicos, 

' !, ,_; 

' 

' ' ' ~·¡ 
5,,­

~- ;k ~-
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et Secretario de Salud, o bien, al Comisionado 

Federal para la Protección Contr.:t- Riesgos 

Sanitarios; reclamo igualm.ente Jos actos que de 

propia iniciativa haya realizado en fa aplicación, 

concreta e implícita, de los numerales impugnados 

en Ja emisión y suscripción ,.del oficio número 

de ocho :J~Je julio de dos mil 

' dieciséis, con el que, bajoj la apariencia de un 

desechamiento, en reafid;id niega la solicitud de •·. 
autorización sanitaria palf!J consumo personal, con 

fines lúdicos o recmatiJ;os de fa Marihuana, así 
~·: 

como para ejercer l1i/3 derechos correlativos al • 
autoconsumo de farihuana, tales como la 

siembra, cultivo¡- cosecha, preparación, 

acondicionamíent~f posesión, transporte e 

importación y adq/ísición de semillas, en cualquier 

forma, empleo, t/so, consumo, importación y, en 

general, todo a~Ío relacionado con al consumo ., 
lúdico y persotJ8t de Marihuana; con todos sus 

efectos y cd/Jsecuencias. Asimismo reclamo 

cualquier ac~'rdo o determinación que haya 

tomado y eje{utado en relación con la solicitud 
• 

formulada poi el quejoso para Ja autorización 

sanitaria paratCOnsumo personal con fines lúdicos 

o recreativos~de la Marihuana, así como para .. 
ejercer los dé(echos correlativos al autoconsumo 

de Marlhuan<t tales como la siembra, cultivo, 
.• 

cosecha, preparación, acondicionamiento, 

posesión, transporte e importación y adquisición 

' de semillas, en cualquier forma, empleo, uso, 
' consumo, impb¿rtación y, en general, todo acto 

relacionado cor\ el consumo lúdico y personal de 

Man·huana; reclamo, también, el oficio de once de 

febrero de dos mil dieciséis en que requiere al hoy 

quejoso para que acredite su interés jurídico o 
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interés legítimo para formular su petición y ejercer 

los derechos que ahí hace valer el quejoso, 

apercibida que en caso contrario se desecharía la 

petición; también reclamo Ja confusión 

terminológica de carácter jurídico en que incurre 

para negar la petición al quejoso, bajo la 

apariencia de un desechamiento, pues al desgaire 

emplea tanto el interés jurídico como el interés 

legítimo como excusa para concluir con el 

desechamiento de la petición; con todos sus 

efectos y consecuencias, que se traducen de 

manera ejemplificativa y no limitativa en el 

desconocimiento y vulneración de Jos derechos 

sustantivos del quejoso. 

B. De todas las autoridades reclamo los actos 

tendentes a desconocer y vulnerar los derechos 

fundamentales inherentes a mi persona como 

individuo libre y autónomo, en el contexto de una 

sociedad democrática, que se expresa a sí misma 

como sujeto responsable, autoconsciente, racional 

y moral. Derechos reconocidos tanto en Ja 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos como en los Tratados lntemacionales 

suscn·tos por el Estado Mexicano. 

SEGUNDO. El quejoso invocó como 

derechos fundamentales violados los contenidos 

en los artículos 1º, 3°, 4º, 13, 14, 16, 17y133, de 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; bajo protesta de decir verdad, narró 

los antecedentes del caso, formuló los conceptos 

de violación que estimó pertinentes y manifestó 

que no existía tercero interesado. 
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TERCERO. Por razón de turno, correspondió 

conocer de la demanda de amparo,. al Juzgado 

Décimo Sexto de Distrito en_-·- Materia 

Administrativa en la Ciudad de México, cuyo 

titular, mediante auto de treinta de-marzo de dos 

mil dieciséis, radicó la demánda bajo el 

expediente número y admitió a 

trámit·e la demanda de amparo; solicitó a las 

autoridades responsables ~- informe justificado; 

dio al agente del Min,t:Sterio Público de la 

Federación de su adscri -·fOn, !a intervención que 

legalmente le correspo ; y señaló fecha y hora 

para la celebración de\ audiencia constitucional 

(fojas 159 a 16 l del juifio de amparo). , 
' 

CUARTO. Seg~do- el trámite, el veintisiete 

de octubre de dos fil dieciséis, el juez Décimo 
• 

Sexto de Distrito Ef- Materia Administrativa en 

la Ciudad de Mfxico, celebró la audiencia 

constitucional y ;n la misma fecha dictó 

sentencia, al ten~r de los siguientes puntos 
' resolutivos (fojas 4f!9 a 519): 
t: 
i 

PRIMER ~ Se sobresee en el juicio de 

amparo, en t inos de lo señalado ·en ·tos 

considerandos t cero y quinto de este fallo. 

SEGUNDO\ La Justicia de la Unión no 

ampara ni proteiJr a , por /as 

razones y en los términos señalado en los 

considerandos séptimo y octavo de este tallo. 
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QUINTO. Inconforme con la sentencia 

anterior, la parte quejosa, interpuso recurso de 

revisión, de! cual correspondió conocer a este 

Tribunal Colegiado de Circuito, el cual por auto de 

veintiueve de noviembre de dos mil dieciséis, se 

quedó registró con el número de expediente R.A. 

se ordenó dar vista al agente del 

Ministerio Público de la Federación adscrito, 

quien no formuló pedimento {fojas 163 al64 del 

presente toca). 

SEXTO. Por acuerdo de catorce de 

diciembre de dos mil dieciséis, la presidencia de 

este Tribunal Colegiado de Circuito, admitió a 

trámite el recurso de revisión adhesiva, 

interpuesto por el delegado de las autoridades 

responsables Presidente de la Republica y 

secretario de Salud, se ordenó hacer del 

conocimiento de las partes la interposición del 

recurso, para los efectos legales procedentes 

(fojas 183 a 206 y 207 ídem). 

SÉPTIMO. Luego, por autos de nueve de 

diciembre de dos mil dieciséis y cuatro de enero 

de dos mil diecisiete, se tuvieron por hechas las 

manifestaciones formuladas en vía de alegatos, 

por la parte quejosa en el juicio de amparo (fojas 

176 a 181 y 182, 220 a 232 y 289). 
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OCTAVO. Mediante proveído de cinco de 

enero de dos mil diecisiete, en atencii;_,ri a lo 

solicitado por fa Ministra Presidenta de~,-!i:i'. Primera 

Sala de la Suprema Corte de J~~'ticia de la 

Nación, vía MINTERSCJN, riefativo a Ja 

reasunción de competencia .. de su 
' índice, este Tribunal Colegia~_ó, determinó que 

hasta en tanto se tuviera @Onocimiento de !a 
' 

t ,determinación dictada p/¡ la Superioridad 
·'·' , 
'ifespecto de la reasunt,n de competencia 

'.~ludida, se abstendría d -- dictar resolución en el 
' Presente juicio {foja 297) 

-~ NOVENO. Por a o de diez de febrero de 

·ctos mil diecisiete, est Tribunal Colegiado recibió 

el oficio remitido por · subsecretaría de acuerdos 

de !a Primera Sala nuestro Máx!mo Tribunal, 

vía MINTERSCJN, fediante el que informó que 
• desechó la rea nción de competencia 

por falt de legitimación de la parte 

promovente; por lo ue se ordenó continuar con 

el trámite del juicio efe amparo {foja 317). 

DÉCIMO. Firíalmente, por acuerdo de 

veintiuno de febrero:'de dos mil diecisiete, se turnó 

el presente exp~iente a la ponencia . del 
' Magistrado Eugenió Reyes Contreras, para Ja 

elaboración del proyecto respectivo (foja 32l ); y, 
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C0N$1DERAN00: 

PRIMERO. Este Décimo Segundo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, es competente para conocer y resolver el 

presente asunto, de conformidad con lo dispuesto 

en los artículos 103, fracción 1y107, fracción VIII, 

último párrafo, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción 1, inciso 

e) y 84, de !a Ley de Amparo, vigente a partir del 

tres de abril de dos mil trece; 37, fracción JI, 38 y 

144, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación; y en los puntos primero, fracción 1, 

segundo, fracción 1, numeral 1 y tercero, fracción 

1, del Acuerdo General 3/2013, del Pleno del 

Consejo de la Judicatura Federal, relativo a ta 

determinación del número y límites territoriales de 

!os circuitos judiciales en que se divide la 

República Mexicana; y al número, a la jurisdicción 

territorial y especialización por Materia de los 

Tribunales de Circuito y de los Juzgados de 

Distrito, publicado en e! Diario Oficial de la 

Federación el quince de febrero de dos mil trece; 

toda vez que se recurre una sentencia definitiva 

dictada en !a audiencia constitucional por un 

juzgado de Distrito, con sede dentro del ámbito 

territorial que tiene señalado este Tribunal como 

jurisdicción. 

SEGUNDO. Este órgano colegiado debe 

verificar en primer lugar, la legitimación de quien 

..•. 
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presentó el recurso de revisión, dado que la 

interposición de éste por parte legitimada para 

ello será la condición que hará posible qye este ,, 
Tribunal analice las cuestiones sometidás a su 

_j\'' 

jurisdicción. 

Sirve de apoyo a la anterior cQ'ñsideración, la 
' 

tesis sustentada por e! Pleno t':de la Suprema 

' -. _Corte de Justicia de Ja Naciórt-~l que es del tenor 

~iguiente: -~4' 

REVISIÓN, ACIÓN PARA LA 
PROCEDENCIA DEL CURSO DE. EXAMEN 
PRCVJO. Los Tribunal del Poder Judicial de la 
Federación a quiene corresponde conocer del 
recurso de revisión, nforme a fas reglas de 
competencia establee as para ese efecto, debe 
examinar previament a procedencia de tal recurso 
y, desde !Úego, veri - r fa legitimación de quien lo 
interpuso, para des ués, al fallarlo, avocarse al 
examen del conteni. de las alegaciones, al tenor 
de los agravios refat os, por que es la interposición 
del propio recurso r parte legitimada para ello, lo 
que hace posible qli dichos Tribunales analicen fas 
cuestiones sometid s a su jurisdicción, y de resultar 
que el recurso · nterpuesto es improcedente, 
quedarían, por e solo hecho, impedidos para 
revisar Ja lega/ida de los fallos impugnados, sin 
impugnar el cont '. idos de los alegatos que se 
formulen en vía e agravio, así se invoque la 
operancia de algun causa de improcedencia, pues 
admitir fo contrario _~sería como otorgar procedencia 
oficiosa a los recur:ios en el amparo y se violarla, lo 
expresamente dispqesto por el artículo 86 de la ley 
de la. materia, que fstablece el principio de que fa 
revisión únicamenterrocede a instancia de parte. 

l 
El recurso de révisión fue interpuesto por 

parte legítima, ya que lo presentó -

1 Semanario Judicial de la Federación, página 143, Tomo 145-150, 
Primera Parte, Séptima E:poca 
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, autorizado en términos 

amplios del artículo 12, de la Ley de Amparo, del 

quejoso , carácter que le 

reconoció el juez de Distrito, mediante auto de 

veinticinco de agosto de dos mil dieciséis (foja 

159 vuelta, del juicio de amparo). 

De igual forma, fue hecho valer por parte 

legítima el recurso de revisión adhesiva 

interpuesto por Carlos Alberto Larios Berna!, 

delegado de las autoridades responsables 

Presidente de la República y Secretario de 

Salud, carácter que le reconoció el juez de 

Distrito, mediante autos de veintitrés de 

septiembre y cuatro de octubre de dos mil 

dieciséis (fojas 251y402 del juicio de amparo). 

TERCERO. El recurso de revisión fue 

interpuesto en tiempo, toda vez que la sentencia 

recurrida, se notificó a la parte quejosa, el 

viernes veintiocho de octubre de dos mil 

dieciséis, según puede apreciarse de la 

constancia de notificacion que obra a foja 

quinientos diecinueve del JUICIO de amparo, 

consecuentemente, en términos del artículo 31, 

fracción 11, de la Ley de Amparo, dicha 

notificación surtió efectos al día hábil siguiente, 

esto es, el jueves tres de noviembre de dos mil 

dieciséis. 

; 
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Por Jo que el término de diez: días previsto en 

el artículo 86, de la Ley de Amparo, transcurrió 

del viernes cuatro al jueves diecisiete de 

noviembre de dos mil dieciséis, descontándose 

!os días veintinueve y treinta de octubre, cinco, 

seis, doce y trece de noviembre de dos mil 

.,,ieciséis, por corresponder 'ª sábados y 

{domingos, respectivamente, que son inhábiles, en 

e términos de lo dispuesto por !qs artículos 19, de la 

Ley de Amparo y 163, de,;fa Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federa:Ción; asimismo, deben ,, 
' ' descontarse de dicho c~'mputo los días lunes 

treinta y uno de octubrei.;;'martes uno y miércoles 

dos de noviembre dé,- dos mil dieciséis; en 

términos de la Circul~f 29/2016, emitida por el 

secretario. Ejecutivo ~I Pleno del Consejo de la 
' Judicatura Federal, pQt ser inhábiles. 

-- ·' 
' Por lo tanto, s_~: el escrito de agravios fue 

presentado el· vier~~s once de noviembre de 
' 

dos mil dieciséis, ~n la Oficialía de Partes del 

Juzgado Décimo ~xto de Distrito en Materia 

Administrativa en la :!Ciudad de Mexico, como se 
' puede constatar dellsel!o Impreso que obra en el 
1 

documento de refer'~ncia (foja tres del presente 

toca), resulta evidenle que el recurso de revisión 
' 

se interpuso dentro ~el término legal establecido 

para tal efecto. 

También fue presentado en tiempo el 
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recurso de revisión adhesiva, toda vez que el 

acuerdo de veintinueve de noviembre de dos mil 

dieciséis, por el que se admitió a trámite el 

recurso de revisión principal, se notificó a la 

autoridad responsable Presidente de Ja 

República, por medio de oficio, el lunes cinco de 

diciembre de dos mil dieciséis, como se 

aprecia del acuse de recibo del oficio 111-4130, 

que obra a foja ciento sesenta y ocho de este 

toca, consecuentemente, dicha notificación surtió 

efectos en esa misma fecha, de conformidad con 

!o dispuesto en el artículo 31, fracción 1, de la Ley 

de Amparo. 

Por lo que el plazo de cinco días previsto en 

el artículo 82, de la Ley de Amparo, transcurrió 

del martes seis al lunes doce de diciembre de 

dos mil dieciséis, descontándose !os días diez y 

once del mes y año citados, por corresponder a 

sábado y domingo, respectivamente, que son 

inhábiles, en términos de lo dispuesto por los 

artículos 19, de la Ley de Amparo y 163, de la 

Ley Orgánica de! Poder Judicial de la Federación. 

Entonces, si el oficio de agravios de la 

revisión adhesiva, se presentó el lunes doce de 

diciembre de dos mil dieciséis, en la Oficina de 

Correspondencia Común a los Tribunales 

Colegiados en Materia Administrativa del Primer-· 

Circuito, como se desprende del sello impreso 
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que obra en el oficio de referencia (foja ciento 

ochenta y tres del presente toca), ·resulta 

evidente que el recurso de revisión adhesiva se 

interpuso dentro del término legal .-establecido 

para tal efecto. 

CUARTO. Las consi.Peraciones que 

sustentan la sentencia recurrid0. están contenidas 

en las copias certificadas que se anexan a esta 

resolución. 

• 
• 

QUINTO. En contra;:de la sentencia dictada 
• 

por el Juzgado Décir'QÓ Sexto de Distrito en 
• 

Materia Administrativa-'en la Ciudad de Mexico, 

la parte quejosa, ahora recurrente, expone como 

agravios los que obr~ a fojas veintiséis a ciento 

sesenta y dos del tocb . 
• 

Mientras que los agravios expresados en el 
• 

recurso de revisi~ adhesiva, expresados por 
• 

las autoridades reSponsables Presidente de Ja 

República y el Setiretario de Salud, obran de la 
'" 

foja ciento ochentd· y tres a doscientos seis del 

presente toca. 

SEXTO. Dé be quedar firme el 

sobreseimiento decr~tado por el juez de Distrito, 

en el considerando tercero, que rige el primer 

punto resolutivo de la sentenc!a recurrida, en 

cuanto sobreseyó en el juicio de amparo con 
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fundamento en el artículo 63, fracción IV, de la 

Ley de Amparo, por inexistencia de los actos 

reclamados a las autoridades siguientes: 

~cretario de Salud, consistentes en 

las ·ordenes verbales o escritas al 

comisionado Federal para la Protección 

contra Riesgos Sanitarios, para la 

Protección Contra Riesgos Sanitarios, 

para negar la solicitud de autorización 

sanitaria formulada por el quejoso; 

- /~misionado Federal para la 

Protección contra Riesgos sanitarios, 

consistentes en la ejecución de las 

ordenes verbales o escritas giradas al 

Secretarlo de Salud, para negar la 

solicitud de autorización sanitaria 

formulada por el quejoso, ni las ordenes 

verbales o escritas al director Ejecutivo de 

Regulación de Estupefacientes, 

Psicotrópicos y Sustancias Químicas, con 

el mismo propósito; 

/Director Ejecutivo de Regulación de 

Estupefacientes, psicotrópicos y 

sustancias Químicas, consistente en la 

ejecución de las órdenes verbales o 

escri~as giradas al director Ejecutivo de 

Regulación de Estupefacientes, 
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Psicotrópicos y Sustancias Quimicas, para 

negar la solicitud de autorización sanitaria 

formulada por el quejoso. 
'~'-. 

Lo mismo ocurre con el sobreseimiento 

decretado por el juez de ,Distrito, en el 

considerando quinto, que rige el primer punto 

resolutivo del fallo recurrido, respecto de los actos 

i siguientes: ,. 

Oficio de doce de 

febrero de dos ~il dieciséis, al estimarse 

actualizada la ._.-causa! de improcedencia 

prevista en el_irtrculo 61, fracción X de 

la Ley de Amparo, en virtud de que dicho 
• • 

oficio es máteria del diverso juicio de 

amparo , del índice del Juzgado 

Quinto Distrito en Materia 
• 

Administrativa en la Ciudad de México, 

el cual a'-;su vez fue recurrido en el 

Amparo e1:1 Revisión (del índice 

de este TribLJnal. en e! cual en sesión de dos de 

febrero de · dos mil diecisiete, se declara 

legalmente :_incompetente para conocer del 

problema d.e constitucionalidad y se ordenó 

remitir a la Suprema Corle de Justicia de la 

Nación); 

Sobreseimiento que se hizo extensivo a 

los artículos 234, 235, 237 y 368, de la 

Ley General de Salud, pues fueron 



18 

combatidos con motivo de su aplicación, 

mediante el oficio antes aludido. 

Respecto de Jos~rtículos 83 a 96, de la 

Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, causal de improcedencia 

prevista en el artículo 61, fracción XII de 

la Ley de Amparo; toda vez que tales 

preceptos fueron reclamados con motivo 

de su primer acto de aplicación, sin que 

de las constancias d~utos, se desprenda 

que fueron aplicados. ) 

La publicación de los artículos 234, 235, 

último párrafo; 237, 245, fracción 1, 247, 

último párrafo 248, 368 y 479 de ta Ley 

General de Salud, causal de 

improcedencia prevista en el artículo 61, 

fracción XXIII, en relación con el diverso 

108 de la Ley de Amparo; en razón de que 

la publicación de la ley en mención, no fue 

controvertida por vicios propios. 

Lo anterlor es así, toda vez que tales 

determinaciones, sólo afectan a Ja parte quejosa, 

hoy recurrente y ésta no expresa agravio en su 

contra, motivo por el cual deben de declararse 

firmes. 

Sirve de apoyo a Ja determinación aquí 

tomada, la tesis de jurisprudencia 1a./J. 62/2006, 
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aprobada por la Primera 

RA.-12 
Sala de la Supr:ema 

Corte de Justicia de !a Nación2
, que es, del--tenor 

siguiente: 

REVISIÓN EN AMPARO. LAS 

CONSIDERACIONES NO IMPU<!NADAS DE LA 

' SENTENCIA DEBEN DECl.Af?ARSE FIRMES. 
' Cuando la sentencia recurride,'.'se apoya en dos o 

. 

más consideraciones desJncu/adas entre sí y 

cada una de ellas sust/ita la declaratoria de 

inconstitucionalidad de cfi intos preceptos o actos, 

no deben estimarse ·.·operantes los agravios 

expresados por I ; parte recurrente que 
! 

de esas consideraciones, 

razonamientos que revisten 

encuentra en 

combatir ónicamente la parte 

que estime contraria a sus 

intereses. En e · orden de ideas, cuando alguna 

controvierten 

pues al tratarse 

autonomía, el 

posibilidad legal 

consideración d la ntencia im u nada afecte 

fa recurrente {ésta no expresa agravio en su 

contra. taf consKJeración debe declararse firme. 
1 -¡ 

SÉPTIMO. Efr_ primer término, se analizará el 
' recurso de revijión adhesiva, debido a que en 
" 

él, las autoridadeb responsables Presidente de la 
' República y ~ecretario de Salud, invocan 

causales de im4rocedencia que son de estudio 

preferente a losfagravlos del recurso de revisión 
J 

principal en el \que se combate el fondo del 

asunto. 

2 Semanario Judicial da /a Federación y su Gacela, publicada en /a 
página 185, Tomo XXIV, Septiembre de 2006, Novena Época 
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Sirve de apoyo a lo anterior, aplicada por 

analogía, la tesis de jurisprudencia P./J. 69/97, 

del Tribunal Pleno de Ja Suprema Corte de 

Justicia de la Nación•, que es del tenor siguiente: 

REVISIÓN ADHESIVA. CUANDO EN SUS 

AGRA VlOS SE PLANTEA LA IMPROCEDENCIA 

DEL JUICIO DE GARANTÍAS, ÉSTOS DEBEN 

ANALIZARSE PREVIAMENTE A LOS 

EXPRESADOS EN LA REVISIÓN PRINCIPAL. 

La regla general es que sí los agravios de la 

revisión principal no prosperan, es innecesario el 

examen de /os expresados en la revisión 

adhesiva, o bien que primero se estudien los 

agravios en fa principal y luego, de haber 

prosperado aquéllos, los de la adhesiva, por tener 

ésta un carácter accesorio de aquélla. Sin 

embamo. si en la revisión adhesiva se alegan 

cuestiones relativas a la improcedencia del tutelo 

de garantías, éstas deben analizarse previamente 

a fa revisión principal. por ser dicho estudio una 

cuestión de orden público. en términos del último 

párrafo del artículo 73 de la Ley de Amparo. 

Pues bien, en una parte previa al capítulo de 

agravios del recurso de revisión adhesiva 

(PRIMERO), el Presidente de la República y e! 

Secretario de Salud, señalan que respecto del 

artículo 479. de la Ley General de Salud. se 

debe sobreseer al actualizarse Ja causal de 

3Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, publicada en la 
página 117, Tomo VI, Septiembre de 1997, Novena tpoca 
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improcedencia prevista en el artículo .. 61, 

fracciones XII y XXIII, en relación con los arfículos .. 
5°, fracción 1y107, fracción l, todos de:l'á. Ley de 

Amparo; toda vez que el quejoso ¡-feclama el 

artículo 479, con motivo de su apl,f~ación en el 

oficio número '.!iixpedido por el 

director Ejecutivo de 'egulación de 

' Estupefacientes, Psicotrópijos y Sustancias 
~'t 

Químicas de la Comisióf'Í Federal para la 
!!,' 

Protección contra Riesgoi Sanitarios, pero que 

en realidad; no existe /un acto concreto de 

aplicación, para lo cu~/ resultaba indispensable 

que el a ditara ue consume 

ersonalmente e indica o 

Más adelante,' indican que en relación con 

los artículos 234, f35, último párrafo; 237; 245, 

fracción I; 247, ú!tii}'lo párrafo, 248, 368 y 479 de 

la Ley General 4 Salud, procede se dicte el 

sobreseimiento eri el juicio, porque el quejoso 
¡ 

carece de interés .Jurídico/legitimo, de modo que 

' se actualiza la ca~sa de improcedencia prevista 

en el artículo 61, \tracción XII, en relación con 
1 

el diverso 63, tra+ción V, ambos de Ja Ley de 
1 . 

Amparo, toda ve~ que en e! oficio reclamado, 

sólo se citaron los teferidos preceptos legales sin 

que ello constituya acto de aplicación alguno. 

--·-· 
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Son infundadas las causas de 

improcedencia invocadas, de conformidad con las 

consideraciones siguientes: 

El artículo 61, fracción XII, de la Ley de 

Amparo, sefiala: 

Artículo 61. El juicio de amparo es 

improcedente: 

(..} 

XII. Contra actos que no afecten los intereses 

jurídicos o legftimos del quejoso, en los términos 

establecidos en la fracción f del artículo 5o de la 

presente Ley, y contra normas generales que 

requieran de un acto de aplicación posterior al inicio 

de su vigencia; 

E! precepto legal transcrito, establece la 

improcedencia del juicio de amparo contra actos 

que no afecten los intereses jurídicos o legítimos 

del quejoso y contra normas generales que 

requieran de un acto de aplicación posterior al 

inicio de su vigencia. 

Sobre el particular, conviene señalar que 

para la procedencia del amparo indirecto -en los 

supuestos en que no se combatan actos o 

resoluciones de tribunales-, quien comparezca a 

un juicio deberá ubicarse en alguno de los 

siguientes dos supuestos: (1) ser titular de un 

derecho subjetivo, es decir, alegar una afectación 

inmediata y directa en la esfera jurídica, 
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producida en virtud de tal titularidad; o (11) en caso .. 

de que no se cuente con tal interés, aduéir un 

interés legítimo, que será suficiente para 

comparecer en el juicio. 

Siive de apoyo a lo anterior, la tesis de 

jurisprudencia P./J. 50/2014 (10a,'), aprobada por 

el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de !a Nación•, que es del tenor siguiente: 

INTERÉS LEGÍTl/10. CONTENIDO Y 

ALCANCE PARA c~:CFECTOS DE LA 
·' PROCEDENCIA DEL.· .. :'.:: JUICIO DE AMPARO 

(INTERPRETACIÓN -~'.fbEL ARTÍCULO 107, 

FRACCIÓN I; DE LA::~CONSTITUGIÓN POLiTICA 

DE LOS ESTADos''uNtDOS MEXICANOS). A 

consideración de esté!Tribunal Pfeno de la Suprema 

Corte de Justicia de ~a Nación, el párrafo primero de 

la tracción I del attfculo 107 de Ja Constitución 

Polftica de los Estadps Unidos Mexicanos, establece 

que tratándose de la procedencia del amparo 

indirecto -en /os supuestos en que no se combatan 

actos o resoluciones de tribunales-, quien 

comparezca a un juicio deberá ubicarse en alguno 

de los siguientes dos supuestos: {/) ser titular de un 

derecho subjetivo. es decir. alegar una afectación 

inmediata v directa en la esfera jurídica. producida 

en vittud de tal titularidad; o (11) en caso de que no 

se cuente con tal '}nterés la Constitución ahora 

establece la posibilidad de solamente aducir un 

interés legítimo. que será suficiente para 

• Gaceta da! Samanario Judicial de la Federación, seis de noviembre de 
dos mil catorce, publicada en la página 60, Libro 12, Noviembre de 2014, 
Tomo/, Décima Época 
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comparecer en el juicio. Dicho interés legítimo se 

refiere a la existencia de un vínculo entre ciertos 

derechos fundamentales y una persona que 

comparece en el proceso, sin que dicha persona 

requiera de una facultad otorgada expresamente por 

el orden jurídico, esto es, la persona que cuenta con 

ese interés se encuentra en aptitud de expresar un 

agravio diferenciado al resto de los demás 

integrantes de la sociedad, al tratarse de un interés 

cualificado, actuar, real y jurídicamente relevante, de 

tal forma que la anulación del acto que se reclama 

produce un beneficio o efecto positivo en su esfera 

jurídica, ya sea actual o futuro pero cierto. En 

consecuencia, para que exista un interés legítimo, 

se requiere de Ja existencia de una afectación en 

cierta esfera jurídica -no exclusivamente en una 

cuestión patrimonial-, apreciada bajo un parámetro 

de razonabilidad, y no sólo como una simple 

posibilidad, esto es, una lógica que debe guardar el 

vínculo entre la persona y la afectación aducida, 

ante lo cual, una eventual sentencia de protección 

constitucional implicaría la obtención de un beneficio 

determinado, et que no puede ser fejanamente 

derivado, sino resultado inmediato de fa resolución 

que en su caso llegue a dictarse. Como puede 

advertirse, el interés legítimo consiste en una 

categoría diferenciada y más amplía que el interés 

jurídico, pero tampoco se trata del interés genérico 

de la sociedad como ocurre con el interés simple, 

esto es, no se trata de la generalización de una 

acción popular, sino del acceso a los tribunales 

competentes ante posibles lesiones jurídicas a 

intereses jurídicamente relevantes y, por ende, 

protegidos. En esta lógica, mediante el interés 

legítimo, el demandante se encuentra en una 

i 
i 

ti. -

• 
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situación jurídica identificable, surgida por una 

relación específica con el objeto de fa pretensión 

que aduce, ya sea por una circunstancia personal o 

por una regulación sectorial o grupal, por lo que si 

bien en una situación jurídica concreta pueden 

concurrir el interés colectivo o difuso y el interés 

legítimo, lo cierto es que tal ~-;ociación no es 
', 

absoluta e indefectible; pues ,fls factible que un 

juzgador se encuentre con un1_taso en el cual exista 

un interés legítimo individu_t;J en virtud de que, Ja 
• 

afectación o posición;: especial frente al 
' ordenamiento jurídico, sfia una situación no sólo 

• 
compartida por un grupjf formalmente identificable, 

sino que redunde jmbién en una persona 

determinada que n~pertenezca a dicho grupo. 
Y: 

Incluso, podrfa dalfie ef supuesto de que fa 
" afectación redunde /e forma exclusiva en la esfera 

'. jurídica de una pe.fona determinada, en razón de 

sus circunstancias~specíficas. En suma, debido a 

su configuración ~ormativa, la categorización de 

todas fas posiblls situaciones y supuestos del 

interés fegftimo, ';;Jeberá ser producto de fa labor 

' cotidiana de los ªiversos juzgadores de amparo al 
' 

aplicar dicha fig(Jra jurídica, ello a Ja luz de los 

lineamientos effli.lidos por esta Suprema Corte, 

debiendo interpfetarse acorde a la naturaleza y 

funciones del juic~O de amparo, esto es, buscando la 

mayor protección .de los derechos fundamentales de 

/as personas. ~. 

' 
En el caso particular, del análisis integral de 

la demanda de amparo, se advierte que el 

quejoso reclamó la inconstitucionalidad de Jos 

artículos 234, 235, último párrafo; 237; 245, 
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fracción !; 247, último párrafo, 248, 368 y 479 de 

la Ley General de Salud, con motivo de su 

primer acto de aplicación consistente en e! 

oficio número expedido por el 

director Ejecutivo de Regulación de 

Estupefacientes, Psicotrópicos y Sustancias 

Químicas de la Comisión Federal para la 

Protección contra Riesgos Sanitarios. 

El oficio referido, es del tenor siguiente: 

OFICIO: - Ciudad de 

México, a B de julio de 2016 C 

-· --
-- Con fundamento en los artículos 4º, párrafo 

cuarto, 8, 14 y 16 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 2, fracción f, 14, 17, 26 

y 39 fracciones XXI y XXIV de la Ley Orgánica de 

fa Administración Pública Federal; artículos 1º, 3º, 

tracciones /, XXII y XXVIII, 4, fracción 111, 13, inciso 

a) fracción IX, X, 17 bis, tracción IV, 194 último 

párrafo, 194 bis, 197, 204, 212, 221, 222, 222 bis, 

223, 368, 371, 376, 376 Bis tracción I, 378 y 393 de 

la Ley General de Salud; 1, 2, 3, 15, 15-Ay 17-A de 

la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 1, 

2 inciso c) tracción X, 15, 36 y 37 del Reglamento 

Interior de la Secretaria de Salud; 1, 3 tracción !, 

inciso b, fracción VII y XIII, 4 fracción JI, inciso c, 11 

tracciones VI, XI y 14 tracción I del Reglamento de 

la Comisión Federal para fa Protección contra 

Riesgos Sanitarios; y el Articulo Vigésimo Sexto del 

• 

--;-.1~' 

- ) ' 

' 
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Acuerdo por el que se delegan facultades .que JP ,, 
' señalan, en los Órganos Administrativos,que en el 

'" 
mismo se indican de la Comisión Fec¡/J'ra.1 para /a 

' Protección contra Riesgos Sanitartds. - Hago 

referencia al desahogo de la preve.iiCión respecto a 

/a solicitud de autorización sanita.da "para consumo 

personal con fines recreativ.~ del "Cannabís 

Sativa", (saliva, indica ameridSna o marihuana, su .r 
resina, preparados y sefiiitlas), así como del 

,--
psicotrópico THC (TeJ_rahidrocannabidol, los 

isómeros Ll6A (10a), !J6¡-(7), IJ.7, LlB, Ll9, Ll10, Ll9 

(11) y sus vjiantes estereoquímicas) 

(conjuntamente, 'MadiíuanaJ, consistentes en la 
¡ 

siembra, cultivo, co~cha, preparación, posesión, 

transporte de las.rfnismas y la importación y 

adquisición de la -~milla, para que el peticionario 

pueda consumir;iMarihuana regularmente y de 

fonna personal y: con fines meramente lúdicos o 

recreativos. Asirriis'mo, solicito la autorización para 

ejercer los der9bhos correlativos al auto-consumo 

de Marihuana,:, tales como Ja siembra, cultivo, 

cosecha, preparación, acondicionamiento, 

posesión, transporte e importación y adquisición de 

semillas, en cualquier forma, empleo, uso, 

consumo, imPf?rtación y, en general, todo acto 

relacionado eón el consumo lúdico y personal 

Marihuana por el peticionario, excluyendo 

expresamente los actos de comercio, tales como la 

distribución, enajenación y transferencia de la 

misma" (sic) presentado en el Centro Integral de 

Servicios de fa Comisión Federal para Ja Protección 

contra Riesgos Sanitan·os el día 9 de , marzo de 

2016 al que Je correspondió el número de entrada 

-- Lo anterior, derivado de la 

contestación al oficio número 
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fecha 12 de febrero de 2016, a través del cual esta 

autoridad sanitaria, con fundamento en el artículo 

17-A de Ja Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo y 368 de fa Ley General de Salud, 

emitió la prevención a su solicitud, para que en un 

plazo máximo de 5 días hábiles acreditara la 

existencia de dicho interés jurídico, esto es, allegar 

los medíos de convicción que fe pennitiera a esta 

autoridad sanitaria pronunciarse de manera 

fundada y motivada acerca de la misma, o en el 

caso contrario, es decir, en el supuesto de que no 

existiera dicho derecho subjetivo, así como una 

facultad expresa de esta autoridad, lo procedente 

era que acreditara el interés legítimo de su solicitud 

de autorización sanitaria "para consumo personal 

con fines recreativos del NCannabis Sativa'', (sativa, 

indica amencana o marihuana, su resina, 

preparados y semillas), así como del psícotrópico 

THC (Tetrahidrocannabido!, los isómeros Ll6A 

(10a), Ll6a (7), Lll, LlB, Ll9, Ll10, Ll9 (11) y sus 

variantes estereoqufmicas) (conjuntamente, 

'Marihuana'), consistentes en fa siembra, cultivo, 

cosecha, preparación, posesión, transporte de las 

mismas y la importación y adquisición de la semilla, 

para que el peticionario pueda consumir Marihuana 

regularmente y de forma personal y con fines 

meramente lúdicos o recreativos. Asimismo, solicito 

la autorización para ejercer los derechos 

correlativos al auto-consumo de Marihuana, tales 

como la siembra, cultivo, cosecha, preparación, 

acondicionamiento, posesión, transporte e 

importación y adquisición de semillas, en cualquier 

forma, empleo, uso, consumo, importación y, en 

general, todo acto relacionado con el consumo 

lúdico y personal de Marihuana por el peticionario, 

• 
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' excluyendo expresamente los actos de co,r:nercio, 

tales como fa distribución, enajenjCión y 
1:' 

transferencia de la misma" (sic), pre'!fl"niéndole a 

efecto de que invocara la existencia ,de una norma 
' constitucional en la que se estab~fl,ciera o tutelara 

algún interés difuso en be'tteficio de una 

colectividad determinada, -·Que dicho acto 

transgrediera ese interés dif~So, ya sea de manera 
' 

individua! o colectiva, a~-¡- como que probara 
' peltenecer a dicha colectfdad. - En este sentido, 

mediante escrito de fe~ 9 de marzo de 2016, se 
' desahogó la prevencióften los siguientes términos: 

" 
'En respuesta al ot/f;io aclaro y respondo los 

siguientes puntos: J\ Facultad Para Solicitar que , 
Acredite el lnteré#: Jurldico o Legítimo - En 

·' función del altíctilo 15 de la Ley Federal de 

Procedimiento Adfi1inistrativo, esa autoridad carece 

·de facultad para}~ficitar que acredite mi "interés 

jurídico y legíti~" para una autorización sanitaria. 
!>(, 

Efectivamente, .3t:tal numeral dispone que "la , 
Administración ·:.Pública Federal no puede exigir 

más fonna/idades que fas expresamente previstas 

" en fa ley." Así fa Ley General de Salud y 

norma ti vid ad .. t- secundaria en materia de 

estupefacient~· y psicottópicos no establece como 

formalidad que:1os promoventes deban acreditar el 

interés jurídico o legitimo para hacer una petición. 

Luego entonces, esa autoridad no puede exigido 

discrecionalmente.' - Facultad para solicitar 

información adicional - Con fundamento en el 

altícufo 17-A de. fa Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, la COFEPR!S carece de facultad 

para solicitar información adiciona/ una vez 

transcurrida la tercera parle del término que tiene 

para dar respuesta a un trámite_ La tercera parle 
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del término que tenía esa autoridad para dar 

respuesta feneció en la primera quincena de 

diciembre de dos mil quince. El Oficio se formuló 

más de dos meses después de haber fenecida la 

facultad de esa autoridad para requerir información 

adicional. Así las cosas, esa autoridad no se 

encuentra legitimada para solicitarme información 

alguna sobre la autorización solicitada. - Interés 

jurídico para solicitar un registro sanitario - Ahora 

bien, a efecto de coadyuvar a esa autoridad en su 

función administrativa, y sin que ello implique la 

renuncia a mis derechos reconocidos en Ja 

Constitución, aclaro que el interés jurídico que me 

asiste para solicitar una autorización sanitaria, o 

bien cualquier otra cosa, se desprende del artículo 

8" del texto constitucional. Al tenor del derecho de 

petición puedo solicitar cualquier cosa a cualquier 

funcionario o empleado póblico, siempre que lo 

haga por escrito, de manera pacífica y respetuosa. 

- Como ciudadano Mexicano, en mayoria de edad 

y pleno ejercicio de mis derechos constitucionales, 

soy titular del derecho de petición reconocido en el 

articulo a~ del texto constitucional, que me asiste 

para pedir una autorización unitaria para el 

consumo personal de Marihuana y el ejercicio de 

/os derechos correlativos a tal consumo. (Sic) 

Paga un mejor proveer en fa atención a la 

presente, se procede a contestar punto por punto et 

desahogo de la prevención mu/licitada por esta 

autoridad para que el solicitante acreditara el 

interés jurídico que le asisJ.e o en su defecto el 

interés legítimo. - Facultad Para Solicitar que 

Acredite el Interés Jurídico o Legítimo - En 

función del artículo 15 de Ja Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, esa autoridad carece 

' - ,.,-
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de facultad para solicitar que acredite mi /interés , 
jurídico y legítimo~ para una autorizaci9( sanitaria. 

Efectivamente, tal numeral dispo¡fo que "la 

Administración Pública Federal n puede exigir 

más formalidades que las expr~ ' mente previstas 

en la ley." Así la Ley Ge· raf de Salud y 

normatividad sacundaria . · en materia de 

estupefacientes y psicotróp ·· s no establece como 

formalidad que los promo nte deban acreditar el 

interés jurfdico o legitim para hacer una petición. 

Luego entonces, esa toridad no puede exigirlo 

discrecionalmente.' Es importante mencionar 

que la Ley Federal d Procedimiento Administrativo 

establece taf y co 

legalidad, media 

lo menciona un principio de 

el cual la Administración 

Pública Federal podrá exigir más formalidades 

que las expresa _ # nte previstas en la ley, bajo este 

contexto, la Ley - ue por un criterio de especialidad 

contempla /os - asos y requisitos as/ como /as 

modalidades e las que se podrá emitir una 

autorizacíón s itaria es fa Ley General de Salud, 

en este sentí la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo · ace una remisión directa a esta 

• normativa en-~sa/ud para que /as actividades 
• • relacionadas tcon la salud humana sean 

susceptibles ~ realizarse a través de un acto 

administrativo fenominado autorización sanitaria, 
•· siempre y cuantío dicho actuar se contemple en Ja 

' Ley General d~ Salud. - Es importante considerar 
• 

que, el acredit8r un interés jurídico o legítimo para 

poder proveer ;una resolución por parte de fa 
• 

autoridad no es ·una formalidad, es un requisito de 

fondo referente a la existencia de un derecho 

subjetivo previsto por el conjunto normativo que el 

particular pueda ejercer o reclamar de fa autoridad 
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del Estado. -- Por lo anterior, esta autoridad se 

encuentra plenamente facultada para requerir el 

que se acredite un interés jurídico o legítimo que fe 

asista al particular para reclamar de la misma el 

otorgamiento de una autorización ya que, dicho 

interés no constituye una formalidad sino un 

requisito de fondo sin el cual, no existe la 

posibilidad de emitir la propia autorización 

solicitada. - Ahora bien, en el segundo párrafo del 

artículo 368 de la Ley General de Salud, se 

establece que dichas autorizaciones sanitarias 

tendrán el carácter de licencias, permisos, registros 

o tarjetas de control sanitario, y a efecto de dar 

cumplimiento a lo previsto en su diverso 368, se 

desglosan en diversos arlículos de dicha 

disposición, los requisitos y formalidades que se 

deben cumplir para el otorgamiento de la 

autorización de que se trate. - Esto es, requieren 

de autorización de una licencia sanitaria los 

establecimientos para el proceso de los 

medicamentos que contengan estupefacientes y 

psicotrópicos, vacunas, toxoides, sueros y 

antitoxinas de origen animal, y hemoderivados; 

para la elaboración, fabricación o preparación de 

medicamentos, plaguicidas, nutrientes vegetales o 

sustancias tóxicas o peligrosas. - En el caso del 

otorgamiento de un registro sanitario, éste se da 

para medicamentos alopáticos, homeopáticos, 

herbolarios, biotecnológicos 

biocomparables, de referencia, 

genéricos, estupefacientes, 

innovadores, 

vitamínicos, 

substancias 

psicotrópicas y productos que los contengan; 

equipos médicos, prótesis, órtesis, ayudas 

funcionales, agentes de diagnóstico, insumos de 

uso odontológico, materiales quirúrgicos, de 

• 

--DCo!_.' 
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curación y productos higiénicos, 

nutrientes vegetales, substancias 

peligrosas. - Por fo que refiere a la, 

penniso sanitario para la 

o 

de 

estupefacientes en recetan esp ·a/es y los libros 

de control de estupefacien o substancias 

psicotrópicas; fa importació y exportación de 

estupefacientes, psicotrópicas y 

productos o preparados e las contengan. -- Y 

' para tatjetas de control,!J;anitario se expiden para 

' las personas que rea/icfln actividades mediante fas 
·:· 

cuales se pueda pf!Ppagar alguna enfermedad , 
- asos y bajo las condiciones 

que establezcan I disposiciones aplicables; el 

personal que pre _e sus servicios en cualquier 

establecimiento pJra la atención médica, cuyas 
í 

actividedes pudi~ran propagar alguna de las 

enfermedades ti$nsmisibles. - Por lo que, del 
' 

desahogo a /a :Prevención formulada en lo que 

refiere a la e~ístencia de un interés jurídico, 

' entendiendo éste como fa existencia de un derecho 

legítimamente tµtelado por el ordenamiento legal 

' objetivo, el cu<il faculta al titular para exigir una 

conducta de laflutoridad mediante una norma, así 

como del anállpis de todo el cuerpo normativo en 

maten·a de s$fud, no se desprende que se 
' ' acredite el mit;mo. toda vez que ni siquiera se 
' ' está ante la e~stencia de una autorización de Ja 
' modalidad requerida, y por ende de un derecho 
' 

subjetivo para ~ emisión de la misma, ya que en 

ninguna parte\ se establece una autorización 
\ 

sanitaria para \'consumo personal con fines 

recreativos del ''Cannabis Sativa'', (saliva, 

indica americana o marihuana, su resina, 

preparados y semillas), asi como del 
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psicotrópico THC (Tetrahidrocannabidol, los 

isómeros .lJ.6A (10a), .lJ.6a (7), .!J.7, .lJ.8, .lJ.9, LJ.10, .ll.9 

(11) y sus variantes estereoquimicas) 

(conjuntamente, 'Marihuana'), consistentes en 

la siembra, cultivo, cosecha preparación, 

posesión, transporte de las mismas y la 

importación y adquisición de la semilla, para 

que el peticionario pueda consumir Marihuana 

regulannente y de forma personal y con fines 

meramente lúdicos o recreativos. Asimismo, 

solicito la autorización para ejercer los 

derechos correlativos al auto-consumo de 

Marihuana, tales como la siembra, cultivo, 

cosecha, preparación, acondicionamiento, 

posesión, transporte e importación y 

adquisición de semillas, en cualquier forma, 

empleo, uso, consumo, importación y, en 

general, todo acto relacionado con el consumo 

lúdico y personal de Marihuana por el 

peticionario, excluyendo expresamente los 

actos de comercio, tales como Ja distribución, 

enajenación y transferencia de la misma'' (sic), 

consecuentemente esta autoridad no tiene 

facultades para pronunciarse sobre actividades 

no previstas en la Ley General de Salud y cuyos 

casos, modalidades y requisitos no estén definidos 

en la Ley de la materia. - Ahora bien, el artículo 

17-A de fa Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo dispone que cuando los escritos que 

presenten Jos interesados no contengan los datos o 

no cumplan con Jos requisitos aplicables, la 

dependencia u organismo descentralizado 

correspondiente deberá prevenir a los interesados, 

por escrito y por una sola vez, para que subsanen 

Ja omisión dentro del término que establezca fa 

' 

,_ 
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dependencia u organismo descentralizado, el cual 

no podrá ser menor de cinco días hábiles contados 

a partir de que haya surtido efectos la no_tf~cación; 

transcurrido el plazo correspondifinte sin ., 
desahogar fa prevención, se desechaqt'"el trámite. -

-»· 

-- En este sentido, las facultades de,ésta autoridad 

se encuentran apegadas a derecf]O, puesto que al 

no cumplirse con los requisitos_..¡jpticables para la 

emisión de una autorizaci8fi upara consumo . 
personal con fines recrefivos del "Cannabis 

Saliva''. (saliva, indica amefjicana o man·huana, su 

resina, preparados y sf}nil/as), asf como del 
' psicotrópico THC (7Jftrahidrocannabidof, los 

isómeros Ll.6A (10a), 4.® (7), íJ.7, Ll.8, Ll.9, Ll.10, Ll.9 
•• 

(11) y sus vlf;antes estereoquímicas) 
' (conjuntamente, 'MarJ.huana'), consistentes en fa 

siembra, cuftivo, cotfucha, preparación, posesión, 

transporte de las ~mismas y la importación y 
' 

adquisición de la $iJmilla, para que el peticionario 
., 

pueda consumir Mariguana Regularmente y de .. 

forma personal y[con fines meramente lúdicos o 

recreativos. Asimi$mo, solicito la autorización para 

ejercer los derechos correlativos al auto-consumo 

de Marihuana, --rales como la siembra, cultivo, 

cosecha, preparación, acondicionamiento, 

posesión, transpo_rte e importación y adquisición de 

semillas, en cualquier forma, empleo; uso, 

consumo, importación y, en general, todo acto 

relacionado con el consumo lúdico y personal de 

Manhuana por el peticionario, excluyendo 

expresamente !os.actos de comercio, tales como Ja 
' 

distribución, enajenación y transferencia dé Ja 

misma"(sic), derivado del hecho que ni siquiera 

existe el caso, ni la modalidad y mucho menos los 

requisitos, ésta autoridad en un principio de 
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legalidad al que están constreñidas todas las 

autoridades solicitó mayores elementos para poder 

dar contestación a su formulación, esto, en el 

supuesto de que aún y cuando no existiera una 

disposición normativa, pudiera existir un derecho 

subjetivo que le asistiera al particular y exigiera un 

actuar de esta autoridad sanitaria como un deber 

correlativo o en su defecto un interés difuso. -- Es 

por ello que esta autoridad, en el marco de 

legalidad tiene las suficientes atribuciones para 

solicitar la información necesaria para fa emisión de 

una autorización sanitaria, puesto que en la Ley 

General de Salud así como en el Reglamento de 

Insumos para la Salud y el u Acuerdo por el que se 

dan a conocer los trámites y servicios, así como /os 

formatos que aplica la Secretaría de Salud, a 

través de Ja Comisión Federal para la Protección 

contra Riesgos Sanitarios, inscritos en el Registro 

Federal de Trámites y SeNicios de Ja Comisión 

Federal de Mejora Regufatoria" y sus ulteriores 

modificaciones, se establecen /os requisitos que 

deben cumplirse para Ja emisión de /as mismas, 

requisitos que pueden ser tanto técnicos como 

legales y entre los cuales no hay disposición 

expresa para Ja autorización que se está 

peticionando. - Por tanto, resulta improcedente 

la solicitud ''para consumo personal con fines 

recreativos del ''Cannabis Sativa'', (sativa, 

indica americana o marihuana, su resina, 

preparados y semillas), asi como del 

psicotrópico THC (Tetrahidrocannabidol, los 

isómeros .ll.6A (10a), .ll.Ba (7), .ll.7, .ll.8, .ll.9, .ll.10, .ll.9 

(11) y sus variantes estereoquimicas) 

(conjuntamente, 'Marihuana), consistentes en 

la siembra, cultivo, cosecha, preparación, 

. ,, 
·' •' /O 

·, .. 
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posesión, transporte de las mismas ;Y' la . 

importación y adquisición de la semi/ : para 

que el peticionario pueda consumir 

regularmente y de forma personal con fines 

meramente lúdicos o recreativ Asimismo, 

solicito Ja autorización p81 ejercer los 

derechos correlativos al apto-consumo de 

Marihuana, tales como la /siembra, cultivo, 

cosecha, preparación, condicionamiento, 

posesión, 

adquisición 

transpotte importación y 

empleo, uso, consu _ 

en cualquier forma, 

importación y, en 

general, todo acto rel 

lúdico y personal ·· 

peticionario, 

actos de comercio,. 

ionado con el consumo 

Marihuana por el 

expresamente Jos 

les como la distribución, 

enajenación y tra ferencia de Ja misma"(sic), 

le con el contenido del 

artículo 368 de la· ev General de Salud el cual 

sefíala que las au 'zaciones sanitarias se emitirán 

en los casos y oJn los requisitos y modalidades , 
que determine elta Ley y demás disposiciones ., 
generales aplícablfts. - Facultad para solicitar 

información adiJonal - Con fundamento en el • • artículo 17-A de /á Ley Federal de Procedimiento 
' Administrativo, la ;COFEPRIS carece de facultad 

para solicitar información adicional una • vez 

transcurrida la tercera parte del término que tiene 
• 

para dar respuesta_ a un trámite. La tercera parte 

del término que -ff)nía esa autoridad para dar 

respuesta feneció ~en la primera quincena de 

diciembre de dos rriiJ quince. El Oficio se tormu/ó 

más de dos meses después de haber fenecido Ja 

facultad de esa autoridad para requerir información 

adicional. Así /as cosas, esa autoridad no se 
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encuentra legitimada para solicitarme información 

alguna sobre fa autorización solicitada. - A lo 

anterior ante Ja inexistencia de una autorización de 

Ja modalidad requerida, como anteriormente ya se 

expuso y ante fa falta de una reglamentación y un 

procedimiento que contemple plazos y requisitos 

que atienda éste tipo solicitud, ésta autoridad 

sanitaria en ningún momento ha incurrido en 

actuaciones fuera de término, como lo es 

prevención de fecha 12 de febrero de 2016. 

Ahora bien cabe señalar que dicha prevención fue 

en afán de que se acreditara un interés jurfdico o 

legítimo derivado de que no se acreditó el mismo 

para realizar su solicitud en los términos 

pretendidos, atendiendo a lo dispuesto en el 

artículo 368 de la Ley General de Salud que define 

a la autorización sanitaria. - Aunado a que no se 

desprendió que en alguna de las disposiciones 

generales aplicables de la normatividad antes 

citada, se previera una solicitud como la 

presentada; por Jo que fue en tesitura que se 

consideró necesan·o prevenir en los términos 

apuntados a fin de no dejar en estado de 

indefensión al peticionario en el ejercicio de su 

derecho de petición y por otra parte, contar con los 

elementos necesarios para dar una respuesta 

puntual y oportuna sobre la procedencia o 

improcedencia de su solicitud. - Interés iurídico 

para solicitar un registro sanitario - Ahora bien, 

a efecto de coadyuvar a esa autoridad en su 

función administrativa, y sin que ello implique la 

renuncia a mis derechos reconocidos en Ja 

Constitución, aclaro que el interés jurídico que me 

asiste para solicitar una autorización sanitaria, o 

bien cualquier otra cosa, se desprende del articulo 
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Be del texto constitucional. Al tenor del derecho de 

petición puedo solicitar cualquier cosa a cualquier 

funcionario o empleado público, siempre. Que lo 

haga por escn·to, de manera pacífica y f. petuosa. 

- Como ciudadano Mexicano, en ma~ ría de edad 

y pleno ejercicio de mis derechos stitucionales, 

soy titular del derecho de petición conocido en el 

articulo 8" del texto constitucio 1, que me asiste 
-

para pedir una autorización sanitaria para el 

consumo personal de Marihu a y el ejercicio de 

/os derechos correlativos a tal consumo. 

Adiciona/mente,· cabe señ r que no se configura 

la hipótesis de un derech subjetivo que obligue a 

esta autoridad a emitir a autorizacíón de dichas 

características, pues e un principio general de 

derecho que las auto · des sólo pueden hacer lo 

que la ley les permite,_ va que Ja Ley General de 

Salud n una autorización con las 

arocularidades- refiere lo conducente era 

ar de un derecho sub ·etivo 

autoridad se veía afectado 

de manera perstjal y directa. lo cual no 

aconteció. - Al redhecto, el suscrito reconoce que 
,i 

si bien es cierto q_Ue a su solicitud Je asiste el 

derecho humano dé petición consagrado en el 

artículo 8" de Ja -Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexícanos, que otorga el derecho 

a cualquier persona nacional o extranjera para 

formular una petición sobre cualquier materia y en 

cualquier sentido, dirigida a cualquier autoridad de 

nuestro país, en tanto la petición cumpla con las 

formalidades que el mismo precepto constitucional 

menciona, es decir, que se presente por escrito, de 

manera pacífica y respetuosa. Para mayor 

precisión se transcribe el precepto referido: -
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'Artículo ao.' (se transcribe) - Más cierto es que 

esta porción normativa no obliga a Ja autoridad 

requerida a responder en un determinado sentido 

la solitud que se le haya formulado, sino 

únicamente fe obliga a que se acuerde y dé el 

trámite correspondiente en un breve término, con la 

libertad de resolver de conformidad con /os 

ordenamientos que resulten aplicables al caso. -­

Lo anterior debe entenderse en el sentido de que, 

siendo que la petición se haya formulado con fas 

caracteristicas señaladas por el precepto citado, la 

obligación de la autoridad será la de otorgar una 

respuesta relacionada con fo pedido, en la forma 

que corresponda de acuerdo a /os preceptos 

normativos que rigen la materia, y no así en el 

sentido de que es obligación de la autorldad 

conceder precisamente lo peticionado por 

particular, ya que existen procedimientos y trámites 

que deben seguir determinado cauce de acuerdo 

con /as disposiciones jurídicas aplicables, por tanto, 

si bien es cierto que su derecho para formular una 

petición, cualquier que ésla fuere, se encuentra 

garantizado por el artículo 8" Conslitucional, ello 

no significa que la autoridad deba reconocerle 

el interés jurídico que pretende para otorgarle 

una autorización cuyas características no 

corresponden con ningún presupuesto iuridico 

existente. -. En apoyo a lo expuesto, el suscrito 

cita la Jurisprudencia número XXI. 1°.PA J/27, 

visible en la página 2167 del Semanario Judicial de 

la Federación y su Gaceta, novena época, tomo 

XXXIII, ma!Zo de 2011, misma que se transcribe en 

seguida: - i=poca: Novena i=poca - Registro: 

162603 -- Instancia: Tribunales Colegiados de 

Circuito - Tipo de Tesis: Jurisprudencia - Fuente: 

el 

el 

r 
' 

' - f,_ 
" .,,_ -
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Semanario Judicial de Ja Federación y su Gaceta -

- Tomo XXXIII, Maao de 2011 -- Mat{:lha(s): 
·" 

Constitucional - Tesis: XXI. 1º.P.A .. :¡'·'.;127 -
~* . 

Página: 2167 - 'DERECHO DE PE~l¡CION. SUS 
:.,1 

ELEMENTOS.' (se transcribe) - 0€(¡,lfguaf manera, 

el siguiente criterio de interpreta/Ón sustenta lo 

explicado, y se transcn'be para ,Jyor precisión: --­

'Epoca: Novena Época - Ff~tistro: 171484 
'· 

Instancia: Tribunales Colegi/i:Jos de Circuito --

Tipo de Tesis: Aislada /Fuente: Semanario 

Judicial de la Federación,J_y su Gaceta -- Tomo 

XXVf, Septiembre de ,{2007 - Maten·a (s): 

Administrativa - Tesi 1 XV.3o.38 A - Página: 

2519 'DERECH DE PETICIÓN. LA 

AUTORIDAD SÓLO STA OBUGADA A DAR 

RESPUESTA POR 

TÉRMINO AL G 

Y EN BREVE 

PERO NO A 

RESOL VER EN D$rERMINADO SENTIDO.' (se 

transcribe) - Auido a lo anterior, de las 

manifestaciones ve' ídas en el desahogo tampoco 

se desprende q e se hayan aportado los 

elementos neces ·os para acreditar el interés 

legítimo, como lo ira la existencia de una norma 

constitucional en / que se estableciera o tutelará 

algún interés d uso en beneficio de una 

colectividad dete. inada, o que dicho acto 

transgrediera ese itterés difuso, ya sea de manera 

individual o colecti,, ni que se probara pertenecer 

a dicha co/ectiviCJ¡td. - En el particular, y 

retomando fo ya p)pnteado con anterioridad, es 
' 

preciso hacer notar~.a/ solicitante que, el interés 

' iurídico o legítimo que le fue requerido 
' 

acreditar, precisamente no aoarece como parte 

de los requisitos a que se refiere el artículo 15 

de la Ley Federal de Procedimiento 
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Administrativo. va que no es un requisito de 

formalidad sino un requisito de fondo que 

entraña la existencia de un derecho sustantivo 

otorgado por el coniunto normativo que él 

particular pueda ejercer o reclamar de Ja 

autoridad del Estado. - Por Jo anteriormente 

expuesto y fundado, su trámite de autorización 

"para consumo personal con fines recreativos del 

Cannabis Saliva''. (sativa, indica americana o 

marihuana, su resina, preparados y semillas), así 

como def psicotrópico THC (Tetrahidrocannabidol, 

los isómeros L16A (10a), L16a (7), tJ.7, ..18, ..19, tJ.10, 

..19 (11) y sus variantes estereoquímicas) 

(conjuntamente, 'Marihuana), consistentes en fa 

siembra, cultivo, cosecha, preparación, posesión, 

transporte de las mismas y la importación y 

adquisición de la semilla, para que el peticionario 

pueda consumir Marihuana regularmente y de 

forma personal y con fines meramente lúdicos o 

recreativos. Asimismo, solicito la autorización para 

ejercer los derechos correlativos al auto-consumo 

de Marihuana, tales como la siembra, cultivo, 

cosecha, preparación, acondicionamiento, 

posesión, transporte e importación y adquisición de 

semillas, en cualquier forme, empleo, uso, 

consumo, importación y, en general, todo acto 

relacionado con el consumo lúdico y personal de 

Marihuana por el peticionario, excluyendo 

expresamente los actos de comercio, tales como la 

distribución, enajenación y transferencia de la 

misma"(sic) se desecha por no haber desahogado 

de manera satisfactoria el requerimiento de mérito. 

- SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN. -­

DIRECTOR EJECUTIVO DE REGULACIÓN DE 

ESTUPEFACIENTES, PSICOTRÓPICOS Y 
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SUSTANCIAS QUÍMICAS. (rúbrica) 

RUMALDO ERNESTO NAVA SANCHEZ." 

Como es de observarse, el artíc~ró 479, de 

la Ley General de Salud, no fue citado en el 

oficio recién transcrito. 

¡ 

No obstante lo anterior';· este Tribunal 

Colegiado de Circuito, estir:ria que sí exisitó 

aplicación del precepto !egal .~eferido . 

• 
Ello es así, porque,t:f'efectivamente, en la 

' ' demanda de amparo, ~ expuso entre otras 

cuestiones de fondo, qu~ los artículos 234, 235, 
' 

último pérrafo; 237, 245, fracción I; 247, último 

párrafo, 24S, .368 y 4"f9 de la Ley General de 
• 

Salud, establecen la~prohibición para que la 

Secretarfa de Salud e~ita autorizaciones para la 

realización de los actos relaclonados con el 

consumo personal q,n fines recreativos del 

' estupefaciente cannaf?_is y el psicotrópico THC; 

que ello, resulta violatorio de diversos derechos 

humanos; y por ende, era indebido que se le 

hubiese prevenido para que acredita su interés 

legítimo cuando precisamente se reclama la 

omisión de establece• la posibilidad de llevar 

a cabo el autoconsumo. así como que se 

hubiese detenninado que no existe precepto 

alguno que establezca la posibilidad de 

obtener la autorización pretendida. 
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Por lo que si en el oficio reclamado se 

determina que efectivamente no existe derecho 

alguno para obtener la autorización pretendida y 

se le previene para que acredite su interés 

legítimo, es evidente que éste constituye el 

acto de aplicación de las normas impugnadas. 

Tal y como ya precisó el juez de Distrito en 

la sentencia recurrida, que aun y cuando el 

quejoso no señaló los artículos 234, 368 y 479 

de la Ley General de Salud, como actos 

reclamados en el capítulo respectivo a la 

demanda de amaparo, lo cierto era que del 

escrito inicial de demanda, se advertian 

argumentos tendientes a combatir tales 

preceptos. 

Por lo tanto, el oficio número 

expedido por el director 

Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, 

Psicotrópicos y Sustancias Químicas de la 

Comisión Federal para Ja Protección contra 

Riesgos Sanitarios, constituye el acto de 

aplicación de las normas impugnadas, incluido el 

artículo 479, de la Ley General de Salud. 

De ahí que en el caso concreto, no se 

actualizan las causas de improcedencia 

invocadas. 

" 
' -, -."r,,c~ 
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Por otra parte, el Presidente ,,(le la 

República y el Secretario de Salud, señalan que 

en relación con Jos artículos 234, 235, último 

párrafo; 237, 245, fracción l; 247, .úlfimo párrafo, 

248, 368 y 479 de la Ley General de Salud, es 

improcedente conceder el a_rrit>aro solicitado, 
'<",' 

porque implicaría múJtiples __ ;-_Yiolaciones a los .. 
derechos de la sociedad, .• ~ií como a diversos 

' . 
ordenamientos legales, d~--conformidad con el ., 

artículo 61, fracción X>g), en relación con el 
_;:,_ 

artículo 77, ambos de la, y de Amparo, de modo 

que la concesión del a aro sería nugatoria para 

el quejoso ante la in tencia de una plataforma 
f.;' 

política integral Pf autorizar el uso de 

marihuana con finesfdicos . .. •. , 
\f, ;:: 

Es infundadai1'a causa de improcedencia ,,, 
invocada, de iº conformidad con !as 

consideraciones si~ientes: 

El artículo 61~;:tracción XXIII, de la Ley de 

Amparo, dispone: 

Articula 61. El juicio de amparo es 

improcedente: 

(.) 

XXIII. En los demás casos en que la 

improcedencia resulte de alguna disposición de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, o de esta Ley. 
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Por su parte, e! artículo 77, de la Ley de 

Amparo, establece: 

Artículo 77. Los efectos de la concesión def 

amparo serán: 

l. Cuando el acto reclamado sea de carácter 

positivo se restituirá al quejoso en el pleno goce del 

derecho violado, restableciendo las cosas al estado 

que guardaban antes de la violación; y 

JI. Cuando el acto rae/amado sea de carácter 

negativo o implique una omisión, obligar a la 

autondad responsable a respetar el derecho de que 

se trate y a cumplirlo que el mismo exija. 

En el último considerando de la sentencia que 

conceda el amparo, el juzgador deberá determinar 

con precisión los efectos del mismo, especificando 

fas medidas que fas auton·dades o particulares 

deben adoptar para asegurar su estricto 

cumplimiento y la restitución del quejoso en el goce 

del derecho. 

En asuntos del orden penal en que se reclame 

una orden de aprehensión o auto de vinculación a 

proceso en delitos que la ley no considere como 

graves, la sentencia que conceda el amparo surtirá 

efectos inmediatos, sin perjuicio de que pueda ser 

revocada mediante el recurso de revisión; salvo que 

se reclame el auto de vinculación a proceso y el 

amparo se conceda por vicios formales. 

En caso de que el efecto de fa sentencia sea 

la libertad del quejoso, ésta se decretará bajo /as 

medidas de aseguramiento que el órgano 

jurisdiccional estime necesarias, a fin de que el 

quejoso no evada la acción de Ja justicia. 
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En todo caso, fa sentencia surtirá sus efectos, 

cuando se declare ejecutoriada o cause estada--por 

ministerio de fey. 
_f 

I 
De la interpretación armónica y J/~cionada 

,,,rr 
de los preceptos legales transcrito!;'· el último a 

' 
contrario sensu, se desprende cµle el juicio de 

' 
amparo es improcedente cuando no puedan 

' 
concretarse los efectos del am¡fftiiro . . ,: :·, ,. 

-1> 
Ahora bien, como yar-·quedó 

.~: 
anterioridad, el q~1oso 

~-" 

relatado con 

reclamó la 

inconstitucionalidad de"<"ilos 234, 235, último 
';,"< 

párrafo; 237, 245, fracgf6n !; 247, último párrafo, 
" :-"'.'e 

248, 368 y 479 de Ja Oey General de Salud, con 
' ' 

motivo de su primer acto de aplicación 
\11.-

consistente en -~'. el oficio número 
·fil" 

, %xpedido por el director 
"\· 

Ejecutivo de Reg~ación de Estupefacientes, 

Psicotrópicos y ~stancias Químicas de la 

Comisión Federa~ para la Protección contra 

Riesgos Sanita~~, al estimar que tales 

preceptos legales, .~~stablecen la prohibición para 
i~ 

que la Secretaría de Salud, emita autorizaciones 
' 

para la realización de los actos relacionados con 

el consumo personal con fines recreativos del 

estupefaciente can11abis y el psicotrópico THC; 

que ello, resulta vio1atorio de diversos derechos 

humanos; y por ende, era indebido que se le 

hubiese prevenido para que acredita su interés 

legítimo, cuando precisamente se reclama la 
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omisión de establecer !a posibilidad de llevar a 

cabo el autoconsumo, así como que se hubiese 

determinado que no existe precepto alguno que 

establezca la posibilidad de obtener la 

autorización pretendida. 

Bajo ese orden de ideas, los efectos de una 

eventual concesión del amparo, consistirían en 

vincular a la autoridad responsable, para que deje 

insubsistente el oficio referido y otorgue 

exclusivamente al quejoso, la autorización 

pretendida, en términos del artículo 77, de la Ley 

de Amparo. 

Tan es así que la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, concedió 

el amparo en un asunto similar, al resolver el 

cuatro de noviembre de dos mil quince, el amparo 

en revisión 

siguiente: 

, en el que se sostuvo lo 

En consecuencia, este Alto Tribunal procede 

a revocar la sentencia recurrida y conceder el 

amparo para el efecto de que el Director Ejecutivo 

de Regulación de Estupefacientes, Psicotrópicos y 

Sustancias Químicas de la Comisión Federal para 

la Protección contra Riesgos Sanitarios, autoridad 

señalada como responsable en el juicio de amparo, 

otorgue a los quejosos la auton·zación a que hacen 

referencia los artículos 235 y 247 de la Lev General 

de Salud. respecto de las substancias y para los 

efectos a los que se ha hecho referencia 

·-
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anteriormente. en el entendído de que dicha 

autoridad no podrá utifízar las porciones normativas 

cuya inconstitucionafidad ha sido declarada en los 

términos antes expuestos como base para dictar Ja 
.. 

resolución respectiva. 

' i 
• . _.,;· 

Por lo tanto, no es verdad qu~,l'Jna eventual 

concesion del amparo, impli~ría múltiples 

violaciones a los derechos de-'~ sociedad, así 

como a diversos ordenamient,,;egales, ni que Ja 

concesión del amparo serJ~- nugatoria para el 
- ',;i;: 

quejoso ante la inexisten~á de una plataforma 

política integral para Jutorizar el uso de 

marihuana con fines lúl'.li s. 

En ese orden de · eas, resultan infundadas 

las causas de ímp 

Presidente de la 

• 
edencia invocadas por el 

ública y el Secretario de 

Salud, en e! recurs ;. de revisión adh.esiva. 

','' 

No habiendo o motivo de improcedencia o 

sobreseimiento he.·;,¡ o valer por las partes en e! 

recurso de revisiój' adhesiva interpuesto por el 

Presidente de Ja ·lepública y el Secretario de 
• 

Salud, sin que ·~ste Tribunal Colegiado de 

Circuito, advierta, fde oficio, que opere algún 

motivo que torn~ improcedente la aci::ión ,, 
constitucional, !o ··procedente es analizar los 

agravios esgrimidos por la parte quejosa, en el 

recurso de revisión principal y, en su caso, los 

agravios del recurso de revisión adhesiva. 

·-----·-
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OCTAVO. Sin embargo, este Tribunal 

Colegiado de Circuito, estima que no es 

procedente analizar los agravios de! recurso de 

revisión principal esgrimidos por la parte quejosa, 

ni los agravios del recurso de revisión adhesiva 

interpuesto por el Presidente de la República y el 

Secretario de Salud, por las razones que a 

continuación se exponen: 

En principio, es necesario precisar que en 

los considerandos séptimo del fallo recurrido, el 

juez de Distrito, analizó y declaró infundados los 
• 

conceptos de violación esgrimidos en Ja POO:;:,:~Jun1c1AL DEl 

e
>';C~~:<.~;'.',l.~~1 
e~>- ,e.O< • "- ,jf., 

demanda, negando el amparo y la protección de s<~,;101<ilEi>1 

la Justicia Federal, respecto de los artículos 234, 

235, último párrafo, 237, 245, fracción I; 247, 

último párrafo, 248, 368 y 479 de la Ley 

General de Salud. 

Inconforme con la decisión anterior, en los 

agravios del recurso de revisión principal, el 

quejoso plantea que en la sentencia recurrida, no 

se realizó un análisis correcto de ta normas 

reclamadas e insiste en que los artículos 234, 

235, último párrafo; 237, 245, fracción I; 247, 

último párrafo, 248, 368 y 479 de la Ley 

General de Salud, son inconstitucionales. 

' 



' 
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Mientras que en los agravios del,_,-recurso 

de revisión adhesiva, interpues_td por el 

Presidente de la República y el Sécretario de 
"Á-

Salud, se defiende la constitucioftalidad de Jos 
,-,¡' 

preceptos legales supramencionaídos. 

' 
},' 

De lo anterior, deriva 'Je en el recurso de 

revisión principal y a_;iesivo, subsiste el 

problema de constituciog'J!lidad respecto de los • artículos 234, 235, úl o párrafo, 237, 245, 

fracción 1, 247, último rrafo, 248, 368 y 479 de 

Ja Ley General de Sal.-

Sin embargo, 

Circuito, carece 

resolver 

te Tribunal Colegiado de 

competencia legal para 

de constitucionalidad que 

subsiste en ef recu o de revisión principal y en el 

recurso de revisión dhesiva, esto es, Jos artículos 

234, 235, último p · fo, 237, 245, fracción I; 247, 

último párrafo, 24 368 y 479 de la Ley General 

de Salud. 

. 1 
Lo anterior es así, porque de conformidad 

' ' 
con los artículos 83, de la Ley de Amparo y 1 O, 

fracción 11, inciso a); de !a Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación, tal aspecto es 

competencia de Ja Suprema Corte de Justicia de 

la Nación. 
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Si bien conforme a la esfera de competencia 

que establece el punto Cuarto, fracción !, incisos 

A), B), C) y D) del Acuerdo General 5/2013, de 

trece de mayo de dos mil trece, del Tribunal Pleno 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

relativo a la determinación de los asuntos que et 

Pleno conservará para su resolución, y el envío 

de los de su competencia originaria a !as Salas y 

a Jos Tribunales Colegiados de Circuito, publicado 

en e! Diario Oficial de !a Federación, el veintiuno 

del mes y año citados, se delegaron facultades a 

estos últimos para que conocieran asuntos de 

constitucionalidad de leyes, resulta que este 

tribunal se encuentra impedido para resolver el 

prob!ema de fondo que subsiste en cuanto a Ja 

constitucionalidad de las disposiciones 

reclamadas, porque el tema del asunto no se 

encuentra comprendido en las hipótesis que dicho 

acuerdo prevé, según se expone a continuación: 

• No existe jurisprudencia, incluso pendiente 

de publicación, del Pleno o de las Salas, 

respecto de Jos artículos 234, 235, último 

párrafo, 237, 245, fracción 1, 247, último 

párrafo, 248, 368 y 479 de la Ley General de 

Salud. 

• Sobre el tema controvertido, no existen 

tres precedentes del pleno o de las salas, 

indistintamente, en forma ininterrumpida y en el 

mismo sentido, aun cuando no hubieran 

' 

- ,,, - .. 
;·_- -
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alcanzado la votación 

jurisprudencia. 

idónea para ser 

Por las razones expuestas y COI')_ -fundamento 
•' en e! punto Noveno, del Acuerdo G~neral 5/2013, 

del Tribunal Pleno de la SupJema Corte de 

Justicia de !a Nación, pre\j'fu cuaderno de 

' antecdentes, procede remitir los autos a la 
' Suprema Corte de Justici#' de la Nación, para 

' 
los efectos legales procedentes. 

' ~ 
Finalmente, en tér inos del punto Noveno, 

fraccíón 11, del o General 5/2013, del 

Tribunal Pleno de !a· uprema Corte de Justicia 

de Ja Nación, cabe __,fencionar que aun cuando 

corresponde al tribu~! colegiado el estudio de las 

causas de impr~dencia invocadas por las 

partes en el juicio ~e amparo, dicho aspecto fue 

colmado en el tionsiderando sexto de la 
. ' • 

sentencia recurrida, mientras que en el 

considerando antérior de , esta resolución, se 

analizaron las ,causas de improcedencia 

invocadas en el recurso de revisión adhesiva. 

Se afirma que el juez de Distrito, se ocupó 

de analizar las causas de improcedencia 

invocadas por las partes en e! juicio de amparo, 

conforme a !o siguiente: 

Autoridades Causas de 
cR~e"'s.,•~='"'°'" .. a .. b_,les=-----"'=im rocedencia 
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Cámara de Senadores No propuso causas de 
, 

lfoias 168 a 1691 improcedencia 
Cámara de Diputados No propuso causas de 
(fojas 171 a 151 del improcedencia 
iuicio de am~aro\ 
Comisionado Federal 1) La prevista en el 
de la Comisión Federal artículo 63, fracción IV, de 
para la Protección la Ley de Amparo, por 
contra Riesgos inexistencia de los actos 
Sanitarios y Director reclamados. 
Ejecutivo de 
Regulación de 2) La prevista en el 
Estupefacientes, artículo 61, fracción XII, 

. ' •. 

Psicotrópicos y de la Ley de Amparo, 
Sustancias Químicas porque no se afectan !os 
{fojas 204 vuelta a 224 intereses jurídicos del 
vuelta del juicio de quejoso. 

amparo) 
3) La prevista en el 
artículo 61, fracción XX, 
de la Ley de Amparo, 
porque el quejoso debió 
agotar los recursos 
ordinarios. 

4) La prevista en el 
artículo 61, fracción XXIII, 
en relación con los 
diversos 73 y 77 de !a Ley 
de Amparo, por no 
perderse concretizar los 
efectos del juicio de 
am-aro. 

Secretario de Salud 1) La prevista en el 
{fajas 279 a 280 del artículo 63, fracción IV, de 
juicio de amparo) la Ley de Amparo, por 

inexistencia de Jos actos 
reclamados. 

Presidente de la 1) La prevista en el 
República {fojas 37 4 a artículo 63, fracción IV, de 
400) la Ley de Amparo, por 

inexistencia de los actos 
reclamados. 
2) La prevista en el 
artículo 61, fracción XX!!!, 
en relación con el artículo 
108, fracción VIII, ambos 
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de la Ley de Amparo, 
porque no se form~l~tón 
conceptos de vlo_,taclón 
contra la promulg~ión de 
la ley reclamada,/'· 
3) La previs · en el 
artículo 61, fr 'ción XXIII, 
en relaci · con Jos 
artículos 7,,., · y 77, ambos 
de la Le\t de Amparo, 
porque :Cle concederse el 
amparP solicitado, se 
vulnet8ría el prlnciplo de 
relaifvidad que rige en el ., 
jui~fo de amparo. 
4).' La prevista en el 
;;Ír.f:ículo 61, fracciones XII 
.,:; 

:Y XXIII, en relación con el 
._"'diverso 5°, fracción 1 y 

'.·; 107, fracción l, de Ja Ley 
¡::· de Amparo; pues no 
;. existe acto de aplicación ,, 

de articulo 479, de la !ey 
General de Salud. 
5) La prevista en el 
artículo 61, fracción XXII!, 
en relación con el diverso 
73 de Ja Ley de Amparo, 
pues Ja concesión del 
amparo, seria nugatoria 
para el quejoso, ante la 
lnexlstencia de una 
plataforma política para 
autorizar el uso de la 
marihuana. 

Al respecto, en el considerando tercero, el 

juez de Distrito, sObreseyó en el juicio de amparo, 

con fundamento en el artículo 63, fracción IV, de 

la Ley de Amparo, por inexistencia de los actos 

reclamados al: 



56 RA.-

- Secretario de Salud, consistentes en 

las ordenes verbales o escritas al 

comisionado Federal para Ja Portección 

contra Riesgos Sanitarios, para Ja 

Protección Contra Riesgos Sanitarios, 

para negar la solicitud de autorización 

sanitaria formulada por el quejoso; 

Comisionado Federal para la 

Protección contra Riesgos sanitarios, 

consistentes en la ejecución de las 

ordenes verbales o escritas giradas al 

Secretario de Salud, para negar la 

solicitud de autorización sanitaria 

formulada por el qujeoso, ni !as ordenes 

verbales o escritas al director Ejecutivo de 

Regulación de Estupefacientes, 

Psicotrópicos y Sustancias Químicas, con 

el mismo propósito; 

- Director Ejecutivo de Regulación de 

Estupefacientes, psicotrópicos y 

sustancias Químicas, consistente en la 

ejecución de las órdenes verbales o 

escritas giradas al director Ejecutivo de 

Regulación de Estupefacientes, 

Psicotrópicos y Sustancias Quimicas, para 

negar ta solicitud de autorización sanitaria 

formulada por el quejoso. 

- - ' . ' 

.-.'{:_,-; 
' 
' ' 
' 

'E -

' '" ', - ; iii,;,;t, 
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Asimismo, en el considerando qui;.1;1to, 

estimó fundadas las causales de improce~~ncia, 
respecto de los siguientes actos: 

~ ' 

Oficio 

• 
' 

de doce de 

febrero de dos mil dieciséi's, al estimarse 

actualizada la causal . de improcedencia 

prevista en el artículo. '61, fracción X de 

la Ley de Amparo, en virtud de que dicho 

oficio es materia .del diverso juicio de 

amparo 

Quinto 

-de! indice del Juzgado 

de - ,·:bistñto en Materia , 
AdmiriistratiVét:>en la Ciudad de México, 

'-,-; 

el cual a slt º vez fue recurrido en el 

Amparo en ;fievisión (del índice 

de este TriburiJ'll. en el cual en sesión de dos de 

febrero de _._:dos mil diecisiete, se declara 

legalmente :,J_ñcompetenfe para conocer del 

problema de constitucionalidad y se ordenó 

remitir a la.- Suprema Corte de Justicia de Ja 

Noción); 

Sobreseirtiiento que se hizo extensivo a 

los artículos 234, 235, 237 y 368, de la 

Ley General de Salud, pues fueron 

combatidos con motivo de su aplicación, 

mediante el oficio antes aludido. 

Respecto de los artículos 83 a 96, de la 

Ley Federal de Procedimiento 
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Administrativo, causal de improcedencia 

prevista en el artículo 61, fracción XII de 

la Ley de Amparo; toda vez que tales 

preceptos fueron reclamados con motivo 

de su primer acto de aplicación, sin que se 

desprenda que fueron aplicados. 

- La publicación de !os artículos 234, 

235, último párrafo; 237, 245, fracción 1, 

247, último párrafo 248, 368 y 479 de la 

Ley General de Salud, causal de 

improcedencia prevista en el artículo 61, 

fracción XXIII, en relación con el diverso 

108 de ta Ley de Amparo; en razón de que 

la publicación de la ley en mención, no fue 

controvertida por vicios propios. 

Mientras que en el considerando sexto de 

la sentencia recurrida, el juez de Distrito, 

desestimó las causas de improcedencia referidas 

en el cuatro que precede, de la siguiente forma: 

SEXTO. . . . Por otra parte, el Director 
Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, 
Psicotrópicos y Sustancias Químicas, al rendir su 
informe justificado, sostuvo que se actualiza la 
causa de improcedencia provista en el artículo 61, 
fracción XII, de la Ley de Amparo, ya que a su 
consideración, el quejoso no acreditó 
fehacientemente que cuenta con el derecho a que 
se le otorgue Ja autorización para el consumo 
individual de cannabis, de forma personal y con 
fines lúdicos o recreativos; aunado a que no existe 
porción normativa que obligue a las auton·dades 
sanitarias a la emisión de un acto de esa indo/e. 

Al respecto, cabe precisar que el análisis de 
dicha causa de improcedencia está estrechamente 

;!QJ~R ,,;_,¡;i<.i,\L [) 
;._= :·"'·'..ce r<o ne J, 
\;';<;~·~·.~' ·'·º-'.' C-'.0• 

:;'-~,;,..,~, 1)1 

' 
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relacionado con el fondo del asunto, pves el 
derecho a la autorización que refiere el .:quejoso 
requiere analizar la constitucionalidad· de las 
disposiciones legales reclamadas, en .~fación con 
los conceptos de violación que hace;:valer en su 
demanda de amparo, ya que lo_,,,·que reclama 
precisamente es el reconocim~nto de esa 
prerrogativa, motivo por el cáal combate Jo 
dispuesto en los artículos 234, ~35, último párrafo; 
237; 245, fracción /; 247, ültimq<"párrafo, 248, 368 y 
479 de fa Ley General de Salu/i. 

En este sentido, el arrp!tsis de si el quejoso 
cuenta o no con ínter~- jurídico o legítimo, 
necesariamente-conduce <(analizare/ conten1do de 
las disposiciones lega!etfreclamadas, en relación 
con los derechos huma.tg;s cuya violación reclama, 
por lo que se ~$.estima dicha causal de 
improcedencia. Jt 

' Sirve de apoy~ lo anterior, la jun·sprudencia 
P./J. 13512001, de t.fbro: ''IMPROCEDENCIA DEL 
JUICIO DE AMPA.IJfo. SI SE HACE VALER UNA 
CA·iJSAL 01;.i;f IMPROCEDENCIA QUE 
INVOLUCRA EL5.~- ESTUDIO DE FONDO DEL 
ASUNTO, DEselriA DESEST/MARSE.'6 

Por otra p{Jíte, dicha autoridad sostiene que 
se actualiza la oáusa de improcedencia prevista en 
el artículo 61, micción xx; de la Ley de Amparo, ya 
que a su consi;l.eracíón el quejoso debió agotar los 
medios ordinarios de- _defensa a su alcance, antes 
de acudir al Juho de amparo. 

Para juiifificar Jo anterior, es necesario tener 
presente qu~ él precepto citado establece lo 
siguiente: -· 

ARTicu¡p 61. El juieio de amparo es improcedente: 
/ .. .) ·. 
XX. Cq"6tro octos de autoridades distintos de los 
tribuno/es judiciales, adminislrafivos o del lrabajo. 
que dé.'fxln ser revisados de oficio, conforme o los 
leyes qµe los rijan. o procedo contra el!os algún 
juicio, recurso o medio de defensa lego/ por virtud 
del c1;1ol puedan S€r modificados, revocados o 
nulificddos, siempre que conforme o las mismos 
leyes sé suspendon los efectos de dichos ocios de 
oficio d mediante lo interposición del juicio. recurso 
o metjio de defensa lego/ que hago valer el 
quejos~. con los mismos alcances que los que prevé 
esto Le.Y y sin exigir mayores requisitos que los que Jo 
misma J consigno poro conceder lo suspensión 
definitiVCi, ni plazo mayor que el que establece poro 
el otoi"gomiento de la suspensión provisional, 
independientemente de que e! ocio en si mismo 
considerado seo o no susceptible de ser sU5pendido 
de acuerdo con esto Ley. 

' (Jj; 9a EO.poca: Pleno; S J.F y su Gaceta; Tomo XV, Enero de 2002; Pág. 
5 P.IJ. 13512001 _ 

---------------
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No existe obligación de agotar tales recursos o 
medios de defensa. si e! acto reclamado carece de 
fundamentación. cuando só!o se aleguen 
violaciones directas a la Constitución o cuando el 
recurso o medio de defensa se encuentre previsto 
en un reglamento sin que la ley aplicable 
contemple su existencia. 
Si en el informe iustificodo Ja autoridad responsable 
señala Jo fundamentación y motivación del acto 
reclamado, operará fo excepción al principio de 
definilividad contenido en el párrafo anterior: 

De conformidad con ef artículo transcrito, el 
juicio de amparo es improcedente contra actos 
administrativos en contra de los cuales proceda 
algún juicio, recurso o medio de defensa legal por 
virtud del cual puedan ser modíficados, revocados 
o nultficados. 

Ese principio responde a Ja naturaleza 
jurídica del juicio de amparo como medio 
extraordinario de defensa y a la necesidad de evitar 
el abuso de dicha acción, de modo tal que el 
control constitucional encomendado a los tribunales 
integrantes del Poder Judicial de la Federación sólo 
deberá realizarse cuando la conducta de autoridad 
que se impugna posea el carácter de definitiva 
según fa ley que la rija. 

En tal sentido, los elementos con los que se 
integra la causa de improcedencia en estudio, son 
los siguientes: 

a) Que el acto reclamado emane de una 
auton·dad distinta de los tribunales judiciales, 
administrativos o del trabajo; 

b) Que dicho acto deba ser revisado de oficio 
o proceda en su contra algún recurso o medio de 
defensa legal por medio del cual pueda ser 
modificado, revocado o nulificado. 

e) Que puedan suspenderse Jos efectos del 
acto reclamado sin que se exijan mayores 
requisitos que los señalados en la Ley de Amparo. 

d) Que el acto reclamado goce de 
fundamentación. 

Asimismo, el principio de definitividad que 
prevé et citado precepto admite excepciones, 
algunas previstas legalmente y otras derivadas de 
Ja interpretación de la ley efectuada por los 
tribunales. Al respecto, resulta conveniente remitir 
a la tesis 2a. LV/12000, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
,;poca, Tomo XII, Julio de 2000, página ciento 
cincuenta y seis, de rubro y texto siguientes: 
DEFJNITIVIDAD. EXCEPCIONES A ESE PRINCIPIO 
EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. (se 
transcribe) 

• 
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De conformidad con lo anterior, se estima 
que en el caso se actualiza una excepción.··al 
principio de definitividad, pues el quejoso recláma 
los artículos 234, 235, último párrafo; 23, ,=- 245, 
fracción f; 247, último párrafo, 248, 368 y de la 
Ley General de Salud, con motivo de su plicación 
en ef oficio de och · de julio de 
dos mil dieciséis, por lo que no estal/a obligado a 
agotar los medios ordinarios de )etensa a su 
alcance. -~1 

Sin que sea obstáculo a lo ··nterior, el hecho 
que en el diverso juicio de am · ro ~ del 
indice del Juzgado Quinto de istrito en Materia 
Administrativa de la Ciudad México, se hayan 
combatido los mismos prec os con motivo de su 
aplicación en el diverso ofici de 
doce de febrero de dos mi ·ieciséis, pues a través 
de dicho acto, se preví. ·al quejoso para que 
acreditara su interés jurl . o, razón por fa cual, no 
se trató del 'primer acto aplicación, al tratarse de 
una prevención que no depara perjuicio alguno al 
no afectarle en su esfo · jurfdica de manera actual 
y real. 

Por otra partt:t la citada autoridad y el 
Presidente de . fa ,'f!1,epública señalan que se 
actualiza la causa~improcedencia den·vada del 
artículo 61, fracción"·. !JI, de fa Ley de Amparo, en 
relación con lo e bfecido en Jos artículos 107, 
fracción ti, de la G,5nstitución General, en relación • con el artículo 73 Y:J77 de fa ley de la maten·a, pues 
el quejoso pretendW que se.Je otorgue la protección 
constitucional para(el efecto que en la Ley General 
de Salud sea p_ermisible otorgar autorizaciones 
para el consumo<Íúdico y personal de marihuana, , 
siendo que el jlifcio de amparo se rige por el 
prin.cipio de relatfidad de las sentencias, bajo el 
cual /as resoluci@nes que se dicten siempre serán 
tales que se oCupe de individuos particulares, 
limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso 
especia! sobre el que verse el asunto, sin que 
pueda realizarse una declaraton·a general respecto 
de la ley o acto que fo motive. 

Los preceptos señalados establecen lo 
siguiente: 

ARTÍCULO 61. El juicio de amparo es improcedente: 
1 ... ) 
XXIII. En las demós casos en que lo improcedencia 
resulte de alguno disposición de fa Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. o de esta 
Ley. 
ARTÍCULO 73. Las sentencias que se pronuncien en 
los juicios de ampara sólo se ocuparón de los 
individuos parliciiares o de /os personas morales. 
privados u oficio/es que Jo hubieren solicitado. 

·-···. ·--------------



62 R.A-

limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, 
en el caso especial sobre e! que verse !a 
demanda.{ .. .} 
ARTÍCULO 77. LO:J efectos de la concesión del 
amparo serán: 
l. Cuando el acto reclamodo sea de corócter 
positivo se restituiró aJ quejoso en el pleno goce del 
derecho violado, restableciendo los cosos al estado 
que guardaban antes de la violación; y 
11. Cuando el acto reclamado sea de carácter 
negativo o implique una omisión, obligar a la 
autoridad responsable o respetar e! derecho de que 
se trate y a cumplir Jo que el mismo exijo. 
En el último considerando de lo sentencia que 
conceda el amparo. el juzgadOí deberá determinar 
con precisión los efectos del mismo, especificando 
fas medidas que los autoridades o par1iculores 
deban adoptar paro asegurar su eslriclo 
cump!imiento y la restitución de! quejoso en el goce 
de! derecho. 
En asuntos del orden pena! en que se reclame una 
orden de aprehensión o auto de vinculación a 
procesa en delitos que la ley no considere coma 
groves, lo sentencia que conceda el ampara surtirá 
efectos inmedk:Jf~, sin per¡uicio de que pueda ser 
revocado mediante el recurso de revisión; salvo que 
se reclame el auto de vinculación a proceso y el 
ampara se conceda por vicios formales. 
En caso de que el efecto de la sentencia sea Jo 
libertad del que¡aso, ésto se decretoró bojo los 
medidas de aseguromiento que e! órgano 
¡urisd"cciona! estime necesarias, o fin de que e! 
quejoso no evada lo acción de lo justicia. 
En todo caso, la sentencia surtirá sus efectos, 
cuando se declare ejecutoriado a cause estado por 
ministerio de ley. 
AfUÍCULO 107. Las con!roversias de que habla el 
artícu!o 103 de esto Constitución, con excepción de 
aquellas en materia electoral, se sujetarán o los 
procedimientos que determine Jo ley reglamentaria, 
de acuerdo con las bases siguientes: 
(. . .¡ 
JI. Las sentencias que se pronuncien en los juicios de 
amparo sólo se ocuparán de los quejosos que Jo 
hubieren solicilado, limitándose a amparar!~ y 
protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre 
el que verse la demanda./ ... } 

Del precepto legal transcrito en primer 
término se advierte que el juicio de amparo es 
improcedente en los demás casos en que la 
improcedencia resulte de alguna disposición de la 
Constitución Federal o de la propia Ley de Amparo; 
del 73 de la Ley de Amparo y 107, fracción ti, de la 
Constitución General, se desprende que /as 
sentencias de amparo sólo se ocuparán de los 
individuos particulares o de las personas morales, 
privadas u oficiales que lo hubieren solicitado, 
limitándose a ampararlos y protegerlos (principio de 
relatívidad); y, el 77 de la normatividad de la 

•. 

• .. 
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materia, establece ta finalidad de una septencia 
protectora, asf como los efectos que V!ndrá la 
concesión del amparo cuando el acto .lec/amado 
sea de carácter positivo o negativot' 

Así, conforme a lo dispuesto e el artículo 77, 
fracción /, de fa Ley de Amp , cuando se 
controvierten actos de carácter positivo, el efecto 
de la concesión de amparo sert(el de restituir a la 
parte quejosa en el pleno goce.tJel derecho violado, 
restableciendo /as cosas al · estado en que se 
encontraban antes de que efectuare la violación 
cometida, esto es, se dej insubsistente el acto 
reclamado; mientras que de conformidad con la 
fracción 11 de dicho pre pto, tratándose de actos 
de carácter negativo o e impliquen una omisíón, 
el efecto de Ja concesi n de amparo será obligar a 
la autoridad respons le a respetar el derecho de 
que se trate y a cum r fo que el mismo exija. 

En relación co el principio de relatividad de 
las sentencias de a paro, también conocido como 
"Fórmula Otero~ e se traduce en el hecho que 
las sentencias qu · se· pronuncien en Jos juicios de 
amparo sólo deb ·ocuparse de los quejosos que 
lo hubiesen solic do, limitándose a ampararlos y 
protegerlos, si p· ediere, sobre el caso especial 
sobre el que ve la demanda. 

Tal princi · constriñe a que, el efecto de Ja 
sentencia que nceda Ja protección de la justicia 
federal solicita pÜr el quejoso, de manera alguna 
puede ampli a quien no haya sido 
expresamente · mparado ni puede beneficiarse con 
la apreciación ue acerca de la inconstftucionalidad 
del acto recia do haya expresado el juzgador en 
la mencionad· sentencia, es decir, que quien no 
haya acudido l.jukio de amparo ni, por lo mismo, 
haya sido am~rado contra determinada ley o acto, 
está obfigadoiacatarlos no obstante que dicha ley 
o actos ha sido estimados contrarios a Ja 
Constitución ederal en un juicio en el que aquél 
no fue parte qtiejosa. 

La regla ~n cuestión, derivada de tal principio 
rector del juicid,de amparo, señala que la sentencia 
que se dicte se;..á siempre tal, que sólo se ocupe de 

~¡:~g~~~:';~itJl~::r; :;:~~7~°:b~e ~7~~~~C:S~ 
Ja queja, sin "f!acer una declaración general 
respecto de la ley o acto que la motivare. 

En el caso, el promovente reclama diversas 
normas generales con motivo de su aplicación a 
través del oficio de ocho de julio 
de dos mil dieciséis, mediante el cual se desechó 
una solicitud de autorización sanitaria, por lo que 
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los efectos de una eventual concesión de amparo 
consistirian, en todo caso, en inap/icar al quejoso 
los artículos que reclama, a efecto de que se le 
pueda otorgar la autorización que solicita, sin que 
lo anterior implique obligar a fas autoridades 
legislativas a crear o modificar nuevas 
disposiciones normativas, motivo por e/ cual, 
resulta infundada tal causa de improcedencia. 

Por otra parte, el Presidente de fa República 
también aduce que en el presente juicio de amparo 
se actualiza Ja causa de improcedencia prevista en 
el artículo 61, fracción XXII!, en relación con el 
artículo 108, fracciones VI y VIII, interpretados en 
sentido contrario, ya que a su consideración el 
quejoso omitió formular conceptos de violación en 
contra de la promulgación de fas disposiciones 
generales reclamadas. Tales preceptos establecen 
Jo siguiente: 

ARTÍCULO 61. El juicio de omporo es improcedente: 
( .. .} 
XXIII. En los demás casos en que lo improcedencia 
resulte de alguno disposición de lo Conslifución 
Po!ílico de los Estados Unidos Mexiconos, o de esto 
Ley. 
ARTÍCULO 106. Lo demanda de omporo indirecto 
deberá formularse por escrito o por medios 
electrónicos en los casos que la Jey lo autorice. en la 
que se expresará; 
( ... ( 
111. La autoridad o autoridades responsob!es. En caso 
de que se impugnen normas generales, el quejoso 
deberá señalar o los titulares de los órganos de 
Estado e los que fo ley encomiende . su 
promulgación. En el caso de los auloridodes que 
hubieren inle!Yenido en el re/renda del decreto 
promulgotorio de la ley o en su publicación, el 
quejoso deberá seiiolorlos can el carácter de 
autoridades responsables, únicamente cuando 
impugne sus ocios por vicios propios;/ ... /. 
En términos del artículo 108, fracción 111, de la 

Ley de Amparo, en los casos en los que se 
promueva juicio de amparo contra normas 
generales, como es el caso, es obligación del 
quejoso señalar como autoridad responsables a los 
titulares de los órganos del Estado a los que la ley 
encomiende su promulgación, por lo cual, aun 
cuando no se planteen argumentos en contra de 
este acto en específico, ello no tiene como 
consecuencia el sobreseimiento del juicio de 
amparo, ya que el acto reclamado lo constituyen 
propiamente las normas generales que se 
combaten, y su contenido, el cual adquiere vida 
jurídica a través de los distintos actos del proceso 
legislativo que le anteceden, tal como fa discusión, 

• 
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la aprobación, fa expedición y, desde luego, Ja 
promulgación del ordenamiento reclamado. 

En este sentido, el hecho de que el quejoso 
no formule conceptos de violación en .cOntra de la 
promulgación de /as disposiciones re.e/amadas, por 
los vicios propios que pueda contener, no hace 
improcedente e/juicio de amparo,-con tal de que se 
formulen, como en el caso, arguinentos dirigidos a 
controvertir fas normas generales que se 
combaten. Por tanto, resulta {flfundada la causa de 
improcedencia propuesta. .,: 

Por otra parte, la , :rautoridad responsable • mencionada seflala que {le actualiza la causa de 
improcedencia prevista _jn el articulo 61, fracción 
XXIII, en relación con r;7 diverso 77 de la Ley de 
Amparo, asi como corr los artículos 1, 4, 15, 76, 
fracción .1, 89, fracciór,i X y 133 de la Constitución 
General, toda vez r¡pe la concesión del amparo 
serfa nugatoria 8J?.e la inexistencia de una 
plataforma política !ftegral para autorizar el uso de 
man"huana con fines lúdicos, por lo que la 
protección crAístítucional impficarfa et 
incumplimiento ~e diversas normas legales, 
constitucionales j de compromisos internacionales , 
del Estado. .:/ 

Al respe/:to, debe precisarse que Ja 
determinación tte los alcances que tiene el acto 
reclamado es'3 relacionado con el estudio de 
fondo, pues e!N!) conduce a analizar el contenido de 
las disposiciofJes· legales reclamadas, en relación 
con los derecMos humanos cuya violación reclama, 
por lo que '. se desestima dicha causal de 
improcedenciti. 

Sirve d!l apoyo a lo anterior, Ja jurisprudencia 
P./J. 135/20t'J.J, de rubro: IMPROCEDENCIA DEL 
JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA 
CAUSAL . :.:DE IMPROCEDENCIA QUE 
INVOLUCRI{.~ EL ESTUDIO DE FONDO DEL 
ASUNTO, DtEJERÁ DESEST/MARSE.6 

En et mismo orden de ideas, las autoridades 
responsables 'manifiestan que en relación con tos 
artículos 234, 235, último párrafo; 237; 245, 
fracción I; 247, último párrafo, 248, 368 y 479 de Ja 
Ley General t!_e Salud, se actualiza la causa de 
improcedencia,wravista en el artículo 61, fracción 
XII, de la LeY de Amparo, ya que del oficio 
reclamado no se advierte que tales preceptos 
hayan sido aplicados; sin embargo, el quejoso 
formula sus conceptos de violación partiendo del 
hecho que el desechamiento de fa solicitud de 

6
{J]; 9a. /!'.poca; Pleno. S.J.F. y su Gaceta: Tomo XV. Enero de 2002; Pág. 

5 P.IJ. 13512fJ(J1. 
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autorización sanitaria a través del oficio reclamado 
implica una aplicación implícita de Jos preceptos 
reclamados, por lo que una determinación en el 
sentido que tales normas no fueron aplicadas 
impficarfa abordar cuestiones que involucran e! 
fondo del asunto y, en tal sentido, es infundada 
dicha causa de improcedencia. 

Como es de observarse, el juez de Distrito, 

analizó y desestimó todas y cada una de las 

causas de improcedencia que invocaron las 

autoridades responsables anteriormente 

mencionadas, al tenor de las consideraciones 

transcritas, sin que las mismas hayan sido 

impugnadas. 

Por !o tanto, al demostrarse que el juez de 

Distrito, examinó las causas de improcedencia 

que invocaron las partes en el juicio de amparo; 

que este Tribunal Colegiado de Circuito, ya 

analizó y desestimó las causas de improcedencia 

invocadas en el recurso de revisión adhesiva y al 

no advertir diversas hipótesis de improcedencia 

que se actualicen en el caso, procede enviar el 

asunto al Alto Tribunal del país 

Por lo expuesto y fundado, se resuelve: 

PRIMERO. Este Tribunal Colegiado se 

declara legalmente incompetente para conocer 

del problema de constitucionalidad que subsiste 

en el recurso de revisión principal de Ja quejosa 

respecto de Jos artículos 234, 235, último párrafo, 
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237, 245, fracción 1, 247, último párrafo, 248, 368 

y 479 de la Ley General de Salud y, en 

consecuencia, para analizar los agravios 

correspondientes, así como para examinar los 

agravios del recurso de r7visión adhesiva 

interpuesto por el Presidente ge la República y el 
¡ 

Secretario de Salud, pqr las razones y 

fundamentos sustentadosl en 

considerando de esta reso:Jl.Jción. ,, 
·i' 
" ' 

el último 

SEGUNDO. Remít%nse el presente toca, así 

como el expediente /e amparo, a la Suprema 
' Corte de Justicia de !{Nación. 

j' 

NOTIFÍQUES~; personalmente a la 

quejosa y por __ i; oficio a las autoridades 

responsables; rem.i1anse testimonio del presente 
'.l. 

fallo al juez de E>istrito; fórmese cuaderno de 

antecedentes y envíese a la Suprema Corte de 

Justicia de la Natión, el archivo electrónico que 

contenga esta resplución. 

,, 

Así, por unanimidad de votos de los 

magistrados: presidente José Antonio García 

Guillén, Eugenio Reyes Contreras y Arturo César 

Morales Ramírez; lo resolvió el Décimo Segundo 

Tribunal Colegiado .en Materia Administrativa del 

' Primer Circuito, siendo ponente e! segundo de los 

nombrados. 
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Firman los 

R.A.­

magistrados que 

intervinieron, así como la secretaria de tribunal 

quien autoriza y da fe. 

FIRMADO: MAGISTRADO PRESIDENTE JOSÉ ANTONIO GARC!A 

GUILLÉN, MAGISTRADO PONENTE EUGENIO REYES CONTRERAS 

Y ARTURO CÉSAR MORALES RAMÍREZ, Y LA SECRETARIA DE 

ACUERDOS LICENCIADA !SIS NAYELI LANDEROS MU~OZ. 

RÚBRICAS. 

LA SUSCRITA SECRETARIA DE TRIBUNAL DEL DÉCIMO SEGUNDO 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMIN!STRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO, MAESTRA VANESA ZÁRATE VERGARA; 
CERTIFICA: QUE LAS COPIAS QUE ANTECEDEN SON FIELMENTE 
REPRODUCIDAS DE SU ORIGINAL QUE TUVE A LA VISTA, QUE 
CONSTAN DE TREINTAJY CUATRO FOJAS DE LA RESOLUCIÓN 
DICTADA EL VEINTICINCO DE MAYO DE DOS MIL DIECISIETE, EN 
EL RECURSO DE REVISIÓN NÚMERO R.A. -· PROMOVIDO 
POR - - - PARA SER ENVIADAS COMO 
TESTIMONIO AL JUZGADO DECIMO SEXTO DE DISTRITO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA EN LA CIUDAD DE MÉXICO EN 
CIUDAD DE MÉXICO A DOS DE JUNIO DE DOS M!L DIECISIETE.­
DOY FE. 

LA SECRETARIA DE TRIBUNAL: 

" --=-
~--~-- -·­-·-_;,-

-~,c::: .. __ -J ~ 
MTRA. VANESAZÁRATE VERGARA 

,. 

-
!'(i,:-..-_ •• 

• • 

' 
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'•':"'<.9J JUEZ D~IMO SEXTO DE DISTRI 
ApMllfJSTRAftVA EN LA CWDAD DE 

' 

í 
1 . 
• ' Quejoso, 

Ámparo al rubro indicado, respet 

1 

• 

C<Jnsta en los 

' En nombre de mi autorizante vengo a interponer re 

revisión contra la sentencia di tada en la audiencia constitucion 

de amparo al rubro indicado, toda vez que el quejoso no esta 

o do 

ición del recurso en las dispo 1ciones de los 

artículos 80, 81 f;acción !, ciso e), 86, 88, 89 y demAs relativos de la Ley 

de Amparo en vigo;, a e yo efecto relato los siguientes W>tecedentes y 

expresión de ag;avios. 

OPO UNIDAD EN LA PRESENTACIÓN , 
EL RECURSO DE REVISIÓN. 

' ~ 
Para los fectos del cómputo de lo~~IO dias hh.biles a los que 

alude el articulo 86 e la Ley de Amparo, conv1fne tener p;esente que la 

resolución del 27 d octubre de dos mil dieciséil¡ se notificó por listas el 

viernes 28 de octub de dos mil dieciséis, la cual surtió efectos el jueves 3 

de noviembre. De s rte que el primer dia h!ibil para los efectos del término 

establecido por la y de Amparo fue el viernes 4 del mes de noviembre, 

para fenecer eljue s 17 de noviembre del mismo ai'io. 

AliTECEDBNTES: 

A.· Mediante escrito presentado en la oficialía de partes de los 

Juzgados de Distrito en Materia Administrativa del Primer Cire11ito el 23 de 

agosto de dos mil dieciséis, turnado al Juzgado Décimo Sexto de Distrito en 
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Materia Administrativa en el Distrito Federal, el quejoso demandó el amparo 

y protección de Ja Justicia Feders.l, contra !u autoridades y actos que 

seguidamente se transcriben: 

AUTORIDADES: 

l. H. Congreso de la Unión 

-Cémara de Diputados: y ~ \'.:.1'11~¿· 
c.º!'!, ·1t·----Cámara de Senadores. "-T ,.e.,(',,,.~;o 

2. Presidente Constitucional de los Estados Unidos M~~i~:_;¡~:: 
~ "t>.;:fü~,~-·-: 

3. Secretario de Gobernación; · 'J, .r;¡~:_,\~'.·.· 

4. Comisionado Federal de la Conúsi6n Federal para ~~~f 
contra Riesgos Sanitario"; •'~~: 

5. Director Ejecutivo de Regulación de ~~~; 

Psicotropicoa y Sustancias Quirrlicas de la ~blr:itl 
~.;.._--:-:-·-~-!'<.-OEAA­

para la Protección contra Riesgos Sanitarios; y, 

6. Director General Adjunto del Diario Oficial de la Federación. 

ACTOS RECLAl'4AOOB: 

1. Del Congreso de la Unión reclamo la expedlció!l de La Ley 

Federal de Procedimiento Admirtislrativo del 14 de julio de 

1994, p\lblicada. en el Diario~ Oficial de la Federación 

' correspondiente al 4 de agosto ¡iet mismo año, en lo que 

concierne a los art.iculos 83, 84,885 y demá.s relativos; can 

todas sus consecuencias y efe.:tos. \ 

\ 
2. Del Congreso de Is Unión también r~lamo la expedición de la 

Ley General de Salud del 26 de diciembre de 1983, publicada 

en e1 Diario Oficial de la Federación correspondiente al 7 de 

febrero de 1984, en lo que concierne a los art.iculos 235, último 

pé.cralo, 237, 245, fracción l, 247, Ultimo párrafo, y 248; con 

todas sus consecuencias y efectos. 

3. DeJ Presidente de la RepUblica reclamo el decreto de 29 de julio 

de 1994, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14 

de agosto de 1994, que promulga y manda publicar la Ley 

Federal de Procedimientci Admin;strativo; con todas sus 

consecuencias y efectos. 

1 

1 
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4, Del Presidente de la República reclamo el dei:reto del 30 de 

diciembre de julio de 1983, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 7 de febrero de 1984, que promulga y manda 

public& la Ley Genecal de Se.lud; con todas sus consecuencia.a 
1 

y efectos. · 

5. Del Secretario de Salud reclamo en su calidad do; titul& y 

responsable del tramite y res ución de los asuntos que 

incumben a esa Secre!Aria en a términos de los artículos l", 

2°, 14, 26 y 39 de la Ley Orgilnica de la Adminlstración 

Pública Federa.l, y lº, 2º, 3º 4º del Reglamento Interior de la 

Sec•etmia de Salud, to s los acuerdos, las OTdenes, 

instrucciones, verbales escritas, que como superior 

jer~uico cursó al Co "onado Federal para la Protección 

Contra Riesgos Sanitario , corno órgano desconccntrado de esa 

Secretaria, para ne 

desechamiento, la so 

·bajo la apariencia de un 

de autorización sanitaria que 

formuló el quejoso par consumo persons.I =n fmes lúdicos o 

recreativos de la M uana, así 'cibmo para C"jercer los 
1 

derechos correlativos aJ auto-=nsu1l'.Í4 de Marihuana, tales 
'i 

C<)mo la siemb cultivo, Ci;lsecha, preparación, 

acondicionamiento, posesión, transp~e e importación y 

' adquisición de se '!las, en cualquier\.forma, empleo, uso, 

consumo, importaci 

el consumo lildico 

consecuencias y e~ 

n y, en general, tod'\acto relacionado con 

personal de Marihuai\a. Todos los efectos, 

tos de Jos anteriores aétos. 

6. Del Comisionado ederal paTa la Protección Contra Rie!lgos 

Sanitarios reclam los actos de cumplimiento, observancia, 

trámite y ejecuciO alribuidos al Secretario de Salud, ya sea 

que los hi;¡biere lle ado a cabo por si mismo o por conducto de 

su subordinado 1 Director Ejecutivo de Regulación de 

Estupefacientes, sicotrópicos y Sustancias Químicas; 

también reclamo s actos que de propio imperio dictó y no en 

cumplimiento de actos de su superior jerárquico, consistentes 

en las ordenes, instrucciones o acuerdos, proveidos o 

resoluciones que giró a su subordinado, el Director Ejecutivo 

de Regulación de Estupefacientes, Psicotrópicos y Sustancias 

Quimicas, para que, bajo la apariencia de un desechamiento, 

niega la solicitud formulada por el quejoso para autorización 

' 
') 
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sanitaria para consumo personal con fmes lúdicos o 

recreativos de la Marihuana, así como para ejercer los 

derechos correlativos al auto-consumo de Marihuana, tales 

como '• siembra, cultivo, cosecha, preparación, 

acondicionamiento, posesión, transporte e importación y 

adquisiciOn de semillas, en cualquier forma, empleo, uso, 

consumo, importación y, en general, todo acto relaciona.do con 

el consumo lú.dico y personal de Marihuana; todos los efectos, 

cumplimiento y ejecución de estos actos. lf¡~ ., ., 
' 7. Del Director Ejecutivo de Regulación de ~tupdacientes, 

Pslcolrópicos y Sustancias Químicas de la Comisión Federal 

para la Protección Contra Riesgos Sanitarios reclamo !os actos 
' de cumplimiento, observancia, trámite y ejecución atribuidos a 

sus superiores jer8..rquicos, el Secretario de Salud, o bien, al 

Comisionado Federal para la Protección Contri:··_- Riesgos 

Sanitarios; re.:lamo igi.¡almente los actos ctue -c1~ .propia 

iniciativa haya realizado en la aplicación, concreta o implicita, 

de los numerales impugnados en la emisión y suscripción del 

oficio nú.mero de fecha 8 de julio de :!016, 

con el que, bajo la apariencia de un desecha.miento, en 

realidad niega la solicitud de autorización sanitaria para 

' consumo personal con línes lú.dicos or recreativos de la 

' Marihuana, así como para ejercer los deretos cottelativos al 

auto-consumo de Marihuana, tales como lif\siembra, cultivo, 

cosecha, preparación, acondicionamiento, po9';sión, transporte 

e importación y adquisición de semillas, en Cualquier forma, 

empleo, uso, consumo, importación y, en general, todo acto 

relacionado con el consumo lú.dico y personal de Marihuana; 

con todos sus efectos y consecuencias. As! mismo reclamo 

cualquier acuerdo o detenninación que haya tomado y 

ejeCl.ltado en relación con la solicitud formulada por el quejoso 

para la autorización sanitaria para consumo personal con ímes 

lú.dicos o recreativcs de la Marihuana, asi como para ejerceT 

los derechos correlativos al auto-consumo de Marihuana, tales 

como la siemb!-a, cultivo, cosecha, preparación, 

acondicionamiento, po.sesión, transporte e importacióu y 

adquisición de semillas, en cualquier forma, empleo, uso, 

consumo, importación y, en general, todo acto relacionado con 

el consumo l\idico y personal de Marihuana; reclamo, también, 

' ¡ 
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el oficio de fecha 11 de febrero de 2016 en e requiere al hoy 

quejoso para que acredite su interés juri co o inteTés legítimo 

pa:ra formular su petición y ejercer los ere<:hos que ahí hace 

valer el quejoso, apercibida que en c o contrario, dese<:haria 

la petición; tambi<':n reclamo la e fusión terminológica de 

carácter jurídico en que incurre para negar la petición al 

quejoso, bajo la apariencia de n desechamiento, pues al 

""t1-1-desgaire emplea tanto el inte es juridico como el interés w 
· )(legitimo como exc1.1sa para con uir con el desechamiento de la 

-.'petición; con todos sus cl ctos y consecuencias, que se 

traducen de manera ejem lficativa y no limitativa en el 

desconocimiento y vulner ón de los derechos sustantivos del 

queJOSO. 

B. De todas las autorida es reclamo los actos tendentes a 

desconocer y vulnerar s derechos fundamentales inherentes 

a mi persona como in 'viduo libre y autónomo, en el contexto 

de una sociedad dem 8.tica, que se e~esa a si mi"1llo como 

sujeto responsable, a toconsciente, raci~ilal y moral. Derechos 

reconocidos tanto e la Constitución ~Lica de los Estados 

Unidos Mexicanos como en los Tratlttos Internacionales 

suscritos por el Est o Mexicano. 

DERECHOS FUNDAMl!lN ALES VIOL.\DOS: 

Los que reconoce los articulos 3°, 4°, 13, 14, 16 y 17, en 

N:lación con los numerales l y 133 de la ConsLitución Política de los 

Estados Unidos MCJcicmos, as como en las disposiciones del artículo 25 de 

la Con,,ención Americana sobr Derechos Humanos. 

B.· La demanda: e ¡unparo se admitió a tramite por auto del 25 

de agosto de dos mil diecisé/ ; se tuvieron como autoridades responsables a 

las señaladas en el escrito demanda, a quienes se les requirió su informe 

justificado, se dio la intervención al agente del Ministerio Público de la 

Federación adscrito, quien no formuló pedimento, y se señaló dia y hora 

para la celebración de la audiencia constitucional. 

C.- PoI" escrito presentado en la oficialía de partes del Juzgado 

de Distrito el 27 de octubre de dos mil dieciséis, la quejosa ofreció proebas 

en los términos siguientes: 

1 
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L DOCUMENTAL PÚBLICA consistente ••• 
documentales que se anexaron al escrito inicial de demanda de fecha 23 de 

agosto de 2016. Dichos documentos obran en los autos del juicio de 

amparo. 

Las doC\.lmenlales adjuntadas al escrito inicial de demanda 

están relacionadas con todos Jos conceptea de violaci6n de la demanda de 

amparo. Concretamente, sirven para acreditar los actos de autoridad, así 

como para acreditar las violaciones alega.das en los diversos conceptos de 

violación. 

,-.iro!:_.u_ 
~ -- "•'"" 

2. DOCtJMBifTALES PúBLfCAS consis~~:\~U,s 
,,::¿;f},~~t.W,'$~· 

expedientes administrativos que fllero:n solicitados a la -~~-~~m,1a1 
contra Riesgos Sanitarios y qi,¡e ha remitido al JuzgadQ ~'11'1~' ~os 

~-"''t.::" ·:~-;'i.;; ·-- ~·' 
escritos. Dichos doc:umentos obran en !os au!OS del juic?d. _. · · _, · .. ;on 

·.-_ ....:- ~-'~,_,y 
los sigi.iicntes: ·,~~~-

,,-.,.~ - - -.-... ~-, 
-é""- ··~·'-- - •1;- L.t: -AF~"E' 

•¡ Copia Certificada de las -=-~W' "~~:(,:r, '-~. Á 
conforman el expediente administratirn, .. qu~iK,-lO{~~'OO'~' 
con motivo de la solicitud qi,¡e se promovió con fecha ~ 
11 de noviembre de 2015, para Ja autorización para el 
consumo individual del estupefaciente Cannabis Sativa 
(indica y americana o mariguana, , su resina, 
preparadoo y semillas) así como del psicotr6pico THC 
(Tetrahidrocannabinol, los isómeros A6a (Ida¡, il.6a (7), 
A7, 11.8, ó9, 11.10, ~9 (11) y sus· variantes 
estereoquímicas) (conjuntamente "Marihnana" o 
"Cannabls"), con número 

a esa 
onuruon Federal para la Protl'(;ción contra Riesgos 

Sanitarios, para la autorización del consumo individual 
del estupefaciente Cannabis Sativa (indica y americana 
o marig¡.¡ana, su resina, preparados y semillas) asi 
como del psicotrópico THC (Tetrahidrocannabinol, los 
isómeros A6a (lOa), 11.l'ia (7), ~7, 11.8, 11.9, 410, ~9 (11) y 
si,¡s variantes estereoquimicas) (cortjuntamenle 
"MaiihQ.!Ula" o "Cannabla"). 

"3.· Copia certificada de las constanc~ 
expediente administrativo nümero -­
que se abrió con motivo de Ja solicito.d por parte de 
~. e! 13 de noviembre de 2015, 
~ns! de cannabis, con todos sus 
anexos.• 

("'-; 
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Las constancias guardan estrecha relación con la materia del 

juicio de amparo. Tales constancias solicitadas 1 guardan relación 

principalmente con el concepto cuarto de vio!ació de la demanda de 

amparo, en el que se invoca una violación al ere<:ho a la igualdad 

reoonocido en los articulas 1° y 13 del texto constit 

Las documentales solicitada.I! se r eren, por un lado, a las 

de uso pernone.I de cannabis d 

a solicitud de uso personal de! 

. La solicitud rmulada p<>r los primeroo es de 

·'junio de 2013 y la del Ultimo es del 1 l de oviembre de 2015, posterio• a las 

·:' solicitudes de algunos de loo quejosos. En tales supuestos, !a Comisión 

Federal para la Protección Contra Ries os Sanitarios invocó expresamente 

·''tos artículos de la política prohibicionis a de la Ley General de Salud y negó 

las solicitudes de uso personal de can bis. 

A partir de los expedien es solicitados se ftja un pará.melro de 

comparación entre aquellos ca.sos ~ loa de los hoy qu~osoa. Sirven para 

establecer un criterio düerenciador n !a actuación de 1\autoridad a cargo 

del control sanitario de estupefaci tes y pWcolrópicoo 'Í el pe.is, Esto es, 

se proveen las pruebas para acree!' ar un t;ato desigual e~nequitativo entre 

los que:josos y diversas pe;sonas e situación anAloga. t~ 
' 
' ' 

Sin el pará.metro d referencia establecido en los diversos 

expedientes administrativos soli tados, ese Juzgado no podrá analizar si 

todos los peticionarios de uso p nal de cannabis han sido tratados en un 

mismo modo; o bien, si los uejosos han sido blanco de una trato 

discriminatorio u objeto de una trategía litigiosa a modo, para impedir que 

accedan a la justicia constituci nal y hagan valer sus derechos humanos. 

De tales constancias se despr derá que Las autoridades cuyos actos se 

reclaman no han aplicado la ley de forma neutral y objetiva. 

3. DOCUMENTAL PRIVADA consistente en copia simple de 

la fe de hecllos realiza.c;la por el notario PUblico número 102, de la Ciudad de 

Mé:rico, por la que certificó la obtención del anicu!o denomlllw::lo 

"CANNABIS POL!CY: MOVlNG BEYOND STALEMATE", a través de la página 

de internet www.beckley.foundation.org", junto con el referido articulo en 

idioma inglés y español, Se acompaña como An.e.Ko l. 

1 
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Dicha documental se ofrece con el objeto de demostrar que las 

politicas proh.ibicionistas de las drogas no han llevado a los países a reducir 

significativamente la es<:ala en el mercado; los efectos negativos de éstas 

po!iticas en la sociedad; !a ineficacia de las mismas y, a su vez, los 

diferentes caminos que existen para llegar a una legaHzación y verdadera 

regulación de las drogas. 

4. DOCUMENTALES PRIVADAS consistentes en diversos 

articulas y esrudios académicos en relación e. diversos usos que tiene el 

Cannabis o Mariguana, tanto medicinal, terapéutico y personal, así como la 

diversa regulruización que se le han dado en diversos países, sus 

consecuencias, asi como articulas sobre Jos efectos de la regulación y 

descriminalización del cannabis en otms estados Anexo. 2 • 15. 

i. Cmiawno medlelnal d.e ca11..J1ab1* en IOI &lados Unido•: 

Ponpectlvu: hb.t6rlea1, tendeneirw aetaalea y d!rscclo11"• 

fntun.11. Aggarwal SK, Carter GT, Sullivan MO, MorriII "R;" 

ZumBrunnen C, Mayer JO. Medici"rial use of ca~is in the. United 

stal.es; Histori=l perspectives, current trends, dn.d fa!:u.re directi<ma. 

' JDurnal of Opioid Management. 2009 MayoO 5J3): 153-168. Cited 

in PubMedle PMfD; 19662925. 

Mediante esta prueba se acredita que el cannabis ha sldo ut.ili:.ado 

para fines médicos durante miles de aiíos. El cannabis fue 

reemplazado en la medicina occidental por medicina quimica como 

la asplrina y luego criminalizado. Durante las Ultimas décadas se 

ha producido un renovado interés en su llSO. Basado en del 

de.icubierto del sistema endocanabinoide controla el do!or, el tono 

muscular, el estado de ánimo, el apetito, la inflamación, entre 

otros. a.e ..,,ali26 en este articulo la investigación de los 

mei:anisrnos fisiológicos de !os cannabinoides y sus aplicaciones 

en el manejo de padecimientos como el dolor crónico. 

11. Impacto de ¡..., lens estata.le• aobre marihuana medicinal en 

el uso d.e m.arlhuans entre adolescentes. Esther K. Choo, M.O., 

M.P.H. a,* , Madeline Benz a , Nikolali Zaller, Ph.D. b , Otis 

Wru:ren, M.D. e , Krislin l. Rising, M.O. d y K. John McConneU, 

Ph.O. The lmpact of State Med.ical Marijuana I.egislation on 

Adolescent 

Abril 2014. 

Marijuana Use. Joumal of Adoleacent Health. 55(2), 

f 
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No hay diferencias estadlsticas signíflcati as en el uso de 

marihuana antes y despues de lln cambio.d politicas en ninguno 

de los estados fEE. UU). En el anil.lisis d<; 'r gresi6n, no observaron 

una mayor probabilidad general 

con e! cambio de politicas. 

De modo que se puede predecir;' ue habida cuenta de una 

regulación adecuada de reduccióp. e daños y de p;evención, no 

habr:ia razones p1Ua que hubier~1 a maYor prevalencia en el uso 

de cannabis si en México tambif se regulara el ae<:eso a la planta 

para uso personal. En términ9 de los ex;llnenes de escn>tinio y 

proporcionalidad para las / rmas que restringen derechos 

humanos, esta prueba se /J be emplear para concluir que la 

politica prohibicionista no/ s medio adecuado, instmmental o 
i.' 

id6neo, para reducir o evitaf un incremento en la pr"evalencia en el 

' uso de cannabis. f 

l"••c•••wc.,.,= .. """''"''.l-"«'""º''6n~ Centro 
Internacional Para la 

{Actualizado en septie 

Werb, Dra. Tara Marie . atson, Mtra. Nazlee 

i 
Este documento ela orado por un cuerpo 

rogas, agosto 2015 

Editorial Dr. Dan 

temacional de 

cientificos analiza y esmiente trece prcsuncio s sobre uso de 

cannabis y sobr"e su regulación. Conc!uye que ninguno de !.u 

trece suposiciones obre e! cannabis y su regulación está 

finnem.,nte apoyad por evidencia cientifica. Este documento 

ayuda a separar la e dencia científica de las meras conjeru:ras. 

Es un instrumento decuado para desvirtuar el alcance y valo• 

prnbatorio de las ebas ofrec:ldas por las autoridades para 

justificar la polltica p hibicioncita. 

tv. Usando la Evidc la !"ara abiar de Cannabis, Centro 

lnternacional Para ! Ciencia en Politica de Drogas, agosto 2015 

(Actualizado en sep iembre 7, 2015), Comité &litorial Dr. Dan 

Werb, Mtra. Nazlee Maghsoudi. 

El !ntemational Centre for Science in Drug Policy (ICSDP), una red 

global de científicos trabajando en asuntos relacionados con 
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política de drcigas, emite el reporte para desmentir diversas 

presunción y falsas conclusiones sobre el uso y regulación del 

cannabis. 

v. Marihuana 'medlc!J:tal: 4ilolpar el humo. Grant !, Atkinson JH, 

Gouaux B, Wilsey B. (2012). Medica/ marijuana: Clearing away the 

srrwke. The Open Neurology Journal, 6, 18-25. PMID: 22629287 

PMC!D; 3358713, 2012. 

Ensayos clinicos recientes con marihuana fumada·.y vaporizada, 

así como otros extractos botánicos, indican la probabilidad de que 

los cannabinoides puedan resultar útiles en el m8!1ejo del dolor 

neu,.opático, la espasticidad por esclerosis múltiple y, 

posiblemente, otras indicaciones. 

v:I, Polittou pqa:lblcs para. la lega;liu.eiOn del e11.nnabie: la• ocho 

~P" como p11Dto de p.ut.lda. Beau Kilmer, PhD, Policy Q¡,signsjbr 

Cannabis Legalizalia11. Centro de !nvestigacilln dé Políticas si::iEife 

Drogas {Drug Policy Research Center), The American Journal of 

Drug and Alcohol Abuse, v. 'lO, no. 4, July 204','l, p. 259·261 

Si la legalización del cannabis es positiva o ne,lativa para !a salud 

y la seguridad pública depende en gran medid:!.. de decisiones de 

índole regulatoria y el modo en que estas se i.&iplementen. Este 

ensayo presenta ocho de estas altemativas de diseño, que 

casualmente en :U-.glés oom.ienzan todas con la letra "P": 

producción (production), f'm de l"llcro (profit motive), promoción 

(promotion), prevención (prevention), potencia {potency), pureza 

{purity), precio (price) y pennanencia (perroancncy). 

La. simple despenalización no es suficiente para concluir q1.le habla 

una afectación en la salud de la población. Habría que anali.ur, en 

todo caso, la regulación adoptada por cada Estado. 

vU. Efectos de 2 ... Leyes Estatales sob.re Canna'llis Medicinal 

re1pecto al Consumo de Can.nabil por parte de Adoleseentes 

Lynne·Landsman, S. D., Livingston, M. D., 111, & Wagenaar, A. 

(2013). Effe:cts of sta:te medica/ matift¡ana la.ws on ado/escenJ 

marijuana use. American Joumal of Public Health, 103, 1500 -

1506. DO!: I0.2105/AJPH,2012.301117. 
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Las leyes sobre cannabis para uso médico no afectado de 1.lna 

manera rnedlble el consumo de co~=~;s por parte de 

adolescentes di,¡rante los primeros años de s promulgación. 

vW. lteevalua11do el efecto tram olbl. de ciumaba, Morral, A. R., 

McCe.!frey, D. F. and Pa.ddock, s. M (2002), Reassessi119 the 

mo.riju.an<i 9a.JR.way ejfect. Addlction. Sociefy for the Study oí 

~·· 
Addiction, 97: 149.'l-1504. 

' Los resultados demuestran que 1 s fenómenos empleados para 

Inotivar la creencia en el efecto polín son consistentes con un 

modelo alternativo simple y pl sible de factor comUn. No se 

req..¡iere de un efecto trampa pOO"a e:icplica:rlos. El modelo de 

. factor com\in tiene implicacio s para l!l evaluación de politicas 

de control del cannabís que d' eren significativamente de aquellas 

respaldadas por el modelo co espondiente al efect{i trampoUn. 

En otras palabras, no hay r ón para creer que elií.i.so de cannabis 

conduce al uso de otrllS dr gas con mayores dañ'is probados a la 

salud. 

' b::, Efecto de la• 1 • •ob m.rihuana medi en el delito: 

Evidenciu de dato• de 

TenEyck M, Bames JC, 

Marijuana Laws on Cri 

anel e tale• 1990-2 6. Morris RG, 

ovandzic TV (2014) The E/fe.et of Medica! 

: Eviden.cs frorn State Par$! Data, 1990-

2006. PLoS ONE marm 6, 2014. 

Estos hallazgos contra cen los argumentos que sugieren que la 

legalización de la mar· uana con fines médicos representa un 

pelÍgro para !a salud!p blica en términos de exposición a delitos 

violentos y delitos cori la propiedad. 

•· Fonnular re men clones de •11111.d úbllca 

m.rlhuana: la• extraidas de los ca•o• del aleohot :r 
el tabaco. Rosalie ardo Pacuta, Beau Kilmer, Alexander C. 

Wagenaar, Frank J. Chaloupka, and Jonathan P. Caulkins. 

Developing Public Health Regulalions for Marijuana; Lessons 

From Alcohol and Tobacco,. American Joumal of Public Health: 

June 2014, Vol. 104, No, 6, pp. 1021-1028. 
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Aprendiendo de !a regularización de alcohol y tabaco, una 

reglrunentación de la marihuana para fines ajenos de los médicos 

debe mantener los precios altos en forma artificial; re.;tringir y 

supervisar minucio.s¡m¡ente a las licencias y Jos Ji/enclatarios; 

' limitar los tipos de productos en venta; procun(r limitar la 

pmln<lción comercial; restringir el consumo en público y medir y 

prevenir la conducción de vehículos bajo el efecto de sustancias. 

En otras palabras, el articulo expone la forma eh la que si se 

terminara C<Jn la ptilltica prohibicionista podria 4eutralizarse el 

•• potencial daño a la salud de los usuarios. ' • 
:lrl. Re orto D:nz elcnee •ra la Or lzaelOn undtal de la 

Salud, noviombrc 2016. Documento creado para Organización 

Mundial de la Salud, Comité de Expertos del Co •te de Drogas 

que Causan Adicción, para su reunión de trab en Ginebl-a, 

Suiza, de! 1'1 al 18 de noviembre de 2016, por Drug ience. 

El cannabis y la resina de cannabis fueron incluidas ,Jas listas 1 

y IV de la Convención única de Estupefacientes de 961 sin que 

dicha decisión hubiese sido justificada por una revisi critica de 

Ja evidencia cientifica disponible a cargo de la ganización 

Mundial de la Salud (OMS). Lo anterior, pese a que la gencia f\le 

mandatada para hacerlo desde 1948 y a que la Ultima aluación 

se había realizado bajo la Liga de las Naciones en 193 Ochenta 

aiios después, ni el cannabis ni su resina han sido so etidas a 

una nueva revisión que permita incorporar e! progreso científico y 

reconsiderar su clasificación al interior de las Convenciones. Sin 

embargo, desde 2014, el Comite de EXpertos en Drogodependencia 

de la OMS (ECDD por sus sigla.9 en inglés) ha recomendado en su 

35, 36 y 37 Periodo Ordinario de Sesiones realizar una pre­

eveluación del cannabis con el fin de determinar si una nueva 

revisión critica es necesaria y, en su caso, emitir recomendaciones 

sobre su lugar en las listas de fiscalización. 

Aunque el ECDD ha decidido realizar dicha revisión en "futuras 

reuniones•, el secretariado de la OMS no ha podido preparar el 

reporte de pre-revisión que se cxi¡¡e para su adecuada discusión 

por el ECDD. En su lugar, la OMS preparó en 2016 el informe 

"Los efectos socieles y en la salud de! uso no médico del cannabis" 
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que, aunque útil, no .fue concebido para satisii er las necesidades 

del proceso de revisión por el Comite y no bre todos los temas 

que se requi~n para cumplir to esta.blecido por la 

propia agencia [Ver: 

http://www.who.int/medicines/ areas/ q ality _safety f GLS_ WHOR 

ev_PsychoactSubst_lntC_20l0.pdf?ua~ , páginas ,1 l y 12). Con el 
• 

objetivo de llenar este vatio, DrugS ce -un gh¡po de expertos 

independientes con probado conoci ento y exp/rticia- preparó el 

"Reporte de pre-revisión sobre e ' . mis~o que cumple no sólo con to 

la ~J,ia para la revisión de sust 

$Írlq' que fue 

mehdológico 

preparado 

qu• ,¡ 

nabis y re!lina de ce.nnabis" 

s los criteri~s establecidos por 

cias bajo cor¡frol internacional", 
' el mismo rsor científica y 

de un ipform.e p;epare.do 
' 

directamente por el secretari do de la OMS. El reporte serA 

utilizado por el ECDD en su 

.·;· n:¡alizarse en Ginebra del 14 
. . ' ,' - ¡ 

Éntrc otras cosas, de tal r 

8 periodo ordin~o de sesiones, a 

18 de noviembreJ:l.e 2016. 

orte se 

l 
' ,. 

desprend1!1 el potencial de 

dependencia {hoja 32), sin orne de abstinen (hoja 33), usos 

terapéuticos, daii.os cientific te probados de so {hoja 28), la 

imposibilidad para que co duzca a la muerte sus usuarios 

(hoja 28), así como algun s efectos contingente a la edl).d del 

usuario (hoja 30). 

Es el reporte mas do sobre los ef~tos tenci.ales del 
• cannabis y sus politícas p blicas, que e.demás cunlple con todos 

los estándares de la OM para ser tomado en cuenta en le. 

evaluación del cannabis. Éste es el reporte con la mas alta 

credibilidad ,~, det rminar '" potenciales daños, 

cientificaroente probados, saciados con el can.na.bis. 

en ta ••lud del uso no medteo del 

~ami.abU.. La OMS prep~ en 2016 el informe "The hea/lh an.d 

soda/ effe€;Ú; ofnonmedica cannabis use" que, aunque ú.til, no fue 

concebido para satisfacer as necesidades del proceso de revisión 

por el Comité y no cubre todos los temas que se requieren para 

cumplir con el formato establecido por la propia agencia (Ver: 

h ttp://www.who.int/medicines/ areElll / quality_safety / GLS_ WHOR 

ev_PsychoactSubsLlntC_2010.pdf?uaql, páginas 11y12). 

' 

" 



Reporte DrugScience para la Organización Mundial de la SaJud, 

noviembre 2016, seftaJado en el numeral previo es un mejor 

reporte, con mayor credibilidad cientifica y politica. No obstante, 

este reporte sigue siendo un mejor instrumento que cualquier de 

los remitidos por las autoridades cuyos actos se reclartlan, para 

ane.li:.ar los aspectos científicos y técnicos de la política 

prohibicionista. 

Enlre otrru¡ cosas, de tal informe se desprenden los efectos a corto 

plazo, a largo plazo y formas de prevenir el uso de cannabis. 

xW. La Declaración de VlenD&, "The ~e11.n.a Declarateon.". 

Comunicado emitido por un grupo de expertos de la coml&"idld 

cicntilica internacional en el año 2010. 

En 2010, en el marco de Ja XVIII Conferencia Mundial del_ SIDA, 

realizada. en la ciudad de Viena, Austria, un grupo de 

organizaciones lideres en el ém.bito del VIH/SlDA, científicos y 

reconocidos e>tpertos en saJud pública hicieron un llamado a la 

comunidad intemacional para reconocer el impacto negativo que 

el regimen global de f1scalizaci6n de drogas tenia {y tiene) sobre la 
" 

expansión de ta pandemia del VIH/SIDA. Con est~ objetiro en 

' mente, y con miras a incidiT en la Reunión de Alft. Nivel de Ja 

Asamblea General de las Naciones Unidas sob~ VIH/SIDA 

realizada en junio 2011, dichos actores rooafaroo una. 

declaración en la que se expusieron las razones por i.as que los 

enfoques punitivos de control de drogas no sólo no cumplen con 

los o'ajetiros de er-radicar la disponibilidad y el consumo de 

sustancias controladas, sino que ademii.s contribuJ"'ll a la 

creación y profundización de otros daños a Ja salud (Para ver lista 

completa de redactores, incluyendo ganadores del Premio Nobel 

visite: http: { /www. viennadeclaration.<0om /writing-committee /). 

A trav<':s de la Declaración de Viena, organiza<;;iones de la talla de 

la So<;;iedad Internacional del SIDA, el Centro de Excelencia en 

VJH/SIDA de la Columbia Britei.nica y el Centro lntemacion.al para 

la Ciencia en Politi<;;a de Drogas pidieron realizar una reviaión 

transparente de las políticas de drogas actuales, iostrumentar y 

evaluar un enfoque de salud pública para atender los daños 

iodividuales y sociales causados por el uso de sustancias ilicit.u, 

l 
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despenalizar e! uso de drogas, apoyar ,, 
bre VTH/SIDA implementación del paquete 

aprobado por la OMS, UNODC y ONUS!DA, 

comunidades m8.s afectadas en monitoreo e 

implementación de servicios y pollticas que afectan 11us vidas. La 

Declaración obtuvo decenas de miles de a esionea del público en 

general y logró el apoyo de cientos de cie tificos, profesionales del 

ámbito jutidico y de seguridad, 

alrededor de1 mundo or~izaciones 

adh~~iones 

como de cientos de 

lista complet.a de 

• 

visite: 

izational-

stab!ece, entre al.ros aspectos 

odido evitar la disponibilidad de 

entar la ferocidad de la actividad 

üicativa la prevaleri.cia en uso de 

drogas" 

Q\le la política de "guerra ontra las drogas• h~resultado en 

"fb]illones de dólares desp diciados en un enfo~ de "guerra 

contra las drogas" para el trol de drogas que o logra sus 

objetivos y, en cambio, d" ecta o mmre.,tamente onlribuye a 

los daii.os• ' 
De modo que es un document adecuado para acreditar, dentro de 

los exámenes de escn.¡tinio y roporcionalidad que (a) la poliüca 

prohibic:ionista no es instru ental o idónea para reducir la 

demanda o disponibilidad de ogas y que, en cambio, (b) genera 

consecuencias adversas adicio es. 

ldv. Mari uima & Road satet A oall for Pollelo1 Bued on 

Fa.et., Not Fear. "Marih¡;¡ana & Seguridad en las Calles, Un 

llamado para políticas públicas basadas en hechos, no miedo". 

Drug Policy Alliance, 2016. 

Este documento ofrece argumentos y evidencia para poner en tela 

de juicio la suposíción de que el uso de cannabis genera 

accidentes de lrfulsito. 

1 
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De las anteriores documentales se desprenden los daños 

reales, científicamente probados, asociados al uso de cannabis; ,que las 

p<>lilicaa p.-ohibicionistas de las drogas no han llevado a los pa;ses a reducir 

significativamente la escala en el me<"cado; los efectos negalivo11. de estas 

políticas en la sociedad; la ineficacia de l>1s mismas y, a su vez, los 

diferentes caminos que existen para llegar a una regulación basada en 

reducción de daños, prevención, información, dignidad y derechos 

humanos. 

S. DOCUMENTAL PRIVADA consistente en Un Indice de 

estudios cientiflros utifu:ados por la Doctora Pasa.i:ites para formular u.na 

répJica al oficio de fecha 13 de septiembre de 

2016. La objeción de la Dra. se su.acribe en e1 presente escrito de alegatos en 

el apartado "OBJECIÓN DE PRUEBAS OFRECIDAS POR LAS 

AUTORIDADES" El índice referido se adjunta como. 

6. INSTRUlllERTAL DE ACTUACIONES en todo lo que 

favorezca a loo quejosos. 

PREBVRCIONAL LEGAL Y HUHAl'iA que ~desprende 

' ' 
de las constancias de autos, 

D.- La audiencia constitucional se llevó a cabo el dia 27 de 

octubre de dos mil dieciséis. 

B.- Con motivo de !a celebración de Ja audiencia de derecho, se 

publicó en la lista del viernes 28 de octubre de dos mil cüeciséis, el sentido 

de la sentencia que pronunció el Juez de Distrito a quo. 

ÍlfDJCB DE AGRAVIOS 

2. VIOLACI N A LOS DERECHOS _A LA PROPlA DlAGEN, LIBRE 27 

DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD Y A LA DJOlfitlAD HUMA!IA 

2.1. TITULARIDAD DE LOS DERECHOS 

2.2. !\LCANCE DE LOS DERECHOS DE LA PERSONALIDAD Y 31 

LIBRE DESARROU.O DE LA PERSONALIDAD 

2.3. VIOUlCIÓN DE LOS DERECHOS A U!. PERSONALIDAD, LIBRE 38 

DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD, PROPIA IMAGEN y 

DIGNIDAD HUMANA 

2.4. ANÁLISIS SOBRE LEGITIMIDAD DE UlS RESTRICCIONES 

• 
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3, TRA?ISOR591 N DE LOS '' ESCRUTOOO PARA NORMAS QtrE RESTIUllfGErr DE OS RtJKAl(OS 

3.1. EXÁMENES DE PROPORCIONALlDAD Y ESCRUT!Nl 48 

3.2. APLICACIÓN DEL ANAL!SlS DE ESCRUTJN!O Y l'R ORCIONALIDAD 56 

f\. LEGJ11M!DAD DEL FIN PERSEOU!DO 

i. Finalidad de proteger la se..lud contr a voluntad 

B. lNSTRUMENTAL!DAD MEDJO-F!N 

i, La prolu'bieión no es u" medio p~ ejoror la salud 

ii. La descrim.inalización rw geriera ayor consumo 

'' 
" 
" '' 
" üL No genero un daño a la salud, ino un mero riesgo de da.to 76 

a la salud ,,,_,, -
··c. A.NALlS[S DE NECESIDAD: ME 10 MENOS RESTRICTIVO Y 79 

RESTRICCIÓN DE LO ESTRICTAM TE NECESARIO 

l. No es !a alternativa menos 

2. Res,~ng" más de lo estric ente necesario 'º 
D. PROPORC!ONAlJDAD EN SE TIDO ESTRICTO, BALANCE DE 95 

EFECTOS 
i. Daños a la salud ocasio os por la prohibición 

ii. Riesgo de ser lastimad o de perder la ¡¡ida 

iii. Generación de un me 

3.3. CONCLUSIÓN AL ESCRUTINIO 

'' 
" 
" 
'°' 

4. VIOLACl 11 AL DERECHO A LA IDENTIDAD '°' Pl.\!RALrBMO Y A LA DIGNIDAD A 

6. 

4.1. TlTIJ!.ARIDAD DEL DE CHO A LA DIGN!DAD '°' 4.2. T!TUI.ARIDAD DEL DER CHO A LA IDENTIDAD PERSONAL 110 

4.3. ALCANCE DEL DERE HO A LA IDENTIDAD PERSONAL, 111 

PLURALISMO Y !.A D!GN!DA HUMANA 

4.4. VlOWl.CIÓN DEL DER CHO A LA IDENTJDAD PERSONAL, 116 

PLURll.LlSMO Y LA D!ONID H\JMANA 

4.5. ANAUS!S SOBRE UjOl IM!DAD DE LAS RESTRICCIONES '" 
VIOLACl 11 AL DERECH LA DISPOSICr 11 DE LA SALUD '" 

PERSOllAL 

5.1. TtrULARIDAD DEL Q HO A LA SAL\JD '" 5.2. ALCANCE DEL DE HO A LA DISPOSICIÓN DE lA SALUD '" 
PERSONAL 

5.3. VJOIAC!ÓN DEL DE CHO A LA D!SPOSJC!ON DE LA SALUD "' PERSONAL 

5.4. ANAUS!S SOBRE LEO!T!M!DAD DE LAS RESTRICCIONES 128 

6. VIOLACI N AL D:&RECBO A LA AUTODETERMDIACI lf PERSONAL Y 130 

CORPORAL, IJBERTAD llrnIVIDUAL Y DB DIGNIDAD Htl1llANA 

6.1. TITUIARIDAD D&L DERECHO A LA AUTODETERMINACIÓN 132 

6.2. ALCANCE DEL DERECHO 11 LA AUTODETERMINAC!ÓN 133 

6.3. VJOIAC!ÓN AL D&RECHO 11 LA AUTODETERMINACIÓN 141 

6.4. ANAUS!S SOBRE LEG!TJMIDAD DE LAS RE.SrRICCIONES 144 
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7. VIOLACI.,K DE LOS ART!CULOS 115, 17 Y 17-A DE LA.LEY FEDERAL "'6 
DE PROCEDU!.IEri 10 ADJl!llNIS'rllATWO 

1. Fac1.1!1.Rd Para Contesla:r Fl.Jera de Tiempo "'' 
' Pacultad '~ Resolver Desfavorable111ente • '"'" 

,, "' 
Información SollCitada Fuera de Tiempo 

3. Indebida Respuesta con Sustento en Elementos no Pn:vistos en la "'' NonMtividad Aplicable 

8. VIOLAClvN A LA GARANTL\ IGUALDAD '" 
ACLARACIÓN SOBRE LA POLfTJCA PROHIBICIONI8TA 

La.a autoridades responsables de la Comisión ~eral para li_i 
• Protección Contra Riesgos Sanitarios anuncian una resoluciQn desfavorable 

' a la solicitud formulada por el quejoso. De los argumentos vertidos en eJ 

oficio se desprende que el motivo de fondo es la acistencia de la Politice. 

Prohibicionlsta y la prohibición en la Ley General de Salud para todos los 

usos del cannabis. Esto es, se trata en realidad es un oficio de negación Y 
aplicación de la Política Prohibicionista en perjuicio del quejoso. 

El Juez de Distrito arriba a la misma conclusi6n que el 

quejoso. E! acto de autoridad constituye una aplicación inlplicita de la 

politica prohibicionista, como se desprende de los siguientes "'*act<>B de la 

sentencia de amparo; 

Hoja 33 

·-~-
' ., ' •• ·•', 

-.·· 
"{ ... ) se trata de una negativa impUcita sustentada en 
los artículos 234, 235, ú.ltimo pArrafo; 237; 245, 
fracción!; 247, ú.!timo pfu-rafo, 248, 368 y 479 de la 
Ley General de Sal1.1d, que como más adelante se verá, 
establecen un sistema de restricciones administrativas 
relativas al uso de la marihuana.• 

Hoja34 

"( ... ) se desech6 su solicih<d de autorización sanitaria 
por falta de interés jurídico, pero qt1e en realidad se 
trata de la 11.epeión de w:i derecho, pues al indicar 
que no tiene un derecho subjetivo para usar canJtabis 
o requerir su uso y que las autoridades care<:en de 
facultades pat"a conceder una autorización para ello, 
en realidad, está negando la solicirud con base en la 
prohibición existente al respecto en la normatividad de 
la materia. De forma tal que, el deseche.miento de la 
solicitud está directamente conectado con la 
prohibición para usar esa planta derivada de los 

l 

' l 

1 

' 
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preceptos impugnados.• 

Hoja 59 

"Al respecto, cabe mencionar que el alisis de los 
actos reclanlados en el presente caso partió de !a 
premisa -plllnteada por el pzoplo q ojoao-- que el 
desecharniento de la solicitud de auto · ción sanitaria 
para consumo personal de marih ana con; fines 
recreativos, por es1.imar que el quejo no contaba con 
un derecho tutelada para la siembr , cultivo, cOsecha, 
preparación, posesión, transporte de la semilla, &e 

trata en realidad de un& nep va l.nlpUctta que 
tiene sustento, p11:cisamente, lrui resl.rlcciones 

- -~<;>ntempladas en las normas recl adas, pues _de ellas 
ryi se desprende que un ciuda ano pueda gozar de 
dna a\.ltorización de tal natural a ni que la autoridad 
pueda otorgarla. 

"Lo anterior se corrobPra on el hecho que el 
rawnarniento "'sencial a trav· del cual, la autoridad 
responsable cont.estó las sol' itudes es que hasta e! 
momento no está. contero lado la poE<i.bilidad de 
otorgar autorización alguna para llevar a cabo tale& 
actos, de conformidad con l Ley Oeneral de Sal1.ld, tal 

- -_): como se ad'lierte del Cl.ladro iguiente: 

[Caso -
{Caso -

rtlrulo 235 y 237 de Id J.,ey Genero/ de 
Salud in.dica: (s transcribe]. Conforme iÍ! artículo 245, 
247 y 248 de la General de Sa!!.!d: (se ~scribe). 
Por lo anterior uesto Ita.U« el mome11~ puede ur 
..q:iedlda au rb:cscfón arg..11a para ~siembro:, 
cultfoo, co echa, elalloradO.., ractc>n, 
acondtolo11a tinto, adquf.alctón, poaesl comen:'IP, 
tnm.sportti cuaü¡Mttir fo,.,,,_a, prescripdó11 midlca, 
stcrnl11t.fnl, Loo, U40 o oonaurrto de cannable 
S<ltlV<l ..••. 

"( ... / Por tan.re, resulta improcedenM la so/idlud para (-- ./ y, 
en general. t o tu:!n refQcionado con e! consumo lüdico y 
perso>111I de ri1warta por el peticio>111n"o ( •.. /, reda ve.z q!le 
cumple con e articulo 368 de la Ley General de Salud, el 
ruol sel'iala e las autorizaciones sanitarias se emifinin 
en los ros y con los requisit<>s y madalid<U:Ms que 
determine t<1 Ley y demás disposiciones generales 
aplicables. 
( ... }Adicto ente, cabe s.mclar '11"' no "" confi-gura la 
hipótesis de n derecho subjetivo que obligue a emitir una 
a«(orizadón e dichas caracterls!ieas, pues es un prind.pfu 
general de efflcho q!le las- autoridades pueden hacer lo 
que la ley /eS permite, y ya qi¡e fa LeJl Oo111el'QI d• So:lud 
110 coniempla una auton.adón con la.s 
partlcularldade• 9"'" refiere, lo conducen!e era que 
probara ser !itu!ar de un derecho subjetivo que, por un acto 
de autoridad, se vefa afecta.do de manera personal y 
direc&i, lo cual no aconteció.• 

• ( ..• ) el desechamiento es en realidad una negativa a 
otorgar la autorización sanitaria q\.le se 1<\.lstenla 
exactamente en la misma razón { ... )~ 

i ) 
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A mayor abundamiento, las autoridades responsables de la 

Comisión Fedei-al para la Protección Contra Riesgos Sanitarios llevan a cabo 

una aplicación implicita de los w-ticulos de la Ley General de Salud 

reclamados y de la Política Prohibicionista. Esgrimen tres clases de 

argi.¡i:oentos relevantes para desentrañar la exist~cia de una aplicación 

implicit.a de la Ley General de Salud: 

a) Eatablecen que el quejoso no tiene un den:cho subjetivo 
para usar cannabis o para requerir su uso. 

b) Expresan inequívocamente que le. detemtlnación sobre 
interés jurídico atiende a la existencia del dere<oho subjetivo 
que pre<:ísamente habian oolicitado los quejosos 

c) Dispone que tales autoridades Cofepris no están facultadas 
para resolver sobre usos del cannabis. 

Todas !as e.furn.aciones son deónitcam.enté equivalentes a 

establecer que la nonnatividad prohibe los usos del cannabis. Todos esos 

argumentos son re!ormulaciontli legales, equivalencias y eufemismos pMa 

concluir que la Ley General de Salud prohibe categóricamente todos los· 

usos del cannatrls. Esto es, se aplioó la prohibición categ6rica para todos los 

usos del cannabis =ntenida en !a Ley General de Salud. 

A continuación 9e detalla el modo en que taJ¿ij afirmaciones 

corresponden a una aplicación impllcita de los artlculos im~gnados de la 

Ley Oene;cal de Salud, en detrimento del quejoso. \ 
" 
' ' a. Que supue1tame.nte el quejo10 no ti.ene \m. de:reoho 

subjetivo pus u1u calULll.bla 

l!:n diV'Crsas ocasiones dentro de! acto de ai,¡toridad las 

autoridades de Cofepris disponen que el quejoso no es titular de un derecho 

subjetivo para acceder al cannabis: 

"( ... )del desahogo a la prevención formulada en lo que 
refiere a Ja existencia de un intei-~s jurldico, 
entendiendo este como la existencia de un derecho 
legitimamenl.e tutelado por el ordenamiento legal 
objetivo ( ... )" 

Las autoridades de Cofepris recouocen si,¡ facultad para ejercer 

control sanitario sobre el cannabis, pero acomodaticiarnente anuncian no 

ejerce; tal control específicamente sobre el cannabis. Pero de la lectura 

cuidadosa del acto de autoridad se desprende que si ejercieron control ' 

1 
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sanitario sobre el canoa.bis; que s.i dispusieron q6e el quejoso no tiene un 

derecho a usar la planta; que el supuesto dese EIJDiento está. directamente 

conectado con la prohibición para usar es planta, y que Cofepris se 

encuentra vinculada por la prohibición de {os artículos 235, 237, 245 y 247 

que prohiben el otorgamiento de auto aciones sanitarias sobre el 

Cllllnabis, salvo para estudio cientilico, 

La Suprema Corte de Jus' 'a de la Nación, en la ejecutoria 

- ha. e<;larado que el control s bre la.. sustanciatl de los artlculoa 

234 y 235 de la Ley General de Salud e a sujeto a control por Cofcpris: 
·~~~~t,;f>. ~.'1 
:~:;)¡~~~1;;.ri;: •11:1tectivamente, de confo "dad con loo articulas 235 y 

;;:;::;.';~tk~'l'\ .? 247, MI como con el ·culo 44 del Reglamento de 
;E-'.·'.;'.'.•~~(·1~.'V /( Insumos para !a SW.ud, alquier persona qne pretenda 
-,, - .-:~·";¡'>.. .-'! sembrar, cultivar, elab rar, p<eparar, acondicionar, 
:'2_'.;i .. '7_;~·· · adquirir, poseer, com rciar, transportar, prescribir 
'~~S;i'~:~-;; :. médicamente, (!.uminis ar, emplear, usar, con•Umir y, 

·_:.,;':""\';t;;·.' en general, reaJU:ar cu quier acto relacionado· con lrui 
: .. , ·· _;<;ubstanciaa listadas e !os artículos 234 y 24~ de 1a 

,- · .... ;_,i~ General de Salud, con cualquier producto, que !os 
_ v_;¡j.:JIDÓI ontenga, deberé. con ar con una "autori:mción_• de la 

-:," "~ _, .. : .. "'~ Secretaria de Salud solamente podra realizar dicha$ 
acciones si las mi mas tienen fines m4díáos y/o 
dentif¡co:;. 

•Ahora bien, el articulo 368 dispone que la 
"autori2aci6n sanit ·a• es e! acto administrativo 
mediante el cual autoridad sanitaria competente 
permite a una pers na püblica o privada la realiJit:ión 
de actividades rela ionadas con la salud human,{;, en 
los casos y con os requisitos y modalidades ~'\¡;ue 
determine !a prop Ley GeÍleral de Salud y deñ1ás 
disposiciones gen ales aplicables. Sin embargo, los 
artlculos 237 y 248 prohiben expresamente 'la 
~edíción de la autorización a que se ha hecho 
referencia respe o de determinadas substancias 
conaideradas oom un problema grave para la salud 
pública, entre las ue se encuentran el estupefaciente 
~cannabis sativa, ' dica y americana o marihuana", a,.;: 
como el ps.icotróp •tet:rahidrocannabinol" (THC), los 
isómeros <l.6a (10 , ll.6a (7), ll.7, <1.8, !J.9, ll.10, ll.9 (11) y 
sus variantes est eoquímicas, substancia.a materia de 
la controvers;a en l presente recuroo de revisión." 

Carecer de un derecho subjetivo, en el caso concreto es lo 

mlsmo que decir que no tiene un derecho. En caso de regulación sanitaria, 

como el uso de estupefacientes y psiootrópicos esta sujeto a !a obtención de 

una autoriu.ción sanitaria. De modo que si el quejoso na tiene un derecho 

subjetivo para acceder a tales sustancias mediante una autorU:ación 

sanitaria, tiene prohibido realizar toda conducta asociada a las mismas, 

'\ 
1 
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El neKar la titularidad de un derecho implica e! reconocimiento 

y aplicaci6n de una prohibición. En efecto, en ausencia de la prohibición, el 

quejoso tendría ei derecho subjetivo respecto del cual la autoridad anuncia 

su falta de titularidad. 

En ot:ra.. palabras, establecer que el quejoso no es titular de un 

derecho subjetivo pua acceder al cannabis, es tanto corno afinnar que lo 

tiene p;ohibido. Se le han aplicado en su detrimento l.a.s normas que 

establecen el ri:l'}men de prohibiciones B.dministrativa.s de la Ley General de 

Salud. 

En conclusión, la determinación de que el quejoso no tiene un 

derecho subjetivo, es la determinación de que tiene prohibido hacerlo, en 

función de los artlculos que lo prohiben. Es decir, la determinación de que el 

quejoso no es titular de un derecho subjetivo, es la determinación de que el 

w"l.ícu\o 235, 237, 245 y 247 lo prohiben. 

Por consecuencia, la determinación de que el quejoso no es 

titular de un derecho subjetivo, es la apl;cación de la prohibición establecida 

en tales artículos. 

b. AD.Allsla agbre :Lnteri• jurldleo e• un •+ sobre el 

derecho a11bjetlvo al u.ao del ea1111-llb!ll 

Las autoridades de la Comisión Fedecal para la Protección 

Contra Riesgos Sanitarios establecen que el analisis sobre intecés jur1dico es 

en realidad el analisis sobre la existencia de un derecho para acceder al uso 

del cannabis: 

"Es importante considerar que, el acreditar un 
interCs jurídico o legitimo Para poder proveer una 
resolución por parte de la autoridad no es una 
formalidad, es un reauisito de fondo referente a la 
existencia de un derecho subjetivo previsto por el 
conjunto normativo que el particular pueda 
ejercer o reclamar-de la aUtoridad del Estado.• 

Mediante tal afirmación reconoce que la existencia sobre un 

interés jurídico efitá díre<:tamente asociado a la existencia de un derecho 

tutelado. Asi, a la inversa, dispone que el quejoso no tiene interés jurldieo 

para hacer la solicitud y, por consecuencia., tampoco tiene el derecho 

tutelado para el uso del cannabis. De modo que está afirmando que el 

quejoso no tiene derecho para hacer uso dei ce.nnabis y a.si invoca 
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irnplicitamente, \lna vez mas, el r<!=gimen 

.-elación al cannabis contenido en la Ley General d 

e. No Uene &.c1llt&d para :re•o r eo11eretame11te sobre 

uaos del eannabl1 

Finalmente, ""' autoridades respcmsab!es reiteran 

numerosas ocasiones que no existen !tades p=• otorg11r 

·-autorización S':tiitaria sobre cannabis, que no estén previstos 

requisitos y mo~alidades para otorga:r un autorización tal: 

"Adicionalmente, cabe señ 
hipótesis de un derecho s 
autoridad a emitir un 

a:r que no se conrigura la 
bjetivo que obligue a esta 

autorización de d:ichas 
caracteristicas, pues es un principio general de 
dere.::ho que las autorida es sólo pueden hacer lo que 
la ley les permite, y a la Le General de Sa111d 
no contem la a11torisacl6n i;:on laa 

articularldadn ue r flere lo eondiieente en. iie 
abara ser tlt1llar de derecho sub etlvo qt1$, por 

un acto de autoridad se veía afectado de manera 
personal y directa 1o ual no acontecJO.'' 

"( ... ) en ninguna pa 
•anit&ria para • 
recreativos del "Cann 

H e•tableee una autorl&.i.'eli'rn 
nsumo personal con 'fines 
bis Sativa ( ... )" '.i·. 

" ( ... ) esta autor! •d no tient1 61.cultade• 
ronunc:lar•e aobr aetivldade• :no revistas en 1a 

General de ud y cuyos casos, modalidades y 
requisitos no estén efinidos en la Ley de la materia." 

• ( ... ) Ley General 
de Insumos para 
dan a conocer los 

Salud así como en el Reglamento 
Salud y el "Acuerdo por el que se 

tramites y servicios, a!ii como los 
formatos que aplic la Secretaria de Salud, a través de 
la Comisión Feder para la Protección contra Riesgos 
Sanitarios, inscrit 
y Servicios de 
Regulatoria" y 
establecen los [' 
emisión de la 
tanto técnicos 
dispos'tción ex 
peticionando. 

en el Registro Federal de Trámites 
Comisión Federal de Mejora 

us ulteriores modifica.ciones, se 
isitos que deben cnmplirne para la 
"smas, requisitos que pueden ser 
o legales y entre Jos cualea no hay 

sa para la autorización que se está 

"Por tanto, re•ulta improcedente 1a •ollc1tud ( ... ) 
toda vez que no cumple con el contenido del 
artú::ulo 368 de 1a Ley Oene111l de Balud, el cual 
señala que Las autoriza.c:iones sanitarias se emitirán en 
los casos y con· los requisitos y modalidades que 
detemrine esta Ley y demé.s disposiciones generales 
aplicables." 

~ 
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• No hay norma "que obligue a emitir una autorización~ oobre 

consumo de cennabis. Tal enunciado es una alusión directa a los artículos 

235, 237, 245 y 247 de la Ley General del Cannabis. En efecto, al decir que 

ninguna norma lo obligue o le permita a emitir una autorUación sobre tal 

sustancia, esta haciendo referencia a la norma que le prohibe hacerlo. 

Asirn..ismo, cuando adure que no existe norma que le facultt: 

para resolver sobre la materia, que no hay una serie de requisitos expresos 

para que aquella los siga o que no hay un trá.mite especffic.o, pues estA 

invocando la norma que proh.LOe los usos del cannabis. 

La Ley General de Salud si le faculta para resol'f sob~ 

autorizaciones para el uso de estupefacientes y psicot'rópicos; el R.egi,ame'fto 

de Insumos para la Salud y el "Acuerdo por el que se dan a conoCe'I" lbs 

trámites y servicios, asl como los formatos que aplica la Secretaria de' Salud, 

a traves de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitario.s, 

inscritos en el Registro Federal de Trámites y Servicios de la Combiión . '-" 
Federal de Mejora Regulatoria" trunbién establecen :,t?s requisitos ~es 

para autorizar el uso de estupefacientes y psicotrÓpicos. De form¡f'QU:e la 

ú.nica razón por la que no puede autorizar concretamente el uso de t""" 
es por la politica prohibicionista, que invoca implicitamente 1 acto 

reclamado. t 
' 

No cabe duda que Cofepris ejeree control sanitario sobre todos 

los estupefacientes y psicotrópic.os establecidos en la Ley General de Salud. 

Tampoco que para hacer uso de los mismos se requie.-e una autorización 

sanitaria. La ú.nica razón por la que Cofepris no puede emitir una 

autorización, o bien, tiene prohibido hacerlo, es por la prohibición categorica ', 

hacia todos loo usos del cannabis contenida en los articules impugnados de 

la Ley General de Salud. 

Así las e.osas, al anunciar que no tiene facultades para otorgar 

el permiso, está parafraseando la existencia de una prohibición sobre tal 

efecto. 

AGRAVIOS 

PRIMER AGRAVIO,· VALORACIÓN DB PRUEBAS. Violación 

de las disposiciones de [Q.B artículos 74 fracción 111 de la Ley de Amparo, 222 

Y 352 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria, ,- · 
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conforme al texto del nume:ral >!.º párTafo segundo de a Ley de Amparo; e 

inobservancia de la ga:rantia constitucional a la tute judicial efectiva ron 

justicia reconocida en el artículo 17 de la Cons tución Politice. de los 

Estados Unidos Mexicano,,.. 

El Juez a quo guardó silencio resp to al acervo de pruebas, y 

por lo mismo ornitió valorarlas como un bloqu armónico y bajo parSmetros 

de sencillez y efectividad para hacer efectivo e derecho al debido proceso y a 

la tutel4judicial efectiva. 

' 
l En efecto, la autorilzada del ejoso presentó en la OficiaJia de 

Partes ese Juzgado, el escrito con fe a del 27 de octubre de dos mil 

diecis6is, con la !Irma al calce, en e 

m•¡.,'?_. n:m en el apartado letra C del e 

re . · 
·"' ' • 

que ofrece las pruebe.s que se 

ituio de antecedentes del presente 

Adicionalrne:nte, se debe amar en cuenta que ninguna de las 

pruebas ofrecidas y desahogadas fue n objetadas por autoridad alguna o 

por el Jue:i: de Distrito. 

i;:n resumen, el Juez 

trazada con carácter obligatorio 

124, primer párrafo, de la Ley 

también conculcó las 

Amparo y 222 del Código Federal 

"Articulo 123. Las 
audiencia constitucion 
órgano jurisdiccional 
o las que deban desah 

• 

quo violentó la regulaci~ procesal 

a el Juzgado.-, en 1011 artículos 123 y 

Amparo; y después en la sentencia, 

sales de los articulas 77 de la Ley de 

Procedimientos Civiles, que dicen: 

ebas se desahoga(án en la 
, salvo aquéllas que ajuicio del 
edan recibirse con anterioridad 

órgano jurisdiccional que conoce del amparo, via 
exhorto, despacho, re isitoria o en cualquiei- otra 
forma legal, que po ser enviados y .-ecibidos 
haciendo uso de la Fi a Electrónica. 

~Articulo 124. !.as au ncias seran püblicas. Abierta la 
audiencia, se proced · a la relación de constancias y 
pruebas desahogada y se recibirful, por su orden, las 
que falten por desahogarse y los alegatos por escrito 
que fonnulen las partes; acto continuo se dictará el 
fallo que corresponda. 

"Artículo 74.- La sentencia debe contener: 

"!. La fijación clara y precisa del acto reclamado; 
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"!l. El análisis sistemlltico de todos los conceptos de 
violación o en su caso de todos los e.gravios; 

"l!!. La valoración de !as pruebas admitidas y 
desahoga.das en el juicio; 

"IV. Las consideraciones y fundamentos legales en que 
' se apoye para conceder, negar o sobreseer; 

·v. Los efectos o medidas en que se traduce la 
concesión del amparo, y en caso de amparos dire<:t?s, 
el pronunciamiento respecto de tocias las violaciones 
procesales que se hicieron valer y aquella:o que, cua.itlo 
proceda, el órgano jurisdiccionel advierta en supleni:ia 
de la queja, además de los términos precisos en que 
deba pronuncia:rse la nueva resolución; y \ 

"VI. Los puntos resolutivos en los que se expres~ el 
acto, norma u omisión por el que se conceda, nieglie o· .t,_ 
sobr"es.ea el amparo y, cuando sea el caso, los efe{6S 
de la concesión en congruencia con la pfte 
considerativa. ~ 

"El órgano jurisdiccional, de oficio podré. acl.ar 'la 
sentencia ejecutoriada, solamente pua corregir s 
posibles errores del documento a fm de que concu e 
con la sentencia, acto jurídico decisorio, sin alterar' s 
consideraciones esenciales de la misma. 

"Articulo 222.- Las sentencias contendrán, ademáa 
los requisitos comunes a toda resolución judicial, u 
relación sucinta de las cuestiones plantead¡u¡ y de 
pruebas rendidas, a.si como las consideracio 
jurídicas aplicables, tanto legales como doctrinari ' COill.pl"Cildiendo, en CIJas, los motivos para hacer O no 
condenación en costas, y tenninanm resolviendo con 
ti:lda precisión, Jos puntos sujetos a la consideración 
de! tribunal, y fijando, en su caso, el plazo dentro del 
cual deben cumplirse.• 

·-.. 

' ' 

En estas condiciones, es incorrecto y viola.torio de los preceptos 

legales invocados, así como del derecho humano a !a tutela judicial efectiva 

garantizada por el artículo 17 constitucional, y de con!onnidad con la Carta 

de las Naciones Unidas, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 

la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, y la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, comúnmente conocida 

corno "Pacto de San José", entn otros documenti:ls lnten>acionales a los que 

la República se ádhirió; decía y prosigo con e! agravio, la negativa del 

amparo que decretó el Juez de Díatrito resulta incorrecta y procede que se 

revoque la sentencia y se conceda el amparo impetrado. 

Por todas las anteriores consideraciones resulta palmario que 

el sei'J.or Juez de Distrito a quo indebidamente omitió valorar y ti:imar en 

. 



• 

o 

cuenta el acervo probatorio que ofreció el quejo!IO como un toque armónico 

y bajo parámetros de sencill= y efectividad; y, por otro 1 <lo, transgredió el 

derecho fundamental e.l debido proceso y a la tutela judicial efectiva, y 

arribó a una denegación de justicia en agravio del quej so. 

No este. por demll..9 sed.alar que el erecho de acceso a Ja 

justicia es un derecho fundamental de apliceci · inmedial:a y que es un 

elemento constitutivo del derecho e.l debido pro so, y, cuyo cotrelato es el 

deber de las autoridades jurisdlccionales, que, calidad de garaIJtes de los 

derechos humanos, tienen la obligación de P!'. over las condiciones para 

,, 's~:~~t.~t'J.ue el ~so a dicho servicio público sea re y efectivo, con apoyo en el 

- (..C~::1\t:;$\k~<.;~ ulo Primero constitucional y segundo de la Convención Amei;icana 
~! ·''""~·":" ""''""- ' "°" / · '· ,.,. ,, -• ,:;; ,,, O\i l \'ft-: , ~,i~;~:;·~".J.:,"'-·~~flJº Der~chos Hl.lmanos, 

'-r.-":·'-'''"':_.:''>_:· .•• 
--:'·';'_,,.~~;,~: .· .. , 

- _:.~. -;;(_~- .;-_ Asi, el derecho de acceso a la justicia se vulnera cuando la 

-·:::;<::¡,,:. autorid11d jurisdiccional ---<:l Juez a qua, inadvierte el bloque-:de pruebaa 

' ' . ,; '.;~:.;;:'. f~\ij~etros de 6encillez y efecti dad y su entrel=i~to. De lo 

:;~S -,-., · _ .. -'.'"'~?Rk.,'se deriva, entonces, que el juez e amparo, más que conk con una 

,,~,-
1 

~~=ltad, tiene el deber de desplegar actividad probatoria n&,esaria en 
! ' -¡ 

·. aras de establecer la verdad de los chas. Así lo disponen el llrticulo 1~ 

itJi constitucional. 

Por lo· demás, el der cho internacional de !os derechos 

hl.lmanos ha desarTollado estándare sobre el derecbo a contar con recursos 

judiciales y de otra índole que result idóneos y efectivos para reclamar por 

la vulneración de los derechos fupd entales. En tal sentido, la obligaci(m 

de los Estados no es sólo negativ~ - e no impedir el acceso a esos recursos­

síno fundamentalmente positiv e organizar el aparato ínstitucional de 

modo que todos los índividuos p e an acceder a esos recursos. A tal efecto, 

los Estados deben remover los b culos normativos, socio.les o económicos 

que impiden o limitan la posib' de acceso a !ajusticia. 

SEGUNDO AGRAVIO. Violación a los principios de 

fundamentación y motivación adecuadas, congruencia y exhaustividad, en 

relación al concepto de violación tercero, apartado segundo (2.1-2.3) sobre 

los derechos humanos a la propia imagen, libre desarrollo de la 

~ersonalidad y a la dignidad humana. 

Bajo el anterior esq1..1ema, la resolución viola las disposiciones 

de los artículos 7'! fracción l de la Ley de Amparo, 222 y 352 del Código 
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Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria, ron!orme al texto 

de! numeral 2º párrafo segundo de la Ley de Amparo; e inobservancia de la 

garantla constituci1;1nal a la tutela judicial efe<:tiva consagrada en el articulo 

17 de la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos. 

En el concepto de violación terce;o, numeral segundo, de la 

demanda de amparo, el qu~oso sostuvo que la aplicación en su perjuicio de 

los articulas que prohíben la siembra, cultivo, cosecha, elaboración, 

pose9i6n y otras conductas relacionadas con el autoconsumo de Cannabis 

(articulas 234, 235, 237, 245, 247, 248, 368 y 479 de la Ley General de 

Salud) vulnera los derechos a la personalidad, dentro de los cuales se 

encuentran los derechoa a la propia imagen, intimidad, libre desarrollo de la 

personalidad y, en términos generales, a la dignidad humana. .~ .::- _f 
-,-- _:_, -' 

' - _,. )' . 
En tal concepto de violación, et quejoso ajegó, en prime'!-~ i 

lugar, que es titular de los de.;echos a la propia imagen, ffitimidad, lib.>e ~ 

desa:rrollo de la personalidad y, en términos generales;. a !a dignidad 

humana; en segundo luga:r, expuso cuál e>a el alca.nck. normativo de· 

tales derechos, y en tercer lugar, adujo que !a Politica ohibicionisaj .·· 

transgredia tales d=echos. 

11:1 Juez de Distrito reconociO la titularidad del;quejoso sobre 

los derechos a la propia imagen y el libre desa:rrollo de Ja'"peI"sonalid.ad; 

reconoció tambif.:n el alcance normativo de los deTechos, y concluyó que 

la política prohibicionista transgredía o restringía tales de•echos. 

2.1. TITtlLARIDAD DE LOS DERECHOS 

El derecho al libI"e desarrollo de la personalidad se encuentra 

tutelado en diversaJI disposiciones del texto constitucional, tales como las 

siguientes: 

Articulo 19.-
"Ninguna detención ante autoridad judicial podrá 
exceder del plazo de setenta y dos horas, a partir de 
que el indiciado sea puesto a su disposición, sin que se 
justifique con un auto de vinculación a proceso en el 
qu.e se expresará: el delito que se impute al acusado; el 
lugar, tiempo y circunstancias de eje<:ución, así como 
los datos que establezcan qu.e se ha cometido un hecho 
que la ley señale como delito y que exista la 
probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó 
en su comisión. 
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"El Ministerio Público sólo podré. solicitar la 
prisión preventiva cuando otras medidas e elares no 
~ean suficientes. ~37ª gaI"anfuar Ja comp_lji; ei_icia_ del 
unputado en el JUlciO, el desarrollo de la estigaClón, 
la protección de la víctima, de los tes gos o de la 
comunidad, así como cuando el imputa 'o esté siendo 
procesado o haya sido sentenciado pre amente por la 
comisión de un delito doloso. El j ordenarlr. la 
prisión preventiva, oficiosamente, e los casos de 
delincuencia organizada, homicidio oloso, violación, 
secuestro, trata de personas, deli s cometidos con 
medios violentos como rumas y e lesivos, así como 
delitos graves que detennine la y en contra de la 
seguridad de la nación, el li desarrollo de la 
.personalidad y de la salud." 

Articulo 29.-
• ... En los decretos que s e¡¡:pidan, no podrá 
restringin;e ni suspende;se el' 'ercic:io de los derechos 
a: la no discriminación, ' reconocimiento de la 
pb-sonalidad jurídica, a l vida, a la integridad 
personal, a la proteCClón a l familia, el nombre, a la 

' ' nacionalidad; los derechoS¡ e la niñe~: los derechos 
,-·r.~politicos; las libertades del ensamiento, conciencia y 

, ._:.~~de profesar Cl'eencia reli sa alguna; el principio de 
_ ··.:,J,/Jegalidad y retroactividad; a prohibición de la pena de 

__ 0 'j:Í:tuerte; la prohibició de !a esclavitud y la 
sbdumbre; la p<ohibic' n de la desaparición fo:nada 
y la tortura; ni las gar tias judiCiales indispenll\i:bles 
para la protección de tal s derechos." · 

'' 

Aclicionalmente, los de has de la peTsonalide.d, d\intro de los 

Cl.lales se encuentran los derechos a la propia imagen, intimidad y libre 
' desarrollo de la personalidad, se en entran implícitos en las clisposiciones 

de los tratados internacionales de erechos humanos suscritos por México 

y, en todo caso, deben entend rse como derechos ue derivan del 

reconocimiento al derecho a la cli 'dad humana ues solo a traves del 

pleno res eto de estos derecho de la ersonalidad odria realmente 

hablarse de un ser humano en to su cli "dad. 

Como se sostuvo co anterioridad, el derecho al pleno respeto 

de la dignidad humana, del c se desprenden todos los derechos de la 

personalidad, se encuenlnl. disp esto en los articulas 1°, 2°, 3°, 25 de la 

Constitu.ción; preámbulo y articulo 1º de la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos; articulo 11 del Pacto de San Jase; preámbulo del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Pollticol! y el preémbuio del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, SociaJe9 y Culturales. 

En el miBrno Bentido se ha pronunciado el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación mediante e! Criterio juclicial P. LXV/2009, 

r, \ 

-etr" 

-
"' 



o 

• 

'' ,J 

Novena epoca, con número de registro 165813, visible en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, diciembre de :2009, 

página 8, del tenor siguiente: 

"DIGNIDAD HUMANA. EL ORDEN .JURIDlCO 
MEXICANO LA. RECONOCE COMO CO:RDIClÓ1f Y 
BASE DE LOS DElltAs DERECHOS 
FUIJDA.11!1Bli'TALE8. El articulo lo. de Ja Constitución 
Politica de tos !':stados Unidos Mexicanos establece que 
todas las personas son iguales ante la ley, sin que 
pueda prevalecer discriminación alguna por r11ZOnes 
étnicaa o de nacionalidad, raza, sexo, religión o 
cualquie<" otTa condición o circunstancia personal o 
social que atente contra la dignidad humana y que, 
junto con loa instrumentos internacionales en materia 
de derechos humanos suscritos por México, reconocen 
el valor superior de la dignidad humana, es decir, que 
111n el •er humano hay una dlgn.!dad que debe ser 
reapetada en todo c:aao. COMtituyéndOM como un 
dueeho absolnta!fte11te fWl.d11!i:tental, base y 
condición de todos los demis, el derecho a ser 
reconocido y a vivir en y con la dignidad de la persona 
hum..,.,a, y del cual se desprenden todos los demá.s 
derechos, &\ cUaJ1to son necesarios para que les 
individuos desarrollen integralmente su personalidad, 
dentro de lOll que se encnentl'lln, entre>otro.. el 
derecho a la vida, a la integridad flsica y p.!Jiquice., al 
honor, a la privacidad, al nombre, a la pro¡J¡¡. imagen, 
al libre de111rrollo de bl peraonalldad, al es~do civil y 
el propio derecho a la dignidad personal. Ad<i:nás, aun 
cuando estos derechos personalisimos no sefnuncian 
expresamente en la Constituci~n Gener1 de la 
Repllblica, estan implícitos en los ~atados 
intemacionales suscritos por Mexico y, en o caso, 
deben entenderse como derechos derivii os de! 
reconocimiento al derecho a la dignidad hum a, pues 
sólo a través de su pleno respeto podtS. hablar de un 
ser humano en toda su dignidad." · 

(Subrayado y énfa.&is añadido) 

Oteo tanto ha e;q>resado la Primera Sala de la Suprema Cene 

de Justicia de la Nación en e! fallo del Juicio de Amparo en Revisión 

- resuelto el 4 de noviembre de .2015, en los términos siguientes: 

"En el onl.enwniento mexicano, esta Suprema Corte ha 
entendido que al Ubre de .. n:ollo de la peno...Udlld 
es un de~ho fundata.enta.l que deriva 4111 derecho a 
la dignidad, que a su vez está previsto en el artículo 1° 
constitucional y se encuentra implícito en los tTatados 
internaciona.les de derechos humanos suscritos por 
nuestro pais." 

(Subrayado y &:ifasis aftadido) 

l"I 

! 

I~ 

¡ 
'-

\ 
i 

1 

¡ 



• 

o 

Respecto la titularidad de los derechos de pe:rsone.lidad, tales 

como el de la propia imagen, intimidad y libre desarr lo de la pe:ronPlidad, 

el Juez de Distrito concede su e:ristencia y titul 

siguientes del considerando S~PT!MO de la sentenc· 

to':rmi.nos 

desarrollo de la 
di "dad, previsto 

i como en diversos 
cuales es parte el 

"Pues bien, ei derecho el libre 
ersonalidad deriva del derecho a 

en el articulo 1° constitucional, 
tratados internacionales de los 
Estado mexicano." 

Asi las cosas, se encuentra d ostrada la titularidad de los 

derechos de la personalidad, del derecho a 1 propia imagen, intimidad, libre 

desarrollo de la person..Udad, asi como el erecho y presupuesto básico del 

ordenamier~J? juridlco mexicano, a la dign" ad humana. 

·;/1 

2.2. ALCIJICE DE LO& D)~tECHOS DE LA PERSONALIDAD 

y LIBRE DESARROLLO DE LA PERSO 
-:,,;, ,- .-.~ 1Óll' 

IDAD. 

:.o:.•- ' ' ·,.',(:!Ó'I 
.o:~cv~.oXll 

.• :~ ,,,_ \'11'."c><f..S ~l J'leno de la Sup,-ema arte de Justicia de J.e. Nación en la 

-· ejecutoria del ~aro Directo Civil 

alcance y significado de los derechos 

.,~, siguientes: 

/2008, definió por .~nanimidad el 

de la persone.lidad, ~ los terminas 

' ,, 

"(D]e la dignidad hum 
derechos de la person · 
dentro del más amplio 
cual se encuentran, en 
a la integridad física 
privacidad, al nombre, 
civil y el propio derecho 

"El individuo, sea uie 
forma libre autónoma 
en ue lo a las me 
relevantes. 

, se deriva la teoria de los 
ad, que componen un sector, 
los derechos humanos, en el 

e otros, los derechos a la vida, 
y psíquica, al honor, a la 

la propia imagen, al estado 
la dignidad personal. 

sea tiene derecho a el en 
su cto de vid la manera 

e ara el SOEc 

"De ah!, e! reconoc· ·ento del derecho al libre 
desarrollo de la ers alidad definida ésta por el 
Diccionario de la Real Academia Española, como la 
9ingularización, el dis · tivo de la persona. Por ende, el 
libre de"9ITOllo de la ersonalidad es la consecución 
del ro ecto de vida e ara si tiene el ser humano 
como ente autónomo. orno ha sostenido la doctrina y 
la jurisprudencia c paradas, tal derecho es el 
reconocimiento del Es o sobre la facultad natural de 
toda persona a ser · divldualmente corno quiere ser, 
sin coacción, ni controles injustificados o 
impedimentos por parte de los demás, con el fin de 
cumplir las metas u objetivos que se ha fijado, es decir, 
es la persona humana quien decide el sentido de su 

---------·-~--~·----



e 

o 

o 

-32 ·' 

propia existencia, de acuenlo a sus valores, ideas, 
expectativas. gustos, et<:etera y que, por supuesto, 
coro.o todo dei:echo, no es abst>luto, pues encuentra sus 
limites en los derechos de los demAs y en e! orden 
público. 

"Asi pues, el derecho el libre desarrollo de la 
peroonalidad, comprende, entre otras, la libertad de 
contraer matrimonio o no hacerlo; de procrear hijos y 
cué.ntos, a.si oomo en qué momento de su vida, o bien, 
decidir no tenerlos; de escoger su apariencia personal; 
su profesión o actividad laboral; y, por supuesto, la 
libre opción sexual, pues todos estos a..¡pectos, 
evidentemente, son parle de la manera en que el 
individuo desea proyectarse y vivir su vida y que, por 
tanto, sólo él puede decidir en forma autónoma.· 

"( ... ) 

"El derecho a la propia imagen, por su parte, implica la 
imagen que uno conserva para mostrarse a los demé.s y 
que, como tal, gran parte de la doctrina ubica, a su vez, 
dentro del derecho a la intimidad, constituyéndose 
como derechos personalisb:nos, pertenecientes al 
0mbito propio del ser humano, fuera de la injerencia de 
personas extrañas. El individuo tiene el derecho de 
decidir, en fonna libre, sobre su propia imagen. 

"Son derechos personalisimos, de los que se dispone 
con libertad, pero, a su vez, constituyen una obligación 
de los dem!B de respeto a ese derecho y, por tanto, se 
configuran como un derecho de defensa y garáhtia 
esencial para la condición humana, en tanto puel;len 
reclamarse por la defensa de la intimidad violada o 
amena:;;ada, cuanto se puede exigir del Estado <iue 
prevenga eventuales intromisiones que lesionen ese 
derecho personalisimo, de acuerdo con Osvaldo Alfredo 
Oozaíni. &n consecuencia, como todo derecho, no es 
absoluto y sólo por ley podré. justificarse su 
intromisión, siempre que medie un interés superior.• 

(Énfasis y subrayado afi.adidos) 

De la transcrita ejecutoria de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación se desprende que los derechos a la personalidad, dentro de los 

cuales se encuentran loo derechos a la propia imagen, intimidad, libn: 

desEUTollo de la personalidad y, en términos generales, a la dignidad 

humMa, son parte integrante del régimen juridico mexicano y son tan 

eJ<igibles como cualquier otro derecho enunciado en el terto constitucional. 

Adicionalmente, de la sentencia citada se desprende que 

corresponde a cada persona ejercer S"\l singularidad, de conformidad con 

sus ideales de vida y modelos de vida buena, sin !a intervención del Estado. 

fil 
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Asi las oosas, mientras el derecho a la dentidad personal 

(desarrollado en el agravio cuarto) implica la permisió de ser uno, con los 

atributos particulares propios, los derechos de la p sonalidad implicados 

en este concepto de violación se refieren a la ob - ción del gobierno de 

abstenerse de imponer modelos y estándares de vi a buena que son ajenos 

a los particulares. E:sto es, que el Estado no p de intervenir en aquellos 

asuntos de trascendencia personal y privada. 

Ahonda en esa idea el criterio del leno de la Supkma Corte de 

' Justicia de Ja Nación adoptado por unan· dad en el fallo 9/2008 antes 

citado, fue recogido en la tesis ·-núffi~o de Registro 165!!22 y visiblo: .. , 
Federación y su• Gaceta, tomo XXX, p · -tenor siguiente: ;-

09, de la Novena Época, con 

el Semanario Judicial de la 

7, de diciembre de 2009, del 

"DERECHO AL LIBRE DESARR.OLLO DE LA 
PERBONALIDAD. ASPECT S QUE COMPRENDE. 
"Ds la dignidad humana, como derecho fundamental 
su¡'..erior reconocido por 1 orden jl<ridico mexicano, 

_deriva, entre otros de,.ech s personalisimos, el de todo 
·individuo a ele ·r en t rma libre autónoma su 
proyecto .de vida. Asi aco .. de a la doctrina y 
ju!isprudencia campar das, tal derecho ~s el 
réconocimiento del Es o sobre la facultad natu:ral de 
toda ersona a ser in :dualmente como quieft ser, 
sin coacción ni control in"ustificados con el de 
cumplir !as meta.a "etivos ue se ha fi"ado de 
acuerdo con sus val'or ideas e ectativas atoa 
etcCtera. Por tan¡o, el libre desarrollo de la 
personalidad compren , entre otras eJ<presiones, la 
libertad de contraer atrimonio o no ha=rlo; de 
procrear hijos y cuanto , o bien, decidir no tenerlos; de 
escoger su aparien · personal; su profesión o 
actividad laboral, asi orno La libre opción sexual, en 
tanto que .todos estos a pee tos son parte de la forma en' 
ue una ersona des ectarse vivir su vid'!__V 
ue or tanto sól a ella corres nde decidir 

autónomamente." 

(Subrayado y énfa.'lis añadido) 

Pero el derecho al lib e desarrollo de la personalidad no sólo ha 

sido desarrollado en sentido am lio, sino que tamhitn ha sido valorado en 

relación a actividades de ocio esparcimiento y, en concreto, en relación la 

Política Prohibicion.ista y punitiva del Estado que prohibe todas las 

conductas relacionadas al uso de cannabis. 

•, .. el derecho fundamental en cuestión [libre desarrollo 
de la personalidad] permite prima fi=ie que las 

' ' 
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personas mayores de edad decidan sin interferencia 
alguna que tipo de actividades recreativas o lüdicas 
desean realizar, as; como llevar a cabo todas las 
accio~s o actividades necesanas para poder 
materializar esa elección."' 

En olras palabras, la Suprema Corle de Justicia de la Nación 

ha reconocido que el proye<:to de vida respecto del cual los sefes humanos 

tienen libre desaJTollo incluye todo aquello que el individuo quiere hacer 

para con su vida y con su cuerpo, sin limitaise a Ja apariencia y profesión, 

smo tambien incluyendo actividades privadas, sociales, recreativas. 

culturales. de ocio y esparcimiento. 

En el faJlo - reconoce que los procesos menlales de las 

personas merecen especial protección frente a injerencias del Estado. La 

Suprema Corle de Justicia de la Nación desarrolla una sub-vertienj:e del 

lib,-e desarrollo de la personalidad que en la academia ha sido llamada 

libertad cognitiva, en los términos siguientes: 

¡1\ 

•oe esta manera, la eloeelón de algun& 11.ettvl.dad 
ncre11tlva o 16.dica e• wi.a deebiOn gue pertenece 
lndudabl<1menbl a la eafen. de &utonomla penonal 
gue debe e•tar protegida por la Con•tltacl.On. Esa 
elección puede incluir, como OCilrre en el presente 
caso, Ja ingesta o el consumo de sustBncillll que 
produzi::an experiencias que en alglln sentido ºalecten• 
los pensamientos, las emociones y/o las sensaciones 
de la persona. En esta linea, se ha sefialado que la 
decisión de fumar marib.uana. puede tener distintas 
finalidades, entre las que se incluyen "el alivio de la 
tensión, la intensifieaoión de las percepciones o el 
deseo de nuevas experiencias per9onales y 
espirituales". A.si, •l tratarN de "experle11cla• 
mentale•", ~•ta• •e encuentra.n entre la• mb 
pe1aonale• e lntlmu que alguien pueda experimentar, 
de tal m11nera que la deciBión de un individuo mayor de 
edad de "aíectar" su personalidad de esta manera con 
fines recreativos o lúdicos se encuentra tutelada prima 
facie po:r el derecho al libre desan-ollo de ésta.•• 

~ ·-

(Subrayado y énfasis aiiadido) 

La Corle reconoce la libertad del individuo fnonte a las 

intromisiones en el estado mental o de conciencia. Las interferencias en el 

'Amparo en revisión - de 4 de no11iembre de 2015, Primero Solo de lo 
Supremo CorU! de Justicia de lo Nociór1. 
'Amparo en revisión - de 4 de noviembre de 2015, Primera Solo de lo 
Supremo Corre de Ju~Nación. Cilando a SI.! !.leZ el voto disidente del juez 
Levinson a la sentencia de la Corte Suprema de Hawaii en e! caso Hawaii Stote v. 
Kan~r, 53 H.327,493 P.2d 306 (1972). 
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intelecto y procesos rnenteJes del individuo merece el grado más alto de 

protección, pues corno dice la Corte, son lll'> "rná personales e intimas.'• 

Mediante la cita anterio:r, la Corte reconoce a autonocúa plena de! 

individuo, no s6lo sobre su personEI, sino bién sob:re su estado de 

conciencia. Se reivindica por primera vez en la 

jurisprudencia naciono.l el domino del ser h mano sobre sus pensamientos 

y procesos mentales. 

Con antelación al fallo la jurisprudencia nacional 

:h:a:bia recon°"é'ci'do, a partir del libre des rollo de la personalidad, el derecho 
• 

' ' ·' 
a reall:zar aque'-1!3 conductas que d finen y singularizan al ser- humano, 

e.i.empre que ri.o se afectasen d hos de terceros. Le. novedad en la 

ejecutoria ... es doble: por n lado, reconoce que el libre desarrollo 

de la personalidad también prote el uso recreativo de cannabis; por otro 

lado, reconoce una dimensió adicional al Ubre desarrollD de la 

. personal~. Este derecho pr t.: ge la libertad 

·"contro_lar:~2Jj ~efmir sus proce os menteJes. Un 

matériadildetechos humanos. 
1 

del ser humano para 

avance significativo en 

Con el desarrollo de la ciencia y tecnologia se han ido creando 

maneras novedosas de contr 

' particulares. El control ment 

de ciencia ficción, de una 

conspiración. No obstante, e 

ar o incidir en los p;ocesos rnenteJes de los 

pleno de un individuo sigue siendo materia 

ovela George Orwelliane., o de toorias de le. • 
dificil negar el cada vez mayor entendlmiento 

científico que pernúten a Es dos e industria. por igual mayor intromie.i.ón <:n 

los procesos mentales. El li re desarrollo de la personalidad de la mano del 

principio de libertad cogni a, desarrollados en el fallo - podrán 

ser instrumentales parEI di ujar los linderos constitucionales entre, por 1.ln 

lado, el ejercicio legitimo e convencimiento y manipulación y, por el otro 

lado, las intromisiones ind b;das en la volición y estado de conciencia. 

En conclu ión, el individuo puede ser insolente, inmoral, 

piadoso, traidor, igno•ante o generoso, pero el Estado no pl.lede imponer 

coercitivamente ql.le aea de forma diferente, a menos que se vean 

involucrados derechos de terceros. Esta libertad cobra especial relevancia en 

los procesos de pensamiento y discernimiento. En este modo, los valores y 

virtudes sociales no pueden ser impl.lestos por el Estado, pl.leS corresponden 

exclusivamente al coto vedado de Ja personalidad e iotimidad de cada 

3 klem, 
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sujeto. Toda persona tiene derecho a desEtITOllar su personalidad libremente, 

sin más limitaciones que el respeto a derechos de terceros. 

Se puede apreciar una e:nensa jurisprudencia nacional que 

protege al individuo de injerencias estatales cuando éste no afecta a terceros 

y realiza conductas que lo singularizan en sociedad. Pero Otros tribunales 

constitucionales también han e.bordado la defmición y analisis del alcance 

del derecho a la intimidad y libre desEtITOllo de la personalidad. Los cr:iterios 

de tribunales análogos pueden ser Utiles y orientadores para el deli&TOllo y 

desenvolvimiento de lajurisprndencia nacional. 

La Corte Con'!titucional de la Repú.blica de Colombia en la 

sentencia No. T-090/96 dispone de man·era pertinente lo siguiente: 

siguiente: 

"DERECHO AL LIBRE DESARRROLLO DE l.,o. 

PERSONALIDAD ( ... ) 

•r.a pretensión de que se respete la identidad 
sociocultural del individuo, se fundamenta en el 
derecho de autodeterminación que la Constitución le 
reconoce y ga:ranüza. Las opciones de libertad que el 
individuo escoge a partir de las cuales constmye su 
destino, le conceden a su ser un sello propio que no 
deja de incorporarse en su personalidad y que lo hace 
ünico e irrepetible" 

La misma Corte en la sentencia No. T-401/92 determina lo 

"toda persona, en razón de su condición humana, exige 
igual consideración y respeto y debe reconocérsele 
capacidad de autodeterminación y posibilidad de goce 
de los bienes inapreciables de la existencia." 

Asimismo, abundó en el tema con la sentencia No. C-221/94, 

sobre la despenalización del consumo de la dosis pecsonal: 

"fl.~nocer y garanti7ar el libre desarrollo de la 
Personalidad, pero rtjli.ndole oomo limites el capricho 
del legislador, es un tmco ilusorio para negar lo que se 
afuma. Equivale a esto: "Usted es libre para elegir, pero 
sólo parn elegir lo bueno y que es lo bueno, se lo dice el 
Estado"". 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación de la Repú.blica 

Argentina, también se ha pronunciado al respecto. En el rallo B=Wrrica 

308: 1392, del 29 agosto 1986, dispuso lo siguiente: 
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"!A]dquiere una singular significación prohibición 
constitucional de interferir con las con etas privadas 
de los hombres, prohibición que r ponde a una 
concepción segUn la cual el Estado o debe im oner 
ideales de vida a los individuos sino frecerles libertad 
para 912e ellos los elijan, y que 
misma para invalidar el 
inconstituc:ionalidad se declara, e 
simple tenencia de estupefacient 

e suficiente por sí 
art. . .. , cuya 

cuanto incrimina la 
para uso personal." 

Respecto al elcance de los d chas de la personalidad, tales 

como el de la pro¡;>ia imagen y libre des llo de la pet"Onalidad, el Juez de 
... 1\,f).~ 4"~ ' 

~~~D~~~~E?~cede e~alcance que el que· so había expuesto en el primer 

;!" --;;;:-~a.:ietlgi!fj,}~violac1ón (numerales 2.1 a .3) de la demanda de amparo. En 
"'""(,"'"' ,~',·•(' 

•. ui ~~C,¡:o/no/etr;/::i}pectO: al alcance del erecho al Iib•e desu.zrollo de la 

\ ~!i:'·~?:J·'wJd~~· y debmo a la propia agen, el Juez de Distrito afuma lo 

.;;;:.;~'.Sigu_ientc:,.:en la hoja 50 del fallo: .,,.,,,' _, 

' 

respecto, el Tribu Pleno de la Suprema Cone de 
"cia de la Nació al resolver el amparo directo 

detennin · que el derecho al libre desarrollo 
personalidad s el derecho de todo individuo a 

ele~ en forma lib y autónoma su proyecto de vida y 
que implica el re onocimiento del Estado sobre la 
facultad natural de toda persona a ser individu..tmente 
como quiere s sin coacción ni wntroles 
injustificados, co el fin de cumplir las metas u 
objetivos que se fijado, de acuerdo con sus~valores, 
ideas, expectativ , gustos, etdtera. ·-

' 
"Por tanto, el 
comprende, en 
conll'aer ina 

"bre desarrollo de la persori.alidad 
e Oll'aB expresiones, la libertad de 
nio o no hacerlo; de procr-ear hijos y 

, decidir no tenerlos: de escoger la 
nal; la profesión o actividad laboral, 

e opción sexual, en aspectos que son 
forma en que una persona desea 
"vir su vida y que, por tanto, sólo a ella 
"dir autónomamente. 

cuántos, o bi 
apariencia per 
asi como la li 
parte de la 
proyectarse y 
corresponde d 

"Asi, en ese a unto, el Alto Tribunal falló en el sentido 
que la rea.si ación sexual qne decid.a una persona, 
esto es la adecuación que busque de su estado 
psicosocial a su fisico, y de vivir en el sexo con el que 
se identifique plenamente, constituye una decisión que 
forma parte del !ib;e desarrollo de la personalidad. En 
otros precedentes, la Corte también ha considerado 
que la decisión de no continuar con el matrimonio 
también fomia parte de un plan de vida elegido de 
manera autónoma, el cual no debe ser obstaculizado 
por el Estado ni por un tercero y, en consecuencia, 
forma parte del libre desarrollo de la personalidad. 

"B:n lo que interesa al tema, la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el 
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amparo en revisión - determinó que las 
acciones o actividades necesarias para materializar la 
elección de consumir marihuana -esto es, la siembra, 
cultivo, cosecha, preparación, acondicionamiento, 
posesión, transporte, etcétera- implicaban ejercer e! 
derecho a decid.iT qué tipo de actividades recreativas o 
llldicas se desean realizar, por lo que su 
obstaculización incide en e! derecho al libre desarrollo 
de la personalidad. 

«Desde ese punto de vista, entendiendo tal derecho 
fundamental en el sentido que lo ha comprendido el 
Alto Tribunal, resulta incuestionable que las nonnas 
reclamadas inciden en la libertad del quejoso de decidir 
qué actividades lüdicas o recreativas quiere realizar y, 
evidentemente, en la forma en qué decide vivir su vida;• 

En síntesis, el Juez concede los argumentos del quejoso y 

r'eeonoce el alcance normativo de los derechos invocados en el aegundo 

concepto de violación en la demanda de amparo. Así la3 cosas, la litis 

constitucional no versa sobre el alcance ex ante del derecho, sino en la 

aplicación concreta a la Política P.-ohibiciónista y la restricción que tal 

política genera sobre los derechos del quejoso. 

~ conclusión, de los derechos de la personalidad, del derecho 

a la propia imagen, intimidad, libre desarrollo de la person4Jidad, así com0c 

del derecho y presupuestn básico del ordenamiento jurid.icll mexicano a rí 
dignidad humana, se desprende la obligaciñn del gobierno de abstenerse de 

imponer modelos y estWidares de vida buena que son ajenos a los 

particulares. Esto es, que el Estado no puede intervenir en aquellos asuntos 

de trascendencia personal y privada. El Estado debe respetar la identidad 

sociocultural del individuo, la autodetenninación y las opciones de vida que 

cada individuo escoge y a partir de Ja:¡, cuales construye su destino. 

2.3. VIOLACIÓJI DE LOS DERECHOS A LA PERSONALIDAD, 

LIBRE DEBARROLLO DE LA PERSONALIDAD, PROPIA DlllAGEN Y 

DIGNIDAD HUJIAHA 

Loa artículos 234, 235, 237, 245, 248 y 368 de la Ley Genernl 

de Selud prohiben la siembra, cultivo, cosecha, elaboración y cuelquier otra 

conducta relacionada con el autoconsumo de Marihuana. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ya ha resuelto que 

el Libre Desarrollo de la Personalidad tutela la realización de diverswi 

conductas personales, no amparadal! por otros derechos. A continuación se 
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exponen algunas circunstanCiEIJl análogas en las que Ja C rte ha re<:Onocido 

la protección del libre desarrollo de la personalidad. 

a. Libre DeNnollo de l& Perao dad y Reulgnacl6n 
SeJnial 

El Pleno de la Suprema Corte de usticia de la Nación ya 

r<:CQnoció que el libre desarrollo de la personali ad p:rotege a aquellos que 

desean someterse a una reas;gnacit'in sexual, qu Lncluso puede comprender 

una cirugía para tal efecto. El Máximo Tribun emitió e! criterio judicial P. 

LXlX/2009, en la Novena Época., vi3ible en el Semanario Judicial de Ja 
..._,,. - ., 

Federación y's'll Gaceta, Tomo XXX, pB.gina 7, de diciembre de 2009, del 
·. ~ 

rubro y texto ,gi.¡ientes: 

' ~\(EASIGNACIÓN SEXUAL. 
PpRM'A PARTE DB LOS 
DESARROLLO DE LA PERSO 

UNA DECISI01f QUE 
ERECHOS AL LIBRE 
ALI DAD • 

"Partiendo de que el derech el libre desanollo de la 
~': personalidad implica nece ente el reconocimiento 

:;~¡ a los derechos a la identi d personal, sexual y de 
}.1 !!enero, pues a pa.rt:iT de és s el individuo se proyecta 
·:.J;.[.ente a sl mismo y d o de una sociedad, se 

_.1ioncluyc que la rea.signaci n sexual que decida una 
persona transexual para a cuar su estado ps.icdsocial 
a su físico y de ahi, vi · en el sexo con el c'fue se 
ídentifica plenamente y se reconocido como tal por los 
demás, constituye una d ·sión que forma parte del 
libre desarrollo de !a per onalidad, en tanto es una 
expresíón de Ja individu dad de la persona, respecto 
de su percepción sexual y e género ante si mismo, que 
influye deci3ivamente en proyecto de vida y en todas 
sus relaciones dentro de 1 sociedad." 

A propósito del amparo cto - es importante notar la 

protección que la Sup•ema Corte Justicia de la Nación ha otorgado 

mediante el libre deaarTOllo de l& p sonalidad, h:tcluso cuando et ejercicio 

de tal derecho conlleva riesgos a l salud. Los procedimientos médlcos de 

reasignación sexual conllevan dive os riesgos a la salud del individuo, aun 

la posibilidad de perder la vida en l quirófano; no obstante, en tal situación 

se reconoció el derecho de identidad personal pese a !os riesgos a la salud 

implicados, que son riesgos sumamente mayores al del consumo de 

Cannabis -como se desprende del estudio de la Fundación Becl<lcy-. En 

efecto, a diferencia de cualquier procedii:niento quirú.rgico, mediante el 

consumo de Cannabis no se corre riesgo de perde<" la vida. 
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En otras palabras, la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

ya ha reconocido que diversas conductas asociadas a una reasignación 

sexual, con mayores implicaciones para la salud que el uso de cannabis, se 

encuentran tuteladas por el derecho al libre desarrollo de la personalidad. 

De ahi se sigue que la protección del USO individual de cannabis no es una 

conducta en los mMgencs del de:recho, sino que se encuentra ¡)l=iamente 

protegida por el mismo. 

b. Libre ~llllnollo de la Pe.-.on&lldad Divorcio 

Por otro lado, en reiteradas ocasiones el MWtimo TribunaJ ha 

establecido que la decisión de terminar un matrimonio está pr~tegida ~r el 

derecho al libre desarrollo de la personalidad. Sirven de ejemplo los ampuos 

directos en revis.ió~ y -· A ma:yw abundamiento, el 

siguiente criterio adoptado por la Primera Sala de la Corte reconoce el 

dere<:ho unilateral a terminar una relación de matrimonio. Me ref1ero aJ 

criterio la. LlX/2015 (10a.) adoptado por la Primera Sala de, la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, en la D<lcima ltpoca, visible en ia Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, Tomo !!, p;igi.Qa 1392, de 

febrero de 2015; 

"DIVORCIO 8Ilf EXPRESIÓJi DE CAU8.A.. 
CONSTITUYE UNA FORllllA DB EJERCER EL 
DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA. 
PERSOil'ALIDAD. 

"En el divorcio sin expresión de causa, es suficiente la 
solicitud unilateral de la d;solución del matrimonio 
para que el juez la decrete aun sin causa para ello, 
donde incluso no importa la posible oposición del 
diverso consorte, pues la voluntad del indiv:iduo de no 
seguir vinculado con su cónyuge es preponderante, la 
cual no está supeditada a explicación alguna, sino 
simplemente a su deseo de ya no continuar casado, por 
lo que la sola manifestación de voluntad de no querer 
continuar con el matrimonio es suficiente. Asi, dlcha 
manlr'll•tac1ón const.ltuye ii.na forma de eJercer-----eI 
derecho al llb«i d<11Nnollo de la penonalldad, pues 
decidir no continuar e ... do y cambiar de e•tado 
civil, con•titt1.ye la forma en _qt1.e el individt1.o desea 
proyectarse y vivir su vida¡ es decir, el modo en que 
decide d_'!' manera libre y a-utónoma su proyecto de 
vida." 

(Subrayado y <lnfasis añadido) 

Asi, el libre desarrollo de la voluntad también protege al 

individuo para que disuelva un matrimonio, sin que pueda oponerse el 1 
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o consorte, o que e! Estado pueda imponer mayo;es restric ·ones o 

impedimentos. 

c. Llbre De•&n0llo de la Penionalid.ad y el 

recreativo de eann.a.bl•. 

habitual :v 

Finalmente, la Primera Sala de la Suprema Co e de.Justicia de 

la Nación ya reso!lrió de manera inequivoca que el con umo personal de 

cannabis est.!. protegido por e! derecho al libre desarroll de la personalidad. 

Esto es, ya hay un criterio orientador de la Suprema C rte de Justicia de la 

,._-,, - ''i;i~~iori'ep. los ttrminos sigulentes: 
<fe,·,- . --\ 

''"·'' > •"'' ' 
> 
> 
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"Mora bi=, una vez que se ha sto el marco 
regulatorio para el control de e tupefacientes y 
substancias psicotrópicas en la Ley eneral de Salud, 
,.,.¡ como el contenido prima facie derecho al libre 

¡;;.;.. .. -
¡¡¡;_.;·; 

desarroUo de la personalidad, esta era Sala egtii 

en •letón de eonel\lh ne loa rticuloa de dicho 
orden1U11iento ldeutill.cado.s .Juez de Distrito 

- .''. ~~: 
> 

mo aetoa reclamados ef'e 
l:ontellido rima 6tcie del d cho flllldamental 
toda vez que con•tit11 ll un o atácWo uridtco ue 
im ide a lo. ue osos e ercer el del'echo a,1fec:ld!r 

ué ti o de actividades recrea vaa o lddlc e1e1U1 
realh:ar al tlem ue tamhi~ im de lleva· 
UcJtamente todas lu ac 
neeenrlu m oder mat 
travf:1 del autoconaumo de 
cultivo, cosecha, preparaci 
posesión, transporte, etc.• 

nutrlhuana: siembra, 
acondicionariiiento, 

(Subr ado y énfasis añadido) 

En términos generales, el recho al libre desarrollo de la 

personalidad protege la libertarl para que da particular pucda vivir su vida 

conforme a sus propios ideales de vida uena, haciendo todo aquello que 

para si mismo sea corrccto, siemp•c que o afecte derechos de tcrceros. En 

el caso concreto, !a utilización de la "da, el cuerpo y el tiempo para 

consumir Cannab;s es una conducta ue desea desempefiar el quejoso, 

dentro de su propio proyecto de vi • Se debe entonces arribar a la 

conclusión que si e1 Estado les prohi llevar a cabo tal conducta les estii 

vulnerando su derecho al libre desarrollo de la personalidad. 

El fallo - aün no es vinculante para los Juzgados y 

Tribunales del fuero Federal, pero si debe orientar su interpretación y 

aplicación del texto constitucional a la pt"esente controvel"llia. Se trata de un 

caso idéntico al actual: diversos mexicanos, en mayoría de edad y con 

¡ 
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o entendimiento de la experiencia y efectos previsibles del consumo de lúdico 

de cE111nabis deciden utili2arlo con fines recreativos. Tanto en aquel caso 

como ahora el quejoso entiende los dw'!.os razonablemente previsibles, 

moiestias, inconvenientes y riesgos asociados con e! consumo de cannabis. 

En ambos casos se trata de personaJi que en ejercicio de sus derechos 

constitucionales y que con pleno uso de razón deciden alterar su estado de 

co.nciencia para fmes recr"Cativos mediante el uso de cannabis. 

Así las cosas, se puede apreciar que el derecho a la dignid 

humana y !os derechos de la personalidad, pero mil en concreto el der 

al libre deaarrollo de la penionalidad y su vertiente concreta de libert*1 

' cognitiva, son exactamente aplicables a las conductas que desea realizar~ 

' quejoso y cuya prohibición le ha sido invocada por la auto>:idad sanitaria. -_~.i¡- _, 
··> 1 
~ 

i 

', ' ' 

Como ya existe un pr"Ccedente judicial de e><acta aplicación 

cruio concreto, conlonne al principio de stare decisis, y a partir de u 

ejereicio de honestidad intelectual, no se puede obviar lo dispuesto en, 

fallo - En otras palabras, los Juzgados y Tribunales que resuelv. 

sobre uso recreativo de cannabis deben hacerlo al tenor de los argumentos.y 
' --~ 

planteamientos del fallo de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. No _ 1 

hacerlo implicaría un retroceso en materia de des=llo de la interp<"etaci61'l. ·4 
constitucional y en materia de derechos humanos. 

En conclusión, si se resolviera que la prohlbición de sembrar, 

transportar y auto consumir Cannabis fuera constitucio.nal, tal parecerla 

que la ventaja y derecho de disponer sobre el cuerpo propio solo se 

conferirla a quienes ejercen los derechos en la forma y tenn.in.os que los 

órganos del Estado mejor lo consideran. Si solo se protegen los derechos del 

adepto y del partidario de la polilica de Estado, entonces no hay razón para 

considerar que existe el derecllo a desa;rol.lar la singularidad personal de 

manera libre, a disentir y a peneguir la propia visión de una vida buena. 

Los articules impugnados de la Ley General de Salud eicpresan 

que no se puede utilizar e! cuerpo y la imagen para las metas y objetivos que 

uno considera relevantes; que no se puede disponer de forma libre y 

autónoma de la persona, y que el disidente y el opositor deben ser 

perseguidos penalmente. Esto es, los articules impugnados son una señal 

inequívoca que el Estado abandona su papel de centinela y protector de Jos 

derechos humanos, para lmpone:r coercitivamente una visión de lo bueno y 

de !o correcto. 
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De acceder a la visión de Estado que pr pugna la Ley General 

de Salud, los derechos a la autodeterminación libre desarrollo de !a 

personalidad se barren de todo sentido y relevanci' en una sociedad liberal 

y democratica. 

Solo bajo la plataforma del re o al libre desarrollo de la 

personalidad es que se puede proteger la · gularidad de todos los seres 

humanos. El individuo, sea quien sea, tiene erecho a elegir, en forma libre, 

"Desde ese punto de 
fundamental en el se 
Alto Tribunal, reaulta 
reclamadas inciden 
decidir qué activíd 
reaJizar y, evidente 
vivir su vida;• 

sta, entendiendo tal derecho 
fido que lo ha comprenrlido ;e¡ 

ouestlonable lll! laa no · a 
11 la libertad del 

(Énfasis agregado) 

En consecuenci 

siembra, transporte y para el 

la propia imagen, libre des 

s debe resolver que la prohibición a la 

uto onsumo de Cannabis ...;oJa !os derechos a 

!lb e la personalidad y la dignidad humana. 

quejoso y el Juez de Distrito coinciden. 

Ambos concuerdan en la ad, alcance y violación a !os derechos a la 

propia imagen, libre des e la personalidad. Pese a ello, el Juez de 

Distrito niega el amparo y "ón al quejoso. La negativa se sustenta en 

los ex{imenes de escrutin porcionalidad que lleva a cabo el Juez de 

Distrito. A juicio del a qua restricción a Jos derechos humanos se 

encuentra justificada. Tales enninaciones se encuentran indebidamente 

fundadas y motivadas. 

2,4. AN..\uSIS SOBRE LA LEGITIMIDAD DE LAS 

RESTRICCIO!fES DE LOS DERECHOS A LA PERSONALIDAD, LIBRE 

DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD 

Inclusive si se adujera que los dere<:hos a Ja personalidad, 

propia imagen, libre desan-cllo de la personalidad y dignidad humana no 
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son absolutos, los limites establecidos por la prohibición en Ja siembra, 

cultivo, preparación, poiiesión y demils conductas reladonadllll con el 

autooonsumo de Marihuana, en loa articulos ::235, 237, 245, fracción 1, 247 

en su Ultimo plÍITafO y 248, implican una restricción inconstitucional e 

ilegítima. 

En efecto, para restringir un derecho fundamental se debe 

cumplir con los siguientes requisitos: primero, tener una finalidad 

vB.lida dentro del ámbito constitucional; segundo, que la medida 

empleada sea neMaaria e instrumental pe.ra alcanzar la finalidad 

deseada; tercero, que la medida sea la cnenos restrictiva para alcanzar 

la finalidad propuesta, y cuarto, la persecución de un objetivo 

constitucionalmente legitimo no puede hacerse a costa de una 

afectación innecesaria o desmedida a otros bienes y derechos 

constitucionalmente protegidos.• 

Al llevar a cabo el examen respectivo resulta evidente que la 

medida adoptada restringe de ma.nera excesiva el derecllo a Ja persqj:,alida.d, ,, 
propia ímagen, libre desarrollo de la personalidad y dignidad huma.n~, por lo 

que de ningUn modo pueden considerene legitima.s 

En conclusión, la sentencia de amparo transgrede los 

principios de congruencia el<terna y exhaustividad, pues el antilisis de 

proporcionalidad en sentido amplio llevado a cabo por el Juez se encuentra 

indebidamente fundado y motivado. 

Prim.ezo, fl.nalld.acl de la nonna. El J\lell de DistriUJ define 

indebidamente cufil es el objetivo de la politiea prohibicionista. El objetivo 

indebidamente es definido por e! Juez de Distrito en su nivel más alto de 

abstracción como la 'pmtecdbn de la salud y el orden pUblkJo." Pero tal 

afirmación es una exageración que trivializa el objetivo concreto de la 

poUtica prohiblclonista y el objeto del examen de proporcionalidad. En 

realidad, el objetivo de la política prohibicionista es "pro~ger la salud de los 

4 RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENíOS QUE EL 
JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERllRL'IS 
VALIDAS. Novena i;;poca; Registro, 169209; Instancia, Primera Sala; Tesis Aislada; 
Fuente, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; 'l'otn0 lCXV!l!, Julio de 
2008; Materia, Constitucional; Tesis, la. LXVl/2008; pá.g. 462. 
" Ver el terc"r concepto de violación, tercer agra.vio, en !os que ac eK¡>Onen 
detalladamente le forma en que se restringe de forma sobrc-incluy<!nte los derechos 
aqui invocados, se exponen diversas alternativas para los fines buscadns por el 
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estado que $0n menos rcnrict:ivas a los derechos y se hace un balance de beneficios -¡ 
y perjuicios que genera la Polltica Prohibiclorústa. 
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particulnres contra su vo/"ntad y s¡zn_cionar a los usuario de cannabis". Un 

objeto que es di1mtetralmente opuesto a los derechos umanos contenidos 

en el texto constitucional. El ju:igador debe analizar objetivo concreto de 

la norma, no asi el objetivo general de toda la norm "vidad de salud. 

Segu.u.do, Idoneidad o instru.m.e do: la medida. El 

Juez de distrito no lleva a cabo un analisi de iristrumentalidad de la 

medida. En tal etapa del e:oi:amen de escrutin" se debe hacer un estudio de 

los medios para determinu si son útiles p a alcanzar el objetivo buscado. 

El Juez en cambio analiza si e! cannabis enera algün potencial daño a la 

aalud,.!o que·-no tiene conexi6n o rele 

idoneidad. 

cia algl.¡na para el CJ1:amen de 

Teicez'o, ncc11eldad de medida. El Juez de distrito no lleva 

a cabo un análisis O.e necesidad de a medida. Tampoco analiza el a quo si 

existen alternativas menos restri ·vas o si se restringe más allá de lo 

estrictamente necesario. En cam o, reitera que asegurar la salu~ es muy 

importante para el Estado. Esto 

debla llevar a cabo, analiza una 

s, en lugar de llevar a cabo el exa¡r.en que 

' ez mas la primera etapa del estudfu, sobre 

la importancia del .objetivo pers guido. 

Ci¡uto, piopo nalldad en aeuttdo e1trlcto. Finalmente, el 

Juez de Distrito aduce q aunque todos los usos de cannabis se 

encuentran prohibidos, el ejoso no iria a la cárcel si lo encuentran con 

menos de 5 gramos de can abis, pues el articulo 479 de la Ley General de 

Salud descriminaliza tal c tidad. Tal argumento se refuta de la lectura de 

los articules 234, 235, 237 y 479 de la Ley General de Salud. El &ticulo 479 

no crea un permiso para ue el quejoso Utilice Válidamente la planta, sino 

que ünicamente elimina l sanción penal si !o hace en cantidades menores a 

5 gramos. Todos los us s del cannabls ae encuentran proh.lbidoa, con 

independencia de la can · ad. Además, el Juez de Distrito omite analizar si 

la politice. prohibicionista se lleva a costa de una afectacíón innecesaria o 

desmedida a otros bienes derechos constitucionalmente protegidos. Omite 
' 

analizar cuáles son los ef. ctos en la sociedad y en grupos vulnerables de la 

politica prohibicionista. otras palabras, no lleva a cabo un examen de 

proporcionalidad en senti o estricto. 

En e! agravio tercero se llevará a cabo un análisis detallado 

sobre la indebida fundElllll'Jltación y motivación, asi como violación a los 

principios de congruencia y exhauslividad de la sentencia, en relación a los 1 
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exámenes de escrutinio. Por lo pronto, se debe concluir que el Juez de 

Distrito lleva a cabo un indebido examen de proporcionalidad o escrutinio. 

Contrario al aserto del a c¡uo, ,;e debe concluir que loa art:icufos 

impugnados de la Ley General de Salud son inconstitucionales y violan los 

derechoa a la peraone.lidad, propia imagen, libre desarrullo de la 

personalidad y dignidad humana. E:n consecuencia, se debe revocar y la 

sentencia recurrida y ordenar al Director Ejecutivo de Regulación de 

Estupefacientes, Psicotrópicos y Sustancias QuímicWi de la Comisión 

Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios que permita que el 

qi.¡ejoso pueda sembrar, cultivar, preparar, poseer suficiente Marihuana 

para su autoconsumo habitual y reiterado. 

TERCER AGRAVIO. Violación a los principios de 

fundamentación y motivación a.dccuada.s, congruencia y exhaustividad, en 

relación al concepto de violación te•cero, apartado quinto {5.1 ·5.2), sobre la 

tranagresión de los exB.menes de proporcionalidad y esc:rutinio lbrmulados 

por la Suprema Corte de Justicia de !a Nación para las normas que 

restringen derechos humanos. 

En tal marco conceptual, la sentencia impugnada vio111- las 

di»posiciones de los articulos 74 fracción l de la Ley de Amparo, 222 y 

352 del Código Federal de Procedimientos c;víles de aplicación 

supletoria, conforme al texto del numeral 2º pihrafo segundo de la Ley 

de Amparo; e inobservancia de la garantia constitucional a la tutela 

judicial efectiva consagrada en el articulo 17 de la. Constitución Politice. 

de los Estados Unidos Mexicanos. 

En el t.ercu concepto de violación, apartado 5 (5. l a 5.2) de Ja 

demanda de amparo, el quejoso alegó que ta aplicación en su perjuicio de la 

Polilica Prohibicíonista, que prohibe la siemb.ra y autoconsumo de Cannabis 

no supe:ra los exé.!nenes de escrutinio formulado,. por la Suprema Corte 

para analizar restricciones a derechos fundamentales, en re!ación eon loa 

derechos a la autodeterminación, libertad individual y corporal, libre 

deslln'ol!o de la personalidad, identidad personal y dispooición de la Mlud 

propia, establecidos en los conceptos de violación primero a cuarto de la 

demanda de amparo, agravios segundo a quinto del presente re<;urao de 

reeonsideración. 
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En la doctrina constitucional nncional y co parada existen 

diversos analisis alternativos que se pueden realizar ara analizar las 

violaciones a derechos humanos. Algunos precedentes acionales utilizrui 

exámenes de escrutinio siguiendo la jurisprudencia d los Estados Unidos 

de Ami:rica, mientras que otros siguen e~enes de proporcionalidad mSl! 

similares a los empleados en la doctrina Contin t 

Hay cierto traslapo entre los e t · ares de los el!ámenes de 

escrutinio y de propordonalidad. Pareciera · el so que en la jurisprudencia 

nacional se han' fusionado exBmenes de e tinio y proporcionalidad para 
•• 

general- algunos·~x!rnenes singulares. E:n a aboración del correspondiente 
" con~epto de vioiacíón, asi como en e! p eaente agravio, íncluiI"emos las 

diversas acepcioi;i.es y etapas bajo las es se clasifican les estándares de 

escrutinio y propOrcionalidad a efecto abordar las distinta>i concepciones 

a partir de Jw¡ cuales nuestros tri ales constitucionales han valora.do 

importante es resaltar que con 

-iD.dependen~:?1" de si se utiliza modelo u otro (de es<;rutinio, 

,,_-':·pr~P~~io~d o una fusión n¡•e¡;·,r;ana), la conclusión es la t'" : la 

Política Pmhi~cionista y "tiva del Estado Mexican ' viola 

injustificadamente d;veraDs der os humano$ del quejoso. En el 1smo 

' ' sentido, se eoncluirii que, con ependencia de un modelo de escrli.tinio o 

uno de proporcionalidad, la s•<i•'Fmcia del a qu.o se enc\lent:ra indebidamente 

fundada y motivada respecto 

En el concepto violación referido, el quejoso alegó, en primer 

lugar, que siempre que u norma general restringe dereciloo humanos, 

tales normas deben la luz de los exilmenes de 

proporcionalidad o de es dilucidad la suprema corte de 

justicia de la nación; en egi.¡ndo lugar, ae e:q>llsíeron cuáles eran los 

ext.menes de proporcion ' d y escru.tin;o que lijaba la suprema corte y 

cufil era su alcance y val normativo; en tercer lugs..r, se expusieron le.a 

razones por las que la P tica Pmhibicionista no superaba loa e~enes 

previamente referidos. 

No obstante, el Juez de Distrito hizo caso omiso de la mayor 

parte de los argumentos vertidos por el quejoao y, respecto de los que sí 

dio resplle5ta, lo hizo de manera superficial, fundando y motivando 

indebidamente su a5erto. Los razonamientos expuestos pDr el quejoso, 

respecto de los cuales el Juez fundó y motivó indebidamente su 
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sentencia y contravino los principios de congmen<;itt externa y 

el<haustividnd, son los siguientes: 

3.1. EX4.MElfBS DE PROPORCIONALIDAD Y ESCR1J'J'IB10 

Cuando se vulneran derechos fundamentales, la 

intervención de tos jueces constitucionaJes se vuelve imperativa. Pero 

como no toda restricción a un derecho humano es necesariamente 

inconstituo:ional, se debe anali:zar si las re:;itricciones son valida.a o 

legitimas a la luz de escrutinios elevados de constitucionalidad. 

Con esa fmalidad, La Primera y Segunda saltL de la 

Suprema Corte de Justicia de !a Nación han fijado algunos exáinenes 

con los que debe cumplir cualquier medida que restringe derechos 

humanos. Esto es, se ha fijado el escrutinio especifico que ,se debe 

realizar ante la restricción a un derecho fundamental. Algunos.de esos 

criterios son los siguientes: 

Nacl.ir.rr. 

~. 
l. Primer Elulmen de 1a. Suprema Corte de J'u.tlcll'o de la 

"Novena €poca; Registro, 169209; Instancia., Primera 
Sala; Tesúi Aislada; Fuente, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta; Torno, XXVl!!, Julic de 2008; 
Materia, Constitucional; Tesis, la. LXVI/2008; 
Pagina, qfi2. 

"RESTlUCCIONEB A t.OB DER&CHOB 
FURDAMBJllT".t\l.BB. ELEl'IENTOS QUE EL JUEZ 
C01181"I1"UCIOMAL PE81C TOMAR EM CUENTA PARA 
C01tBIDERARLA8 VÁLlDAB. 
"Ningún derecho filn.damental es absoluto y en esa 
medida todos admiten restricciones. Sin embargo. la 
regulación de dichas restricciones !'.lo pu.ede ser 
arbitra.ria. Para que las medidas emitidas por el 
legisladOI" ordinario con el propósito de restringir los 
derech.os fundamentales sean vé.lides, deben satisfacer 
al menos loo 9..iguientes requisitos: ¡y ser admisibles 
dentro del ámb.ito constitucional. esto e3, el legisie.dOI" 
ordinario sólo puede restringir o suspender el ejercicio 
de las garantías individuales con objetivos que puedan 
enmarearse dentro de las previsiones de la Carta 
Magna; b) ser necesarias para asegurar la obtención de 
los fmes que fundamentan la restricción constitucional . 
es decir. no basta que la restricción sea en terminas 
amplios útil para la obtención de esos objetivos. sino 
que debe ser la idónea para su realización, lo que 
ajjmifica que el fin buscado por el legislador no se 
pueda alcanzar ra2onablemente por otros medios 
menos restrictivos de derechos fundamentales; y, e) ser 
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proporcional, esto es, la medida legislativa debe 
respetar una correspondencia entre la importancia del 
fm buscado por la ley. y los efectos perjudiciales aue 
produce en otros derechos e intereses constitucionales, 
en el entendido de que la persecución de un objetivo 
constitucional no puede hacerse a costa de una 
afectación innecesaria o desmedida a otros bienes y 
derechos constitucionalment"' protegidos. Asi, el 
juzgador debe determinar en cada caso si la restriccl6n 
legislativa a un derecho fundamental es, en primi:r 
lugar, adm.isible dadas las previsiones constit!.lcionales, 
en segundo !ugar, si es el medio necesario para 
proteger esos fines o intereses constitucionalmente 
amparados, al no existir op ones menos restrictivas 
que penniUm alcanzarlos; en terceT lugar, si la 
distinción legislativa se ncuentra dentro de las 

~opciones de tratamiento que pueden consideranie 
pro'p;orcionales. De igUal manera, las reslriccíones 
debt:irán estar en conson cia con la ley, incluidas laa 
norma.a internacionales e derechos humanos, y ser 
compatibles con la a,t'urale2a de los derechos 
amparados por la oristitución, en aras de la 
con~ecución de los o etivos legítimos perseguidos, y 
ser estrictamente ' sariaa para promover el 
bienestar general en n sociedad democrática." 

· 1'."''C!,,ul;:1_!,-\l. l.'c~il.:-. .,~.,,-, ' 
~11-'-'-•'"'S•:c;e~;r:c,~c(tA!W: .·: . 
""'""'-~ ,. '~'" . ~- - . ,.-- r"~'I . 

. ~_SU81lEC~E:A-1',,,;r,1t•>;,~~"••.CU. · tesis dispo que para restringir un 'di::recho 

: ll.~SECCIÓ!!fü;i'J~en · tal como los dJ,,c/ohos a la autodeterminación, libertad 

--- fudivídU-al, !iOre desarrollo d personalidad, propia imagen, dignidad 

humana y libre dispos.ición re la salud propia) se debe cumplir con 

!os siguiente:¡ requisitos: ero, tener una finalidad válida dentro del 

W:nbito constitucional; se o, que la medida empleada sea necesaria 

para alcanzar la fmalidad aeada; tercero, que la medida sea la menos 

la ftnalidad propuesta, y cuarto, la 

persecución de un obj o constitucionalmente legitimo no puede 

hacerse a costa de un ectaclón innecesaria o desmedida a otros 

bienes y derechos consti cionalmente protegidos. 

Nación 

"Novena !!:poca; RegiEltro, 169489; {nstancia, Segunda 
Sala; Tesis Aislada; Fuente, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta; Tomo, XXVI!, Junio de 2008; 
Materia, Constitucional; Tesis, 2a. LXXXIV /2008, y 
página: '!'10. 

"JOUALDAD. CRITERIOS QUE DEBBN OBSERVARSE 
EN BL CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE 
HORMAS QUE SE EB'flllitAJi VIOLATORIAS DE 
DICHA GARANTfA. 

-
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"La igualdad normativa presupone necesariamente una 
comparación entre dos o mas regimenes juridicos, ya 
que un rCgimen jurídico no es discriminatorio en si 
mismo, sino ünicamente en relación con otro. Por ello, 
el control de la constitucionalidad de nonnas que se 
estiman violatorias de la ga:rantia de igualdad no se 
reduce a un juicio abstracto de adecuación entre la 
nonna impugnada y el precepto constitucional que 
sirve de paré.metro, sino que incluye otro régimen 
juridlco que funciona como punto de referencia a la luz 
de l.lil tCnnino de comparación relevante pa;-a el caso 
concreto. Por tanto, el primer criterio necesario para 
analizar una norma a la luz de la garantía de igualdad 
oonsiste en elegir el término de comparación apropiado, 
que permita comparar a los sujetos desde un 
determinado punto de vista. y, con base en éste, 
establecer si se encuentran o no en una situación de 
igualdad respecto de otros individuos sujetos a diverso 
réirimen y si el trato que se les da. con base en el 
propio término de comparaciiin, es diferente. En caso 
de que los sujetos comparados no sean iguales o no 
sean tratados de manera desigual, no habrá vio.laciOn a 
la garantía individual en cuestión. Así, una vez 
establecida la situación de igualdad y la diferenc!P de 
trato, debe determinaTse si la diferenciación e e 
una finalidad constitucionalmente válida. Al res 
debe considerarse que Ja posición constitucion 
legislador no ~e que toda diferenciación no 
este amparada en permisos de diferenciación deri 
del propio texto constitucional, sin<J que es sufi ente 
que la J'inalidad perseguida sea 'oonstitucionall:tiente 
aceptable, salV<> que se trate de una de las 
prohibiciones especil:ícaa de discriminación contenidas 
en el artícul<J lo., primer y terCe"r pilrrafos, de la 
Constitución Política de Jos Estados Unidos Mexicanos, 
pues respecto de éstas no basta que el fin buscado sea 
constitucionalmente aceptable, sino imperativo. La 
siguiente exigencia de la garantia de igualdad es que la 
diferenciación cuestionada sea adecuada para el logro 
del fin legitimo buscado; es decir, que la medida sea 
capaz de causar su objetivo, bastando para el!o una 
aptitud o posibilidad de cumplimiento, sin que quepa 
exigir que los medios se adecuen estrechamente o 
esten di¡¡.eñados exactamente para lograr el rm en 
comento. En este sentido, no se cumplirá el requisito 
de adecuación cuando la medida legislativa no 
contribuya de modo alguno a la obtención de su rm 
inmediato. 'rrat;ilidose de las prohibiciones concretas 
de discriminación, en cambio, será n~esario analizar 
con mayor intensidad la adecuación, siendo exigible 
que Ja medida este directamente conectada con el fin 
perseguido. Finalmente. debe determinarse si Ja 
medida tegislativa de que se trate resulta proporcional, 
es decir, si guarda una relación razonable con el rm 
Que se procura alcanzar, lo que supone una 
pondttación entre sus ventajas y desventajas, a efecto 
de comprobw" que los perjuicios ocasionados por el 
trato diler..nciado no sean desproporcionados con 
respecto a !os objetivos pen;eguidos. De ahi que el 
juicio de proporcionalidad exija comprobar si el trato 
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desigual resulta tolerable, teniendo en cuen la 
importancia del fin perseguido, en el entendido 
mientras más alta sea la jerarquia del interes t 
mayor puede ser la diferencia." 

En sintests, los pRBos a seguir segUn 

son los siguientes: primero, definir si la 

finelidad constitucionalmente válida; '""'"'""I 
iación persigue una 

determinar sí la 

diferenciación es adecuada para lograr el fm ,(si e una categoría del art. lº 

de la CPEUM la medida debe estar directruiien e conectada con el fm), y 

,.•~ tercero, detm\!~ar si la medida resulta propor anal. 

" 
Nación 

111. Tueu J';l[ame11. de la Sup ema Corte de Ju~lcla de la 

Novena f:poca; Reglstro, 17 247; Instancia, Primera 
Sala; Jurisprudencia; Fuellt , Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta; ~ o, xxrv, Septiembre de 
2005; Materia, Constitucio al; Tesis, la./ J. 55/2005, y 
página: 75. 

IGUALDAD. CRITERIO 
LEGISLADOR RES 
CONSTITUCIONAL. 

PARA DETERMINAR Bl EL 
A ESE PRIBClPIO 

La igualdad en nuestr texto constitucional constituye 
un principio complejo ue no sólo otorga a las per3onas 
!a garanUa de que rán iguales ante la ley en su 
condición de destina "os de las normas y de usuarios 
del sistema de adm· stración de justicia, sino tambiCn 
en la ley (en relaci· con su contenido). El principio de 
igualdad debe tenderse como la exigencia 
constitucional de tar igual a los iguales y desigual a 
los desiguales, de i que en algunas ocasiones hacer 
distinciones estar vedado, mientras que en otras 
estará pennitido o, incluso, constitucionalm..nte 
exigido. E:n ese. t nor, cuando la Suprema Corte de 
Justicia de la i'ja ·n conoce de un caso en el cual la 
ley distingue en e dos o varios hechos, sucesos, 
personas o cole s, debe analizar si dicha distinción 
descansa en una baae objetiva y razonabte o si, por el 
contrario, stituye una discriminación 
constitucional.ri:i te vedada. Pare ello es necesario 
detemúnar, en · er lugaiu si la distinción legislativa 
obedece a una fi "dad objetiva y constitucionelment<.; 
val.ida: el legis)ador no puede introducir tratos 
desiguales de milncra arNtrarta, sino que debe hacerlo 
con el fin de avanzar en la consecución de objetivos 
admls.ibles dentro de los limites marcados por las 
previsiones constitucionales, o expresam..nte incluidos 
en ellas. En segundo iuAAr. es necesR:rio e>raminar la 
racion.al.idad o adecuación de la distinción hecha por el 
legislador: es necesario que la íntroducción de una 
distinción constituya un medio apto para conducir el 
fin u oqjetivo que el leglslador quiere alcanzar, es decir, 
que exista una relación de instrurnentalidad entre la 



o 

• \ 

• 

• 

..._ 
52 .,. 

medida cJ.ai;ilicatoria y el fin pretendido. En tercer 
Jugar, debe cumplinie con el reau;..n:o de la 
Eroporcionalidad; el legislador no puede tratar de 
alcanzar objetivos constitucionalmente legítimos de un 
modo abiertamente desproporciona!, de manera que el 
juzgador debe determinar 9Í la distinción legislativa se 
encuentra dentro de! abanico de tratamientos que 
pueden considerarse proporcionales, habida cuenta de 
la situación de hecho, la ímalidad de la ley y los bienes 
y derechos constitucionales afectados por ella; !a 
persecución de un objetivo constitl.lcional no puede 
hacerse a costa de una afectación innecesaria o 
desmedida de otros bienes y derechos 
constitucionalmente protegidos. Por Ultimo, es de gran 
importancia determinar en cada caso reapecto de que 
se esta predicando con la iguaJdad, poroue esta última 
constitu'M un principio 'f un dereclio de carácter 
fundamentalmente adjetivo que se predica siempre de 
ª1.gQ,_ y este referente es relevante al momento de 
realizar el control de constitucionalidad de las Jeyes, 
porque la Norma Fundamenlal pernrite que en algunos 
ámbitos el legislador tenga más amplitud para 
desarrollar su labor normativa, m;entras que en otros 
insta al Juez a ser especialmente exigente cuando deba 
detemtlnar si eJ legislador ha respetado las exigencias 
derivadas del plincipio mencionado. 

ti) 

En síntesis, los pasos a seguir segO.n este &xQinen son los 

siguientes: primero, determinar si la distinción persigue una ñnalidad . 

' objetiva y constitucionalmente válida; segundo, analizar la racionalidad.Ji~,! 

adecuación de la distinción, y tercero, detem'li.nar si cumple con el requisito 

de proporcionalidad . 

En ese sentido, la O;irte lnterarnericana de Derechos HurnanOll, 

cilalldO lo establecido por su homóloga europea, a dicho lo siguiente: 

«Una diferencia de trato en el ejercicio de un derecho 
establecido en la Convención no sólo debe buscar un 
fin legitimo( ... ) se viola igualmente cuando se establece 
de manera clara que no hay una relación razonable de 
proporcionalidad entre los medios utilizados y el fin 
que se busca llevar a cabo (pArr. 90, citando a la Cone 
Interaroericana de Derechos H<1manos)."6 

Por otro lado, en la doctrina y práctica de los Estados Unidos 

de America se utiliza un examen que ha sido conformado en diversos 

precedentes por la Corte Suprema a traves de una serie de caaos.' Asi, la 

6 CortelDH, O:>ndición .Jwtdica y Derechos de los Migrorites Indocumentadas, Opinión 
Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003, Serie A No. 18., párr. 90. 
7 Pennell v. City of San Jose, 485 U,S. 1 (l98S¡; U.s. Railroad Retircment Board v. 
Fritz, 449 U.S. 166 it980); Allied Stores v. Bowet'S, 358 U.S. 522 (1959)¡ William..eon 
v. Lee óptica!, 348 U.S. 483 {1955); Craig v. Boren, 429 U.S. 190, 197 {1976); Lehr 
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Corte Suprema de los Estados un;dos de América sostiene 

que discriminan deben ser analizadas a partir de tres ni 

e las normas 

primero, el "examen de racionalidad", el esténdar o qi.:le exige 

Unicarnente que la distinción este relacionada c:on n fin !e,btimo del 

gobierno y que Jos medios establecidos sean razonab s en termfuos del fin 
• 

buscado; en segundo lugar, el "escrutinio intmn,idio" medufite el cual 

únicamente válida '• distinción 

sustancialmente importante el gobi 

sustancialmente relacionado con la obtenció 

sustento ¡en un fin 

y el Jmedio esta 

del fin; y dna1mente, el 

' "escrutinio estricto". !l:ste es el mAximo est{ln y con3iste eñ verificar que 

el fin sea esencial para el Estado y que el 'o sea necesariJ para alcanzar 

ese !in, es'·decir, que la medida emplea sea la menos /liscriminator;a 

posible". 

Flhalmente, la Primera S 

la Nación ha d0;:finido el examen a pr 

determinar si la medida impugnad 

prop.orciorw.lidad: (1) constitucional" 

1 
de Justicia de 

siguientes; "(iii) 

·.··.¡d.Oneidad; (J} necesidad; y (4) pro o·n/i<=Udad en sentido e•f<;w . ."• 

analizadoa, loa pas s a seguir para 

s discriminatoria en tCnninos de la 

/n.;macionales consisten en determinar lo 

De los exámenes a 

deterrninm- si una distinció 

Constitución y loa tratados 

siguiente; 

l. Si el fin 

legitimo. 

2. Si la 

es l.ln medio r 

do por el Estado es constitucionalmente 

adoptada guartla una relación do 

con la finalidad buscada. 10 Esto es, s.i la 

erechos hl.lmanos en la Ley General de Sall.ld 

nab!emente adecl.lado para la consecl.lción de 

v. Robertson, 463 U.S. 248 66; A<larand Conslroctors v. Pena, 515 U.S. 200 
(1995); Sugarman v. Douglas, 413 u.s. 634 (1973); Sherbert v. Verner, 347 U.S. 
398 jl963). 
• Chemerinsky, Brwin, CoMtituMnal Law. Principies and Po/;ci'es, Tercera edición, 
Aspen Publishers, Nueva York, 2006, p. 540-54 l. 
•Amparo en Revisión- resuello el 4 de noviembre de 2015, por la Primera 
Sala de la Sup...,ma CO'l"te de Justicia de la Nación. 
10 El fallo de! amparo en ...,visión - llama a esta etapa 'an{tl.isis de 
idoneidad', pero e<insiderrunos que tanto en aquel fallo como en esta demanda nos 
...,ferimos a un mismo concepto. Se trata de un análisis sobre la insttumentalidsd 
de los medios empleados. Lo que para Aharon Barak es el e><amen de Coltel<ibn 
Racional r Rati<>nal Con11eclian'I y ¡n:ra Is jurispru<!encia Norte Ammcana son 
exé.menes de 'Relación Substandal' ('Subs1QlltiQ1 Relo.tior.'J. 

1 
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la finalidad perseguida por la política pública. O bien, si hay 

una instrumentalidad med.io"fin. 

3. Que la medida sea necesaria para alcanzar el fin perseguido. 

Esto se mide a partir del analisis de si la medida es la 

alternativa menos restrictiva posible, asi como de un análisis 

sobre si !a medida restringe mas allá de lo estrictamente 

nece..ario. 

4. Proporcionalidad de la medid.e. en sentido estricto. Es decir, si 

la medida genera una afectación innecesllria a los derechos 

J. 
,/¡ 

humanos y si se generan efectos perjudiciales a otros derechos. 

' --~ 

Respecto de las gradas de anélieUs antes expuestas, d~ 
aclararse que Los precedentes judiciales de la Suprema Cort_~ de JÜsticia'i<It'­

la Nación no han expresado un orden de prelación uttivoco entre ~f 
diversos pasos a seguir. En algunos precedentes judiciale~ el análisis d't 

' suprai11clusión, subindusi6n y sobTt! a/femativa menos ~diua·fo"::<"Pr. 
"" ~ - ···-

parte de la segunda etapa (del análisis de medios), en lugar·. e fo~-P~i 

de la tercer o cuarta etapa de análisis {proporcionalidad edios menos 

restrictivos). Tal es el caso del proyecto inicial de Resolu' ón 

elaborada por el Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, ant el 

Suprema Corte de Justicia de la Nación y que a la fecha de interposición 

presente demanda no ha sido resuelto. En tal resolución, . 1 análisis de 

suprainc1usi6n se formula como parte de la segunda etapa del análisis de 

escrutinio, como parte del aniilisis de los medios empleados. 

Con independencia del orden utilli:ado en esta demanda o 

cualquier otro, es menester que se haga un anfilisia completo de los 

requisitos que conlleva un anális1s óe eacrutinio para una norma que 

restringe derechos humanos. Toda vez que una restricción a derechos 

humanos únicamente es válida cuando cumple con todos los requisitos de 

los ecimenes de escrutinio, el orden con que los mismos no es del todo 

relevante. 

Respecto a los exámenes de escrutinio y proporcionalidad que 

deben superar las normas que restringen derechos humanos, el Juez de 

Distrito afuma lo siguiente, en la hoja 52 de la sentencia recurrida: 

•Asi, para que las medidas impuestas con el propósito 

1 
i 
' 
i 
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de regular una 
constitucionalmente a un 

restricción 
derecho fundame 

viiJidas, deben satisfacer Jos siguientes requi "tos: 

"a) Que la restricción reglamentada por legislador 
sea admisible por la Constitución. legislador 
ordinario sólo puede restringir o suspe er el ejercicio 
de los derechos fundamentales en !os casos y rn laii 
condiciones que la misma Constit ción establece, 
como lo prescribe su artículo 1 º. P tanto, es claro 
que el legislador oo tiene facultad s para establecer 
limitaciones a derechos humanos a "cionales a los que 
se derivan del mismo texto co stitucional, y sus 
facultades de prodl.lcción no ativa sólo deben 

. •._,-c\\~)03 ~~ -.,,,, desplegarse para darles conteni~ exacto. 

'.'t -;~,-~~-~~~t>-.... l i L 
~:-;;~{:i;'..!?J,·-;.~~~-~"i;'_t. . "b) Que la medida legislativa, ea la idónea para su 
<¡( ·~,,,.,,,\~:.•·'·"~ O realización. 
\~~~l,.t''.;~;:;.::.·;:',1;1 \'(') ,_ .~-- .~ -'"" '- ,, .. -. " ~ { •e) Que sea necesaria, esto e , que el rm buscado por 

el legislador no se pueda canzar por otros medios 
menos restrictivos derechos humanos 

~:~:']·_-:~;-¡;, ·-.-,, .:1, 
._ '" .'"; ' 

,_ .,~ (fundamentales). 

·"'Í 

"d) Que sea proporci 
correspondencia entre la 
por la restricción, 1 s 
produce en o os 
constitucionales.' 

esto es, que exista una 
portancia del Iln buscado 
efectos perjudiciales que 

derechos e ini:ereses 

., 
' Esto es, de la tr scri ción anterior se despren~e que el Juez 

de O;su:ito n':conoce la exist nci de los estQndatts y ell;é.lnenes que el 

que<ioso hizo valer en el quint con epto de violación. 

No obstante lo ant ·or, el Juez de Distrito om.ite hacer un 

ell;amen de escrutinio y p opo ionalidad, cuya aplicabilidad él mismo 

reconoce. Inclusive, omite r spuesta a cada una de las razones por las 

que el quejoso dijo que la P liti Prohibicionista no superaba los exámenes 

de escrutinio y proporcion ·da En efecto, el sei'lor Juez de Distrito aplicó 

con total lwcidad y defere ia al legislador el examen, de forma tal que 

dificilmente se puede ad ci que hubiera aplicado el examen. Esto 

demuestra una violación principio de congruencia interna de las 

resoluciones judiciales. Si el ez de Distrito anunció que debía aplicar tal 

examen de escnitinio y proporcionalidad, que es muy similar al que expuso 

el quejoso, debió de haber realizado tal ané.lis.is. 

Se puede apreciar que, si el Juez de Distrito hubiera aplicado 

el e1CWI1en, conforme a los parámetros por Cl mismo reconocidos y 

establecidos, se llegarla indefectiblemente a la conclusión que la Polltica 

1 

' 
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PI-ohibicionista es una restricción a derechos humanos que no supera los 

exámenes de escrutinio y que, poi- lo tanto, es inconstitucional. 

El Juez de Distrito afmnó, sin fundamento a,lguno, por 

ejemplo, que Ja Politica Prohibicioncita perseguía un fm constitucionalmente 

legitimo; que la medid.e si era instrumental a la finalidad b'I<scada; que se 

trata de una medida p!'opo.rcional; que no afecta derechos de manera. 

innecesaria, y que es la medida menos restrictiva posible. En consecuencia, 

!a sent=cia impugnada contraviene el principio de congruencia. y 

~austividad, toda vez que omite aplicar fielmente !os exiunenes de 

escmtinio y proporcionalidad fija.dos por la S'I<prema Corte, C'Uya eJcisteno;:ia 

es reconocida por la sentencia de ampuo, en relación a las normas que 

restringen derechos humanos. 

3.2. APLICACIÓJI DEL Al'l'ÁUSIS DE ESCRUTINIO Y 

PROPORCIONALIDAD 

Así pues, conviene apliCB.I" el e:oi:amen de escrutinio o 

'· proporcionalidad a la restricciim establecida por las normas impugne.das de 

· ;i}a Política Prohlbicionista.. Primero, evaluaremos si la restricción pretende 

un fin constitucionalmente válido. Segundo, analizaremos si la medida 

adoptada por el legislador guarda una rela<:i6n de instrumentalidad o de 

idoneidad con el fin perseguido. 1'en:ero, apreciaremos si la medida es la 

alternativa menos restrictiva de los derechos vulnerados y s.i restringe los 

derechos vulnerados más de lo estrictamente necesario. Finalmente, se 

formulará un análisis de proporcionalidad en scmlido estricto. Un balance 

sobre la afectación innecesaria o desmedida a otros bienes juridicos 

rel....antes. 

Seguidamente expondremo.s el resultado de aplicar el examen 

de escrutinio y proporcionalidad, poniendo énfasis en las omisiones llevadas 

a cabo para tal análisis por el Juez de Distrito y sei'ialando 11.QUellos pasos 

del analisis que el Juez motivó indebidamente. Primero, evaluaremos si !a 

;estricción pretende un fm constitucionalmente vAiido. Segundo, 

analizaremos si la medida adoptada por el. legislador guarda una relación de 

instrumentalidad o de idoneidad con el rm perseguido. Tercero, 

apreciaremos si la medid.e es la alternativa menos restrictiva de los derechos 

vulnerados y si restringe los derechos vulnerados mis de lo estrictamente 

necesario. Finalmente, se formulará un análisis de proporcionalidad en 

e,, 
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sentido estricto. Un balance sobre la afectación innecesario o desmedida a 

otros bienes jurídicos relevantes. 

A. LEOI11MIDAD DEL Fllf PERBEGUlDO 

Para determinar s1 el establecimiento de la Politica 

Probibicionista persigue un objetivo constitucionalmente imperativo, 

prime•o debemos discernir y ""cudrm.ar el rm o fines que busca la Ley 

General de Salud al prohibir la siembra, cu[tiv , elabDl'ación, preparación, 

acondicionamiento y transporte de Cannabis p a el autoconsumo. 

. - ~{ J~:~de Distrito aborda tal J pa en !os tertninos siguientes, 

en la hoja 53 de la ~eutencia de amparo: j 
. ' 

"Puea;;bien, tal como lo so~{uvo la Primera Sala ~e la 
Supreina Corte de Justicia'"de la Nación, al resolver el 
amparo en revisión la fmalidad del mfu-co • regula.torio para el e de estupefacient y 
subst_ancias psicotrópi s previsto en la Ley Gen al 
de :s¡iiud, de acuerd :'cou los distintos proce os 
l<':~slaLivos de los r~ceptos impugnados, es la 
~tee~n de la nlu y el orden público. 

"Asi:lal igual que lo izo !a Sala, se estima que tal 
finalidades son e titucton11lmcute rilldu, ya que 
la protección de la salud no sólo es un objet:i'-'O que 
válidamente pued perseguir el Estado, sino que 
resulta imperioso desde el ámbito constitucional, al 
tratarse de un de echo fundamental en el artículo 4o 
constitucional. D igual forma, J)e!"Seguir el orden 
pliblioo, entendid cómo el bienestar de la sociedad en 
general, resulta ~do pues el Estado tiene interes en 
proteger el congl4mérado social, lo cual puede hacer a 
través de decisio1es legislativas o politicas pliblicas.• 

El Juez de Dis1to define indebidamente cuál es el objetivo de 

la política prohibicionista. E! ¡objetivo es defm;do por el Jue:z de Distrito en 

su nivel más alto de abstrae]'·~ n como la "proteccWn de la salud y el orden 

público.~ Pero tal aflllllación s una exageración que trivialize. e! objeLivo 

concreto de la politica p hibicionista y el objeto del examen de 

proporcionalidad. El ju«gador debe analizar el objetivo concreto de la norma, 

no asi el objetivo general de toda Ja nonriatividad de salud. 

Vistos en su nivel más elevado de abstracción, hasta las 

políticas de Em:ado mas deleznables de la humanidad pueden encuadrsroe 

en una fmalidad legitima: 

·l ' 
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l. Japoneses Americanos durante la Segunda Guerra Mundial 

Nivel más alto de 
abstra<Xión: 
Nivel intermedio de 
abstracd6n: 
Nivel reducido de 
abstracción 
(Objetivo Concreto): 

Seguridad Nacional en tiempos de guerra. 

Reducir riesgos asociados con agentes enemigos 
encubiertos. 
Detener en campos de internamiento a todas !as 
peTSonas en EEUU con ascendencia japonesa 
durante la Segunda GuetTa Mundial. 

2. Leyes Jim Crow en Estados Unidos de América 

Nivel más alto de 
abstracción: 
Nivel intermedio de 
abstracción: 
Nivel reducido de 

\ abstracción 
(Objetivo Concreto): 

Asegurar la coexistencia pacifica de las distintas razas. · 

Prohibir las relaciones interraciales; separación de las 
razas; sometimiento y aislamiento de la comunidad 
afroamericana. 

3. Esclavitud en Estados Unidos de América 

Nivel más alto de 
abstracción: 
Nivel intermedio de 
abstracción: 
Nivel redi,¡cido de 
abstracción 
(Objetivo Concreto): 

Tutela, adiestramiento y cuidado de la comi,¡nidad 
afroamericana. 
Trabajos forzados, sumisión, esclavitud de la 
comunidad afroamericana. 

4. Nativos Americanos 

Nivel mM elto de 
abstracción; 
Nivel intenned;o de 
abstracción: 
Nivel reducido de 
abstracción 
{Objetivo Concreto): 

Reubicación geográfica de pueblos originarios 
americanos a reservas es eciales. 
Desplazamiento forzoso, e>ctenninío y genocidio de 
pueblos nativos americanos. 
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5. Mujeres de solaz 

abstracción: 
Nivel intermedio de 
abstracción: 

Nivel reducido de 
abstracción 
(Objetivo Concreto): 

Alivio de los impulsos se 
imperiales japoneses. 

Secuestro de muje,.es territorios ocupados {Corea, 
China, Filipinas, Bu a, Tailandia., Vietnam, Malasia, 
Taiwin, Indonesia, · or del Este) para explotación 
sexual involuntaria en estaciones de oolaz, para uso 
del Ejército lmperi Japonés. 

6. Apartheid en Sudilrica 

abstracción: 
Nivel intermedio de Conviven el separada y pacifica de las diferentes 
abst .. acción: 

Nivel reduci44 de 
· bstracción.O¿. 
(Objetivo Concreto): 

razas. 

Sometí.mi nto y aislamiento de Ja población de raza 
africana, rente a las minorias blanca:i de! pais. 

7. Campos de Exterminio en la Segunda O u erra Mundial 

Nivel intermedio de Mant nimiento del mejor "stado de salud genético de 
abstracción: lapo !ación del Tercer Rcich. 

Nivel reducido de 
abstracclón 
(Objetivo Concreto); 

Aisl 
judi 
Euro 

"ente y exterminio de las comunidades de origen 
asl como otras comunidades minoritarias, en la 
a de la Segunda Guerra Mundial. 

En su nive más alto de abstracción, siempre ha,y una 

terminología o eufemismo que puede ser utilizado pBia juslificBI C'Ualquier 

política püblica lesiva d derechos humanos. Si se pretende hacer un 

análisis honesto de las fm idades de una política pUblica, CsLa no puede ser 

analli<ada desde su n;vel más elevado de abstracción. Lo que un tribunal 

constitucional debe hacer es analizar cuál es la finalidad concreta y real de 

la política; en este caso, la f111alidad concreta y real de la prohibición 

categórica y sanción penal de todos los usos de cannabis. 

1 
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La politica prohibicionista y punitiva contra el cannabis 

también puede se.- evaluada en diversos grado.a de abstracción, tales como 

los siguientes: 

abstracción: 
Nivel intermedio de Proteger la salud coercltivamente 
abstracción: 
Nivel reducido de Prohibir el uso de cannabis, contra la voluntad de sua 
abstracción u su anos. 
{Objetivo Concreto): 

Reprimir actividades que, sin afei=tar a teroeros, 
realizan diariamente y a conciencia rnillarea de 
minorias en situación de vulnerabilidad. 

La detención y encarcelamiento de clases sociales 
marginales mexicanas por el uso o posesión de 
cannabis. 

·.¡ 
. '· '· 

\ 

La imposición coercitiva de un estiondar católico sobre 

L--------'"~"''"""º"' '"'b"'"'"'"ºcbeue=""º"'"I"º"~""~'~"'',ºc· --------' 
Toda.5 las Ultimas definiciones son mB.s honestiui y concretas 

~ del objetivo real de la politica prohibicionista. De la apreciación de tales 

objetivos concrelOs de !a politice. prohibicionista 'se puede apreciar que los 

mismos c~cen de una justificación constitucional. Son objetivos 

in<tdmisibles en una democracia liberal y plural, que basa su regimen en 

principio.s constitucionales y de derechos humano9. 

La fmalidad de la política prohihicionista no es simplemente 

provoeT la salud, como indebidamente &eil.ala d Juez de Distrito. Una 

reformulación sincera de la politíca pí;iblica bajo análisis no puede utilizar el 

g¡"ado mAs elevado de abstracción que tome inúW el ejercicio de 

proporcionalidad o escn.itinio. 

Pero incluso si utillwmos un grado intem:iedio de abstracción, 

la politica prohibicionista carece de una justificación legitima en su objetivo. 

A continuación se ofrecen las razones por las que utilizando corno punto de 

partida un grado intermedio de abstracción la politica proh.ibicionista no 

contiene un objetivo constitucionalmente válido. 
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l. Flnllllcl'ad de ptot111pr la '81ud contn. la oluntad de 

loa 11.8u.&rlos 

En la exposición de motivos de la 

señala que la fmalidad del Título Duodécimo 

adicciones y la farmacodependencia: 

regulación de las 

"El Titulo Duodécimo regula las adi "ones que actúan 
más desfavorablemente sobre !a salud 
tabaquismo y Ja farroae<ldepend 

"( ... ) 
.. "La_.#liciativa da también importan.O.a al 
combate del consumo inde ido de estu efaci ' tes 
sicotróplcos, que se ha onvertido en una 1de la6 
adici:iones que más graves proble~as de 
salÜd· pública.• .-~ 

' 
De lo e>tpuesto se apr cia que la fma.lidad de~a prohibición 

categórica a la siembra, cultiv cosecha, elaboración, Jtreparación y 

consumo de Ca:inabis tiene el oh etivo de proteger la salud d\, le>s usuarios 
. ' de cannabis coJtra su voluntad. ,f 

•• 

' 
:·~ 

La finalidad obj a de la norma es la protección 

la voluntad de éstos. No es 

la salud de 

a rrnalidad todo particular en contra d 

legitima para el Estado pr ender velar por la salud de los "udadanos, 

contra la voluntad de los m· mos, a menos que estuvieren en ju to derechos 

' de terceros. Al respecto, M uel Atienza afirma !o siguiente: 

"jEjl Estad si que tiene un deber positivo de velar por 
la salud y vida de los ... ciudadanos en general-; lo 
que ocu es que no puede tomar medidas 
encamina as a este objetivo que vayan en contra de la 
voJi,¡ntad e los afectados."'' 

No hay ingUn interes legitimo para que el Estado protrja 

coactivamente !a sal d de los particulares contra su voluntad, cuando no 

hay derechos de ter ros de por medio. No es legítimo, pi,¡es se parte de la 

premisa que el indi "duo no tiene la capacidad racional de disponer de su 

propio cl.lerpo, su ente y su persona. Así las cosrui, podemos conclnir qi,¡e 

la rrnalidad de la pr hibición a la siembra y preparación de Cannabis para el 

autoconsl.lmo no es 1.lna finalidad constitucionalmente válida. El Estado no 

11 'Dossier: Huelga de Hambre de los <<Grapo>>, Derecho y l!:tica", la 
ar¡¡umenlacidn jurfdir.:a en un °""º dificil; lo. huelgo. de hambre de los presos de! 
Gro¡;o, Manuel Atieru<a. 
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tiene un interes válido en proteger la sal1.1d de un individuo contra su 

voluntad, al no vulnerarse derechos de terceros. 

La salud y la obligación del Estado de proveerla es importante, 

pero proveer servicios de salud de forma coactiva, oontr¡¡, la voluntad del 

destinatario, no es una obligaciOn para el Estado Mexicano, sino que se le 

tiene estrictamente prohibido. 

A esta conclusión arribó el Comité de Dereclios Económicos, 

Sociales y CulturaJ.,s de las Naciones Unidas en su Observación general N~ 

14, en los to':tminos siguientes: 

"El den:cho del disfrute del más alto nivel posible de 
salud (articulo 12 del Pacto lntemacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales) 

"( ... ) 

•s. El derecho a la salud no debe entenderse como 
un dere<:ho a estar sano. El derecho a la salud enb-aña 
libertades y derechos. Entre las libertades figura el 
derecho a controlar su salud y su ~erpo, con inclusión 
de la libertad sexual y genCs.ica, y el derecho .a no 
padecer injecencias, como el derecho a no ser sometido 
a tort1.1ras ni a tratamientos y experimento.s médicos no 
consens1.1ales. ">• 

Esto es, dentro del alcance del derecho 11 !a sal1.1d no existe una 

obligación para el &ltado Mexicano de proveer servicios de salud en contra 

de las decisiones y voluntad de s1.1s beneficiarios. NingUn instmmento 

internacional, ni la interpretación que los 6Tganos competentes para ello 

han hecho, autoriza la intromisión en las decisiones pe<"Sonales q1.1e los 

particulares toman sobre s1.1 cuerpo y su salud. 

Es posible dlsceniir, hipotéticamente, algunas situaciones en 

las que se podria sujetar a particulares a tratamientos de salud forzosos, 

como cuando de no llevar a cabo tales tratamientos fur:wsos = pudiera 

afectar la salud de diversas personas, mediante, por ejemplo, una 

pandemia. A.si, el perticu!ar no puede oponeni.e a que un tratamiento 

médico o a ser intervenido si dejar de haoerlo pone en riesgo la v:ída o salud 

de lrul masas. No obstante, en e! caso concreto, no existe ning1.1na evidencia 

cientifica de que el consumo de marihuana pueda afectar a alg1.1ien otro que 

''Observación general Nº 14 (2000). El derecho del disfrute del más alto nivel 
posible de salud (artículo 12 del Pacto lntemacional de Derechos E<:onómicos, 
Sociales y Culturales). 22° periodo de sesiones, Ginebra, 25 de abril a 12 de mayo 
de 2000, Comit~ de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Naciones Unidas. 
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o quien la consume. La mllrihuana es una sustancia cuyo 

exclusivamente genera riesgos de salud para quien la e 

dectos contagiosos, no pl.lede ser utilizada para dañar a erceros y no puede 

ser utilizada como arma. En resumidas cuentas, es 

las cosas, es absurdo af!I'n:tBr que la autorización 

a simple planta. As.i 

consumo afecte a la "sociedad en generar o que se ate de alguna excepción 

al derecho a disponer sobre la propia persona y bre la salud personal. 

Si bien r la salud es un 

.:, '\lt'W,9J_ salud é"'6Iltra la voluntad del indiv:idu no lo es. Por el conl:Tario, el 

~J~l~~i~~',~~o internacional de !os derechos h manos prohibe a los estados a 

::;(-'~;~;s;·::~¿.W,dier a los particulares a tratami os médico no consensuados. La 
<:.}.:."•i{,,,_,'·,;,, ·'¡' ~ 
_ ~-.-{;~-; \ :.;_ ~ 19!18- Prohibicionista no pasa el rimer paso de los e:irfunenes de 

-,~-~~~j\:::c·: :e~i:riitinio y propoccionalidad fijados r la Suprema Corte de Justicia de la 
'";~·-.-.. ·.,,_,.,-- .. 

· ~·<::-./ Nacion. 

.... -·..-;'l...-

de Salud. En cambi.o, asume do áticamente que la finalidad de la Política 

Prohibicionista es la "protecció de la salud y el orden público•. El Juez 

emplea atajos interpretativos 

Prohibicionista. Asi 

proteger la salud, sino t 

particulares, como 

e>mite analizar la finalidad de la Pe>litica 

pasa por alto que Ja finalidad no sóic. es 

bién hacerlo contra la voluntad de sus 

la Ley General de Salud y de su 

expe>sición de motivc.s, ante citados. 

La fmalidad oncreta de la Politica Prohibicionista, no es 

constitucionalmente váli a. Pero incluso si le> fuera, se trata del primer 

obsta.culo de los e:><ii.me es de proporcionalidad y escrutinio. La norma 

adicionalmente debe s r instrumental (o idónea) para alcanzar !a 

finalidad deseada; de e ser neee•&ri& para alcanzar la finalidad 

propuesta (la 

all' de to 

p:ropo:rcionlll 

altemati a meno• :reatrictlva y que no reatrinJ& m'• 
e•tr!c~ ente neeearlo), y finalmente, debe ser 

en e•l:11cto •entldo, la pe•secución de un objetivo 

constitucionalmente gítimo no puede hacerse a costa de una 

e!ectación innecesaria o desmedida a otros bienes y derechos 

constitucionalmente protegidos.la 

'"RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL 
JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONS!DERl\Rl.AS 
VALIDAS. No~ena €:poca; Registto, 169209: InslaJlcia_, Prim.,,-a Sala; Tesis Alidada; 

\ 
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B. INSTRUMBNTALIDAD MEOIO-J'fff / lDOlfEIDAD 

Las normas emitidas por el legislador, con el prop6sito de 

restringir den:chos fundamentales, como es el caso de la prohibición al 

autoconsumo de cannabis, deben ser instrumentaleti pBra conducir al 

objetivo que eJ legislado:r quiere alcanzar. Este análisis sobre 

instrumentalidad ha sido definido por la Suprema Corte de Justicia de 1a 

Nación en los témlinos siguientes: 

En el primer examen se dispuso que "{p/ara que las rmididas 

emitida.8 por el legislador ordinario con el propOsi/a de restn'ngir los derecf!D:j 

fe.ndamentales sean. uálida.s, deben satisfacer al menos los siguientes 

requisitos: ... b) ser necesarias para asegurt1r la obtenci6n de los fines que 

fe.ndomentJ:m. la ~fricción cons!ilucic>nal, es decir, 1W basta que la restricción 

sea en términos amplios !lti/ pwu la obmncibn de esos objetiuos, sino que debe 

ser la idóneapam su rea/iMción- .. •1• 

Fina.IJnente, el tercer e>rarnen aduce que ~ ... e\, necesori~~ 
&<aminar la racionWidad o adecua®n de la distincWn hecha por e~ legi!¡lod.or.·;_ 

. > 
es necesario ..• c:ons!ituya un medio apto par<1 wnduci" al. fin u objetivo que e/;~· '' 

legislador quiere alcanzar, es decir, que existu una reJ<1ci6n de 

irzsfl"lJ.ment<ilidad entre la medid<1 cla.sijicatoria y el fin preten.dida.•is 

Esto es, se debe analizar si la medida -la prohibición al 

consumo de Marihuana- es un medio apto para conducir al fm u objetivo de 

proteger la salud y eombatir las adicciones. 

Al respecto, el Juez de Distrito aí=na lo siguiente: 

"Así, en cuanto a la Jdoneldad de la medida, en el 
pre<:edente de la Primera Sala invocado previamente, 
detennin6 que el e><amen relativo "presUpone la 

Puente, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XXVIII, Julio de 
2008; Materia, Constitucional; Tesis, la. LXVI/2008¡ pQg. 462. 
''RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEM&NTOS QUE EL 
JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERARLAS 
VALIDAS. Novena ~poca; Rl!gistm, 169209; lnstancia, Prilnera Sala; Tesis Aislada; 
FUente, ScmMlariO Judicial de la Federación y su Oaocta; Tomo XXVJU, Julio de 
2008; Materia, Constitucional; Tesis, la. LXVJ/2008; pág. 462. 
'' IGU/U.DAD. CRITERIOS PARA DETERMINAR SI EL LEGISIJl.DOR RESPETA ESE 
PRINCIPIO CONSTITUCIONAL. Novena ~poca; Registro, 174247; Instancia, Primera 
Sala; Jurisprudencia; Fuente, Semanario Judicial de la Federación y su Gaocra; 
Tomo, XXIV, Septiemb,.., de 2006; Mate,.;a, Constituclonal; Tesis, ls./J. 55/2006, y 
página; 75. 
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exiatencia de una relación empírica entre la in.teroe "ón 
a/ derecho ¡¡ el fin que persigue dicho. afectación, iendo 
=ficienLe que la medida contribuya en algún m o y en 
algún grado a /Qgra.r el propósitn qi¡e usca el 
legislador". Al respecto, precisó que la idone· ad de los 
preceptos reclamados para perseguir los fines 
consl.itucii;inales previamente, se acredita n la medida 
en que exista una relación empirica e vinC1.1!e al 
consumo de !a marihuana con daños afectaciones a 
la salud y al orden público, en relació con lo ·cu.al, es 
importante atender a las conclusion s a las que !legó 
!a Sala: 

• "Si bien la evidencia mé muestra que el 
consumo de marihuana pu ocasionar daños a 
la salud, se trata de afe aciones que pueden 

'"'1'· calificarse corno no graves siempre y C\lando, los 
' ' consumidores no sean me ores edad. 

• "Los consumidores de marihuana no ca..li.úcan 
necesariamente como ~ acodependientes, existe 
un bajo grado de probabilidad de que la 
marih"Ilana prod"Ilzca ependencia, la posibilidad 
de q"Ile el cons"IlmO esencadene la dependencia 
está sujeto a fact es preexistentes corno son 
desórdenes condu ales y de personalidad. 

• "Las implicacion sobre la selud y las 
consecuencias so iales reporta.das por quienes 
buscan controlar su consumo son mucho menos 
se~ que aq ellas repDrtadas pDr _PCrBDne.s 
adictas a otras sustancias, como el Opio o el 
alcohol 

• "La marihuan tiene un nivel de incidencia muy 
bajo en el cona mo de otras drogas más riesgos23. 

• "El consumo de marihuana no es un factor 
determinante n la comisión de crimenes, p1les la 
correlación e estadísticamente muy pequetia para 
considerarse ignificativa. 

• "La marihu a por si misma no induce la comisión 
de violentos, pues el consumo de 

ibe los impulsos de agre9ión del 
usuano, ya que gene;almente produce estados de 
letargo, so olencia y timidez. 

• •¡¡;¡ o de marihuana disminuye las 
habilidad.e, necesarias pora manejar automóviles 
y, por tan , aumenta las probabilidades de causar 
accidentes 'ales; sin embargo, la dísminución de 
las habilid des para conducir cuando se consume 
marihuan son más variables q1:ie cuando se 
ingiere alcohol, pues sus efectos estan sujetos a 
factores como la dosis, la tolerancia desSJTollada 
por consumo frecuente, entre otros. 

"De !o anterior, se advierte que no existe evidencia 
científica concluyente en el sentido que el consumo de 
!a marihuana causa afectaciones graves a la salud, 
pero si datos de los que se desprende que tal sustancia 
ocasiona daños de menor grado a la salud y al orden 
público, información que coincide con los datos 
aportados por la autoridad responsable, en el sentido 
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que el cannabis entraña l.lll riesgo muy bajo de causar 
!a muerte, pero que la intoxicación con dicha 
sustancias puede generar riesgo de ansiedad, deterioro 
de Ja atención y memora, disforia, mayor disposición a 
sufrir accidentes y traumatismos, nauseas, pánico y 
paranoia. 

"Bajo tal razonamiento, es posible concluir que \a8 
normas reclamadas contribuyen en algún modo y 
algün grado a lograr el propósito que busca el 
legislador, por lo que es posible conclulr que tal 
medida resulta idónea.• 

'' 

Las elinnaciones del Ju.,..; de Distrito se encuentran 

indebidamente fundadas y motivadas. No aplica el estándar de análisis qllli 

e! mismo invoca. El ~tudio sobre idoneidad o instrumentalidad es u.'.t 

análisis empirico de medios. En esta etapa no se debe analizar s.i los d.:tñós 

son altos o bajos, probables o improbables. En cambio, se debe analizar .si 

las medidas adoptadas por el legislador son tales que reduzcan tales daños, 

Se trata del análisis que para Aha:ron Ba:rak es el exeinen de Conetiórl, 

Raci.onal rRational ConnectiDn") y para la jurisprudencia Norte Americana 

son CJramenes de "Relación Substancial' {"Substantial Relation'). Asi las 

' cosas, el estudio de los daños plausibles constatados por la ciencia es una 

afirmación gratuita que nada tiene que ver con el examen de 

lnslrumentalidad o idoneidad. 

La sentencia de amparo se encuentra indebidamente fundada y 

motivada, en relación al estándar de idoneidad, por dos motivos: primero, la 

sentencia se equivoca en la acepción o est.Bndar de instrumentalidad que se 

debe utilizar. Segundo, en lugar de analizar si la medida es instrumental, 

anll.li2a de nueva cuenta si persigue un objetivo legitimo. 

l. Grado de o;:onmdón, para el all.til•ia; de la 
insbun:lent&lldad 

El Juez de Distrito se equivoca sobre cuan instrumental debe 

sei- la polltica pública, medio·fin, para superar el estándar. No es 

suficientemente que la politice. pública "esto\ patencialmenle conectada con la 

consecuci.ón de tales objetiuos", '" sino que debe estar "direciamente 

conectada"'' al objetivo peTseguido. Al :respecto, el Juez de Distrito sostiene 

lo siguiente en la hoja 55 de la sentencia. de amparo: 

"Bajo tal razonamiento, es posible concluir que las 

'ºPrimera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la ejecutorie del 
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normas reclamadas contribu en en 
al n do a lo ar el ro "sito 
legislador, por lo que es posible con 
medida resulta idónea.• 

'' 

Asi, es evidente que el Juez de Di "to pretende utilaar un 

estándar inferior al adoptado reiteradamente Dr la Suprema Corte de 

Justicia de la Na'<1ón. No es suficiente que sea implemente ~posible" que Ja 
~ . 

"·;~ .- :· . .;:,je<l.ida sea instn.imental, o que tenga una portación marginal, sino que 
'',' 

'-·--
'-:s , ,, 

'i 

debe acreditarse que si contribuya efectiv ente ..:J objetivo perseguido. En 

otras palabras, cuando se n:stringcn der os humanos, se debo; acreditar 

q1.1e la medida que los restringe al menos a instrumentaJ para asegurar el 

objetivo pn:tendido. No es suficiente q e la medida sea posible, tambien 

debe ser probable . 

. -· Al respecto, Aharan , Ministro de la Corte Suprema de ,_, ' 

!ara.el, define el ~en de ins entalidad [por él !!amado examen de 

conexión mcionaij en los tf:rminos s' 

"El examen de C eidón Radol!Lll es un "'!:amen 
empírico. Fon:nula na pregunta empírica en relación 
a la habilidad de 1 s medios utiliza.dos por la norma 
restrictiva para. avanzar o reali:wI el objetivo 
pretendido.•1s 

De modo que el Juez de Distrito echa mano de un es~dar 

sumamente laxo de idoneid d, que no corresponde al establecido por la 

Sup;ema Corte de Justi a de la Nación o por la juriapnidencia 

constitucional comparada. eor aün, el Jne:z de Distrito utiliza un estáztdar 
! 

que legitimaria prácticaj:n te cualquier actuación del E>:itado, por mW. 

improbable fuera que ale a los objetivos del mismo. 

2. ,An4ll•I• de edlo• v., Importaneia del objetivo peneguldo 

Cuando el Juez analiza si el cannabis genera algún daño a la 

salud, realmente está llevando a cabo, de nueva cuenta, la primera etapa de 

los e:icWnenes de escrutinio. Esta analizando si el objetivo es legitimo, 

'" Abaron B"""1<, Proporlion.allly, C<>nstLhi.l'ion.a/ RighJs and Titar Um;i,,,tWn.s, 
cambridge UnivcTliity P=is, 2012, pag. 307. Traducción propia: "Tlle mtional 
oonneaion tes! is af=<al test. 11 asks "-" empirical que.stian tegarding tlw. ability of 
the m= used by lhe limilng /aw lo adl/QnCC o~ rnolíoe t/w. proper purp""'"'· • 
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admisible o imponante para el estado. No así, si la medida adoptada es un 

instromento que asegura en cierto modo el bien tutelado. 

El análisis sobre daños asociados con el uso de cannabis es un 

anaJisis sobre si es importante disuadir o impedir su uso. Nada tiene que 

ver con si las medidas adoptadas logran su cometido. Los daños reales 

ocasionados por el cannabis atienden a la dis='iión de si es importante 

regularla, no asi a la discusión de si la politica sirve, es idónea o 

instrumenl.Hl para disuadir su uao. Tal extremo se desprende con clari?ad 

de la doctrina constitucional comparada en materia de exámenesAe 

escrutinio y de exámenes de proporcionalidad. En efecto, e! Juez de of,.t#to 

confunde su tarea en esta etapa del ermnen de escrutinio ~e 

proporcionaJ;dBd. Como consecuencia. de ello, omite responder par cocii.p!eto 

las siguientes preguntas asociadas con la idoneidad de la medida; 

• ¿La medida adoptada por el Estado incide en las 

prevalencia en el uso de cannabis? ,-f-' 
' 

• ¿Las personas sancionadas a propósito de la politica 

prohibicionista han dejado de consumir cannabis o me¡joraron 

en salud personal? 

• ¿Si la política prohibicionista y punitiva fuera substituida por 

una política de reducción de danos se modificarian las tasas de 

consumo? 

Todas son preguntas relevantes que se deben atender para 

analizar la instromentalidad de la medida. Sólo asi posible determinar si la 

restricción al derecho fundamental al derecho en juego es 

constitucionalmente vAfida. No obstante, el Ju= de Distrito hace caso omiso 

de los precedentes y doctrina constitucionales y reitera, sin mas ni más, que 

el uso de cannabis si genera algunos daños, si bien menores, a la salud. 

Los argumentos sobre i.nstrumentalidad e idoneidad que omitió 

estudiar el Señor Juez de Distrito a quo son los siguientes: 

Partamos de !a base que el consumo de Cannabis si aumenta 

e! potencial riesgo de una afectación a la salud de la persona y que, habida 

cuenta de un uso reiterado y habjtual, puede conducir a la dependencia en 

el consumo. Pero eso no es suficiente para que haya insl.rUmentalidad en la 
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polillca pública adoptada por el Congreso. En adición a existencia de un 

riesgo de daño o vulneración de un bien juridico telado, la medida 

adoptada (la Política Prohibi<;ionista) debe tener una 

medio-fin, pera reparar el daño o lesión que se pret de evitar o corttgir. A 

continuación se expone c6mo la Politica Prohibicio ista no es inslrumental 

para mejorar la ..alud personal, cómo la desp alización no genera un 

r- mayor consumo--::': cómo el consumo de m · uana no necesariamente 

-~ ~~~-\1,i-~ daño.e. la salud. Respecto de todos stos puntos la Sentencia de 

· <$ G.._~piit,~~J>Tda silencio y asume dogmátic te que la politica si asegura 
Ñ _,:)"1i~t,;;, ,;~ 2 

1
°{' "'-'k\'U:tiaili,~!'1a: en la salud de la población en g eral. 

t,,'. ~-~':?' •:-, :'~ : 
··' --)-· 
•. L • 

l. La: prohflnci6n no es vn medfo para m•}om.r- la a<rlud 
,;-., ·' 

li:~-"C 
' .-. ~<\[ JiI:'' 

" "' •, 
·!<~.'.La Politica Prohibicionis no es instl"1.lmental, pues tras varios 

anos de su implementación, no solo no ae ha dismin11ido el consumo de 

Cannabis, sino que, por lo contrario el mismo se ha aumenta{o. De hecho, 

como las pruebas en el expedien lo acreditan, los lugaref, con mayo!' 

prevalencia en el uso de cannabi son los centro9 penitenciarios del país, 

donde hasta el 95% de los detenid s son usuanos. 

Para analizar si l prohibición a la siembl'a y consumo de 

Marihuana combate los riesgo a la salud generados por el consumo de la 

misma, parece apropiado remi os al estudio formulado por la Fundación 

Beckley, que concluyó lo sigu; nte: 

"Hay variacion s en el t;empo en los indices de 
oonsumo de cannabis entre paises, pero esu 
vanaciones n parecen verse afectadas pw la 
probabilidad d an-esto o sanciones por uso o cantidad, 
sin im.portar/ e an draconianas sean las medidas.·•~ 

"Ha habido e fllerzos constantes para disuadir o:! uso 
de cannabl~, mediante la prohibición y de policía. 
Esfuerzos p a instrumentalizar la prohibición se han 
concentrado n el an-esto de los consumidores. En los 
países des ollados, con grandes poblaciones di.' 
consumidores de cannabis, las sanciones penall.'s 
impul.'stas po:r posesión y consumo son usualmente 
modestas, en comparación con las que seria posible 
ímplemenlélr. Más aun, la probabilidad de ser 
arrestado por un incidente relacionado con el uso de 
cannabis es en rango o menor de uno por cada mil. El 

•• /bidem pltg. 179. 
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eafu.erao prohibielonlsta no ha tenido mucho fJd.to 
pana dilluadlr el cons11mo."20 

En el mismo sentido, el rnforme de la Com.isión Global de 

Politicas de Drogas, denominado "Guerra a las Drogas•, de junio de 201 !, 

dispuso la siguiente conclusión: 

"Los lideres politicos y las figuras püblicas deberian 
tener el coraje de articulw" pú.blicawente lo que 
muchos de ellos reconocen en privado: que la 
evideucla de:mue•tra de rQ&D.Cr& abrumadora que laa 
oatrategiaa repreaivaa no noaolverán el ptoblema do 
Jaa drogu, y que la guerra a la• drogas no ha aldo y 
no wede aer puada. Los gobiernos tienen e! pbd~ do;" .. 
llevar a cabo una combinación de politica3 qi¡e sÍ)'an,. v 
apropie.das para sus prop.ias situaciones, y mane,J~ los-·. 
problemas causados por los mercadoo de drogas y el .. :. _. -. 
llSO de drogas de una manera que tenga. ~J;_ i.mpac·(o~'."-.,:<-f. 
mucho mÍls positivo sobre el nivcl .~.;;.<Ji;:llh.~1?EL.-1FE[ 
relacionado así como sobre los daños soci~~~!JE. 
salud."•< "··-···- ~,;¿ .. ,.,,~e 

Finalmente, la Corte Suprema de Justicia de la RepUblica 

Argentina.. también se ha pronunciado al respecto. En eI fallo Bazterrica 

308:1392, de! 29 agosto 1986, dispuso lo sigi.¡iente: 

"[N]o se encuentra aprobado, ni mucho rnenolJ, que la 
pr,.,,ención penal de la tenencia, y aun de la Íl.dicción, 
sea un remedio eficiente para el problema que Plantean 
las d;ogas.• 

Esto es, no se puede sostener razonablemente que la Política 

Prohib;cionista sea un medio adecue.do objetivamente destinado a reducir y 

combatir los riesgos a la salud generados por e! consumo de Cannabis. La 

prohibición a la siembra, transporte, posesión y consumo para el 

autoconsumo de Cannabis no reduce el consumo de Cannabis, ni reduce 

riesgo algi.¡no que se pudiera generar por su consumo. 

En el miamo sentido, la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, en la ejecutoria del amparo en revisión -

sostuvo lo sigi.¡.iente: 

"Si la relación de instrumrntalidad entre la medida 
clasificatoria introducida po.r el legislador y el ñn que 
este pretende alcanzar no es clara, o si se llega a la 

""Ibídem, pAg. 180. 
''Informe de la Comisión Global de Politicas de Drogas, "Guerra a las Drogas", 
junio 2011, pág. 10. 
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conclusii>n de que la medida es patentement ineficaz 
para conducir al fin pretendido, será obliga concluir 
que la medida no es constitucionalmente r 

"De modo simil.a:r, serA necesario det ar que la 
medida legislativa este dlrec ente con ctada con la 
consecución de los objetivos consti cionales de 
envergadura antes mencionados, que sea ;ealraente 
Util para su consecución, sin que pu a considerarse 
suficiente que esté otenci enle nectada con Ja 
consecución de tales objetivos,• 

h• 

En otras palabras, la Suprema C rte de Justicia de la Nación 

sostenido que la medida adopte.da debe ser un medio efica:i: para la 

consecución del objetivo constitucionalment válido que pretende perseguir 

el legislador. 

Al respecto, la Primera Sala e la Suprema Corte de Justicia de 

la Naci.ón ya determinó categOricarnen que la Política Prohibicionista ha 

sido inefectiva en reducir el nümero de suarios de Cannabis en ei territorio 

nacional: 

"Como ya se explicó, 
marihuana no ha redu 
y, en consecuenciai t 
la salud asociados al 

prohibición del oonsumo de 
ido el núlllCTO de consumidQres 
poco ha disminuido los dañns a 
nsumo."•2 

Así las cosas,/ si la política no reduce el nümero de 

C<Jnsnmidores, como tampocb pide el incremento de los mismos; de ahí , 
que los Brticulos impu ad s no constituyen un medio siquiera 

remotamente adecuado par e tar los riesgos a la salud que puede generar 

el consumo de Cannabif n· p a combatir las adicciones. 

No es sufihl 
' 

de proteger la salud y !e 
_,_, 1 

genere "-'!lunes nesgas 

hecho, un medio min" 

te ue la Ley General de Salud tenga la finalidad 

tir las adicciones, o que el uso de cannabis sí 

s a la salud, sino que la medida debe ser, de 

te efectivo para conseguir esos fines. En otras 

palabras, no es sufic:i ciertos riesgos distantes asociados al 

uso crónico de cannabis, sino que además la medida adoptada para el 

Estado debe, de alguna forma, reducir ta.les riesgos potenciales. Lo que no 

sucede en el caso concreto, pues, como ya se mencionó, el número de 

•• ENaluación de la necesidad de la medida irn¡nignada. Amp«:ro en Revisión 
- resuelto el 4 de noviembre de 2015, p<>r la Primera Sala de la Suprema 
Corre de Justicia de la Nación, invocando a su vez a Ferez Correa, Catalina, 'Delitos 
contra la salud y (des)proporcionalidad en la legislación mexicana•, en Pl!rez Correa, 
op. ci~, p. 196. 
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consumidores de Cannabis en MWco no disminuye, sino que ha 

aumentado considerablemente en !os Ultimas atl.os, como se desprende de 

las siguientes estadisLicas oficia.les publicadas por La Encuesta Nacional de 

Adicciones 20 11; 

l. Según la E:ncuesta Nacional de Adicciones 201 l, el consumo 

de Marihuana a nivel nacional entce adultos de entre 18 y 34 

a.llos ha aumentado de 1.0º/o de la población en el año 2000 a 

1.9o/o de la población en el 201 I .•3 

2. Según la Encuesta Nacional de Adicciones 2011, el consumo 

de Marihuana a nivel nacional entre adultoá de 35 a 65 años 

ha aumentado de 0.2º/o de la poblaci6n en el atl.o 2000 a 0.6°/o 

de la población en el año 2011. >4 

A mayor abundamiento, la política prohibicionista no mejora la 

salud ni !l.iquiera en aquella.3 personas que ya fueron sujetadas a una 

sanción de indole penal asociada con el 

sancionadiw no han dejado de consumir 

uso de cannabis. !..as per...onaa 

cannabis dentw- de prlsi'Ón. En ,_·--· - - '· 
otras palabras, si fuera cierto que el cannabis genera urr,daño a la salud, 

sus usuarios siguen expuestos a tal daño a la salud aun dei:i.tro de prisión. 

-~ 

Las pruebas ofrecidas por Cofepris acr± el mismo 

extremo. A decir de Cofepris las personas privadas de la lib d en centros 

penitenciarios cas; en su totalidad son usuarios de diversos tupefacientes 

y psicot:r6picos: 

"[E]l Centro Nacional para la PI-evenci6n y el Control de 
las Adicciones, se ha pronunciado al nospecto, 
señalando to siguiente: 

"95 por ciento de los recluidos en centro. 
penitene1-.rlos del país •on consumidores de •l@t1 
enervante, y sOlo 40 por ciento de ellos USRban doa 
sustancias en promedio ante• de aer •P1'endoa, 
mientras qlle el resto empezó au consumo en la 
cireel."'' 

De modo que la propia autoridad reconoce que ni siquie-ra 

deteniendo e internando en centros penitenciarios a tales usuarios de 

''Encuesta Nacional de Adi<:ciones 2011, p!Íg. 43 
.. !bidem, pig. 44 
''Informe Justificado de la Comisi6n Federal para la Pro~cci6n contra Riesgos 
Sanitario"-
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cannabis se mejora su salud, ni se previene que l.l.tilicen cann ·s. AqueUos 

que no oon usuarios de cennabis terminan por serlo cuando on internados 

en centru.s penitenciarios. Se puede apreciar, entonces, que !a polilica 

prohibicionlsta no redl.l.Ce el indice de consl.l.mo, sino que 1 aumenta. 

Así pues, la sentencia deja sin 

quejoso sobre la ía.lta de lnstrumentelidad de la Polilica 

Prohibicionista y, en consecuencia, se transgr \:ien los principios de 

congruencia externa y exhaustividad. 
~,(,l.., 

"º'·.-:. 

En conclusión, no es plausibl sastener que la Politica 

Protíibicionista a la siembra, cultivo, aración, posesión y demas 

conductas •elacionadas con el autqcon de Cannabis, prevista en los 

artículos 235, 237, 245, fracción l,, 247: en u \lltimo p;ll-Tafo y 248, sea un 
' 

m~io eficiente pa:ra proteger la sa'.J.u ucho menos, para combatir las 

a'11cciones. Los informes de la Fu:rid ió Beckley, de la Comisión Global de 

P~líticas de Drogas, la Encue,.ta 1N cio al de Adicciones 2011, asi como el 

- u'iror=e justificado de Cofepris j 
. ' í 
por el quejoso son prueba irreb 

" ás artículos académiro9 ofrecido" 

"bl del inefLCacia y fracaso de la Politica 

Prohibicionista. Así las cosas, ,l Po 'tica Prohibicionista no cumple con el 

segundo estAndar de e9crutinf y oporcionalidad. No es un instrumento, 

medio-fin, para alcanzar los fm se perados por la legislatura. 

no genera. 

Pruebas esta 

2011) y estndios empírico 
' Foundation y el de la Comi 

que la Polltica Prohibici 

' reduzca el nUmero ~e p 

s6lida9 (Encuesta Nacional de Adicciones 

la más alta sofisticación (el de la Beckley 

Global de Politicaa de Drogas) han roncluido 

combatir las adicciones. A con · 

no es un medio que instrumentalmente 

que consumen Cannabis ni sirve para 

se proporcionan razones empiricas 

que demuestren que en la experiencia comparada la despenalización del 

consumo de Cannabis tampoco tiene por efecto un incremento en el número 

de consumidores de la misma. Pruebas que el JUe-1: de Distrito tampoco 

toma en cuenta. En ese tenor, el estudio Cannabis Policy: Moving Beyond 

Sto.lema.te, formulado por la l'undación Beckley, determina lo siguiente: 
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•¡ ... ) la evidencia de los estudios evaluativos es que 
remover o reducir las sanciones para uso o posesión 
parece no tene.- efe<:tos en las tazas de consumo. ·~6 

"( ... ) Medidas para reducir sanciones o para 
descriminruizar la posesión y uso han sido adoptadas 
en numerosa.a jurisdicciones sin un incremento 
sígnif.cativo en el uso. Adicionalmente, esta.a ...,fonnas 
han tenido éxito en mejorar las consecuencias 
negativas del prohibicionismo.">' 

Esto es, la experiencia comparada antes citada nos demuestra 

que la regulación del consumo de Marihuana no tiene ningún efecto sobre el 

nümero de consumidores de cannabis. Asi, el temor de que un mayor 

nümero de personas consuman Cannabis no es razón para establecer 

prohibiciones categóricas, con sanciones penales. :e;n efecto, diversos 

estudios han puesto en evidencia que la reducción o elitnlnación de 

sa.nciones no tienen ningü.n efecto en el indice de consumo. 

Esto conduce a la conclusión de que la Política Prohlbi<:ionlsta 

es completamente irrelevante para el problema de riesgos de salud 'gUe se 

pudiera generar por el consumo de Cannabis. La Política Prohibicioaista no 

ha disminuido el nümero de consumidores, no ha impedido que los 

consumidores aumenten y, a su ve¡¡;, la ausencia de la Polllica 

Proh;bicionista no implicarla un aumento en el nümero de consumidores. 

Esta conclusión se fortalece por 1as pruebrui que:obran en el 

expedlente. Entre las pruebas ofrecidas por el quejoso se 4uentra los 

siguientes artlculos académicos; ' 

' 
l. "Politlcu poalbln plll'a la b:plf:ra.:IOD del C8.l!.Dabia: lu 

ocho "P" e-01no pWltO de partid.a". Beau Kilmer, PhD, Policy Designs 

for Ccin~ Legalization. Centro de Investig!l.Ción de Políticas sobre 

Drogas (Drug Policy Research Center), The American Joumal of Drug 

and Alcohol Abuse, v. 40, no. 4, julio 2014, p. 259-261. 

Tal articulo demuestra que si la legalización del cannabis es positiva 

o negativa para la salud y la seguridad püblica depende en gran 

medida de decisiones de indole regulatoria y el modo en que estas se 

implementen. Este ensayo presenta ocho de estas alternativas de 

diseño, que casualment:o en ingles comlenUlll todas con la letra •p-; 

•• J\Jnanda Feilding Conveno•, op.cit, pAg. 173. 
07 Jbidem, 180. 
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prod11cci6n \production), Ílll de lllcro (proút motive), promoción 

(pl"omotion), prevención (prevention),/ potencia {¡:íotency), pureza 

[purity), precio (price) y permanencta/tpermanen . De modo que el 

grado de incidencia asociado con la .fegulaci6n l cannabls depende, 

no de su regulación o prohibición, Sino del m elo regu!atorio que se 

adopte. 

La simple despenalW.ción no e's sufici 

!)" ...... f, ale.:tación en la salud de,."la pob 

~:a.o caso, la regulación adop,tada por 

·;:,· 1:1S concedido el amparo. 

e para concluir que había 

Qn. Habria que analizar, en 

ad.a Estado o el modo en que 

·~ t 

" ' "lm eto de la• le e. e es sobre uana medicinal 

en el uso de '!Darihuana entre oleacentea". isther K. Chao, M.O., 

fM.P.H., Madeline Benz a, Niko Zaller, Ph,D. b~ Otis Warren, M.O. e 

' John McConnell, Ph.D, The Impact of / , Kristín L. Rising. M.O. d y 

state Medico.! Marijuana Le 

' 
!ation 011 Ado!esl:en.t Marijuana Use. 

Joumal of Adolescent Healt . 55(2), abril 2014. 

·cas significativas en él. uso de marihuana 

antes y después de \ln c bio de polilicas en ninf;uno de los estados 

(EEUU]. En el análisi de ;egresión, no obsetyaron una mayo; 

probabilide.d general de uso de marihuana asocia*' con el cambio de 

\ politicas. 

De modo que se pue p;ede<:ir que habida cuenta de una regi.>lación 

adecuada de reducci de dahos y de prevención, no habria razones 

para que hubiera u a mayor p;evalencia en el \JSO de cannabis si en 

México también se egulara el acceso a !a planta para uso personal. 

En términos de lo examenes de escrutinio y ¡n-oporcionalidad para 

las normas que re · gen derechos humanos, esta pni.eba se debe 

emplear para con luir que la polilica prohibicionista no es medlo 

e.decuado, instrumental o idóneo, para reducir o evitar un incremento 

en la prevB..!encia en el uso de cannabis. 

3. Finalmente, el articulo "Efecto. de la• L<ete• Elltatale• sobre 

,, • Ciinnnbi• Me!UelD.al respecto al Conswno 4e C-nnabl.s por parte 

de Adolescentes" Lynrie-Lendsman, S. D., Livingston, M. D., !!!, & 

Wagena.ar, A. (2013). Effect.s of sw.Je m.edical marijuana laws on 
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ado/escent marijuana use. American Journal of Public Health, 103, 

1500 - 1506. DO!: 10.2105/ AJPH.2012.301L17. 

Este articulo acredita que tampoco las leyes sobre cannab;s pare. uso 

médico han afectado de una manei:a medib!J! el consumo de cannabis 

por parte de adolescentes durante los primeros años de su 

promulgación. 

E:n otraB palabras, los índices de consumo de Cannabis son 

independientes de que haya o no una Política Prohibicionista al consumo de 

Cannabis. La Politica Prohibicionista es un factor contingente e irrelevante 

para loa índices de consumo de Crulnabis. l<:sto es, se trata de una pOl,ltica 

pública que incumple con el segundo requisito de escrutinio. En resu~en, 

ea una politica que no es ins!J'umental para afrontar un problema de sé.l~d y 

que no combate adicción alguna. 
.~ 

Respecto a este punto, el Ju~do de Distrito guard,a silt.ncio. 

Se vulnera el principio de congruencia externa y exhaustividad, toda vez que 

no an~ los argumentos vertidos por el quejoso en relación a que sin la 

Política Prohibicionista·no se generarla menor consumo de estupefacientes y 

.que sin la misma tampoco habria un aumento en el consumo. Se hace caso 

omisc sobre la entera irrelevancia de la Política Prohibicioni~ta para reducir 

o incidir en el grado de consumo de Marihuana en Mi':xico. 

ttf . .El con.sumo de Mcuill.ua114 110 ge11- "" dcill.0 a fa;-""'• 
sino un. mero rte•go de dallo a fa: .sa.l:l<d' 

Por otro lado, los informes de la Fundación Becltley, antes 

citados, concluyen que el consumo de Cannabis genera un riesgo de daño a 

la salud. Esto es, que el consumo de Cannabi9 puede generar un dafio a la 

salud, pero que no necesariamente lo hace. El Máximo Trib1;1nal se 

pronunció sobre ese mismo punto en loa términos siguientes: 

"[L]a marihuana no supone un riesgo importante para 
la salud de las personas mayores de edad, toda vez qi.¡e 
sus consecuencias permanentes son poco probablea, 
mínimas o reversibles si su consumo no se inicia a 
edades tempranas.'"" 

'"Amparo en Revisión - resuelto el 4 de noviembre de 2015, por la 
Pnmera Sala de la Su~rte de Justicia de La Nación, Para Uegar " tal 
conclusión, la Corte invoca a su '"'"• entre otros mis, Los siguientes Mticulos 
académico:¡; 

-¡ 
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Si el consumo de Marihuana no necesariamente 

dan.o a la salud, una medida para evitar 9U consumo 

protege a los lndividuos de una afectación en su sal-u.d. 

El efecto inmediato generado por el consumo Cennabla (de 

conciencia alterada) no es un daño a la salud. La U.nica m era de suponer 

-,(\";; t· .. que la ~uana genera un dano a la salud, de forma · ediata y directa, 

\•º 
:-:::~{,"' ' 

' ' •.· · es suponer que el cuerpo es algo sagrado que debe s protegido de toda 
. ' alteracióil., cambio de percepción, de Bniroo, de esta de conciencia y de 

' éomporttfmiento. Pero el cambio de estado 'de con "encia no puede bajo 
' 

óptica alguna ser con,.iderado una afectación a la alud. Sobre !os efectos 

inmediato" de intoxicación relacionados al cona mo de ca.nnabis y de si 

estos pueden ser considerados un daño a la sal d ya se ha pronunciado la 

· de una evaluación de la Suf>rejpa'. Corte de Justicia de la 

o ·lit~t .cientifica en la materia, en Jos té<="J'< 

., 
• 

' 

"Las alteraciones tempo /es ocurren como 
consecuencia inmedia.ta del e nsumo de la marihuana. 
Algunoa de los efe<;tos que eden gene..ar son pánico, 
...::due<;ión de la ansiedad, estado de alerta, tensión, 
incremento de la sociab· ad, reducci6n gracÍ.Ual de 
funciones cognitivas motoras, pcrce~ones 
intensificadas de · -colores, sabores, 
sensaciones- o aluci 'ones vi"'-lales y/o auditivas. 
Así, al tratarse de efec s que dependen del esta4o de 
intoxicación qllc p oduce la marihuana, la• 

l. Fischcr, Benedikt, Jeffries, Victo· , Hall, Wayne, Room, Robln, Cl<Jldner, Elliot, 
Rehm J., •t.ower Risk Canna a Use Guidclines for Canada (LRCUG): A 
Narrative Review of Evidencc an Recommendations", Canadian JourMI of l'llblic 
Health. vol. 102, núm. 5, 2011, . 326; 

2. HaU, Wayne, "'!'he Adverse !i: tll of cannabis Use: What Are They, and What 
Are Theil" lmplications For Poli •, /nternalional Joumal of Drug Policy, 2009, vol. 
20, pp. 458-466. 

3. Hal\ Wayne, y Degenhardt, Louisa, "'!'he Adversc Health EITecta of Chronic 
Canoa.bis Use•, Drug · · and Ana/ysis. Sped.al Issue: CannabinDids part D: 
The curren! Situation WitH C inoids, vol. 6, núms. 1-2, 2013, pp. 39-45; 

4. Ashton, Heather, "Pharmac logy And Effects of Cannabi.s: A Bnef Review", Tlie 
BritishJoumal of Psychia vol. l 78, núm. 2, 2001, pps. 104-105. 

5. Douaihy, Antoinc, "Canna s Revisited', UPMC Synergie, 2013, pµs. 1-9, p. 3. 
6. Mehra, Berthllicr, Ju\i · , Straif, Kurt, Boniol, Ma.thieu; Voirin, Nicolas¡ 

Benhaim-Luzon, Veroniqu ; Ayoub, Wided Bcn, Dari, !man, Le.O\la.mri, Slilnane, 
Hamdi-Chcrif, Mokhtar, Sartal, Mohamed, Ayed, Fahrat Ben, y Sasco, Annie, 
"Cannabis Smoking and Riak of Lung Canccr in Men: A Paoi.,d AnW.ysia ofThree 
Smdies in Maghreb", Joumal of Thorac(c °'1eolagy, 2008, vol. 3, nú.m. 12, ppa. 
1398 y 1401; 

7. Reena, Moore, BrentA., Crothers, Kristina, Tetrault, Jcanette; Fiellin, David A,, 
"The Association Between Marijuana Srnoking and Lung Cancer. A SyBtematic 
Review", Archives of ln!emal Medicine, vol. 166, 2006, pp. 1359-1367; 

8. Hashibe, Mía, Morgenstem, Hal, CUÍ, Yan, Tashkin, Donald P., Zhang, Zuo­
Feng. Cozen, Wendy, Mack, Thomas M., y Ouenland, Sandcr, "Marijuana Use 
and the Rislc of Lung and Upper AerodigcBtive Tract Canccrs: Rt:au!LS of s 
Population-Based Case-Control Study", Cancer, Epidemiology, Biomarker:¡ & 
;>r.,.,ention, voL 15, núm. 10, 2006, pp. 1829-1834, p. 1829. 
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i.avestigaelone• l.ndlcan q11e son reveniblu y no 
repre1enhn un riesgo demoetndo para la aalucl."ºº 

,, 

Como se desprende de la literatu;a anterior, los efectos 

inmediatos de intoxicación del uso de Cannabis no implican un daño a la 

salud. Por otro lado, las afectaciones a largo plazo o crónicas asociadas COil 

el consumo de cannabis son inciertas y altamente discutidas en la literatura 

científ>ca. 

En este sentido, la Politica Prohibicionista no cumple con o;! 
aegundO estándar de escrutinio. No ea una medida instrum..+, me~jil-'f~ 
para alcanzar los fines esperados por la norma, toda vez que ~o se .~C~. 
que el consumo de Can na bis necesariamente genera un dañJ a l~~~.,j . ot _,.,_,,.,, 

por lo tanto, la Politica Prohibicionista no estEI. ligada a !a solucióri·~:f0-~ 
afectación en Ja salud. - >:0

.;.· • 

. •;, 

En conclusión, la Política Prohibicionista n¡¡ cu~~ ;o:n_ ~' 
segundo estándar de escrutinio. No es una medida instru~en·'.@j'~·:~, 
para alcanzar los ímes esperados por la norma, toda vei q().e no se aCTedita 

:¡,;\ 
que el consumo de Cannabis necesariamente genera un d.a:do a la salud, 

• 
\ino un mero riesgo de daiío; no hay una relación entre la política 

prohibicionista y el número de personas que consumen Cannabls, y la 

politiea no reduce el número de consumidores o, al menos, impide el 

incremento de los mismos. Esto es, los artículos impugnados no constituyen 

un medio siquiera remotamente adecuado para evitar los riesgos a la salud 

que puede generar el consumo de Marihuana ni para combatir las 

arllcciones. 

De lo anterior se desprende que la sentencia jmpugn.ada 

contraviene los principios de debida fundamentación y motivación, toda vez 

que aplica Indebidamente el estándar de inslnlmentalidad en las medidas 

que restringen derechos humanos, fijado por la Suprema Corte, y omite 

analizar los argumentes vertidos por el quejoso . 

••Amparo en Revisión - die lado por Ja Primera Sel.a de la Suprema Corte 
de Justicie. de Ja Nación el 4 de noviembre de 2014, citando a Ashton, Heather, 
•Phannacology And EllCcts of Cannabis: A Brief Review", The BritUh Joumal of 
1'$ye1Uatry, vol. 178, núm. 2, 2001, pps. 104-105. Citando tambio!n Doueihy, 
Antoine, •cannabis RC"'lisited", UPMC S¡¡n..~, 20 13, pps. 1-9, p. 3. 
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C. ANÁLISIS DE NECESIDAD: MEDI ldEllfOS 

RESTRICTIVO Y RESTRJCCIÓlf DE LO ESTRICTAMENTE 11' 

El tercer paso del eitamen que se debe hac 

medidas emitidas pcrr el legislador crrdinario, con el pro ·sito de restringir 

derechos fundamentales, es un examen de necesida . Partiendo de los 

p_recedentes judiciales enunciados en párrafos prece entes, e! aniilisis de ., 
ne~esidad implica lo siguiente: ~fp¡ara que km m idas emitidas por el 

.ÍeSislador ordinario ron el propósito de restrir¡gir 

sern ud!idaa, deben satisfacer al menos loli sigui tes requisitos: ... que el fin 
bUscado por el legislador no se ueda a/cariz razonablemente r otro<> 

m.e¡iios menos restrictivos de derechos ndame a les'""' 

. ' 
. LA FEG!':RA~ 
·'''Cll~f,Ai~ Por su parte, la Primera salad la S.,prema Corte de J\lsticia 

' ... ,,,_ UL ,\t 1t1ID:IJ 
""_q,-,5 ·' ' la Nación explicó loa pasos a seguir esta etapa e!! los· términos 

' l 

siguientes: 

"IE]l examen de necesid d implica corroborar, dj;i 
primer lugar, si eKÍSte!l o os medios con un grado "i.,I> 
idoneidad igual o superio para lograr los fines que se 
persiguen y, en segund lugar, determinar si esta$ 
altemativas intervien con me!lor illtensldad e! 
deTecho fundamental c:tado. El primer aspecto del 
test de necesidad es de an complejidad, toda vez que 
supone hacer un ca · ogo de medidas alternativas y 
detenninar el gTRdO idoneidad de éstas, es decir, 
evaluar su nivel de 1cacia, rapidez, probabilidad y 
afectación material de su objeto."3! 

En otras palabras, ara que las medidas adoptadas por el 

legislador cumplan con el están de nece9idad se deben cumplir con los 

siguientes requisitos: 

l. Que Ja linalidad p' guida no se pueda alcanzar por medios 

menos resb"ictivos. Esto es, que Ja política pública constituya el 

medio menos restri tivo. 

2. Que no se afecte en Jos derechos más allá de lo eslrictw:nente 

riecesano. 

'ºRESTRICCIONES A. WS DERECHOS FUNOA.MB:NTA.LES. B:LEM&NTOS QUE B:L 
JUEZ CONSTITUC!ONA.L DEBE TOM/\R EN CUENTA. PA.RA CONSIDERA.RLAS 
VAL!DA.S. Novena Epaca; Registro, ló'1209; Instancia, Primera So.la; Tesis Aislada; 
Fuente, Semanario Judicio.J de la Federación y su Gaceta; Tomo XXV!l!, Julio de 
2008; Materia, Constitucional; Tesis, la. t.XVI/2008; Página 462. 
'' Amparo en Revisión - resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nació~viemt>re de 2015. 

¡ 
' 
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Es menester señalar que en los p~cedentes jurisprudrutciales 

norteamericanos se han desEL1Tollado otros dos criterios útiles para 

implementar el examen de proporcionalidad, a saber: la •exi:esiva inclusión" 

y la "insuficiente inclusión". El primero se refiere a que la norma no es 

adecuada si incluye en su supuesto casos que no deberia de cubrir segUn el 

fin que se busca satisfacer con la misma. Esto es, que la norma no debe 

restri.cgir el derecho en juego más allá de lo estrictamente necesario para su 

fin. El segundo concepto, el de "insuficiente inclu&ión", se refiere a lo 

contrario. Dispone que la norma no debe prever menos <;asos de los q«e 

debieran estar contemplados para alcanzar la ímalidad que se busca con la 

regu!aeión. Estos dos conceptos no son ajenos a los tribunales mexicanos. 

El análisis de necesidad consiste en evaluar si la Politica 

Prohibicio:l.ista a la siemb•a, cultivo, preparación, posesión y demi'<a 

conductas relacionadas con el autoconsumo de Cannabis, en los artículos 

235, 237, 245, fracción J, 247 en su Ultimo párrafo y 248, está 

confeccionada a la medida, que no se afecte los derechos restringidos mits 

allá. de lo estrictamente necesario y que la medida empleada sea la ~nos 

restrictiva posible. ~ 

t 
Al respecto, el Juzgado de Distrito allnna indebidamente qtie la · 

medida sí es necesaria, pues sin ella se frustra.ria el objetivo de la Ley 

Geneml de Salud. Esto es, que el objetivo de la poliljca prohibicionista es 

tan importante, que mejor DO practica la tercera gz-ada del examen: 

"Ahora bien, en lo que se refiere al req11isil.o de 
nece&!dad, debe analizarse si las normas reclamarlas 
constituyen una medida necesaria para proteger la 
salud y el orden público o si, por el contrario, existen 
medidas alternativas igualmente idóneas que afecten 
en menor gz-ado el derecho al libre desarrollo de la 
personalidad. 

"Al respecto, no debe perderse de vista que la 
finalidad que per.igue el Ealt.do con•ialtcntc en 1a 
protección de 1a ealud rceulta bnperiou., pu• 
exlaite una obU¡aclón constitucional de garantlzar 
POeltivamente la ulud. Desde ese punto de vista, la 
deternUnación de la existencia de una medida 
alternativa que restrinja en el menor gz-ado posible el 
libre desarrollo de la personalidad no puede ni debe 
centrarse de manera exclusiva en dicha libertad 
individual, pues debe considerar11e que las normas 
pretenden dar eficacia a 1a dlmcnlll.lm eodal qne 
tiene 1a protece16n de la salud, que impone al Estado 
el deber de atender lo• problema• de alud que 
a!eetan a 1a eocledad en general, entre los cuales se 

: 
! 
: 
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consideró el consumo de marihuana. 

"En ese panorama, no czlate >ma medid.a ente 
l.d6ne11. y me:a.o• N•trlettvv. que la limi c1on de los 
actos consistentes en la siembra, cul vo, cosecha, 
elaboración, prepar-ación, aco icionamiento, 
adquisición, poses1on, comercio, transporte en 
cuelquier forma, prescripción mé ca, suministro, 
empleo, uso, consumo y, en g eral, todo acto 
relacionado con marihuana, exclus· amente a los fines 
médicos y cientificos, e• al eon&llDIO 1e ha 
ldentlftcv.do como un oble de olgd iiblk:a 
reaglta -tlftcada la lnterve t6n. e11.tatal, l!liucime 
que el objetivo má.s amplio la política de salud, 
pernigue impulsar la protecció a todos los mexicanos. 

desapercibido que la 
a Corte de Justicia de la 
ente citado, consideró que 

trictivas a la prevista en los 
embargo, de11de el enfoque 
tado ue hn lle• una 

ob na1 en 1• materia no ea 
poaiille tomar e11. ldn eoJD.o attemattv.11.. 

"En,/ efecto, si se,".' co siderara que los e.rticulos en 
cue~tión establecen na medida innecesaria y, por 
end'e, se le otorgal-a quejoso la autorización par¡i. el 
des'arrollo de las ac vidades que solicita, se le estli,ria 

1 Peimitiendo el eje 'cio de un derecho sin mayol:ea 
\- ,lirieamientos para Uo, eon lo• po•tble• rlugo• q\u. 

,., >":'!').- ueda lm llear en relación eon dereehoa de 
,rrceros, al no e tll- un marco regulatorio legislativo 
y administrativo ue eatabl=a modalidades para su 
ejercicio, cuando nivel mundial, dado el impacto que 
tiene en la sal d pública, La legalización del llSO 
recreativo de marihuana se ha dado mediante 
procesos de de beración democratice. y con marcos 
regulatorios int

1 
ales que hacen posible el ejercicio de 

ese derecho "j garantizando a!li, las mejores 
condiciones p los usuarios y para terceros. 

"!nclllSO, en e caso, la ausencia de esa estructura 
normativa con uce a que una eventual concesión de 
amparo para efecto que se otorgue Ja autorUación 
sanitaria al q ·oso, por estimar que las reslricciones 
reclamadas es innecesaria, lejos de constituir una 
reparación efectiva en el goce de los derechos 
vulnerados, dejarla al promovente en un completo 
estado de inseguridad juridica, pue• exeluyO de •U 
•olicitud lo• acto• de co:inerclo• y el pre•upue•to o 
parte inicial de la cadena de autocon•umo que e• la 
adout.lción de la sn•rlhuana, no tiene en la 
actualidad una via licita. De manera que, para poder 
tener los beneficios de la autorUación respectiva serla 
necesaria Ja comisión de diveroos delitos previstos en 
normas punitivas de la Ley General de Salud y del 
Código Penal Federal, que no formaron parte de la 
impugnación del quejoso. 
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"Así, atendiendo al marco juridico -vigente en el Estado 
mexicano, las restricciones reclamadas son necesariBB 
para garantizar la protección de le salud y el orden 
püblico." 

Son tres los a:rgumentos suscritos por el Juez de Distrito; 

e. Que la persecución de la salud por el e3~0 es muy 

im]JOrtante y que, como consecuencia, no 1*"alizara un 

anélisis de necesidad. 

' 
b. Que el quejoso exi:luy6 de !nl solicitud los ac~~de comen:io 

y los necesarios para la obtención inicial de':-la planta o 

semilla de cannabis. 
' ,, 

c. Que si se le concediera el amparo y se le auto~ 
personal de cannabis, podrie afectar derechos 

Los argumentos del Juez de Distrito son · _ evantes a 

propósito de un anQ.lisis de necesidad de una política pública clic restrinie 

" derecllos humanos. A continuación se desvirtüan las ruanes de la 
'i; 

sentencia de amparo; ·;;· 

~·-., Supue1bl lmport1m.c1a del obj111tlvo ¡netend.idlt1 Afirma 

' el Juez de Distrito que, 'li el nivel o Importancia del fm perseguido·-~ muy 

imponante, entonces puerle ornitir llevar a cabo el an<ilisis de 

proporcionalidad, a partir de! cual se analiza Bi la medida adoptada e9 la 

alternativa men09 restrictiva. 

Los pre<;edentes de la Suprema Corte obligan a que se lleven a 

cabo los exémenes de escrutinio y proporcionalidad, inde]Jendientemente de 

cuán importante sea la finalidad de la. restricción llevada a cEibo por el 

legislador. Cumplir con el primer paso del examen, la finalidad ÍffiJJOrlante, 

no exime de la revisión de los demás pasos de tales e:dmenes. Asilas cosas, 

~encuentra indebidamente motivada la sentencia de amparo. 

b. 9"11.puesta Lmpolll.bUtdad para obtener la planta 

Lniclalmente. Afuma el J1<ez de Distrito que el quejoso se encuentra 

impedido para adquirir la planta o semillas de la misma., pues en su 

solicitud ante Cofepris omitió req1<erir un permiso p!l.l"a la importación o 

adquisición inicial. Tal afimlación se deriva de una inadecuada apreciación 
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de la solicitud fonnulada por el quejoso para la 

autorización para el uso de cannabia. La solicitud q 

autoridad es, en su parte medulaT, del tenor siguiente· 

genero el acto de 

' .. , 

"Con apoyo en lo dispuesto por los ·culos !º, 4°, 8° 
y 133 de la Constitución Politifa de s Estados Unidos 
Mexicanos, 234, 235, 237, J,;1-5, 2 8 y 368 de la Ley 
General de Salud, 3° y 14 de Reglamento de la 
Comisión Federal para la./Prote Contra Riesgos 
S!lltitarlo.s, vengo a solicitaT se me expida 
autorii:ación para la real' ión de los actos 
relacionados con el consu personal con fines 
recreativos del 
•cannabis Sativa"( sativa, indica americana o 

~v rp.~guana, su resina, prep ados y semillas), asi como 
del-. psicotropico THC el.rahidrocannabidol, los 
isómenis 66a (lOa), A6a { , 67, ll.8, t:..9, ti.10, h.9 (11) y 
sus variantes estere químicas) (conjuntamente, 
"Marihuana') consiste es en la siembra, c1>ltivo, 
cosecha, preparación, posesión, transport<.: de las 
mismas la ltn l6n ad ui1Jlci6n de la 
semilla. Esto es, so cito autorización sanitaria para 
que el peticionari pueda consumir Marihuana 
regularmente y de la forma personal y con íines 
meramente lúdicos recreativos. 

"Asimismo, solici 
· ·'-.~.- derechos corre la 

"'"'' semillas, ra, cultivo, cosecha, preparación, 
acondicionami to, posesión, transporte en cualquiet 
fonna, empl uso, consumo, importación, y, en 
general, todo to relacionado con el consumo lúdico y 
pernonal de;¡,~-' ,.uana por el peticionario, ei<cluyendo 
expresamen los actos de comen:io, tales como la 
distribución, najenación y transferencia de la misma..• 

{Subrayado y ~níasis añadido) 

De la lec a de la solicitud formulada por el qutjoso a la 

Comisión Federal para Protección contra Riesgos Sanitarios se desprende 

que expresamente selle tó autorización para la importación y adquisición 

inicial de la semilla de cannabis. Entonces, el quejoso no "excluyó de su 

solicitud los actos de co ercio y e! presupuesto o parte inicia/ de la cadena de 

autoconsumo que es la adquisición de la marihuana.• La sentencia de amparo 

se encuentra indebidamente fundada y motivada sobre ese r<.:specto. 

·- Supue..to a d.116.os dt1 terceros. El Juez de Distr:ito 

a:finna que, si se concediera al quejoso el uso de cannahis, podr:lan 

generanie daños a terceros. Si el uso de cannabis •genera da.Ws a lerceros" 

descansa en div.:=rsa información para la que se requieren conocimientos 
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cientlficos. Si para esclarecer tales puntos técnicos no se apela a los 

especialislas y científicos sob"re tal materia, pues entonces el Jue¡>; no tiene 

otra alternativa. que basar su resolución en prejuicios sociales y conjeturas 

sin sustento empirico o cientifico. 

De las pruebas que obran en el expediente se desprende el 

consumo personal y raronado de cannabis no perturba o afecta las acciones 

de tercero algund. Los efectos dei cannabis los reciente, =clusivamente, la 

persona que la consume, sin que haya efecto pernicioso alguno para el resto 

de la sociedad. La. afectación directa la sufre la persona que lo consume. Así 

las cosas, esa última afinnación tEltnbien se encuentra indebido.mente 

fundada y motivada. 

Abordados los argumentos de la sentencia de amparo, se 

retoman las razones por las que la Política Prohibicionista no cumple los 

element,;s del análisis de necesidad. En efecto, la finalidad perseguida ~e 

puede alcan:wr por medios menos restrictivos, y se afectan derechos más 

ali.a de lo estrictamente necesario. 

;_, ;;,· 
La Política Prohiblcloalllta :no es la alf:tirm.tiva m¡/;_¡,• 

,$:­

Existen diversas altern.e.tivas menos restrictivas para alcanzar 

los fines que pretende perseguir el Esta.do. Es pertinente destacu lwi 

alternativas que otros países han adoptado o que se han uUlizado en México 

para. regular otras substancias, para así conlrll&tarlas con el modelo 

mexicano de prohibición al a.,toconsumo de Cannabis y determinar si. !a 

medída adoptada por nuestra ley es la numos restrictiva y proporcional 

entre el fm buscado y la afectación a los derechos humanos de los 

particulares. 

i, Pnl....,ru Att..rnattwz, modelo holarsdia 

Una primera ·alternativa para regular el consumo es el de 

restringir Jos lugares donde se puede comprar y consumir Cannabis. Se 

generan espacios donde el Estado tiene más control de la cantidad y calidad 

de las substancias que se están consumiendo, pero sin anular et acceso al 

consumo de Cann.abis. "' 

" Esto!! es el modelo de los "Cnffe Sll.ops" holandés. 
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ll:n palabras de la Primera Sala de la S 

Justicia de la Nación: 

•En Holanda e;riste un esquema rufe 
regulación del consumo de marihuana, unque en este 
pals nunca se ha legaliz.ado la pr ducción, dicha 
actividad no se ha supervisado ni sancionado 
efectivamente. El comercio de 1 sustancia está 
restringido a los cnf!ee s ps -d enninados centros 
de distribución- los cu s están ujetos a reglas muy 
especificas, corno res · clones e las cantidades que 
pueden almru:..nar y ve der a un persona. "l' 

produCción nacional de 

excluyen citas internas) 

ar el consumo es la adoptada por la 

modelo del Uruguay es un mixto de 

, asi corno autorización de producción 

nsumo bajo inspe<:ción del Estarlo. 

elo Uruguayo son i) que sea el estado 

re calidad y es¡:iecificaciones técnicas de 

a; ii) el control sobre ireas de cultivo y 

proceso de producción· iii) torgamiento de licencia.. y registro de 

productores de cannabis 'tación de los lugares en Jos que se puede 

producir; iv) hay clubes nabis de entre 15 y 45 miembros, con hasta 

99 plantas cada club, y ) s permite una producción individual de hasta 6 

plantas por persona. 

identif<có el modelo de 

restrictivo, en los t 

S a de la Suprema Corte de Juslicia de la Nación 

guay como un modelo menos alternativo, menos 

siguientes: 

y, en cambio, el Estado asume plename:o.te 
y la regulación de la comercialización, 

producción y distribución de la marihuana. Con todo, 
tambi<ln se autoriza el cultivo reducido a un número 
mínimo de plantas en casas habitación, as! como un 
nümero mayor en asociaciones que no excedan 45 
miembros. También se expiden autol'Uaciones para 
productores que a su v~ venden la marihuana al 

•> Necesidad de la Medida. Amparo en Revi$ión - 11:we!to el 4 de 
noviemb11: de 2015, por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, citando a su vez a Reutcr, Peter H., 'MarijuMa 1"'gal:iuttion. What CM Be 
Leamed from Other Countries", Worklng prJPer. Druf1 Po/icy Resean;h Center, 2010. 
,. Ley N" 19.172 'Marihuana y sus Deri<Jados•, publicado en el Diario Oficial 7 de 
eneto 2014, de la Repll.blica Oriental del UrugUay. 
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gobierno. En cuanto a su adquisición, una pemona 
puede oomp:rar hasta 40 gramos al mes y un instituto 
estEll:a.I fija el precio de la marihuana. Este instituto 
también lleva un registro confidencial de consumidores 
y un registro de productores. Al respecto, cabe aclar!II 
que sólo los ciudadanos uruguayos o residentes 
permanentes pueden adqu.irir la marihuana. Por lo 
derné.B, esta prohibido el cultivo, pToducción y venta no 
autorizada ni regisb-ada ante dicho instituto.~ 3S 

(Se omiten citas internas) 

,· . ...¡\I _, 
W. Tere11ra Altematt~, Tabaco 1J Alcohol ¡f"' G:;:'.f~. 

!ff- ~':¡;~.- ;:j~· 

El exitoso sistema establecido por la Ley Generrd. t;;aY,J, 
j;f:_ -o.,."·';,·:-'., 

Control del Tabaco. Esta ley genera un eficiente sistema de oriew:,~6W-

educación, prevención, producción, distribución, comerciali'jl.j'~$;_ 
importación, consumo y publicidad del tabaco. De igual fonu·;f~J)'t!;)l'.~<bt; 
mmera efectiva la salud de Jo,. fumadores de tabaco-~..,dóf.~~ 

~'.'.·~··Df_¡~ 
explicitamente de los riesgos inherentes al consumo de cigarrill?s, sin caer ' 

en el extremo intrusivo de prohibir a cada cual fumar o no. 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de-la Nación 

ya ha reconocido el modelo adoptado para el control Ley General para el 

Control del Tabaco como un •rtgimen de pennisión controlada" y como 

alternativa menos restrictiva al adoptado por le Ley General de Salud, en !os 

tenninos siguientes: 

"De acuerdo con la Ley General para el Control del 
Tabaco, se encuentra estrictamente prohibido la venta, 
la distribución y el suministro de tabaco a menores de 
edad; prohibición que se extiende a las instituciones 
educptivas públicas y privadas. Por otro lado, tambien 
se pTohibe el consumo de tabaco en los espacios 100% 
libres de humo de tabaco; ~cuelas públicas y privadas 
de educación básica y media superior: lugares con 
aoceso al público; y en fu"erui interiores de trabajo, 
p(:¡blicas o privad¡¡_g. En cambio, la producción y 
comerelo se sujeta a diversas disposiciones 
administrativas. Finalmente, sólo se pennite la 
publicidad sobre su uoo cuando esta dirigida a 
mayores de edad a traves de revista:! pani. adultos, 
correo y dentro de establecimientos de acceso exclusivo 
para adultos."36 

'' Necesidad de la Medida. Amparo en Re-visión - resuelto el 4 de 
noviembre de 2015, por la Primera Sale de !a Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. 
'º Necesidad de la Medida. Amparo en Revisión - resuelto el 4 de 
noviembre de 2015, por le Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, ~iendo referencia a los artículos 17, 23, 26, 27, así como algunas otras 
reslricciones para productores y vcnded<>Tes d" productos de Tabaco. 



{S~excl en citas internas) 

En el mismo sentido, el Máximo ribunal reconoció al r~gimen 

para el control en la venta de bebidas ; hólicas como una alternativa 

menos restrictiva e invasiva al contenido,.én la Ley General de Salud para el 

r nabís: ,/ 

"Del mismo modo, y General de Salud establece 
prohibiciones para ender o sumuustrar beúidas 

f alcohó/icmi a menor s de edad. Como medida de 
f de Salud establece además los 

' }' 
sangre y en aire expirado para 

conducir tares y manejar mecanismos, 
• ,, instrumentos, aparatos o sustancias peligrosas. 

Respecto a la blicidad del producto, la ley establece 
que toda be da alcohólica deberé. ostenta:r en los 
envases la 1 enda "el abuso en el consumo de este 
producto es nocivo para la salud", escrito con letra 
fii.cilroente l gible, e!\ colores contrastantes y sin que &e 

invoque o se haga referencia a alguna disposición 
legal."37 

(Se =cluyen citas internas) 

. 
lv. AlteMr.atftllll, Pol!t'lcaa Bduccitt¡ocq- y de scihut 

• 

f 
·:. 

]Vlexicano verdaderamente considera penuc1oso 

para Ja salud 

públ;cas que redu 

onsur/.o de Cannabis, puede implementar politicas 

relacionados con 1 ·ca de fiscalización. Incrementar la inversión en 

investigación y "si del impacto de diferentes politicas de drogas. 

Remplazar la crirn'i>"''Í'ción y el castigo de las personas que a conciencia 

utili2an drogas, p r oferta de :<1ervicios de sa:tud y tratamiento para 

aqueU0:<1 que los n cesitan. Esta.&, por cierto, son algunas de laa 

recomendaciones 1 Comisión Oloba:t de Políticas de Drogas.Ja 

era Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Unión, 

ahonda en ese pun , en los t6-minos 9iguiente:<1: 

'' /dem. 

"Ahora bien, es importante seii..:tar que tanto la 
legalización del consumo de marihuana en otros 
países, como la penni:<1ión del consumo de tabaco y 
alcohol en México, han ido acompañadas de politicas 
io:luca!il.lllS y de salud. En este sentido, se han 
implementado diversas campañas de información sobre 

,. La Guerra contra las Drogas y el VIH/SIDA: Cómo la criminalizacibn del uso de 
drogas fomenta la pandcmia global. Informe de la comisión global de polltieas de 
drogas, junio de 2012. 
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los efectos adversos a la salud del consumo de dichas 
sustancias, asi como programas sociales para atender 
los dailos a la salud de las peracma.s que nan 
desarrollado una adicci6n. Al respecto, puede decirse 
este tipo de políticas también formarian parte de una 
medida altemativa a la prohibición que ahora se 
analiza, la cual conslstirla en térm.inos generales en un 
régimen que sólo limita el oon.sumc de marihuana en 
determinadas circun.stancías y que paralelamente 
comprende la implementación de politicrui püblicas 
educativas y de salud."39 

(Se omiten citas internas) 

Q:u.l1<ta Alternativa, prúctccas/oea.tisa:das et. re~ct6n. d~ 
daflo ' 

~ 
l\ 

Adicionalmente, ae pueden implementar políticas de salu~ para -. 

cada uno de los riesgos especificas que genera el consumo de Cannb.bis, 

como a continuación se expone: 

• 

• 

• 
~.· 

Si uno de los únicos riesgos plausibles para terceros e~e los 

consumidores de Cannabis pudieran generar accidentes defh.tmsito, 

ya hay instrumentos --similares a los alcoholímetros- para 

determinar s.i un conductor está bajo la influencia del Clinll.abis. 

Regulación y operaciones para disuadir que !os conductores manejen 

vehículos bajo la influencia del Cannabls pueden ser implementados 

con facilidad. Asimismo, los empaques de Canna.bis podria.n tener 

advertencias similares a las de d.lversos mecanismos que advierten 

sobre el uso de automóviles y de maquinaria pesada. 

Uno de Jos riesgos plausibles asociados con el consumo de Cannabis 

es el riesgo de generar enfermedades respiratorias. l':ste riesgo no esta 

asociado con todo el consumo de Carmabis, sino eJ:clusivamente con 

fumar Cannabis y en juntarlo con tabaco, mediante pipas, "cigarrillos" 

o "porros". Se ~pueden eliminar los riesgos rospiratorios del uso del 

Cannabís al sustituir fumarlo por consumirlo oralmente. Sí se iJ'lSiste en 

fumar el Cwmabis, se debe evitar la t<!cnica de inhalar e! Cannabís y 

retenerlo, pUes aumenta la retención cie pe1rtícu/G.s de m.ateria y de 

alquitrán. Es posible minimizar los daños de fu.mar usando 

vaporizado,-w. E:n otras pal.abras, uno de los pocos riesgos asociarlos 

con el consumo de Cannabis no es p,-opio del consumo de Cannabis, 

,. Necesidad de la Medida. Amparo en Revisión - resuelto el 4 de 
noviembre de 2015, por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. 
""Amanda 111'ilding Convenor, op.cit, pág. 57. 
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sino de la forma espe.::ffica de consumirlo fumilndolo en "eig:~p:« 

"porros•. 

Para tales riesgos se podrían elaborar campaña" selud que 

tuvieran por objetivo desincentivar fumar el Cannabis pero no otras 

fonnas de consumo. 

Si uno de los riesgos del consumo de Cannabis 

dificultad para disminuir el consumo o dejar! entonces se debe 

desincentivar el uso excesivo o habitual del ·smo. Al respecto, el 

estudio de la FUndaclón Bockley estable.::e e para evitar esta.do de 

dependencia se d~be reducir el consumo Cannabis a una vez por 

semana o en menor cantidad.•' Esto e el consumo moderado y 

esporir.dlco, de una v= a la semana o m os, no genera dependencia, 

por lo que sería menos restrictivo, p a combatir las e.dicciones, el 

acotar cu!l!quler política püblica a los consumidores que ya se 

encuent<an bajo la dependenci del Cannabis, o aquellos 

consumidores de uso "intenso~ 42 q e se encuentran bajo el riesgo de 

generar dependencia. ' 
Sobre este punto la;Su ema Corle de Justicia de la Nación 

también se ha pronunciado: 

"[U]na serie de elementos que podrían constituir una 
medida alternatiVa a la prohibición absoluta del 
consumo !Ud.ico,y recreativo de marihuana tal como 
está configurada. por el "sistema de prohibiciones 
administrativa~• impugnarlo por los quejosos: (i} 
limitaciones a 1!os lug!ltes de consumo; {il) prohibición 
de conducir v<fhiculos o manejar aparatos o sustancias 
peligrosas bajo los efectos de la sustancia; (W) 
prohibiciones a la publicitación del producto; y (iv) 
restriccione~ a la edad de quienes la pueden consumir. 
Como puede observarse, se trn.ta de medidas que vistas 
en !ll,I CQJ1junto rw prohfben el consumo de forma 
absoluta iy, en contraste, s6lo limiian la realiu.ción de 
las actividades relacionadas al autoconsumo de 
marihuana en supue3tos muy acotados.•""' 

•• Los consumidores podrian minimizar el riesgo de dependencia reduciendo la 
frecuencia de uso a una vez por semana o menos y evitando el uso diano que 
acartta el riesgo más alto de generar dependencia. (La traducción es nuestra) 
"Crmnabis users could minimise the rislrn of dependence by reducilig l.heir 
frequency of ,_¡se to wee!cly O"!" less ollen, and by avoiding daily use which carrles l.he 
highest rialc of depen~ence. • lbidem, pt'lg. 58. 
••El uso diario o casi diario. Ihidem, plig. 17 
•• Necesidad de la Medida. Amparo en Revisión -' resuelto el 4 de 
noviembre de 2015, por la Primera Sala de la Suprema Corte de Ju,.ócia de la 
Nación. 

' 
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Como ya fue acreditado, existe una pluralidad de alternativas 

menos restrictivas de los derechos a la libre autodeterminación, libre 

desarrollo de la personalidad, libertad corporal y identidad pernonal, con 

mejores res\lltados en ta consecución del fm perseguido por el Estado 

mexic!lJ'lo en la legislación que se combate. 

Por ende, la Polilioa Prohibicionista no cumple con el tercer 

requisito del examen de escrutinio de las normas que restringen derechos 

humanos. El prohibicionismo no es proporcional, toda vez que existen 

divenias alternalivas menos restrictivas del derecho que podria emplear el 

Estado mexicano para obtener los resultados que persigue mediante la 

Polilica Proh;bicionisLa. 

:2. Se restri.D.ge mJ.a de lo eetrlcta.mente neceaarlo 

Se debe anafu:ar si la meclida que afecta los derechos de 

autodeterminación, libre desarroUo de la peTsonalidad, identidad personal, 

libertad individl.lal y disposición sobre la salud p!mional, es aquella que 

restringe en menor medida los derechos del quejoso. En otras palabras, si la! 

prohibición categórica fuese la alternativa menos viable, entonces se debe~ 

' analizar si las medidas son confeccionadas a la medida y si no abarcan o"" 

restringen los derechos m.its allá de lo estrictamente necesario. 

Debemos analizar si la Polit:ica ?rohibicionista es sobre­

incluyente en la restricción a los derechos del quejoso para perseguir los dos 

objetivos de la norma. Así, sí el objetivo de la Politica Prohibicionista es la 

protección de la salud y e! combate a las adicciones, entonces solo se debe 

prohibir el consumo de Marihuana ahi donde pudiera generarse nn daño a 

la salud o donde hay adicción o dependencia a la Marihuana. Como se 

expondrá a continuación, la Política Prohibicionista prohibe mayor 

autoconsumo de Marihuana que el estrictamente necesario para proteger la 

salud y combatir su adicción. 

Para llevar a cabo este análisis, es apropiado retomar el estudio 

formulado por la Fundación Becldey, que expresa los riesgos a la salud que 

puede generru- el consumo de Cannabls: 

"Un conductor bajo !os efedos del cannabis tiene un 
mauor rU!11go de chocar. Fumar cannabis 
probablemertt" Clumenta los l"femo.t de desonfen,es 
mp!ratol"foa. Consumidores regulares rorntn el l"l•ago 

¡ 
1 

1 
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de gene.-ar deperul!trnd.ii en la droga --4ificultad para 
disminuir el consumo o dejarlo. Entre las romplejas 
interacciones entre cannabis y desordenes mentales 
u.so de cannabis anee .n¿mentar el rle o 
sintomQ:IO psicóticos. 

"Claramente, en algunos mercados, e! cannabís 
se ha uuelto más fuerte en tenninos de contenido 
en años redEintes. Paro un consumidor inge 
puede ser problemdticv, aunque es 
imposible morir de sobrednsl$ (con sólo s muertes 
registrodas a niuel mundial}. Paro un fumad r qi¡e busca 
un estado particular de intoxicadón, y cu ifico. la dosis 
en concordancia., algurws han alegado qu cannabis más 
fuerte es de heclw mertt>.'l dañina para salud, ya qi¡e 
e/ consumo de! produclo de combustión 
~/mente nociva es red cida. A/gultaS 
'eudlµaciones mds n·gurosas son necesarias paro 
ami/izar las causas y consecue cias de superiar­
Contenidc de THC y de los ca la rnciona/idad 
entre THC:CBC en el connabiil m 

"Los darios a la salud por el son claramente 
suficientes para justificar regu ción substancia/ sObre 
su disponibilidad y comercia/" ci6n. Es importante que 
los riesgos a la salud por el nabis sean comunicados 
11 sus usuarios. Por <Jtro las políticas p!lbli'1as 

. · . ·1J:l¡¡pen tomar en cuenta riesgos relativos ;t.n 
· ·:.::r:mparación a otras cond as comunes que generan 

cierl.os riesgos. Bn un compruuti.uo, los riesgos 
"1bn bajos. Por ejemplo, lo daños a la salud asociados 
con el tabaco y e/ a/coho son claramente mayore:i que 
aquellos relaciona~ el cannabis"<• 

ubrayado y <':nfasis anadido) 

Se puede apreciar que 1 consumo de Cannabis genera algunos 

riesgos plausibles especificos a las ud, tales como los siguientes: 

• Aumento de probat¡· dad de desordenes respiratorios. 

• Riesgo de generar d endencla en consumidores regulares. 

• Riesgo de síntoma sicóticos. 

• Riesg<l de generar cidentes si se maneja bajo la influencia del 

Cannabis. 

Es necesario aclarar que los pr-im.e<"os tres son riesgos a hacia 

!a salud propia y el último -sobre riesgo de accidentes de tTánsito- es un 

riesgo tanto a la salud personal, como a la de terceros. l!:ste ültimo riesgo es 

el ünic:o que plausiblemente genera el consumo de cannabis hacia terceros. 

No obstante, este riesgo no es derivado exclusivamente del consumo de 

<4Jbidem,pég>;.171-l72. 

' ' ' ¡ 
1 

1 

1 
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Cannabis, sino de la conjunción entre el consumo de coinnabis y el manejo 

de vehiculos. 

Ademl4, algunas pruebu ponen en tela do juicio si el cannnbis 

reamen te genera accidentes de tránsito. El articulo "Marihuana & Seguridad 

en las Calles, Un llamado pw-a politiCPs públicas basadas en hechos, no 

miedo". Drug Policy Alliance, 2016, concluye que las personas bajo la 

influencia de cannabis son consientes de su estado alterado de conciencia y 

suelen manejar con mas cuidado. 

Sea como fuae, inc:luso si sí hubiera riesgos de accidentes de 

transito, entonces sólo las medidas directamente orientadas a reducir tales 

riesgos cumplirían con el examen que ahora se realiza. Sólo las medidas que 

' se focalizaran en tales daños potenciales pasarian el análisis que se'e!B.bora 

sobre restricciones rniis allá de lo estricta.mente necesario. C~uier 

restricción adicional seria una medida sobre-incluyente que limit~a los 

' derechos de los consumidores mii.s alli\. de lo esaictamente necesario~ 
' 

f. Rfe11110 de· genmur d~sórden.es no1pirqlorlos ~·, 

~ 
Uno de los riesgos asociados con el consumo de Cannabis es el 

riesgo de gene,.ar enfermedades ,.espi:"atorias. Este riesgo J\o esta asociado 

con todo el consumo de Cannabis. sino exclusivarnei:tte con fumw­

Cannabis, en especial en conjunto con tabaco. mediante, poi-- ejemplo, pipas, 

"cigarrillos" o "porros". Se "pueden eliminar los riesgos re.s,,Watorios del uso 

del Cannabis al sustituir filmarlo por consumir/o oralmente. Si se insiste en 

filmar el Cannabis, se debe evitar la técnica de inhalar el Cannabis y 

retenerlo, pues aumenta la retención de partlcu.las de materia y de alqllítrá11. 

Es posible minimizar los daños de filmar usartdo V"l'orizado,.••. En otras 

palabras, uno de los pe>cos riesgos asociados con e! consumo de Cannabis 

no es propio del =nsumo de Cannabis, sino de la forma espe<;ifica de 

consumi:"lo. 

Por lo tanto. cualquier medida orientada a salvaguardar la 

salud de los consumidores y evita!" desOrdeIJes respiratorios debería estar 

directamente orientada a disuru:lir e! consumo reiterado y habitual de 

Cannabis, mediante "cigarrillos" y "porros", pero es sobre incluyente si 

t.ambi<ln abarca el consumo oral y el consumo mediante vaporiza.dores. Asi. 

45lbidem, pá.g. 57. 
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las cosas, le. Polltica Prohibicionista res~ más allá de !o 

necesario para prevenir desordenes respiratorios. 

ti. Riesgo de gen.erar depen.denda 

Si Consumidores regulares corTen riesgo de generar 

dependencia en la droga, entonces parecerla aprop· do regul8'.r el c.onsumo 

•eiterado, o bien, regular el consumo de la personas' que ya son 

dependie<1tes de la misma, pero no el consumo entual. En fi..recto, un gran 

número de personas que consumen Cannab; no son deJndientes de la 

~~m·~ .': 

' 
' 

. .,...,o!;º'_.,'.~'-·. 
.1:~."c\,; .. "-,' 
·--y;í.~~·".1 .. ·.-~ ~ti'-, 
·(.~.Ji:~_-',,•' ;~.~:J~: Al respecto, el estudio de la Beckl~ establece que 

~~.~:&:::~-'.·:-;,'.\,.\'para evitar estado de dependencia se de e reducir el ccmsuko de Cannabis 

-'f;':J::~~('~:·;.- a una vez por semana o en menor canti ."6 Esto es, el co.D.sumo moderado 

-'>,;';¡,_~.., ~' ,• - y esporádico, de una vez a Ja semana menos, no genera dependencia. En 
' .. r~!_- GF l.,\ éfl'~'C\fu'secuencia, la Polltica Prohibicioni ta que no distingue entre el consumo 

" -/;''-- ._ .. , ... •t·,:'.''iC''.:t• ' 
º;}'!! .. _" · '.':.:'" ':'~~rado que no genera depende 'a y aquel que sí genera dependencia 
-~'-' _, ···1"'• ·,,RO~ 

· ' restringe los derechos invocados m alla de lo estrictamente necesario. 

iif. Rf.e(lflo de gene r desordenes psfcóffeos 

' 
Si el consumo d Cannabis puede aumenau1 el riesgo de 

sintomas psicóticos, entonces la restricción estrictamente ne,,.,saria seria 

' aquella orientada a comba · los factores de riesgo para ese tipo de 

afectaciones. El estudio de 1 ·fundación Beckley manifiesta que los riesgos 

están com>.lnmente asociado l=on el consumo de Cannabis con alto grado de 

THC, que son más comú~c#ote encontrad.os en las formas genóticamente 
' modificadas y en las formas 1 ltivadas mediante hidroponia.<1 

A todo esto, se 

en efecto el Cannabis g 

sintomas psicóticos. Solo 

eben llevar a cabo estudios para determinar si 

éticamente-modificado o hidropónico genera 

se comprobase que estas especies pudiesen 

gene>ar daño.s, se podrian 11 gar a regular. En este modo, la prohibición del 

consumo de Cannabis que no es genóticamente modificado ni cultivado 

o6 Los consumidores podrian minmuzar el riesgo de dependencia reduciendo !a 
frecuencia de uao a una vez por semana o menos y evitando el uso diario que 
acarrea el rieogo mas alto de generar dependenci_a, (La traducción es nuestra) 
•eannabis users could minirnise the risb; of dependence by reducir\g thei:r 
froquency of use to weekly or lesa often, and by avoiding daily use which cardes !he 
highest risk of dependenC<!, • lbitlem., pé.g. 58. 
'' lbidem, plo.g. 58. 

' ' 
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mediante hidroponia es excesiva y restringe mEis de los d.,.-echos invocados 

de lo efltrictamente neceaario para combatir el riesgo de alg¡¡nos sintomas 

psicóticos. 

Si manejar vehículos bajo los efe<:tos de la. Cannabis puede 

generar accidenles, entonces la prohibición estrictamente necesaria seria 

aqueUa que prohibiera simplemente consumir Marihuana cuando se fuera a 

conducir un vehiculo o maq1~inaria peligrosa. Esto es lo que sucede 

actualmente con el alcoholimetro en la Ciudad de México, en relación con el 

alcohol, q11e ha funcionado satisfactoriamente. Así las cosas, la Política 

Prohibjcionista restringe mb allá de lo estrictamente ne<:esario para 

proteger a Jos particulares de accidentes de transito. 

lnsistimos que la posibilidad de generar. acciden~s de ttAnsito 

es el ünico riesgo a la salud de terceros que plausiblemente pOdria generar 

e! consumo de Cannabis. No obstante, este riesgo· puede SeT 

salifilactoriamente solucionado mediante la prohibición a la acllvidad 

conjunta de consumir Cannabis y manejar veh.iculos 

peligrosa. 

De hecho, existen pollticas alternativas a la Política 

Prohibicionista que son menos intrusivas y restringen en menor medida los 

derechos del quejoso. La Política Prohibicionista va más allá de Jo 

estrictamente indispensable para combatir los riesgos a la salud plausibles 

generados por el C<lnsumo de Cannabis. 

En consecuencia, la Política Prohibicionista no cumple COTl el 

tercer requisito del eicaroen de escrutinio y proporcionalidad de laa nortnas 

que restringen derechos humanmi. No sólo pretende regular los usos 

prob!emit.Licos y que podrían generar riesgoa a la saludo, sino todos y cada 

uno de los usos de Cannabis. No sólo regula los usos especificas que pueden 

potencialmente generar des6rdenes respiratorios, que pueden generar 

dependencia. o accidentes de transito, sino que prohíbe todos los usos de 

Cannabis. Así, el prohibicionismo no es proporcional, toda \lez que restringe 

los derechos humanos mii.s allá de lo estrictamente necesario. 

Se puede apreciar, entonces, que la sentencia de amparo viola 

en perjuicio del quejoso !os derechos de fundamentación y motivación 

" 
t 
' 
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adecuadas, e.<>! como el derecho de congruencia externa y ~h¡~ 

Contrario al aserto del Juez de Distrito, la Política Prohlbicionis no cumple 

con el ten:er requisito del examen ele escmtinio. 

D. PROPORCIONALIDAD EN . .., .. ,, ... ESTRICTO, 

BALANCE DE Eil'BCTOS POSITIVOS Y lf!lGA.T1VOS 

El Juez de Distrito omite llevar a o un balance de los 

efectos negativos y positivos ele la Polltica Pro ibicionista, conforme al 

examen de proporcionalidad en sentido estricto. 
> , 
); El Ultimo paso de! examen que e debe hacer respecto de las 

medidas e\uitic!as por el legislador orclinari con el prop6sito de restringir 

' deTechos 'fundamentales, es un e~en e proporcionalidad en sentido 

estricto. Partiendo de los precedentes' ju ciales enunciados, en el análisis 

ele proporcionaliclacl se debe llevar a cabo el siguiente anfilisis: 

' . , . 
. ¡! 

- -"' ---·- ; En términos del primer 

medidas emitidas por el legislador .Or 
• 

• 

amen de escmtinio, "fpJdra. que las 

' nario con el propósilD de restringir /os 

derechos fundamentales sean i./á · as, deben satisfacer al menos los 

siguientes Teq!lisitos; ... e) ser proJ ·onal, esto es, la medida legislativa debe 
• respetar una con-espondencia entr a importancia del fin buscado por kz_ ley,_y 

los ee os icia/es ' en otros derechos e intereses 

constitucionales 

constitucional no a costa de una a ectación innecesaria o 

desmedida a otros bienes 

En el segundo amen, contemplado en los pr"ecedentes 

judiciales cite.dos &e dispone q e "debe detennina~e si /a mmiida legislatil)Q 

de que se trote resull.apropord nal, es decir, si guarda una relación ra=nable 

con e/ fin que se procura alca r, lo que supone una polUJ~n entre sus 

ven/ajas y desventajas, a efe de comprobar que los perjuicios ocasionados 

por el troto diferenciado no sean <lespropon:iortados cort respeclo a los 

gbietivos perseguidos."•• 

'"RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL 
JUEZ CONSTITUCIONAL D&BE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDBRARU+.S 
VALIDAS. Novena Epoca; Registro, 169209; Instancia, Primera Sala; Tesis Aislada; 
Puente, Semanario"Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XXVIII, Julio de 
2008; Materia, Coruititucional; Tesis, la. LXVl/2008; pág. 4~. 
••!OUALDAD. CRITERIOS QUE DEBEN OBSERVARSE &N EL CONTROL DE 1.1\ 
CONSTITUCIONJ\L!DAD DE NORMAS QUE SE ESTIMAN VTOlATORIAS DE DICHA 
GARANTIA.Novena Epoca; Registro, 169489; Instancia, Segunda Sala; Tesis Aislada; 

1 
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Finalmente, en e! tercer examen se sostiene que "debe 

ci¡mplinle <>:>n el requisito de la proporcianalidad: el legislruior M puede tmlar 

de alcanzar objeti1JQS oonstituciorzalmente legttimos de un modo abierlamenle 

desproporcinnnl, ... habida cuenta de la situación de hecho, lafinalidrui de lo 

ley y los bienes y derechos =ristituciona./es afectados p<Jr ella; la persecución 

de un objeti.uo constitucionnl no puede hn.cerse a costa de una afectw:ión 

il1necesaria o desmedida de o/ro.s bienes y derechns constitucionalmente 

protegidos.•&> 

Por su parte, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación ha definido el analisis de proporcionalidad en 11entido estricto 

en los terminas siguientes: 

"[E]n este fa.ee del eserutlmo se requiere realizar una 
ponderación entre los beneficios que cabe esperar de 
una limitación desde la perspectiva de los fmefi que se 
persiguen con los costos que necesariamente se 
producirán desde la perspectiva de los derechos 
fundamentales afectados.•s1 

' 
:~f· 

-----'I' 
En síntesis, para que las medidas adoptadas por ~lador 

""an proporcionales se debe hacer un análisis de ventajas y d.tajas, a 

efecto de comprobar que !os perjuicios ocas.ionados por el trato diferenciado 

no sean desproporcionados con respecto a los objetivos perseguidos. 

El análisis de proporcionalidad consiste en evaluar si la Política 

Prohibic.ionista a la siembra, cultivo, preparación, posesión y demás 

conductas relacionadas con el autoconsumo de Cannabis, en los articulo!il 

235, 237, 245, fracción !, 247 en su último plU'Tafo y 248, manifiesta un 

desequilibro en la medida Prohíbiciotústa y Punitiva y se afectan más bienes 

'tutelados constitucionalmente de los que se prote8"'n. 

La Politica Prohlbic.ionista no solo no aporta un beneficio a la 

procuración de-la salud y al combate de las aiiicciones, sino que genera un 

Fuente, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo, XXVll, Juruo de 
2008; Materia, Constitucional; Tesis, 2a. LXXXIV/2008, y pQgina: 440. 
501GUALDAD. CRITERIOS PARA DETERMINAR SI EL LEGISLADOR RESPETA ESE 
PRINC!l'IO CONSTITUCIONAL. Novena .E:poca; Registro, 174247; Instancia, Primera 
Sala; Jurisprudencia; Fuente, Semanario Judicial de la Federación y su Gaeeta; 
Tomo, XXIV, Septiembre de 2006; Materia, Constitucional; Tesis, la./J. 55/2006, y 
página: 75. 
º' Proporcionalidad en Sentido Estricto de la Medida. Amparo en Revisi6n 
-· resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de Jusiicia de la 
~4 de noviembre de 2015. 

! 
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riesgo latente a !a salud, seguridad e integridad de los 

consumidores de Cannabis y "us familias. En efecto, dada la ctual Politica. 

Prohibicion;sta, para obtener y consumi• es necesario 

involucrarse con el crimen organizado y con los narcomen distas. 

Por lo tanto, puede afirmarse vá.lidaznen que el ejen:;cio a la. 

autodetenninación, libertad individual y COTpOral, libre desarrollo de la 

libertad, medí.ante la disposición del propio cue o para el consumo de 

Marihuana sajeta a !os consumidores a un es mayor de perder su vida, 

Se<" victimas de abusos y de consumir su stancias de mala calidad . 

Algunos factores negativ asociados con el prohibicionismo 

son los siguientes; 

l. Daii03 Cl la aalud 

Se ha generado un onsenso que los enfoques punitivos del 
' 

mundo generan más riesgos a la alud que el uso mismo de estlipefacientes 

y paicot.-opicos. En 2010 un po de expertos de la cornunlda¡i científica 

internacional emitieron 

.Deelanztlon". 

eclaraclón de Vfe11.na, "Th• Vlennci 

En el marco la XVI!! Conferencia Mundial del SIDA, 

realizada en !a ciudad de Vi a, Austria, un grupo de organizaciones lideres 

en el ámbito del V!H/SID cientilicos y reconocidos expertos l.'Il salud 

pú.blica hicieron un !!amad la comunidad internacional plll'a reconocer el 

impacto negativo que el r· m= global de fiscalización de drogas t=ia (y 

tiene) sob.-.. la expansión d la pandemia del VIH/SIDA. Con este objetivo en 

mente, y con miras a incidir en la Reunión de Alto Nivel de la Asamblea 

General de las Naciones Unidas sobre VIH/SlDA realizada en junio 2011, 

dichos actores redactaron una de<0laración en la que se expusieron laa 

razones por las q\le los enfog1<es punitivos de control de drogas no sólo no 

cumplen con los objetivos de erradicar la disponibilidad y el consumo de 

sustancias controladas, sino que además contribuyen a la creación y 

profundización de otros daños a Ja salud (Para ver lista completa de 

redactores, incluyendo ganadores del Premio Nobel visite: 

http: {/www.viennadedaration.com/writing-committee/J. 
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A través de la Declaración de Viena, organizaciones de la talla 

de la Sociedad Internacional del SIDA, el Centro de Excelencia en VIH/SIDA 

de la Columbia Británica y el Centro Internacional para !a Ciencia en 

Política de Drogas pidieron realizar una revisión trnnspaz-ente de !as 

p<>lilicas de drogas act1.1ales, instrumentar y evaluar un enfo<:¡ue de :>alud 

pUblica para atender los daños individua.les y aociales causados por el uso 

de sustancias ilicitas, despenalizar el uso de drogas, apoyar y financiar la 

implementación del paquete de intervenciones sobre VJH/SIDA aprobado 

por la OMS, UNODC y ONUSIDA, e incorporar a las comunidades mAs 

afectadas en e! desarrollo, monitoreo e implementación de servicios y 

políticas que afectan sus vidas. La Declaración obtuvo decenas de miles de 

adhesiones del público en general y logró el apoyo de cientos !,'l~,cientfficos,:~ 
,,,,u'·~ 't.<·, ' 

profesionales del funbito juridico y de seguridad, así rt~;.~e_:_c;~~ de. ··; 

organizaciones alrededor de! mundo (para ver lista co:\'.~~ ,r!S_~~o~ 

visite: http:I/www.viennade<:laration.com/ ~rganizatio~~~~~i~~f T;} 
- .,_--.- ·- ''Y''·"· 

'lfÍ: ; : ·'···· ·'" " 
ti. Rle .. go de nr lastimada o de pvrler la-&~---~ ~-.,.~:~,:.>J.. \ 

':>..";;'< -·e : . - ·. ~\·- '. t, l'EllER;,c(¡fi 

. El incremen~o al riesgo de ser v:ictim'.'lft~~Yf_'~~ty~~'.~\l\~-~. 
de ser pnvado de la vida se ha aumentado l!llr oia -~\'f8K~ ~ 

' intensificado la Política Prohibicionista de consumo de Marihuo/la. como se 

acredita con la siguiente tabla: ~ 

~-· --.-,.... 
--· .. 1'1ji<> ..... , ... ,.,, .. " _ ... ..., .... 
-.. ......... .. -· __ ... _ 
·---­·--·-=::.~...:-..'% ___ .. ,.. 

------~ -----

-- --------. :___. _.__ .. __________ ,._,,,,, 

' 

Asi las oosas, la Política Prohibicionista ha generado que las 

personas que consumen o Quieren consuDlÍr Cannabis esten sajetas a un 

riesgo mayor al ser víctimas de actos de violencia relacionados con las 

drogas, grupos criminales y autoridades policiacas. Por lo c¡,ue deviene 

"'La Guerra contra las Drogas y el VIH/SIDA: Cómo la criminalizaci6n del uoo de 
drogas fomenta la pandemia global. Informe de la comisión global de politicas de 
drogas, junio de 2012. 
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inconstitucione.l, pues no se favorece en todo tiempo Ja protección más 

amplia, de conformidad con el articulo l ºde la Constitución, 

lit. Oenentdó11 de 1<n men:-ado negro 

Como se señaló anteriormente, la Polltica Prohibiciorústa no es 

un factor que infiuya en el indlce de personas que consumen Cannabis. 

Pues bien, toda vez que los usos del iannabis estan prohibidos, Jos 

consumidores de ia planta se ven oblig1dos a acercarse a los mercados 

negros de Ja substancia, para satisfacer' su deseo de consumir Cannabis. 

Esto somete a lo.a consumidores de éannabis en elevados riesgos a su 

iil.ti::gi¡dad pe.sonal, salud y vida. 
11
1 

• 
Esto es, como Ja PolitÍ<:a Prohlbicionista no tiene el efecto de 

• disuadir del consumo de CannabjS, >Ji genera mercado negro, con efectos 

nocivos para Jos consumidores y,/en g.ftieral, para la población, tales como 

los siguientes: 

• 

• 

?rei:io elevado por el Can~abfs: •un mercado negro e.<l aquel en el que 

se venden los produc1.o.s,li/er¡a/mente, a un pre<:W ma!r que e/ precio . ' 
tope.·~ 1 ¡ 

Asimetría en la mform . En e! mercado negro los, vended.ores de 
• 

s y cárteles, no tienen ningUn incentivo 

d de su producto. Lo que en muchrui veces 

oca¡¡lona que los cons "dores compren y consuman Cannabis de 

baja calidad, adulter y que, inclusive, puede ser dañína para la 

salud. 

• Riesgo a ser privado de la libertad. El ejercicio de la autonomía 

personal y la disposi n sobre el cuerpo propio mediante el conaumo 

de Cannabia puede conducir a ser victima de la Política 

Proh;bicioniata y aer sancionado por delitos contra la salud. 

Bajo el Qilterior orden de ideas, el análisis de efectos positivos y 

negativos de la Po!ltica P:rohibicionista debe llevar a la conclusión de que la 

prohibición a la siembra posesión y consumo de Cannabis no tiene ningün 

beneficio y que, por lo contrario, genera una multiplicidad de perjuicios de 

canicter personal y social. No se genera ningün beneficio, pues como se 

'' Microeoonomia, Antonio Bassols Zalel.a, Ed. C.nage Learning, 2010, lllapa.luca, 
Bdo. de Mexi.co, plig. 119. 
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desprende de las pruebas estadísticas elaboradas por la ll:ocuesta Nacional 

de Adicciones 2011 y por el estudio empírico de la Punda.ción Beckley, la 

Política Prohibicionista no reduce el nó.mero de consumidores de Cannabis. 

Nuestro aserto se confuma claramente de las siguientes 

observacion~: 

"Hay variaciones en e/ tiempo en les indices de consumo 
de cannabis entre pa(ses, pero esas variaciones no 
parecen verse afedlula.s por la probabilidad de arreglo o 
sanciones por 1.1so o cantidad, sin importar cuan 
druconiana.s sean las medida.s. •5• 

~Ha habido esfu.erzos constantes paro disi.iadir el uso de 
caMabis, mediunte /aprohibicitm !:/ de portcia. Esfu.erzos 
paro instr11mentalizar la prohibición se han ooncen!rndo ;i 
en el arresto de los consumidores. En los paises l 
desarrollados, con grandes poblaciones de con.:rumidores , 
de cannabis, las sanciones pena/es impue8tas por · ~ 
posesión y oons1.1mo son 1.1sualmenle modestas, en 
comparación oon las que seria posible implementar. M<is 
aún, la probllbi"lidad de ser arn.sto.do por un incidente 
relacionado con el uso de cannabis es en rango o menor 
de uno por coda mil. El esfu.erzo prohibicionista no ha 
teníi1o mllcho érilo poro disuadir el consumo. •ss 

\~ 
\ 

En el mismo sentido, el Informe de la Comisión Global de 

Politicas de Drogas, denominado "Guerra a las Drogas~, de junio de 2011, 

llegó a la siguiente conclusión: 

•i;os lideres pollticoo 11 las figuras pilblicas d~erian 
tener el coraje de articular públicamente lo que m.1.1chos 
de ellos reconocen en privado: que la elrideneia 
dem1.1estrn de manera abrumadora que las estrategia.s 
represivas no resol""rún el problema de /.as drogas, y 
que la guerra a las drogas no ha sido y no puede ser 
ganad.a. Los gobiernos tienen el peder de lleuar a cabo 
unn combínaci6n. de pollticas que sean apropia.das para 
sus propias situaciones, 11 manejar los problemas 
rousados por los mercados de drogM y e/ uso <U drogas 
de una maneru que tenga un in\pado mucho más 
positivo sobre el niw/ del crimen rela.cio1iado asi como 
sobre los daños socia/es y paro la sa1.ud."S6 

Insistimos, aun bajo el riesgo de ser reitecativos, que la Poütica 

Prohibicionista genera un mercado negro que propaga. toda suerte de daños 

a los consumidores de Cannabis y a la población en general, y que, entre 

5• Amanda Feilding Convenor, op. cit, pág. 179. 
s.5 fbidem, pag. 180. 
5 ' Informe de la Comisi~n Global de Políticas de Drogas, "Guerra a las Drogas", 
junio201!,pég. 10. 
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otros perjuicios, se produ~ el riesgo incrementado de perder la 

~ 
\ 

de ser víctima de un delito, de perder la JibeI1ad o de cons ·r Cannabis 

adulterado. 

Et Juez de Distrito no alude en su sen a los efectos 

negativos invocados en la demanda de amparo, en vi ación a los derechoo 

procesales del quejoso. El Juez de Distrito, en camb' , ofrece una razón por 

las que a su juicio la Política Prohibicionista si e proporcional en sentido 

eslric_J;_".\>_!"\,Jos términos siguientes: 
"-. 

"Por último, en cuanto requisito de 
proporclonalld•d, no debe pe derae de vista que el 
articulo 479 de la Ley General e Salud, establece que 
para efectos del capitul previsto en dicha 
nonnatividad relativo a "Del' os Contra la Salud en su 
modalidad de Narcomert.l( eo", se entiende que la 
marihi.¡ana está destin a pano su eatr:lcto e 
iu:media.to eOJ1.8umo pe , cuando su cantidad no 
exceda de cinco gramos. 

"Bajo esa perspectiva, 
-opera bajo la posib' · 
consuma una 

sisteme. nonnativo comb~tida 
ad de que cualquier per.iona 
tidad mínima de dicho 

estupefaciente., por 1 que no es posible sostener qUe el 
beneficio colectivo en materia de salud y orlien 
pUblico, q¡;¡e se obtiene con las n:stricciodes 
estabiec!das, afee desmedidamente la libertad del 
q¡;¡ejoso para cons mir tal sustancia. 

"!':n efecto, si b' n no se desconoce q\:le la libertad 
personal es un erecllo fundamental de alto rango, es 
claro qv.e puede ser intervenido o restringido si eJ:isten 
razones esp · "S 'de gran peso, por lo qv.e tal"s 
restricciones admis.ibles si asi lo requiere la 
protección de terceros o el ínteres comú.n, como 
acontece en el caso concreto. 

"Por lo tanto este juzgador considera que el sistema 
normativo p visto por los articulas 234, 235, Ultimo 
párrafo, 237 245, fracción I, 247, Ultimo párTafo, 248, 
368 y 479 la Ley General de Salud, persigue una 
finalidad co stituc;onalmen!e válida, resulta idóneo, 
necesario y rropordonal. 

"As!, ante lo infu.nda.do de los conceptos de violaciim, 
se debe nepr el amparo y p:roteco:i6.n de la Justicia 
Federal solicitados e:n contra de las normas 
reclamadas de la Ley General de Salud. 

El Juez de Distrito lleva a cabo un anaJ.isis inadecuado e 

insuficiente sobre la Ultima etapa del examen de proporcionalidad. Aduce 

que la Política Prnhibicionista es p!"Oporcional en aentido estricto por dos 

razones: 

1 

1 

1 ¡:1 
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l. Pri:nero, porque a su juicio sí esté. permitido poseer y consumir 
cannabis hasta en 5 gramos, a partir de la tabla del articulo 479 de 
la Ley Genere.! de Se.lud. 

2. Segundo, porque sin tal medida no se lograrían los rmes buscados 
por el legislador. 

A continuación se abordan ambas ra:zones del Juez de Distrito, 

para acreditar su indebida fundamentación y motivación: 

tt. Bl<cluye:a.UI de R1111ponaabWdad d11 los arti....aloa 478 y 

479 de la Ley Ocn.e1'81 de Salud 

El Juez de Distrito lleva a cabo una delJ<lfortunada 

interpretación de los srticulos 478 y 479 de la Ley General·de S!,ll\ld. 

Considera el a quo que el quejoso si tiene derecho o permitido cfnsu~ir y 

portar cannab:is porque hay una excluyente de response.bilidarl penal eh los 

articulas invocados. 

Pasa desapercibido que una excluyente de responsabilidad, 
;·,•".C' 

como la que invoca, no es una auton..ación o permisión lege.l. El quejo·soºno 

tiene pennitido portar ni consumir cantidad e.lguna dJ¡ cannabis bajo el 

régimen jurídico mexicano. 
; 

Adicionalmente, habida euenta que un •J.arri!/d' o •porro" 

contiene aproximadamente .75 gramos de Cannabis57, esJ. quiere decir que 
•, 

existe una eximente de responsabilidad penal para poseer 

aproximadamente 6 "dgani11DS' o "porros• de Marihuana. Una cantidad que 

no tiene unaj\lstificación racione.! o científica. 

Al respecto ya se pronunció la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación. Adujo que los art:leulos 478 y 479 de la Ley 

Genere.! de Salud no implican \lna autorización para uso persone.! de 

CE1JU1abis, sino una excluyente de responsabilidad penal: 

"En este orden de ideas, es importante sei\e.lar que si 
bien el articulo 478 de la Ley ac:a.eral de Salud, en 
relaclón con el articulo 479, scñ!!.la que el Ministerio 
Público no eje•cerá ac<:i.ón penal en contra de quien 
posea hasta cinco gramos de marihuana. esta Supl"ema 
Corte ha interpretado que dicha clisposici6n co:a.tle11e 
un.a excluyente de re11po11•abWdad, lo que 
Unicamente significa que en esos casos no debe 

'' Amanda Feild!ng Convenor, op.dt., pág. 17 
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aplicarse la pena a quien haya cometido el d 
cuestión, pen> no co de na mane 
autorisaclón o wt derecho al couwno 
los termino• en lo• ue lo solicitan ln 

sto ue ademú de 

realhaci6n actividades 
conelat!valJ al autoconawno e o id.embn 
cultivo, cosecha__,_pre a'*-cfón tnns orte etc."5• 

y 6ifasis af¡adido) 

Asi las cosas y contrario a laa clusiones del Señor Juez de 

Distrito a quo, el quejoso no tiene permitid rcaliuu" conducta alguna con 

cantidad alguna de cannabis. Cuando el J de Disbito afuma que porque 

no hay una sanción puede consumir asta 5 gramos, realmente está 

invitando al quejoso a víolar la ley.
1 

El Juez de Distrito no tic e razón en definir a los artículos 478 

y 479 como un espacio dentrn de la egislación que autori2a a los usuarios 

·--· de· cannabis para su consumo. Ley General de Salud escablece una 

prohibición categórica a toda con ucta relacionada con.el Cannabis. Los 

articu!oa 234, 235, 237, 245, 2 , 248, 368 y 479 de~ Ley General de 

Salud (conjuntamente "Politic Prohibicionista") prohíben la "siembra, 

cu/tiw, cosecha, elaboradón, eporoción, ocandicion.omiento, odquisicibn, 

posesión, comercio, tTansport en cualquier forma, prl'Scripdón 17Wdica, 

suministro, empleo, uso, consu o y, en general, todo acto relaciono.M con el 

Cannabis o cualquier produ que los contenga. 

Desde luego, 1 despenalización de dosis minil:na>1 del artículo 

479 de Ja Ley General de S ud es insuficiente para ejercer los derechos y 

conductas invocados en j demanda de amparo y para penniW- que el 

quejoso pueda sembrar,¡ ltivar, preparar, poseer, ah:cacenar y otras 

conductas relacionadas co1 el autoconsumo de Cannabis de forma habitual 

y reiterada. 

AdemAs, la espenali.zación de la posesión de 5 gramos o 

menos no soluciona el pr lema que p11ra los consumidores de Marihuana, 

pues deben recurrir a un ercado ilegal, o bien producirlo. Si el quejoso 

sembt-ara una planta de Marihuana para su autoconsumo, esta generarla 

una cantidad mucho mayor a 5 gramos, lo que los situaría bajo la 

'" Ainpw-o en revisión - dictado el 4 de noviembre de 2016, por Is Primera 
Se.Jo. d., Ja SuP"'ma Corte de Justicia de Is Nación. 
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prohibición genCrica de la ley general de salud y los haría merecedores de 

una sanción penal. 

De modo que !os articutos 478 y 479 de la Ley General de 

Salud no tornan la Politica Prohibicion;sta en una politica proporcional en 

estrido sentido. La afectación a los derec.bos del quejoso es desmedida y no 

existe recoveco alguno en la ley que le permita ejercerlos de forma segura 

legal y libre de penecución. 

t.. Que aln la Politiea Prohibiel.onlllta no .., logn.rlan lo• 

prop6atto• b\l&cado• por el legtalador . 

El análisis sobre si los medios empleados conducen al objetivo 

deseado por el legislador es propio de la segunda etapa del examen de 

proporcionalidad. Corresponde a la etapa sobre idoneidiid o 

' instrumentalidad analizar si los medios conducen al objetivo planteado por 

el legislador. Esto es, la sentencia de amparo confunde las razones prOpias 

de cada etapa del e;p,:arnen de proporcionalidad o escrutinio. 

" 
Contrario a lo que afum.a el Juez de Distrito, la elimin4ión de 

la Politice. FTohibicionista sólo podría frustrar los obj~tivos de protecciÓn a la 

vida y a la salud -como lo S(>9tiene la sentencia- si en efecto la Política 

Prohibicionista fua-a instrumental para evitar esos riesgos. Si la poUtica no 

es instrumental o adecuada para evitar riesgos a la salud o que la gente 

consumo Cannabis, pues el eliminar tal politica no fnistra nada. 

En todo caso, 9i las autoridades responsables o, en su caao, el 

Juez de Distrito pretendían acreditar que la Politica Prohibicionisla ai era (_ 

instrumental, medio-fin, debia-on de haber proporcionado pruebas directas 

que acre.d.itaran tal extremo. Para mayor abundamiento sobre la deficiencia 

de la Politica Prohihicionista para asegurar el objetivo de La misma, hacemos 

refa-encia al segundo apartado del examen de proporcionalidad. 

En resumen, la Politica Prohibicionista no cumple con el cuarto 

requisito del examen de escrutinio de las normas que restringen da-echos 

humanos. El prohibicionismo no es proporcional, toda vez que genera 

mayores perjuicios que beneficios para los particulares y para la sociedad en 

general. 
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3.3. COXCLUSION AL ESCIWTlNIO 

En conclusión, Ja prohibición 

pr.:paración, posesión y demás conductas relacio 

siembra, cultivo, 

de Cannabis, previstas en los articulos 235, 23 , 245, fracción!, 247 en su 

inconstitucional.idad, pues inhibe los 

libre desarrollo de la persone.lidad, ide 

salud, por lo siguiente: -:,, 

ec os humanos a la autonomía, 

personal y a no gozar de buena 

En primer lugar, P "tica Prohibicionista no tiene una 

finalidad legitima, pues proteger s ud de una persona contra su voluntad 

viola los derechos a desarrollo de la personalidad, 

identidad personal y liberta En segundo lugar, la Politica 

Prnhibicionista no es instrum'I"'•" pB1"1l prevenir pos.ibles riesgos a la salud 

ni para combatir las adicc· n s, ya que el nümero ele conmrnidores de 

Cannabi.s ha aumentado e s ültimos años y hay pruebas objetivM que 

_-?-muestran que el 

--~rno de la 

el consumo no generarla un aumenl;l) en el 

n tercer lugar, existen alternativas menos 

restrictivas de los der os humanos para proteger la salud de los 

consumidores y suprim as alla de lo estrictamente necesario los derechos 

restringidos. Finalmen a Política Prohibicionista no es proporcional, pues 

en balance genera ma: o es perjuicios que beneficios. 

o anteriormente expuesto, se debe concluir que la 

sentencia "uicio del quejoso los principios de congruencia y 

exhauatividad, en r ción al tercer concepto de violaci6n, apartado 5 (5.1 -

5.2) de la demanda. n consecuencia, es procedente revocar la sentencia de 

amparo declarar que los artículos impugnados de la Ley 

General de Salud on inconstitucionales y se debe ordenar al Director 

Ejecutivo de Re ación de Estupefacientes, Psicotrópicos y Sustancias 

QuUnicas de la Comis.lón Federal para la Prot~ción contra Rlesgos 

Sanitarios que permita al quejoso 9embrar, cultivar, preparar, poseer 

suficiente cannabis para su autoconsumo habitual y reit<:radc, excluyendo 

todo acto de comercio. 
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CUARTO AGRAVIO. Violación a lo!! principios do 

on fundamentación y motivación adecuadas, congruencia y exhaustiviclad, 

relación al concepto de violación tercero, numecal uno, sobre los derechos 

humanes a 1a identidad personal. pluralismo y la dignidad humana. 

Bajo tal pa:rOOnetro, el Juez a quo viola de las disposiciones de 

los artículos 74 fracción 1 de la Ley de Amparo, 222 y 352 dei COdigo Federal 

ele Procedirniento>1 Civiles de aplicación supletoria, confonne al texto del 

numeral 2º párrafo segundo de La Ley de Amparo; e inobservancia de !a 

garantía constitucional a la tutela judicial efectiva consagrada en el ruticulo 

17 de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 

En el concepto de violación tercero, numeral 1, de la demanda 

de amparo, el quejoso sostuvo que la aplicación en S\l perjuicio de los 

artículos qi,¡e prohíben la siembra, cultiVQ, cosecha, elaboración, posesión y 

otras conductas relacionadas COJI el autoconsumo de Cannabis (artículos 

234, 235, 237, 245, 247, 248, 368 y 479 de la Ley General de Salud) 

Vl.llnera los de•echos a Ja identidad personal y pluralismo, 

dignidad humana. 

derivada de la 
' .; 

' 
En dicho concepto de violación, el quejoso ~egó, en primer 

lugar, que era titular del derecho a la identidad fersonal y de 

pluralismo, derivados del derecho a la dignidad humarl'a; en segundo 

lugar, e:Kpuso cuál e<a el alcance normativo de tales dtrechos; y en 

tercer lugar, adujo que la Politica Prohibicionista transgredía tales 

derechos. 

No obstante, el Juez de Distrito hizo caso omiso de los 

argumentos vertidos por el quejoso y sostuvo lo siguiente, sin mas ni 

mas: 

"Ahora bien, el quefoao aeiiala que loa precepto• 
:reclam.adoa V11l1Lera el derecho a la identidad 
peraon.al, al pluralismo -entendido como el derecho 
que tiene cada individuo para distinguirse de los 
demas--, la dignidad humana, propia imagen, 
disposición a la Sall.ld personal y autodeterminación 
personal y corporal, libertades que eatin 
comprendida.a en 111 derecho al libre deae.rrollo de 
la perao:n.alidad." 

(Subrayado y énfasis agregado) 

-' 
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Sin una ju,.tificación aparente, en la sent se aduce 

que los derechos humanos invocados de! derecho al 

libre desarrollo de la personalidad. 

Se puede apreciar, entonces, que la 

no analiza el concepto de violación tercero, nume 

de e.mparn 

Hay un alcance sobrepuesto 

dcrechos'1.umanos a la identidad personal 

otro Jade?,/ el libre desarrollo de la perso 

tre, por un lado, los 

humana y, por 

No obstante, tales 

dereehos:.vañan a partir de casi cualquier étrica de evaluación sobre 
' derechos'' humanos. Difieren en su anclaje constitucional y 

. ' ':t convenc1op.al; en su al ce no ativo; en su desarrollo 

jurisprudj:ncial; en el trato la doctr;i a constitucional comparada, y 

"en la. ~i+ilación y ~conoc~ento de f~ erza normativa en el imaginario 

'': ~·c'i';';l:.,.',. '«iol;.c;~yo.-Y fuero interno de 1,~s jueces onstitucionales d_el país. 

Tales distinciones se pu den apreciar de un contraste entre 

el apartado en el que se desarrolla l alcance del dereeho a la identidad, 

pluralismo y dignidad 

1.2) y en el que se 

{conceptt> . , 
expo:Ói;' e 

, 

e violación tercero apartados 1.1 y 

alcance del libre desarrollo de la 

personalidad (concepto de vio ac ón terceTo apartados 2.1 y 2.2). 

A~ que se de c ncluir que la sentencia de amparo omite 

analizar los argumentos s dignidad, identidad pe!"sone.1, pluralismo, 

en relación a la política ro ibicionista. Los razonamientos expuestos 

por el quejoso y que om,i ó ornar en cuenta el Juez de Distrito son los 

siguient.,s: 

La aplicac. implicita y en perjuicio del quejoso de los 

45, 247, 248, 358 y 479 de la Ley General de 

sumo de Cannabis, vulneran los derechos a la 

identidad per-sonal, p · cipio de pluralismo y de dignidad humana. 

4.1. TI ULARIDAD DEL DERECHO A LA. DIGNIDAD 

El re<:onocimiento de la dignidad de la peraona es un derecho 

reconocido y tutelado, entre otras norma.s, por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, la Convención Americana sobre los Derechos Humanos, también 

,, 
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conocida como el Pacto de San José y el Pacto !nteme.cional de Derechos 

Humanos, Sociales y Culturales, que a continuación transcribimos, para 

mejor ttfcrencia: 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos: 

Articulo 1°.-
• .... Queda prohibida toda discriminación motivada por 
origen étnico o nacional, el género, la edad, las 
discapacidades la condición social, las condiciones de 
salud, la religión, las opiniones, las preferenci!!.11 
seJfllales, el estado civil o cualquier otra que atenten 
contra la dignidad humana y tenga por objeto anulaT o 
menoscabar los derechos y libertades de las personas•. 

Articulo 2o.-
•... A. Esta Constitución reconoce y garantiza el 
derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a 
la libre detemtlnaci6n y, en conaeCl.lencia, a la 
autonomía para: ( ... ) 

"ll. Aplicar sus propios sistemas normativos en la 
regulación y solución de sus conílictoo intemos, 
sujetándose a !os principios generales de esta 
Constitución, respetando las garantias individuales, los j•· 
derechos humanos y, de manera relevante, la dignidad i­
e integridad de las mujeres. L.a ley establecerá los casos 
y procedimientos de validación por los jueces o 
tribunales correspondientes.• 

Articulo 3º.-

"Todo individuo tiene derecho a recibir educació~ El 
Estado -Federación, Estados, Distrito Federal y 
Municipios-, impartiré. educación preescolar, primaria, 
secundaria y media superior. L.a educación preescolar, 
primaria y secundaria conforman la ed1..lcaclón básica; 
ésta y la media superior serán obligatorias. 

"La educación que imparta el Estado tenderá a 
desarrollar armónicamente, todas las facultades del ser 
humano y fomentará en c':l, a la ve>l, el amor a la Patria, 
el respeto a los derechos humanos y la conciencia de la 
solidaridad internacional, en la independencia y en la 
justicia. 
"( ... ) 
"Ademas: 
"( ... ) 
"e) Contribuirá a la mejor convivencia humana. a fm de 
fortalecer el aprecio y respeto por la diversidad 
cultural, la dignidad de la persona, la integridad de la 
familia, !a convicción del interc':s general de la sociedad, 
los ideales de fraternidad e igualdad de derechos de 
todos, evitando !os privilegios de razas, de religión, de 
gni.pos, de sexos o de individ1..los; ( ... )" 

Articulo '.:35.-
{ 
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San José"): 

"Corresponde al Estado la rectoría del d sarrollo 
nacional para gW"anlizw- q¡¡e éste sea · tegral y 
sustentable, que fortalezca la Sobemnia de Nación y 
su régimen democrático y que, mediante el omento del 
crecimiento económico y el empleo y u m!ís j¡¡sta 
distribución del ingreso y la riqueza, pe "ta el pleno 
ejercicio de la libertad la di idad de os individuos, 
grupos y clases sociales, cuya seguri ad protege esta 
Constirucion. • 

/ 

· j 
Declaración Un1vers d!ios Derec 

Preé.mbulo. -
"Considerando q 
mundo tienen , r ,• base el 
9ignidad intrinseca de 
inalienables de todos los 
humana; 

justicia y la paz en el 
reconocimiento de la 

s derechos i ales e 
"embros de la familia 

Considerando que los pu los de las Naciónes Unidas 
han rea.fu-mado en la arta su fe en s derechos 
fundamentales del hom , en la di ;da el valor de 
la ersona humana n Ja i aldad detderechos de 
hombres y mujeres, se han declarad' resueltos a 
promover el progreso ocia! y a elevar el•nivel de vida 
dentro de un concept mas amplio de la libertad;" 

Articulo l. -
.,Todos los seres manos nacen libres e i ales en 
dignidad y derech s y, dotados como estan de !"azón y 
conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos 
con los otros~" 

Convención Am 'cana sobre De-rechos Humanos ("Pacto de 

Articulo 11.-

"Protección e la Homa idad 

ona tiene de!"echo al respeto de su honra y 
'ento de su di "dad. 

2. Nadie ede ser objeto de injerencias arbitrarias o 
abusivas su vida "vada, en la de su familia, en su 
domicilio o en su con-espondencia, ni de ataques 
ilegales a su honra o reputación. 

3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley 
contra esas injerencias o esos ataques." 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politicos: 

Preámbulo. -

~Los Estados Partes en el presente Pacto, 

. q 

"'' 
' '•·. 

\, 
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Culturales: 

Considerando que, conforme a los principio5 
enunciados en. la Carta de las Naciones Unidas, la 
libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por 
base el reconocimiento de la dignidad inherente a todos 
Jos miembros de la familia humana y de sus derechos 
iguales e inalienables, 

Reconociendo que estos derecltos se derivan de la 
dignidad inhen:nte a !a persona humana, ( ... )" 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

PreBmbulo. 

"Los Estados partes en el presente Pacto, 

"Considerando que, conforme a los principloa 
enunciados en la Carta de las Naciones Unidas, la 
libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por 
base el reconocimiento de la dignidad inherente a b:ldos 
los miembros de la familia humana y de sus derech.ci\-i 
iguales e inalienables, 

"Reconociendo que eatos derechos se desprenden de la 
dignidad inherente a la persona humana, ( ... )" ~ 

Como se pude apreciar, tanto el texto constitucional como las 

convenciones ro.as importantes sobre derechos humanqi de las que el 

Estado Mexicano es parte sostienen la existencia del dere~o a la dignidad 

" como condición inherente a todo ser humano. 1 

4.2. TITULARIDAD DEL DERECHO A. LA. IDB!ITIDAD 

PERSONAL 

La Suprema Corte de Justicia de ta Nación ha establecido que 

el derecho a la identidad pen;onal forma parte de los derechos humanos 

tutelados implicitamente por el orden constitucional y que se desprende del 

derecho a la dignidad humana. En efecto, en el amparo en Revisión 

resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, el 26 de octubre de 2011, se sostuvo lo siguiente: 

"Así, de la diguidad humana se desprenden todos los 
demás derechos, en cuanto Sim necesarios para que el 
hombre desarrolle integralmente su personalidad. De 
esta manera, la dignidad humana comprende los 
derechos de la personalidad, entre los que encontramos 
al derecho a la identidad." 

1 

; 

¡ 
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En el mismo Kntido se ha pronunciado la C Constitucional 

de la República de Colombia, que en la Sentencia No. -239/97, ~e se 

transcribe en la parte pertinente, dijo: 

·~ ,' 

"{ ... ) la dignidad humana... es en ve 
!undante del Estado, ... es el presupu 
la consagraci6n y efectividad del en o :iistema de 
dez-echos garantlcis contemplado en la constitución. 
Este principia atiende necesaria,men a la superaci6n 

~ de la persona, respetando en do momento su 
'·~'utonomia e identidad." 

' 

consecuencia de! derecho a la di 

4.3. ALCANPE 

PBRSO?fAL, PLURALJSM¿, Y 

' 

E I.08 DERP.CHOS A LA JDEll'TIDAD 

A DIGNIDAD HUMAlfA 

Diversos pre~ed ntcs judiciales han oonceptualizado y definido 

el alcance de estos derecho que se invocan violados. Por ejemplo, en el 

amparo en Revisión resuelto por la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de ción el 26 de octubre de 2011, se defin;ó el 

dere.;ho a 1a identidad per na!, en los términos siguientes: 

"El den:cho la identidad personal ha sido definido 
por el Tribunal Pieno de esta Suprema corte e.orno el 
deTecho de la persona a tener su.s propios caracteres, 
físicos e internos y sus acciones, que lo individualizan 
ante la sociedad. Así, Ja identidad. pen;onal es e! 
conjunto y resultado de todas aquellas caracteristicas 
sue permiten individualizar a una persona en Ja 
sociedad, es todo aquello que hace ser •uno11 mismo• y 
no "otro• y se proyecta hacia el exterior, permitiendo a 
los demás conocer a esa persona y, de ahi. 
identificarla. 

1 

' ! 
1 
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identifica a 

elementos o 

"En consecuencia. el derecho a la identidad personal, 
se define como el derecho que llene toda persona a ser 
quien es. en !a propia conciencia y en la opinión de los 
otros. Es decir, es la forma en que se ve a si mismo Y &e 

proyecta en la 11ociedad." 

112 '~ 

~ 

Luego, la identidad personal sera a partir de la cual la sociedad 

cada ind..íviduo y lo d..ístingue de los demás, a traves de 

datos como ia 6.Iiaci6n, el genero, la sexualidad, la edad, la 

profesi6n, los hiibito&, los atributos intelectuales o fisicos, o bien, de la 

ronjunción de todos o algunos de estos elementos. 

En el mismo sentido, el Pleno de la Suprema Corte de Ju$cia 

de la Nación, en la ejecutoria del Amparo Directo Civil -d..íspuso por 

u:aanimldad lo o:iigulente: 

"!DJe la dignidad humana, se deriva la teoria de los 
derechos de la personalidad, que componen un sector, 
dentro del mas amplio de los derechos humanos 

"! ... ) 

"Denlnl de los de;echos pe;sonalisinws, 1>e comprende 
necesariamente el derecho a la identidad personal, es 
decir, la persona con sus ptopios caracteres, f"tSicos e 
intemos y sus acciones, que lo indlvidua.!Wm iihte la 
sociedad. Asl, la identidad personal es el conjilhto y 
resultado de todas aquellas caracterlsticas' 
penniten indlvidualizar a una persona en la soci 
es todo a.quello que hace ser "uno mismo" y no •o 
se proyecta hacia el exterior, penultíendo a tos de 
conocer a esa persona y, de ahi, identiíLCar!a. 

~Por consiguiente, el derecho a la identidad personal, 
releYante para la problemiitica que nos ocupa, se define 
como el derecho que tiene toda persona a ser uno 
!DÍ!WlO, en la propia conciencia y en la opinión de los 
otros. Es decir, es la forma en que se ve a al mismo y se 
proyecta en la sociedad. Por ello, se encuentra 
relacione.do estrechamente con el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad. • 

En r=umen, de los precedentes de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación citados se desprende que el derecho a la identidad 

personal es, en esencia, el conjunto de características que individualizan al 

sujeto en sociedad, en propia conciencia, y por oposición a cualquier otro 

individuo. Asi, solo ,.., respeta la identidad personal de cada sujeto si se le 

perm.lte actuar en consecuencia a sus propios rasgos, co111:novisiones, 

concepciones de la vida buena y elementos que, a su juicio, lo definen y 

singulsri=. 

1 
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j>.ldicial: 

En el miruno sentido, se p1.1ede invocar el guiente precedente 

"Época, Novena Época; Registro, 16 t; Instancia, 
PLENO; Tipo Tesis, Tesis Aislada; te, Semanario 
Judicial de la Federación y su G>'l'J~>; Localizadón, 
Tomo XXX, diciembre de 2009; Civil y 
Constitucional; Tesis, P. LXVll/20 

"!TA!; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y Gaceta; Tomo XXX, 
diciembre de '.2.009; Pag. 7 

<'' _') 
"DERECHOS A LA INTIMI , PROPIA IMAGEK, 
lDl!lRTlDAD PERSONAL Y AL. CONSTITUYEN 
DERECHOS DB DEF'ENSA OARAl!ITlA. Éllll!lNCIA.t. 
PARA LA CONDIC;Ó H A. 
-Dentro de !os dere os onalísimos se encuentran 
necesariamente co pre sel derecho a la Intimidad 

ala ro "aima e as oalaidentidad ersonaly 
sexual; entendiéndose ' r el primero, el derecho del 
individuo a no ser c nocido por otros en ciertos 
aspectos de su vida y, po; enc!e, el poder de decisión 
sobre la p1.1bJicidad o f6rmación de datos relativos a 
su persona, familia, ,¡amientos o sentimiertios; a la 
propia imagen, co ~quel derecho de detjdir, en 

·· forma libl"<', sobre 1 m11nera en que elige mhstrarse 
fr.:nte a los demas; a 111. identidad ersonal enÍ=dida 
gomo el derecho de do individuo a ser uno mi o en 
la ro ia concien a en la _inión de los d~ás. es 
decir es la forma n e se ve a si mismo se Di\ ecta 
en la sociedad d a uerdo con sus caracteres fislcos e 
interno sus a ci nes e lg individualizan Mte la 
sociedad errnit identific lo· y que implica! por 
tanto, la ident;dad exual, al ser la manera en que~• 
individuo se proy eta frente a sí y ante la soci ad 
desde su perspe va sexual, no e.61o en cuanto a s 
preferencias sel<U es sino, primordialmente, en cu 
a cómo se perci él, con base en sus sentimientos y 
conVIcciones m profundos de pertenencia o no al 
sexo que leg¡$n nte le fue a:iignado al nacer y que, de 
acuerdo a es.! a ste personalisi.mo en el desarrollo de 
cada individ~o proyectará su vida en todos los 
Smbitos, príiia o y público, por lo que al ser la 
sexualidad u 1 mento esencial de la persona y de su 
pe.ique, la aut eterminaci6n seii;ual forma parte de ese 
ámbito propio reservado de lo intimo, la parte de la 
vida que se esca mantener fuera del alcance de 
tercet"os o del onocimiento pilb!ioo. Por consiguiente, 
al coristituir d rechos inherentes a la persona, fuera de 
la injerencia de los demás, se configuran como 
derechos de defensa y garantía esencial para la 
condición humana, ya que pueden reclamarse tanto en 
defensa de la intimidad violada o ameruuada, como 
exigir del Estado que prevenga la eJdstencia de 
eventuales intromisi0T1es que los lesionen por lo que, si 
bien no son absolutos, sólo por ley podra justificarse 
su intromisión, siempre que medie un inten':s 
superior.' 
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Del criterio sustentado por el Pleno de la. Suprema Corte de 

Justicia de Ja Nación se concluye que el derecho a la identidad personal es 

un derecho de defenlla para salvaguardar el det"Ccho de ser uno mismo a 

proyectarse en sociedad, de acuerdo con sus caracteres üsicos e internoa y 

sus acciones. En otras palabras, el derecho a la identidad personal es una 

salvagua>"da pan que e! Estado Me:ricano no hom?genice a los individuos ni 

pretenda restringir sus caracteres, accionea, h"-lrltoa y particularidadea que 

constituyen a cada individuo como un sei: a~tónomo y singular en su 

desenvolvimiento y proyección en sociedad. ES eJ reconocer valor en la 

diferencia y el "8.lor inbinseco de cada cual en hacer de su vida lo que mejor 

' considere, segün su propia convicción de la vida, buena, sin íntervención del 

Estado. 

" ' Todo individuo tiene derecho ai, elegir, en forma Ubre y 

autónoma, su proyecto de vida y Ja manera t. que lograra !as metas y 

objetivos que para él son relevantes. 

Así las cosas, eJ. Eatado no puede llevar a cabo acción alguna 
',' 

tendiente a socavar o suPrimir las accionea qué: realice cualquier individuo 
.t 

para lndividualizar.se en sociedad, a menos queJ¡.e:rista un inteTes superior 

para ello, tal como la existencia de un P"ligro e creto para terceros o una 
' afectación a los derechos de éstos. L-0 que no s caso concreto, 

pues el consumo individual de Cannabis no alecta terceros. 

Otros tribunales constitucion.ales t bién han abordado la 

definición y análisis del alcance del derecho a la id tidad personal. A falta 

de una jurisprudencia nacional eñensa en est<: d echo, los criterios de 

tribunales anlllogos pueden ser útiles. y ori<:ntadore para e! desarrollo y 

desenvolvimiento de !ajuriaprudencia nacional. 

!..a Corte Conatitucional de la Repüblica de Colombia en !a 

sentencia No. T-090/96 dispone de manera pertinente lo siguiente: 

"PRlNC!PlO DEL P!,URA!,!SMO-
PERSONAL/DERECHOA A LA 
IDENTIDAD PERSONAL 

lDENTIDAD 
DIFERENCIA-

"Adema,¡ de miembro de la comu.nidad, el individuo 
como persona tiene derecho a. ser portador de una 

l 

' ' 1 



o 

• 

diferencia es ecíiica a a arse en ella ara 
su curso vital. A silenciar desconocer 
hacer caso omiso, del verdadero ser so 
~sana e uivale a ne 

or ende sosia ar s1 
pluralismo• 

e rr 
en fm 
de la 

encia 
ndo del 

•El principio de la dignidad de la pers 
seria comprensible si el neces 
socialización del individuo, se ent 

a humana, no 
de 

fonna de masificación y homogen · ión integral de su 
conducta, reductora de toda tr e originalidad y 
peculiaridad. Si la pe.-sona ea en "sma un fin, la 
büsqueda y el logra de su destino 
conforman su :razón de ser a ellas por fuerm 
acompaña, en cada íns una inextirpable 
singularidad de la que se n e yo social, la cual 
expresa un interés y una ¡nec 'dad radicales del 
sujeto, que no pueden qu~ar eap:rotegidas por el 
derecho a riesgo de conve~o cosa. 

' 

"' 

·•\"- -~-4 
' 

•g¡ principio de pluraliamO, su ento de la convivencia 
pacifica y factor normativo d inante de l.a riqueza 
espiritual, requiere que se re eta la diversidad étnica 
y cultural de la nación y sus míembros. Bajo el 
manto de! ciudadano, se pr cura la igualdad política y 
la vigencia de la democra a, pero ésta no agota laii 
posibilidades de la person y por tanto sus derechos. 
Adcmll..s de mi~bro de a comunidad, e! }ndividuo 
como persona tiene der ho a ser portado -. de una 
diferencia especifica y a poyarse en ella para reseguir 
su curso vit.el. Apagar, silenciar, desconocer , en fin, 
hacer caso om;so, d l verdadero ser so de la 
persona, equivale a n gar el derecho a 1a 

' 

por ende, sosiaya:r el &gnili.cado 
pluralismo.~ 

\ 
En efecto, un esta plural que respeta la identidad personal 

no pUede afirmar el deber a soluto de tratar el cuetpo humano bajo 

determinada óptica, en oposi "ón al titular del cuerpo. Inclusive, si la 

mayoría de los mexicanos, a avés de sus representantes en d Congreso, 

ven corno obli¡:¡atorio el deber e proteger el cuerpo humano, en funoión de 

sus creencias religiosas o m ales, no pueden pretender que esa moralidad 

se haga coercitivamente 'gibte a todos. MéJtime que el quejoso en 

reconocimiento de los ries os involucradoa, con plena conciencia y en 

ejercicio de !a identidad J,er nal, pretenden utilizar su cuetpo y su persona 

de determinada forma, ba' 1a óptica de su individualidad y de lo que 

' resulta correcto y deseabl . 

-'Ó 
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4.4. VIOLACIÓN DEL DERECHO A LA IDElfTIDA.D 

PERSONAL, PLURALISMO Y LA DIGJfIDA.D HVMAM'A 

La s.entenc:ia de amparo omite hacer un análisis sobre la 

infracción al de..echo a la identidad persone!, pl'llralismo y a la dignidad 

humana. Así, en la sentencia de amparo se pasa por alto q¡¡e los artículos 

234, 235, 237, 245, 247, 248, 368 y 479 de la Ley General de Salud 

prohiben la siembrEI, cultivo, cosecha, elaboración y cualquier otra conducta 

relacionada con el autoconl!umo de Marihuana. 

No obstante, el autoconsurno de Marihuana no es sino la 

proyección que hace uno mismo de sus preferencias y rasgos que lo 

diferencian y singulari:ian del resto de las p<!.t'sonas. La prohibición de la 

siembra, transportación y autoconsumo de Marih'llana en !a Ley General de 

Salud es una forma inequívoca de apawu-, silenciar y desconocer el 

verrladero ser social de la persona y negar el d"recho a la diferencia. 

En efecto, •fijos rungos de uso actJ.J.a/ han fiuettuido en los 

últimos 40 años, pero se puede decir que el cannabis es urta droga que formo. 

parte de la culturo, usada parlículannente durwú:e la etapa de la vida de 

eq.iloradón juvenil y de emancipación, en una gran caittidad de países 

rlcos.•sv 

El consumo de Cannabis y la alteración conaeéuente del estado 

' de Mimo se lleva a cabo por una pluralidad de motivacion4. El Cann!lbia se 
¡ 

consume por curiosidad, búsqueda espiritual, búsquedá de placer, por 

aburrimiento, enajenación social e, incluWve, por búsqu~ de identidad."º 

Todas éstos son motivos orientados a la definición del propio Yo en sociedad --¡ 
y a la singularidad penonal. 

En s.inte9.ls, la prohibición del consumo de Cannabis para 

quien de manera consciente decide utilizlu"la implica, no solo proacribir el 

uso de una substancia particular, sino también la negación y supresión de 

conductas que confieren al individuo una diferencia especít1ca de acuerdo a 

su singularidad y a sus propios caracteres y acciones. Por lo anteriormente 

"' (La traducción es nuestra) 'Rates of •ecent use have fluctuated in lhe las! 40 
years, but it can now be f;a.id wilh somc confidel'!cc that c:annabis is an encultum.ted 
drug, used particular!y during the tüe slage of youthful exp!<>tation and 
emancipation, in a lars" number ofrich countries.' Ibídem., pllg. 169. 
°" Dorothy E. Dusek y Daniel A. Girdano, 'Drogas: un estl.ldio ba0<ado en loa 
hechos", (lnld. Del ingl~s: Plar Candela Martln), México, S!TESA, 1990, Cap. 2, 
pp.23-31 
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' expuesto, la prohibición a Ja siembra, transportación 

Marihuana debe ser declarada inconstitucional. 

,, 

4.5. ANÁI.1818 SOBRE- LA DO ... 
lmSTIUCCIORES DEL DERECHO A LA 

PLURALISMO Y DIOJlllIOAD 

PERSOJl'AL, 

En el tercer agravio se fotJ11ula u aniilisis detallado sobre 

r,roe_~onalidnd y escrutinio. Ahi se establee las razones por las que las 

·r~¡~~ones a derechos humanos, cratando de a polltica prohibicionista, no 

soU_adJ:c:u.adas, ni cumplen con los estándare fijados por la Suprema Corte 
. . ' 

de Justicia de la Nación. A continuación se ofrece una slntes;s de los 

argumehtos vertidos en el tercer agravio de presente recurso de revisión: 

Inclusive si se adujera e !os derechos a la identidad 

per.ao1"\· al principio de pluralismo y igi¡:idad humana no son absolutos, 

loa..Jlrnites establecidos en la siembra, cultivo, 
' ' pre¡lirjjión, posesión y demás cond taa relacionadas con el autoconsumo 

de Marihuana, en lo.s artículoa 235, 237, 245, fracción l, 247 en su Ultimo 
' párrafo y 248, implican una reatri ci1n inconatitucional e ilegitima. En la 

aentencia de amparo se omite hac · anhlisis sobre s.i la reslricción a los 

derecholl a la identidad personal, lu ·smo y dignidad. 

En efecto, para r 

conforme a los examenes d 

un dere<:-ho fundamental, 

scrutinio y d.e proporcionalidad 

empleados por la Suprema Co te de Justicia de la Nación, se debe 

cumplir con los siguiente 

"fil.ida o legitima dentro 1 

'tos: primero, tener una finalidad. 

o constitucional; segundo, que la 

medida empleada sea inst m ntal {o idónea) para alcanzar la finalidad 

deseada; fil tercero, que 

fmalidad. propuesta 

estricto sentido, la per 

edi a sea necesaria para alcaru:ar la 

ti" :menos restrictiva y que no restrinja 

necesario), y cuarto, proporcionalidad en 

ción de un objetivo constitucionalmente 

fi! el fallo del amparo en reri:iión - llama a esta etapa 'ané.lisii> de 
idoneidad', pero consid<:rnmos que tanto en aquel fall<1 como en esta demanda nos 
referimos a un mismo concepto. Se trata de 11n M1é.lis!s sobre la instrum~ta.lidad 
de Jos medios empleados. Lo que para A.liaron BereX es el elt8.Illen de Coiierlón 
Raciona! r Rational Co1t11ection") y pera la jurisprudencia None Americana son 
e;.,:runene.'l de • Relacitln Substancial'" {"Substa.ntwl Relarion'). 
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legitimo no puede hacerse a costa de una afectación innecesaria o ~, 

desmedida a otros bienes y derechos constitucionalmente protegidos.&0 

En primer lugar, la politica prohibicionista no tiene "'™' 
finalidad legitima, pues coaccionar a una persona a gozar de buena salud 

contra su voluntad bajo ninguna óptica puede ser permitido. La imposición 

de un estar.dar ünico de una vida saludable no es admisible pMa. un estado 

liberal, que basa su existencia en el reconocimiento de !a singularidad e 

independencia hurnl\lla. La salud del individuo es algo que no atafie a nadie 

salvo a él y no puede ser impuesta contra. su propia votuntad. En segundo 

lugar, la politica p<ohibicionist.a no es instrumental o idónea para prevenir 

posibles riesgos a la salud ni para combatir las adicciones63, ya que cl 

nfunero de consumidores de Cannabis ha aumentado en los últimos años y 

hay pruebas objetivas que muesl:rl\ll que el despenalizar el consumo no 

generarla un aumento en el consumo de la misma64 • Esto es, resulta 

evidente que la Po!itica Prohibicionista no es un ml\"dio adecuado para . ' 
conseguir el lm deseado. En tercer lugar, la poli ti ca no ~s necesaria, pues I) , 
suprime más allá de lo estrictamente necesario los d~choo restringidos, y 

2) eJctsten alternativas menos restrictivas de loo derefhos humanos para 

proteger la salud de los consumidores. Finalmente, la Politica 

' Prohibicionista no es proporcional, toda vez que gener mayores daflos que 

beneficios.•• 

En conclusilin, la sentencia de amp o transgrede los 

principios de congruencia externa y exhaustiv:idad, pu 

los derechos humanos a la identidad peysonal. pluralismo y la dúmidad 

hume.na fueron lei<itimamente restringidos. Asi !as co.,as, se debe declarar 

que toa artículos impugnados de la Ley General de Salud aplicados 

implicitamente por ta 8.ll.torK!ad !l.On inconstitucionales y violan los derechos 

a la identidad per:!ional, principio de p!"lralismo y dignidad humana. Se 

debe, pues, como efecto de la sentencia que confiere el amparo aJ quejoso, 

ordenar al Director Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, 

Psicotrópicos y Sustancias Químicas de la Comisión Federal para Ja 

Protección contra Riesgos Sanitarios que permita que el quejoso pueda 

., RES'I'RICCJONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL 
JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERARLAS 
VALlDAS. Novena Epoca; Registro, 169209; fnstancia, Primera Sala; Tesis Aislada; 
Fuente, Semanario Judicial de la Pedemción l' su Gacete; Tomo XXVJ!l, Julio de 
2008; Materia., Constitucional; Tesis, la. LXV!/2008; pág. 462. 
•3 Amanda Feilding Convenor, <1p, cit., pág. 10. 
"'Encuesta Nacional de Micciones 201 l, pág. 43 
"'Ver el tercer agravo, tercer C>Onc:epto de violación (apanado S) en el que se expone 
detalladamente el análisis de proporcionalidad y escrutinio. 
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sembrar, c\lltivar, preparar, poseer s1..1f>ciente 

autoconsumo habitual y reiterado. 

p...-a su 

QUINTO AGRAVIO. Violación ' 
fundamentación y motivación adecuada, congruen 

principios de 

y e>:hll\ls\ividad, en 

relación al tercer concepto de violación, numeral s 3. 1 a 3.3, sobn:o el 

derecho humano a la disposición de la salud persa 

'';'' 
'ola de !as di.:iposiciones de 

los artí<!J.ilos 74 fra<lción l de la Ley de Amparo 222 y 352 del Código Federal 

de Procld;m¡entos Civiles de aplicación su letoria, confonne al te?cto del 

numeral 2º parrafo segundo de la Ley de Amparo; e inobseJ"Yancia de la 

garantía constitucional a la tutela judicial efectiva consagrada en el articulo 

17 de la Constitución Politica de los Esta os Unidos Mexicanos. 

En concept<> de viota.;:ió referido el quejoso sostuvo que la 

Poli'tica Prohibici<>nista vulnera el derecho a la salud, en su aspecto 

· 'ne&~Wo, como la facultad o pote ad de disponer· de la salud personal, 
~ 

inclusive para no gozar buenas ud. El quejoso alegó, en primer lugar, 

que era titular del derecho a J salud; en segundo lugar, e1CJ1uso cué.1 

era el alcance del derecho a 1 salud, en su aspecto negativo, como la 

obligación del Estado de res etar las decisionea y disposiclón de !a 

salud que hace cada cual so re su propio cuerpo; y en tercer lugar, se 

adujó que la Politica Prohib cionista transgredía el derecho a Ja salud 

en la dimensión aqui expue ta, 

No obstante, Juez de Distrito hizo caso omiso de los 

argumentos vertidos por 1 quejoso y sostuvo lo siguiente, sin rnás ni 

más: 

"Ahora bien el quelo•o •eñala que lo• precepto• 
reclamado• , vulaeran el derecho a la identidad 
personal, .: pluralismo -entend;do como el derecho 
que tiene ada individuo para distinguirse de los 
demás-, dignidad humana, propia imagen, 
dl•poalelóa a la aalud peraonal y 
autodeterrninaclón personal y corporal, libertades 
que eatán eompre11.dldaa en el derecho al libre 
deaarrollo de la peraonalld.&d.~ 

(Subrayado y tnfasis agregado) 

(,, 



• 

• 

"' 

Sin una justilicación aparente, en la sentencia se adi.;¡ce -~ 

que Jos derechos humanos invocados conforman parte del derecho al 

libre desarrollo de la personalidad. Se puede apreciar, entonce11, que la 

sentencia de amparo no analiza ei concepto de '-'iolación ten:ero, 

numeral 3. 

Hay un alcance sobrepuesto entre, por un lado, el derecho 

humano a la disposición de la salud personal y, por otro lado, el libre 

desarrollo de la personalidad. Finalmente, todos los derechos humanos 

son interdcpendientes. No obstante, tales derechos vwian a, partir de 

casi cualquier métrica de e'Valuación sobre derechos humanos. Dilieren 

en su anclaje constitucional y convencional; en su alcance normativo; 

en su desarrollo jurisprudencial; en el trato en ¡¡. doctrina 

constitucional comparada, y en !a asimilación y recono,cimiTto de 

fuerza. normativa en el imaginario colectivo y fuero interno de lo~!ueees 

constitucionales del país. 

Tales distinciones se pueden apreciar de un c 

el apartado en el que se dese.:rrolle el alcance del 

disposición de Ja salud personal (concepto de vi1;1J 

traste entre 
"OC'. 

eret!lió a la 
!<:' 

ión tercero 

apartados 3.1 a 3.3¡ y en el que se e:itp1;1ne el alcance del r re desarr1;1ilo 

de !a personalidad {concepto de violación tercero apartad1;1 2.1 y 2.2¡. 

As.í que se debe concluir que la sentencia de paro 1;1mite 

analizar los argumentos sobre el derecho a la disposició de la salud 

personal, en relación a la política prohibicionista. Los r onamientos 

expuestos por el quejoso y que omitió tomar en cuenta: et Juez de 

Distrito son los siguientes: 

5.1. TITULARIDAD DEL DERECHO A LA SALUD (SALUD Ell 

SU ASPECTO.llEGATIVO) 

El quejoso es titular del d<:Teciio a la salud, en términos de 

lo dispuesto en el articulo 4° de la C-Onstitución, articulo 25 de Ja 

Declaración Universal de los Derechos Humanos, articulo 12 del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, articulo 

10 del Pi-otocolo de San Salvador, que a continuación se transcriben 

pal"a mayor referencia: 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 

1 
1 

1 
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Artic1.1Jo 4°.-
• ... Toda persona tiene derecho a le protecci6n de 
salud. La Ley definiré. la.o. ba>1es y modalidades 
el acceso a los servicios de sall.ld y establece 
concurrencia de la P'cderación y !as enti ades 
federativas en mate:ria de salubrídad neral, 
conforme a lo que dispone la fracción V! del 
artículo 73 de esta Constlrución, .. ". 

Declaración Universal de Jos Derechos 

Articulo 25.-
nivel de vida 
su familia, la 
alimentación, 

"l. Toda persona tiene derecho a u 
adecuado que le asegure, asi como 
salud y el biene:<1tar, y en especial 
el vestido, ta vivienda, la asi>1ten 
servicios sociales necesarios ... " 

a ml':dica y los 

•7 
'\¡ 

\ 

Pacto Internacional de, Derech s Económico11, Sociales y 

Articulo 12.-
"l. Los Estados artes 
reconocen el derech. de to 
mas alto nivel posible de s 

Protocolo de San Salvado 

"Articulo 10.-

el presente Pacto 
persona al disfrute del 

ud lisica y mental.• 

1. Toda persona tiene d echo a la salud, entendida 
como el disfrute del ás alto nivel de bienestar 
flsico, mental y social. 
( ... )" 

ASÍ las cosas, queda 

del derecho a la salud del quejos 

uficientemente probada la tit~_aridad 

S.2. ALCA"KCE p 
SALUD PERSONAL 

a la salud de la siguiente m 

Articulo 2o.· 

DERECHO A LA. DISPOBIC10:N DE.'l.A. 

Salud desarrolla el alcance del derecho 

~El derecho a protección de la salud, tiene las 
siguientes fmali des: 
•r. El bienestar fisico y mental de la persona, para 
contribuir al ejercicio pleno de sus capacidades; 

"Il. La prolongación 'f mejoramiento de la calidad de 
la vida humana; 

1 

0/ 
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siguiente: 

"lll. La protecCJon y el acrecentamiento de los 
valores que coadyuven a la creación, conservación y 
disfrute de condiciones de salud que contribuyan al 
desarrollo social; 

"IV. La extens1on de actitudes solidarias y 
responsables de la población en la preservación, 
conservación, mejoramiento y restauración de la 
salud; 

·v. El disfrute de servicios de salud y de asistencia 
social que satisfagan eficaz y oportunamente lat 
necesidades de la población.~ 

"' 

\. 

Asimismo, el Protocolo de San Salvador establece lo 

Artículo lQ,. 
"Derecho a la Salud. 
"l. Toda p.,,-sona tiene derecho a la salud, 
entendida como el disfrute dg••'um"'ª''-'"'"'"º'~n,i•''''~d~o 
bienestar tísico, mental y social.~ 

Para analizar de manera integral el derecho a la salud y su 

complejidad, es preciso hacer referencia a la naturaleza. del derecho a la 

selud como un derecho subjetivo, tanto de recibir servicios de selud 

como de no recibirlos; de tener un alto nivel de biene8tar tísico y de no 

tenerlo. 

·. 
Daniel Mendonca, en su libro "Los Derechos en Ji.Je'ko" 

' propone una definición de derecho subjetivo, en los términ~s 

siguientes; 

"[D)ecir que elguien tiene un derecho a. hacer algo 
es decir que tiene la libertad de hacerlo. Esa 
circunstancia se presenta., fundamentalmente, a 
partir de la concepción de la libertad como la 
situación en la cual un sujeto tiene Ja posibilidad 
de obrar o de no obrar, sin ser obligado a hacer u 
omitir: una libertad es lo opuesto a una obligación. 
Esta manera de entender la libertad y, 
consiguientemente, los derechos, consiste, pues, en 
la ausencia de impedimento o la ausencia de 
constricción. Pero si se entiende por <<:impedir>> no 
permitir a otros hacer algo y por <<constreñir>> 
obligar a otros a hacer algo, ambas direcciones 
parecen parciales, puesto que la libertad, así 
COnGebida, comprende, por lo comün, tanto la 
ausencia de impedimento como la ausencia de 
constricción. De este modo, de acuerdo con el 
primer componente, un sujeto puede obrar por que 
no existe norma que prohiba la acción que él 
considera deseable y, de acuerdo con el segundo 
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componente, el sujeto puede abstenerse de o rar 
porque no existt; norma que imponga la acció que 
é.I considera no deseable. Una uma 
está en libertad o ti~ un derecho 
cuando no tiene la obli ación 
omitirlo. "66 

araba ralo 
de ha erlo u 

/\hora bien, parafraseando a Daniel endonca, alguien 

tiene derecho a la salud, y no una mera obligaci" a la salud, cuando 

tiene la posibilidad de recibir asistencia mCdica o e rechazar asistencia 

mC:dica; cuando tiene la posibilidad de re<fibi• ervicios m<idicos y de 

oponerse a los mismos; y cuando puede /ser yudado para evitar los 

riesgos asoriados al consumo de Cannabis y uede rechw:ar cualquier 

ayuda y asUmir los riesgos del consumo .de C na bis. 

! 
Por su parte, Eduardo G~cia áynez, en su libro Fi1oso.fia 

del DerecM, explica que los derech1 sub"etivos tienen una implicaciOn 

normativa derivada de su carácte opt tivo, esto es, aun cuando la 
' 

norma otorgue un Solo derecho, di m ra implícita está otorgando un 

segundo derecho, el de escoger ettre e ejercicio del derecho o no. Esto 

implicarla que el derecho a gozar de 

derec,ho a d;sponer de la propiJ salu 

ena salud conlleva un ,segundo 

y, si uno lo desea, gozarr.ie mala 

salud. I 
Asi, cuando habl/m,03 

' tenemos que reconocer que e mis 

\ 
el denx:ho a la salud, forzo ente 

o implica la posibilidad de ej rcer el 

dereCho a la salud y el de n hac Jo. Con ello se respeta el derec o a la 

salud como un verdadero dere o y no como una mera obligaci6n 

jurídica. 

Considerar lo ont 

no incluye la posibilidad d ele 

io, es decir, que el derecho a la salud 

no ejercer el derecho u oponerse a las 

prestacione>J de salud pú lle , llevaria al absurdo de afirmar que el 

derecho a la salud tiene el ar cter de obligación. 

Para explicar te argumento se demuestran aquí las 

implicaciones lógicas de un erecho y una obligación: 

•0 Mendonca, oan;e1, Los Derechos en Juego, Con!li~t<> y Balance de Derechos. 8<1. 
Tecnos, Madrid, 2003, pág. 23 

{ .. · 
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Derecho D- Px y P-:x Donde "P" es permitido, y "x" es la conducta, 

Derecho es igual a permitido llevar a e-abo la 

conducta y permitido no ll~M • cabo la 

conducta. 

Obligació O- Px y Ph-x Donde "P" es permitidc, "Ph" es prohibido y 

n "•" " l• conducta, Obligación es· igual a 

permitido llevar • cabo l• conducta y 

prohibido no llevar a cabo la condi.¡cta 

En este sentido, es claro que la única manera en la que se 

puede interpretar o disgregar el derecho a la salud es de la siguiente 

manera: el derecho a la salud implica que la persona titular del de~cho 

tiene permitido disfrutar del mií.s alto nivel de bienestar físico. mental y 

social, y. a su vez, 'll'e tiene permitido no dllllrutar del rn.6.• alto 

nivel ele bieneatar r .. lco, mental y aoclal. 

A la misma conclusión arriba el Comité de oerechos 

Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unid.ls en su 

Observaei6n general Nº 14, en los t<':nninos siguientes: " 

•EJ dered!.o de! disfrute del más alto nivel po.sible 4e __ 
salud {articulo 12 del Pacto lnteme.cional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales) 

'( ... ) 

"8. El derecho a la salud no debe entenderse como 
un derecho a estar sano. El der!:eho a la. salud entraña 
libertades y derechos. Entre las libertades figura el 
derecho a controlar su salud y su_ cuerpo, con inclusi6n 
de la libertad sexual y genésica, y el derecho a no 
padecer injerencias. como el derecho a no ser sometido 
a torturas ni a tratamientos y experimentos médicos no 
consenauales."•7 

En el mismo sentido, es preciso traer a colación la d;stinción 

de lsaiah Berlin enlre la libertad positiva y la libertad negativa.t..e La libertad 

negativa consiste en que nadie interfiera en mi actividad o fin, esto es, se 

viola mi libertad en sentido negativo cuando se me impide hacer algo mii.s 

allá de lo admisible, que de otra manera podria llevar a cabo. Por otro lado, 

•7 OOOervación g<:nerel Nº 14 [20001. El deruho del disfrute del mois alto nivel 
posible de salud (articulo 12 del Pacto lntf:rnacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales). 22º periodo de. sesiones, Ginebra, 25 de abril a 12 de meyo 
de 2000, Comité de Derechos Económicos, Sacie.les y Culturall!s, Naciones Unid.a.o. 
•• Berlin, l..aiah, Dos conceptos de /;b<¡rtad y otro:. e.scrilos, Alianza Editotial, Madrid 
2011, p. 43-114. 
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la libertad positiva consiste en el autogobiemo, en la posib" · 

mi vida segUn mi razón y llÚs deseos. 

Adicionalmente, para Norberto Bobbi.o la libertad negativa es 

"la situación en la cual un sujem tiene la posibilidad obrar o de no obrar, 

sin ser obligado a ello o sin que se lo impidan otros ¡jetos•, diientras que la 

libertad positiva es "la situación en la que un su· o tie1te la posibilidad de 

orientar su voluntad hacia un objetivo, de 

determinado por la 110/untod de otros."°" 

deciS'iohes, sin ve/3"e 

'<!'(': 
'{ , Asi, a pesar de que todos lo hombres tiendl derecho a la 

libertad, existe un límite intrínseco al der cho, esto es, la libertad de 111.li 

derrul.s persQJlaS. Es decir, al vivir en ciedad, se deben de establecer 

' . ciertos limite~ en aras de que cada uno eda ¡¡:ozar y ejen:eT dicha libertad. 

Porque el Estado establece normas o 1 es que regulen la rellción entre los 

hombres, para no caer en una situa n de injusticia en que unos cuantos 

disfrnten de 1';!- libertad a e><penBas de a libertad de otros. 

,.~' -
-~ 

¡J{o limitaciones, \lo cierto es 

que hay una esfera de! actuar de n sujeto que le oorresprmde ü icamente a 

<':!; esto ea, una esfera donde n hay afectación a ninglin terc o y por lo 

tanto no resulta válida la interv ción de nadie, ni siquiera del Es do. 

En conclusión, e Estado no puede interferir en la lib 

sujeto para controlar su salu y su cuerpo; no p\lede interferir en la 

inherente al derecho a la sal d para disponer de la salud propia. As' '=o, 

el sujeto üene un der-echo no ser Bometido a tratamientos o injer cias 
' médicas con en aras de p oteger su salud, si no consensa y admite 'las 

mismas. Sobre el alcance d 1 derecho a la disposición de la salud personal el 

Juez de Distrito guarda sil cío. 

5.3. VIOLA IÓN DEL DERECHO A LA Dl8P08ICI0N DE LA 

SALUD PERSONAL (SALU EN SU ASPECTO NEGATIVO) 

La sentencia de amparo omite hacer un analisis sobre la 

infracción al derecho a l libre dlspo.sici6n de la salud personal, como 

derecho a la salud en su aspecto negativo o la permisión a gozar de una 

mala salud. Así, en la sentencia de amparo se pasa por atto que el derecho a 

.. Carbonell, Miguel, DiccWnario dLJ Deredw Constirucinnn~ T. H, E<!. Porrüa, tercera 
edición, Mhico 2009, pp. 876 y 878. 

' 

' 
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la salud implica necesariamente que como titu.lar del mismo puedo elegir no 

ejercer dicho derecho. 

La Política Prohibicionista al consumo de Marihuana, 

contenida en los articules antes citados de la Ley General de Salud, fue 

establecida para "comba!ir el COIUUmo indebido de estupefacientes y 

sicotrópicos" como consecuencia de que el mismo se ha convertido "en una 

de las adicciones que repre.<;entan más graues problemas de salud pública-•10 

Lo anterior significa que el objetivo de la polilica establecida 

por el legislador es proteger el derecho a la salud. El problema es que ignora 

absalutamente el derecho a disponer sobre la salud person~ y consumir 

Cannabis y con ello ejercer el derecho a no perseguir el "bienestar físico, 

mental y socinr. 

Esto es, e! legislador adopta una postura patemiµista y opta 

por no permitir a los ciudadanos gozar de uno de loi elementos 

fundamentales de su derecho a la salud, pues considera que eij. tratándose 

del consi.¡mo de Cannabis los ciudadanos no cuentllil con el \¡Ierecho de 

elegir ejercer su derecho o no. 

En consecuencia, la Politica Prohibicionista que 

siembra, preparación, posesión y otras 1;onductas relacionad 

olube la 

con el 

Cannabis "1.llnera el derecho a disponer sobre la salud propia, pue supone 

que la salud personal es una obligación y no un derecho subjetivo, el cual 

los particulares pueden elegir disfrutar o no. 

El Estado justifica la politica de prohibición al consumo de las 

si.¡stancias referidas, en la prote<:ción a la salud de los ciudadanos. De esta 

manera, actúa de una manera paternalista injustificada e incurre en un 

desconocimiento de la racionalidad, madurez intelectual, det"echoo y 

di.gnidad de sus gobernados. 

• La prolUbit:ión parle de p.VU.ici.os basados en 11aJoraciones 

moro les 

El uso de Cannabis ha sido repudiado legal y moralmente. La 

cuestión es que se ha generado un estereotipo en torno al consumo de estas 

sustancias, que parte de suposiciones que sor. altamente cuestionables. Lo 

70 Exposición de Motivos de la Ley General de Salud, 15 de noviembre de 19S3. 

. J 
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cierto es que la politica prohibiclonista no está sustentada en un tudio 

cientificD del dai\o que geneca el consumo de Cannabis a los parti lares, 

sino en juicios morales con una aparente neutralidad ética, que Ja 

sociedad crea que no hay alternativ"" para decidir sobre el 

Marihuana, como si fuera una decisión entre el bien y el mal, decisión de 

rechazo que un ser moral no puede dejar de tomar; decisión ue no puede 

recaer en la conciencia del sujeto ludente. En otra& pal 

adopta una actitud panglos.iana -fiegún la cual, el recha:io 

mundos posible- y procede a engrasar los engranajes del 

que fija la selección de repudio. En llltima instanci 

el mejor de !os 

ser moral no es 

adoptar·-!a '4.ecislón del E:struio, sino que consiste en ber libremente que ,,, 
las cosas Jtueden ser buenas o malas. Pero no si ca sabi:ir, y mucho 

menos sabér con certeza, qué cosas son buenas y qu · cosas son malas . 

! 
' / En este sentido, se podría decir que a prohibición es más de 
' tipo moral' que de salud pú.blica. Esto es, el stado busca implementar 
1 

cierto tipo\de ideologlas y formas de vida buena ue considera adecuadas, a 

expe'nsas de los deseos, ideas y cr"'lncias de ca a persona. 

• Implic:aciones de /a postura pate lista en tomo a !a lud 

Ahora bien, si C<Jnsideramos ue entre !os fmes le mos del 

E:stado está el proteger la salud de los go emados mediante la p hibición 

del C<Jnsumo y producción de orustancias orno el Marihuana, forza ente 

' tenemos que aceptar que esta medid estatal es legitima respeQto de 

cue.lquier substancia que cause daños a a salud. 

En este sentido, seria sustancias como el 

tabaco y el alcohol, e incluso el E:sta podria decidir prohibir el consumo 

de azúcar porque causa diabetes; consumo de grasa, porque causa 

colesterol; el consumo de cafeína por: e causa dependencia, etc. 

Por reducción al abs do, si el Estado decide tratar a sus 

ciudadanos como seres que no so suficientemente racionales y maduros 

para tomar sus propias decisiones :sobre su cuerpo y persona, entonces 

podría suprimir cualquier derecho jibertad con la qne cuentan e imponer 

exclusivamente un modelo de vida ena. Asi caeríamos en el absurdo de 

pensar que el &ltado puede suprimir el derecho a votar, el derecho a 

contraer matrimonio o a procrear, sin mayor limiLación que la coyuntura 

' 
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politica de cada momento y la elección de las mayorías en las asambleas 

legislativas. 

5.4. ANÁLISIS SOBRE 

RESTRICCIONES DBL DERECHO A LA 

NEO-ATIVO 

LA VALIDEZ DB LAS 

SALUD Ell' SU ASPECTO 

En el tercer agravio se formula un análisis detallado sobre 

proporcionalidad y escrutinio. Ahl se establecen las razones por las que las 

reslricciones a derechos humanos, tratando de !a politica prohibicionista, no 

son adecuadas, ni cumplen con !os estándares fijados por Ja Suprema Corte 

de Justicia de la Naci6n. A continuación se ofrece una síntesis de los 

argumentos vertidos en el tercer agravio del presente recurso de revisión; 

Inclusive, si se adujera que el derecllo a la saludr. en su 

vertiente de la libre disposición sobre la salud propia o la permisión go%1ll" 

de una mala salud, no son absolutos, los limites estable.:idos or la 

prohibición en la siembra, cultivo, prepW"ación, posesión y demás co 

relacionadas. con el auto consumo de Marihuana, en los artículos 23 237, 

245, fracción !, 247 en su Ultimo pArrafo y 248, implican una rcstrl.cción 

inconstitucional e ilegitima. 

En efecto, para restringir un derecho fundamental, 

conforme a los exámenes de escrutinio y de proporcionalidad 

empleados por la Suprema Corte de Justicia de Ja Nación, se debe 

cumplir con 10:1 siguientes requisitos: primero, tener una finalidad 

válida o legitima dentro del filnbito constitucional; segundo, que Ja 

medida empleada sea instrumental {o idónea) para alcanzar la fmalidad 

deseada; 71 tercero, que la medida sea necesaria para alcanzar la 

finalidad propuesta {la alternativa menos restrictiva y que no restrinja 

más allá. de lo estrictamente necesario), y cuarto, proporcionalidad en 

estricto sentido, la persecución de un objetivo constitucionalmente 

legítimo no puede hacerse a costa de una afectación innecesaria o 

desmedida a otros bienes y derechos coustitucionalmente protegidos.72 

11 El fa.llo del amparo en revisión - llama a es<a etapa "anfilisis de 
idoneidad", pero consideramos que tanto en aquel fallo como en esta demanda nos 
referimos a un mismo concepto. Se trata de un aniilisis sobre la instrumentalidad 
de los medios empleados. Lo que para Ahar<>n Bamk es el examen de Con='6n 
Racional (" Rational Connectio11") y para la jurisprudencia Nora Americana son 
"'<limenes de • Relaci611 Substa11cial" {"Subsrantial Relation"). 
1' RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL 
JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN" CUENTA PARA CONSIDERARLAS 
VALIDAS. Novena J;:P<Xa; Registro, 169209; Instancia, Primera Sala; Tesis Aislada; 

\ 
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En primer lugar, la política prohibicionista no tiene una 
! 

finalidad legitima, pues coaccionar a una persona a gozari:e uena salud 

contTa su voluntad bajo rringu.na óptica puede ser permitid . U. salud, a 

menos que haya derechos de terceros en conflicto, como e el caao de una 

epidemia, es un área voluntaria, sujeta al consentimio.;hto informado y 

restringida exclusivamente al individuo. La ímposición de'Un estándar Unico 

de una vida saludable no es admisible para un estado .liberel, que basa su 

existencia en el reconocimiento de la aingularidad e in ependenoia humana. 

U. salud del individuo es algo que no atafie a nadie s vo a et y no puede ser 

-;;~~~~~puesta 1tra su propia voluntad. 

' · fEn segundo lugar, la politic prohibicionista no es 

, ~ 'instrumentaÍ para prevenir posibles riesgos a 1 aelud ni para combatir las ' ' . adi.ccionea,'f ya que el nUmero de consumidor s de Cannabia ha aumentado 

en Jos últiÍrnos años y hay pruebas obj tivas que muestrítn que el 

. despenaliza\. el consumo no generarla un umento en el conJmo de la 

misma.'J1 f_dicionelmente, la política no ea instrumental, pu~ no hay 

~ .,, __ evideh~ ;ue todo el consumo de C abis genere adicci~ o que 

nece~~~bte genere un dafio a la tercer lugar, !~\ Politica 

Prohibicionista no es necesaria, pues s prime mas allá de lo estrictamente 

necesario del derecho a la salud, y exis n altemativRS menos restrictivas de 

''. los derechos humanos para p;ote r la salud de los consumidores. 

Finalmente, la Politica PI"ohibicioni a no es proporcional, toda vez que 

genera mayores perjuicios que benefi 'oaJs 

Asi las cosas, se debe eclarar que los artículos impugnados de 

la Ley General de Salud son 

disponer sobre la salud propia. 

que otorgue e! amparo, orden 

Estupefacientes, Psicotrópicos 

Federal para la Protección co 

constitucionales y violan el derecho a 

debe, pues, como efecto de la sentencia 

al Director Ejeculivo de Regu.lación de 

Sustancias Quimicas de la Comisión 

Riesgos Sanitarios que permita que el 

Quejoso pueda sembrar, culti ar, preparar, posee,- suficiente Marihuana 

para su autoconsumo habltual reiterado. 

Puente, Semanario Judlcial de la Federación y su Gaceta; Torno XXVII!, Julio de 
2008; Materia, Consrituclonal; Tesis, la. !.XVl/2008; pég, 462, 
73 Amnnda Feilding Convcnor, op.cit., pág. 10. 
••Encuesta Nacional de Adicciones 2011, pl<g. 43 
'' Ver e! tcr~r concepto de violación, tercer agravio, en el que se expone 
detaUadMnenlc el análisis de proporcionalidad y escrutinio. 
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Si la Constitución Politice. de los Estados Unidos Mexicanos y 

los tratados internacionales garantizan nuestro derecho a la salud y el 

derecho a la disposición sobre la salud prop;a, es obligación del Estado 

garantizar y respetar ambos. En el caso que aqui nos ocupa, esto implicaría 

Ja permisión de sembrar, producir, poseer Cannabis para autoconsumo si a 

nuestro parecer na causan daños suficientes a la salud para disuadir que 

por iniciativa propia lo consumamos. 

\ En este sentido, queda clara que los arUculos 234, 235, 237, 

245, 247, 248, 368 y 479 de la Ley General de Salud que prohiben consumo 

de Ca.nnabis o cualquier producto que los contenga, viola el derecho a 

disponer sobre le. salud propia por las siguientes razones: 

1) Por no contemplar que el derecho a la salud imptlpa. la·¡ 

permisión a no ejercer dicho derecho y no buscar el 

bienestar fisico, mental y social; y 

2) Por no respetar el derecho a la 'la!ud y prohibir rea~zar 

ronductas que solo afectan el Wnbito estrictam~te 
privado, adoptando una postura paternalista contr'• 

a los ideales de un Estado liberal respetuoso de' os 

derechos y dignidad de sus ciudadanos. 

l 

En conclusión, la sentencia de amparo transgrede los 

principios de congmencia externa y exhaustividad, pues omite analizar 

el alcance, restricción y validez de la restricción del derecho a la salud, 

en su vertiente de la libre disposición sobre la salud propia o la 

permisión a go:tar de una mala salud. Por lo anteriormente expuesto, se 

debe declarar que los artículos impugnados de la Ley General de Salud 

son inconstitucionales y violan el de•echo a la disposición de la salud 

propia. Se debe ordenar que el Quejoso pueda sembrar, cultivar, 

preparar, poseer suficiente Marihuana para su auloconsumo habitual y 

reiterado. 

SOXTO AGRAVIO. Violación • 'º' principios do 

fundamentación y motivación adecuadas, congruencia y CJthaustividad, en 

relación al concepto de violación tet"cero, numeral cuarto (4.1 - 4.3), sobre el 

derecho a la autodeterminación penonal y corpo•al. libertad individual y de 

9ign!dad humana. 

1 
J 



• 

'º" ~ 
131 ') 

.. ,· ") 
•) 

\ 
En el concepto de violación terx: o, numeral cuarto, de la 

demanda de amparo, el quejoso e.legó que la plicación en si.< perjuicio de 

los artículos de la politica prohibicionist vulnera los derechos a Ja 

ai,¡todeterminación, libertad individual y de gnidad hi.<rnana. 

En dicho concepto de viola ión, el quejoso alegó, en primer 

lugar, que era titulares del derecho la autodeterminación, libertad 

ind.ividi.<al y de dignidad humana; e segundo Ji,¡gar, expi.<So C'llál era el 

alcance normativo de tal derecho; en tercer lugar, se aclujó qi,¡e la 

Politica Prohibicionista transgr dia los derechos invocados, y 

P ohibicionista no cumplía onn 

por !a SupTema Corte para las leyes 

º'· 

ez de Distrito hizo caso ohtiso de los 

uejoso y sostuvo lo siguiente~'- sin 

ralismo -entendido ·como el derecho 
individuo para distinguirse de los 

dignidad propia imagen, 
a la personal y 

o:ral libertade• 

deaarrollo d la nonlllidad.~· 

{Subrayado y énfasis agregado) 

, 

más ni 

Sin una justi ación aparentf, en la sentencia se aduce que 

los derechos humanos vocados conl,brman parte del derecho al libre 

desarrollo de la person dad. 

Se puede apr ·ar, entonQos, que la sentencia de amparo no 

analiui. el concepto de vio ación tercéro, numeral 4. 

Hay un alcance sobrepu'esto entre, por un lado, Jos derechos 

humanos a la autodeterminación ¡personal y corporal, asi como libertad 

individual y, por otro lado, el libre desarrollo de la personalidad. No 

obstarite, tales derechos varlan a partir de casi cualquier métrica de 

evaluación sobre derechos humanos. Difieren en su anclaje 

constitucional y conv-::ncional; en su alcance normativo; en su 

desarrollo jurisprudenclal; en el trato en la doctrina constitucional 
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comparada, y en la. asimilación y :reconocimiento de fuer:ta. normativa. 

en el imaginario colectivo y fuero interno de los jueces constitucionalelil 

del pais. 

Tales distinciones se pueden apreciar de un contraste entre el 

apartado en el que se desarrolla el alcance de los derechos a !a 

autodeterminación personal y corporal, libertad individual y de 

dignidad humana (concepto de violación tercero apartados 4.1 a 4.3) y 

en el que se expone el alcance dcl libre desaJTollo de la personalidad 

(concepto de violación tercero apartados 2.1y2.2). 

Asi que se debe concluir que Ja sentencia de amparo omite 

analizar los argumentos sobre autodetetminació1:1 personal y corpo>al, 

libertad individual, en relación a la polltica prohibicionista. Los 

razonamientos e¡¡puestos por el quejoso y que omitió tomar en cuenta 

el Juez de Distrito son los siguientes: 

6.1. TITULARIDAD DEL .ORRRCJIO A 

AUTODETERMJ!ilACJÓN 

Como se sostuvo con anterioridru:I, cl derecho al pleno respeto 

de la dignidad humana, de! cual se desprenden todos los derechos de la 

pernonalidad, se encuentra dispuesto en los artículos i~, 2~, 3° y 25, de la 

Constitución, prefunbulo, y artioulo 1° de !a Declaración Universal de Jos 

Derechos Humanos, artículo 11 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, tambien conocida como Pacto de San Jase, preamhulo 

del Pacto Internacional de Derechos Civil.es y Politicos y el preambu.lo del 

Pacto Internacional de Dereehos Económicos, Sociales y Culhlrales. 

Por su parte, el derocho a la libertad indiridual se desprende 

del listado de libertades enunciado en toda la parte sustantiva de la 

Constitución Politica de !os Estados Unidos MeJdc.anos, ¡u¡i como de !a 

Decla:ración Universal de los Dcrechos Humanos y el Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, t.ambien conocida cmno el Pacto de San Jase, en 

los termínos siguientes: 

Declaración Universal de !os Den:chos Humanos: 

Preámbulo. -
~Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el 
mundo tienen por base el reconocimiento de Ja 
dignidru:I i.nlrfnseca y de los derechos iguales --; 
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San José): 

... _ ..... 

inalienables de todos los miembros de la f 
humana; 
"( ... ) 
•Cons;derando que los pueblos de las Nacione 
han reaíll'?Ilado en la Carta su fe en los 
fundamentales del hombre, en ia di idad 
la persona humana y en la igualdad d<: 
hombres y mujeres, y se han de<:larado 
promover el progreso socia.! y a elevar el vida 
dentro de un concepto cnAs amplio de la 

Articulo!.-
"Todos jos seres humanos nacen lib s e 1 ales en 
dignidad y derechos y, dotados como stán de razón y 
conciencia, deben comportarse frat almente los unos 
con los otros." 1 

' Convención Americana sob~ Der os Humano.a ("Pacto de 

Articulo 11.-

"Protección de la Honra idad ., 
. ' 

"1. Toda. persona tiene derCch al respeto de su honr~y 
al reconocimiento de su di ' ad. \ 

•2. Nadie puede ser objetO 
abusivas en su vida rivad 
domicilio o en su corre 

í 
in ·erencias arbitrarias ó 

, en la de su familia, en su 
ondencia, ni de ataques 

ilegales a su honra o repu ción. 

"3. Toda peniona tiene de cho a Ja protección de Ja ley 
contra esas injerencias o sos ataques." 

6.2. ALCA:HCE DEL D O A LA. AUTODETERMINAClÓJli 

~ sentencia de amp omite tomar en cuenta que el e.lcance 

y valor dei derecho a la autodet inación se nutre de los principios a la 

libertad persone.! y dignidad hum a, así como del desarrollo de la filosoüa 

moral que ha sostenido y justifica la creación de las democracias liberales 

modernas, 

En efecto, la filoso a moral liberal y libertaria, presente en 

nuestro régimen constltucion 

humWlOS son intrlnsecamente 

pane del presupuesto que los seres 

tados de valor y merecedores de respeto. 

Se pane de que las instituciones bAaicas de la sociedad se construyen en 

tomo al presupuesto que los seres humanos son seres more.les capaces de 

vivir vidas responsables y auto-dirigidas. Así, el fundamento de Ja dignidad 

' 
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es !a capacidad de cada cual para tomar control responsablemente s?bre su 

propia vida. 

1 
En consecuencia, se aocaba la dignidad de la ~ona por 

cualquier conducta orientada a interleril" oon la vida responl!tblemente 

auto"dirigida o aquella que trivializa las elecciones que cada ual toma 

' respecto de su propia vida y persona. i 
' 

El derecho a ser soberanos sobre nuestra persa a ha sido 

mejor desarrollado por los países del Comrnon Law, pero es herente a 

en el ideal 

o principio 

' . 
' Las nociones contemporáneas sobre libertad\ y utonomia 

encuentran su fuente en 1a fUosofia moral de John t.ocke y de J 

Mill. La concepción de libertad de John t.ocke penneó la cosmo "ón de la 

América colonial e in0uy6 en Ja redacción tanto de !a Constituc n de los 

Estados Un.idos, -.., así romo en !os dive,.,.os ensayos constit cionales 

mexicanos del siglo XIX y la s1Ibsecue1'!.te Constitución Politic do loo 

E:a.tados Unidos Mexicanos de 1917. Entre otros componentes, la ftl ofia de 

John Locke postula que "las leyes de la naturn!eza disponen. 

..irtdi,,jd'uo tien.e Ull. iTtiell.és i11.here11.te de propiedad sobre su persona y tiene !a 

capacidad y e! derecho pwa auto-detennin.arse racio11.a/mente, !o que debe ser 

promovido y protegidQ por /a sQCiedad. civil y por.las imtituciones polfticas76•. 

En el mismo sentido, John Stuart Mili sintetiro el derecho a !a 

autonoinla individual en los términos Wguientes: 

•e( ú11.ico objeto, que autoriza a los hombres, indillidual o 
colectioomente, a turbar la libertad de ucción de 
cualquieru de sus semejwltes, es la propia defero>a; la 
única nwón legftima para usar de la fuerzo. oontro un 
miembro de una comunidad civilizada es la de impedirle 
perju.dicar a otros; pero el bien de este indilliduo, sea 
físico, sea mornl, no es rozón suficiente. 

"Jlirigún hDmbre puede, en buena lid, :>er obligild.o a 
adtlar o a ab:'itenen;e de hacerlo, pOTql.(e d.e esa 
adtlaci6n o abstención haya de deri11atse un bien pllro 

'
6 (La traducción es nuestra) 'jT\he le.,..s of nature require that each illdivi.du.ol has 

an inherent property illterest in hiB own person and ha.s the capacity for arul the 
right of TBtionlll ~lf-detennlna!:ion which must be promou:d and prore.:ted by civil 
society and political illslitutio:ls.• l\mlsL:rong v. SIB.te, 1999 MT 261, 296 Mont. 361, 
989 P.2d 364, pp. 30. 
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él, porque eUo le hn de hncer más dichoso, o porqu , 
opinión de loa demás, hacerlo sea prudente o sto.; 
li:sta.s son buenas razones paro discutir con é, pa 
conwncerle, o pi:va SUplicarle, pero no paro ob arle 
causarle daño alguno, si obra de modo di rente 
nue.:.rros deseos. Paro q¡.¡e esta coa · n fu 
justificable, serla necesario que la condu a de 
hombre tulliese por objeto el peTju.ida d otro. P, 
aquello q¡.¡e n.o le atarie m<ls que a él, su i depend 
es, de hecho, absoluta. Sobre si mismo s 
¡¡su esplritu, el individuo es soberana."11 

(E fasis agre 

Decir- que uno es soberano sobre s =erpo es 

sujeto, y solo éste, puede decidir qué hace con e mismo. Es u 

discrecional de elección y de toma de decisiones . 

c.,. que el 

autoridad 

También concepcionea más 

defienden un coto veda.do de 

dernas 

todos lo• 

sobre libertad 

in di vi º'· sobre 

,o; cualquier consideración política a que se pretendi a oponer. 

~¡ 
1 

), 
• ' 

Robert Nozick (1938-2002), el principal e 

sostiene su teoría a partir de la idea 

propiedad. Desde el prefacio de su princip 

1 seif-ownership o d 

libro, AllW'qUla, Estod 

bertarias, 

la auto-

y Utopio, 

sostiene que hay un cürnulo de derechos i vlolables de todos los in 'viduos. 

"Las personas no deberlan er usadws como un simpl 
medio paro el bienestar d los <Ü'más, porque de ese 
modo se viola el derecho ju damenta! de ser e! dueflo de 
¡¿no mismo.~ n 

Para el libertario, toda v que cada cual es dueiio de su propio 

cuerpo y de su trabajo, éste puede hacer lo que quiera con el mismo, 

incluyendo el consumo de sustancias sicotróplcas o estupefacientes. 

De cua:lquier forma, po emos encontrar un lugar comUn entre 

todas laB teorias de la justicia mod as, que hay una esfera de protección 

a:! individuo, en la que se debe res etar su autonomi11 y su libertad. As.i, el 

derecho a la autonomla protege a 1 s ciudadanos frente actos del Estado que 

inlmiieren con la autonomia y vo 

decisiones que solo a ellos incum 

E:s el derecho a 

pensamientos no pueden ser 

cualquier individuo para tomaI 

e cada uno, en su cuerpo, persona y 

acción estatal, salvo casos 

11 Jolln Stuart Mill, Sobre la liben.ad, Madrid, Alianza Editorial, 2001. 
1• Michael J. Sande!, Justida, Edituriril Della ce, Espru1a 201 l, pég. 121 
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" excepcionales como la afectación a terreros y solo bajo la óptica del mñ.s 

exi~nte escro.Linio. 

Implícito en el derecho a la autonomía personal y cO:rpora1 se 

encuentra e! derecho y responsabilidad moral di: cada cual P"'" decidir el 

respeto que su cuerpo merece y act\l:ar de confonnidad con s s propias 

cuncepciones, sobre la santidad del cuerpo y su situación parli.c:u 

Si no aceptamos esta dimens;ón del derecho a la utonomia, 

nos ¡¡odriamoa sit11ar bajo el absurdo que el Eslado ¡¡odria, ejemplo, 

prohibir el que un individuo rehus!lra tratamiento médico, e derecho a 

decidir :i.i procre:u- o, bien, e! derecho a decidir si trabajar o no . 

Mientras no se considere que la autonomla indi dual tiene 

una dirneilsión normativa, la protección a la esfera personal del · di11'iduo no 

IClldré.. más protección que aquella que le permita la coyuntura olitica del 

momento y la pró;o;ima elección democrii.tica. 

En el mismo sentido se han pronunciado oiros 

consritucionales. La Cortll Constitucional colomWana, en la 

239/97, sobre el homicidio por piedad, dispuso lo siguiente: 

"La ConstituciOn se inspira en la consideración de la 
persona como un sujeto moral, capaz de asumir en 
forma responsable y autOnoma las decisiones sobre !os 
asuntos que en primer término a él incumben, 
debiendo el li:stado limitar9e a imponerle deberes, en 
principio, en función de los otros sujetos morales con 
quienes esta avocado a ccnvivir" 

cia e-

La Constitución mexicana también se inspira en la dignidad 

humana y en la consideración de la persona como sujeto moral, capaz de 

11sumir de formar responsable y autOnoma las decisiones sobre los asuntos 

que en primer término a él incu.mben. Asilas cos0..!I, en el autoconsumo de 

Cannabis, q11e no afecta, sino exclusivamente a quien la consume, hay un 

limite al Estado mexicano. En efecto, si la manera en que !os individuos ven 

su cuerpo refleja !JUS propias convicciones, ellos no pueden ser for&ados a 

no consumir sustancias que los alteren o les cambien el ánimo, con el 

argumento inadmisible de que una mayoría lo j1IZga un imperativo religioso 

o moral. 
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La misma Corte Constitucional de la Repli.bli de Colombia 

derecho a la autonomla, en la Sentencia No. -221/94, sobre 

ación del consumo de la dos;ll personal de M . uana: 

"DROGADICCIÓN- Comportamiento perso al 

' "Dentro " un s.istem.a penal liberal democrá.tico, 

' oomu d tiene de unn • que que despren erse 
Constitución del mismo seUo, debe e tar proscrito el 

f peligrosismo, t1m '~º al positivism penal, hoy por 
ventura ausente de todos ln• p blos civilizados. 
Porque a una ~ersona no "Ueden e ti~arla "Or lo oue ·' 

osib!emente ha.ni sino orlo ue fectivounente hace. 
A menos e el ser dro adicto se sidere en si mismo 

unible asi ese com rtamiento o trascienda de la 
órbita más intima del suieto e surnidor lo • ue sin .-
duda algyna es abusivo, or tarse de una órbita ¡ 

recisamente sustraída al derec n a fortiori vedada 1. 
para un ordenamiento que cu entra en "' libre. 
determim1.elDn ' en ln <il idad de ~ ersona ~. 
'aut6:ii.ouia an ele •• to dntlno) los ilares t 
básicos de toda la su ~" ctu:ra iurídica. Sólo las t 
conductas gue interfieran co la órbita de la libertad y 
l" intereses ajenos, pu den ·~ juridicamente 
exigibles. No se compadece on nuestro ordenamiento 
b<isico la tipificación, como elictiva., de una conducta 
que, en sí misma, sólo inc rnbe a quien la observa y, 
en consecuencia, está sus aída a la forma de control 
normativo que llamamDs derecho y mil.s aún • un 
sistema juri<!ico reapetu so de ~ libertad ' de ln 
dignidad humana, como duda, lo es el nuestro• 

"! ... ) 

"El legi&ltidor no pued válidamente establ<:cer m"' 
limitaciones que aquO:I! que estén en armonía con e! 
espirltu de la Consti ión. !.a primera consecuencia 
que se deriva de la all ouomta, conaiste en que es la 
propia persona (y no adie por ella) quien debe darle 
sentido a sü existenci y, en armenia con é!, un rumbo. 
Si a la persona ae le r Conoce esa autonom.ia, no puede 
limit&sela sino en la edida en que entra en eonfiicto 
con la autonomia aj na. El considerar a la 11:crsona 
como autónoma. ti<:n sus cons<:cu<:ncias inevitables e 
inexorables .. . 

mas im ortante de todas ~· consiste en que loa asuntos gue sólo a la ¡,ersona 
"''"n sólo or ella deben ser decid.idos. Decidir por 
ella " arrebatal'le rutalmente '" condición ética, 
reducirla • l• o< dición de objeto, cosifica?"la, 
convertirla en medio ara los fmes que por fuer4 de ella 
se eligen. Cuando 1 Estado resuelve reconocer ~ 
autonomía de la ma lo ue ha decidido ni más ni . . menos, el! constatar el @?bito ~e le corresponde como 
sujeto ético: dejarla QUe decida sobre !o má.11 
radicalmente humano, sobre lo bueno y lo malo, sobre 
el sentido de su existencia. Que las personas sean 
libres y autónomas para elegir su fonna de vida 
mientras ésta no interfiera con !a autonomia de las 

' 
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otras. es parte vital del interés comQn en una sociedad 
personalista, ccn:no !a que ha pretendido configurar la 
Carta Política qQe hoy nos rige." 

(Subrayado y énfasis agregado) 

• • • 
La Corte profundiza en el mismo tema en la sentencia No. C-

221/94, sobre la despenalizllción del consumo de la dosis peroonal, páginas 

17al9: 

"Es el reconocimiento de la perllQna como aut6noma en 
tanto que digna ... es decir, un fm en sí misma y no un 
medio para un fin, con capacidad plena de 41icictir' 
sobre sus propios actos y, ante todo, sobn: su 'Proflio 
destino. La primera consecuencia que se derivaisl-•r:LB.:.· · 
autonomía, consiste en que es la propia persona· ly no· 
nadle por ella) quien debe darle sentido a su existen'ci.a. ·.• 
y, en armonfa oon él, un rumbo. Si a Ja persona se Je· ~­
reconoce esa autcnomia, no puede limitfu"sel.a sino en 
la media en que entra eo conflicto con la autono:mia 

"•o 
ajena." 

"El considenu- a la persona como aut6noma tiene ros 
consecuencias inevitables e inexorables, y la primera y 
máB importante de todas consiste en qu.e los asu.ntos 
que sólo a la persona a.Lañen, sólo por ella deben ser 
decididos. Decidir por ella es arrebatarle brutalmente 
su oondici6n ética, reducirla a l.a condición de objeto, 
cosüicarla, convertirla en medio para los fines que por \ 
fuera de ella se eligen.• 

•Cuando el Estado resu.elve reconocer la autonomía de 
!a persona, lo que ha decidido, ni mas ni menos, es 
constatar el '1mbito que le corresponde como sujeto 
ético: dejarla qu.e decida sobre lo mii.s radicalmente 
humano, sobre lo bueno y lo malo, sobre e! sentido de 
su existencia. Si !a persona resuelve, por ejemplo, 
dedicar su vida a la gratificación hedonista, no injerir 
en esa decisión mientras esa forma de vida, en 
concreto, no en abstracto, no se traduzca en daño para 
otro. Podemos no compartir ese ideal de vida, puede no 
compartirlo el gobernante, pero eso no io hace 
ilegitimo. Son \.as consecuencias que se siguen de 
asumir la libertad como principio rector dentro de una 
sociedad que, por ese cam.tno, se propone alcanzar la 
juaticia." 

(Su.brayado y énfasis agregado) 

De los parrafos transcritos se aprecia que del derecho a la 

autonomia personal y corporal o del principio de auto-propiedad se 

desprende que los humanos S1Jmos seres responsables por nuestras 

conductas y que somos libres para disponer de nuestro cuerpo, persona e 

imagen en la manera y términos que mejor consideremos. Cada cu.al es libre 
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a decidir las cuestiones mAs privada11 e importantes de nue as vidas. El 

derecho a discernir lo que constituye una vida buena y la oncepci6n que 

tenernos sobre nuest;o cuerpo es un derecho que no pued ser arrebatado 

por el Estado, 

En otras palabras, reconocer la autonomía e la persona., sobre 

" ,~ su cuerpo y sobre sus bienes, pero admltiendo que e ia.lc¡uier capricho de1 

legislador es un limite válido, es un juego de p bras para negar lll 

existencia de Ja autonomia. Es tanto como decir que no es libre, pero solo 

para hacer lo que el Estado determine que es correct y bueno. 

El reoonocimiento de la autonootia' 'vidual sobre el cuerpo y 

persona no se puede acotar a las Cortes Cohstitu ·anales progresistas, como 

la de la Repüblica de Colombia, sino qu~ es e ensivo a todas las Cortes 

Constitucionales maduras. En efecto, la Supre a Corte de Estados Unidos, 

en Plan.!'lEd Parenthood v. Casey, SOS U,S 833 851 (!992], sobre el derecho 

a decidir si procrear un hijo, dispuso to siguie te: 

" .. , asuntos, que involucran las ecisiones más inlimas y 
persona/es que una persona ede tomar en s" vida, 
decisiones centrale:i para· la ignidad y autonomfa de 
una persona, son JUndamen 'les para la libertad que 
protege e! Articulo Catorce. el corozón de la libertad 
se erte11entra el derechc de cada persona defein su 
concepto de eristencia, sus ' i.fi=do, del univen:o y del 
misterio de la vida hum rya. Creericias sobra esws 
asuntos no podr1an Ws a!ributos de la 
personalidad cu.ando son de forma caactiva por 
el Estado. [505 U.S. 833, S }"19 

' 

1 

De Ja sentencia en Pla n Parenthood v. Casey, se concluye 

que la libertad humane. so1o se prot~ge al respetar una esfera de autonomía 

libre de toda injerencia del E:sta<:¡,o. Esa esfera debe estar compuesta, 

cuando menos, por la torna de decis' nes intimas de Ja peroona y por el 

derecho para que cada cual se forme s propia concepción y cosmovls.lón del 

universo, del ser en cuanto tal, de s propiedades y principios. Los seres 

humanos solo podemos singu!ariz;ar s y ser considerados seres libres el 

pennitirsenos formar nuestra propia oncepción de lo bueno y de la Yida 

buena, asi como el pennitirsenos actu en consecuencia oon estas . 

'•(La traduoción es nuestra) • ... mattets, · volving \he mo.st intimate and peraonal 
chotees a person may malee in a lifet¡\me choices central to personal digrtity and 
autonomy, are central to the liberty protcc d by the Fourtcenth Amendou:nt. At the 
heart of liberty is the right to define one's n concepl of existence, of mcaning, of 
\he universe, and of \he mystery of human life. 8eliefs sbout these mstl:e'!'s could 
not define lhe attribules of personhood were they fonned urule'!' compulsion of the 
Stale." [505 U.S. 833, 852]" P!anned Parenthood v. Casey, 505 U.S 833, 851 (1992). 
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En el mismo sentido, la Suprema Corte de Estados Un.idos ha 

establecido, en la sentencia Uriion Pac. Ry. Co. u. Bo!sford, 141 U.~: 250, 

251 (1891), lo siguiente: 

"Ningún derecho es mas a.agra.do o es resguEU"dado de; 
forma tan cuidadosa por el common law como el· 
derecho de cada persona física de poseer y controlar sU" 
propia perSQm!,, libre de restricciones o ínterferencia.f: 
de otras sEdvo por autoridad clara e inCl.lestionablc d.4 
Ja ley. Como bien dijo ei Juez Cooley: "El derecho dé 
una persona pude ser visto como un dffeecho dt 
completa inmunidad; de ser ~ado solo." ,Cooley di. 
Responsabilidad Civil 29.""° f .::¡ } "' ,,:.'·• 

De la sentencia en Union Pucifo; Railway Co~an~;i¡;-~ford, 
se establece que en el Common Law, en consonancia con 'º' 
regimenes fundados en la libertad del individuo, el valor prote con 

mayor cuidado y re<:elo es el derecho de todo sujeto a pos~~~:f,o'l"ili,,,u 
propia persona, libre de ataduras y de imposiciones ajenas ál indivi-

La Suprema Corte de Estados Unidos en el caso 

Director, MDH - 497 U.S. 261 (1990), sobre el derecho a rehusEU" tra 

médico, dispuso lo siguiente: 

"Todo ser humano de edad adulta y con capacidad de 
raciocinio tiene el derecho de determinar qué pude 
hacerse a su propio cuerpo,( ... ) 

"En balance, el derecho de autodeterminación 
generalmente tiene m!s peso que cualquier interés 
contrario del estado y las personas competentes 
generalmente se encuentran pemtitida.s para negar 
tratamiento medico, incluso cundo exista riesgo de 
muerte. En la mayorl.e. de lo& casos en los que se indica 
lo contrario, salvo que involucre el interés de p;otege:r a 
terceros inocentes, ha prevalecido la competencia del 
paciente para tomar una decisión racional y 
considerada."81 

iento 

•o (La traducción es nuestra)•No right is held more sacrcd or ie more carcfully 
guarded by the common law than thc right of every individual to thc passession and 
control of his own wsnn, free from al1 restreint or interference of others unless by 
clear and unquestionable authority oflaw. As well said by Judgc Cooley: "The rlght 
to one's~rson may be said to be a right of complete immunity; to be !et alone." 
Cooley on Torts 29." Union Pac. Ry. Co. v. Botsford, 141 U.S. 250, 251 (1891). 
"' (!..a traducción es nuestra) "'Every human bcing of aduit ycars and sound mind 
has a right to determine what shaJI be done with his own body, ... On balance, the 
nght to self-determination ordin11rily outweighs any countenrailing state intereste, 
and compctent persons gencral!y are pcnnitted to refusc medice.l treatment, even at 
the risk of death. Most <>f the cases that h11ve held otherwise, unless they involvod 
the interest in protccting innocent third parties, have concerned the patient"s 
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En le. sentencia Cruzan 11. Director (sobre el derecho a rehusu 

tratamiento médico) se dispone que cualquier balance de derechos, el 

derecho a la autodeterminación tiene mayor peso a cualquier otro derecho, 
' incluso bajo el riesgo de muerte, a menos que se vieran involucrados los 

' ~.der_echos de terceras personas. Esto es, que todo sujeto se o:onsidera capaz 

~~ ,1.fi-t- J;ffr~mar decls1ones racionales sobre su persona, incluso,~i sus decisiones . ·,,;;; . "' 
'~-~¡··, ~ lo conducen a un daño o, en el extremo, la muerte. 

,, ,,:.:· '0 . 
"~;,_ :tj 
ti:··~ ~~ Finalmente, la Corte Suprema de Justicia de la Nación de la 
~fj;f'_,flt 1 ,. ;j.f-:a.:· RepUblica de Argentina, vincula la existencia.' del dereclio a la 

)~v autodeterminación con el dereclio a la libertad individual. En concieto, en el 

''º [ ,\fE'(lE;::~~o particular del Dr. Petracci, en el fello Bazterrica 308;1392, del '.29 agosto 
0 --~o~v ,,,\r;~"' 

''. "._~-'·~ ' 1986, se dispuso lo siguiente: 
-····~,, ~ -

" ' 

\ 

"la libertad individual rote e 'uridicamente un ám 
de autonomía individual constituida por 
sentimientos, há.bitos y costumbies, las relacion 
familiares, la situación económica, las creenci 

' religiosas, la salud mental fisi a en suma ! 
acciones, hechos o datos ue t iendo en cuenta 
formas de vida ac das r comunidad es · 
reservadas al propio individuo." 

Ci.3. VIOLACIÓN AL DERECHO LA AUTODETERMINACIÓN 

La sentencia de amparo ami e hacer un análisis sobre la 

infracción al derecllo la autodeterminació personal y corporal y libertad 

individual. As!, en la sentencia de ampar se pasa por alto que artlculos 

234, 235, 237, 245, 248 y 368 de la General ele Salud prohiben la 

siembra, cultivo, cosecha, elaboración y alquier otra conduele. relacionada 

con el autoconsumo de Marihuana. 

No obstante, la elección a nsumir Cannabis es una decisión 

que es profundamente personal. E el dividuo quien loma la decisión y 

quien se ve afectado en su condici n anímica. Solo el sujeto padece un 

cambio de percepción, tlnimo y esta 

Adicionalmente, es el sujeto quien 

consecuencias producto de su decisió 

e conciencia al consumir Cannabi.s. 

sponsablemente debe vivir con las 

competency to make a rationd and conBidcred choie<:." C!'\lZQn v. Director, MDH -
497 u.s. 261 (1990). 
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El derecho a la autodeterminación personal y corporal implica 

que los seres humanos tienen para si el derecho moral y la •esponsahilidad 

jurídica de afrontar las decisiones más importantes sobre el significado y 

valor de sus propia.a vidas. No es legitima la intervención por el Estado sobre 

la base de que se esté protegiendo moral o Iisicamcnte al individi,¡o, contra 

""" propia voluntad. El derecho a la autodeten:ninación o autonomía 

personal garantiza al individuo el trato de adultos responsables que pueden 

asumir el control de sus vidas y afectar concienzudamente su integridad 

corporal y salud personal. 

Por otro lado, e! consumo personal y razonado de Cannabis no 

perturba o aleo:;ta las acciones de tercero alguno. Los efectos de ja Cann11bia 

Jos reciente, e:ii:ciusivamente, la persona que la consume, sin que:':haya efecto 

' pernicioso alguno para el resto de la sociedad. La afectación d~cta la surre 

la persona que lo cOnlJllme. 

Si partimos de la mhilna de que «[s]obre si misnlfi, sobre su 

" cuerpo y su esp{rill4, e/ indilliduo es sobemno•,"" la prohibición al~ siembra y 

auto-consumo de Marihuana es inconstitucional y viola el dereci\o humano 

a !a autodeterminación personal y corporal. ~' 

La prohlbiciOn al consumo de Marihuana en la Ley G ,¡¡eral de 

Salud es una pTUeba cla:ra de la fonna en que desde el poder legi vo se 

han impuesto sobre la peniana concepciones particulares de la santidad del 

cuerpo humano y se ha legislado en asuntos de conciencia personal, 

creencias, el..:;ción y autonom!a personal. 

Toda vez que la Ley General de Salud vulnera la autonomla 

individual de el quejoso, debe ser revisada desde la óptica de un escrutinio 

severo. La Ley General de Salud prohibe el consumo de Marihi,¡ana con el 

objeto de proteger la salud. Lo hace, pues con:i.idera su labor e! disuadir, a 

S\l juicio, malos há<ñtos que pudieran afectar la salud particular del 

individuo. Esto es, el Estado asume que el individl.lo no tiene la capacidad 

>acional de clisponer de su cuerpo, de su mente y de su persona. 

Si bien existe consenso en que Ja prote<:clón a la vida, Ja salud 

e integridad de los seres humanos son algunas finalidades importantes y 

necesarias de todo Estado, estas no son lu únicas fmaJidade8 del Estado ni 

pueden protegenie a costa de otros intereses de la misma jerarquia. La 

s2 John Stuan Mill, •on Llberty", op.cit. 

1 
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Protección de la Salud, suponiendo que en 

juego, puede ser un propóll.ito valioso del Estado, pero no 

desprovisto de limites. "' 
,. . •:-;,. 

Los ·.;¡4lculos impugnados de la Ley General de alud plasman 

Ja concepción mei:iin:sica proveniente del Estado, que lo e vuelve todo, en . . 
relación con la integridad del cuerpo humano y de 

• 
artículos suponet' que el cuerpo de los individuos 

persona. Estos 

su estructura no 

-depende sustandaimente de la voluntad reservarla o ierta del individuo, 
'·· ; sin?-::¡jue debe ?er protegido de toda altet"ación, c bio de pe?"Cepción, 
~-

!inimo;·--esµtdo de conciencia y comportamient Adicionalmente, !os 

artic:ul~_a:·--~l?;nados configuran una situaci donde nada puede 

sustraerse d~ l}cto decisorio del Estado, por enci a de cualquier J.nteres o 

derecho hum3o. 

Si el derecho contra-mayoritari a la autodetenÍiinación 

significa algo, es al menos una protección frent a la modernidad ge~ora del 

Estado para imponer valores sociales y la fija ión de criterio y parbetros 

' ,¡ respecto de la vida buena y del uso apropiado el cuerpo humano, .. . 
\ 
•• 

En efecto, la obligación de! Es do para defender la sal\d no 

' está. exenta de la confrontación con otros alares constitucionales y con 

regularidad debe ceder ante otros inte.-ese como en el caso de la muerte 

con dignidad, en el caso de los derechos eproductivos, libertad de culto, 

cuando está en juego la autonomia, a auto-propiedad, la identidad 

personal, el libre desarrollo de !a person ad y la propia imagen. 

Desde una perspectiva se ular y pluralista, que respete la 

autonomía mo.-al del individuo y las 1 ertades y derechos, no se puede 

admitir que el legislador imponga coer itivamente unQ visión de Jo que es 

valioso para cada individuo. En to, a partir del derecho a la 

autodeterminación personal y corpor se debe admitir que cada persona 

pUede decidir de que fonna vive, el tr o que da a su cuerpo y los valores, 

metas y conductas bajo los cuales es gno tratar la vida y a la persona. 

La disposición que uno hace sobre su propio cuerpo 

corresponde ú.nica y exclusivamente a cada particular. Cuando, como en el 

caso concreto, el Congreso interfiere con la esfe:-a privada de autonomía, 

bajo el argumento de proteger la salud del individuo, pero, en realidad, 

impone una ideología acorde con la concepción politica que no pertenece a 

1 
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la esfera de! yo, sino a la esfera decisoria del Estado, entonces la 

intervención en la autonomía personal y corpocal no solo es 

inconstitucional, sino taro.bi~n intelectual y moralmente indefendible. 

6,4 ANÁLISIS SOBRE LA VALIDEZ DE LAS RBBTRICCIO!iES 

DEL DERECHO LA. AUTODETERMINACIÓN PERSONAL Y CORPORAL Y 

LIBERTAD llfDIVIDUAL 

En el tercer agravio se fonnula un analisis detallado sobre 

proporcionalidad. y escrutinio. Ahi se establecen las ra:.ones por las que las 

restricciones a derechos humanos, tratando de la política prohibicionist.IL, no 

son adecuadas, ni cumplen con los estándares fijados por la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación. A continuación se ofrece una síntesis de los 

argumentos vertidos en el tercer agravio del preaente rooureo de revisión: 

rnclusive, si se adujera que los derechos a la 

autodeterminación personal y corporal, libertad indi1'idual y dignidad 

humana no son absolutos, los limites establecidos por la prohibicióii en la 

siembra, cultivo, preparación, posesión y demás conductas relacionadas con 

el autoconsumo de Marihuana, en !os artículos 234, 235, 237, 245, fracción 

1, 247 en su último pi\rrafo y 248, implican una restricción inconstitucional 

e ilegitima. 

En efecto, para restringir un derecho fundamental, 

conforme a los exámenes de escrutinio y de proporcionalidad 

empleados por Ja Suprema Corte de Justicia de la Nación, se debe 

cumplir con los siguientes requisitos: primero, tener una finalidad 

válida o legitima dentro del ámbito constitucional; segundo, que la 

medida empleada sea instrumental (o idónea) para alcanzar la rmalidad 

deseada;"" tercero, que la medida sen necesaria para alcanzar la 

!inal;dad propuesta (la alternativa menos restrictiva y que no restrinja 

más allii. de lo estrictamente necesario), y cuarto, proporcionalidad en 

estricto sentido, la persecución de un objetivo constitucionalmente 

•• El fo.110 del amparo en reril;ión - llama a esta etapa "análisis de 
idoneidsd", pero conaideramo.s que tanto en aquel fallo como en csia demanda nos 
referirnoo a un mismo concepto. Se traia de un aná..li..:s sobre ls instrumentalidad 
de !os medios empleados. Lo que para Aharon Bamk es el examen de Q;>11e:d6n 
Raciona! rRational Con,,..ction") y para la jurisprudencis Norte Americana son 
aámenes de "Re/ación Sr.lbslllncial" ('Sr.lbstnntJ.'lll Re/atlon"). 

¡ 

l 



' 

e 

legítimo no puede hacerse a costa de una afectación inne 

desmedida a otros bienes y derechos constitucionalmente pro gidos.a. 

Como se seftaló en los conceptos de violación an eriores, si se 

lleva a cabo el examen de escrutinio respectivo, se llega. a la nc!usión que 

la medida c~nsistente en la Política Prohibicionista resulta una restrioción 

.-<"1> ilegitima de .nueatros derechos constitucionales, como a continuación se 

sintetiza: 

Kn primer lugar, la Política Prohibicio ista no tieni una 

finalidad legitima, pues coaccionar a una persona a zar de buena ~Ud 

contra ,. voluntad bajo ninguna óptica p ede ,, 'tido. 

"r'_º.!.. C Adicionalmente, la imposición de un estindar único de una vida sal able 
- ··'~"-~ .• 0 '.l.C no es admis;b!e para un estado liberal, que ba a su existencia n cl 

--reconocimien1,.o de la singularidad e independe cla humana. La nica 

excepción valida para la autodetermlnación es el que estén en ''º 
derechas de terceros, lo que no sucede en el c so concreto. En se do 

' lugar, la Política Prohibicionista no es iristrum tal para prevenir posibles 

riesgos a la salud ni para combatir l.rui adicci es,B>ya que el niimeco de 

consumidores de Cannebis ha aumentado los ültimos años y hay 

prnebas objetivas que muestran que el d spenalizar el consumo no 

generaría un aumento en el consumo de la sma.a0 Esto es, de la medida 

impuesta no se siguen !o.s fines buscado, por lo que no se puede hablar de 

instrumentalidad de la medida. En tercer lu ar, la politica no es ne~saria, 

pues 1) suprime más allá. de lo estrict 

restringidos, y 2¡ C1dsten alternativas m 

ente necesario los derechos 

s restrictivas de los derechos 

humanos pwa proteger la salud de los cons midores. Finalmente, la Politica 

Prohibicionista no es proporcional en sen do estricto, toda vez que genera 

mayores daños que beneficios,87 

En conclusión, la senten ia de amparo transgrede los 

principios de congruencia externa y exh stividad, pues ornite anal.izar los 

••RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUN :/\MENTALES. ELEMENTOS QUE EL 
JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR E CUE!ITA PARA CONSIDERARU..S 
VALIDAS. Novena Época; Registro, 169209; 1 stancia, Primera Sala; Tesis Aislada; 
Fuente, Semanario Judicial de la Federa y su Gaceta; Tomo XXVIII, Julio de 
2008; Materia, Constitucional; Tesis, la. /2008; pl!.g. 462. 
as Amanda Feilding Convenor, op.dt., pág. 10. 
•• Encues<a Nacional de Adicciones 201 l, p{lg. 43 
'' Ver el tenoer c<>ncepto de violación, tercer agravio, en el que "" crpone 
dete..lladamente La forma en que se restringe de forma 50bte-incluycnte Jos derecho.a 
aqui invocados, se e><ponen diversas alternativas para los fines buscados por el 
estado que son menos restrictivas a !os derech<m y se hace un balance de benelicios 
y perjuicios que genera la Poiitica ProhibiciQnista. 

'º~ 
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argumentos sobre los derechos humanos a !a autodeterminación personal y 

corporal y libertad individual. A9i la.:i cosas, se debe declarar que los 

artíc\llos impugnados de la Ley Gene;al de Salud son inconstitucionales y 

<rielan los derechos a !a autodetenninacíón pen>onal y co:rporaJ, libertad 

individual y dignidad humana. Se debe pues, como efecto de la sentencia 

que concede el wnparo, ordenar al Director EjeC1.1tiVO de Regulación de 

E:stupefaciente'I, Psicotrópicos y Sustancias Químicas de la Comisión 

Federal para la Protección contra 

quejoso pueda sembrar, cultivar, 

Riesgos Sanitarios que pei:mita que el 
' 

pNlparar, poseer su:ficient~ Marihuana 

para su autoconsumo habitual y reiterado. 

St?l'IMO AGRAVIO. Violación de los principios de 

fundamentación y motivación adecuadas, congruencia y exhaustividad, en 

relación al quinto concepto de violación sobre legalidad, fundamentación y 

motivación. 

Las a-utoridades respons11.bles de la Comisión Federal para 111. 

Protección Contra Riesgos Sanitarios violan en perjuicio de! q-uejoso et 

derecho fundamental de legalidad y seguridad juridica, pues .in 
fundamento y motivo j-ustificado alguno decide resolve<" deafavorableme+ 

!a solicitud de cons-umo personal del q-uejooo. \ 

' El pnmer piuTa.fo del articulo 16 constitucional cons11.gra el 

derecho hum11.no de que "nadie puede •er mole•tado en eu penou, 

&.mWa, donrlcWo, papele• o p.,.uionee, •lno en virtud de 

mandanrlento e1crito de la autoridad. eompotente, que fiinde y motive 

la ceu1a lepJ del procedimiento.• 

En el concepto de violación q-uinto se sostuvo que la Comisión 

Federal par11. la Protección Contr11. Riesgos Sanitarios transgrede los 

derechos del quejoso, p-ues, otras cosas, '"' solicitó 

e>ttemporáneamente que el q-uejoso acreditara el requisito de inte<"Cs j-uridico 

o legitimo; fb) contestó pM.ados los tres mese.. desde la solicitud del q-uejoso; 

(c) resolvió desf11.vorablemente con sustentó en la información solicitada 

f-uera de tiempo; y (d) solicitó que el quejo.so Cllmpliera. con requisitos no 

previstos en 111. normati<ridad aplicable . 

-
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• Como no esta permitido otorgar una autorización para el UBO de 

cannabis, no hay un Mrmino en la ley y, po:r consecuencia, no s~ 

actuó fuera de tér=ino. 

'" 

• Que porque la prevención se formuló con el aran de acre&tar ljn 

:requisito que consideró importante, entonces tenia permitido Violar 

los términos procesales. 

• Para dar una respUesta puntual y oportuna. 

' l. Primero, el que esté prohibido el uso de cant¡abjs en la ' .. 
Ley General de Salud no se sigue que la COFEPRJS no tejfg1 un~o 
mQJ:irno para prevenir al quejoso. Al respecto, el articulo ~7tde_-'t,_ '·Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo establece inequívocainente· que el . t ' 
plazo máximo para que COFEPR!S respondiera a !a 50licitud ~ coi¡:sumo 

per..onal ez-a de tres meses. Adicionalmente, e! 17-A dispoo.e ql;:e el Plazo 

milximo para que requiriera infonnación adicíonaJ era de una t era. parte 

del plazo primigenio. En otras palabras, COFEPRIS tenía como ·~o un 

mes p11n1. solicitar información adicional. Plazo que corrió en exce 

El que no hubiera un plazo especifico para co testar la 

solicitud formulada por e! quejoso hace incluso más ev:idente la ap cabilidad 

de los artículos l 7 y 17 -A de la Ley Federal de 

Administrativo. 

fl. En segundo lugar, Cofepris e.lega que debido a; que la 

prevención se form1iló con el "afdn de que se acredit.am un interés ju.ridir:o o 

legítimo", entonces había una excepción q1ie le pennitla actuar fuera de 

término. A! respecto, la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, en sus 

articulas 17 y 17-A, no establece Ja excepción invocada por la autoridad. 

Como norma supletoria de la Ley General de Salud, no permite que Cofepris 

solicite información adicional fuera de tCrmino, incluso si a juicio de la 

autoridad la irúormación faltante es importante. 

lll. Finalmente, Cofepris sostiene que la solicitud de 

información adicional se llevó a cabo para dar respuesta "punmal y 

oportuna• a la solicitud del quejoso, entonces podía hacer una solicitud 

extemporánea. de información. 

La indebida fundamentación y motivación es evidente. Para dar 

respuesta puntual y oportuna debe seguir los plazos y tiempos establecidos 

en la Ley Federal de Procedmriento Administrativo, no violarlos. 

' 
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Sobre este punto, la sentencia de amparo afirma lo si íente: 

"""'~i .• • .. 

__ , 
'_,, 

•2¡ Existe una indebida fundamentación y motiv ción·· 
.de la facultad para solicitar eKtemporáneamen e la 
acreditación del interés jurídico y lcgit' para 
resolver sobre la autorización sanitaria. ( ... ) j 

•En cuanto a los argumentos planteados e los incis~ 
2), 4), !!!) y Ci), si bien aparentemente s refieren 1Íl 
oficio reclamado, lo cierto es que tales pi teamiento!; 
estén sustentados en el hecho que a autoridail 
responsable previno al q1,1ejoso íuera del lazo ptt!vistb 
en la ley, determinación que se realizó en el oficio ·~, 
de doce de febrero de dos mil diecis · s, respecto dtl 
cual se sobreseyó en el considerando spectivo de eslt 
fallo, motivo por el cual, tales ar entos resul~ 
lnoperantes.n \ 

Es incorrecta la afirmación de la ntencia de ampar Pese a 

que se haya sobJ-eseido !a demanda de amp respecto del oficio l 12 de 

febrero de 2016, Ja exlemporaneidad de tal ofi o sigue siendo relev ',.,. 
emisa ·la litis planteada. La ext.emporaneidad de 

importante para concluir que el acto 

desl'avorable sobre el uso de cannabis) t 

sustentó en información 

requisitos no pre...;stos en !a no!lllatividad 

actuación es una 

autoridad [la res ución 

bien es e:xtemporanea, q e se 

y que se basa n 

De modo que e! anallsis sob la ex(emporaneidad del oficio de 

12 de febrero de 2016 sí es relevante p analizar la legalidad del acto de 

autoridad. En conse-co.iencia, la sent ncia de amparo ~ encuentra 

indebidamente fo.indada y motivada e relación a la fundamentación y 

motivación del acto de autoridad. 

l. Facultad Para Con e•tu Fuera de Tiempo 

Le Ley Federal de Proc miento Administraliro establece tres 

meses plazo máximo para dar resolv cualquier solicitud. Tal o:>etremo se 

desprende de! articulo 17 de la Ley Fe eral de Procedimiento Administra tiro. 

Pese a que el quejoso fonnu!ó la soli ud de consumo personal de cannabis 

en noviembre de 2015, la autoridad notificó su respuesta deafamr-<ible en 

agosto de 2016. Esto es, violó el articulo 17 de la ley en comento. 

Sobre tal punto, el Juez de Distrito responde lo siguiente: 

. 

1 
i 

' 
1 

1 
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"4) Desechó extemporfuiewnente porque el plazo para 
resolver cualquier solicitud en tCn:o.inos de la Ley del 
Procedimiento Administrativo es de tres meses. ( ... ) 

"En cuanto a los argumentos planteados en los inciso 
:z¡, 4), 5) y 6), si bien aparentemente se refieren al 
oficio reclamado, lo cierto es que tales planteamientos 
están sustentados en el hecho que la autotidad 
responsable previno al quejoso fuera del plazo pr'!"visto 
en !a ley, determinación ql..le se realizó en el ofido ••, 
de doce de febrero de dos mil dieciséis, resp..do del 
cual se sobreseyó en el considerando respectivo de este 
fallo, motivo por el cual, tales argumentos resultlln 
Inoperante•." 

8:1 argumento de !a sentencia de"icansa sob~ la premisa 

eq\livocada que el quejoso esté. combatiendo el oficio de doc.fde febrero de 

2016. Se trata de un argumento infundado, pues tal a 

demanda de amparo hace referencia inequivocamente a la e 

acto de autoridad de agosto de 2016. 

do de la 

Porwtfdad 
• :J. '""e ,, 

·',:1 

El plazo de tres meses para dar respuesta a un 

una regla de suma importancia para la Administración PUblic _, 
solicitud Cs 

\ey Federal de Procedimiento Administrativo retablece q.¡e l 

pUblicos que incumplen por dos veces lo dispuesto en el arti 

sujetos a destitución e inhabilitación por un año para desempeñ 

el servicio pú.blico: 

cw-gos en 

"Artielllo 70-A.- Es causa de responsabilidad el'· 
incumplimiento de esta Ley y serán aplicables las 
sanciones previstas en la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores PUbJicos. En todo 
caso se destituirá. del puesto e inhabilitaré. cuando 
menos por un año para desempeñar empleos, cargos o 
comisiones en el servicio pú.blico: 

"I. Al titular de la unidad administtativa que, en un 
mismo empleo, cargo o comisión, incumpla por dos 
veces lo dispuesto en el articulo 17;• 

Asi las cosas, no es una falta menor !a cometida por las 

alltoridades de Ja Comisión Federal para la Prote=ión contra Riesgos 

Sanitarios. Contestó casi diez meses después de que el qurjoso hubiera 

realiza.do la solicitud para .uso personal de canna.bis. Esto es, se excedió por 

casi siete meses del plazo maximo autorizado por el articulo 17 de le Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo. Lo conducente es resolver que la 

sentencia de amparo se encuentra indebidamente fundada y moüvada sobre 
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' ... 

el incum.plirniento al artículo 17 de la ley en coment 

se debe resolver que la Comisión Federal para la 

Sanitarios respondió de forma extemporánea, p a qi;¡e después pueda el 

quejoso acudir a las instancias administrativas rrespondientes y asegurar 

la sanción y remoción de los funcionarios in vol 

2. Faeultail Para Reaolver eafavorablemente a Partlr 

de lnf"ormac16n Sollcltada F ra ile Tiempo 

El Oficio de Negativa para u os del Cannabis pretedde resolver 

desfavorablemente l• solicitud ,, 
precis~te con base en la informad 

de Prevención. 

nsumo personal ,, cannabis 

n adiciona! que solicitó en el Oficio 

El Oficio de Negativa ransgrede el articulo 

tivo, del tenor siguiente: 

17-4.de la Ley 

' ' 
"Art.leulo 17-A.- Cu do los escritos ue esenten 
interesados no cont los datos o no cum 
los re uisltos a ·c les la de endencia u anis 
descentraliuldo co es endiente deberá. revenir a 1 
interesados or e "to or una sola vez ara 
subsanen la omisi dentro de! ténnino que establez 
la dependencia u anismo descentralizado, el cual n 
podrá ser menor d cinco dias hábiles contados a p·~tiil 
de que haya s1.1rtido efectos la notificación; 
transcurrido el pl co!Tespond.iente sin desahogar la 
prevención, se de echará el tramite. 

"Salvo que en u a disposición de carácter general se 
disponga olro azo, la prevención de in.formación 
faltante deberá acerse dentro del rimer tercio del 

azo de res u sta o, de no requerirse resolución 
alguna, dentro los die:i: dias hábiles siguientes a la 
presentación del escrito correspondiente. La fracción de 
dia que en su so resulte de la división del pla%0 de 
respuesta se c putará como un día completo. En 
caso de que la lución del trámite sea inmediata, la 
prevención de ormación faltante también deberá 
hacerse de man ra inmediata a la presentación del 
escrito respectiYo 

·oe no realiuase la prevención mencionada en el 
p{u-rafo anterior dentro del plaw aplicable, no se podni 
desechST el tramite argumentando que está incompleto. 
En el supuesto de que el requerimiento de información 
se haga en tiempo, el plazo para que la dependencia 
correspondiente resuelva el tram.ite se suspenderá y se 
reanudará a partir del dia hábil inmediato siguiente a 
aquel en el que el interesado conteste.~ 
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Del artículo citado se desprende que la autoridad ünicBmente 

podia. solicitar que se cumpliei-an con ~uisitos adicionales dentro del 

primer tercio del plazo para que este diera respuesta a.1 trArnite. A su vez, en 

_el tercer pOOTafo do;I artícu!~ se establece que, si se violó con el plazo pma 

sollciter requisitos , adicionales, pues entooces no se puede tesolveT 

desfavorablemente e) trfunite poI" insuftcienc:ia de tal información o pDr no 

haber acreditado. 

: 
En contr1vención a.1 articulo invocado, la autoridad' solicitó 

e>rternporáneamente: qiie ¡¡cccditara el interés jurídico o legítimo para su 

solicitu4-,y, posteriormente, en el acto de autoridad afrrm6 resolveT 

destax3'rMilemente la solicitud por no haber acn:ditado el supuesto ;equisito ______ _, .,,,,. _ __, ' 

faltante. En consi!r;:uencia, la autoridad transgrede el articulo 17-A1 plirrafo 

tercero, en relación con su pMrafo primero, de la L.ey Feci...,.al de 

Procedimiento Administrativo. 

El Juez de Distrito oostiene que este argumento es in 

porque en la demanda se pretendía impugnar el oficio de doce de fe 

2016. 

"3) Desechó a partir de información solicitada fuera de 
tiempo.( ... ) 

¡ 

"En cuanto a los argumentos planteados en los inciso 
2J, 4), 5) y 6), si bien aparentemente se refieren al 
oficio reclamado, lo cierto es que tales planteamientos 
están sustentados en el hecho que la autoridad 
responsable previno al quejoso fuera del plazo previsto 
en la ley, detenninac:ión que se realizó en el oficio ••, 
de doce de febrero de dos mil dieciséis, respecto del 
cual se sobreseyó en el consideTando respectivo de este 
fallo, motivo por el cual, tales argumentos resultan 
lnopennte•." 

eran te 

o do 

Contrario a tal afinnación, el quejoso no impugna que el ofJ.CÍO 

de 12 de febreTo hubiera sido extemporáneo. En cambio, afirma que el acto 

de autoridad, de agosto de 2016, pretendió resolver desfavorablemente a 

partir de inlonnación fueTa de tiempo. La extemporaneidad de la prevención 

es relevante para alegar que la resolución desfavorable es ilegal, pero no 

constituye por sí el acto reclamado. Se pUede apreciar enton=s que !a 

sentencia se encuentra indebidamente fundada y motivada y que la 

Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios sí transgredió 

el articulo 17-A de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

- --· 
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3, Indebida R11apveeta con Sua 

• 

/ 153 ... , 

!\ 
to en Ele:rnenta. no 

El Oficio de Negatlva en mas requisitos que los 

establecidos en la normatividad relev te. Conforme al principio de 

legalidad, tutelado en los artículos 14 16 del texto constitucional, las 

autoridades no pueden realizar cond ta alguna salvo IBI> expresa.mente 

facultadas. Tal principio es plasma Q en materia administrativa en el 

articulo 15 de la Ley Federel de ocedimiento Administrativo, del tenor 

siguieute: 
··-"·',' 

"-"-· 
/ 

/ 
"Artíe1úo 15.- La injStración Pública Federal no 
p'odré. exigir más f r;nalidades que las expresamente 
previstas en la ley. 

En contravenció al principio de legalidad, así com<> el articulo 

15 de la Ley Federal de Proc imiento Administrativo, la autoridad no podia 

exigir requisitos no previsto en la normatividad para responder la solicitud 

de consumo personel del uejoso. Sin embargo, en el Oficio de f'Íegativa 

ofrece la siguiente justifi 

alguna: 

ión para exigir un requisito no previslo·.en ley 

"En el p . · ular, es preciso hacer notar al solicitante 
que, el tezéa urldico o le timo que le rue 
requerido acreditar, precisamente no aparece no 
aparece/e mo parte de los requisitos a que.., tcflere 
el artié o 15 de la Le Fed11ral de Procedimiento 
Adm tlvo a que no ea un requisito de 
ronna:U ad amo un re uialto de fondo 1111 entraña 
la eJda neta de 11n derecho •uat.ntlvo oto do 
et c'o unto normativo ue el artlcula;r pueda 
~rce o reclamal' de la autoridad del Estado," 

1 

; 

~ 

\ 
El/ as rto de Cofepris se enC\lentra indebidamente fundado y 

motivado, pu 's l artiCl.llo 15 de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativ n distingue en!n supuestos requisitos de formalidad y 

reql.liliitos de on 

Se puede a.preciar, entonces, que las autoridades !"es:ponsables 

de la. Comis 6 Federal para la Protección Contra. Riesgos SanLtarios violan 

en perjuicio del Ql.lejoso e! derecho fundamental de legalidad y seguridad 

juridica, pues sin fundamento y motivo justificado deciden resolver 

d~sfsvorablemente la so!icitl.ld de consumo personal del quejoso. 
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Por su parte en la sentencia de amparo se aduce que estos 

argumentos son inoperantes porque supuestamente impugnan el oficio de 

12 de febrero de 2016. 

"61 Solicitó información de elementos no previstos en 
la nonnativldad aplicable, en contravención al articulo 
15 de la Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 

'En cuanto a los argumentos planteados en los inciso 
2), 4), 5) y 6), sí bien aparentemente se refieren al 
oficio reclamado, lo cierto es que tales planteamientos 
están sustentados en el hecho que la autoridad 
responsable previno al quejoso fuera del plazo previsto 
en la ley, determinación que se realizó en e! oficio( ... ), 
de doce de febrero de dos mil dieciséis, respecto del 
cual se sobreseyó en el considerando respectivo de este 
fal!o, motivo por el cual, tales argumentos resultan 
!nopenintea.• 

Se reitera que el quejoso no impugna que el oficio de 12 de 

febrero hubiera solicitado información no prevista por la regulación 

administrativa. En cambio, aiirm.a que el acto de autoridad, de 9:gosto de 

20115, pretendi6 resolver a partir de información y doeumenbtcion no 
' 

prevista en la normatividad administrativa. Esto es, se alega en la ~manda 

' ·de al"¡lparo que el acto de autoridad de agosto de 20115 (no aB2 el deVebrero 
' . del mismo afio) es el que contraviene el articulo 15 de la Ley Fed~al de 

Procedimiento Administrativo. 

Po< •odo lo ="• "'PU"'º' " debe ooncluk que la Co~ón 
Federal para la Protec.:1ón Contra Riesgos Sanitarios violan en perjuicio del 

quejoso el derecho fundamental de legalidad y seguridad juridica. La 

autoridad (i) contestó pasados los tres meses desde la solicitud del quejoso; 

(ii) descch.ó con sustentó en la información solicitada fuera de tiempo; y (ili) 

resolvió con sustento en requisitos no previstos en la normativide..d 

aplicable. 

OCTAVO AGRAVIO. Violación de los principios de 

fuudamentaci6n y mollvación adecuadas, congruencia y exhauslividad, en 

relación al cuarto concepto de violación sobre igualdad . 

En el cuarto concepto de violación se alegó una afectación al 

principio de igualdad constitucional contenido en tos artículos 1º y 133 del 

texto constitucional. Ahora bien, el derech.o a la igualdad encierra una 
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prohibición de ' discriminación y exige que a supuestos de h.eclio iguales les 
' 

sean aplicadas una" consecuencias jurid.lcas que SClil'J también i~ales. 
' 

Constituida como 11na obligación de trataz,'por iguiÜ a los que 
~ I ' 

se encuentran -en Ídéntica situación, la igualdal:l. arroja,; wii, otra 

~ característica; Ja de ser un limite a la actuación del Poderes Públicos. De 

r:. igual manera, el r-econocim.iento constitucional la igualdad erige un 

-, 
•-_, 

' 

valladar a la actuación de los Poderes Piiblicos, q no lo pueden franquear, 

· incluyendo a los organismos le:gislativos. 

... -,,-- :/ jllio .. a bien, los actos 

~sponsab~s- de la Comisión Federal 

""mni.itarios vibla las articulas l ºy 13º de Ja 

de forma desigual a sujetos que se ubic 

Además, el trato que !as normas imp 

de las 'autoridades 

!a Protección Contra Riesgos 

nstitución Federal pues trata 

en la misma situación juridica. 
' a.das con.Iie;en al 9uejoso no 

la jurisprudencia d~ nuestros 
l. 

cumple con !os criterios establecidos 

tribunales federales, como tampoco 

Trib11nales internacionales. Estos crit 

desigual sólo puede darse si existe un 

hacerlo, que en el presente caso no 

on !a que han pronu"4ciada los 

os son en el sentido de ~e e! trato 

ndamento objetivo y razozhi_ble para 

' 
'l 

Con base en lo antes s alado, es claro que el quejoso;oporta 

en su perjuicio un trato desigual injustificado; que dicha diacru4ación 

tiene por objeto menoscabar sus derechos y libertades y que no ~ste 
razonabilidad alguna para las · tinciones en trato generadas p\ laa 

autoridades, pues en casos s" ilarea ha resuelto expresamente pct; la 

' negativa a la solicitud de auto ación apara el consumo de la marihuana, 

en Lanto que para el quejoso de 

Asi pues, enfren s una patente desigualdad prohijada por 

los actos de las autoridade de Ja Comisión Federal para La Prote-cclón 

Contra Riesgos Sanitarios, es ésta, ante dos situaciones fácticas iguales, 

las trata en fom:ia distinta, ninguna justificación. 

Además, los 

los derechos humano 

os de las autoridades responsables queb;antan 

re-conocidos en los artículos ¡• y 13 

Constitucionales, debido a que crean una situación discriminatoria y un 

tratamiento desigu"1 en perjuicio de la promovo:nte del juicio de amparo, al 

desechar su solicitud de autorización para consumir responsablemente la 

mariguana, o:n tanto que a otra personas fisicas, como a 
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y la persona 

y 

atendió su petición sin mayores requisitos y les resolvió negando su 

petición. 

En efecto, el 6 de 

solicitaron a !a Comisión Federal para la Protecci()n contra 

Riesgos Sanitarios una a¡¡torización para el consumo · i:ndividual del 

estupefar;ienU! Cannabis Sativa (indica y americana o marigúAna, su resina, ' . 
preparados y 9emil.J.a.i¡) as! como del psico!J"ópico THC 

{Tetrahidrocannabino!, los isómeros .ó.6a (lOa), A6a (7), {J.7, ~· 11.9, il.10, 11.9 

(l !) y sus variantes estereoquímicas) (conjuntamente Í'd:Rrlhuana" o ,. 
qCannabls"). Esto es, solicitaron autorización que los 

po;úcionarios y los asociados de la 

pudieran consumir Marihuan~regularmente, 

de forma po;rsonal y con fwes meramente; lúdicos o recreativo¡. 

~· 
Mediante oficio de fecha 13 de junio de 2013, ~ C. Director 

~ecutlvo de Regulación de &.tupefil.cientea, Palcotrópieoa'"t. Slatanelaa 

Qll.lmicaa de 111 Comtal6n Federal plln. le. Prob!ec16n eo tra Rie11goa 

Sanitarios negó a las pel"Bona..s referidas en el párrafo que . tecede, la 

autorización solicitada para el autoconsumo de Marihuana, as\omo a sus 

asociados en lo particular, en los t<':nninos a.iguientes: ., 

' "Conforme al articulo 235 y 237 de la Ley General de 
Salud indica "Queda prohibido en el territorio nacional, 
la siembra, cultivo, cosecha, elaboración, preparación, 
acondicionamiento, adquisición, posesión, comercio, 
U-ansporte en cualquier forma, prescripción médica, 
suministro, empleo, uso, consumo de las siguientefi 
substancias y vegetales: opio preparado, para fumar, 
diaceltimoñma o heroína, sus sales o preparados, 
cannabis sativa, indica y americana o marihuana, 
papaver somniferum o adonnüera, papaver bactreatum 
y erithroxilon novogratense o coca, en cualquiera de 
sus formas, derivados o preparaciones•. 

ºConfonne al articulo :!45, 247 y 248 de la Ley General 
de Salud se indica "Queds prohibida la siembra, 
c¡¡Jrivo, cosecha, elaboración, preparación, 
aCQtldicionam.iento, adquisición, po.sesión, comen:io, 
transporte en cualquier forma, prescripción médica, 
suministro, empleo, uoo, consumo, de las s~bstancias 
incluidas en la fracción l del Articulo 245" entre las 
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sustan<:ie.I; enlistadEtli en la f,.acción l del Artículo 
se encuentra el THC (Tetrahidrocannabinol). 

"Por lo anterior expuesto hasta el momento n puede 
ser expedida autorizaciÓJl alguna para la iembra 
cultivo, cosecha, elaboración, pre aración, 
acondicionamiento, adquisición, posesión, comercio, 
transporte en cualquier forma, prescripci médica, 

_ suministro, empleo, uso o consumo de Can bis Saliva 
-(!ndica y americana o marihuana, su resina, 
'preparados y semillas) y THC {Tetrahidra<: nabina!)." 

En e{ ca.so de 13 de noviembre de 

solicitó la Comisión Federal para la cción Contra. ~esgos 

Saiiltarios la autorización para consumo personal e cannabia, y obtl:ivo la 

"respuesta el 24 del mismo mea y año. Efectiv ente, el Comísionlido de 
. . ' 
Auto~n Sanitaria de la Comisión Federal para !a Protección ~ontra 

_ :(~~sg~S-·_~ftarios negó la autorización solicitad por el. --

a través del/Oficio nUmero 1 veinticuatro de no;¡:: 
• • 

de dos mil qulnce, del tenor siguiente: " { 
"Con fundamento en lo dlspu to por los artic¡,¡los 4 ~ 
párrafo cuarto de la Cons · ción Política de los t 
Esta.dos Unidos Me>t:icanos; l , 17 y 39 fracciones XXI . ~ 
y XXIV de la Ley Org&nica ,de a Administración Pública ., 
Federal; 3 fracciones XXIV y , 4 fracción lll, 17 bis ~· 
fracciones IV y VI, 194, 19 bis, 244, 245, 247, 283, 'f 
284, 285, 289, 290, 368, ·3 , 371 y 375 fracción lX de 
la Ley General de salud; , 2, 3, 15 y 17-A de la Ley 
Federal de Prooedimiento dministrativo: 2 , inciso C 
fracción X, 36 y 37 :d Reglamento Interior de la 
Secretaria de Salud; 45, 33, 145, 153, 155, 156, 195 
y 196 del Reglamento d Insumos para la Salud;~·. 
fracción l, inciso j y !! y 14 fracción l y Vil del 
Reglamento de !a Comí ión Federal para la Protección 
contra Riesgos Sanitari ~su solicitud 
con número de entrad --de fecha. 13 
de noviembre de 201 , en la que solicita autorización 
~el peticio ario, el C, - -
- pueda sumir Cannabis Saliva (lndica y 
americana o m · ana, su resina, preparados y 
semillas), a.si co o THC (tetrahidrocannabinol), al 
respecto se infonn 

"Conforme al arti lo 235 y 237 de la Ley General de 
Salud indica "Qu a prohibido en el territorio nacional, 
Ja siemb•a, culti , cosecha, elaboración, pr~aración, 
acondicionaml o, adquisición, posesión, comercio, 
transporte en alquier forma, prescripción médica, 
suministro, leo, uso, consumo de !as siguientes 
substancias. y vegetales: opio preparado, para fumar, 
di.ace!ilinorfina o heroína, sus se.les o preparados, 
cannabis sativa, indica y americana o marihuana, 
papaver somn;ferum o adormifera, papa.ver bactreatum 
y erilhrO>cilon novogra.tesco o ooca, en cualquiera de 

\ 
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sus formW>, derivados o preparados• • 

"Conforme al articulo 245, 247 y 248 de !a Ley General 
de Salud se indica "Queda prohibida la siembn., 
cultivo, cosecha, elaboración, preparación, 
acondicionamiento, adq"Uisición, posesión, comercio, 
transporte en cualquier forma, prescripción médica, 
suministro, empleo, uso, consumo, de las sub3tancias 
incluidas en la fmcci6n I del Artículo 245" entre las 
substancias enlistadas en la fracción ! del Artículo ~54 
se encuentra el THC {tctrahidrocannabinolj. 

"Por lo anterior e'<puesto hasta el momento no puede 
ser expedida autorización alguna para la siembra, 
cultivo, cosecha, elaboración, prepara<l¡ión, 
acondicionamiento, adquisición, posesión, com<icio, 
transporte en cualquíel' forma, prescripción méqica, 
suministro, empleo, uso o consumo de Cannabis S4tivit 
(indica y americana o marihuana, su resjna, 
preparados y semillas), asi como 'fHC 
(telnlhidrocannabinol). " 

"SUl"RAGIO EPECTNO, NO REELECCIÓN. ; 

' "EL COMISIONADO DE AUTORIZACIÓN SANJTARIA\ ~; 

"JUAN CARLOS GALlAGA SOLORZANO." ~Ji>; 

Viene al caso precisar que la solicitud del hoy qi_ejoso se 

pr'e'lentó ante las autoridades de la ComiITTón Federal para la ~tección 

Contra Riegos Sanitarios con mucha antelación a la presentarla p~ -

no obstante, esta Ultima fue respondida a !a se 

presentada. 

El Juez de Distrito resuelve infundados los argumentos 

igualdad de !a demanda de amparo. Establece que tanto en el caso del 

abogado como en el supuesto del quejoso hubo una 

aplicación de los artículos de la política prohibicionista. A su juicio, el trato 

es el mismo y, por consecuencia, no se trarisgrede la garantía de igualdad: 

"Al rl'.'lpocto, cabe mencionar que e! anilisis de Jos 
actos reclamados en el presente caoo, partió de la 
premisa -p1-11.te114a pm- el propto quejoso- que el 
desechamientc de la solicitud de autorización sanitaria 
para consumo personal de marihuana con fines 
recreativos, por estimar que el quejoso no contaba con 
un derecho tutelado para la siembra, cultivo, cos!X'ha, 
preparaci6n, posesión, transporte de la semilla, 1e 
tn.ta en t"ealldad de 111:14 negativa lm.pllclta que 
tiene sustento, precisamente, en laa restricciones 
contempladas en las normu reclamadas, pues de ellas 
no se desprende que un ciudadano pueda gozar de 
una autorización de tal naturaleza ni que la autoridad 
pueda otorgarla.( ... ) 

\"-
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"Así, al considemr que el desechamiento 
~alidad una negativa a otorgar la auto 
sanltaria que se sustenta e11actaraente en la 
razón y al basar la violación a la garantia de i 
en el hecho que su solicitud fue desechada, 
que a otros solicitantes ies fue negada, es evi nte que 
resulta infundado el concepto de violación." 

Tiene razón el Jue;o: de Distrito cu¡indo afirma que en el 

pre9ente caao y en el caso de fueron a !ice.dos !os articulas 

"""'"" de la politice. prohibicionista. Sí bien, como bien sen a el Ju= de Distrito, 
-~~ . 't' ?>,,::, t~f' ambos casos hay una ...mptiación en detrimen det solicitante de la 
;jl ' ·•'\{:V:. ::·P-~tica prohibicionista, el trato dista de haber sido quitativo. 
( '$lt····.'.· --
?,~::"'\.!1 °f ' 

'::-~~:1·: :,,i . La aplicación de la politice. prohibic' nista en detrimento de los 

:,_~f;i;úejosos no es e! único parámetro de ción entre unWI y otr¡u¡ 

-- ners~" º' E! Sr ' h recibido un trato disp= ' ;¡Al Dft,¡¡_.-µ: .- - ~··~ . . 
EDE~{,J?~~encial diverso del que recibió el quej so. En la sigi.¡iente tabla se 
:l.!GE~t1;> ''A_~' 
;¡~~en apreciar algunos OJiterios diferenci ·-- ores entre la forma en que el 

~'- . _ quejoso y el diverso sujeto fueron trata s por !as autorida.d!'s de la 

'· . c~;cisión /l'ederal para !a Protección Cof tr Riesgos Sanitarios: 

Aplicación E>q>resa de la poli!.ica. \cación impllcita. de !a politi<iJ< 
rohibicionista rohib:ic!onista -· 

Respuesta definitiva sin prevenci6n en olicifud de info.rma<:i6n adicio en 

li"lºc'~·~m'!'º~~"''C,º';l.'cºl'c'~;;;;.,,;:,""'"'"1--Jll"~º~,.., dc2015 Respuesta defmitlva sin prevención e Res esta definitiva diez meses spués 
noviembre de 2015 de¡ solicitud en a osto de '201 

Pese a t:ratarse d Sl acio es identieas, en leis que boo 

sujetos formularon solicitudes e so p sonal de cannEtbis en la ml.sma 

semana, recibieron un trato el erenc:iado. 

A partir del co tr expediente admini$traUvo del Sr. 

-y del quejoso, se pu d una clara desigualdad. Se puede 

apreciar as.! que el quejoso sido b aneo de una trato discriminalorio u 

objeto de una estrategia Ji odo, para impedir que acceda a la 

justicia constitucional y sus dere<:hos humanos. De tales 

constancias se desprender que las utoridades cuyos actos se reclaman no 

han aplicado la ley de fonn 

Por todo lo anterior concluimos que los actos de las 

autoridades responsables antes sellaladas son viola.torios de Jos derechos 

1 
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humanos a la igualdad y no discriminación que reconoce el articulo 13 

constitucional, pues no c:umple con los criterios ne<:esarios para llevar a 

cabo distinciones entre sujetos. 

A la vista de todo lo expuesto, lógica y julidicamente debemos 

de concluir que los actos reclamados de la. autoridad responsable, Comisíón 

Federal para la Protección Contra Riesgos Sanitarios, conllevan un 

trata.miento de desigualdad que perjudica al quejoso. 

Por todas las anteriores consideraciones resulta p~ario que 

el señor Ju= de Distrito a quo ilegalmente desestimó loo co¡u:eptos de 

violación de la demanda de amparo, cuando debió decla!'arlDil f\l.ndados, y 

pido que se corrija este error in judicando, y se declaren fundii.9-os dich;;S 

motivos de disconformidad y se conceda al quejoso el amparo que impetra. 

En m.rmto de lo expuesto y fL.tndado, a L.tsted, C. Jub ne · 

Sexto de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de 
' 

°'':7.tame ·te pido se airva tener por interpuesto el presente r 

r~visión ntra ta sentencia dictada en la audiencia constitucion ;¡di<lponge. 

in distribuir las copias del escrito de expresión de agrt'ios que 

~compai\o, y ordene que se remitan los autos originales a la Suprt1na Corte 

de JL.tsticia de lo. Nación, para que conozca del p;esente recurso. 

A la Suprema t.rte de Justicia de la Nación, aten ente 

pido, se sirva admitirlo, y en su oportunidad dicte ejecutoria en que r' voque 

la negación que pronunció el Juez de Distrito a quo, y entrando al fon~ del 

asunto, conceda al quejoso el amparo impetrado. 

11ovtambre 4e 2016. 

J 
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rto Larios Berna!. delegado e las auto da s señalada como 
s CC. Presidente de los Es dos Unido Me icanos y S retario 
rsonalidad que tengo debid ente acred· ada en autos el juicio de 
o al 'rubro y en términos d 1 artículo . 9 de 1 Ley de mparo; ante 
agistrados, con el debido re peto campa ezco ara exponer: 

,;;tlO\ ¡ i 
Con fu.Mlarfl~to en Jo dispuesto en los ar~ículos 82, 4 y d más relativos y aplicables 
de la'1 Ley ~ Amparo, vengo a interponer Re i i' Adhe · al medio di/ 
impugnación promovido por la parte quejosa en ontr e ~encía definitila 
dictada por el C. Juez Decimosexto de Distrito en M teria Administrativa en la 
Ciudad de México, en la que se determinó sobr. seer no amparar en el juicio de 
amparo que nos ocupa, manifestándose para tal efecto siguiente. 

PROCEDENCIA DEL RECU SO 

Si se toman en consideración los requisitos previstos 
establecidos en relación con el presente m~io de i 
recurso de revisión adhesiva procede atendieódo a 1 

or 82 y 94 de la Ley de Amparo 
pugnación, se concluye que el 

siguientes requisitos. 

a) Puede ser promovido por la parte que obtu reso!ución favorable en el julcio 
de amparo. 

b) La promovente se adhiere a la revisión int rpuesta por otra de las partes en 
contra de la sentencia definitiva dictada en 1 juicio de amparo de que se trate. 

' 
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e) Se promueve dentro del plazo de cinco días, contados a partir del día siguiente 

a aquél en que surta efectos !a notificación de la admisión del recurso, esto es. 
se contabilizan dichos días a partir de que el tribunal Colegiado correspondiente 
notifica Ja admisión del recurso de revisión. 

d) Se deben expresar los agravios correspondientes. 

Lo anterior encuentra sustento en la Tesis XIV.2o.39 K. de la Novena Época, Instancia 
Segundo tribunal Colegiado del Decimocuarto Circuito, fuente Semanario Judlcla\ de 

• 

la Federación y su Gaceta, Tomo Xlll, Enero de 2001, Materia común, página 1784, 
cuyo rubro es: "REVISIÓN ADHESIVA. EL PLAZO PARA PROM'OVritt.'A ES'E( DE CIHCO oiAS 
StGUIEHTES AL EH QUE SURTA SUS EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DE LA ADMfSJÓN DEt ·•· . 
RECURSO DE REVISIÓN." (Sic.) 

En el caso en particular . interpuso recurso de revisión en contf"á. de 
la sentencia definitiva dictada en el juicio de amparo citado al rubro. en la cual se 
sobreseyó y no amparo. por fo que resulta evidente que mis delegantes obtuvieron • 
sentencia favorable, cubriéndose por tanto los requisitos señalados en los incisos a) y 
b) que anteceden. 

,,,,~" .. ..,. 
Asimismo, es de señalar que se notificó a mis delegantes el pasa 5 de di!liembí.f' del 
2016, los oficios número 111-4130 y 111-4133, dictados en el d:fual 
contiene inserto el auto de 29 de noviembre del año en curso. por el que se admitió a 
trámite el recurso de revisión promovido por el referido quejoso en contra ~ la 
sentencia definitiva dictada en el juicio de amparo en comento. por lo que el tei:i;tiino 
para interponer el presente recurso de revisión adhesiva corre del" 6 al 12 de 
diciembre de! ario en curso. descontando de el!os los días 10 y 11 por ser inhábiles, 
por lo que se cubre el requisito señalado en la fracción cl que antecede. 

Finalmente por lo que respecto al inciso d), es de mencionar que los respectivos 
agravios se manifestaran en líneas posteriores. Por lo anterior, es de concluir que el 
presente medio de impugnación es procedente y debe s.er admitido por sus Señorías 
al estar promovido en tiempo y forma de conformidad con los requisitos establecidos 
en la ley de Amparo vigente. aplicable a\ presente asunto. 

Previo a la expresión de agravios correspondientes, y atendiendo a la prelación lógica 
que establece e! artículo 93 de la ley de Amparo vigente. me permito hacer valer ante 
esa Superioridad las causales de improcedencia que se actualizan en el presente juicio 
de amparo, mismas que se exponen a continuación: 
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PRIMERO. Respecto del articulo 4 79 de la Ley General de Salud, se dest a que 
procede dictar el sobreseimiento en el presente juicio, con fundamento en e articulo 
63, fracción V. d'!fla Ley de Amparo. al actualizarse la causal de impr ceden.cía 
previst<f en el articulo 61, fracción XI! y XXIU. en relación con el í lo S, acción l. y 
107, fracción l,.,odo~.del ordenamiento legal citado con ant orid d. En fecto, tales 
disposiciones normativas establecen lo siguiente: 

·-. 
'·'i 
l 

' 
Ar'tÍcu/O··Jo. soh PQrtes en el juicio de amparo: 
.¡ E! quejoso, teij;endo tal corócter quien aduce ser titul de un der cho ubjetivo o 
de un inter.!s legítimo individua! o corectivo. siempre q e alegue lo ormo. acto 

'u omisión reclamados vialon los derechos previstos e eJ artículo o d la presente 
ley y con ello se produica una afectación reol yac ual o st1 esf ro j ídica. ya sea 
de manero directa o en vin:l.ld de su especial sitt1oci frente al a den urídico_ 
El interés ~¡mple, en ningün ca.so, podró inv orse como ter s legítimo_ La 
autoridad piib1¡ca no podrá invocar interés legítr o. 
fl ju;cio de a.'nparo podrá promoverse conju amente por do o más quejows 
cuando resientan una afectación común en us derechos in ereses, aun en e! 
supuesto de que dicha afectación derive de tos distinto~ si stos les causan un 
perjuicio onólogo y provienen de las mismos a toridadocs. 
Trotándose doc actos o resoluciones pr venientes ribunales judicia!e5, 
ad'9inistrativ05, agrarios a del traba¡o, el ejoso debef a ucir ser titular de un 
dere'i:oo subje,tiVo que se afecte de manera ¡iersonal y dir' et 

A(t:Ículo 61. El ¡uicio de amparo es improcedente: 
(..,). 

XII' ~ntro artos que no oferten las intereses 
~o. en los términos establecidos en lo fracción 

,Jey':y ~ontra nMmas generales que requiera 
pCl!lterfbr a/;nicio de su vigen<:ia; 
(. __ ) 

XXU!. fn los demás casos en que lo improcedencia r 
Constitución Político de los fstados Unidos Mexjca' 

ídi~s o legltimos del 
artículo So de lo pre:.ente 
11n arto de apllcadón 

te de alguno disposición de la 
o de esto Ley. 

A"rtlculafl3. El sobreseimiento en el juicio de om~ar procede cuando, 
( ... ) . J 
V. Durante el juicio se advierta o sobreven alguna de las causales de 
improcedencia a que se refiere e! capitulo anteiior 

Articulo 107. EJ amparo indirecto procede, 
l. Contra normas generales que por su sola e~tr a en vigor o can motiva del primer 
acto de su aplicación causen perjuicio al quiº' 
( .. _) 

(El éirluises propio) 
1 

De la transcripción anterior se obtiene Jue el legislador hizo !a distinción para !a 

J 

1 
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improcedencia del juicio de amparo por falta de interés juridico;~Ja.-parte quejosa, " 
entre aquellas normas generales que causan perjuicio por su sO!~Otrada en vigor y 
aquellas que para que entrañen una afectación en la esfera de Perechos del 
gobernado, requieran irreductiblemente de un acto posterior de aplicación. 

Además, los artículos transcritos evidencian dos supuestos de procedencia del juicio 
de amparo indirecto cuando el acto reclamado consiste en leyes. reglamentos, 
decretos o acuerdos de observancía general. a saber: que la disposición relativa se 
reclama a partir de su entrada en vigor; o bien que se reclame con motivo del primer 
acto de aplícación, siempre y cuando en ambos casos se irrogue perjuicio al quejoso. 

En el primer supuesto, cuando se reclama la disposición normativa por su sola entrada 
en vigor, esto es, en su carácter de autoaplicativa, para acreditar el interés que 
permita reclamar tal acto, el quejoso debe demostrar que se ubica en fa hipótesis de 
!a norma reclamada, es decir, que obligue a hacer o dejar de hacer una determinada 
conducta, lo cual le irrogaría un perjuicio. sin que sea necesario un acto de aplicación 
por parte de !a autoridad. 

Para precisar !a manera en que se han de distinguir las disposl~· es que ~"f!l.l<:sola 
vigencia causan perjuicio (autoap!icativas), así como aquellas' e para .¡'ttu.o1f r el 
perjuicio requieren de un acto concreto de aplicación (h teroap!i:atlv'fl.'. es 
conveniente transcribir el contenido de la tesis de Jurisprudencia úmero'ip./l. -~i97, 
emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable t\n el 
registro 198200 del !US y en la página 5, del Tomo V!, julio de 199?'_,.del Sema'f1ario 
Judicial de !a Federación y su Gaceta, Novena Época, que establece: ' ·•·· , ... 

' -LCYES AUTOAPL/CATIVAS Y HETEROAPLJCATIVAS. D/ST/NCION BASADA 
EH EL CONCEPTO DE INDfVJDUALIZACIÓH IHCONDICIDNADA. Paro distinguir 
los leyes outooplicotivos de las heteroaplicativos conviene acudir ar concepto de 
individualización incondicionada de las mi!.lllas. consustancial a fas normas tjue 
admiten /a procedencia de! juicio de amparo desde el momento que entran en vigor. 
yo que se trato de disposiciones que, acorde con el imperativa en ellos contenido. 
vinculan al goberflQdo o su cumplimiento de.de el inicio de su vigencia, en virtud de 
que crean. transforman o extinguen situaciones concretas de derecho. El concepto 
de individualización constituye un elemento de referencia objetivo para determinar 
lo procedencia del juicio constitucional, porque permite conocer. en cada coso 
concreto. si los efe<:tOS de lo disposi<:ión lego! impugnado ocurren en formo 
condicionada o incond1c•anoda; osi, lo condición consiste en Jo realización del acto 
necesarKJ µara que lo ley adquiera individualización. que bien puede reve:;¡jr el 
carcicter de administrativo o jurisdilcional. e incluso comprende o! acto jurídica 
emanada de la ..o.Iuntad del propio porticulor y al llecllo juridico. ajeno o lo ~oluntad 
humana. que lo sitúan dentro de lo hipótesis fegol. De esta manera. cuando los 

" 
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obligaciones derivadas de la ley nacen con ello mismo. independientemente d que 
no se actualice condición alguna. se estará en presencia de uno ley outoop!ic tiva o 
de lndividualizoción incondicionado; en cambio. cuando las ob!igoc•ones de acero 
de no hacer que impone lo ley. no surgen en forma outomdtica con su solo ntrada 
en vigor, sino que se requiere para actualizar el perjuicio de acto di erso que 

-c<lndicio.ll,é .su apUcación. s.e u-atará de uno dispo5ición et ooptic ivo o de 
in&iv1dú'ólizoci.ón condFcionoda. pues la aplicoc1ón jurídico ate iol de 1 norma. en 

· unim.a co!;'(i. eto, se hollci sometido a ro realización de es event 

Conform~ -~l e;:: río jurisprudencia! indicado, par distin 1r uándo se está en 
presencia di nor as autoaplicativas o heteroaplic ivas, c nvie e acudir al concepto 
de inrlividu-alizacidn incondicionada, que atiende !a man a e que se producen los 
efectos de la disposición impugnada, ya sea e ésto se ctuaticen de manera 
inmediata, o bien que para hacerlo se requiera d algún a to o vento (condición) que 
origirlé-1.f a.f.~ij\z_aci6n de la norma. 

Por lo ~ ~onc!uye, que cuando se r clama l ley por considerarla como 
' autoaplice.tiva~ necesario demostrar que J s efect de a disposición impugnada 

irrogan una afectación en la esfera de dere hos del ob nado que se actualiza de 
manera inmediata a partir de su entrada en igor. C sec enteínente, si la norma en 
cuestión preve alguna carga u obligación p a el pa icul , pero el nacimiento de esa 
car&i\ u obligación depende de alguna Con di ión pre sta'. n la ley. es claro que se está 
en presapcia de una norma heteroap!icativa¡ 

' . 
En el ca~~ parte quejosa reclama e\ artic\Jlo 4 79 de ley General de Salud. en su 
carácter de Aeteroaplicativo, pues considera que con la emisión del oficio No. 

signado por el Director ecutivo de Regulación de 
Estupefacientes. Psicotrópicos y Sustancias Química de 1a· Comisión Federal para la 
Protección Contra Riesgos Sanitarios. se aplicó con el segundo el aludido 
ordenamiento legal, irrogándole perjuicio en la esfera de sus derechos humanos. 

Sin embargo, en primer lugar, no debe pasar d¡esape cibido que dicha disposic!ón legal 
tildada de inconstitucionatidad, no vinculii\ al ccionante de amparo a su 
cumplimiento desde el inicio de su vigentia que no crea, transforma o 
extingue la situación concreta de derecho dél uejoso, aunado de que requieren 
de la actualización de una condición, por lo que es permisible afirmar que el acto 
admitido por mi delegante, tiene el carácter d~ eteroaplicativo, sin que a !a fecha 
exista un_ acto concreto de aplicación. 

Esto es así ya que para determinar la aplicai;:ió de !o dispuesto por tos preceptos 

. --·-··----------
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normativos en cita. resulta indispensable que la parte quejosa ilcreditara que 
consume personalmente cannabis sativa, indica o mariguana, lo que deja de 
acreditar con prueba alguna permitida por fa Ley de la materia. -!.óor 

'11.lé' 

Sin que pase por inadvertido que la lmpetrante de amparo exhibió· ~o'liia del oficio 
, no obstante en dicho documento no se aplicó el artículo 

479 de fa ley General de Salud, lo cierto es que de Ja propia documental que 
exhibe la accionante de amparo en su escrito inicia! de demanda, se advierte que no 
se le está aplicando en su perjuicio dicho ordenamiento lega! impugnado y es de 
precisar que su solicitud que formuló le es desechada. aunque como más 
adelante se expondrá le da ef carácter de un acto con el que se le niega a su parecer 
un derecho. 

De lo que se colige, que dlcho ordenamiento legal no afecta la esfera jurídica de la 
parte quejosa, debiéndose sobreseer en e! juicio por el artículo 4 79 de la ley General 
de Salud, al dejarse de acreditar plenamente el acto de aplicación de la nDl'ma. 
o bien. que el accionante sea consumidor de dicho estupefaciente. Corrobora 
lo manifestado en las líneas que anteceden, la tesis número 11..-:c.3 K, e~')»or el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circ~to, cori{ultablé'*n el 
registro 191475 del IUS y en la página 1205, del tomo X!!, :agosto~de 26~, del 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Ctue indita: ~ 

LEY HETEROAPf.ICATIVA. llrfPll.OCEDEHCJA DEL JUICIO OE;.~HTÍAS 
AATE JUEZ DC OISTll.TTO, SI NO EXISTE EL ACTO DE APUCACIOl't (n 'el juicio . 
de amputo existen dos vertientes para establecer el momento oporruno Para 
reclomor lo inconstitucionoNdad de una ley; primero. Cr.JQndo se trata de una ley 
autaap/icariva y segundo. cuando se refiere a uno ley heteroaplicativa. Paro 
distinguir el instante en que uno u otra pueden ser impugnadas se debe atender al 
concepto de 1ndividuolizoción incondicionada. esto es, determinar si los efectos de 
la disposición legal reclamado ocurren en forma condicionado o incondicionada. La 
condición consiste en la realización del acta necesario para que lo ley adquiera 
individualización. De esta forma, cuando las obligaciones derivadas de la ley nacen 
can ella mismo. independientem~nte de que no se actr.JQ/iza condición alguno, se 
está en presencia de una ley autoaplicativa o de individualización incondicionada; 
en cambia. cuando las obligaciones que impone la ley no surgen en forma 
automática (con su sola entn:ida en vigor), sino que se requiere para actualizar el 
perjuicio de un acto diversa que condicione su ap/Jcacién, se está frenre a una 
disposición heteraaµ/icativa o de individualización condicronado. 
Consecuentemente. si no existe el hecho que actualice la condicrón µara que una 
ley heteraaplicat1va sea reclamable mediante el juicio de amparo indirecto. es 
evidente su improcedencia_ 

e ., . ,., 
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Segundo En relación con !os artículos 234, 235, 237, 245, 
todos de la ley General de Salud, es improcedente conceder ar y protección 
de la justicia de la Unión, en virtud de que el otorga · nto i pli aria múltiples 
violaciones a los derechos de la sociedad general, así co adive o ordenamientos 
legales. Lo anterior de conformidad con el artículo 61, fr cción X l, n relación con el 
diverso 77, ambos de la Ley de Amparo, l. 4, 15. 76, racción 1, 8 . fracción X, 133, 
todos de la Constitución PoVtica de los Estados un· os Mexi s, y su concesión 
sería n~!·~a al quejo%º ante la inexistente una plat o ma política integral 
para atlt.&'~""f,,~'9 .<:le ma~huana con fines !údi os, tal y c o a continuación se . \§~~*' ,:--, {,_~~ , 
acred1tq.,:-/A-.,··''··.~io .. ,,-, -.. . · 

l_Q, ·';)·'!f"--'~' '' 

~· P_or~~~.h~:¡J~.,:~rden~mientos legales a tes citados stab!ecen a !a letra lo 
s1gu1en~'~iY'c .;:: ,,,, · · 

-~- ~-~-- - 1M 

-Á~);,,o"\t'"Eo~od0> Uo;do; M"'""; rndo; '" ;;ooo; 'º'º''"de'°' 
ll~e<lÍ'l9~~P~e onecidos en esta Cons tución y en lo rotados internacionales 
~1.te ~!f\'IJ!f~~sl' xicano sea porte. así omo de las ga ntfos paro su protección, 
o:euvo ei~';i,f;¡;~~- rá restringirse ni su enderse. salv en los casos y bajo las .. _,.,., """"L~ . , 
cond1c1one~ que oqstituc;ó11 establece_ 
Párra{<Hefwmado.D.QF 10-06-20 1 l 

\ Las normas relativos o los derechos humano se interpret án de conformidad con esto 
' G!z.11sti(ució11 y con los trotados internociol!oles de lo ter10 favoreciendo en tor!o 
~~Oa las personas lo protección más omP,lio. 
PárrQ[O adiciono do DOF 10-06-2011 / 
i;oifas ,los autoridades. en el dmbito de sus comp.Jte cios. tienen ra obligación de 

;Prómoier, respetar, proteger y garantizar los derecfi' fwmonos de conformidad con 
los pr#fcipios de universa!idod, interdependencia, in visibilidad y progresividod. En 
consecuencia. el Estado deberá prevenir, investigar, so cionor y reparar los violaciones 
a /os derechos humanos, en los términos que estoblezc lo ley. 
Pórrafo adicionado DOF 10-06-2011 
Está prohibido la esclavitud en los Estados Unid s Mexicanos. Los esclavos del 
e1<tranjero que entren ol territorio nacionoJ olconZor n, por este solo hecho, su Ubertod 
y la protección de los leyes. 
Quedo prohibido todo discriminación motivada por rigen étnico o nocional, el género. 
!o edad, las discapacidades, lo condición socio( /os ondiciones de salud. lo religión, las 
opinione:;, los preferen¡;ias sexuales. el estado fÍVil cualquier otro que atente contra 
la dignidad humano y tengo por objeto anular m nos.cobor los derechos y libertades 
de los persona~ 

Artículo 4o. El varón y lo mujer son iguoles an e lo ey. Esta protegerá lo organización y 
el desarrollo de la familia. 
Toda per5ano tiene derecho a decidir de man ro li re. responsable e informada sobre el 
número y el espaciamiento de sus hijos. 

\ 

!J "/ 
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-Toda persona tiene derecho o lo alimentación nutritiva. su{icrente y de t--lidod El 
Estado lo garantizará. 
PcírrafoadicionodoDOF 13-10-2011 \-.:'< 
Toda persona tiene, derecho o la protección de la S<llud. ta Ley definirá i•'S'bases y 
modalidades para el acceso a los setvicios de salud y estoble<:erá lo concurrencia de lo 
Federqción y las entidades federativas en materia de salubridad gen<Yol, conforme o lo 
que dispone la fracción XVI del articula 7 3 de esta COJ15titución. 
Pórrafo adicionado DOF 03-02-1983 
Toda persono tiene derecho o un medio ambiente sano poro su desarrollo y bienestar. 
El Estado garantizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro wnbientol 
generará responsabihdod para quien lo provoque en términos delo dispuesta par la ley. 
Párrafo Qd1cianoda DOF ]8-06-1999. ReformQdo DOF OB-OZ-2012 
Tada pe¡-!;ona tiene derecho o! occe-;o, di5¡losición y saneamiento de QglJQ para 
consumo perwnal y doméstico en formo suficiente, 5lJ/ubre, aceptable y asequible. El 
Estado garantizará este derecha y la ley definirá /as bases. opayos y modalidades para 
el occe50 y uso equitativa y sustentable de los recur50s hidricos. estableciendo lo 
participación de la Federación, las entidades federativos y los municipios. asi camo lo 
participación de lo ciudadonia para la consecución de dichos fine<;. 
Párrafo adicionado DOF 08-02-2012 ,A 
Todo familia tiene derecho Q disfrutar de vivienda digna y decorosa_ La Ley establecerá 
las instrumentos y apoyas necescrias a fin de alcanzar tal abjetivo. ,,~·~ 
Párro{aodicianodoDOFOl-02-1983 '\ J-, j 
TOdQ persona tiene derecho Q lo identidad y o ser registrado de manera \rimediat~~ .., 
nacimiento. El Estada garantizará el cumplimiento de estas derechos. La a.utor~aif' 
campetente expedirá gratuitQmente la primera capio certificada del QCta de regik¡-o(. 
de nacimiento. 
Párrofa adicionado DOF 17-06-2014 . º -·>; 
En tedas las decisiones y acruacianes de/ Estado se velará y cumplirá con 1'1 ptine)pio} 
del interés superior de la niñez, garonrjzando de manera plena sus derechoi Los niño~ 
y las niilas tienen derecho o fa SQt1sfacción de sus necesidades de a!imentaCián. salud, 
educacián y sano esparcimiento para su de-;orrollo integral_ Este principia deberá guiar 
el diseño, ejecución. seguimienia y evaluación de las palíticos públicos dir1gidQs a la 
niñez_ 
Párrafo adicionada DOF 18"03-1980. Reformada DOF 07--04-2000, 12-10-2011 
Las ascendientes. tutares y custodias tienen !a ob!igacián de preservar y exigir el 
cump/jmiento de estas derechos y principios. 
PárrQ{O adicionado OOF 07-04-2000. Reformado DOF 12-10-2011 
El Estado otorgará {ocilidodes G los particulares para que coadyuven al cumplimiento 
de los derechos de la niñez. 
Párrafo odicianado DOF 07-04-2000. Fe de erratas oJ párrafo OOF 12-04-2000 
Toda persona tiene derecho al acceso o !a culturo y al disfrute de los bienes y servicios 
que presta el Estado en /Q mQteria, así como el ejercicio de sus derechos culturo/es El 
Estada promaverá las medios para lo difusión y desClrro!lo de la cultura. o tendiendo a la 
d•versidad cultural en todos sus manif<!staciones y expresiones con pleno respeto a la 
libertad cre<itivo. La ley establecerá los meconismas paro el accesa y porticipacián o 
cuQ/quier manifestación cultural. 
Párrafo adicionado DOF 30-04-2009 
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Toda persono tiene derecho a lo cultura fisica y o la práctico del deporte. Corresponde 
al Estodo su promoi:ión. fomento y estimulo conforme a !as leyes en lo moterio. 
Párrafo odicionado DOF 12-10-2011 
Artíct.rlo reformado DOF 31-11-1974 
Ref9f_mo OOF 14-08-.?.001: Derogó del ortículo el entonces pór 

,·''CR@:iOnado por DOF 18~01-1992) -
ero (antes 

,·,~'-

·;.;;i1á.10 15. No se autoriza la celebración de trotados p a la extro~ición de reas 
pÓlf~ICos, ni poro fo de aquellos delincuentes del orden co ún que hoyhn tenido en el 
poíS ·donde cometieron el delito. lo condición de esclavos; i de conven¡hs o tratados en ' . viitud de los que se alteren los derechos humanos rec cidos por e a Consritución y 
eiilOS' tratados internacionales de los que el Estado Me 

'-.. -
,., -

A'tt'ii:-Ufu 76. Son facultades exclusivo> de! Senado: 
/_ ~" Í_¡fnali2°ar lo político exterior desarrollada po; .1 Ejecutivo Fe eral con base en los 
iritíiF.mP anuales qui.' !.'l Presidente de la Rep !1ca y el Sec taria del Despacho 

-'· · .ci'l_~~·ondiente rindan al Congreso. · 
•"-'""_¡;¡_,.,, 

:_Además. aprobar los trotados internocionale y convenc~-o s diplomáticos que el 
Ejecutivo Federal suscriba, así corno su de<::i ón de termi o '. denunciar. suspender, 

''1fºd~icor, enmendar, retirar reservas y for lar declora5 o es interpretativas sobre 
, 1smos: · 

ió(l reformada DOF 06-11-1977, 12-02 2007 
' . . ' 

;·1cu/o i9_ Los facultades y obligaciones d Presidente. so . las siguientes. 
Pór(~rmodo DOF 10-08-1987. 15-1 -1993, ll-01 007 

·], .,;.,$\l'J>.'11'111 .-- _. 
?-11\ ~;~\;o.lllllirigir lo política exterior y celebrar t otC.dos inter cionales, a5Í como terminar, 
illl~I- denunciar, suspender, modificar, enmenda retirar rese,),as V farmular declaraciones 

interpretativas sobre los mismos, sometí dolos o la aprobación del S!.'nodo. En Jo 
conducción de tal político, el titular deJ,Poder Ejecutivo o~~rvará los siguientes 
principios normativos' Jo autodeterminación de los pueblos; lo no intervención; Ja 
solución pacífica de controversias; lo proscripción de 1 iameno20 a el uso de la fuerza 
en los relaciones internacionales; lo igualdad jÜridico de los Estados; Jo cooperación 
internocionoJ para e! desarrollo; e! respeto, lo p'rotecc n y promoción de fos derechos 
humanos y ro Jucha por lo poz y lo seguridad int'ernaci noles; 
Fracción reformada DOF 11-05-1988, 11-022;2007. -06-1011 

Articulo 133. Esto Constitución, las leyes de! CÓngre de lo Unión que emanen de ello 
y todos los Trotados que estén de acuerdo con )o m ma. celebrodos y que se celebren 
por e! Presidente de la República. con aprobtición d Senado. serón !o ley Suprema de 
toda la Unión. i.os 1ueces de cada Estado se orreg rán a dicho Constitución. leyes y 
trotados, o pesar de las disposiciones en co rorio que pueda haber e~ los 
Constituciones o leyes de !os Estado!>. 
Artículo reformado DOF 18-01-1934 

De los anteriores ordenamientos legales se advier e !o siguiente: 



:.---/' 
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./ Que todas las personas gozarán de los derechos humanos recQQQcidOS en esta 
Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Me11:icano sea 
parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo fas condiciones que !a 
Constitución establece; 

,,, Que las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de 
conformidad con la Constitución y con los tratados internacionales de la materia 
favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia; 

../ Que toda persona tiene derecho a la prQtección de la salud; 

../ Que es facultad e11:clusiva del Senado, entre otras, aprobar los tratados 
internacionales y convenciones diplomáticas que el Ejecutivo Federal suscriba. así 
como su decisión de terminar, denunciar. suspender, modificar. enmendar, retirar 
reservas y formular declaraciones interpretativas sobre los mismos; 

,."'<'!' ~ • 
./ Que es facultad y obligación del Presidente de Ja Repúb!~, entr%-.O'trffl:irigir 
la política e11:terior y celebrar tratados internacionales, así com termir{il.r, d ... · ciar. 
suspender, modificar, enmendar, retirar reservas y for ular '¡:lec!.:i'(aiones 
interpretativas sobre los mismos, sometiéndolos a la aprobación del Sena'do. _.-.,,., 

../ Que en ta conducción de tal política, el titular del Poder Ejecuti\id observará los 
siguientes principios normativos: 

• 
o Autodeterminación de los pueblos; 
o No intervención; 
o Solución pacífica de controversias; 1 
o Proscripción de la amenaza o el uso de la fuerza en las relaciones 

internacionales; 
o Igualdad jurídica de los Estados; 
o Cooperación internacional para el desarrollo~ 
o Respeto, protección y promoción de los derechos humanos; y, 
o Lucha por la paz y la seguridad internacionales; 

./ Que la Constitución. las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y 
todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren 

• 
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por e! Presidente de la República, con aprobación de! Senado, serán la Ley S rema de 
toda la Unión_ 

._,. Que Jos ·jueces de cada Estado se 
tra1:arjos, _ a pesar de las disposiciones 
Consiituci?'1b o leyes de los Estados. 

arreglarán a dich 
en contrario q 

1 

2. E~'; Giionante de amparo solicita el amparo y prote ust·· ia de la Unión. 
esp íflta,mente con el objetivo de que se ordene la Com· ión ·Federa! para la 
Pror cclón Contra Riesgos Sanitarios, que deje d observar el ontenido de los 
articulas 234, 235, 237, 245, 247. 248, 368 y 479 todos de 1 Le General de Salud, 
y se le ~utorice el consumo individual del estup aciente c na 1s sativa (indica y 
americafia o mariguana, su resina, preparados semillas) sí c mo el psicotrópico 
THC.f"tetrahidrocannabinol, los isómeros ll.6a { a), ll.6a ( . ll. , .a8. ll9 {11). y sus 
variantes estereoquímicas, conjuntamente "m ihuana o nn is", específicamente 
para siembra, cultivo, cose<:ha, preparación, ac ndicionam· nt , posesión, transporte 
en cualquier forma. empleo, uso, consumo y e general, t do cto relacionado con el 
consumo lúdico u persona! de marihuana. 

3. L~lt.artículos 61. fracción XXIH y 77, amb s de la le de Amparo, establecen a la 
letra!~ s~iente: ! 

~rtififb 61_ El iuicro de amparo es impracedehte, 
,:j'_.;,_,r 

.•·1~Xltl. E.as demás casos en que la impracedencia resulte e alguna disposici6n de la 
Consiituci6n Poli tira de los Estados Unidos Mexicanos. o de sta ley. 

Articulo 77 Los efectos d" la concesi6n del amparo serón, 

!/_ Cuanda el acto reclamado sea de carácter negativo o i plique una omisión. obligar a 
la autoridad responsable a respetar el derKho de que e trote y o cumplir lo que el 
mismo exijo. 

En el último considerando de la sentencio que conceda el amparo. el juzgador deberci 
determinar con precisión los efectos de/ mismo. esp cificando los medidas que los 
outoridades o particulares deban adoptar para o segur r su estricto cumplimiento y la 
restitución del Que¡oso en el goce del derecho_ 

\ 
De lo que se colige que el amparo es improce 
disposición de la Constitución Política de los Estad 
que en caso de que el efecto de !a concesión del a 

ente cuando resulte de alguna 
Unidos Mexicanos, o de la ley, y 

aro. se trate respecto de un acto 
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de carácter negativo, como en el caso en particular, el juzgado debJ;rá·~~t'j;~¡~ar con 
precisión los efectos del mismo, obligando a la autoridad a respetar el derecho de que 
se trate, en el caso en análisis, a decir del quejoso. sería el libre desarrollo de su 
personalidad. 

Sin que pase por inadvertido. que en la exposición de motivos de la Ley de Amparo 
vigente, se dejó claro que un presupuesto básico de la democracia es la dignidad de la 
persona humana, racional y libre, garantizada a través de un catálogo de derechos, 
valores y principios, en el cual se estableció: 

En ese sentido. el juicio de amparo tiene por objeto específico hacer real y eficaz la 
autolimitoción del ejercicio dE la autoriclod por parte de !05 órganos del Estado. 
Un presupuesto b~sico de la democracia es la dignidad de lo persona humana. raciona! 
y libre, garantizada o través de un catálogo de derechos, valores y principios tales 
coma la libertad. iguoldad y p!uralidod. que estén reconocidos en una Constitución o 
Norma Fundamental. los cuales deben ser gorontizados y protegidos ante su 
desconocimiento a través de Jos instrumentos jur1sdiccionoles que Ja propia tfll 
Constitución preveo. 

~ 
.,., 

Es en ese sentido de que mediante el juicio de amparo se protege n de mrif • 
directa, odemds de gara~tías qut; act~lmenie prevé nuestra_ C stit'."i6tl; ~ 
derechos humanos reconoc1clos por e;ro as1 como por los tratados 1nternoc111na!es--~~.; 
/os que el Estado Mexicano sea parte. l·-

4. Que actualmente la política pública en relación con el consumo lúdico de maríhuana 
se encuentra prohibida e Incluso tipificada como delito, su adquisii::lón, 
comercialización u obtención por cualquier vía de la citada droga. lo anterior, es asi ya 
que tanto en la Ley General de Salud, como en el Código Penal Federal, prevalecen 
otras infracciones administrativas y penales que necesariamente tendrían que 
cometerse para que en el caso que nos ocupa, el amparo pueda surtir efectos, pues 
no existe hoy dia una autoriiación para poseer drogas como la cannabis en 
cantidades mínimas y necesarias para el consumo personal e inmediato, sólo puede 
concluirse que implícitamente se tolera o permite la adquisición ilícita del producto a )lo 

consumir (artículos 19 2, 477, 4 7 8 y 479, todos de la Ley General de Salud). 

En este entendido, resulta evidente que en el sistema penal vigente, la posesión de 
marihuana, aún en cantidades mínimas (hasta S gramos), sigue constituyendo una 
conducta típica de delito, y que si bien. de acreditarse que el poseedor es 
farmacodependiente o consumidor, el Ministerio Público no ejercerá acción penal, ello 
sólo implica la existencia de una excluyente que debe probarse. pero de ninguna 
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,. forma una autorización para consumir marihuana o para adquirir 
semilla. _ 

.. 

~ :,.-, 

Actl{a:ini?"~.te se e~cuentra prohibido el uso lúdico de marihua , e canfor idad con 
la Ljy G~~ral de .Salud, concretamente los artículos 234, 7, 45, 247. 248. 456, 
47~ 4Z~.Y-- 479, y en particular, su posesión está sujeta los mites e rictos de la 
cafJtidil.~.~~ gr.) establecida en la tabla de orientación d dosis ax1m de consumo 
per~n~:·~·inmed\ato, prevlsta en e! articulo 479 del alu ido or enami 

As~i~mo, dicha, droga es regulada, entre otros legales. en !os ... -,~, ·-·~-· 
s1g~1ent'es: -,. ·- ; 
;.> 111Tíiiiió.s.:Oécimo Sexto y Décimo Séptimo de J ley Ge eral e Salud, relativos a 
'J,:,á~a(iones y vigilancia sanitaria; 

,. Código Penal Federal, en sus articulas 84, f. acción 11! inci o c), y 90, fracción 11, 
inciso d), 194, 195, y 195 bis, fracciónll; .·' 

;.> Ley Federal C?ntra la Delincuencia Organiz a, o/ticul 2, racción L y otros; 
)i> Convención Unica sobre Estupefacientes 1 ?--61. e dada por el Protocolo de 

·l,,272; '-, _. 1 

> C~nio sobre Sustancias Sicotrópicasd Í971; 
li> Co n".!_ón de las Naciones Unidas en c tra del T · co Ilícito de Estupefacientes 

y Su an~s Sicotrópicas de 1988. 
-,. NOM-02_?~~SA2-2009. Para la prev nción. tr amiento y control de las 

adicci"'~--. _.:¡\t.<P'."Jfl,l/Ji".<· 
Hcil\'.-'Jl!Q •. t , 

Conclusion. 

Una concesión del amparo, acorde a lo estrictam nte solicitado por el quejoso, en 
nada le beneficiaria, pues podría implicar Ja comis" 'n de uno o más delitos, o cuando 
menos, la continuación de !os efectos de delitos a cometidos, así como violación a 
diversos ordenamientos legales administrativos, incluso Internacionales. Ello, porque 
aunque se autorice ta siembra o cosecha de m ihuana, la obtención de una semilla, 
que resulta indispensable para dichos procesos_, igue constituyendo un ilícito. 

En suma, no es material y jurídicamente viabl ~umplir una ejecutÜria de amparo, si el 
presupuesto necesario para garantizar el con mo de marihuana, conlleva la comisión 
de un delito por parte de quienes vendan, suministren o entreguen por cualquier 
medio dicha droga o su semilla a quien Ja co umirá; Ja posible comisión de delitos por 
parte del propio accionante de amparo al r cibir la droga o la semiUa necesaria para 

t; 
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su siembra y cosecha, e incluso, la eventual comisión de ilícitos dive-or parte de 
la autoridad que deba dar cumplimiento a la ejecutoria de amparo. r 
Ante las circunstancias expuestas. no es permisible conceder el amparo al quejoso. ya 
que se insiste, el presupuesto necesario para que pudiese, en su caso, realizar los 
procesos para los que se solicita el amparo. derivados de la propia demanda de 
amparo. consistentes e)(presamente en sembrar, cultivar, cosechar. preparar, poseer 
y transportar marihuana, implicarian necesariamente la comisión previa de uno 
o más de Jos delitos previstos en normas punitivas no impugnadas de la ley 
General de Salud y del Código PenaJ Federal, esto es así ya que al día de hoy no 
se encuentra regulada la forma lícita para adquirir, importar ni acceder a la marihuana 
o a su semilla, y al no existir una regulación específica para uso con fines lúdicos o 
recreativos de marihuana, al Dermitir esta conducta, no se garantiza la protección 
de terceros. incluida el núcleo esencial de la sociedad mexicana. la familia. 

A mayor abundamiento, sólo podría sembrarse, cultivarse y cosecharse marihuana, si 
existe como presupuesto la obtención de una semilla de dicha Dlanta, a la vez que 
sólo Dodría prepararse, poseerse o transportarse la misma, si existe como 
presuDuesto la adquisición o importación de dicha droga, conpuctas qll~'aWl'lente, 
s~guen constituyen?º llícit~s. ~enales previstos_ e_n _normas queliio fuer~t1 im~adas 
n1 por tanto, materia de anahsis en el Dresente ¡u1c10. , :· - .}' 

" 
' 

Má:idme que tampoco se solicitó a la autoridad sanitaria, autorización para adc(uirir o 
importar marihuana, ni menos se solicitó el suministro de la misg¡a_ por parte de! 
Estado, lo que deriva en el hecho de que aun concediéndose el al'nparo p'<i(a la 
siembra, consumo y demás efectos previstos en la sentencia. prevalece la ilicitud en el 
acceso a la droga que nos ocupa. 

De ahí que, si para sembrar o realizar cualquiera de las conductas planteadas por los 
solicitantes del amparo, debe previamente cometerse un delito por el quejoso o por 
quienes le provean la marihuana o su semilla, e incluso infring¡r tratados 
internacionales. por lo que resulta inconcuso que existe un impedimento grave para la 
emisión de un pronunciamiento de orden constitucional. 

El artículo 107. fracción 11 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establece que las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo. sólo se 
ocuparán de los quejosos que lo hubieran solicitado, limitándose a ampararlos y 
protegerlos, si procediere, en el presente asunto en caso de concederse el amparo a! 
quejoso, no quedan exentos de la comisión de un delito ni quién le provea de la droga, 

.. _ 

, 
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ni el propio quejoso en virtud de que no solicito la protección del amparo para efect 
de adquirir !a marihuana. 

A la vez, un prlncipio del juic'10 de amparo, es que no pue e archivarse ju· io de 
ar_o a!gB1:19;-sin que se haya cumplido la sentencia q oncedió la pr ección 

c 4i.tucional;!o que así se ordena en la fracción XV! del rtí ulo 107 cons tucional. 
~ ~ térmihos, sólo puede concederse la protección e ! justicia fede l a partir 
~ i~ de amparo, mediante una sentencla que sea po ible cumplim· nto, por lo 
~· Sli:!la ejecutoria de amparo se dictará en el xtre o de orde ar algo que 
~ará la comisión de un delito o Ja continuació de efectos, e parece que 
~estruye de origen la posibilidad de conocer de n jui o con dicha implicaciones. 
,;;• 5º· como en el caso, sólo se pidió aut lzaci, n administr tiva para ciertos 

¡ acionados con el consumo de marih ana, edan exc idos de la litis de 
~p . tares vinculados con el comercio y a quisic· n de la dr ga, luego entonces, 
es evidente, que de conocerse el planteamient que f, rmulo el uejoso, la sentencia 
que se dictare, sólo podría suponer que se part de la omisión un delito. 

Es decir, si una persona solicita autoriza ión p ra sem ar, cosechar, poseer, 
transportar y consumir marihuana, es de sup nerse ue ya c nta con !a misma o que 
eventuaJmente accederá a la misma para po erre izar die s actos; pero si hoy día, 
no exist~ví<i. lícita de adquisición de la ma huan o de s semilla, Juego entonces, 
resulta jL.u~camente imposlble restituirlos n e! oce de! derecho al auto consumo 
lúdic~1· fa1rihuana que alegan. 

Como he apuntado, distinto seria el supuesto si en el j icio que nos ocupa, hubiese 
sido también materia de análisis el proceso de adquisic 'n, comercio o recepción del 
narcótico, a la vez que el sistema punitivo relacionad ; sin embargo, el!o no fue el 
caso. y deriva en un impedimento para conocer del as to. 

El artículo 61 de !a Ley de Amparo, fracción XXIII, s ala que el juicio de amparo es 
improcedente, en !os casos en que !a improcedencia esulte de alguna disposición de 
la Constitución o de !a propia ley citada, por lo q si el propio articulo 214 de la 
propia ley, señala que no puede archivarse ningún uicio de amparo sin que se haya 
cumplido la sentencia que concedió la protección onstitucional o no exista materia 
para !a ejecución, en el caso, nos encontramos an e un supuesto que actualiza dicha 
improcedencia. 
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Así, si en el caso, la materia para la ejecución de la sentencia dictada, es que se A , 
ordene el otorgamiento de una autorización para el consumo de marihuana, a la que 
hoy, sólo puede accederse ilícitamente, luego entonces, es de conduir que el 
quejoso no podrá ejercer el derecho que solicita, o al menos. no dentro de la 
ley, pues sigue penalizada la adquisición de marihuana, así como todas las 
posibles vías para que acceda al narcótico o a su semilla. 

Aunado a lo anterior, es de resaltar que dicha imposibilidad también deriva del 
contenido del artículo 89, Constitucional. en donde se establece como facultad del 
Presidente de !a República celebrar tratados internacionales, así como terminar, 
denunciar, suspender, modificar. enmendar, retirar reservas y formular declaraciones 
¡nterpretativas sobre los mismos, sometiéndolos a la aprobación del Senado, y en el 
caso en particular, nuestra país ha signado diversos convenios en materia de drogas, 
en los cuales se incluye la marihuana, de tal manera que constitucionalmente, sólo el 
C. Presidente Constitucional es el único facultado para suspender o modificar dichos 
convenios. _,.. 

México es parte del "Sistema Internacional de Control de Drogas" <SICO), que se 
encuentra respaldado por tres tratados internacionales, a saber: La Convención Única 
sobre Estupefacientes de 196, la Convención sobre Sustancias Psi~otrópicas~ i 971 
y la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito ¡e EstupW-$/.Mes y 
SustanciasSicotrópicasde 1988. f ·_..· ,,..! 

- r ·' '" 
Respecto !a Convención Única sobre Estupefacientes, enmendada por el Pto(~c:~lo de 
1972 de Modificación de Ja Convención Única, vale mencionar que ha influid-o:en !as 
leyes sobre prohibición de drogas en todo el planeta. Actualmente, ·Ce:_rca d"e' 153 
países h<in ratificado este instrumento y lo han incorporado a su derecho naclbna'i. Las 
finalidades de la Convención Única son: "limitar exclusivamente la producción, la 
fabricación, lo exportación, /a importación, la distribución, el comercio, el uso y la 
posesión de estupefacientes a los fines médicos y científicos". Este tratado dispone de 
un marco conceptual de sustancias sujetas a control, entre !as que se encuentran e! )l 
cannabis, la ,hoja de coca, el opio, etcétera. 

La Convención Única contempla a dos organismos internacionales especializados de 
llevar a cabo el control de las sustancias: La Comisión de Estupefacientes del Consejo 
Económico Social y la Junta Internacional de Fiscalización de Estupefacientes. Entre 
las funciones de la primera, destacan la modificación de las listas de estupefacientes y 
la emisión de recomendaciones; en contraste, fas funciones de la segunda versan con 
la comprobación de obligaciones para limitar el cultivo, la producción, la fabricación y 
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' el uso de estupefacientes para fines médicos y científicos. En cas · de 
incumplimiento, la Junta Internacional de Fiscalización puede eje r sus 
facultades ~a ,solicitar eJ1plicaciones a un gobierno cuando conside e que la 
conven.~i_ón cq[!e un grave peligro porque un país o territorio a cump do con el 
tratadd' · 

En segtindo lugar, tenemos la Convención sobre Susta 1as Psi tró "cas de 1971. 
Este trátado incluyó nuevas sustancias en un listado d cuatro bla y su propósito 
es limitar a fines médicos y científicos, la fabrica ón, exp tac· n, importación, 
distribución, exístencia,s, comercio. así como e! uso posesió de as sustancias de 
psicotrópicas. i · 

La Convencióh de las· Naciones Unidas contra e Tráfico llí 
Sustancias Sicot\'ópicas de 1988, misma que y contempl 
Estados que sean parte de dicho tratado de: ·( ... ) adopt 
necesarias para tipificar como delítos penales uando se 
la posesión, la adquisición o el cultivo de est pefaciente 
para el consumo personal( ... )"". 

o e Estupefacientes y 
a obligación para los 

r los medidas que sean 
etan intencionalmente, 
sustancias sicotrópicas 

Bajo tal contexto, resulta improcedente el resente jui o de amparo que tiene por 
obje~ declaíar inconstituciona!es varios de os artículo de la Ley General de Salud. 
que alinta!aban la negativa de la COF PRIS de itlr autorizaciones para la 
realizafió.\.de una serie de conductas reltl:cionadas on el consumo persona! de 
marigu'ana &n fines recreativos. De ahí que sus efec s rebasen los fines médicos y 
cientific~~s que alude el S!CD. particularmente 1 onvención Única de 1961 y fa 
Conve~ de. Estupefacientes de 1988. Por lo t nto, es de advertir que, de 
conC~erse ef amparo al quejoso, dicha accló enera el incumplimiento de 
obligaciones internacionales que ha suscrito Estado meJ1icano. 

Tercera. En relación con los articules 234, 23~. 7, 245, 247, 248, 368 y 479 de la 
Ley General de Salud, procede se dicte el so r eimiento en el presente juicio de 
amparo, pues el hoy quejoso también carece e Interés jurídico/legitimo, ello con 
fundamento en el artículo 61, fracción XI!, en re ión con el diverso 63, fracción V. de 
la Ley de Amparo. 

Lo anterior, ya que si bien la parte quejosa manifiesta que se ve afectada por fa 
actuación de la autoridad ejecutora que señal en el presente juicio de amparo, pues a 
su decir con los ordenamiento legales citad s. se le veda su derecho a la identidad 
personal, dignidad humana. autodetermina i6n personal y corporal. siendo que la 
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política prohibicionista no tiene un fin legítimo y no es proporciona!,. 

Sin embargo. !o cierto es que en el oficio emitido por el C. Director Ejecutivo 
Regulación de Estupefacientes, Pslcotrópicos y Sustancias Químicas de la Comisión 
Federal para Ja Protección Contra Riesgos Sanitarios, sólo se citaron los referidos 
artículos 235, 236, 237. 368, 369, 370, 371, 372, y 479 de la Ley General de Salud, 
sin que ello constituya acto de aplicación alguno. 

Esto es así en virtud de que a través de dicho documento sólo se citó los 
ordenamientos legales de referencia. informándole que • ... la siembra, cultivo. cosecha, 
preparación, acondicionamientos, pasesión, transporte e importación, y odq1.1isición de semillas, en 
c1.1alq1.1ier forma. empleo, uso. consumo, importación, y, en general. todo lo acto relacionado con el 
consumo lúdica y persona! de Morih1.1ana por el peticionario, excluyendo expresamente los actos de 
comercio, toles cama lo distribución, enajenación y transferencia de !o mismo. "(Sic), y a! na definirse 
los requisitos en lo citada narmativ•dod paro Ja emisión de lo mismo. es claro que no existe un interés 
jurídica al respecto• (Sic). 

De lo anterior es evidente que por medio del oficio en cita. la responsable dio 
respuesta a !a consulta formulada por la ahora recurrente en el sentido de que por el 
momento no podía ser expedida la autorización solicitada: de ninguna mani:¡,a se 
puede considerar que dicho oficio obligue a la quejosa a realizar acc\,ón a!gu~ qoo 
se le sancione. o bien se vede derecho alguno adquirido por la accionante de a ro. 

' - t: ~ 
Apoya la anterior conclusión Ja tesis la. V/2008 de la Primera Sala de la S~~ma 
Corte de Justicia de la Nación. visible en e! Semanario Judicial de Ja Federaci,ón-.y su 
Gaceta, Novena Época, Torno XXVII. enero de 2008, página 4 25, que establece: 1 

LEYES. SO SOLA CITA NO CONSTITUYE UN ACTO Df APLICACIÓN. bis 
normas jurídicos contenidas en leyes constituyen prescripc;ones que obligan, 
prohíben o permiten o los personas la realización de una conducta especifico. 
Ello lo hacen ol enlozar uno consecuencia determinado, como efecto. a la 
realización de cierta conducto, como causo Así, <1nte la octuo!ización de lo 
hipótesis o supuesto previsto en la ley, el orden jurídico prescribe lo oplfr;ación 
de fas consecuencias previstos rombl~n en lo mismo_ De esa manero, una ley 
sólo se puede considerar aplicada cuando el órgano estatal correspondiente 
ordena Jo realización de lo consecuencia jurídica que se sigue del cumplimiento 
de sus condiciones de aplicación, por considerar, precisamente. que esos 
fueron satisfechas. En consecuencia, lo solo cito. en una resolución. de un 
articulo de una ley cons!ituye un dato que. por 5Í soro, resulto insuficiente para 
acreditar tal cuestión; pues fo relevante para ello consiste en demostrar que. 
en el caso concreto. fueron apljcodos los consecl.!encios jurídicos que siguen a 
la configuración de la hipótesis normativa de~rita en la fey. 

,. 
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Es de resaltar que con motivo de tos citados artículos de fa Ley General de ud, no se 
afecta la esfera jurídica/legítima de la parte quejosa. 

Se realiza-tal afirm_ación porque si bien es cierto que la quejo rguY. que ser una 
perso)ia't"i~, mayor de edad en pleno uso de sus derec s d !ib ad individual, 
auton'iWita, digr¡iidad, libre desarrollo de la personalidad y alud ule pretende se le 
autoric~,el con.sumo individual del estupefaciente canna · sati a (i ica y americana 
o marl¡ji..iana. 'su resina, preparados y semillas) as' com el sicotróplco THC 
(tetrat:Jfdrocar.inabinol, los isómeros 1.'16a (10a), ti6 (7), , 1.'19 {11), y sus 
variantes estereoquimicas, conjuntamente "marihu a o e ",específicamente 
para siembre, cultivo, cosecha, prep_aración, acondi 1onami nto, osesión, transporte 
en cua!quier.'forma, empleo, uso, consumo y en g eral, t o a o relacionado con el 
consu'.!l~úi:lico u personal de marihuana, tam én es erto ue el impetrante de 
ampaíoicJ'.·acredita fehacientemente con do mento dón la afectación de su 
interés jurí~ico-legitimo. 

Ahora biln. de acuerdo con el sistema cons Ja fr cción J, del artículo 107 
constitucional y 73, fracción V de la Ley d ia, e ejercicio de la acción de 
am~ o se reserva únicamente a la parte · di e el acto o la ley que se 
recia entendiéndose como perjuicio 1 afect or Ja actuación de una 
autori o por la ley de un derecho egítima nt tutelado, el que resulta 
deseo ~violado a través de algún cto de o dad, derivado de lo cual se 
otorga afee o la facultad para acudir nte el 'r a jurisdiccional competente a 
efecto d<;_.

1 
derecho protegido por la/ ey !es r~ tituído. 

'""'""'-1;\l\l~ ' 
En ,~,,~~so que nos ocupa, el quejoso akude a j · cio de amparo reclamando la 
inconstitucionalidad de los artículos 234, 235, 236,: 37, 245, 247, 248, 368 y 479 
de la ley Genera! de Salud, sin embargo. no acredit con prueba alguna que Ja emisión 
de tales ordenamientos legales Je causen perjuici o agravio alguno en su esfera de 
derechos fundamentales, pues para empezar, no credita de manera fehaciente que 
efectivamente lleve a cabo el consumo individual del estupefaciente cannabis satlva, 
así como el psicotrópico THC conjunta ente "marihuana o cannabis". 
específicamente para siembra, cultivo, co· ec a, preparación, acondicionamiento, 
posesión. transporte en cualquier forma, em f o, uso, consumo y en general, todo 
acto relacionado con su consumo lúdico y pers al de marihuana. 

Así, a! no existir elementos de convicció 
impetrante acredite de qué forma su ester 
Colegiado debe sobreseer el presente juicir 

I 

palpables e idóneos con los que !a 
urídica se ve afectada, este H. tribunal 
amparo, ya que no es no es suficiente, 

. ·--·---·-------
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~ 
para acreditar el interés juridico en el amparo, la e)(istencia de una sitóaci6n abstracta 
que no otorgue a un particular determinado la facultad de exigir q1.:1e es.a situación 
abstracta se cumpla, situación que acontece en el presente asunto. Sustenta lo 
anterior la tesis de jurisprudencia l. lo. A. J/17, Gaceta del SJF, 8 a. época, Tomo: 60, 
Diciembre de 1992, página 35, cuyo rubro es el siguiente. "INTERES JURIDICO, 
NOCION DE. PARA LA PROCEDENCIA DEL AMPARO". 
ina id e eH.Trib n 1 a de 
tenido or actualizada o deses · o et inada i roe 'iencia, bien 
puede abordarse su estudío bajo un matiz distinto que sea generado por diversa 
causa constitucional, legal o jurisprudencia!, o aun ante la misma causa por diverso 
motivo, pues no puede perderse de vista que las causas de improcedencia pueden 
actualizarse por diversos motlvos, por lo que si el inferior estudió sólo alguna de ellas, 
es dable e incluso obligatorio que se aborden por el revisor, pues al respecto. 
no e)(iste pronunciamiento que pueda tenerse firme, por lo que resulta procedente se 
valore la causal de mérito bajo los argumentos apuntados. Sirve de apoyo a lo 
anterior la Jurisprudencia P./ J.122/99, De! Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Naci6n, Novena Época, visible en el Semanario Judicial de !a Federación y su Gaceta X, 
Noviembre de 1999, visible a página 28, cuyo rubro y te)(to es el siguiente: 

' , ... ,~"' .,, 
IMPROCEDrHCIA. ESTUDIO OFICIOSO EH El RECURSO DF REVISIQfi ,e;t': ,i 
DE MOTIVOS DIVERSO$ A tos ANAllZADOS EN lA fíNTlNQJ1.,J#1'~ 
COMBATIDA. fs cierto que los consideraciones expuestos en lo sentei'Íia ·<: ~ 
recurrido, que no son impugnados en vía de agravio por el recurrente a qui~ j:~ .. 
perjud;can. deben tenerse firmes para seguir rigiendo en to conducente af ·-•"'-.·<I 
fallo. pero esto no opera en cuanto a la procedencia del juicio <;le~~· ·.·:;~'.~ 
cuando~ advierte la existencia de uno causa de improcedencia di(Méii·a, o 'i;.t 
lo que el ¡uzgador de primer grado estimó actualizado o desestimó o, irlcJus~•·~ 
de un motivo diferente de los aprecio dos en relación con uno mismo cousa de 
improcedencia, pues en este caso, el tribunal revisor debe emprender su 
estudio de oficio. ya que sobre el particular sigue vigente el principio de que 
siendo lo procedencia de la acción constitucional de orden público. su onáli>is 
debe efectuarse sin importar que las portes la aleguen o no. y en cualquier 
instancia en que et juicio se encuentre, de conformidad con lo dispuesto en el 
último pórrafo del artículo 73 de lo ley de Amparo. fste aserto encuentra 
pleno carrespondencia en el artículo 91 de la legislación de Ja materia. que 
establece los reglas para resolver e/ recurso de revisión. entre los que se 
encuentran, según su fracción 111, la de estudiar lo causo de improcedencia 
expuesto por el Juez de Distrito y. de estimarlo infundada, con{irmor el 
sobreseimiento si apareciere probado otro motivo legal, lo que patentizo que 
lo procedencia puede examinarse bo¡o supuestos diver:s~ que no sólo 
involucran o las hipótesis legales apreciados por et ¡uzgador de primer grado, 
sino también o los motivos susceptibles de actualizar esas hipótesis. lo que 
en reol•dod implico que. a pesar de que el juzgador hoyo tenido por 

~ .. 

., 
. . 
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actualizada o dó'sestimado determinada improcedencia, bien p ede 
abordarse su estudio bajo un matiz distinto que sea generada por d ersa 
causa constltucionol, legal o jurisprudencia/, o aun ante la misma ca o por 
diver.;;o motivo, pues no puede perderse de vista que los ca os de 
improcedencia pueden actualizarse por diversos motivos. por ue si e! 
inferior estudi6 s-ólo alguna de ellas. es dable e incluso ob · oto que se 
aborden par er revisor, pues al respecto. no existe pro ncio ento que 
puedo tener>e firme. 

AGRAVIOS 

Pll8~,ERO.- Los agravios Segundo a sexto verti 
in.ffin~a:dos, por lo que la determinación del qua no 

uejosa recurrente son 
ede ser modificada o 

r~~btada, esto es a.sí ya que la impetra.nte de am aro señala n su recurso que: 
.W;:-.-.,,, - ' . 

a~f_:'_~·~i,Oso alegó,. .. que eran titular del derec o a la iden dad personal y la dignidad 
hi$i_áila.:., El Juez de Distrito hizo caso o so de los g\:)mentos vertidos por el 
q~b-~_o y se limitó al derecho a la salud ... " <Si ); i 

,g¡_ ~· amparo. " .. 
e expuso en su demanda de b~IEl acciojte de amparo. reitera tos raza amientos 

lfM. ··\·- . ~ 

c) "Erf ~ o concreto ... sino que se pfohíbe t conducta relacionada con el 
mismb" · } 1 

Dichos.lllr ~ntos son infundados por un lado ar otro inoperantes. pues en el 
caso1!l-i partlu!ar efectivamente la Cannabis se encuentre restringido por Ja Ley 
impugnada, resaltando que las autoridades en ma ria de salud tomaron la medida de 
prohibir dicha sustancia para proteger el de~echo a la salud, lo cual debe emprender 
las acciones necesarias para alcanzar ese f.in. a de estas acciones puede ser el 
desarrollo de políticas públicas y otra, el estab! 'imiento de controles legales. como 
es e! caso. · 

Tiene apllcación al respecto la Tesis: la./J. S 2009 de !a Novena Época Instancia: 
Primera Sala de la Suprema corte de Justicia !a Nación, Fuente; Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta. tomo XXIX. A ril de 2009, visible en la página: 164. 
Materia(s): Administrativa. que establece lo uiente: 

DERECHO A LA SALUD. SU PROT CCIÓN fN EL ARTÍCULO 271, 
SEGUNDO PÁRRAFO, Df LA LEY G llA.L DE SALUD. E! derecha o la 
salud, entre varias elementos. compr de: el disfrute de servicios de salud 

·-------------------
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exigencia de que seon apropiados médica y cientiflcomente, esto es. _Í¡ue ; (:.~·~: 
exista personal médico copocitodo, medicamentos y equipo hospitalario "" oi:- :·- ·,, 
científicamente aprobados y en buen estado. y condiciones sanitarios q_ -,~:~ 
odec=das. De lo anterior se desprende que para garantizar el derecho a ,_,.,1 -...r:;__~ 

la salud, es menester que se proporcionen con calidad los servi<eios de ·~z~::~E 
salud, lo cual tiene estrecha relación con el control que el Estada haga de •• - ,_ 
los mismos. Esto es, para garantizar la calidad en los servi<:ias de salud ""'· ·-
como medio para proteger el derecho a la salud. el Estado dl!RJL:f':(!A: 
em~render los accrooes necesarios paro olc~nzor eso; ~n- Uno de es RE':t~t~~~~·;;\~ 
acciones puede ser el desarrollo de po/1t1cas pub!rcas y otro, :¡0~:;·:·· 
establecimiento de controles legales. Así. una formo de garantizar el 
derecho o la salud, es establecer regulaciones o controles destinados a 
que los prestadora de servicios de salud satisfagan las condjciones 
neceS<irias de capacitación, educación, experiencia y tecnología, en 
establecimientos con condiciones sanitarias adecuadas y en dande se 
utilicen medicamentos y equipo hospitalario científicamente aprotiodas y 
en buen estada, tal como dispaneel legislador ordinario en el anicula Zll. 
segundo párrafo de la Ley General de Salud. 

Ademas, la parte quejosa no acreditó con medio de convicción alguno lo que sostiene, 
es decir, que con las acciones tomadas por las responsables, contenidas en los 
artículos impugnados por este medlo, no se protege, ni se promueve la sarolr de las 
personas. y que el uso de dicha sus~a:1cia constltuy_a un med\o más feg~J para 
proteger la salud de las personas, benef1co para la sociedad y me,.,os onPJOS<ll_fi;ra e! 
sector salud. : •. _ -_ ' 

""'" ·' 
Por otro lado es de resaltar que la quejosa omitió exhibir cons~-~~g"p~,Para 
demostrar su dicho; por consiguiente no acredita su interés juridi(o¡(j?g'í~1'f>ues 
deja de exhibir documentos idóneos que demuestren su interés para realizar el 
consumo lúdico que pretende no cause afectación a terceros. Esto es, si bien el 
quejoso manifiesta que en caso del consumo lúdico que pretende solo generaría un 
perjuicio a su persona, de ello no se sigue que efectivamente sea cierto para asumir 
que se ubica en el supuesto de prohibición. 

Así, su situación de índole particular, en principio se considera que es una simple 
expectativa de derecho de la que quisiera gozar el quejoso, esto es. consumo 
individual del estupefaciente cannabis sativa. así como el psicotrópico THC 
conjuntamente "marihuana o cannabis". específicamente para siembra, cult!vo. 
cosecha, preparación, acondicionamiento, posesión. transporte en cualquier forma, 
empleo, uso, consumo y en general. todo acto relacionado con su consumo lúdico y 
personal de marihuana, sin embargo dicho insumo no es lícito de conformidad con lo 

•• 
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establecido en !os artículos 234, 235, 236. 237, 245, 247, 248, 368 y 479 e la Ley 
General de Salud .. por lo que el entorno jurídico del quejoso en cuanto a q e no va a 
poder comercializar el producto que defiende por esta vía, n ede jurí icamente 
pretenderse que, amén al vacío legislativo, garantía de tod as anlfest cienes de 
libertad del individuo y que por tanto tutele intereses part· ulare o indivi a!es, este 
por encima de los intereses públicos o de la comun· ad, y que no se explica 
razonablemente Ja prerrogativa a favor de un individu cuand se afect de manera 
notoria a la sociedad como lo evidencio el A quo, e el consi erando éptimo de la 
sentencia que se impugna. 

' Esto se robustece, por las razones que la infor an, con l cont i o de !a tesis 
45 A, sustentada por el Cuarto Tribunal olegiado n Mate a dmin!strativa 
er Cií.cuito, visible en la página 1786 tomo XXI Enero e 2005, Novena 
el Semanario Judicial de la Federación su Gaceta, ue die 

r . 
. ~ .. f IHTERÍS PÚBLICO. FACULTA PARA TRINGIR U G 
,.,,, DElllNO ILEGAL. AL ESTABLECER$ CONDICIO , 

J;f"Jf!:¡." PARA EL EJERCICIO DE UH DERECH QUE AFEC A AL 
~~ ECOLÓGICO. La seguridad jurídica, ca cretamente pros ripci n de la 

~ retrooctividad. no puede llegar al ex remo de pr egf:.r n recho o 
1Af~--RACJól()ril'i.jegio que es opuesto o lo lícito o s ilegal. por r }ne nve ente a la 
-.i.ce,,r-·'W:;;t:.-sociédad y, por ende. susceptible d restringir. i el.uso la 1 ertad de 
~Di trabaja, industria o comercio. Por lo ue, 5i se e ide n p miso paro 
_ 1:a-hibir cetdceos siri t<1xativas. y desp és de su e ·s1ón ese recho esrd 

e refiido a obrar conforme Q na disposic n ue e tab!ece los 

1 
ciones concret<1s para regular la:conservació :'de ami eros m¡¡rinos 
Utiveria, can el surgimiento de esta norma se est íngió la agraviada 

_..,ao el ma.igen de libertad que e! orden 'público imp ra te h determinado. 
deviniendo en ilegal lo que se oponga y facu/t ndo consecuente 
limitación de la autorización que tenía, esto es. cam ió el ontexto en que 
se le expidió el permiS-O. sin que tal pro~eder pueda stim se violotorla del 
articulo l 4 constitucional. Lo anterior, ¡1orque el na mien o, permanencia y 
vigencia de un derecho de índole particl_!lar, está d ter nado y regido por 
el contexto del entorno normativo que ija. por/ que, o obstante que el 
vacío legislativo sea !u cuna y ga ntío de .toda las anifestacianes de 
libertad del individuo. ·¡ i 1 r _Q 

individua!es que e~ fre!JJ;IU!JQ ,"' /i · ad ya aue na se 
_<:J5illi~JLJ9~ e • ; _ n ~~ 
af«te de manera psten~-g__k¡_~__ru! Par t nto si bien es cieno que el 
particular contaba con outorizaci6n ra / e hibición de cetáceas. 

· también lo es que, posterior o la emisió de 1 a orización. la autoridad 
consideró urgente y vite¡/ establecer det rmin os condiciones concretas a 
través de una norma oficial mexican , resp et de cómo garantizar la 
protección y bienestar de los momlfer mori s n cautiverio, prohibiendo 

' i 
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'- "'""~ su exhibición temporal o itinerante, circunstancia qul' dl' niriguna rriá"Refa 

puede estimarse qul' viola el articulo 14 constitucional, -iP~es cOn el 
surgimiento de escr norma la autorización que tenia lo agi(iviada paro 
realizar este tipo de actividad quedó limitada. razonablemente subordinada 
y reducida o preservar los intereses de !a camunidad_ 

.. ~-

Luego, no es correcto pretender basar la inconstitucionalidad de una norma 
obligatoria, en situaciones hipotéticas o particulares de la quejosa .. dada la 
característica de generalidad con que cuentas las leyes o normas administrativas 
como las que se reclaman en la especie. 

Así. si el quejoso aduce que la sentencia impuonqda por este medio. 
transgrede la garantía prevista en el artículo 14 Constitucional de debido 
proceso legal. porque pretende siembra, cultivo, cosecha, preparacton, 
acondicionamiento, posesión, transporte en cualquier forma, empleo. uso, consumo y 
en general, todo acto relacionado con su consumo lúdico y persona! de marihuana. 
para lo cual solicitó autorización a la Comisión Federal pqrq lq Pl'otección 't' 
Contra Riesgos Sanitarios. es una supuesta situación de autoconsumo lúdico 
debido a que ni siquiera consto en autos que el quejoso efectiV"amente seg 
un consumidor de dicho psicotrópico (agente químico que actú sobre el s~ema 
nervioso central, lo cual trae como consecuencia cambios 'mporal~:- ~n la 
percepción. ánimo. estado de conciencia y comportamiento) aJ s ...- ' e 
r Ita d •tu e· r ia 
del quejoso. no puede oponerse a la naturaleza de carácter •1,.at 
abstl'acto e impersonal de todo ordenamiento legal. ni pued•jyud@~ su 
inconstitucionalidad en circunstancias particufqres como las arqum~dgs 
por la quejosa. 

Sirve de apoyo a! anterior argumento. por analogía, la tesis 2a./J. 88/2003 
sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicada en la página 43. tomo XVIII, Octubre de 2003, del Semanario Judicial de !a 
Federación y su Gaceta, Novena Época, que e)(presa: -~ 

"CONCiPTOS DE VIOLACIÓN Y AGRAVIOS. SON INOPERANTES 
CUANDOTIENDEN A DEMOSTRAR LA INCONSTJTUCIONAtlOAD 
DE ALGÜN PRECEPTO, SUSTENT.ÁNOOS"E EN UNA SITUACIÓN 
PARTICULAR O HIPOrfnc:A. Los argumentos Que se hagan valer 
como conceptos de violación o agravios en contra de algún precepto. 
cuyo inconstitucionalidad se llaga depender de situociones o 
circunstancias individuales o hipotéticas, deben ser declarados 
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inoperonte5, en atención a que no seria posible cumplir lo finalidad de 
dichos argumentos consistente en demostrar lo violación constitu - t, 
dado el carácter qeneral. abstracto e impersonal ele la ley."' 

.:..· "'"'.Oí: 
Finalmente, es-"\de reSaltar que las razones expuestas p la part quejos 
encuentran encaminadas a combatir los razonamientos tablecid por el 
!a sentencia hoy combatida, por lo tanto, los agrav· s hechos aler p 
quejdsa deben desestimarse por inoperantes. Com ha qued o dem stradp, no 
guardan relación alguna con !as consideraciones j ídicas que irviero como base 
para ~eterminar i:iegar el amparo y protección de 1 Justicia de 1 Unión 

Esto es así, ya; ·que la quejosa a lo largo de escrito de visión sólo reitera las - ,r ' J 
manifeStácione~ que vertió en los conceptos e violación e la manda inicial de 
amparo, sit'i.i\c$n que torna inoperantes sus gumentos. rve d apoyo a lo anterior 
la siguiente4'ejis de jurisprudencia, Jnstanc· : Segunda la, Ju 1sprudencia, Fuente: 
Semanario Judtcial de la Federación y su G ceta XXX. gosto de 2009. Materia(s): 
Común. Tesis: 2a./J. 109/2009, Página: . que a la le radie 

AGRAVIOS INOPERANTES EH LA EVJSIÓN. S AQ fiLOS QUE 
RE(!UIAN LOS CONCEPTOS D VIOLACIÓN, ABU AN SOBRE 

•~ flllf.S O LOS COMPlEME TAN. SIN CO BATIR LAS 
~ COHSJOERA.CIOHES DI LA SEH NQA REC RRID , Conforme o/ 
·~ orticulo 88 de la Ley de Ampa o, el recurre te d e expresar los 
. <W.rov1os que le causo lo sentencjo impugnado, lo que e traduce en que 

te'/!90 la carga. en los casos en q e no deba suplirse a quejo deficiente 
co•...tifrminos del artículo 76 Bis de ley de lo moteri , de con!rovertir los 

•• ~nomientos jurídicos sustent os par el órga o 1urisdicciona/ que 
•• ~11\C\JITil conoció del amparo en primer instancio. Co secuentemente, son 

inoperantes los agravios que erl. el recurso d revisión reiteran los 
conceptos de violación formulados' n ta demand . abundan sobre ellos o 
!os complementan. sin combatir s consider iones de lo sentencia 
recurrida. 

SEGUNDO.- De manera particular en 
quejosa argumenta en esencla: 

agra os, Segundo a Sexto y Octavo la 

a) Que el A quo omite analizar el derecho con que cuenta el quejoso como persona 
física, respecto de los derechos a la propia im en, libre desarrollo de la personalidad 
y a la dignldad humana, a Ja dlsposició a !a propia salud personal, a la 
autodeterminación, pues carece de obje lvidad y vulneran los principios de 
congruencia externa y exhaustividad, pue tales derechos se defienden desde e! 
punto de vista subjetivo del quejoso quien anifiesta estar consiente de disponer de 

¡ 
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su cuerpo y su vida conforme a su propia concepción de !o es que bueno para él, ~ 
mediante el consumo responsable y consciente de Cannabis. 

b) El A quo en la sentencia impugnada, viola el derecho del quejoso a disponer de la 
salud propia, respetando las decisiones de salud personal. 

c) los únicos argumento que vierte la sentencia de amparo nos refieren a la violación 
al derecho a la disposición de la salud propia, sino a la supuesta facultad del Estado 
para restringir tal derecho, reiterando los argumentos que vertió en su escrito inicial 
de demanda relativo al derecho que le asiste, consistentes en titularidad del derecho 
de autodeterminación, libertad individual. 

d) El A quo omite analizar e! argumento de los quejosos, relativo a que sin la política 
prohibicionista no se generaría menor consumo de estupefacientes y que sin !a misma 
tampoco habría aumento en e! consumo, esto es así ya que la prohibición no es una 
forma efectiva para combatlr las adicciones y el consumo. Además. señalan que dicha ., 
políticas sólo han generado un mercado ilegal. 

e) El A qua dejo de valorar que el autoconsumo de Marihuana no perturb¡i...,a la 
sociedad, el mero consumo no genera ningún efecto nocivo soi;te la so~ad en 
general, no frente a terceros. es e! consumidor quien reciente tod1s los p~iÍJi<ios o 
beneficios del consumo de tal planta. , ~ ":?~ 

' "-''\ ' .. 
f) El A qua realiza una indebida valoración de la Encuesta Nacional, de A?lc:ci?nes 
2011, pues con dicho documento no se acredita que la política prohibiclót\~ cu111ple 
con los exámenes de escrutinio y proporcionalidad a los que deben ser sujetado~ las 
normas que restringen derechos humanos. 

g) E! A quo realiza omitió analizar que !os artículos reclamados aplican una política 
prohibicionlsta para la siembra y autoconsumo de canabis satlva que no superan los 
exámenes de escrutinio formulados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y 
para analizar !a restricción de derechos fundamentales en relación con los derechos 
de autodeterminación, libertad individual y corporal, libre desarrollo de la 
personalidad, identidad personal y disposición de la salud propia. 

En relación con dichos argumentos, es de señalar que las restricciones impuestas en la 
Ley General de Salud están debidamente justificadas de conformidad con lo 
establecido por nuestro máximo órgano de control constitucional en la Tesis 
la.LXVl/2008. cuyo rubro es "RESTRICCIONCS A LOS DERECHOS 
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""'•-,.,.,_._,. 
FU~AMt°NTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TO 
EH ENTA PARA CONSIDERARLAS VAUDAS", atendiendo o iguiente: 

-~ : Ji\ r; . 
l. ~~:J.dmisibles, en tanto y cuanto se dirigen a proteger derec o a la s u~ d~ .la 

~Ci,-.¡edad en general, consagrado en el Articulo 4 . de nu stra C st1tuc1on 
P~Í-ítica de los Estados Unidos Mexicanos, in yendo 1 de s propios 
cónsumidOres. 

l,5\,f€~tficción contenida en Ja Ley General de S ud, en ma ería d, drogas, busca 
g<1ta11Ji±ar Jos derechos fundamentales co enidos e los rrafos cuarto, 

·· 'séptí~ Y octavo del artículo 4° Constituclon , Jos cuale estab! cen lo siguiente: ... ,.,_ 
Articulo 4º_ (Primer párrafo derogada_) 

Toda persona tiene derecho a la prot dónde la /ud. L ley definirá 
las bases y modalidades para el oi;:i;:eso a os servicios d salud establecerá 
la concurrencia de la federai;:ián y lo entidades eral materia de 
salubridad general, conforme a lo que di pone lo frac ón XVI tle! articulo 73 
de esto Constitución. 

"•~ lm ~os y las niñm tienen dere<: a la satisf c1án d sus necesidades 
\' de al1fflentación. salud, educación y s no esparci Jento ra su desarrollo 

1 '~Jlll. i 
; L oscendrente5_ tutores y custod103 t•enen el deber e preservar estos 

der i:bos El Ettado proveerá lo necesario po pro iciur el respeta o fo 
:odllllii\,d de lo niñez y el ejercicio pleno de sus 

,..;..liil( ,r 
. _.,i1.1mf" 

De tales disposiciones constitucionales, se adviert , en primer término, que toda 
persona tiene derecho a la protección de la salud, que especial cuidado merece 
la salud de los niños y las niñas por ser un se or vulnerable de la población, 
siendo sus padres o tutores los obligados a reservar tal derecho, estando 
obligado el Estado a proveer lo necesario para p opiciar el ejercicio pleno de tales 
derechos. En cumplimiento a tal obligación, se establecieron los ordenamientos 
legales impugnados en el juicio de amparo en c mento. 

2_ Son necesarias para asegurar la obtención e los fines que fundamentan la 
restricción, es decir, en el caso en particular e tá demostrado cientificamente que 
los efectos del consumo de Canabbis y/o T C, es perjudicial a la salud física y 
psíquica de las personas, por fo que pro bir su consumo y fas actividades 

1 

í! 
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relacionadas con dicha planta, se encuentra válidamente justificada y necesaria 
para evitar el deterioro a la salud de las personas que Ja consumen y a la de Jos 
consumidores pasivos que inhalan el humo generado del consumo. lo anterior es 
así. ya que no consumir dicha droga es la forma idónea para evitar perjuicios 
físicos o psíquicos a las personas, no hay posibilidad de que exista algo menos 
restrictivo, es decir, que su consumo sea permitido dado que con alguna otra cosa 
se pueda contrarrestar los efectos negativos de su consumo, pues no existe 
forma de evitar e! deterioro fisico (DE LA SALUD) de las personas con el consumo 
de Cannabis y/o THC, incluso en algunos casos puede tener efectos irreversibles, 
Lo anterior es así, ya que de conformidad con Ja información proporcionada por el 
Consejo Nacional Contra las Adicciones CCONADIC), el estimulo de receptores de 
Cannabinoides puede dar lugar a las siguientes respuestas: 

•:• Sensación de euforia, sedación y relajación; 
·:· Alteraciones de la percepción temporal; 
•:• Actividad analgésica y antiinf!amatoria; 
.... Actividad orexígena y antiemética; 
•:• Ataxia, debilidad muscular; 
•!• Disminución dela presión intraocular; 
•:• Hipotermia; 
•:• Broncodilatac!ón~ 
·:· HlDotensión y taquicardia; 
·:· Efectos neuroendócrinos; 
•!o lnmunoestimulación a dosis bajas e inmunosupresión a dosis altas; 
<· Efectos antlprollferativos. · ~i,' ,--

~" .. J .. •- .. 

ResDuestas que indiscutiblemente, no otorgan al individuo una integridad personal ni 
!o ayudan a desarrollarsé como persona; careciendo por tanto de un a!to nlvel de vida 
físico y psíquico. E! consumidor de dichas drogas, no actúa con libertad, sino 
impulsado por una fuerza sensitiva, pierde su libre albedrío y esta sometido a la 
fuerza sensitiva. No puede haber libertad tontra la dignidad. Aun cuando sea un acto 
privado, el consumo de drogas no constituye un acto indiferente sino lesivo contra e! 
bien común y desconocedor del interés general. Por to tanto la ley debe prohibirlo, a 
fin de lograr los fines de! Estado Social de Derecho, y evitar que se vulnere la dignidad 
humana. 

3. Son proporcionales. porque e! grado de la restricción sobradamente es 
recompensada por los efectos benéficos que tiene desde una perspectiva 
preocupada en garantizar la salud de la DOb!ación en general y en esDecial !a de 
los menores de edad, tal y como se demuestra a continuación: 

• 
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• 'A'd~Hie~te, el Instituto Nacional 
(httP:l/bvs.insp.mx/rsp/arti(ulos/artjculo. 
'e-r¡ ?fonde quedan a(reditados: 

:'a) Que "En general existe poca tolerancia soci 
más de SlÚ% de los varones y de las mujeres irmaron q e sus pás. y 83 y 
·91<.% que sus amigos verían mal si ellos o e s usaran rogas; o per(epción 

·,.50-lii~ {a aceptación del consumo entre 1 jóvenes ma r, 38% de los 
varo.<1es y la misma proporción de mujer. s consider on qu /os jóvenes en 

• ..gener.wflVen bien o, con indiferencia, el onsumo_ Sin emba o. al analizar la 
relación entre la per(epción de ace ación y el consu o de drogas se 
encuentran diferencias interesantes, e o e 
lm nor erci e a i'ns i h ci e e ·so/amente3%de 

quienes perciben poca tolerancia e sus padres: cepta on consumir drogas, 
en comparación con 14% de quien perciben tb ranc·; lo mismo tendencia 
se observa en relación con lo tole~ ncia por par e de migos cercanos. 1.8 y 
5.2% entre hombres y mujeres, re pectivament "(sic 

b) Que "Un e sí t t e ha asociado 
\con··· o u o ro es ad' · il d a.i•cadavezmásjóvenes 
' f'!(pe1mentan con drogas por t nerlas dispon ble en su medio, de hecho los 

da'toos:de la encuesta señalaron1 que a 35% de 1 adolescentes les era fóc1/ 
~er drogas y que el riesgo1 de experimenta con ellos se incrementaba 

J·t_a§ tces cuando esto ocurría" (sic) 

• Además, de acuerdo con Ja información prop rcionada por !a Directora de 
Vinculación y Coordinación Operati as de la CONADIC 
{http:// w adi .s 1 d. b 20 lizacioo 090813.!Jtml); 
a)Ha · e s ió te!M 

· í · s od 
ciento de los delitos son cometidos p 

. pues a escala nacional el 60 por 
r consumidores de sustancias 

psicoactivas; 
b) 95 por ciento de los recluidos en e 
consumidores de algún enervante, y sólo 
sustancias en promedio antes de ser apre 
su consumo en la cárcel; 
c) 65 por ciento de quienes están 
consumidores (ingieren alcohol y al men 

tros penitenciarios del país son 
O por ciento de ellos usaban dOs 
dos. mientras que el resto empezó 

rivados de su libertad son poli­
dos drogas más), y 55 por ciento de 

' 

1 

1 
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los menores infractores reportan el uso de alguna sustancia ilícita o de bebidas _e~ 
embriagantes. ... 

• Asimismo, se tienen datos de que no sólo se carece de la infraestructura 
médica necesaria wra atender la QemaOOa de ati;:nción. sino de los recurso!! 
económicos suficientes para otorgar a esa población una rehabilitación integra!. 
El sistema de salud cuenta con un presupuesto de mil 200 millones de pesos, 
para atender 112 millones de personas con algún grado de adicción o 
predisposición. 

Bajo esta óptica. por defender !a libertad individual no se puede atropell<1r los bienes 
fundamentales de tos asociados como !os derechos a la vida, a la paz. a la salud, a la 
seguridad, a !a convivencia, al bienestar, etc.: lo anterior es así ya que no puede haber 
libertad sin racionalidad. 

Aunado a lo anterior. es necesario tomar en consideración; 

);> Que el derecho a la protección de la salud y el derecho a un medio ambiente ' 
adecuado para su desarrollo y bienestar, son garantías que la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexjcanos reconoce a todo indi"jirluo, mis~ que no 
pueden suspenderse ni restringirse. '.• ~~-' ;J-,; 

~ . " _, 

-,_ La gravedad del consumo de Cannabis y/o THC en México donde ~árii~e del 
lOOo/o de las causas de fallecimiento de las personas, el 7 o/o son 'atritAfibles al 
consumo de dicha droga (Según tabla de CONADIC/SSA/DG~g.. 20)'.·actemás 
de ocasionar un perjuicio contra la salud. el medio ambiente y efg'.i!lt

0
i¡i en se:\Úd; 

-,_ Que el uso de los productos del cannabis constituye uno de los problemas más 
importantes de salud pública en el mundo, causando una gran proporción de 
mortalidad, morbilidad y discapacidad prevenibles. 

? Que el humo de Cannabis y/o THC de segunda mano. compuesto por más de 6 
mil sustancias tóxicas es una grave amenaza para la salud de los no fumadores 
expuestos. causando enfermedades graves en tos adultos y. en particular, en tos 
niños. (Información de CONADIC Pág. 44-45) 

);> Que la mayoría de los fumadores comienzan a fumar a una edad muy temprana, 
que no son conscientes del grado y de la naturaleza del daño causado por !os 
productos de Cannabis y/o THC, y que debido a las propiedades adicthias de este 
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Es de'a~~é en diversos países se ha tratado d arihuana y(o THC con 
fines .. _m~~s pjara diversos tratamientos, no la fecha/ no se ha 
de~do Jj efectividad que tienen los com uestos compara ón con los 
fármacos hahit11.!iJes empleados, contrario si e á demos ado qu s generan un 
elevado número de eventos adversos de diversa ravedad, sí como ep ndencia. 

. ' 
Finalmente. es de resaltar como una consider ión prim facie,/qu se dvierte que el 
cúmulo de derechos fundamentales contenid s en los tículos q e la quejosa invoca 
le son vulnerados, se contienen los dere os de id ntidad pe so al. principio de 
pluralismo, pr,opia Imagen, libre desarroll de la p rsona!idad au odeterminaclón 
personal y orporal, libertad ¡ndividual, di nidad h ana y de ech a la salud. no 
obstante. .. circunscriben única y exc!u vament en relació co el ser humano, 
concéptuad· como persona física, como atinada nte lo est lec ó !a A quo en la 
sente'nci<l_di ada en el juicio de amparo c/tado a! r 

' 
En efecW.f.s\ bien el párrafo primero del artículo 1 º de la Co stitución Federal, 
estab!,e(e qut "En los Estados Unidos Mexicanos toda,s las p rso as gozarán de los 
derechos humanos reconocidos en esta Constitución y e.n los t ata os internacionales 
de los que e! Estado Me)(icano sea parte, así como de las gara ías ara su protección, 
cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo n 1 casos y bajo las 
condiciones que esta Constitución establece."~ se eÁtiende ue 1 término persona. 
/aro sensu, refiere tanto a personas física así como, a pers na morales o jurídico 
colectivas. !' 

Sin embargo, existen derechos fundamentales inherent 
e)(clusivamente a Ja persona física como centro d ,imputaci 
derechos concernientes a sí misma, pero dic~os d rechos no 
de los de la colectividad y de los grupos vulnerabl . 

atinentes única y 
n ormativa y titular de 

den estar por encima 

Asi la Suprema Corte de Justicia de la Nación a reconocido el valor superior de Ja 
dignidad humana, es decir, que en el ser hum no hay una dignidad que debe ser 

1, 

• 

f 

1 



• 

' 1 ' •,_: ~.J 

-32-

., ,,,,.-., ..... , ;-~''''·'' ,, 
:; 

respetada en todo caso, constituyéndose como un derech9,. absolutamente ~ 
fundamental. base y condición de todos los demás, el derecho a ser reconocido y a 
vivir en y con la dignidad de la persona humana, y del cual se derivan todos los demás 
derechos. en cuanto son necesarios para que los individuos desarrollen integralmente 
su personalidad, dentro de los que se encuentran, entre otros, el derecho a la vida, a la 
integridad física y psíquica, al tionor, a la privacidad, al nombre, a la propia imagen, al 
libre desarrollo de la personalidad, al estado civil y el propio derecho a !a dignidad 
personal. Es aplicable el criterio sustentado en la tesis P. LXV/2009, página 8, tomo 
XXX, diciembre de 2009, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época; cuyo rubro y texto disponen: 

ªDIGNIDAO HUMANA. EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO LA RfCC)JojOCE 
COMO CONDICIÓN Y BASE DE LOS DEMÁS DERECHOS 
fUNDAMENTALES. fl artículo lo. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Meiácanos establece que todos Jos personas son iguales ante la ley. sin 
que pueda prevalecer discriminación o!guna por razones étnicas o de 
nacionalidad. raza. sexo. religión o cualquier otro condición o circunstancia 
personal o social que atente contra lo dignidad humana y que, junto con los 
instrumentos internacionales en materia de derechos humanos suscritos por 
México, reconocen el volar superior de la dignidad humana, es decii:. que en el -~•"" . ~ 

ser humano hay uno dignidad que debe ser respetada en \todo casp: 
constituyéndose como un derecho absolutamente fundamental. bose,o·y 

""' ' condición de todos los demás, el derecho a ser reconocido y a vivir·en y cof\-)a -.;; 
dignidad de la persona humana. y del cual se desprenden todos; los dem~ . _!¡ '.'. 
derechos, en cuanto son necesarios paro que los individuos desarrollert· _.;;; e 
integralmente su persa~alidad, de"'.'.º de los_qu_e se encuentran. entre,-:fW'~·;{'-1· ,~·-~: 
derecho a lo vida. a lo 1ntegr1dod f1s1co y ps1qu1ca. al honor. o la pr1val'.'ffl'aª1; al ,~, 
nombre. o la propia imagen, al libre desarrollo de la perso!'.lo!idod. al estCldo ci.J/IL >'i\ .. · ,.., 
y el propio derecho a Ja dignidad personal. Además. aun cuando estos derechos 
personalfsimos no se enuncian expresamente en la Constitución General de la 
ReplÍblica, están implicitos en los tratados internacio!'.lales suscritos por México 
y, en todo caso. deben entenderse como derechos derivados de! reconocimiento 
al derec~o a la dignidad humana. pues sólo a través de su pleno re;speto podrá 
hablarse de un ser hmnano en toda su dignidad." 

Bajo ese contexto, debe seflalar que el concepto de "dignidad humana" es propio de la 
"naturaleza humana", a la que hizo referencia la Corte lnteramericana de Derechos 
Humanos en la Opinión Consultiva OC-4/84, de diecinueve de enero de mil 
novecientos ochenta y cuatro (atinente a la "propuesta de modificación a la 
Constitución Política de Costa Rica, relacionada con la naturalización"), la cual 
establece, en !o que interesa, lo siguiente: 

, 
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"55_ La nocion de igualdad se desprende directamente de la unidad (le 
n<Jtura!ezQ del género humano y es inseparable de lo dignidad esencial e la 
per.;ona, frente a la cual es incompatible toda situación que, con derar 
superior o un determinado grupo, conduzca a tratarlo con priv· gi , o ue, a lo 
irivo;>r:>a. por considerarlo inferior, /o trote con hostilidad o de lq ie forma lo_ 
di~trimine del goce d<' derechos que sí se reconocen o quie s no e onsideron 
incu,:;as en to/ situación de inferioridad No es admisibl crear\;­
tratamiento entre seres humanos que no se corresp ndan 
idéntica naturaleza. 
"56. Sin embargo, por Jo mismo que la igualdad 
desprenden de lo idea de unidad de dignidad y n 
preciSo concluir que 110 todo tratamiento juridic 
discriminatorio, porque no toda distinción d trato 
ofensrvo. por si misma. de la dignidad humana. 

scriminoción se 
e la persona. es 

e es propiamente 
uede considerarse 

Ya Jo Corte [uropea de Derechos Humanos b óndos 'en los principios que 
.·'~:; .pueden deducirse de la práctica jurídica d un gr número de fstados 

.;CC' ~e'· - ,, . demacróticos' definió que sólo es discriminato a uno tinción cuando 'carece 
~'''.~ - de justi[lcoción objetiva y razonable' {[ur. Co rt H.R. ase 'refating to certain 

ospects of th!.' lows on the use of languages n edu ion in Belgium' (meríts). 
judgment of 23rd Ju/y 1968. pág. 341. 
Existen. en efecto, cierras desigualdades d hech ue legítimamente pueden 
"~cirse en desigualdades de trotomient jurí sin que tales situaciones 

-, ca· oríen la justicio. Por el contrario, pue en s vehículo para realizarla o 
~, par, prOtf!ger o quienes aparezcan com jurí ic ente débiles. Mal podria, 

1 ~
or ejemplo, verse una discriminación por az · n edad o condición social en 

f ~sos en que la ley limita el ejercic;o d. la ap cidad civil a quienes, par ser 
. ores o no gozar de salud mental, no est ne condiciones de ejercería sin 

~o de su propio patrimonio. 
.~-,;;~ . .rr_ No habrá, pues, discriminación si u o distinción de tratamiento está 

•11 orientado legítimamente, es decir, si na c nduce a situaciones contrarias a la 
justicia, a la razón o a la naturaleza e los cosos. De ahí que no pueda 
afirmarse que existo discriminocián e toda diferencia de tratamiento del 
[stado frente al individuo. siempre qu esa distinción porta de supuestos de 
hecho sustancialmente diferentes y q expresen de modo proporcionado uno 
fundamentada conexión entre esos d" erencias y tos objetivos de lo norma. los 
cuales no pueden aportarse de la ju icia a de la razón, vale decir. no pueden 
perseguir fines arbitrarios. coprich os. despóticos o que de alguna manera 
repugnen a lo esencial unidad y dog dad de la naturaleza humana."' 
Criterio consultivo que es confor a las artículos 62 y 64 de la Convención 
Americana sobre Derechos Huma os, que establecen, 
"Artículo 62 "l. Todo [stodo p te puede, en e! momento del depósito de su 
instrumento de ratificación o hesión de esto convención, o en cualquier 
momento posterior, decli;irar qu reconoce como obligatorio de pleno derecho 
y :Jn convencjón especial. la e mpetencio de lo Corte sobre todos los casos 
relativos o lo interpretación o licación de esto Convención. 
2. La declaración puede ser echa incondicionalmente, o bajo condición de 
reciprocidad. por un plazo d ermino:do o para casas específicos. Deberá ser 

¡ 
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presentada al secretario generol de la Organización, quien transmitirá copias 
de la misma a los otros Estadas miembros de la Organización y al :.ecretaria 
de Ja Corte. 
3. La Corte tiene competencia para conocer de cualquier casa relativa a fa 
interpretació" y aplicación de las disposiciones de esta convención que le sea 
samet1da. siempre que las Estados Portes en el caso hayan reconocido o 
reconozcan dicha competencia, ora por declaración especial, como se indica 
en lm incisos anteriores, ora por convención especial." 

En el caso en particular la quejosa impugna los artículos 234, 23S, 236, 237, 245. 
247, 248, 368 y 479, todos de la Ley General de Salud, del análisis sistemático de 
tales preceptos, se advierte que dicha Ley, considera corno un estupefaciente la 
cannabis sativa, índica y americana o mariguana, su resina. preparados y semillas, 
así corno sus isómeros o cualquier otro producto derivado o preparado que contenga 
tal substancia, los de naturaleza análoga o cualquier otra substancia que determine la 
Secretaría de Salud o el Consejo de Salubridad General. 

Asimismo, se precisa que la siembra, cultivo, cosecha, elaboración, preparacton. 
acondicionamiento, adquisición, posesión, comercio, transporte en cualquier forma, 
prescripción médica, suministro, empleo, uso, consumo Y . .Jn gener~'I~º acto 
relacionado con estupefacientes o con cualquier producto q'* los o;;_~rig<i, ~ñ.._ este 
caso la cannabis sativa. está sujeto a las disposiciones de la proiiil ii!Y y-~ ~ales 
actos sólo podrán realizarse con fines médicos y científicos y requer~n ~áJ-~ción 
de la Secretaría de Salud. -- .•'' 

,;-J ( 

Además, se impone una prohibición ¡¡.bsoluta en el territorio nac'iOm~'~r¡i.}ª-ii.embra, 
cultivo, cosecha, elaboración, preparación, acondicionamiento, adquisi~iOn, posesión, 
comercio, transporte en cualquier forma, prescripción médica, suministro. empleo. 
uso, consumo, entre otras substancias. de la cannabis sativa, índica y americana o 
marihuana. ello en virtud de contener, en términos de la propia ley, escaso o nulo 
valor terapéutico y poder constituir un grave problema par¡¡. la salud. 

Así. del ejercicio de ponderación y análisis entre las disposiciones legales que 
contienen los derechos fundamentales transgredidos en relación can los artículos de 
la Ley General de Salud, tildados de inconstitucionales a la luz cte los motivos de 
disenso expuestos. debe sefialarse que éstos resultan inoperantes, dado que el 
quejosa na es titular de las derechos fundamentales que dice se transgreden en su 
contra, ya que éstos son personalísimos y de tipo subjetivo e inherentes a la 
naturaleza humana es aplicable. par e! criterio Que informa la tesis P. LXVl/2009, 

V 
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página T. tOlllt:,~XX, diciembre de 2009, Semanario Judicial de !a Federaci' 
Gaceta, N_ov?Jlta',Epoca; que señala: 

nDE~CHiil AL_ ll8Rf DfSARROllO Df LA PERSONAl/D SPfCTOS Uf 
COMPRENDE. ·De lo dignidad humano, como derecho fundo entof s erior 
reconocido por el orden juridico mexicano, derivo, entre ot derech person simas. 
el de todo individuo a elegir en formQ libre y outóno su proy to de do. Asi, 
acorde o lo doctrinll y jurisprudencill compar¡¡das. to/ er&ho es 1 recon cimiento 
del Estado sobre lo focultod natural de tod!l persa i:l ser indi idual nte como 
quiere ser, 'sin co¡¡ccJón ni controles injustificados, e n el fin de c mplir as metas u 
objl;?tivas que se ha fijado, de acuerdo con sus vol es, ideas, e {lf'Ct 1vos, gustos. 
etcétera. Por ¡¡¡nto. el Ubre desarrollo de la per onalidod co ren . entre otros 
expresiD~. lo libertad de contraer matrimonio o no hacerlo de rocrear hijos y 
cuántos bien, decidir no tenerlos: de escoger s op¡¡riencia p '50 /;su profesión o 
oc"iividQ laboral, así como la libre opción sexu !, en tanto qu to os estos aspectos 
son porte de la formo en que una persono dese proyector.;e vi r su vida y que. por 
tanto.~ó)Jul~~r~ruk~ir ' m t _ .. o esa/todoespropio) 

En tal virtud, tüda vez que el quejoso no e titular de ! 
absolutos que considera se transgreden en u perjuicio 
naturaleza jurídica, se reitera, devienen ¡ operantes 
expuso_ ~s aplicable la tesis de jurisprude ia l.4o.A. 
agosto diJ 2004, Semanario Judicial de la F 
señala: "i¡ 

derechos fundamentales 
1 ser incompatibles con su 

s motivos de disenso que 
33, página 1406, tomo XX, 
Gaceta, Novena Época; que 

CEPTOS Df VIOLACIÓN O AG VlOS. SOH INOPERANTES SI NO SE 
ENA LA PRETENSIÓN Y A LA CA¡OSA PED . Los conceptos de violación 

ovios deben indefectiblemente encvntra e vine lados y relacionados con el 
co xto litigioso que se sometió o lo juri icción ordinaria_ Como antecedente 
con 1ene puntoolizar el contenido de la fra e ''pretensión deducido en el juicio" o 
petitum al tenor de lo siguiente: o) Lo e so puede ser uno conducto omitido o 
realizado ilegalmente. o bien. el acto ilícito ue desconoce o violo un derecho subjetivo 
que es motivo de lo demanda y determi o Ja condeno que se solicita al Juez que 
declare en su sentencio. es decir, es lo ex encio de subordinación del interés ajeno al 
propio; b> Lo pretensión o petitum es lo an1festoción de voluntad de qui<:'n afirmo ser 
titular de un der<:'cho y reclamo su r olizoción: e) f/ efecto jurídico per.;eguido o 
pretendido con lo acción intentada y la tutela que se reclama: y, d) El porqué del 
petitum es la causa petendi consisten e en lo razón y hechos que fundan lcr demanda. 
A:iÍ los cosos. los conceptos de violac na agravios deben referirse, en primer lugar, o 
lo pretensión, esto es, o! que se re lama y, en segLtndo /Ltgar. a lo causo petendi o 
causa de pedir. que imp!ico el porq é de lo pretensión. incluyendo los fundamentos o 
ruzones y los hechos de lo demo do, así como los pruebas (que son la base de lo 
debatido)_ La conexión o relación e estos últimos sólo debe dor'!e coii los hechos, que 
son determinantes y relevantes p ra efectos de lo pretensión. en virtud de ser el iinico 
extremo que amerita y exige s r probado poru el éxito de la acción deducido. tal 

--- ----- ---- ------------
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como lo establecen los artículos 81 y 86 del Código Federal de Proc~l:ÜX.CWiles. 
En to! orden de ideos, si la quejosa no señalo la parte de los con51b'efcicJooes de la 
st>ntencio que re.::lomo. motivo de controversia. o se limito o realizar meros 
afirmaciones. bien sean generales e imprecisos o sin sustento o fundamento, es obvio 
que toles conceptos de violación son inoperantes y no pueden ser analizados bajo lo 
premisa de que es menester que expresen la causa de pedir.· 

Finalmente, es de resaltar que para el caso que sus Señorías. consideren analizar las 
violaciones que esgrime el quejoso, relativas la violaci6n de sus derechos humanos, gs 
de resalt~r que no existe una prohibición como tal. de consumir cannabis sativa, en 
virtud que de conformidad con el artículo 479 de la Ley General de Salud existe 
permisión de consumo personal de acuerdo con la tabla de orientación de dosis 
máximas de consumo persona! e inmediato de diferentes sustancias, en el caso, de 
cannabis sativa, índica y americana o marihuana, en una cantidad de 5 (cinco) 
gramos, la citada autorización atiende a! contenido de la exposición de motivos que 
prevé la necesidad de dar atención a las adicciones, sin descuidar la organización de la 
estructura punitiva contra las organizaciones criminales que promueven el consumo 
de drogas entre nuestra juventud; así como de dar un combate más eficiente al 
narcotráfico en su modalidad de narcomenudeo que lacera e11;lo más P~lJdO las 
redes sociales y familiares de nuestra sociedad y al sector más v'u!neraQlé:defa¡ rlJ¡sma 
que son las niñas. niños y jóvenes. .:Z~ ,, 

\ ' - ' Asimismo, se precisa que !a siembra, cultivo, cosecha. elaboración,- pre~r<K.ión, 
acondicionamiento, adquisición posesión, comercio, transporte ·~quie:'~ .. focma. 
prescripción médica, suministro, empleo. uso, consumo y, en i!Friii~.I. tóf,:lo,¡_acto 
relacionado con estupefacientes o con cualquier producto que los confé'-nga~·en este 
caso la cannabis sativa, está sujeto a las disposiciones de la propia ley y que tales 
actos sólo podrán realizarse con fines médicos y científicos y requerirári autorización 
de la Secretaría de Salud. 

También, se impone !a prohibición absoluta en el territorio nacional, para la siembra, 
cultivo, cosecha, elaboración. preparación, acondicionamiento, adquisición, posesión, 
comercio, transporte en cualquier forma, prescripción médica, suministro, empleo, 
uso, consumo. entre otras substancias, de la cannabis sativa, índica y americana o 
marihuana, en virtud de contener, en términos de la propia ley, escaso o nulo valor 
terapéutico y poder constituir un grave problema para la salud. 

De conformidad con los artículos l. 2 y 3, fracción XXI, de la Ley General de Salud, se 
deduce que el objeto de la Ley General de Salud es, entre otros, la prevención del 
consumo de estupefacientes y psicotrópicos. en este sentido, la constitucionalidad de 
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Jos artículos impugnados no puede hacerse depender de la situación perso ! del 
quejos.9o;il.J:ratarse de una norma de carácter general, Impersonal y abstra a, cuya 
finaliQ,_ad·¿.éS ser garante del derecho constitucional a la prot ·, n de a salud, 
enten'i:!ida como el bienestar físico y mental de !a persona, par cont ibuir 1 ejercicio 
pleno ~ sus capacidades, la prolongación y mejoramiento e la c lid de la vida 
humana; 'y la protección y el acrecentamiento de Jos v res qu c adyuven a la 
creación, conservación y disfrute de condiciones de lud ntrº u an al 
deSarrollo social_ 

De esta forma, la prohibición contenida en lo · pugnados no son 
arbi'~!~f.Í?1,_nl ~aprlchosas; no constituyen una intr misión a! recho a la intimidad. 
pues:liWEr:;a:;obliga a! quejoso a revelar aspectos su vida n onecidos por otros y 
qJe-:i~Q. cada sujeto puede decidir rev ar, esto e , el reconocimiento de! 
ámbito J'l"'Pio y reservado del individuo ante 1 demás n ve violentado con los 
artículos reclamados, en virtud de ue ' s el 
decisión de los gueiosos so re dat lativos rs a u a~ 
intocadg la disponibilidad sobre su vi d isi' d lo e ev r 
de su intimidad1!1os demás. ,, 
Tan:ipoco,-~o se vulnera en perjuicio del que oso e! d arr lo de su personalidad, pues 
las nor/Tla impugnadas no limitan en rma a una a libertad de escoger su 
aparienti<i ersonal; su profesión o activi ad Iab al; y, or supuesto, la manera en 
que el · - duo desea proyectarse y vlv" su vi a y q , por tanto, sólo él puede 
decidir en~ rma autónoma. / 

' 
De igual forma. no existe violación a la inl:imi ad de su persona, pues los numerales I· 
que consideran inconstitucionales no prete e coartar su libertad de decidir qué ,, 
aspectos de su vida deciden revelar. pues la isponibilidad sobre su vida y Ja decisión 
de lo que puede revelar de su intimidad a 1 s demás no se ve afectada, sin que ello 
signifique ocultar información, sino que pu dan desarrollar su vida con libertad y con ¡·: 
la posibilidad de resolver, a voluntad propi . qué aspectos de su vida admiten exponer 
al conocimiento de otros, para salvaguard r\su dignidad humana. 

~i~rt~ment_e, en el caso, no se obser q~ !~s principios de identidad personal. 
1nt1m1dad, imagen y desarrollo de fa ersonahdad que se encuentran ligados al 
derecho fundamenta! de la dignidad h mana se encuentren !imitados o vulnerados, 
pues la finalidad de !os preceptos legal s q e nos ocupan, como quedó establecido en· 
la exposición de motivos de la ley en al de Salud, es de dar cumplimiento a la 
obli ió 1 de te er 1 s er on en tér inos del tí lo----1'.' 



,,.,-' ,, .·,,' .,. 
. ' ·¡ '. . t_ 

'/C•Jl' ,.,, 

constitucional. bajo el respeto de la dignidad humana de las personas;· evi_t.ando ~ 
trasgresiones al orden público, preservando derechos de terceros y del orden· ¡}úblicó, 
pues el individuo tiene y conserva el derecho de decidir, en forma libre, sobre su propia 
imagen. 

Asimismo. no existe violación al principio de autodeterminación. porque. se reitera, la 
obligación del Estado es la de tomar todas las medidas que sean pertinentes para 
tutelar y hacer eficaz un derecho, en este caso, el de la salud. 

De concluir que las normas impugnadas atentan contra la dignidad humana y 
cualquiera de los derechos fundamentales de los gobernados, entonces, no sería 
razonable la prohibición contenida en los mismos, trátese de la siembra, cultivo, 
cosecha, elaboración, preparación, acondicionamiento, adquisición. posesión, 
comercio, transporte en cualquier forma, prescripción médica, suministro, empleo, 
uso, consumo y, en general, todo acto relacionado con substancias psicotrópicas o 
cualquier producto que los contenga, pues debe tenerse en cuenta que la protección ,,.­
de la salud, en definitiva, es una previsión constitucional sobradamente importante _r 
para operar como objetivo justificador de la limitación a !a libertad de siembra, 
cultivo, cosecha, elaboración, preparación, acondicionamiento, adJ=!uisiciÓniJIÓSesión, 
comercio, transporte en cualquier forma, prescripción médica, s_uminisr¡o,' ei;npteo, 
uso. consumo y, en general, todo acto relacionado con substancias psitptró¡jl&s o 

. -- .,.;¡ 
cualquier producto que !os contenga. '. '• 

Así la dignidad humana, está situada en casi cu_alquiera de s~s ámbit~~,éjé·fii~¡O en 
el centro de un entramado regulatorlo muy intenso, destinado a, g<lranbza?"-- ese y 
otros muchos contenidos constitucionalmente relevantes. cuya protección se vería 
puesta en peligro por un ejercicio de !a misma no debidamente limitado desde la 
perspectiva de objetivos e intereses públicos como los que las previsiones legislativas 
impugnadas sitúan en el centro de sus propósitos. 

Así, contrario a lo señalado por el quejoso. no existe violación al derecho fundamental 
de la dignidad humana en perjuicio de persona alguna. reclamado éste con los 
principios de personalidad, intimidad, libre desarrollo de la personalidad igualdad, pues 
como quedó señalado, en la exposición de motivos de la ley General de Salud, la 
libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base e! reconocimiento de Ja 
dignidad intrínseca y de Jos derechos iguales e inalienables de todos los miembros de 
la familia humana. 
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Asimísmo, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establecer en el 
párrafo tercero del artículo primero que "queda µrohfóido todo · cr· nación motivada por 
orige~co._a .... nacional. e! género, la edad. las capacidades difer tes. coodición social, !os 
condi,fioneS di ~i;1[1,U1, /a reflgión, las opiniones, /cJS µreferencias, el tado il o cualquier otra que 
ater¡te'- contra la· dignidad humana y tenga por objeto anular bar los derechos y las 
liber;'B'de~de las personas", atiende a la dignidad de la pers a que fundamenta la 
dif¿¿eA'cia en el trato de las personas y las cosas. s raya que la jerarquía de la 
per~~fta humana es algo que se establece en relaci con 1 s emás seres corpóreos, 
pe~Zi,~;·no en relación de unas personas con otra ; esto s cuando se habla de la 
digf;idad en relación de unas personas con ras n e iste ese significado de 
superioridad, sino un significado de igualdad, es la ig idad Ja poseen todas las 
pe'rsonas por el rrero hecho de tener naturalez huma a. 

AsÍ, l<!~S-posiciones impugnadas de n!ngu a ma ra onen en peligro el derecho 
fundamental de la dignidad de las person . pue el echo de prohibir la siembra, 
cultivo, cosecha, elaboración. preparación, cond· íon miento, adquisición, posesión, 
comercio, transporte en cualquier forma pres lpci n médica, sumlnlstro, empteo . 
uso, consumo y, en genera!, todo acto r l_acio ado on substancias psicotrópicas o 
cualquier P(Oducto que los contenga, om se so de manifiesto en párrafos 
anter.iores, fío genera riesgo alguno en l sub isten a digna de !os destinatarios de !a 
normll, ya que no tiene como flnalldad lm ner odelos y estándares de vida que 
sea11 !je)es a !os particulares, pues n s vulne n los principios de personalidad. 
propia ima'M-11. intimidad, desarrollo de a ersona dad y autodeterminación, esto es, 
no se i~~ne en aquellos asuntos! e trasc ndencia personal y privada. para 
impo~,i¡¡~"t&;rJitivamente una visión de o buen y de fo correcto. máxime que tas 
normas recl~das no imposibilitan !os destinarios ejercer todos sus demás 
derechos fundamentales necesari s p a desarrollar integralmente su personalidad. 

En este orden. es obligación de Es do proporcionar a toda persona al disfrute del 
más alto nivel posible de sa d fí ica y mental, a traves de la prevención y e! 
tratamiento de las enferme des pidemicas, endémicas, profesionales y de otra 
indo!e. como en et cáso, de la adic iones y.la rucha contra el!as, con el respeto debido 
a !a dignidad inherente a ser umano.\derecho que no podrá. ser objeto de 
restricciones salvo cuando stas e hallen p/.évistas en la ley y sean necesarias para 
proteger la seguridad naci na!. e! rden público y la salud. 

En ese sentido, es infun ado el concepto de vlo\ación hecho valer, pues la dignidad 
humana es un valor su emo e ablecido en el articulo lo. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos exica s, en virtud del cual se reconoce una calidad única y 

1 

/,/_') 



- 4(1 -

" 
' 

"' ' -" -

. ,- -

. ')' 

' - ·---.,_ , 

- /.•_. ' ---

excepcional a todo ser humano por el simple hecho de serlo, cuya plena eficacia debe 4 
ser respetada y protegida integralmente sin excepción alguna. 

Por otra parte, respecto al terna del derecho a la salud, la prohibición contenida en los 
artículos impugnados es una medida instrumentalmente apta para alcanzar los 
objetivos de protección a la vida y a la salud que el legislador legítimamente busca 
proteger. por tanto, no se viola en perjuicio de ninguna persona sus derechos de 
identidad personal, autodeterminación y disposición de la salud propia; pues contrario 
a !o señalado por los quejosos, no se imponen modelos y estándares de vida que sean 
<Jienos a los particulares, esto es, no se interviene en aquellos asuntos de 
trascendencia personal y privada, para imponer coercitivamente una visión de lo 
bueno y de \o correcto. 

Además, cabe recordar, que el Estado tiene la oblígación positiva de tomar todas las 
medidas que sean pertinentes para tutelar y hacer eficaz un derecho, en este caso, el 
de la salud, así el fin inmediato del Estado es proveer de salud en las mejores 
condiciones posibles, y la impetrante de amparo pretende defender el derecho a la 
salud en su aspecto negativo, máxime oue el consumo de ¡;nariguana ¡;ia es un 
derecho fundamentat de ahí que la restricción contenida en los :l.rticulo~ug~ados 
debe considerarse como constitucionalmente válida, ya que en.términis del ª(1;.ículo 
3º de la ley General de Salud, es obligación del Estado la prevención del conslÍ'rAo de 

' ' estupefacientes y psicotrópicos. '·. _ ;. 

De modo que el propósito último de tales disposlciones reside no;~M~o~if$i1bÍiir al 
bienestar físico y mental del hombre sino evitar que se genere la pro'ilt'e'i'ación de 
sustancias nocivas, lo que es justificable con el fin que se pretende. ya que la 
autorización para su producción, puede generar afectación a la sociedad en genera!, 
es decir, la disminución en los va!ores que coadyuven a la creación, conservación y 
disfrute de las condiciones de salud. 

Así, la salud es un necesidad primordial en la vida de las personas, corno sustento para 
el pleno desarrollo de !as capacidades humanas, tanto físicas como intelectuales; por 
tanto. la salud es imprescindible en la realización personal que se logra mediante la 
convivencia armónica, el trabajo, la educación, la cultura y e\ entretenimiento, en 
otras palabras, es el primer requisito para el bienestar. 

Ahora, dado que la salud es un derecl1o fundamental del ser humano, el uso y abuso 
de psicotrópicos y estupefacientes representa una preocupación creciente para el 
Gobierno Federal, entidades federativas y la sociedad en general. de ahí que contrario 
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a IQ senalade por ta parte quejosa sea necesario mantener un estric control en su 
ma~~j~'-' <t efecto de evitar un uso inadecuado de los mlsmos puede causar 
pr~lemas tan gra'les como !a drogadicción. 

'··] ' -'\\·, 
Adéinás, en sentido contrario a to que aduce la quejosa, lo que lmpugna, si 
bie'n es cierto establecen una prohíbición, · s e s ta r 
restricción, ya que no todos los habitantes del país r quier n c sumir cannabis o 
mariguana_ y- sí. por el contrario, necesitan que se ran ce ([l DERCCHO 

NS T A LA P T ION , de modo que la 
afectaciórt..qfie la peticionaria de amparo pudier res tir, ncuentra justificación 
constihicfdn~I, más aún cuando lo que se procur es ga anti r el derecho a la sa!ud 
de-tc1 eefs~ por los motivos que se han venido s a!an presente. 

autodeterminación. libertad indi'lidual v co~ oral, 
identidad persona! y disposición de ta salud opia 

1 o de tomar t ed" 
cer efi :z: un de 

esarrollo de personalldad, 
, se reitera. la obligación 

n inentes 

Sin que pas,e por desapercibido para ese . T 1buna!. que la quejosa sostenga que el 
consumo d · mariguana no genera graves a- s a ta alud, sino un riesgo de daFio a su 
salud; po tal afirmación se trata de un situaci' particular de la quejosa, la que 

e car'cterde r · e a o e lfindeo neruna 
en su be efi io; sin que n este aso se encuentre demostrado lo 

aducido por sta, y sí, por el contrario, p rmitiria ue gozará de una autorización que 
puede llegar a afectar a la salud de a población en generar. por ejemplo en su 
consumo con la emisión de humo de s gunda mano que afectara a las personas a su 
a!rededor, !o que no es jurídica nte permisible y que tampoco genera la 
inconstítuclonaftdad de la ley, el de cho del particular, debe ceder ante el interés 
público. -

En relación a que existen alterna vas men6o gravosas que permitirían alcanzar los 
fines del Estado, y que son menos estrictivas de los derechos a la autodeterminación, 
libertad individual y corporal, 11 e desarroUo de personalidad, identidad personal y 
disposición de la salud propia v ue darían mejores resultados en la consecución de! 
fin perseguido por e! Estado; ero, contrario a lo aducido, no hay motivos para 
reprochar la opción de! !e · lador construida sobre la base de !a prohibición 
reclamada, que permitan est lecer que !a medida no es proporciona! para alcanzar 

1 
' 
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los resultados deseados. en virtud de que el nivel de protección contra las adicciones ,7 
es claramente más alto que fo pretendido por !a accionante de amparo. 

Además, cabe señalar además que la quejosa parte de un premisa errónea, pues 
considera corno un derecho la siembra, cultivo de marihuana, sin embargo, [a 
prohibición contenida en los artículos impugnados es constitucionalmente válida, toda 
vez que ni la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ni los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano es parte !o han constituido como un 
derecho; por tanto, !os artículos impugnados no son inconstitucionales. en virtud de 
que no se puede hablar de una restricción de un derecho cuando éste no existe como 
tal, de ahí que contrario a lo señalado por e! impetrante de amparo, los artículos 
impugnados no deban cumplir con los requisitos necesarios para restringir un derecho. 

Aunado a !o anterior es de resaltar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha 
sostenido que el derecho a la protección de !a salud tiene, entre otras finalidades, el 
disfrute de servicios de salud y de asistencia social que satisfaga las necesidades de la 
población: y que por servicios de salud se entienden las acciones 6irigidas a _l?IQt~ger, •11 

promover y restaurar !a salud de la persona y de la co!ectividad. , ·' .' 

Este criterio se desprende del teKto de la tesis número la. LXV/2008, emitida,p"or la 
Primera Sala de !a Suprema Corte de Justicia de la Nación; página 457, dél Semai'iario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Volumen XXVII!, l~!io de 2p~1);'lflY~~-~~oca, 
cuyo rubro es "DERECHO A LA SALUD. SU REGULACION EN El A'lftitu~. DE 
LA CONSTITUCIÓN POÚTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICJll'.J~·'f SU 
COMPLEMENTARJEDAD CON LOS TRATADOS INTERNACIONALES EN 
MATERfA DE DERECHOS HUMANOS. N 

Es decir, e! derecho a la salud protegido constitucionalmente incluye, entre otras 
cosas, las acciones dirigidas a proteger, promover y restaurar la salud de la persona y 
la colectividad. cuyo contenido e Interpretación realizada por la Suprema Corte de 
Justicia de \a Nación, encuentra compatibilidad con varios instrumentos 
internacionales de derechos humanos, suscritos y ratificados por el Estado Mexicano. 

Así, se observa de los siguientes ordenamientos, e! párrafo 1 ºde! articulo 25 de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos. 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos. Sociales y Culturales, 10 de! Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derecl1os Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, conocido tambien como "Protocolo de San Salvador". 6, 24, 25 y 26, de la 

,-
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Cl\l'fl!'Fílci6n sobre !os derechos de! niflo, que han estab!ecldo 
pu~s ~.rlestacar, lo siguiente: 
;, '""· 
a~ ·:Ql(e toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuad 
c6mo a su familla. la salud y el bienestar, y en especial !a ali 
vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesa( 

le asegure. así 
n, e1 vestido, la 

b) Que los Estados Parte en dichos Pactos. Tratados y 
derecho· de toda persona al disfrute de! más alto nivel po 

encio es. reconocen e! 
e de sal d física, menta! y 

social · 
e) La:,i;educción de !a mortalidad y de !a morbilidad inf 
nifí~ 
d)''La l;atlsfacción de las necesidades de salud de lo rupos de 
por sns condiciones de pobreza sean más vulnerab 

o desarrollo de !os 

ás alto riesgo y que 

e) El reconocimiento por parte de los Estados. de 
más alto nivel posible de salud y a servicios para 

erecho de os niños a! disfrute de! 
tratam!e o de !as enfermedades, 

la rehabilitación de !a salud. 

Concom1tal!emente, es necesario traer a co ción que e el Decreto por el que se 
modifica l;t 1denom1nación de! Capitulo 1, 1 Titulo Pr ero y reforma diversos 
articules de )a Constitución Política de tos E dos Unido Mexicanos, publicado el 10 
de junio <1._e io11 en el Diario Oficial de )a deración, s reformaron, entre otros, el 
articulo_.,¡¡¡ ):le !a Constitución Política, ¡ corporan al texto constitucional !a 
proteq;;i~qf los derechos humanos rec n cidos tan en dicha ley Suprema como 
en los Trataaos Internacionales de los e¡ el!Estado M icano sea parte. 

Para optimizar la aplicación de dicha enmienda, e! Constituyente puntualizó en los 
párrafos segundo y tercero de! artíc o 1 de !a Constitución Política, que !as normas 
relativas a derechos humanos s interpretarán de conformidad con la propia 
Constltucíón y con los tratados in rnacionales de la materia favoreciendo en todo 
tiempo a las personas la protec ón más amplia; que todas !as autoridades, en el 
ámbito de sus competencias, enen fa abli oci' m ver re ar 

"'- ara tizar los ffe h h ma · d con_~ 
princ1p1os de universal dad inter d i ín ·vi ibilidad 
pragresividad. En consecue ia. e! Estado deberá prevenir. investigar, sancionar y 
reparar las violaciones a !os d rechos humanos. en los términos que establezca !a ley. 

luego entonces, todas !as 
los derechos humanos de 
en términos del articulo 

utor!dades de! país deben atender a cabalidad proteger 
s habitantes de México, como una obligación inherente. 

º, Constitucional y en términos de !a tesis número P. 
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LXl/2010, cuyo rubro es el siguiente: "DERECHO A LA V!DA. SUPU~,]:QS_-~.G_UE SE 
ACTUALIZA SU TRANSGRESIÓN POR PARTE DEL ESTADO". ~,c;·o ',. . 

~i.<Ji·-- '. ,,. 

En este orden, la protección del derecho a la salud, exige entre otras de las 
obligaciones de los Estados. que para garantizar el pleno, libre y efectivo ejercicio de 
los derechos humanos. adopte medidas positivas para preservar ese derecho en el 
ámbito legis!ati.,.o, judicial y administrativo. 

Lo mismo se desprende de !a Observación General No. 14. del Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, la cual no es una mera 
declaratoria. sino que constituye una obligación de hacer para el Estado Mexicano a! 
ser uno de los 51 miembros fundadores de la Organización de !a Naciones Unidas, que 
firmaron la Carta de la Naciones Unidas el 26 de junio de 1945. dicha disposición 
establece lo siguiente: 

• -1;¡~1-·' 
Otoe;ervación General No. 14 /'U''·'' 
33. Af JglI<ll GU• rocl<Js los derecho.s ~""''"'º~ el derecho o 1" salud ""P<'"" ''ºs /<pos o o•V:iies ae, -{ 
obligación <l los fstados Partes, lo obligooión de respeiar, proteg~ y cumplir A su voz, ro obfig<ltión ~ ,¡~ 
cumplic compr<nde lo obligación de fadlita_r, prop0<010no'. Y promover La o~li9adóri de 'e<pe<or !'•ige_C,.¡ 
q~e los E•todos '" ab<ten!IOn de •n¡eo"" d;rC<:lll111en'~ o mdirE'<tamente en ~ ~15frute del derE'<ho-<1 lo ·-· 
S<Jfud Ln oblt!fO<otón de p.--oteger ,-,,quiere que los f</ado< adopte« medida> paro 1mpedk q1JO ~eccer9¡ ';. ~ 
joterfjeron "'1 la aplioocián de los gorantH>s pre.,stas e<> ef orti,vlo. ll. Por Ultimo~ lq n&lg,' , ~-, 
cwnp/j' ~- adt¡ptcn medidas apmpiq*' .si« C<U"ild.,,.--1 .. : • 11 
odmini<!ta!i 'º· ptOWPIJ• ''ª"º· ¡udiclo! o de otrc illdole llQl'll dw" lllmtA_<:/'IRi>dilrul !ll.dµ, 
J<llj¡_d, 

En este orden, en cumplimiento al artículo 4º, constítucional y los diferentes 
ordenamientos internacionales que México ha suscrito. entre e!los !os citados por !a 
demandante, el poder legislativo emitió los artículos 235 en su último párrafo, 237, 
245, fracción 1, 24 7 en su último párrafo y 248, de-la Ley Genera! de Salud, en donde 

--

se respeta el derecho a la salud, ya que se protege a la sociedad, previniendo e 
inhiblendo la venta de marihuana que ocasiona daños fatales e incluso irreversibles a _,,;. 
largo plazo. 

Por lo anterior. ese H. Tribuna! Colegiado debe confirmar ta sentencia recurrida y en 
su caso, subsidiariamente. negar el amparo y protección de la Justicia de la Unión a 
!os quejosos por los citados argumentos. 

TERCERO.- E! agra.,.io Primero vertido por la quejosa recurrente es infundado, por lo 
que la determinación del A quo no puede ser modificada o revocada, esto es asi ya 
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que la impetrante de amparo señala en su recurso que: 

a) El quejoso alega que existe una violación al artículo 74 fr cción 11! de la ley de 
Ampar~--relación con los artículos 222 y 352 1 o igo Federa! de 
PrócedJmieñtoS' Civiles de aplicación supletoria a la ley de A ro, on lo que se viola 
e~,\~u .. ~rjuicio !o.dispuesto en el artículo 17 constitucion , ~~rq e e! A qua guardo 
s1l~!l.Cld\{especto a! acervo de pruebas porque a su parece om1t1ó a!orarlas 

' '' '·_J 
1'. .·l . 

Dl~):'ios __ argumentos son infundados por un lado e i erant . pues en el caso en 
p~ticúlar del análisis que haga esta superioridad p r adve~ ir que la sentencia que 
s~~-ilda de inconstitucional podrá advertir que d s el C nslderando segundo, se 
~alan los mtl:!os probatorios de los que Oue!e l quejoso de falta de 
pfpnqfMtiarriiet· q, pues el A qua al respecto an z' medio probatorios que le fueron 
r©ni~·de ... iversos juzgados, y con lota d P:. de p gina enuncio una serie de 
ihforffl'es en lo c\ue se basó para sus argume ac· nes. 

Asimismo, qua en la sentencia dictada a ién a lizó diversas manifestaciones 
en tQrno a ersos criterios que cito el s quejo o como aplicables a! presente 
caso 't deter inó porque estos no eran pr ce entes n cuanto a !a causa de pedir del 
ampari~S , p lo que tales rnanifestacio es esu!ta fundadas e inoperantes, por lo 
que debe n irrnase !a sentencia en est i 

CUAR E grav10 Séptimo vert!do o la quejosa recurrente es infundado, por lo 
que !a"deter ·. nación del A qua no pu€j'd ser modificada o revocada, esto es asi ya 
que la impetrante de amparo señala en S recurso que: 

E! quejoso alega que existe una vi !ación los principios de fundamentación y 
motivación adecuados. congruencia y xhaustividad en relación con el concepto de 
vialaci6n sobre legalidad. fundamenta ón y motivación. 

El quejoso manifiesta que ello se materializa a través del oficio de resolución 
...._ desfavorable a su solicitud emitido ar !a autoridad de la Comisión Federa! para !a 

Protección Contra Riesgos San· arios (COFEPRIS), porque para su emisión 
previamente medio un oficio de p venció_n por parte de funcionario de la COFEPRIS 
con el que se !e requirió informac· n para acreditar su interés jurídico, por lo que se 
considera transgredido el arti lo 17 de la Ley Federa! de! Procedimiento 
administrativo. 

En este sentido el A qua analizó ue la emisión del oficio número 

/(); 
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de fecha 8 de julio de 2016 emitido por e! Dlrector Ejecutivo de Estu f.~.)::~s, ~

. ' ' 
Psicotrópicos y Sustancias Químicas de la COFEPRIS, reclamado, en cuant ;;;alWi:Sis 
de la ley Federa! del Procedimiento Administrativo. aplicados fueron los artí(~Í; 2, 
3, 15. 15-A y 17-A. sin que se considerara que los diversos artículos 83 al 96 de'dicha 
normatividad se aplicaran de manera implícita pues se tratan de norm¡;Jl)l!gulan 
el recurso de revisión, sin que quedará acreditado que se tramitaba d EM,~dio de 
impugnación, por lo que se determinó que la parte quejos carece de ¡ re'sc]urídico 
siendo procedente ta causal de improcedencia prevista en el articulo 61, fracción XII 
de la ley de Amparo. en relación con los artículos 83 al 96 Ley Federa! del 
Procedimiento Administrativo. 

Ahora bien dado !as manifestaciones de! quejoso en e! sentido de !as transgresiones a! 
artículo 17, de la ley Federal del Procedimiento Administrativo, en sentido de que ta 
autoridad responsable de la COFEPR!S. previno a! quejoso fuera del plazo en la Ley del 
Federal del Procedimiento Administrativo. ello fue analizado de manera conjunta por 
el A quo. al haber aplicado e! quejoso al respecto argumentos inoperantes. esto es 
reclamo dichas violaciones alegando fundamentación que era propia para el recurso 
de revisión previsto eri. dicho cuerpo normativo, sin que quedará acreditado que se 
tramitaba aludido ~ión con motivo dela emisión de! que la emisión 
del oficio número --, por el Director Ejecutivo de Estupefacientes. 
Psicotr6picos y Sustancias Quimlcas de la COFEPR!S, pues para ello bastara analizar 
!os conceptos de violación vertidos en el escrito de demanda. 

Efectivamente, la parte quejosa pretendió en su escrito de demanda que se analizara 
la constitucíona!idad del acto reclamado (oficio número sólo 
bajo la óptica de! recurso de revisión; sin embargo, olvida establecer que la ley 
Federal de Procedimiento Administrativo, como toda normativa emitida por el órgano 
legislativo, a su vez debe prever e! derecho fundamental de acceso a !a justicia y el 
cumplimiento a !as formalidades esenciales del procedimiento. má,,..ime si partiendo 
de aque!!a legislación pueden derivarse actos de molestia en contra de !os 
gobernados, de ahí que para respetar tales principios fundamentales. el legislador 
debe consignar en las normas que emita, instancias, recursos o medios de defensa 
que permitan a los particulares ofrecer pruebas y alegar lo que a su derecho 
convenga. 

Entonces, para determinar si un ordenamiento lega! respeta los aludidos derechos 
fundamentales, es necesario analizar e! bloque normativo y andamiaje jurídico que 
constituye una unidad armónica, es decir. que el estudio de cada uno de los anteriores 
preceptos impugnados por la quejosa, no puede llevarse a cabo en forma aislada, 

~--/ 
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fuera del contexto normativo del que forman parte, sino e su i terpretación y 
aplicación debe hacerse de manera relacionada, sistemática arm' 1ca en función de 
los otros diversos artículos que integran el sistema norma · o que rtenecen, con 
el propósito de fijar correctamente su sentido y alcance· de í que unque !a parte 
quejosa trate de sustentar su reclamó en el simpl h ho de ue las normas 
impugnadas únicamente prevén al recurso de revisió e o medi de defensa ante 
los actos emitidos por autoridades administrativas, <:! ando fue la posibilidad de 
comparecen ante la misma a efecto de ofertar pru b y alegar o que a su derecho 

t/ corivenga, dentro de plazos razonables establecí s ara ello, r ultan a todas luces 
¡¡.~Wundad~s dichas afirmaciones. puesto que, se¡ i e. su anár 's no debe integrarse 
.~~pe-~forma aislada. 

t.'<1r:, · 
~'le:Jo anterior se advierte con extrema c!arid d ue la Ley ederal de Procedimiento 
-~~ininistrativo. particularmente dentro del · pítulo No eno. De la Tramitación", 
i.1i;_~sible en e! "Título Tercero. D~I Procedi 1e o Admffii rativo", integrado por los 

¿:·artículos 46 a 56, contrario a lo_ que so tie e el quej" o, si garantiza el derecho 
L'A ,,-f_und<i.rn_ental de audiencia y el c'Umpli i o d~ Jas ormalidades esenciales del 
,1~'~ ¡;,ro·c~~_iiniento en favor de !os gobernad , al brindarles a po~ibilidad de presentar sus 
c'<o.v,:i:Jefer:i·s~ y alegaciones a través de la rga ización d un sistema de comprobación 

ta!, que si el gobernado sostiene deter ina o puntos re una cuestión en particular, 
tiene la posibilidad de demostrarlo, a vez qui n estime lo contrario. cuent<i. 
también con e! derecho de acredita tal e tradicci' , alegando !o que haya a Jugar 
una vez agotada dicha etapa pr atoria; y pudie do impugnar la determinación 
tomada por la autoridad administr iva a través del recurso correspondiente. 

Por lo anterior se colige que la se e de actos procesales señalados y regulados dentro 
de la ley Federa! de Procedimi nto Admii"listrativo, lejos de vulnerar los derechos 
fund<i.mentales de los gobern os, se encuentra establecidos para garantizar los 
mismos, conforme al marco co stituclonal S:' rivado de Jos artículos 14, 16 y 17 de la 
Constitución Política de los Es ados Unidos xicanos, como lo expone et impetrante 
de amparo ahora en su recur o de revisión, di iendo totalmente de los conceptos de 
violación aleg<i.dos en el eser· o de demanda. 

Por lo expuesto y fundado; usted C. Magistrado Presidente, atentamente pida; 

Primero.- Tenerme por presentado en tiempo y forma, interponiendo Revisión 
Adhesiva al recurso pr movido por la irnpetrante de amparo en contra de !a 
resolución definitiva cita a. 

/ li ,' 
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Segundo.- Admitir a trámite !a presente revisión adhesiva. 

Atentamente. 
El Delegado. 

, 
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I 
En la Ciudad de México, a catorce dJ(•nio de dos mil 

diecisiete, se da cuenta a! Presidente de !a ~·~ª Corte de 
Justicia de la Nación con lo siguiente: ./1 

Contenido: -~~-----· Presentado en: 
,.,, .. 1. Of1c10 11-1581 de dos de iunio de! ano en curso, d ice --J del Décimo Segundo Tribunal Colegiado en . Materia 

Original 

'! Administrativa del Pnmer C1rcu1to, registrado e ficina de 
i¡ Certif1cac16n Jud1c1al y Correspondencia de Suprema 

'.) Corte de Justicia de la Nación con e! folio 029298.f.c==~.+==~===" 
•

1 

, 2. Resolución de veinticinco de mayo u~1 · o, d. ·lada por el Copia certificada 

:f 
' 

órgano cole iado citado en líneas prece , n el amparo 

en revisión ____ _.,__· 1------+------I 
3. Juicio de amparo Un cuaderno 

4. Amparo en revisión Un cuaderno 

5. Pruebas relativas a! mencionado juicio de a paro. Dos legajos J 
6_ Disco compacto. Una pieza 

7. Sobre amarillo cerrado. ------------
Contiene acuse d, ibo a OJ PJF. 

'-~~~~--' ¡v-~~~+'+-~~~~~~~~__J 

Las cons ncias anterijlres se recibieron en la Oficina 
de Certificación J 1c· y Corrdpondencia de esta Suprema 
Corte de Justici Nación el nueve de junio de dos mil 
diecisiete. Con 

e México, a catorce de juni& de dos mil 

diecisiete. 

En términos de la normativa aplicable, con el oficio de 

remisión de los autos y Ja copia certificada de la ejecutoria de 

- --.--- ---
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cuenta, fórmense los expedientes impreso y electrónico 

correspondientes al toca de revisión relativo a! juicio de amparo 

promovido por el quejoso citado al rubro, contra actos del 

Congreso de la Unión y de otras autoridades. Acúsese recibo, 

en la inteligencia de que la versión digital de este proveído, que 

se remita al órgano jurisdiccional mencionado en la cuenta, por 

medio del MINTERSCJN a que se refiere el Acuerdo General 

Plenario 12/2014, hará las veces de dicho acuse. Con copia 

autorizada de este proveído fórmese cuaderno auxiliar, al que 

deberán agregarse los documentos que no resulten indispensables 

para sustentar las determinaciones que se adopten en este asunto, 

en la inteligencia de que aquél podrá consultarse por las partes, 

atendiendo a la normativa aplicable. Obténganse y agréguense 

para que surtan los efectos legales conducentes, copia 

certificada de la versión electrónica del escrito de expresión de 

agravios del quejoso, así como del recurso de revisión adhesiva 

de las autoridades responsables Presidente de la República y 

Secretario de Salud, que obran en el expediente electrónico, y 

que corresponden al expediente impreso del amparo en revisión 

Ahora bien, vista Ja sentencia de veinticinco de 

mayo de dos mil diecisiete, pronunciada por el Décimo 

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Primer Circuito, en el indicado toca de revisión - y, en el 

caso el autorizado del solicitante de amparo, hace valer recurso 

de revisión contra la ¿~tencia de veintisiete de octubre de dos 

mil dieciséis, dictada por el titular del Jefzgado Décimo Sexto de 

Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, en el 

juicio de amparo en el que se planteó la 

2 
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promulgación, publicación y 

83 a 96 de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo; Jos diversos 234, 235, último 

párrafo, 237, 245, fracción I, 247, último párrafo, 248, 368 y 
" 479 de Ja Ley .. General de Salud; las órdenes ver les o 

' - 1 

escritas _al ~omisionado Federal .'para la Protecc n Contra 

Riesgos Sanitarios, para negar: la- solicitud de utorización 

sanitaria formulada por el quejoso y su )'jecución; las 

órdenes verbales o escritas al Directo? Ejecutivo de 

Re:s.,lllación de Estupefacientes, Psicotró i~cO Sustancias 

,~~,.:!m~~fs, para negar la solicitud de utorización sanitaria 

:~-'i'.:;:.'.:_~f~t~ulada por el quejoso y- su e~ción; el Oficio 

dieciséis, 

utorización sanitaria mediante el cual se desechó 

icitada por el quejoso y el de 

través del cual se 

re · ó al quejoso que é\.éhitd. ara su interés jurídico; en la 

/º'entencia recurrida se s~ eyó respecto de los actos 

atribuidos al Secretaftb pe lud, consistentes en las órdenes 

verbales o ·escritas al ~qiis· nado Federal para la Protección 

contra Riesgos S~rios, fa a negar la solicitud de autorización 

sanitaria formulada por el\ ejoso; del. Comisionado Federal 

para la Protección contra iesgos Sanitarios, consistentes en 

la ejecución de las órdenes verbales o escritas giradas al 

Secretario de Salud, para negar la solicitud de autorización 

sanitaria formulada por el quejoso, ni las órdenes verbales o 

escritas al director Ejecutivo de Regulación de estupefacientes, 

Psicotrópicos y Sustancias Químicas, con el mismo propósito; del 

Director Ejecutivo de Regulación de estupefacientes, 

3 
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psicotrópicos y Sustancias Químicas, consistente en la 

ejecución de las órdenes verbales o escritas giradas al 

Director Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, 

Psicotrópicos y Sustancias Químicas, para negar la solicitud 

de autorización sanitaria formulada por el quejoso; 

asimismo, los artículos 83 a 96 de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo y, negó el amparo con relación 

a los artículos 234, 235, último párrafo, 237, 245, fracción I, 

247, último párrafo, 248, 368 y 479 de la Ley General de Salud 

y, toda vez que el Tribunal Colegiado del conocimiento dejó a 

salvo la jurisdicción de este Alto Tribunal para que se haga 

cargo del estudio de los invocados artículos 234, 235, último 

párrafo, 237, 245, fracción I, 247, último párrafo, 248, 368 y 

479 de la Ley General de Salud, se impone que asuma su 

competencia originaria. 

Por otra parte, como el delegado del Presidente de 

la República y del Secretario de Salud, interpone adhesión al 

recurso de revisión principal formulado por el autorizado del 

quejoso, con apoyo en el artículo 82 de Ja Ley de Amparo, de 

igual fonna este Máximo Tribunal asume su competencia 

originaria respecto de dicha adhesión. 

Consecuentemente, tomando en consideración que 

los recursos de que se trata son competencia de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, con fundamento en los artículos 

107, fracción VII!, inciso a), de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 26, 83, 86 y 91 de !a Ley de Amparo; 

1 O, fracción !!, inciso a), y 14, fracción 11, párrafo primero, de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; así como en el 

punto Segundo, fracción 111, aplicado en sentido contrario y Tercero 

4 
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PODERAJDIOALDEt.'.!,ffq~~~ . , I . ¡· d d d .1 su"''"'""'"'eDE•u•Tiói~<lj.l,,t"&erac1on e ve1n 1uno e mayo e os mi trece, se acue.rda: 

é . 

' 

l. Este Alto Tribunal asume su competencia 

or~inaria para conocer del recurso de revisic'.i'.n que h;te valer 

el autorizado, del guejos2 al .rubro mencionado, así orno de Ja 

adhesión al recurso de revisión principal que formuló el 

del_e_9~d~de1 Presi~~i:tt~~Q~la_~REt~ública y del e~~~- de 

Salud. 

11. Con apoyo en los artículos 81, p - rafa primero y 86, 

párrafo primero, del Reglamento Interior de 1 ~ma Corte de 

~usticiaje Ja Nación, modificado mediante _i strumento normativo 

"o-:.pUblicadb en el Diario Oficial de 1·a Federac· dos de febrero de 

do,s_·mil doce, túrnese el expediente, para u estudio, al Ministro 

1~(.losé Ramón Cossío Díaz, y envíe -·----"- - - -- -- s autos a la Sala a la 

e la Presidenta de ésta 

públicos de la misma que 

él autorice, una vez ;lue este preve o sea agregado a la lista de 

notificación respectiva. ~ . 

111. Hecho lo anterior\ s se considera necesaria la 

intervención del-~ de este Att~ ribuna!, con fundamento en 

el numeral 87 del referido Reglamer\/o, previo dictamen o acuerdo 

que se emita, recibido el asunto en ta subsecretaría general de 

acuerdos, con la certificación del titular de ésta, radíquese en 

Pleno y remítase al Ministro designado ponente para los efectos 

legales correspondientes; mismo procedimiento debe llevarse a 

cabo en el caso de que el expediente ya se encuentre radicado 

en Pleno y se solicite que to resuelva la Sala de su adscripción. 

5 
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IV. Las partes en el juicio, por sí o por conducto de 

su representante, podrán solicitar autorización de acceso al 

expediente electrónico, para sí o para un tercero, proporcionando 

Ja CURP de ambos, siempre que cuenten con firma electrónica 

(FIR~ en términos de la normativa aplicable. 

V. La autorización para recibir notificaciones 

electrónicas deberá solicltarse expresamente por vía impresa o 

electrónica yroporcionando igualmente la CURP correspondiente 

a su F!F{EL vigente y surtirá efectos únicamente en este 

expediente, no así respecto de los recursos o incidentes que 

deriven del mismo, en cuyo caso deberá solicitarse en cada uno 

de ellos. 

VI. N~uese, haciéndolo por m~dio de oficio a-.• ('~ 
las autoridades responsables, y con fundamen,to en lo~s_:-~,{: 

artículos 26, fracción 11, inciso c), de la Ley de Amparo, y 107,'.' ,.~:¿o,; 

fracción XV, de Ja Constitución Política ..de loS Estados 

Unidos Mexicanos, al Agente del Ministerio Público de la 

Federación adscrito a este Alto Tribunal, a quien deberá 

acompañársele copia de los pliegos de expresión de 

agravios, por no existir constancia de que el Tribunal Colegiado 

de! conocimiento Je haya hecho entrega del mismo; y al 

mencionado órgano jurisdiccional, por medio del referido 

MINTERSCJN, en la inteligencia de que en términos de lo 

dispuesto en el artículo 16, fracción 11, del Acuerdo General 

Plenario 12/2014, el acuse de envío que se genere por el citado 

módulo de intercomunicación con motivo de Ja remisión de la 

versión digital de este acuerdo, hace las veces del respectivo 

oficio de notificación. 
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Lo proveyó y firma el Presidente'de la Suprema 
PODER JUDIC1Al DE l.lj..fED~J>'­
suPO!MA CORT< º' IUSTicWóilll~,J,lp Justicia de la Nación, Ministro Luis 

Morales, quien actúa con el secretario gener 
• 

da fe, li ndi d af~I Coello Cetina. 

I 
\ i V 

1 
\ 

aría Aguilar 

.,,.~=-Gerdos que 

revisión número 
promovido por 

En 2 7 JUN 2017 por lista de la misma fecha, se notificó la 
resolución anterior al(os) interesado(s) de conformidad con Jo 
establecido en los artículos 26, fracción 111, y 29 de la Ley de 
Amparo. Doy ~ 
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QUEJOSO: 
AMPARO ,, 

62312Q:1-T 
SUBSEC'RETARÍA GENERAL DE 
ACUERDOS 
SECCIÓN DE TRÁMITE DE AMPAROS, 
CONTRADICCIONES DE TESIS Y 
DEMÁS ASUNTOS / 

En la misma fecha, para notificar el ac 

antecede, se giraron los siguientes oficios: 

OF. SSGA-l-i5189!2D17.-CÁMARA DE 
CONGRESO DE LA UNIÓN. 

DEL 

OF. SSGA·l-25190/2017 . .CÁMARA DE f,,lli:DJ:12E .. 
CONGRESO DE LA UNIÓN. 

DEL 

elF. SSGA-1-25191/2017 .-PRFfüDfÑÍ;f:oNSTITUCIONAL DE 
LOS ESTADOS UNIOOS1i'IEX! NOS, POR CONDUCTO 
DE LA SECRETARÍA DE SAL 

ÓF. SSGA-1-2519212017.-·o¡¡OB] 

,.OF. SSGA-1-2519312017.· 
PROTECCIÓN -CONT 
(COFEPRIS). 

FEDERAL PARA LA 
RIESGOS SANITARIOS 

-..OF. SSGA-1-2519412017.- DE AUTORIZACIÓN 

, 
,OF. 

SANITARIA DE LA ISION FEDERAL PARA LA 
PROTECCIÓN C NTRA RIEGOS SANITARIOS 
{COFEPRlS). 

SSGA-1-2519512 7. ~QB EJECUTIVO~¡ DE 
REGULACIÓN DE ESTUPEFACIENTES, 
PStCOTRÓPICOS Y SUSTANCIAS QUÍMICAS DE LA 
COMISIÓN FEDE AL PARA LA PROTECCIÓN CONTRA 
RIESGOS SANIT ·RtOS (COFEPRlS). 

9F:SSGA-t-25196120 .-AGE"'lf-Dft M.J~JSifRtp PÚRt !CQ1 
DE LA FEÉ>E C~ADSCRITO A LA SUPREMA 
CORTE DE J~s11crA DE LA NACIÓN. 

\ Ciudad de México, a JeJtiocho de junio de dos mi! diecisiete. 

\ 



PODERJUD!CIAl DE lA FEDERA(fÓN 
sumEMA CORTI' º' JUSTICIAº' lA NACK>N 

AMPARO EN R~;~IÓN 
62312'1'1 

, 

'--. 

AL REFERIRSE A ESTE OFICIO MENCIONE 

EL NÚMERO Y lA OFICINA QUE LO G!RÓ 

-SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS. 
SECCIÓN DE TflAMITE DE AMPAROS. CONTRADICCIONES DE TESIS Y OEMl\S ASUNTOS 

QUEJOSO: 
AMPARO EN REVISION NUMERO: 

¿6Í3/2017 

SSGA-!-2518~7.-CÁMARA DE DIPUTADOS DEL OF. 
.RESO DE LA UNIÓN. 

OF. SSGA-1-25190/2017.-CÁMARA DE SENADORES DEL 
CONGRESO DE LA UNIÓN. 

OF. SSGA-1-25191/2017.-PRESIDENTE COlllSTJTUC!ONAL DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS,' POR 
CONDUCTO DE LA SECRETARIA DE SÁLUD. ,• , 

OF. SSGA-J-2519212017.-SECRETARlO DE SALUD. ? 

OF. SSGA-!-2519312017.-COMISIONADO FED:¿L PARA LA 
PROTECCIÓN CONTRA ~os SANITARIOS 
(COFEPRlS). ~ 

OF. SSGA-1-2519412017.-COMISIONADO ,IDE AUTORIZACIÓN 
SANITARIA_ DE LA~OMIS ÓN FEDERAL PARA LA 
PROTECCION C RIEGOS SANITARIOS 
{COFEPRlS). y 

OF. SSGA-1-25195/2017.-DETOR ECUTlVO DE REGULACIÓN 
DE EST EF CI TES, PSICOTRÓPICOS Y 
SUSTANCI Q . ICAS DE LA CQMISIÓN 
FEDERAL PAR LA PROTECCIÓN CONTRA 
R!E~S SANIT IOS (COFEPRIS). 

OF. SSGA-1-25196/2017.-AGEN DEL MINISTERIO PÚBLICO DE 
//JCLA FEDERAC N ADSCRITO A LA SUPREMA 
~ _ORTE DE JU TlCIA DE LA NACIÓN. 

En el exped· nte que se menciona al margen, el 

Pre~de la Suprema 

ac~siguiente: 
orte de Justicia de la Nación dictó el 

' 1 
i 

"QUEJOSO: 
AM~ARO EN REVISION NUMERO: 
~12017 
SUBSECRETARiA GENERAL DE 
ACUERDOS 
SECCIÓN DE TRAMITE DE 
AMPAROS, CONTRADICCIONES DE 
TESIS Y DEMÁS ASUNTOS 

En la Ciudad de México, a catorce de junio de dos 
mil diecisiete, se da cuenta al Presidente de Ja Suprema Corte de 
Justicia de la Nación con lo si-uiente: 

Contenido: Presentado en: 
1. Oficio 11-1581 de dos de junio del año en Original 
curso, do/ indice dol Décimo Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito, registrado en la Oficina 
de Certificación Judicial y Correspondencia 
do esta Suprema Corte do Justicia do I• 
Nación con el folio 029298. 



SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS. 
SECCIÓN DE TRÁMITE DE AMPAROS_ CONTRADICCIONES DE TESIS V DEMÁS ASUNTOS 

2. Resolución de veinticinco de mayo últímo, Copia certificada 
dictada por el órgano colegiado citado en 
líneas precedentes, en el amparo en revisión 

3. Juicio de amparo -

14. Amparo en revisión 

5. Pruebas relativas al mencionado juicio de 
am aro. 
6. Disco compacto. 

7. Sobre amarillo cerrado. 

Contiene acuse de recibo a OJ PJF. 

Un cuaderno 

Un cuaderno 

Dos legajos 

Una pieza 

Las constancias anteriores se recibieron en la 
Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación el nueve de junio de dos 
mil diecisiete. Conste. 

Ciud'ad de México, a catoree de junio da dos mil 
dier;isiete. 

En términos d a nonnatlva aplicable, con el 
otir;io de remisión de los utos y /a copia certificada de la 
ejecutoria de cuenta, rmense los expedientes impreso y 
electrónico correspondientes al toca de revisión relativo al juicio 
de amparo promovido po -quejoso citado al rubro,~ont ctos 
del Congreso de la n y de otras autoridadeli. Acús recibo, 
en la inteligencia que /a versión digital de este pro ido, que se 
remita al órgano jurisdiccional mencionado en la cuenta, por 
medio del MINTERSCJN a que se refiere el Acuerdo General 
Plenario 1212014, hará las veces de dicho acu~on copia 
autorizada de este proveido fónnese cuader"1(/""auxiliar, al que 
deberán agregarse /os dor;umentos que no resultan 
indispensables para sustentar las determinaciones que se 
adopten en este asunto, en la inteligencia de que aquél podrá 
consulf<lrse por las partes, atendiendo a la normativa aplicable. 
Obténganse y agfflguense para ue surtan los efectos legales 
conducentes, copia certifi a de la versión electrónica del 
escrito de expresión d agravios del quejoso, así como del 
recurso de revisión a esiva de /as autoridades responsables 
Presidente de /a República y Secretario de Salud, que obran en el 
expediente electrónico, y qua corresponden al expediente 
impreso del amparo en revisión -· 

Ahora bien, vista la sentencia de veinticinco de 
mayo de dos m11 diecisiete, pronunciada por el Décimo Segundo 
Trfbuna/ Colegiado en Materia Adm~tiva del Primer Circuito, 
en el indir;ado toca de revi~"~y, en el r;aso e/ 
aul.on·zado del solicitante de amparo, hace valer recurso de 
revisión contra la sentencia de veintisiete de octubre de dos mil 
dieciséis, dictada por el titular del Juzgado Décimo Sexto de 
Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, en el 
juicio de amp<Jro - en el que se planteó la 
inconstitucionalidad de la promulgación, publicación y 
expedición de /os artículos 83 a 96 de /a Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo; lg,s diversos 234, 235, último 
párrafo, 237, 245, fracción 1, 247yJltimo párrafo, 248, 368 y 479 de 
la Ley General de Salud; laf. órdenes vetD<J/es o escn·tas al 
Comisionado Federal para la Protección Contra Riesgos 
Sanitarios, para negar la solicitud de autorización sanif<lria 
formulada por el quejoso y su ejecución; las órdenes verbales o 
escritas al Director Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, 
Psicotrópicos y Sustancias Químicas, para negar la solicitud de 



PODERJUDJ(IAL DE LA fEDERA(EÓN 
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AL REFERIRSE A ESTE OFICIO MENC!ONE 

EL NÚMERO Y LA OFICINA QUE LO G!RO 

SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS_ 
SECCIÓN OE TRAMfTE OE AMPAROS. CONTRAO~CIONES OE TESIS Y OEw\S ASUNTOS 

autorización sanitaria formulada por el quejoso y su ejecución; el 
Oficio de ocho de julio de dos mil dieciseis, 
mediante el cual se desechó la autorización sanitaria solicit<Jda 
por el quejoso y el diverso de doce de febrero 
de ese mismo año, a través del cual se requirió al quejoso que 
acreditara su interos jurídico; en la sentencia recurrida se 
sobreseyó respecto de tos actos atripuidos al Secreta!i'} ·de 
Salud, consistentes en las órde ~ verbales o escrit1fs al 
Comisionado Federal para Protección contra Riesgos 
Sanitarios, para negar la licitud de autorizac~·ón sanitaria 
formulada por el quejoso; del Comisionado Fede I para la 
Protección contra Riesgos Sanitarios, consiste tes en la 
ejecución de las órdenes verbales o escritas girad al Secretario 
de Salud, para negar la solicitud de autori ción sanitaria 
formulada por el quejoso, ni las órdenes verb es o escritas al 
director Ejecutivo de Regulación de estupefacientes, 
Psicotrópicos y Sustancias Qufmicas con mismo propósito; 
del Director Ejecutivo de Re ación e estupefacientes, 
psicotrópicos y Sustancias Qui cas, cons nte en la ejecución 
de las órdenes verbales o critas girad a irector Ejecutivo 
de Regulación de Estupe acientes, Psi · cos y Sustancias 
Qufmlcas, para negar fa solicitud autorización sanitaria 
formulada por el quejoso: asimismo,A os artículos 83 a 96 de la 
Ley Federal de Procedimiento Ad 1strativo y, negó el amparo 
con relación a los artfcu/os 234, último párrafo, 237, 245, 
fracción 1, 247, último párrafo, 248, 68 y 419 de la Ley General de 
Salud y, toda vex que el f Colegiado del conocimiento 
dejó a salvo lajurisdicció Alto Tribunal para que se haga 
cargo del estudio de los ados- artículos 234, 235, último 
párrafo, 237, 245, fracción/, 2 /timo párrafo, 248, 368 y 479 de 
la .L~y ~eneral de ~ud, pone que asuma su competencia 
or1g1nar1a. ~ 

Por otra pa e, como el delegado del Presidente 
de la Repúb~i y del Seer ario de ~glud, interpone adhesión al 
recurso de e sión princ al !,9!ffl_ulado por el autorizado del 
quejoso, co oyo en el a culo 82 de la Ley de Amparo, de 
igual forma este Máxi o Tribunal asume su competencia 
originaria respecto de die a adhesión. 

Consecu ntemente, tomando en consideración 
qu cursos de que e trata son competencia de la Suprema 
Co Justicia de la ación, con fundamento en los artículos 
107, fracción VIII, i1cis a), de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexfca os; 26, 83, 86·y 91 de la Ley de Amparo; 
10, fracción JI, incisó a y 14, fr;l6ción 11, párrafo primero, de la 
Ley Orgánica del Pod udici;Ó de la Federación; así como en el 
punto Segundo, fracb n 111, aplicado en sentido contrario y 
Tercero del Acuerdo eneral Plenario 512013, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil 
trece, se acuerda: 

/. Este Alto Tribunal asu'!1>~ Su competencia 
originaria para conocer del recurso de reyi<ión que hace valer el 
autorizado del quejoso al rubro mencionado, asi como de la 
adhesión al recurso de revisión principal que formuló el delegado 
del Presidente de la República y del Secretario de Salud. 

//. Con apoyo en los artículos 81, párrato primero 
y 80, párrafo primero, del Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, modificado mediante lnstrumerrto 
normativo publicado en el Diario Oficial de la Federación el dos de 
febrero de dos mil doce,..túmese el expediente, para su estudio, al ,. 
Ministro José Ramycossfo Dfaz, y envfense los autos a la Sala a 
fa que se encuei¡Ura adscrito, a fin de que la Presidenta de ésta 
dicte el acuerdo de radicación respectivo. En lo que atañe al 
expediente electrónico, éste será consultable por el coordinador 



SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS. 
SECCIÓN DE TRÁMITE DE AMPAROS. CONTRADICCIONES DE TESIS Y DEMÁS ASUNTOS - -
de la ponencia y por los demás servidores públicos de la misma 
que aquél autorice, una vez que este proveído sea agregado a la 
lista de notificación respectiva. 

111. Hecho lo anterior, si se considera necesaria la 
intervención del Pleno de este ~ó Tribunal, con fundamento en 
e/ numeral 87 del referido Req!!_mento, pravio dictamen o acuerdo 
que se emita, recibido el asunto en la subsecretaría general de 
acuerdos, con Ja certificación del titular de ésta, radiquese en 
Pleno y remítase al Ministro designado ponente para los efectos 
legales correspondientes; mismo procedimiento debe llevarse a 
cabo en el caso de que el eKpedi te ya se encuentre radicado en 
Pleno y se solicite que /o resue a la Sala de su adscrípción. 

IV. Las part en el juicio, por sí o por conducto 
de su representante, podran solicitar autorización de acceso al 
expediente electrónico, para si o para un tercero, proporcionando 
la CURP de ambos, siempre que cuenten ,con firma electrónica 
(FJREL) en términos de la nor'!}Ptiva aplicable;1 

V. La autoµzación para rEcibir notificaciones 
electrónicas deberá solictflirse expresamente por vía impresa o 
electrónica proporcionanÍ!o igualmente la CURP correspondiente 
a su F/REL vigente y surtirá afectos ünicamente en este 
expediente, no as/ respecto de los recursos o incidentes que 
deriven del mismo, en cuyo caso deberá solicitarse en cada uno 
de ellos. 

VI. Notifíquese, haciéndolo por medio de oficio a 
las autoridades resP,onsables, y con fundamento en los artlcu/os 
26, fracción 11, inciso c), de la Ley de Amparo, y 107, fracción XV, 
de la ConstitucjóÍI Política de /os Estados_,Unidos Mexicanos, al 
Agente del Ministerio Público de la Fed~íón adscrito a este Alto 
Tribunal, a quien deberá acompañárs,!I'! copia de los pliegos de 
expresión de agravios, por no e¡1stir constancia de que el 
Tribunal Colegiado del conocimierfto le haya hecho entrega del 
mismo; y a/ mencionado órgano jurisdiccional, por medio del 
referido MINTERSCJN, en la inteligencia de que en términos de lo 
dispuesto en el artículo 16, fracción 11, del Acuerdo General 
Plenario 1212014, el acuse de envío que se genere por el citado 
módulo de intercomunicación con m{Jtivo de la remisión de la 
versión digital de este acuerdo, ha,ée las veces del respectivo 
oficio de notificación. / 

Lo proveyó y firma el Presidente de fa Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, Ministro Luis Maria Aguilar 
Morales, quien actúa con el secretario general de acuerdos que da 
fe, licenciado Rafael Coello Cetina." FIRMADO 

Lo que transcribo a uyed para su conocimiento y 

efectos legales consiguientes. y en/vía de notificación del auto 

inserto. 

Protesto a usted m1 atenta y distinguida 

consideración. 

Ciudad de México, a veintiocho de junfo de dos mil diec!stete. 
1 
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AL REFERIRSE A ESTE OFICIO MENCIONE 

EL NÚMERO Y LA OFICINA QUE LO G!RÓ 

SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS. 
SECCIÓN OE TRAMITE OE AMPAROS. CONTRl'llJICCIONES OE TESIS Y OEMAS ASUNTOS 

QUEJOSO: 
AMIMRO EN 
/ 62312017 

OF. SSGA-!-2518912017.-CÁMARA DE DIPUTADOS DEL 
CONGRESO DE LA UNIÓN. 

OF. SSGA-I-251~17.-CÁMARA t;lE SENADORES DEL 
~GRESO DE LA UNION. 

OF. SSGA-!-2519112017.-PRESIDENTE CONSTITUCIO A.L DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICA OS, POR 
CONDUCTO DE LA SECRETARIA SALUD. 

OF. SSGA-!-2519212017 • .SECRETARIO DE SALU,. 

OF. SSGA-1-2519312017.-COMISIONADO 
PROTECCIÓN CONTRA 
{COFEPRIS). 

OF. 

ERAL PARA LA 
GOS SANITARIOS 

DE AUTORIZACIÓN 
!ÓN FEDERAL PARA LA 

SSGA-1-2519412017 .-COMISIONAD 
SANITARIA DE LA ca 
PROTECCIÓN C 
(COFEPRIS). 

A. RIEGOS SANITARIOS 

·~ ;'.;! OF. SSGA-1-2519512017.-DETOR JECUTJVO DE RE_GULACIÓN 
'·; "" DE EST EF C NTES, PSICOTROPICOS Y 
'~ i2 SUSTANCI !MICAS DE LA COMISIÓN 
8 ~ . FEDERAL PAR LA PROTECCIÓN CONTRA 
·~ f: RIE~S SANI RIOS {COFEPRIS). . 

;¡; '- OF. SSGA-1-2519612017.-AGE _E DEL MINISTERIO PUBLICO DE 
;;;'· /Í' )cA FEDERA ON ADSCRITO A LA SUPREMA 
""· ~ ORTE DE J TICIA DE LA NACIÓN. 

En e! exped nte que se menciona al margen, el 

Pre~e de la Suprema 

acu~iguiente: ¡' 
¡ 

\ 
' • 

arte de Justicia de la Nación dictó el 

"QUEJbso: 

A~P RO EN REVISI 
6231. 017 
S SECRETARÍA GENERAL DE 
A UERDOS 
SECCIÓN DE TRAMITE DE 
AMPAROS, CONTRADICCIONES DE 
TESJS Y DEMAS ASUNTOS 

En fa Ciudad de México, a catorce de junio de dos 
mil diecisiete, se da cuenta al Presidente de la Suprema Corte de 
Jus_~it;ia de la Nación con lo siguiente: ---~~-~~-__ 
~-~~~00~c,o,n~•,•"""'d~o: Presentado en: 
1. Oficio 11-1581 de dos de Junio del año en Original 
curso, del índice del Décimo Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito, registrado en Ja Oficina 
de Certificación Judicial y Correspondencia 
de esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación con el folio 029298. 



SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS. 
SECCIÓN DE TRÁMITE DE AMPAROS CONTRADICCIONES DE TESIS Y DEMÁS ASUNTOS 

2. Resolución de veinticinco de mayo ü/timo, Copia certificada 
dictada por el órgano colegiado citado º" lineas precedentes, en el amparo en revisión 

3. Juicio de amparo- Un cuaderno 

4. Amparo en revisión- Un cuaderno 

5. Pruebas relativas al mencionado juicio de Dos legajos 
amnaro. 
6. Disco compacto. Una pieza 

~' 7. Sobre amarillo cerrado. ---------· 
Contiene acuse de recibo a OJ PJF. 

. . . . 
Las constancias anteriores se rec1b1eron en la 

Oflcina de Certiflcación Judicial y Correspondencia de esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación el nueve de junio de dos 
mil diecisiete. Conste. 

Ciudad de México, a catorce de junio de dos mil 
diecisiete. 

En términos de la normativa aplicable, con el 
oficio de remisión de los alJfos y la copia certificada de la 
ejecutoria de cuenta, fórmense los expedientes impreso y 
electrónico correspondientes al toca de revisión relativo al juicio 
de amparo promovido por el quejoso citado al rubro, contra actos 
del Congreso de la Unión y de otras auton'dades. AcUsese recibo, 
en la inteligencia de que Ja versión digital de este proveído, que se 
remita al órgano jurisdiccional mencionado en la cuenta, por 
medio del MINTERSCJN a que se refiere el Acuerdo General 
Plenario 1212014, hará las veces de dicho acuse. Con copia 
autorizada de este proveído fórmese cuaderno auxiliar, al que 
deberán agregarse /os documentos que no resulten 
indispensables para sustentar las determinaciones que se 
adopten en este asunto, en la inteligencia de que aquél podrá 
consult.Jrse por fas partes, atendiendo a la normativa aplicable. 
Obténganse y agréguense para que surtan los efectos legales 
conducentes, copia certificada de la versión electrónica del 
escrito de expresión de agravios del quejoso. asi como del 
recurso de revisión adhesiva de las autoridades responsables 
Presidente de la RepUblica y Secretario de Salud, que obran en el 
e1<pediente electrónico, y que corresponden al expediente 
impreso del amparo en revisión -

Ahora bien, vista la sentencia de veinticinco de 
mayo de dos mil diecisiete, pronunciada por el Décimo Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
en el indicado toca de revisión - y, en el caso el 
autorizado del solicitante de amparo, hace valer recurso de 
revisión contra la sentencia de veintisiete de octubre de dos mil 
dieciséis, dictada por el titular del Juzgado Décimo Sexto de 
Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, en el 
¡u1c10 de amparo - en el que se planteó la 
inconstitucionalidad de la promulgación, publicación y 
expedición de los artículos 83 a 96 de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo; los diversos 234, 235, ü/tlmo 
párrafo, 237, 245, fracción/, 247, último párrafo, 248, 368 y 479 de 
la Ley General de Salud; las órdenes verbales o escritas al 
Comisionado Federal para la Protección Contra Riesgos 
Sanitarios, para negar la solicitud de alJforización sanitaria 
formulada por el quejoso y su ejecución; las órdenes verbales o 
escritas al Director Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, 
Psicotrópicos y Sustancias Químicas, para negar la solicitud de 
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autorización sanitaria formulada por el quejoso y su ejecución; el 
Oficio de ocho de julio de dos mil dieciséis, 
mediante el cual se desechó la autorización sanitaria solicitada 
por el quejoso y el diverso de doce de febrero 
de ese mismo año, a través del cual se requirió al quejoso que 
acredit<Jra su interés jurídico; en fa sentencia recurrida se 
sobreseyó respecto de los actos atribuidos al Secretario de 
Salud, consistentes efl las órdenes verbales o escritas al 
Comisionado Federal para la Protección contra .Riesgos 
Sanitarios, para negar la solicitud de autorización/ sanitaria 
formulada por el quejoso; del Comisionado Fede/al para la 
Protección contra Riesgos Sanitarios, consistphtes en la 
ejecución de las órdenes verbales o escritas girad Sal Secretario 
de Salud, para negar la solicitud de autori -ción sanitilria 
formulada por e/ quejoso, ni las órdenes verb es o escritas al 
director Ejecutivo de Regulación de estupefacientes, 
Psicotrópicos y Sustancias Químicas, con e mismo propósito; 
del Director Ejecutivo de Regulación e estupefacientes, 
psicotrópicos y Sustancias Quimicas, cons· nte en Ja ejecución 
de las órdenes verbales o escritas girad irector Ejecutivo 
de Regulación de Estupefacientes, Psi cos y Sustancias 
Químicas, para negar Ja solicitud d autorización sanitaria 
formulada por el quejoso; asimismo, f s artfculos 83 a 96 de la 
Ley Federal de Procedimiento Ad trativo y, negó el amparo 
con relación a /os articulos 234, 2 , último párrafo, 237, 245, 
fracción 1, 247, último párrafo, 248, 8 y 479 de fa Ley General de 
Salud y, toda vez que elena Colegiado del conocimiente 
dejó a salvo fa jurisdicción e e t /to Tribunal para que .se haga 
cargo del estudio de los · c 'dos artículos 234, 235, último 
párrafo, 237, 245, fracción/, 247, ·1timo párrafo, 248, 368 y 479 de 
la .L!Y ~eneraf de ~d, se im one que asuma su competencia 
or1g1nar1a. ~ 

Por otra parte como el delegado del Presidente 
de la Repúb~i y del Secreta o de Salud, interpone adhesión al 
recurso de sión princip formulado por el autorizado del 
quejoso, co oyo en el a ·culo 82 de la Ley de Amparo, de 
igual forma este Máximo Tribunal asume su competencia 
originaria respecto de dicha dhesión. 

Consecuent mente, tomando en consideración 
qu cursos de que se rata son competencia de la Suprema 
Co Justicia de la fljac · n, con fundamento en los artículos 
101, fracción VIII, /neis~ a de la Constitución Política de /os 
Estados Unidos Mexicanos, 26, 83, 86 y 91 de la Ley de Amparo; 
10, fracción 11, inciso a), y 4, fracción JI, párrafo primero, de la 
Ley Orgánica del Poder Ju r¡cial de Ja Federación; así como en el 
punto Segundo, fracción 1ftf, aplicado en sentido contrario y 
Tercero del Acuerdo General Plenario 512013, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil 
trece, se acuerda: __,.,.,.--· 

l. Este Alto Tribunal--"lfsume su competencia 
originaria para conocer del recurso de revisión que hace valer el 
autorizado del quejoso al rubro mencionado, asi como de la 
adhesión al recurso de revisión principal que formuló el delegado 
del Pre.si dente de la República y del Secretario de Salud. 

//.Con apoyo en /os artículos 81, párrafo primero 
y 86, párrafo primero, del Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, modificado mediante instrumento 
normativo publicado en e ,Diario Oficial de Ja Federación e/ dos de 
febrero de dos mil d , Wmese el expediente, para su estudio, al 
Ministro José Ra n Cossío Diaz, y envíenselos autos a la Sala a 
la que se encuentra adscrito, a fin de que la Presidenra de ésta 
dicte e/ acuerdo de radicación respectivo. En Jo que atañe al 
expediente electrónico, éste será consulhlble por e/ coordinador 

----------
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de la ponencia y por los demás servidores públicos de la misma 
que aqui!I autorice, una vez que este proveido sea agregado a la 
lista de notificación respectiva. 

JI/. Hecho /o anterior, si se considera necesaria la 
intervención del Pleno de este A Tribuna/, con fundamento en 
e/ numeral 87 de/ referido Reg ento, previo dictamen o acuerdo 
que se emita, recibido el nto en la subser;retaria genera/ de 
acuerdos, con la certificación del titular da esta, radíquese en 
Pleno y remitase al Ministro designado ponento para los efectos 
legales correspondientes; mismo procedimiento debe llevarse a 
cabo en el caso de que el expediente ya se enr;uentre radicado en 
Pleno y se solici)e que lo resuelva la Sala de su adscripción. 

IV. Las partes n e/ juicio, por si o por conducto 
de su representante, podr· solicitar autorización de acceso al 
expediente electrónico, p a sJ o para un tercero, proporcionando 
la CURP de ambos, si pre que cuenten con firma electrónica 
(FIREL) en terminas efe la normativa aplicable. 

V. La autorización para recibir notificaciones 
electrónicas deberá solicitarse expresamente por vía impresa o 
electrónica proporcionando igualmente la CURP correspondiente 
a su FIREL vigente y surtirá efectos únicamente en este 
expediente, no as~r pecto efe los recursos o incidentes que 
deriven del mismo, cuyo caso deberá solicitarse en cada uno 
de el/os. 

VI. Notifiquese, haciéndolo por medio de oficio a 
las autoridades responsables, y con fundamento en los artículos 
26, fracción 11, inciso c), de la Ley de Amparo, y 107, fracción XV, 
da la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al 
Agente del Ministerio Público de la Federación adscrito a este Alto 
Tribuna/, a quien deberá acompañársale copia de los pliegos de 
expresión ~e gravios, por no o/(Ístir constancia de que el 
Tribunal Col lacto del conoc/t;;i fito le haya hecho entrega del 
mismo; y mencionado órg o jurisdiccional, por medio del 
referido MINTERSCJN, en la in ligencia de que en términos da lo 
dispuesto en e/ articulo 16, fracción 11, del Acuerdo General 
Plenario 1212014, el acuse de envio que se genere por e/ citado 
módulo de intercomunicación con motivo de la remisión de la 
versión digital de este acuerdo, hace las veces del respectivo 
oficio efe notificación. 

Lo proveyó y firma el. Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación~inistro Luis Maria Aguilar 
Morales, quien actúa con el secreta 10 genei-al da acuerdos que da 
fe, licenciado Rafael Coello Cetina ' FIRMADO 

Lo que transcribo a usted para su conocimiento y 

efectos legales consiguientes, y en vía de notificación del auto 

inserto. 

Protesto a usted m1 , a:\enta y distinguida 

consideración. / 
Ciudad de México, a veintiocho de junio de dos mil diecisiete. 

. 1 
'" • ..,, .. , 
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QUEJOSO: 
AMPARO EN 

,,,- 62312017 

OF. SSGA-J-25189/2017.-CÁMARA DE DIPUTADOS DEL 
CONGRESO DE LA UNIÓN. 

OF. SSGA-1-25190/2017.-CÁMARA DE SENADORES 
CONGRESO DE LA UNIÓN. 

OF. SSGA-l-2519'iÉc/ .-PRESIDENTE CONSTJTUCIONA DE LOS 
DOS UNIDOS MEXICANO , POR 

NDUCTO DE LA SECRETARÍA DE LUD. 

OF. SSGA-!-2519212017.-SECRET ARIO DE SALUD. 

OF. SSGA-1-25193/2017.-COM!SIONADO 
PROTECCIÓN CONTRA 
{COFEPRIS). 

OF. SSGA-J-25194/2017.-COMISIONADO E AUTORIZACIÓN 
SANITARIA DE LA COMISI. N FEDERAL PARA LA 
PROTECCIÓN CritN-R-4 RIEGOS SANITARIOS 
(COFEPRlS). -·~. 

OF. SSGA-1-2519512017.-DETOR EJ CUTIVO DE R~GULACIÓN 
DE EST EF IE ES, PSICOTROPICOS y 
SUSTANCI QUÍ ICAS DE LA COMISIÓN 
FEDERAL PARA A PROTECCIÓN CONTRA 
RIE~S SANtTA OS {COFEPRJS). 

OF. SSGA-1-2519612017.-AGENT DEL MINISTERIO PÚBLICO DE 
,f' ,,,i!' FEDERACI. ADSCRITO A. LA SUPREMA 
~ ORTE DE JUS JCIA DE LA NACION. 

En el expedie e que se menciona al margen, el 

Pre~e de la Suprema C 

ac~siguiente: 
e de Justicia de la Nación dictó el 

' 

' UEJOSO: __ _ 

MPARO EN REVISt'óÑÑUMERO: 
2312(1'17 

SUBSECRETARiA GENERAL DE 
ACÚERDOS 
SECCIÓN DE TRÁMITE DE 
AMPAROS, CONTRADICCIONES DE 
TESIS Y DEMAS ASUNTOS 

En Ja Ciudad de México, a catorce de junio de dos 
mil diecisiete, se da cuenta al Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia de fa Nación con lo siguiente; 

Contenido: Presentado en: 
1. Oficio 11-1581 de dos de junio del año en Original 
curso, del Indice del Décimo Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
d~I Primer Circuito, registrado en la Oficina 
de Certifieaelón Judicial y Correspondencia 
de esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación con el follo 029298. 
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2. Resolución de veinticinco de mayo último, Copia certificada 
dictada por el órgano colegiado citado en 
líneas precedentes, en el amparo en revisión 

3. Juicio de amparo--- Un cuaderno 

, 4. Amparo en revisión -------+.ucnco'ucacdo,c,cn=o~--, 
ec-~--------------~+o--~--' 5. Pruebas relativas al mencionado Juicio de Dos legajos 

am ª-'º-·----------------j-------~ 6. Disco compacto. Una pieza 

7. Sobre amarillo cerrado. 

Contiene acuse de recibo a OJ PJF. 

Las constancias anteriores se recibieron en la 
Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de estil 
Suprema Corte de Justicia de la Nación el nueve de junio de dos 
mil diecisiete. Conste. 

Ciudad de México, a catorce de junio de dos mil 
diecisiete. 

En términos de la normativa aplicable, con el 
oficio de remisión de los autos y la copia certificada de la 
ejKutoria de cuenta, fórmense los expedientes impreso y 
electrónico correspondientes al toca de revisión relativo al juicio 
de amparo promovido por e/ quejoso citado al rubro, contra actos 
del Congreso de la Unión y de otras autoridades. Acúsese recibo, 
en la inteligencia de que la versión digital de este proveido, que se 
remita al órgano jurisdiccional mencionado en la cuenta, por 
medio del MINTERSCJN a que se refiere el Acuerdo General 
Plenario 12/2Q14, hará /as veces de dicho acuse. Con copia 
autorizada de esto proveido fórmese cuaderno auxiliar, al que 
deberán ¡¡gregarse los documentos que no resulten 
indispensables para sustentar las determinaciones que se 
adopten en este asunto, en /¡¡ Inteligencia de que aquél podrá 
consultarse por las partes, atendiendo a la normativa aplicable, 
Obténganse y agréguense para que surtan los efectos legales 
conducentes, copia certificada da la versión electrónica del 
escrito de expresión de agravios del quejoso, asi como del 
recurso de revisión adhesiva de las autoridades responsables 
Presidente de la República y Secretario de Salud, que obran en el 
expediente electrónico, y que corresponden al expediente 
impreso del amparo en revisión -

Ahora bien, vista la sentencia de veinticinco de 
mayo de dos mil diecisiete, pronunci¡¡da por el Décimo Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
en el indicado toca de revisión - y, en el caso el 
autorizado del solicitante de amparo, haca valer recurso de 
revisión contra la sentencia de veintisiete de octubre de dos mil 
dieciséis, dictada por el titular del Juzgado Décimo Sexto de 
Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, en el 
juicio de amparo - en el qua se planteó la 
inconstitucionalidad de la promulgación, publicación y 
expedición de los articulas 83 a 96 de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo; los diversos 234, 235, último 
párrafo, 237, 245, fracción 1, 247, último párrafo, 248, 368 y 479 de 
la Ley General de Salud; las órdenes verba/es o escritas al 
Comisionado Federal para /a Protección Contra Riesgos 
Sanitarios, para negar la solicitud de autorización sanitaria 
formulada por el quejoso y su ejecución; las órdenes verbales o 
escritas al Director Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, 
Psicotrópicos y Sustancias Químicas, para negar la solicitud de 
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autorización sanitaria formulada por el quejoso y su ejecución; el 
Oficio de ocho de julio de dos mil dieciséis, 
mediante el cual se desechó la autorización sanitaria solicitada 
por el quejoso y el diverso , de doce de febrero 
de ese mismo afio, a través del cu<JI se requirió al quejoso que 
acreditara su interés jurídico; en la sentencia recuffid<J se 
sobreseyó respecto de los actos atribuidos al Secretario de 
Salud, consistel'ftes en las órdenes verbales o escritas al 
Comisionado Federal para la Protección contra Riesgos 
Sanitarios, para negar la solicitud de autorización sanitaria 
formulada por el quejoso; del Comisionado Federill p<1ra lil 
Protección contra Riesgos Sanitarios, consistentes en la 
ejecución de fas órdenes verbales o escritas girad<1s al Secretario 
de Salud, para negar la solicitud de autorización sanitaria 
formulada por el quejoso, ni las órdenes verbales. O escritas af 
director Ejecutivo de Regulación de es-tupefacientes, 
Psicolrópicos y Sustancias Qulmlcas, con el mismo propósito; 
del Director Ejecutivo de Regulación de J'estupdacientes, 
psicotrópico.s y Sustancias Químicas, cons· te en la ejecución 
de /as órdenes verbales o escritas girad, /rector Ejecutivo 
de Regulación de Estupefacientes, Psic cos y Sustancias 
Químicas, para negar la solicitud de utorlzación sanitaria 
formulada por el quejoso; asimismo, /os rtlcu/os 83 a 96 de la 
Ley Federal de Procedimiento Ad~st tivo y, negó el amparo 
con relación a /os artículos 234, 235/' · /timo párrafo, 237, 245, 
fracción 1, 247, último párTafu, 248, 368 479 de la Ley General de 
Salud y, toda vez que el;.gnal legiado del conocimiento 
dejó a salvo lajurisdicció e e te A Tribunal para que se haga 
cargo del estudio de los cad s artfcu/os 234, 235, último 
párTafo, 237, 245, fracción 1, 247, ú mo párrafo, 248, 368 y 479 de 
fa .L?Y ~eneral de Si#_ud, se impo e que asuma su competencia 
or1g1nar1a. ~ 

Por otra parte, mo el delegado del Presidente 
de la Repúb~i y del Secretari de Salud, interpone adhesión al 
recurso de sión principal rmu/ado por el auton·zado del 
quejoso, co oyo en el arti u/o 82 de la Ley de Amparo, de 
igual forma este MáKimo bunal asume su competencia 
originaria respecto de dicha a esión. 

Consecuente ente, tomando en consider<1ción 
qu cursos de que .se tr ta son competencia de la Suprema 
Co Justicia de la N¡ició , con fundamento en /os artículos 
107, fracción VIII, incisot a), e fa Constitución Polilica de los 
E.stados Unidos Mexicands; , 83, 88 y 91 de la Ley de Amparo; 
10, fracción 11, Jnci.so a), Y 1 fracción 11, párTafo primero, de la 
Ley Orgánica del Poder Judic I de la Federación; así como en el 
punto Segundo, fracción 111, aplicado en sentido contrario y 
Tercero del Acuerdo Genera Plenario 512013, publicado en el 
Diilrio Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil 
trece, .se acuerda: 

l. Este Alto Tribunal me su competencia 
originaria para conocer del recurso revisión que hace valer el 
autorizado del quejoso al rubro mencionado, así como de la 
adhesión al recurso de revisión principal que formuló el deleg<1do 
del Presidente de la República y del Secretario de Salud. 

JI. Con apoyo en /os artículos 81, párrafo pn·mero 
y 88, párrafo primero, del Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nació 'Odificado mediante instrumento 
normalivo publicado en iatio Oficial de la Federación el dos de 
febrero de dos mil d e, túrnese el expediente, para su estudio, al 
Ministro José Ra!Jl6n Cossio Díaz, y enviense los autos a la Sala a 
la que se encueñtra adscrito, a fin de que la Presidenta de ésta 
dicte el acuerdo de radicación respectivo. En lo que atane al 
expediente electrónico, éste será consultable por el coordinador 
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de la ponencia y por los demás servidores püblicos de la misma 
que aquél autorice, una vez que este proveído sea agregado a la 
lista de notificación respectiva. 

111. Hecho lo anterior, si se r;onsidera necesaria la 
intervención del Pleno de este:i!!?:lt 'ribunaf, con fundament.f,en 
el numeral 87 del referido Regl ento, previo dictamen o acuerdo 
que se emita, recibido el asun en la subsecretaria general de 
acuerdos, con la certificación del titular de ésta, radíquese en 
Pleno y remítase al Ministro designado ponente para los efectos 
legales correspondientes; mismo procedimiento debe llevarse a 
cabo en el caso de que el eKpediente ya se encuentre radicado en 
Pleno y se solicite que lo resuelva la Sala dii,su adscripción. 

IV. Las partes en el juicio, por sí o por conducto 
de su representante, podrán s9/ícitar autorización de acceso al 
expediente electrónico, para o para un tercero, proporcionando 
Ja CURP de ambos, siem e que cuenten con firma electrónica 
(FJREL) en términos de la ormativa aplicable. 

V. La a torización para recibir nolificaciones 
electrónicas deberá solicitarse expresamente por vía impresa o 
electrónica proporcionando igualmente la CURP correspondiente 
a su FIREL vigente y surtipi"' efectos únicamente en este 
expediente, no así respectrfJe los recursos o incidentes que 
deriven del mismo, en cuy! caso deberá solicitarse en cada uno 
de ellos. 

VI. Notfflquese, haciéndolo por medio de oficio a 
las autoridades responsables, y con fundamento en los artículos 
26, fracción JI, inciso c), de la Ley de Amparo, y 107, fracción XV, 
de la ConstitUción Política de los Estados Unidos Mexicanos, al 
Agente del Ministerio Público de la Federación adscrito a este Alto 
Tribunal, a quien deberá acompañársele copia de /os pliegos de 
expresión de agravios, por no existir onstancla de que el 
Tribunal Cole$?;i ó del conocimiento f haya hecho entrega del 
mismo; y a/ ncionado órgano ju diccional, por medio del 
referido MINT. SCJN, en la intelige cia de que en términos de lo 
dispuesto en el articulo 1tl, fracción 11, del Acuerdo General 
Plenario 1212014, el acuse de envio que se genere por el citado 
módulo de intercomunicación con motivo de la remisión de la 
versión digital de este acuerdo, hace las veces del respectivo 
oficio de notificación. 

Lo proveyó y firma el Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, Ministro Luis Maria Aguilar 
Morales, quien actúa con el secre:.a,n general de acuerdos que da 
fe, licenciado Ratae/ Coello Cetin¡ FIRMADO 

Lo que transcribo a usted para su conocimiento y 

efectos legales consiguientes, y en via de notificación del auto 

inserto. 

Protesto a usted mi atenta y distinguida 

consideración. 

Ciudad de México, a veintiocho de junio de dos mil diecisiete. .. ,' '_·,;,. ', 

·". 

~ '. ' ·-, . .. -·· ···' 
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SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS_ 
SECCIÓN DE TRAMITE DE AMPAROS, CONIBADICCIONES DE TESIS Y DEMÁS ASUNTOS. 

QUEJOSO-: 

CPA EN 
l/2017 

SSGA-1-251891201 :-CÁMARA DE OF. DIPUTADOS DEL 
CONGRESO DE LA UNIÓN. 

OF. SSGA-1-2519012017.-CÁMARA DE SENADORES DEL 
CONGRESO DE LA UNIÓN. 

OF. SSGA-1-2519112017.-PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, POR 

OF. SSGA-l-25~:7~:::::T~AR:::::L:::~É SALUD. 

OF. SSGA-l-2'9312017.-COMJSJONADO FE,d~RAL PARA LA 
PROTECCIÓN CONTRA f,}OS SANITARIOS 
{COFEPRlS). 

OF. SSGA-1-2519412017.-COMISIONADO DE AUTORIZACIÓN 
SANITARIA DE LA COM! ÓN FEDERAL PARA LA 
PROTECCIÓN C RIEGOS SANITARIOS 
(COFEPRIS). 

OF. SSGA-1-2519512017.-DETOR ECUTJVO DE REGULACIÓN 
DE EST EF IE PSICOTRÓPJCOS Y 
SUSTANCI au· lCAS DE LA COMISIÓN 
FEDERAL PARA LA PROTECCIÓN CONTRA 
RlE~S SANITA OS (COFEPR!S). • 

OF. SSGA-1-2519612017.-AGENTE EL MINISTERIO PUBLICO DE 
,;/' );t FEDERACIÓ ADSCRITO A. LA SUPREMA 
~- ORTE DE JUST IA DE LA NACION. 

_,.En el expedien que se menciona al margen, el 

Pre~:,.~¡; la Suprema Co de Justicia de la Nación dictó el 

acu~iguiente: 

GENERAL DE 

DE 
DE 

En la Ciudad de México, a catorce de junio de dos 
mil diecisiete, se da cuenta al Presidente de la Suprema Corte de 
:!flsticia de la Nación con lo siguie0n0to0'---~~-----º 

Contenido: Presentado en: 
1. Oficio /l-15'B'1ºde dos de jcunc,c.occdocl'on•·o~ocn-CDCcriginaf 
curso, del índice del Décimo Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Cirr:uito, registrado en la Ofir:ina 
.de Certificación Judir:ial y Correspondencia 
de esta Suprema Corl.e de Justicia de la 
Nación con el folio~0,2,92,9e80. __ ~ -----·'----
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2. Resolución de veinticinco de mayo último, Copia certificada 
dictada por el órgano colegiado citado en 
lineas precedentes, en el amparo en revisión 

Un cuaderno 

Un cuaderno 

5. Pruebas relativas al mencionado juicio de 

ampar9.~--~- ----------+c~-~-----j 
6. Disco compacto. Una pieza 

Dos legajos 

7. Sobre amarillo cerrado. 

Entiene acuse de recibo a OJ PJF. --· 

Las constancias anteriore•'~•'•-•'•'o';b'•'· •'•'o-o-o'o~I•' 
Offcina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación el nueve de junio de dos 
mfl diecisiete. Conste. 

Ciudad de México, a catorce de junio de dos mil 
diecisiete. 

En términos de la normativa aplicable, con el 
oficio de remisión de los autos y la copia certificada de la 
ejecutoria de cuenta, fórmense Jos expedientes impreso y 
electrónico correspondientes al toca de revisión relativo al juicio 
de amparo promovido por el quejoso citado al rubro, contra actos 
del Congreso de la Unión y de otras autoridades. Acúsese recibo, 
en /<1 inteligencia de que la versión digital de este proveido, que se 
remita al órgano jurisdiccional mencionado en la cuenta, por 
medio del MINTERSCJN a que se refiere el Acuerdo General 
Plenario 1212014, hará las veces de dicho acuse. Con copia 
autorizada de este proveido fünnese cuaderno auxiliar, al que 
deberán agregarse /os documentos que no resulten 
indispensables para sustentar las detenninaciones que se 
adopten en este asunto, en la inteligencia de que aquél podrá 
consultarse por las pal1es, atendiendo a la normativa aplicable. 
Obténganse y agréguense para que surl<ln los efectos legales 
conducentes, copia cel1ificada de la versión electrónica del 
escrito de expresión de agravios del quejoso, asi como del 
recurso de revisión adhesiva de las autoridades responsables 
Presidente de la República y Secretario de Salud, que obran en el 
expediente electrónico, y que corresponden al expediente 
impreso del amparo en revisión -

Ahora bien, vista la sentencia de veinticinco de 
mayo de dos mil diecisiete, pronunciada por el Décjmo Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
en el indicado toca de revisión -y, en el caso el 
autorizado del solicitante de amparn, hace valer recurso de 
revisión contra la sentencia de veintisiete de octubre de dos mil 
dieciséis, dictada por el titular del Juzgado Décimo Sexto de 
Distnlo en Materia Administrativa en la Ciudad de México, en el 
1u1c10 de amparo - en el que se planteó la 
inconstitucional/dad de la promulgación, publicación y 
expedición de los artículos 83 a 96 de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo; los diversos 234, 235, último 
párrefo, 237, 245, fracción/, 247, último párrafo, 248, 368 y 479 de 
la Ley General de Salud; las órdenes verbales o escritas al 
Comisionado Federal para /a Protección Contra Riesgos 
Sanitarios, para negar la solicitud de autorización sanit<Jria 
formulada por e/ quejoso y su ejecución; las órdenes verbales o 
escritas al Director Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, 
Psicotrópicos y Sustancias Químicas, para negar la solicitud de 
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autorización sanitaria formulada por el quejoso y su ejecución; el 
Oficio de ocho de julio de dos mil dieciséis, 
mediante el r:ua/ se deser:hó la autorización sanitaria solir:itada 
por el quejoso y el diverso de doce de febrero 
de ese mismo año, a través del cual se requirió al quejoso que 
acreditara su interés jurídico; en la sentencia recurrida se 
sobreseyó respecto de los actos atribuidos al Secretario de 
Salud, consistentes en las órdenes verbales o escritas al 
Comisionado Federal para la Protección contra Riesgos 
Sanitarios, para negar Ja solicitud de autorización sanitaria 
formulada por el quejoso; del Comisionado Federal para la 
Protección contra Riesgos Sanitarios, consistentes en la 
ejecución de las órdenes verbales o escritas giradas.al Secretarlo 
de Salud, para negar la solir:itud de autorizaCión sanitaria 
formulada por el quejoso, ni las órdenes verbal~s o escritas al 
director Ejecutivo de Regular:ión de .'estupefacientes, 
Psicotrópicos y Sustancias Químicas, con el .fflismo propósito; 
del Director Ejecutivo de Regula~ión d'7' estupefacientes, 
psicotrópicos y Sustancias Químicas, con171· nte en fa ejecución 
de las órdenes verbales o escritas girad irector Ejecutivo 
de Regulación de Estupefacientes, Psic · cos y Sustancias 
Químicas, para negar la solicitud da jJutorización sanitaria 
formulada por el quejoso; asimismo, los árticulos 83 a 96 de la 
Lay Federal de Procedimiento Ad&mistr tivo y, negó el amparo 
con relación a los artículos 234, 2~ /timo párrafo, 237, 245, 
fracción 1, 247, último párrafo, 248, 368 479 de la Ley General de 
Salud y, toda vez que e/anal C egiado del conocimiento 
dejó a salvo la jurisdicción e e e Alt Tribunal para que se haga 
cargo del estudio de los cado artículos 234, 235, último 
párrafo, 237, 245, fracción /, 247, ú/ti o párrafo, 248, 368 y 479 de 
la _L~y ~eneral de S&ud, se impon que asuma su competencia 
or1g1nar1a. ~ 

Por otra parte, co el delegado del Presidente 
de la Repúb~i y del Secretario d Salud, irtterpone adhesión al 
recurso de e sión principal fo u/ado por el autorizado del 
quejoso, co oyo en e/ articul 82 de la Ley de Amparo, de 
igual forma este Máximo Trib al asume su compmencia 
originaria respecto de dicha adhes · n. 

Consecuentem$nt tomando en consideración 
qu cursos de que se trata s n competencia de la Suprema 
Co Justicia de Ja Nación, ~o fundamento en /os artículos 
107, fracr:ión VIII, inciso a), de11 Constitución Politica da los 
Estados Unidos Mexicanos; 26, 83, 86 y 91 de la Ley de Amparo; 
10, fracción 11, inciso a), y 14, fra Ión 11, párrafo primero, de fa 
Ley Orgánica del Poder Judicial de a Federación; así como en e/ 
punto Segundo, fracción 111, apli do en sentido contrario y 
Tercero del Acuerdo General Plenario 512013, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el veintiuno de ma de dos mil 
trece, se acuerda: 

/. Este Alto Tribunal ume su competencia 
originaria para conocer del recurso de evisión que hace valer el 
autorizado del quejoso al rubro mencionado, asi como de la 
adhesión al recurso de revisión principal que formuló el delegado 
del Presidente de la República y del Secretario de Salud. 

11. Con apoyo en los articulas 81, párrafo primero 
y 86, párrafo primero, del Reglamento /rtterior de fa Suprema Corte 
de Justicia de fa Nación, modificado mediante instrumento 
normativo publicado en ;Jf._iillrio Oficial de Ja Federación el dos de 
febrero de dos m~·¡ do , túrnese el expediente, para su estudio, al 
Ministro José Ra · Cossio Dlaz, y enviense los autos a la Sala a 
la que se encue adscrito, a fin de que fa Presidenta de ésta 
dicte el ar:uerdo de radicación respectivo. En lo que atañe al 
expediente electrénico, éste será consultable por el coordinador 
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de la' ponencia y por los demás servidores públic:os de la misma 
que aquél autorice, una vez que este proveído sea agregado a la 
lista de notificación respectiva. 

//f. Hecho lo anterior, si se r:onsidera necesaria la 
intervención del Pleno de este Alto Tribunal, con fundamento en 
el numeral 87 del referído~egla ento, previo dictamen o acuerdo 
que se emita, recibido el a nto en la subsecretaría general de 
acuerdos, con fa certific ión del titular de ésta, radlquese en 
Pleno y remltase al Ministro de5ignado ponente para los efectos 
legales correspondientes; mismo procedimiento debe llevarse a 
cabo en el caso de que e/ expediente ya se encuentre radicado en 
Pleno y se solicite que lo resuelva 1 ala de su adscripción. 

/V. Las parl.es /juicio, por sí o por conducto 
de su representante, podrán oficltar autorización de acceso al 
expediente electrónico, para sí o para un tercero, proporcionando 
la CURP de ambos, siempre que cue1Tten con firma electrónica 
(FIREL} el! términos de la normativa aplicable. 

V. La autorización para recibir notificaciones 
electrónicas deberá solicitarse e~resamente por vía impresa o 
electrónica proporcio1Tand?!ig fmente /a CURP correspondiente 
a su FIREL vigente y s irá efectos únicamente en este 
expediente, no así respe o de los recursos o incidentes que 
deriven del mismo, en cuyo caso deberá solicitarse en cada uno 
de ellos. 

VI. Notifíquese, haciéndolo por medio de oficio a 
las autoridades respomables, y con fundamento en los artículos 
26, fracción //, i~cis ,(), de la Ley·de Amparo, y 107, fracción XV, 
de la Constitució Polílica de los Esta.~os Unidos Mexicanos, al 
Agente del Mini rio Público de la Federación adscrito a este Alto 
Tribunal, a quien deberá acompañái's,ele <?>Pia de los pliegos de 
expresión de agravios, por no exi!'st· consta1Tcia de que el 
Tribunal Colegiado del conocimien e haya hecho entrega del 
mismo; y a/ mencionado órgano risdiccional, por medio del 
referido MINTERSCJN, en la inteligencia de que en términos de lo 
dispuesto en el articulo 16, fracción 11, del Acuerdo General 
Plenario 1212014, el acuse de envio que se genere por el citado 
módulo de intercomu1Ticación con motivo de la remisión de la 
versión digital de este acuerdoytfuce las veces del respectivo 
oficio de notificación. ¡ 

Lo proveyó y firma el Presidente de la Suprema 
Corl.e de Juslicia de /a Nación, Ministro Luís María Aguilar 
Morales, quien actüa con el secretario general de acuerdos que da 
fe, licenciado Rafael Coalla Cetina." FIRMADO 

Lo que transcribo a usted para su conocimiento y 

efectos legales consiguientes, y en via de notificación del auto 

inserto. 

Protesto a usted mi atenta y distinguida 

consideración. 

Í 
Ciudad de México, a veintiocho de junio de dos mil diecisiete. 

... ,. 
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QUEJO,SO: 
AM~RO EN 
/ _23/2017 

OF. SSGA-1-2518912017.-CÁMARA DE DIPUTADOS DEL 
CONGRESO DE LA UNIÓN. 

OF. SSGA-1-25190/2017.-CÁMARA DE SENADORES DEL 
CONGRESO DE LA UNIÓN. 

OF. SSGA-1-25191/2017.-?RESIDENTE CONSTJTUC\ÓNAL DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICl\NOS, POR 
CONDUCTO DE LA SECRETARíf'DE SALUD. 

OF. SSGA·l-~51~9~2017.-SECRE7ARIO DE SA/Ú~. 
OF. SSGA-1·251 17.-COMISIONADO EDERAL PARA LA 

OTECCIÓN CONTRA GOS SANITARIOS 1 
COFEPRlS). o 

OF. SSGA-1-2519412017.-COMISIONA DE AUTORIZACIÓN 
SANITARIA DE LA CO ISIÓN FEDERAL PARA LA 
PROTECCIÓN CO RIEGOS SANITARIOS 
(COFEPRIS). 

OF. SSGA-1-25195/2017.-D~TO ECUTlVO DE REGULACIÓN 
DE EST EF NTES, PSICOTRÓPICOS Y 
SUSTANCI Q ÍMICAS DE LA COMISIÓN 
FEDERAL PAR LA ?ROTECCJÓN COl'tTRA 
RIE~S SANIT R!OS (COFEPRIS). 

OF. SSGA-1-2519612017.-AGEN DEL MINISTERIO PÚBLICO DE / %' FEDERACt N ADSCRITO A_ LA SUPREMA 
~-ORTE DE JU CIA DE LA NACtON. 

, En el expedie te que se menciona al margen, el 
; 

Pr~eide la Suprema <y 
acu~iguiente: '. 

e de Justicia de la Nación dictó el 

''. 'fiJOSO: 
A PARO EN 
62 2017 
S SECRETARÍA GENERAL DE 
AC ERDOS 
SECCIÓN DE TRÁMITE DE 
AMPAROS, CONTRADICCIONES DE 
TESIS Y DEMAS ASUNTOS 

En la Ciudad de México, a catorce de junio de dos 
mil diecisiete, se da cuanta al Presidente da la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación con lo si"uiente: 

Contenido: Presentado en: 
1. Oficio 11-1581 de dos de junio del afio en Original 
curso, d~ Indice dol Décimo Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito, registrado en la Oficina 
de Certificación Jud/claf y Correspondencia 
do ''" Suprema Corle do Justicia do ,, 
Nación con el folio 029298. 
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2. Resolución de veinticinco de mayo último, Copia certificada 
dictada por el órgano colegiado citado '" lineas precedentes, en el amparo en revisión 
28712016. 
3. Juicio de amparo--- Uncuademo 

4. Amparo en revisión- Un cuaderno 

5. Pruebas relativas al mencionado juicio de Dos legajos 
am-aro. 
6. Disco compacto. Una pieza 

7. Sobre amarillo cerrado. --·· -
Contiene acuse de recibo a OJ PJF. 

. . . . 
Las constancias antenores se recibieron en la 

Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación el nueve de junio de dos 
mil diecisiete. Conste. 

Ciudad de México, a catorce de junio de dos mil 
diecisiete. 

En términos de la normativa aplicable, con el 
oficio de remisión de los autos y la copia certificada de la 
ejecutoria de cuenta, fórmense Jos expedientes impreso y 
electrónico correspondientes al toca de revieión relativo al juicio 
de amparo promovido por el quejoso citado al rubro, contra actos 
del Congreso de la Unión y de otras autoridades. Acúsese recibo, 
en la inteligencia de que la versión digital de este proveido, que se 
remita al órgano jurisdiccional mencionado en la cuenta, por 
medio del MINTERSCJN a que se refiere el Acuerdo General 
Plenario 1212014, hará las veces de dicho acuse. Con copia 
autorizada de este proveido fórmese cuaderno auxiliar, al que 
deberán agregarse los documentos que no resulten 
indispensables para sustentar las determinaciones que se 
adopten en este asunto, en la inteligencia de que aquél podré 
consultarse por fas partes, atendiendo a /a normativa aplicable. 
Obténganse y agréguense para que surtan los efectos legales 
conducentes, copia certificada de la versión electrónica del 
escrito de expresión de agravios del quejoso, así como del 
recurso de revisión adhesiva de las autoridades responsables 
Presidente de la República y Secretario da Salud, que obran en el 
expediente electrónico, y que corresponden al expediente 
impreso del amparo en revisión -

Ahora bien, visii'"ía"s;ñtencia de veinticinco de 
mayo de dos mil diecisiete, pronunciada por el Décimo Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
en el indicado toca de revisión - y, en e/ caso el 
autorizado del solicitante de amparo, hace valer recurso de 
revisión contra la sentencia de veintisiete de octubre de dos mil 
dieciséis, dictada por el titular del Juzgado Décimo Sexto de 
Distn'to en Materia Administrativa en fa Ciudad de México, en el 
¡u1c10 de amparo - en el que se plartteó la 
inconstitucional/dad de la promulgación, publicación y 
expedición de los artículos 83 a 96 de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo; los diversos 234, 235, último 
p¡[¡rrilfo, 237, 245, fracción 1, 247, último párrafo, 248, 368 y 419 de 
fa Ley General de Salud; las órdenes verbales o escritas al 
Comisionado Federal para la Protección Contra Riesgos 
Sanitarios, para negar fa solicitud de autorización sanitaria 
formulada por el quejoso y su ejecución; las órdenes verbales o 
escritas al Director Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, 
Psicotrópicos y Sustancias Químicas, para negar la solicitud de 

.• 
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autorización sanitaria formulada por el quejoso y su ejecución; el 
Oficio de ocho de julio da dos mil dieciséis, 
mediante al cual se desechó Ja autorización sanitaria solicitada 
por el quejoso y el diverso , de doce de febrero 
de ese mismo año, a través del cual se requirió al quejoso que 
acreditara su interés jurídico; en la senRincia recurrida se 
sobreseyó respecto de /os actos atribuidos al Secretario de 
Salud, consistentes en /as órdenes verbales o ,éscritas al 
Comisionado Federal para la Protección ~on fa Riesgos 
Sanitarios, para negar la solicitud de autoriz ión sanitaria 
formulada por el quejoso; del Comisionado ederal para la 
Protección contra Riesgos Sanitarios, co istentes en la 
ejecución de las órdenes verbales o escritas gi das al Secretario 
de Salud, para negar la solicitud de au rización sanitaria 
formulada por el quejoso, ni Jas órdenes v rbales o escritas al 
director Ejecutivo de Regulación e estupefacientes, 
Psicotrópicos y Sustancias Químicas, co el mismo propósito; 
del Director Ejecutivo de Regulació de estupefacientes, 
psicotrópicos y Sustancias Químicas, co ~te en la ejecución 
de las órdenes verbales o escritas gir: a irector Ejecutivo 
de Regulación de Estupefacientes, P c cos y Sustancias 
Químicas, para negar la solicitud e autorización sanitaria 
formulada por el quejoso; asimismo /os artículos 83 a 91i de la 
Ley Federal de Procedimiento Ad 'strativo y, negó al amparo 
con relación a lo.s articulos 234, último párrafo, 237, 245, 
fracción 1, 241, último páffato, 248, 68 y 479 de la Ley General de 
Salud y, toda vez que e19un I Colegiado del conocimienro 
dejó a salvo Ja jurisdicción e e t Alto Tribunal para que se haga 
cargo del estudio de los c dos artículos 234, 235, último 
párrafo, 231, 245, fracción 1, 247, '/timo párrafo, 248, 31i8 y 479 de 
la _L~y ~enera/ de ~ud, se im one que asuma su competencia 
or1g1nana. ~ 

Por otra parte, como et delegado del Presidente 
de la Repúb~i y del Secretar de Salud, interpone adhesión al 
recurso de sión principal formulado por el autorizado del 
quejoso, co oyo en el art culo 82 de la Ley de Amparo, de 
igual forma este Máximo ribunal a.sume su competencia 
originaria respecto de dicha a hesión. 

Consecuente ente, tomando en consideración 
qu ursas de que se t ta son competencia de la Suprema 
Co usticia de la Nació con fundamento en /os artículos 
107, fracción VIII, inciso 'a), e fa Constitución Politica de lo.s 
Estados Unidos Mexicanos;1 2 83, 86 y 91 de la Ley de Amparo; 
10, fracción f/, inciso a), y 14, fracción 11, párrafo primero, de la 
Ley Orgánica del Poder Judir;i de Ja Federación; así como en el 
punto Segundo, fracción 10, p/icado en sentido contrario y 
Tercero del Acuerdo General Plenario 512013, publicado en el 
Diario Qficial de la Federación el veintiuno de m de dos mil 
trece, se acuerda; 

f. Este Alto Tribunal ume su competencia 
originaria para conocer del recurso de revisión que hace valer el 
autorizado del quejoso al rubro mencionado, así como de la 
adhesión al recurso de revisión principal que formuló el delegado 
del Presidente de fa República y del Secretario de Salud. 

11. Con apoyo en /os artículos 81, párrafo primero 
y Bli, párrafo primero, del Reglamento Interior de fa Suprema Corte 
de Justicia de la Nación,, modificado mediante instrumento 
normativo publicado en el·Diario Oficial de la Federación el dos de 
febrero de do.s mil dgpé,'túmese et expediente, para su estudio, al 
Ministro José RafP_dn Cossio Diaz, y anviense los autos a la Sala a 
la que se encurfntra adscrito, a fin de que la Presidenta de ésta 
dicte el acuerdo de radicación respectivo. En lo que atane al 
expediente electrónico, éste será consultable por el coordinador 

- ---------------------



SUBSECRETARiA GENERAL DE ACUERDOS. 
SECCIÓN DE TRAMITE DE AMPAROS, CONTRADICCIONES DE TESIS Y DEMÁS ASUNTOS. 

de la ponencia y por los demás servidores públicos de la /nisma 
que aquél autorice, una ve.z que este proveido sea agregado a la 
lista de notificación respectiva. 

111. Hecho Eº ant rior, si se considera necesaria la 
intervenr:ión del Pleno de e Alto Tribunal, con fundamento en 
el numeral 87 del referido eglamento, previo dictamen o acuerdo 
que se emita, recibido e/ asunto en la subsecretaria general de 
acuerdos, con la cer1ificacíón del titular de ésta, radique.se en 
Pleno y remítase al Ministro designado ponente para Jos efectos 
legales correspondientes; mismJJ,-procedimiento debe llevars.e a 
cabo en el caso de que el exppd1ente ya se encuentre radicado en 
Pleno y se solicite que lo relÍuelva 1,. Sala de su adscripción. 

/V. Las parles en e/ juicio, por si o por conducto 
de su representante, podrán solicitar autorización de acceso al 
expediente electrónico, para sí o para un tercero, proporcionando 
la CURP de ambos, siempre que cuenten con firma electrónica 
(F/REL} en términos de la norm'!tiva aplicable. 

V. La autopiación para recibir notificaciones 
electrónicas deberá soli9t-:írse expresamente por vía impresa o 
electrónica proporcion<Jtído igualmente la CURP correspondiente 
a su FIREL vigente y surlirá efectos únicamente en este 
expediente, no asi respecto de los recursos o inciderrtes que 
deriven del mismo, en.cuyo caso deberá solicitarse en cada uno 
de ellos. .. /..' 

V.( Notifiquese, haciéndolo por medio de oficio a 
/as autoridades responsables, y con fundamento en los arliculos 
26, fracción /1, inciso c), de la Ley de Amparo, y 107, fracción XV, 
de la Constitución Política de /os Estados Unidos Mexicanos, al 
Agente del Ministerio Público de /a Federación adscrito a este Alto 
Tribunal, a quien debed. acompañársele copia de los pliegos de 
expresión de agravios, por no existir constancia de que el 
Tribunal GDiegiado del conocimiento le flaYa hecho entrega del 
mismo; y a/ mencionado órgano juri:>diccional, por medio del 
referido MINTERSCJN, en la inteligencia de que en términos de fo 
dispuesto en el arlicu/o 16, fracción 11, del Acuerdo General 
Plenario 1212014, el acuse de envio que se genere por el citado 
módulo de intercomunicación con motivo de la remisión de la 
versión digital de este acuerdo, hace las veces del respectivo 
oficio de notificación. /' 

Lo proveyó y firma,e1 Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación,/ Ministro Luis Maria Agui/ar 
Morales, quien actúa con el secretario general de acuerdos que da 
fe, licenciado Rafael Coello Cetina." FIRMADO 

Lo que transcribo a usted para su conocimiento y 

efectos legales consiguientes, y en via de notificación del auto 

inserto. 

Protesto a usted mi atenta y distinguida 

consideración. 

/ 
Ciudad de México, a veintiocho de junio de dos mil diecisiete. 

i 

' 
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QUEJOSO: 
A~PÁRO EN 

/ 623/2017 

OF. SSGA-1-25189/2017.-CÁMARA DE DIPUTADOS DEL 
CONGRESO DE LA UNIÓN. 

OF. SSGA-1-25190/2017.-CÁMARA DE S_ENADORES DEL 
CONGRESO DE LA UNIÓN. l' -' OF. SSGA-1-25191/2017.-PRESIDENTE C~TJTUCIONAL DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, POR 
CONDUCTO DE LA SEC TARfA DE SALUD. 

OF. SSGA-1-2519212017.-SECRETARIO/E SALUD. 

OF. SSGA-1-25193/2017.-COM!SIONiDO FEDERAL PARA LA 
PROTECCIÓN co ~RA ~os SANITARIOS 
(COFEPRIS). V 

OF. SSGA-1-25~94l 7.-COMI NADO . DE AUTORIZACIÓN 
S ARIA DE 'A COMISION FEDERAL PARA LA 

TECCIÓN ~A RIEGOS SANITARIOS 
( FEPRIS). 

OF. SSGA-1-25195/2017.-DI 
DE EST 
SUSTANCI 
FEDERAL 

RIE~ 

OF. SSGA-1-25196/2017.­

,,f ~ FEO 
~-ORTE 

TOR EJECUTIVO DE REGULACIÓN 
F CIENTES, PSICOTRÓPJCOS Y 

QUÍMICAS DE LA COMISIÓN 
PARA LA PROl'ECCIÓN CONTRA 
ANITARIOS {COFEPRJS). 

ENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO DE 
CIÓN ADSCRITO A LA SUPREMA 

JUSTICIA DE LA lllACIÓN. 

En el ex ediente que se menc!ona al margen, el 

' Pre~e de Ja Supre 

ac~slguiente: 
Corte de Justicia de la Nación dictó el 

"QUEJOSO: 
A~MR'ARO EN REVISf 
62 2017 
S BSECRETARÍA GENERAL DE 

CUERDOS 
SECCIÓN DE TRÁMTTE DE 
AMPAROS, CONTRADICCIONES DE 
TESIS Y DEMÁS ASUNTOS 

En Ja Ciudad de México, a r:atorce de junio de dos 
mil dier:isiete, se da cuenta al Presidente de la Suprema Corle de 
Justicia de la Nación con Jo siauiente: 

Contenido: Presentado en: 
1. Oficio 11-1581 de dos de junio del año en Original 
r:urso, do/ indice do/ Décimo Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito, registrado en la Oficina 
de Certificación Judicial y Correspondencia 
do .... Suprema Corle do Justicia do ,, 
Nación con el folio 029298. 
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2. Resolución de veinticinco de mayo último, Copia certificada 
dictada por el órgano colegiado citado en 
líneas precedentes, en el amparo en revisión 

3. Juicio de amparo- Un cuaderno 

4. Amparo en revisión ------+.u'-nCoOuC•OdO•Om"'oo----i 

5. Pruebas relativas al mencionado juicio de Dos legajos 
am aro. 
6. Disco compacto. Una pieza 

7. Sobre amarilfo cerrado. -··-
Contiene acuse de recibo a OJ PJF. 

Las constancias anteriores se recibieron en la 
Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta 
Suprema Corle de Justicia de la Nación el nueve de junio de dos 
mil diecisiete. Conste. 

Ciudad de México, a catorce de junio de dos mil 
diecisiete. 

En términos de la nonnatlva aplicable, con el 
oficio de remisión de los autos y la copia cett/flcada de fa 
ejecutoria de cuenta, fórmense los expedientes impreso y 
electrónico correspondientes al toca de revisión relativo al juicio 
de amparo promovido por el quejoso citado al rubro, contra actos 
del Congreso de la Unión y de otras autoridades. Acúsese recibo, 
en la inteligencia de que la versión digital de este proveído, que se 
remita al órgano jurisdiccional mencionado en la cuenta, por 
medio del MINTERSCJN a que se refiere el Acuerdo General 
Plenario 1212014, hará las veces de dicho acuse. Con copia 
autorizada de este proveido fórmese cuaderno auxiliar, al que 
deberán agregarse /os documentos que no resulten 
indispensables para sustentar las determinaciones que se 
adopten en este asunto, en fa inteligencia de que aquél podrá 
consultarse por las parl.es, atendiendo a la normativa aplicable. 
Obténgarsse y agréguense para que surlan los efectos legales 
conducentes, copia certificada da la versión electrónica del 
escn·to de expresión de agravios del quejoso, así como del 
recurso de revisión adhesiva de las autoridades responsables 
Presidente de la República y Secretario de Salud, qua obran en el 
expediente electrónico, y que corresponden al expediente 
impreso del amparo en revisión -

Ahora bien, vista la sentencia de veinticinco de 
mayo de dos m11 diecisiete, pronunciada por el Décimo Segundo 
Tribuna/ Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
en el Indicado toca de revisión - y, en el caso el 
autorizado del soficitante de emparo, hace valer recurso de 
rflVislón contra la sentencia de veinlisiete de octubre de dos mil 
dieciséis., dictada por el titular del Juzgado Décimo Sexto de 
Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, en el 
juicio de amparo - en el que se planteó fa 
inconsUtucionaltdad de la promulgación, publicación y 
expedición de los artículos 83 a 96 de la Ley Federal de 
Procedimierrto Admínistrativo; los diversos 234, 235, último 
párrafo, 237, 245, fracción 1, 247, ú/Umo párrafo, 248, 368 y 479 de 
la Ley General da Salud; las órdenes verbales o escritas al 
Comisionado Federal para fa Protección Contra Riesgos 
Sanitarios, para negar la solicitud de autorización sanitaria 
fonnu/ada por eJ quejoso y su ejecución; las órdenes verbales o 
escritas al Director Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, 
Psicotrópicos y Sustancias Químicas, para negar la solicitud de 

·' 
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autorización sanit.aria formulada par el quejoso y su ejecución; ef 
Oficio de ocho de julio de dos mil dieciséis, 
mediante el cual se desechó la autorización sanitaria solicitada 
por el quejoso y el diverso de doce de febrero 
de ese mismo año, a través del cual se requirió al quejoso que 
acreditara su interés jurfdíeo; en la sentencia recurrida se 
sobreseyó respecto de los actos atribuidos al Secretario de 
Salud, consistentes en las órdenes verbales o escritas al 
Comisionado Federal para la Protección.'' contra Riesgos 
Sanlt.arios, para negar Ja solicitud de ª1.ff.Otización sanitaria 
formulada por el quejoso; del Comision do Federal para la 
Protección contra Riesgos Sanitarios, consistentes en la 
ejecución de las órdenes verbales o escri s giradas al Secretarlo 
de Salud, para negar la solicitud d autorización sanitaria 
formulada por el quejoso, ni las órde s verfJales o escritas al 
director Ejecutivo de Regulaci de estupefacientes, 
Psic-otrópic-os y Sustancias Qufmíca , con ef mismo propósito; 
del Director Ejecutivo de Regu ción de estupefacientes, 
psicotrópicos y Sustancias Quimic , con@· te en la ejecución 
de fas órdenes verllalos o escrita girad. a irector Ejecutivo 
de Regulación de Estupefacient , Pslc cos y Sustancias 
Qufmleas, para negar la solic ud de autorización sanitaria 
formulada por el quejoso: asimi mo, los artículos 83 a 96 de la 
Ley Federal de Procedimiento drfWiistratívo y, negó el amparo 
con relación a los artículos 2 , 23'!;> último p(Jrrafo, 237, 245, 
fracción 1, 247, último párrafo, , 368 y 479 de la Ley Genera/ de 
Salud y, toda vez qua el na/ Colegiado del eonoefmiento 
dejó a salvo la jurisdicción e Alto Tribunal para que se haga 
cargo def estudio de los cados artículos 234, 235, último 
párrafo, 237, 245, fracción f, 2 7, último párrafo, 248, 368 y 479 de 
la .L!Y ~enera/ de 5@(,_ud, se pone que asuma su competencia 
ong1nar1a. ~ 

Por otra pa , como el delegado del Presidente 
de la Repúb~I y del Secre rio de Salud, interpone adhesión al 
recurso de ión princi / formulado por el aut.orizado del 
quejoso, eo oyo en el a culo 82 de fa Ley de Amparo, de 
igual forma este Máximo Tribunal asume su competencia 
originaria respecto de dicha hesión. 

Consecuente ente, tomando en consideración 
qu cursos de que se ta son competencia de la Suprema 
Co Justicia de la Nació con fundamento en /os artículos 
107, fracción VIII, inciso a), la Constitución Politica de los 
Estados Unidos Mexicanos; 26, 83, 86 y 91 de la Ley de Amparo; 
10, fracción 11, inciso a), y 14, fracción 11, párrafo primero, de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; asf como en el 
punto Segundo, fracción 111, aplicado en sentido contrario y 
Tercero del Acuerdo General Plenario 512013, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil 
trece, se acuerda: 

J. Este Alto Tribunal asum~- eompetencía 
originarla para conocer del recurso de revpr;tin que hace valer a/ 
autorizado del quejoso al rubro mencionado, así como de la 
adhesión al recurso de revisión principal que formuló el delegado 
del Presidente de la República y del Secretario de Salud. 

11. Con apoyo en los artículos 81, párrafo primero 
y 86, párrafo primero, del Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, modificado mediante instrumento 
normativo publicado en el !Jiario Oficial de la Federación el dos de 
febrero de dos mil~doce Aürnese el expediente, para su estudio, al 
Ministro José Ramó osslo Dlaz, y enviense los aut.os a la Sala a 
la que se encue9 adscrito, a fin de que la Presidenta de ésta 
diete el acuerdó de radicación respectivo. En lo que atane al 
expediente electrónico, éste será consultable por e/ coordinador 
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de la ponencia y por los demlls setvidores públicos de la misma 
que aquél autorice, una vez que este provefdo sea agregado a la 
lista de notificación respectiva. 

111. Hecho lo anterior, si se considera necesaria la 
Intervención del Pleno de esta Alt ,Tribuna/, con fundamento en 
e/ numeral 87 del referido Re ento, previo dictamen o acuerdo 
que se emita, recibido el unto en Ja subsecretaria general de 
acuerdos, con la certificación del titular de éste, radíquese en 
Pleno y remítase al Ministro designado ponente para los efectos 
legales correspondientes; mismo procedimiento debe llevarse a 
cabo en el caso de que el expediente ya se encuentre radicado en 
Pleno y se solicite que lo resuelva la ~la de su adscripción. 

IV. Las partes~n r]uicio, por sí o por conducto 
de su representante, podrán icitar autorización de ai:ceso al 
expediente electrónico, para í o para un tercero, proporcionando 
la CURP de ambos, síempre que cuenten con firma electrónica 
(FIREL) en términos de la normativa aplicable. 

V. La autorización para recibir notifii:aciones 
electrónicas deberá solicita expresamente por vla impresa o 
eleclrónica proporclon<Jn igualmente la CURP correspondiente 
a su FIREL vigente surtirá efei:tos únicamente en este 
expediente, no así respecto de /os rei:ursos o incidentes que 
deriven del mismo, en cuyo caso deberá so/icit.arse en cada uno 
de elfos. 

VI. Notifiquese, haciéndolo por medio de oficio a 
las autoridades resP, nsables, y con fundamento en los artículos 
26, fracción 11, in · o c), de la Ley de Amp<Jro, y 107, fracción XV, 
de Ja Constit ón Política de los Estados Unidos Mexicanos, al 
Agente del Mi isterio Público de~a Fe ráCión adscrito a este Alto 
Tribunal, a quien deberá acompa - ele copia de /os pliegos de 
expresión de agravios, por n existir constancia de que el 
Tribunal Colegiado del conocimiento le haya hecho, entrega del 
mismo; y al mencionado órgano jurisdiccional, poi. medio del 
referido MINTERSCJN, en la inteligegcia de que en térrñinos de Jo 
dispuesto en el artículo 16, fraéción 11, del Acuerdo General 
Plenario 1212014, el acuse '!fJl''1ivto que se genere por e/ citado 
módulo de intercomunicacfón con motivo de la remisión de la 
versión digital de esto acuerdo, hace las veces del respectivo 
oficio de notificación. 

Lo proveyó y firma el Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, Ministro Luis María Aguilar 
Morales, quien actúa con el secretario genera/ de acuerdos que da 
fe, licenciado Rafael Coe/lo Cetina." FIRMADO 

' Lo que lrans~ó a usted para su conocimiento y 

efei:tos legales consiguientes, y en vía de notificación del auto 

inserto. 

Protesto a usted m1 atenta y distinguida 

consideración. 

' Ciudad de México, a veintiocho de~unio de dos mil diecisiete. 
' 

.. _, . 

,, 
,r 
:. ·'i 
--··-'.· 

' . : 



PODERJUO!(IAl DE lA fIDERAOÓN 

~Uf'lt•MA CORTE O• JUSllC"' OE lA NACOÓI< 

' '\ 
. ',: -
' 

' ... <,· I 

AMPARO ErEVISIÓN 

s¿o11 

~ ' ~:: 
" = ;'~ • 

"" ' ' ' 
-... 

,;: ' - ; -
~ - ' 

'•-, ~~ - .~ ~~ " '' = -_-, ¡-¡ G. 
·-L.: ,_ -·g¡ < .. O 

"' " i3 o- ~ 

" 
~ u~ 

AL REFERIRSE A ESTE OFICIO MENCIONE 

El NÚMERO Y LA OFlCINAQUE LO GtRÓ 

SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS. 
SECCIÓN DE TRJ\MllE DE AMPAROS. CONTRADICC!ONES DE lESIS Y OEMAs ASUNTOS 

QUEJOSO; 
AMP~RO EN 

/23/2017 

SSGA-J-2518912017 ~CÁMARA DE OF. DIPUTADOS DEL 
CONGRESO DE LA UNIÓN. 

OF. SSGA·l-25190/2017.-CÁMARA DE .-· SENADORES DEL 
CONGRESO DE LA UNIÓN~-

• 
OF. SSGA-1-25191/2017.-PRESJDENTE ,J.NSTITUCJONAL DE LOS 

ESTADOS UNIDO;~ MEXICANOS, POR 

OF. 

OF. 

CONDUCTO DE LAS CRETARÍA DE SALUD. 

SSGA-t-25193/2017.-COMISI NADO FEDERAL PARA LA 
PROTECCIÓN NTRA QOS SANITARIOS 
(COFEPRIS). o 

SSGA-1-2519412017.-CO tSJONADO E AUTORIZACIÓN 
SANITARIA D LA COMISIÓN FEDERAL PARA LA 
PROTECCIÓ C~ RIEGOS SANITARIOS 
(COFEPRIS 

OF. SSGA-!-251z7.-DI TOR EJECUTIVO DE RE_GULACIÓN 
EST EF !ENTES, PSICOTROPICOS Y 

STANC QUfMtCAS DE LA COMISIÓN 
FEDERA PARA LA PROTECCIÓN CONTRA 
RIE~ SANITARIOS {COFEPR!S). • 

OF. SSGA-1-25196/2017.- GENTE DEL MINISTERIO PUBLICO DE 
LA FEO RACIÓN ADSCRITO A. LA SUPREMA 

ORTE E JUSTICIA DE LA NACION. 
i 

1
, /. En el $c ediente que se menciona al margen, el 

' . Pre~e de la Supre- Corte de Justicia de la Nación dictó el 

acJW'siguiente: : 

AMP. O 
62 17 

"Q~EJ'so: 

U ECRETARÍA GENERAL DE 
ERDOS 

-·'sECCJÓN DE TRAMITE DE 
AMPAROS, CONTRADICCIONES DE 
TESTS Y DEMÁS ASUNTOS 

En fa Ciudad de México, a catorce de junio de dos 
mi! diecisiete, se da cuenta al Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación con lo si-uiente: 

Contenido: Presentado en: 
1. Oficio 11-1581 de dos de junio del año en Original 
curso, .. , índice d•I Décimo Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Prfmer Circuito, registrado en /a Oficina 
de Cet1/ficación Judicial y Correspondencia 

•• "" Suprema Corte •• Justicia •• ,, 
Nación con el folio 029298. 
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2. Resolución de veinticinco de mayo último, Copia certificada 
dictada por el órgano colegiado citado en 
líneas precedentes, en el amparo en revisión 

3. Juicio de amparo Un cuaderno 

4. Amparo en revisión Un cuaderno 

5. Pruebas relativas al mencionado juicio de Dos legajos 
am aro. 
6. Disco compacto. Una pieza 

7. Sobre amarillo cerrado. -----

Contiene acuse de recibo a OJ PJF. 

Las constancias anteriores se recibieron en fa 
Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia da asta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación el nueva de junio de dos 
mil diecisiete. Conste. 

Ciudad de México, a catorce de junio de dos mil 
diecisiete. 

En términos de fa normativa aplicable, con el 
oficio de remisión de /0$ autos y la copia certificada de la 
ejecutoria de cuenta, fórmense los expedientes impreso y 
electrónico correspondientes. al roca de revisión relativo a/ juicio 
de amparo promovido por el quejoso citado al rubro, contra actos 
del Congreso de fa Unión y de otras autoridades. Acúsese recibo, 
en la inteligencia de que la versión digital de este proveído, que se 
remita al órgano jurisdiccional mencionado en la cuenta, por 
medio del MINTERSCJN a que se rafiere el Acuerdo Genaral 
Plenario 1212014, hará las veo:;es de dio:;ho ao:;use. Con copia 
autorizada de este proveído fórmese cuaderno auxiliar, al qua 
deberán agregarse los documentos que no resulten 
indispensables para sustentar las determinaciones que se 
adopten en este cni:unto, en la inteligencia de que aquél podrá 
consultarse por las partes, atvndiendo a la normativa aplicable. 
Obténganse y agréguense para que surlan /os efectos legales 
conducentes, copia certificada de Ja versión electrónica del 
escrito de expresión de agravios del quejoso, así como del 
recurso de revisión adhesiva de las autoridades responsables. 
Presidente de la República y Secretario de Salud, que obran en el 
expediente electrónico, y que corresponden al expedienta 
impreso del amparo en revisión -

Ahora bien, vista la sentencia de veinticinco de 
mayo de dos mil diecisiete, pronunciada por el Décimo Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
en el Indicado toca de revisión - y, en el caso e/ 
autorizado del solicitante de amparo, hace valer recurso de 
revisión contra la sentencia de veintisiete de octubre de dos mil 
dieciséis, dictada por el titular del Juzgado Décimo Sexto de 
Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, en el 
JUICIO de amparo - en el que se plantvó la 
inconstitucionalidad de la promulgación, publicación . y 
expedición de los artículos 83 a 96 de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo; los diversos 234, 235, último 
párrafo, 237, 245, fracción 1, 247, último párrafo, 248, 368 y 478 de 
la Ley Genera/ de Salud; las órdenes verbales o escritas al 
Comisionado Federal para la Protección Contra Riesgos 
Sanítan·os, para negar la solicitud de autorización sanitaria 
formulada por e/ quejoso y su ejecución; fas ótdenes verbales o 
eso:;ritas al Director Ejecutivo de Regulación de Estupefacierrtes, 
Psicotrópicos y Sustancias Químicas, para negar la solicitud de 
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autorización sanitaria formulada por el quejoso y su ejecución; el 
Oficio de ocho de julio de dos mil dieciséis, 
mediante el cual se desechó /a autorización sanitaria solicitada 
por el quejoso y el divers de doce de febrero 
de ese mismo afio, a través del cual se requirió al quejoso que 
acreditara su interés jurídico; en la sentencia recurrida se 
sobreseyó respecto de /os actos atribuidos al Sec:ret.Jrio de 
Salud, consistentes en las órdenes verbales o escritas al 
Comisionado Federal para la Protecci~h contra Riesgos 
Sanitarios, para negar la solicitud de ;iutorización sanit.Jria 
formulada por el quejoso; del Comisicjiado Federal para la 
Protección contra Riesgos Sanitarios, consistentes en la 
ejecución de las órdenes verbales o ese "tas giradas al Secretarlo 
de Salud, para negar Ja solicitud e autorización sanitaria 
formulada por el quejoso, ni las órd nes verbales o escn·tas al 
director Ejecutivo de Regufac n de estupefacientes, 
Psicotrópicos y Sustancias Químic s, con el mismo propósito; 
del Director Ejecutivo de Reg /ación de estupefacientes, 
psicotrópicos y Sustancias Quími s, con~· e en la ejecución 
de fas órdenes verbales o escrit s girad a irector Ejecutivo 
de Regulación de Estupefacien s, Psic cos y Sust<lncias 
Químicas, pera negar la solí itud de autorización san/feria 
formulada por el quejoso; asi ismo, los artículos 83 a 96 de la 
Ley Federal de Procedimiento Ad~stratlvo y, negó el amparo 
con relación a los artículos 34, 23'5( úftimo párrafo, 237, 245, 
fracción 1, 247, último párrafo 248, 368 y 479 de Ja Ley General de 
Salud y, toda vez que el una/ Colegiado del conocimiento 
dejó a salvo la jurisdicción e Atto Tribunal para que se haga 
cargo del estudio de tos cados artículos 234, 235, último 
párrafo, 237, 245, fracción f, 247, último párrafo, 248, 368 y 479 de 
la .L~y ~eneral de ~d, s impone que asuma su competencia 
or1g1nar1a. ~ 

Por otra p rte, como el delegado del Presidente 
de la Repúb~i y del Sec tario de Salud, interpone adhesión al 
recurso de ión prin pal formulado por el autorizado del 
quejoso, co oyo en e articulo 82 de la Ley de Amparo, de 
igual forma este Máxi Tribunal asume su competencia 
originaria respecto de dich adhesión. 

Consecue emente, tomando en consideración 
qu cursos de que s trata son competencia de la Suprema 
Co Justicia de la Na "ón, con fundamento en los artlculos 
107, fracción VIII, inciso , de fa Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos 26, 83, 86 y 91 de la Ley de Amparo; 
10, fracción 11, inciso a), y 4, fracción 11, párrafo primero, de la 
Ley Orgánica del Poder Ju cial de Ja Federación; asi como en el 
punto Segundo, fracción 1, aplicado en sentido contrario y 
Tercero del Acuerdo General Plenario 512013, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación e/ veintiuno de mayo de dos mil 
trece, se acuerda: .-----

l. Este Alto Tribuna{....-aSume su competencia 
originaria para c-onocer del recurso dé revisión que hace valer el 
autorizado del quejoso al rubro mencionado, as/ como de la 
adhesión al recurso de revisión principal que formuló el delegado 
del Presidente de la República y del Secretario de Salud. 

11. Con apoyo en los artículos 81, párrafo primero 
y 86, párrafo primero, del Reglamento Interior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, modificado mediante Instrumento 
normativo publicado en e/ Diario Oficial de Ja Federación el dos de 
febrero de dos mil doc-ri, túrnese el expediente, para su estudio, al 
Ministro José Ramón Cosslo Diaz, y envfense los autos a la Sala a 
fa que se encuéntra adscrito, a fin de que la Presidenta de ésta 
dicte el acuerdo de radicación respectivo. En lo que atañe al 
expediente electrónico, éste será consultable por el coordinador 
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de la ponencia y por /os demás servidores púb/icoa de la misma 
que aquél autorice, una vez que este proveido sea agregado a la 
lista de notificación respectiva. 

///. Hecho fo i;nterior, si se considera necesaria la 
intervención del Pfeno d~te Alto Tribunal, con fundamento en 
el numeral 87 del refetififó Reglamento, previo dictamen o acuerdo 
que se emita, recibido el asunto en la subsecretaria general de 
acuerdos, con la cerlificacfón del titular de ésta, radlquese en 
Pleno y remítase al Ministro designado ponente para los efectos 
legales correspondientes; mismo procedimiento debe llevarse a 
cabo en e/ caso de que el expediente ya se encuentre radicado en 
Pleno y se solicite qua lo resuelva la Sala de su adscripción. 

IV. Las parles ·'él juicio, por sí o por conducto 
de su representante, podr solicitar autorización de acceso al 
expediente electrónico, a sí o para un tercero, proporcionando 
la CURP de ambos, siempre que cuenten con finna electrónica 
(FIREL) en términos de la normativa aplicable. 

V. La auton·zación para recibir notificaciones 
electrónicas deberá solicitarse resamente por vía impresa o 
electrónica proporr;ionando · a/mente la CURP correspondiente 
a su FIREL vigente urtirá efectos únicamente en este 
expediente, no asf respecto de los recursos o incidentes que 
deriven del mismo, en cuyo caso deberá solicitarse en cada uno 
de ellos. 

VI. NoUffquese, haciéndolo por medio de oficio a 
las autoridades resP.onsables, y con fundamento en los arlícu/os 
26, fracción 11, in iSÓ c), de la Ley de Amparo, y 107, fracción XV, 
de la Constit 1ón Política de los Estados Unidos Mexicanos, al 
Agente del nisterio Público de la Federaci~ adscrito a este Atto 
Tribunal, a quien deberá acompañárse/e.-.:Opia de los pliegos da 
expresión de agravios, por no exk({ir constancia da que el 
Tribunal Colegiado del conocimie6Ío le haya hecho entrega del 
mismo; y al mencionado órgano jurisdiccional, por medio del 
referido MINTERSCJN, en la inteligencia de que en términos da lo 
dispuesto en el articulo 16, fracción 11, del Acuerdo General 
Plenario 1212014, el acuse de envio-·qile se genere por e/ citado 
módulo de intercomunicación c6tÍ motivo de Ja remisión de la 
versión digital de este acuerclo, hace las veces del respectivo 
oficio de notificación. 

Lo proveyó )1 firma el Presidente de la Suprema 
Corle de Justicia de Ja Nación, Ministro Luis Maria Agui/ar 
Morales, quien actúa con e/ secretario general de acuerdos que da 
fe, licenciado Rafael Coe/lo Cetina."JJRMADO 

Lo que transcrib~ usted para su conocimiento y 

efectos legales consiguientes, y en vía de nottficación del auto 

inserto. 

Protesto a usted mi atenta y distinguida 

consideración. 

Ciudad de México, a veintiocLe junio de dos mil diecisiete. . ... 

'., ' 

' ' , .. . 
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OF. 

OF. 

QUEJOSO: 
AMP~O EN 

¿,-.~/2017 
SSGA-1-25189/2017.:CÁMARA DE DIPUTADOS 

CONGRESO DE LA UNIÓN ... 

SSGA-1-25190/2017 .-CÁMARA 
CONGRESO DE LA U 

_¡' 

º' N. 
SENADORES 

DEL 

OEL 

OF. SSGA-!-25191/2017.-PRESIDENT CONSTITUCIONAL DE LOS 
ESTADOS UNt S MEXICANOS, POR 
CONDUCTO DEL SECRETARÍA DE SALUD. 

OF. SSGA-!-2519212017.-SECRET RIO DE SALUD. 

OF. SSGA-1-25193/2017.-COM IONADO FEDERAL PARA LA 
PROTECCIÓN CONTRA ~os SANITARIOS 
{COFEPRIS). o 

OF. SSGA-t-2519412017.-C MISIONADO DE AUTORIZACIÓN 
SANITARIA E L~~!SIÓN FEDERAL PARA LA 
PROTECCI N Cu~ RIEGOS SANITARIOS 
{COFEPRl ). 

?I!' '' UltAIJU~~ l'!f:\..~~r!li~ 
µELA.REPUOLlCÁ OF. SSGA-t-25196/20 GENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO DE 

l~~íl!ñ\íl !\ o / /,CLA ~~~~~~l:~~C~TNOAC~Ó~~ SUPREMA 

u ¡ JUL. ZU\7 "Z,. 
_ CJUC/ , En el e ped1ente que se menciona al margen, el 

..:::JU OllC ' ~ rnRecg~~~~~ N~Precte la Supre a Corte de Justtcia de la Nación dictó el 
OIREc<:ICN í'§"~!TJ(NJ 

DEAMPAR acu lgulente: 1 , 

! ¡· "Qu/.ioso: 
\ AMt/ARO 
\ ¡ 623/201T 
·,¡ SUBSECRETARfA GENERAL DE 
¡ ACUERDOS 

SECCIÓN DE TRÁMITE DE 
AMPAROS, CONTRADICCIONES DE 
TESIS Y DEMAS ASUNTOS 

En la Ciudad de México, a eatorce de junio de dos 
mil diecisiete, se da cuenta al Presidente de fa Suprema Corte de 
Justicia de la Nación con lo si-uiente: 

Contenido: Presentado en: 
1. Oficio 11-1581 de dos de junio del año en Original 
curso, do/ Indice do/ Décimo Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Cireuito, registrado en Ja Oficina 
de Certificación Judicial y Co"espondencia 
do esta Suprema Corle do Justicia do ,, 
Nación con el folio 029298. 
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2. Resolución de veinticinco de mayo último, Copia certificada 
dictada por el órgano colegiado citado en 
líneas precedentes, en el amparo en revisión 

3. Juicio de ampar~ 

4. Amparo en revisió 

5. Pruebas relativas al mencionado juicio de 
am aro. 
6. Disco compacto. 

7. Sobre amarillo cerrado. 

Contiene acuse de recibo a OJ PJF. 

Un cuaderno 

Un cuaderno 

Dos legajos 

Una pieza 

Las constancias anteriores se recibieron en fa 
Oficina de Certificación Judicial y Co"espondencia de esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación el nueve de junio de dos 
mil diecisiete. Conste. 

Ciudad de México, a catorce de junio de dos mil 
diecisiete. 

En términos de la nonnatlva aplicable, con el 
oficio de remisión de los autos y la copia certificada de la 
ejecutoria de cuenta, fórmense los expedientes impreso y 
electrónico correspondientes al toca de revisión relativo al juicio 
de amparo promovido por el quejoso citado al rubro, contra actos 
del Congreso de la Unión y de otras autoridades. Acúsese recibo, 
en la inteligencia de que la versión digital de este proveido. que se 
remita al órgano jurisdiccional mencionado en la cuenta, por 
medio de/ MINTERSCJN a que se refiere el Acuerdo General 
Plenario 1212014, hará fas veces de dicho acuse. Con copia 
autorizada de este proveido fórmese cuaderno auxiliar, al que 
deberán agregarse los documentos que no resulten 
indispensables para sustentar las determinaciones que se 
adopten en este asurrto, en la irrteligencia de que aquél podrá 
consultarse por las partes, atendiendo a la normativa aplicable. 
Obténganse y agréguense para que surl.an los efectos legales 
conducentes, copia certificada de la versión e/ectrénica del 
escrito de expresión de agravios del quejoso, así como del 
recurso de revisión adhesiva de las autoridades responsables 
Presidente de la República y Secrt?tario de Salud, que obran en el 
expediente eleclrónico, y que corresponden al expediente 
impreso del amparo en revisión -

Ahora bien, vista la sentencia de veinticinco de 
mayo de dos mil diecisiete, pronunciada por el Décimo Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
en el indicado toca de revisión - y, en el caso el 
autorizado del solicitBnte de amparo, hace valer recurso de 
revisión contra la sentencia de veintisiete de octubre de dos mil 
dieciséis, dictada por el titular del Juzgado Décimo Sexto de 
Distrito en Maton·a Administrativa en la Ciudad de México, en el 
juicio de amparo - en el que se planteó la 
inconstituciona/idad de la promulgación, publicación y 
expedición de los articulos 83 a 96 de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo; los diversos 234, 235, último 
párrafo, 237, 245, fracción 1, 247, último párrafo, 248, 368 y 479 de 
la Ley General de Salud; las órdenes verbales o escritas al 
Comisionado Federal para fa Protección Contra Riesgos 
Sanitarios, para negar la solicitud de autorización sanitaria 
formulada por el quejoso y su ejecución; las órdenes verbales o 
escritas al Director Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, 
Psicotrópicos y Sustancias Quimicas, para negar la solicitud de 

. . 

,, ( 
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autorización s<initaria formulada por el quejoso y su ejecución; el 
Oficio de ocho de julio de dos mil dieciséis, 
mediante el cual se desechó la autorización sanit.aria so/icit.ada 
por el quejoso y eJ diverso de doce de febrero 
de ese mismo año, a través del cual se requirió al quejoso que 
acreditara su lnterás jurídico; en ,#1 sentencia recurrida se 
sobreseyó respecto de los actos tribuidos al Secretar/o de 
Salud, consistentes en las órde es verbales o escrit.as al 
Comisionado Federal para la Protección contra Riesgos 
Sanitarios, para negar la solic" ud de autorización sanitaria 
formulada por el quejoso; del Comisionado Federal para /<1 
Protección contra Riesgos anitarfos, consistentes en la 
ejecución de /as órdenes verbal so escritas giradas al Secret.ario 
de Salud, para negar la s lcítud de autorización sanitaria 
formulada por el quejoso, ni as órdenes verbales o escrit.as al 
director Ejecutivo de egulación de estupefacientes, 
Psicotrópicos y Sustancias uímicas, con el mismo propósito; 
del Director Ejecutivo d Regulación de estupef<Jcientes, 
psicotrópicos y Sustancias u/micas, conG· nte en la ejecución 
de las órdenes verbales o scritas girad a /rector Ejecutivo 
de Regul<Jción de Estupe cientes, Pslc • cos y Sustancias 
Químicas, para negar I solicitud de autorización sanit.aria 
formulada por el quejoso, asimismo, los artículos 83 a 96 de la 
Ley Federal de Procedimf nto AdfiJmtstrativo y, negó eJ amparo 
con relación a los artic os 234, 21t¡ último párrafo, 237, 245, 
fracción 1, 247, último pá fo, 248, 368 y 479 de la Ley General de 
Salud y, toda vez que launa/ Colegiado del conocimiento 
dejó a salvo la jurlsdlcci n e e e Alto Tribunal para que se haga 
cargo del estudio de 1 s cados arlfculos 234, 235, último 
párrafo, 237, 245, fracci 1, 247, último párrafo, 248, 368 y 479 de 
la Ley General de lu se impone que asuma su competencia 

originaria. ~ 
Por ot parte, c mo el delegado del Presidente 

de la Repúb~i y del S cretario de Salud, interpone adhesión al 
rer:urso de Ión p cipal rmulado por el <Jutori;r:ado del 
quejoso, co oyo en el artf ufo 82 de la Ley de Amparo, de 
Igual forma este Má "mo fribunal asume su competencia 
originaria respecto de d1 ha adhesión. 

Consec ntemente, tomando en consideración 
qu cursos de que e "trata son competencia de la Suprema 
Co Justicia de la ación, con fundamento en los arliculos 
107, fracción VIII, incis a), de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexfcan s; 26, 83, 86 y 91 de la Ley de Amparo; 
10, fracción 11, inciso a), 14, frar:cfón 11, pi!irrafo primero, de la 
Ley Orgi!inica del Poder dicial de la Federación; así como en el 
p1,nto Segundo, fracción 111, aplicado en sentido contrario y 
Tercero del Acuerdo General Plenario !512013, pubficado en e/ 
Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil 
trece, se acuerda: _., 

l. Este Alto Tribunal a§,JJRT€ su competencia 
originarla para conocer del recurso de té'Visión que har;e valer el 
autorizado del quejoso al rubro mencionado, asf como de la 
adhesión al recurso de revisión principal que formuló el delegado 
del Presidente de la República y del Ser;retario de Salud. 

/f. Con apoyo en los artículos 81, párrafo primero 
y 86, pflrrafo primero, del Reglamento lrrterior de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, modificado mediante instrumento 
normativo publicado en etf)"tário Ofir;ial de la Federación el dos de 
febrero de dos mil dOffl;''iúrnese e/ expediente, para su estudio, al 
Ministro José Ramórí Cossio Dlaz, y envíenselos autos a la Sala a 
la que se encuentra adscrito, a fin de que la Presidenta de ésta 
dicte el acuerdo de radicar;ión respectivo. En lo que atañe al 
expediente electrónico, éste será consultable por eJ coordinador 

·-- --·--·· --·----
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de la ponencia y por los demás servidores públicos de la misma 
que aquél autorice, una vez que este proveido sea agregado a Ja 
lista de notificar;ión respectiva. _ 

111. Hecho lo anterior, si se considera necesaria la 
intervención del Pleno de ~Alto Tribunal, con fundamento en 
el numeral 87 del referido Reglamento, previo dictamen o acuerdo 
que se emita, recibido el asunto en /a subsecretaria general de 
acuerdos, con la certificación del titular de ésta, radíquese en 
Pfano y remirase .,¡ Ministro designado ponerrte para los efectos 
legales correspondientes; mismo procedimiento debe llevatse a 
cabo en el caso de que el expediente ya se encuentre radicado en 
Pleno y se solicite que lo res~lva la Sala de su adscripción. 

IV. Las p~s en e/ juicio, por si o por c:onducto 
de su representante, ppdrán solicitar autorízac:ión de ac:ceso al 
expediente e/ectrónic:o, para sí o para un tercero, proporc:ionando 
la CURP de ambos, siempre que c:uenten con firma electrónica 
{FIREL) en términos de fa normativa aplicable. 

V. La a11tor!3:aCÍón para recibir notificaciones 
electrónicas deberá solic:iJafse expresamente por vía impresa o 
elec:trónica proporcionanflo igualmente fa CURP correspondiente 
a su FIREL vigente y surtirá efectos únicamente en este 
expediente, no asi respecto de /os recursos o Incidentes que 
deriven del mismo, en cuyo caso deberá solicitarse en cada uno 
de el/os. 

Vl. Notifíquese, haciéndolo por medio de onclo a 
las autoridades responsables, y con fundamento en /os artfculos 
26, fracción 11, jP'rfiso c), de la Ley de Amparo, y 107, fracción XV, 
de la ConsUtución Política de /os Estados Unidos Mexicanos, al 
Agente del Ministerio Público de la Federaciaíi adscrito a este Alto 
Tribunal, a quien deberá acompañárse1é"Copía de los pliegos de 
expresión de agravios, por no existir constancia de que e/ 
Tribunal Colegiado del conocimiento le haya hecho entrega del 
mismo; y a/ mencionado ótya_!to jurisdiccional, por medio del 
referido MINTERSCJN, en la jpteligencia de que en términos de lo 
dispuesto en e/ artículo .,,1ti, fracción 11, del Acuerdo Genera/ 
Plenario 1212014, e/ acuse de envio que se genere por el citado 
módulo de intercomunicación con motivo de la remisión de la 
versión digital de este acuerdo, hace /as veces del respectivo 
oficio de notificación. ~ 

Lo proveyó y rurr;a e/ Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia de fa Naéión, MinistrO "Luis María Aguf/ar 
Morales, quien actúa con el secretario general de acuerdos que da 
fe, licenciado Rafael Coe//o Cetina." FIRMADO 

Lo que transcribo a usted para su conocimiento y 

efectos legales consiguientes, y en v!a de notificación del auto 

inserto. 

c::i Protesto 
~· 

cori.slderación.r 

<"= 
~ 

' 

atenta y distinguida 

Ciudad de;j\4éxico,: a veintiocho de junio de dos mil diecisiete. r ·. . ....... . 
'''.'.'o' __ , 1.:·. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Recepción en SCJN del acuse de recibo de órganos del 

'"' 
O~CIMO SEGUNDO TRIBUNAL ciJLEGIAOO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO 

28/0612017 10.47:00 , , 
Topoynum de exp en SCJN. AMPARO EN REVISION • 

;f 
62312017 

' 
POr acue<d_o presidencial, la(el) suwrta(o) ordena ag 'ar al presonlo e~ed;e,-m,, el acuse 
de recibo 37135·MINTER, oons!anlo de 3 fo¡as, onc!ur a esla conslanda, para efectos 
legales cornisponffientos. Conste 
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AÑO OEL CENTENARIO DE LA PROMULGACIÓN ::~••A CG-11' 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. 

SUBPROCURADURÍA CE CONTROL REGIONAL, 
PROCEO!MIENTOS PENALES Y AMPARO. 

DIRECCIÓN GENERAL DE CONTROL DE JUICIOS 
DE AMPARO. 

DIRECCIÓN DE CONTROL TÉCNICO DE AMPARO 
METROPOLITANO. 

AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO DE lA 
DSCR!TOS A LA SUPREMA 
CIA DE lA NACIÓN . 

m.k...v~ designado p0r el c. 
rvenir en el presente asunto con fundamento en 

los arliculos 107, fracción XV, de la Gonsti ión Política de los Estados Unidos Mexicanos; 5', 
fracción IV, de la Ley de Amparo: 3°, , fracción 11, inciso a), de la Ley Orgánica de la 
Procuraduria General de la República, usled.!::lm.d.el\ii1QJ:llll~O¡; 

lo 278 del Código Federal de Procedimientos Civiles 

·~~¡lj~j~';.;"~'~'~'~wt de Amparo, me permito solicitar de la !!! .delescó!Q,<,l~.demanQa•. y ~!:l!rnCia, 
éis, dictada por el Utular del Juzgado Décimo Sexto de 

Ciudad de México. en el ¡uicio de ampam -
esta Representación Social de 1a7raci6n emota la toda vel que son necesori¡¡s p 

opinión que corresponda. 

Y d~ no e~istir in venien 
Cortés R7fraz y Luz J~~ Estroda 

• Por lo antes expuesto y fund 

aut.ai(w..<1 los C..C ...... ~wji;J~rroyo Sanchez, Araceli 
ranados para recibir las copias de mérito. 

o atentamente, le ¡Hdo. 

Unlco.-Aoordar de conform ad lo solicitado. 

Ciudad d~México., a 11 de julio de 2017 • 
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AMPARO EN REVISIÓN 62312017 

f'bomJuoK1AtOELAffD<AAC1óN En dos de agosto de dos mil diecisiete, !a Secretaria de 
su•••MAC0'"º''"'nc1Ao•lA""o:lN Acuerdos da cuenta a la Presidenta de la Primera Sala de Ja 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, con el proveido de 
catorce de junio del aílo en curso, dictado por el Presidente de 
este Alto Tribunal; así como con el oficio sin número, recibido 
en Ja Oficina de Certiflc ción Judicial y Correspondencia., 
Conste. Q?' ; · ··. _;""" ··~ 

, .... 

' ; ' ' '.· ;i .. ; ,. ' 

,,,·,:·"·' 
°'· \ . '• ' ' 

' 
~-,·-." '- .-" ,,.. - ~·-,, ,_ ' 

c... -_; Cíuda~.?~M.~i.l~ .º~- de""ag0St.o.de dos mil diecisiete. 
/•· _.,,_ .. ._;,_;;;·.:·: .. ·:.:--·:·--. ' ! 
· · "Yisto .. :e:_i i:lCt,.t~fP.O' ·; ·iP_resideiite de.este Alto Tribunal· con 

el que ·se' d_a:_ cue~t~;·· ,té~ci~-~s~ "po·r 'reci~ Jos autos del 
' - ' ' . '' - ' - ' ' 

a:mp~ro en reViSiOrl'C". P~'BJ~·rupro~ ' . 

· .. ~or ptfa ·p~rt~~.. ; f~~e\$e ·a SLis~s el oficio sin número, -· -'-·,,,;··'· ' 

suscr_ito ·por ef A~~- t· .de_I Min~ PúbÚco de '1a Fed~ración 

adscrito a este Alt Tr un}\~ ~ 

Con fundam nt én~rtfculo.s 8\), párrafo primero, del 

Orgánica del P 

-1a .. ~S:_clpr~r.ila-::_ébrte de Justicia de Ja 
,,,.-::_:.~:::-~ - - ,• 
,-< -~- -

.¡ftéiS:é·· á) y 25, fracción !, de la Ley 

Judt ia! de Ja Federación, esta Primera Sala 

... ~--d~e;.1n~~f-º f_;1ti~r9 ~~G!rif~.:~~r_r;esF9'.~ª;· __ ..'-' ,\_ i 
Expida ns~ _al Agente del Minister·10 Público de la 

Federación adscrito a este Alto Tribunal, las copias slmp!es 

solicitadas, las cuales quedan a su disposición en esta 

Secretaría de Acuerdos para su recepción, por conducto de Jas 

personas que señala, previa identificación, toma de razón y 

recibo que se asiente en autos. 

------------------- -- - -
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Envíense Jos autos a la Ponencia del MINISTRO JOSÉ 

RAMÓN COSSÍO DÍAZ, a fin de que elabore el proyecto de 

resolución que corresponda y con él dé cuenta a esta Sala. 

Notifíquese. 
• 

Así lo proveyó y firma Ja MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA 

HERNÁNDEZ, Presidenta de la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación1~, !"'"i la Secretaria de Acuerdos 

que autoriza y da fe, !icen 

Gatica. 

1 - j .ASD 2017 , se notificó el acuerdo 
por medio de lista, en términos de lo disp 
fracción 111y29, de la Ley de Amparo. Doy 

terior a los interesados 
•'.!)Loo7rtículos 26, 



CONSTANCIA DE ENTREGA DE COPIAS 

AMPARO EN REVISIÓN 623/2017 

PODER JIJDKLAl DE lA FEOERAO:ÍN 

5Ul1"MA CORTE º' JlJ,f!C(A."' lA NAC.00 

En Ja Ciudad de México, a las tre.ee horas con treinta 

minutos del cuatro de agosto de d mil diecisiete, en la 

oficina de Actuarios de la Seer aria de Acuerdos de la 

Primera Sala de la Suprema C e de Justicia de la Nación, 

y ante Ja presencia del !ice iado JONATAN EDUARDO 

LARA BAZA, Actuario Ju 1cial adscrito a Ja Secretaría 

mencionada, SEMIRAMIS ARROYO 

SÁNCHEZ, quien se i ntifica con credencial laboral, 

expedida por la Direcció General de Control de Juicios de 

Amparo de Ja Procur uría General de la República, 

documento que se tien a Ja vista, se agrega copia a Jos 

autos y se devuelve la compareclente, quien de Jos 

mismos se despre de como autorizada de la 

representación social deral; y, en este acto, se le 

entregan !as copias si ples que solicitó, lo anterior en 

cumplimiento a lo ord nado en e! acuerdo de dos de 

agosto del año en curso; y firma al calce de recibido y para 

constancia. Doy fe. 

MIS ARROYO SÁNCHEZ. 

ACTUARIO. 

--- ------- ----- --- - - ' ----
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ºAOo del Centenario de la promulgacion de la ConsU/ución Po/lffca de loo Estados Unidos Mexicanos.· 

SUBPROCURADUR DE CONTROL REGIONAL, 
PROCEDIMIENTOS P - LES Y AMPARO. 

JUICIOS DE AMPA 

AGENCIA DEL 

l DE CONTROL DE 

FEDERACIÓN, 0$CRITA A LA SUPREMA 
CORTEDEJ CIADELANACIÓM. 

JNIER'JE . N.MINISTERJAL NÚMERO- i 

EXPEDIE E· AMPARq._EJ~l_R~_yj§j,Q!.':!_"--~ 
FORMA CON MOTIVO DEL RECURSO DE 
REVISI. INTERPUESTO POR 
- N CONTRA DE LA SENTENCIA DE 
VEIN IETE DE OCTUBRE DE DOS MIL 
DIE ÉIS, DICTADA POR EL JUZGADO DÉCIMO 
SE O DE DISTRITO EN MATERIA EN MATERIA 
AD INISTRATIVA EN LA CIUDAD DE MÉXICO, 
E LJUICIODEAMPARO-

\r) 

·"'-" H. SEGUNDA SALA DE LA SU PRE CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN/ 

El suscrito agente del Minis río Público de la Federación, ·designado por el 

C. Procurador General de la Repúbli , para inlerveniren el presente asunto, con fundamento 

en los artículos 107, fracción XV, de la Conslitución Polí1ica de los Estados Unidos Mexicanos; 

5º, fraixion IV, de la Ley de Amparo Vigente: 3°, 4°, fracción 11, inciso a}, de la Ley Orgánica de 

la Procuraduría General de~ República, con el debido respeto expongo:-

~ado del quejos , interpuso 

recurso de re'lisión en contra de la sentencia de wintisiete de octubre de dos mil dieciséis, 

dictada por el Juzgado Décimo Sexto de Oisbito en Materia Administraliva en la Ciudad de 

México, en el juicio de amparo-. median le la cual, por una parte. se sobreseyó en el 

juicio, y por o1ra, se negó el amparo y protección de la Justicia Federal. , 



"Año do! Con!onario do I• pnim~lg•ción do I• Constl!vclón Polilic• do los Estados Unjdos Mexicanos." 
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Recibidos los autos en esa Suprema Corte de Justicia de 1 ación, su Presidente, por 

º' LA auto de fecha catorce de junio de dos mil diecisiete, ardauó.fo_1m ~) ~-XP!l~i_¡:._nw_w_n el numero 

' ' ' 
' 
' i 
1 

' 

1 

A.R.....fi2.3/2lllliasumió su competencia originaria para oo er del recurso de re'lisión, y 

ordénó notificar al agenle del Ministerio Público de la Fede ión adscrito a ese Alto T libunal. 

Por lo anterior, se tormula .la iate!Jlencióri rninis 1, que a esla Representación Social 

de la Federación le corresponde, para efecto de ser t ada en consideración, al momento del 

es1udio del presente asunto y en la resolución COIT ondiente, al tenor de siguientes: 

PRIMERO. Mediante escrito presen!ad 

la Oficina de Correspondencia Comín de los 

la Ciudad de México, 

vein1itrés de agosto de dos mil dieciséis, en 

gados de Distrito en Materia Administraljva en 

por su propio derecho, solicitó el amparo y 

protección de la juslicia federal, en con!ra de s autoridades y por los actos que a continuación 

se transcriben: 

"AUTORIDADES:··· 1. H. Congreso la Unión··· ·Cámara de Diputados; y-·· -Cámara 

de Senadores. ··· 2_ Presidente Co -ituciona/ de los Estados Unidos Mexicanos; -·- 3. 

Secretario de Gobernaclón; ··· 4. isionado Federal de la C.Omisión Federal para la 

Protección contra Riesgos Sanita s; -- 5. Directvr Ejecutivo de Regulación de 

Estupefacientes, Psicotrópicos y S tancias Químicas de la C.Omisión Federal para la 

Protección contra Riesgos Sanitario , y, ··- 6. Director General Adjunto del Diario Oficial 

de Ja Federación. 

ACTOS RECLAMADOS ' ' 
< 1. Del Congreso de la Unión reclamo la expedie1ón de la Ley Fedoral del Procedimiento 

Administrativo del 14 de julio de 1 Y94, publicada en el Diflfio Oficial de la Federación 

correspondiente al 4 de agosto el mismo mes y afio, en lo que concierne a los arlícu/os 

83, 84, 85 y demás relativos; con todas sus cQ/ISf:Cooncias y efectos. 

2_ Del Coogreso de la Unión también reclamo la expedición de la Ley General de Salud 

del 26 de diciembre de 1983, publicada en el Diario Oficial de la Federación 

' 
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r;orrespondiente al 7 de febrero de 1984, en lo que concierne a /os artículos 235, último 

pilrróffo, 237, 245, fracción 1, 247, último párrafo, y 248; oon t s sus consecuencias y 

efectos. 

3. Del Presiden/e de la Repüblica reclamo el decreto de de julio 1S94, publicado en 

el DiiJfÍo Oficial de la Federación el 14 de agosto d 994, que promulga y manda 

publicar la Ley Federal de Procedimiento Administra!' ; con /odas sus consecoondas y 

efectos. 

4. Del Presidente de la República reclamo el reto del 30 de dicrembre de 1983, 

publicado en el Diario Ofic.ial de la Federación 7 de febrero de 1984, que promulga y 

manda publicar la Ley GeneTal de Salud; con as sus consecuenc.ias y efeclos. 

5. Del Secretario de Salud reclamo, en su c ad de titular y responsable del trámite y 

resolución de los asuntos que incumben a e Secret8ria en los términos de los 8rliculos 

1º, 2", 14, 26 y 39 de la Ley Orgánic8de1 Admim'slración Pública Federal y 1, 2º, 3" y 

4° del Reglamento lnteríor de la Secreta de Salud, todos /os acuerdos, las ordenes, 

instrucciones, verbales o escritas, que mo superior jerárquico cursó al Comisionado 

Federal para /8 Protecc.ión Contra Ries s Sanitarios, r;omo órgano desconr::entrado de 

esa Secretaria, para negar, bajo la ariencia de un desechamiento, la so!ic.itud de 

autorización sanitaria que formuló el q }oso para consumo personal can fines lüriicos o 

recre81ivos de Ja Manhuana, esi o para ejercer los derechos correlativos 8/ 

auloconsumo de Marihuana, t!Mes mo la siembra, cultivo, wsecha, preparación, 

acondicionamiento, posesión, lrans rte e impotiación y adquisición de semillas. en 

CIJ81quierforme, empleo, uso, consu o, imporl.ación y, en general, todo aclo relac.ionado 

con el consumo lúdico y personal d Marihuana. T arios los efectos y consecuencias de 

los anteriores actos. 

6. Del Comisionado Federal para Protección Contra Riesgos Sanitarios reclamo los 
' actos de cumplim1ento, observa ia, trámite y ejecución 81ribUidos al Secretario de 

Salud, ya sea que los hubiera /ievedo a cabo por si mismo o por conducto de su 

subordinado el Director Ejecutivo de Regulacíón de Estupefacientes, Psicotrópioos y 

Sustancias Químic8s: también reclamo los actos que de propio imperio dictó y no en 

cumplimiento de su supen·or jerérquico, consistentes en las órdenes, instrucciones o 

acuerdos, pmveídos o resoluciones que giró a su suboolinado, el Director Ejecutivo de 
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' ' Regulación de Estupefacientes, Psico/rópicos y Sustancias Qliímicas, pare que, bajo la 

apariencia de un desechamiento, niega la solicitud formu~a por el quejoso para 

autorización sanitaria para consumo personal con Ones 1 icos o recrealivos de la 

Moohuana, así como para ejercer los derechos corre/ · s al au/oconsumo de 

Marihuana, tales como la siembra, cultivo, cosecha, pre 

posesión, /ransporle e importación y adquisición de semi/ en cualquier forma, empleo, 

uso, consumo, impo!l.ación y, en general, lodo acto onado con el consumo lúdico y 

personal de Marihuana; lodos los efectos, cumplim! o y ejecución de estos aclos. 

7. Del Director Ejecutivo de Regulación de Es/up ienles, Psicotrópicos y Sustancias 

Químicas de la Comisión Federal para la Pro/ Contra Riesgos Sanitarios redamo 

los actos de cumplimiento, observancia, trámi ejecución atribuidos a SfiS superiores 

jerárquicos, el Secretario de Salud, o bien, ,'misionado Federal para la Protección 

Contra Riesgos Sanitarios, roe/amo igualm e los actos que de propia iniciativa haya 

reaHzado en la aplicación, concreta e im ita, de los numerales impugnados en la 

emisión y suscripción del oficio número de ocho de julio de dos mil 

dieciséis, con el que, bajo la aparienci e un desochamiento, en realidad niega la 

solicitud de autorización sanitaria para Sumo personal, con fines lúdicos o rocreativos 
> 

de la Marihuana, así como para ejerc r (os derechos COffelalivos al auloconsumo de 

Man"huana, tales como la siembra, c /~~- cosecha, preparación, acondicionamiento, 

' posesión, transpone e importación y (¡uis1ción de semillas, en cualquier forma, empleo, 

uso, consumo, importación y, en ge ral, lodo acto relacionado con el consumo lúdico y 

personal de Marihuana; con /od SfiS efectos y consecuencias. Asimismo reclamo 

cualquier acuerdo o delerminaci que haya tomado y ejecutado en relación con la 

solicitud formulada por el que¡o para la autorización sanitaria para consumo personal 

con fines /(Jdicos o recreativo de la Marihuana, así como para ejercer los derechos 

correlativos al autoconsumo de Marihuana, tales como la siembra, cultivo, cosecha, 

preparación, acondicionamiento, posesión, transporle e impor1ac1ón y adquisición de 

semij/as, en cualquier /orma, empleo, uso, consumo, importación y, en general, todo ado 

relacionado ron el consumo /(Jdico y personal de Marihua/18; reclamo, también, el oficio 

de once de Febrero de dos mil dieciséis en que requiere al hoy quejoso para que acredite 

su interés jurídico o interés legitimo para formular su petición y ejercer los derechos que 

' 

1) 'ti 
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élhi hace valer el quejoso, apercibida que en caso contrario s esecharia la petición; 

lambién reclamo la confllsión terminológica de carácter jur' co en que incurre para 

negar la petición al quejoso, bajo la apariencia de un des amiento, pues al desgaire 

emplee tanto el interés jurídico como el interés legitimo o excusa para concluir con 

el desechamien/o de la petición; con lodos sus efec/os nsecuencias, que se traducen 

de mane1a ejemplificativa y no limitativa en el de ocimiento y vulneTación de los 

derechos sustantivos del quejoso. 

8. De /odas /as autoridades reclamo los actos dentes a desconocer y vulnerar los 

derechos fundamentales inherentes a mi pe como individuo libre y autónomo, en 

el contexto de une sociedad democrálice, e se expresa a sí misma como sujeto 

responsable, eu/oconsciente, oral. Derechos reconocidos tanto en la 

Q:¡nsfitución Política de los Esfados nidos Mexicanos como en /os Treledos 

Internacionales suscritos por el Estado 

En el escrito de demanda, el quejoso ilaló como derechos tundamentales violados los 

contenidos en los artículos 1º, 3º, 4º, 13, , 16, 17 y 133 cons1itucionales, se expusieron los 

J.' hechos que constituyen los antecedentes el acto reclamado; se fonnularon los conceptos de 

vi:Jjac'ón que se es!'rmó perf1nentes: y s anifes1o que no existe tercero perjudlcado. 

SEGUNDO. Por razón de turno correspondió conocer de la demanda de amparo al 

Juzgado Décimo Sexlo de Dis1rito en atería Administrativa en la Ciudad de México, cuyo 

titular mediante auto de veinHcinco a to de dos mil dieciséis, la admitió bajo el número de 

expediente -solicitó a las toridades responsables su infOrme jus1ificado; dio al 

agente del Ministerio Público de la deración adscrito, la intervención que legalmente le 

corresponde: y señaló fecha y para la lebración de la audiencia constitucional. 

TERCERO. Seguida la secuela procesal correspondiente, el vein!isiete de octubre de 

dos dieciséis, el Juez Décimo Sexto de Distrito en Materia Administra1iva en la Ciudad de 

Méxiro, celebró la audienc'1a construc·ronal y cf1ct6 sentencia, de1ermlnando por una parte, 

sobreseer en el ju¡¡;io, y por la otra, negar el amparo y protección de la justicia federal, respecto 

11i 
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de los artículos 234, 235, último párrafo, 237, 245, fracción 1, 247, 

º'LA 479. de la Ley General de Salud, así IXlmo del oficio 

CUARTO. Inconforme con la sentencia anterior, la parte quejosa, · 

revisión, del cual correspondió conocer al Décimo Seg.indo Tribuna 

Administra!iva del Primer Circuito, cuyo Presidente por auto de vei 

dos mil dieciséis, quedando registrado oon el número de expedien 

QUINTO. Por acuerdo de catorce de diciembre de dos ;dieciséis, la presidencia del 

Tribunal Cúlegiado del conocimiento admitió a trámite e urso de revisión adehsiva, 

interpuesto por el delegado de las autoridades responsab Presidente de Ja República y 

Secretarlo de Salud. 

SEXTO. Mediante proveido de cinco de ene e dos mil diecisiete, en atención a lo 

solicitado por la Minis1ra Presidenta de la Primera a de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, relativo a la reasunción de competencia de su indice, el Tribunal Colegiado, 

determinó que hasta en tanto se tuviera con iento de la determinación dictada por la 

Superioridad respecto de la reasunción de petencia aludida, se abstendría de diciar 

i. resoluciOn en el presente juicio 

SÉPTIMO. Por auto de diez de febre de dos mil diecisiete, el Tribunal Colegiado del 

conocimiento, recibió el oficio remitido por 1 ubsecretaria de acuerdos de la Primera Sala del 

Máximo Tribunal, mediante el que infor ó que desechó la reasunción de competencia 

~r falla de legitimación de la p e promovente; _por lo que se ordenó continuar con 

el trámite del juicio de amparo. 

OCTAVO. Por acuerdo de veintiuno de febrero dedos mil diecisiete. se turnó el presente 

expediente a la ponencia del Magistrado Eugenio Reyes Contreras, para la elaOOrac'1ón del 

proyecto respeciivo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 183 de la Ley de Amparo. 
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NOVENO. En sesión de veinticinco de mayo de dos mil diecisiete, 

DE LA Tribunal Colegiado en Materia Adminis1rativa del Primer Circuito, res 1ó que care<:ía de 
RE?Ú9LfCA 

,. < 

i· -

competencia para conocer del amparo en revisión, al tratarse de un a 

un problema de constitucionalidad, en especifico, respecto de los iculos 234, 235, Ultimo 

piirrafo, 237. 245, fracción 1, 247, último párrafo, 248, 368 y47 la Ley General de Salud, 

en tomo a los cuales no existe jurisprudencia, por lo que ctualizaba la competencia 

originaria de ese Alto Tribunal para conccer del recurso de mé En consecuencia, el Tribunal 

Cúlegiado remitió el asunto esa Suprema Corte de Juslicia 

DÉC!MO. De conformidad con el punto anterior, po uen:lo de catorce de junio de dos 
' mil diecisiete, el Presidente de la Suprema Corte d ,usticia de la Nación, asumió su 

competencia originaria para conocer del recurso de re 1ón, bajo el expediente con número 

A. R. 62312017. De igual forma turno el expediente p .'su es1udio al Ministro José Ramon 

Cossio Díaz, en virtud de que la materia del asunto c sponde a la especialidad de la Sala a 

la cual se encuentra adscrito. Finalmente ordenó nolj r ;al agente del Ministerio Público de la 

Federación adscrito a ese Alto Tribunal. 

COMPETENCJA DE ESA SUPREMA COR ~E JUSTICIA DE LA NACIÓN 

PARA CONOCER OEL PRESENTE ECURSO DE REVISIÓN. 

Cún fundamento en lo dispuesto por los ículos 107, fracción VIII, inciso a) de la 

Constitución Poli~ca de los Estados Unidos Mexi ·nos; 83, de la Ley de Amparo vigente; 21, 

frai:ción 11, inciso a), de la Ley Orgánica del Pod Judicial de la Federación; y conrorme a los 

puntos Primero y Tercero del Acuerdo Genera 512013, emitido por el Pleno de ese Alto 

Tribunal, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil trece, 

se estima que, esa Honorable Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es 

competente para conocer del presente recurso de revisión, toda vez que subsiste el problema 

de consljtucionalidad de los artículos 234, 235, último párrafo, 237, 245, fracción 1, 247, último 

párrafo, 248, 368 y 479, de la Ley General de Salud. 

¡~\ 
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OPORTUNIDAD DE LOS RECURSO . 

Esta Representación Social de la Federación, eslima innecesario 

oporiunidad de los recursos de revisión, pues el Décimo Segundo bunal Cole¡¡iado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, ya se ocupó de ello, en onsiderando tercero en 

su resolución de veinticinco de mayo de dos mil diecisiete. 

CUESTIONES NECESAR!AS PARA PRONUNCJARS EL PRESENTE ASUNTO. 

l. Conceptos de violación. En lo que es materia dela senteinstancia, la parte quejosa 

planteó la inconslitucionalidad de los ariiculos 234. , último párrafo. 237, 245, fracción 

1, 247, último pitrrafo, 248, 368 y 479, de la Le eneral de Salud, al considerar en 

esencia que: 

' Violan el derecho a la identidad _sonal, pluralismo y dignidad humana, 

porque prevén una poli1ica prohi ionista, impide la proyección que cada 

uno hace de sus preferencia para diferenciarse de acuerdo a su 

singularidad y a sus propios car teres y acciones: 

b. Violan los derechos a la propia agen y libre desarrollo de la personalidad, 

ya que impiden realizar todo uellos que desean hacer con su vida y su 

cuerpo, asa como controlar y elinir sus procesos mentales. 

c. Transgreden el derecho a la isposición de la salud personal, pues limilan 

la posibilidad de elegir no ejercer el derecho a la salud u oponerse a las 

prestaciones de la salud pública. 

d. Vulneran el derecho a la autodeterminación personal y corporal, y dignidad 

humana, ya que al prohibir el consumo de la marihuana, interfieren en un 

ámbito de conciencia personal, creencias, eleoción y autonomía personales, 

y, 

e. Que la restricción a los derechos mencionados. no supera un escruljnio de 

proporcionalidad, pues el fin que se concreta en proteger la salud de toda 

persona oontra su voluntad, no es legitimo; no es un medio idóneo para 

' 
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mejorar la salud; tampoco dicha restricció~,nóé' cesaria, pues existen 

medidas menos restnctivas para cQ11segu1r ha finalidad, y no es 

estnclamenle proporcional, porque..(e°;iera desventa1as que venla1as, 

al aumenlar para los consumidores el ríe 

ida, asi como la generación de un merca 

Consideraciones de la sentencia re 

únicamente se hará alusión a las raz 

e ser lastimado o perder la 

Bajo la misma temática, 

juridicas que r¡¡fieran al ámbito 

cons1itucional, esto es. el análisis de co 

último párrafo, 237, 245, fracción 1, 2 

Ley General de Salud, que en lo oon 

.¡ cionalidad de los artículos 234, 235, 

"(...) 

Es importante insistir que los conc 
' ' 

,ciUltimo párrafo, 248, 368 y 479, de la 

·ente refieren lo siguiente: 

1 

' i~s de violación esfa dirigidos a comba/ir el 

sistema normelivo de restríccion 'eje carácter normativo de restricciones de 

carácter administrativo que 1mpi ~ quejoso el consumo rie la marihuana con 

fines recreativos; el cual está in . r#o en los artículos 234, 235, último párrafo, 

237, 245, fracción 1, 247, últim 4frafo, 248, 368 y 479, de la Ley General de 

Salud. En efecto, tales precept e'stab/ecen lo siguiente. 

(. . .) 

Tales disposiciones establee la regulación sanitaria de estupefacíerrtes y 

psicotrópicos. Así, el legisla r establece un listado para determina qué 

sustancias debenconsiderars mota/es (artículos 234 y 235), contemplado a 

la cannabis saliva, indica y ericena o mariguana, su n;>sina, prepararlos y 

semillas y al letrahidrocannab o!, -con¡'unlamen/e, marihuana-, como tales. 

Asimismo, el legislador federal es/abiere que lodo acto relacfonado con 

estupefacientes y psico/rópicos, o cualquier producto que /os contuviera, 

requiere una autorización de Ja Secretaria rie Salud y que solo puede otorgarse 

con fines médicos y científicos (articulo 235, último p;jrrafo y 247, último párrafo). 

De igual forma, respecto de la cannabis saliva, indica y americana o marihuana, 

se prohibe de manera expresa la siembra, cultivo, cosecha, elaboración, 



.. --; -
'!.-

: -' -. ,, "' - ,, ,\ 

FO<>MA C G - o A 

"Año do! Contonarlo do I• ptomulgatión do/• Corni!ilnción Poli6c• do lo• Est;idos Unjdos Moxlcanos." 

Amporo en Revisión 623/Z017 

preparación, acondicionamiento. adquisición, posesión, comercio, transpone en 

cualquier forma, prescripción medica, suminis~ empleo, uso, consumo y, en 

genere/, todo aclo relacionado (ar1ícu/os 237 y 24& 

Asimismo, la ley establece que una auton·z · n sanitaria es el acto 

administrativo mediante el cual la autoridad senil competente permite a una 

persona pública o privada, la realización de 'vidades relacionadas con la 

salud humana, en los casos y con los requi y modalidades que determine 

esta Ley y demás disposiciones gener s aplicables. Las autorizaciones 

sanitarias tendrán el carácter de /icen , permisos, registros o /a/jetas de 

con/ro/ sanitario (articulo 368). 

Por úllimo, se establece que para los tos del capítulo contemplado en la Ley 

General de Salud relativo a delit C011tre la salud an su modalidad de 

narcomenudeo, se entenderá que marihuane está destinada para estric:to 

consumo personal, cuando su can den cualquiera de sus formas, derivados 

o preparaciones no exceda de ci 

Así, los artículos que restnng a siembre, cultivo, cosecha, elaboración, 

preparación, acondicionamiento quisición, posesión, comercio, /ranspor1e en 

cualquier forma, prescripción ,ica. suministro, empleo, uso, consumo y, en 

general, todo aclo relaciona .. tle las sustancias en comento -incluyendo 

marihuana-, a los fines médic t) científicos, deben entenderse conjuntamente 

con el articulo 44 del Reglam Ó de Insumos para la Salud, que establece que 

cualquier persona que pret da realizer tales actividades respecto de los 

estupefacientes y psicotrópic establecidos en la Ley General de Salud deben 

contar con una autorización .e la SeCietaria de Salud y sólo se podrán realizar 

con fines medicos y cienlífi s. 

Es imporlanle precisar e la regulación en cuestión corresponde a las 

facuUades del legislador federal para regular lo relativo a salubridad general, de 

conformidad con el ar1iculo 73, fracción XVI de la Constitución General, la cual 

en términoo del articulo 3. fracciones XXI y XXII, de la Ley Genaral de Salud 

comprende la prevención del consumo de esfupefacien/es y psicotrópicos y el 

programa contra la farmacodependencia, asi como el control sanilan'o de 
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Ta/es disposiciones prevén un conjunto de norma ministralivas, bajo el cual, 

todos los actos relativos al uso y consumo de la· rihuana y, consecuencia, la 

respectiva autorización sanitaria, se encue. prohibidos, con la única 

salvedad que sean para fines médicos o cien 

Ahora bien, ha quedado precisado que e sistema normativo implica el 

ejercicio de la facultad del legislador fer} en lo relativo a la prevención del 

consumo y conlro/ sanitario de es/upel ntes y psico/rópicos, fo que har:e 

evidente que el tema que se analiza no 'ca el análisis de un derecho aislado, 

sino que involucra un aspecto de sum porlancia, como es la salud pública. 

La protefXión de la salud, de con~ idad con la C-Onstilución General y los 

tratados internacionales en que estro país es parte, es un derecho 

fundamental e indispensable para ejercicio de los demás derechos humanos, 

de tal forma que este no se limil la salud física del individuo -esto es, a no 

padecer, a prevenir y tratar fermedad-, sino que comprende asp~/os 

relacionados con el buen estad ental y emocional de las personas, por lo que 

la/ derecho se traduce en la /eneión de un bienestar general integral. que 

incluye el estado físico, ment emocional y social . 

De esta manera, tal como 1 Suprema C-Orte de Justicia de la Nación lo ha 

sostenido, el derecho a lasa d·entraíia obligaciones a cargo del Estado y sus 

organismos, pero también constituye una responsabilidad social compartida con 

la sociedad y los interesados, por lo que /al derecho impone deberes complejos 

a todos los poderes públicos del Estado, desde el legislador y la administración, 

hospitales públicos y personal médico, tribunales, asi como particulares, como 

médicos, hospitales privados, empleadores y administradores de fondos de 

pensk!nes y jubi1aciones 

Al respecto, debe tenerse presente que la salud no solo tiene una proyección 

individual y personal, sino que t~bién tiene una dimensión pública o social. 

Respecto de esfa última fareta, dicho derecho consiste en el deber del Estado 

de atender los problemas de salud que afudan a la sociedad en general, así 

" 
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Ahora bien, el quejoso señala que los prece os vulnera el derecho 

derecho que tiene cada a la identidad personal, al pluralismo -entendido co 

individuo pare distinguirse de los demás- la dig d humana, propia imagen, 

disposición a la salud personal y autodete 

libertades que están comprendidas en el cho al libre desa"oHo de la 

personalidad. 

De tal forma que, el análisis de los concep e violación del quejoso, implicará 

del:Erminar si /al conjunto normativo vul ese derecho fundamente!. 

Pues bien, el derecho al libre desarrollo a personaHdad deriva del derecho a 

la dignidad, previsto en le arlículo 1 nstilucional, así como en diversos 

tratados internacionales de los cuele ;Parle el Estado Mexicano. 

Al respecto, el Tribunal Pleno de la 

resolver el~ 

de la personalidad es el derecho 

autónoma su proyecto de vida y qu 

la facultad natural de toda person 

coacción ni con/roles injustificad 

que se ha njado, de acuerdo e 

etcétera. 

fema Corte de Justicia de la Nación, al 

~rminó que el derecho al libre desarrollo 
' 
iodo individuo a elegir en forma libre y 
' 1 
plica el reconocimiento del Estado sobre ,, 

r,ser individua/mente como quiere ser, sin 

~n el nn de cumplir las metes u objetivos 

sus valores, ideas, expeclalivas, gustos. 

Por tanto, el libre desarrollo la personalidad comprende, entre otras 

expresiones, la libertad de contr matrimonio o no hacerlo; de procrear hifos y 

cuantos, o bien, decidir no len os; de escoger la apariencia personal; la 

profesión o actividad laboral, así o la libre opción sexual, en aspectos que 
o 

son parte de la ltirma en que un1 persona dese;, proyectarse y vivir su vida y 

que, por tamo, solo a ella corresponde decidir au!ónomamente. 

Así, en ese asunto. el Nto Tribunal fallo en el sentido que la reasignación sexual 

que decida una persona, esto es la adecuación que busque de su estado 

psicosocial a su rísico, y de vivir en el sexo con el que se identifique plenamente, 

constituye una decisión que forma parte del libre desarraYo de la personalidad. 

En otros precedentes, la Corte también ha considerado que la decisión de no 

continuar con el matrimonio también forma parte de un plan de vida elegido de 
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manera autónoma, el cual no debe ser obstaculizado ¡¡_or el Estado ni por un 

' teroero y, en consecuencia, forma parte del libre desarro/J "de la personalidad. 

En lo que interesa al lema, la Primera Sala de la Supi a Corle de Justicia de 

la Nación, al resolver el 

acciones o actividades necesarias para'ff.iateri 

marihuana -esto es, la siembra, 

determinó que las 

la elección de consumir 

cosecha, preparación, 

acondicionamiento, posesión, lransporle, étera- implicaban ejercer el 

derecho a decidir que tipo de actividade reativas o lúdicas se desean 

realizar, por-lo que su obstaculización inci en el derecho al libre desarrollo de 

la personalidad. 

Desde ese punto 

que lo ha comprendido el Allo Tribun 

reclamadas inciden en la libet1ad del 

o recreativas quiere realizar y evide 

vida, sin embargo, no debe perders 

el libre desarrollo de la persona/ida 

1 derecho fundamental en el sentido 

:esulta incuestionable que las normas 

ifoso de decidir qué actividades lúdicas 

·ente en la forma en qué decide vivir su ,, 
e vista que como cualquier otro derecho, 

o tiene carácter de absoluto, máxime que 

el presentE caso, está involuc a una facultad regula/oria del Eslado 

suslEnlaria en una finaHdad con 'Ucionalmen/e imperiosa, esto es, la salud 

pública. 

Al respecto ha sido criterio reit Wo de la Suprema Cor1e de Justicia de la 

Nación que los derechos huma f no son absolutos y en esa medida pueden 

sir restringidos y enconlrar su , i}nites en el respeto de los derechos de los 

demás y en el orden público; s~hnbargo, con fundamento en el arliculo 1º de 

18 Constitución General y 30 rtfe_ la Convención Americana sobre Derechos 

" Humanos, las suspensiones iJ restricciones no pueden hacerse de manera 

arbitrada sino, en lodo momento, en los casos y bajo las condiciones que 

establece la propia Constitución y conforme a las leyes que se emitan por 

razones de interés general y con el propósito para el cual han sido establecidas 

" 
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Así, para que las medidas impuestas con ósilo de regular una restricción 

prevista wnslitucionalmente a un derecho fl amen/al sean validas, deben 

salisfa.cer los siguientes requisitos: 

a) Que la restricción reglamentada por legislador sea admisible por la 

C-Onstitución. El legislador ordinario solo da restn"ngiro suspender el ejercicio 

de los derechos fundamerdales en los os y en las condicionas que la misma 

C-Onsfilución establece, como lo pres su articulo 1 '. Por f¡¡¡n/o, es claro que 

el legislador no tiene facultades estab!ecflf limitaciones a derechos 

humooos adicionales a los que se van del mismo texto constiluc1onal, y sus 

facuffades de producción e solo deben desplegarse para darles 

contenido exacto. 

b) Que la medida legislativa sea idónea para su realización. 

c) Que rea necesaria, esto es, e el fin buscado por el legislador no se pueda 

alcanzar por otros medios menos restrictivos de derechos humanos 

(fundamentales). 

d) Que sea proporcional, e es, que existe una correspondencia entre la 

impollancia del ~n buscad -or la restricción, y los efectos perjudiciales que 

produce en otros derechos ·intereses const~ucioneles. 

Pues bien, tal como lo sos . vo le Primera Sale de le Suprema Corte de Justicie 

de le Nación, el resolver empero en revlsió~ le fineffderf del merco 

reguietorio pera el cont . i de estupefacierdes y substancies psicotrópicas 

previsto en le Ley Gen al de Salud, de acuerdo con los distintos procesos 

legislativos de los prece los impugnados, es la protección de la salud y el orden 

público. 

Así, al igU<J/ que lo,hizo le Sala, se estime que tales finalirfades son 

oonst#ucionelmente validas, ye que les protección de le salud no es sólo un 

objetivo que válidamente puede perseguir el Estado, sino que resulta imperioso 

desde el ámbito ronstilucional, al tratarse de un derecho fundamental en el 

ellicu/o 4' constitucional. De igual forme, perseguir el orden público, entendido 

como el bienes/ar de le sociedad en genere!, resulte valido púes es Estado tiene 

¡ 1'/ 
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' interés en proteger el conglomerado social, lo cual pue -e harer a través de 

decisiones legislativas o políticas pUblicas. 

Para juzgar la idoneidad y la neresidad de la medi , debe precisarse que el 

legislador tiene un espacio de decisión que puede examinado por el juzgador 

de amparo en forma limitada, de modo /al qu pueda dictar una sentencia 

suficientemente segura. 

Así; en cuanto a la idoneidad r de la medi , en el precedente de la Primera 

Sala invocado previamente, determino q el examen rei8tivo "presupone la 

existencia de una relación empírica entr intervención al derecho y el fin que 

persigue dicha afectación, siendo sufi e que la medida contribuya en a!gUn 

modo y en alglin grado a lograr el prop 

preciso que la idoneidad de los prec 

constitucionales previamente, se 

relación empínca que vincule al 

afeclaciones a la salud y al orden p 

o que busca el leg1slador". Al respecto, 

s reclamados para perseguir los fines 

'/a en la medida en que exista une 

sumo de la marihuana con daños y 

, en releción con lo cual, es imporlanle 

atender a /as conclusiones a las qu ;gola Sale: 

• Sí bien la evidencia medica mu · que el consumo de merihuM1a puede 

ocasionar danos a la salud, se tr 

como no graves, siempre y cuando, 

• Los consumidores de marihu 

farmacodependienles, existe un baj 

de afectaciones que pueden calificarse 

. consumidores no sean menores edad. 

' no califican necesariamente como 

~do de probabilidad de que la marihuana 

produzca dependencia, la posibili~ d de que el consumo desencadene la 

dependencia esfá sujeto a fact6res preexistentes como son desordenes 

conductuales y de personalidad. 

• Las impffcaciones sobre la salud y las consecuencias socil1/es reporladas por 

quienes buscan controlar su consumo son mucho menos severas que aquellas 

reporladf!I; por personas adictas a otras sus/encias, como el opio o el alcohol. 

• La marihuana tiene un nivel de incidencia muy bajo en el consumo de otras 

drogas más riesgos as. 

l'/li 
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' • El consumo de marihuana no es un factOr defelmin ·re en la comisión de 

crímenes, pues !a correlación es __ muy pequeila para 

considerarse significativa. / 
• La marihuana por si misma no induce la com · n de delitos violentos, pues e! 

consumo de marihu¡¡na inhibe los impulso e agresión del usuario, ya que 

generalmente produce estados de /etaigo mnolencia y timidez. 

• El consumo de marihuana disminuye 1 ab11idades necesa1ias para manejar 

automóviles y, por tanto, aumenta 1 probabilidades de causar accidentes 

viales; sin embargo, la disminución as habilidades para conducir cuando se 

consume marihuana son más vari s que cuando se ingiere alcohol, pues sus 

efectos están sujetos a factores mo la dosis, la tolerancia desarrollada por 

cons!H!lo frecuente, entre otros . 

De lo anlerior, se advierte qu existe evidencia científica concluyente en e! 

sentido que el consumo de la rihuana causa afeclaciones graves a la salud, 

pero si dalos de los que se sprende que tal sustancia ocasiona danos de 

menor grado a la salud y al o en público, información que coincide con los datos 

aportados con la autorida responsable, en el sen/ido de que eJ cannabis 

enlrat!a un n'esgo muy baj e causar Ja muerte, pero que la 1iltoxicac1ón con 

dicha sustancias puede g erar riesgo de ansiedad, deteuoro de la atención y 

memon·a, disforia, mayo disposición a sufrir accidentes y traumatismos, 

náuseas, pánico y parano 

Sajo la/ razonamiento, s posible concluir qua las normas reclamadas 

conltibuyen en algún mo y algún grado a lograr el propósito que OOsca el 

legislador, por lo que es ·sible concluir que ta! medida resulta idónea. 

Ahora bien, en lo que se ere al requisito de necesidad, debe aMJHzarse si las 

normas reclamadas constituyen una medida necesatia para proteger la salud y 

el orden público o si, por eJ contrario, existen medidas alternativas igualmente 

idóneas que afecten en menor grado el derecho al libre desarrollo de la 

personalidad. 

Al respecto, no debe perder~ de vista que la finalidad que persigue el Estado 

consistente en la protección da la salud resuffa imperiosa, pues existe una 
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obligacfón constitucional de garantizar sitivamente la salud. Desde ese punto 

de visfa, la determinación de la tencia de una medida altern81iva que 

' restrinja en el menor grado posi el libre desarrollo de la personalidad no 

puede l!I debe centrarse de man exclusiva en dicha libertad individua/, pues 

debe r:onsiderarse que las no pretenden dar eficacia a la dimensión social 

que tiene la protección de la ud, que impone al Estado el deber de atender 

los problemas de salud que tan a la sociedad en general, ertf.re los cuales 

se consideró el consumo d 

En ese panorama, no exi una medida igualmente idónea y menos restrictiva 

que la limitación de los os consistentes en la siembra, cuUivo, cosecha, 

elaboración, preparació condicionamiento, adquisición, posesión, comercfo, 

transporte en cualquie~ rma, prescripción medica, suministro, empleo, uso, 

consumo y, en genera!, o acto relacionado con marihuana, exclusivamente a 

los fines médiws y ci 'ficos, pues si su consumo se ha identificado como un 

problema de salud pú , resulta juslificada la intervención estatal, máxime que 

el objetivo más ampli e la política de salud. persigue impulsar la protección a 

lodos los mexicanos. 

En este aspecto, no 

Oi!le de Justicia de 

a desapercibido que la Primera Sala de la Suprema 

ación, al resolver el preredente cilado, r:of!sidero que 

restriclivas a la prevista en los articu/os reclamados, 

sin embargo, desde · enfoque de salud pública apuntado, que implica una 

obligación constitucio en la materia, no es posible tomar esas medidas r:omo 

alternativas. 

En electo, si se consid raque los artículos en cuestión establecen una medida 

inflecesaria y, por eni\ se le otorgara al quejoso la autorización para e! 

desarrollo de las acfivid~es que solicita, se le estaría permitiendo el ejercicio 

de un derecho sin mayoreS lineamientos para e!fo, con los posibles riesgos que 

puede implicar en relación con derechos de terceros, al no existir un marco 

regu/alorio legislalivo y adminislral.ivo que establezca modalidades para su 

ejercicio, cuando a nivel mundial, dado el impacto que tiene en la salud pública, 

la legalización del uso recreativo de la marihuana se ha dado median/e procesos 
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de deliberación democriil.ica y con marcos_@!!ula/on·os integrales que hacen 

posible el ejercicio de ese derecho, garanlizand6vsi, las mejores condiciones 
' para los usuarios y para terceros,.- 1. 

Incluso, en el casa, la ausencia de esa estructur ormetiva conduce a que en 

una eventual concesión de amparo para 

autorización sanitaria al quejoso, por esli que las res/riccklnes reclamadas 

es innecesaria, lejos de consliluir una eraci6n efer;tiva en el goce de los 

derechos vulnerados, dejaría al p oven/e en un wmpleto eslado de 

inseguridad jurídira, pues excluyó su solic1/ud los ac/oo de wmercio y el 

presupl.lesto o parte inicial de la na de autownsumo que es la adquisición 

de la marihuana, no tiene en la ua/idad una vía licita. De manera que, para 

poder tener los beneficios d autorización respectiva seria necesaria la 

romisión de diversos delitos íslos en normas punitivas de la Ley General de 

Salud y del Código Penal F 1, que no formaron parle de la impugnación del 

quejoso. 

Así, atendiende vigente en el Estado mexicooo, las 

restricciones reclamadas f¡ necesarias para garantizar la protección de la 

salud y el orden público. 

Por último, en cuanto al 

que el aiticu/o 479 de/ 

capitulo previsto en die 

modalidad de Narcom 

para su estricto e inme 

de cinco gramos. 

Bajo esa perspecHva, e' 

• 

.Yisllo de proporcionalidad, no debe perderse de vista 

ey General de Salud, establece que para efectos del 
' 
riormatividad relativo a 'Delitos Contra la Salud en su 

~eo", se entiende que la marihuana está destinada 

tb consumo personal, cuando su cantidad no exceda 

' ( 
¡stema nomralivo combaHdo opera bajo la posibilidad 

de que cualquier persona consuma una cantidad min1ma de dicho 

estupefaciente, por lo que no es posible sostener que el beneficio colectivo en 

materia de salud y orden público, que se obtiene con las restricciones 

establecidas, afecta desmedidamente /a libertad del quejoso para consumir tal 

sustancia.• 

)9) 
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Agravios. El recurrente, hace valer los ergu os que a continuación, se 
sinteUzan: 

Primero. Que rosulta ineúrrecto la neg el amparo, en vir1ud de que el Juez 

A quo, indebidamente omiliO valorar mar en cuenta el acervo probatorio 

ofrecido, como un bloque armónico o parámetros de sencillez y efectividad, 

para hacer efectivo el derecho al d o proceso y a la tutela judicial efe<:liva 

Afirma el recurrente, que las pr s ofrecidas 1enian como objeto demostrar 

cuales oon los daños roales d 'Marihuana a la salud, para acreditar que la 

política pruhibicionista no para reducir el consumo o 

adicciones a la Cannabis. 

Segundo. Que contrario a que sos1iene el Juez de Distrito, la política 

prohibicionista, previs1a en 1 ár1iculos 234, 235, 237, 245, 248, 368 y 479, de 

la Ley General de Salud, s lneraban el derechos a la propia imagen, libre 

desarrollo de la personalida .y dignidad humana, pues implican una restricción 

inconstitucional e ilegitima, ues seiíala que la medida adop!ada restringe de 

manera injustificada, tales rechos. 

Afirman lo anterior, toda ve ;que, en primer término, el Juez de distrito, define 

indebidamente cual es e objetivo de la poliUca prohibicionis!a como la 

"protecc"1ón de la salud y orden púbf1co", cuando en realidad el objeOvo de 

dicha poli1ica es "proteger a la salud de los par1iculares contra ou \tOlunlad y 

sancionar a los usuarios de la cannabis". 

En segundo término, aduce que el juez no llevo cabo un análisis de 

instrumentalidad de la medida, para determinar si son útiles para alcanzar el 

objetivo deseado, pues refiere, que el juez ·solo analizó si la cannabis genera 

un daño potencial a la salud, lo que no tiene relevancia para el examen de 

idooeidad. 

¡11 
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En un tercer aspecto, el recurrente aduce, que ampoco no llevo a cabo un 

análisis de la necesidad de la medida, ni tam o analiza si existen medidas 

menos rnstrictiva.s o si se restringe más allá 

Finalmente, señala que el Juez de to no lleva a cabo un examen de 

proporcionalidad, pues omite analizar polilica prohibicionista se lleva a costa 

de una afeclación innecesaria esmedida a olros bienes y derechos 

constitucionalmente desmedidos. 

Asimismo, es1ima que, conlfari 
' 

que sostiene el Juez A quo, el articulo 479 

de la Ley General de Salud, n ··ea un permiso para el uso del cannabis en 

cantidades menores a 5 gram Sino que únicamente elimina la sanción penal. 

Tercero. Que el Juez de 'to omitió hacer un e:r.smen de escru1inio y 

proporcionalidad, en los tér ,s que lo plateó el quejoso, pues hizo omiso de 

la mayor parte de los argu tos vertidos por el quejoso. relalivos a que los 

ariiculos 234, 235, 237, 245, 47, 248, 368 y 479, de la Ley General de Salud, 

vulneraban los derechos a 1 . utode1erminación, liberiad individual y corporal, 

libre desarrollo de la person ·'ad, identidad personal y disposición de la salud 

propia; y respecto de los si dio respuesta, lo hizo de manera super1icial, 

fundando y motivando inde ijamente su aserio. 

En este sentido. estima que: 

a) la poll1ica prohibicionista no tiene una finalidad legitima, pues proteger la 

salud de una persona contra su voluntad viola los derechos de autonomía, 

libre desarrollo de la personalidad, identidad personal y liberiad individual_ 

b) la política prohibicionisla, no es instrumental para pr<ivenir posibles riesgos 

a la salud, ni para combatir las adicciones, ya que el número de 
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consumidores de Cannabis ha aumen1ado los último años, y hay pruebas 

objeUvas que muestran que despenaliza( e consumo no generaría un 

aumento en el consumo de la misma.,: 

e) Que existen alternativas menos res1rictivas los derechos humanos para 

proleger la salud de los C<Jnsumidores Y s me más allá de lo estrictamente 

necesario los derechos res1ringidos, y; 

d) La política prohibicionisla no es 

mayores perjuicios que beneficio 

Cuarto. Que la sentencia de am 

porcional, pues en balance genera 

transgrede los principios de congruencia 

externa y exhaustividad, pues tió analizar si los derechos humanos a la 

idenlidad per.;onal, pluralismo la dignidad humana fueron legi~mamenle 

restringidos, pues sin justificac· alguna, aduce el Juez A quo, que los derechos 

humanos invocados confor parte del derecho al libre desarrollo de la 

personalidad. 

' ' 
Quinto. Que el Juez de Di · to hi<o caso omiso de los argumentos vertidos por 

el quejoso, relativos a que artículos 234, 235, 237, 245. 248, 368 y 479, de 

la Ley General de Salud 'ulneraban el derecho a la salud. en su aspecto 

negalivo, inclusive para n ¡jozar buena salud, pues sin jusljficaciOn alguna, el 

A quo, estima que dicho lecho forma parte del derecho del libre desarrollo de 

la personaridad. 

En este sentido, insiste ue los artículos tildados de inconslitucionales, que 

prohiben el consumo de la Cannabis o cualquier producto que los conlenga, 

violan su derecho a disponer sobre la salud propia por las siguientes razones: 

a} Por no contemplar que el derecho a la salud implica la permisión a no ejercer 

dicho derncho y no buscar el bieneslar físico, menlal y social. 

" 
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b) Por no respetar el derecho a la salud y prohibir realizar conductas que solo 

afectan el ámbito es1rictamente priV;do, a ndo una postura paternalista 

conlraria a los ideales de un Estado lit>er espetuosamente de los derechos 

y dignidad de sus ciudadanos. 

Sexto. Que el Juez de Distrito hizo o omiso de los argumentoo vertidos por 

el quejoso, relativos a que los arti s 234, 235, 237, 245, 248, 368 y 479, de 

la Ley General de Salud, vulnerab el a la autodeterminación, libertad individual 

y dignidad humana, pues sin j cación alguna, el A quo, estimó que tales 

derechos forma parte del dere del libre desarrollo de la personalidad. 

mo~vación, pues contrario 

para Protección de Ríes 

jus1ilicado decide resolver 

del quejoso, hoy recurren 

que sostiene el Juez A quo, la Comisión Federal 

Sanitarios, sin fundamento alguno y mo1ivo 

sfavorablemente la solicitud de consumo personal 

Oclavo. Que la senten recurrida viola el principio de fundamentación y 

motivación, la Comisió Federal para Protección de Riesgos Sanill!rios, 

transgredió el derecho h eno de igualad, pues en diversa solicitud de consumo 

porsonal de marihuana. resentada en termino idénticos, resolvió negar la 

mismo, y en el presente unto, determinó desecharla. 

OPINI. N MINISTERIAL. 

Esta Representación Social de la Federación, después de analizar en su conjunto, los 

agravios formulados por la parte recurrente, eslima esto~·queen la materia 

de le revisión, lo procedente será que ese Alto Tribunal, confirme la sentencia recurrida y niegue 

el amparo protección de la justicia federal, de conformidad con las consideraciones siguientes. 
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En carácter de preámbulo, es conveniente rec~ que el quejoso, hoy recurrenta, por 

su propio derecho solicitó a la responsable Direcy(r Ej 1vo de Autorización de Regulación 
• de Es1upefacientes, Psico!rópicos y Sustanci~ Qu s, de la Comisión Federal para la 

• 
Protección contra Riesgos Sanitarios de la s'ecre de Salud; autorización sanitaria para 

I 
consumir Marihuana regularmente y de forp{a pe 1 y con fines lúdicos o recreativos. 

Sin embargo, el ocllo de julio de dos 

oficio 

isciséis. la autoridad respensable, emitió el 

har la solici1ud realizada, al no acreditar su 

interés jurídico y cuyo contenido, en lo que i 

u{ ... ) Para un mejor proveer en la .nción a la presente, se procede a contestar 

punto por punto el desahogo de 

que el solicitante acreditara el 

interés legitimo, 

( ... ) 
Es /mpor1<1nte mencicmar que 

evención mu/licitada pr:;r esta autoridad para • 
Íés jurldlco que Je asiste o en su defecto el 

ey Federal de Procedimiento Administrativo 

establece ta/ y como lo mencio ·;un principio de legalidad, mediante el cual la 

•, Administración Príblica Federa ·no podrá Migir más formalidades que las 

expresamente previstas en la le 

especialidad contempla I°' cas 

que se podrá emitir una autoriza 

sentido la Ley Federal de Proced 

ajo este contexto, la Ley que por un criterio de 

~requisitos así e<imo las modalidades en las 

n sanitaria es Ja Ley Gene¡a/ de Salud, en este 

' ientoAdmlnlstrativo hace una remisión directa 

a esta normativa en salud para que las actividades relacionarlas con la salud 

humana sean susceptibles de ¡realizarse a través de un acto administrativo 

denominado autorización sanitaria, siempre y cuando dicho actuar se contemple 

en la Ley General r/e Salud. 

Es imporlante considerar que, al acreditar un interés jurídico o legitimo para poder 

proveer sobre una resolución por parte de /a autoridad no es una formalidad, es 

un requisito de fondo referente a la e.ristencia de un derecho subjetivo previsto 

por el conjunto normativo que el particular pueda ejercer o reclamar de la 

autoridad del Estarlo, 
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que se acredite un Interés j11ridico o legítimo le asiste al particular para 

reclamar de fa misma el otorgamiento de una a rizaclón ya que, dicho interés no 

constituye u-na formalidad sino un requisi de fondo sin el cual, no uiste /a 

pr>sibllldad de emitir la propia autorlzació · 

Por Jo que 9/ desahogo de la prevenc/6 ' ulado en lo que refiere a la existencia 

de un interés jurídico, entendiend~ te como fa existencia de un derecho 

/egltimamente tutelado por el orden ente legal objetivo, el cual faculta al titular 

para &xigir una conducta de la ridad mediante 1111a norma, asl como del 

en materia de salud, no se desprende que se 

acredite el mismo, toda vez q i siquiera se está an!9 la existencia de una 
' autorización de la modalidad r · rida y, por ende de un derecho subjetivo para 

la emisión de la misma, ya q 'n ninguna parte se establece tsna autorización 

sanitaria para consumo p '<!¡con fines recreatlv1» del 'Cannabis Saliva', 

{sat1Va, indica Americana o arihuana, su resina, preparados y semillas}, así 

como del psiCXJtrópico THC lrahidrocannabidol, los Isómeros ,,. y sus variantes 

estereoquímicas} (conjunta nte, Marihuana}, consistentes en la siembra, cultivo, 

CXJsecha, preparación, pos ión, transporte de las mismas y la imporlación y 

adquisición de la semilla, 'ara que el peticionario pueda consumir Marihtsana 

regularmente y de forma . rsonal y con fínes mera~nte lúdicos o recreativos. 

Asimismo, solicito la autlización para ejercer los derechos correlativos al auto. 

consumo de marihuana/ tales como la siembra, cultivo, cosecha, preparación, 

acondicionamiento, poJesión, transporte e Importación y adquisición de semillas, 

en cualquier forma, empleo, uso, consumo, Importación y, en general, todo acto 

relacionado CXJn el consumo /údiCXJ y personal de Marihuana por el peticionario, 

excluyendo expresamenh! los actos de comercio, tales como la distribución, 

enajenación y transferencia de la misma' (sic9, consectsentemente, esta autoridad 

no tiene factsllades para pronunciarse sobre actividades no prevista en la Ley 

General de Salud y cuyos casos, modalidades y requisitos no estén definidos en 

la Ley de la Materia. 
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Por tanto, resull<l improcedente la solicitud para cons o personal con fines 

recreativos del 'Cannabis Sativa', (saliva, na o marihuana, su 

~ina, preparados y semillas}, así THC 
(Tetrahidrocannabidol, los isómeros ... y variantes estereoquimicas) 

{conjuntamente, Marihuana}, consistentes siembra, cultivo, c05echa, 

preparación, p05esión, lnlnsporte d las mis y la Importación y adquisición de 

la semilla, para que el pelicionarlo pueda sumír Marihuana regularmente y de 

forma personal y con finflS meramente /ú os o recreativos. Asimismo, sol/cito la 

autorización para ejercer los correlativos al aubrconsumo de 

marihuana, t.a/es como la cultivo, cosecha, preparación, 

acondicionamiento, posesión, trans e e importación y adquisición de semillas, 

en cualquier forma, empleo, uso, sumo, Importación y, en general, todo acto 

relacionado con el consumo /udi personal de Marihuana por el peticionario, 

excluyendo expresamente Jos _ -s de comercio, tales como la distribución, 

enajenación y tlansferencia de¡· . ·sma, toda vez que no cumple con e/contenido 

del artículo 368 de la Ley Gene .. 

sanitarias se emitirán en /os­

determine &sta Ley y demás d 

( .. .) 

Oe Salud, el cual señala que las autorizaciones 

·1os y con los requisitos y modalidades que 

4slciones aplicables. 

' ' 
Ahora bien, cabe Sflñalar que h'p prevención fue en afán de que Sfl acreditara un 

interés jurídico o lflgítimo de ,ado de que no se acredito el mismo para realizar 

su soliciúid en los términos pfetendidos, atendiendo a lo dispu&sto en el articulo 

368 de la L&y General de SaJd;i que define a la autorización sanitaria. 

Aunado a que no se desprendió que en alguna d& las disposiciones generales 

aplicables de la normatividad antes citada, se previera una solicitud como la 

presentada; por lo que fue en tesitura que se consideró n9Cesarlo prevenir en los 

ténnlnos apuntados a fin de no dfljar en estado de indefensión al peticionario en 

el ejercicio de su deracho de petición y por otra parte, con !<Ir con los elementos 

nacesarios para dar una respuesta puntual y oportuna sobre Ja procedencia o 

improcedencia de su solicitud. 

( ... ) 
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Adicionalmente, cabe señalar que no se confi la hipótesis de un derecho ,, 
subjetivo qua obligue a e!ila autoridad if"1i r una autorización de dichas 

caracteristicas, pue:> e:> un principio general d arecho que las autoridades solo 

pueden hacer la que la ley les permite, y que la Ley General de Salud no 

contempla un a autorización con las particu/ ades que refiere, lo conducente era 

que probara ser titular de un derecho sub lvo que, par un ac/IJ de autoridad, se 

vela afectado de manera personal y dire , lo cual na aconteció. 
' 

Al respecto, el suscrito reconoce que s ien es cierto qua a su solicitud le asiste 

el derecho humano rle petición cons rado en el articulo 8" rle la Constitución 

Palilíca rle los Es!;1rlos Unidos Me anos, que otorga el derecho a cualquier 

pel'l>ana nacional o extranjera para u/ar una petición sobfl! cualquier materia 

y en cualquier sentirlo, dirigida a c /quier autoridad de nuestro país, en tanto la 

petición cumpla con las formal! des que el mismo precepto constitucional 

menciona, es decir, que se prese por escrito, de manera pacífica y re:>peluDSa. 

Para mayor precisión se transcri 

Mas cierto es que esta porció ormativa no obliga a la autoridad requerirla a 

rosponder en un determinado tido la solici/url que se le haya formulado, sino 

únicamente le obliga a que se a erde y dé el trámíte correspondiente en un breve 

término, con Ja libertad de res ver de conformidad con los ordenamientos que 

resulten aplicables al caso. 

Lo anterior debe entenderse f el sentido de que, siendo que la petición que se 

haya formularlo con las caricterlstlcas señalarlas por el precepto citado, la 

obligación de la autoridad será la de otorgar una respuesta relacionada con lo 

pedido, en la forma que corresponda de acuerdo a los conceptos normativos que 

rigen la materia, y no así en el sentido de que es obligación de la autoridad el 

conceder procisamente /o peticionado por el particular, ya que existen 

procedimientos y trámites que deben seguir rleterminando cauce de acuerdo con 

las rlisposiciones juridicas aplicables, por tantn, si bien e3 cierto que :>u rlerocho 

para formular una petición, cualquier que esta fuera, se encuentra gararrtlzarlo por 

el articulo 8° 1XJnstilucional, e/Jo no significa que la autorirlad deba reconocer/e el 
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interés jurídico que pretende para otorgarle a autorización cuyas caracteristlcas 

no corresponden con ningún presupuest 

Aunado a lo anteñor, de las manifesta es vertidas en el desahogo tampoco se 

de¡¡prende que se hayan aportado elementos necesarios para acnidit11r el 

interés legitimo, como Jo er¡¡ la exi cía de una norma constitucional en la que 

se estab/11ciel'il o tutelara algún ás difuso en beneficio de una co/ec1/vídad 

determinada o que dicho acto sgrediera ese interés difuso, ya se¡¡ de manera 

individua/ colectiva, ni que se bara pertenecer a dicha colectlvldiid. 

( .. .) 
Por Jo antariormente expue y fundado, su trámite d& autorización para ( ... )se 

desecha por no haber des gado de manera satisfactoria el requerimiento de 

mérito." 

De lo anteriormente 1ransc ó. se desprende que la pretensión del quejoso no es otra 

que obtener autorilación, para sumir marihuana regularmente y de forma personal, así 

como para ejercer los derechos rreiativos al auto·consumo de Marihuana 

Ahora bien, como se exp en los anteceden les dela preSEnte intervención ministerial, 

esla Represenlación Social la Federación advierte que el hoy recurrente planteó 

originalmente en su demanda . amparo la incons1itucionalidad de los artículos 234. 235, 

último párrafo, 237, 245, fracció ·1, 247, último párrafo, 248, 368 y 479, de la Ley General de 

Salud, al considerar que los m mos es1ablecen una "política prohibicionista" respecto del 

consumo individual de la marihltana, misma que transgrede los derechos a la identidad 

personal, libre desarrollo de la personalidad, autodetenninacion, propia imagen e intimidad, 

todos en relación con el principio de dignidad humana. Asimismo, sostuvo que dicha politica 

vulnera el derecho a la salud. 

De acuerdo con el recurrente, la prohibición del consumo de marihuana vulnera el 

derecho a la idenljdad personal, al pluralismos, la dignidad humana, propia imagen. disposición 

a la salud personal y autodeterminación personal y corpOial. 
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Al respecto, en la sentencia amparo, el Juez de !rito calificó de infundados los 

argumentos de1 quejoso, señalando que si bien es cierto; la ormas reclamadas inciden en la 

liberlad del quejoso de decidir que actividades lúqi o recrea~vas quiere realizar y 

evidenlemente en la forma qué decide vivir su vida, ta n es cierto, que como cualquier o1ro 

derecho, el libre desarrollo de la perSünalidad, no ti un carácter absoluto, máxime que en 

el presente caso, está involucrada una facultad ulatoria del Estado sl!Stentada en una 

finalidad cons~1ucionalmen!e imperiosa, como la' 

En este sentido, el juez A quo estimór e, la política prohibicionis1a, constituye una 

restricción legitima al derecllo del libre de olio de la pe=nalidad, pues satisface los 

siguientes requisitos: 

a} Tiene un tin constilucionalment _ 'lido, pues dicha restricción tiene como objeto, 

proteger la salud y el orden públ , finalidades que son constitucionalmente válidas. 

b) Es idónea para lograr el tin co ucional, mismo que sesa1isface, deque si bien es 

cierto, no existe evidencia cie a concluyente en el sentido que el consumo de la 

marihuana causa afectacione aves a la salud, también es cierto, que si existen 

datos de los que se desprend 
1
ue tal sustancia ocasiona daños de menor grado a 

la salud y al orden público, inf tpación que coincide con los datos aportados con la 

' autoridad responsable, en el ~tido de que el cannabis entrar'ia un riesgo muy bajo 

de causar la muerle, pero qu' I~ intoxicación con diclla sustancias puede generar 

riesgo de ansiedad, deterioro; e la atención y memoria, disloria, mayor dlsposición 

a sufrir accidentes y trauma~Smos, náuseas, pánico y paranoia. 
' 

e) Es necesaria. para conseguir el fin constitucionalmente válido, pues no existe una 

medida igualmente idónea y menos restrictiva, que la limitación de los actos 

consistentes en la siembra, cul1ivo, cosecha, elaboración, preparación, 

acondicionamiento, adquisición, posesión, comercio, transporle en cualquier forma, 

prescripción médica, suministro, empleo, uso, consumo y en general, todo acto 

relacionado con la marihuana, y; 

" 
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d) Es proporcional, pues el beneficio colectivo "en ia de salud y orden público, que 

se obtiene de las res1ricciones, no alR1a d edidamen!e la liberlad del quejoso , 
p<ira consumir Marihuana. pues ain el ulo 479 de la Ley General de Salud, 

prevé la posibilidad de que cualquier rsona una cantidad mínima de dicho 

estupefilcienle. 

lncontonne con esa decísión, el quej nterpuso recurso de revisión, en el que alego 

fundamentalmente. que el juaz de distrito, mlso en analizar los argumentos vertidos en su 

demanda, rela1ivos a que los arlículos 23 5, 237, 245, 248, 368 y 479, de la Ley General 

de Salud, vulneraban los derechos a la i idad personal, libre desarrollo de la personalidad, 

autodeterminación, propia imagen e in1i d, así como el derecho a la salud, pues la política 

prohibicionista, restringe tales derecho damentales de fonna injus1iftcada. 

Una vez precisado lo anteri e proceden a analizar los conceptos de agravio 

formuladns por el recurrente principal ·relación a la consti1uciooalidad de lns artículos de la 

Ley General de Salud, mismos que ~uestión de técnica jurídica. se anallzaran en diverso 

orden en que fueron planteadns. 

Resulta infundade> el agravio 

adujó que, el Juez A quo, ornitiO valor 

un bloque armónico y bajo parámetro 

!MERO, del recurrente principal, en el que en esencia 
' 

, y tomar en cuenta el acervo probatorio ofrecido. como 

e sencillez y efectividad, para hacer efectivo el derecho 

al debido proceso y a la tutela judicial ectiva. 
' 

Se afirma lo anterior, toda vez que, contrario a lo que wstiene la parte recurrente, el 

Juez de Dis1rito si efectuó una correc1a valoración del acefl'o probatorio ofrecido por el quejoso, 

pues de la lectura de la sentencia recurrida, se advierle que el Juez A quo concluyó que no 

existía evidencia científica incuestionable en el sen1ido de que la marihuana cause afectaciones 

graves a la salud (lo que pretendía demos1rar el quejoso con el caudal probatorio ofrecido), sin 

embargo, estimo que si se desprendían datos de que la Marihuana ocasionaba daños de menor 
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grado a la salud y a orden público, por lo que en cie"rÍo do, la política prohibicionista 

º' '" contribuía en modo alguno a lograr el fin conslitucionalme 
ROPUOCIOA 

.. -.. 

Por otra parte, resultan infundados los agr SEGUNDO y TERCERO, planteados 

por la parte recurrente, en los que medularmente ce que contrario a lo que sos1iene el Juez 

de Distrito, los artículos 234, 235, 237, 245, , 368 y 479, de la Ley General de Salud, 

vulneraban los derechos a la dignidad hu a, idenlidad personal, libre desarrollo de la 

personalidad, propia imagen, autodeter ción y libertad individual, pues prevén una 

restricción incons1itucional e ilegitima 

Refiere el recurrente, que la r ' cción prevista en los numerales retlamados, no se 

encuentra justificada en virtud de qu 

a} No Uene una finalidad 'stilucionalmenle válida, pues el objeto de la polílica 

pmhibicionista no es la lección de la salud y el orden público", sino "proteger la 

salud de los particular . con1ra su voluntad y sancionar a los usuarios de la 

cannabis". 

b) No es idónea, pues el z no llevo a cabo el examen de idoneidad, al solo analizar 

si la cannabis generab un daño potencial, y perdió de vista que no es instrumental 

para prevenir posibles· esgos a la salud, n1 para combatir las adicciones, ya que el 

número de consumid 's de Cannabis ha aumentado los último años, y hay pruebas 
13 

objetivas que muestra:$' que despenalizar el consumo no generaría un aumento en 

' el consumo de la misma. 

c} Que no es necesaria, pues existen alternativas menos restrictivas de los derechos 

humanos para proteger la salud de los consumidores y suprime más allá de lo 

estrictamente necesario los derechos restringidos 

d) No es proporcional, en balance genera mayores perjuicios que beneficios, amén de 

que el juez no analizó si la política prohibicionisla se lleva a costa de una afectación 
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innecesaria o desmedida a otros bienes y hos constitucionalmente 

desmedidos. 

' 
Como se adelantó, resultan infundadas tales ;se ciones. toda vez que, el Juez A quo 

de forma acertada estimó que, la res1ricción preví al derecho de libre desarrollo de la 

personalidad, es legitima, al encon1rarse justificada 

En primer término, el Juez A quo estim ue los derechos constitucionales no son 

absolutos y por lo lanto, todos admiten restricc' es, y encontrar sus limites en el respelo de 

los derechos de los demás y en el orden públ' . Así mismo estableció que tales restricciones 

no puede hacerse de forma arbitraria, sino os casos y bajo las condiciones que establece 

la propia Constitución y conforme a las ley que se emitan por razones de interés general y 

con el propósito para el cual han sido esta 

Lo anterior, con base en el crit ." emitido por ese Alto Tribunal, cuyos datos de 

localización, rubro y texlo, son los siguie 

Época: Décima Época 

Registro: 160267 

/nsll/ncia: Primera Sala 

Tlp1:1 d& Tesis: Jurisprudencia: 
' Fuente: Semanario Judicial d a Federación y su Gacela 

Libr1:1 V, Febrero de 2012, To~? 1 

Materla(s}: Constituci1:inal 

Tesis: faJJ. 212012 (9a.} 

Página: 533 

RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL 

JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERARLAS 

VÁLJDAS. Ningún dere;:;ho fundamental es absoluto y en esa medida todos admiten 

restricciones. Sin embargo, la regulación de dichas restricciones no puede ser arbitraria. 
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Para que las medidas emitidas por el legislador ordinario el propósito de reslringir 

tos derechos fundamentales sean viilidas, dehen saf cer al menos los siguientes 

requisitos: a) ser admisibles dentro del ámbito,co tucional, esto es, el legislador 

ordinario sólo puede reslringir o suspender el eje o de las garantías individuales con 

objetivos que puedan enmarcarse denlro de la - visiones de la Carla Magna: b) ser 

necesarias para asegurar la obtención de 1 fines que fundamentan la restricción 

cons1itucional, es decir, no basla que la res ión sea en términos amplios útil para la 

obtención de esos objelivos, sino que de er la idónea para su realización, lo que 

significa que el ftn buscado por el legisla o se pueda alcanzar razonablemente por 

otros medios menos restrictivos de derec fundamentales: y, c) ser proporcional, esto 

es, la medida legisla~va debe respetar correspondencia entre la importancia del fin 

bu:>eado por la ley, y los efectos perjud es que produce en o1ros derechos e intereses 

cons1itucionales. en el entendido de a persecución de un ohje~vo constitucional no 

puede haceroe a casia de una ale · n innecesaria o desmedida a otros bienes y 

derechos consljtucionalmente prole . Así, el juzgador debe determinar en cada caso 

si la reslricción le<3islativa a un derec 

las previsiones constitucionales, e 

' 
. ndamental es, en primer lugar, admisible dadas 

undo lugar, s1 es el medio necesario para 

proteger esos fines o intereses cons · ciónalmente amparados, al no existir opciones 

menos resllictivas que permilan alean rlos; y en tercer lugar, si la distinción legislativa 

se encuentra dentro de las opcion de tratamiento que pueden considerarse ,, 
proporcionales. De igual manera, las re511icciones deberán estar en consonancia con la 

ley, incluidas las normas internacionales de derechos humanos, y ser compatibles con 

la na1uraleza de los derechos amparados por la Constitución, en aras de la consecución 

de los objetivos legítimos perseguidos, y ser estrictamente necesarias para promover el 

bienestar general en una sociedad democrática. 

De dicho criterio jurisprudencial, el Juez A quo, advir~ó que, para que las medidas 

impuestas con el propósito de regular una restricción prevista constitucionalmente a un derecho 

fundamental sean válidas, deben satisfacer en principio, los siguientes requisitos: 
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a) Que la restricción reglamentada por el legislador;sea admisible por la 

' Consljtución. El legislador ordinario solo puede restringir o suspender el ejercicio 

de los derechos fundamenlales en los casos y en la ondiciones que la misma 

ConsUtución establece, como lo prescribe su arii o 1 º. Por tanto, es claro que 

el legislador no tiene facullades para est cer limitaciones a derechos 

humanos adicionales a los que se derivan mismo texto constitucional, y sus 

facultades de producción deben desplegarse para darles 

contenido exacto. 

b) Que la medida legislativa sea la id'. 

d) 

alcanzar por otros 

{fundamentales}. 

Que sea proporcional, est 

res1rictivos de derechos humanos 

que exista una correspondencia entre la 

imporiancia del fin buscad ·r la restrici;ión, y los efectos perjudiciales que 

produce en otros derechos tereses consti1ucionales. 

Así, el juez A quo, concluyó que cu uier limitación deberá analizarse con el objeto de 

determinar si la medida legislativa 1) persi 'e una finalidad constitucionalmente admisible, 2) 

si resulta un medio instrumentalmente apto 'ara conseguir tal finalidad, 3) si es necesaria, para 

lograr el fin buscado, y 4) Que sea estrictainente proporcional, que no implique una afeclación 

desmedida de otros derechos tunda mentales. 

Bajo este contexto, el A quo. procedió a demostrar de manera fundada y motivada, que 

las reslricciones a derechos fundamenlales previstas en los ariículos 234, 235, último ptirrafo, 

237, 245, fracción 1, 247, último párrafo, 248, 368 y 479dela Ley General de Salud, resultaban 

validas al satisfacerse requisitos referidos, en sede constitucional, en los siguientes términos: 

~Pues bien, ti/ como lo sostuve la Primera Sala de /a Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, al resolver el amparo en revisión - la finalidad del marco 
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regulatorio para el control de estupef:acienlelf y substancias p$ico/rópicas 

previsto en la Ley Genera/ de Salud, de {ctser~o con los distintos procesos 
' 

legislativos de los preceptos Impugnados, es la p lección de Ja salud y el orden 

público. 

Así, al igual qu& lo hizo Ja Sala, se que tales rrnalidades son 

constitucionalment& validas, ya que las 11 · teccián de la salud no es sólo un 

objetivo que v<ilidamente puede perseg el Estado, sino que resulta imperioso 

desde el ámbito constituc/onal, al ti rse de un derecho fundamitntal en el 
' 

arlfcu/o 4º CQnstitucional. De igual a, perseguir el orden público, &ntendido 

como el bienestar de la sociedad e eneral, resulta valido púes es Estado tiene 

interés en proteger el cong/ome o social, lo cual puede hacer a través de 
' 

decisiones legislativas o politica 

Para juigar fa idoneidad y la es/dad de la medida, debe precisarse que el 

legislador tiene un espacio de ·sión que puede ser examinado por el juigador 

de amparo en forma limitad ' e modo tal que se pueda dict;ir una sentencia 

suficientemente segura. 

Asi; en cuanto a la idoneida de la medida, en el precedente de la Primera Sala 

invocado previamente, dele ino que el examen relativo "presupone la existencia 

de una relación empírica e re la intervención al derecho y el fin que persigue 

dicha afectación, siendo su lente que la medida conlribuya en algún modo y en 

algún grado a lograr el pr ito que busca el legislador". Al respecto, preciso 

que la idoneidad de /ost_ preceptos reclamados para perseguir los fines 

constitucionales previamenf!i, se acredita en Ja medida en que exista una relación 
' empírica que vincule al consumo de la marihuana con daños y afectaciones a la 

salud y al orden público, en relación con lo roa/, es imporlante atender a las 

conc:/usiones a las que llego la Sala: 

• Si bien la evidencia medica muestra que el consumo de marihuana puede 

ocasionar danos a la salud, se trata de afectaciones que pueden calificarse como 

no graves, siempre y cuando, los consumidores no sean menores edad. 

•Los consumidores de marihuana no callfican necesariamente como 

farmacodependientes, existe un bajo grado de probabilidad de que la marihuana 
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produzca dependencia, la posibilidad de que)el consumo desencadene la 

dependencia está sujeto a factores 

conduc/uafes y de personalidad. 

ntes como son desordenes 

• Las implicaciones sobre la salud y las secuencias socia/es reportadas por 

quienes buscan controlar su consumo n mucho manos s11veras que aquellas 

reporl.adas por personas adictas a otr sustancias, como el opio o el alcohol. 

• La marih11ana tiene un nivel de 1 dencla muy bajo en el consumo de otras 

drogas más riesgosas. 

•El consumo de marihuana n 

crímenes, pues la correlación 

significativa. 

• La marihuana por sí mism 

un factor detenninante en la comisión de 

tadísUcamente muy pequeña para considerarse 

Induce la comisión de delitos violentos, pues el 

consumo de marih11ana in, /!los Impulsos de agresión del usuario, ya que 

generalmente produce esta ,' de letargo, somnolencia y timidez. 

• El consumo de marihua •iJ/sm/nuye las habilidades necesarias para manejar 

automóviles y, por tanto, enta las probabilidades de causar accidentes viales; 

sin embargo, la dismlnuci de las habilidades para conducir cuando se consume 

marihuana son más varl es que cuando se Ingiere alcohol, pues sus efectos 

están sujetos a factores mo la dosis, la tolerancia desarrollada por consumo 

frecuente, entre otros. 

" De lo anterior, se advierl.~-que no existe evidencia científica concluyente en el 
• 

sentido que el consumo efe la marihuana causa afectaciones graves a la salud, 

pero sí datos de Jos que se desprende que tal sustancia ocasiona daños de menor 

grado a la salud y al orden público, información q11e coincide con los datos 

aportados con la autoridad responsable, en el sentido de que el cannabis entraña 

un riesgo muy bajo de causar la muerl.e, pero que la intoxicación con dicha 

sustancias puede generar riesgo de ansiedad, deterioro de la atención y memoria, 

disforia, mayor disposición a sufrir accidentes y traumatismos, náuseas, pánico y 

paranoia. 
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Bajo tal razonamiento, es posible concluir que fas normas reclamadas contribuyen 
•• en algún mocfo y algún grado a lograre/ propóSit que busca el legislador, por Jo 

que es pos/ble concluir que /al medida resulta· ónea. 

Ahora bien, en lo que se refíere al requlsit e nl){;es/dad, debe analizarse si /as 

normas reclamadas constitu)ll1n una me nec&saria para proteger la salud y el 

orden público o si, por el contrario, isten medidas alternativas igua/men!e 

idóneas que afecten el derecho al libre desarrollo efe la 

personalidad. 

Al respecto, no debe perderse efe. ta que la finalidad que persigue el Estado , 
consistente en la protección de salud resulta impuiosa, pues exis!e una 

obligación constitucional de ga . izar positivamente la salud. Desde ese punto 

de vista, la determinación de la , tencia de una medida alternativa que restrinja 

en el menor grado posible el lib' es arrollo de la personalidad no puede ni debe 

centrarse de man&ra exclu en dicha libertad incfivldual, pues debe 

considerarse que las normas · tenden dar eficacia a la dimensión social que 

tiene la protección de la sal' que impone al Estado el deber efe atender los 

problemas de salud que a n a la sociedad en general, entre los cuales se 

consideró el consumo d& ma 

En ese panorama, no existe medida igualmente idónea y menos restrictiva que 
• 

la limit.ac/ón de /os acto consistentes en la siembra, cu/Uvo, cosa-cha, 

elaboración, preparación, a ndlclonamlento, adquisición, posesión, comercio, 

transporte en cualquier fo - ~' prescripción medica, suministro, empleo, uso, 

consumo y, en general, tof acto relacionado con marihuana, exclusivamente a 

/os fínes médicos y cientifí;J:,s, pues si su consumo se ha icfentlf/cado como un • 
problema de salud pública, fesultajustifícada la intervención estatal, máxime que 

el objetivo más amplio efe /a política efe salud, pe!Sigue impulsar la proteceíón a 

todos los mexicanos. 

En este aspecto, no pasa desapercibido que la Primera Sala de la Suprema Corte 

de Justicia efe la Nación, al raso/ver el precedente cit.ado, ronsidero que &xístían 

medidas menos l'llStrictivas a la prevista en /os artículos reclamados, sin embargo, 
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desde el enfoque de salud príblica 
~ .. 

apuntado, que implica una obligación 

constitucional en la materia, no es posible tomar e~ s medidas como alt11mativas. 

En ehrcto, si se considerara que los a/1/cufos e ueslión establecen una medida 

innecesaria y, por ende, se le otorgara al que· ' o /1111utorización para el desarrollo 

de las activid11des que solicita, se le estar/ · mitiendo el ejercicio de un der11cho 

sin mayores lineamientos para ello, con posibles riesgos que pueda Implicar 

en re/ación con derechos de terceros, ii o existir un marco regu/atorio legislativo 

y administrativo que est11blezca m ·1 idades para su ejercicio, cuando a nivel 
• 

mundial, dado el impacto que tie n la salud príbl/ca, la legaliz11ción del uso 

recreativo de la marihuana se dado mediante procesos de deliberación 

rios integr11les que hacen posible el ejercicio 

de ese derecho, garantizando a , s mejores condiciones para los usuarios y para 

terceros. 

Incluso, en e/ cas11, Ja ausenc 

eventu11/ concesión de amp 

sanitaria al quejoso, por esti 

lejos de constituir una rapa 

dejarla al promovente en un 

de su solicitud los actos de 

de autoconsumo que es Ja 

. 

• 

esa estructura normativ11 conduce a que en una 

Para el efecto de que se otorgue la 11ulorización 

' [que las restrlcclon11s reclam11das es innecesaria, 

íbn efectiva en el goce de los derectros vu/nel'lldos, 
• fPpleto estado de lns11gurid11d juridica, pues excluyó 

Inercia y el presupuesto o p11l1e inici11I de la cadena 
' 

quisición de /11 marihuana, no tiene en la actu11lid11rl 

un11 via lícita. De manera q _ ,,para poder tener los beneficios de la 11utorización 

respectfv11 seria necesaria comisión de diversos delitos previstos en normas 

punitivas de /11 Ley General e Salud y riel Código Pen11/ Federal, que no formaron 

parte de la impugnación del'i,uejoso. 

Alií, illendiendo 11/ man:o jurídico vigente en el Estado maxic11no, fil!l restricciones 

rec/amad11s son necesarí11s p11r11 g11l'llnlizar la protección rle /11 s11/ud y el onten 

príb/ico. 

Por último, en cuanto al requisito de proporcion11/id11rl, no debe penterse de vista 

que el al1ículo 479 de la Ley Genel'lll de Salud, establece que par11 efectos del 

c11pftulo previsto en dích11 normalividad relativo a "Del/tos Contra /11 511/url en su 

modalidad de Han:omenudeo'', se entiende que 111 m11rihuan11 está destinada para 
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su estricto e inmediato consumo personal, cuando~~ antldad no exceda de cinco 

gramot;." 

De lo anterior, contrario a lo que aduce el recurr e principal, se puede advertir que el 

Juez A quo, no omitió realizar el estudio escrutinio o por ese Máximo Tribunal, aunado a 

que expone las razones, por las cuales estimó' e se cumplían con los requisitos para 

demostrar que las restricciones a derechos fund 

a) Tiene un fin constilucionalmen 'lido, pues dicha restricción tiene como objeto, 

pruteger la salud y el orden pU o, finalidades que son oonstilucionalmente válidas. 
' 

b) Es idónea para lograr el fin , litucional, mismo que se sa1isface, de que si bien es 

cierto, no existe evidencia J tífica concluyen le en el sentido que el consumo de la ' ' ' ' 
marihuana causa afectaci9· .S graves a la salud, también es cierto, que si existen 

datos de los que se despr' de que tal suslancia ocasiona dai'ios de menor grado a 
' ' ' la salud y al orden públic l'i,nformación que coincide con los datos apor1ados con la ,, 

autoridad responsable, efl sentido de que el cannabis entraña un riesgo muy bajo 

de causar la muerte, perwque la intoxicación con dicha sustancias puede generar 

riesgo de ansiedad, dete~ro de la atencion y memoria, disforia, mayor disposición a 

sufrir accidentes y 1raum1smos, náuseas, pénico y paranoia. 

¡ 
¡ 

c) Es necesaria, para conseguir el fin cons1itucionalmente válido, pues no existe una 

medida igualmente idónea y menos restricUva, que la limilación de los actos 

consistentes en la siembra. cul1ivo, cosecha, elaboración, preparación, 

acondicionamiento, adquisición, posesión, comercio, lransporte en cualquier forma, 

prescripción medica, suministro, empleo, uso, consumo y en general. todo acto 

relacionado con la marihuana, y; 
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/\ 
d) Es proporcional, pues el beneficio colectivo1e ateria de salud y orden público, que 

' se obliene de las res!rictiones, no afect esmedidamente la liberl<ld del quejoso 

para consumir Marihuana, pues aún el ulo 479 de la Ley General de Salud, prevé 

la posibilidad de que cualquier persa na cantidad mínima de dicho es1upefaciente. 

Por todo lo anterior, contrario a lo q · sostiene el recurrente principal. el Juez A quo, 

demostró con suficientes razonamientos,,.'' se cumplían los requisitos necesarios, para la 

restricción de derechos fundamentales. 

Por otro lado. resultan infunda los agravios CUARTO, QUINTO Y SEXTO, en los 

que esencialmente aduce, que el Jue: Distrito hizo caso omiso de los argumentos vertidos 
' 

por el quejoso, relalivos a que los los 2l4, 235, 237. 245. 248, 368 y 479, de la Ley 

General de Salud, vulneraban los chos humanos a la identidad personal, pluralismo, 

dignidad humana, autodeterminació. ertad individual, y derei:ho a la salud en su aspecto 

negativo, pu.es sin justificación algu . 1 A quo, considero que dicho derei:ho forma parte del 

derecho del libre desarrollo de la pe 

' En efecto, resul1an infundad 'les aseveraciones, pues contrario a lo que sostiene la 
',' 

parte recurrente, el juez A quo, co 1téró de manera correcta que, los derei:hos de mérito, 

estaban comprendidos dentro del d .ho al libre desaITTJllo de la personalidad, pues así lo 

había determinado la Primera Sala ,.. ~uestro más Alto Tribunal de la Nación, al resolver el 

amparo en revisión- el cuat ·~noviembre de dos mil dieciséis. 

' 1 
Con independencia de lo anterio~ esta Representación Social de la Federación, es1ima 

que en modo alguno, los artlculos 234,~135, 237, 245, 248, 368 y 479, de la Ley General de 

Salud, vulneraban los derechos humanos a la identidad personal, pluralismo, dignidad humana, 

autodeterminación, libertad indil'idual, y derecho a la salud en su aspecto negativo. 

En efecto, la medida legislativa contenida en los artículos reclamados, no limitaba el 

derecho humano al libre desarrollo de la personalidad, ni ll!mpl)CO los correspondientes a la 

intimidad, propia imagen, identidad personal y autodeterminación. 
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Esto es así, ya que no se advierte, en qué medida la stricción al consumo de can na bis 

sativa cosífrea, humilla, degrada o envilece a las person , se traduzca en una trasgresión al 

derecho humano de dignidad humana. 

Asimismo, con dicha medida prohibicion· a, no se impide a las personas que no sean 

conocidas por otros en ciertos aspectos de vida privada y, por ende, que puedan decidir 

sobre la publicidad o información de dat elativos a su persona, familia, pensamientos y 

sentimientos, en estricto respeto al der 

Tampoco se desprende de 1 rmativa reclamada, que se es1oblezca supuestos 

jurídicos que afecten el derecho de ersonas a decidir, en forma libre, oobre la manera en 

lo que quieren mostrarse trente a lo más, de conformidad con el derecho humano a la propia 

1mogen. 

En reloción, con el derec umano de libre autodeterminación, tampoco se considera 

' que las restriccioneo previslas los preceptos combatidos en modo alguno lo transgredan, 

pues no impiden el derecho de 1 personas a el'"9ir en forma libre y autónoma su proyecto de 

vida. A más de lo onterior, no r iste una coacción o control injustificado sobre las propias 

melas, objetivos, valores, ideas, · ectativas y gustos de las personas. 

Ahora bien, en relación a la 1ransgresion al derecho a la Salud, de igual forma no se ve 

afectado por la política prohibicionista, prevista en los artículos 234, 235, 237, 245, 248, 368 y 

479, de la Ley General de Salud. 

Para demostrar lo anterior, se estima necesario precisar en primer término que el 

derecho a la salud (ya sea en su aspecto posílivo o nega~vo}, puede ser restringido y encontrar 

sus límites en el respelo a los derecllos de los demás y en el orden público, por lo que lo político 

prohibicionisla contenida en los preceptos tildados de inconstitucional, resulta razonable, ello 

de conformidad con el articulo 4º consti1ucional. 

}\) 
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En efecto, la prohibición contenida en los artículos impugnados resulta una medida 

ins1rumenlalmente apta para alcanzar los objetivos de Pf- ción a la vida y a la salud que el 

legislador legi1imamente busca proteger. por lo tanio se viola en perjuicio del recurrente el 

derecho a la disposición de la salud prupia, pu/ o se esU! poniendo un modelo o estándar 

de vida ajenos a los particulares, para imp::ine · rcitivament& una visión delo bueno yde 

!o correcto. 

Asi, el Esla.do liene la obligac· positiva de tomar las medidas que sean pertinentes 

para tutelar y hacer eficaz el derec. la salud, así el fin inmedialo del Estado es proveer de 

salud en las mejores oondicione osibles, por lo que resulta incorrecto que se vulnere el 

gativo, pues no debe porderse de vista que el derecho a la 

salud implica una hacer posi por parte del Estado, que garantice el disfrute del más alto 

nivel posible de salud, pues o contrario, se violaría el contenido básioo del propio derecho. 

-de lo anterior, no debe perderse de vista, que la política 

prohibicionista, busca p er el derecho a la salud pilblica, mismo que 1iene un rango 

constitucional, en tanto a parte del derecho la salud previsto en el articulo 4 Constitucional. 

En efecto, la sal tiene una dimensión individual y una ooleciiva. Asi lopodemosderivar 

del articulo 23 de la Le eneral de Salud, el cual sefiala que los servicios de salud comprenden 

to::tas aquellas accione dirigidas a proteger, promover y restaurar la salud de la persona y la 

colectividad-

Asimismo, no debe entenderse la salud simplemente como la ausi¡ncia de afecciones o 

enfermedades, sino como un estado completo de bienestar físico, menlal y social, por lo que 

es un deber del Estado el dirigir esfuerzos tanto a reparar las afeclaciones en la salud de las 

personas, como prevenirlas. 

Por tanto, el derecho a la salud pública es el derecho a la salud de la colectividad que el 

Eslado tiene obligación de proteger, a través de la conjunción de diferentes aa:ioíles 

encaminadas a prevenir el desarrollo de enfermedades, así como a repararlas, motivo por el 



'°"- 00~;¡1 

"Año do/ Con/onarjo do la promulgac/án de la C011s!1111ción Política do los Estados Un/dO!l Mo•icano•. º // 

Amparo en Re~isián 623/2017 

cual, al ser normativizado lambién desde una colecti11a, coadyuva en el 

º' '" mantenimiento de las paz y estabilidad social. 
R•PÚBLICA 

En este orden de ideas, los artículos tildado e incons1itucionales, y contrario a lo que 

aduce el recurrentes principal, lejos de vulnerar e ho a la salud ··-en su aspecto negativo­

--. los mismos protegen un fin superior, esto es ro!eger la salud pública, en este caso, por el 

consumo de estupefacientes. 

Por lo anterior, se puede ad · ·r claramente. que los artículos !ildados de 

inconstitucionales, lejos de atentar con el orden constitucional, revela que la intención del 

legislador fue proteger el derecho a la( lud, no solo en lo individual, sino en lo colec!ivo, que 

es un fin superior, por lo que implem ta medidas que sean per1inentes para tutelar y hacer 

eficaz el derecho a la salud, sin que el presente caso se transgreda el derecho par1icular del 

recurrente, pues el mismo debe e '• ante el interés público. 

En tal vir1ud, se considera q la implementación de la poliijca prohibicionista, constituye 

un medio apto para proteger la s d pública, por la amenaza que represenla para la salud 

física, emocional y moral de los n1 s, jóvenes y adultos que habitan en el país, al permitir el 

consumo de Cannabis Saliva, da 1 incremento que se ha dado en el consumo de drogas y 

como consecuencia de elto el aum to en el número de personas adictas a ellas. 
1 ,. 

Bajo este contexto y contra, lo que aduce el recurrente principal, los articulas 234, 

235, último párrafo, 237, 245, fracci~ 1, 247, úllimo párrafo, 248, 368 y 479, de acuerdo con 

los razonamientus expuestos con aj¡¡.rioridad, se estima que no vulneran los derechos a la "\.~~ 
idenlidad peroonal, pluralismo, dignid;1d humana, autodeterminación, lil)ertad individual, y 

derecho a la salud en su aspecto negatiyo. 

Finalmente, en relación a los agravios SÉPT!MO Y OCTAVO, del recurrente principal, 

Esta Representación Social de la Federación, estima que deber reservarse jurisdicción al 

Tribunal Colegiado del Conocimiento, pues versan sobre cuestiones de legalidad, mismas que 

son ajenas a la materia de la presente instancia. 
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Por todo lo anterior, arrte lo infundado de los agravios propuestos por el recurrente 

principal, esta Representación Social de la Federación, esti que, en la materia de revisión, 

lo procedente será que ese Máximo Tribunal de la Nací' 

niegue el amparo y protección de la Justicia Federal a 

Por último, debe sefialarse que al result infundados los agravios del recurrente 

principal, por las consideraciones expues1as en presente intervención ministerial, procede 

que ese Máximo Tribunal declarare sin materia revisión adhesiva he;:;ha valer por el delegado 

de las autoridades responsables Presidente la República y Secretario de Salud, toda vez 

que el interés de la parte adherente estás to a la suerte del recurso principal, por lo que es 

evidente que cuando el sentido de la re lución dict.ada le resulta favorable, desaparece la 

condicion a la que es1aba sujeto el ínter jurídico de aquélla para interponer la adhesión; esto 

es, la de reforzar el l<!llo recurrido; en se.:::uencia. se estima que debe declarase sin materia 

el recurso de revisión adhesiva. 

Sirve de sustento a lo expr do la jurisprudencia de esla Segunda Sala que a la letra 

dispone lo siguiente: 

ªRegistro No. 171,304 

Novena Época 

Segunda Sala ' ' Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo: XXVI, Septiemb111 de 20()7 

Página: 552 

Tesis: 2aJJ. 16Bll007 

Jurisprudencia 

Materia(s}: Común 
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~REVISIÓN ADHESIVA EN AMPAR,D·-¡f¡ RECTO. DEBE DECLARARSE SIN 
• MATERIA SI LA REVISIÓN PRINCIPAL ESULTA INFUNDADA. El arlícu/o 83, 

fracción IV, de le Ley de Amparo prevé 1 rocedencia del recurso de revisión contra las 

sentencias pronunciadas por los Juec de Distrito, yen su último párrafo estab/er;e que 

en todos los casos a que se refiere e precepto, la parte que obtuvo rewlución favorable 

a sus intereses puede adherirse a revisión principal. Ahora bien, si se toma en cuenta 

que el recurso de revisión adhe carece de autonomía, al señalar el párrafo indicado 

que la adhesión al recurso sig a suerte procesal de éste, es evidente que si la revisión 

principal resul/¡; infundiidii uél debe decJ¡;rarse sin miilEri¡;, por su naturaleza 

accesoria". 

Por lo antes expuesto, a · ed Honorable Sala de ese Máximo Tribunal, atentamente 

r 
PRIMERO.· Tenerme 

Agente del Ministerio Públi 

esla Represenlación Social 

; presentado y por reconocida Ja.personalidad que o~ento como 

~e la Federación, ,f>Jrm11lando la jntervencjóp minj§!e~ que a -

·~la Federación le corresponde ... 
r 

' SEGUNDO.· Ante 1 onsideraciones vertidas por esta Representación Social de la 

~teria .. competencia de .ese. Máximo-:rnbunal. de . .la~Nación, • .se 

.,,4·~·!-·Y se.nieg~~ el .amparo~y_proteC1<i.!i.o.-de la Justicia Federal a 

/1 
CUARTO. 8ese_['.(1i![Í~~Jón .aLTJ:ibunaLColegiado del conocimiento. -

QUINTO. ~a esta Representación Social de la Federación, copia •ilQlllelde la - -
resoh,i;cJQn.,que_s~r.onuncie .eo. el.presente ¡e cur,;p.Jj$:Jll.'5.l:¡j,ón, lo anterior con fundamento en 
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el articulo 278 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria al tenor 

DE LA 
! del articulo 2º de la Ley de Amparo. 1 

REPÚ•LICA 

ATEN.T MENTE 
O. NO REELECCIÓN". 

EL C. agente del Ministerio Púb o d Federcló , rttoa ese Máximo Tribunal. 

¿:t;ó· 
°"""~·,.;¡,mirez Zavata. 

t· 
~~;(•, 

'· " 

' ,.-
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En dieciséis de agosto de dos mil dieclsiete, Ja Secretaria de 
POoERJU010,o.tDEtArrooRAC1óif\Cuerdos da cuenta a la Presidenta de la Primera Sala de la 
<urAt""'ºª"11o•Jusno"'º'..,.NAOOi$uprema Corte de Justicia de Ja Naclón, con la intervención 

ministerial 71/2017, recibida en la Oficina de Certificación 
Judicial y Correspondencia. Conste .. (!; 

Ciudad de Méxieo, a dieciséis de agosto de dos mil 

diecisiete. 

Agréguese a sus autos Ja intervención __ miri_i_~erlal I 

71/2017, sus~rita por el Agente del Ministerio Público de !a 

Federación adscrito a este Alto Tribunal. 

Con fundamento en Jo dispuesto fj artículo 25, 

fracción 1, de la L_ey Orgánica del Poder Judicial de Ja 

Federación, térigase· a Ja representa social haciendo las 

manifestaciones que expr cuales se tomar¿n-·en 

consideración e ome~to pr~I oportuno y una vez que 

entencia respectiva, expfdase la copia solicitada. 

~uil.lvanse }os au~ Ja Ponencia del MINISTRO ./ 

JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ. 

Notifíquese. ~ 
Así lo proveyó y firma fa MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA 

HERNÁNDEZ, ~identa de fa Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, ante Ja Secretaria de Acuerdos 

que autori~ . fe, Jicen · da 

Gatica. 

~ASO 201r 
El . · , \'e notificó el acuerdo an 
por medio de lista, en términos de lo dispue 
fracclón 111 y 29, de la Ley de Amparo. Doy . 
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l. 1 ONQON SCHOOI OF fCQNQM!CS COLFCil\lCUl DIOS-OE-DROG1'S Y OERE,Cl!.Q, 
PROGRAMA DE POLÍTICA DE DROGAS DEL CENT O DE INVESTIGACIÓN Y DOCENCIA 
1_CONÓMICAS Y CORPORACIÓN ACCIÓN TÉCNICA ' ' 

" b) Sustento legal para la presentación del Amicus Curiae. 

~1/ Ctimparecemos ante esta SCJN de manwa respelu con la finalidad de presentar esle Amicus 
Cilriae y que sea considerado el contenido del mis en eje~ici.'.l de nueslm derecho de pe1ici6n 
:8revisto en el artículo 1º y 8 de la Cor.s~tuci.'.ln Poli· de los Eslados Unidos Mexicanos (CPEUM), 

-'~i coJOO de nuestro derecho a participar en la dir ión de los asuntos públicos de manera directa, 
._':;¡JOnforme al arlicuki 23.1, inciso a) de la Convenció mericana de Derechos Humanos (CADH). 

111. El objetivo del presente AmicLJS Curiae es informar ta SCJN del panorama actual al que la sociedad 
se en!ren1a como consecuencia de una legislación lutamente prohibi~va. 

IV. El legislador a travils de su ~ucción normativ a sobredimensionado el corisumo de cannabis 
como problema de orden y salud pública al punto ~e las penas que se han otorgado a las diversas 
actividades relacionadas con el consumo del qnnabis son evklentemenle despro?Q~i.'.lnadas 

considerando la invasión a derechos tundamentales}'los bienes jurídicos resguardados y la efeciividad 
' para tutelar estos bfenes jurídi:;os. 

V_ Al día de hoy, en México, las ~yes que criminalizan y estigmatizan a toda per11ona que realice 
actividades relacionadas con el consumo de drogas han generado el aumento de la población 
penitenciaria sin disminuir tanto el come~io oome el consuJOO de las m¡_,mas. Como consecuencia, el 
le.g-¡_,fador ha rebasado los limites constiluci.'.lnales oon leyes desproporcionadas que no cump~n can 
su propósito. 
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d) Pnnc1p10 de proporc1onahdad en la CPEUM 

VI La tarea del legislador como cor.secuencia de sus actividades de crea 
encomendadas por mandato constitucionol conlleva un amplio margen 
c~ar o suprimir figuras deliciivas, introducir clasificac~nes entre 
punitivas, graduar las penas aplk:ables, fliar la clase y magnitud d 
agravación o atenuación de los comportamientos penalizados. 

· norma!iva que le lueron 
libertad configuradora para 
s, establecer modalidades 

VIL Para llevar a cabo lo anterior, es riecesaria la apreciación, anális' ponderación de los fenómenos de 
la vfda social y del mayor o menor daño que ciertos com tos puedan estar causondo o llegar 
a causar en el conglomerado social. 

inciden en los derechos fundamentales de los goberna 
salvaguardar dWersos bienes consttlucionales que la soc· 
salud, propiedad, orden público_ 

'a 1ravils de ¡¡¡i; peni!S necesarias para 
considera valiosos, por ejemplo la vida, 

IX. Sin embargo, como lo ha sostenido este Alto T ribun s facultades del legislador no son il1mi1adas. 

XL. 

la leg1slac10n debe ser sometfda a control consl1tuc1 1 y contar con los siguienles e\emen!Ds': (a) 
: perseguir una finalidad constftucionalmente legi~m ) ser adecuada, idónea, a,,ia y susceptible de 
· alcanzar el fin perseguido; (e) ser necesaria, es deci Üficiente para logrardiclla finalidad, de 1al forma 
1 que no implique una carga desmedida, excesiva o i . lif~da para el got>emado, y (d) estar justificada 

en razones constiluc~nales. 

Como oon5eeuencia, existe una obligación por 
excesiva al momento de emitir normatividad, 
E1Cuerdo con el principio de legalidad, se encu 
exceso de poder. 

En esta materia. el legislador tiene un amplio 
criminal de acuerdo a las necesidades social 
jurldicamente 1u!elados; (b} las sanciones pena 

e del legislador de actuar de lorma medida y no 
iGUlarmente en materia penal, debido a que de 

impadi:!o para octuar de forma arbitraria y en 

gen de libertad para diseñar el rumbo de la poli1ica 
del momento histórico respectivo: (a) los bienes 

· . y (e) las conductas típicas antijurldici!S_ 

XII. Como consecuencia, al configurar leyes pena , det>e respetar el conten'1do de diversos principios 
' consti1ucionales: (a) propo1tionalidad; (b) ra 'nabilidad jurídica (penas no infamantes, crooles, 

excesivas. inusitadas. trascendentales), y (e) no!Jíenalidades conlrarias a la dignidad del ser humano1. 

'· 
XIII. Debido a la ausencia del establecimiento de liriiites concretos establecidos por la CPEUM, se ha 

oonvertfdo en responsabilidad de esta SCJN el determinar los cri1erill5 y condiciones en que se 
actualiza que una sanción impues1a por el legislador no cumpla con los principios de prope1tionalidad 

y razonabilidad. 

• No Reg.,ro: 11D.144l JtlllSprOOencia Mat...,¡s)o Con;,;-.;_ Novena E..,.. '"~""~- """"· F-e- ..........., Jud"""' de la F___, 1 '" 
~a Tomo: :o;\ll, º""""b"' <fe 2001 Te>!< p IJ 1)00007 P!O]'lla' 8 
'o. ''"''00, lod1>pueslo rx><loo ""<c.m !. 14, 16, 18, 19, 10, 11 ¡ 11 
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Es importante señalar que este Alto Tribunal, a partir de un método de aproximaci6n sucesiva, se 

encuentra autoñzada para definir el cordenido de los preceptllS de la CPEUM3 ya que la jurisprudencia 
cons1i!ucKlnal que se emite es del intellis directo de todos los gobernad<)!;, a quienes se les debe 
otorgar certeza sobre los lim~es constitucionales de la actuación pirbl1c:a. 

't:J. Derivado de b antes expuesto, procedemos a realizar un arlállsis sobre e a uno de los criterios que 
deben ser satjsfechos para estimar un a&tuar propc!cionado por parle de la uloridad: 

e) Persecución de finalidades legitimas desde la óptica constitucional. 

XVI. 

XVII. 

' 
El legislador en el Diario de los Debates del texto original de la ley 
articulo 235 qoo la medida adecuada para proteger a la población d 
categoría en la que se ubica la Cannabis saliva, indica y americana 

' neral de Salud' es~mó en su 
s efectos de ·estupefacientes·. 

ariguana, su resina, preparados 
. cultivo, cose.;ha, elaboración, y semillas'; era promover la prohibición absoluta" de: "la sie 

preparación, acondicionamiento, adquisición, posesión, come 
prescripción médica, suministro, uso, consumo y, en 
es1upofacienles o oon cualquier pmducto q1Je los contenga .. 

, transporte en cualquier forma, 

.. • ~b!-almente, bajo la consigna de proteger la salud de la 
'le9islador ha crwdo todo un sistema punitivo que in~olucr 
General de Salud: (b) Código Penal Federal, (e) Código 

_eral, todo acto relacionado con 

ión y en general el orden público, el 
los s~uientes ordenamientos: {a) Ley 

ral de Procedimfentos Penales 
' 

XVIII. Es de suma re~vancia hacer énfasis que todo mandato legislativo culmina en la conftguraciOn de 
uri deltto -aunque exis1a la obligación de no acción penal ra el Ministerio Público en contra de quien 
sea farmacodependierrle o c:onsumidor y posea alguno e los nan;ó1icos señalados en la tabla del 

--. articulo 479 de la Ley General de Salud, en igual oinfer r cantidad a la prevista en la mism11--, lo que 
se traduce en privación de la libertad y como excepci tratamiento de farmacodependencia, mismo 
que puede llegar a ser obligatorio.' 

XIX. De lo anterior podemos concluir dos aspectos genera 
a. Para el legislador desde 19B4 las acti~idades rel nadas con el Cannabis representan un riesgo 

tan grande para la salud y para el orden públiw e quien 1'35 realice merece se disminuyan sus 

derechos de libertad, como consecuencia es n ario em1iar a estos delincuerrtes a la cárcel o 
a recibir tratamierdo. 

' Cle!t••"'""'"" pil!j~•• (9 y 11 <le m•JO do 2llllS) ~adas a cabo a proriO«lo de la "°'""' <le lnwnslrlu::1ooal>JOO 2~. PIM"l...,, pe< el Procll'•OOr 
G«lora! de la Re¡;dtica en coolm del Coo¡roso ¡ <ll!I Gobom100I <11!1 Es""°"" N"""° leOn. deman<lonOO la""~~'' d<I De<1elo "'"'"'° IOll . 
...,-.., el P•ri~coOf<iol ~•l•I el 14 de¡.:.. de200ol, pc<el q"""""""''"'""'" lta«;On \'Udel •rticulo 10y"'9 ..-.:.m 11 B~ y 13, ~....., 
¡>!mrlo, do la l9)' de A= a " lofcnmociilo Pu~<:a. so rel01maron y ad"'""'3"'n los MIC\J0< 39, del Cód!¡o <le -m~n"'9 C~ll<o , 2!1, "" CÓ<l!IO 
<le PrDc<.J1m""'loo l'llnale< ¡ 22. ,,.,,.,,,. V_ <le I• L.eyde JU>l<ia Ad"'""''""''· [<Xios "''E"""° de Noe>'O l""'1 
' L"Jl!.l!Wra Lll -Moll - P•,;o<lo °""""' -Fechil 1911Jllll • Numero do Oi!!m 31 
'A~,c~o 23'! 

' "Aro"'° 137. ~ P"'h1~do eo '"""''º"" ""°""" iodo •'1• <le "1s """"'"'°""' en el ••\"""" m do esb L•), ""!""IO de "" ·~uienles '"'"""'"" 
y ><:g•!al""' opio _..to "'"' f.m.,_ "'""'l....oin• o t-,,ro1na. '"'"""' p_....,, cannab~ "''~•. '"'~' y ""'"'''"' o """"'"'""· p¡¡raYer 
'""'"""""' o llOOml<lera. P'IP"''' ba<Or•allm y "')lrw.;1on ""'°'l"'°""" o coco, en <:IW!'"''' de sus f= o _,,,,,,,.,, • 
1 Art1ou'o 1\1.l 8" .. Cuoo<lo el centro o """"'°""' reciba fl!POl1• d~ no •i"«<O de '' "'"°" penal, eo iennoos d~ a<1IC1Jlo41B de "'" '"I · ..,, •V:or<l•des 
de ""'11 d-. " '"'' ¡¡J ''"""'°'epor-.1""'' o "'"""'~'· a el<><to do ptor-i~-'< ""'""""" y "'""'""""' a 1<1mar """' en IOs P"'lta.,.. «<l<a 
la ,.....,,,,..,.._., o en "'IO<ilos prevenl1ros do la""'""' Al le/C€r ror-in. <lol 11\"°'rerlo PVti'<o ~ ""''"'""º del <•nnaco<leper>:I""'' 6'f;\ 
obl~atorlo 
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b. Para el leg-~rador toda aclividad relacKlnada con el Cannabis es una aclWidad problemi!lica, por 
lo que es impasible realizar la "siembra, cultivo, cosecha, etaboración, preparacfón, 
acondicionamiento, adqu¡sfcKJn, pasesiOn, comen::fo. transporte cualquier forma. prescripcfón 
médica, suministRJ, uso, consumo y, en general, lodo acto rel ado con el Cannabis sin que 
sea un problema "especialmente grave para la salud pública·. 

s de ta can1i:lad señalac!a en la tabla c. Para el legislador si se es un o::oí\Sumidor que posee m 
en el articulo 479 de la Ley General de Salud (5gr 
peligro l<ln grande para la sociedad. pero sí lo s 
MinistErio Público de aviso a la ·autoridad sanrtaria 

el caso de cannab¡s) no representa un 
1entemente peligroso como para que el 

e la conducta realizada, para que al tercer 
reporte el consumidor sea some1ido a un "tralamie obligatorio", es decir una intmm~ión directa 
par parte del eslaclo. 

XX De es1a manera el legislador ha op1ado po; el siste más invasivo, utilizando toda la capacidad del 
aparato coeRitivo del estado, limitando desde su 
derechos humanos con la finalidad de proteger n 

ra de competencias un número considerable de 
tro derecho a la salud y el orden públ100. 

XX~ A oon~nuación, procederemos a realilar un a isis sobre la pertinencia de la medida puni1iva en 

' 
:&11. 1 

XXIII. 

cuestión con la finalidad de alcanzar los fines 

Esla deocripción involucra tres aspectos 
adoptada por el legislador debe prever : 
a. Adecuación. Implica el análisis de 

leyes con la finalidad de conciuir s 
impulsaron a crear la ley. 

b. Idoneidad. Presupone la existencia 
pers¡¡¡ue dicha afec1ación, siendo s 
grado a lograr el propósito que bus 

se encuentran íntimamente relacionados, la medida 

lementos que se tamaran en cuerrta para la creación de 
esta responde a las necesidades que en un principio 

una relaciOn entre la inte!\lencfón al derecho y el fin que 
cierrte que la medida contribuya en algún modo y en algún 
el legislador_' 

c. Aptitud. Debe servCr para de1ermin a actividad. función o servicio_ 

Por lo tanto el grupa de disposicione 
relacionada con el cannab~ antes d 

ue realizan la prohibición absoluta de cualquier ac:Jividad 
ritas - siembra. cultivo, cosecha, elaboración, preparación, 

il00rn!'tc'1onam'1ento, adquisición, po ión, romercio. transperte en cuak¡uier forma. prescripción 
médica, suministro, uso, o::onsumo y, "Qgeneral, todo aclo retacionado con el Ca11nabis- en este punto 
deben demostrar que son tas adecuaGas de acuerdo a las circuns1.<lílCias en las que se encuentra la 
g,;ciedad. son óp1imas para cumplir el fin para el que fueron creadas y además de manera exitosa_ 

XXIV_ Esta poli1ica de punib1lidad se encuerrtra construida bajo supuestos consolidados desde el siglo XVII 
y que han evolucionado hasta culminar en la creencia de que el encarcetamiento tiene las siguientes 
funciones9: 

" itml"ll) ., ,...,.;,, 4 º' ""'""'b1'! "• 1111~. 
'L<rJJe, L"" M. , ""' lmprum Coment:11100_ "N' 48-Varll ¿"""""mo P<"'l"" o """""'oOO razooa~e? la cOOeria f"'~"a:)m<>;;'P"" o.jtlanoo)'anal~5 

""""'"''"'"" -
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a. "las penas sirven para "disuadir' a I~ personas que ya han delinquido de volver a incumplir la ley, 
o a tas que han pensado en delinquir de incumplirla por primera vez; esla función utilitaria t<imbién 
puede alribuirae, desde luego, a las penas impuestas según el principio retributivo. con 
independencia de si esa era, o no, su intención; 

b. las penas sirven para "prevenir" la comis;ón de delitos, es decir, 
ciudadanos que desean cumplir la ley y nunca se han plantwdo no 

ra aumen1ar el número de 
cerlo; 

la sociedad, anulando o c. las penas de cirool sirven para "aislar" a los delincuentes del resto 
disminuyendo su capocK!ad para cometer mas delitos; es obvio qu 
ese aislamiento en grado definitivo e insuperable, pero queda fu 

pena de muerte consigue 
de todo el argumento; 

d. las penas sirven para "reeducar a bs delincuentes y hacer pos' su· reinserr:iórf social: 

Sin embargo, Estudios romparalivos de las leyes de drogas de 
entre la ap!iceciún de medidas pun/livas y niveles m<ls bajos1o11 
de que la medK!a en cuestión sea la indicada para combatir el 
significar tas actividades relacionadas con el consuroo de C 

el mundo no muestran un vinculo 
Por lo tanto. queda en tela de juicio 
blema de Salud Pública que podría 

Por otra perte, la experiencia internacional nos ha demostr 
no ha elevado el consumo del cannabis, ¡xir ejemplo e 
suministro al por menl){ de cannabis es legal en la prác~ 
casi las mismas que el promedio europeo''· 

o que la ausencia de medidas punitivas 
s Paíse5 Bajos, donde la posesión y 

, las tasas de consumo de cannabis son 

XX:Vfl¡• ': Portugal despenalizó la posesión de tocias las drogas 
·· _ - dr.is1icamente coroo algunos temían_ Más de diez afi 

se mantienen poj' dehajo del ~omedio europeo.1' 

2001 y el consumo de drogas no se elevó 
espués, los niveles de consumo de drogas 

XXVHL En el ca.so de sustancias que son lega~s y qoo han 
, •. _ ,edocación sanflaia una estricta regulaci:in del mer 
•. t. 

~&'>-O. ,,. algunos paises, incluso ha logrado una disminución 

XXIX_ 

de 3~ años.'' 

Esta experiencia nos lleva a replantear la idoneida 
punitiva para ser la mejor manera de tutelar el De 
analizar la suscepübUidad de alcanzar su fln. 

strado disminuir su consumo a través de la 
o en;on1ramCIS al tabaco. Esta sust;incia, en 
na al 50% de los consumidores en un p€riodo 

bre la política absolutamente prohibicionista y 
hoy el orden a la Salud, sin embargo aún resta 

10 ~enentiallll, L .i ... (:!006) "T°""" • .;_, """' o1 -· T.......,,, C.-1'9. 4"" OJea'oe Use. fr>:lro¡s from !he WHO WMO Meot.l H-
Sur.e,s•, PlbS M ......... •ol- ~ no. ¡_ t(r¡dl www <!OimedDne !l!g!Miolelioi9%3Ad0!'42f10 1371%1Wrna! PWed 0050141 Col"'"""' ., 9 ~· 
lebrero<lo?<J11 
I• Eu,,pean Moolonn¡¡ C~ie fo< Of1'l" aod o..,. Add>ctioo l?<lllo) •Lool<1n¡¡ Jora Mo!""'h;p - J••<Jl"'5 aod "'""'¡,¡, ""'' 
!Jtl~Jfwww emClM! evrooa e®~lnelo<HJWl-reoortWJ 11 boxe>I~> Co""""ado <l 9 de leb«m de 21117 

" Euiopean M°""onn¡¡ e''""' oo DIUIJ' al>:! Oru:¡ Md~lloo (2013) 'Pro"''"'"" maps - pro.-0 
ol drug ""' "' Euiope' _ h!tp u.m,, O!!l<d(a wrwa eol<wruries,tw.alence-mm Cons~tm el 9 11< leb••m de 201 1 
" E""l""lf' Mootooii>¡ c..l<e I<>< D- and Drug A!ld<l~n (20llb) ·o..,. poí~¡ ¡.m!!il< - ""1'-')lf", ~ 20. 
lltl~J- - "'""l"'•llipi,tilc.ollonsld°"'-polícy-po¡fo'W¡"'1ugal C...~ta<lo el 9 <!O IOO<e<o <!O 2017. 
" f'<lr OJ'mplo, ~ !SSa Oe fo- aclultos eo 1 ~ fuo Oe 20% on ?<llO, freole al mi en 1000. ~eallh aod Social Care ln(ormab'.!n C•nl•• 120131 
·s1a1~il0\ Oll Srn<>l<iílg; (~, 2013', lltt¡r!/ ,,.... hso~ º'' 1"1c3!.W1P<lf'llB1145o!!smok-·7913@ !Xff Coosulla<la el 9 de lebiero <lo 201 ¡ _ 
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g) Suscept1b1l1dad para alcanzar su fin 

XXX. Las medidas que sancionan con peni!S privativas de libertad toda actividad relacionada con el 
Cannabis han eslado vigentes desde hace más de un siglo y actualmente no existe11 estudios que 
corroboren que dichas medk!a han cumplido su frnahdad de tutelar el derecho a la salud o por lo menos, 

XXXI. 

demostrar una tendenc¡¡¡ clara a la disminución de su consum 

Por el contrario. las estadist~s ofK:iales demuestran que 
el Cannabis, sino otras drogas ctJya peligrosidad y dai\o 

nsumo se ha elevado no sób respedo 
la salud wn mayores: 

Tendencias en el consuroo de drogas personas entre 12 y 65 años''· 

" 
' " ' 

" 

º·' o 

HOfll8RE9 

~ 
,,,,. 

- M;¡¡igUOM Al..c<n6gtlnos 

._ °"""'"ª - !nholab ... 

MUJE 

""""'º""'' """ on!otem<n"° 
- Cuolqu••< dcQQo Oeoal 

-+- Cu"""'"" dr-

h) Necesidad y suficiencia para lograr su final ;ad, de tal forma que no implique una carga desmedida, 
excesiva o injustificada para el gobernado 

XXXII. 

XXXIII. 

Eo el apartado anterior quedó claro qu 
polítK:a diseñada por el legislador en to 
ta función encomendada por el legl<>0:lo 

Las cifras arrojadas por las autoridades 
derechos fundamentales de los gobem 
individual o públ~: consumo o posesión 

• existe evidencia suf"K:ienle para demostrar que la actual 
a toda activklad relacionada cm el Cannab~ cumple con 

on alarmantes debfl:lo a que el ntvel de intromisión de los 
por las conductas poco problemálicasen materia de salud 

XXXI V. Estas cond 11Ctas no se encuentran acompañadas de al;¡ú n otro delito o algirn tipo de conduela violenta, 
lo que significa qoo el estado ha acti~ado su aparato coercílivo en contra de gobernados qoo, haciendo 
uso de su deiocho al libre desarollo de la peISOnalfl:lad, fueron denunciadas debido al consumo o la 
posesión simple de una sustancia que por si misma (esto quiere decir que ,.:ir el simple hecho de 
poseerla sin realizar alguna acción adicional) no genera ningirn ffpo de peligRJ para la sociedad {como 
podría serlo el pooeer mili.erial radioactivo, por ejemplo). 

"Aluesla lle.:ernl LA.wH. 'l11pdllleadedf<9'1' eo 1.lex<:02006-2012· análls.l; Y""il1adcs <le una P'>'"'°"""'l>rion1sla" CuOOemos d• Tra!>ajod~ 
Sein1"""° <le f'oj~ de Orogas !2. CIDf 120141 P 22 
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Incidencia delictiva en detiros contra la salud (2Q06.2014)" 
Personas Detenidas por Posesión 175,993 

(En sus Diversas Modalidades) (CienID setenta y cinco mil n vecientos nove11ta y 

·~ Personas Detenidas por Consumo 
A ardenoserDelito Ciento cincuenta 

Personas Detenidas en el bito Federal por 

XXXVI. 

" 

' 

XXXVII. 

Delitos Contra la Salud 

'""[ 

De la labia anterior, podemos concluir que el 73.3% de las perso 
delitos de drogt!S entre esos años eran poseedoras o consumido 

De ~ual manera, existen registros de vfolaciones sistem' 
consecuenc~ de la polllica a:c1ualmente inslrumentada. La 
Humanos reporta las siguientes recomendaciones: 

s mil sesenta y nueve} 

detenidas a nWel federal por 
e alguna sustancia 1licita." 

derechos humanos romo 
Nacfonal de los Derechos 

Recomendaciones de la CNOH por dependero:ia y tipo de ación (selección) (2007 a 2012}1" 9 

HOENA 
Pma<><>ndola 

29132%) .. ~ 
Oelaoel""' 51 (S7'11J 
-~ 
R-ncll>n 

43148%) 

~· °""'""""'"" 5 (5'11) ·-To,,•ta 51 (57%) 

8EIU,R 

11••%) 

8(~) 

5(31%¡ 

2(13'11) 

9(56%) 1~%) 

' 

SSP(P~PJPF} 

6(:1<ff,.I 

2 (1<>%) 

3(t•%) 

1 (5'11) 

•0148%) 

'Á 
T-«WIH<> 18(21 ... ) 5(31%) 

' -·- i11%) 5 (:>!1'11) 

' 
'~ 20(22%) 5(31%1 
dola '""~ 

o 10%) 5¡2•.,., 

--~ 13(1•%> 2(13%) ' (8%) 1 (5%) 

c., ...... ., .. 2<1(22%1 • (25·~ o 10 .. ) 2110.,.) 

AdK:fonalmente, algunos de los derechos que se ve~ermados de manera directa por esla poli1ica 
plasmada en normi!lividad prohibíliva son los siguielÍtes: 

" °"""'"d do inlonflllo:iln •la lolome>. !'Gil. Id~ IMl11000m1 5. 
" f'llll!Z CM@3, cu'"" j - ,,...l'o ,JO!!I• Jo-. Ro"'"' N=. 1 do Abri "' 2016. dispool1e on· ll!IO'i/wv 001)$ 000\ nnl?p~28Q5111!!n3 
(Coo•~- elO. <leAl<i de 2017" 
"ldem P 19 

"LO$~ ....., pacénl0!$ deoOlal el ,,...,nia¡o de~ IOCQJt10nda- - e,.;,,,;~ ,;p1a°"' con - •' tot.lde '"'''"""'~"'"""" 
"'°has a O""' ~..,,..;;, ....., l<lOI y l<l12_ Uoa misma ""°""'ndedllo fll'!ld• ral..U.. a oisllntas '""""""" a ..,..,,,. ....,....,., 
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Libertad de rehg1on y libertad de conc1enc1a 

XXXVIII. Existen comunidades que se encuentran di reciamente relacionadas con el consumo del cannabis y le 
otorgan un carácter espiritual equiparable con la medrtación jemplo es el movimiento Ras1afari_ 

XXXIX. En nuestro país se le tia negado el registro romo asociac·· igiosa por parte de la Se<::retaría de 
Gobernación a esta comunidad, a pesar de descender dire ente del Judaísmo y del Cristianismo, 
debido a que de11tm de sus p{1ric'1pales dogmas se pre<fic uso sacramenlill del Ganja_,. 

XL. Dentro de los postulados filosóficos postulan que el ja es una planta que se siembra. germina, 
crece y da sus frutos. es una creación en la que esl mplicado Dios Todopoderoso y la def,enden 
como una creación divina, que no puede estar sujeta s leyes del hombre, sino a las leyes naturales, 
al igual que el hombre. C~ando ala biblia: "Cualqui r humano tiene derecho a que eo su hogar, en 
la tierra que habrla, siembre lo que necesite alimentarse y sanarse, cor¡:w;iral, espiritual y 
mentalmente·i•. 

XLI. Para llevar a cabo es1a ac1ividad sagrada, la co nidad Ras1afari encuadraría en los tipos penales de 

XLII_ 

' ,_·; 

XLIII. 

• las actividades prohibidas relacionadas con el annabis, inciuso en intercambio gratuito del producto 
de su coseclla, debido a su creencia de que inmoral realil:ar el cobro por esta planta sagrada. 

La comunidad Ras!alari es solo un ejempl 
directa a la Libertad de Religión con mo1iv 

·panorama de ser una norma1ividad que n 
b expusimos en párrafos anteriores-- es 

al vez el más explicito, en el que ex¡,te una afeclación 
de salvaguardar la Salud Pública. Sin embargo arde el 
mple con su finalidad esta serte de disposiciones -<::Orno 

ortante señalar que ex;s!e una ca¡ya injustificada para el 
gobernado_ 

La actual prohibición podría equipara 
absolu1a toda actividad relacionada 

a una normalividad en la que se prohibiera de manera 
alcohol en los términos que actualmente se encuen1ran las 

actividades relacionadas con el cannab Esto representaria un perjuicfo peraonal y directo al derecho 
de l1berlal religiosa para la comunid 
carácter divino al ser equiparado con 1 

Oi.>liana. toda vez que el vino es sus1ancia que tiene un 
angre de cristo por esla relig;ón_ 

XLIV. Al respecto es importante señalar que alcohol representa actualmente un problema de salud pública 
a nivel mundial con cifras reales expon ialmente más dañinos para el ser humano en comparacfon 
con el cannabis y no se encuentra proh ido: 

a. Cada año se producen 3,3 milklnes de muertes en el mundo debklo al consumo nocivo de 
atohol, kl que representa un 5,9o/o de todas las detunciones. 

b_ B uso nocivo de a!cohol es un factor causal en mas de 200 enfermedades y trastornos. 

"' ~. lemimo ....00 pe.- loo ra<t:rfao para t.a.nar • ra "''"""'"' iC•nnab~ s,¡,,,¡_ 
" Sal"""' 1 Hl4_ 141 
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c. En general, el 5, 1o/o de la carga mundial de morbílidad y lesiones es atribuible al consumo de 
alcohol, cak:ulado en términos de la esperanza de vida ajustada en función de ladiscapocKlad 
(EVAD). 

d. El consumo de ablhol provoca defunción Y~di da una edad relativamente temprana. _., ... 
En el grupo etario de 20 a 39 año~¡t11n'25% de las delu iones son atribuibles al consumo de 
aloohol. 

e. Existe una ~lacKln causal entre el consumo nociv e ak:ohol y una serie de trastornos 
mentales y oomport¿¡mentales, además de las nfermeclades no transmisibles y ICIS 
1raumaUsmos. 

f. Recientemente se han determinado refacion 
incidencia de enfermedades infe<:ciosas tales 

causales entre el consumo noci>'O y la 
la tuberculCISls y el VIH/sida 

g. Más alli! de las ronse<:uencias sanitartas, el 
sociales y económicas imporlantes, tanto 

nsumo noctvo de alcohol provoca pérdidas 

conjunto." 

Como consecooncia de la implemenraci:in de la p 
Debido Prcoeso. El ejemplo más ciam y alarma 

ica pmhibttiva en nues1ro país se ha debilitado el 
es la cons!itucionalizocKln de la figura el arraigo, 

existen cifras proporcionadas por el lnstttulo Fed 1 de Acceso a la lílforrnaciOn y Prote<:ciOn de datos 
que evidencia el some1imiento de siete mil n ientas ochenla y cuat~ personas a arraigo y la 
liberación de únicamente cuatrocientas sesenta 

Esta figura se ha sido declarada inconslitucio 
pleno de este Atto Tribunal durantE la novena 
rontenido delos artículos 16, 18, 19. 20 Y 21. 
11 de la CPEUM Federal."' 

Lo alarmantE es que derivado de la reforma 
arraigo directamente eo el texto de la CPE 
considerado que era incompatible).!> Como e 
tolerar y declarar constitucional un régimen q 
derechos humanos y fortindonos a ICIS gobern 
dramáticamentE la garantía de Debido Proces 

or vio~r diversos derechos humanos par ?<Jrte del 
, concre1amente par violar de manera directa el 

como la libertad de tránsito ronsagrada en el articulo 

ns!itucional penal del 2008, se inserta la figura del 
(sin tocar bs derechos con los cuales se había 

ecuencia esta Suprema Corte se ha visto obligada a 
en este recinto se había determinado vio~torio de 

a vivir en un régimen de incertidumbre que debilila 

Es im?Qrtanle señalar que durante el sexenio q se concrata la reforma antes mencionada (2006 a 
2012) se involucró a los integrantes de I~ ins1itu nes militares en labores de seguridad. El resultado 
tue el aumento significativo en violaciones a der€i:hos humanos, tOOa vez que antes de "2006 los 
milflares golpearon o maltrataron a los delenidos en 23% de los cas05 en donde ellCIS llevaron a cabo 

"llll"1m0 M..oom do Slllia<ón - Alconol y SalL>l 20!4_ 
,, La Redo-;cOln, ~e.isla"""°"'· 14 óe l);l<(<o óe 201l 
" - de mco~1M:.....-- 20!200J D1pLlll>:foo ""egranteo de la Se>ogOs1ina Ug~la[Ufa del Cor')reso del E~ado de ~ 19 óe "P"'"'""' 
óo 1005. M;y¡ori• de cin<O ''"' Au...ies . ."'5é R•-Cossio D<al 1 J""" N . ..,, ldoza O~>JenlES· G<naro OaVt<I Gón¡ota P-~. Se"!~ Sal,_ 
A<¡ulno AA¡u;ano. Solgio A Val~ Hemarm. i Ol¡a SOndl.o> c-.,<1e Gai<1• V•r.g,. -· J""" º"''Romero. Seore-. Vicio< M~uel !lnl<o 
M~ozo 

"Madr.,o. Alepndro. 'Loo ""'"' consldUC<OO>""" do la 9uena "°""" las or.;¡= una Pf'll""' "'"''"""~" j..,.e M..,100¡.· C.-..... do Trab•10 
""Sem1<JaOOde Pdllloa de o,_ 12 (2014) 
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la detenci:in, m~ntras que durante el sexenio de Calderoy,;el..po ntaje de detenKlos por el Ejércrto 
que reportaron ser violentados aumentó a 78%."20 ~--· ·· 

/ 
Adicionalmente, ~ :JgresividOO de las autoridades se ha centr 
detenidos por delttos relacionados con drogas, partk:ularmente 

de manera significativa en los 
tre los afies 2008 y 2012 como se 

muestra en la siguieme tabla. 11 

M•llrato d• la< aot orjdad•• s•gún delito 

-· ~"" -· "- ,_ 
'""'"" ,,,.., ·- ·- '"~ ,,,,,,, "' ·- -,, '"" "'""'"' -· ·- '" 

Por ejemplo, m~n1ras en aOOs anteriores doo de ca 
eléctricos, en el GaiiO de del~os contra la S<Jlud fuero 
las que se han realizado actos de tortura se han ¡:ro 
ONU) 211, sin que estas hayan sido atendidas al día 

··~ -· ºº" ,_ ,_ 
"" "'"' ·- '"' ... 

,,,~ ·- """ 

O detenidos por SOOJestro sufrieron toques 
si 45. Sobre el arraigo y las detenciones en 

Otra consecuencia que fue fruto de la relorma de 
22 de la CPEUM referente a la exlinción de domi 

en materia penal es la contenkla en el artículo 

':~!!, _: .. Wediante esta figura se "° permite a la autoiidad 
. ~'· ··COnsidera que han sido "ins1rumento, objeto o p 

seritencia que determirie la responsabilklOO 
expresamente. de tix!IJS los delitos contra ra 
partK:ipaci:in en la delincuencia oryanizacla).29 

inguir el dominio de los bienes de las personas si 
ucto del delao, aun cuando no se haya di:;tado ra 

.al. . ." en los casos de delincuencia organizada y, 
{aun cuando no se hay<ri come1ido mediante la 

Lit!. Esto represellla una intromisión violerrta y dire al derecho de propiedad, al debido proceso y a la 
piesurrción de inocencia al ser únicamente n sario un procedimiento parale~ a la Litis penal del 
delito en cuesti:in para privar de ta posesi:in de iJn bien a un gobernado_ Una vez más, esta intromisión 
es ocasfon<!da por la oorJfiguración norm<rliva que realizó el ~islador con la finalidad de tutelar el 
derecho a la salud mediame la prohibición absolula de toda actividad relacionada con el cannabis. 

" M"IJ~O<>. ¡,,,,, La"ra y M"J1'0nl Boatri<_ ·un mél«IO tle .....,.~aoiolo ""'1ado !<><lora·, N<>oo Gl 6e !la~o <le 20!6. d~~' '" 
hltp.1i...r...ne«<0<M11 . ...r10)=27781'"nil l~l.»o ~ 31 tle Ma~o de 20171 .. ,_ 
"Araya Mol<>z A~¡ar>lru. V~- a loo dorecOO. "''""""en el""""" de la eslrat.Qio milanz&:la 6e l"'h' OOl1ra ~ """"lr:ffi"'"' M1ocai• 
Coade"'°" <le Trabal' <le! Seminario do Pl>'.1tica de D"'l"' 12, ClDE 120!~). P. 12 
" Madrazo, .'le¡ar>l1U. 'El "'1paolo> do la po1¡¡;,,¡ <le dro;¡as 1006-2011 '" "' leQO!ao~n li>Jenj' Cuadernos de TraMP d~ s.m1narll O. Polllooa de 
Orugas 071201•) P.1• 
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LIV. El derecho al libre desanullo de la perwnalidad ha sido defink!o y delimitado 
jurisprudenc~I, en la que se re1:onoc:.e la existencia de una dimension e a y una inte1na del 
mismo.311 

LV. "Desde el punto de vista ei;temo, el derecho da cobertura a una gen· a "libertad de acción" que 
permite realizar cualquier ac!Widad que el individuo considere nec ia para el desarrollo de su 
person.alidad. En combi:>, deWe una perspecUva interna, el derecho tege una "esfera de privacidad" 
del indtltk!uo en contra de las incursi:>nes externas que limi1a capacidad para tomar ciertas 
decisiones a través de las cuales se e¡erce la autonomía person 

LVI. En ese sentido, una prohibfcKln aboolll!a por parte del esta a cualquier actividad representa un 

LVII. 

LIX. 

menrtScabo sobre el derecho al libre desarrollo de la perso ad tarrto de manera irt!ema como de 
manera ei;tema. 

La pregunla que surge es si esta inlmmlsión por parte del 1 

se encuentra debidamente jus1ificada CO!l la finalidad de s 
lador a la privacidad de los gobernados 

guardar el derecho a la salud y el ordi!!l 
públb.'.l. 

~I respecto, la Primera Sala de esta SCJN estimó que 
frap::ión 1, 247, Ultimo párrafo. y 248, todos dela Ley Ge 
uso y autocoílsumo del estupefaciente ·cannabls" y el ps' 
ºmarihuana" li mita n de torma injus1ificada el derecho !un 

Lo anterior. toda ve.z que la Primera Sala "consider 
innecesaria, al existir medfos alternativos igualmente 
derecho al libre desarrollo de la personalidad. sino 

artículos 235, último párrafo, 237, 245, 
1 de Salud, en relación con la producción, 
ópico "THC". en conjunto conocidos como 

· ental al libre desarrollo de la personalidad. 

ue se trata de una medida que no sólo 
óneos que afecliln en un menor grado el 
además es desproporcionada en estricto 

sentido, teda vez que geoora una protecc~n mínima la salud y crden públioo trente a ra interisa 
intervención al derecho de las personas a decK!ir qué 

LX_ Para el caso parlictiarde 1€<l'1zar disl'lntas activida s relacionadas con el consumo de cannabis que 
no atectan a terceros, no existe razón para imponer penas priva1ivas de libertid. 

LXI. Toda vez que para este caso ilnicamente se ve involucrada la salud individual. no es1amos en 
presencia de un tema de salud pública que represeme un nesgo liln grande para la poblaciiln que 
involucl€ la in1romlsMin del derei;ho penal para protEgemos 

""'"""'°º" """"'° 13112D14 Josem. ~llolloodija yolros • "°""'"""b" de 201!; "'""'""°""'lro•otosde rn MoO;S1rosA"""'Z"'"''l"'° 
de lairea. JOié R-n r:o.sio o~. ~i"1 !"""'-"" voiooon<Olrellle, (Aga Sa11<hel Cordelo <lo....,., V~ y All..00 Goo~mtZ Ortiz Mena,~""" 

-..,., mooo""""'"1< Oo>Jente· Jorye ""''*' P,Jdo R•bo1""'. q""" l"""llb '~' part<:u~r -~- """"' Zald'""' l~o de la<rea °"""'"'''" 
Arfüro !la"""' Zub~ta y Atto Mon• lb<l"" Ol¡m~ 
"ll>dem 
"Eno¡ose "°'AMPARO EN REVlSIÓN 111121114 P_ X<JV 

"Madraro ~ A!"lllf'llko- 'Or"l"' 1 <IM!<hOa ~.,.-¡.,-· R-o Vllzq"" (oomp.¡,¿ ¡;.., ~r con""......,.. (2009¡. 111·154 
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LXII. Debemos recoRlar que no todo consumo de drogas sig · K:a necesiJiamente un consumo 
problemlltico. De acuerdo con ta Oficina de ta:s Naciones U · as contra la Droga y el Delito 
aproximadamente 1 de cada 10 ronsumidores de drogas sufre tras nos ocasionados por el consumo 
de dr~a.s o drogoclepen:lencia.'"' 

LXIII. 

LXIV. 

LXV. 

'""""""' '"'"""'" ""' """""' ""'"""" .. '"""'"""°'"'"' ........ '""""'"'' 

' i 
' ' ' ' • 
i 

l"'t'~"~·l·J: ,. - í • ' '] '• ' 
' 1 • e" ~ 

'' ' ' ' ' ' ' ,, 
' '" ·' _.· 1:: '.1 ;•: 

1 i"t·t·rrw·.tt·· 
·"'-º"'' __ ,,.,._H'>< ... 
•"'-º"'-""'--•-n~'°"""'~~ 

Por lo ranto, en caoo de estar en prese 
farmacoclependencia, el esta::lo 1€jos de esta 
lratamien!o de ta adicción. 

" 
,. ' ' ' 

~- ... ~"'-*""'"""'-- ..... ~-...,,.,._,'"' ..... ' ,. 

a de un consuroo problemátK:o que conlleve 
cer a~ún tipo de pena debe IEcililar el aix:eso al 

Toda pena pri1'3fiva de libertad, por lo me 
disposi:;ión cuya flnaliliad juridica sea la tu! 
conlló'Va problemas debklo a la saluraciOn y 
traducen en daños a la salud fis~ y psicoi · 
de d~as por parte de bs reos en reclusfó 

en nuestro país, se eocuentra en conflicto con una 
del derecho a~ salud. Nues\ro sistema penitenciario 
~aciones presupuestales que, como consecuencia, se 

que a menudo desemboca e¡¡ un mayor uso y abuoo 

Por lo ta nro. la conclusión sob<e las condu 
derechos de terceros es que "la pena que 
de la salucl" y no penas que por su simple 
salud que la sus1ancia por si sola de la 
legislador. 

· que no involucran la afectación de airo bien jurídico o 
protege es la que mejor informa ace1i:a de los riesgos 

licación -como la privación de ~ libertad- dafian mils a la 
ue nos inten1a pro!Eger la normi!!ividad creada por el 

1) Just1f1cac1on con base en razones const1tuc1onales 

LXVI. Al respecto, existen obflgaciones a cargo del legislador plasmadas en el texto consl~ucional de emitir 
normativi:!ad que lutele tanto el derecho a la sal~ como el oRlen público. 

"ora.. de as Nac"'°"' U- <mira la Dmg• yel Clel~o. ·¡"'""'""' Mur>Jiel Sobro lll!I Omga< y el Oeillo :!010, Re<"""" Eje<:IJIM>"_ insooci"le •n 
h~ool- !lOO<lc oroJdocu!lt!!!'!!!jlwdrZQJ5JW()Rl5 E.S.on S OOl(C-ll'adoer 31 do Merw O. 1'l11) 
" R.....,,1., al roes!~"""" pera los ""°"""' '"-"119< <lo lo UNOOC Noi.; lll!I eolmac~nes oo~ • la ,,....,ió<i ..iulta ¡.,..,, 15 ¡ Gol aOO<) 
i se""' -...00 robr• la OOIO! <ll!IW$10nO.!ej ... oo~r. 

'° MI<_., 73 f"""""' XXX en """'"" con •I ..-ti< ... 4' C<n:!lil<o:.-. 
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LXVII. Para el caso concreto del derecho a la salud, existen las siguientes obligaciones ~parte del estado 
de acuerdo wi el (:(den cons!~ucional y ~s tratados intem~lesl1 aplicables a la materia: (a) 
respeLar; (b) pmteger; (e) garanhzar, y (d) difundir. 

LXVIII. Asimismo, la protección del derecho a la salud incluye, entre otras s obl1gac¡ones de adoptar leyes 
u otras medi:!as para velar por el <10Ceso igual a la atención de salud y los servicios relacionados 
con ella: vigilar que la privatización del sector de la salud represente una amenaza para la 
disponibilidad, <10Cesibil1dad, ~ptabilidad y calidad de los ~ios: controlar la comercialización de 
equipo médico y medicamell!os por terceros, y asegurar qu os tacuttativos y otros pmfesionales de 
la salud reúnan las condiciones necesarias de educació expeliencia; de ahí que el derecho a la 
salud debe entenderse como un derecho al disfrute de to na gama de facilidades, bienes, servicios 
y condiciones necesarios para alcanzar el más atto nivel s1ble de salud. 

LXIX. Por lo tanto. al amp¡¡ro tanto del mandato cons1itucio 1 ccmo de Jos compmmisos internacionales 
adquiridos por nuestro país, bs legisladores tienen sók> la potestad, sino la obligaciOn de emitir 
nonnalividad enfocada en la tutela efec1iva del derec a la salud. 

LXXI El verdadem cues1ionamiento radica oo que, como ha menc¡onado en p:irrafos anteriores, no ha 
cumplido su finalklad de íllilnera exitosa y aclualm te no existen indicios de una tendencia clara a 
alcanzarlo. 

LXXII. 

Por k> tanto, sugerimos el replanteamiento de est po11:ión ll(lrmatWa ron la finall:lad de reajustar el 
sistema hacia una nueva poli~ca en matena des 
como la experfencia internacional con la finalidad 
actualmenle implica la normatividad absolutame 

d que tome en cuenta tanto la evidencia cientifica 
e reducir daños de manera más eficiente de lo que 
prohibitiva. 

Del análisis real!mdo a lo largo del presen ocumento, concluimos que no se rumple con los 
elementos contenidos en el principio de propo nalidad por las siguientes ralones: 

a. Persecución de finalidades legitim desde la óptica constitucional. 
La totalidad de la ll(lITl!a1ivklad anar a que penaliza,tlX!a actividad relacionada con el 
cultivo del Cannabis fue justfficOOa d e su creación bajo el mandato de pmteger la salud y 
el orden público. Sin embargo, esto rece más un ~etexto para realizar el despliegue del 
aparato coe11:itivo del estado en su ~dalidad más invasiva y violenla, ya que a través del 
diseño de poliUcas públicas a~icula'fio actualmente el resultado, a pesar de las buenas 
intenciones del legislador, ha generado mayores daños directos e indirectos tanto a la Salud 
(a través de la viorenc~. persacuciOn. encarcelamjento y desinformación) romo al Olden 
público (A lravés de enfrentamientos mil1Larizados directos, estigmalización, violaciones al 
debido proceso y a derechos humanos). 

b. Adecuación, Idoneidad y aptitud. 

v Ac<l•aOo 1 del '""ub Z5 de~ Oecl•"""" u.,;,...,. de b> Derec"" ""'""'""' ol ,,;culo 11 dd PO<lo '""'"'"'"""I <lo °""""°' EoonO"""", 
Soc*• ¡ Culrur:!le<, M~ub !O <lol P~ocdll M>0onal a~ eon,.,,,,;0n Amor'""" soi.e Oerecllos ""'"'º°'en m;¡lena deº'"'*"' Econ6m;co,_ 
Soc<alos y c.iiuralos 'P"'4«>0io"" &n ..,,_.. 
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Al dla de hoy, después de más de una década de una guerra declarada de manera frontal en 
con1ra del narcalráfK:O, se cuentan con elementos sllf1eientes para afirmar que la medida 
adoplac!a por el legislador no cumple con los principios deli\!ecuación, Idoneidad y Ap!~ud. 
La normatividad planteada deOOe el derectio penal ha dem\strado que no responde a la 
problemática para la que tue planteada: contribuir a Ia pro clón de la salud y el orden 
público. Finalmente, al ser una medida 1an invasiva y articul de una manera liln violenta, 
no resutra apla al ser comparada con otras medidas de red ión de daños implementadas 
por d"111ersos pa·1ses y que se eJ1Cuerdran vigentes actualmen 

c. Susceptibilidad para alcanzar su fin. 
La proyección de los datos compilados y anal,zados largo del presente documento 
permilen inferir que las medidas vigentes dictadas po ! legislador y que son materia del 
presente juicio, lejos de ternler a la realización de la fl idad para la que fueron creadas, nos 
está alejando de la mlsma, con la fatalidod adic' al de que en el lapso en el que se 
encuerrtran vigentes existen violociones directas a derechos humanos que se pretendian 
proleger al momento de su creoc"riln (derecho a 1 lud y debido proceso)_ 

d. Necesidad y suficlencia para lograr su finalida de tal forma que no implique una carga 
desmedida, excesiva o injustificada para el g mado. 
El legislador, al elegir el derecho penal como 1 la para proteger el derecho a la salud y eJ 
orden púbrrco. ha optado por la medida m invasiva. Lilmerdablemente, IM derechos 
fundamerrtales que han sufrido colisiones al r mermados en tir<or de la protección del 
derecho a la salud y el orden público. son ersos: el mismo derecho a la salud, debido 
proi:eso, derecho a la irdimidad, derecho al re desarrollo de la personalidad, derecho a la 
información, derechos laborales, libertad de ánsito, entre otros. 
Tantas viCllaciones en conlra de tantos d hos humanM de una manera tan dréstica y 
retterada como resuttado de la aplicación 
luces una carga desma!ida, exces'1va 
amparo de la juslicia de la unión. lo a 
cumple la finalidad para la que fueron 
existe una tendencia hacia su cumplimi 

as normas hoy impugnadas representan a todas 
njustificada para quien acude hoy buscando el 
Jior resulta incluso más evidente cuando no se 

adas las leyes hoy impugnadas y claramente, no 
to. 

LXXIII. La SCJN hoy en día desempeña e! papel d Tribunal Constilucional, por lo que de acuerdo a lo 
expres¡¡do por el Ministro Jose Ramón Cossi Dia<38, consideramos que los e!sctos de una sentencia 
de amparo en relación con la política absolu mente pRlhitritill<l en materia de drogas nodehe nmitarse 
a expresai' únicamente solo los efectos con'Cretos, sino lambfiin considerar las medidas exhortativas 
de caracter es\ructural que garantiren: 

a. Evilar la violación de los derechos humanos de los gobernados 
b. Enfocar el problema desde el punto de llisla de la salud pública 
e_ Ajustar tocio el esquema de la prohiOición sancklnada penalmente al de la legalizaciM 

re<;¡ulada ba)D los parámetros generales de la salud pública y la pRJ!ecciOn de IM derechos 
humanos de los consumidores y no consumidores_ 

LXXIV_ En materia intemacklnal, el Ministro Cossio ha ad11ertido la obligación que se ha establecido en el 
sistema interamericano de Derechos Humanos sobre la obligación de reparación contenida en el 

31 VOTO ~CURRENTE DEl MINISTRO Jos.E RMIÓll CO!)S¡O OIAZ EN AMPARO EN REVIS!Óll 13112014 
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articulo 63. 1 de la CADH, Misma que enlrafia el del:ler del Estado de adoptar las medidas necesarias 
a ftn de que hechos similares no se vuelvan a repetir y a contribuir 

LXXV. Corno consecuencia, este Atto Tribunal cuenta con la obligación identificar y después exhortar a 
todas la.s autoridades del Eslado a adoplar todas las medidas 1 es. administra1ivas y de o1ra índole, 
que fueran necesarias para hocer efeciivo el e¡ercicio plen 
gobernados. 

los derer.llos humanos de todos los 

LXXVI. Por e¡emplo, se idelllifica la necesidad de exhortar al· greso de la Unión para que, e!l el e¡ercicio 
de sus atribuciones, realfce una revisión de lodos ordenamientos legales rel¡icionados con la 
politfca prohibicionis1a del Estado en materia de d as."39, y en consecuenc'1a "Exhor1ar al Poder 
Ejecutivo Federal y a su Adminis1ración Pública, p que elabore un prGgrama nacional en el que se 

fiJen !os objelivos, metas, estrategias y prioridades ra delinear una polilira pública integral en materia 
de drogas. Asimismo, para que lteve a caro la uac'rón de los reglamentos correspondientes una 
vez que el Congreso de la Unión haya expedid reformo::; relativas, con el objeto de incluir el uso 
recreativo de la marihuana. ·40 

Por lo antes e~puesto, a Ustedes Señoras y Seño inistros de Ja SCJN, de manera atenta solicitamos: 
. J 

~MERO. Tengan por_admilido y se realicen los 1 
[Qlii-iae en el expediente corresporxlienle. 

-es correspmdientes para anelar el p~sente Amicih 

' '; J 
· SEGUNDO. Tornen en cuenta tas cons!deracione 

su vo1o relacionado con ta sentencia de mérito. 

.•. TERCERO. Determinen, en el momento preces 
"pilirafo, 237, 245, fraccfón 1, 247, úl~mo p¡lrraJo, 
: que se encuentren relacionados producción, u 

"THC", en conjunto conocidos como ·marjhuan 
CPEUM, así oomo kls tra1ados internacionales 

"'l_P_2l 

" 10.m P 10 

lasmadas a Jo largo del documento al momentode realizar 

1 
portuno, la inconstltucionalidad de kis art1cukis 235, úHimo 

248, !l!dos de la Ley General de Salud, así corno los demás 
autoc:onsumo del es!upefacierrte "cannabis' y el psico!rópico 

¡l9I' ser_ llio!atori05 d~ i;JeE(!911.'?S _Humanos cc:ntenilos en la 
la matelia. 
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INTRODUCCIÓN 

Establecida en 2011, la Comisión Mundial sobre 

internacional clave sobre los impactos de la actua 

proponiendo recomendaciones políticas innovador 

lítica de Drogas es un referente 

strategia de fiscalización de drogas, 

y efectivas que protejan los derechos 

humanos, amplíen la reducción de daños y prom an el desarrollo, Está compuesto por 23 

líderes políticos y destacados pensadores de to el espectro politico. 

--'-:·~ª Comisión Mundial de Políticas sobre Drog se basa en Ja experiencia de la Comisión 
..,__~,,-

' _r::atinoamericana sobre Drogas y Democracia nvocada por los ex Presidentes Cardos o de 

· Br8sil, Gavirla de Colombia y Zedilla de Méx o. Convencida de que la asociación entre el 

narcotráfico, Ja violencia y la corrupción era na amenaza para la democracia en América 

Latina, la Comisión revisó las actuales polí as de "guerra contra las drogas" y abrió un 

- .. debate público sobre un tema que a menud stá rodeado de temor y desinformación. 
,¡"·'--.·-

La Comisión Global ha redireccionado la ersación fuera de la prohibición y ha legitimado 

un debate más equilibrado, amplio y basa . en evidencia sobre las drogas, privilegiando los 

derechos humanos, la seguridad y la s !ud pública, proponiendo maneras humanas y 

efectivas de reducir el daño Causados po as drogas a las personas y a las sociedades. 

La Comisión Mundial desempeña este p el en particular mediante la publicación cada año 

de un informe exhaustivo, detallado y b sado en pruebas, que incluye las opiniones de la 

comisión, así como otros informes, articulas de opinión y entrevistas con funcionarios 

gubernamenlales y organizaciones intergubernamentales, en particular colaboración con los 

lideres de la sociedad civil. 

Desde su creación, la Comisión Global ha producldo seis grandes informes y tres 

documentales con visibilidad en miles de noticias en todo el mundo. Estos informes han 

abordado cuestiones que van desde el fracaso de !a guerra contra las drogas, el efecto de la 

crimina!ización en la salud pública y las vias para la regulación de drogas. 
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El primer informe anual de la Comisión Mundial, publica en 2011, hizo noticia en todo el 

mundo cuando diagnosticó que el actual sistema de trol de drogas había fracasado. Los 

comisionados apoyaron la descriminalización y la primera vez que personalidades 

políticas, intelectuales y empresarios de alto niv se posicionaron a favor de una reforma 

integra! de la política de drogas. Se escribiera lentos de noticias sobre la fundación de la 

Comisión Global y sus recomendaciones políf s innovadoras. 

La Comisión Global siguió rompiendo el ta cuando en 2014 publicó un informe innovador 

que destacó cinco vías para las políticas d rogas que funcionan, entre ellas: poner primero 

la salud y la seguridad de la comunidad, egurar el acceso equitativo a los medicamentos 

controlados, poner fin a la criminalizaci de las personas Que utilizan o poseen drogas, 

promoviendo alternativas al encarcelam nto de participantes de bajo nivel en mercados de 

. drogas ilícitas, incluyendo cultivadores fomentando diversos experimentos en mercados 

legalmente regulados, comenzando co e! cannabls, hoja de coca y ciertas otras sustancias 

psicoactivas. 

El informe anual publicado en 2016 aminó más a fondo el tercer camino propuesto, la 

despenalización completa, explicando ar qué terminar todas las sanciones penales y civiles 

por el consumo de drogas y la posesi · para uso personal es un paso esencial en la reforma 

de la política de drogas hacia la regul ión. 

La Comisión Global está coordinada far una Secretaría en Suiza, encargada de supervisar 

las publicaclones y productos difundidos por la Comisión, los grandes acontecimientos y la 

organización de estrategias de comunicación y divulgación. La Comisión también cuenta con 

una amplia red de expertos y asociados que han contribuido a su labor desde su creación. 

La Comisión Global también inspiró la creación de grupos regionales, como la Comisión de 

Drogas de África Occidental (convocada por el miembro de la Comisión Global y ex Secretario 

General de la ONU, Kofi Annan). No sólo en tránsito, publicado por la Comisión de drogas de 

África Occidental en junio de 2014, puso de relieve las formas en que el tráfico de drogas, el 
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consumo y la producción estaba socavando las institucio es, amenazando Ja salud pública y 

perjudicando los esfuerzos de desarrollo. 

El principal motivo por el cual se presenta este amic curiae, está relacionado con poner a 

disposición de la Suprema Corle de Justicia de la ción toda la experiencia e información 

que hemos como resultado de nuestro trabajo en tema de política de drogas; materia de 

análisis el dia de hoy. 

A continuación, desglosamos algunos ejemplos de periencias internaclonales que permiten 

demostrar que las penas consistentes en la priva n de la libertad no cumplen con el criterio 

de ser "necesarias", y en cambio, las políticas pú icas implementadas en Portugal, España 

y Paises Bajos se convierten en una forma de tul r la salud pública de manera más efectiva. 

·, ' . 
· \'fi<I presente amicus curiae lo suscriben y firman as integrantes del Consorcio Internacional 

• 
sobre Políticas de Drogas (IDPC). Una red ¡Jndial integrada por 166 ONG que está 

especializada en cuestiones relacionadas con e uso y la producción de drogas fiscalizadas. 

' El Consorcio trabaja para fomentar un debate o jetivo y abierto sobre la eficacia, la dirección 
• 

· y el contenido de las políticas de drogas en el _'mbito naclonal e internacional, y apoya las 
• 

politlcas que se fundamentan en evidencias c· htificas y que reducen eficazmente el daño 

relacionado con las drogas. 1 
La red elabora informes periódicos, difunde li informes de sus organizaciones miembro 

sobre cuestiones específicas relacionadas con las drogas y ofrece servicios de asesoría a 

encargados de políticas y funcionarios de todo el mundo. Los miembros del !DPC cuentan 

con una amplia experiencia en el análisis de políticas de drogas y han contribuido a debates 

sobre políticas a escala nacional e internacional: 

l. 

(AIN) 

Andean lnformation Network 

ll. Andrey Rylkov Foundation far 

Health and Social Justice 

111. Beckley Foundation 
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1 

IV. Carlbbean Orug Abuse 

Research Institu!e (CDARI) 

V. Centro de Estudios de 

XXIV. South Eastern European 

Adriatíc Addiction Treatment Network 

(_~.E-EKÑ) 
Derecho, Justicia y 

(Dejusticia) 

Sociedad .--···xxv. AJOS Treatment Action 

VI Centro ,, Investigación 

Drogas y Derechos Humanos 

(CIDDH) 

VII. Correlation 

Vl!I. CUPIHD 

IX. DIOGENIS, Drug Policy 

Díalogue in South East Europe 

X. Drug Policy Alliance (OPA) 

XI Eurasian Harm Reduc!ion 

Network (EHRN) 

XII. SPYM 

XIII. Forum Droghe 

XIV. GREA - Groupement Roman 

d'Etudes des Addictions 

XV. Harm Reduction Coalition 

XVI. Hungarian Civil Liberties Unio 

(HCLU) 

XVII. lndonesian Coalition for Dru 

Po!icy Reform (ICDPR) 

XVIII. INPUD 

XIX. lnstitute far Policy Studies 

XX. Intercambios 

XXI. Nationa! Rehabilitation Centre 

in Abu Dhabi (NRC) 

XXII. New Zealend Drug Foundation 

XXIII. Release 

./ 

' 

Drug Policy 

Viva Río 

XXIX. Washington Office on Latín 

America (WOLA) 

XXX. Youth RISE 

XXXI. LSE Ideas lnternational Drug 

Policy Project 

XXXII. International Doctors foc 

Healthy Drug Policies (IDHDP) 

XXXl!L PILS 

XXXIV. Agencia Piaget para o 

Desenvolvimento (APDES) 

XXXV.Romanian Harm Reduction 

Network (RHRN) 

XXXVI. 

Coalition 

XXXVII. 

Canadian Drug Policy 

Asociación 

Costarricense para el Estudio e 

Intervención en Drogas (ACEID) 

XXXVII!. Austra!ian Drug 

Foundation 

XXX!X. TB/HIV Ca re 

Assoclation 

XL. Righls Reporter Foundation 
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XLI. Canadiari HIV/AIDS Legal 

Network 

XLII. India H!V/AIDS Alliance 

XLIII. 120 

XLIV. Acción Técnica Social (ATS) 

XLV. AtDES 

XLVI. AlDS Foundatiori East West 

XLVII. Aksion Plus 

XL VIII. AKZEPT 

XL¿x. Alternative Georgia 

L_ Asiari Ne!work of People Who 

Use Drugs (ANPUD) 

LI. Asociación de Estudios del 

Cannabis del Uruguay (AECU) 

LII. Association Margina 

LIIL Association Preven! 

· LIV. ASUD 

LV. Asuntos del Sur 

LVI. ATUPRET 

LVII. Centro ,, Respuestas 

Educativas y Comunitarias A.C 

(CRECE) 

LVIII. Colegio Médico de Chile 

LIX. Drug Text Foundation 

LX. Federacion Andaluza 

ENLACE 

LXI. Federation Addictiori 

LXII. Health poverty Ac:lion 

LXIII. Healthy Options Project 

Skopje 

LXIV. !ndonesian Associa!ion of 

Addiction Counselors (IAAC) 

LXV. lndonl!~lan Reduction 

Ne!work (JANG ) 

LXVI. lnitiativ or Health Foundation 

(IHF) 

LXVII. lnter tional Association for 

Hospice a tl Palliative care (IAHPC) 

LXVIII. Interriational H!VfAIDS 

Alliance 

LXIX. nyari AIDS 

Canso ium (KANCO) 

LXX. awyers Collective 

LXXI. Mainline 

LXXI Malaysian AIDS Council 

NGOs 

LXX Medecins du Monde 

Fra e (MDM-F) 

NG04 Life 

_ NGO Veza 

LX J_ NGO Viktorija 

LX:j:vII. PKNI 
' LXXVIII. Polish Drug Po!icy 

Ne!work 

LXXIX. Prolegal/Proderechos 

LXXX. PSI 

LXXXI. Psicotropicus 

LXXXII. Puente, Jnvestigacion y 

Enlace (PIE) 

LXXXIII. RAISSS 

LXXXIV. 

de Danos 

Red Chilena Reduccióri 
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LXXXV. Rede Brasileira de 

Redu9ao de Danos e Direitos 

Humanos - REDUC 

LXXXVI. Regional Arab Network 

against AIDS 

LXXXVII. Reseau Francais de 

Reduction des Risques 

LXXXVI!!. Skoun, Lebanese 

Addiction Center 

LXXXIX. S!udents for Sensible 

Drug Policy (SSDP) 

XC. Supporting Community 

Developmenl !nitiatives (SCDI) 

XCI. Swedish Drug Users Union 

(SDUU) 

XC!L Gadejuristen (The St111et 

Lawyers) 

XCIII. Trimbos-lnstituut 

XCIV. Udruga Terra (Association 

Terra Croatia) 

XCV. Uganda Harm Reduction 

Network 

XCVI. Unión ,, Asociaciones y 

Entidades ,, Atención ,, 
Drogodependiente (UNAD) 

XCVII. Women's Harm Reduction 

international Network (WHRIN) 

XCVIII. YCC Juventas 

XCIX. lnternational Centre for 

Science in Drug Policy (ICSDP) 

C. Pivot Legal Society 

CL Intercambios Puerto Rico 

Cll. iglesia Ev élica Protestante 

de El Salvador 

Clll. Mexicana ,, 
Defensa de los 

anos A.C. (CMDPDH) 

Organisations for Drug 

. ociation Senegalaise pour 

tion des Risques lnfectieux 

Groupes Vulnerables 

CV. Global Exchange 

C l. Scottish Drugs Forum 

111. lnternational AIDS Society 

Canadian Foundation far Drug 

Policy (CFDP) 

CX. Human Rights Watch (HRW) 

CXL stopTheDrugWar.org 

CXII. Zimbabwe Civil Liberties and 

Drug Network (ZCLDN) 

CXIII. PRAKSIS 

CXIV. Citywide 

Campaign 

CXV. Turkish 

Society 

Drugs Crisis 

Green Crescent 

CXVI. Foundation Against lllicit Drug 

and Child Abuse (FADCA) 

CXVJI. Centro de Estudios Legales y 

Sociales (CELS) 
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CXVIIL Fachverband Sucht 

CXIX. Centro de Orientación e 

Investigación Integral (COIN) 

CXX_ Al-Maqdese for Society 

Development (MSD) 

CXXI. Brazilian Drug Policy Platform 

CXXII. Greek Drug and Substitute 

User Union 

CXXllJ. Fundación 

Latinoamérica Refórma 

CXXIV. lnternational Center for 

Ethnobotanical Education, Research 

& Service (!CEERS) 

CXXV. Asían Harm Reduction 

Network (AHRN) 

CXXVJ. 

CXXVJI. 

World Hepatitis Alliance 

Mexico Unido Contra la 

Delincuencia (MUCO) 

~ CXXVllI. 

CXXIX. 

FEDITO BXL 

Wor!dwide Hospice and 

Pal!iative Care Alliance (WHPCA) 

cxxx. 
CXXXI. 

NoBox Transitions 

West Africa 

Soc·1ety lniliative (WACSI) 

CXXX!I. Observatorio 

Civil 

,, 
cultivos y cultivadores declarados 

ilícitos (OCDI) 

CXXXIll. Colleclif Urgence 

Toxida (CUT) 

CXXXIV. Norwegian Assoclation 

far Humane Drug Polícies 

CXXY..V. ReverdeSer Colectivo 

CXXXVI. ... -.Youth RISE Nigeria 

CXXXVI!. 

CXXY..VIII. 

CXXXIX. 

lnternati 

rle Sociale ONG 

umah Cemara 

Reform 

CXL. quis Justicia Para las 

Mujer 

CXLI Jnstitute far Land Work and 

Citi nship (!TTC) 

CX J. Ana Liffey Drug Project 

e 111. Accion Semilla 

8 v1ana 

C LIV. Ecuador Cannabico 

V .Drug Policy Australia 

AJOS ,,, Rights 

liance fór Southern Africa (ARASA} 

' !
XL Vil_ Finnish Association far 

umane Drug Policy (HPP) 

, XL VIII. Harm Reduction 
' 
'Australia 

CXLIX. LBH Masyarakat 

CL. Association de Lutte Contre le 

Sida (ALCS) 

CLI. Corporacion 

Colombia 

Humanas 

CLII. Corporacion Humanas Chile 

CLIII. Alliance for Public Health 

CllV. Foyer du Bonheur 

CL V. Penington lnstitute 
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CL VL Centro de Estudios en 

Seguridad Ciudadana (CESC) 

CLVIL Pares en Acción-Reacción 

contra la Exclusión Social (PARCES) 

CLVllI_ Union contre la Co-

infection VIH/HépatitesfTuberculose 

(UNICO) 

CLIX. Norwegian Assoclalion for 

Safer Drugs Policies 

CLX. Ozone Foundation 

CLXI. Guyanese Association of 

Harm Reduction (AGRRR) 

CLXIL Galiu gyventi - "I Can Live" 

Coalition 

CLXlll. Asia Catalyst 

CLX!V. Drugs, Securily and 

Democrac)i"P!-Ogram of the Social 

?~nce Resear Council {SSRN) 

- CLXV.Help N Handcuffs 

CLXVI. Andina 

Boliviana 

CLXVIJ. Plataforma COLI 

Coca gánica, Libre e Informada 

CLXV l. Utrip 

West Africa Drug Policy 

IDPC Board ofDirectors 
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Los casos exitosos de regulación: Una mirada a fli'Experiencia 

Internacional 

Al pensar en política de drogas en la actualidad y hablando specificamente sobre 

la marihuana, la discusión no tiene que polarizarse haci 1 lado de prohibición y 

criminalización total de la sustancia, ni tiene que pens se en una legalización y 

apertura completa que se incorpora en el mercado ca !alista como un modelo de 

negocio. 

Hoy en dia existen diversos casos que son evide ia de que es posible encontrar 

un punto medio entre estos dos polos y que onen un mayor énfasis a una 

perspectiva de salud en lugar de criminalizaci 

A continuación se presentan algunos mod s alternativos que han demostrado 

ser exitosos y a partir de los cuales pod' os pensar en nuevos caminos para 

transitar y dar respuesta a la situación a al del cannabis en México, ya que no 

reconocer la relevancia del tema la urgencia para regularlo, genera 

consecuencias que se podrían tradu en el aumento de la capacidad de las 

organizaciones criminales qua control el tráfico de las sustancias por el simple 

hecho de ser illcitas y por lo tanto, r erza el mercado negro. 

Portugal: 

En el 2000, año en el que Portugal ecidió despenalizar la posesión de todos los 

estupafacientes - desde la marihlÍana hasta Ja heroína- el mundo lo miraba 

pensando que este era un modelo de alto riesgo e incrementaría el consumo de 

drogas, de usuarios y de mafias participantes en el narcotráfico. 

El resultado, al contrario de lo que se esperaba, fue exitoso. El crimen, al igual 

que el uso y Ja prevalencia del consumo de las drogas disminuyó y decreció el 
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número de muertes relacionadas a las drogas. Hoy e~ía 

portugués corno un caso de éxito y un modelo a seguir. .f 

se mira el caso 

De acuerdo a la Ley portuguesa 3012000, es 

correspondiente a diez días de consumo personal, e 

portar con una dosis 

equivale a un gramo de 

heroína, de MOMA, o de anfetamina, a dos gramos e cocaína, o 25 gramos de 

cannabis. Sin embargo, sl alguien es descubiert 

de uso personal, pueden ser citados a lo 

disuasión"1. 

n una cantidad considerada 

rupos llamados "comités de 

Estos están compuestos por psicólogos, mé os, abogados y otros profesionales 

"'· \--;::; sociales que informan y procuran disu r a los usuarios del consumo de ,·:r· 
determinada sustancias y se les ofrecen amientos alternativos. Si se porta una 

' cantidad mayor a !a permitida según la , existirán sanciones penales_ 

-,;, ' .- \!f!." 
;;·~!-~ ! éxito en la estrategia implementa por el gobierno portugués, ha sido una 

mbinación entre la implementació e la ley y el apoyo brindado por servicios 

"'i :p~ salud y políticas sociales, que an introducido programas de asistencia y 

tratamiento, así como medidas consideran la reducción de 

daños2 . '" 

Esto se ha traducido en progra as de intercambio de jeringas que ayudan a 

prevenir la propagación de e ermedades e infecciones y también en o 

tratamientos con meladona o b prenorfina, narcóticos utilizados como sustituto 

' _, 

1 Oakford, Sarnue!. (Consulta: 22 de abril de 2016) El ejemplo de Portugal: todos /os 
drogas despenalizadas desde la morihuono hosto lo heroína. Vice News. Recuperado 
de: httos: I /ne1vs.1,ice.con1 

2 Martín, Javier. (Consulta: 20 de abril de 2016) El ellperimento de Portugal con los 
drogas tiene consenso 15 años después. El País !ntcrnaciona!. Recuperado de: 
internacionaLelpais.com 
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de heroína en el proceso de recuperación de aeiroón hacia otras drogas 

opiáceas, frecuentemente se usa en casos de adicción a 1 eroina. 

El éxito de la estrategia que ha implementado Po gal ha sido evidente_ En 

términos de uso, el consumo de drogas en el aí 

europea y el consumo de drogas entre los y jóvenes de 15-24 años, ha 

disminuido, al igual que las lasas de uso de dro s. Igualmente, el número de las 

infecciones por VIH y las muertes relacionada on drogas, ha decrecido. 

Por otro lado, la prevalencia del consumo h asado de 1,016 a 56 entre 2001 y 

2012. Lo anterior resultado de los program previamente mencionados como el 

intercambio de jeringas. 3 

-En términos de seguridad, la despen ación ha tenido un gran impacto en la 

criminalidad del país. Mientras que n el año 2000 el numero de personas 

detenidas y enviadas a juicio p:>r litas de drogas era de más de 14,000 

personas, este pasó a ser de 6,000 partir de que la política entró en vigor . 

.• •· La evidencia demuestra que en 1 9 un 44'Yo de la población penal del país se 
-~ 

encontraba ahí por cometer delito ajo la influencia de drogas o para financiar su 

consumo, este se redujo al 21% 

El camino alternativo por el que s ha optado, ha logrado incidir en la sociedad y 

el pensamiento colectivo. El e ma social en torno a las drogas se ha 

desdibujado entendiendo que el consumidor no es un delincuente pero también 

ha aumentado el acceso eficiente de los usuarios con problemas de adicción a 

servicios de salud de calidad. 

3 Murkin, George. Traducción: Aram Barra. Despenalización de dragas en Portugal: 
Dejonda las cosas claras. México Unido Contra !a Delincuencia y Transform. Enero, 
2015. 
4 !bid. 
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Clubes Sociales de Cannabis (CSC) en España: 

El gobierno español, ha optado por la politica de la 

cuando al cannabis se refiere. La manera en que est se ha traducido, es en un 

modelo que no criminal iza al usuario y evita la perse ción criminal de la posesión 

y la producción para consumo personal siemp y cuando esto suceda en 

espacios especificos conocidos como los Clubes ciales de eannabis (ese). 

Los ese operan desde 2001 y con el paso del empo se han logrado regular y 

gestionar mejor. Hoy en día el funcionamiento 

serie de condiciones claramente definidas: 

1. Deben ser asociaciones sln fines de I 

los mismos se da a partir de una 

2. Deben permitir el acceso únicament adultos registrados que justifiquen, 

dentro del reglamento, su participa n y paguen una cuota que responda 

a los gastos de producción, almac amiento y gestión. 

3. Existe una cantidad limitada de roducción que es de 2-3gr por cada 

miembro con la excepción de al n usuario que requiera de una dosis más 

alta por motivos médicoss. 

Desde su creación, los ese hanÍiogrado que miles de personas puedan 

abastecerse de manera legal y ade,~s tengan acceso a una sustancia sobre la 

cual los miembros tienen un control 'directo sobre la calidad del producto, ya que 

el proceso que comienza con la siembra y concluye con el producto final, se realiza 

dentro del marco de estos clubes. 

Esto establece una relación directa entre productores y usuarios que permite 

generar un mayor equilibrio entre salarios justos y precios adecuados. 

s Barriuso Alonso, Martín. los Clubes Sociales de Cannabis en España: Una alternativa 
normalizadara en marcha. Transnational lnstitute, 2011. Recuperado de: ww.tni.org 
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Al ser asociaciones sin fines de lucro, los beneficios económ· s que esta puede 

generar, se inviertan en la organización misma en difere s actividades como 

pueden ser conferencias, cursos, información y aseso 

ejemplo. Igualmente, al no generar ingresos distrib 

tampoco se busca un fomento en el consumo o la p 

médica y legal, por 

entre los miembros, 

En concreto, los rlncl ales beneficios de est odelo se relacionan con la 

auto-regulación, un consumo controlado e inf ado, la creación de empleo, la 

r~caudación de impuestos pero principalme disminuir considerablemente , 
parte importante del ingreso que se relacion 1rectamente con el mercado negro. 

Los CSC son una alternativa a la regulac· ·de la marihuana que no interfiere con 

los tratados internacionales en materi .de drogas de Ja Organización de las 

Naciones Unidas ya que, ninguna de s Convenciones ocurridas en torno a la 

regulación y obligación de los Estado n cuanto a las drogas6 pide a los estados 

encarcelar y crirninalfzar a los usuar· 

Lo anterior, ha sido reiterado r el Doctor Lochan Naidoo, Presidente 

Internacional de la Junta lnternac· al para el Control de Narcóticos en la Sesión 

Especial de la Asamblea Genera e las Naciones Unidas sobre Drogas de 2016 

(UNGASS). 7 

Este modelo de suministro lega de marihuana podría ser entendido corno un 
' 

modelo de transición que establece regulaciones específicas y seguras para el 

consumo. En la actualidad, otros países como Bélgica y Uruguay, han replicado 

"La Convención Única sobre Estupefacientes en 1961, die;; aiios después, en el 
Convenios sobre Sustancias Sicotrópicas y !a Co11vención Contra el Tráfico !licito de 
Estupefacie11tes y Sustancias Sicotrópicas de 1988 
7 Declaración por el Dr. Lochan Naidoo. Presidente de la junta Internacional para el 
Control de Narcoticos. 
https://www.incb.org/documents/Speeches/Speeches2015/State1ne11t_!NC8_Presi 
dent_CND_2015_UNGASS_06_03_1SV_l_cl_INCB_logo.pdf 
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esta estrategia y también se ha hecho de formal en países como 

Argentina, Colombia y Chiles. 

Países Bajos: 

Los Países Bajos son considerados por alguno orno pioneros en el camíno de 

la despenalización al haber comenzado en 76. Esto quiere decir que los 

usuarios adultos de cannabis pueden portar u cantidad equívalente al consumo 

personal de 5gr de maríhuana o hachi in que exista sanción jurídica. 

Adicionalmente, permite la existencia tos de venta de cannabis de bajo 

volumen, los "coffeeshops»_ 

~,;:..Los coffeeshops tienen condiciones estri s de operación: 

·-'<'a•1 'f:\~ 1. Hay restricción de acceso para j ' enes menores de 18 años. 
'~1 {;: 
,,., •p 

2. El nivel máximo de venta es de. r de marihuana por persona. 
".~ ,, 

3. Queda prohibida Ja venta de cu <¡uier otra droga. 

ª
4. , 

~ -
No pueden publicitarse y están 1giladas estrictamente para que no alteren 

el orden público a los alreded s. 9 

' 
"t'b'S holandeses, a través de este m oda de regulación, han probado que una 

política de tolerancia y aceptación, n~ecesariamente implica el uso masivo de 

drogas. De acuerdo a un informe del Observatorio Europeo de las Drogas y las 

Toxicomanías (OEDT), el consumo de los holandeses está por debajo de la media 

europea que es de 6.8o/o, ya que el nivel del prevalencia es de 5°/o, este también 

a Murkin, George. Traducción: Aram Barra. Clubes de cannabis en España: Uno 
o/te.rnotivo no lucro ti va paro /a producciónyoferW comercial. México Unido Contra la 
Delincuencia y Transform. Enero, 2015. 
9 Rolles, Steve. Traducción: Rebeca Calzada y Aram Barra. La política de cannabis en 
los Países Bajos: hacia delante., no hacia atrái;; México Unido Contra la Delincuencia y 
Transform. Marzo, 2014. 
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' 

se encuentra por debajo de franceses y checos, que registran una prevalencia del 

9º/o. 10 

Es importante señalar que, para aquellos gor'ISUIT\idores, Jos coffeeshops son la 
. ' 

fuente principal para obtenerla, lo cual ~duce la· osibilidad de acceso a otras 

drogas. Únicamente el 14o/o de los consumidores cannabis, reporta que puede 

tener acceso a otras drogas a entes habituales de acceso al 

cannabis mientras que con la misma pre ta, en Suecia, bajo un régimen 

represivo de prohibición el 52% asegura q tiene acceso a otras drogas cuando 

recurre a fuentes habituales de acceso a 

Aunado a esto, vale la pena menciona ue la existencie del problema llamado de 

·"la puerta trasera". Éste consiste e a posibilidad de una venta tolereda de 

·cannabis mientras la producción y el ltivo se encuentran prohibidos. 

' . ~.·~,E;! .)?egundo partido más grande, emócratas 66, ha promovido una nueva 
;,¡ , 1 ;\. 
~, .(Wulación en la cual, bajo control g emamental, se permitirá a los dueños de las 

coffeeshops, comprar marihuana los pequeños productores que obtengan 
,. ·. " 

llcencia12 . B resultado ha salido a lante con 77 votos a favor y 72 en contra pero 

deberá ser refrendada por el Sena o. 

Margriet van Laar, coordinadora Je !a Unidad de Análisis sobre Tendencias en 

materia de Drogas de! Instituto para la Salud Mental y las Adicciones (TRIMBOS), 

asegura que "(como institución) no estamos a favor del consumo de drogas, pero 

'º Bugarin, lnder. (1 de julio de 2010) Holanda, a 34 años de tolera11cia con !as drogas. 
BBC Mundo. Recuperado de; www.bbc.com 
11 Rolles, Steve. Traducción: Rebeca Calzada y Aram Barra. La política de cannabis en 
los Países Bojas: hacia delante, no hacia atrás. Mé1;ico Unido Contra la Delincuencia y 
Transform. Marzo, 2014. 
12 Los Países Bajos legalizan el cultivo de marihuana. (21 de febrero de 2017). 
Euronews. Recuperado de: es.euronews.com 
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somos pragmáticos y conscientes de que no van a desaparecer, así que tratamos 

de reducir el daño tanto como sea posible".13 ,.,., 

(¡" 

Considerando esto, la reducción de daños f entendido como una de las 

piedras angulares de la política de drogas en lo aíses Bajos. Los proyectos que 

se están llevando a cabo son: programas de etadona, un tratamiento que se 

utilii:a para Ja adicción a opiáceos, la disposi ón de agujas limpias para evitar el 

contagio de enfermedades como la hepati o el VJH, y paralelo una campaña 

Pot1,¡¡cional de vacunación contra la hepatit' B, dirigidas a grupos de riesgo de 
. ~4: 

•: ortamiento, que tiene como objetivo inimizar los efectos negativos para los 
' - ·' "1 k;Jfios y la sociedad14 

CTIJ;.;.)Íj# 
'%"'' - Van Laar piensa que en los casos en lo que la política de drogas se inclina hacia 

!=~sión y pone demasiado énfasis el orden público, se ignora a la población 

iRASo<.1.is~~ y esto imposibilita el acerca nto a medidas de salud pública como la 

prevención, tratamiento de adiccione y el control de enfermedades infecciosas. 

CONCLUSIÓN 

''Bugarin, !nder. (1 de julio de 2010) Holanda, a 34 anos de tolerancia con las drogas. 
BBC Mundo. Recuperado de: www.bbc.com 
14 Martincz Huerta, David. (29 de septiembre de 2013) Holanda, Uruguay y Portugal 
desentierran mitos sobre la legalización de la marihuana; compar/Rn sus experiencias. 
Sin Embargo. México. Recuperado de: www.sincmbargo.mx 
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En la actualidad, existen países que han reconsiderado la posición clásica de una 
-~··· 

prohibición total a través de sus leyes en con a de los estupefacientes, 

particularmente el cannabis_ 

La decisión que han tomado, en pro de un v adero cuidado y protección de la 

salud pública, ha sido detener la persecuci · de los consumidores y enfocarse en 

disminuir la dependencie a las sustancia 

daños. 

través de programas de reducción de 

·· ·-, Como consecuencia, es posible a ar que existen modelos de regulación 

.. · 0\\i1t~rnativos a las políticas repre s y criminalizadoras de cannabis, estas 
:t/,'¡'f· 
·.'".1": diversas opciones permiten abo iir el problema que involucra el consumo 

problemático de las drogas desd 

~- _ ·Ín mejores resultados en ma 

La evidencia se presenta de 

na perspectiva garante de derechos humanos 

ia de salud pública. 

e una perspectiva objetiva y con la principal 

---é'ár"acterística suario como personaje central de una serie de 

políticas públicas cuya con cuencia necesaria será permitir el acceso a 

programas de tratamiento y t inar con la criminalizaclón desproporcionada del 

consumidor. 

En caso de requerir mayor inf rmación o profundizar en medidas alternativas a la 

penalización de sustancias . on Ja finalidad de evidenciar políticas públicas 

eficientes en materia de salud pública relacionada con el consumo de drogas, 

reiteramos nuestra disposición para coadyuvar con este tribunal en todo momento 

que sea requerido. 
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• ''""''' ;b 
Por lo antes expuesto, a Ustedes Señoras y S~ñ;re: ~~is~os de la Suprema Corte i 
de Justicia de la Nación, de manera atenta soliclta111~: 

J 1 J 
PRIMERO. Mmitlr.y anex11r el presente "'""'"-"\'<1 .-~P.~PQru;l~Je_ .• 

SEGUNDO. Tomar en cuengjA~®-rJJlj~~~cione;·' asm~~~s a lo largo del documento al 

momento de realizar su voto relacionado con las· tencia de mérito . 

. sJit\!~i.C!OªlJ9?.c:l dE.! Io_s_ arti_cu\os. 239, .último 

párrafo, 237, 245, fracción 1, 247, último párr , y 248, todos de la Ley General de Salud, ------ ---~ --- -~----- ---
~-- 1,_.~_sj_o;:o_n;io los d~más que se encuentren rel _onados _producción, uso y autooonsumo del 

f~>_::'.,:~up_efac.ienle "cannabis" y el _psicotr· .co "THC", _en conjunto conocidos como 

:·-~·-.-~:}"i;iar:ituiana". por ser violatorios de Der os Humanos contenidos en la Cons1itución 

~'.~_:,".,;'.-:Polftica de los Estados Unidos Mexica , así como los tratados intemaclona!es en la 

materia. 

UE FIRMAN EL PRESENTE AMJCUS CURIAE 

1
Ann Fordham 

Directora Ejecutiva 

"' 

' ' Consorcio Internacional sobre Políticas de Drogas (JDPC) - ' ' '" ~ 
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México Unido ontra la Delincuencia 

ANTE LA HONORABLE SUPR MA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
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PRESENTACIÓN DE QUIENES SUSCRIBEN EL PRESE TE AMICUS CURIAE 

1. Somos una Asociación Civil no lucrativa, laica y apartidi ta, que lleva 20 años 
dedicada a trabajar en causas y acciones a favor de la s uridad, la justicia y la 
legalidad. El trabajo de más de dos décadas. ha deriva en que México Unido 

análisis de políticas de Contra la Delincuencia sea una organii:ación líder e 
seguridad, legalidad y justicia. implementación de p 
de la violencia, cultura de la legalidad y empodera 

ectos de prevención social 
nto comunitario. incidencia en 

procesos relacionados con politicas de segurida 
cultura de la legalidad y política de drogas en 

iudadana. atención a victimas, 
1co. Nuestro trabajo ha orientado 

la generación de mejores leyes y polltica 
responsables y respetuosos de la ley, preven· 
profesionalizar a autoridades encargadas 
procurar jus1icia de manera expedita y elicl 

úblicas para formar ciudadanos 
1 delito, brindar atención a vi climas, 
la seguridad pública, así como. 

FUNDAMENTO JURfDICO PARA LA P ENTAClÓN DEL AMICUS CURIAE. 

~ 2. Comparecemos ante esta Suprema C e de Justicia de la Nación (SCJN) de 
manera respetuosa con la finalidad d resentar este amicus curiae y que sea 
considerado el contenido del mismo 
previsto en el articulo 1° y 8 de la 

;[_ ~;'. -~,:·.'··Mexicanos (CPEUM), así como den 
~ los asuntos públicos de manera dire 

Convención Americana de Derechos 

ejercicio de nuestro derecho de petición 
nstitución Política de los Es1ados Unidos 
!ro derecho a participar en la dirección de 
, conforme al articulo 23.1, inciso a) de la 

. manos (CADH). r 

INTER~S DE LA PRESENTACI N DEL PRESENTE AMICUS CURIAE 

3. El objetivo del presente amicus cu ae es proporcionar a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación Cliterios jurídit'os, antecedentes jurisprudenciales, limites y 
alcances reconocidos en el derecho interno mexicano en relación con el Derecho al 
Libre Desarrollo de la Personalidad relacionado con la producción, uso y 
autoconsumo del estupefaciente "cannabis" y el psiootrópioo "THC", en conjunto 
conocidos como "marihuana". 

4. El presente emicus permite coadyuvar en las consideraciones que formule esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación considere argumentos adicionales 
directamente relacionados con los plasmados en la demande de emparo de 
referencia. 
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DERECHO AL LIBRE DESA/ DE LA PERSONALIDAD. 

5. Actualmente dentro del sistema jlitidico e)(icano se encuentra reconocido el 
Derecho a! Libre Olas arrollo de la ~ersona ad, de acuerdo con los criterios dictados 
por es la Suprema Corte de Justicia de 1 ación en el articulo primero constitucional 
y en dive~os tratados internacionales derechos humanos suscritos y ratificados 
por los Estados Unidos Mexicanos.' 

6. El Derecho al Libre Desarrollo de Personalidad podemos entenderlo como una 
protección a la libertad de actuac humana que no se encuentra expresamente 
protegido por un derecho de libe especifico, por lo que su reconocimiento derivó 
de la interpretación jurisprudenc· de casos en concreto.> 

7. Entendemos que la lógica qu a a luz a este derecho, responde a una limitación 
existente por parte del Estad ara intervenir en aspectos básicos en la vida de las 
personas. mismos que por s tan espacíficos y cotidianos resultaría imposible (o 
en extremo patemalista o d edido) realizar la regulación directa de cada una de 
las acciones que comprend 

· 8. Los antecedentes del reco 
LA PERSONALIDAD" see 
Tribunal con motivo del a 
que este derecllo funda 
articulo 1· constitucional y 
quien sea, tiene derecho a 
manera en que logrará las 

ANTECEDENTES 

cimiento del "DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE 
entran plasmados en la sentencia que emitió este Alto 

aro directo - En este documento, se interpreta 
tal deriva del derecho a la dignidad, previsto en el 
ncluye con la siguiente afirmación: "et individuo, sea 

egir en forma libre y autónoma. su proyecto de vida, la 
etas y objetivos que, para él, son relevantes". Como 

consecuencia, se emite la sig iente tesis aislada: 

DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE lA PERSONALIDAD. 
ASPECTOS QUE COMPRENDE.' 

"De la dignidad humana, como derecho fundamenta\ superior reconocido por 
el orden jurídico mexicano, deriva, entre otros derechos personaJ1s1mos, el de 
todo individuo a elegir en forma libre y autónoma su proyecto de vida. Así, 
aoorde a la doctrina y jurisprudencia comparadas, tal derecho es el 
reconocimiento del Estado sobre la faCtJltad natural de toda persona a ser 
individualmente como quiere ser, sin coacción ni con!mles injustificados, con 

' Engrose del Amparo en Revi<i6n - pá¡¡Jna VII tercer pórr•lo. 
'lbidem, pagina VIII primer párrafo 
'l. Época: Novena Época, Registro: 165822, Instancia: Pleno, Tipo de Te;;;: Aislada, Fuente: Semanario 
Judicial de la federación y •u Gaceta, Tomo XXX, diciembre de 2009, Mater.als): Cwil, Constitucional, Tes;s: 
P. LXVl/2009, Piig<na: 7 
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el fin de cumplir las metas u objebvos que se ha fijado, de acuerdo con sus 
valores, ideas, expectatJ11as, gustos, etcétera_ Por tanto, el libre desarrollo de 
la personalidad comprende, entre otras expresiones, la libertad de contraer 
matrimonio o no hacerlo: de procrear hijos y cuárllos, o bien, decidir no 
tenerlos: de escoger su apariencia personal: su lesión o actividad laboral, 
asi romo la libre opción sexual, en tanto q_ue'lo s estos aspectos son parte 
de la forma en que una persona dese<t p'ioye rse y vivir su vida y que. por 
tanto, OOlo a ella corresponde decidiP'áutóno 

,,,,--
9. En consecuencia, podemos observar que ha 

Corte de Justicia !a definición y delimitación 
ejemplos concretos en los que se ha d 
desarrollo de !a personalidad son los sig 

o responsabilidad de esta Suprema 
éste Derecho Fundamental. Algunos 

do de contenido al derecho al libro 
tes: 

l. 

11. 

11!. 

Reasignación Sexual.- "la 'reasig 
puede comprender o no uria cir 
su estado psicosocial a su fisi 
identifica pleriamente, innegab 
parte del Ubre desarrollo d 

ión sexual' Que decida una persone, que 
ia para ese fin, con el objeto de adecuar 
y, de ahí, vivir eri el sexo con el que se 
ente constituye una decisión que forma 
personalidad, en tanto es una expresión 

de la individualidad de la per 
mismo, lo que infiuye decisiv 
sus relaciones sociales'"' 

a, respecto de su percepción sexual ante si 
ente en su proyecto de vida y, por ende, en 

Divorcio sin causa.- "el re eto al libre desarrollo de la personalidad 
justifica reconocer mayor t scendencia a la voluntad del individuo cuando 
ya no desea seguir vincula con su cónyuge, por ello, el derecho a tramitar 
la disolución de! vinculo atrimonial. no puede hacerse depender de la 
demostración de causa al na, pues aquella determinante no es más que el 
fin de esa voluntad expres da en la demanda, resultando inadmisible que el 
Estado se empeñe en ma tener vigente el matrimonio de quienes solicitan 
el divorcio al considerar q e su situación particular se toma irreconciliable"" 
Matrimonio entre persona del mismo sexo: El Derecho a! Libre Desarrollo 
de la personalidad pued verse materializado cuando un individuo elige de 
forma libre y autónoma a)a persona con la que desea contraer matrimonio. 

' 10. De estos ejemplos es posible advertir algunos elementos en común: 
IV_ El naconocimierito indiscutible de la existencia del Derecho Humano al Libre 

Desarrollo de la Personalidad, así como su contenido_ 

'Amparo directo- 6de enero de 2009. Once votos. Ponente: Sergio,,_ V alis Hern~ndez. Secretaria: 

laura Garda Velasco. 

5 Amparo directo en revisió._. 23 desept<embrede 2009. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: 

José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Oiga Sánchez Cordero de Garcia Villegas Secretaria: Rosalia 
Argumosa lópez. 
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V. La existencia de un ambito de privacidad e intimidad a Ja que debe impedirse 
la intervención del Es1ado. 

..--· 
EL DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERS NALlDAD PARA EL CASO 

CONCRETO DEL CONSUMO D 

11. Nuestro principal raferente se sitúa en la dé a época respecto a la ralación entre 
et Derecho al Libre Desarrollo de la Perso dad para el caso concreto del Cannabis 
que fue dictado por este Alto Tribunal mo sentencia del Amparo en Revisión -

12. En la sentencia antes mencionad se reconoce una autorización sanitaria para 
"consumir marihuana regularme 
lúdicos" y, en consecuencia, t 

• de forma personal y con fines meramente 
bién las acciones necesarias para estar en 
(siembra, cultivo, cosecha, praparación, posibilidad el 

acondicionamiento, procesión 
personas mayores de edad 
actividades recreativas o lúd' 

autonomía que debe estar p 

rasporte, etc.}. Ya que. al ser realizadas por 
ue deciden sin interferencia alguna qué tipo de 
s deseen realizar. éstas pertenecen a la esfera de 
gida por la Constitución.6 

13. No cabe duda que, oom 
mentales" que se viven oo 
se pueden entender como 
experimentar. La canse 
enruentra tutelada por el 

señaló este Alto Tribunal, que las "experiencias 
consecuencia del consumo de sustancia psicotrópicas 
as de las más personales e íntimas que alguien pueda 

ncia lógica es que, esta conducta necesariamente se 
recho al libre desarrollo de la personalidad.' 

normatividad que consti 
el deracho a decidir qué 
adicionalmente todas la 
a través del autoconsum 

' 

mplado en el pfirrafo anterior, en nuestro sistema existe 
e un obstáculo jurídico, mismo que impide a los quejosos 
o de actividades recreativas o lúdicas desean realizar y 
cciones necesarias para poder materializar esa elección 
de la marihuana.• 

LIMITES AL DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD 

15. Los derachos fundamente les cuenten con limites y no debemos perder de vis la que 
el criterio actual vigente establece que este Derecho Fundamental NO ES 
ABSOLUTO. concretamente se han identificado los siguientes límites: 
VI. Derechos de terceras personas. 
VII. Orden Público. 

• Engro•e del Amparo en R.,...;,;o._ páginas XI y XII. 
1 lbidem 
8 lbidem. 
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16. La existencia de estos límites implica que el legislador tiene una obligación 
constitucional de preservar estos límites aun cuando esto involucre intervenir en un 
Derecho Fundamental -el libre desarrollo de la personalid 

17. Ahora bien, la existencia de limites a un derecho plica necesariamente una 
colisión que debe resolverse con un test de person i:lad -a menudo en abstracto­
que desembocará en alguna de las siguientes ca 
VIII. La medida legislativa es idónea para pro! er los derechos de terceros y no 

limitar de manera iílnecesaria y esproporcioílada este derecho 
fundameíllal, por lo taílto, seria una m ida constitucional. 

IX. La medida legislativa limila de maner desproporcionada o existen medidas 
que involucraíl una menor intrusió n la privacidad de las personas con 
mejores consecuencias fácticas· en coílsecuencia, la medida sería 
inconstitucional. 

18. En este sentido, el debate actual se cen sobre si fa medida adoptada actualmente 
-prohibición absoluta del consumo d arihuana- encuentra justificación en una 
protección eficaz en materia de salud rden público o existen medidas alternativas 
que to te len estos bienes jur/dicos sin e necesariamente impliquen una intromisión 
excesivamente invasiva para los ge 

··~;o;i.>.;;j. _19. Las consideraciones objetivas que 

!_;~.~~'.~ de merihuaíla como un peligro de 
;.J'. ~"'~"" X. "La marihuana ílO supone 

realizado la Primera Sala respecto al consumo 
lud pública son las siguientes: 
riesgo importante para la salud de las personas 

mayores de edad, toda ve que sus consecuencias permanentes son poco 
,~- - probables, mínimas o r ersibles si su consumo no se inicia a edades 

tempranas"." 
XI. "El consumo de marihua a tiene un nivel de incidencia muy bajo e incluso 

discutible en el consum e otras drogas más riesgosas". 10 

XII. "Conducir vehículos y m nejar instrumentos y sustancias peligrosas bajo los 
efectos de la marihuan si supone un riesgo para el orden público."11 

XIII. "Existe incertidumbre bre la afirmación de que el consumo de marihuana 
incentiva la comisión d6 otros delitos'".'2 

20. Ante estas consideracionas, podemos tachar da excesivo un sistema administrativo 
que realiza una prohibición absoluta con toda la maquinaria sancionadora con la que 
cuenta el Estado, sobre la realización de una conducta que, además. se encuentra 
tutelada por un Derecho Humano, como lo es el Derecho al Libre Desarrollo de la 
Personalidad. 

'ldem p.78 
'º 1b1dem 
'' lbidem 
'' lbldem 
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21_ Esta opinión se ve confirmada con el siguiente fragmento de la resolución contenida 

en el engrose de la sentencia del Amparo en revisión-
"Una vez que se han analizado los beneficias y los costos de la me.elida, 
esta Primera Sala considera que el "sistema ,¿­
adm1nistra1ivas" conformado por los artlculos de la 1..eY 
impugnados por los quejosas, ocasionan una af muy intensa al 
derecho al libre desarrollo de la personalidad en com ción con el grado 
mlnimo de proteccjón a la salud y al orden público q e alcanza con dicha 
medida. A pesar de que el legislador puede limitar 
que supongan afectaciones a los derecho 
Constitución, en el caso de la restricción al de 

ue protege nuestra 
rollo de la personalidad 

que romporta la medida impugnada, esta Pli 
Lales afectaciones fueran de una gravedad tal 
absoluta a su consumo"_ '3 

Sala no encuentra que 
e ameriten una prohibición 

22. Una vez analizada la situación actual de la polir 
sistema de manera integral, estimamos al igua 
Díaz en su voto concurrente respecto del a 
sentencia no debía atender únicamente a 1 

» prohibicionisla que permea en el 

ue el Ministro José Ramón Cossio 
aro en revisió~ que la 
efectos tradicionales del juicio de 

amparo, ya que la resolución impacta de ma ra sustancial en la política estatal en 
materia de drogas. 

23. Existe una obligación por parte de esla Su ma Corte de Justicia de la Nación en 

" -;i~/\ ~ 

su papel de Tribunal Constitucional garant de Derechos Humanos de exhortar a 
todas las autoridades del Estado -particulJrmente poderes ejecutivo y legislativo­

para que realicen las acciones necesari1para hacer efectivo el derecho pleno del 
libre desarrollo de la personalidad para os los gobernados. 

__ , . ,.,_ 
p ·-·'-'"' 24_ Se debe dar una cooperación entre dive~os Poderes de la Unión con la finalidad 

de salvaguardar Derec.hos Humanos o e!ercer una tutela efectiva_ 
1 

25. En diveraos antecedentes en los que 1'a Corte lnteramericana ha condenado a 
México, se ha modificado la legislación como resultado de una resolución 
jurisdiccional, algunos ejemplos son Jos siguientes casos: 
XIV. Castañeda Gutman: Materia de' acceso a !a justicia electoral 

XV. Femández Ortega y Rosent!o Cantú: Capacitación de funcionarios de las 
Fuerzas Armadas sobre principios y normas de protección de los derechos 

humanos. 
XVI. Radilla Pachaco: Reformas constitucionales y legislativas en materia de 

jurisdicción militar. 
XVII. Cabrera García y Montiel Flores: Fortalecer el funcionamiento y utilidad del 

margo del registro de personas detenidas en el país. 

'' ldem p.81 
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XVIII. García Cruz y Sánchez Silvestre: Capaci~e[ó¡i a operadores de justicia para 
que puedan identificar, reaccionar, pr~nir, d · nciar y sancionar el uso de 
técnicas de tortura. 

26. De esta manera. y con la finalidad de tutelar e ctivamente los diversos derechos 
fundamentales antes enumerados -derecho libre desarrollo de la personalidad. 
derecho a la salud, derecho a la no d' criminación. seguridad jurídica ... -es 
necesaria una sentencia exhortativa de ca cter estructural que permita la creación 
de una política pública integral, misma debe contar con un análisis previo de 
constitucionalidad que permita la prole ón más efectiva de! orden público con la 
observancia y aplicación de Derechos manos en todo momento_ 

CONSIDERACIONES 

1. Existe el Derecho al Libre esarrollo de la Personalidad y se encuentra 
reconocido en nuestro sis! a juridico como un Derecho Fundamente l. 

2. La prohibición absolula el consumo de marihuana impacla de manera 
violenta en la privacida de las personas. Además, ésta in!romisión no se 
encuentra debidament justificada, ya que existen diversas medidas que 
resultan ser más eftca s para la tutela de la salud y orden público. 

3. El que existan pen corporales y la necesidad de activar el eperato 
coercitivo penal del tado sobrepasa todo tipo de proporcionalidad en una 
actividad que es est 

4. La criminalización q 
en el sistema ad 
socieded: 

a. Violaciones 
extorsión, d 
privación de 

mente personal. 

ha sido producto de ta prohibición absoluta contenida 
.nistrativo ha generado daños considerables en la 

Derechos Humanos: Detenciones arbitrarias, Tortura, 
plaza miento ocasionado por la violencia e inseguridad, 
liberted, práctica de estudios médicos en contra de la 

voluntad de 11is persona~. 
b. Violaciones al Derecho a la Salud: Los daños son mínimos o 

inexistente en el consumo de marihuene en contraste con los 
ocasionados por las consecuencias de !a penalización -privación de 
la libertad, desinformación, no existencia de esl.ándares de calidad 
tanto en la producción como en el proceso-. 

c. Violaciones al Derecho a la no discriminación: Existe un estigma en 
torno a los oonsumidores que se traduce en la imposibilidad de 
acceder a un trabajo o escuelas. 

d. Inexistencia de Seguridad Jurídica: Actualmente existe una zona de 
incertidumbre por parte de !a población en general y de los 

8de 10 



' 

operadores jurídicos sobre cuáles son las consecuencias jurídicas de 
ser consumidor_ 

,,.----- -·--. 

Por lo antes expuesto, a Ustedes Señoras y Señoras nistros de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, de manera atenta solicita 

' ' , PRIMERO. Adll)_i_tir y aneJ!ar el presente Amicus. riae en el expediente correspondiente_ 
J 

SEGUNDO. Iaroar__en_cuenta.Jas .. consideraci. s plasmadas a lo largo del documento al 
momento de realizar su voto relacionado co sentencia de mérito_ 

TERCERO .. E:n_ i;u mom_ento, determinar 1 constitucionalidad de los artículos 235, último 
párrafo, 237, 245, fracción 1, 247, último 
asi como los demás que se encuentren 
estupe:faciente "cannabis" y el psi 
"marihuana". por ser violetorios de 
Política de los Estados Unidos Mexi 
materia. 

1 

afo, y 246, todos de la Ley Genera! 2e Salud. 
lacionados producción, uso y autoconsumo del 
pico 'THC", en conjunto conocidos como 

chos Humanos contenidos en la Constitución 
nos, así como los tratados internacionales en la 
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006937 
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···~· .... 
AMPARO EN REVISIÓN 62312017 

En veinte de febrero de dos mll ieciocho, la Secretaria de 
Acuerdos da cuenta a Ja Presid ta de la Primera Sala de ia 
Suprema Corte de Justicia de 1 Nación, con tres escritos de 
amicus curiae, recibidos en 1 cinade Certificación Judicial y 
Correspondencia. Conste. 

Ciudad de México, 

dieciocho. 

veinte de febrero de dos mil 

Con fundamento 

fracción 1, de Ja Ley 

Federación, agrégui:~. 

Devuélvanse lo 
-~-· 

n lo dispuesto por el artículo 25, 

Orgánica del Poder Judicial de la 

los tres escritos ~curiae. Ir 

autos a la Pon~ del MINISTRO 

JOSÉ RAMÓN cos ÍO DÍAZ.' 

Notifíquese. 

Así lo proveyó firma la ~l~TRA NORMA LUCÍA PIÑA 

HERNÁNDEZ, Pre identa deWrimera Sala de la Suprema 

Corte de Justiciad 

que autoriza y da f 

Gatica. 

la N~~n, ante la Secret.aria de Acuerdos 

, Jice~a María de los Angeles G tiérre 

El '2 2 FES 20 notificó el acuerdo anterior a 
por medio de lista, e términos de lo dispuesto 
fracción lll y 29, de la · ey de Amparo. 

~ 

_L._._~·~-~·~--·._·.· __ 
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AMPARO EN REVISJON 623/20,'71
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i 
Ciudad de México, a veintiséis de abril de ·doimil dieciocho. 

Con fundamento en el articulo 184, de la L (Reglamentaria de los 
artículos 103 y 107 constitucionales, se señala p la audiencia respectiva 
en este asunto el día nueve de mayo de dos il dieciocho y siguientes. 
Doy Fe. 

LIC. MARÍ"'·-ÓE LOS ANG LES GUTIÉRREZ GATJCA 
; 

{-/-

Ciudad de México, a nueve d ayo de dos mil dieciocho_ 

Se hace constar, con fundam nto en el articulo citado, que en sesión 
de esta fecha, celebrada por Ja imera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, con la asís ncia de los señores Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José món Cossío Díaz (Ponente), Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfre Gutiérrez Ortiz Mena y Presidenta 
Norma Lucía Piña Hernández. etición del Ministro Ponente se aoordó: 

Que continúe en lista. 

; 

SECREJARI DE ACUERDOS 

, r 
LIC. MA~ÍA DE L ¡'ÁNGELES GUTIÉRREZ GAT1CA 

'-

···~· .. ,, 
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AMPARO EN REVISIÓ.N 623/201 

Ciudad de México, a diez de mayo de dos m-

Con fundamento en el articulo 184, de la 
articulas 103 y 107 constitucionales, se señala 
en este asunto el día veintitrés de mayo de d 
Doy Fe. 

ey Reglamentaria de los 
ra la audiencia respectiva 
mil dieciocho y siguientes. 

Ciudad de México, a veintlt s de mayo de dos mil dieciocho. 

. . Se hace constar, con fundjento en el articulo citado, que en sesión 
·'de esta fecha, celebrada por Iaf Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, con la asi!itencia de los señores Ministros: Arturo 
Zaldivar Lelo de Larrea, Joséf Ramón Cossío Diaz (Ponente), Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Altretlo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidenta 
Norma Lucía Piña Hernández .. !A petición del Ministro Ponente se acordó: 

' 

Que continúe en lista. 

SECRETARIA DE ACUERDOS 

1 

···~· •-•> 
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AMPARO EN REVISIÓN 623/2017 
QUEJOSO: 

PONENTE: MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ 
SECRETARIA: LUZ HELENA OROZCO Y VILLA 

SÍNTESIS 

J 
I 

Autoridades responsables: Congreso de la Unión (integ do por la Cámara de 
Diputados y Cámara de Senadores); Presidente de la pública; Secretario de 
Salud; Comisionado Federal para la Protección Co a Rlesgos Sanitarios; 
Comisionado de Autorización Sanitaria de la Comisión deral para 1a Protección 
Contra Riesgos Sanitarios; Director Ejecutivo de Reg ción de Estupefacientes, 
Psicotrópicos y Sustancias Químicas de la Comisión ederal para la Protección 
Contra Riesgos Sanitarios. 

Acto reclamado: Del Congreso de la Unión recl ó la expedición de la Ley 
Federal da-.Procedimlento Administrativo, public a en el Diario Oficial de la 
Federación el cuatro de agosto de mil novecientos aventa y cuatro en lo referente 
a l·,~jculos 83,-.84 y 85 así como sus consecue ias y efectos. 
Del~gres~:d~la Unión reclamó la ley Gener de Salud publicada en el Diario 
Oli~ia! de la, €derac!ón el siete de febrero de m· novecientos ochenta y cuatro en 

a !Os artículos 235, último párra: , 237, 245, fracción I, 247, último 
sí como sus consecuencias y e ctos. 
de la República reclamó Ja ublicación de !a Ley Federal de 
dministrativo, con sus consec encias y electos. 

de la República reclamó la pu' icación de !a Ley General de Salud, 
con todas-sus consecuencias y efectos. 
De! Secretario de Salud reclamó todos 1 acuerdos, órdenes, instrucciones, 
verbales o escrites que, como superior jera uico impartió al Comisionado Federal 
para la Protección Contra Riesgos Sanitarl?f para negar, bajo fa apariencia de un 
desechamiento, Ja autorización sanitaria totmulada para consumir marihuana con 
fines recreativos. l' 
Del Comisionado Federal para la Protecqpn Contra Riesgos San·r1ar'1os reclamó 
los actos de cumplimiento, observancia, trámite y ejecución por conducto de su 
subordinado el Director Ejecutivo de Regutación de Estupefacientes, Psicotrópicos 
y Sustancias Químicas. También reclamó los actos que de propio imperio dictó, 
consistentes en las órdenes, instruccioneS o acuerdos, proveídos o resoluciones 
giradas al Director Ejecutivo de Regulac.ión de Estupefacientes, Psicotrópicos y 
sustancias Químicas, para que, bajo la apariencia de un desechamiento, se 
negara la sol'tcitud de autorización sanitaria para consumo personal con fines 
lúdicos de marihuana del promovente. 
Del Director Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, Psicotrópicos y 
sustancias Químicas de Ja Comisión Federal para la Protección Contra Riesgos 
Sanitarios reclamó los actos de cumplimiento de las órdenes dictadas por el 
Secretario de Salud o el Comisionado Federal para la Protección Contra Riesgos 
Sanitarios. Igualmente, reclamó los actos que de propia iniciativa haya realizado 
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~de los artículos impugnados en la emisión del oficio número 
-- de ocho de julio de dos mil dieciséis con el que, bajo la 
apariencia de un desechamiento, negó la solicitud de autorización sanitaria para 
consumo personal con fines lúdicos de marihuana del promovente. 
De todas las autoridades, reclamó los actos tendentes a desconocer y vulnerar !os 
derechos fundamentales inherentes a la persona como individuo libre y autónomo, 
en el contexto de una sociedad democrática, previstos en la Constitución Federal y 
los !retados internacionales suscritos por el Estado mexicano. 

Sentencia de amparo recurrida; La sentencia recurrida sobreseyó respecto de 
ciertos actos y de diversas autoridades, declarando infundados los conceptos de 
violación. 

Recurrente; Parte quejosa. 

El proyecto propone: 

En el presente asunto, el quejoso impugna la constitucionalidad de diversos 
artículos de la Ley General de Salud que le impiden realizar actividades relativas 
al autoconsumo de merihuana tales como Ja siembra, cultivo, -cosecha, 
preparación, acondicionamiento, posesión, transporte e importación y 
adquisición de semillas. 

En ese sentido, se retomarán las consideraciones del amparo en reyS>Jón 
--para resolver el asunto en lo concerniente a los artícl!los 2~7, 
245, fracción I, 247, último párrafo y 248 de la Ley General de.!pa111q_;~do 
cuenta de algunas modificaciones legislativas a tales artícolos.'_q~o 

> -· ·-

afectan en lo sustancial al proyecto. Ahora bien, un breve apa'r'tad~e 
consideraciones diferenciadas tendrá por objeto analizcl.r'Y4la 
constitucionalidad de los artículos 234, 368 y 479 del mismo o:rdeJJaRJiemo, 
~stitucionalidad no fue objeto de litis en el amparo :er, -r~':'i~"ón 
-- Una dllerencia importante con respecto al precedente Citat':lo· es 
que en este caso el quejoso solicitó la autorización sanitaria para la 
adquisición de las semillas de marihuana. Dicha solicitud se reiteró en Ja 
propia demanda de amparo y en el recurso de revisión. Respecto de esta 
cuestión se harán algunas precisiones en el apartado relativo a los efectos 
de la sentencia 

Siguiendo el amparo en revisión -, se establece !a 
inconstitucionalidad de los artículos 235, 237, 245, fracción 1, 247, último 
párrafo y 248 de la Ley General de Salud por vulnerar el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad. 

Empero, respecto a los artículos 234, 368 y 479 se niega la protección 
federal. En ese sentido, procede negar el amparo respecto al artículo 234 
de la Ley General de Salud por dos razones. En primer Jugar, este artículo 
sólo contiene una definición legal interna de Ja norma. Es decir, se limita a 
definir las sustancias que son consideradas estupetacientes con lo cual no 
genera al recurrente perjuiclo alguno si ya se le concederá el amparo a 
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efectos de que se le expida la autorización administrativa conducente, 
máxime que la norma contiene un listado extenso de estupefacientes y no 
sólo menciona al cannabis saliva, índica y americana o mari na y sus 
semillas, sino a una abundante cantidad de sustancias. 

En segundo lugar, debe recordarse que no se encuentran n estudio ante 
esta Primera Sala los tipos penales correspondientes. E decir, no forma 
parte de la litis analizar Ja constitucionalidad de los delito establecidos por 
el Código Penal Federar respecto de ros estupefat.i tes en cuestión. 
Precisamente por ello, no puede concederse el amparo 1 quejoso respecto 
de este artículo porque forma parte, a su vez, d "sistema punitivo" 
concerniente a las sanciones penales de Jos estup~ientes. De tal suerte, 
diversos artículos del Código Penal Federal penali conductas relativas a 
narcóticos o estupefacientes, remitiendo ~a Ja definición de 
estupefacientes a la Ley General de Salud. Eje lo de ello es e! artículo 
193, 194, fracciones ll, 111 y IV; 196 Ter; 197 y 19 inter afia. Remover de la 
definición de estupefaciente al cannabis i licaría materialmente Ja 
eliminación respecto a ella de los tipos penale conducentes, cuestión que 
no es objeto de este amparo. 

Por otro lado, también se impone negar el a paro respecto al artículo 368 
de. !~ Ley General de Salud. Dicho art · ulo únicamente define a la 
autor~ció~sanitaria como el acto ad ·. istrativo mediante el cua! se 
permite a persona pública o priva , la realización de actividades 
re!acioias con la salud humana, en lo casos y requisitos determinados 
por la ley. El\ este sentido, no genera pe lelo alguno al quejoso recurrente 
pues .ni:~era define requisitos o pro iciones respecto al cannabis. En 
todo ~'ioaw~-;,.~ causa agravlo el re del "sistema de prohibiciones 
admin!Stf -. ,¡;" respecto al cual ya se · ha concedido el amparo. Además, 
no '1:ii!ii>a- esapercibido que precisam te el artículo 368 impugnado será 
parte del fundamento normativo ba[p el cual la autorldad responsable 
deberá expedirle Ja autorización adpiinistrativa que se precisará en los 
efectos. et 

' Por lo que respecta al artículo 479, iiguiendo el precedente del amparo en 
revisió~, es importante s!fflalar que si bien el artículo 478 de la 
Ley General de Salud, en relaci6n con el artículo 479, seflala que el 
Ministerio Público no ejercerá acción penal en contra de quien posea hasta 
cinco gramos de marihuana, esta Suprema Corte ha interpretado que dicha 
disposición contiene una excluyente de responsabilidad, lo que significa 
únicamente que en esos casos no debe aplicarse Ja pena a quien haya 
cometido el delito en cuestión, pero no consagra de ninguna manera una 
autorlzación o un derecho al consumo personal en los términos en Jos que 
lo solicita el quejoso. En este sentido, debe destacarse que el artículo 479 
de la Ley General de Salud no forma parte del "sistema de prohibiciones 
administrativas", sino del "sistema punitivo" previsto en la Ley General de 
Salud y en el Código Penal Federal en relación con e! control de 
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estupefacientes y psicotróplcos. Sobre dicho artículo, debe enfatizarse que 
el quejoso recurrente no ha esgrimido razones específicas para su 
inconstituclonalidad, sino que lo ha combatido de forma genérica en el 
encuadre de lo que llama "política prohibicionista". 

Esta Primera Sala considera que tal alegato es inoperante. Resulta notorio 
que, en el marco de la autorización sanitaria peticionada por el quejoso, 
dicho artículo no Je genera perjuicio pues no prohíbe la emisión de 
autorización sanitaria alguno respecto a las conductas pretendidas con el 
quejoso. En ese sentido, ante la falta de perjuicio directo al recurrente, en 
tanto el artículo impugnado no obstaculiza la autorización pretendida que 
será objeto de este amparo, debe considerarse que dicho planteamiento de 
lnconstitucionalidad resulta inoperante. 

Finalmente, esta Primera Sala estima que el recurso de revisión adhesiva 
es infundado. En primer término, contrario a lo aducido por el recurrente 
adhesivo, la constltuclonalidad de la finalidad de la limitación no es el único 
elemento paso valorar el ajuste de tal disposición con la Constitución 
Federal, sino su idoneidad y proporcionalidad en sentido estricto. Dado que 
la restricción no ha superado la tercera y cuarta grada de este análisis, se 
reitera su inconstítucionalidad pese al fin constitucionalmente legítimo que 
defiende. Por otro lado, son infundados los agravios encaminados a 
defender el análisis de constitucionalidad realizado por el Juez de Distrito. 
Esta Primera Sala demuestra en esta sentencia que !as afectaciones a la ,, 
salud no son de una gravedad tal que ameriten una prohibición al'tsoluta en 
su consumo. Adicionalmente, debe tenerse presente que existen'~medidas 
alternativas igualmente idóneas para proteger la salud y el orden público 
que intervienen en un menor grado el derecho al libre desarro!fo de la 
personalidad. Son infundados también los planteamientos de. Ja reCurrente 
adhesiva que estiman que la medida no vulnera el libre desarrollo de la 
personalidad de la parte quejosa o que ésta no es siquiera titular de tal 
derecho. Lo anterior porque, como persona física, el quejoso es titular del 
derecho al libre desarrollo de la personalidad, que comprende la elección de 
sus actividades recreativas o lúdicas, faceta que prohíben precisamente las 
normas impugnadas. El proyecto declara inoperantes diversos 
planteamientos que no se encuentran enceminados a fortalecer las 
consideraciones del Juez de Distrito sino que plantean aspectos ajenos a la 
litis constitucional. 

Puntos resolutivos: 

PRIMERO. En la materia de la revisión, se revoca la sentencia recurrida. 

SEGUNDO. La Justicia de la Unión ampara y protege a 
contra de la expedición y promulgación de los articules 235, ultimo parralo, 237, 
245, fracción 1, 247, ú!timo párrafo, y 246, todos de la ley Genera! de Salud, asi 
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como de su aplicación, consistente en el oficio número 
expedido por el Dlrector Ejecutivo de Regulación de Estugelacientes, 
Psicotrópicos y Sustancias Químicas de la Comisión Federal para 18.)Protección 
contra Riesgos Sanitarios, en los t8rminos expuestos en la presente sttencia. 

TERCERO. La justicia de Ja Unión no ampara ni protege a~ en 
contra de Ja expedición y promulgación de los artículos 23~Ley 
General de Salud. / 

CUARTO. El recurso de revisión adhesivo interpuesto po/' las autoridades 
responsables es infundado. .f' 

' ~·· 

.1 
TESIS CITADAS EN EL PROYECTO ~" 

,~1 
¡ 

"AMPARO ADHESIVO. SON INOPERANTES LOSj)\.RGUMENTOS EN LOS 
CUALES EL ADHERENTE SE LIMITA A COMBF LOS CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN DEL QUEJOSO PRINCIPAL, SIN ; GRIMIR RAZONES QUE 
MEJOREN LAS CONSIDERACIONES DEL ACTO . CLAMADO". 

"DELITO CONTRA LA SALUD. EL ARTiCULOy:·
1 

8 DE LA LEY GENERAL DE 
SALUD, AL PREVER LA NO APLICACIQ DE LA EXCLUYENTE DE 
RESPONSABILIDAD RESPECTO DE L S FARMACODEPENDIENTES 
POSEEDC?RE~ DE ALGÚN NARCÓTICO -, ENTRO DE UN CENTRC? DE 
R,SCLUSIQN, tCLUSO CUANDO SU CA IDAD NO EXCEDA EL J-IMITE 
Mf\XIMO~ \t.EG LMENTE ESTABLECIDO, NO VIOLA LA GAAANTIA DE 
IGÚALDA,~. _ 
. ' 

"OERECHO A .LA SALUD. NO SE LIMIT L ASPECTO FÍSICO, SJNO QUE SE 
TRf\DU~~ .. ·EJ \ LA OBTENCIÓN D ,., UN DETERMINADO BIENESTAR 
GE~.ERAL, .. ;t ' 1~ 

·~f~Ec-Ho 
0

AL ~lBRE DESARROLLJ DE LA PERSONALIDAD. ASPECTOS 
QUE COMPRENDE". •'' 

·' f 
"DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. ASPECTOS 
QUE COMPRENDE". 1 .• 

"DERECHO AL LIBRE DESAR~OLLO DE LA PERSONALIDAD_ LA 
PROHIBICIÓN PARA EL AUTOCON.SUMO DE MARIHUANA CONTENIDA EN LA 
LEY GENERAL DE SALUD INCIQE PRIMA FACIE EN EL CONTENIDO DE 
DICHO DERECHO FUNDAMENTAL". 

"DIGNIDAD HUMANA. EL ORDEN JUR.IDICO MEXICANO LA RECONOCE 
COMO CONDICIÓN Y BASE DE LOS DEMÁS DERECHOS FUNDAMENTALES". 

"RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE 
EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA 
CONSIDERARLAS VÁLIDAS". 
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"RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE 
EL JUEZ CONST!TUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA 
CONSIDERARLAS VÁLIDAS". 

"'SALUD. EL DERECHO A SU PROTECCIÓN CONFORME AL ARTÍCULO 4o., 
TERCER PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, ES UNA RESPONSABILIDAD SOCJAL". 

VI 
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~ casO' d,eriv del jui ( de amper/indirecto prom~ido por 
~ fa /un ficio d a Comis~·ó Federal para Iª'' Protección contra 
Riesgos San ioS qu desee su solicitud ara la obtenció¡fde una autorización 
sanitaria q~é p rmi!iera el consum personal con ,1fnes recreativos de 
marihuana. - !a amanda de amparo, el solicitante ir®ugnó tanto et oficio 
referido ca dlv rsos preceptos de la Ley Genera! de S~d. El Juez de Distrito 
determinó sobreseer en una parte el juicio de ampar~'y negar la protección 
constitucional en relación al oficio y los preceptos¡' clamados. El quejoso 
interpuso recurso de revisión. El Tribunal Colegiad~.i] ue conoció del asunto 
determinó reseNar jurisdicción a esta Suprema Corte d_e;Justicia de la Neclón para 
conocer sobre el tema de constltucionalidad subsistenj. De ahí que la materia del 
presente asunto consiste en verificar si los agravios fl la revisión son aptos para 
revocar la sentencia recurrida. :ll 

l 
-~ ·":. CUESTJONAR/'o 

¿t~~t:· lo~ 234, 235, último párrafo, 237,r245, fracción 1, 247, último 
párr<1.fo, 8, 368 y 479 de la Ley General e Salud son violatorios del 
derecho ·libre desarrollo de la personalida . 

C~~~ ico. La Ptime<a Sala de 1, S"ptema Corte de J"slicia de la 

~Tuó~~::. sesión correspondiente ¡·1 día , emite la 

siguiente: . 
f 
' 

SENTE,~ClA 

Mediante Ja que se resuelven los autos relativos al amparo en revisión 

623/2017 interpuesto por - - - por conducto de su 

autorizado legal, en contra de Ja sentencia dictada por el Juez Decimosexto 

de Distrito en Materia Administrativa en Ja Ciudad de México, en el juicio de 

amparo 
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-• -

l. ANTECEDENTES 
1~. ,-; -· -

~ \, 

.1 • ~ches.- solicitó por escrito presentado ante Ja 

. • • c;"Zmisión"' f.ederal para la Protección Contra Riesgos Sanitarios (en . '~ • ,.., <:• 
adelante, ''tOFEPRIS") el trece de noviembre de dos mil quince una 

autorización sanitaria para consumo personal con fines lúdicos o recreativos 

del "Cannabis Sativa" y e! psicotrópico THC, así como para ejercer Jos 

derechos correlativos al autoconsumo como Ja siembra, cultivo, cosecha, 

preparación, acondicionamiento, posesión, transporte e importación y 

adquisición de semillas. 

2. El doce de febrero de dos mil dieciséis, la COFEPRIS emitió el oficio 

número mediante el cual requirió al promovente, con 

fundamento en el artículo 17-A de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo y 368 de la Ley General de Salud, que acreditara la 

existencia de un interés jurídico o legítimo en un plazo de cinco días:.ti'~iles 
relativo a su solicitud de autorización sanitaria. Así, dicho oficio lo·.-pra~~ a 

' . ,, 
efecto de que invocara una norma constitucional en la que se e:stabl~Cifi[a o 

tutelara algún interés difuso en beneficio de una colectividad determií0.da, 
., l ::.' 

demostrara que dicho acto trasgrede ese interés dlluso de mane,ra.indivtflual 
- ,-. \ 

o colectiva, así como que probara pertenecer a tal colectividad. "t . --~· 

3. Mediante escrito de nueve de marzo de dos mil dieciséis el promovente 

desahogó la prevención en el sentido de que la COFEPRIS carecía de 

facultades para solicitar que se acreditara el interés jurídico y legítimo. 

Asimismo, refirió que, con fundamento en el artículo 17-A de la Ley Federal 

de Procedimiento Administrativo, Ja COFEPR!S carecía de facultad para 

solicitar información adicional una vez transcurrida la tercera parte del 

término que tiene para dar respuesta a un trámite. De igual forma, adujo ta 

titularidad del derecho de petición del artículo 8" constitucional al tenor del 
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cual podía solicitar cualquier cosa a un funcionario público, incluyendo una 

autorización sanitaria para el consumo personal de marihuana y el ejercicio 

de los derechos correlativos a tal consumo. 

4. Mediante oficio la COFEPRlS refirió que, si bien es cierto 

5. 

6. 

que la Ley Federal de Procedimiento Administrativo establece ue no podrá 

exigirse más formalidades que las previstas en la ley, tam 1én lo es que 

dicha ley remite directamente a la Ley General de Salud e establece los 

casos y modalidades en que se puede emitir una autoriz~ión sanitaria. De 

' tal suerte, refirló que acreditar un Interés jurídico o Ijiltimo para proveer 

sobre una resolución por parte de la autoridad no es l/fª formalidad sino un 

requisito de fondo referente a la existencia de un delcho subjef1vo previsto 

por el conjunto normativo que el particular pueda /iercer o reclamar de la 

autoridad estatal. ¡· 
• " De igual forma, la COFEPRIS sostuvo que de J~s manifestaciones vertidas 

en el desahogo tampoco se desprendían 10¡. elementos necesarios para 

acretJ,t, un::.·.:interés legítim~, e~ d_ecir±· exist~~cia de una ~~rma 
cons~fal que tutelara un 1nteres difuso ·n benef1c10 de una colect1v1dad 

o qu~ acto trasgrediera tal interés di ·o, ni que se probara pertenecer ... , I a tal~~~ead. 
'"''' ',.•'t' '";"";!.J.. ' 

En ~á~~b anterior, la COFEPRIS c/terminó que no se desprendía del 

des~h6g; del requerimiento la existen/ia de un interés jurídico o legítimo 

toda vez que ni slqulera se estaba antf la existencia de una autorizaclón en 

la modalidad debida. Así las cosas, e!'1 aplicación al artículo 17-A de la Ley 
' Federal de Procedimiento Administrativo, determinó desechar el trámite de 

( 
mérito por no haber desahogado, de manera satisfactoria la citada 

prevención. 

7. Demanda de amparo. En contra de la resolución de la COFEPRIS 

promovió, por propio derecho, juicio de amparo 

indirecto mediante escrlto depositado el veintitrés de agosto de dos mil 
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dieciséis en la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de 

Distrito en Materia Administrativa de la Ciudad de México. 

8. En la demanda respectiva fueron sei'laladas como autoridades responsables 

y actos reclamados los que a continuación se precisan: 

4 

AUTORIDADES RESPONSABLES: 

• Congreso de Ja Unión (integrado por la Cámara de Diputados y la 
Cámara de Senadores). 

• Presidente de la República. 
• Secretario de Salud. 
• Comisionado Federa! para la Protección Contra Riesgos 

Sanitarios. 
• Comisionado de Autorización Sanitaria de Ja Comisión Federal 

para la Protección Contra Riesgos Sanitarios. 
• Director Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, 

Psicotrópicos y Sustancias Químicas de la Comisión Federa! para 
la Protección Contra Riesgos Sanitarios. 

ACTOS RECLAMADOS: 
_-,''•;,, 

• Del Congreso de la Unión reclamó la expedición de la Ley ~-, eret"i? 
de Procedimiento Administrativo, publicada en el Diario Oft . I~ 
la Federación el cuatro de agosto de mil novecientos nov~ fü-~ 
cuatro en lo referente a los artículos 83, 84 y 85 así comó\5us~--~ 
consecuencias y efectos. \ ~' 

• Del Congreso de la Unión reclamó la Ley Genera! de S31Qd ;.;. 
publicada en ~I Diario Oficial de la Federación el siete_ de feb~$~ 
de mil novecientos ochenta y cuatro en lo concerniente" a·-~.-· 
artículos 235, último párrafo, 237, 245, fracción 1, 247, últirti9_ 
párrafo y 248, así como sus consecuencias y efectos. 

• Del Presidente de la República reclamó la publicación de la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo, con sus consecuencias 
y efectos. 

• Del Presidente de la República reclamó la publicación de la Ley 
General de Salud, con todas sus consecuencias y efectos. 

• Del Secretario de Salud reclamó todos los acuerdos, órdenes, 
instrucciones, verbales o escritas que, como superior jerárquico 
Impartió al Comisionado Federal para la Protección Contra 
Riesgos Sanitarios para negar, bajo la apariencia de un 
desechamiento, la autorización sanltarla formulada para consumir 
marihuana con fines recreativos. 

• Del Comisionado Federa! para la Protección Contra Riesgos 
Sanitarios reclamó los actos de cumplimiento, observancia, 
trámite y ejecución por conducto de su subordinado el Director 



9. 
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Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, Psicotrópicos y 
Sustancias Químicas. También reclamó los actos que, de propio 
imperio, dictó, consistentes en las órdenes, instrucclones o 
acuerdos, proveídos o resoluciones giradas al Director Ejecutivo 
de Regulación de Estupefacientes, Psicotrópicos y ·sustancias 
Químicas, para que, bajo la apariencia de un desechamiento, se 
negara Ja solicitud de ainorización sanitaria p,ára consumo 
personal con fines lúdicos de marihuana del promo,Vente. 

• Del Director Ejecutivo de Regulación de .Estupefacientes, 
Psicotróplcos y Sustancias Químicas de la Comjiión Federal para 
la Protección Contra Riesgos Sanitarios rec!ilmó los actos de 
cumplimiento de las órdenes dictadas por el Sefcretario de Salud o 
el Comisionado Federal para la Protecct6n Contra Riesgos 
Sanitarios. Igualmente, reclamó los actos q .e de propia iniciativa 
haya realizado en la ap!icaclón de los artí los impugnados en la 
emisión del oficio número de ocho de julio de 
dos mil dieciséis con e! que, bajo. la apariencia de un 
desechamiento, negó la solicitud de ,orización sanitaria para 
consumo personal con fines lúdi s de marihuana del 
promovente. i 

• De todas !as autoridades, recia ' los actos tendentes a 
desconocer y vulnerar Jos derecho~ undamentates inherentes a 
la persona como individuo libre y auf,nomo, en el contexto de una 
sociedad democrática, previstos e.l'la Constitución Federal y los 
tratadDS "1nternaciona!es suscritos rr el Estado mexicano. - . . ·I 

El •. s.o señaló como derechos huni13nos vulnerados en su perjuicio los 
. ' ~.., ... -. \ 'f 

pr ~i: ,_ :fn lqs artículos 3, 5, 13, 14, .}~ y 17, en relación con los artículos 1 

y 133 de ~ Co.hstitución Federal. lguáÍmente, consideró infringido el artículo 
- "' 1' 

2~-l~nción Americana sobrp Derechos Humanos. 

-~·.-~ .. ~,,.,.(: .•!¡, i 
R~~óñ~~l

1

juicio de amparof-Por razón de turno, tocó conocer de la 
,¡! 

demanda de amparo al JuzgadP Decimosexto de Distrito en Materia 

' Administrativa en el Distrito Fed~Íal, donde fue registrada con el número 
' 

11. El juzgador federal llevó a cabo la audiencia constitucional el veintisiete de 

octubre de dos mil dieciséis. Dictó sentencia en el sentido de sobreseer 

sobre los actos impugnados excepto sobre el oficio y los 

artículos 234, 235, 237, 245, 248, 368 y 479 de la Ley General de Salud, 

negando el amparo sobre ellos. 
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12. Recurso de revisión. La parte quejosa interpuso recurso de revisión en 

contra de la sentencia arriba indicada, mediante escrito presentado e! once 

de noviembre de dos mil dieciséis, en el Juzgado Decimosexto de Distrito en 

Materia Administrativa, con residencia en la Ciudad de México1
• En su 

escrito, el recurrente pidió remitir los autos originales a la Suprema Corte de 

Justlcla de la Nación para que conociera del asunto. 

13. El Presidente de! Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito admltló a trámite el recurso de revisión y 

ordenó su registro con el número de expediente-. Asimismo, sobre 

la sollcltud del promovente de remitir los autos al Alto Tribunal, afirmó que se 

determinaría lo conducente una vez que se realizara el estudio del asunto3
. 

14. El trece de diciembre de dos mil dieciséls, Carlos Alberto Larios Berna!, 

delegado del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos y el Secretario de 

Salud, interpuso recurso de revisión adhesiva, mismo que fue admitido por 

acuerdo de Presidencia del Tribunal Colegiado de catorce de diciemb.re· de 

dos mil dieciséis. 

15. Solicitud de reasunción de competencia --

~ 

'fi ,.. ~l 
, ""'•;i< , :e 

P9r es&.g_to 

~;:;::::~
0

e1
3

:~to:::d:
11

:e~':,~;::o•
1

,~;::,:ma d:,:,;:~!:adi;~~: 
reasumiera su competencia originaria para conocer del amparo e élÍÍsión 

-- del índice del Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito. Ante la falta de legitimación del 

promovente, la Ministra Presidente sometió la sollcitud a consideración de 

' Véase el expediente del recurso de revisión-· del indice del OéC'1mo Segundo Tribunal 
C<Jlegiado en Materja Administrativa del Primer Cin;u~o. foja 3. 
'lbidem. foja 163. 
' Por escrito presentado el ocho de d1c1embre de dos mil diecisiüs, el promovente volvió a solicitar 
el envio del asunto a la Suprema Cone de Justicia de la Nac•ón aduciendo loo fundamentos que 
consideró pertinentes. Por su parte, el Presidente del Tribunal Colegiado mediante acuerdo de 
nueve de diciembre de dos mil d1ec1sé1s reiteró que se proveería lo conducente una vez que el 
Tribunal Colegiado realizara el estudio del asunto. 
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los Ministros integrantes de Ja Primera Sala de la Suprema Corte4 sin que 

ninguno de ellos hiciera suya la referida solicitud por lo que se determinó 

desecharla5
. 

16. Reserva de jurisdicción. Derivado de lo anterior, pqi acuerdo de 

veintlcinco de mayo de dos mil diecisiete, el Tribunal Co!~iado de mérito 
' 

17. 

dictó resolución en la que analizó Ja legltlmación de !( parte recurrente ., 
principal y adhesiva, Ja oportunidad de la presentacióffi' de los recursos y ,. 
determinó la firmeza de los sobreseimientos decre~dos por e! Juez de 

' Distrito. Asimismo, analizó el recurso de revisión adh
1
éslva del Presidente de 

''; 
Ja Repúb!lca y Secretario de Salud en tanto en él se alegaban causales de 

improcedencia y determinó que éstas eran ·1ntu&dadas sin que apreciara 
) 

distinta causa de improcedencia que ameritara afi'álisis6
• 

' 
' Así las cosas, el Tribunal Colegiado afirmó f)Ue en el recurso de revlsión 

principal y adhesivo subsistía e! problema d~/constitucionalidad respecto de 

los artículos 234, 235, último párrafo, 2-f,.~. 245, fracción l, 247, último 

P?f;r~:,248•\ 368 y 479 de la Ley Genera?,~~e Salud. En vista de lo anterior, 

º!$.en,* remi~r los autos a la Suprema <;¡arte de Justicia de la Nación con 
- --~ - \ .. 

flurdamento ~n el punto noveno del AcU,~rdo Genera! 5/2013 en tanto, a su 
- - ' ·~ 

jfficio,._.se'"actµalizaba la jurisdicción ofiginal de este Alto Tribunal por no 
--~ '' -.¡, _, ,• 

efa_fihi~ í\.ITISprUdencia sobre el tema p~r parte del Pleno o las Salas o tres 
' ~ 1 ~ 

preced.E!'ñtes en el mismo sentido de t&'rma ininterrumpida . . .. 
.;:: 

"-' 
18. El catorce de junio de dos mil diecisiete, el Presidente de la Suprema Corte 

., 
de Justicia de la Nación determinó asumir competencia originaria para 

conocer del recurso de revisión 7 y turnó el expediente para su estudio al 

Ministro José Ramón Cossío Díaz. Por su parte, por acuerdo de dos de 

'Ibídem, p. 292. 
'Ibídem, p. 311. 
6 El órgano colegiado relató las causales de improe<idsncia aducidas por las autoridades 
responsables y las analizadas por el Juez de Distrito (Ibídem, fojas 383 a 389 vuelta). 
'Véase el expediente en que se actúa. P- 143. 

7 
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agosto de dos mil diecisiete la Presidenta de Ja Primera Sala ordenó el 

avocamiento del asuntoª. 

11. COMPETENCIA 

19. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es 

competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de 

lo dispuesto en los artículos 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución 

Politica de los Estados Unidos Mexicanos; 83 de Ja Ley de Amparo vigente 

a partir del 2 de abril de 2013; 21, fracción ll, inciso a), de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de !a Federación; y 86 de! Reglamento Interior de esta 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, en relación con lo establecido en 

los Puntos Primero y Tercero del Acuerdo General 5/2013, emitido por el 

Pleno de este Alto Tribunal el 13 de mayo de 2013. Lo anterior, toda vez 

que el recurso de revlslón se lnterpuso en contra de la sentencia dicta>Ja en 
-· <' Ja audiencia constitucional de un juicio de amparo en el qu~: sQb~te el 

alegato de inconstitucionalidad de Jos artículos 234, 235, úlitn;q:~{afo, 
y ,, '-, 

237, 245, fracción l, 247, último párrafo, 248, 368 y 479 de !a ~.·~·erieral 

de Salud sin que exista aún jurisprudencia sobre dicha disposició~---:;,·.~~~; 

,, . 

111. OPORTUNIDAD 

20. Resulta innecesario analizar la oportunidad del recurso de revisión prlncipal 

y del recurso de revisión adhesiva que nos ocupa en virtud de que el 

Tribunal Colegiado que previno en el conocimiento del asunto ya se hizo 

cargo de tal aspecto, concluyendo que ambos fueron interpuestos de 

manera oportuna9
• 

"Ibídem, p 172. 
9 Tal y como se advcerte de la resolucjón del Tribunal Colegiado que previno en la revisión, visjble 
en la foja 363 del amparo en revisión-

8 
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21. La interposición del recurso de revisión principal y adhesivo ha sido hecha 

por sujeto Jegitlmado, en tanto es el propio quejoso del amparo indirecto 

cuya ejecutoria se recurre el que ha interpuesto este medio ¡rocesal y el 

delegado de dos autoridades responsables, quien ha hecho vai'er recurso de 

revisión adhesiva. ../ 

,i' 
IV. CUESTIONES NECESARIAS PARA RESq_tVER EL ASUNTO 

ir ¡.:. 
22. A fin de dar respuesta a la materia del 

•• 
presente.fiecurso de revisión, es 

l 
imprescindible hacer referencia a los cuatro .. Conceptos de violación 

formulados en la demanda, a las conslderacion ' de la sentencia recurrida 

y a los agravios planteados en el recurso de re sión. 

23. Conceptos de violación. La parte 

conci¡¡ptos de violación en !a demanda de a 

manifestó los siguientes 

} En el piimer concepto de violación se legó Ja vulneración de los artículos 
1 y 133.de la Constitución Federal por i . bservancia de los artículos 3, 4, 13, 

de dicho ordenamiento. Así, firió que el artículo 1 constitucional 
. la obligación de interpretar c .forme a la Constitución toda norma 

··1:1 os y el principio pro personaj:Como criterio rector interpretativo. De 
d\.I a, manifestó la existencia de~"'principio de supremacía constitucional 
que implica que los preceptos consti~cionales deben verse como normas 
jurídicas y no hipérboles del lengu,aje. Ante ello, refirió que los actos 
reclamados vulneraron su derecho a I~ dignidad humana, identidad personal, 
pluralismo, derechos de la personalid?d, propia imagen, libre desarrollo de la 
personalidad, autodeterminación individual, libertad personal y corporal, 
seguridad jurídica, debido proceso y a una defensa adecuada y técnica. 

> En el segundo concepto de violación, refirió que los artículos 83, 84, 85, 
86 y siguientes de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, vulneran 
los artículos 14, 16 y 17 constitucionales y, por ello, violentan el principio de 
supremacía constitucional previsto en los artículos 40 y 133 de la 
Constitución Federal. Así, adujo que dichos artículos de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo no configuran un procedimiento que respete 
plenamente el artículo 14 constltucional, es decir, el derecho a ser oído, a 
hacer valer razones y argumentos, controvertir, contradecir y objetar las 
pruebas en contra y solicitar la práctica de pruebas que se estimen 
favorables dentro de plazos razonables. De igual forma, señaló que dichos 
artículos vulneran el artículo 8, apartado 1 de la Convención Americana 

' 
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sobre Derechos Humanos y el artículo 29, incisos a) y b) de dicha 
convención. 

;;.. En el tercer concepto de violación, argumentó que los artículos 234, 235, 
237, 245, 247, 248, 368 y 479 son violatorios de los derechos referidos en el 
primer concepto de violación. Adujo que el oficio de la COFEPRIS 
implícitamente aplicó la política prohibicionista contenida en los artículos 
impugnados de la Ley General de Salud. Lo anterior por considerar que el 
oficio impugnado, al requerir acreditar un interés jurídico, implícitamente 
aduce que el quejoso carece de un derecho a consumir cannabis. Además, 
sostuvo que el hecho de que las autoridades responsables reiteren que no 
existe una facultad para otorgar una autorización sanitaria sobre cannabis 
hace en realidad referencia a !a norma que le impide hacerlo. 

);> Aunado a lo anterior, el quejoso refirió que los artículos impugnados de la 
Ley General de Salud conjuntamente establecen una política prohibicionista 
en torno al cannabis. Dicha prohibición categórica pretende disuadir e! 
consumo de tal sustancia con el objetivo de proteger la salud personal y 
prevenir las adicciones. 

Y El quejoso sostuvo que dicha política prohlblcionista vulnera el derecho a la 
identidad personal, plurallsmo y dignidad humana. Tras transcribir los 
numerales de mérito y cltar sentencias nacionales y de tribunales extra'}eros, 
concluyó que el Estado no puede llevar a cabo acción alguna JF!.ra z'!Rprimir 
las conduelas que realice una persona para individualizarse erf sosiedad a 
menos que exista un Interés superior para ello, cosa que no acbntep~~n el 
caso concreto. · · 

;;.. Refirió que los numerales impugnados de la Ley General de Salu9,_ vu!~eran 
el derecho a la identidad, pluralismo y dignidad humana\l,-PUE!S el 
autoconsumo de marihuana es una proyección que hace una pgrso'ná' de sus 

'' ' preferencias y rasgos que lo identifican y diferencian del resto de pBrsonas. 
Por ello, la Ley General de Salud desconoce e! verdadero ser social de la 
persona y niega su derecho a la diferencia. El quejoso refirió que el cannabis 
se consume- por curiosidad, búsqueda espiritual, placer, aburrimiento, 
enajenación social e incluso por búsqueda de identidad; motivos todos que 
se orientan a la definición del propio yo. Precisamente ante ello, proscribir su 
uso implica negar y suprimir conductas que confieren al individuo una 
diferencia específica. 

Y Ahora bien, el quejoso sostuvo que, aun si se adujera que los derechos a la 
identidad personal, principio de pluralismo y dignidad humana no son 
absolutos, los limites establecidos por la política prohibicionista son 
inconstituclonales e ilegítimos. 

) En ese sentido, refirió que a la luz del criterio de la Primera Sala10
, dicha 

restricción no tiene una finalidad legítima, pues no puede permitirse 

'º Citó la jur1sprudenc1a 1a./J. 2/2012 (9a.), de rubro "RESTRICCIONES A LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN 
CUENTA PARA CONSIDERARLAS VALIDAS", v1s•ble en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gacela. L¡bro V, Febrero de 2012, Tomo 1, p. 533. 

10 
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coaccionar a una persona a gozar de buena salud contra su voluntad. En 
segundo lugar, refirió que !a política prohlbicionista no es instrumental o 
idónea para prevenir posibles riesgos a la salud o combatir adicciones ya que 
el número de consumidores ha aumentado en los últimos años y hay pruebas 
objetivas que muestran que despenanzar dicha sustancia no conllevaría a un 
aumento en su consumo. Aunado a ello, refirió que la política no es necesaria 
pues suprime más allá de lo estrictamente requerido los derechos 
involucrados y existen alternativas menos restrictivas para proteger la salud 
de los consumidores. Por último, refirió que la política prPhibícionlsta no es 
proporcional pues genera más daños que beneficios. -' 

• 
'.f 

} En ra demanda de amparo se refirió que Jos artículos·_lie la Ley General de 
Salud vulneran los derechos a la personalidad, libre desarrollo de la 
personalldad, propia imagen y dignidad humana. Tras· citar numerosos fallos 
de la Suprema Corte señaló que el amparo en reviSión - reconoció 
que el libre desarrollo de la personalidad prote,9e el uso recreativo del 
cannabis. Argumento que, a pesar de no se~;tese fallo vinculante, los 
juzgados que resuelvan sobre dicha temática dep'en tomarlo en cuenta para 
reso~vi:r. al_ tenor de tales argumentos los p1ar¡.eamientos sobre la política 
proh1b1c1on1sta. <-. 

' 
} Aunado a ello, afirmó que, inclusive si se Ju¡era que los derechos a la 

. personalidad, propia imagen, libre desarrollofde la personalidad y dignidad 
~u.mana. no son absolutos, estos límites d§ben evaluarse a la luz de la 
·~ctrinaide !a Suprema Corte. Dicho estándffe no sería superado, refirió, a la 
1iiz:)e1 ai;iálisis que practicó anteriormente. t' 

~ ~· . f G ,..- So ue los artrculos impugnados de 1 _"ley eneral de Salud vulneran el 
éfe;r ~~a salud en su aspecto negativ , es decir, la potestad de disponer 
:tjé· 1á· n personal inclusive para no g_'. ar de buena salud. Considerar !o 

_,.oontrárío, adujo, implicaría conceptual -ar a la buena salud como una 
obligación. Así las cosas, el legislador Optó una postura paternalista por no 
permitir a los ciudadanos gozar de u de los elementos fundamentales de 
su derecho a la salud, pues tratán ose del consumo de cannabis los 
ciudadanos no cuenian con un derec ·o de elegir ejercer o no tal derecho. 
Afirmó que tal postura paternalista es,iá basada en prejuicios y valoraciones 
morales y no en un estudio científico d'el daño. 

} 
} El quejoso argumentó que no puede _ponsiderarse que el proteger la salud de 

los gobernados sea un fin legítimo al amparo del cual el Estado pueda 
prohlbir sustancias como la marihliana. Ello implicaria que sería legítimo 
prohibir el tabaco, el alcohol, el azúcar porque causa diabetes, el consumo 
de grasa por causar colesterol o la cafeína por causar dependencia. De 
nueva cuenta, inclusive si el derecho a la salud en su vertiente de no gozar 
de buena salud, no fuera absoluto, la restricción a dicho derecho no estaría 
justificada por no superar el test de proporcionalidad fijado por la Suprema 
Corte, como reiteró en su demanda. 

;... Afirmó el quejoso que la aplicación implícita de los artículos de la Ley 
General de Salud vulnera Jos derechos a la autodeterminación, libertad 
individual y dignidad humana. Tras aducir el contenido del derecho a la 

11 
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autodeterminación, citó sentencias de diversos tribunales constitucionales 
que han interpretado dicho derecho. Sostuvo que, dado que !a afectación por 
el consumo de cannabis sólo afecta directamente al consumidor, Ja 
prohibición que sobre ella pesa demuestra que el poder legislativo he 
impuesto sobre la persona concepciones particulares de la santidad del 
cuerpo humano y ha legislado en asuntos de conciencia, creencia, elección y 
autonomía personal. Señaló que dicha limitación no supera tampoco el 
estándar de proporcionalidad establecido por la Suprema Corte. 

El quejoso adujo que la aplicación de los artículos impugnados no supera los 
exámenes de escrutinio formulados por la Suprema Corte para analizar 
restricciones a los derechos fundamentales. Así, después de transcribir 
diversas tesis de este tribunal afirmó que la restricción contenida en !a Ley 
General de Salud no persigue un fin legítimo porque la finalidad da proteger 
la salud contra la voluntad de la persona o combatir las adicciones no 
encajan en esta categoría. En segundo lugar, sostuvo que la medida no es 
instrumental pues, citando numerosas publicaciones y estudios, la prohibición 
no es un medio para mejorar la salud, !a descriminalización del consumo de 
marihuana no generaría mayor consumo, el consumo de marihuana no 
genera un daño a la salud sino un mero riesgo de daño a la salud. Adujo que 
ta medida prohibicionista no es la alternativa menos gravosa pues existen 
diversas alternativas menos restrictivas como el modelo holandés (en que se 
restringe !os lugares donde se puede consumir y comprar cannabis), el 
modelo uruguayo (en donde hay un modelo mixto de producción e inspección 
estatal), el modelo del tabaco y alcohol (régimen de permlslón controlada), 
las políticas educativas y de salud y las prácticas focalizadas de r~l;x;ión 
del daño. r' ,;.~ ~:~;-, 

~ . •i;¡,"1¿,,tc 
Así, manifestó que la política prohibicionista es sobreinc!Usl "t!il-_:"~lpnto 
restringe situaciones más allá de las específicamente requeridas· . :e'Vitar 
generar un daño a la salud. Mencionó que existen cuatro riesgos:·q · · • es 
aso?iados al c~nsumo d~ cannabis: aumento de ~rob~bilid1· ~~!ilrlr 
desordenes resp1rator1os, riesgo de generar dependencia, riesgo 1r;¡:t.omas 
psicóticos y riesgo de generar accidentes si se maneja baj · 'ln'!!ujo. 
Citando diversos estudios científicos entró al análisis de cada uri · e estos 
cuatro riesgos comunes para demostrar que, a su juicio, hay alternativas 
menos restrictivas a la polítlca prohibicionista absoluta. 

Además, recalcó que !a medida no es proporcional en tanto la política 
prohibicionisla no sólo no aporta un beneficio para el combate de las 
adicciones y procuración de la salud, sino que genera un riesgo latente a la 
salud, seguridad e integridad personal de !os consumidores y sus lamillas. 
Citando diversos estudios, refirió que existe un incremento de! riesgo de ser 
víctima de un delito, riesgo que se ha identificado con la política 
prohibicionista. En segundo lugar, afirmó que se ha generado un mercado 
negro con efectos nocivos para los consumidores y la población. 

En la última parte, el quejoso refirió que no pasaba desapercibido que el 
artículo 478, en relación a la tabla del artículo 479, ambos de la Ley Genera\ 
de Salud, excluyen del delito la posesión de cinco gramos o menos. Sin 
embargo, precisó que tal exención no es suficiente porque un cigarrillo o 
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porro contiene aproximadamente .75 gramos de cannabis con lo cual existe 
la permisión de proteger aproximadamente 6 cigarrillos, cantidad que no está 
justificada científica o racionalmente. 

¡;.. En su cuarto concepto de violación el quejoso adujo que los actos de la 
COFEPAIS vulneran el derecho a la igualdad reconocido en Jos artículos 1 y 
13 constitucionales. Tras citar doctrina y transcribir varias fojas de 
jurisprudencia, afirmó que la COFEPRIS quebrantó el derechv' a la igualdad 
pues respecto a é! se desechó su solicitud de autorizacióf, mientras que 
respecto a otras personas físicas' 1 se atendió su peticjon sin mayores 
requisitos y se les negó dicha petición. ,/ 

}- En el quinto concepto de violación adujo que se~neró el derecho al 
debido proceso, legalidad, competencia y segurided ju' dica en relación con 
los artículos 1 y 133 constitucionales. Así, refirió ·e la COFEPRIS se 

' encontraba obligada a respetar el derecho al, debido proceso con 
independencia de !o dispuesto por la Ley F~ral de Procedimiento 
Administrativo. Estableció que, conforme a la juri udenc·1a de la Suprema 
Corte sobre formalidades esenciales del procedim.~ to, se le debieron haber 
notificado las actuaciones realizadas por la respdiisable una vez iniciado el 
trámite del desahogo de la prevención. Aunadi/-a ello, sostuvo que no se 
mencionó en qué consiste el parámetro de sa~facción, ni el porqué de la 
inclusión de los términos "interés juridi~ e "interés legitimo", la 
razonabilidad en el empleo de ambos y por q . dejó de tomar en cuenta la 
prevalencia del derecho sustancial sobre las ormalidades propias de uno y 

~~~t~o. interés. J 
};> \~ . ese sentido, señaló que el artículo · nstítucional es de aplicación 

- preferente e ·inmediata respecto de lo que sponga cualquier norma. En ese 
señaló como insuficiente !a si e prevención que se le dio al 
mediante oficio de dos de marzo e dos mil dieciséis, pues ésta no 

_ on los elementos suficientes p a respetar el derecho al debido f máxime que las autoridades pid ron acreditar el nebuloso concepto 
de ,"interés )uridico" e "interés Ieg"itimo" _ gregó que el hecho de que la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativ '.no regule nada acerca de la forma 
de llevar a cabo dicha prevención, no implica que pueda ser realizada de 
forma arbitraria o caprichosa, sino e debe realizarse en un ejercicio 
raciona! respetuoso de los derecho constitucionales contenidos en Jos 
artículos 14, 16 y 17. Así, argumentófque se vulneró el debido proceso en 
tanto no tuvo oportunidad de ofrecer j)ruebas, objetar documentos, formular 
alegatos ni fue oído ni vencido, lo ci.Ue sostuvo que lo dejó en estado de 
incertidumbre jurídica. Estimó que f!a resolución no estuvo fundada ni 
motivada pues la COFEPRIS a) solii,litó extemporáneamente la acreditación 
del interés al promovente; b) negó que tuviera un derecho para solicitar el 
consumo de cannabis; c) trasgredió ,su derecho constitucional de petición; d) 
desechó la solicitud con sustento en: información solicitada fuera de tiempo y 
e) ninguno de los preceptos legales que citó le atribuyen competencia 

11 
Expresamenle mencionó el caso de 
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expresa para emitir !os actos combatidos. Desarrolló pormenorizadamente 
los cinco puntos mencionados con anterioridad. 

24. Sentencia de Amparo. El Juez Decimosexto de Distrito en Materia 

Adminístratlva sobreseyó sobre los actos lmpugnados excepto sobre et 

oficio del ocho de julio de dos mil dieciséis y los artículos 

234, 235, 237, 245, 248, 368 y 479 de la Ley General de Salud, negando el 

amparo sobre ellos. Para justificar lo anterior ofreció los razonamientos 

siguientes: 

~ Al precisar los actos señaló que, aunque el quejoso no identificó 
expresamente los artículos 234, 368 y 479 de la Ley General de Salud, vertió 
argumentos para demostrar su inconstitucionalidad, por lo que los tuvo como 
impugnados. 

~ Ahora bien, el juzgador federal sobreseyó el juicio en lo que respecta al 
Secretario de Salud en lo que concierne a las órdenes verbales o escritas a 
la COFEPRIS. También sobreseyó por no ser ciertos Jos actos reclamados 
al Comisionado Federal consistentes en la ejecución de las órdenes del 
Secretario de Salud y en la emisión de les órdenes verbales o escritas al 
Director Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, Psicotrópicos y 
Sustancias Químicas. De igual forma, sobreseyó, por no ser :&ertos, los 
actos del Director Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, Psicptrópicos 
y Sustancias Químicas consistentes en la ejecución de las órdenes·.verbales 
o escritas anteriormente mencionadas. \ • ' ~ Ahora bien, respecto del oficio el Juzgador co'~Sideró qi.ie 
~e amparo era improcedente en cuanto existía un juicio de am,pé.ro 
- que tenía tal oficio precisamente como acto reclamado. En ese 
sentido, el Juez Quinto de Distrito en Materia Administrativa dictó sentenCia 
en el sentido de sobreseer y negar el amparo; ejecutoria que fue impugnada 
en recurso de revisión registrada bajo el número - del índice del 
Decimosegundo Tribunal Colegiado en Materia Adiñin'istra:tiva del Primer 
Circuito que aún se encuentra pendiente de resolución. 

);> Por otro lado, oficiosamente advirtió la causal de improcedencia prevista en 
el artículo 61, fracción X!I, de la Ley de Amparo en cuanto a los artículos 83 a 
96 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo toda vez que fueron 
reclamados con motivo d8 su primer acto de aplicación sin que se desprenda 
que fueron aplicados. En ese sentido, el Juez de Distrito sostuvo que las 
normas impugnadas establecen las reglas del procedimiento administrativo 
del recurso de revisión sin que del oficio impugnado se 
desprenda que se aplicaron ni explícita ni implícitamente por lo que 
sobreseyó el juicio de amparo. 

~ Finalmente, advirtió de oficio que se actualizó la causa de improcedencia 
prevista en el artículo 61, fracción XXIII en relación con el diverso 108, 

14 
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fracción 111, ambos de la Ley de Amparo. En ese sentido, dado que al 
Presidente de la República únicamente se le reclamó la publicación de !as 
normas referidas sin hacer alusión a vicios propios, sostuvo que procedia 
sobreseer conforme a los numerales de mérito. 

> Una vez apreciadas las causas de improcedencia y de sobreseimiento 
respectivas, el juzgador federal preclsó que, si bien el acto 8clamado lo 
constituye un desechamiento de la solicitud de autorización s itaria por no 
haber acreditado el interés y por no tener la autoridad faculta es para ello, lo 
cierto es que dicha negativa implícitamente se sustenta en s artículos 234, 
235, último párrafo, 237, 245, fracción 1, 247, último párraj , 248, 368 y 479 
de la Ley General de Salud. Así, e! juzgador señaló qu_ los conceptos de 
violación están dirigidos a combatir el s·1stema normaliv de restrlcciones de 
carácter administrativo del cannabis. _,; 

.r..' 
' > Tras explicar las implicaciones y objetivos del sistem¡fprohibicionista, afirmó 

en la sentencia que el sistema normativo impugnad~pllca el ejercicio de la 
facultad del legislador federal en lo relativo a la ~-venc"1ón del consumo y 
control sanitario de estupefacientes y psicotrópicolo que hace evidente que 
el tema que se analiza no conlleva el análisis d un derecho aislado sino 
involucra un aspecto de suma importancia como 'salud pública. 

} El juez refirió que la protección de Ja salud un derecho fundamental e 
indispensable para el ejercicio de los dem · derechos de acuerdo a la 

'.Constilu_ción y tratados internacionales. Ahor .- ien, sostuvo que la salud no 
'Sóft¡. tler'i.e una proyección individual y persa 1, sino 1ambién una dimensión 
públka o social. Respecto de esta úrtima f ta, afirmó que el derecho a la 
sa~ se traduce en un deber del Estado d atender !os problemas de sa!ud 
qu.~.~,jtan a la soc·1edad y establecer Jos, :' ecanismos necesarios para que 

; t~~ personas tengan acceso a la s~d. Adujo que lo anterior obliga al 
·''¡;,_ _ EJltá_a~ -'emprender acciones necesari para alcanzar tal fin como el 
~ - deSá.~o l:le políticas públicas, controle de calidad, etc. Por ello, aseveró 
"-~· que'ía Ley General de Salud identifica consumo de marihuana como un 

problema de salud pública y en tal virtu - a establecido el sistema normativo 
mencionado. 

} En consecuencia, adujo que no de perderse de vista que el modelo 
adoptado por la Constitución es el del ~ado regulador, en el cual es posible 
imponer limitaciones a derechos en atlas de alcanzar fines de política pública 
siempre que éstas sean razonabl~·s. Señaló que, como parte de 1as 
obligaciones estatales en materia de $alud, el Estado mexicano ha celebrado 
tratados internacionales que regulan el régimen de fiscalización de 
estupefacientes y psicotrópicos. Agregó que son ejemplo de lo anterior la 
Convención Única sobre Estupefacientes de mil novecientos sesenta y uno, 
el Convenio sobre Sustancias Psicotrópicas de mil novecientos setenta y uno 
y la Convención de las Naciones Unidas en contra del Tráfico Ilícito de 
Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas de mil novecientos ochenta y 
ocho. Las dos primeras convenciones incluyen al cannabis en su lista de 
sustancias. Ahora bien, afirmó que tales disposiciones convencionales tienen 
por objeto tipificar las medidas de control apl"lcables a n·1vel internac·1onal con 
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el fin de garantizar la disponibilidad de sustancias pslcoactivas para fines 
médicos y científicos. 

Una vez realizado lo anterior, reseñó diversos precedentes de la Suprema 
Corte en que se ha dado contenido al derecho al libre desarrollo de la 
~ad. Entre dichos precedentes, señaló que el amparo en revisión 
- resuello por Ja Primera Sala, precisó que las acciones o 
actividades necesarias para consumir marihuana implicaban ejercer el 
derecho a decidir qué actividades recreativas o lúdicas se desean realizar por 
lo que incide u obstaculiza el derecho al libre desarrollo de la personalidad. 

Sin embargo, refirió también que la propia Suprema Corte ha señalado que 
los derechos humanos no son absolutos y que pueden ser restringidos o 
encontrar límite en el respeto de los derechos de Jos demás y el orden 
público. Empero, dichas restricciones deben ser bajo las condiciones y casos 
que establece la propia Constitución12

. En razón de lo ariterior, el juzgador 
corrió el test de restricciones a Jos derechos fundamentales estimando, al 
igual que en el amparo en revisión - que los preceptos impugnados 
perseguían la protección de la salud y el orden público. Ad~I igual 
que lo apreció la Primera Sala en el amparo en revisión -, tales 
finalidades son constitucionalmente válidas. 

En cuanto a la idoneidad de la medida, sostu~iguiendo el anállsls de 
Ja Primera Sala en el amparo en revisión -· no existe evidencia 
científica concluyente en el sentido de que el consumo de la f"Q~i~ana 
cause afectaciones graves a la salud, pero sí datos de los qu~e·"tl~de 
que tal sustancia ocasiona daños de menor grado a la salud y prd~@lico, 
infonnación que coincide con los datos aportados por\ !a:~füji}ad 
responsable, en el sentido de que el cannabis entraña un riesgG mtlY~Pa¡9:de 
causar la muerte, pero que Ja lntoxlcación con dichas sustancia$ ·p~de 
generar riesgo de ansiedad, deterioro de la atención y memoria,. o.i'lá.;,'!i<tC. 
Ante ello, concluyó que las normas reclamadas sí contribuyen e . . ·.·-~o 
y algún grado a lograr el propósito buscado por el legislador, p tjU~rse 
concluyó que !a medida era idónea. -·· 

Respecto a la necesidad de la medida, refirió que la política prohibicionista 
persigue !a finalidad constitucionalmente imperiosa de garantizar 
positivamente la salud. Por ello, desde ese punto de vista, la determinación 
de Ja existencia de una medida alternativa que restrinja en el menor grado 
posible el libre desarrollo de la personalidad no puede ni debe centrarse de 
manera exclusiva en dicha libertad individual, pues debe considerarse que 
las normas pretenden dar eficacia a Ja dimensión social que tiene la 
protección de la salud que impone al Estado el deber de atender los 
problemas de salud, entre los cuales se consideró estaba el consumo de 
marihuana. 

1• Relirió a la metodología asentada en la ¡urisprudencia 1a./J. 2/2012 (Sa.), de rubro 
"RESTRICClONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ 
CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS", VISlble en 
el Semanario Judicial de la Federación Y. su Gaceta, Tomo 1, libro V , Febrero de 2012, p. 533. 
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):> En ese sentido, el juzgador estimó que no existía una medida igualmente 
idónea ni menos restrictiva que la política prohibicionista, pues si el consumo 
de marihuana se ha identificado como un problema de salud pública, resulta 
justificada Je intervención estatal, máxime que el objetivo más a ·lío de 
dicha polír1ca es impulsar !a protección de todos los mex·1canos. í refirió 
que, no obstante la Suprema Corte en el amparo en revisión 
hubiera sostenido que existían medidas menos restrictivas, no a pos1 e 
tomar dichas medidas como alternativas. Ello porque, si se le torgara al 
quejoso fa autorización para el desarrollo de las actividades pr endidas, se 
Je estaría permitiendo el ejercicio de un derecho sln mayare 'lineamientos 
para ello y, con los posiblas riesgos qua implicaría a 1 derechos de 
terceros, a! no existir un marco regulatorlo, administrativo legislativo que 
establezca modalidadas para su ejercicio. 

):> Aunado a ello, afirmó que, incluso en el ceso de una ev tual concesión de 
amparo para dicha autorización sanitaria, ello no s 1a una reparación 
efectiva pues se dejaría al promovente en completo ado de inseguridad 
jurídica, pues excluyó de su solicitud los actos de co rcio y la adquisición 
misma de marihuana. De tal suerte, afirmó que, ara poder tener los 
beneficios de la autorización respectiva, sería n esaria la comisión de 
diversos delitos previstos en normas punitivas de 1 Ley General de Salud y 
del Código Penal Federal que no formaron pa de la impugnación del 
quejoso. 

);>~·-Finalmente, en cuanto a la proporcionalidad d a medida, afirmó que, dado 
\ que e!, sistema permite un consumo de cin gramos del estupefaciente, 
-1.di~ha :_restricción no afecta desmedidament la libertad del quejoso para 

consun:iir la sustancia. 

):> -· ·~<¡·_lado, en cuanto a la vulneración d derecho a la igualdad en tanto la 
.,eo~del promovente fue desechada 'i tras fueron negadas, el juzgador 
~.s:M ' e se partía de la premisa plan ada por el propio promovente de 
,,.~·.-q el desechamiento de la solicitud se · taba de una negativa implícita. Lo 

aii"te!rior se corroboró por el hecho d. que la forma en que la autoridad 
contestó las solicitudes fue afirmandoJque, hasta el momento, no estaba 
contemplada la posibilidad de otorgar ¡:¡.utorización alguna para !levar a cabo 
tales actos. Por e!lo, afirmó que si s,r¡· establece que la autoridad sanitaria 
sustentó su d"tcho en la misma razón .Y se está en presencia de una negativa 
implícita, es infundado el concepto reSpectlvo. 

' ) Finalmente, respacto a la vulneraclón del oficio a los derechos al debido 
proceso, legalidad, competencia, seguridad jurídica y audiencia, la sentencia 
refirió que, de !a copia certificada de Ja solicitud que obra en el expediente se 
advierte que fue notificado de todas las actuaciones a fin de darle una 
respuesta. Por otro lado, en la sentencia se observó que efectivamente la 
autoridad responsable Informó al quejoso las razones por las cuales desechó 
la solicitud de autorización sanitaria. Asimismo, determinó inoperantes las 
consideraciones del quejoso respecto a que Ja autoridad responsable lo 
previno fuera del plazo~y, porque dichas consideracionas se 
realizaron en e! oficio --respecto del cual se sobreseyó por 
ser materia de diverso julclo de amparo. 
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:» Aunado a ello, declaró infundado el alegato de la vulneración al derecho de 
petición pues tal derecho encuentra satisfacción ante una respuesta de la 
autoridad, independientemente de si ha sido favorable a los intereses del 
solicitante. Por ello, aun cuando la respuesta de la autoridad fue 
implícitamente negativa, fue respetuosa del derecho de petición del quejoso. 

) En virtud de las anteriores consideraciones el juzgador determinó sobreseer 
el juicio de amparo en !os términos explicados y negar la protección de Ja 
justicia federal. 

25. Recurso de revisión. En su recurso de revisión, el recurrente hace valer 

los siguientes agravios: 

:» En su primer agravio el recurrente aduce que se vulneraron los artículos 74, 
fracción 11!, de la Ley de Amparo, 222 y 352 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles de aplicación supletoria, conforme al texto del 
numeral 2" de la Ley de Amparo. En ese sentido, afirma que el juez federal 
guardó silencio respecto al acervo probatorio y omitió valorar las pruebas 
como un bloque armónico y bajo los parámetros de sencillez y efectividad. 

:» En su segundo agravio afirma que se vulneraron los principios de 
fundamentación y motivación, congruencia y exhaustividad en relación al 
concepto de violación tercero relativo al derecho a la propia imagen, libre 
desarrollo de la personalidad y a la dignidad humana. De tal.'.suerte, el 
recurrente aduce que en su demanda de amparo sostuvo que '.~a política 
prohibicionis!a establecida en los artículos de la Ley General de Salud 
impugnada vulnera !os derechos a la personalidad, propia imagen, Intimidad, 
libre desarrollo de la personalidad y, en general, dignidad humana. 

> En esa línea, el recurrente retoma las consideraciones rea!izadaJ~·en su 
demanda de amparo para enunciar nuevamente el alcance del der~ho al 
libre desarrollo de la personalidad a la luz de las mismas sentencias que 
había citado en su demanda de amparo. Refiere que el amparo en revisión 
- resuelto por la Suprema Corte es un caso idéntico al actual por lo 
que los juzgados y tribunales deben resolver al tenor de los argumentos 
empleados en éste. Afirma que los artículos impugnados de la Ley General 
de Salud se basan en un perfecclonismo estatal que es incompatible con la 
Constitución por exigir que el individuo debe ser quien elija de forma libre e 
informada, su proyecto de vida, así como la manera en que lograra sus 
metas y objetivos. 

> Disiente de la justificación que el Juez de Distrito realiza de las restricciones 
de la norma a los derechos fundamentales de la persona. En primer término, 
aduce que el Juez de Distrito trivializó el objetivo de la política prohibicionista 
al sostener que ésta tiene por finalidad la protección de la salud y del orden 
público. A juicio del recurrente, la verdadera finalidad de la política 
prohibicionista es "proteger la salud de los particulares contra su voluntad y 
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sancionar a los usuarios de cannabis", lo que es contrario a los derllchos 
humanos. 

En segundo término, afirma que el Juez de Distrito no llevó a cabo ~n análisis 
de la instrumentafidad de la medida para determinar si ésta fjs útil a su 
finalidad, pues se llmita a analizar si el cannabis genera un p~~¿hcial daño a 
la salud, lo que resulta inconexo e irrelevante al examen de idoJ"idad. 

' En tercer término, afirma que el Juez de Distrito no llevó a ' bo un análisis 
de la necesidad de la medida, sino que se limftó a repetir ·.e el objetivo de 
es importante. 

En cuarto término, aduce que el Juez de Distrito señ que los articules 
impugnados permitían el consumo de cannabis siemp, y cuando fuera de 
menos de cinco gramos. Sin embargo, señala que el rtículo 479 de !a Ley 
General de Salud no permite el consumo, sino que c empla una excluyente 
de responsabilidad. Agrega que el Juez de Distrit . mitíó llevar a cabo un 
examen de proporcionandad en sentido estricto d a política prohibicionista 
porque no tomó en cuenta que genera una. fectación innecesaria o 
desmedida a derechos constituclonalmente prot 

En su agravio tercero sostiene que e! Tribuna olegiado no cumplió con los 
principios de fundamentación, motivación, . ngruencia y exhaustlvidad. 
Aduce que en su demanda de amparo aleg · ue !a restricción de la política 
prohibicionista a los derechos a la autod rminación, libertad individual y 
corporal, libre desarrollo de la pers alidad, identidad personal y 

· disposición de Ja salud propia no super · a los exámenes de escrutinio y 
proporéionalldad establecidos por la Supr · ma Corte. 

•I 1 . 

Refir¡lre- que el Juez de Distrito om~"ti. dar respuesta a cada una de las 
,.rai6Jies. por fas que el quejoso dijo q ' polír1ca prohibic·1onista no superaba 

' 110~ efé,rfienes de escrutinio y propo Onatidad. Además, señala que aplicó 
-~icli#ept con total laxidad y deferencia hacia el legislador. Por ello, procede 
a analizar los pasos del test de restriql;iones a derechos constitucionales. 

;3 
En primer término, refiere que la fol'ma en que el Juez de Distrito definió el 
objetivo de la política prohibicionfsta es sumamente abstracto y hubiera 
permitido justificar las políticas más deleznables de la humanidad bajo una 
finalidad legítima13

• Por ello, reitera que la verdadera finalidad de la medida 
es proteger la salud de todo particular en contra de la voluntad de éstos. 
Sostiene que la anterior no es una finalidad legítima porque implica partir de 
la base de que el individuo no tiene la capacidad racional de disponer de su 
propio cuerpo, su mente y su persona. 

En segundo término, aduce que el Juez de Distrito no analiza correctamente 
la adecuación de la medida. Sostiene que los argumentos que formuló el juez 
están más bien relacionados con e! requisito de finalidad legítima. B 

''El recurrente procedió a jusbl1car políticas negativas (esclavltud en Esl.Eldos Unidos de América. 
Apartheid en Sudáfrica o Campos de Exterminio en la Segunda Guerra Mundial) con un allo nivel 
de abstracción para demostrar que, en su opinión, con dicha lógica podría justifica~e todo. 
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recurrente reitera los siguientes argumentos de su demanda de amparo: a) la 
prohibición no es un medio para mejorar la salud; b) la descriminalización del 
consumo de marihuana no aumenta el consumo; c) el consumo no genera un 
daño a la salud slno un mero riesgo de daño a la salud14

. 

El recurrente estima que el Juez de Distrito incurrió en un error pues en Ja 
sollcltud formulada por el quejoso sí solicitó permiso para importar y adquirir 
la semilla del cannabls. También refiere que el juez adujo que se podrían 
producir daños a terceros en caso de conceder el amparo, pero que esa 
afirmación no está basada en estudios científicos o sustento empírico, por Jo 
que debe de estar basada en prejuicios sociales y conjeturas sin sustento 
empírico. Además, sostiene que las pruebas ofrecidas demuestran que el 
consumo personal y razonado de cannabis no afecta derechos de terceros. 

El recurrente reitera que la política prohiblcionlsta no es Ja alternativa menos 
restrictiva. Al respecto refiere que existen modelos menos restrictivos como 
el holandés, el uruguayo, el del tabaco y alcohol, las políticas educativas y de 
salud y las prácticas focalizOOas en la reducción de daño. 

Aduce que la medida restringe más de lo necesario los derechos de 
autodeterminación, libre desarrollo de la personalidad, identidad personal, 
llbertad individual y disposición sobre la salud personal. Con base en un 
informe elaborado por la Fundación Becktey sostiene que es posible apreciar 
que existen varios riasgos asociados al consumo de cannabis. Transcribe 
íntegramente las consideraciones de su demanda de amparo respecto-de por 
qué la prohibición no es proporcional en torno a dichos riesgos pues réstringe . . . 
los derechos relativos más allá de lo necesario. : ~- ._j!;. 

_'-<::;: -
-~ ,-,,-

En .r~lación ~1.r~quislto de proporcionalidad en sentido estrict~ •. ª1-.<;-·r.i~·-la 
poht1ca proh1b1c1on1sta no aporta un beneficio a la procurac1on ~~~ y 
combate de las adicciones y genera un riesgo latente a la salud· ~8tl"l1iii;fad 
de los consumidores de canna!Jis y sus familias. Afirma que son· " plo~(de 
lo anterior los daños a la salud ocasionados por le prohibición; el riesgo de 
ser lastimado o de perder la vida;¡ la generación de un mercado negro con 
efectos nocivos para la población' . 

Respecto a la afirmación del Juez de Distrtto de que la política prohibicionista 
es proporcione! porque no sanciona a las personas que consumen menos de 
5 gramos de cannabis, sostiene que en realidad el artículo 478, en relación al 
479 de la Ley General de Salud, únicamente contiene una eximente de 
responsabilidad y no una autorización para su consumo. Además, argumenta 
que la despenalizac!ón del consumo de hasta 5 gramos no resuelve el 
problema para !os consumidoras, pues deben recurrir a un mercado ilegal o 
bien producirlo. Explica que si sembrara una planta de marihuana, ésta 
generaría más de 5 gramos haciéndolo acreedor a la sanción penal. 

Respecto al argumento del Juez de Distrito de que la prohibición es 
proporciona! porque la ausencia de Ja política prohibicionista no permitiría 

''Citó literatura C<entilica para apoyar su dicho. 
15 Soporta su dicho con citas bibliográlicas. 
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lograr los propósitos del legislador, el recurrente aduce que dicho argumento 
no está relacionado con la proporcionalidad de la medida. Indica que el 
juzgador confundió las razones propias del requisito de adecuación con las 
razones del requisito de proporcionalidad. En todo caso, sostiene que no se 
ofrecieron pruebas que acrediten la adecuac·1ón de la med'1da. 

>- En su cuarto agravio seflala que, no obstante haber argu~ri'entado que era 
titular del derecho a la identidad personal y de pluralismo, ,éÍ Juez de Distrito 
injustificadamente se limitó a aducir que tales derecho$" forman parte del 
derecho al libre desarrollo de Ja personalidad. Sin embafgo, argumenta que 
tales derechos llenen una fuente distinta y deben sel· objeto de un trato 
diferenciado, por lo que Ja sentencia es omisa en pron~ciarse sobre ellos. 

) Refiere que el consumo de cannabis y la alteraci<}~i del estado anímico se 
lleva a cabo por una pluralidad de motivaciones,.-1entre ellas la curiosidad, 
búsqueda espiritual, placer, enajenación social y ~squeda de identidad. Por 
ello, sostiene que proscribir el consumo implica.íio sólo proscribir el uso de 
una sustancia particular, sino también Ja siJPresión de conductas que 
confieren al individuo una diferencia específic#'' De tal suerte, e! recurrente 
refiere que dicha prohibición no supera un m.:amen de proporcionalldad al 
tenor de las consideraciones que expresó en ~t tercer agravio. , 

' >- En su agravio quinto, afirma que e pesar dé que adujo una vulneración del 
derecho,Jlumano a la disposición de la salu{personal, e! Juez de Distrito hizo 
caso omí!;o sosteniendo sin més que tal dW€cho quedaba comprendldo en el 

, .ctei"S:ého ~I libre desarrollo de Ja personalil!fad. Ante lo anterior, transcribe las 
P:f§.zgies ~sgrimidas en su demanda de a~paro para considerar que, inclusive 
.:,,..;~"1;1 derecho a la salud propia no e;:¡¡Jibsoluto, la limitación de la política 
-' Prohi · ionista es una restricción ilegiti .. ;it:!i. 

)~~iri<J gravio sexto, refiere que e~, -'ti demanda de amparo alegó que la 
~1 <apr ón de la politica prohibic·. nista vulneraba su derecho a la 

autodeterminación, libertad individu fy dignidad humana. Sostiene que, no 
obstante lo anterior, el Juez e Distrito hizo caso omiso a las 
argumentaciones y sostuvo sin .[más que tales derechos quedaban 
comprendidos en el derecho al libidesarrollo de la personalidad. En vista de 
lo anterior transcribe íntegramen las partes de su demanda de amparo 
relativas a la titularidad del dere ··o a la autodeterminación, el alcance de 
dicho derecho y la violación a! dei€cho a la autodeterminación por la política 
prohibicionista. Concluye sosten$ndo que en su tercer agravio formula un 
análisis detallado sobre por qué ~o se superara el test de proporcionalidad y 
escrutinio y refiere hacer una síntesis de tal agravio. 

>- En su séptimo agravio, aduce que las autoridades responsables vulneraron 
en su detrlmento el derecho de legalidad y seguridad jurídica pues sin 
fundamento y motivo justificado resolvieron desfavorablemente su solicitud 
de consumo personal. Sostiene que en el oficio impugnado no se fundó la 
facultad para solicitar extemporáneamente que se acredite el interés del 
quejoso dentro del procedimiento administrativo. Así, estima que el Juez de 
Distrito indebidamente determinó inoperantes dichos argumentos que 
formaron parte de sus conceptos de violación porque la extemporaneidad de 
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tal oficio es relevante a Ja litis planteada. Argumenta que la COFEPRIS 
contestó casi diez meses después de que el quejoso hubiera realizado ta! 
solicitud por lo que dicha respuesta es extemporánea. 

> Aunado a lo anterior, aduce que el oficio que niega la autorización pretendió 
resolver desfavorablemente dicha solicitud con base en la información 
adicional solicitada en el oficio de prevención. Sostiene que ello vulnera e! 
artículo 17-A de Ja Ley Federal de Procedimiento Administrativo del cual se 
desprende que la autoridad únicamente puede solicitar el cumplimiento de 
requisitos adicionales dentro del primer terclo del plazo para que se dé 
respuesta el trámite. A su vez, señala que el tercer párrafo de dicho artículo 
establece que, si se violó e! plazo para solicitar requisitos adicionales, no se 
puede resolver desfavorablemente el trámite por insuficiencia de tal 
información. Refiere, además, que el oficio de negativa se funda en más 
requisitos que los esteb!ecidos en la normatividad vigente, pues se le exigió 
acreditar el "interés jurídico o legitimo". 

> En su agravio octavo, argumenta que se vulneraron los principios de 
fundamentación y motivación, congruencia y exhaustividad, en relación a su 
concepto de violación sobre igualdad. Reitera que enfrentó una patente 
desigualdad por parte de !a COFEPRIS pues a las personas que refirió en su 
demanda de amparo se les negó la autorización mientras que al quejoso se 
le desechó. Si bien es cierto que en ambos casos se aplicaron los ertícu!os 
de la política prohibicionis~ntre ambos no es equitaf1vo. 
A diferencia del caso de ~ afirma que a él se le aplicó 
implícita y no explícitamente ¡a pohtica prohibicionista, se le previno para que 
diera información adicional y tuvo una respuesta definit1va con muchos 
meses de diferencia. 

26. Recurso de revisión adhesivo. En su escrito, el delegado del Pres.~ . 
. . 1·~. 

de ros Estados Unidos Mexicanos y de la Secretaría de Salud aduCB: s ...... 
motivos por !os cuales considera que el recurso de revisión pri~liipal 'M 

' > ' ' . '. 
improcedente (argumentos que ya fueron analizados por el. 1;"Fibunal 

Colegiado que previno del asunto, como se dará cuenta más adel~e), ~sí 
como razones de fondo con miras a fortalecer la resolución del Juzgado de 

Distrito. Sobre éstas últimas, refiere esencialmente lo siguiente: 

);>- En su primer agravio adhesivo refiere que los agravios del recurrente 
segundo a sexto son infundados e inoperantes. Sostiene que en el caso 
particular el cannabis so encuentra restringido por ley pues las autoridades 
en materia de salud tomaron la medida de prohibir dicha sustancia para 
proteger el derecho a la salud. Señala que una de estas acciones puede ser 
el desarrollo de políticas públicas y otra el establecimiento de controles 
legales. Además, afirma que la parte quejosa no acreditó con medio alguno 
que los artículos impugnados no protejan ni promuevan la salud de las 
personas y que el uso de dicha sustancia constituya un medio más seguro 
para proteger la salud de las personas. 
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Por otro lado, argumenta que la quejosa omitió exhibir constancias para 
acreditar su dicho, por lo que no acredita su interés jurídico o legítimo en 
tanto no acreditó que el consumo lúdico que pretende no cause afectación a 
terceros. Es dec·1r, si la parte quejosa refirió que el consumo lúdico que 
pretende sólo generaría un perjuicio a su persona, de ello nci'se sigue que 
efectivamente sea cierto que se ubique en el supuesto de prohibición. Por 
ello, argumenta que su situación particular es la de una simplé expectativa de 
derecho de la que quisiera gozar el quejoso, sin embargo, ,~ilo no es lícito de 
conformldad con los artículos impugnados de Ja Ley qeneral de Salud. 
Sostiene que el quejoso no puede pretender que en el iµicio de amparo se 
tutelen sus intereses particulares por encima de los inle@Ses públicos o de la 
comunidad. ¡· 
Argumenta que no es correcto pretender basar la inc~stitucionalidad de una 
norma obligatoria en situaciones hipotéticas o part~·cu "res de la quejosa dada 
!a característica de generalidad con que cuent · · las leyes o normas 
administrativas. Además, refiere que los agrav·1os la parte recurrente son 
inoperantes porque sólo reiteran las manifestacio · s que vertió en su escrito 
inicial de demanda. ./ 

En su agravio segundo, la recurrente adhesiva/ stiene que son infundados 
los agravios segundo a sexto y octavo al s' tener que las restricciones 
impuestas por la Ley General de Salud , o superan el estándar de 
restricciones de la Suprema Corte. 

"~~ la L eneral de Salud busca un fin le rlfi'~o como es la protección de la 
? .. Do tal~, o."""º qoo la rn,¡ciccióo coot.fii1da oo 'º' oom"ª'º' do méclto 

·~d-Íúd y ¡'· protección de Ja salud de niños · ,Íilñas como sector vulnerable de 
lt'· _<'.pübla ón. Estima que dichas restricci es son necesarias para obtener 
·;:;' 19.S fine's en tanto está demostrado c ntíficamente q.¡e los efectos del 
...:.,.caTinabisl son perjudlclales a la salud fís· _ y psíquica de las personas, por lo 
~;~ .. ,que, .. ..pJbhibir su consumo se ene ntra justificado válidamente. De 
1v ·: confó-tniidad con el Consejo Nacional óntra !as Adicciones (CONADIC), el 
~·; ··eSt'ítTiu~ de receptores de cannabinolc{es puede dar lugar a: sensación de 
: ._,,.e!J'ltlri~- sedación y relajación; alterªciones de la percepción temporal; 

actividad analgésica y antilnf!amatori~; actividad orexígena y antiemética; 
ataxia y debilidad muscular; disminucidn de la presión intraocular; hipotermia; 
broncodi!atación; hipotensión y ~quicardia; efectos neuroendócrinos; 
inmunoestlmulaclón a dosis baja e inmunosupresión a dosis altas y efectos 
antiproliferativos. Sostiene que estas respuestas atentan a la integridad 
personal y van en detrimento del 'nivel de vida de la persona. Por ello, 
sostiene que !a ley debe prohibir el consumo de dicha sustancia para lograr 
los fines del Estado social de derecho y evitar que se vulnere la dignidad 
humana. 

? Refiere que la prohibición es proporcional porque el grado de restricción es 
sobradamente recompensado por los efectos benéficos que tiene desde una 
perspectiva preocupada en garantizar Ja salud de la población en general y 
en especial la de Jos menores de edad. De tal suerte, cita estudios del 
Instituto Nacional de Salud Pública y de la Directora de Vinculación y 
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Coordinación Operativas del Consejo Nacional Contra las Adicciones en que, 
opina, se demuestran los efectos adversos producidos por el consumo de 
estupefacientes. 

Aunado a lo anterior, refiere que debe considerarse que el derecho a la 
protección de la salud y al medio ambiente son garantías que la Constitución 
Federal prevé para todo individuo y que no pueden suspenderse ni 
restringirse. Sostiene que el consumo de cannabis es grave y en México el 
7% de las muertes son atribuibles a! consumo de cannabis, según datos del 
Consejo Nacional Contra las Adicciones. Afirma que el uso de productos de 
cannabis es uno de los problemas más importantes de salud pública del 
mundo, causando mortalidad y dlscapacidad prevenibles. Señala que el 
humo de cannabls o THC de segundo mano es una grave amenaza para Ja 
salud de los no fumadores expuestos, causando enfermedadas graves a los 
adultos y, en particular, a Jos niños. Por último, indica que la mayoría de los 
fumadores comienzan a fumar a una edad muy temprena sin ser conscientes 
del grado y naturaleza del daño causado por los productos de cannabis y que 
debido a las propiedades adictivas de ese y otros componentes son a 
menudo incapeces de dejar de fumar aun cuando estén sumamente 
motivados a hacerlo. 

El recurrente adhesivo sostiene que en muchos países se ha tratado de usar 
marihuana o THC con fines médicos sin que hasta la fecha se haya 
demostrado la efectividad que tienen los tratamientos en comparac"1ón con 
los fármacos habituales. 

Ahora blen, aduce qua los derechos que invoca la quejosa ·son i:Jrrechos 
clrcunscritos única y exclusivamente en relación con el ser humaf,lp <::4ino 
persona física. Argumenta que dichos derechos no puaden estar pol'~~ma 
de los derechos de la colectividad y grupos vulnerables. Además, ~stiene 
que el quejoso no es tltular de Jos derechos fundamentales que 
trasgreden en su perjuicio porque éstos son personalisimos y 
subjetivos ·inherentes a la naturaleza humana'6 . Dado que el quejo .es 
titular de los derechos fundamentales absolutos que considera se tr en, 
considera que sus motivos de dlsenso son inoperantes. 

Refiere también que no hay una prohibición como tal de consumir cannabis 
en tanto existe en el ertículo 479 de 1a Ley General de Salud la permisión de 
consumir hasta cinco gramos. Afirma que el objeto de la Ley General de 
Salud es Ja prevención del consumo de estupefacientes y psicotrópicos por lo 
que la constitucionalidad de los artículos impugnados no puede depender de 
la situación personal del quejoso al tratarse de una norma general, 
impersonal y abstracta que pretende contribuir a! ejercicio de las capacidades 
de las personas, la mejora de su calidad de vida y contribulr al desarrollo 
social. 

Por otro lado, sostiene que la prohibición contenida en los artículos 
·impugnados no es arbitraria ni caprichosa, no constituye una intromisión a su 

'" Al tenor de la tesis P_ LXVJ/2009, de rubro ºDERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA 
PERSONALIDAD_ ASPECTOS QUE COMPRENDE". visible en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Diciembre de 2009, p. 7. 
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derecho a Ja intimidad dado que no se le obliga a revelar aspectos de· su vida 
no conocidos por otro, ni interfieren en e! poder de decisión del quejoSo sobre 
datos relativos a su persona. Argumenta que tampoco se liml!a el derecho al 
libre desarrollo de la personalidad del quejoso pues no se limita ~U habilidad 
de escoger su apariencia persona, su profesión o actividad laboral ni la forma 
en que el Individuo desea proyectarse y vivir su vida. Señalé que la Ley 
General de Salud tiene como finalidad dar cumplimiento a 1a:;obligación del 
Estado de proteger la salud de toda persona en términos:del artículo 4° 
constitucional, por lo que no se observa que vulnere o límite los derechos 
mencionados. 

< 
' 

:» Sostiene que la restricción es válida pues el Estado.'!iene !a obligación 
posl!'1va de tomar todas las medidas perf1nentes para tu¡e·1ar y hacer eficaz el 
derecho a 1a salud, máximo que no existe un def~cho fundamental al 
consumo de marihuana por lo que la restricción E!s constitucionalmente 
válida. Considera que dicha restricción es además ,fiustada al principio de 
menor restricción pues todos los habitantes del pa(f no requieren consumir 
cannabis y_ sí, por el contr'.1rio, necesitan qu~ s~ fi~rantice su dereci:io a!ª 
salud. Manifiesta que el articulo primero const1tuc:¡!'lal establece la obltgacion 
de proteger los derechos establecidos en la Co · itución federal y tratados 
internacionales. Entre dichos derechos se encue · a el derecho a la salud. 

'-t 
>- En su agravio adhesivo tercero sostiene aiTu el agravio primero de la 

quejosa recurrente es infundado al establecer $üe no se valoraron los medios 
de convicción pues el Juez de Distrito sí,-!izó tal valoración, haciendo 
referencia incluso a los criterios citados po· .. e1 quejoso como aplicables al 

-~· .. ,~so c~creto. _, 

:» ~ ú!f1mo, en su agravio adhesivo cuart,~duce que el agravio séptlmo de 
l~queJOsa recurrente es infundado. ~o en tanto la Ley Federal de 
P~ocedimiento Administrativo sí gara za el derecho fundamental de 
,~.$~Cia. Por ello, sostiene que !os ~.etas procesales impugnados son 

~ .c·0tyij(!nes al marco constitucional deriv4do de los artículos 14, 16 y 17 de la 
1' º'8'0h9t~ución Federa!. !f 
'" < • f 

V. ESTUDIO+ FONDO 
,,· 

27. La materia de anállsls que subsiste ¡jara esta Prlmera Sala consiste en 

' determinar si Jos argumentos de la re'(lsión dan Jugar a revocar la negativa 

de amparo decretada por el Juez de Distrito respecto de los preceptos 

reclamados. Dichos planteamientos, serán analizados en función de la 

siguiente interrogante: 

¿Los artículos 234, 235, último párrafo, 237, 245, fracción 1, 247, 
último párrafo, 248, 368 y 479 de la Ley General de Salud son 
violatorios del derecho al libre desarrollo de la personalidad? 
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28. En sesión de cuatro de noviembre de dos mil quince, esta Primera Sala 

resolvió el amparo en revisión - 17 que guarda una similitud 

sustancial con el presente caso. En ese sentido, se retomarán las 

consideraciones de dicho amparo en revisión para resolver el asunto en Jo 

concerniente a los artículos 235, 237, 245, fracción I, 247, último párrafo y 

248 de la Ley General de Salud. Ahora bien, un breve apartado de 

consideraciones diferenciadas tendrá por objeto analizar Ja 

constitucionalidad de los artículos 234, 368 y 479 del mismo ordenamiento, 

cuya constitucionalidad no fue objeto de litis en el amparo en revisión 

-
29. Otra diferencia con respecto al precedente citado es que en este caso el 

quejoso solicitó la autorización sanitaria para la adquisición de las semillas 

de marihuana 18
. Dicha solicitud se reiteró en Ja propia demanda de 

amparo 19 y en et recurso de revisión20
. Respecto de esta cuestión se harán 

30. 

algunas precisiones en el apartado relativo a los efectos de Ja sentencia. 

Ahora bien, como se expuso en la relatoría de los conceptos J~ -
agravios, el recurrente planteó originalmente en su demanda I 

, ...... ,,,..,, ' 

4 ""=>'·':~'" .•"l\" . . .... 

inconstitucionalidad de varios artículos de la Ley General de ~-~~~~al 

considerar que los mismos establecen una "política prohibicionistf }l.~~o 
del consumo individual de marihuana, misma que limita indebi mente, 

entre otros, los derechos fundamentales a la identidad personal, propia 

imagen, libre desarrollo de la personalidad y autodeterminación, todos en 

relación con e! principio de dignidad humana. 

17 Dicho amparo en revisión fue resuelto en el sentido de conceder el amparo por mayoria de 
cuatro votos de los sellares Min,stros Arturo Zaldivar Lelo de Larrea (Ponente): José Ramón 
Cossio Oiaz, quien se reservó su derecho a formular voto concurrente; Oiga Sánchez Cordero de 
García V<llegas y Presidente Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. quien también se reservó su derecho a 
formular voto concurrente; en contra del emitido por el Mln1stro Jorge Mano Pardo Rebolledo, quien 
se reservó su derecho a formular voto particular. 
'"Véase el olicio ~ue se consigna la solicjtud exacta del quejoso. Obra en la 
101a 154 del¡uicio~ 19 Ibídem. foja 4. 1nter a/ia. 
20 Cuaderno del amparo en revisión 623/2017, fo¡a 38. 
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31. De acuerdo al recurrente, la prohibición del consumo de marih_Uana Implica 

la supresión de conductas que confieren al individuo una diferencia 

específica de acuerdo a su singularidad, restricción que no se encuentra 

justificada ya que la imposición de un estándar único de Vida saludable no 

es admisible en un Estado liberal que basa su 'existencia en el 

reconocimiento de la singularidad e independencia:·- humana. Así, en 

síntesis, sostuvo que Ja prohibición para consumir marihuana se basa en un 

32. 

33. 

' prejuicio sustentado en valoraciones morales y no e}l estudios científicos, 
• 

revelando que el Estado no ha actuado con neutratic!Eíd ética. 

f.' 
En la sentencia de amparo, el Juez de Distrito cafjficó como infundados los 

.'.!-· 
argumentos del quejoso. Estimó para ello que lé(;<i"estricción consagrada en 

.;1 
los artículos no implica el análisis aislado de u1erecho sino un aspecto de 

suma importancia como Ja salud pública en s4-.~dimensión social. Siguiendo 
¡ 

en parte las consideraciones de esta Primera13a1a en el amparo en revisión 

-· el Juez de Distrito empleó un J'est de proporcionalidad para 
- . 

ev.aluar el marco regulatorio frente al dtjfBcho al libre desarrol!o de la 

p~_na-lfp_ad·conc!uyendo, a diferencia de~ Primera Sala, que Ja restricción 

1J~.¡lmp"e'ta 'obce e'e dececho eJcoostlt"ciooal. 
• • 

<Si-. .,y 

El~"tfe1 interpuso recurso de revisión~¡1~n el que alega fundamentalmente 

qUe, contrario a lo establecido por ;k1 Juez de Distrito, la normativa 

impugnada impone modelos y estánda(:es de vida ajenos a los particulares, 

pues sólo se respeta Ja identidad de cada sujeto si se le permite actuar en 

consecuencia a sus propios rasgos, cosmovisiones, concepciones de la vida 

buena y elementos que a su juicio lo definen y singularizan. Particularmente 

sostiene que el juez realizó indebidamente el test de res1r·1cc·1ones 

constitucionales al derecho al libre desarrollo de la personalidad, pues el 

marco regu!atorio es claramente desproporcionado. 
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34. Así las cosas, esta Primera Sala advierte que los agravios expuestos por el 

recurrente, particularmente aquéllos identificados como segundo, tercero y 

cuarto, resultan esencialmente fundados y suficientes para revocar la 

sentencia recurrida y otorgar la protección constitucional al quejoso en lo 

concerniente a los artículos 235, 237, 245, fracción 1, 247, último párrafo y 

248 de la Ley General de Salud al entender que tales artículos impugnados 

limitan de forma injustificada el derecho fundamental al libre desarrollo de la 

personalidad. En contraste, como se muestra a continuación, son 

infundados Jos agravios hechos valer en el recurso de revisión 

adhesivo presentado por el delegado del Presldente de los Estados Unidos 

Mexicanos y el Secretario de Salud. 

35. Ahora bien, para poder justificar la decisión ya anunciada y dar respuesta a 

los argumentos planteados por el recurrente en relación con la 

constitucionalidad de Jos artículos reclamados decretada por e! Juez de 

Distrito, esta Primera Sala, al igual que lo hizo en el amparo en revisión 

-' considera necesario desarroffar los siguientes puntos: ~.l explicar 

el marco regulator·10 de los estupefacientes y sustancias psit,otr~_picas 
previsto en la Ley General de Salud; (ii) establecer Ja incidenéia de la 

medida Jeglsl2tiva impugnada en e! contenido prima facie del derecho 

fundamental al libre desarrollo de la personalidad; y (iii) determl.~~ si la 
~ . . ,. 

medida lmpugnada supera las cuatro gradas del test de proporcipnalidad: 

(a) constitucionalidad de los fines perseguidos con la medida; (b) idoneidad; 

(c) necesidad; y (d) proporcionalidad en sentido estricto. Finalmente, (Jv) se 

expondrán las conclusiones del estudio de constitucionalidad de los 

artículos 235, 237, 245, fracción!, 247, último párrafo y 248 de la Ley 

General de Salud, (v) se analizará la constitucionalidad de los artículos 234, 

368 y 479 de la Ley General de Salud y (vi) se estudlarán los agravios del 

recurso adhesivo. 

i) Marco regulatorio sobre el control de estupefacientes y 
psicotrópicos en la Ley General de Salud 
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36. Como se dasprende de los antecedentes, el oficio reclamado por -

~fue emitido el ocho de julio de dos mil dieciséis. En consecuencia, 

el marco regulatorio que se analizará en este apartado es el vlgente en esa 
' 

fecha por ser la legislación que rigió la actuación de la.' COPEFRIS al 

desechar la solicitud del recurrente21
• 

'J 

37. Las fracciones XXI y XXII del artículo 3º de la ley .,General de Salud22 

' establecen que son materia de salubridad general ta.l)"to la prevención del 
' 

consumo como el control sanitario de "estupefacié'ntes" y "substancias 

psicolrópicas".23 En este sentido, de conformida&~ºn el artículo 194 se 

entiende por "control sanitario" al conjunto de cciones de orientación, 

educación, muestreo, verificación y, en su caso, _plicación de medidas de 

' seguridad y sanciones que realiza Ja Secretaría {fe Salud sobre el proceso, 

I 
21 El 19 de )~n1o·d; dos mil diecisiete se publicó en el D•ario ¡;icial de Federación y su Gacela una 
refo~ a v~ios artículos de la Ley General de Salud. En l~iexposición de motivos de la iniciativa 
de re1&¡na ¡lresentada por el Presidente de los Estados ª"nidos Mexicanos se establece que la 
"propu$ta nq supone de ninguna manera la legal•U!Ción dM"la cannabis sativa, indica y americana 
o maririuana,:o su resina. Se !rata de la autorizaci&n p 'parte de la au1oridad sanitaria para la 
sismbre,..;iQSbcha, cultivo, preparación, acondicionam nto, adquisición, posesión, comercio, 
transporticualquier forma, prescripción médica, inistro, empleo, uso y ronsumo de la 
marihu'anif" , usivamente para usos médicos y cientific s que hayan probado su eficacia en otros 
paises y utili;oados por aquellos paciente que requieran de acuerdo a las reglas y 
drspesici (iue señale la propia autoridad sanitan ." Las principales modificac<ones que se 
reali;:aron mediante esta reforma fueron las siguientes: . n primer lugar, se estableció en el articulo 
235 Bis la obl_igación dt¡ la Secre1aria de Salud _de di~ar y ejecutar poli1•cas _p~blicas q~e. ri:!Qulen 
el uso medicinal de los derivados del cannab1s. En ,¡;-egundo lugar, se el¡m¡no la proh<b1CJÓn de 
realizar actos relacionados con el cannabis, y se peijnrt1ó su real1mción siempre que se realicen 
con fines méd•COS y cientificos y se haya obtenido aui0rización de la Secretarla de Salud. Entre los 
actos que se permitieron bajo estos supuestos se enéuentran la siembra. la cosecha, el cultivo, la 
adquisición, el carnerero y el consumo_ En terwr l~Qar, se mod~icó el artículo 245 para que la 
cannabis ya no forme parte de la nsta de sustancias:,·psicotrópicas de valor terapéutico nulo y que 
constituyen un problema especialmente grave de Salud pública. Se estableció que cuando una 
sustancia tenga una concentración de Tetrahidrocarinabinol mayor al 1% se considerará sustancia 
ron valor terapéutico, pero que constrtuye un problema grave para la salud pública, y cuando las 
sustancias que contengan una roncen1raci6n de Tetrahidrocannabinol menor al 1% se 
considerarán de amplios usos terapéuticos y que·constituyen un problema menor para la salud 
g,ública. 

Salvo indicación en contrario, todos lns articulas cuyo conten.:lo se describe en este apartado 
corresponden a la Ley General de Salud. 
'' Ar1iculo 3. En los términos de esta Ley, es materia de salubridad general: 

[ ... ¡ 
XX!. La prevención del consumo de estupefacientes y psicotróp1cos y el programa contra la 

farmacodependencia; 
XXU. El control sanitario de productos y servicios y de su 1mportac1ón y exportación. 
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uso, importación y exportación de diversas substancias y objetos, entre Jos 

que se encuentran los estupefacientes y Jos pslcotrópicos. 24 

38. En específico, el control sanitario respecto de estupefacientes y substancias 

psicotrópicas se encuentra regulado dentro de los capítulos V y VI del Título 

Décimo Segundo de la Ley General de Salud, así como en el capítulo ¡¡¡ del 

Título Segundo del Reglamento de Insumos para la Salud. Al respecto, 

debe seiialarse que la citada ley contempla un marco regu/atorio similar 

para los estupefacientes y los pslcotrópicos. En primer lugar, el legislador 

estableció un listado para determinar qué substancias debían considerarse 

como estupefacientes y qué substancias como psicotrópicos (artículos 234 Y. 

245). Por otro lado, determinó que todo acto relacionado con 

estupefacientes o psicotróplcos, o cualquier producto que Jos contuviera, 

requiere una "autorlzación" de Ja Secretaría de Salud y sólo puede otorgarse 

con fines médicos y/o científicos (artículos 235 y 247, respectivamente). En 

esta línea, también existe una prohibición expresa para oto_rgar·. la 

seiialada respecto de deté~~~~,d.os 
estupefacientes y psicotrópicos (artículos 237 y 248). 

autorización anteriormente 

·. ~ . 

. 1···' ·:~ '! · .. . 
------- ....... . 

24 Es importante señalar que de acuerdo con el articulo 197 de la Ley General de Salud, se 
ent¡ende por "proceso" el conjunto de actividades relativas a la obtención, elaboración. fabricación, 
preparación, conserva~ón, mezclado, acond1cionamiento, envasado, manipulación, transporte, 
distrobución. almacenamoento y expendio o suministro al público. 
Articulo 194. Para efectos de este título, se entiende por control sanitario el conrunto de acciones 
de onenWción educación, muestreo. var~rcación y en su caso, aplicaeiÓn de medidas de sevridad 
y sanciones, que e¡erce la Secretaria de Salud con la participación de los productores, 
comercializadores y consumidores, en base a lo que establecen las normas oficiales mexicanas y 
otras disposiciones aplicables. 

El ejercicio del control sanitario será aplicable al: 
]. Proceso, importación y exportación de alimentos, bebidas no alcohólicas, bebidas 

alcohólicas. productos cosméticos, productos de aseo. labaco, así como de las materias primas y. 
en su caso, aditivos que intervengan en su elaboración; 

11. Proceso. uso, manten1m1ento, importación, exporlaeión, y dosposjción final de equipos 
méo:f1cos. prótesis, órtesis. ayudas funcionales, agentes de diagnóstico, insumos de uso 
odontológico, materiales quin)rg1cos, de curación y produr:tos higiénicos, y 

JU. Proceso, uso. importación, exportación, aplicación y disposjción final de plaguicidas, 
nutrientes vegetales y substancias tóxicas o peligrosas para la salud. así como de las materias 
primas que intervengan en su elaboración. 

El control sanitario del proceso, 1mportac1ón y exportación de medicamentos. 
estupefacientes y substancias psjcotrópicas y las materias pnmas que ontervengan en su 
elaboración, compete en forma exclusiva a la Secretaria de Salud. en función del potencial de 
riesgo para la salud que estos productos representan. 
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1 

39. Efectivamente, de conformidad con los artículos 235 y 247, así co~o con el 

artículo 44 del Reglamento de Insumos para la Salud, cualqui/r persona 
i 

que pretenda sembrar, cultivar, elaborar, preparar, acondiciorfr. adquirir, 

poseer, comerciar, transportar, prescribir médicamente,/ suministrar, 

emplear, usar, consumir y, en general, realizar cualquier acto relacionado 

con las substancias listadas en los artículos 234 y 245 de la,;!{ey General de 
' f' 

Salud, o con cualquier producto que los contenga, debe.rf contar con una 

"autorización" de la Secretaria de Salud y solamente poara realizar dichas 

acciones si las mismas tienen fines médicos y/o cientític/s.25 

{I ,, 

' ¡f 
"" Articulo 235. La siembra, cultivo, cosecha. elaboración, '~paración, acondicionamiento, 
adqu1s1ci6n. posesión. comercio, transporte en cualquier 1orm1"prescripción médica, suministro, 
empleo. uso. consumo y, en general, lodo acto relacionado estupefacientes o con cualquier 
producto que los contenga queda sujeto a: · 

t. Las disposiciones de esta Ley y sus reglamentos: ; -' 
ti. Los 1rata~s y convenc•ones ¡nternacionales en 1 que los Eslados Unidos Mexicanos 

de!~, n1 Mexicanos. 
sea.R p-qye s hubieren celebrado con arreglo a las d telones de la Cons111ución Política 

-;!.'.; .® d1spjls1c•ones que expida el Conse¡o de Sal ndad General: 
~{',tf.?: que 7stablezcan otras leyes y d1spos1c1one e caracter general relacionadas con la 

m;:ltf!na,' ; 
Ii"<.,.>;;.~. (Se ga). 
e•~·,:.- Vf, osiciones relacionadas que emitan ot s dependencias del Ejecutivo Federal en 
effi.ln~itO - ~peC!ivas competencias. , 

.\~'-" <( 'a ue se refiere este Artículo s · drán realizarse con fines médicos 
cC iltif · irán autori ión de la Secre1aría d alud. 
Artículo 247. La siembra, cuttívo, cosecha, elaj!bración, preparación, acondicionamiento, 
adquisición, pD:Sesión, comercio, transporte en cualqljier forma, prescripción médica, suministro, 
empleo, uso, consumo y, en general, todo acto r/ilacionado con substancias psicotrópiGas o 
cualquier producto que los con1enga, queda sujeto a:'%· 

l. Las disposiciones de esta Ley y sus regla~ntos; 
U. Loo tralados y convenciones internacion~i"es en los que las Eslados Unidos Mexicanos 

sean parte y que se hubieren celebrado con arregl<;;a las disposiciones de la Consti!ución Polí11ca 
de los Estados Unidos Mexicanos: ·~ 

Ilt. Las disposiciones que expida el Conse¡O\ie Salubridad General: 
!V. Lo que establezcan o1ras leyes y dis~C1ones de carácter general relacionadas con la 

materia: • 
V. (Se deroga) 
Vl. Las disposiciones relacionadas que emitan otras dependencias del Ejecutivo Federal en 

el ámbito de sus respectivas competen01as. 
Los actos a que se refiere este Articulo sólo podrán realizarse con 1ines médicos y cientí11cos. y 
reguerirán, al igual gue las substancias resoectivas. autorización de la Secretaria de Salud. 
Reglamento de Insumos para la Salud: 
Articulo 44. La obtención, elaboración, fabrjcación, preparación, mezclado, acondicionam1snto, 
envasado, manipulación, almacenamiento, comercialización, importación, exportación, prescripción 
médiGa, suministro, posesión, transporte, empleo, uso, consumo y, en general, todo acto 
relacionado con estupefacientes y psicotrópicos, con excepción de los que Garecen de valor 
terapéutico y se utilizan corrientemente en la industria, sólo podrá realizarse con fines médicos y 
cientilicos, previa autorización de la Secretaria. 
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40. Ahora bien, el artículo 368 dispone que Ja "autorización sanitaria" es el acto 

administrativo mediante el cual la autoridad sanitaria competente permite a 

una persona pública o privada Ja realizaclón de actividades relacionadas 

con la salud humana, en los casos y con los requtsitos y modalidades que 

determine la propia Ley Genera! de Salud y demás disposiciones generales 

aplicables. Sin embargo, los artículos 237 y 248 vlgentes al momento de 

dictarse el oficio impugnado26
, prohíben expresamente la expedición de la 

autorización a que se ha hecho referencia respecto de determinadas 

substancias consideradas como un problema grave para la salud pública, 

entre las que se encontraba el estupefaciente "cannabis saliva, índica y 

americana o marihuana", así como el psicotrópico "tetrahidrocannabinol" 

(THC), los isómeros ~6a (10a), &6a (7), &7, &8, &9, &10, A.9 (11) y sus 

variantes estereoquímicas, substancias materia de la controversia en el 

presente recurso de revisión.27 

41. 
"""'''' ""-.., ,,_ 

Al respecto, es importante señalar que los artículos 238 y 24~~ un 

supuesto extraordinario para permitir la adquisición de los estup~s y 

psicotrópicos a que hacían referencia los aludidos artículos 23~'1:48, 
. ·-

---- -- .'\< 
26 Articulo 237. ueda ro ib¡do en 1 terrHorio nacional todo acto de los men ~en el 
ArticUo 235 de esta Ley, respecto de las siouientes substancias y veqe!ales: opio p _do, para 
fumar, diacetilmortina o heroína. sus sales o preparados, cannabis sativa indica IJMana o 
marihuana. papaver somniferum o adormidera, papaver bactreatum y ery!hroxilon novoqratense o 
ooca, en cualquiera de sus formas, derWados o preparaciones. 

Igual prohibición podrá ser establecida por la Secretaria de Salud para otras substanc;as 
seiialadas en el Articulo 234 de esta Ley. wando se considere que puedan ser sustituidas en sus 
usos terapéutocos por o1ros elementos que, a su juicio. no originen dependencia. 
Artículo 248. Queda prohibido todo actO de los mencionados en el Artículo 247 de esta Ley, con 
relación a las sltlstancias incluidas en la fracción 1 del Articulo 245. 
''Articulo 237. Queda prohibido en el te1ritodo nac<onal, todo acto de los mencionados en el 
Articulo 235 de esta Ley respecto de las siguientes substancias y vegetales: opio preparado, para 
fumar, d1acetilmor1ina o heroína, sus sales o preparados. cannabis sativa. indica y americana o 
mªrihuana, papaver somriferum o adormidera, papaver bactreatum y erythroxilon novogratense o 
coca. en cualquiera de sus formas, derivados o preparac;ones. 

Igual prohibición podrá ser estable<;:ida por la Secretaria de Salud para otras sub5taneias 
señaladas en el Articulo 234 de esta Ley, cuando se wnsidere que puedan ser sustituidas en sus 
usos terapéuticos p:>r atros elementos que, a su juicio, no originen dependencia. 
Artículo 248. Queda prohibido todo acto de los mencionados en el Articulo 247 de esta Ley, con 
relación a las substancEas incluidas en la fracc¡Ón 1 del Artículo 245. 
28 No pasa desapercibido a esta Primera Sala que, con posterooridad al dic1ado del ofic;o que 
constituyó el acto de aplicación de las normas impugnadas, hubo una reforma a la Ley General de 
Salud que modff<CÓ el articulo 237 para quedar como sigue: 
ARTICULO 237.- Queda prohibido en el territorio nacional, todo acto de los mencionados en el 
Articulo 235 de esla Ley, respecto de las siguoentes substancias y vegetales: opio preparado, para 
fumar, dFacetilmortina o heroína, sus sales o preparados, papaver somn'derum o adormidera, 
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relativo a fines de investigación científica, para lo cual es necesario que el 

organismo o lnstitución en cuestión presente un protocolo de investigación 

autorizado por Ja propia Secretaría de Salud. 29 

42. Así, esta Primera Sala entiende que las normas impugnadas comportan un 

"sistema de prohibiciones administrativas"' que form.a parte de! marco 

regulatorio previsto en fa Ley General de Salud , Sobre el control de 

estupefacientes y psicotrópicos, el cual constituye un 0bstáculo jurídico para 

poder realizar lícitamente todas las acciones n~b~sarias para estar en 

posibilidad de nevar a cabo el autoconsumo de" 'marihuana (adquisición, 
J.' . 

siembra, cultivo, cosecha, preparación, acofdicionamiento, posesión, 

transporte, etc.). .t· 
f 
' 

43. Por un lado, los últimos párrafos de los artícfs 235 y 247 establecen que 

44. 

la autorización para Ja realización f actos relacionados con 

eiJ~te~-it~s o substancias psicotrópic1se encuentra supeditada a que 

é~s eJ:1u~11amente tengan fines "médi · s y/o científicos", sin incluir fa 

p~ibilidt.d., marihuana pueda r utilizada con fines "lúdicos o 

réf;reatlti or otro lado, Jos numeral. 237 y 245, en relación con el 
-~.~,.;•;'~· 

a~í~~t9..2'_ tablecen una prohibición xpresa mediante la que se impide 

d~' i'ormá Lajante que la Secretaría ' Salud expida las autorizaciones 

correspondientes que solicitó el quejos en relación con la marihuana para 

poder ejercer su derecho al libre desar !lo de la personalidad . 

. lf 
En este orden de ideas, es importan!~ señalar que si bien e! artículo 478 de 

la Ley General de Sa!ud,30 en reJac~n con el artículo 479, señala que el 
---------·--- ----

papaver bactreatum y erythroxilon novogralense.:O roca, en cualquiera de sus formas. derivados o 
g,reparaciones. . _ . - . . _ . . . 

Articulo 238. Solamente oara fines de 1nvesltgac1on C•enhfoca, la Secretana de Salud autorizará 
a l<;>s organ;smos o instituciones que hayan presentado protocolo de investigación autorizado por 
aquella dependencia, la adquisición de estupefacientes a que se refiere el articulo 237 de esta Ley. 
Dichos organismos e instituciones romunicarán a la Secretaría de Salud el resultado de las 
investigaciones efectuadas y como se utilizaron. 
Articulo 249. Solamente para Iones de investigación científica, la Secretaría de Salud podrá 
autorizar la adquisición de las substancias psicotrópícas a que se refiere la fracción 1 del articulo 
245 de esta Ley, para ser entregadas bajo control a organismos o instituciones que hayan 
presentado prolocolo de '1nvestigac'tón autorizado por aquella Dependenc'•a, los que a su vez 
comunicarán a la citada Secretaria el resultado de las investigaciones efectuadas y cómo se 
utilizaron. 
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Ministerio Público no ejercerá acción penal en contra de quien posea hasta 

cinco gramos de marihuana, esta Suprema Corte ha interpretado que dicha 

disposición contiene una excluyente de responsabilidad, 31 lo que 

únicamente significa que en esos casos no debe aplicarse la pena a quien 

haya cometido el delito en cuestión, pero no consagra de ninguna manera 

una autorización o un derecho al consumo personal en los términos en los 

que lo solicita el quejoso, puesto que además de que únicamente se limitan 

a despenalizar el consumo en una cantidad muy pequeña, dichos preceptos 

no permiten de ningún modo Ja realización de las otras actividades 

correlativas al autoconsumo, como la adquisición, siembra, cultivo, cosecha, 

preparación, transporte, etc. 

45. En cualquier caso, debe destacarse que los artículos aludidos no forman 

parte del "sistema de prohibiciones administrativas" impugnado por el 

quejoso, sino del "sistema punitivo" previsto en la Ley General de Salud y en 

el Código Penal Federal en relación con el control de estupefacient;s·:Y 

psicotrópicos. Sin embargo, esta Primera Sala recuerda que, dq.do qÚe ~I 
' ' artículo 479 de la Ley General de Salud subsiste como· tema ® 

-'5 

constitucionalidad, su análisis será emprendido en Ja parte ,-final de· estj._ 
,. ' ~ 

sentencia. ;t1 

-,, ' ·"'~ 

46. Una vez establecido el alcance de las normas impugnadas, a contihuació'h 

se analizará si dicho "sistema de prohibiciones administrativas" genera las 

afectaciones que el quejoso aduce. En este sentido, a pesar de que se 

argumentan vulneraciones a Jos derechos de identidad personal, propia 

30 Articulo 478. El Ministerio Público no ejercerá acc;ón penal por el delito previsto en el articulo 
antenor, en contra de quien sea larmacodependiente o cansumidor y posea alguno de las 
narcóticos señalados en la tabla. en igual o onferjor cantidad a la prevista en la misma, para su 
estrjcto wnsumo personal y fuera de los lugares señalados en la fraccjón 11 del articulo 4 75 de esta 
Ley_ La autoridad ministenal informará al consumidor la ubica~ón de las ins11tuciones o centros 
~ara el tratamiento médico o de orientación para la prevención de la larmacodep~ndenc•a. 

1 Al respecto véase la tesis de rubro "DELITO CONTRA LA SALUD. EL ARTICULO 478 DE LA 
LEY GENERAL DE SALUD, AL PREVER LA NO APLICACIÓN DE LA EXCLUYENTE DE 
RESPONSABILIDAD RESPECTO DE LOS FARMACOOEPENOIENTES POSEEDORES DE 
ALGÚN NARCÓTICO DENTRO DE UN CENTRO DE RECLUSIÓN, INCLUSO CUANDO SU 
CANTIDAD NO EXCEDA EL LÍM!TE MÁXJMO LEGALMENTE ESTABLECIDO, NO VIOLA LA 
GARANT)A DE IGUALDAD" [Nóvena Epoca·. Re9stro 162389·, lnstanc'1a Primera Sala; Topo de 
Tesis: Aislada; Fuente: Serna.nano Judicial de la Federación y su Gacela; Tomo XXXIII, Abrjl de 
2011; Materia(s): Constrtucional; Tesis: 1a. Lll/2011; Página: 307J. 
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imagen, privacidad y dignidad humana, esta Primera Sala considera que 

todas éstas quedan comprendidas en el derecho al libre desarrollo de la 

personalidad. Así, es preciso explicar el contenido prima facie de este 

derecho para luego resolver si los artículos reclamados inciden en dicho 

contenido. 

ii) Análisis de la incidencia de la medida legisla.tiva impugnada en el 

contenido prima facie del libre desarrollo de la pérsonalidad 
·'· 

f 
47. La moderna teoria de los derechos fundame~fales traza una distinción 

indispensable para entender la forma e¡'Í la que Jos tribunales 

constitucionales suelen hacer el control de co~titucionalidad de las normas 

infraconstítucionales a través del principio f proporcionalidad: el alcance 

del derecho fundamental y la extensión de.#u protección.32 De acuerdo con 

esta distinción, el examen de constituciof'!idad de una medida legislativa 

debe realizarse a través de un análisis en· os etapas. 
'':;, . ,:· ~ ~- . 

48. En -~priÍera etapa, debe determin~ e si la norma impugnada incide en 

el a"r~ce ó contenido prima facie d. derecho en cuestión.33 O dicho en , 
otro~_-térl)J~Os, debe establecerse si_ medida legislativa impugnada limita 

. \.' · .. \ .i· -

el det~Ch0-1undamental.34 En esta · pa del análisis es necesario recurrir a . ,4,~· -··-i· 
li i~le,f!'etadión de las disposicio normativas correspondientes. Por un 

lado, debe interpretarse la disposic¡fn legislativa impugnada con la finalidad 

de determinar los alcances de la pi;bhibición u obligaclón que establece. Por 
" otro lado, también debe interpretafse la disposición constitucional que aloja 

el derecho fundamental en cuestión, con la finalidad de fijar el alcance o 

contenido prima facie de éste. De esta manera, en esta primera etapa se 

precisan las conductas cubiertas pn'ma facie o inicialmente por el derecho 

fundamental en cuestión. 

'' Barak, Aharon. Proportiona/1/y. Constilullona! Rights and the1r L1mita/1ons, trad. Doron Kal1r, 
Nueva York, Cambridge Un1vemfty Press, 2012. p. 19. 
'' Bernal Pulido. Carlos, E.I principio de propon::ionalidiJd y /OS derochos fundamentales, Madnd, 
CEPC. 2007, p. 45. 
She was happy wi1h 13' Barak, op. cit .. p. 26. 
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49. Una vez hecho lo anterior, debe decidirse si Ja norma impugnada incide o no 

en el ámbito de protección prima facie del derecho aludido. Si la conclusión 

es negativa, el examen debe terminar en esta etapa con la declaración de 

que Ja medida legislativa impugnada es constitucional. En cambio, si la 

conclusión es positiva, debe pasarse a otro nivel de análisis. 

50. En una segunda etapa del análisis, debe determinarse si la norma que 

efectivamente interviene en el contenido prima facie del derecho 

fundamental es constitucional. Así, en esta fase del análisis debe 

examinarse si en el caso concreto existe una justificación constitucional 

para que la medida legislativa reduzca la extensión de la protección que 

otorga inicialmente el derecho. Este ejercicio implica que se analice si la 

intervención leglslativa cumple con las exigencias derivadas del principio de 

proporcionalidad: una finalidad constitucionalmente válida, idoneidad, 

necesidad y proporcionalidad en estricto sentido de la medida. 

·~ 

51. De acuerdo con lo anterlor, esta Primera Sala procede a de~rminar s.t;\a ' ;o-
medida legislativa limita el contenido prima facie del derecho al 11~ 
desarrollo de Ja personalidad. 

52. En primer lugar, debe destacarse que la Constltuclón mexicana otorga.'.Uiia 

amplia protección a la autonomía de las personas, al garantizar e! gfil9e· -de 

ciertos bienes que son indispensables para la elección y materialización de 

Jos planes de vida que los individuos se proponen. 35 Así, en términos 

generales puede decirse que los derechos fundamentales tienen la función 

de "atrincherar" esos bienes contra medidas estatales o actuaciones de 

terceras personas que puedan afectar Ja autonomía personal. 313 De esta 

manera, los derechos incluidos en ese "coto vedado" están vinculados con 

'" Nino, Carlas, f/1ca y D11rechos Humanos. Un ensayo de fundamentación, 2" ed., Buenas Aires, 
A.<:!rea. 1989, p. 223. 
36 lbidem. p. 223. 
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la satisfacción de esos bienes básicos que son necesarios para la 

satisfacción de cualquier plan de vlda.37 

! 
53. En este orden de ideas, el bien más genérico que se req/ere para 

garantizar la autonomía de las personas es precisamente la /¡ibertad de 

' realizar cualquier conducta que no perjudique a terceros.36 En,éste sentido, .· 
la Constitución y los tratados internacionales reconocen u,t1' catálogo de 

"derechos de libertad" que se traducen en permisoJ' para realizar 

' determinadas acciones que se estiman valiosas para la Jutonomía de las 

' personas (expresar opiniones, moverse sin lmpedirJfentos, asociarse, 

adoptar una religión u otro tipo de creencia, elegir un 

etc.), al tiempo que también comportan límites ne 

poderes públicos y a terceros, toda vez que im 

' rofesión o trabajo, 

tivos dirigidos a los 

intervenir u obstaculizar las acciones permitidas po el derecho fundamental 

en cuest!ón. 39 

'' f;.. 
54. Ahora bieri;'"· el derecho al libre desarrollo la personalidad brinda 

prot!;lc7lón a un "área residual de libertad" que, o se encuentra cubierta por 

las otras libertades públicas. 4° Como expli el Tribunal Constitucional 
' alemán en el caso Elfes,4

' estos derech fundamentales protegen la 

libertad. d~ cjctuación humana de ciertos "efacios vitales" que de acuerdo 

con la experiencia histórica son más susc~ptib!es de ser afectados por el 

poder público. sin embargo, cuando un,determinado "espacio vital" es 

' intervenido a través de una medida estata!1Y no se encuentra expresamente 

protegido por un derecho de libertad específico, las personas pueden 

invocar la protección del derecho al libre. desarrollo de la personalidad. De 

'' Gar:l!ón Valdes. Ernesto, "Algo mas acerca del "coto vedado'". Doxa. Cuadernos de tilosofla del 
derecho, núm. 6, 1989. p. 209. 
38 Nino, op. cit .• p. 223. 
"'Alexy, Rober!, Teorla de los derechos fundamentales, trad. Carlos Bernal Pulido, Madnd, CEPC, 
2007, pp. 197-201. 
'º Diez-Picazo, Luis Maria, S~fema de Derechoo Fundamenta/es, 2" ed., C1~ur Menor, Thomson 
Civitas, 2005, p. 70. 
'' BVerfGE 6, 32, sentencia de 16 de enero de 1957. Citada por la traduCC•Ón contenida en 
Kommers, Donald P., y Miller. Russel A., The Cons/1/utional Junsprudence of tfle Federal Republic 
of Germany, 3ª ed., Durham, Duke Un1versity Press, 2012, p. 402. 
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esta manera, este derecho puede entrar en juego siempre que una acción 

no se encuentre tutelada por un derecho de libertad específico.42 

55. En este sentido, la doctrina especializada ha señalado que el derecho al 

libre desarrollo de la personalidad comporta "un rechazo radical de la 

siempre presente tentación del paternalismo del Estado, que cree saber 

mejor que las personas lo que convlene a éstas y lo que deben hacer con 

sus vidas", de tal manera que puede decirse que este derecho supone "la 

proclamación constitucional de que, siempre que se respeten los derechos 

de los demás, cada ser humano es el mejor juez de sus propios intereses" -, 

(énfasis afiadido).43 

56. En el ordenamiento mexicano, esta Suprema Corte ha entendido que el libre 

desarrollo de la personalidad es un derecho fundamental que deriva del 

derecho a la dignidad, que a su vez está prevlsto en el artículo 1° 

constitucional y se encuentra implícito en los tratados internacionales de 

derechos humanos suscritos por nuestro país.44 Al respecto, en Ja senteni:;:ia 

que resolvió el -,45 el Pleno de este Alt~-1¡;~'¡~_4ñaI 
; . -.. ---"'" 

sostuvo entre otras cosas que "[ej! individuo, sea quien sea, tiene c;le'r«,_C(:irij;_a 

elegir en forma libre y autónoma, su proyecto de vida, la maner~ en·.-qb-'e 

logrará las metas y objetivos que, para él, son relevantes". 

57. En dicho precedente se explicó que el derecho al libre 

personalidad permite "la consecución del proyecto de vida que para sí tiene 

el ser humano, como ente autónomo", de tal manera que supone "el 

reconocimiento de! Estado sobre la facultad natural de toda persona a ser 

individualmente como quiere ser, sin coacción, ni controles injustificados o 

impedimentos por parte de los demás, con el fin de cumplir las metas u 

'' Eberle, Eduard J, "Human Dign1ty, Privacy, and Personahty in German and American 
Consbtutional Law", U/ah Law Rev1ew, 1SS7, p. 979. 
'' Diez-Picazo, op. cit., p. 69. 
'' Sobre este punto, véase la tes•s de rubro "DIGNIDAD HUMANA. EL ORDEN JURiDICO 
MEXICANO LA RECONOCE COMO CONDICIÓN Y BASE DE LOS DEMÁS DERECHOS 
FUNDAMENTALES" [Novena Época; Registro 165813; Instancia: Pleno; Tipo de Tesis: Aislada; 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gacela: Tomo XXX. Diciembre de 2009, 
Materia(s): Constitucional; Tesis: P. LXV/20()9: Página: 8]_ 
'' SentencEa de 6 de enero de 2009, resuelta por el Pleno de la Suprema Corle. 
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objetivos que se ha fijado, es decir, es la persona humana quien declde el 

sentido de su propia existencia, de acuerdo a sus valores, ideas, 

expec!a!lvas, gustos, etcétera" (énfasis añadido); criterio que posteriormente 

fue recogido en la tesis aislada de rubro "DERECHO AL LIBRE 

DESARROLLO 

COMPRENDE".46 

DE LA PERSONALIDAD. ASPECTOS QUE 

58. En este orden de ideas, en !a línea de lo expuesto por el Tribunal 

Constitucional alemán en el caso Eppler,47 puede decirse que la libertad 

"indefinida" que es tutelada por el derecho al libre desarrollo de la 

personalidad complementa las otras libertades más específicas, como la 

libertad de conciencia o la libertad de expres·1ón, puesto que su función es 

salvaguardar la "esfera personal" que no se encuentra protegida por las 

libertades más tradicionales y concretas. En este sentido, este derecho es 

especialmente importante frente a las nuevas amenazas a la libertad 

lndiyidual que se presentan en la actualidad . 

. ;:_•;;. 

59. A~á: bieri: .la doctrina especializada señala que el libre desarrollo de Ja - .,,,_ ' 

p8&~}.1~lldad tiene una dimensión externa y una interna.48 Desde el punto 

de'vi~lr¡ji.rno, el derecho da cobertura a una genérica "libertad de acción" 

i~alizar cualquier actividad que el individuo considere necesaria 

~~~'~rollo de su personalidad.49 En cambio, desde una perspectiva 

interna, el derecho protege una "esfera de privacidad" del individuo en 

contra de las incursiones externas que limitan la capacidad para tomar 

ciertas decisiones a través de las cuales se ejerce Ja autonomía personal.50 

'"Novena Épo~a. Registro: 165822, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, D1c1embre de 2009, Matena(s): Civil, 
Constttucional, Tesis: P. LXVl/2009, Página: 7. 
'' BVerfGE 54, 148, sentencia de 3 de junio de 1980. Citada por la traducción CIJntenida en 
Kommers y Miller, op_ c1/, p. 406-407. 
"" Eberle, Eduard J_, "Observal1ons on the Development ot Human Dign1ty and Personal1ty in 
Germen Constitutional Law: An Overview", L1verpoo/ Lav1 Review Journ<il. of Conlflmporary Lega! 
and Soe1el Policy, vol. 33, núm. 3, 2012, p. 211. 
'" De acuerdo CIJíl el Tribunal Const'rtuc1onal alemán, el libre desarrollo de la personalidad es un 
derecho fundamental independiente que garanti;oo una genérica llber1ad de acc¡Ón_ Al respecto, 
véase la sentencia BVerfGE 6, 36_ 
""Eberle. "Observet1ons •. op. cit., p. 211. 
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60. Como se muestra más adelante, si bien en un plano conceptual puede 

trazarse esta distinción entre los aspectos externos e internos, resulta 

complicado adscribir Jos casos de ejercicio de este derecho a una sola de 

estas dimensiones. Ello es así porque las acciones que realizan los 

individuos en el ejercicio de su autonomía personal suponen la decisión de 

llevar a cabo esa acción, al tiempo que las decisiones sobre aspectos que 

en principio sólo incumben al individuo normalmente requieren de ciertas 

acciones para materializarlas. En todo caso, parece que se trata de una 

cuestión de énfasis. Así, mientras que hay situaciones en las que el aspecto 

más relevante de la autonomía personal se aprecia en ta acción realizada, 

existen otras situaciones en las que el ejercicio de la autonomía se observa 

más claramente a través de !a decisión adoptada por !a persona. 

61. Por lo demás, vale la pena señalar que en el derecho comparado también 

existen otros derechos fundamentales que cumplen una función similar al 

libre desarrollo de la personalidad. En el derecho norteamericano, po.r 
- .·';>"':i'· 

ejemplo, a partir del derecho al debido proceso en su aspecto•~1MfJ~ 
ha desarrollado lo que se conoce como "decisional prlvacy".51 E~~ 

del derecho a la privacidad está directamente relacionada con la 1~f;ho~i'ti 
•.·~ ~ ',,_, 

personal, puesto que no sólo garantiza un ámbito de libertad en Ja tomq.R~ 
- ~~' ~'· -;_-; 

decisiones que sólo le conciernen al individuo, sino que· tamb\~, qa 

cobertura a una genérica libertad de acción, que incluye aspectos \como· la 

manera de comportarse en públlco o los estilos de vida de la persona. 52 

62. De acuerdo con lo expuesto hasta ahora, parece evldente que el derecho al 

libre desarrollo de la personalidad es un derecho cuyos contornos deben 

irse precisando jurisprudencialmente. En e! derecho comparado, la forma en 

''Vale la pena deslacar que en el derecho norteamencano la "dec1s1onal pnvacy" se distingue lo 
que se conoce como la "physical privacy" y la "inrormational privacy"_ Mientras el derecho a una 
privacidad física comporta una pro\ooción para el dom1c1t10 y la integridad personal en contra de 
intervenciones in¡us!ilicadas de teroeros, el derecho a la privacidad informativa otorga a al individuo 
el C<Jntrol la <nlormación relacionada con su propia persona. Al respecto, véase Mayer­
Schónberger. V1ktor, "Strands of Pnvacy. ONA Dalabases and !ntormational Privacy and lhe OECD 
Guidelines". en David Lazer {ed ). rhe Technology of Jusiice: DNA and the Cr1m1na/ Jusl1ce 
s1.stem, Cambndge, MIT Press, 2004. 
5 Rossler, Beate, The Vaiue o! Pnvacy, Cambndge, Ptllity Press, 2005 p. 89 
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! 
la que se ha llevado a cabo ese proceso de especificación consisté en 

! 
preguntarse a partir de casos concretos si una determinada ª:fión o 

decisión individual se encuentra protegida por este derecho. fsí, por 

ejemplo, el Tribunal Constitucional alemán ha sostenido ql}/ el libre 

desarrollo de la personalidad da cobertura a actividades "recre¡'flvas" como 

viajar fuera del país, cazar o montar a caballo, 53 al tiemp'lue en casos 

relacionados con personas transexuales ha considera protegida la 

decisión en relación con el sexo y el género con el que 

que se le identifique.54 

individuo desea 

63. En sentido similar, Ja Corte Suprema estadounidens a establecido que el 

derecho a la privacidad en la vertiente ante seflalada protege de 

interferencias externas una gran variedad de deci nes personales,55 como 

las relacionadas con la contracepción,56 la edu · ción,57 el cuidado de Jos 

niños,58 y las relaciones familiares.5.9 Así, es decisiones están cubiertas 

P\Y; el derecho a la privacidad precisamente rque pertenecen a la esfera 
~ J· . 

d~noi\;iia de la person.a. Como se sefl · ant~ri.ormente, la prot.~cción 
q~:Ot!'ga_.~I derecho no solo comprende · as decisiones, sino tamb1en las 

acClori~~sarias para materializar esa ecisión. 

~·Q~~ 
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64. Ahora bien, esta manera de precisar el contenido del derecho al libre 

desarrollo de la personalidad, consistente en reconocer en casos concretos 

que cierto tipo de conductas o decisiones se encuentran protegidas por e! 

derecho, Jo que a su vez se traduce en el reconocimiento de un derecho a 

realizar esas conductas o a tomar esas decisiones sin interferencias del 

Estado o de terceros, resulta congruente con la manera en la que esta 

Suprema Corte se ha aproximado a los problemas relacionados con el 

alcance del derecho en cuestión. 

65. En efecto, en la sentencia del citado el Pleno de 

66. 

esta Suprema Corte sostuvo que "la 'reasignación sexual' que decida una 

persona, que puede comprender o no una cirugía para ese fin, con el objeto 

de adecuar su estado psicosocial a su físico y, de ahí, vivir en el sexo con el 

que se identifica plenamente, innegablemente constituye una decisión que 

forma parte del libre desannllo de la personalidad, en tanto es una 

expresión de la individualidad de la persona, respecto de su percepción 

sexual ante sí mismo, lo que influye decisivamente en su proyecto de vida y, 

por ende, en sus relaciones sociales" (énfasis afladido); criterio .que 

posteriormente fue recogido en la tesis aislada de rubro "REASl~NACIÓN 
. • l 

SEXUAL. ES UNA DECISION QUE FORMA PARTE DE LOS DERECHOS . ' < 

AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD".60 -
Posteriormente, esta Suprema Corte ha reiterado en varias oca:S¡;~i:qu·~ .-... .. 
la decisión de permanecer o no casado encuentra cobertura en el derecho 

al libre desarrollo de la personalidad. Así, en la sentencia del -
61 al analizar Ja constitucionalidad del divorcio 

sin causa en la legislación clvll del Distrito Federal, esta Primera Sala 

sostuvo que "el respeto al libre desarrollo de la personalidad justifica 

""Novena Época, Registro: 165698, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Dic<embre de 2009, Materia(s): Civil, Tes;s: P. 
LXIX/2009, Página: 17. 
6

' Serrtenc1a de 23 de sep11embre de 2009, resuelta por unanimidad de cuatro votos de los sefiores 
Ministros José Ramón Cossio Díaz, Juan N. Silva Meza. Oiga Sánchez Cordero de García Vdlegas 
(Ponerrte} y Presidente Sergio A_ Valls Hemández. Ausente el Ministro José de Jesús Gudiño 
Pelayo_ 
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reconocer mayor trascendencia a la voluntad del individuo cuando ya no 

desea seguir vinculado con su cónyuge, por elfo, el derech9' a tramitar la 

disolución del vínculo matrimonial, no puede hacerse qépender de la 

demostración de causa alguna, pues aque11a determinante;.~o es más que el ,, 
fin de esa voluntad expresada en la demanda, resultand~iflnadmisible que el 

' Estado se empeñe en mantener vigente e! matrimoni9fde quienes solicitan 
;f 

el divorcio al considerar que su situación particular if'e torna irreconciliable" 

(énfasis añadido). .f't 

67. En términos similares, en el esta 
,, . 

Primera Sala expllcó que "con la expresión deif!a voluntad de no continuar ,. 
con el matrimonio, se ejerce el derecho al libe¿~ desarrollo a la personalidad, 

-!• 

pues decidir no continuar casado, cambi~/be estado civil, constituye, la 

forma en que el individuo desea proyectar :e, vivir su vida; Ja forma en que 

el individuo decide de manera libre y,· utónoma su proyecto de vida" 

(énfasis añadido), criterio que posteri · mente fue recogido en Ja tesis 

aislada de rubro "DIVORCIO SIN EXP SIÓN DE CAUSA. CONSTITUYE 

U~t~~-MA DE EJERCER EL DE~. CHO AL LIBRE DESARROLLO DE 

LA f!"ERlQNALIDAD". 63 

-' '~.: ".,,, '1 ,,,,, - ; ,. . 

68. E~Cj-~ mi'siña línea, al analizar a la 1tz del libre desarrollo de la personalidad 
:~ - ~ ' ¿ 

1:~~f~~~Ílalidad del sistema Je divorcio a través del cual se exige Ja 

<!aiedi~~e.causales para p¿der disolver el vínculo matrimonial, esta 

pr'f~·~·ra Sala. volvió a reiterar en./ia que 
·'' 

--------
.,Sentencia de 22 de octubre de 2014, reSuelta por mayoría de cuatro votos de los M1n1stros Anuro 
Zaldivar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pai-Oo Rebolledo, Oiga Sánchez Cordero de Garcia Villegas 
(Ponente) y Alfredo Gutiérrez Ortiz MeriB. o;s·,denter. José Ramón Coss·co Diaz, quien reservó su 
dereLho para formular voto particular. 
63 Décima Época, Registro: 2008492, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, Febrero de 2015, Tomo 11, Materia(s): 
Constitucional, Tesis: 1a. LIX/2015 (10a.), Página: 1392_ 
"'Sentencia de 25 de febrero de 2015, resuelta por mayoría de cuatro votos de los Ministros Al1uro 
Zaldivar Lelo de Larrea (f>Onente), Jorge Mario Pardo Rebolledo, Oiga SánChez Cordero de Garcia 
Vitlegas y Presidente Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena en contra del em'1tido por el Ministro José 
Ramón Cossío Díaz, por lo que respec1a a la competencia y por mayoría de tres votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), José Ramón Cossío Diaz (quien se 1eserva el 
derecho de formular voto concurreme} y Oiga Sánchez Cordero de García V1llegas, en contra de 
los emitidos por los Ministros Jorge Mano Pardo Rebolledo y Presidente Altredo Gutiérrez Ortiz 
Mena (quienes se reservaron el derecho de formular voto panicular), por lo que se refiere al fondo_ 
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la decisión de un cónyuge de no pennanecer casado, con independencia de 

!os motivos que tenga para ello, también forma parte de un plan de vida 

elegldo de manera autónoma, el cual no debe ser obstaculizado por el 

Estado ni por un tercero, como ocurre cuando el otro cónyuge se niega a 

otorgar e! divorcio, lo que significa que esa decisión también está amparada 

al menos prima facie por este derecho" (énfasis añadido). 

69. Por lo demás, vale la pena destacar que al resolver el citad~ 

el Pleno de esta Suprema Corte también señaló en obiter 

dictum que "el derecho al libre desarrollo de la personalidad, comprende, 

entre otras, la libertad de contraer matrimonio o no hacerlo; de procrear 

hijos y cuántos, así como en qué momento de su vida, o bien, decidir no 
• 

tenerlos; de escoger su apariencia persona/; su profesión o actividad 

laboral; y, por supuesto, Ja libre opción sexual, pues todos estos aspectos, 

evidentemente, son parte de Ja manera en que el individuo desea 

proyectarse y vivlr su vida y que, por tanto, sólo él puede decidir en forma 
-· 

autónoma" (énfasis añadido). ~'fj~~!1. 
''"·~~ ->.--; 

70. Como puede observarse, los precedentes citados muestran ·u~ 
jurisprudencia! en la cual esta Suprema Corte na reconocido que. el dereCfID 

al libre desarrollo de la personalidad da cobertura en principio a:.~1';~~ 
varieda_d de acciones y decisiones conectadas directamente con e\·,isij~[cir:lo 

de Ja autonomía individual. Ahora bien, en el presente caso la primera 

cuestión que debe resolverse es si las decisiones y las acciones que el 

recurrente sefia!an se encuentran protegidas prima facfe por eJ derecho en 

cuestión. 

71. Al respecto, en la demanda de amparo el quejoso sostuvo que pretendía 

que se le concediera una autorización sanitaria para "consumo personal fon 

fines lúdicos o recreativos de la Marihuana, así corno para ejercer !os 

derechos correlativos al autoconsumo de Marihuana, tales como la siembra, 

cultivo, cosecha, preparación, acondicionamiento, posesión, transporte e 

importación y adquisición de semillas, en cualquier forma, empleo, uso, 
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consumo, importación y, en general, todo acto relacionado con el consumo 

lúdico y personal de Marlhuana65
". / 

De acuerdo con Jo anterior, el recurrente argumenta que eJ libre desarrollo 

de Ja personalidad da cobertura a Ja decisión de consumr marihuana para 

fines lúdicos y, en consecuencia, también a todas las ai:liones necesarias 

para poder estar en posibilidad de llevar a cabo el aut · onsumo (siembra, 

cultivo, cosecha, preparación, acondicionamiento, 

etc.). Al respecto, esta Primera Sala entiende que e erecho fundamental 

en cuestión permite prima facie que las personas m. ores de edad decidan 

sin interferencia alguna qué tipo de activldades recr ativas o lúdicas desean 

realizar, así como llevar a cabo todas las accione o actividades necesarias 

para poder materializar esa elección. 

73. De esta manera, la elección de alguna activld' recreativa o lúdica es una 

decisión que pertenece indudablemente a Ja. sfera de autonomía personal 
• • 

qge J:le.be estar proteglda por la Constituci · . Esa elecc"1ón puede Incluir, 
,~ .. ,- .. ,~. 

~-º~bJurrB .. en el presente caso, la ingest~ el consumo de sustancias que 

Jifüdu~an xperiencias que en algún se.· ido "afecten" los pensamientos, . . .... 
~ · ·,s y/o las sensaciones de itpersona.66 En esta línea, se ha 

~4g!~l'\t.~ ... ",·~ ' 1. , , u la decisión de fumar J111arihuana puede tener distintas 
• '¡"''" -~ 

finalidades, entre las que se inclujén "el alivio de la tensión, Ja 

intensificación de las percepciones o_i5eI deseo de nuevas experiencias 
' personales y espirituales".67 Así, al tfatarse de "experiencias mentales", 

éstas se encuentran entre las más personales e íntimas que alguien pueda 

experimentar, de tal manera que la decisión de un individuo mayor de edad 

de "afectar" su personalidad de esta manera con fines recreativos o lúdicos 

se encuentra tutelada prima facie por el derecho al libre desarrollo de ésta. 

65 véase la foja 3 de la demanda de amparo. 
"" Al respecto, véase el llCl!o disidente del ¡uez Levinson a la sentencia de la Corte Suprema de 
Hawaii en el caso Hawaii Sla/e v. Kantner, 53 H.327,493 P.2d 306 (1972). 
"' fdem. 
""fd<>m. 
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74. Ahora bien, una vez que se ha expuesto el marco regulatorio para el control 

de estupefacientes y substancias psicotrópicas en Ja Ley Genera! de Salud, 

así como el contenido prima facie del derecho al libre desarrollo de la 

personalidad. esta Primera Sala está en posición de concluir que los 

artículos de dicho ordenamiento identificados por el Juez de Distrito como 

actos reclamados efectivamente inciden en el contenido prima facie del 

derecho fundamental, toda vez que constituyen un obstáculo jurídico que 

impide al quejoso ejercer el derecho a decidir qué tipo de actlvldades 

recreativas o lúdicas desea realizar, al tiempo que también impide llevar a 

cabo lícitamente todas las acciones o actividades necesarias para poder 

materializar esa elección a través del autoconsumo de la marihuana: 

siembra, cultivo, cosecha, preparación, acondicionamiento, posesión, 

transporte, etc. Recuérdese que un análisis diferenciado se hará en torno a 

los artículos 234, 368 y 479 de la Ley General de Salud cuya 

constitucionalidad también se encuentra en litis pero que no fueron 

75. 

analizados en el citado amparo en revlsión - ~ . "".'" ~)""°~ 

Ahora bleo, ooo todo, como oo podia se1 de otea maoera, el lib1e d~o 
de la personalidad no es un derecho absoluto, de tal manera que p~.ei,~r 

' ~ 

limitado con la finalidad de perseguir algún objetivo constitUC-~e 
válido. Al respecto, resulta importante identificar los límites a es.r.e~o 

que han sido reconocidos por este Alto Tribunal. En relación con este tema, 

en el citado el Pleno de esta Suprema Corte explicó 

que este derecho "no es absoluto, pues encuentra sus límites en los 

derechos de los demás y en el orden público" (énfasis añadido). Como 

puede observarse, se trata de límites externos al derecho que funcionan 

como cláusulas que autorizan al legislador a intervenir en el libre desarrollo 

de la personalidad para perseguir esos fines. 69 

"" Sobre esla manera de entender la forma en la que operan los limites externos a los derechos, 
véase Prieto Sanchis, Luis, Justicia constitucional y derechos fundamenta/es. Madrid, Trotta. 2003, 
p.222 
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76. En este orden de ideas, la doctrina especializada ha señalad~ que los 

derechos fundamentales y sus respectivos límites externos oJran como 
.f 

principios, de tal manera que las relaciones entre el derecho Y sus límites 
i 

encierran una colisión que debe resolverse con ayuda/del test de 

proporcionalidad.70 Así, para que sean constitucionales las/intervenciones 

que se realizan al amparo de un límite al libre desarrollo de.da personalidad, 
' 

éstas deben cumpllr con ciertas características: la medí~ legislativa debe 

ser idónea para proteger los derechos de terceros y/o el ~~den público; y no 

debe limitar de manera innecesaria y desproporci·' ada este derecho 

fundamental. Dicho de otra manera, ta medida anali . da tiene que superar 

un examen de proporcionalidad en sentido amplio. 

77. De acuerdo con Jo anterior, el hecho de que ta Suprema Corte haya 

establecido que el libre desarrollo de la persa !idad da cobertura prima 

facie a un derecho más específico a decidir y ner en práctica la actividad 

recreativa o lúdica que se desee realizar, lo q puede incluir el consumo de 

us~ias con fines de ocio o espafimiento, no significa que ese 

.-- r'',i g~ carácter definitivo. En este sentido, el derecho fundamental 

a...,.... ""·:u ddble fisonomía: antes de praj.icar el test de proporcionalidad 

p~e~grácter prima facie y sólo rf:spués de que se ha realizado el 

eSi:Jl\'i -- uiere un carácter definitiv('}, de tal suerte que si !a medida 

1~N1ti 1tadara no supera el test{de proporcionalidad, el contenido 

' definitivo del derecho será coincidente con el atribuido prima facie; en 

' cambio, si la ley se encuentra jUstlficada a la luz del test de 

proporcionalidad, el contenido del Qerecho será más reducido que el 

aparente o prima facie.71 

78. En resumen, esta Primera Sala estima que fue correcta la determinación 

del Juez de Distrito al señalar que las normas reclamadas incidían en 

el derecho al libre desarrollo a la personalidad del quejoso al impedir 

que éste decidiera qué actividades recreativas o Iúdlcas qulere realizar. 

'º fdem. 
'' /b/dem. p. 221. 

47 



AMPARO EN REVISIÓN 623/2017 

iii) Análisis de proporcionalidad en sentido amplio de la medida 

legislativa impugnada 

79. Corno se expllcó anteriormente, en una segunda etapa del análisis de 

constitucionalidad debe determinarse si Ja norma que interviene en el 

ámbito inicialmente protegido por el derecho fundamental es constitucional. 

Así, en esta fase del análisls debe examinarse si en el caso concreto existe 

una justificación desde el punto de vista constitucional para que la medida 

legislativa llmite el contenido prima facie del derecho. Este ejercicio implica 

que se establezca si la intervención legislativa persigue una finalidad 

constitucionalmente válida y, en caso de que se supere esa grada del 

escrutinio, se analice si la medida supera sucesivamente un análisis de 

idoneidad, necesidad y proporcionalidad en estricto sentido. 

80. En el caso concreto, es necesario recordar que la medida cuya 

constitucionalidad se analiza es el "sistema de prohibiciones 

administrativas" configurado por los artículos impugnados, e~~uá.r :.'for~a 
t:¡., -"'· 

parte del marco regulatorio previsto en la Ley General de Satug scibre el 

control de estupefacientes y psicotrópicos. Al respecto, debe aclararse q¡Je 

no será objeto de ningún pronunciamiento de constltuclonalidad. el~istel1'.a 

punitivo" previsto en Ja Ley General de Salud y en el Código Penal ,.-edeiil.1 

en relación con este tema72
• 

81. En esta línea, también se reitera que desde su propia solicitud 

expresamente excluyeron la solicitud de comercializar marihuana. Es 

decir, el peticionario excluyó "expresamente los actos de comercio, 

tales como la distribución, enajenación y transferencia de la misma 

Imarihuana73
" .J 

'' 'léase la sección final de esw sentencia para el análiSES relativo a la constrtucional1dad de los 
artículos 234, 368 y 479, cuya cons1itucionalidad no fue analizada en el amparo en revisión 
- precedente. 

Vease el oficio obrante en la foja 154 del jU<CIO de amparo indirecto -
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82. De ahí que, ante dicha exclusión expresa esta Primera Sala estime 

pertinente aclarar que sólo se analizará si la prohibición de las actividades 

estrictamente relacionadas con el autoconsumo de marihuana -;---adquisición 

de semillas, siembra, cultivo, cosecha, preparación, acondicionamiento, 

posesión, transporte- se encuentra constitucionalmenti¡ri'justificada. En 

83. 

84. 

1 
consecuencia, el presente asunto no conlleva ningún pron_~nciamiento sobre 

• 
la constitucionalidad de la prohibición de comercializar r;¡árihuana. 

I·· .,, .. 
' a_ Constitucionalidad de los fines perseguidos cod'la medida 

.1 

f 
En primer lugar, es preciso identificar los fines _te se persiguen con la 

medida impugnada para posteriormente estar e'.{fposibilidad de determinar 

si éstos resultan constitucionalmente válido3t; Esta etapa del análisis 

presupone la idea de que no cualquier propósit6' puede justificar la limitación 
.<j' 

a un derecho fundamenta!. 74 En efecto, Jos fiijfs que pueden fundamentar la 

intervención legislativa al ejercicio de los ;~erechos fundamentales tienen 

mqy .dive_rs~-:.iaturaleza: valores, intereset' · lenes o principios que el Estado 

leQítimamen1é puede perseguir. • · 
• • 

E~ .. est~.~-r~-.e/2~e, i~eas, los der~chos 1_$damental~s,_1~s bienes c~le~tivos y 

Jos b1enesp.Dyrid1cos garant1zadosJ como pr1nc1p1os consltluc1onales 

constitUyen - fin.es que legílimame~~ fundamentan la intervención del 

legislador en el ejercicio de otros d~}echos.75 No obstante, debe aclararse 

que las intervenciones basadas EJn fines perfeccionistas no encuentran 

protección constitucional, pues el EStado no puede exigir a !as personas que 

se conduzcan de acuerdo a un determinado modelo de virtud.76 

85. Ahora bien, para poder identificar esas firialidades perseguidas por el 

legislador puede atenderse a los documentos que informan el proceso 

legislativo de las disposiciones analizadas o bien a la interpretación de las 

propias normas combatidas. En el caso concreto, de los procesos de 

'' Barak. op. cit., p. 245. 
'' Bernal Pulido, op. c1/., p. 597. 
1
• Nino, op. cil., pp. 425-426. 
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reformas a Jos preceptos combatidos que configuran el "sistema de 

prohibiciones administrativas", puede desprenderse que el legislador 

consideró necesario prohibir la autorización administrativa para la 

realización de toda actividad relacionada con la marihuana en atención a Jos 

efectos nocivos asociados a dicho producto en Ja "salud" y el "orden 

público". 

86. En efecto, la expedición de la Ley General de Salud tuvo como propósito 

reglamentar el derecho a la protección de la salud. 77 Al respecto, entre las 

propias finalidades previstas en la propia ley se señaló "Ja promoción del 

bienestar físico y mental del hombre, para contribuir al ejercicio pleno de sus 

capacidades" (fracción 1 del artículo 2o.). De esta manera, con el objeto de 

alcanzar dicho nivel de bienestar, el legislador consideró necesario 

implementar un adecuado "control sanitario" de los psicotrópicos y 

narcóticos, bajo la premisa de que su uso constituye un problema para la 

salud pública en tanto genera dependencia para el consumidor. 7ª 

87. 

::,:::~':•::i:; ~:::::~:':~:::,:, d~~:rad~ :~::::~º:,~º,,:tt~ 
considerarse estupefacientes o psicotrópicos.79 Así, el legisla~r ¡¡~9 
que con dichas precisiones se avanzó en "dar progresiva efect,~d.~·al . ...,_~, 
derecho a la protección de la salud, contenido en el artículo 4o. dfs:B_µ-~stfa 

Constitución".80 En esta línea, en la exposición de motivos de la, r~~al 

' artículo 245 de la Ley General de Salud promulgada el siete de enero-de 

dos mil catorce -en la cual se agregaron como psicotrópicos las siguientes 

sustancias: mefedrona, piperazina, TFMPP, midazolam y K2-,s1 se señaló 

que "uno de !os problemas de salud pública más serios a nivel internacional 

77 Esta ley sustituyó al anf1guo Cód<go San'•lafto y se promulgó el 7 de febrero de 1984. 
18 Así se advjerte de la exposición de motWos de dicha ley, y sus correspondientes dictámenes 
legislativos. Al respecto, véase: Expos1~6n de Motivos. Cámara de Origen: Cámara de Diputados, 
México, Dis!rtto Federal a 15 de Noviembre de 1983 de la Iniciativa de la Ley General de Salud. 
"'En este sen11do, el 23 de diciembre de 1987 se promulgó una relorma a los articulas 245, 247 y 
248 de la Ley General de Salud. Este último artíwlo no ha sido mod1f1cado desde entonces. 
00 Dictamen de la cámara de origen de las Comis•onss Unidas de Salubridad General y Pdmera 
Seooón de la de Estudios Legislativos, del Senado de la República, de 26 de noviembre de 1987. 
81 Esta reforma se promulgó el 7 de enero de 2014. 
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es el relativo a! consumo y comercialización de drogas, fenómeno que en 

los últimos arlos ha experimentado una creciente complejidad debido a! 

proceso de internacionalización de las actividades ilícitas d8 creación, 

producción y tráfico llíclto de precursores quimicos"_82 

11 
¿i 

88. En este orden de ideas, también se estableció que "[dJ/has conductas, 
_·¡ 

además de representar el incremento en actlvldad~!f ilícitas que ha ,, 
permitido a grupos delictivos obtener grandes recursqS y ganancias que 

,~ 

favorecen su crecimiento desmedido, han generado u,d· problema que debe . 
analizarse desde la perspectiva del impacto que;Provoca en la salud 

f;' 
pública, pues este fenómeno ocasiona el incremShto de padecimientos, 

;1'. 
trastornos e incluso hasta la muerte, todo ello a~{ionsecuencia de su uso 

., 
adictivo, dejando sentir sus 

político" (énfasis añadido).83 

efectos en el árri}lto social, económico y 

;., ' 
Por otro lado, hay que destacar que el actual .~rtículo 1º de Ley General de 

• 
Salud dispone que este ordenamiento tienefliomo objetivo reglamentar el 

~,;,cho 8\,la protección de la salud que tie~~· toda persona en los términos 

cfif'J,..á'r!í,cu~-~c 4° de la Constitución, así :~orno establecer las bases y 

tdíi.~ad0s para e! acceso a los servici~¡-de salud y la concurrencia de la 

~'.;,:.¡la• eotldade• fedecallva• ~!6 mateda de '•alubcldad geoecal" 

Qe ªc.us on la propia ley, este conc~pto comprende, entre otras cosas, 
·': ~·""''>"'!-•. i: 

t:ft:¡.~1la p nción del consumo de est~pefacientes y psicotrópicos como la 
. .~ ,. 

existencia de un programa contra la t8fmacodependencia (fracción XXI del 

artículo 3°). 

90. De acuerdo con lo anterior, puede Concluirse que la finalidad del marco 

regulatorio para el control de estupefacientes y substancias psicotrópicas 

previsto en Ja Ley General de Salud es la protección de Ja "salud" y e! 

"orden pUblico", puesto que de una interpretación sistemática del 

82 Exposición de motivos de 23 de enero de 2012 realizada por Ejecu1ivo Federal en el proyecto de 
reforma de las fracciones 1 y 111 del articulo 245 de la Ley General de Salud. 
"'Exposición de motivos de 23 de enero de 2012 realizada por el Ejecutivo Federal, en el proyecto 
de reforma de las fracciones 1y111 del artículo 245 de la Ley General de Salud. 
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ordenamiento, así como de los distintos procesos de reforma a la ley, puede 

desprenderse que el legislador tuvo la intención de procurar la salud de los 

consumidores de drogas y proteger a la sociedad de las consecuencias 

perniciosas derivadas del consumo de las drogas, dado que se ha 

considerado que esta actividad tlene efectos nocivos tanto para e! 

consumidor como para la sociedad en general. 

91. Al respecto, esta Primera Sala entiende que ambas finalidades son 

constitucionalmente válidas. Por un lado, es evidente que la protección de Ja 

salud es un objetivo que legítimamente puede perseguir del Estado, toda 

vez que se trata de un derecho fundamental reconocido en el artículo 4º 

constitucional, en el cual se establece expresamente que toda persona tiene 

derecho a la protección de la salud. 84 En esta línea, no hay que perder de 

vista que este derecho tiene una proyección tanto individual o personal 

como una pública o social. 

92. Respecto a la protección a la salud de las personas en lo individua/, esta 

Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido en múltiple~ ... ' '-.. 

precedentes que el derecho a la salud se traduce en la obtención d~ ),¡ñ 
-~.., 

determinado bienestar general integrado por el estado físico, .f'.l~n.taJt 

emocional y social de la persona, del que deríva otro derecho li..J~d~-~~taf;; 
consistente en el derecho a la integridad físico-psicológica.85 oe•-lbque 

resulta evidente que el Estado tiene un interés constitucional en ·procurarles 

a las personas en lo individual un adecuado estado de salud y bienestar. 

93. Por otro lado, Ja faceta social o pública del derecho a la salud consiste en el 

deber del Estado de atender Jos problemas de salud que afectan a la 

"'Artículo 4. [ ... ¡. 
¡ ... ] 
Toda persona tiene derecho a la pn:rtecc'ilin de la salud. La Ley def<nirá las bases y 

modalidades para el acceso a los seivic<OS de salud y establecerá la concurrencia de la Federación 
y las enbdades federativas en matena de salubndad general, conforme a lo que dispone la fraoción 
XVI del articulo 73 de esta Constttución. 

[ ... ] 
85 P. LXVlll/2009, sustentada por el Tribunal Pleno, consultable en la Novena Época del Semanario 
Jud¡cial de la Federación y su Gaceta, torno XXX, Diciembre de dos mil nueve, página seis, de 
rubro: "DERECHO A LA SALUD. NO SE LlMlTA AL ASPECTO FfStCO, SINO QUE SE 
TRADUCE EN LA OBTENClÓN DE UN DETERMINADO BtENESTAR GENERAL''. 
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sociedad en general, así como en establecer los mecanismos ,·necesarios 
• 

para que todas las personas tengan acceso a los servicios de ~lud.ª6 En el 
67 esta Primera Sala r'econoció que 

en aras de tutelar y proteger el derecho humano a la salud, el Estado debe 

emprender !as acciones necesarias para alcanzar ese fin, tales como el 

desarrollo de políticas públicas, controles de calidad d~ los servicios de 

salud, identificación de los prlncipales problemas q~~ afecten la salud 

' pública del conglomerado social, etc. En este sentido1~·Puede decirse que la 

propia Ley General de Salud identifica como un pro~Iema de salud pública 
' " el consumo de marihuana. ,\'· , 

,;:· 
' En íntima relación con la protección de la sal~tj pública se encuentra la 

protección al orden público. Si bien es complidido definir en qué consiste 
' ' este principio constituclonal,86 se trata de un ~ncepto que hace referencia 

al bienestar de !a sociedad en general. Si s/~ntlende de esta manera, no 

h~~-.;qu~a Of que resulta de orden públi.f !a persecución de objetivos 

~~olectlvos a través de decisione legislativas o políticas públicas. !l.bnás, hay que señalar que la C ': stitución reconoce como interés 

18ifrti@l'del Estado la protección del con · amerado social. 
3 

ff[.::,•;: ' 

Sj¡i: . c;!lfiá~.i'. la prohibición del con 'mo de marihuana por la mera 

M'ittfife~ción moral que implica nj' persigue un propósito legítimo. La 

Constitución no impone un idea! de ~Xcelencia humana, permite que cada 
' indivlduo elija su propio plan de vida;:y adopte el modelo de virtud personal 

.. P /J. 136/2008, sustentada en la Novena Época del Sernanano Jud1c1al de la Federación y su 
Gaceta, tomo XXVIII, octubre de dos m¡I ocho, página sesenta y uno. de rubro: ºSALUD. EL 
DERECHO A SU PROTECCIÓN CONFORME AL ARTiCULO 4o., TERCER PÁRRAFO, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, ES UNA 
RESPONSABILIDAD SOCIAL". 
"'Sentencia de 10 de junio de 2015, resuella por mayoría de cua!ro votos de los Señores 
Ministros: José Ramón Cossio Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo (Ponente), Oiga Sánchez 
Cordero de García V<llegas, y Presidente Alfredo Gu1iérre2 Ortiz Mena, en con Ira del emi~do por el 
Ministro Arluro Zaldivar Lelo de Lar rea, quien manifestó que se reserva el derecho de formular vo1o 
g,arlicular. 

El principio de orden público se encuentra reconocido en la Constrtución en los artículos 6º, 
párralo primero. 16 párrafo primero, 94, párrafo octavo, 115, fraoción VII, 122, BASE QUINTA, 
inciso F) y 130, párrafo segundo. 
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que considere válido, en tanto no afecte a los demás.89 Así, las afectaciones 

al desempel'io social que ocasiona !a marihuana90 -por ejemplo, 

dlsminución de productividad laboral del consumidor y el denominado 

"síndrome amotivaciona!"91
- no pueden considerarse como razones válidas 

para intervenir el derecho al libre desarrollo de la personalidad. Además, ni 

de la ley que ahora se analiza, ni de los procesos legislativos que Ja han 

reformado, se desprende la intención del legislador de promover un 

determinado modelo de virtud personal. Como se ha explicado, la ley 

pretende proteger la salud y el orden público. 

96. Por ello, esta Primera Sala estima que el análisis practicado por el Juez 

de Distrito92 fue sustancialmente correcto al determinar que los fines 

perseguidos por la norma eran la protección de la salud y el orden 

público y que éstos resultaban constitucionalmente válidos. 

97. Una vez que se ha establecido que el marco regulatorio para el control de 

estupefacientes y substancias psicotrópicas previsto en Ja Ley General de 

Salud tiene una finalidad constitucionalmente válida, correspo~~· 
analizar si la prohibición de consumir marihuana para fines lúd~~ 

consecuencia, la prohibición también de todas las acciones neces~~ 
~-"'7=­

poder estar en posibilidad de llevar a cabo el autoconsumo (siem.b_r_a.,:ii.~l~; 

cosecha, preparación, acondiciOnamiento, posesión, transpT*'f:¡e!~J. 
constituye una medida idónea para proteger la salud y el orden pWbftco. · :~r 

ea Nino, op. c1/., p. 423. 
90 De acuerdo con algunos estudios, los electos de la marihuana en la vida escolar y profesional 
del consumidor promedio son poco claros. Aunque se ha relacionado el bajo desempeño escolar 
con la frecuencia de uso. 1ambién se ha señalado que ello puede deberse a otras causas. como 
condicionamien1os socioecómicos y culturales de quienes la ronsumen. Al respecto. véase 
Caulkons, Jonathan P. Haw\<en, Angela, Kilmer, Beau, y Kleiman, Mark, Marijuana Legaliza/ion. 
What Everyone Needs to Know, Nueva York. O>;ford University Press, 2012, p. 77. En este orden 
de ideas, en una encuesta reaf¡zada en el D'•strito Federal se encontró que el 70% de los usuarios 
de manhuana traba¡an, 43% estudia y 20% estudia ytraba¡a. Cfr. Zamudio Angles, Carlos Alberto y 
Castillo Ortega, Lluvia, Primera encuesta de usuanos de drogas ilegales en la Ciudad de México, 
México. Colectivo por una Politice Integral hacEa las Drogas A.C., 2012_ 
"' El "s1ndrome amo!ivacional" ('amot1vational syndrome') se define como un patrón del 
comportamiento caracterizado por la falta de motivación. energía e iniciativa. Cfr_ Hall, Wayne, 
Degenhard1, Louisa, y Lynskey, Michael, The Hea/lh and Psychologica/ Effects ot Cannabis Use, 2' 
ed., Gamberra, AustralFan Government Pu~rvice, 2001, p. ix. 
"'Véase la foja 511 del Juicio de amparo-
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b. Idoneidad de la medida 

98. En esta etapa del escrutlnlo debe analizarse si la medida impugnada es un 

medio adecuado para alcanzar los fines perseguidos por el legislador. En 

este sentido, el examen de idoneidad presupone Ja exist0ncia de una 
" 

relación empírica entre Ja intervención al derecho y el fin qu~: persigue dicha 

afectación, siendo suficiente que la medida contribuya en.,~lgún modo y en 
' algún grado a lograr el propósito que busca el legislador'!"' Así, la idoneidad 

··~' 
de una medida legislativa debe mostrarse a parti~¡f.·de conocimientos 

científicos o convicciones sociales generalmente acept/das.93 

,;f 
99. Ahora bien, en el caso concreto debe determin~e si el "sistema de 

prohibiciones administrativas" configurado por 11 artículos impugnados 

constituye una medida idónea para proteger Ja s~lt~d y el orden público. Sin 

embargo, antes de llevar a cabo ese escrutinio rJ6últa indispensable realizar 

algunas consideraciones metodológicas sobr.~Ia manera de realizar el 

examen de~ idoneidad de !a medida. ¿f 
"'-, ·. ; b~ 

1 OO. E~r IÍigar, cuando en la literatura jul,iica se aborda el tema de la 

ld~d dk la prohibición del consumofi;e drogas en ocasiones suele 

se~~. -- ~e este análisis consiste ~ determinar si dicha medida 
:i;._J.°?5>' j 

ef · \).: reduce dicho consumo. Lo~ partidarios de realizar el análisis 

ad de la manera antes indicaila consideran que una prohibición 
. ' 

que en los hechos mostrara ser ine~caz para reducir el consumo no 

superaría esta grada del examen de p~oporcionalldad.~ Sobre este punto, 

efectivamente existen muchos estudios que muestran que la prohibición no 

disuade el consumo.95 Así, en el caso que nos ocupa podría sostenerse que 

'' Bernal Pulido, op.c1/., p. 733. 
"' Uprimny, Rodrigo, Guzmán, Diana Esther y Parra, Jorge Alberto, "¡,Des-proporción en la 
JUdicializacion de los delitos de droga? El caso colomb1ano·, en Catalina Pérsz Correa (ooord.), 
Just1c1a desmedida. Proporcionalidad y delitos de drogas en Amer1ca La//na, México, Fontamara, 
2012,pp.111-113. 
05 Por todos, véanse Pedersen, W11ly y Skardhamar, Torb¡orn. "CannabFS and Cnme· F1ndings From 
a Longitudinal SliJdy", Add1cf1on. Sociaty for tl'le Study of Addicf1on, vol. 105, núm. 1, 2010, p. 116: 
Fergusson, David., Swain-Campbell, Nicola . y Hoiwood. John, "Arrests and Convictions for 
Cannab1s Related Offences in a New Zealand B1rth Cohort", Drug and Alcohol Depend, vol. 70, 
núm. 1, p. 61. 
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el "sistema de prohibiciones administrativas" configurado por los artículos 

impugnados no ha logrado disminuir el consumo de marihuana.96 En esta 

línea, por ejemplo, datos de la Encuesta Nacional de Adicciones señalan 

que entre 2002 y 2008 e! consumo de drogas ilegales aumentó de 4.6% a 

5.2% entre la población de 12 a 65 aéios,97 lo que podría interpretarse en el 

sentido de que el citado sistema de prohibiciones es ineficaz para reducir el 

consumo. 

101. No obstante, esta Primera Sala considera que la metodología antes 

expuesta resulta inadecuada para determinar Ja idoneidad de la medida 

impugnada. En este orden de ideas, aceptar que el análisis debe realizarse 

de esta manera conllevaría a declarar la inconstituciona!idad de cualquier 

prohibición u obligación que fuera ineficaz para lograr que la conducta de 

los destinatarios de la norma se conformara a Jos mandatos establecidos en 

esas normas. En este sentido, esta Suprema Corte estima que las normas 

prohibltlvas no pueden ser inconstitucionales por ser ineficaces para motivar 

Ja conducta de las personas. En este sentido, la reducción del consumo no 

puede considerarse un fin en sí mismo de la medida, sino en todo caso. un 

estado de cosas que constituye un medio o un fin intermedio para la 

consecución de una finalidad ulterior, como !a protección de Ja salud pública 

o el orden público.00 

~ 
00 Al respecto, existe una amplia lrteratura que muestra que las políticas prohibi~ion°L·no h~~ 
sido electivas en rnduc11 consistente y permanentemente la oferta y demanda de ~as.· POr 
todos, veanse Blackwell, J. Michael. "The Costs and Consequences of US Drug Prohib1ticn for the 
Peoples of Developing Nat¡ons". Indiana lnlernational and Comparalive Law Review, vol. 24, núm. 
3, 2014, p. 665·, Chnstiansen, Matthew, "A Gre<rt Schism: Social Norms and Marijuana Prohibition. 
A Short Ess.ay", Harvard Law and Policy Review, vol.4. núm., 1, 2010. p. 240; Camacho, Adriana, 
Gav<r1a, Alejandro. y Rodríguez. Catherrne, "El consumo de droga en Colombia", en Alejandro 
Gaviria Uribe y Daniel Mejía Londoño (caamp.), Pollti<::<Js antidroga en Colombia. Éxitos, fracasos y 
extravíos, Bogotá. Ediciones UnFandes, 2011, p 5, Kisley Stephen, "The C<Jse for Policy Reforming 
Cannabis Control'', The Canad1an Journal of Psych1atry, vol. 53, núm. 12, 2008, p. 795; Beckett, 
Kathenne, y Herbert, Steve, The Consequences and Cosls of Marijuan<J Proh1b11ion. Seattle, 
ACLUIUn1versity of Washington. 2009, p iv; van het Loo. Mirjam, Hoorens, Stijn, v<Jn 't Hof, 
Christian, y Kahan, James P., Cannabis Policy. lmplemenlafion and Outcomes, Santa Monica, 
RANO Corporation, 2003, P- 48. En el mismo sentido, véanse los siguientes reportes: Open Society 
lnsti!ute, War on Drugs. Repott of The Global Commission on Drug Po/icy, 2011, p. 2; y Report by 
the Adv1sory Committee on Drug Dependence, Londres. Home O Hice, 1969, p. 1. 
"' Pérez Correa, CataliM, "Delitos contra la salud y (des)proporcionalidad en la legislación 
mexicana·. en Pérez Correa, op. c1/, p. 196. 
"" En la literatura especializada se distinguen los "problemas primarios", ocasionados por el abuso 
de una sustancia psicoac!iva, de los "problemas secundarios" derivados de las políticas de control 
que los Estados adoptan frente a la sustancia. Cfr. Uprimny, Guzmán y Parra, op. cit., p. 108. 
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102. Una forma alternativa de analizar la idoneidad consiste en sostener que el 

"sistema de prohibiciones administrativas" configurado por Jos artículos 

impugnados será idóneo para alcanzar los fines perseguidos por el 

legislador, consistentes en la protección de !a salud y el orden pbblico, en la 

medida que exista una relación empírica que vincule al cdnsumo de la 

marihuana con ciertos daños o afectaciones a la salud y !11 orden público. 

D'1cho de otra manera, si el consumo de marihuana n_o causa daños o 

afectaciones a la salud o a Ja sociedad en su conjunto, la prohibición 

analizada no será una medida idónea para prot~Qer estos objetivos 

constitucionales. Como puede observarse, el exam~n de idoneidad exige 
•' 

entonces la corroboración de la existencia de una r~!ación empírica entre el 

consumo de marihuana y ciertos estados ·de cosas que pueden 
:.'-

caracterizarse como daños o afectaciones a la saliJd o a la sociedad. 
::f 

-~-' 
103. Ahora bien, si se examina la literatura que s~~ha ocupado de analizar los 

efectos del consumo recreativo de la mari;fana, pueden identificarse al 

menos los siguientes estados de cosas Ql:ie normalmente se considera ,, 
están asociados al consumo recreativo d~la marihuana: afectaciones a la 

i 
saiiJd;: generación de dependencia; prqPensión a utilizar drogas "más 

.• j· 

durap"; ~-inducción a Ja comisión de 9tros delitos. Asi, en el siguiente 

apa~~~¡ evaluará si la marihuana :P,usa las citadas afectaciones a la 

salud y al orden público. , 

104. Debe también precisarse que para superar el examen de idoneidad basta 

con que dichas afectaciones existan, sin importar el grado o entidad que 

tengan. Dicho de otra forma, para que la prohibición del consumo de 

marihuana encuentre justificación constitucional desde el punto de vista de 

la idoneida:l de la medida es necesario mostrar que éste afecta Ja salud y el 

orden público, aun cuando dicha afectación sea mínima.ss Así, una 

"' En opinión de la Global Commiss1on on Drug Po!il;y, las políticas públicas sobre drogas deben 
basarse en evidencia que demues!re que en verdad éstas ayudarán a reduc11 los daños a la salud, 
la seguridad de las personas y la sociedad en general. Open Society lnstitute, op cit., p. 5. 
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intervención podrá considerarse Idónea si la correlación entre medio y fin es 

positiva, con independencia de su nivel de eficacia. 

105. De acuerdo con lo anterior, a continuación se analiza si existe evidencia 

empírica que justifique Ja creencia de que el consumo de marihuana causa 

los danos o afectaciones antes identificados. Para corroborar la existencia 

de dicha relación, esta Primera Sala se apoyará en la literatura científica 

que ha abordado esta cuestión, asi como en varios estudios empíricos 

disponibles sobre el tema. 

106. Como una observación preliminar, vale la pena destacar que la evidencia 

disponible muestra que efectivamente el consumo de marihuana genera 

danos o afectaciones de distinto tipo. Con todo, como se muestra a 

continuación, algunas de esas afectaciones han sido corroboradas de 

manera concluyente, mientras que otras son poco probables o se tratan de 

meras especulaciones. Al respecto, cabe señalar que la incertidumbre se 

explica en buena medida al hecho de que es difícil determinar si el uso de 

marihuana es causa de los efectos negativos a la salud y al orden públ~~"'º 

si sólo se trata de una simple correlación. 100 

) Afectaciones a la salud 

107. En términos generales, los estudios coinciden en que a partir de Ja 

evidencia que existe actualmente el consumo de marihuana en personas 

adultas no supone un riesgo importante para salud, sa!vo en el caso de que 

se utilice de forma crónica y excesiva.101 En relación con los efectos que 

100 Sobre este tema. véanse entre Olros Caulk<ns, Hawken, Kilmer, y Kle1man, op. c1/., p. 55: Room. 
Robin, Fischer, Bened<kt, Hall, Wayne, Lenton, Simon, y Reuter, Peter, Cannabls Pol1cy: Moving 
Beyond Slalemale, O.lord, Oldord un1vers1ty Press, 2010. p.32: O" Souza. Deepak Cyril, Sewell, 
R¡chard Andrew. y Ranganathan, Moh1n1, ·cannabis and PsychosisJSch•zophrenia: Human 
Studies". European Archives of Psychiatry and Clinit;al Neuroscience, vol. 259. núm., 2009, pp. 
413-431, p. 413: y Hall. Wayne, y L;ccardo Paccula, Rosalie. Cannabis Use and Dependence: 
Public Health and Public Policy. Cambndge, Cambridge Unoversity Press, 2003. p. 88-
1º1 Fischer. Benedikt, Jetfries. v;ctona, Hall, Wayne, Room. Rob'"· Goldner. Elliot, Rehm J., "Lower 
Risk Cannabis Use Guidelines tor Ganada (LRCUG): A Narrativa Review ol Evidence and 
Recommendations". Canad1an Journal of Pub/ic Heal/h, vol. 102, núm. 5. 2011, p. 325: y Hall. 
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causa la marihuana en la salud de las personas, la literatura' científica 

distingue las alteraciones temporales de las crónicas. Así, r:nientras las 

primeras tienen lugar únicamente mientras dura la intoxicación :en el cuerpo, 

las segundas persisten aun cuando el consumidor no :·se encuentre 

intoxicado.102 

108. Las alteraciones temporales ocurren como consecu~fiCia inmediata del ., 
consumo de !a marihuana. Algunos de los efectos qu~::Pueden generar son 

~·· pánico, reducción de la ansiedad, estado de alerta, J,énsión, incremento de 

la sociabilidad, reducción gradual de funciones¡'tognitivas y motoras, 

percepciones intensificadas de Ja realidact'i'· -colores, sabores, 

sensaciones- o alucinaciones visuales y/o audi{.Jas. 103 Así, al tratarse de 

efectos que dependen del estado de intoxicació?{;{;~e produce la marihuana, 

las investigaciones indican que son reversibles'.~ no representan un riesgo 

demostrado para la salud. 104 _;~~ 
. M 

109. 4~.~~en~la d_e alteraciones crónicas c~m.fionsecuencia ~el ~on_sumo es 

mw:~c.?¡rovert1da en la hteratura espec1ahfill.da. Los estudios 1nd1can que 

18iW~fcaciones permanentes son potd,fprobables o minimas, que su 

"""'ªes incierta e incluso que pue n tener origen en una pluralldad 4: ~.:' j i,stintos al consumo. 105 Un ,_.empro de esta última situación es 

l<!!i-castic· on que se ha encontrado ajitre fumar marihuana y cánceres 
¡'. 

Wayne, "The Adverse Effects ol Cannabis Use: Wtia! Ale They, and What Are The<r lmplications 
For Policy", lntemalional Joumal o! Drug Policy, 200_9, vol. 20, pp. 456-466. 
102 En este sentido, véase por todos Hall, Wayn6. y Degenhardt, Louisa. "The Adversa Health 
Effects o! Chron¡c Cannabis Use", Drug Tes/1ng and Analysis. Spec1a/ lssue· Cannab1no1ds parl JI: 
The Current Situallon With Cannabinoids, \IOI. 6. núms. 1-2, 2013, pp. 3S-45: y Hall, Degenhardt y 
~~nskey, op. cit., p. 4. _ _ _ 

En este orden de ideas, incluso se ha señalado que efectos negativos en el es1ado de 
1n!oxicac¡ón. como ansiedad, pánico. paranoia y/o psioos1s, se asocian generalmente con sujetos 
psicológ1c::amente vulnerables, romo personas con esquizofrenia. Al respeC!o, véase Ashton. 
Heather, "Pharmacology And Elfects of Cannabis: A Brief Review'", The Br1/1sh Joumal o! 
Psycllialry, vol. 178, núm. 2, 2001, PP'S- 104-105. 
'"' Doua¡hy, Antoine. "Cannabis Revosjted", UPMC Synerg1e, 2013. pps. 1 ·9, p. 3. 
'
05 A manera de ejemplo, un es1udio muestra, entre otras cosas. que ex~te incertidumbre en torno 

a si los efectos adversos Mociados con la marihuana se relacionan causalmente con su consumo, 
que no está clara la dirección de la relación entre el consumo y los desórdenes depresivos o 
emocionales, que las afectaciones cognitjvas o intelectuales, la intensidad y reversibilidad de la 
afectación es incierta, y que las consecuencias psicóticas están sujelas a que el consumidor 
padezca alguna susceptibilidad especial a padecimientos p-siquiá1rico.s. Al respecto, véase Hall y 
Degenhardt, op.cil., p. 43. 
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respiratorios, 106 !a cual podía explicarse porque buena parte de Jos 

consumidores de marihuana también fuman tabaco, lo que implicaría que no 

está probada Ja exístencia de una conexión causal entre el consumo de 

marihuana y el cáncer. 101 

11 O. Por otra parte, exlsten investlgaclones que sostienen que la marihuana 

produce los mismos daf1os respiratorios que cualquier otra sustancia 

fumada,108 y que resulta menos dañina que otras sustancias como el opto, 

las anfetaminas, el alcohol o los barbitúricos.109 En este orden de ideas, 

diversos reportes concluyen que el pellgro de la marihuana se ha 

"sobreexpuesto",110 y generalmente subrayan que esta sustancia tlene un 

nivel de toxicidad extremadamente bajo.111 Por lo demás, también existen 

estudlos que señalan que los efectos normalmente conslderados "crónicos" 

son esencialmente reversibles después de que se suspende el consumo por 

un período variable de tiempo. 112 

~ 
.- :· :=¡: 

- - ;~ 106 En este sentido, véanse Mehra, Berthiller, Julien, Straif. Kurt. Bon1ol. Ma1hieu; VOirin, NiOO!;¡¡s; 
Benha'im-Luzon, Veronique; Ayoub. W1ded Ben, Dari, lman, Laouamri. Slimane , H_amd,-Ci.~t. 
Mokhtar, Bartal. Mohamed. Ayed, Fahrat Ben, y Sasco, Annie, "Cannabis Smoking and Risk of 
Lung Cancer 1n Men. A Pooled Analy>;js of Three Stud1es 1n Maghreb", Joumal ·O¡'J<J.CIC 
Oncology, 2008, vol. 3, núm. 12, pps 1398 y 1401: Reena, Moore, Brent A., Cro1h.e_ St¡ila, 
Tetrault, Jeanette, Fiethn. Davod A, "The Association Between Mar~uana Sm\¡king' .·L.Ung 
Cancer A Systematic Rev•ew", ArchiVflS of Interna/ Medicine, vol. 166, 2006, pp. 13ii" 367; y 
Hashibe, Mia. Morgenstem. Hal, Cui, Yan, Tashkin, Donald P., Zhang. Zuo-Feng,'·Coze , endy, 
Mack, Thomas M, y Greenland, Sander, "Marijuana Use and the Risk of Lung and Upper 
Aerodigesbve Trae! Cancers: Results o! a Popula1ion-Base<l Case-Control Study". Cancer, 
EJ!idem10/ogy, Biomarkers & PteVfln/1on, vol. 15, núm. 10, 2006, pp. 1829-1834, p. 1829. 
1 Sobre esta d;scusión. véase Caulk1ns, Hawken, Kilmer y Kleiman, op. cit, pps. 65-€6: Hasllibe, 
Morgenstem, Cui. Tashkin. Zhang. Cozen. Mack, y Greenland, op cit., p. 1829; Hall y Oegenhardt, 
opc1/, p 40; Hall. Wayne, y Taylor, D. Robin, "Resp1ratory Health Effects of Cannab;s: Posj~on 
Statement of The Thorac•C Soc•ety of Australia and New Zealand", Interna/ Medicine Journal, vol. 
33, 2003, pp. 310 y 312: Hall. Wayne. "What Has Research over The Past Two Decades Revaaled 
About The Adverse Health Effects o! Recreational Cannabis Use?", Add1c/ion, vol. 110. núm. 1, 
2015, p. 22. 
100 Al respecto. véase Royal College of Physicians ot London. Cannabis and Cannabis-Based 
Med1c1nes. Potential B<>nefits and Risks lo Heal/ll, Londres, 2005, p. vn; Joy, E Jane!, Walson, 
Stanley, y Benson, John A (eds.). Maniuana and Medicine: Assessing /he Science Basa. 
Washington, D.C., Natianal Academy Press. 1999, pps. 5-6. 
'
09 Ballotta. Oan•lo. Bergeron, Henri, y Hughes, Brendan, ·cannabEs Control in Europe": en Sharon 
Ródnar Szn1tman, Bórje Olsson. Rob'1n Room (eds.), A Cannab1s Reader: Global /ssues and Local 
Experiences, Perspeclives on Cannabis Controversies, Trealmenl and Regu/ation 1n Europe; 
Lisboa, EMCDOA, 2008, pps. 107-108; y Raport by /he Adv1sol)' Commi~ee on Drug Dependence. 

ºfo· cit. 
1 0 Baltolta, Bergeron, y Hughes. op. cit., p. 108. 
111 Ashton, op. cit., p. 104. 
11

' A manera de ejemplo, véanse Solowij, Nadia. Cannabis and Cognitiva Func/1oning. Cambridge, 
Cambridge Un1versity Press, 2006. pps. 47. 79 y 169: y Pope, Harrison G .. Gruber, Amanda J .. 
Hudson, James l., Hues!is, Marilyn A. y Yurgelun-Todd, D-eborah, "Neuropsycholog•cal 
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111. En esta línea, tampoco se ha demostrado de manera concluyente que el 

consumo produzca afectaciones en los sistemas reproductivos del 

consumidor, 113 ni existe evidencia de que la marihuana genere algún 

deterioro permanente en el sistema cardiovascular, 114 ni tampoco se ha 

probado que dosis prolongadas produzcan afectaciones cqgnitivas severas 

como las que se observan tras el consumo crónico de alcotiol. 115 

112. De la misma manera, los estudios coinciden en que ~:S incierta la relación 

entre la marihuana y las alteraciones psicótlcas;'-'o mentales en los 
' 

consumidores, 116 con excepción de los consumidor~,$ que son susceptibles 
,',\.· 

de sufrir padecimientos mentales. No obstante, de,ben advertirse los daños 
-~.: 

psicológicos que genera !a marihuana cuandojSu consumo inicia en la 

adolescencia. Diversos estudios explican que ei(lste mayor probabilidad de 
"·', "''" s~t(!•~,_!ffizofre-f}[ª

117 

y .d~~resi6n
118 

en la e~~d adulta, cuando el consumo 

e~lil~'.~~' arthuana rn1c1a en edades tem~anas. 
' .,,,,, '·'··' ~ 

113. i{fik tal -.~orama, esta Primera Sala oJJtfServa que si bien la evidencia 
•. fr• ~ 

~~:di~.:~3 que el consumo de mari!jiana puede ocasionar daños a la 

~~liJd;'.··s·e{f¡ de afectaciones que puJ2!den calificarse como no graves, 
'''"'·~ll ¡i" siempre y o no se trate de consunJJdores menores edad. 

:;.. Desarrollo de dependencia 
l' 

114. En la literatura científica suele distinguirse entre el abuso y la dependencia a 

una sustancia. Mientras el abuso supone el uso continuo de drogas, la 

Performance in Long-term Cannabis Users", Archives of General of Psychialry, 2001, vol. 58, núm. 
10, p. 909. 
''"Hall, Degenhard1 y Lynskey, op. cil., p. 56. 
''' Hall. Degenhardt y Lynskey, op. cif, p. 64. 
''"Hall, Degenhardt y Lynskey, op. cif, p. 86. 
116 Zammit, Stanley. Moore, Theresa H. M. , Lingtord-Hughes. Anne, Barnes, Thomas R. E .. Jones, 
P€ter B .. Burke, Margare!, y Lewis, Glyn, "Effects al Cannabis Use on Outcomes of Psychotic 
D1sorders: Systematic Review", The British Journal of Psychiatry, vol. 193, núm. 5. 2008, pp. 357 y 
361; Hall. Degenhard1 y Lynskey, op cit.. p. 75. 
''7 Andréasson, Sven, Engst<om. Ann, Allebeck, Peter. y Rydberg, Ult, ·cannabis and 
Schizophrenia. A Longitudinal Study of Swedish Conscnpts". Lancet. vol. 330, núm. 8574, 1987, p. 
1483. 
118 Fergusson, David, Horwood, John, "Early Onset Cannabis Use and Psychosocial Adjustment in 
Young Adults", Addiction, vol. 92, 1997. p. 279. 
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dependencia precisa que e! consumo satisfaga criterios adicionales, como el 

desarrollo de tolerancia a la droga, síndrome de abstinencia e interferencia 

del consumo con el desarrollo de otras actividades del consumidor. 119 En 

este sentido, los consumidores regulares de marihuana no califican 

necesariamente como farmacodependientes. 

115. Ahora bien, existen claras divergencias en la Ilteratura sobre la probabilidad 

y la frecuencia con ta que la farmacodependencia se presenta en los 

consumidores de marihuana. Adicionalmente, también hay discrepancias en 

el período y la intensidad de consumo que son necesarios para que Ja 

marihuana provoque algún grado de dependencia. Al respecto, existen 

estudios que afirman que existe un bajo grado de probabilidad de que la 

marihuana produzca dependencia. En efecto, de acuerdo con estas 

investigaciones no sólo pocos usuarios de marihuana desarrollan adicción, 

sino que además Ja posibilidad de que el consumo desencadªne. Ja 

dependencia está sujeto a diversos factores preexistentes .. ct:l9,)q." s9n 

desórdenes conductuallj!S y de personalidad.120 
-..... _. 

116. De este modo, algunos estudios han encontrado que 9% de quie~~ utiliz.:=in 

marihuana desarrollan dependencia por ella en algún punto de s~ Vl9as, f 21 

mientras que otras investigaciones plantean que el 10% de las personas 

que han consumido marihuana alguna vez desarrolla dependencia a Ja 

droga.122 En la misma línea, otros reportes estiman que hay suficiente 

"'American Psychiatfic Association (APA). Diagnoslic and S/atistical Manual of Mental Disorders 
DSM-5. 5 ed., Washington, OC., New Sohool Library. 2013. p. 483. Es conveniente precisar que el 
D1agnos/ic and S/a/islica/ Manual ot Mental D1sorders DSM-5 es la versión más reciente del manual 
diagnóstico y esladístico de desórdenes mentales de la APA. En este manual ~pres amente se ha 
omitido utilizar el término adicción o dependencia para ubl1zar en su lugar "subslance use disorder"" 
(desorden de uso de sustancia) por considerar que otros usos pueden tener connolaciones 
potencialmente negatJ11as (al respecto, véase p. 485 del manua~. No obstante, dado que el término 
"desorden de uso de sustancia" es novedoso en Méxioo. y en tanto es definido de la misma manera 
que "dependencia", aqul se utilizara este último término. como se hace en la veraión anterior del 
manual (Amencan Psychiatric Assooiation (APA), Diagnostic and Sta/is/ical Manual of Mental 
Disorder:i DSM-4. Washington, OC:, 1904). 
•00 s Joy, tanley, Watson, y Betson, op. c1/., p. 6 
''' Caulkins, -Hawken, Kilmer y Kle1man, op. c1/., p. 66. 
'""Hall y Degenhardt, op.cit., p. 40: Hall. Degenhardt y Lynsl<ey, op. cil., pps. 71 y 73. 
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evidencia para concluir que algunos consumidores crónicos de marihuana 

efectivamente desarrollan farmacodependencia. '23 

117. Con todo, numerosos estudios coinciden en que las implicaciones sobre la 

salud y las consecuencias sociales reportadas por quienes b can controlar 

su consumo son mucho menos severas que aquellas eportadas por 

personas ad!ctas a otras sustancias, como el opio o el tcohoL Así, por 

ejemplo, un reporte demostró que sólo un aproxima o del 3% de la 

población de adultos de Estados Unidos cumpliría e! dj nóstico clínico de 

dependencia, frente a alrededor de! 14% de pe~?bnas que padecen 
• 

alcoholismo. Por lo demás, investigaciones con co0~b1usiones semejantes 
,; 

también tuvieron lugar en Australia y Nueva Zeland<"t?-24 

.~! 
» Propensión a utilizar drogas ''más duras";¿:· 

. ,., 
¡"; 

118. En térTI?inos generales, puede decirse que¡~ los estudios disponibles 

demuest~n que la marihuana tiene un nivel ~ incidencla muy bajo en el 

cons~mo\.de otras drogas más riesgosas.125 ~n todo, es c·1erto que se han 

identific~do asociaciones entre el consumo ffe, mari.huana y el consumo de 

otras d·. as más intensas como la heroín .'o Ja cocaína. 126 En esta línea, "" i·· algun~!:studios han intentado explicar ·~stas correlaciones desde una 

perspectiva farmacológica, argumentan~ que los efectos químicos de la 

marihuana propician el consumo posteriof de otros narcóticos. 127 

i 
' ' 119. No obstante, esta postura ha sido conlrastada con diversas expllcaciones 

sociales y contextuales que entienden el fenómeno a partir de los 

"''Hall. Degenhardt y Lynskey, op. cit.. pps. 69-73. 
''4 Hall, Wayne, The health and psychological effects of cannabis use, pps. 216-217; Hall, 
Degenhardt y Lynskey. op. Cit., p. 148: Hall y Degenhard1, op. cit., p. 40. 
'""Hall y Degenhardt, op.cit., pps. 41 y 43. 
126 Kandel, Denise 8 .. Examining !he Gafev1ay Hypolhesm· Stages and Pathways of Drug 
lnvolvement, en Kandel. Denise B. {ed.}. S/ages and Pathways of Drug lnvo!vemenl. Exam1ning /he 
Gateway Hypothes1s. New York, Cambridge University Press, 2002, pp. 3-18, p. 5. 
''' Aun los estudios que han sos1sn1do esta expl<cación, señalan que sus resultados deOen ser 
examinados cuidadosamente, pues reoonocen que existen expflcaciones diferentes que podrían 
dar sentido a una probaOle relación causal, como factores genéticos o sOCFales. A manera de 
e¡emplo, véanse Emmet, David y N1ce, Graeme, li\lhat You Need to Know About Cannab1s 
Understand1ng the Facls, Londres, Jessica Kingsley PuOlishers, 2009. p. 61. 
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condicionamientos socioeconómlcos, culturales y biológicos del propro 

consumidor. 128 Así, puede decirse que estas aproximaciones al problema -

que se sustentan esencialmente en la hipótesis de que existe una pluralidad 

de razones ajenas a la propia marihuana para el consumo de otras 

drogas- tienen mayor soporte empírico.1
zi 

120. En este sentido, algunos estudios descartan por completo que el consumo 

de marihuana provoque el uso subsecuente de otras drogas. Al respecto, 

señalan que la marihuana más bien podría ser sólo una variable que haya 

que analizar junto con otros factores de riesgo sociales, psicológicos o 

fisiológicos. 1 ~0 En cambio, otros estudios matizan esta conclusión señalando 

que no existe evidencia concluyente que muestre que la marihuana lleve al 

consumo de otras drogas. 131 

121. De esta manera, puede decirse que tos reportes colnclden en que la 

marihuana tiene un muy bajo grado de incidencia en el consumo de drogas 

más riesgosas. En todo caso, 

subsecuentes es resultado de 

parece ser que el consumo e 1!J'a9as 
' -' -""'' diversos factores actuando . ~era 

conjunta, pero no "' ' -del consumo de la marihuana en sí mismo. 13 Eii"esta 

línea, por ejemplo, estudios sociológicos señalan que la presión d~if,~ªs o 

el uso continuo por parte de estos de marihuana aumentan la pro~ilidad 

' "'"Hall, Oegenhardt, y Lynskey, op. cit .. p. 103. Al respecto, puede señalarse que la relación se ha 
explicado a partir del hecho de que normalmerrte los usuarios de marihuana !ienen mayor 
~nunidad de conseguir o1ras drogas ilicitas en el mercado negro. 
' En esla linea, véanse entre otros Hall y Degenhardt, op_ci/., p. 41: Wagner. Fernando A, y 
Anthony, James C., "lnto the World of lllegal Drug Use: Exposure Opportun1ty and Other 
MechanESms Link1ng the Use of Alcohol, Tobacco, Marijuana. and Cocaine", Amencan Journal of 
Epidemio/ogy, vol. 155. núm. 10, 2002, p. 923: Fergusson, O<ivjd M, Boden, Joseph, Horwood, 
John, "The Developmental AnIBcedents o! lllicit Orug Use: Evidence From a 25-year Longitudinal 
SWdy", Drug Alcohol Depend, vol. 96, núms. 1-2, 2008, p.175; Morral, Andrew, McCaflrey, Daniel, 
Paddock, Susan. "Reassess¡ng the Mari¡uana Gateway Effect", Add1c/1on, vol. 97, núm, 12, 2()02, 
p. 1493; Lessem, Jefl. Hopler, Christian. Haberstick, Brett. Timberlake, David, Ehringer, Marissa, y 
Smolen. Andy. "Relationship between Adolescent Mariiuana Use and Young Adult lll1c1t Drug Use", 
Behav1or Gene/1cs, vol. 36, núm. 4, 2006, p. 488. 
""' Joy, Watson, y Benson, op. c11, p. 6; Caulkins, Hawken, Kilmer y Kleiman. op. cil. pps. 68·69. 
Así. por ejemplo, en un repone recierrte se alcrma que aun si e~;st1era una relación causal entre el 
consumo de la marihuana y el consumo de drogM más dañinas, ésta se explicaría más por 
factores sociológicos que por lectores farmacológicos de la marihuana. Al respect, cfr. Hall, 
D<lgenhardt, y Lynskey, op cit., p. 109. 
131 Caulkins. Hawken, Kilmer, y Kieiman. op cit., pps. 68·69; Na!ional lns!itute on Orug Abuse, 
Mari¡'uan<J and Hea/th Fourlfl Repon to the United Sta/es Congress from lhe Secrelary of Hea/th, 
Education and We/fare, 1974, p. 6. 
'''Hall, Degenhard1. y Lynskey. op_ c1/., pps. 108·109. 
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de que alguien la consuma por primera vez, 133 lo que desde luego no 

implica que el consumo vaya a desarrollarse de manera continua. 134 

Y Inducción a la comisión de otros delitos 

122. En relación con esta asociación la evidencia es altameri.te especulativa. En 

efecto, diversos estudios han concluido que el consumq .de marihuana no es 

un factor determinante en la comisión de crímene~{135 Por un lado, la 
1:· 

correlación es estadísticamente muy pequeñg· para considerarse 
i ' 

significativa. 136 Por otro lado, se señala que la ,~misión de delitos y e! 

consumo de marihuana pueden tener origen en 1aiffnismas causas sociales . . ~ 
,~· 

123. De hecho, Ja evidencia disponible permite afi./ar que Ja marihuana por sí 
.,~ -

misma no induce Ja comisión de delitos violSi!i'tos, sino todo lo contrario. '37 

ffi' 
En este sentido, diversos estudios señala '"1ue el consumo de marihuana 

inhibe,ios impulsos de agresión del usuar.· ·, ya que generalmente produce ._."'" - ' 
estl'\t~P~,Áetargo, somnolencia y timide · ss De acuerdo con una encuesta 

apnC-acia eh la Ciudad de México, el _®.8% de los usuarios adultos de 

dro9~~s i\í~:i?f¡¡ ,''.lfirmó haber realizad~~Igún delito bajo el efecto de las 

dro~':":ti~C~.stos, únicamente 1.f3ºk lo hlzo bajo el efecto de la 

ma~~1~ r 
' ' 

124. Aunque la tasa de consumo de rnar\huana es mayor entre las personas que 

han delinquido que entre las que no, ello probablemente se deba a que la 

comisión de delitos y el consumo de marihuana tienen como origen las 

mismas causas sociales. 140 Por lo demás, es evidente que si algunos 

''' Joy, Slanley. Walson, y 8etson. op. cit .. p. 61:. Ali, Mir M, Arnialchuk. Aliaksandr, Owyer, Debra 
S .. "The Social Contagian Elfect of Marijuana Use arnong Adolescents", PLoS ONE, vol. 8, núm. 1, 
2011,p.1. 
''' Joy, Stanley, Watson, y Betson, op. cit., p. 61. 
"'" Pedersen y Skar<lhamar, op. cit .. pps. 109-118, p. 116. 
"'" Caulkins, Hawken. Kilmer. y Kleiman, op cit.. p. 74 y 75. 
''' Caulkins. Hawken. Kilmer. y Kleiman, op. crt .. p. 74. 
'"' Report by the Advisory Committee on Drug Dependence, op. cit., p.1. 
'"' Zamudio Angles y Castillo Ortega, op. crt .. p. 14. 
'"" Caulk1ns, Hawken. K1lrner, y Kleirnan. op. cit., p. 74. 
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consumidores enfrentan cargos penales es precisamente porque el 

consumo de marihuana también está penalizado. 

125. Con todo, en relación con !a asociación entre consumo de marihuana y 

accidentes automovilísticos, los estudios más recientes muestran que 

efectivamente el consumo de dicha sustancia disminuye las habilidades 

necesarias para manejar automóviles y, por tanto, aumenta las 

probabilidades de causar accidentes viales.141 De hecho, el efecto se ve 

incrementado cuando se combina el consumo de marihuana con alcohol. 142 

Al respecto, es importante sel'lalar que fa disminución de las habilidades 

para conducir cuando se consume marihuana son más variables que 

cuando se ingiere alcohol, pues sus efectos están sujetos a factores como 

la dosis, Ja tolerancia desarrollada por consumo frecuente, entre varios 

más.143 

126. Así, de la evidencia analizada se desprende que el consumo de marihuana 

no incentiva la comisión de otros delitos. Aunque consumo y criminalidad 

son situaciones que generalmente se asocian, ello puede deberse a 

diversas explicaciones sociales y contextuales, en tanto ambos fen·ómenos 

pueden tener como origen las mismas causas. Por otro lacjo, ·muchos 
' adictos enfrentan el sistema punitivo del Estado precisame~~~ _ P,@[ la 

existencla de prohibiciones al consumo de marihuana. Sin i¡qibárgo, 

también se constató que el uso de marihuana sí afecta negativafente las 

141 Hartman, Rebecca, y Huestis, Marylin A., "Cannabis Etrects on Driv1ng Skills'', Cl1n Chem, vol. 
59, núm. 3., 2013, p. 478; Li, Mu-Chen, Brady, Joanne E., OiMaggio, Charles J., Lusardi, Arielle R., 
Tzong, Keane Y .. y L1, Guohua. "Marijuana Use and Motor Veh1cle Crashes", Epidemiofogic 
Rev1ew, vol. 34, nUm 1, 2012, p 65; Bergeron, Jaques, Langlo•s. Julie, y Cheang, Heniy S, "An 
Examination ol the Relationships Between Cannabis Use, Driving Under the lnlluence ol Cannabis 
and Risk-Teking on the Road", European Rav1ew of Appl1ed Psycho/ogy, vol. 64, núm. 3, 2014, p. 
101; Asbndge, Mark, Hayden, Jill A., Cartwrighl, Jennifer L, "Acule Cannabis Consumption and 
Motor Vehicle Coll'ision RFsk: Systema11c Revjew ol Obseivational Stuó1es and Meta-Analysis", 
British Medica/ Journal, vol. 344, 2012, p. 1. 
''' Ha11man y Huestis, op_ c1/., P- 478; Oowney, Luke Andrew, King, Rebecca, Papafotiou, 
Kathenne, Swann, Phillip, Ogden, Edward, Boorman, Mart,n, y Stou9h, Con, "The Effects of 
Cannab1s and Aloohol on Simulated Driv1ng: lníluences of Oase and Experience", Accidenl, 
Ana/ysis and Preven/ion, vol. 50, 2013, p. 879; Li, Brady, DiMagg¡o, Lusardi, Tzong. y Li, op_ cit .. p. 
70, Sewell, Andrew. Pol1ng, James, Sofuoglu, Mehmet, "The Effect ot Cannabis Compared wrth 
Alcohol on Dnving", American Joumal on Addictions, vol. 18, núm. 3, 2009, p. 1. 
,.,. Li, Brady, DiMaggio, Lusardi, Tzong, yli, op_ cit., p. 70; Sewell, Pof1ng y Soluoglu, op cit., p. 1. 
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habilidades para conducir vehículos automotores pudiendo aumentar la 

probabilidad de causar accidentes. 

¡;. Conclusión sobre el análisis de idoneidad 

127. De acuerdo con 10 anteriormente expuesto, esta Primera Sa!Íl concluye que 

' exlste evidencia para considerar que el consumq_;: de marihuana 

efectivamente causa diversas afectaciones en la salud q~ las personas. En 

' este sentido, si blen en términos generales puede de~rse que se trata de 
' daños de escasa entidad, ello no es obstáculo para cfnc!uir que en el caso 

concreto el "sistema de prohlblclones administrativ~" conformado por los ,, 
artículos impugnados efectivamente es una medidJ¿fidónea para proteger !a 

salud de las personas. J-
10-

I 
128. No obstante, la evidencia anallzada no logró , -ostrar que el consumo de 

marihuana influyera en el aumento de la tmínalldad, pues aunque el 

consumo se asocia a consecuencias ant' .octales o antijurídicas, éstas 

pueden Ei,xplicarse por otros factores, orno al contexto social del 

consumidQr o al proplo slstema punitivo d,,.: la droga. Con todo, los estudios 

analizados" sí permiten concluir que el lonsumo de marihuana entre Jos 

coHduc¡ms es un factor que aumenta 1{·'probabi!idad de causar accidentes 

vehlctJJ r ., lo que significa que la mei¡lida impugnada únicamente en este 
; 

aspecto también es una medida idóne~fpara proteger el orden público. 

129. En ese sentido, esta Primera Sala estima que el análisis practicado por 

el Juez de Distrito llegó a una conclusión correcta al determinar144 que 

la medida era idónea. El recurrente aduce que dicho análisis de idoneidad 

fue practicado con un estándar inferior al empleado por esta Suprema Corte 

en tanto el Juez de Distrito estimó que las normas "contribuyen en algún 

modo y algún grado a buscar el propósito que busca e! legislador". Sin 

embargo, esta Primera Sala recuerda, que en la foja 51 del citado amparo 

''' lb!dem, loja 512. 

,, 

-- ----- ··-·---------------------



AMPARO EN REVISIÓN 623/2017 

en revisión -- éste fue precisamente el estándar empleado al 

decirse expresamente: 

"En este sentido, el examen de idoneidad presupone la exlstencla de 
una relación empírica entre !a intervención al derecho y el fin que 
persigue dicha afectación, siendo suficiente que la medida contribuya 
en· algún modo y en algún grado a lograr el propósito que busca el 
legislador." 

130. Por ello. esta Primera Sala comparte la conclusión del Juez de Distrito 

de que la medida es idónea en los términos sefialados. Resta ahora 

verificar el resto del test de restricciones para determinar si los agravios del 

recurrente pueden desvirtuar las siguientes etapas del análisis del Juez de 

Distrito. 

c. Necesidad de la medida 

131. Una vez superado el examen de idoneidad, corresponde anallzar si el 

"sistema de prohibiciones administrativas" impugnado es una medida 

legislativa necesaria para proteger la salud y el orden públi~ cx;·~ .. ,por e! 

contrario, existen medidas alternativas igualmente idóneas q~~ ~~Í!~ en 

menor grado el derecho al libre desarrollo de la personalidad. P{e~m.:nte 
' . 

aquí, es donde se demostrará el disenso analítico entre esta Pri!::~ª y 

los razonamientos del Juez de Distrito a la luz de los a ios del . . 
recurrente. Con todo, antes de examinar la citada medida, e rimera 

Sala estima pertinente hacer algunas precisiones metodológicas sobre la 

manera en la que se debe realizar el análisis comparativo con otras 

medidas alternativas en esta grada del test de proporcionalidad. 

132. En este orden de ideas, el examen de necesidad implica corroborar, en 

primer lugar, si existen otros medios con un grado de idoneidad ·igual o 

superior para lograr los fines que se persiguen y, en segundo lugar, 

determinar si estas alternativas intervlenen con menor intensidad el derecho 

fundamental afectado. El primer aspecto del test de necesidad es de gran 
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complejidad, toda vez que supone hacer un catálogo de .• medidas 
' alternativas y determinar el grado de idoneidad de éstas, es de91r, evaluar 

su nivel de eficacia, rapidez, probabilidad y afectación matérial de su 
' ! 

s'' objeto. 145 

! 
' ' 133. De esta manera, la búsqueda de medios alternativos podría_¡Ser interminable 

y requerir al juez constitucional imaginarse y analizar todj{ las alternativas 

posibles.146 No obstante, dicho escrutinio puede ac:tif~rse ponderando 

aquel!as medidas que el legislador consideró adecua,ls para situaciones 

similares o bien las alternativas que en el derec~/ comparado se han 

diseñado para regular el mismo fenómeno. En S,lquier caso, conviene 

aclarar que la comparación entre regulaciones e_· 1 marco del análisis de 

necesidad de una medida cumple Ja función e acotar el universo de 

alternativas que el legislador 

derecho en cuestión. 

! 

1 momento de afectar el 

134. En este orden de ideas, se expondrá Ja re . -!ación de las sustancias que 
~ •( 

prov'9(;an un daño similar, como el tabaco qt1 alcohol, sin que ello signifique 

que {! 1· ~gislador se encuentre obligadoj'. regular de forma idéntica las 

activÍiÍácle~elacionadas al autoconsumlde marihuana, toda vez que las 

reswgf~~;:· consumo deben ponderaf;e de acuerdo a las características 
~· :J?P'i' . ,. ¡, 

de ~~ nc!a. Por lo demás, /también se realizará un análisis , ,, ) 

" comparativo con las alternativas a la pr.óhibición del consumo de marihuana 
( 

que se han implementado en el derec;ho comparado, sin que ello tampoco 

signifique que el legislador tenga que' adoptar esos esquemas regulatorios. 

Al respecto, es importante señalar que la referencia a ambos tipos de 

medidas únicamente se hace con la finalidad de identificar Ja forma que 

podría adoptar una medida alternativa con la que legítimamente se pueda 

comparar la medida adoptada por el legislador mexicano en relación con el 

consumo de marihuana. 

,,. 8 
''" ernal Pulido, op_ c11.. p. 750. 

Bernal Pulido, op.c1/., p. 742. 
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;:;:. Regulación de sustancias similares a la marihuana 

135. Como se mostró al realizar el examen de idoneidad de la medida, la 

marihuana produce efectos adversos a la salud similares por su intensidad a 

los que ocasiona el tabaco o el alcohol, aunque muy distintos a los que 

producen otros estupefacientes y psicotrópicos. La marihuana produce los 

mismos problemas respiratorios que cualquier otra sustancia fumada, 147 

resulta menos dañina que otras sustancias como el opio, las anfetaminas y 

los barbitúricos, 148 y las implicaciones sobre la salud y las consecuencias 

sociales reportadas por quienes buscan controlar su consumo son mucho 

menos severas que aquellas reportadas por personas adictas a otras 

sustancias, como el opio o el alcohol.149 

136. No obstante, a pesar de las similitudes en cuanto a los daños que producen 

la marihuana, el tabaco y el alcohol, el legislador diseñó un "régimen de 

permisión controlada" para el consumo de estas dos últimas sustancias. A 

continuación se exponen las características más importantes 

régimen. 

de dicho 
'"'' 

137. De acuerdo con la Ley General para el Control del Tabaco, se encu"ef:itra 
" estrictamente prohibido la venta, la distribución y el suministro de tabaC..b a 

. e 

menores de edad; prohibición que se extiende a las instituciones e.du~~Yas 
• • 

públicas y prlvadas. 150 Por otro lado, también se prohíbe e! co~Sumo de 

tabaco en los espacios 100% libres de humo de tabaco; escuelas públicas y 

privadas de educación básica y media superior: lugares con acceso al 

'''Royal College of Physicians, op cil. 
''" Ballotta, Bergeron, y Hughes, op cit, y Reporl by /he Advisof)l Comm1Hee on Drug Dependence, 
Of. Ci/. 
1 9 Reporl by /he Adv1so1J1 Comm1Hee on Drug Dependence, op. cit.. 
150 Lev General para el Control de Tabaco; 

Articulo 17. Se prohiben las siguientes activk!ades: 
l. El comercio, distribución, donación, regalo, venta y suminis1ro de productos del tabaco a 

menores de edad: 
U. El comercio, distribución, donación, regalo, venia y suministro de productos del Labaco 

en instnuc.ones educativas públicas y privadas de educación básica y ma:!ia superior, y 
111. Emplear a menores de edad en ac1ividades de comen;io, producción, distribución, 

suministro y venia de estos productos. 
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/ 
público; y en áreas interiores de trabajo, públicas o privadas. 151 FÍ cambio, 

la producción y comercio se sujeta a diversas dil~~siciones 
' 

administrativas. 152 Finalmente, sólo se permite la publicidad sbbre su uso 

cuando está dirigida a mayores de edad a través de revista para adultos, 

correo y dentro de establecimientos de acceso exclusivo par adultos.153 

138. Del mismo modo, la Ley General de Salud establece rohibiciones para 

expender o suministrar bebidas alcohólicas a menore de edad.154 Como 

medida de control, la Secretaría de Salud establece emás !os límites de 

alcohol en sangre y en aire expirado para conducir . utomotores y manejar 

mecanismos, instrumentos, y aparatos o sustanci · peligrosas. 155 Respecto 

''' Ley General para el Control del Tabaco: 
Articulo 26. Queda prohibido a cualquier persona ' sumir o tener encendido cualquier 

producto del tabaco en los espacios 100% libres de humo f! tabaco, así como en las escuelas 
públicas y privadas de educación básica y media superior. 

En dichos lugares se ijjará en el interior y en el e 
que es1ablezca la Secretaría. 

ior lo.s letreros, logotipos y emblemas 

Articulo 27. En lugares con acceso al público, o, áreas ¡n1eriores de traba10, públicas o 
privadas. jncluidas las universjdades e insti1uciones de ducación superior. podrán existir zonas 
exclusiv¡¡¡mente . para fumar, las cuales deberán conlormidad con las disposiciones 
reglarüentarias: 

,\Vt. Ubicars~ en espacios al aire libre. o 

i
''ht. En espa¡:ios interiores aislados que dispon h de mecanismos que 81/rten el traslado de 

partí s hacia lrn¡ espacios 100% libres de humo d . baca y que no sea paso obligado para los 
no fu ores. 1 "< "' . · D•chas leyes eslablecen que las compias productoras de tabaco deben tener una 
l1ce~.S,a1Ji!aria e informar del oonten•dO de los pi duetos del tabaco, los ingredierrtes usados y 
las el!lís'iQJ;\es.y sus electos en la salud, tanto a la ecretaría de Salud como al público en general. 
Miemtas que aque)los que comercien, vendan, d tribuyan o sumin•stren productos del labaoo, 
debi!'.n en. el interioi de sus negocios tener un anu, ció de la prohibición de la venia y suministro a 
menores. exigirá los compradores la acreditación.de la mayoría de edad y exhibir las leyendas de 
advertenc•a sobre el consumo del tabaco. ' 
'''Ley General para el Control del Tabaco: 

Articulo 23. Queda prohibido realizar toda forma de patrocin<o, como medjo para 
posicionar los elementos de la marca de cualquier producto del tabaco o que fomente la compra y 
el consumo de productos del tabaco por parte de la población. 

La publicidad y promoción de productos del labaco únicamente será dircgida a mayores de 
edad a través de revjstas para adul1os, comunicación personal por correo o denlro de 
establecimientos de acceso exclusivo para aquéllos. 

La industrja, los propietarios y/o administradores de establec1m1entos donde se realice 
publicidad o promoción de estos productos deberán demostrar la mayoría de edad de los 
destinatados de la misma. 
154 Ley General de Salud: 

Artículo 220. En ningún caso y de ninguna forma se podrán expender o sumin;strar 
bebidas alcohólicas a menores de edad. 

La vjolación a esta d•Sposición será equiparable con el del~o de Corrupción de Personas 
Menores de Dieciocho Años de Edad o de Personas que no tienen Capacidad para comprender el 
S,i¡lniticado del Hecho o de Personas que no tienen Capacidad para Res;st<rlo. 
1 Ley General de Salud: 

Articulo 187 bis. Son facultades de la Secrelaria de Salud en el marco de la protección de 
la salud de terceros y de la sociedad trente al uso nocovo del alcohol: 
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a la publicidad del producto, la ley establece que toda bebida alcohólica 

deberá ostentar en los envases la leyenda "el abuso en el consumo de este 

producto es nocivo para la salud", escrito con letra fácilmente legible, en 

colores contrastantes y sin que se invoque o se haga referencia a alguna 

disposición legat.' 56 

;¡:. Regulación del consumo en el derecho comparado 

139. En relación con el consumo de marihuana, en el derecho comparado 

pueden encontrarse distintas alternativas para su regulación. En este 

apartado se explican brevemente algunas de esas regulaciones que 

constituyen una alternativa a una prohibición absoluta del consumo. 

140. En el Estado de Colorado, en Estados Unidos, está permitido el consumo de 

!a marihuana y su comercialización en ciertas condiciones. Por un lado, la 

permisión del consumo está limitada a mayores de veintiún años y sólo 

puede venderse una onza a cada residente y un cuarto de iJtiza 'ª no 

residentes. Por otro lado, la publicidad masiva está prohibida, en 'baffi~tlar 
si puede alcanzar a menores de edad. Por lo demás, la distribu~ió"rr:~el 
producto en tiendas y locales de cultivo está controlada estrictament.!:, ~:~.la 

autoridad encargada de regular el alcohol y el tabaco, lo que se· logra tre 

otros medios con un sistema de expedición de licencias para cultiva "res, 

productores, transportadores y almacenes. 157 

l. Es1ablewr los lim,tes de alcohol en sangre y en a<re expirado para conducir vehículos 
automotores, los wales deberán ser tomados en cuenta por las autoridades federales y por las de 
las entidades federativas, en sus respedvos ámbitos de competencia. Tratándose de vehículos 
que presten un servicio públ1<Xl, personas que hagan uso de mecanismos. instrumentos, aparatos o 
substancias peligrosas por si mismos, por la velocidad que desarrollen. por su naturaleza explosiva 
o inflamable, por la energía de la corriente eléctrica que conduzcan o por otras causas análogas. 
as"1 como los profes'1onales, técnicos y auxil,ares de la salud que pan<C<pen en la atención médico· 
quirúrgica de un usuarjo, los limites de alcohol en sangre y aire expirado serán cero: 

¡ ... ¡ 
''" Lev General de salud: 

Articulo 218. Toda bebida alcohólica, deberá ostentar en los envases, la leyenda: "el 
abuso en el consumo de este producto es nocivo para la salud", escnto con letra 1ácilmente legible, 
en colores contraslantes y sin que se invoque o se haga re1erencia a alguna disposición legal. 
''' Room. Robin, "Legalizing a market for cannabis for pleasure: Colorado, Washington, Uruguay 
and Beyond". Addu;tion, vol. 109, núm. 3, 2014, pp_ 345-351. 
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141. En el Estado de Washington, también en Estados Unidos, la autoridad 

encargada de regular el alcohol, apoyada por un centro de investigación 

especializado en crimen y política de drogas, lleva el, proceso de 

autorización al uso de la marihuana. Aquí también se regula Jtrictamente la 

emisión de autorizaciones para el comercio y la cantidad Je consumo. En 

este sentido, por ejemplo, conducir con más de cincp1' nanogramos de 

concentración de marihuana en la sangre con,l;ituye un delito . ., 
Adicionalmente, las ventas que genera el producto t.i$nen una alta carga 

' 
impositiva y la recaudación está destinada a la ed~$~ción, investigación y 

tratamiento de problemas relacionados con esta droÓ~. 1 sa 
,)i 

;,· 
142. En Holanda ex·1ste un esquema diferente para la,fégulación del consumo de ,. 

marihuana. Aunque en este país nunca se h~ legalizado la producción, ., 
dicha actlvldad no se ha supervisado ni ~~ncionado efectivamente. El 

comercio de la sustancia está restrlngido a I~ coffee shops --determinados 

centr.o%2e distribución- los cuales están st\l'jetos a reglas muy específicas, 

col~cciones en las cantidades que ./ieden almacenar y vender a una 

person~~.J ' .1 

,. -· J 143. E~f ' n cambio, el Estado f.sume plenamente el control y la 

reJ.Vaf'~t.J la comercialización,¡ producción y distribución de la 

""'"' ' marihuana.160 Con todo, también se áütoriza el cultivo reducido a un número 
' 

mínimo de plantas en casas habitación, así como un número mayor en 

asociaciones que no excedan 45 miembros. También se expiden 

autorlzaciones para productores que a su vez venden la marihuana al 

gobierno. 161 En cuanto a su adquisición, una persona puede comprar hasta 

""'Room, op. cit., loe. c<t. 
159 

Reuter, Peter H., "Marijuana Legaliuition. Wllal Can Be Learned from Other Countnes", Worki11g 
~aper Drug Pol1cy Research Center, 2010. 
00 El articulo segundo de la Ley 19.172 sobre Marihuana y sus Derivados establece que "el Estado 

asumirá el rontrol y la regulac1ón de las actividades de importación, exportación, plantación, cultivo, 
cosecha, produoción. adquisición a cualquier titulo, almacenamiento, comercialización y 
distribución de cannabis y sus derivados, o cáñamo cuando correspondiere, a través de las 
instrtuciones a las cuales otorgue mandato legal". 
'"' Graham, Laura, "Legaliz1ng Mar~uana in the shadows ot lnternatconal Law: The Uruguay, 
Colorado. and Washington Models", W1sconsin ln/emalional Law Journal, vol. 33, núm.1, 2015, pp. 
140-166. 
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40 gramos al mes y un instituto estatal fija el precio de la marihuana. Este 

instituto también lleva un reglstro confidencial de consumidores y un registro 

de productores. Al respecto, cabe aclarar que sólo los ciudadanos 

uruguayos o residentes permanentes pueden adquirir la marihuana.162 Por 

lo demás, está prohibido el cultivo, producción y venta no autorizada ni 

registrada ante dicho instituto. 163 

;;>- Medida alternativa a la prohibición absoluta del consumo 

144. En vlsta de !o anterior, resulta fundado el agravio del recurrente, pues esta 

Primera Sala no puede concordar con el Juez de Distrito en que no 

existe una medida igualmente idónea v menos restrictiva que la 

limitación establecida por el sistema de prohibiciones administrativas 

a la marihuana164
. La identlficaclón del consumo de las sustancias en 

cuestión como un problema de salud pública no puede tener el sentido 

pretendido por el Juez de Distrito de implicar la inexistencia de una medida 

Igualmente idónea y menos restrictiva. 

145. En ese sentido, de la regulación anteriormente expuesta 

desprenderse una serie de elementos que podrían constituir una_ medjda 
,, ··''· . ,. 

alternativa a la prohibición absoluta del consumo lúdico y recr~tiVo-- de 

marihuana tal como está configurada por el "sistema de pro~Ciones 
administrativas" impugnado por el quejoso: (i) Ilmitaciones a los lugares de 

consumo; (ii) prohibición de conducir vehículos o manejar aparatos o 

sustancias peligrosas bajo los efectos de la sustancia; (iii} prohibiciones a Ja 

publicitación del producto; y {iv) restricciones a la edad de quienes Ja 

pueden consumir. Como puede observarse, se trata de medidas que vlstas 

en su conjunto no prohíben el consumo de forma absoluta y, en contraste, 

sólo limitan la realización de las actividades relacionadas al autoconsumo 

de marihuana en supuestos muy acotados. 

1
"" Graham, op. cit. 

163 Graham. op. cit. 
1
"' Amparo - toja 512 vuel1a. 
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146. Ahora bien, es importante sefialar que tanto la legalización del consumo de 

marihuana en otros países, como la permisión del consumo de tabaco y 

alcohol en México, han ido acompafiadas de políticas educativas y de salud. 

·En este sentido, se han implementado diversas campañas efe información 

sobre los efectos adversos a la salud del consumo de dichai sustancias, así 
' .. 

como programas sociales para atender Jos danos a Ja salud de las personas 

que han desarrollado una adicción. 165 Al respecto, pued8 decirse este tipo 

de políticas también formarían parte de una me9iC1a alternativa a Ja 

prohibición que ahora se analiza, la cual consistiría;én términos generales 

en un régimen que sólo limita el consumo de ma~fí'uana en determinadas 

circunstancias y que paralelamente comprend6.'' la implementación de 
. "· 

políticas públicas educativas y de salud. .{:1: 
¡:: 

¡.· 
)> Evaluación de la necesidad de la medj~a impugnada ,. 

"' 
147. Una vez esi¡ablecida la medida alternatrfl, al "sistema de prohlblclones 

admi~i~traliv~s" configurado por los aficulos impugnados, los cuales 

imoidJ'n al quejoso consumir marlhua11~ con fines lúdicos y recreativos, }""- ,.,, ,.(.•]· i 
d~b'f·exa'rJi¡n~rse si se trata de una metlida idónea para alcanzar Jos fines 

pefi~Q~id'Ós..i.~or Ja medida legislativa .tfnpugnada, lo que implica evaluar si 
' es causalmente adecuada para preve'nir o combatir Jos daños asociados al 

consumo de marihuana. Como se sefialó, éstos consisten en daños a la 

salud de la persona, desarrollo de dependencia a la sustancia, inducción al 

105 Al respecto. véase por ejemplo el Programa Sectorial de Salud 2013.2018, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 12 de diciembre de 2013, cuyo ob¡et1vo principal es el 
mejoramiento y protección de la salud. a través de politicas públicas de prevención, pratecc16n y 
promoción de la actividad física. alimentación, reduix1ón del consuma de alcohol, tabaco, drogas 
illcitas y en general en todas aquellas situaciones que ponen en riesgo la integrjdad fís<ca o mental. 
Por lo que hace al tema de adicciones, las principales lineas de ai;r;ión se encuentran en la 
estrategia 1.4, denominada "lmpul~r acciones integrales para la pre,,.,nción y conlfol de las 
adicciones". en!rn las cuales destacan el impulso de campanas onlormabvas; el impulso de una red 
nac¡onal para la atención y prevención de las adicciones; promover acciones para reducir la 
demanda, disponibilidad y acceso; promover modelos de jus!icia alternativa para personas con 
adicciones en conflicto con la ley; y promover acciones intersectonales que fomenten una vida 
productiva en los adolescentes_ 
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consumo de otras drogas más dañinas y contagio de su consumo, así como 

accidentes vehiculares cometidos bajo el influjo de la sustancia. 

148. En primer lugar. hay que señalar que la medida alternativa antes 

identificada también es idónea para prevenir Jos danos a la salud y la 

dependencia que origina el consumo de marihuana. De hecho, puede 

decirse que resulta más eficaz una política que busca impedir directamente 

que ocurran esas afectaciones a la salud o atacar Jos factores sociales que 

causan el consumo de marihuana, que una medida que combate dicha 

problemática indirectamente a través de la prohibición de su consumo.1
SB En 

este sentido, las campañas de información y las estrategias públicas que 

conciben a la farmacodependencia como un problema de salud pública, por 

ejemplo, han probado ser medidas más efectivas que las políticas 

prohibicionistas. Como ya se explicó, la prohibición del consumo de 

marihuana no ha reduc"do el número de consumidores y, en consecuencia, 

tampoco ha disminuido los daños a la salud asociados al consumo. 167 

. -~·· . 

' . ' " 149. En relacion con los efectos del consumo en terceras personas,_ y~:'--~ª a 

través de la inducción al uso de otras drogas más dañinas o el oontagio de 

su consumo hacia otras personas, puede decirse que tanto las pro''' : íÓ~s 
de que se publicite el producto como las políticas educativas y, _ ,::i~lud 
también son medidas idóneas para evitar que esas afectactOnes se 

produzcan. Asimismo, las medidas que prohíben el consumo en espacios 

públicos que afecten a terceros también son idóneas para evitar daños a la 

sociedad. Finalmente, las regulaciones que prohíben conducir o manejar 

instrumentos peligrosos cuando se está bajo el influjo de sustancias como Ja 

marihuana también son medidas eficaces para prevenir accidentes y 

proteger la salud de consumidores y terceros. '65 

--------
166 Hamilton. Olavo, Principio da proporcrona!idade e gueffa oonlra as drogas", Mossoro, Hamilton 
& Hamilton, 2014, p. 158. 
'"'Al respecto, véase la nota al pie núm. 94. 
160 

El ar1iculQ 171 del CódigQ Penal Federal sanciona con prisión de hasta de seis meses, mulla 
has!a de cien pesos y suspensión o pérd¡da del derecho a usar la liooncia de mane)o, a la persona 
que en estado de ebriedad o bajo el influ¡o de drogas enervantes cometa alguna infracción a los 
reglamentos de tránsito y circulación. 
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150. Ahora bien, el segundo aspecto del test de necesidad consiste en 

determinar si las medidas alternativas Intervienen con menor intensidad el 

derecho al libre desarrollo de Ja personalidad que el "sistema de 

prohibiciones administrativas" configurado por los artículos impugnados.·AI 

respecto, esta Primera Sala entiende que Ja medida alternativa exaryifnada 

no sólo es Idónea para evitar que se produzcan los daiíos o afeCt~ciones a 

la salud y al orden público seiíalados anteriormente, sino que: además es 

una medida menos restrictiva del libre desarrollo de Ja personalidad. 

151. Así, mientras el sistema de prohibiciones administrativas .configurado por los 

artículos impugnados prohíbe una "clase genérica de actos" (cualquier acto 
' 

de consumo), la medida alternativa en realidad sólo;'J)rohíbe "una subclase 

más especifica" de esos actos (actos de consuíl).ó en circunstancias muy 

específicas). 1
6.9 En este orden de ideas, puedk decirse que la medida 

/ 
legislativa impugnada impide el consumo ¡té marihuana en cualquier . ' . 
cird~W,ncia cuando para alcanzar los fines ,gue pretende podría !imitarse a 

desale(l:á.r ciertas conductas o a establecer"'prohibiciones en supuestos más 

específ,co · como manejar vehículos o .,ihstrumentos peligrosos bajo los 

efe substancia, consumirla en ILi9ares públicos o inducir a terceros 
·~· 

a f!{Qe" : n la consuman. 

152. Dicho de otro modo, el "sistema de prohibiciones administrativas" 

configurado por los artículos impugnados es altamente suprainclusivo. 

Como se sabe, una norma es suprainclusiva cuando comprende o regula 

circunstancias que no encuentran fundamento en la justificación de dicha 

En esa misma línea, el artículo 93 del Reglamento de Tráns~o en Carreteras y Puentes de 
Jurisdicción Federal prohibe la conducción en estado de alteración psioofisica. o bajo sospecha de 
ingestión de alcohol, de sustancias psicotrópicas, estupefacientes, incluyendo med1camen!os con 
este electo y de todos aquellos fármacos cuyo uso afecte la capacidad para conducir, haciendo en 
énfasis en que la prescripción médica no exime de dicha prohib,ción_ Las mullas establecidas por 
el reglamento son más severas al aumentar has1a 100 a 200 veces el salario mínimo vigente, y el 
re1•TO de la circulación del vehiculo. 
Por su parte. el artículo 135 del Código Penal del Oistnto Federal eslablece para el caso de 
lesiones. homicidio o daño en propiedad. ocasionados culposamente con motivo del tránsito de 
vehículos, en donde el agente conducía en estado de ebriedad o bajo el influjo de estupefacientes 
o psioo1rópicos u o1ras substancias que produzcan efectos similares. no se aplican los bene1icios 
de la configuración de los del~os culposos. 
''"En sen1ido similar. véase lo expuesto en Nino. op. cit .. p. 444. 
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norma. 170 En este caso, como ya se explicó, !a medida opta por realizar una 

prohibición absoluta del consumo de marihuana a peser de que es posible 

prohibirlo únicamente en los supuestos que encuentran justificación en la 

protección de la salud y el orden público. En ese sentido, asiste la razón al 

recurrente al sostener que la limitación impuesta por las normas 

impugnadas establece una restricción desproporcionada respecto al 

fin constitucionalmente válido que persiguen. 

153. De esta manera, puede decirse que las regulaciones que permiten el 

consumo de marihuana, acotando la edad para consumir y/o el lugar donde 

se puede realizar dicho consumo, son medidas que identifican de mejor 

manera los supuestos en los que efectivamente se producen danos a la 

salud y el orden público. Estas regulaciones sólo Ilmltan el consumo en 

estos supuestos, por lo que suponen una menor intervención al libre 

desarrollo de la personalidad. En contraste, la medida impugnada es más 

extensa de lo necesario, pues prohíbe el consumo de marihuana en 

cualquier situación, alcanzando conductas o supuestos que no incid~rt'~n la 

consecución de los fines que persiguió el legislador, lo que se tra~l en 

una intervención en el derecho en cuestión en un grado ma~J En 
',,; ';C:~ 

consecuencia, puede decirse que las regulaciones alternativas resultati;Jiiás 
--: ' ..;111., 

benignas para el derecho al libre desarrollo de la personalidad. ; ·~--- .. .-;.·:1C.1 .. \ .,.,~ 

' '·,- '"' 

' 154. De acuerdo con lo anterior, el "sistema de prohibiciones administrativas" 

configurado por los artículos impugnados constituye una medida 

innecesaria, toda vez que existen medidas alternativas igualmente idóneas 

para proteger la salud y el orden público que intervienen e! derecho 

fundamental en un grado menor. Así, esta Primera Sala considera que la 

prohibición del consumo personal de marihuana con fines lúdicos es 

inconstituclonal al no superar esta grada del test de proporcionalidad. 

170 Schauer, Fredenci<, Playing by Tl'le Rules. A Pl'li/osopl'lical Examination of Rul17Based Decision­
Mak1ng in Law and in Lrfe, Nueva York, Oxlord Universrty Press, pp. 31-34. 
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d. Proporcionalidad en sentido estricto de la medida 

155. A lo largo del presente escrutinio constitucional se ha mostrro que, sl bien 

la medida analizada es idónea para proteger la salud y orden públlco, 

existen medidas alternativas igualmente idóneas que inte enen el derecho 

afectado en un menor grado. No obstante, en esta se ón se realizará el 

examen de proporcionalidad en sentido estricto ara evidenciar el 

desequilibrio entre la intensa afectación al derecho al ibre desarrollo de la 

personalidad frente al grado mínimo en que s satisfacen los fines 

legislativos a través de la prohibición al consumo d arihuana. 

156. El examen de proporcionalidad en sentido estri to consiste en reallzar un 

balance o ponderación entre dos principios ue compiten en un caso 

concreto. 171 Este anállsis requiere comparar grado de intervención en el 

derectio fundamental que supone la medida egislativa examinada frente al 

grado de realización del fin perseguido po ésta.172 Dicho de otra manera, 

lizar una ponderación entre los 

· s qu¡¡ cabe esperar de una llmi ción desde la perspectiva de !os 
' ' ' fine · , se ¡:iersiguen con los costos ue necesariamente se producirán 

·,,~ .b 
des~.: ª.~·e.rs~~ctiva de los derechos fu{damentales afectados. 

157. De itcuerCJg.- ébn lo anterior, en el lresente caso debe contrastarse la 
#·""'" ,.,,,,, r 

eficacia con la que el "sistema de ¡p-ohibiciones administrativas" sobre el 

consumo de marihuana impugnado pPr el quejoso satisface la protección de 
• ,t 

la salud de las personas y el orden{públlco con el nlvel de afectaclón que 

esa misma medida comporta en el c;bntenido prima facie del derecho al libre 
' 

desarrollo de la personalidad. Si bi~n en el apartado donde se examinó la 

idoneidad de Ja medida resultó :suficiente que se mostrará que ésta 

contribuye positivamente a la reallzación de! fin que persigue, con 

independencia de su eficacia, también se expusieron argumentos sobre el 

171 Así se ha entendido en países como Sudá1rica, Canadá. el Reino Unido, Irlanda, Aleman;a e 
Israel. Al respecta. véase Barak. op cit., p. 343. 
''"' Bernal Pulido, op.GJI, p. 763 
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grado en que el "sistema de prohibiciones administrativas" contribuye a Ja 

protección a la salud y orden público. 

158. En efecto, en esa parte del estudio se mostró que la marihuana no supone 

un riesgo importante para la salud de las personas mayores de edad, toda 

vez que sus consecuencias permanentes son poco probables, mínimas o 

reversibles si su consumo no se inicia a edades tempranas. Al respecto, se 

señaló que el consumo de marihuana genera un índice de dependencia 

menor a otras sustancias, el cual se ubica alrededor del 9% de las personas 

que la consumen. En la misma línea, también se sostuvo que el consumo 

de marihuana tiene un nivel de incidencia muy bajo o incluso discutible en el 

consumo de otras drogas más riesgosas. Por otro lado, se destacó que 

existen resultados similares respecto de Ja propensión del usuario de 

marihuana a inducir a terceros al consumo. De la misma manera, se 

reconoció que conducir vehículos y manejar instrumentos y sustancias 

peligrosas bajo los efectos de la marihuana sí supone un riesgo para el 

orden público. Por último, se expuso que existe incertidumbre ~.g.9i::e la 

afirmación de que el consumo de marihuana incentiva la comri?~ .. :~ros 

delitos. :' ~Zi{?' 
....._~·---=-· 

159. E~ ~laro contraste con" I~ escasas afe~t~ciones en _1~ sal~~e{,.R~en 
publico que protege el sistema de proh1b1c1ones adm1n1strat1 ~e el 

consumo de marihuana regulado en la Ley General de Salud,"· ~iB'a Ja 

intensa afectación al derecho al libre desarrollo de la personalidad que 

supone dicha medida legislativa. Como se señaló al analizar los alcances de 

los artículos impugnados, éstos imponen un obstáculo jurídico que impide al 

quejoso consumir marihuana y llevar a cabo lícitamente todas las acciones 

o actividades correlativas al autoconsumo (siembra, cultivo, cosecha, 

preparación, acondiclonamiento, posesión, transporte, etc.). 

160. En primer término, hay que recordar que la medida analizada constituye una 

intervención en el libre desarrollo de la personalidad porque conlleva una 

interferencia en la autonomía personal protegida por este derecho. Como se 
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explicó anteriormente, !a forma en la que un individuo desea recrearse 

pertenece a su esfera más íntima y privada, ya que sólo él puede decidir de 

qué manera quiere vivir su vida. En este orden de idftas, la medida 

analizada supone una afectación muy importante al }ierecho al libre 

desarro!Io de Ja personalidad, toda vez que impide a al ~'ue¡oso decidir qué 

actividades recreativas o lúdicas desean realizar. ¡· 

161. En efecto, resulta evldente que una intervención en u ~erecho fundamental 

que prohíba totalmente !a realización de una condl:a. amparada por ese 

derecho será más intensa que una intervención qu _ se concrete a prohibir o 

a regular en ciertas condiciones el ejercicio de se derecho. Desde este 

punto de vista, la afectación al libre desarroll de la personalidad que 

comporta el "sistema de prohibiciones adminis ativas" regulado en la Ley 

General de Salud puede calificarse como muy i tensa, pues consiste en una 

prohibición prácticamente absoluta para con mir Ja marihuana y realizar 

las actividades relac·1onadas con el autocon mo de ésta,173 de tal manera 

que suprfme todas las posiciones jurídicas n las que podría ejercerse el . 
der'i3Cho. En este sentido, la medida analiz ·' . 

la fQ"rjia y lugar en que pueden realizarse 
' .. 

a no se circunscribe a regular 

has actlvldades ateniendo a las 

finaird~;: constitucionalmente válidas e efectivamente tienen esos 

art~sbmo podría haberlo hecho el egis!ador, sino que directamente 
~ ~ -- . ' ! ' 

proiiiíb as esas conductas. 

162. Así, desde un análisis de proporcionalidad en estricto sentido, sólo estaría 

justificado que se limitara severamente ti contenido pn·ma facie del derecho ,, 
' al libre desarrollo de la personalidad ¡si también fueran muy graves !os 

''3 Como se explicó al exponer el marco regulatorio sobre el con!rol de es!upefacientes y 
psicotrópicos en la Ley General de Salud. la posibilidad de poseer has!a cinoo gramos de 
marihuana, en términos de lo dispuesto en los art(culo 478 y 479 de la Ley General de Salud, no 
constituye una autorización o un derecho al consumo personal, sino un excluyente de 
responsabilidad que únicamente cobra sentido en el marco del "sistema punrtivo" previsto en la Ley 
General de Salud y en el Código Penal Federal, pero que resulta irrelevante en relación con el 
"sistema de prohibiciones administrahvas" impugnado por el que¡oso. Por lo demás. dichos 
al1iculos se limitan a despenalizar el consumo en una cantidad muy pequeña y no permiten de 
ningUn modo la realización de las ollas actividades correlativas al autoconsumo. oomo siembra, 
cuttivo, cosecha. preparación, transporte. ele. En todo caso. el articulo 479. 368 y 2234 serán 
objeto de un análisis diferenciado en esta sentencia. 
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daños asociados al consumo de marihuana que se intentan evitar con el 

"sistema de prohibiciones administrativas" sobre el consumo de marihuana. 

Por el contrario, si Ja medlda legislativa sólo logra evitar o prevenir daños 

menores, entonces resulta desproporcionado que el legislador recurra a una 

prohibición absoluta que afecta severamente el libre desarrollo de la 

personalidad. 174 

163. Una vez que se han analizado los beneficios y los costos de Ja medida, esta 

Primera Sala considera que el "sistema de prohibiciones admlnistratlvas", 

conformado por los artículos de la Ley General de Salud impugnado por el 

quejoso, ocasionan una afectación muy intensa al derecho al libre desarro!!o 

de la personalidad en comparación con el grado mínimo de protección a Ja 

salud y al orden público que se alcanza con dlcha medida. A pesar de que 

esta Suprema Corte reconoce que el legislador puede limitar el ejercicio de 

actividades que supongan afectaciones a los derechos que protege nuestra 

Constitución, en el caso de la restricción al libre desarrollo d~,. la 

personalidad que comporta la medida impugnada, esta Primera· sa¡fo 

encuentra que tales afectaciones fueran de una gravedad tal qu.e am•;::ú~n 
_._,~ ... 
.-.·~ 

una prohibición absoluta a su consumo. 

' 
_ ;:i¡ 

164. Adicionalmente, vale la pena sefialar que a lo largo del prese~Íé es~r~io 
' -. \\t} 

de constitucionalidad se mostró que existen medidas alterncitivas que 

intervienen en un menor grado el derecho al libre desarrollo de Ja 

personalidad, consistentes en regímenes de permisiones sujetos a las 

condiciones que el legislador considere pertinentes. En este orden de ideas, 

estas regulaciones pueden ser acompañadas por políticas públlcas 

educativas y de protección a Ja salud. Por Jo demás, si bien estas 

alternativas representan costos económicos para el Estado y Ja sociedad en 

general, éstos son comparables a Jos que se originan a través del sistema 

de prohibición al consumo personal. 175 

'
74 Upnmny, Guzmán y Parra, op. cit., p. 107. 
'''De acuerdo con algunos académicos, además de sus limitaciones en elee1ividad, el sjstema de 
prohibición al oonsumo de ma1ihuana y las actividades relacionados con él tienen altos costos ¡>ara 
el Estado y la sociedad, tanto directos como los derivados de la erradicación de cultivos, la 
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165.Así, a pesar de que el "sistema de prohibiciones administrativas" 

conformado por los articulas de la Ley General de Salud impugnado por el 

quejoso supera las dos primeras gradas del examen de pgSporcionalidad, al 

haberse establecido que se trata de una medida que/busca proteger la 
' salud y el orden público y resulta idónea para alcan:#ir dichos objetivos, 

esta Primera Sala, contrario a Jo sostenido por el Juez/le Distrito, considera , 
que se trata de una medida que no sólo es innece¡aria, al existir medios 

alternativos igualmente idóneos que afectan en un .fenor grado el derecho 

al Ubre desarrollo de la personalidad, sino que ader/ás es desproporcionada 

en estricto sentido, toda vez que genera una prot ción mínima a la salud y 

orden público frente a la intensa intervención al erecho de las personas a 

decidir qué actividades lúdicas desean realizar. 

166. Con todo, debe enfatizarse que esta Primera Sala no minimiza los daños 

que .puede ocasionar la marihuana en el co · sumidor mayor de edad, sin 

ernli!argo, entiende que Ja decisión sobre su o sólo le corresponde tomarla 
~ ' 

a cJida indiYlduo. Así, este Alto Tribuna! con idera que pertenece al estricto 

ámtí\tb de la autonomía individual protegido or el derecho a! libre desarrollo 
~ ' --¡ ' 

de·,ra per.sonalidad la posibilidad de de lr responsablemente si desea 
' . ' .., ' 

experimentar los efectos de esa sustanci a pesar de los daños que esta 

act;vid~~ puede generarle a una persona.¡ 

iv) lnconstitucionalidad de los artícul4 235, 237, 245, 247 y 248 de la 

Ley General de Salud _f 

~ 
167. Con base en todo lo anteriormente expyesto, esta Primera Sala arriba a la 

conclusión de que resultan inconstituJ:iona1es los articulas 235. último 

párrafo. 237, 245, fracción l. 247, último párrafo. y 248. todos de la Ley 

General de Salud. e-n las porciones normativas que establecen una 

persecución de las redes de tr!lico y la ¡udiciatización y encarcelamiento de las personas 
relacionadas con dichas redes: como indirecios, más diliciles de calcular, derivados en!re otros 
ta.ciares corno las pérdidas humanas de la guerra contra las drogas y de las cargas que deben 
soportar cientos de personas que pierden su libertad con ocasión de la misma. Al respecto, véase 
por todos Camacho, Adriana, Gaviria, Alejandrc, y Rodríguez. Cathenne, op. cit.: Upnrnny, Guzmán 
y Parra, Op. cit., P- 106; TNI y WOLA, 2010. 
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prohibición para que la Secretaria de Salud emita autorizaciones para 

realizar las actividades relacionadas con el autoconsumo con fines 

lúdicos o recreativos -sembrar. cultivar, cosechar. preparar. poseer y 

transportar- del estupefaciente ''cannabis" (sativa, índica y americana o 

mariguana, su resina, preparados y semillas) y del psicotrópico ''THC" 

(tetrahidrocannablnol, los siguientes isómeros: L\6a (10a), L\6a (7), L\7, L\8, 

L\9, i\10, 89 {11) y sus variantes es!ereoquímicas), en coniunto conocido 

como marihuana. declaratoria de inconstitucionalidad que no supone 

en ningún caso autorización para realizar actos de comercio. 

suministro o cualquier otro que se refiera a la enajenación y/o 

distribución de las substancias antes aludidas. en el entendido de que 

el ejercicio del derecho no debe perjudicar a terceros. En ese sentido, 

este derecho no podrá ser ejercido frente a menores de edad, ni en 

lugares públicos donde se encuentren terceros que no hayan brindado 

su autorización. 

168. Por otra parte, una vez precisado lo anterlor, se estlma necesario destacar 

que si bien, como se ha venido reiterando, en la presente resolución no se 

realiza pronunciamiento alguno respecto de Ja constitucionalidad de Jos .. 
tipos penales que crlmina!izan el consumo y otros actos relacion8i:io,s con la 

marihuana, lo cierto es que al declararse por parte de este Alto Tnbu~al la 

inconstituciona!idad de las disposiciones de la Ley General de Salud antes 

señaladas y, en consecuencia, permítasele al recurrente recibir una 

autorización p:::ir parte de la Secretaría de Salud para realizar todas las 

actlvldades necesarias para el uso lúdico de la marihuana, al realizar éstas 

el recurrente no incurrirá en los delitos contra la salud previstos tanto 

por Ja propia Ley General de Salud como por el Código Penal Federal. 

169. Ello es así porque Jos delitos contenidos en los artículos 194, fracción 1, 195, 

195 Bis y 196 Ter del Código Penal Federal,176 así como en los artículos 

176 Código Penal Federal: 
Artículo 194. Se impondrá prisión de diez a veinticinco años y de cien tiasta quin1emos 

dlas multa al que·. 
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475, 476 y 477 de la Ley General de Salud,177 relacionados con Jos actos 

que pretende realizar el recurrente, cuentan con un elemento típico de 

carácter normativo consistente en que la conducta debe realizarse "sin la 

autorización correspondiente". En este sentido, si como se precisará a 

continuación uno de los efectos de la concesión d~i presente amparo 

consiste en la obligación de la Secretaría de Sá!ud de expedir la 

' ' 
--- -l. Produzca, transporte. traiique. comercie, suminRStre aun W~tuitamente ~prescriba alguno 
de los narcóticos señalados en el articulo antenor, sin la autorización correspondiente a que s& 
refiere la Lev General de Salud; / 

' ( ... ] (· 
Articulo 195. Se impondrá de cinco a quince años c:¡e prisión y de cien a trescientos 

cincuenta días mulla, al que posea alguno de los narcóticos $iialados en el articulo 193, sin la 
autorización correspondiente a que se refiere la Ley Gen1nÍat de Salud, siempre y cuando esa 
posesión sea con la finalidad de realizar alguna de las cont!uctas previstas en el artículo 194, 
ambos de este código. ,( 

1 ... 1 ~I 
Artículo 195 bls. Cuando por las circunstancias d 1 hecho la posesión de alguno de los 

narcóticos señalados en el articulo 193, sin la autorizaci na ue se rafler& ta Le General de 
Salud, no pueda consjderarse destinada a realizar algu'J;': de las conductas a que se re1iere el 
artículo 194, se aplicará pena de cuatro a siete años seis

1 
.. eses de prisión y de cincuenta a ciento 

cioo~",\' :'" m'"" ~' 
!t -Artículo 196 Ter. Se impondrán de cinco a qui e años de pnsión y de cien a trescientos 

dias;,iiutta, así como decomiso de los instrumentos, ob- tos y productos del delito, al que desvie o 
po: cualquier medio contribuya a desviar .~recursores uimicos, productos_químicos ese~ciales o 
ma~nas, al cultÍllo, axiracc16n, producc,on. preparzon o acond1cionam1ento de narcot,oos en 
cua~ier forma prohibida por la ley_ 

··, La.misma pena de prisión y multa, así como 1 inhabilitación para ocupar cualquier empleo, 
car60:o com§,rón~públicos hasta por cinco años, se Wipondrá al servidor público que, en e¡ercicio 
de sus funciones. permita o autorice cualquiera de la~ conductas comprendidas en este articulo. 

Son precursores químicos, productos quími 'os esenciales y máquinas los definidos en la 
lev de la materia. I' ,,, -

Lev General de Salud: ~· 
Artlculo 475. se impondr;\ prisión de cuatf6 a ocho aiios y de doscientos a cuatrocientos 

días multa, a quien sin autorización comercie- o sumin;stre, aún gratuitamente. narcóticos 
previstos en la tabla. en cantidad infenor a la quf resulte de mul1iplicar por mil el monto de las 
previstas en dccha tabla. .\ 

[ ... ] i' 
Artículo 476. Se Impondrá de tres a seis" años de prisjón y de ochenta a trescientos días 

mulla. al que posea algún narcótico de los seftalados en la tabla, en cantidad inferior a la que 
resulte de multiplicar por mil las cantidades prnvistas en dicha tabla, sin Ja autorización 
correspondiente a que se refiere esta Ley. sjempre y cuando esa posesión sea con la finalidad 
de comerciarlos o suministrarlús, aún gratuitamente. 

Artículo 477. Se aplicará pena de diez riieses a tres aiios de prisión y hasta ochenta días 
multa al que posea alguno de los narcóticos seiialados en la labia en cantidad 1nfenor a la que 
resulte de multiplicar por mil las prnv1stas en dicha tabla, sin la autorización a que se refiere esta 
Ley. cuando por las circunstancias del hecilo tal posesión no pueda considerarse destinada a 
comercFalizarlos o suministrarlos, aún gratuitamente. 

No se procederá penalmente por este delito en contra de quien posea medicamentos que 
contengan alguno de los narcóticos previstos en la tabla, cuya venia al públioo se encuentre 
supeditada a requisitos especiales de adquisición, cuando por su naturaleza y cantidad dichos 
medicamentos sean los necesarios para el tratamiento de la peroona que los posea o de otras 
personas sujetas a la custodia o asistencia de quien los tiene en su poder. 
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autorización sanitaria que corresponda, es evidente que el quejoso no 

podrá cometer los delitos en cuestión. 

170. No pasa desapercibido para esta Primera Sala que el Código Penal Federal 

contiene determinados tipos penales en materia de narcóticos que no 

cuentan con este elemento típico (en específico, los contenidos en el 

artículo 194, fracciones 11, 111 y IV; 196 Ter; 197 y 198); sin embargo, se 

advierte que los mismos no van dirigidos a castigar las conductas que 

pretende realizar el quejoso en términos de lo expuesto en el presente 

recurso de revisión. 178 

'"' Código Penal Federal: 
Artículo 194. Se <mpondrá prisjón de diez a veinti~nco añas y de cien hasla quinientas 

días multa al que: 
[ .. j 
U. Introduzca o exlraiga del pais alguno de las narcóticos comprendidos en el articulo 

anterior, aunque fuere en forma momentánea o en tránsito. 
Si la in!roducción o ex!racc•ón a que se reliere esta fracción no llegare a consumarse, pero 

de los actos realizados se desprenda claramente que esa era la finalidad del agente, la pena 
aplicable será de hasta las dos tercerM partes de la prevista en el presente articulo. 

llt. Aporte recursos económicas o de cualqucer especie, o colabore de cualquier manera al 
financiamiento, supervisión o fomento para posjbilitar la ejecu~ón de alguno de los del~os ;¡.que se 
refiere este capitulo: y . '>' 

lV. Realice actos de publicidad o propaganda, para que se consuma cualesquiti¡\i de las 
sustancias comprendidas en el artículo anterior. . ~ 

Las mismas penas previstas en este articulo y, además, privación del cargo ' com'\ión e 
inhabilitación para ocupar otro hasta por cinco años, se impondrán al servidor púb c;ó que, en 
ejercicio de sus funciones o aprovechando su cargo, permita, autorice o tolere cuales' · UEi'las 
conductas señaladas en este artículo. · · 

Articulo 196 Ter. Se impondrán de cinco a quince años de prisión y de cien á 
días multa, así como decomiso de los ins1rumentos, objetos y productos del delito, al q~ svie o 
por cualquier medio contribuya a desviar precursores químicos, productos químicos esenciales o 
máquinas. al cultivo. eKtracción, producción, preparación o acondicionamiento de narcóticos en 
cualquier forma prohibida por la ley. 

[ .. 1 
Articulo 197. Al que, sjn mediar prescripción de médico legalmente autorizado, administre 

a otra persona, sea por inyección, inhalación, ingestión o por cualquier otro medio, algún narco1ico 
a que se refiere el artículo 193, se le impondrá de tres a nueve años de prisión y de sesenta a 
ciento ochenta días multa, cualquiera que fuera la carrtidad admin;strada. Las penas se 
aumentarán tli!Sta una mi1ad más si la vic11ma fuere menor de edad o incapaz comprender la 
relevancia de la conducta o para resjstir al agente. 

Al que indebidamente suministre gratis o prescriba a un tercero, mayor de edad, algún 
narcótico mencionado en el artiwlo 193, para su uso personal e inmediato, se le impondrá de dos 
a seES años de prisjón y de cuarenta a ciento veinte dias multa. S1 quien lo adquiere es menor de 
edad o ¡ncapaz, las penas se aumentarán hasta una mi1ad. 

Las mismas penas del párrafo antenor se impondrán al que induzca o auxilie a otro para 
que consuma cualesqu<era de los nan;ótioos serialados en el artículo 193. 

Artículo 198. Al que dedrcándose como ac11vidad pnncipal a las labores propias del 
campo, siembre, cultivo o ooseche plantas de marihuana, ama¡mla, hongos alucinógenos, peyote o 
cualquier otro vegetal que produzca efectos similares, por cuerrta propia, o con financiamiento de 
terceros, cuando en él concurran escasa instrucción y extrema necesidad económica, se le 
impondrá prisión de uno a se;s añas. 
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171. Finalmente, la situación expuesta en párrafos anteriores se actua!lza de 

igual manera respecto de las sanciones administrativas previstas en los 

artículos 421 y 421 Bis de la Ley General de Salud, mismi;is que establecen 

la imposición de multas derivado de una violación a los artículos 237, 238, 

247, 248, 375, 376, 235 y 289 del mismo ordenamiento, referidos a la 

autorización de la Secretaría de Salud para la1' realización de actos 

relacionados con estupefacientes y substancia~1 psicotrópicas, 179 pues 

dictias disposiciones realizan un reenvío a loo/ artículos que tlan sido 

declarados inconstitucionales. Sin embargo, ¡:no podría realizarse la 

imposición de una sanción administrativa J quejoso a la luz de lo 
{ 

establecido en !a presente sentencia. ' ¡_: 
') 
' 172. En otro orden de ideas, esta Primera Sala~fambién considera importante ,, 

destacar que Ja conclusión expuesta eV párrafos anteriores no ·se 

contraviene con lo dispuesto en instrumentls internacionales de la materia, 

en e.,,s.~~cífico: (i) Ja Convención Única fbre Estupefacientes de 1961, 

enmen~da por el Protocolo de 1972; (r el Convenio sobre Sustancias 

Sicotró~,i;~.~. d~ 19~1'. y (iii) la Conv~ry:ión de las N~cion~s ~ni.das en 

contr~:~ráf1co !hc1to de Es!upefaciertes y Sustancias S1cotrop1cas de 

1~~:;1, t . 
·' ~ 

r 
' ; 

Igual pena se impondrá al que en un pfed10 de su propiedad. tenencia o posesión, 
oonsjenta la siembra, el cultivo o la cosecha de 4ichas plantas en circunstancias similares a la 
h;póles~ anterior. · 

( .. ' 1 ' 
La siembra, cultivo o cosecha de plantas. de marihuana no será punible cuando estas 

actividades se lleven a nabo con fines médicos y:cientificos en los términos y condiciones de la 
autorización que para tal electo emita el Ejecotivo Federal. 
''"Ley General de Salud: 

Articulo 421. Se sancionará oon una mulla equivalente de sels mll hasla doce mil 
ve<:es el salarlo mln!mo general diario vigente en la zona económica de que se trate, la v<Dlación 
de las disposiciones contenidas en los artículos 67, 101, 125, 127, 149, 193. 210. 212, 213, 218. 

··=·=·=-··--·-·-····-·--·---·-309, 315, 317, 330, 331. 332, 334, 335, 336, 338, último párrafo, 342, 340. prjmer párrafo, 350 bis 
1, 365, 367, 375, 376, 400, 411 y 413 de esta Ley. 

Articulo 421 bis. Se sancionará oon multa equivalente de doce mil has1a diecis~is mil 
veces el salarlo mínimo general diario vjgente en la zona eoonóm1ca de que se 1rate. la violación 
de las disposiciones contenidas en los articulas 100, 122, 126, 146, 166 B•s 19, 166 Bis 20. 205. 
235, 254, 264, 281, 285, 293, 299, 325. 327 y 333 de esta Ley. 
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173. Lo anterior, como se señaló en apartados anteriores, pues sl bien dichos 

tratados internacionales establecen obligaciones para los Estados miembros 

de criminalizar determinadas conductas relacionadas con narcóticos, las 

primeras dos convenciones mencionadas establecen la posibilidad de 

someter a las. "personas que hagan uso indebido" de estupefacientes y 

substancias psicotrópicas a "medidas de tratamiento, educación, 

postratamiento, rehabilitación y readaptación social" 
' 'º lugar de 

sancionarlas penalmente.100 

174.Adicionalmente, de !a Convención de las Naciones Unidas de 1988 se 

deriva que los Estados miembros podrán no sancionar la posesión, 

adquisición o cultivo de estupefacientes o substancias psicotróplcas para el 

consumo personal, cuando sea contrario a "sus principios constitucionales y 

[a] los conceptos fundamentales de su ordenamiento jurídico"; '81 situación 

que se actualiza en el presente asunto, pues, como se ha sen.alado a lo 

largo de la presente sentencia, el autoconsumo de marihuana se encuentra 

protegido por el derecho fundamental al libre desarrollo de la personalidad, 

prerrogat¡va derivada de la Constitución. 

'"" Co venclón Única sobre Estu facientes de 1961 enm ndada 
'.· ·"i 

r el Protocolo d·i <!. 2: 
Artículo 36. Disposiciones penales . ' 

·~ 
1. a)[ ... ] 
b) No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, cuando las personas que hagi.'n .uso 

<ndebido de estupefacientes hayan cometido esos del;tos, las Partes podrán en vez de decla las 
cul a les o de sancionarlas ena!men!e o además de declararlas cul 1 o' de 
sancionarlas someterlas a medidas de tratamiento edu<:ación s 
rehabilitación y readapta<:ión social, de conform¡dad con lo dispuesto en el párrafo! 
38. \ 

Convento sobre Sustancias Sicotróplcas de 1971: 
Artículo 22. Disp<1siciones penales 
1a)[--l 
b) No obstante, cuando las pe~onas que hagan uso indebido de sustancias sico!fóp1cas 

hayan comet¡do esos delitos. las Partes podrán, en vez de declararlas culpables o de 
sancionarlas penalmente, o además de sanci<>narlas. someterlas a medidas de tratamiento. 
educación. postratamiento, rehabllitación y readaptación social. de conformidad con lo 
dispuesto en el párrafo 1 del articulo 20. 
'"' Conven<:ión de las Naciones Unidas en contra del Tráfico lllc!to de Estupefacientes y 
Sustancias Sicotrópicas de 1988: 

Articulo 3. Delitos y sanciones 
[ .. 1 
2. A reseiva de sus prin<:ipios consti!u<:ionales y a los <:onceptos fundamentales de 

su ordenamiento iur!dlco, cada una de las Partes adoptará las medidas que sean necesarias 
para tipificar como delitos penales conforme a su derecho interno cuando se cometan 
intencionalmente, Ja posesión la adquisición o e! cultivo de estupefacientes o sustancias 
sicotrópicas para el consumo personal en contra de lo dispuesto en la Convención de 1961, en 
la Conveneión de 1961 en su forma enmendada o en el Convenio de 1971. 
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175. En otro orden de ideas, resulta innecesario analizar el resto de los agravios 

del recurrente al haber sido concedida la protección constitucional al 

quejoso en los términos antes precisados, en tanto que a ningún fin práctico 

llevaría la realización del estudio correspondiente. • 
,. 

v) Constitucionalidad de los artículos 234, 368 y 479 de la Ley General 

' de Salud 

176. El anterior estudio ha replicado en sus términos)kl· anállsls reallzado por 

esta Primera Sala en el amparo en revisión -- Sin em.bargo, esta 

Primera Sala observa que en el presente amP,aro en revisión subsiste el 

análisis de constitucionalidad sobre los articutefs 234, 368 y 479 de la Ley 

General de Salud, mismo que no fue mat#ria de! amparo en revlslón 

precedente, por lo que se aborda su an~'sis de forma separada para 

efectos de método. ·] 
•f • 177. En primer término, debe señalarse que el 1~rtículo 234 de la Ley General de 

' Sal~ contiene un listado de compuestot"considerados bajo !a categoría de 

'es~l:!facientes" a efectos legales. En ese sentido, dicho artículo, en la 
>;: ,. ' ' 

po;t'ión ,horm8.tiva impugnada es del ten~. r siguiente: 
t ~ i' 
¡¡\',,,';· ¡ 
~r!ícUl'Ó 23f.- Para los efectos de esta J?€y, se consideran estupefacientes: 

·hA~NAs1s saliva, índica y americana,fo mariguana, su resina, preparados y 
semillas. i 

j 

!. 
178. Por otro lado, los artículos 368 y 47,9 de la Ley General de Salud son del 

' 
tenor siguiente: ' 

Artículo 368.- La autorización sanitaria es el acto admlnlstratlvo mediante el 
cua! la autoridad sanitaria competente permite a una persona pública o 
privada, ta realización de actividades relacionadas con la salud humana, en 
los casos y con los requisitos y modalidades que determine esta Ley y demás 
disposiciones generales aplicables. 
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Las autorizaciones sanitarias tendrán el carácter de llcencias, permisos, 
registros o tarjetas de control sanitario. 

Artículo 479.- Para los efectos de este capítulo se entiende que el narcótico 
está destinado para su estricto e inmediato consumo personal, cuando la 
cantidad del mismo, en cualquiera de sus formas, derivados o preparaciones 
no exceda de las previstas en el listado siguiente: 

Tabla de Orientación de Dosis Máximas de Consumo Personal e Inmediato 
Narcótico Dosis máxima de consumo nersonal e inmediato 
Ooio 2 ' Diacetilmortina o Heroina som . 
Cannabis Sativa, Indica o 5 gr. Mariouana 
Cocaína 500m . 
Liseroida 1LSDl 0.015m 

Polvo, granulado o Tabletas o cápsulas MDA, cristal 
Metilendioxianfetamina 40mg. Una unidad con peso "º mavor a 200 mo. 
MDMA, dl-34-metilendioxi-n- 40mg. Una unidad con p•w "º dimetilfeniletilamina mavor a 200 m'"'. 

Metanfetamina 40 mg. Una unidad con peso "º mavor a 200 ma. .-
.-

179. Como puede apreciarse, el artículo 234 considera a Ja cannabista¡~;mo 
un estupefaciente para los efectos de la propia ley. El artículo Ja e~Olece . ''" 
la naturaleza de acto administrativo de las autorizaciones sanF~_as;.- sus 

requisitos y modalidades. Finalmente, el artículo 479 establece. · la de 
' ,> ~ 

orientación de dosls mffi<imas de consumo personal e inmedlato. -

180. Artículo 234 de la Ley General de Salud. Procede negar el amparo 

respecto al artículo 234 de la Ley General de Salud por dos razones. En 

primer lugar, este artículo sólo contiene una definición legal interna de la 

norma. Es decir, se limita a definir las sustancias que son consideradas 

estupefacientes con ro cual no genera al recurrente perjuicio alguno si ya se 

le concederá el amparo a efectos de que se le expida la autorización 

administrativa conducente, máxime que la norma contiene un listado 

extenso de estupefacientes y no sólo menciona al cannabis satlva, índica y 

americana o marihuana y sus semillas, sino a una abundante cantidad de 

sustancias. 
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181. En segundo lugar, debe recordarse que no se encuentran en estudio ante 

esta Primera Sala los tipos penales correspondientes. Es decir, no forma 

parte de la litis analizar la constitucionalidad de los delitos establecidos por 

el Código Penal Federal respecto de los estupefacientes en cuestión. 

Precisamente por ello, no puede concederse el amparo al quejoso respecto 
' de este artículo porque forma parte, a su vez, del .~Sistema punitivo" 

concerniente a las sanciones penales de los estupefaci,E):htes. De tal suerte, 

diversos artículos del Código Penal Federal penalizar);Conducta relativas a 

narcóticos o estupefacientes, remitiendo par~,: la definición de ,, 
estupefacientes a la Ley General de Salud. Ejemp\~ de ello es el artículo 

193, 194, fracciones 11, 111 y IV; 196 Ter; 197 y 198_thteralia. Remover de la 

definición de estupefaciente al cannabis imP,jfcaría materialmente la 

eliminación respecto a ella de los tipos penales $~nducentes, cuestión que 
iP! 

no es objeto de este amparo. .f 
;;,1 
E 

182. Artículo 368 de la Ley General de Salud[ Por otro lado, también se 

impcµ;i.E¡, negar el amparo respecto al artícuf 368 de la Ley General de 

Satuq,/1'Dicho artículo únicamente define a !~'autorización sanitaria como el 

acto··a~f:l'iinistrativo mediante el cual se pt:ite a una persona pública o ,¡¡ 

pri~~dª:'.~~ realización de actividades relac·_. nadas con la salud humana, en 

los casos y requisitos determinados por lá ley. En este sentido, no genera 

' perjuicio alguno al quejoso recurrente pq_es ni siquiera define requisitos o 

prohibiciones respecto al cannabis. En toÍlo caso, le causa agravio el resto 
' del "sistema de prohibiciones administrativas" respecto al cual ya se le ha 

concedido el amparo. Finalmente, no pasa desapercibido que precisamente 

el artículo 368 impugnado será parte de! fundamento normativo bajo el cual 

la autoridad responsable deberá expedirle la autorización administrativa que 

se precisará en los efectos. 

183. Artículo 479 de la Ley General de Salud. Finalmente, por to que respecta 

al artículo 479, siguiendo el precedente del amparo en revisió~ es 
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importante señalar que si bien el artículo 478 de la Ley General de Salud, 182 

en relación con el artículo 479, señala que el Ministerio Público no ejercerá 

acción penal en contra de quien posea hasta cinco gramos de marihuana, 

esta Suprema Corte ha interpretado que dicha disposición contiene una 

excluyente de responsabilidad, 183 lo que significa únicamente que en esos 

casos no debe aplicarse la pena a quien haya cometido el delito en 

cuestión, pero no consagra de ninguna manera una autorización o un 

derecho al consumo personal en !os términos en los que 10 solicita el 

quejoso. En este sentido, debe destacarse que el artículo 479 de la Ley 

General de Salud no forma parte del "sistema de prohibiciones 

administrativas", sino de! "sistema punitivo" previsto en la Ley General de 

Salud y en el Código Penal Federal en relación con el control de 

estupefacientes y psicotrópicos. Sobre dicho artículo, debe enfatlzarse que 

el quejoso recurrente no ha esgrimido razones específicas para su 

inconstitucionatidad, sino que 10 ha combatido de forma genérica en el 

encuadre de Jo que llama "política prohibicionista". 

184. Esta Primera Sala considera que su alegato es inoperante. Resulta:,ºnotorio 

que, en el marco de la autorlzación sanitaria peticionada por el qJejoso, 

dicho artículo no le genera perjuicio pues no prohíbe Ja emisi~ de 

autorización sanitaria alguno respecto a las conductas pretendidas cqi< el 

quejoso. Es decir, si, como se precisará a continuación uno de los efectos 

de la concesión del presente amparo consiste en Ja obligación de la 

Secretaría de Salud de expedir la autorización a la que hace referencia el 

"'" Artleulo 478. El Ministeno Públrco no ejercerá acción penal por el delito previsto en el 
articulo anterior, en contra de quien sea larmacodependiente o consumidor y posea alguno de los 
narcóticos señalados en la labia. en igual o inferior cantidad a la prevista en la misma, para su 
estricto consumo pe~onal y fuera de los lugares señalados en la tracción 11 del artículo 475 de esta 
Ley. La autoridad ministerial informará al consumidor la ubicac<Ón de las instrtuciones o centros 
para el tra1amiento méó•CO o de orientación para la prevención de la farmacodependenc;a. 

"''Al respecto véase la tesjs de rubro "DELITO CONTRA LA SALUD. EL ARTiCULO 478 
DE LA LEY GENERAL DE SALUD, AL PREVER LA NO APLICACIÓN DE LA EXCLUYENTE DE 
RESPONSABILIDAD RESPECTO DE LOS FARMACODEPENDIENTES POSEEDORES DE 
ALGÚN NARCÓTICO DENTRO DE UN CENTRO DE RECLUSIÓN, INCLUSO CUANDO SU 
CANTIDAD NO EXCEDA EL LIMITE MÁXIMO LEGALMENTE ESTABLECIDO, NO VIOLA LA 
GARANTÍA DE IGUALDAD" [Nóvena Epoca; Regis1ro 152389; Instancia Primera Sala; Tipo de 
Tesis: Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XXXIII, Abril de 
2011~ Materia(s)·. Constituc'•onal: Tesis: 1a. Lll/2011: Página: 307]. 
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artículo 235, es evidente que el quejoso no podrá cometer los delitos en 

cuestión que a su vez remiten a la tabla de orientación de dosis máximas de 

consumo persona! e inmediato prevista en el artículo 479. / 

! 
185. En ese sentido, ante la falta de perjuicio directo al recdrrente, en tanto el 

' 
artículo impugnado no obstaculiza la autorización r,-retendida que será 

' objeto de este amparo, debe considerarse que di2fio planteamiento de 

inconstltucionalidad resulta inoperante. ¡i'1' 
¡ 

vi) Análisis de Jos agravios del recurso de revifn adhesivo 

>'.· 

186. El recurso de revisión adhesivo interpuesto/.por el delegado de las 

autoridades sefialadas corno responsables, ~ decir, Presidente de los 

Estados Unidos Mexicanos y Secretario de;j1salud, tiene dos vertientes 

argumentativas. En primer término, aquélla; destinadas a demostrar la 

improcedencia del recurso de revisión (que/.¡a fueron objeto de estudio y 

pr~-~riiento por parte del Tribunal Co 'giado) y, en segundo término, 

a~~!a;·~~tinadas a demostrar la constit · lona!idad del sistema normativo 

"p.rirtiitilC~ista", que serán objeto de análi 1s en esta sección. 
-¡,'-'· . ·""' ,. 

187. ~~tan~i~t~~9te, en su primer agraviot·' dhesivo, el recurrente adhesivo 

a~ce---qus., la política contenida en 
1
.os artículos impugnados resulta 

c~nstituclonal en tanto tiene por objeto! la protección de la salud. Refiere 
' 

también que no puede tutelarse Jos inteteses individuales o particulares por 
.\ 

encima de los intereses públicos de la qomunidad. 

188. En su segundo agravio adhesivo, sostiene que las restricciones impuestas 

en Ja Ley General de Salud sobre Io.s derechos al libre desarrollo de la 

personalidad y la dignidad humana, disposición a la propia salud personal y 

Ja autodeterminación son constitucionales pues superan el estándar de la 

Suprema Corte establecido en la tesis 1a./J. 2/2012 (9a.) 184
• Ello en tanto 

'"" Emitida por la Primera Sala bajo el rubro "RESTRICCIONES A LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN 
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son admisibles al dirigirse a proteger el derecho a la salud de la sociedad en 

general, necesarias y proporcionales pues su restricción se compensa 

sobradamente por los efectos benéficos. Refiere en el propio segundo 

agravio que los agravios del recurrente son inoperantes pues el recurrente 

no es titular del derecho al libre desarrollo de la personalldad a! ser 

incompatible con su naturaleza jurídica. Refiere, además, que la norma no 

contiene una prohibición para el consumo del cannabis pues el artículo 479 

de la Ley General de Salud permite el consumo personal hasta en una 

cantidad de 5 gramos. Sostiene además que las normas no limitan en forma 

alguna la libertad del quejoso de proyectarse, vivir su vida y escoger su 

apariencia personal. 

189. E su tercer agravio adhesivo, aduce que resulta infundado el agravio 

primero del recurrente principal en la parte que señala que se omitió valorar 

la totalidad del caudal probatorio. Lo anterior porque advierte que la 

sentencia recurrida sí analizó dichos medios probatorios y los enumeró con 
• 

una nota al pie de página en la que enunció los informes en los que':,e·pisó 

para sus argumentaciones. ·\· ~-. 

190. Finalmente, en su cuarto agravio adhesivo, refiere que el agravios~ 

vertido por el recurrente principal es infundado pues la Ley F.edeít: de 

' Procedimiento Administrativo resulta constitucional al establecer un 

procedimiento administrativo que garantiza Jos derechos fundamentales de 

los gobernados de acuerdo a Jos artículos 14, 16 y 17 de la Constitución 

Federal. 

191. Esta Prlmera Sala estima que los agravios manifestados por la autoridad 

responsable son infundados. Respecto del primer agravio adhesivo, el 

anáftsis de la restricción al Ubre desarrollo de la personalidad realizado en 

líneas anteriores ha mostrado que la constltucionalldad de la finalidad de la 

limitación no es el único elemento paso valorar el ajuste de disposición con 

CUENTA PARA CONSIDERARLAS VALlOAS", v1s1ble en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Libro X, Febrero de 2012, Tomo 1, p. 533 . 
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la Constitución Federal, sino su idoneidad y proporcionalidad en sentido 

estrlcto. Dado que la restricción no ha superado la tercera y c.uarta grada de 
' 

este análisis, se reitera su inconstitucionalidad , pese al fin 

constitucionalmente legítimo que defiende. Respecto a lac Imposibilidad de 

tutelarse Jos intereses individuales o particulares P?r encima de los 

intereses públicos de una comunidad, dicho argume-nto es infundado, 

Esto en tanto no es posible realizar en abstracto un pre~endido análisis entre 

intereses sociales o de la comunidad e interés in,dividuaL Cuando una ,, 
restricción a un derectlo individual se encuentra justificada por la entidad de 

-•' 
la incidencia social, ello puede ser constat~i:lo al evaluar su fin 

constitucionalmente imperioso, su idoneidad ~~·su proporcionalidad en 

sentido estricto. En el presente asunto, dicho áhálisis, como ha reiterado 
~'t 

esta Suprema Corte, arrojó que la restricción n.~ resulta constitucional al no 
'• superar las gradas de necesidad y proporcior;i:?lidad en sentido estricto del 

'~ 

análisis correspondiente. f 
.,. .. :~.. .¡r 

192. Ef¡~~lido el agravio adhesivo segu'J;iº en la parte que sostiene que 

lé!§-:·r~.tr-Tuliones a los derechos analizadoWson constitucionales a la luz del 

e~ianQ~tdé~ Suprema Corte establecid4en la tesis 1a./J. 2/2012 (9a.) 1ª5
• 

E~~ e~~~;~omo ha sido establecido Rtr esta Primera Sala en el análisis 
:,OLl.·.c j 

~i1S"tirft¡~6"'de ·la sentencia, dichas rest~1cciones a pesar de tener un fin 
' constitucionalmente admisible (protección de la salud y el orden público) y -' 

resultar idóneas, no superan el último .Paso del análisis de restricciones, a 

saber, !a proporcionalidad en sentido ~strlcto de la medida. Lo anterior en 

tanto dichas restricciones ocasionan una afectación muy intensa al derecho 

al libre desarrollo de la personalidad en comparación con el grado mínimo 

de protección a la salud y al orden público que se alcanza con dicha 

medida. A pesar de que esta Suprema Corte reconoce que el legislador 

puede limitar el ejercicio de act!vldades que supongan afectaciones a los 

'"' Emitida por la Primera Sala bajo el rubro "RESTRICCIONES A LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN 
CUENTA PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS", visible en el Semanario Jud1c1al de la Federación 
y su Gaceta, Libro X. Febrero de 2012, Tomo 1, p. 533. 
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derechos que protege nuestra Constitución, en el caso de la restricción al 

libre desarrollo de la personalidad que comporta la medida impugnada, esta 

Primera Sala no encontró que tales afectaciones fueran de una gravedad tal 

que ameriten una prohiblclón absoluta a su consumo. Adicionalmente, debe 

tenerse presente que exlsten medidas alternativas igualmente idóneas para 

proteger la salud y el orden público que intervienen en un menor grado el 

derecho al libre desarrollo de la personalidad, consistentes en regímenes de 

permisiones sujetos a las condiciones que el legislador considere 

pertinentes. 

193. El agravio segundo adhesivo es infundado en Ja parte que sostiene que 

el recurrente no es titular del derecho al libre desarrollo de la personalldad al 

ser incompatible con su naturaleza jurídica. Debe recordarse que en este 

amparo en revisión 623/2017 la parte recurrente es , una 

persona física. Como tal, evidentemente tiene Ja titularidad del derecho al 

libre desarrollo de la personalidad186
• Dado que el derecho al libre desarrollo 

de la personalidad tutela la autonomía personal en sus dimensiones ext~¡na 

e interna 187
, el recurrente es titular de dicho derecho personalísimo1\'8. 

' 
194. Es infundado el agravio adhesivo segundo en la parte que sosti~e -;~~e 

la norma no contiene una prohibición para el consumo del cannabis, ~el 
artículo 479 de la Ley General de Salud permite el consumo personal\tfasta 

' en una cantidad de 5 gramos. Contrario a Jo sostenido por la recurrente 

adhesiva, es importante seflalar que si bien el artículo 478 de la Ley 

'""Véase la tes•s 1a CCLX/2016 (10a ), de rubro "DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA 
PERSONALIDAD. LA PROHIBICIÓN PARA EL AUTOCONSUMO OE MARIHUANA CONTENIDA 
EN LA LEY GENERAL OE SALUD INCIDE PRIMA FACIE EN EL CONTENIDO DE DICHO 
DERECHO FUNDAMENTAL", visible en la Gaceta del Semanano Jud1c•al de la Federac•ón, Libro 
36, Noviembre de 2016, Tomo 11, p. 897. 
'"'Véase la tesis 1a. CCLXl/2016 (10a.), de rubro "DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA 
PERSONALIDAD. SU D!MENSIÓN EXTERNA E INTERNA", visible en la Gaceta del Semanario 
Judic;a1 de la Federación, Libro 36, Noviembre de 2015, Tomo 11. p. 898. 
""' Véase la tesis plenana P_ LXVl/2009. de rubro "DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA 
PERSONALIDAD_ ASPECTOS QUE COMPRENDE", vEs¡ble en el Semanario Judic;al de la 
Federac•ón y su Gacela, Tomo XXX, D•ciembre de 2009, p. 7. 
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General de Satud, 189 en relación con el artículo 479, señala que el M~isterio 

Público no ejercerá acción penal en contra de quien posea hafa cinco 

gramos de marihuana, esta Suprema Corte ha interpretado .!!fue dicha 
' disposición contiene una excluyente de responsabilidad,)fKl Jo que 

únicamente significa que en esos casos no debe aplicarse ia/Pena a quien 

' haya cometido el delito en cuestión, pero no consagra deJnguna manera 

una autorlzación o un derecho al consumo personal en 1 , términos en los 

que lo solicita el quejoso, puesto que además de que ú amente se Ilmitan 

a despenalizar el consumo en una cantidad muy pequ a, dichos preceptos 

no permiten de ningún modo la realización de as otras actividades 

correlativas al autoconsumo, como siembra, cultiv cosecha, preparación, 

transporte, etc. Finalmente, debe recordarse, que cho artículo {el 479 de la 

Ley General de Salud) no ha sido declarado constitucional por formar 

parte de diverso slstema normativo en términos e esta ejecutoria. 

195. Es infundado e! agravio segundo adhesivo n la parte que refiere que las 

norma_s impugnadas no Ilmitan en forma al na Ja libertad del quejoso de 

proyectarse, vivir su vida y escoger su apari cía personal, en suma, que no 

inCiden eri su libre desarrollo de la person dad. Lo anterior pues, como se 

e:opus'?.•_ant~i"iormente, la elección de algu actlvldad recreativa o lúdica es 

urt,· d~cisión · que pertenece indudable ente a la esfera de autonomía 
- ·' ··- ' pe'tSO'r'iarq·ue debe estar protegida por 1 Constitución. Esa elección puede 

incluir, como ocurre en el presente o, la ingesta o el consumo de 

' sustancias que produzcan experlencias ~ue en algún sentido "afecten" los 
' ' i 199 Artlculo 478. El Min<sterio Público no e1ercerá acción penal por el del~o previsto en el articulo 

anterior, en contra de quien sea farmaoodependlerrte o consumidor y posea alguno de los 
narcóticos señalados en la tabla, en igual o inferior can1idad a la prevista en la misma. para su 
estricto consumo personal y tuera de los lugares señalados en la fracción 11 del artículo 475 de esta 
Ley. La autoridad ministerial informará al oonsumidor la ub1c;ación de las instituc¡ones o rnrrtros 
Foo'ª el tratamiento médico o de onentación para la prevención de la farmaoodep~ndencia. 
00 Al respecto véase la tesis de rubro "DELITO CONTRA LA SALUD. EL ARTICULO 478 DE LA 

LEY GEN.ERAL DE SALUD, AL PREVER LA N.O APLlCAClÓN. DE LA EXCLUYENTE DE 
RESPONSABILIDAD RESPECTO DE LOS FARMACODEPENDJENTES POSEEDORES DE 
ALGÚN NARCÓTICO DENTRO DE UN CENTRO DE RECLUSIÓN, JN.CLUSO CUANDO SU 
CANTIDAD NO EXCEDA EL LIM!TE MÁXIMO LEGALMENTE ESTABLECIDO, NO VIOLA LA 
GARANTÍA DE IGUALDAD" [Nóvena Epoca; Registro 162389; Instancia Primera Sala; Tipo de 
Tesis: Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XXXIII, Abril de 
2011: Materia(s): Const~ucional: Tesis: 1a. Lll/2011; Página: 3071-
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pensamientos, las emociones y/o las sensaciones de la persona. En esta 

línea, se ha señalado que la decisión de fumar marihuana puede tener 

distintas finalidades, entre las que se incluyen "el alivio de !a tensión, la 

intensificación de las percepciones o el deseo de nuevas experiencias 

personales y espirituales". Así, al tratarse de "experiencias mentales", éstas 

se encuentran entre las más personales e íntimas que alguien pueda 

experimentar, de tal manera que la decisión de un individuo mayor de edad 

de "afectar" su personalidad de esta manera con fines recreativos o lúdicos 

se encuentra tutelada prima facie por el derecho al libre desarrollo de ésta. 

Por tanto, contrario a lo argumentado por e! recurrente adhesivo, las normas 

impugnadas si inciden en el libre desarrollo de la personalidad al !imitar la 

forma que tiene el quejoso recurrente de vivir su vida decidiendo si "afecta" 

o no su personalidad con fines recreativos o lúdicos. 

196. Asimismo, se considera que resulta inoperante el agravio adhesivo 

tercero. Lo anterior toda vez que el recurrente adhesivo se limita a señalar 
' que el Juez de Distrito identificó los elementos probatorios y Jos enum ró en 

una nota al ple de página. Sin embargo, ta! argumentación no fortale' e las 

consideraciones del acto reclamado ni desvirtúa el planteamient del 

recurrente prlnclpal en torno a la vulneración del derecho al libre desa ~lo 

de la persona!ldad. 191 Por lo tanto, no resulta eficaz para var· 

conclusiones a las que este órgano jurisdiccional arriba. 

197. Finalmente, resulta también inoperante el agravio cuarto adhesivo pues, 

como se aprecia de Ja foja 500 y 501 vue!ta del juicio de amparo, se 

sobreseyó respecto de los preceptos de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo; sobreseimiento que fue decretado firme por el Tribunal 

Colegiado que previno del asunto. En ese sentido, dado que el recurso de 

'''Sirve de apoyo la jurisprudencia 1a./J. 78/2014 {10a.), de rubro "AMPARO ADHESIVO. SON 
INOPERANTES LOS ARGUMENTOS EN LOS CUALES EL ADHERENTE SE LIMITA A 
COMBAT!R LOS CONCEPTOS DE V!OLACJÓN DEL QUEJOSO PRINCIPAL, SIN ESGRIMIR 
RAZONES QUE MEJOREN LAS CONSIDERACIONES DEL ACTO RECLAMADO", visible en la 
Gacela del Semanario Judicial de la Federación, Libro 13. Tomo I, d1ciembrn de 2004. p. 51. 
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revisión no contiene agravios sobre la constitucionalidad de ~les preceptos, 

es innecesario analizar los argumentos encaminados a su d1fensa. 

! 
198. En esas circunstancias, debe concluirse que los motivos ,i:le inconformidad 

' manifestados por tas autoridades recurrentes no cgTisiguen variar lo 
/" 

decidido por esta Primera Sala en el presente recurso. ,, 

VI. DECISIÓN .. 
,1'' • ¡ 

I 
199. A la luz de lo expuesto, esta Suprema Corte~Oe Justicia de la Nación 

i/ 
considera que son inconstitucionales los artícul '· 235, úl~imo párrafo, 237, 

245, fracción 1192
, 247, último párrafo, y 248,. odas de la Ley General de 

Salud, en las orciones normativas ue stablecen una rohibición 

ue la Secretaría de Salud emita a rizaciones ara realizar las 

actividades relacionadas con el autoc nsumo con fines lúdicos o 

r cultivar cosechar 

ó'"é"· ·'.·~·'- te ''cannabis'' (sativa, índica y 
;¡. . ~1 

ªTeriC~.> ·o mariguana, su resina, preparados y semillas) y del 

Q~cb~iÜ'"THC" (tetrahidrocanna. ol, los siguientes isómeros: 6.6a 

(l,?4•,4;~~1~ 6.7, 6.8, 6.9, A 1 O, 6.9 (11) . sus variantes estereoquímicas), en 

COh lito::.co ocido como ~"""""'~-~d,e,c"lae•••"'º""''•ª~-•d~e 
i constitucionalidad ue no su on ·en nin ún caso autorización ara 

r alizar actos de comercio sumini ro o cual uier otro ue se refieran 

a la enajenación y/o distribución d¡ las sustancias antes aludidas, en 

' el entendido de que el ejercicio i:lel derecho no debe perjudicar a 

terceros. 

200. Por lo tanto, este Alto Trlbunat procede a revocar la sentencla recurrida y 

conceder el amparo para el efecto de que el Director Ejecutivo de 

'"' En el entendido de que. ev1dentemen1e, ei pronunciamiento de incons~tucional¡dad se 
circunscribe a la formulación normabva de los artículos 237 y 245, 1racción 1, que tenían al 
momento del acto de aplicación de Lales numerales y no con pnsterioridad a su reforma el 
diecinueve de junio de dos mil diecisiete. 
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Regulación de Estupefacientes, Psicotrópicos y Sustancias Químicas de !a 

Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, autoridad 

señalada como responsable en el juicio de amparo, otorgue al quejoso la 

autorización sanitaria respecto de las substancias y para los efectos a 

Jos que se ha hecho referencia en el párrafo anterior. en el entendido 

de que corresponderá a la Comisión Federal para la Protección de Riesgos 

Sanitarios determinar en dicha autorización la modalidad y cantidad máxima 

de adquisición de semillas de la planta referida, por ejemplo a través del 

otorgamiento de permisos especiales y/o tenedores legales con los 

controles administrativos conducentes. 

20i. Sobre la solicitud de importación de la semilla, esta Primera. Sala advierte 

que el artículo 2901~ de Ja Ley General de Salud establece un catálogo 

taxativo de sujetos que pueden recibir autorización especial para importar 

sustancias psicotrópicas, productos o preparados de las mismas entre los 

que no se encuentran las personas físicas, a saber, 1) droguerías y 2) 

establecimientos destinados a producción de medicamentos aut izadp~' por 

la propia Secretaría. Este artículo no fue impugnado en el juicio e~taro 
y, por tanto, su constitucionalidad no forma parte de la litis. ·en' · ~así, 

resulta notorio que el quejoso no ha impugnado la totalidad de artic¡~-_s.que 

potencialmente le permitirían la importación de las semillas en los t rfninos 

solicitados, por lo que no resulta conducente concederle la p ·cción 

constitucional para tal efecto. 

202. En consecuencia, esta Primera Sala 

"'Al momento del dictado del oficio impugnado. dicho articulo tenía el 1enor siguiente: 
ARTICULO 290.- La Secretaria de Salud otorgará autorización para importar es!upelacientes, 
subs1ancias psicotrópicas. productos o preparados que los ron!engan e;.;clusivamsnte a: 
l.· Las droguerías, para venderlos a farmacias o para las preparaciones olicinales que el propio 
establecimiento elabore, y 
11.- Los estableciml&ntos destinados a producción de medicamentos autorizados por la propia 
Secretaría. 
Su proceso quedará su¡elo a lo establecido en los Capítulos V y VI de este Título, quedando 
facultada la propia Secretaria para otorgar autorización en los casos especiales en que los 
interesados ¡ustitiquen ante la misma la importación directa. 
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RESUELVE: 

PRIMERO. En la materia de la revisión, se revoca la sentencia recurrida. 

SEGUNDO. La Justicia de Ja Unión ampara y protege a 

en contra de la expedición_ y promulgación de los artícuios 235, último 

' párrafO, 237, 245, fracción !, 247, último párrafo, y 248,itodos de la Ley 
, 

General de Salud, así como de su aplicación, consl~ente en el oficio 
; 

número expedido por el Director Eje~tivo de Regulación 
' ' de Estupefacientes, Psicotrópicos y Sustancias Ouí!J_ticas de la Comisión 

Federal para la Protección contra Riesgos SanitJ;os, en los términos 

expuestos en la presente sentencia. J 
¡ 

TERCERO. La justicia de la Unión no ampara n}fprotege a 

- en contra de la expedición y prornulgación¡ie los artículos 234, 368 y 

47:~~e la ~ey General de Salud. ¡ 
' CUARTO .. ~ El recurso de revisión adhesivo iferpuesto por las autoridades 

responsables es infundado. ,;,, . . 4 ' - ¡,· . ' ' ~ NÓt¡nqu':..se~Con !estlmonio de esta ej - utoria; devuélvanse !os autos 

re10:t1voS- al lugar de origen; y, en su oporfunidad, archívese el toca como 
?. 

asunto concluido. i¡ 
t 

LHOyV/MARUJGL 
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PRIMERA SALA 

AMPARO EN REVISIÓN 623/2017 
QUEJOSO: 

j'ODERJUDIOAL DE LA FEDERACIÓN 

Ciudad de México, a treinta y uno de mayo de dos mil diecioch -Se hace 
constar, con fundamento en el artículo 16 de la Ley Orgánica del Poder udicial de 
la Federación, que e! presente asunto se encuentra listado para erse en la 
audiencia del día trece de junio de dos mil dleclocho y siguientes. 

LA SECRETARIA DE STUDIO Y CUENTA 

LIC. LUZ HELE 

Ciudad de México, trece de junio de dos mil dieciocho Se hace constar, con 
fundamento en el artículo 17 de la Ley Orgánica de! Poder Judicial de la 
Federación, que en sesión de esta fecha, se resolvió: 

PRIMERO. En la materia de la revisión, se revo la sentencia recurrida.--
SEGUNDO. La Justicia de la Unión ampara y proteg a , en 
contra de la expedición y promulgación de los artícul s 235, último párrafo, 237, 
245, fracción I, 247, último párrafo, y 248, todos de Ley General de Salud, así 
como de su aplicación, consistente en el ofici número 
expedido por el Director Ejecutivo de Reg !ación de Estupefacientes, 
Psicot¡:P ices y Sustancias Químicas de Ja Coml n Federal para Ja Protección 
contf ;;ges Sanitarios, en los términos expue tos en la presente sentencia.--
TERG: . La justicia de la Unión no ampara ni rote ge a en 
contfa; ·1a expedición y promulgación de los ículos 234, 368 y 479 de la Ley 
General de Salud.-- CUARTO. B recurso de re sión adhesivo interpuesto por las 

- ,,,,, '· ~1-~ 

au.tor:i~, .. ·. · esponsables es infundado. 

;··-~,- ~-:)';14 VOTACI N 
" ''e•" . 

SI 

1 

1 

1 

1 

MINISTROS 

ARTURO ZALDIVAR LELO DE 
LARREA i 

JOSE RAM N COSSIO DIAZ 
Ponente 

JORGE MARIO PARDO 
REBOLLEDO 

ALFREDO GUTIERREZ ORTIZ 
MENA 

NORMA LUCIA PINA 
HERNÁNDEZ 

Presidenta de la Primera Sala 

NO 

1 

SE RESERVAN EL 
DERECHO DE 

FORMULAR VOTOS 
Concurrente 

Concurrente 

Particular 

Concurrente 

Concurrente 

Así por mayoría de cuatro votos, se aprobó la proposición anterior. 

LA SECRETARIA DE EST DIO Y CUENTA 

L!C. LUZ HELENA OZCO Y VILLA 

------------- --------------
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POOERJUDIOAL DE LA FEOER.AC'IÓN 

Su•ruMA '°"'' "' J<JST!{!A º' ..... ~úr< 
QUEJOSO: 

PONENTE: MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ 
SECRETARIA: LUZ HELENA OROZCO Y VILLA 

_¡ 

SUMARIO .f 
¡' 

¡'' 
.i 

" 

El presente caso deriva del juicio de amparo indirecto promovidd'por 
- contra un oficio de la Comisión Federal para la Protesfión co~iesgos 
!iañ't'tarios que desechó su solicitud para la obtención de u~'}flutorlzaci anitaria 
que le permitiera el consumo personal con fines recreativ'.l~ de marihu na. En la 
demanda de amparo, el solicitante impugnó tanto el ofici efe~o como diversos 
preceptos de la Ley General de Salud. El Juez de Distrit · etern'liJ:i$' sobreseer en 
una parte el juicio de amparo y negar la protección constl ·onal en relación al oficio 
y los preceptos reclamados. El quejoso interpuso recu 9fde _revisión. El Tribuna! 
Colegiado que conoció del asunto determinó reservar ri~ión a esta Suprema 
Corte d&.Justicia de Ja Nación para conocer sobre tema de constitucionalldad 
subsist~n+ii'. De· ahí que Ja matarla del presente as consista en verificar si los 
agra\((o¡¡ efe la revisión son aptos para revocar las ia recurrida. 

:t· ,: . 
i'·' !' 
~- ;_ .. CUESTIO 
,, ,¡i¡¡: ' 
.. -.··;-~té;." 

¿Lq_~,": a'"ft:iiM 234, 235, último párrafo, 2 245, fracción 1, 247, último 

derecho al libre desarrollo de la pe alidal. 

Ciudad de México. La Pr1m~ala de iafuprema Corte de Justicia de la 

Nación, en la sesión corr~diente aj día trece de junio de dos mtl 

dieciocho, emite la sig~e: 
, , 

SENTENCIA 

Medlante la que se resuelven tos autos relativos al amparo en revisión 

623/20i7 interpuesto por , por conducto de su autorizado 

legal, en contra de Ja sentencia dictada por el Juez Decimosexto de Distrito 

en Materia Administrativa en la Ciudad de México, en el juicio de amparo 

.:: ;¡,_u ...... ·-·· 
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J_ ANTECEDENTES 

1. Hechos. solicitó por escrito presentado el trece de 

noviembre de dos mil quince ante la Comisión Federal para la Protección 

Contra Riesgos Sanitarios (en adelante, "Cofepris") una autorización sanitaria 

para consumo personal con fines lúdicos o recreativos del "Cannabis Saliva" 

y el psicotrópico THC, así como para ejercer los derechos correlativos ar 

autoconsumo como la siembra, cultivo, cosecha, preparación, 

acondicionamiento, posesión, transporte e importación y adquisición de 

semillas. 

2. El doce de febrero de dos mil dieciséis, la Cofepris emitió el oficio número 

mediante el cual requirió a! promovente, con fundamento 

en el artículo 17-A de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo y 368 

de la Ley General de Salud, que acreditara en un plazo de clnco días hábiles 

la existencia de un interés jurídico o legítimo re!atlvo a su \~n~itud de 

autorización sanitaria. Asi, dicho oficio lo previno a efecto de qu:e invocara 

una norma constitucional en la que se estableciera o tutelara alg\n interés 
<e 

difuso en beneficio de una colectividad determinada, demostrara q~ di~ho 
'-¡ - -

acto trasgrede ese interés difuso de manera individual o colectiva, a~ como 

que probara pertenecer a tal colectividad. 

3. Mediante escrito de nueve de marzo de dos mll dieciséis, el promovente 

desahogó la prevención señalando que la Cofepris carecía de facultades para 

solicitar que se acreditara e! interés jurídico y legítimo. Asimismo, refirió que, 

con fundamento en el artículo 17-A de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, la Cofepris carecía de facultad para sollcltar Información 

adicional una vez transcurrida !a tercera parte del término que tiene para dar 

respuesta a un trámite. De Igual forma, adujo la titularidad del derecho de 

petición del artículo 8º constitucional al tenor del cual podía solicitar cualquier 

cosa a un funcionario público, incluyendo una autorización sanitaria para el 

2 
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consumo personal de marihuana y el ejercicio de los derecho¡_orrelat1vos a 

tal consumo. ./ 

4. Mediante oficio Ja Cofepris refirió que, s¡ten es cierto que 

la Ley Federal de Procedimiento Administrativo esta~ce que no podrá 

exigirse más formalidades que las previstas en la ley, t bién Jo es que dicha 

ley remite directamente a la Ley General de Salud establece ~sos y 

modalidades en que se puede emitir una autorizac· h sanitaria. De ~I suerte, 

refirió que acreditar un interés jurldico o Iegíti para p~er sobre una 

resolución por parte de la autoridad no es una f ' maliciad sino un requisito de 

fondo referente a la existencia de un der . ha su~o prevlsto por el 

conjunto normativo que el particular pueda · rcer o reclamar de la autoridad 

estatal. ~ 

5. De igual forma, la Cofeprls sostuvo que 

6. 

~.~s~ogo tampoco se desprendían Jos ntos necesarios para acreditar 

uri i~és legítimo, es decir, Ja exi ia de una norma constitucional que 

~el~un interés difuso en bene ci tle una colectividad o que dicho acto 

tca,gteá>eca tal inteté' difu'~ • :pwbat la pertenencia a tal oolecti,idad. 

En virtud de lo anterior, la C fepE~s determinó que no se desprendía del 

desahogo del requeri~fR la exisfencia de un interés jurídico o legítimo toda 

vez que ni siquiera se ~ba ante la existencia de una autorización en la 

modalidad debi~si las cosas, en aplicación al art!culo 17-A de la Ley 

Federal de Proced1fuiento Administrativo, determinó desechar el trámite de 

mérito por no haber desahogado de manera satisfactoria Ja citada prevención. 

7. Demanda de amparo. En contra de la resolución de la Cofepris -

- promovió, por propio derecho, juicio de amparo indirecto mediante 

escrito depositado el veintitrés de agosto de dos mil dieclséis en Ja Oficina de 

3 
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Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia 

Administrativa de la Ciudad de México. 

8. En la demanda respectiva fueron señaladas como autoridades responsables 

y actos reclamados los que a continuación se precisan: 

AUTORIDADES RESPONSABLES: 

• Congreso de la Unión (integrado por la Cámara de Dipinados y la 
Cámara de Senadores). 

• Presidente de la República. 
• Secretario de Salud. 
• Comisionado Federal para la Protección Contra Riesgos 

Sanitarios. 
• Comisionado de Autorización Sanitaria de la Comisión Federal 

para la Protección Contra Riesgos Sanitarios. 
• Director Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, Psicotrópicos 

y Sustancias Químicas de la Comisión Federal para la Protección 
Contra Riesgos Sanitarios. 

ACTOS RECLAMADOS: \ 

' • Del Congreso de la Unión reclamó la expedición de la Ley Federal : 
de Procedimiento Administrativo, publicada en el Diario Oficial de 
Ja Federación el cuatro de agosto de ml! novecientos noventa y 
cuatro, en !o referente a Jos artículos 83, 84 y 85, así como sus_---· _-, 
consecuencias y efectos. · 

• Del Congreso de la Unión reclamó la expedición de la Ley General 
de Salud, publicada en el Diario Oficial de la Federación el siete de 
febrero de mil novecientos ochenta y cuatro, en lo concerniente a 
los artículos 235, último párrafo, 237, 245, fracción 1, 247, último 
párrafo y 248, así como sus consecuencias y efectos. 

• Del Presidente de la República reclamó ta publicación de la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo, con sus consecuencias y 
efectos. 

• Del Presidente de la República reclamó !a publicación de la Ley 
General de Salud, con todas sus consecuencias y efectos. 

• Del Secretario de Salud reclamó todos Jos acuerdos, órdenes, 
instrucciones, verbales o escritas que, como superior jerárquico 
impartió al Comisionado Federal para la Protección Contra Riesgos 
Sanitarios para negar, bajo la apariencia de un desechamiento, la 
autorización sanitaria formulada para consumir marihuana con 
fines recreativos. 

• Del Comisionado Federal para la Protección Contra Riesgos 
Sanitarios reclamó los actos de cumplimiento, observancia, trámite 
y ejecución por conducto de su subordinado el Director Ejecutivo 
de Regulación de Estupefacientes, Psicotrópicos y Sustancias 
Químicas de las órdenes del Secretario de Salud. También reclamó 

4 
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1os actos que, de propio imperio, dicto, consistentes en las ordenes, 
instrucciones o acuerdos, proveídos o resoluciones giradas al 
Director Ejecutivo de Regulación de Estupefacien s, Psicotrópicos 
y Sustancias Químicas, para que, bajo la ariencia de un 
desechamiento, se negara la solicitud da a rización sanitaria 
para consumo personal con fines lúdicos de marihuana del 
promovente. 

• Del Director Ejecutivo de Regulación e Estupefacientes, 
Psicotróplcos y Sustancias Químicas de la omisión Federal para 
la Protección Contra Riesgos Sanitario reclamó los ª!!' 
cumplimiento de las órdenes dictadas po 1 Secretario de o 
el Comisionado Federal pare la P cción Contra Ri gas 
Sanitarios. Igualmente, reclamó los a . que de pr ia iniciativa 
haya realizado en !a aplicación de os artículos ugnados 
mediante la emisión del oficio númer de ocho 
de julio de dos ml! dieciséis con el e, bajo ~eariencia de un 
dese ch amiento, negó la solicitud . autorlz~ sanitaria para 
consumo persona! con fines lúdicos e marihuana del promovente. 

--~ De todas las autoridades, rec mo~s actos tendentes a 
:~ desconocer y vulnerar los derech ' fu tales inherentes a la 
".~ persona como individuo llbre y tónom en el contexto de una 
~~ ,f sociedad_ democ:átlca, previs~os· n· la Constitución Federal y los 

> tratados 1nternac1onales suscrito r el Estado mexicano. 
- ~~-

9. 6.lft~~~!3ña!ó como derechos h · anos vulnerados en su perjuicio los 

~~~!'os artículos 3, 5, 1 16 y 17, en relación con los artículos 1 

y 133 de la Constitución Federal. Jg lmente, consideró infringido el artículo 

25 de la Convención Amer~so e Derechos Humanos. 

10. Resolución del juic,,,.d~ amparó'. Por razón de turno, tocó conocer de la 

demanda de ampa~ Juzgago Decimosexto de Distrito en Materia 
t 

Administrativa ~I Distrito Fe~eral, donde fue registrada con el número 

11. El juzgador federa! llevó a cabo Ja audiencia constitucional el veintisiete de 

octubre de dos mil dieciséis. Dictó sentencia en el sentí do de sobreseer sobre 

los actos impugnados excepto sobre el oficio y negando el 

amparo sobre Jos artículos 234, 235, 237, 245, 248, 368 y 479 de la Ley 

General de Salud. 

s 

---- -· ---------------
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12. Recurso de revisión. La parte quejosa interpuso recurso de revisión en 

contra de la sentencia arriba indicada, mediante escrito presentado el once de 

noviembre de dos mll dieciséis, en el Juzgado Decimosexto de Distrito en 

Materia Administrativa, con residencia en la Ciudad de México1• En su escrito, 

el recurrente pidió remitir !os autos originales a la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación para que conociera del asunto. 

13. El Presidente del Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito admitió a trámite el recurso de revisión y 

ordenó su registro con el número de expediente Asimismo, sobre 

la solicitud del promovente de remltlr los autos a! Alto Tribuna\, afirmó que se 

determinaría lo conducente una vez que se realizara el estudio del asunto3. 

14. El trece de diciembre de dos mil dieciséis, Carlos Alberto Larios Berna!, ,, 
delegado del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos y el.S,c.r.e_ratT~:9e 
Salud, interpuso recurso de revisión adhesiva, mismo que fue admitido.(Wr 

acuerdo de Presidencia del Tribunal Colegiado de catorce de diclemb;_~j::ie 
.>,¡;; 

dos mil dieciséis. 
' ·~:.~:<.:' 

• '4,'·'··· 

"' 15. Solicitud de reasunción de competenci~. Por escrito presentaCfo 

ante este Alto Tribunal el primero de diciembre de dos mil dleclséis, el 

autorizado del quejoso solicitó a esta Primera Sala que reasumiera su 

competencia originaria para conocer del amparo en revisión -- del 

índice del Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Prlmer Circuito. Ante la falta de legitimación del promovente, la Ministra 

Presidente sometió la sollcltud a consideración de los Ministros integrantes 

------·--

'VéMe el expediente del recurso de revjsjón - del indice del Décimo Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Pfimer ~oja 3. 
'Ibídem, foja 163. 
'Por escrito presentado el ocho de diciembre de dos mil dieciséis, el promovente volvjó a solicitar el 
envio del asunto a la Suprema Corte de Justicia de la Nación aduciendo los iundamentos que 
consideró pertinentes. Por su parte, el Presidente del T nbunal Colegiado mediante acuerdo de nueve 
de diciembre de dos mil dieciséis rerteró que se proveería lo conducente una vez que el Tribunal 
Colegiado realizara el estudio del asunto-

' 
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ae 1a 1-'rimera Sala de la Suprema Corte4 sin que ninguno de ellos hiciera suya 

la referida solicitud por lo que se determinó desechar!a5• 

16. Reserva de jurisdicción. Derivado de lo anterior, por acuerdo de veinticinco 

de mayo de dos mll diecisiete, el Tribunal Colegiado de mérito dictó resolución 

en la que analizó la legitimación de la parte recurrente ~tincipal y adhesiva, 
'•' la oportunidad de la presentación de los recursos y d~rminó ~eza de 

los sobreseimientos decretados por el Juez de Distrlt~ AsimismO"f~nalizó el 

recurso de revisión adhesiva de! Presidente de Ja R ..:· úbl~ Secretario de 

Salud en tanto en él se alegaban causales de lmpro . encla y determinó que 

éstas eran infundadas sin que apreciara distinta c ~-~improcedencia que 

ameritara análisis6 . j 
' .--. 

17. Asl·-r~ to,sas, el Tribuna! Colegiado afirmó en el recurso de revisión 

18. 

' - -... 
prinGjpal Y. a~hesivo subsistía el proble~ ... d .... e · - nstitucionalidad respecto de 

JQ~~~rtícui~'S.~?81, 235, último párrafo, 23"™ ; fracción!, 247, último párrafo, 
,,. -· - ' 

~8. 368 _y;ii-79 de la Ley Genera~e Sa!u En vista de Jo anterior, ordenó 

r~~itlr Jo~ autos a la Suprema Co~ Jut' ia de la Naclón con fundamento 

en el punto noveno del ~o Genera 5/2013 en tanto, a su juicio, se 

actualizaba la jurisdiccló 1naJ de ste Alto Tribunal por no existir 

jurisprudencia sobre el tema por partl del Pleno o las Salas o tres 

precedentes en el m~entido de forl"l{k ininterrumpida. 

! 
El catorce de j~e dos mi! diecisiete; e! Presidente de la Suprema Corte 

de Justicia de !a Nación determinó asumir competencia originaria para 

conocer del recurso de revisión7 y turnó el expediente para su estudio al 

Ministro José Ramón Cossío Díaz. Por su parte, por acuerdo de dos de 

--·-- ------
•Ibídem, P- 292. 
•ibidem,p.311_ 
• El órgano colegiado relató las causales de improcedencia aducidas por las allloridades 
responsables y las analizadas por el Juez de o;strHo (Ibídem, fojas 383 a 389 vuelta). 
7 Véase el expediente en que se actúa, p. 143. 

7 
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agosto de dos mil diecisiete Ja Presidenta de la Primera Sala ordenó el 

avocamiento del asuntoª. 

JI. COMPETENCIA 

19. Esta Prlmera Sala de la Suprema Corte de Justicia de Ja Nación es 

competente para conocer del presente recurso de revísión, en términos de lo 

dispuesto en !os artículos 107, fracción VIII, inciso a), de Ja Constitución 

Política de Jos Estados Unidos Mexicanos; 83 de Ja Ley de Amparo vigente a 

partir del 2 de abril de 2013; 21, fracción ll, inciso a), de Ja Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación; y 86 de! Reglamento Interior de esta 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, en relación con Jo establecido en !os 

Puntos Primero y Tercero del Acuerdo Genera! 5/2013, emitido por el Pleno 

de este Alto Trlbunal el 13 de mayo de 2013. Lo anterior, toda vez que el 

recurso de revisión se interpuso en contra de la sentencia dictat1f1 eri;la 
-\, ,~ 

audiencia constitucional de un juicio de amparo en el que subsiste el 8.!eQ_áto 

de inconstitucionalidad de tos artículos 234, 235, último párrafo, 237, 2!is, 

fracción l, 247, último párrafo, 248, 368 y 479 de la Ley General de Salud.sin 
~._, __ , 

que exista aún jurisprudencia sobre dicha disposición. 

111. OPORTUNIDAD 

20. Resulta innecesario analizar la oportunidad del recurso de revisión principal 

y del recurso de revisión adhesiva que nos ocupan en virtud de que el Tribunal 

Colegiado que previno en e! conocimiento del asunto ya se hizo cargo de tal 

aspecto, concluyendo que ambos fueron interpuestos de manera oportuna9 • 

21. La interposición del recurso de revisión principal y adhesivo ha sido hecha 

por sujeto legitimado, en tanto es el propio quejoso del amparo indirecto cuya 

ejecutoria se recurre el que ha interpuesto este medio procesal y el delegado 

"lbidem.p.172. 
•Tal y romo se adviene de la resolución del Tribuna\ Colegiado que previno en la revisión, visible en 
la foja 363 del amparo en revisión 367/2016. 

8 
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de dos autoridades responsables, quien ha hecho valer recurso de revlsión 

adhesiva. 

' 
IV. CUESTIONES NECESARIAS PARA RE~¿~VER EL ASUNTO 

l 

22. A fin de dar respuesta a Ja materia del pres~nte recurso de revisión, es 

imprescindible hacer referencia a los cut?iro conceptos ~iolación 
formulados en Ja demanda, a las consideraeibnes de la sentencia recurrida, 

,;!· 

a los agravios planteados en el recurs,8 de revisión ~ argumentos 

• presentados en el recurso de revisión ad~siva. (;! 
~· 

23. Conceptos de violación. La part,quejosa manITestó los siguientes 
. ·~ li 

cor\c·e~!?s de violación en la demand?de a~ 
)t;· • M 

» Z.l;~ fi¡ primer concepto de viola .1.ón:filegó la vulneración de los artículos 
1 j'I 33 de la Constitución Fede_ l ·p · servancia de los artículos 3, 4, 13, 

........,~t.-t~e dicho ·ordenamle- .. -Así, r írió que el artículo 1 constitucional 
L:'S '~~iteia o~ligac_ión_ ~e inte' etar conforme.ª la Constlt~ción toda_ norma 
·:,~;~~e_gtios y el pr1nc1p10 pr ona como .criterio rector 1nterpretat1vo. De 
-~~iNal ftfr'iña, manifestó la exls nci del principio" de supremacía constitucional 

· que implica que los prec s cons\ilucionales deben verse como normas 
jurídicas y no hipérb el lenguaje. Ante ello, refirió que los actos 
reclamados vulneraron echo a Ja dignidad humana, identidad personal, 
pluralismo, derechos de J ersonalidad, propia imagen, !ibre desarrollo de Ja 
perso~alid~d: _au~eterrtj'iilación individual, llbertad person~l ~ corporal, 
seguridad 1ur1d1c dc(proceso y una defensa adecuada y tecn1ca. 

' ' > En et segu~concep~ de violación, refirió que los articulas 83, 84, 85, 86 
y· siguiente la Ley !federal de Procedirriiento Administrativo, vulneran Jos 
artículos 14, y 17 constituclonales y, por ello, violentan el principio de 
supremacía constitucional previsto en los artículos 40 y 133 de la Constitución 
Federa!. Así, adujo qilé dichos artículos de la Ley Federal de 'Procedimiento 
Adi'nin!Strativo-río corifiguran un·¡:irocedimiento que respete' plenamente el 
artículo 14 constitucional, es decir, el derecho a seroido, a hacer valer razones 
y argumentos, controvertir, contradecir y objetar las pruebas en contra y 
sollcitar la práctica de pruebas que se estimen favorables dentro de plazos 
razonables. De lgual forma, señaló que dichos artículos vulneran el artículo 8, 
apartado 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el 
artículo 29, incisos a) y b), de dicha convención. 

9 
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~ En el tercer concepto de violación, argumentó que los artículos 234, 235, 
237, 245, 247, 246, 368 y 479 son violatorios de los derechos referidos en el 
primer concepto de violación. Adujo que el oficio de la Cofepris implícitamente 
aplicó !a política prohibicionista contenida en los artículos impugnados de la 
Uly General de Salud. Lo anterior por considerar que el oficio impugnado, al 
requerir acreditar un interés juridico, implícitamente aduce que el quejoso 
carece de un derecho a consumir cannabis. Además, sostuvo que e! hecho de 
que las autoridades responsables reiteren que no existe una facultad para 
otorgar una autorización sanitaria sobre cannabis hace en realidad referencia 
a la norma que le impide hacerlo. 

~ Aunado a lo anterior, el quejoso refirió que los artículos impugnados de la Uly 
General de Salud conjuntamente establecen una política prohibicionista en 
torno a! cannabis. Dicha prohibición categórica pretende disuadir el consumo 
de tal sustancia con el objetivo de proteger la salud personal y prevenir las 
adicciones. 

~ El quejoso sostuvo que dicha política prohibicionista vulnera el derecho a la 
identidad personal, pluralismo y dignidad humana. Tras transcribir los 
numerales de mérito y cl!ar sentencias nacionales y de tribunales extranjeros, 
concluyó que el Estado no puede llevar a cabo acción alguna para suprimir las 
conductas que realice una persona para individualizarse en sociedad a menos 
que exista un interés superior para ello, cosa que no acontece en ,el caso 
concreto. \ 

~ Refirió que !os numerales impugnados de la Ley General de Salud vulnéran el 
derecho a la identidad, pluralismo y dignidad humana pues el autoconsutgc. de 
marihuana es una proyección que hace una persona de sus prefere~s y 
rasgos que lo identifican y diferencian de! resto de personas. Por ello, la 'Ley -General de Salud desconoce el verdadero ser social de la persona y nietja·su 
derecho a la diferencia. B quejoso refirió que el cannabis se consume por 
curiosidad, búsqueda espiritual, placer, aburrimiento, enajenación social e 
incluso por búsqueda de identidad; motivos todos que se orientan a la 
definición del propio yo. Precisamente ante ello, proscribir su uso implica negar 
y suprimir conductas que confieren al individuo una diferencia específica. 

~ Ahora bien, el quejoso sostuvo que, aun si se adujera que los derechos a Ja 
identidad personal, principio de pluralismo y dignidad humana no son 
absolutos, los límites establecidos por la política prohibicionista son 
inconstitucionales e ilegítimos. 

~ En ese sentido, refirió que a la luz del criterio de la Primera Sala10 , dicha 
restricción no tiene una finalidad legítima, pues no puede permitirse coaccionar 
a una persona a gozar de buena salud contra su voluntad. Afirmó que la 
política prohibicionista no es instrumental o idónea para prevenir posibles 
riesgos a Ja salud o combatir adicciones ya que el número de consumidores 
ha aumentado en los últimos años y hay pruebas objetivas que muestran que 

'º Citó la 1unsprudencia 1a.IJ. 212012 (9a.), de rubro "RESTRICCIONES A LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES. ELEMENTOS OUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA 
PARA CONSIDERARLAS VALIDAS", VISible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gacela, 
L;bro V, Febrero de 2012, Tomo 1, p. 533. 
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aespenauzar drcha sustancia no conllevar1a a un aumento en su consumo. 
Aunado a ello, refirió que la política no es necesaria pues suprime más allá de 
lo estrictamente requerido los derechos involucrados y existen alternativas 
menos restrictivas para proteger la salud de los consi.Jmldores. Por último, 
sostuvo que la política prohibicionlsta no es proporclónal pues genera más 
daños que beneficios. -:f' 

:» En la demanda de amparo se refirió que los artíc4fus de la Ley Genera! de 
Salud vulneran los derechos a la personalid_ª'°, libre desarrollo de la 
persona!idad, propia imagen y dignidad humanaA'íras citar nuf!fi:s fallos 
de la Suprema Corte señaló que e! amparo e11Jiévisión - econoció 
que el libre desarrollo de la personalidad · tege el uso re reativo del 
cannabis. Argumento que, a pesar de no ser e, fallo vin~ante, los juzgados 
que resuelvan sobre dicha temática deben to to en cue~ra resolver al 
tenor de tales argumentos los planteamiento obre !a política prohibicionista. 

) Aunado a ello, afinnó que, inclusive si . .'adujeYe los derechos a la 
personalidad, propia imagen, libre desar lo de la personalidad y dignidad 
humana no son absolutos, estos límites d · ~e valuarse a la luz de !a doctrina 
de !a Suprema Corte. Dlctio estándar 1 ' perado, refirió, a la luz del 
análisis que practicó anteriormente. · 

) ,;;6ost1;1.xo que los artíc1,1Jos impugn_ado Ley General de Salud vulneran el 
;. derech~a Ja salud en su aspecto n , es decir.Ja potestad de disponer 

. .";¡~_Jª-.s. lu_d. persona!.i.nclusive para 'o.gozar de buena salud. Considerar !o 
"' contrari , adujo, imp!lcaría e tualizar a Ja buena salud como una 

obligación. Así las cosas, el [e 1 or adoptó una postura paternalista por no 
permitir a Jos ciudadanos gozar d 'no de los elementos fundamentales de su 
derecho a la salud, pu~;end ·a del consumo de cannabis los ciudadanos 
no cuentan con un der e egir ejercer o no tal derecho. Afirmó que tal 
postura paternalista está a ·en pi"ejuicios y valoraciones morales y no en 

un estudio cientílR,..d:I daño.¡~-

) El quejoso argum~que no puede considerarse que el proteger la salud de 
los gobernados sea un fin Iegpimo al amparo del cual el Estado pueda prohibir 
sustancias510 Ja marlhuaya. Ello implicaría que sería legítimo prohibir el 
tabaco, et 1, el azúcar porque causa diabetes, el consumo de grasa por 
causar coles! rol o la cafeína por causar dependencia. De nueva cuenta, 
inc!usiv;e sl el derecho a Ja s,alud en su vertiente de no gozar de buena salud, 
nq fuerá absoluto, la restricción a·<!licho derecho no estaría justificada por no 
superar el test de proporclonalidad fijado por la Suprema Corte, como reiteró 
en su demanda. 

) Afirmó el quejoso que Ja aplicación implícita de los artículos de la Ley General 
de Salud vulnera los derechos a !a autodeterminación, libertad individual y 
dignidad humana. Tras aducir el contenido del derecho a !a autodeterminación, 
citó sentencias de diversos tribunales constitucionales que han interpretado 
dicho derecho. Sostuvo que, dado que la afectación por el consumo de 
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cannabis sólo afecta directamente al consumldor, la prohibición que sobre ella 
pesa demuestra que el poder legislativo ha impuesto sobre la persona 
concepciones particulares de Ja santidad del cuerpo humano y ha legislado en 
asuntos de conciencia, creencia, elección y autonomía personal. Señaló que 
dicha limitación no supera tampoco el estándar de proporcionalidad 
establecido por la Suprema Corte. 

El quejoso adujo que la aplicación de los artículos Impugnados no supera los 
exámenes de escrutinio formulados por la Suprema Corte para analizar 
restricciones a los derechos fundamentales. Así, después de transcribir 
diversas tesis de este tribunal afirmó que la restricción contenida en la Ley 
General de Salud no persigue un fin legítimo porque !a finalidad de proteger la 
salud contra la voluntad de la persona o combatir las adicciones no encajan 
en esta categoría. En segundo lugar, sostuvo que la medida no es instrumental 
pues, citando numerosas publicaciones y estudios, la prohibición no es un 
medio para mejorar la salud, la descrlminalización de! consumo de marihuana 
no generaría mayor consumo, y el consumo de marihuana no genera un daño 
a ta salud sino un mero riesgo de daño a la salud. Adt.;o que la medida 
prohibicionista no es la alternativa menos gravosa pues existen diversas 
alternativas menos restrictivas como el modelo holandés (en que se restringe 
los lugares donde se puede consumir y comprar cannabis), el modelo 
uruguayo (en donde hay un modelo mixto de producción e inspección estatal), 
el modelo del tabaco y alcohol (régimen de permisión controlada), las }¡o!ít_icas 
educativas y de salud y las prácticas localizadas de reducción del dañ~. ; , 

<, " . 
Así, manifestó que la política prohibicionista es sobreinc!usiva erJ, 18.nto 
restringe situaciones mas allá de las específicamente requeridas para' evitar 
generar un daño a la salud. Mencionó que existen cuatro riesgos col: es 
asociados al consumo de cannabis: aumento de probabilidad d lrir 
desórdenes respiratorios, riesgo de generar dependencia, riesgo de Siñ't as 
psicóticos y riesgo de generar accidentes si se maneja bajo su lnl!ujo. Cit do 
diversos estudios científicos entró al análisis de cada uno de estos cuatro 
riesgos comunes para demostrar que, a su juicio, hay alternativas menos 
restrictivas a la política prohibicionista absoluta. 

Además, recalcó que la medida no es proporcional en tanto la política 
prohibicionista no sólo no aporta un beneficio· para el combate de las 
adicciones y procuración de la salud, sino que genera un riesgo latente a Ja 
salud, seguridad e integridad personal de !os consumidores y sus familias. 
Citando diversos estudios, refirió que existe un incremento del riesgo de ser 
víctima de un delito, riesgo que se ha ldentificado con la política prohibicionista. 
En segundo lugar, afirmó que se ha generado un mercado negro con efectos 
nocivos para los consumidores y la población. 

En la última parte, el quejoso refirió que no pasaba desapercibldo que el 
artículo 478, en relación a la tabla del artículo 479, ambos de la Ley General 
de Salud, excluyen del delito !a posesión de cinco gramos o menos. Sin 
embargo, precisó que tal exención no es suficiente porque un cigarrillo o porro 
contiene aproximadamente .75 gramos de cannabls con lo cual existe la 
permisión de proteger aproximadamente 6 cigarrillos, cantidad que no está 
justificada científica o racionalmente. 
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;;- t::n su cuarto concepto de violación el quejoso aduJO que los actos de la 
Cofepris vulneran el derecho a la igualdad reconocido en tos artículos 1 y 13 
constltucionales. Tras citar doctrina y transcribir varias fojas c,i'e jurisprudencia, 
afirmó que Ja Cofepris quebrantó el derecho a la igualdaf. 'ues respecto a él 
se desechó su solicitud de autorización, mientras qu respecto a otras 
personas físicas 11 se atendió su petición sin mayores req isitos y se !es negó 
dicha petición. 

:>:- En el quinto concepto de violación adujo que se vulr:efo el derecho al debido 
proceso, legalidad, competencia y seguridad jurídi~ en re1~·' con ros 
artículos 1 y 133 constitucionales. Así, refirió que ra.po!epris s contraba 
obligada a respetar el derecho al debido proceso · n indepen ncia de Jo 
dispuesto por la Ley Federal de Procedimiento Adm}, tstra&'o. Estableció que, 
conforme a la jurisprudencia de Ja Suprema e_ ~ formalidades 
esenciales del procedimienío, se le debieron habe tificado las actuaciones 
realizadas por la responsable una vez lniclado el ' ile del desahogo de la 
prevención. Aunado a ello, sostuvo que no se l ó en qué consiste el 
parámetro de 'satisfacción, ni e! porqué de la. incl. fón e los términos "interés 

~uríd~" e "irrteré~ legitimo", la .r'.'lzonabi~ldad empleo de ambos y por qué 
.d~JP de tomar en cuenta la prevalencia re.cho sustancla! sobre las 

::~: .. ''Q~T·~lidades pi-o"pfa·s de uno y otro iÍit~fes·. · 
-·. ' ', ' 
·:>:- ·-.Eh ese sentido, señaló que el ª!!º es de aplicación 

...:. Rf~ferSnte e inmediata respecto de 1 . sponga cualquier nor'ma. En ese 
)\l:~'-. -:~~tidO;·Sftfial~ coino insUficiE!'nte la simp e ención ciue se le. dio a! quejoso 
:f_~,\·'::~~?_nfe·ofi.tj!o de dos de ma~· · .e,dos· m di~iséis, PL!.es ésta no cuenta con 
'~;:.._,*.;¡l()~entbs !'lu.ficientes pa !á; e .eíecJro al débído proceso, máxime 
'' que las autófid<ldes pidier6n a.G. e!=Ji~i: 1 nebuloso concepto de "interés 

jurídico" e "interés legj~ Agregó q_u el..tíecho de que la Ley Federal de 
Procedimiento Adminis no regul. ada acerca de !a forma de llevar a 
cabo dicha prBvención, plica que ueda ser realizada de forma arbltraria 
o caprichosa, sino que del:ie rea!izarse,.en un ejercicio racional respetuoso de 
los derechos co2·1ucionales conten~os en los artículos 14, 16 y 17. Asi, 
argumentó que ró el debido Rroceso en tanto no tuvo oportunidad de 
ofrecer pruebas, obJ ar documentos,;lormular alegatos ni fue oído ni vencldo, 
lo_que sostu~qu.e !O dejó en estado1<:J~ incertldumb!f! jurídie:a. Estimó que la 
reSolución' ' stuvo fundada ni lnotivada· pues la ·coteprJs a) solicitó 
extemporáne ente la acredltación del interés al promovente; b) negó que 
tuviera un derecho para sollcitar el consumo de cannabls; c) trasgredió su 
·derecho constitucional de petició\-i; df~deSéchó I~ sollcliud, cdÍ"l sustento en 
'información so!ii::itada fuera ·de' tiérTIPo·'y 'e) ittnQ'unO dé lbs Ptéc8pto's· le9ales 
que citó le atribuyen competencia expresa para emitir los actos combatidos. 
Desarrolló pormenorizadamente !os cinco puntos mencionados con 
anterioridad. 
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24. Sentencia de Amparo. El Juez Decimosexto de Distrito en Materia 

Administrativa en la Ciudad de México sobreseyó sobre los actos impugnados 

excepto sobre el oficio de! ocho de julio de dos mll dieciséis 

y sobre Jos artículos 234, 235, 237, 245, 248, 368 y 479 de la Ley Genera! de 

Salud, negando el amparo. Para justifrcar lo anterior ofreció !os 

razonamientos siguientes: 

Al precisar los actos señaló que, aunque el quejoso no identificó expresamente 
los artículos 234, 366 y 479 de la Ley General de Salud, vertió argumentos 
para demostrar su inconstitucionalidad, por lo que Jos tuvo como impugnados. 

Ahora bien, e! juzgador federal sobreseyó e! juicio en lo que respecta al 
Secretario de Salud en !o que concierne a las órdenes verbales o escritas a la 
Cofepris. También sobreseyó por no ser ciertos Jos actos reclamados al 
Comisionado Federal consistentes en la ejecución de !as órdenes del 
Secretario de Salud y en la emisión de las órdenes verbales o escritas al 
Director Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, Psicotrópicos y 
Sustancias Químicas. De igual forma, sobreseyó, por no ser ciertos, ros actos 
del Director Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, PsicotrópicoS y 
Sustancias Químicas consistentes en la ejecución de las órdenes verbalés o 
escritas anteriormente mencionadas. ' 

Ahora bien, respecto del oficio --el Juzgador considi'"' 
~e ampere era improc~ existía un juicio de aro 
-que tenía tal oficio precisamente como acto reclamado. , ·>ese 
sentido, el Juez Quinto de Distrito en Materia Administrativa dictó sente a·en 
el sentido de sobreseer y negar el amparo; ejecutoria que fue Impugnada en 
recurso de revisión registrada bajo el número ~el índice del 
Decimosegundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circul!o que aún se encuentra pendiente de resolución. 

Por otro lado, o\iciosamente advirtió la causal de improcedencia prevista en el 
artículo 61, fracción XII, de la Ley de Amparo en cuanto a los artículos 63 a 96 
de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo toda vez que fueron 
reclamados con motivo de su primer acto de aplicación sin que se desprenda 
que fueron aplicados. En ese sentido, el Juez de Distrito sostuvo que las 
normas impugnadas establecen las reglas del procedimiento administrativo del 
recurso de revisión sin que del oficio impugnado se 
desprenda que se aplicaron ni explícita ni implícitamente por lo que sobreseyó 
el juicio de amparo. 

Finalmente, advirtió de oficio que se actualizó Ja causa de Improcedencia 
prevista en el artículo 61, fracción XXIII en relación con el diverso 108, fracción 
111, ambos de la Ley de Amparo. En ese sentido, dado que al Presidente de la 
República únicamente se le reclamó la publicación de las normas referidas sin 
hacer alusión a vicios propios, sostuvo que procedía sobreseer conforme a 
los numerales de mérito. 
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P Una vez apreciadas las causas da lmprocedancfa y .1de sobreseimiento 
respectivas, el juzgador federal precisó que, si bien el acto reclamado lo 
constituye un dasechamiento da la solicitud de autorizáción sanitaria por no 
haber acreditado el interés y por no tener la autoridad,f.acultades para ello, lo 
cierto es que dicha negativa implícitamente se susterft8. en los artículos 234, 
235, último párrafo, 237, 245, fracción 1, 247, últimop.clrralo, 248, 368 y 479 de 
la Ley General de Salud. Así, el juzgador señaló que 18,S conceptos de violación 
están dirigidos a combatir el sistema normativo de}restricciones de carácter 
administrativo del cannabis. 'i, 

) Tras explicar las implicaciones y objetivos del sl~:ma prohlblcl~, afirmó 
en la sentencia que el sistema normativo impurofado implica el ejercicio de Ja 
facultad del legislador federal en lo relativo,,3i'a preve~n del consumo y 
control sanitario de es!Upefacientes y psicotró cos, lo que 1'9::e evidente que 
e! tema que se analiza no conlleva el anaj 1s de un derecho aislado sino 
involucra un aspecto de suma importancia o"@mo la~ pública. 

;:- E!.Jµez refirió que fa protección de !a,ud es un derecho fundamenta! e 
...,~ inalSpensable para el ejercicio de los e~' derectios de acuerdo a la 

Co~stituc1ón y tratados 1nternac1onales h n, sostuvo que Ja salud no 
sólo tiene una proyección 1ndiv1dua! y jerson , sino también una d1mens1ón 
públrca o soc·1a1. Respecto de esta ¡;'I a faceta, afirmó que el derecho a la 

- salud se traduce en un deber del Es e atender los problemas de salud 
, ~!lt,..que afectan a la sociedad y estable , mecanismos necesarios para que 
,:~;,;:u.tWlil?S las personas tengan acceso a a ~alud. Adujo que lo anterior obliga al 
f4'1lS!lf.~$do a emprender accione e sarias para alcanzar tal ftn como el 
i.J. .....alarrollo de políticas pública , c .. les de calidad, etc. Por ello, aseveró que 

la Ley General de Salud identifica ell,éonsumo de marihuana como un problema 
de salud pública y e~ vi~ ha estg.blecido el sistema normativo 
mencionado. J: 

' > En consecuencia, adujo que ne{ debía perderse de vista que el modelo 
adoptado por la ~\j!ución es el del Eslado regulador, en el cual es posible 
imponer limitacio~ derechos en aras de alcanzar fines de política pública 
siempre que .éstas sean razoilab!es. Señaló QJe, como parte de las 
obligacion~tatales en materia de salud, el Estado mexicano ha celebrado 
tratados i~cionales que regulan el régimen de fiscalización de 
estupefacientes y psicotróplcos. Agregó que son ejemplo de !o anterior la 
Convención Única-sobre Estupefacientes.de mil novecientos sesenta y uno, el 
Convenio soJJre Sustancias Psicotrópicas de mi! novecientos setenta y uno y 
!a Convención de las Naciones Unidas en contra del Tráfico Ilícito de 
Estupefacientes y Sustancias Ps"1cotrópicas de mil novec·1entos ochenta y 
ocho. Las dos primeras convenciones incluyen al cannabis en su lista de 
sustancias. Ahora bien, afirmó que tales disposiciones convencionales tienen 
por objeto tipificar !as medidas de control ap!icab!es a nivel internacional con 
el fin de garantizar la disponibilidad de sustancias psicoactivas para fines 
médicos y científicos. 
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Una vez realizado lo anterior, reseiió diversos precedentes de la Suprema 
Corte en Que se ha dado contenido al derecho al libre desarrol!o de la 
~dad. Entre dichos precedentes, señaló que el amparo en revisión 
-· resuelto por la Primera Sala, precisó que las acciones o actividades 
necesarias para consumir marihuana implicaban ejercer el derecho a decidir 
qué actividades recreativas o lúdicas se desean realizar por lo que su 
prohibición incide u obstaculiza el derecho al libre desarrollo de le 
personalidad. 

Sin embargo, refirió también Que la propia Suprema Corte ha señalado que los 
derechos humanos no son absolutos y que pueden ser restringidos o encontrar 
límite en el respeto de los derechos de los demás y el orden públlco. Empero, 
dichas restricciones deben ser bajo las condiciones y casos que establece Ja 
propia Constituclón12. En razón de lo anterior, el juzgador corrió el test de 
restricciones a los derechos fundamentales estimando, al igual que en el 
amparo en revisión - que los preceptos Impugnados perseguían la 
protección de la salu~en público. Adujo que al igual que lo apreció Ja 
Primera Sala en el amparo en revisión - tales finalidacj_J;¡:~\SOn 
constitucionalmente válidas. .~' :. ·~-

En cuanto a la idoneidad de la medida, sostu~uiend,o el~~~i~;~ de 
!a Primera Sala en el amparo en revisión - no eXist~v1d. ia 
científica concluyente en el sentido de que el consumo de la marihualia:~se 
afectaciones graves a la salud, pero sí datos de los que se desprei;id_e;¡4_~tal 
sustancia ocasiona daños de menor grado a la salud y or,·:_pt:.lblito, 
información que coincide con !os datos aportados por ·1 -~ttt<3(l&.d 
responsable, en el sentido de que el cannabis entraiia un riesgo \JY b~¡o1le 
causar la muerte, pero que la intoxicación con dichas sustancias puede 
generar riesgo de ansiedad, deterioro de la atención y memoria, disforia, etc. 
Ante ello, concluyó que las normas reclamadas sí contribuyen en algún modo 
y algún grado a lograr el propósito buscado por e! legislador, por lo que se 
concluyó que la medida era idónea. 

Respecto a la necesidad de Ja medida, refirió que la política prohibicionista 
persigue la finalidad constitucionalmente imperiosa de garantizar 
positivamente la salud. Por eno, desde ese punto de vista, la determinación de 
Ja existencia de una medida alternativa que restrinja en el menor grado posible 
el libre desarrollo de la personalidad no puede ni debe centrarse de manera 
exclusiva en dicha libertad individual, pues debe considerarse que las normas 
pretenden dar eficacia a la dimensión socia! que tiene la protección de la salud 
que impone al Estado el deber de atender los problemas de salud, entre los 
cuales se consideró estaba el consumo de marihuana. 

En ese sentldo, e! juzgador estimó que no existía una medida igualmente 
idónea ni menos restricllva que la política prohibicionista, pues si el consumo 
de marihuana se ha identificado como un problema de salud pública, resulta 
justificada la intervención estatal, máxime que el objetivo más amplio de dicha 

12 Refirió a la metodologla asentada en la jurisprudencia 1a./J. 2/2012 (9a.). de rubro 
''RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ 
CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERARLAS VALIDAS". v1s1ble en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gacela, Tomo 1, libro V, Febrero de 2012, p. 533. 
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pol!tica es impulsar la protección de todos los mexicanos. Así refirió que, no 
obstante la Suprema Corte en el amparo en revisión - hubiera 
sostenido que existían medidas menos restrictivas, no.'erapos!l)1e tomar 
dichas medidas como alternativas. Ello porque, si se le qtorgara al quejoso la 
autorización para el desarrollo de las actividades pret~hdidas, se le estaría 
permitiendo el ejercicio de un derecho sin mayores Hn.eamientos para ello y, 
con los posibles riesgos que implicaría a los derechos de terceros, al no existir 
un marco regulatorio, administrativo y legislativo que establezca modalidades 
para su ejercicio. ,' 

}o Aunado a ello, afirmó que, incluso en el caso de,~~a eventual~esión de 
amparo para dicha autorización sanitaria, e!lo no ~.ería una repar;;JtÓ~ efectiva 
pues se dejaria al promovente en completo esJB;do de ~eguridad jurídica, 
pues excluyó de su solicitud !os actos de com~~\o y la ad~ición misma de 
marihuana. De tal suerte, afirmó que, para pgiler tener los beneficios de la 
·ai:i,torización respectiva, sería necesaria 1a:.::h>mifli6n. de diversos delitos 
'P~;·stos en normas punitivas de la Ley Gery{ral d~d y del Código Penal 
.,~ ral que no formaron parte de la impugr;j~ción del quejoso. 

' > il"' '' °""''° a la pcopocoiooali , , medida, afümó qoo, dado 
tema pennlte un consumo de ci. o g os del estupefaciente, dicha 

.. ·. n no 'afecta desmedidamente 1 bertad del quejoso para consumir la 
' ' 

~ . . ' 

Por otro lado, en cuanto a la vulneraci. del derecho a la igualdad en tanto la 
solicitud del promovente fue d~ch · a y otras fueron negadas, el juzgador 
afirmó que se partía de la prerfflS'a\p! teada por el propio promovente de que 
el desechamiento de !a solicitud s ·trataba de una negativa implícita. Lo 
anterior se corroboró p~~~ho d ue la forma en que la autoridad contestó 
las sol!cltudes fue afir ue, ta el momento, no estaba contemplada 
la pos1b1l1dad de otorgar a rizac16Q alguna para llevar a cabo ta!es actos. Por 
ello, afirmó que si se establece quelía autoridad sanitaria sustentó su dicho en 
la misma razón y Jl!t.91tá en preser}c!a de una negativa 1mplíc1ta, es Infundado 
el concepto resp~ ! , 
Fina!mente~ecto a la vulne(ación del oficio a los derechos al debido 
proceso, le d, competencia, "'seguridad jurídica y audiencia, la sentencia 
refirió que, de a copia certi!icada:·'de la solicitud que obra en el expediente se 
advierte que fue notificado de .Iodas las actuaciones a fin de darle una 
respuesta. Por otro lado, en la :sentencia se observó que efectivamente la 
autoridad responsable informó al quejoso las razones por las cuales desechó 
la sonc·1tud de autorización sanitaria. Asimismo, determinó inoperantes las 
consideraciones del quejoso respecto a que la autoridad responsable lo 
previno fuera del plazo~y. porque dichas consideraciones se 
realizaron en el oficio --respecto del cual se sobreseyó por 
ser materia de diverso juicio de amparo. 
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) Aunado a ello, declaró infundado el alegato de la vulneración al derecho de 
petlclón pues tal derecho encuentra satisfacción ante una respuesta de la 
autoridad, independientemente de si ha sido favorable a los intereses del 
solicitante. Por ello, aun cuando la respuesta de la autoridad fue Implícitamente 
negativa, fue respetuosa del derecho de petición del quejoso. 

) En virtud de las anterlores consideraciones el juzgador determinó sobreseer el 
juicio de amparo en los términos expllcados y negar la protección de la justicia 
federal 

25. Recurso de revisión. En su recurso de revisión, el recurrente hace valer los 

siguientes agravios: 

En su primer agravio el recurrente aduce que se vulneraron los artículos 74, 
fracción l!I, de la Ley de Amparo, 222 y 352 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles de aplicación supletoria, conforme al texto del numeral 
2" de Ja ley de Amparo. En ese sentido, afirma que el juez federa! guardó 
silencio respecto al acervo probatorio y omitió valorar !as pruebas como un 
bloque armónico y bajo los paré.metros de sencillez y efectividad. 

En su segundo agravio afirma que se vulneraron los princlpi\s de 
fundamentación y motivación, congruencia y exhaustividad en relac!:Qn al 
concepto de violación tercero relativo al derecho a la propia imagen;·'-libre 
desarrollo de Ja personalidad y a la dignidad humana. De tal suerte, el 
recurrente aduce que en su demanda de amparo sostuvo que la política 
prohibicionista establecida en los artículos de la Ley General de_ Salud 
impugnada vulnera los derechos a la personalidad, propia imagen, intimidaO, 
libre desarrollo de la personalidad y, en general, dignidad humana. 

En esa línea, el recurrente retoma las consideraciones realizadas en su 
demanda de amparo para enunciar nuevamente e! alcance del derecho al libre 
desarrollo de la personalidad a la luz de !as mismas sentencias que había 
citado en su demanda de amparo. Retiere que el amparo en revisión­
resuelto por !a Suprema Corte es un caso idéntico al actual por lo que los 
juzgados y tribunales deben resolver al tenor de los argumentos empleados 
en éste. Afirma que los artículos impugnados de la Ley General de Salud se 
basan en un perfecclonismo estatal que es incompatible con la Constitución 
que establece que el individuo debe ser quien elija de forma libre e informada, 
su proyecto de vida, as! como la manera en que logrará sus metas y objetivos. 

Disiente de la justificación que el Juez de Distrito realiza de las restricciones 
de la norma a los derechos fundamentales de la persona En primer término, 
aduce que el Juez de Distrito trivializó el objetivo de la política prohibicionista 
a! sostener que ésta tiene por finalidad la protección de !a salud y del orden 
público. A juicio del recurrente, la verdadera finalidad de la política 
prohibicionis!a es "proteger la salud de los particulares contra su voluntad y 
sancionar a los usuarios de cannabis", !o que es contrario a los derechos 
humanos. 
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~ En segundo término, afirma que el Juez de Distrito no llevó a,:cabo un análisis 
de la instrumentalidad de !a medida para determinar si ~ta es útil a su 
finalidad, pues se llmita a analizar si el cannabis genera un potencial daño a la 
salud, lo que resulta inconexo e irrelevante al examen de i!Joneidad. 

En tercer término, afirma que el Juez de Distrito no nevó á cabo un anállsls de 
Ja necesidad de la medida, sino que se limitó a repetir·.í¡Ue el objetivo de es 
importante. ., 

En cuarto término, aduce que el Juez de Distrito eñaló qu~rtículos 
impugnados permitían el consumo de cannabis sl pre y cua fuera de 
menos de cinco gramos. Sln embargo, señala qu el artículo 47 de la Ley 
General de Salud no permite el consumo, sino qu_ contefllR.la una excluyente 
de responsabilidad. Agrega que el Juez de Dis ito omiti~var a cabo un 
examen de proporcionalldad en sentido estrictgf e la política prohlblclonista 
porque no tomó en cuenta que genera una afec_OCció¡f!nn_ecesarla o desmedida 
a derechos constitucionalmente protegidos. ~ 'Y 

~ ~En su agravio tercero sostiene que el Trib¡J Colegiado no cumplió con los 
·~rincipios de fundamentación, motivación, · ncia y exhaustividad. Aduce 

ue.'en su demanda de amparo alegó u Ja restricción de la polítlca 
ohibicionista a los derechos a la a tó terminación, libertad individual y 
ft)oral, libre desarrollo de la onalidad, identidad personal y 

W?PS!ción de la salud propia no su ba los exámenes de escrutinio y 
. tO.P'Orclonalidad establecidos por la Su ma Corte. 

- por las que el quejoso dijo que Ja p ítica prohibicionista no superaba los 
exámenes de escru\inio~oporcion ri:lad. Además, seflala que aplicó dicllo 
test con total laxidad encia _ cia el legislador. Por ello, procede a 
analizar los pasos del test restricci Íles a derechos constitucionales. 

' 
~ En primer términó?'ir.eii.ere que la for.~a en que el Juez de Distrito definió el 

objetivo de la p~ prohibicionista es sumamente abstracto y hubiera 
permitido justificar las políticas mas deleznables de la humanidad bajo una 
finalidad !e~13• Por ello; reitera ~\:le !a verdadera finalidad de la medida es 
proteger la~ de todo particular en contra de la voluntad de éstos. Sostiene 
que la anterior no es una finalidad legítima porque implica partir de la base de 
que el individuo.no tiene Ja.capacidad racional de disponer de su propio cuerpo, 
su mente y su p'ersoha. · 

~ En segundo término, aduce que el Juez de Distrito no analiza correctamente 
la adecuación de la medida. Sostiene que Jos argumentos que formuló el juez 
están más bien relacionados con el requisito de finalidad legítima. El recurrente 
reitera los siguientes argumentos de su demanda de amparo: a) la prohibición 

'' El recurrente procedió a justificar políticas negativas (esclavitud en Estados Unidos de Amérjca, 
Apartheid en Sudáfrica o campos de e'JC!erminio en la Se¡;¡unda Guerra Mundial) con un alto nivel de 
abstracción para demostrar que, en su opinión, con dicha lógica podria justifica~e todo. 
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no es un medio para mejorar la salud; b) !a descriminalización del consumo de 
marihuana no aumenta el consumo; c) el consumo no ganera un daño a la 
salud sino un mero riesgo de daño a la salud14 . 

El recurrente estima que el Juez de Distrito incurrió en un error pues en la 
solicitud formulada por el quejoso sí solicitó permiso para importar y adquirir la 
semilla del cannabis. También refiere que el juez adujo que se podrían producir 
daños a terceros en caso de conceder el emparo, pero que esa afirmación no 
está basada en estudios científicos o sustento empírico, por lo que debe de 
estar basada en prejuicios sociales y conjeturas sin sustento empírico. 
Además, sostiene que las pruebas ofrecidas demuestran que el consumo 
personal y razonado de cannabis no afecta derechos de terceros. 

El recurrente reitera que la política prohibicionista no es la alternativa menos 
restrictiva. Al respecto refiere que existen modelos menos restrictivos como el 
holandés, el uruguayo, el del tabaco y alcohol, las políticas educativas y de 
salud y las prácticas localizadas en la reducción de daño. 

Muce que la medida restringe más de lo necesario los derechos de 
autodeterminación, libre desarrollo de la personalidad, identidad personal, 
libertad individual y disposición sobre Ja salud personal. Con base e.n un 
informe elaborado por la Fundación Beckley sostiene que es po,le ajl'r.E:!ciar 
que existen varios riesgos asociados al consumo de cannabis: ,rTd@lscribe 
íntegramente las consideraciones de su demanda de amparo res¡)iect&:dei por 
qué Ja prohibición no es proporcional en torno a dichos riesgos pues réStr\nge 
los derechos relativos más alié. de lo necesario. ' 

E" mlació" al mqololto '' pmpomlo"alldad '" ~olido '~ricio, adolµ' la 
política prohibicionista no aporta un beneficio a la procuración de l~d y 
combate de las adicciones y genera un riesgo latente a la salud y se uridad 
de los consumidores de cannabis y sus familias. Afirma que son ejemplos de 
lo anterior los daños a la salud ocasionados por la prohibición; el riesgo de ser 
lastimado o de perder la vida y la generación de un mercado negro con efectos 
nocivos para la población15 . 

Respecto a la afirmación del Juez de Distrito de que la política prohibicionista 
es proporclonal porque no sanciona a !as personas que consumen menos de 
5 gramos de cannabis, sostiene que en realidad el artículo 478, en relación al 
479 de Ja Ley General de Salud, únicamente contiene una eximente de 
responsabilidad y no una autorización pare su consumo. Memás, argumenta 
que la despenalización del consumo de hasta 5 gramos no resuelve el 
problema para los consumidores, pues deben recurrir e un mercado ilegal o 
bien producir la marihuana. Explica que si sembrara una planta de marihuana, 
ésta generaría más de 5 gramos haciéndolo acreedor a la sanción penal. 

Respecto al argumento del Juez de Distrito de que la prohibición es 
proporcional porque la ausencia de la política prohibiclonista no permttiría 
lograr los propósitos del legislador, el recurrente aduce que dicho argumento 

''Citó lrteratura cientitica para apoyar su dicho. 
''Soporta su dicho con ci!as bibliogr!licas. 
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no esta relacionado con la proporctonalldad de la medida. ll')d!ca que el 
juzgador confundió ras razones propias del requisito de adecl.!ación con las 
razones del requisito de proporcionalidad. En todo caso, sostiene que no se 
ofrecieron pruebas que acrediten la adecuación de la medida: 

En su cuarto agravio señala que, no obstante haber argumentado que era 
titular del derecho a la identidad personal y de pluralismo, el Juez de Distrito 
injustificadamente se limitó a aducir que tales derech'os forman parte del 
derecho al ftbre desarrollo de Ja personandad. Sin emt:i.8.rgo, argumenta que 
tales derechos llenen una fuente dlstinta y deben Ser objet~un trato 
diferenciado, por lo que la sentencia es omisa en pro,efunciarse ~ ellos. 

" ' 
Refiere que el consumo de cannabis y fa alleraciótiÁ~I e~o anímico se lleva 
a cabo por una pluralidad de motivaciones, entre J~Jfas la cu~idad, búsqueda 
espiritual, placer, enajenación social y búsqtj8a de Identidad. Por ello, 
sostiene que proscribir el consumo implica n~!~rc::scribir el uso de una 
sustancia particular, sino también la supresi~~i:ie ~etas que confieren a! 
individuo una d_ilerencia específica. De tal ~erte, el recurrente refiere que 
diG~a.-¡:¡rohibición no _supera un examen d porcionalidad al tenor de las 
colf¡ideraciones que expresó en su tercer ·· 

' ., "J 

» · En· slgravio quinto, afirma que a pe ' de que adujo una vulnerac·1ón del 
. Q_~ · · ·humano a la disposición de d personal, el Juez de Distrito hizo 
; .. ;&'as • so sosteniendo sin más que t racho quedaba comprendido en el 
0.•··"-,tf'ªrllC- ··'!_libre desarrollo de Ja pers alidad. Ante lo anterior, transcribe las 
:~,,.~l'Szone'S esgrimidas en su dem~a amparo para considerar que, inclusive 

si el derecho a la salud pro¡jl;i~ s absoluto, Ja limitación de la política 
prohibicionlsla es una restricción i!e 

) En su agravio sexto, ~ que Jn su demanda de amparo alegó que la 
aplicación de la pol~prohi~lcionista vulneraba su derecho a la 
autodeterminación, libertad indivíejual y dignidad humana. Sostiene que, no 
obstante lo anteri~Juez de Dis'irito hizo caso omiso a las argumentaciones 
y sostuvo sin más tales dere~hos quedaban comprendidos en el derecho 
al libre desarrollo e la perso~a!idad. En vista de lo anterior transcribe 
integramen¡p..~s·partes~de su defnanda de amparo relatlvas a la tltularidad del 
derecho a l~eterminación, el alcance de dicho derecho y la vlolación al 
derecho a !a autodeterminación por la política prohibicionisla. Concluye 
sosteniendo que en su tercer agravio formula un análisis detallado sobre por 
qué no se superara el test ele pro¡:iorCiOr:ialldad y escrutin°io y refiere hacer una 
síntesis de tal agravio. 

~ En su séptimo agravio, aduce que las autoridades responsables vulneraron 
en su detrimento el derecho de legalidad y seguridad jurídica pues sin 
fundamento y motivo justificado resolvieron desfavorablemente su solicitud de 
consumo personal. Sostiene que en el oficio impugnado no se fundó la facultad 
para solicitar extemporá.neamente que se acredite el interés del quejoso dentro 
del procedimiento administrativo. Así, estima que el Juez de Distrito 
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indebidamente determinó inoperantes dichos argumentos que formaron parte 
de sus conceptos de violación porque la extemporaneidad de tal oficio es 
relevante a la litis planteada. Argumenta que Ja Cofepris contestó casi diez 
meses después de que el quejoso hubiera realizado tal solicitud por lo que 
dicha respuesta es extemporánea. 

}> Aunado a lo anterior, aduce que el oficio que niega la autorización pretendió 
resolver desfavorablemente dicha sollcitud con base en Ja información 
adlclona! solicitada en el oficio de prevención. Sostiene que ello vulnera el 
artículo 17-A de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo del cual se 
desprende que la autoridad únicamente puede solicitar el cumplimiento de 
requisitos adicionales dentro del primer tercio del plazo para que se dé 
respuesta el trámite. A su vez, señala que el tercer párrafo de dicho articulo 
establece que, si se violó el plazo para sollcltar requisitos adicionales, no se 
puede rasolver desfavorablemente el trámite por insuficiencia de tal 
información. Refiere, además, que el oficio de negativa se funda en más 
requisitos que los estab!ecldos en la norma!ividad vigente, pues se le exigió 
acreditar el "interés juridico o legítimo". 

} En su agravio octavo, argumenta que se vulneraron los principios de 
fundamentación y motivación, congruencia y exhaustividad, en .r.elaclón a su 
concepto de violación sobre igualdad. Reitera que enfrentó ~Una .. patente 
desigualdad por parte de la Cofepris pues a las personas que 'refirió en su 
demanda de amparo se les negó le autorización mientras que al q0ejoso se le 
desechó. Si bien es cierto que en ambos casos se aplicaron los artículos de la 
política prohibicionista, afirma que el trato entre ambos no es equl\ativo. A 
diferencia del caso de afirma que a él se '!e apli9.ó 
implícita y no explícitamente la pohtica proh1 1cionista, se le previno Para que 
diera información adicional y tuvo una respuesta definitiva con muchos meses 
de diferencia 

26. Recurso de revisión adhesivo. En su escrito, el delegado de! Presidente de 

!os Estados Unidos Mexicanos y de la Secretaría de Salud aduce los motivos 

por los cuales considera que el recurso de revisión principal es improcedente 

(argumentos que ya fueron analizados por el Tribunal Colegiado que previno 

del asunto, como se dará cuenta más adelante), así como razones de fondo 

con miras a fortalecer la resolución del Juzgado de Distrito. Sobre éstas 

últimas, refiere esencialmente lo siguiente: 

} En su primer agravio adhesivo afirma qua los agravios del recurrente 
segundo a sexto son infundados e inoperantes. Sostiene que en el caso 
particular el cannabis se encuentra restringido por ley pues las autoridades en 
materia de salud tomaron la medida de prohibir dicha sustancia para proteger 
el derecho a la salud. Señala que una de estas acciones puede ser el 
desarrollo de políticas públicas y otra el establecimiento de controles legales. 
Además, afirma que la parte quejosa no acreditó con medio alguno que los 
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articulos impugnados no protejan ni promuevan la salud de las personas y que 
el uso de dicha sustancia constituya un medio más seguro para proteger la 
salud de las personas. 

:» Por otro lado, argumenta que el quejoso omitió exhl~ir /nstancias para 
acreditar su dicho, por lo que no acredita su interés jurídico f legítimo en tanto 
no acreditó que el consumo lúdico que pretende no fouse afectación a 
terceros. Es decir, si !a parte quejosa refirió que el etnsumo lúdico que 
pretende sólo generaría un perjuicio a su persona, dJeno no se sigue que 
efectivamente sea cierto que se ubique en el supuastoife prohib~Por ello, 
argumenta que su situación partlcular es la de u~*' simple e~~tativa de 
derecho de la que quisiera gozar el quejoso, sin em rgo, ello no es lícito de 
conformidad con los artículos impugnados de 1 ·Ley &eneral de Salud. 
Sostiene que el quejoso no puede pretender qu~n el ju~ de amparo se 
tutelen sus intereses particulares por encima de _f ~ntereses públicos o de le 

comunidad. _,{ ~ 

);> Argumenta qua no es correcto pretender ba íf!a inconstitucionalidad da una 
norma obllgatoria en situaciones hipotéticas . rticu!aras del quejoso dada Ja 
carac\arística de generalidad. con que tan las layes o normas 
_adr:!Jinistrativas. Además, refiera que los a'· -s.de-la parte recurrente son 

'.· inopi::rantes porque sólo reiteran las man· tac!ones qua vertió en su escrito 
rnr~~~e demanda. 

•' _,.. . 
);> En su agr.avio segundo, el rec_urrenta 

los agravios segundo a sext~ oc 
impuestas por la Ley General dé~ 
de la Suprema Corte. 

hesivo sostiene que son infundados 
o al sostener_ que las restricciones 
o superan el estándar de restricclones 

:» De tal suerte, refiere q•~strlc · n contenida en los numerales de mérito 
de Ja Ley General de S~sca fin legítimo como es la protección de la 
salud y la protección de la salud da _ iños y niñas como sec\or vulnerable de la 
población. Estim~~dlchas rastrfciones son necesarias para obtener tales 
fines en tanto e~ostrado ci~ntfficamente que los efectos del cannabls 
son perjudiciales a la salud física ypsíquicade tas personas, por !o que prohibir 
su consu~~ encuentra just!f~do- válidamente. De conformidad con el 
Consejo ~al Contra las _~dicciones {CONADIC), el estímulo de 
receptores de cannabinoides ¡iLiede dar lugar a: sensación de euforia, 
sedación y- relajación;- a!teración~s. de -la. percepción temporal; actlvidad 
analgéslca y <>n!ilnflamatoria; áctívid8.d; oÍexígeria -Y ai:rtiemética; ataxia y 
debilidad muscular: disminución de la presión intraocular: hipotermia; 
broncod'i!ataclón; hipotensión y taquicarcfia; efectos neuroendocrinos; 
inmunoestimulac!ón a dosis baja e inmunosupresión a dosis altas y efectos 
antiproliferativos. Sostiene que estas respuestas atentan a la integridad 
personal y van en detrimento del nivel de vida de Ja persona. Por ello, sostiene 
que la ley debe prohibir el consumo de dicha sustancia para lograr los fines del 
Estado social de derecho y evitar que se vulnere la dignidad humana. 
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:;.. Refiere que la prohibición es proporcional porque el grado de restricción es 
sobradamente recompensado por los efectos benéficos que tiene desde una 
perspectiva preocupada en garantizar Ja salud de la población en general y en 
especial la de !os menores de edad. De tal suerte, cita estudios del Instituto 
Nacional de Salud Pública y de la Directora de Vinculación y Coordinación 
Oparativas del Consejo Nacional Contra las Adicciones en que, opina, se 
demuestran los efectos adversos producidos por el consumo de 
estupefaciantes. 

}> Aunado a lo anterior, refiere que debe considerarse que el derecho a la 
protección da la salud y al medio ambiente son garantías que la Constitución 
Federal prevé para todo individuo y que no pueden suspenderse ni restringirse. 
Sostiene que el consumo de cannabis es grave y en México el 7% de las 
muertes son atribuibles al consumo de cannabis, según datos del Consejo 
Nacional Contra las Adicciones. Afirma que el uso de productos de cannabis 
es uno de Jos problemas más importantes de salud pública del mundo, 
causando mortalidad y discapacidad prevenibles. Señala que el humo de 
cannabis o THC de segundo mano es una grave amenaza para la salud de los 
no fumadores expuestos, causando enfermedades graves a Jos adultos y, en 
partlcular, a los niños. Por último, indica que la mayoría de los fumadores 
comienzan a fumar a una edad muy temprana sin ser conscientes del grado y 
naturaleza del daño causado por Jos productos de cannabis y que d~"do a !as 
propiedadas adictivas de ese y otros componentes son a menudo i cap¡;i.ces 
de dejar de fumar aun cuando estén sumamente motivados a hacerlo. :~· 

' ' '" ... 
}> El recurrente adhesivo sostiene que en muchos países se ha tratado de usar 

marihuana o THC con fines médicos sin que hasta la fecha se.,~ya 
demostrado la efectividad que tienen los tratamiantos en comparación co.~0s 
fármacos habituales. ·. 

}> Ahora bien, aduce que los derechos que invoca e! quejoso son derechos 
circunscritos única y exclusivamente en relación con el ser humano como 
persona física. Argumenta que dichos derechos no pueden estar por encima 
de los derechos de la colectlvidad y grupos vulnerables. Además, sostiene que 
el quejoso no es titular de Jos derechos fundamentales que afirma se 
trasgreden en su perjuicio porque éstos son personalísimos y de lipa 
subjetivos inherentes a la naturaleza humana16• Dado que el quejoso no es 
titular de !os derechos fundamentales absolutos que considera se trasgreden, 
considera que sus motivos de disenso son inoperantes. 

}> Refiere también que no hay una prohibición como tal de consumir cannabis en 
tanto existe en e! artículo 479 de la Ley General de Salud la permisión de 
consumir hasta cinco gramos. Afirma que el objeto de la Ley General de Salud 
es Ja prevención del consumo de estupefacientes y psicotrópicos por lo que la 
constitucionalidad de los artículos impugnados no puede depender de la 
situación personal del quejoso al tratarse de una norma general, impersonal y 
abstracta que pretende contribuir al ejercicio de las capacidades de las 
personas, la mejora de su calidad de vida y corrtrlbuir al desarrollo social. 

1• Al tenor de la tesis P. LXV!/2009, de rubro "DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA 
PERSONALIDAD. ASPECTOS QUE COMPRENDE", v1s1ble en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo XX:X, Diciembre de 2009, p. 7. 
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" Por otro lado, sostiene que la prohibición contenida en los artículos 

impugnados no es arbitraria ni caprichosa, no constituy~u a intromisión a su 
derecho a Ja intimidad dado que no se le obliga a revelar spectos de su vida 
no conocidos por otro, ni interfieren en el poder de decls·_ n del quejoso sobre 
datos relativos a su persona. Argumenta que tampoco e limita e! derecho al 
libre desarrollo de la personalidad del quejoso pues n<i se limita su habilidad 
de escoger su apariencia personal, su profesión o actifidad laboral ni la forma 
en que el individuo desea proyectarse y vivir su ;#'da. Sefiala que la Ley 
General de Satud llene como finalldad dar cumpli ienlo a la obligación del 
Estado de proteger la salud de toda persona e· términos ~ículo 4° 
constitucional, por lo que no se observa que vu ere o llmite I~ ~derechos 
mencionados. · 

};> Sostiene que la restricción es válida pues el Est o tiene ~igación positiva 
de tomar todas las medidas pertinentes para t lar y hacer eficaz el derecho 
a 1a salud, máxime que no existe un der fu~mental al consumo de 
marihuana por lo que Ja restricción es constq,ticionWite válida. Considera 

e dicha restricción es además ajustada · · principio de menor restricción 
,,,_ todos los habitantes del país no requi , consumir cannabis y sí, por el 
.~~. , rio, necesitan que se garantice su d · ·1a salud. Manifiesta que el 
:;,~ _ulo primero constitucional establece l.a bit ció_n de proteger los derechos 

s dos en la Constitución y tratado nte'rr1acionales, entre ellos el de la 

·t~~!k\l~ ' . . -. . 
~:-1 vio adhesivo tercero sost1 e que ef agravio primero del quejoso 

_.,, ~ rente es infundado al es,tátilece que no se v~loraron los medios de 
convicción Pues el Juez de Dlsffi~ ' lizó tal valoraciOn, haciendo referencia 
lncluso a Jos criterios citados por el q~joso e.amo aplicables al caso concreto. 

> Por últlmo, en su agra·~esivo /"uartn aduce que el agravio séptimo del 
quejoso recurrente es i~do. E!lo¡en tanto Ja Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo si~antiza e! dereCho fundamental de audiencia. Por ello, 
sostiene que lo s procesa!eS ·impugnados son conformes al marco 
normativo derivad los artículos :14, 16 y 17 de la Constitución Federal. 

~ V. ESTUDIO DE FONDO 

27. La materia de análisis que subsiste para esta Primera Salá conSiste en 

determinar si los argumentos de la revisión dan lugar a revocar la negativa de 

amparo decretada por el Juez de Distrito respecto de los preceptos 

reclamados. Dichos planteamientos serán analizados en función de Ja 

siguiente interrogante: 
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¿Los artículos 234, 235, último párrafo, 237, 245, fracción 1, 247, último 
párrafo, 248, 368 y 479 de la Ley General de Salud son violatorios del 
derecho al libre desarrollo de la personalidad? 

28. En sesión de cuatro de novlembre de dos mil quince, esta Primera Sala 

resolvió el amparo en revisión--7 que guarda una similitud sustancial 

con el presente caso. En ese sentido, se retomarán las consideraciones de 

dicho amparo en revisión para resolver el asunto en lo concerniente a los 

artículos 235, 237, 245, fracción 1, 247, último párrafo y 2'18 de la Ley General 

de Salud. Ahora bien, un breve apartado de consideraciones diferenciadas 

tendrá por objeto analizar la constituclonalidad de los artículos 234, 368 y 479 

del mismo ordenamiento, cuya constitucionalidad no fue objeto de litis en el 

amparo en revisión -

29. Otra diferencia sustancial con respecto a! precedente citado es que eri.. este 
'~ ;. < 

caso se deberá determinar si debe autorizarse la importación y adquiS~ión 
. ! . 

de la semilla de marihuana18
. En efecto, en su solicitud de autoriz'aéión 

frente a la Cotepris el quejoso, hoy recurrente, incluyó todos los actos 
-· - \ 

correlativos al autoconsumo de marihuana, mencionando expresami:i"ijte-~'!a 
""·' siembra, cultivo, cosecha, preparación, acondicionamlento, posé.sión, 

transporte e importación y adquisición de la semilla ... , excluyendo 

expresamente los actos de comercio, tales como la distribución, enajenación 

y transferencia de la mísma"19. Ante el desechamiento del trámite de su 

solicitud, e! quejoso impugnó la negativa de autorización sanitaria de la 

Cofepris respecto de todos y cada uno de esos actos mediante el juicio de 

amparo en los términos indicados, así como los artículos relativos de la Ley 

General de Salud que podrían erigirse como un obstáculo para la obtención 

de dicha autorización. 

''Dicho amparo en revisión fue resuelto en el sentido de conceder el amparo por mayoría de cuatro 
votos de los señores Ministros Arturo Zaldivar Lelo de Larrea (Ponente); José Ramón Cossio Diaz, 
quien se reservó su derecho a fonnular voto concurrente; Oiga Sánohez Cordero de Garcia Villegas 
y Presidente Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien también se reservó su derecho a formular voto 
concurrente: en contra del emitido por el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reservó su 
derecho a formular voto particular. 
1• Véase el olicio ~que se consigna la solicitud exacia del quejoso. Obra en la 
foja 154deljuicio~ 
'" lbidem. 
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PODfRJJD!CIAl.DEl.AfE~ 

si.JPi<E""'Sl'J'.' º~~~éte~a demanda de amparo se advierte que el quejoso señaló como 

acto reclamado al Secretarlo de Salud las órdenes verbales o escritas para 

negar Ja solicitud de autorización sanitaria que formuló el quejpso para ejercer 

los derechos correlativos al consumo de marihuana como "la siembra, cultivo, 

cosecha, preparación, acondicionamiento, posesión, tran:;porte e importación 

y adquisición de la semilla"20 • Asimismo, al Comisio~ado Federal para la 

Protección contra Riesgos Sanitarios le reclamó el cµinplimien~la orden 

del Secretarlo de Salud o e! haber dictado por síj~smo órdene~ al director 

Ejecutivo de Regulación de Estupefacientes, fsicotró~ y Sustancias 

Químicas para que, bajo la apariencia de 'desechamiento, negara la 

solicitu~ formulada para ejercer los derechos Orrel~ al autoconsumo de 

marihuana como la "siembra, cul cosecha, preparación, 

acondicionamiento, posesión, transporte e· ción y adquisición de la 

semilla"2.l·. Por último, al·Director Ejecutiv e ReQulación de Estupefacientes 

!e Fi:l:c1arK~a emisión deLofiCió en el que sostUvo que se le 

ne.Qó· .i.ov--1~icitud r8aliZada, y, en esp Ja negativa de autorizar el 

ejercicio de todos Jos derechos~I,lvos a1·consumo personas con fines 

lúdicos o recreativos"dé la marihuana, rntre los cua!és incluyó expresamente 

"la siembra, cultivo, cos. prepfración;- ·acóndfclonamiento, posesión, 

transporte e importación~quisi~ión de la semilla"22 . En esa lógica, el 

quejoso reclamó lo~i~ersos artícb!os de la Ley General de Salud que 

consideró aplicados Wa negativa de autorización sanitaria en los términos 
, 

planteados en~solicitud, y que ¡t:onstituiríail legalmente un impedimento 

para que pudi;r~realizar todos los actos correlativos al autoconsumo de 

marihuana. Lo mismo se reitera·en el recurso de revisión23• 

20 Ibídem, fojas 4·8. 
''Ibídem. 
"'Ibídem. 
"" Cuaderno del amparo en revisión 623/2017, foja 38. 
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31. Lo anterior muestra que, desde su solicitud y a Jo largo de todo el 

procedimiento, e! quejoso pretendió que se autorizara toda la cadena de 

autoconsumo, es decir, que se autorizara la realización de todos los actos 

que estimó son condición necesaria para lograr su objetivo-- el consumo 

personal con fines lúdicos y recreativos de marihuana- dentro de los cuales 

consideró que se encuentra tanto la importación como la adquisición de la 

semilla. No pasa desapercibido por esta Primera Sala que el quejoso 

únicamente solicitó la importación y la adquisición de la semilla, no así la 

obtención de la planta ni sus productos. Ello indica que el quejoso pretende 

realizar por sí mismo toda la cadena de actos necesarios para lograr el 

autoconsumo de marihuana --la siembra, cultivo, cosecha, preparación, 

acondicionamiento y consumo final- limitando el papel de terceros, ya sea 

una autoridad o un tenedor legal, a la entrega de la semilla de cannabls. 

32. En este sentido, debe destacarse que si bien es cierto que el Jue1i,de Q¡strito 

sobreseyó respecto del Secretario de Salud y el Comisionado Fed~~ai•~~a la 
.. . 

Protección contra Riesgos Sanitarios por haber negado los actos reblaff@dos 
'. .• 

en sus informes justificados, el análisis constitucional que reali:zó el juez 

federal fue respecto de todos los actos correlativos al auto~~~~ 
señalados por el quejoso en los artículos impugnados, lo que se evldeli..c'i.a en 

su conclusión de que "no existe una medida igualmente idónea y menos 

restrictiva que la limitación de Jos actos consistentes en la siembra, cultivo, 

cosecha, elaboración, preparación, acondicionamiento, adquisición, 

posesión, comercio, transporte ... , prescripción médica, suministro, empleo, 

uso, consumo y, en general todo acto relacionado con la marihuana"24• Queda 

entonces claro que e! juzgador federal comprendió el reclamo del quejoso 

incluyendo todos los actos correlativos al autoconsumo de marihuana con 

fines lúdicos o recreativos, para concluir que debía negarse Ja protección 

federal. 

24 Cuaderno del juicio de ampar~ del índice del Juzgado Decimose>do de Distrito en 
Materia Administrativa en la Ciudail"de"MéxiCo, foja 512 vuelt.a. 
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PODER JUO!CALDE LA fEDEAACIÓN 

"'""'~''~r'ivs~~Tecro' anterior, esta Primera Sala considera que, a diferencia del 

amparo en revisión - en este asunto debe estudiarse si debe o no 

concederse el amparo para que se autorice Ja importación y la fquisición de 

la semilla de cannabis, en el entendido de que la autorización e ambos actos 

fue solicitada expresamente ante la autoridad administrativa su negativa fue 

impugnada en e! juicio de amparo, al pretenderse explícitamente la 

realización de todos los actos de la cadena de autoconsu o con~ lúdicos 

y recreativos de marihuana sin la intervención de tercer s - salvo la entrega 

de Ja semilla- excluyendo expresamente Jos actos d co~io, tales como 

34. 

35. 

d'1stribución, enajenación y transferencia de la mism 

Ahora bien, como se expuso en Ja relatoría de 1 conceptos de violación y 

aq~~s, el recurrente planteó origina!ment demanda de amparo la 

in-c~~~ucionalidad de varios artículos. de 1- ey General de Salud, al 

,;nsidi;le los mismos establecen J!& ;p moa prohibioionisla" respecto 

del~ individual de marihuana, mi~a:J ue limita indebidamente, entre 

otrO~t re~hos fundamenta!~a- la id tidad personal, propia imagen, 

1ib;; desarrollo de !a personalidad"' y ~tode rminaclón, todos en relación con 

el principio de dignidad hu~ L 
De acuerdo al recurrente, la prohibición el consumo de marihuana implica Ja 

Lb~. 1 supresión de condu,,-1~.ie confieren fl individuo una diferencia específica 

de acuerdo a su singularidad, restr'1cci6n que no se encuentra justificada ya 

que la imposici~ un estándar únicJ de vida satud~ble no es admisible en 

un Estado liberal que basa su exis_ten_cia en el reconocimiento de Ja 
' ' 1 ' - ' - - ' ' 

singularidad e independencia humana. Así, en síntesis, sostuvo que Ja 

prohibición para consumir marihuana se basa en un prejuicio sustentado en 

valoraciones morales y no en estudios científicos, revelando que el Estado no 

ha actuado con neutralidad ética. 
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36. En !a sentencia de amparo, el Juez de Distrito calificó como infundados los 

argumentos del quejoso. Estlmó para ello que la restricción consagrada en 

los artículos no implica el análisis aislado de un derecho sino un aspecto de 

suma importancia como la salud pública en su dimensión socia!. Siguiendo 

en parte las consideraciones de esta Primera Sala en el amparo en revisión 

-·el Juez de Distrito empleó un test de proporcionalidad para evaluar 

el marco regulatorio frente al derecho al libre desarrollo de !a personalidad 

concluyendo, a diferencia de la Primera Sala, que la restricción legislativa 

impuesta sobre ese derecho era constitucional. 

37. El quejoso interpuso recurso de revisión, en el que alega fundamentalmente 

que, contrario a lo establecido por el Juez de Distrito, la normativa impugnada 

impone modelos y estándares de vida ajenos a los particulares, pues sólo se 

respeta Ja identidad de cada sujeto si se le permite actuar en consecu ncia a 

sus propios rasgos, cosmovisiones, concepciones de la vlda bu na y 

elementos que a su juicio lo definen y singularizan. Particularmente sos iene 

que el fuez realizó indebidamente el test de restricciones constitucional é.l 
' derecho al libre desarrollo de la personalidad, pues el marco regulatorio es 

claramente desproporcionado. 

38. Así las cosas, esta Primera Sala advierte que !os agravios expuestos por el 

recurrente, particularmente aquéllos identificados como segundo, tercero y 

cuarto, resultan esencialmente fundados y suficientes para revocar la 

sentencia recurrida y otorgar la protección constitucional al quejoso en lo 

concerniente a los artículos 235, 237, 245, fracción !, 247, último párrafo, y 

248 de la Ley General de Salud al entender que tales artículos impugnados 

limitan de forma injustificada el derecho fundamental al libre desarrollo de la 

personalidad. En contraste, como se muestra a continuación, son 

infundados los agravios hechos valer en el recurso de revisión adhesivo 

presentado por el delegado del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos 

y el Secretario de Salud. 
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'"'"'~'' J't:~'Blfit"'~~n':'Para poder justificar la decisión ya anunciada y davrespuesta a 

!os argumentos planteados por el recurrente en re! '!ón con la 

constitucionalidad de los artículos reclamados decretada or el Juez de 

Distrito, esta Primera Sala, al igual que lo hizo en el a aro en revisión 

-- considera necesarlo desarrollar los siguientes untos: (i) explicar 

el marco regulatorio de los estupefacientes y sus clas psicotrópicas 

prevlsto en la Ley General de Salud; (ii) establecer la i idencia 8¡¡¡rrnedida 

legislativa impugnada en el contenido prima facie de erecho fun!amental al 

40. 

libre desarrollo de Ja personalidad; y (iii) determin si la ~a impugnada 

de Jos fines perseguidos con la medida; (b) id 

(iv) exponer las 

artículos 235, 237, 245, 

pro~~onatidad en sentido estricto. Fin 

oo"~irgi.Wies del estudio de constltucionalid¡¡¡. 

tr.~ffet5.r:_2~7, último párrafo y 248 de la L 

JS:~ii~~c;ii~~alidad de los artículos 

General de Salud, (v) ananzar 

8 y 479 de !a Ley .General de 

·sarn~fy (Vi) :e,Studiar los agravios del recu 
""'"'' ' / ~ ·~''''~~- -; •• A' ,­'. ,.,,.r;~,s-·~ -· 

' ' 
i) Marco regulatorio sobre el control d estupefacientes y psicotró picos 
en la Ley General de Sal~ 

Como se desprende de los antecedent/s, el oficio reclamado por -

- fue emitid~ho de jullo ~ dos mil dieciséis. En consecuencia, 

el marco regulatorio que se ana!lzará ~n este apartado es el vlgente en esa 

fecha por ser la ~Jaclón que rigió Ja lctuación de 18 COPEFRIS al desechar 

Ja sollcitud del recurrente25 . 

''El 19 de ¡unio de 2017 se publicó en el Diario oticial de Federación y su Gaceta una reforma a 
varios art'1culos de la Ley General de Salud. En la exposic¡Ón de motivos de la iniciativa de reforma 
presentada por el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos &e establece que la "propuesta no 
supone de n<nguna manera la legalización de la cannabis sativa, indica y americana o marihuana, o 
su resina. Se trata de la autorización por parte de la autoridad senil.aria para la siembra, cosecha, 
cultivo, preparación, acondicionamiento, adquisición, posesión, comercio, transporte en cualquier 
forma, prescripción médica, suministro, empleo, us.o y consumo de la marihuana exclusivamente 
para usos médicos y cienti11cos que hayan probado su eficacia en airas países y sean utilizados por 
aquellos pacierrte que los requieran de acuerdo a las reglas y disposiciones que señale la propia 
autoridad san'rtaria." Las principales modificaciones que se reall'2ron mediante esta reforma fueron 
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41. Las fracciones XXI y XXII del artículo 3º de Ja !ey General de Salud26 

establecen que son materia de salubridad general tanto la prevención del 

consumo como el control sanitario de "estupefacientes" y "substancias 

psicolrópicas".27 En este sentido, de conformidad con el artículo 194 se 

entiende por "control sanitario" al conjunto de acciones de orientación, 

educación, muestreo, verificación y, en su caso, aplicación de medidas de 

seguridad y sanciones que realiza ta Secretaría de Salud sobre el proceso, 

uso, importación y exportación de diversas substancias y objetos, entre los 

que se encuentran los estupefacientes y los psicotróplcos.28 

las siguientes: En primer lugar, se estableció en el artículo 235 B;s la obligación de la Secretaría de 
Salud de diseñar y ejecutar políticas públicas que regulen el uso medicinal de los derivados del 
cannabis. En segundo lugar, se eliminó la prohibición de realizar actos relacionados con el cannabis, 
y se permrtió su realización siempre que tenga fines médicos y científicos y se haya obtenido 
autorización de la Secretaria de Salud. Entre los actos que se permi~eron ba¡o estos supuestos se 
encuen1ran la siembra, la cosecha. el cultN'O, la adquisición. el comercio y el consumo. En tercer 
lugar, se mod11icó el articulo 245 para que la cannabis ya no forme parte de la lista de sustancias 
psicotrópicas de valor terapéutico nulo y que constituyen un problema eSfll!Cialmente !ve d~alud 
pública. Se estableció que ouando una sustancia tenga una concentración de Tetrahi ca¡¡llabinol 
mayor al 1 % se considerará sustancia con valor terapéutico, pero que constituye un p lerli!grave 
para la salud pública, y cuando las sustancias que contengan una ronce ra~n de 
Tetrahidrocannabinol menor al 1% se considerarán de amplios usos terapéuticos y que con&uyen 
un problema menor para la salud pública. r, 

" Salvo indicación en contrario, todos los articulos cuyo contenido se describe en este apartado 
corresponden a la Ley General de Salud. 
''Artículo 3. En los términos de esta Ley, es materia de salubridad general: 
[ ... ¡ "" ·'li< 
XXI. La pre-Jención del consumo de estupelacientes y psieo1rópioos y el programa oorrt<a la 
farmacodependencia: 
XXII. El control sanitario de productos y servicio.s y de su importación y exportación. 
28 Es importante señalar que de aC<Jerdo con el articulo 197 de la Ley General de Salud. se entiende 
por "proce:;o" et con¡unto de actjvidades relativas a la obtención, elaboración, fabncación. 
preparación. oonsel"\/ación, mezcla.do, acondicionamiento. envasado, manipulación, transporte, 
distnbución. almacenamiento y expendio o sumin¡svo al público. 
Articulo 1114. Para electos de este titulo, se entjende oor control san~ario, e\ oonjunto de acciones 
de orientacibn. educación muestreo. verilicación y en su caso, aclicación de medidas de sequridad 
v §anqjones, que ejerce la Secrelaria de Salud con la participación de los productores. 
comercFalizadores y consumidores, en base a lo que establecen las normas of1c1ales mexicanas y 
otras d~posiciones aplicables. 
El ejercicio del control sanrtario será aplicable al: 
l. ProDesO, <mportación y exportación de alimentos. bebidas no alcohólicas, bebidas alcohólicas. 
productos cosméticos, productos de aseo, tabaco, así como de las materias primas y, en su caso, 
aditivos que intervengan en su elaboración: 
IL Proceso. uso. manten<m;ento, importación, exportación, y disposición linal de equipos médicos, 
prótesis. órtesis. ayudas funcionales, agentes de diagnóstico, insumos de uso odontológico, 
materiales quirúrgicos, de curación y productos higiénicos, y 
IJL Proceso, uso, importación, exportactón, aplicación y disposición final de plaguicidas, nutrientes 
vegetales y substancias tóxicas o peligrosas para la salud, así como de las materias primas que 
intervengan en su elaboración. 
El control sanitario del proceso, importación y exportación de medicamentos, estupefacientes y 
substancias psicotrópic;as y las matenas primas que ;ntel"llengan en su elaboración. compete en 
forma exclusiva a la Secretaria de Salud, en función del potencial de riesgo para la salud que estos 
productos representan. 
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, 
'u'"'~lt''' ~A"'8S'P'éci~ el control sanitario respecto de estupefacie./tes y substancias 

43. 

• 
psicotrópicas se encuentra regulado dentro de Jos capft ·os V y VI del Título 

Décimo Segundo de la Ley General de Salud, así co en el capítulo 111 del 

Título Segundo del Reglamento de Insumos para la alud. Al respecto, debe 

señalarse que la citada ley contempla un marco r gulatorio similar para Jos 

estupefaclentes y los psicotrópicos. En primer lu ar, el legislador estableció 

' un listado para determinar qué substancias_ ebían consid~ como 

estupefacientes y qué substancias como psico ápices (artículos 234 y 245). 

Por otro lado, determinó que todo acto re! ionado con ~pefacientes o 

psicotrópicos, o cualquier producto que ·ros co_gwviera, requiere una 

"autorlzación" de la Secretaría de Salud sólo puWitorgarse con fines 

~cos y/o científicos (artículos 235 y 2 . , r~ivamente). En esta línea, 

t®!.Oién ·existe una prohibición expr. sa - otorgar Ja autorización 
~·· : - - ' 

a!i1}i.r):ormente señalada respecto d deterr'ninados estupefacientes y 
' '"' ' 

pSi~Jr;..~p"tt;os (artículos 237 y 248). 
'~~l}-1'1'- ' - '' ,,,- ¡¡_ • -

~~ente, de conformidad s artículos 235 y 247, así como con el _.,..,. ,,. 
acrtículo 44 del Reglamento de lnsts para Ja Salud, cualquier persona que 

pretenda sembrar, cultivar,~r ,.preparar, acondicionar, adquirir, poseer, 

comerciar, transportar, pr~ .médicamente, suministrar, emplear, usar, 

consumir y, en ge~.!"!!.· reat,ar cualquier acto relacionado con las 

substancias listadas~ artíclros 234 y 245 de la Ley General de Salud, o 
¡ 

con cualquier ,p.i~ducto qu~' Jos contenga, deberá contar con una 

"autorización" d~iN Secretarié!;' de Salud y solamente podrá realizar dichas 

1
a,cc,iones si las mismas tienen:fines médicos .Y/O r;ientíficos. '2rJ 

"" Articulo 235. La siembra, cultillO, cosei;:ha, elaboración, preparación, acondiruonamiento, 
adquisición, posesión, comercio, transporte en cualquier forma. prescripción médica. suministro, 
emple¡i, uso, c¡insumo y, en general, !odo acto relacionado con estupelac1sntes o oon cualquier 
producto que los contenga queda suje!o a: 
l. Las disposiciones de esta Ley y sus reglamentos: 
ll. Los tratados y convenciones internacionales en les que los Estados Unidos Mexicanos sean parle 
y que se hubieren cel<lbrado con arreglo a las disposiciones de la Constitución Politica de los Estados 
Unidos Mexicanos; 
UL Las disposiciones que expida el Consejo de Salubridad General; 
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44. Ahora bien, el artículo 368 dispone que la "autorización sanitaria" es el acto 

administrativo mediante el cual Ja autoridad sanitaria competente permite a 

una persona pública o privada la reatlzaclón de actividades relacionadas con 

la salud humana, en Jos casos y con Jos requisitos y modalidades que 

determine la propia Ley General de Salud y demás disposiciones generales 

aplicables. Sin embargo, los artículos 237 y 248 vigentes al momento de 

dictarse el afielo impugnado30, prohíben expresamente la expedición de la 

autorización a que se ha hecho referencia respecto de determinadas 

substancias consideradas como un problema grave para la salud pública, 

entre las que se encontraba el estupefaciente "cannabis saliva, índica y 

americana o marihuana", así como el psicotrópico "tetrahidrocannabinol" 

lV. Lo que establezcan otras leyes y disposiciones de carácter general relacionadas con la materia; 
V. (Se deroga). 
VI. Las dFsposiciones relacionadas que emitan otras dependencias del Ejecutivo Federal en el ámbito 
de sus respectivas competencias. 
Los actos a ue e refiere este A iculo sólo odrán re liza se con fines médic 1 ciefl!."ficos 
requerirán autorización de la Secretaría de Salud. ·; :,;,::; ~ · 
Articulo 247. La siemOra, cultivo, cosecha, elatloración, preparación, acondic~iento, 
adquisición, posesión, comercio, transporte en cualquier tonna, presCfipción médida, ·.. (li~lro, 
empleo, uso, consumo y, en general, todo acto relacionado con suOstancias psicotrópica,s o ·OOatqµier 
producto que los contenga, queda sujeto a: , ., 
l. Las disposiciones de esta Ley y sus reglamentos; ' ,-. · i·· 
ll. Los tratados y convenciones internacionales en los que los Estados Unidos Mexicanos,:,parlE 
y que se hubieren celebrado con arreglo a las disposiciones de la Constitución Polltica de !Idos 
Unidos Mexicanos: - -
!ti. Las disposiciones que expida el Consejo de Salubrjdad General; - -
lV. Lo que establezcan otras leyes y disposiciones de carácter general relacionadas con la materia; 
V. (Se deroga) 
VL Las disposiciones relacionadas que emitan otras dependencias del E¡eootivo Federal en el ámOito 
de sus respectivas competencias. 
Los actos a que se re1isre este Articulo sólo podrán realiza!"$e con lines médicos y cientíl<cos, y 
requerirán, al igual oue las substancEas respectivas autorización de la Secretaría de Salud. 
Reglamento de Insumos para la Salud: 
Artículo 44. La obtención, elaboración, faOricación. preparación, mezclado, acondicionamiento, 
envasado, manipulación, almacenamiento, comercialización. importación, exportación. prescrjpccón 
médica, suministro. posesión, transporte, empleo, uso. consumo y, en general, todo acto relacionado 
con estupefacientes y psicotrópicos, con excepción de los que carec:en de valor terapéutcco y se 
utilizan corrientemente en la industda, sólo podrá realizarse con fines médicos y científicos, previa 
autorjzación de la Secretaria. 
"" Artículo 237. Ouaja prohiOido en el terrjtorio nacional, todo acto de los mencionados en el ArHculo 
235 de esta Ley respecto de las siguientes suOstanc•as y vwetales: opio preparado, para Jumar, 
diacetilrnortina o heroína, sus sales o preparados, cannabis sativa. índica y americana o marihuana, 
papaver somnilerurn o adormidera, papaver Oactreatum y erythroxilon novogratense o coca, en 
cualquiera de sus formas, derivados o preparaciones. 
Igual prohibición podrá ser eslablecida por la Secr61aria de Salud para airas substancias señaladas 
en el Articulo 234 de esta Ley, cuando se considere que puedan ser sustrtuidas en sus usos 
~rapéujjcos por otros elementos que, a su ¡uicio, no originen dependencia. 
Articulo 248. Queda prohibido todo acto de loo mencionados en el Articulo 247 de esta Ley. con 
relación a las suOsl.ancias incluidas en la fracción 1 del Artículo 245. 
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POOERAID!CIAL DE LA FEDEl!AOÓN 
,,, .. , .... COl\lE W~l.ll=!" <>E LA NAfCICltl 

\ 1 H{.;¡, Jos isómeros tl6a (1Da), tl6a (7), t..7, !i..8, t;,9, f;.10, t...9 (11) y '"' 

45. 

variantes estereoquímicas, substancias materia de !8. controversia en el 

presente recurso de revisión. 31 
/-

/ 
Al respecto, es importante señalar que los artt' cu Os 238 y 249 prevén un 

supuesto extraordinario para permitir la adquisici de los estupefacientes y 

psicotrópicos a que hacían referencia Jos alu tlos artículos ~ y 248, 

relativo a fines de investigación cientftica, par !o cual es neces"ério que el 

organismo o institución en cuestión present un protoco~ investigación 

autorizado por Ja propia Secretaría de Satu 3 

46. Así, esta Primera Sala entiende que las 'rmas im~adas comportan un 

"sistema de prohibiciones 

reg~torio previsto en Ja Ley Gen 
'- . ., 

e:tt~,¡raci~ntes y psicotróplcos, el cu. 

poder realizar lícitamente todas la 
;:• .o'% 

s" ~ forma parte del marco 

1 d~ud sobre el control de 

nstltuye un obstáculo jurídico para 

nes necesarlas para estar en 

·" ,:,.,, ' - ------
"'.AIJ:f;t _ ~~7;. ueda. roh1bido en el terf cional todo acto de los mencionados en el Articulo 
~35 · ·_' · res o de las si uien tancias ve etales: opio preparado, para fumar, 
dia;,~lro a o heroína, sus sales o prepara , cannabis sati!;a, indica y americana o marihuana, 
/iapaver somn~erum o adormider!i, paver actreatum y erythroxilon novogratense o coca, en 
walquiera de sus formas, derivad pa clones. 
Igual prohibición podrá ser estable r la ecretaría de Salud para otras substancias señaladas 
en el Articulo 234 de esta Ley, cua o s . considere que puedan ser sustf!tndas en sus usos 
terapéu11cos par otros elementos que, a su¡ lc10, no originen dependencia. 
Articulo 248. Queda proh~· todo acto d\¡ los mencionados en el Articulo 247 de esta Ley. con 
relación a las substancias sen la fracción 1 del Articulo 245. 
'' No pasa desapercibido a ta Primera~Sala que, con pnsterioridad al dictado del oficio que 
consti1uyó el acto de aplicación de las norróas impugnadas, hubo una reforma a la Ley General de 
Salud que modificó~culo 237 para qu~ar como sigue: 
ARTÍCULO 237.- prohibido en el lerr~ono nacional, todo acto de los mencionados en el 
Artículo 235 de esta Le . respecto de las Siguientes substancias y vegetales: opio preparado, para 
fumar, diacetilmorfina_ o heroín_a, su_s sales g preparados, papa.ver somn~erum o adormidera, papaver 
bacireatum y erythroxilon ,noVogratsnse .. o coca, en cualquiera de sus formas, derivados o 
preparaciones. 
''Artículo 238. Solamente para fines de investigación científica, la Secretaria de Salud autorizará a 
los organismas o instituc'1ones que hayan presentado protocolo de investigación autoílzado por 
aquella dependencia, la adquisición de estupefacientes a que se refiere el articulo 237 de esta Ley 
Oichoo organismos e instj1uciones comunicarán a la Secretaría de Salud el resultado de las 
inves1igaciónes efectuadas y como se utilizaron_ 
Artículo 249. Solamente para fines de investigación científi¡;¡i. la Secretaria de Salud padrá alllorizar 
la adquisición de las subs1ancias pslcotrópicas a que se refiere la lracc<ón 1 del artírulo 245 de esta 
Ley, para ser entregadas bajo con1rol a organismos o ins1ituciones que hayan presentado protocolo 
de investigación autorizado por aquella Dependencia, los que a su vez comunicarán a 1a citada 
Secretaria el resulta.do de las invest,gaciones efec1uadas y cómo se utilizaron. 
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posibilldad de llevar a cabo el autoconsumo de marihuana (adquisición, 

siembra, cultivo, cosecha, preparación, acondicionamiento, posesión, 

transporte, etc.). 

47. Por un lado, los últimos párrafos de los artículos 235 y 247 establecen que Ja 

autorización para la realización de actos relacionados con estupefacientes o 

substancias psicotrópicas se encuentra supeditada a que éstos 

exclusivamente tengan fines "médicos y/o científicos", sin incluirla posibilidad 

de que la marihuana pueda ser utilizada con fines "lúdicos o recreat¡vos". Por 

otro !ado, Jos numerales 237 y 245, en relación con el artículo 248, establecen 

una prohibición expresa mediante la que se impide de forma tajante que la 

Secretaría de Salud expida las autorizaciones correspondientes que solicitó 

el quejoso en relación con la marihuana para poder ejercer su derecho al libre 

desarrollo de la personalidad. 

48. En este orden de ideas, es importante señalar que si bien el artículr,¡_ 478 de 

Ja Ley General de Sa!ud,34 en relación con el artículo 479, seña!a\~que e! 

Ministerio Público no ejercerá acción penal en contra de quien posea asta 

cinco gramos de marihuana, esta Suprema Corte ha interpretado que icha 

disposición contiene una excluyente de responsabifidad, 35 lo que únicameinte 

significa que en esos casos no debe aplicarse la pena a quien haya cometido 

el delito en cuestión, pero no consagra de ninguna manera una autorización 

o un derecho al consumo personal en los términos en los que lo solicita el 

quejoso, puesto que además de que únicamente se limitan a despenalizar el 

""'Artículo 478. El Ministerjo Público no ejercerá acción penal por el delito previsto en el articulo 
anlerior, en ocnlra de quien sea larmarodependienle o ocnsumidor y posea alguno de los narcóticos 
señalados en la tabla, en igui!l o inferior can!idad a la prevista en la misma, para su estricto consumo 
personal y Juera de los lugares señalados en la fracción 11 del articulo 475 de esta Ley. La autoridad 
m<nisterial informará. al consumidor la ubicación de las <nsHtuciones o centros para el tratamien!o 
médico o de orientación para la prevención de la farmacodependencia. 
''Al respeclo véase la tesis de rubro "DELITO CONTRA LA SALUD. EL ARTICULO 478 DE LA LEY 
GENERAL DE SALUD, AL PREVER LA NO APLICACIÓN OE LA EXCLUYENTE DE 
RESPONSABILIDAD RESPECTO DE LOS FARMACODEPENDIENTES POSEEDORES DE 
ALGÚN NARCÓTICO DENTRO DE UN CENTRO DE RECLUSIÓN, INCLUSO CUANOO SU 
CANTIOAO NO EXCEDA EL LÍMITE MÁXIMO LEGALMENTE ESTABLECIDO, NO VIOLA LA 
GARANT!ADE IGUALDAD" [Novena Época; Registro 162389: Instancia Primera Sala; T<pO de Tes'5: 
Aislada: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XXXIII, Abnl de 2011; 
Materia(s): C<lnstituc1onal: Tesis: 1a. Lll/2011: Página: 307}. 
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consumo en una cantidad muy pequefia, dichos precepto~ no permiten de 

49, 

50, 

ningún modo la realización de las otras actividad~~ correlativas al 

' autoconsumo, como la adquisición, siembra, cultivo, cqSecha, preparación, 

transporte, etc. ' 
' i 

En cualquier caso, debe destacarse que los artíc'.jl'os aludidos no forman 

parte del "sistema de prohibiciones administra»~as" impug~ por el 

quejoso, sino del "sistema punitivo" previsto en 1 -· ey General de\aiud y en 

el Código Penal Federal en relación con el ntrol de ~pefacientes y 

psicotrópicos. Sin embargo, esta Primera S recuerda que, dado que el 

artículo 479 de la Ley General de S ' d su~ como tema de 

constitucionalidad, su análisis será empr dido en Ja parte final de esta 

~ sentencia. - ',,-. 
¡!; ,,: • 
.1'.;'·. ' 

ur@:·W.z establecido el alcance de las no as impugnadas, a continuación se 
;:,_•. "". 

analiz~ra si dicho "sistema de prohi · es administrativas" genera las 

.¡~i:tOnes que el quejoso adu . n este sentido, a pesar de que se 

~~n~ .. vulneraciones a los chos de identidad personal, propia 
';,,nn·<JJ:..,~,,,,. 
·.imaQen, privacidad y dign~ hum na, esta Primera Sala considera que 

todas éstas quedan comp~das;, n el derecho al libre desarrollo de la 

personalidad. Así, es preciso exp,ficar el contenido prima facie de este 
,e~. ' derecho para luego ~er si lo~ artículos reclamados inciden en dicho 

contenido. ' 

ii) Análisis de ~ncidencia de ;~a medida legislativa impugnada en el 

,contenido-prima facie del libre desarrollo de la personalidad 

51. La moderna teoría de Jos derechos fundamentales traza una distinción 

indispensable para entender la forma en la que los tribunales constitucionales 

suelen hacer el control de const!tucionalidad de las normas 

infraconstltucionales a través de! principio de proporcionalidad: el alcance del 
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derecho fundamental y la extensión de su protección.36 De acuerdo con esta 

distinción, el examen de constitucionalidad de una medida legislativa debe 

realizarse a través de un análisis en dos etapas. 

52. En una primera etapa. debe determinarse si la norma impugnada incide en el 

alcance o contenido prima tacie del derecho en cuestión. 37 O dicho en otros 

términos, debe establecerse si la medida legislativa impugnada limita el 

derecho fundamentat. 39 En esta etapa del análisis es necesario recurrir a la 

interpretación de las disposiciones normativas correspondientes. Por un lado, 

debe interpretarse la disposición legislativa impugnada con la finalidad de 

determinar los alcances de la prohibición u obligación que establece. Por otro 

lado, tamblén debe lnterpretarse la disposición constitucional que aloja el 

derecho fundamental en cuestión, con la finalidad de fijar el alcance o 

contenido prima facie de éste. De esta manera, en esta primera etapa se 

precisan las conductas cubiertas prima facie o inicialmente por e\1der1f>~.º 
fundamental en cuestión. -;\ ::::'_ ·~ 

1 '~' 
53. Una vez hecho !o anterior, debe decidirse si la norma impugnada incid\ o ~"o 

en el ámbito de protección prima facie del derecho aludido. Si la concftJ'?{n 

es negativa, el examen debe terminar en esta etapa con Ja declaraciór{dé 

que Ja medida legislativa impugnada es constitucional. En cambio, si la 

conclusión es positiva, debe pasarse a otro nivel de análisis. 

54. En una segunda etapa del análisis, debe determinarse si la norma que 

efectivamente interviene en el contenido prima facie del derecho fundamental 

es constitucional. Así, en esta fase del análisis debe examinarse si en el caso 

concreto existe una justificación constitucional para que Ja medida legislatlva 

reduzca la extensión de la protección que otorga inicialmente el derecilo. Este 

ejercicio implica que se analice si la intervención legislativa cumple con las 

'º Barak, Allaroo. Proporlionality_ Conslilutional Rights and theif Limi/alions, trad. Doron Kalir, Nueva 
York, Cambridge Uoiversity Press, 2012, P- 19. 
'' 8ernal Pulido, Carlos, El pnncipio da proporr;ionalidad y /OS derechos fundamentales, Madrid, 
CEPC, 2007, P- 45_ 
"'8arak, op_ cit., p. 26. 
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exigencias aer1va as del prlnclpio de proporcionalidad: una finalidad 

56, 

57, 

constitucionalmente válida, idoneidad, necesidad'-y proporcionalidad en 

estricto sentido de la medida. 

De acuerdo con lo anterior, esta Primera Sala pi:;bcede a determinar si la 
' ,, 

med!da legislativa limita el contenido prima fªcie del derecho al libre 
¡ desarro!Jo de la personalidad. 

I 
En primer lugar, debe destacarse que la Con,· itución mE1:Rca.na otorga una 

amplia protección a la autonomía de !as pe onas, al gara~ar el goce de 

ciertos bienes que son indispensables par la e/ec~ y materialización de 

Jos planes de vida que los individuos propon~ Así, en términos 

g~-~~4:S '¡)uede decirs~ que los derec ~ fu~mentates tienen I~ función 

de atl'.ln<::herar" esos bienes contra d1d~atales o actuaciones de 

· '- - , ~-::. !os derechos incluidos en es 

a autcinomía personaJ.4º De esta 

vedado" están vinculados con la •

-·¡.ee ·:-5 personas que puedan afe 

"'-'"" - , ~-- ~,, 

Sá~~~iQn dé esos bienes bási_c Ue son necesario_s para Ja satisfacción 
~; •' ':- --
$,!®fiiU.ier-plan de vida.41 

En este orden de ideas, el ~á ;~enérico que se requiere para garantizar 

la autonomía de ras personai'gs pr cisamente la liberlad de realizar cualquier 

conducta que no per.l®1iq;ie a terferos.42 En este sentido, Ja Constitución y 

Jos tratados intemacio~s reconpcen un catálogo de Kderechos de libertad"' 
' que se traduc~ permisos p~ra realizar determinadas acciones que se 

estiman valiosas fara la autonOffiía de las personas (expresar opiniones, 
' 
' moverse sin impedimentos, as<fiarse, adoptar una religión u otro tipo de 

creencia, elegir una profesióni o trabajo, etc.), al !lempo que también 

"' Nino, Carlos, ~/lea y Derechos Humanos. Un ensayo de fundamentación, 2" ed., Buenos Aires, 
Astrea, 1989, p. 223. 
'º lbidem, p. 223_ 
'' Garzón Valdés, Ernesto, "Algo más acerca del 'coto vedado"", Doxa. Cuadernos de filosof/a del 
derecho, núm. 5, 1989, p. 209. 
'" Njno, op. c1/., p. 223-

39 
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comportan limites negativos dirigidos a los poderes públicos y a terceros, toda 

vez que imponen prohibiciones de intervenir u obstacullzar las acciones 

permitidas por el derecho fundamental en cuestión. 43 

58. Ahora bien, el derecho al libre desarro!lci de la personalidad brinda protección 

a un "área residual de llbertad" que no se encuentra cubierta por las otras 

libertades públicas.44 Como explicó el Tribuna! Constitucional alemán en el 

caso E/fes,45 estos derechos fundamentales protegen la libertad de actuación 

humana de ciertos "espacios vitales" que de acuerdo con la experiencia 

histórica son más susceptibles de ser afectados por el poder público, sin 

embargo, cuando un determinado "espacio vital" es intervenido a través de 

una medida estatal y no se encuentra expresamente protegido por un derecho 

de libertad específico, las personas pueden invocar la protección del derecho 

al libre desarrollo de la personalidad. De esta manera, este derecho pueJ.le 
' ' ' ;•; 

entrar en juego siempre que una acción no se encuentre tuteláda poi-,,.ün 

derecho de libertad específico_46 . ' ~}1;. 

59. En este sentido, la doctrina especializada ha señalado que el derecho~!,_-!!~ 

desarrollo de la personalidad comporta "un rechazo radical de la sief·~r'e 

presente tentación del paternalismo del Estado, que cree saber mejor qUe las 

personas lo que conviene a éstas y lo que deben hacer con sus vidas", de tal 

manera que puede decirse que este derecho supone "Ja proclamación 

constitucional de que, siempre que se respeten los derechos de Jos demás, 

cada ser humano es el mejor juez de sus propios intereses" (énfasis 

añadido).47 

'' Alexy, Aobert, Teorla de los derechos fundamentales, trad. Carlos Bernal Pulido, Madrid, CEPC. 
2007' pp. 197 -201 . 
•• Diez-Picazo, Luis Maria, Sistema de Derechos Fundam"1ntales. 2" ed., Cízur Menor, Thomson 
Civil.as. 2005, p. 70. 
'' BVerlGE 5, 32, sentencia de 16 de enero de 1957. Citada porlatraducuión oontenida en Kommers, 
Donald P .. y Millar, Russel A., The Constitutional Jurisprudence of/he Federal Republ1c of Germany, 
3" ed., Durham. Duke Universjty Press, 2012. p. 402. 
•• Eberle, Eduard J., •Human Digni!y, Privacy, and Personality in German and Amelican 
Constrtut;onal Law". U/ah Law Review, 1997, p. 979. 
''Diez-Pica.za, op. cit., p. 69. 

40 



AMPARO EN REVISIÓN 623/2017 

PODER JUDICIAL Dt: LA fEDERAOON , 
SUffil~<;>l•TIIJ;ltJUSJ>::~Of<A.....::iDN . L 

ou. t:n el ordenamiento mexicano, esta Suprema Corte ha entendido flue el libre 

desarrollo de Ja personalidad es un derecho fundamental qu~ deriva del , 
derecho a Ja dignidad, que a su vez está previsto et artículo 1º 

constitucional y se encuentra implícito en Jos tratados inte aciona!es de 

derechos humanos suscritos por nuestro país.48 Al respect , en la sentencia 

que resolvió el ste Alto Tribunal 

sostuvo entre otras cosas que "[e]I individuo, sea qule ea, tie~recho a 

elegir en forma libre y autónoma, su proyecto de v· a, la manera en que 

logrará las metas y objetivos que, para él, son re!ev ntes"~ 

61. En dicho precedente se explicó que el dere . ~e desarrollo de la 

personalidad permite "la consecución del proy o de vida que para si tiene 

el ser humano, como .ente autónomo", manera que supone "el 

reconocimiento del Estado sobre Ja facul r_al de toda persona a ser 

indivldualm,ente como quiere ser, sin "ón, ni controles injustificados o 
' ' 

impedimentos por parte de los demás, n el fin de cumpllr las metas u 

objetivos qu:e se ha fijado, es de~s a persona humana quien decide e! 

sentido de su propia existencia, · acuerdo a sus valores, ideas, 

expectativas, gustos, etcét~énfasi ·añadido); criterio que posteriormente 

fue recogido en la tes~slada,- de rubro "DERECHO AL LIBRE 

DESARROLLO DJP ... k LA PEffesoNALIDAD. ASPECTOS QUE 

COMPRENDE".50 V t1 

'" Sobre este punto. véase la tes~ de rubro "DIGNIDAD HUMANA. EL ORDEN JURfDICO 
MEXICANO LA RECONOCE COMO CONDICIÓN Y BASE DE LOS DEMÁS DERECHOS 
FUNDAMENTALES" [Novena Epoca; Registro 165813; Instancia: Pleno: Tipo de Tesis: Aislada; 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Torno XXX. Diciembre de 2009, Materia(s}; 
Consblucional; Tesis: P. LXV/2009; Página: SJ. 
••Sentencia de 6 de enero de 2009, resuelta por el Pleno de la Suprema Corte. 
50 Novena Epoca, Reg~lfo: 165822, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX. Diciembre de 2009, Materia(s): Civil, 
Constitucional, Tesis: P. l..XVl/2009, Página: 7. 
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62. En este orden de ideas, en la línea de lo expuesto por el Tribunal 

Constitucional alemán en el caso Eppfer, 51 puede decirse que la libertad 

"indefinida" que es tutelada por el derecho al libre desarrollo de la 

personalidad complementa las otras libertades más específicas, como la 

libertad de conciencia o la libertad de expresión, puesto que su función es 

salvaguardar la "esfera personal" que no se encuentra protegida por las 

libertades más tradicionales y concretas. En este sentido, este derecho es 

especialmente importante frente a las nuevas amenazas a la libertad 

individual que se presentan en la actualidad. 

63. Ahora bien, la doctrina especializada señala que el libre desarrollo de la 

personalidad tiene una dimensión externa y una interna.52 Desde el punto de 

vista externo, el derecho da cobertura a una genérica "libertad de acción" que 

permite realizar cualquier actividad que el individuo considere necesaria para 

el desarrollo de su personalldad.53 En cambio, desde una perspectiva interna, 

el derecho protege una "esfera de privacidad" del individuo en co\ra.~·.~ las 

incursiones externas que limitan Ja capacidad para tomar ciertas d'8,c¡~tbnes 

a través de las cuales se ejerce la autonomía personal.~ ·.\ ' 

64. Como se muestra más adelante, si bien en un plano conceptU'a;,e·~·e 
trazarse esta distinción entre los aspectos externos e internos, rJ:Jta 

complicado adscribir los casos de ejercicio de este derecho a una sola de 

estas dimensiones. Ello es así porque las acciones que realizan los individuos 

en el ejercicio de su autonomía personal suponen la decisión de llevar a cabo 

esa acción, al tiempo que las decisiones sobre aspectos que en principio sólo 

incumben al individuo normalmente requieren de ciertas acciones para 

materializarse. En todo caso, parece que se trata de una cuestión de énfasis. 

51 BVerfGE 54, 148. sentencia de 3 de junio de 1980. Cflada por la traducción contenida en Kommers 
y Mitler, op. cit., p. 406-407. 
» Eberle. Eduard J .. "Oboorvationson 1he Developmentol Human Q¡gn[ty and Personal1ty in German 
Const1tutional law: An Overview", Liveipool Law Review Journal. of Conlemporaty 1.Egal and Social 
Po!icy. vol. 33, núm. 3. 2012, p. 211. 
'' Oe acuerdo oon el Tribunal Cons1itucional alemán, el libre desarrollo de la personalidad es un 
derecho fundamenLal independiente que garantiza una genénca libertad de acción. Al respec:to, 
véase la sentencia BVerfGE 6, 36. 
54 Eberle. "Observations .. :, op. cit., p. 211 . 
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AS!, mientras que hay s1tuac1ones en las que el aspecto más relevante de la 

autonomía personal se aprecia en la acción realizada, existen otras 

situaciones en las que el ejercicio de Ja autonomí~;'e observa más 

claramente a través de la decisión adoptade por la pers@ha. 
; 

; 
65. Por lo demás, vale la pena señalar que en el derec_ho comparado también 

ex!sten otros derechos fundamentales que cump,fh una funciUmilar al 

libre desarrollo de la personalidad. En el der$"cho norteamei:~no, por 

ejemplo, a partir del derecho al debido proceso n su as~ sustantivo se 

ha desarrollado lo que se conoce como "decis· na! privacy".15 Esta vertiente 

del derecho a la privacidad está directament "relaci~a con !a autonomía 

personal, puesto que no sólo garantiza un bito de libertad en la toma de 

d~ones que sólo le conciernen al lndivid ~que también da cobertura 

a ~._~~?rica libertad de acción, que in uye~pectos como la manera de 

~r:se en público.o los estilos de e la pe·rsona.56 

~ 

66. ~~con lo expuesto has ho , parece evidente que el derecho al 

({e~lo de !a personalida e derecho cuyos contornos deben irse 

\l'fe'c;sacdo ¡"';spcodecc;a1:). Ec 1 de'8cho oompacado, la tocma '' la 

que se ha llevado a ca e p ceso de especificación consiste en 

preguntarse a partir de casos concre s si una determinada acción o decisión 

individual se encue~rotegida _or este derecho. Así, por ejemplo, el 

Tribunal Constituc_ional al~mán hapost_enido que el libre desarrollo de ta 

Personalidad d~ertura a aclivi1ades "recreativas" como viajar fuera del 

país, _cazar o montar a caballo, 157 al tiempo que en casos relacionados con 

"'Vale la pena destacar que en el derecho norteamerrcano la "decisional privac)"' se d1shngue lo que 
se conoce como la "physical privacy" y la "informa!ional pdvacy". Mientras el deracho a una 
pr1vac1dad flsica comporta una protección para el domicilio y la integridad personal en contra de 
intervenciones injustificadas de terceros, el derecho a la pnvacidad informativa otorga a al individuo 
el control la información relacionada con su propia persona. Al respecto, véase Mayer-Schónberger, 
Viktor, •strandsof Privacy· DNA Databasesand lnformalional Privacy and theOECD Guidetines", en 
Davrd Lazer (ed.). The Technologyof Justíce DNA and /he Crim1nalJustice Sys/em, Cambridge, MIT 
Press, 2(]04. 
""Rossler, Bes.te, The Va/ue of Privacy, Cambridge, Polity Press, 2005 p. 89. 
'' Kommers y Miller, op. c1/., pp. 400- 404. 
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personas transexuales ha considerado protegida la decisión en relación con 

el sexo y el género con el que un individuo desea que se le identifique. 513 

67. En sentido similar, la Corte Suprema estadounidense ha establecido que el 

derecho a la privacidad en la vertiente antes señalada protege de 

interferencias externas una gran variedad de decisiones personales,59 como 

las relacionadas con la contracepción,60 la educación, 61 e! cuidado de los 

niños,62 y las relaciones familiares.6.3 Así, estas decisiones están cubiertas por 

el derecho a la privacldad precisamente porque pertenecen a Ja esfera de 

autonomía de la persona. Como se señaló anteriormente, la protección que 

otorga el -derecho no sólo comprende esas decisiones, sino también las 

acciones necesarias para materializar esa decisión. 

68. Ahora bien, esta manera de precisar el contenido del derecho al libre 

desarrollo de la personalidad, consistente en reconocer en casos concretos 

que cierto tipo de conductas o decisiones se encuentran protegidas p0¡.· el 
\ ·- -

derecho, lo que a su vez se traduce en el reconocimiento de un derectio:_a 
• 

realizar esas conductas o a tomar esas decisiones sin interfereiicias (le1 

Estado o de terceros, resulta congruente con la manera en Ja qu_!: es~ 
:..:-., 

.. ¡ - -

56 Kommera y Miller, op. cit., p. 413. 
"'Brashear, Bruce, "Marijuana Prohibtt1on and The Const[lulional Aight ol Privacy: An Examina1ion 
ot Ravin v_ S/a!>l", Tulsa Law Review, vol. 11, 1975, p. 571 . 
.. La Corte Suprema norteamericana ha reconc-cido en varios casos el derecho de las personas a 
decidir sobre la utilización de mé!odos anticonceptivos_ Al respecto, véanse entre otros Griswold v. 
Connec!icut, 381 U.S. 479 (19135), en el que declaró inoonstttucional una ley estatal que proh<bia la 
distribución de información sobre corrlrol nalal a personas casadas: y Eisenstad/ v_ Baird, 405 U.S. 
438 (1972). en el que sostuvo que el derecho a la privacidad protege las decisiones indivjduales 
relativas a la contracepción. 
"'En relación con ternas educativos. en Wieman v. Updegraff, 344 U.S. 183 (1952), la Corte Suprema 
oo.stuvo que el derecho a la privacidad daba cobertura a las libertades de investigación, pensamiento 
y enseñanza: en Martin v. Sirulhers, 319 U.S. 141 (1943) se señaló que el derecho a la privacidad 
Lambién comprendía el derecho a distribuir, a recibir y a leer información; y en Meyer v_ Nebraska, 
282 U.S. 390 (1923) se estableció que el derecho a la privacidad también comprendía el derecho a 
acceder todo el espectro de conocimientos disponibles con base en la primera enmienda. 
"'Sobre este tema, la Corte Suprema norteamericana determinó en Piarce v_ Sodatyof S1sters, 268 
U.S. 510 (1925), que el derecho a la prtvacidad pralegia a su vez el derecho educar a les propics 
hijos como uno preijera. 
""Al respecto, en Prince v_ Massachusetls, 321 U.S. 158 (1944) se reconoció que el derecho a la 
privacidad protege de interferencias estatales un ámbito privado de la vida fam1l1ar; y en Loving v. 
Virginia, 388 U.S. 1 (1967) se sos1uvoque el derecho a la privacidad comprendía también el derecho 
a decidir con quién desea casarse una persona. 
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:::;uprema ¡_;orte se ha aproximado a Jos problemas ' relaci0ados con el 

alcance del derecho en cuestión. 

69. En efecto, en Ja sentencia del citado el Pleno de esta 

Suprema Corte sostuvo que "la 'reasignación sexual' quEi decida una persona, ,. 
que puede comprender o no una cirugía para ese fin, ~6n el objeto de adecuar 

-·~ 

su estado psicosoclal a su físico y, de ahí, vivir f el sexo c~que se 

identifica plenamente, innegablemente constitu,# una decisión 'tue forma 

parte del libre desarrollo de la personalidad, erjanto es ~xpresión de la 

individualidad de la persona, respecto de su cepción sexual ante sí mismo, 

lo que influye decisivamente en su proye, b de vi~, por ende, en sus 

relaciones sociales" (énfasis añadido); _ riterlo que posteriormente fue 

recogid~;:_en Ja tesis aislada de rubro" : AS.CIÓN SEXUAL. ES UNA 

DECJSION QUE .FORMA PARTE E·· LO):i- DERECHOS AL LIBRE 

' ' DESARROLLO DE LA·PERSONALI 

. "" ' 70. PQste(i~.rtnente, esta Suprema Co a reiterado en varias ocasiones que la 
. . ' 1' 

d8cisiófl··tte permanecer o no cas encuentra cobertura en el derecho al 
.i'· ' ., 

r;bre.'desarrollo de la persofuf,aciJAsí, en la sentencia del 

al za.f la constitucionalidad del divorcio sin causa 

' en la legislación civil del Distrito Federal, esta Primera Sala sostuvo que "el 

respeto al libre de~o de ,;Ja personalidad justifica reconocer ma:yor 

trascendencia a la voluntad IJ!el individuo cuando ya no desea seguir 

vinculado con ~nyuge, pot
1

ello, el derecho a tramitar la disolución del 

víncu_lo matrimonial, no pued_e hacerse depender de la demostración de 

causa algLina, pues a(¡uella determinante no es más que el fin de esa voluntad 

expresada en la demanda, resultando inadmisible que el Estado se empeñe 

64 Novena Época, Reg;stro: 165698, Instancia: Pleno, Tipo de Tesjs: A;slada, Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Diciembre de 20()9, Materia{s): Civil, Tesis; P. 
LXIX/2009,Página: 17. 
"°Sentencia de 23 de septiembre de 2009, resuelta por unanimidad de cuatro votos de los señores 
Minlslros José Ramón Cossio Oíaz, Juan N. Sitva Meza, Oiga Sánchez Cordero de García Vi llegas 
{Ponente) y Presidente Sergio A. Valls Hernández. Ausente el Minislro José de Jesús Gudiño Pelayo. 
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en mantener vigente el matrimonio de quienes solicitan el divorcio al 

considerar que su situación particular se torna irreconciliable" (énfasis 

aiíadido). 

71. En términos similares, en e! esta 

Primera Sala explicó que "con la expresión de la voluntad de no continuar con 

el matrimonio, se ejerce el derecho al libre desarrollo a la personalidad, pues 

decidir no continuar casado, cambiar de estado civil, constituye, la forma en 

que el individuo desea proyectarse, vivir su vlda; Ja forma en que el individuo 

decide de manera libre y autónoma su proyecto de vida" (énfasis añadido), 

criterio que posteriormente fue recogido en la tesis aislada de rubro 

"DIVORCIO SIN EXPRESIÓN DE CAUSA. CONSTITUYE UNA FORMA DE 

EJERCER EL DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA 

PERSONALIDAD".67 

72. En la misma línea, al analizar a Ja !uz del libre desarrollo de la personalidad 

la constitucionalidad del sistema de divorcio a través del cual se\exige la . . 
acreditación de causales para poder disolver el vínculo matrlmonl~1, ~,!:,sta 
Primera Sala volvió a reiterar en la - 68 ~u~ la 

decisión de un cónyuge de no permanecer casado, con independencia Ql:l:los ... 
motivos que tenga para ello, también forma parte de un plan de vlda ele\do 

de manera autónoma, el cual no debe ser obstacullzado por el Estado ni por 

un tercero, como ocurre cuando el otro cónyuge se niega a otorgar el divorcio, 

66 Sentencia de 22 de octubre de 2014, resuelta por mayoría de cualro votas de los Min~tros Arturo 
Zaldívar Lelo de !..arrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Oiga Sánchez C<lrdero de Garcia Villegas 
(Ponente) y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossio Oiaz, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. 
º'Décima Época, Registro: 2008492, Instancia: Primera Sala, T;pode Tesis: A;slada, Fuente: Gacela 
del Semanario Judicial de la Federación, L;bro 15, Febrero de 2015, Tomo 11, Materia(s): 
Constrtucional, Tesis: 1a. LIX/2015 (1Da.), Página: 1392. 
""Sentencia de 25 de febrero de 2015, resuetta por mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de la< rea (Ponente), Jorge Mario Pardo Rebolledo, Oiga Sánchez Cordero de García 
Vitlegas y Presidente Alffedo Gutiérrez Ortiz Mena en contra del emrt<dO por el Ministro José Ramón 
Cossío Oiaz, por lo que respecta a la competencia; y por mayoría de 1res votos de los Ministras 
Arturo Zaldivar Lelo de Larrea {Ponente), José Ramón Cossio Diaz (quien se reserva el derei;ho de 
formular voto concurrente) y Oiga Sánchez Cordero de García Villegas, en contra de los em~idos por 
los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Presidente Alfredo Gutiérrez On1z Mena (quienes se 
reservaron el derecho da formular voto particular), por lo qua se reliere al fondo. 
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lo que significa que esa decisión también está amparada al menos pr7·m facie 

por este derecho" (énfasis al'iadido). 

' 
73. Por lo demás, vale Ja pena destacar que al resolver el citado--

-e! Pleno de esta Suprema Corte también señaló en º'fer dictum que 

"el derecho ar libre desarrollo de ta personalidad, compreny. entre otras, la 

libertad de contraer matrimonio o no hacerlo; de procrear 7os ~tos, así 

como en qué momento de su vida, o bien, decidir no ten os; de 'kscoger su 

apariencia personal; su profesión o actividad laboral; y ~uesto, la libre 

opción sexual, pues todos estos aspectos, evidente ente, son parte de la 

manera en que el individuo desea proyectarse y vivi · 

sólo él puede decidir en forma autónoma" (énfasi 

"da y que, por tanto, 

74. Gqm.o puede observarse, los precedentes · dos muestran una línea 

75, 

' 

j~dencial en la cual esta Supremap,?~e a reconocido que el derecho 

~'Je deSarrollo de la personalidad ~ rtura en principio a una gran 
-.. 

_JJ.r~~.e acciones y decisione~onecta 

~g~ronomía individual. Ah~~ien, n el presente caso Ja primera 

s directamente con el ejercicio 

:4!'!.S.tid'ñ que debe resolv~es si las 

recurrente señala se encu an prote 

ectsiones y las acciones que el 

as prima facie por el derecho en 

cuestión. ~ 

Al respecto, en la demanda de amparo 1 quejoso sostuvo que pretendía que 

se Je concedier~ autorización sani ria para "consumo personal con fines 

lúdicos o recreativos de la Marihuana, así como para ejercer los derechos 
' ... ··--- ' 

cdrre~ati.vos al éiuto'consumo de MarJhuana, tales como Ja siemb~a, cultivo, 
' cosecha, preparación, acondicionamiento, posesión, transporte e importación 

' y adquisición de semillas, en cu~quier forma, empleo, uso, consumo, 

importación y, en general, todo acto relacionado con el consumo lúdico y 

personal de Marihuanaa<J" . 

.. Véase la foja 3 de la demanda de amparo. 
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76. De acuerdo con Jo anterior, el recurrente argumenta que el libre desarrollo de 

la personalidad da cobertura a la decisión de consumir marihuana para fines 

lúdicos y, en consecuencia, también a todas las acciones necesarias para 

poder estar en posibilidad de llevar a cabo el autoconsumo {siembra, cultivo, 

cosecha, preparación, acondicionamiento, posesión, transporte, etc.). Al 

respecto, esta Primera Sala entiende que el derecho fundamental en cuestión 

permite prima facie que las personas mayores de edad decidan sin 

interferencia alguna qué tlpo de actividades recreativas o lúdicas desean 

realizar, así como llevar a cabo todas las acciones o actividades 

necesarias para poder materializar esa elección. 

77. De esta manera, !a elección de alguna actividad recreativa o lúdica es una 

decisión que pertenece indudablemente a Ja esfera de autonomía personal 

que debe estar protegida por la Constitución. Esa elección puede incluir, 

como ocurre en el presente caso, la ingesta o el consumo de sustancias que 

produzcan experiencias que en algún sentido "afecten" los pensamientos, las 

emociones y/o Jas sensaciones de la persona. 10 En esta línea, se h'\se~ado 
rl ,,. ' 

que la decisión de fumar marihuana puede tener distintas finalidad~s·T~tre 
las que se incluyen "el allvlo de la tensión, la intensificación\ dJ:,· las 

percepciones o el deseo de nuevas experiencias personales y espiri!~ales" .71 

·T-· 

Así, al tratarse de "experiencias mentales", éstas se encuentran entre 13.s· ii'rás 

personales e íntimas que alguien pueda experimentar, de tal manera que la 

decisión de un individuo mayor de edad de "afectar" su personalldad de esta 

manera con fines recreativos o lúdicos se encuentra tutelada prima facie por 

el derecho al libre desarrollo de ésta. n 

78. Ahora bien, una vez que se ha expuesto e! marco regulatorio para el control 

de estupefacientes y substancias psicotrópicas en la Ley General de Salud, 

así como el contenido pn·ma facie del derecho al libre desarrollo de la 

personalidad, esta Primera Sala está en posición de concluir que los artículos 

'ºAl respecto, véase el voto d¡s1dente del juez Levinson a la senlenoia de la Corte Suprema de 
Hawaii en el caso Ha~1a11 Sta/e v. Kantnar, 53 H.327,493 P.2d 306 (1972). 
'' /dem. 
'' /dem. 
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de dicho ordenamiento identificados por el Juez de Distrito como actos 

reclamados efectivamente inciden en el contenido prima facie del derecho 

fundamental, toda vez que constituyen un obstáculo jurídico jue impide al 

quejoso ejercer el derecho a decidir qué tipo de actividacp/s recreativas o 

lúdicas desea realizar, al tiempo que también impide lleva~ cabo lícitamente 

todas las acciones o actividades necesarias para pc/er materializar esa 

elección a través del autoconsumo de !a marfhu 4' : siem~ cultivo, 

cosecha, preparación, acondicionamiento, pos ión, transporte, etc. 

Recuérdese que un análisis diferenciado se hará e torno~ artículos 234, 

368 y 479 de la Ley General de Salud cuya co sti~ionalidad también se 

encuentra en litis pero que os ~ citado amparo en 

revisión-

de la personalidad no es un derec:ho a o, de tal manera que puede ser 

Iimi_tado con !a finalidad de perseguir ún objetivo constitucionalmente 

~álídQ._ Al re.sp~cto, resulta impo~te · entificar los límites a este derecho 

qiíe-han sido reconocidos por es;e ~ Tribuna!. En relación con este tema, 
. '. 

'en.el citado 
' 

que este derecho "no es abso 

Pleno de esta Suprema Corte explicó 

s encuentra sus límites en los derechos 

de los demás y e~! ._orden pú lico" (énfasis añadido). Como puede 

observarse, se trata t1;lí;mftes e>fernos al derecho que funcionan como 
. ' cláusulas que ~izan al legis!afir a intervenir en el libre desa·rro!!o de la 

personalidad paT~erseguir esos Jines.73 

80. En'- este o'rden de 'ideas, la -dop!rina eSpecializada ha séñalado ·que los 

derechos fundamentales y sus 'respectivos límites externos operan como 

principios, de tal manera que las relaciones entre el derecho y sus límites 

encierran una colisión que debe resolverse con ayuda del test de 

73 Para entender la 1orma en la que operen los límites externos a los derechos, véase Prieto Sanchis, 
Luis, Juslir;ia constitucional y derechos fundamentales. Madrid, Trotta, 2003, P- 222_ 
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proporcionatidad.74 Así, para que sean constitucionales las intervenciones 

que se realizan al amparo de un límite al libre desarrollo de la personalidad, 

éstas deben cumplir con ciertas características: Ja medida legislativa debe ser 

idónea para proteger los derechos de terceros y/o el orden público; y no debe 

limitar de manera innecesaria y desproporcionada este derecho fundamental. 

Dicho de otra manera, la medida analizada tiene que superar un examen de 

proporcionalldad en sentido amplio. 

81. De acuerdo con Jo anterlor, el hecho de que esta Suprema Corte haya 

establecido que el Ilbre desarrollo de la personalidad da cobertura prima facie 

a un derecho más específico a decidir y poner en práctica la actividad 

recreativa o lúdica que se desee realizar, Jo que puede incluir el consumo de 

ciertas sustancias con fines de ocio o esparcimiento, no significa que ese 

derecho tenga carácter definitivo. En este sentido, el derecho fundamental 

adopta una doble fisonomía: antes de practicar el test de proporcionalidad 

presenta un carácter prima facie y sólo después de que se ha reai\za~o el 

escrutinio adquiere un carácter definitivo, de tal suerte que si la medida 

legislativa !imitadora no supera e! test de proporcionalidad, el co~e;ido 
definitivo del derecho será coincidente con el atribuido prima facie; en cambio, . 
si la ley se encuentra justllicada a !a luz del test de proporcionalidad, el 

contenido del derecho será más reducido que el aparente o prima facie. 75 

82. En resumen, esta Primera Sala estima que fue correcta la determinación 

del Juez de Distrito al señalar que las nonnas reclamadas incidían en el 

derecho al libre desarrollo a la personalidad del quejoso al impedir que 

éste decidiera qué actividades recreativas o lúdicas quiere realizar. 

iii) Análisis de proporcionalidad en sentido amplio de la medida 

legislativa impugnada 

1
' idem. 

''Ibídem, p. 221. 
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83. Como se explicó anteriormente, en una segunda etapa del anáysis de 

constitucionalidad debe determinarse si la norma que interviene en .sf ámbito 

inicialmente protegido por el derecho fundamental es constitucio,r.iáL Así, en 
• 

esta fase del análisis debe examinarse si en el caso concretó existe una 
i 

justificación desde el punto de vista constitucional para ,tjue la medida 

legislativa limite el contenido prima facie del derecho. Est/ ejercicio implica 

que se establezca sl Ja intervención legislativa per~/gue u~nalidad 
constitucionalmente válida y, en caso de que se pere esa grada del 

escrutinio, se analice si ta medida supera sucesi me~n análisis de 

idoneidad, necesidad y proporcionalidad en estrict ~do. 

84. En el caso concreto, es necesario recor r que la medida cuya 

85. 

86. 

~~tituc~onalidad se analiza es el "sistema d 

~t"!,fiÍJ!Jrado por los artículos impugnados, 

~~\~torio previstO en la Ley Gen 

ibiciones administrativas" 

cual forma parte del marco 

Salud sobre el control de 

.~]lµpefar;ientes y psicotrópicos. A! resp , debe aclararse que no será 

'~bjeto dEi ningún pronunclamlen~ co titucionalidad el "sistema punitivo" 

pr'i111isto eri la Ley General de Salud y e el Código Penal Federal en relación 

con este tema76• ~ 
En esta línea, tambié~e ~e itera que sde su propia solicitud expresamente 

excluyeron la so~ de cor{ercializar marihuana. Es decir, el 

peticionario excluyó "Jos actos dtcomercio, tales como la distribución, 

enajenación y ~ferencia de lé\' misma rmarihuana77" .] 

' 
D8:ahLque, ante dicha e·xc!uSióii E'.Xpresa esta Primera Sala estlme peri:lnente 

aclarar que sólo se analizará si 18. prohibición de las actividades correlativas 

al autoconsumo de marihuana.· En consecuencia, el presente asunto no 

1• Véase la sección final de esta sentencia para el análisis relativo a la constitucionalidad de los 
artículos 234, 368 y 479, cuya constrtucionalidad no fue analizada en el amparo en revisión­
precedente. 
''Véase el oficio obrElllte en la 1oja 154 del juicio de amparo indirecto-
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conlleva ningún pronunciamiento sobre la constitucionalidad de la prohibición 

de comercializar marihuana. 

a. Constitucionalidad de los fines perseguidos con la medida 

87. En primer lugar, es preciso identificar Jos fines que se persiguen con .. la 

medida lmpugnada para posteriormente estar en posibilidad de determinar si 

éstos resultan constitucionalmente válidos. Esta etapa del análisis presupone 

la idea de que no cualquier propósito puede justificar la limitación a un 

derecho fundamental. 76 En efecto, Jos fines que pueden fundamentar la 

intervención legislativa a! ejercicio de Jos derechos fundamentales tienen muy 

diversa naturaleza: valores, intereses, bienes o principios que el Estado 

legítimamente puede perseguir. 

88. En este orden de ideas, Jos derechos fundamentales, los bienes co!ectlvos y 

los bienes jurídicos garantizados como principios constitucionales constityyen 

fines que legítimamente fundamentan la intervención del legis!~'dq~,· el 

ejercicio de otros derechos.711 No obstante, debe aclararse\q~-~·las 
. '' ,. 

intervenciones basadas en fines perfeccionistas no encuentran protección 

constitucional, pues el Estado no puede exigir a las personas ., se 

conduzcan de acuerdo a un determinado modelo de virtud.80 • • 
< 

89. Ahora bien, para poder identificar esas finalidades perseguidas por el 

leglslador puede atenderse a los documentos que lnforman el proceso 

legislativo de las disposiciones analizadas o bien a la interpretación de las 

propias normas combatidas. En el caso concreto, de los procesos de 

reformas a los preceptos combatidos que configuran el "sistema de 

prohibiciones administrativas", puede desprenderse que e! legislador 

consideró necesario prohibir Ja autorización administrativa para la realización 

de toda actividad relacionada con la marihuana en atención a los efectos 

nocivos asociados a dicho producto en la "salud" y el "orden público". 

'" 8arak. op. c1/., p. 245. 
'" 8ernal Pulido, op cit.. p. 697. 
""Nino, op cit., pp. 425-426. 
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90. En efecto, la expedición de Ja Ley General de Salud tuvo como propósito 

reglamentar el derecho a Ja protección de la salud.8 ' Al respecto, entre las 

propias finalidades previstas en la propia ley se señaló "la pr9moción del 

bienestar físico y mental del hombre, para contribuir al ejercicio}>!eno de sus 

capacidades" (fracción I del artículo 2o.). De esta manera, cfn el objeto de 
• 

alcanzar dicho nivel de bienestar, el leglslador cons¡deró necesario 

implementar un adecuado "centro! sanitarlo" de los psicotr~icos ~cóticos, 
bajo Ja premisa de que su uso constltuye un problema ra la salud pública 

en tanto genera dependencia para el consumidor.82 ~ 

91. Posteriormente se realizaron reformas a diversos p 

precisar de mejor manera las sustancias que de 

sider~rse estupefacientes o psicotrópico 

os con el objeto de 

í, el legislador entendió 

· dichas precisiones se avanzó en progresiva efectividad al 

d,j a la protecoión de la salud, c~rij en el artículo 4o. de nuestra 

~!~~:.. 64 En esta línea, en la exp~ n de motivos de Ja reforma al 

a~e la Ley General dP.&!ud pr ulgada el siete de enero de dos 
'Á ~~ij.\t> -~ 
'.$~1< · en la cual se agregaron mo ps1cotrópicos las siguientes 

sustancias: mefedrona, pi~na, TFM P, midazolam y K2-, 65 se señaló 

que "uno de Jos problemasYsalud pú ica más serios a nivel internacional 

es el relativo al cons~g l. comercializ ión de drogas, fenómeno que en los 

últimos años ha exp~ntado una cr ciente complejidad debido al proceso 

de internacion~ión de. las actividjdes ilícitas de creación, producción y 

tráfico il!cito de P~ursores químicof'.66 

' 
81 Esta ley sust~yó al a~iguo Código Sanitart y se promulgó el 7 de febrero de 1984. 
"' Así se advierte de la exposición de motiv.os de dicha ley, y sus correspondientes dictámenes 
legisla!i\IOS. Al respecto, véase: Exposición Ge Motivos, Cámara de Origen: Cámara de Diputados, 
México, Distrito Federal a 15 de Noviembre de 1983 de la Iniciativa de la Ley General de Salud. 
as En este sentido, el 23 de diciembre de 1987 se promulgó una reforma a los a11ículos 245, 247 y 
248 de la Ley General de Salud. Este último articulo no ha sido mod~icado desde entonces. 
"" Dictamen de la cámara de origen de las Comisiones Unidas de Salubridad General y Primera 
Sección de la de Eswdios Legislativas, del Senado de la República, de 26 de noviembre de 1987. 
'" Esta reforma se promulgó el 7 de enero de 2014. 
86 Exposición de motivas de 23 de enero de 2012 reali>:ada por Ejecutiva Federal en el proyecto de 
reforma de las fracciones 1y111 del al1ículo 245 de la Ley General de Salud. 
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92. En este orden de ideas, también se estableció que "[d]ichas conductas, 

además de representar e! incremento en actividades ilícitas que ha permitido 

a grupos dellctivos obtener grandes recursos y ganancias que favorecen su 

crecimiento desmedido, han generado un problema que debe analizarse 

desde la perspectlva del impacto que provoca en la salud pública, pues este 

fenómeno ocasiona el incremento de padecimientos, trastornos e incluso 

hasta la muerte, todo ello a consecuencia de su uso adictivo, dejando sentir 

sus efectos en el ámbito social, económico y político' (énfasis añadido).87 

93. Por otro lado, hay que destacar que el actuar artículo 1º de Ley General de 

Salud dispone que este ordenamiento tiene como objetivo reglamentar el 

derecho a !a protección de la salud que f1ene toda persona en !os términos 

del artículo 4° de Ja Constitución, así como establecer las bases y 

modalidades para el acceso a los servlcios de salud y la concurrencia de la 

Federación y las entidades federativas en materia de "salubridad general". De 

94. 

• 
acuerdo con Ja propia ley, este concepto comprende, entre otras co$S, tanto 

la prevención del consumo de estupefacientes y psicotrópicos ~mo Ja 

exlstencia de un programa contra la farmacodependencia (fracción XXI del 

artículo 3º). 
. . '' 
·~ •· De acuerdo con Jo anterlor, puede concluirse que !a finalldad del niarco 

regulatorio para el control de estupefaclentes y substancias psicotrópicas 

previsto en la Ley General de Salud es la protección de la "salud" y el "orden 

público", puesto que de una interpretación sistemática del ordenamiento, asf 

como de los distintos procesos de reforma a la ley, puede desprenderse que 

el legislador tuvo Ja intención de procurar la salud de los consumidores de 

drogas y proteger a la sociedad de las consecuencias perniciosas derivadas 

del consumo de las drogas, dado que se ha considerado que esta actividad 

tiene efectos nocivos tanto para el consumidor como para la sociedad en 

general. 

"' Exposición de mot¡vos de 23 de enero de 2012 realizada por el Ejecutivo Federal, en el proyecto 
de reforma de las fracciones 1 y 111 del articulo 245 de la Ley General de Salud. 
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95. Al respecto, esta Primera Sala entiende que ambas finalidadrs son 

constitucionalmente válidas. Por un lado, es evidente que la protecc¡pn de !a 

salud es un objetivo que legítimamente puede perseguir del Estado,.i\oda vez ,. 
que se trata de un derecho fundamental reconocido en el _artículo 4º 

/ 
constitucional, en el cual se establece expresamente que toda persona tiene 

derecho a la protección de fa sa/ud.sa En esta línea, notaY. 6ue perder de 

vlsta que este derecho tiene una proyección tanto individua pe~al como 

una pública o social. 

·~ 
96. Respecto a la protección a la salud de las person en lo individual, esta 

97. 

Suprema Corte de Justicia de Ja Nación ha e cido en múltiples 

precedentes que el derecho a la salud se tradu en la obtención de un 

detet.Q"linado bienestar general integrado 1 estado físico, mental, 

~ciOna1 y social de la persona, del que_ deri otro derecho fundamental, 

c'Wis¡,ste~te en el derectio a Ja integr~t.fí -psicológica.89 De ahí que 

~su1iJf>-evíd~nte que e! Estado llene un i'Yer - constitucional en procurarles 
' ' 

J/las pe;son~~ en lo individual u~cuad estado de salud y bienestar. 
,~- -~ . 
' Por otro lado, la faceta so~úbfica d,. derecho a la salud consiste en el 

deber del Estado de atende problemps de salud que afectan a la sociedad 

en general, así com}~n ... establecer 111$ mecanismos necesarios para que 

todas !as personas t~ acceso a ~s servicios de salud.90 En el -

~~~~"""~ .1 
; Articulo 4. [ ... ¡. ~ 
¡ ... ] ;~ 
Toda persona tiene derecho a la protección}de la salud. La Ley definjrá las bases y modalidades 
para el acceso a los servicios de salud y es1ap1ecerá la concurrencia de la Federación y las en!idades 
federativas en materia de salutirid<id !ieneral, conforme a lo "que dispone la fracción XVI del artículo 
73 de esta Cons!itución. i 
[ ... } -
89 P. LXVlll/2009, sustentada por el Tribur\al Pleno, consultable en la Novena Época del Semanario 
Judicial de la Federación ysu Gaceta, tomo XXX, Diciembre de2009, página 6, de rubro: "DERECHO 
A LA SALUD. NO SE LIMITA AL ASPECTO FÍSICO, SINO QUE SE TRADUCE EN LA OBTENCIÓN 
DE UN DETERMINADO BIENESTAR GENERAL" 
""P./J. 136/2008, sustentada en la Novena Época del Semanario Judicral de la Federación y su 
Gacela, toma XXVIII. octubre de 2008, página 61, de rubro: "SALUD. EL DERECHO A SU 
PROTECCIÓN CONFORME AL ARTÍCULO 4o., TERCER PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN 
POL(TICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, ES UNA RESPONSABILIDAD SOCTAL". 
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91 esta Primera Sala reconocló que en aras 

de tutelar y proteger el derecho humano a la salud, el Estado debe emprender 

las acciones necesarias para alcanzar ese fin, tales como el desarrollo de 

políticas públicas, controles de calidad de los servicios de salud, identificación 

de los principales problemas que afecten la salud púbnca del conglomerado 

social, etc. En este sentido, puede decirse que la propia Ley General de Salud 

identifica como un problema de salud pública el consumo de marihuana. 

98. En ínt!ma relación con !a protección de la salud pública se encuentra la 

protección al orden público. Si bien es complicado definir en qué consiste este 

principlo constituciona!,9.2 se trata de un concepto que hace referencia al 

bienestar de la sociedad en general. Si se entiende de esta manera, no hay 

duda de que resulta de orden público la persecución de objetlvos sociales 

colectivos a través de decisiones legislativas o polfticas públicas. Por lo 

demás, hay que señalar que la Constitución reconoce como interés legítimo 
, 

del Estado la protecoión del conglomerado social. ¿. 
t"- ~ ,_, 
"'"- . 

99. En cambio, la prohibición del consumo de marihuana por la: m~ 

autodegradación moral que implica no persigue un propósito legítirrl . La 

Constitución no impone un ideal de excelencia humana, permite que-~; 
" 

individuo elija su propio plan de vida y adopte el modelo de virtud persOitat 

que considere válido, en tanto no afecte a los demás.!);) Así, las afectaciones 

al desempefio social que ocasiona la marihuana114 -por ejemplo, disminución 

•1 Sentencia de 1 O de junio de 2015, resuella por mayoria de cuatro votos de los Señores M'¡n'¡stros: 
José Ramón Cossfo Diaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo (Ponente), Oiga Sánchez Cordero de García 
Villegas, y Presidente AHredo Gutiérrez Ort;z Mena. en contra del emrtido por el Ministro Arturo 
Zaldivar Lelo de Larrea, quien se reservó el derecho de formular voto particular. 
02 El princ;pio de orUen público se encuentra reconocido en la Constituc;ón en los articulos 6º, párrafo 
primero, 16 párrafo primero, 94, párrafo cciaVO, 115, 1racc;6n VII, 122, BASE QUINTA, inciso F) y 
130, párrafo segundo. 
93 N1no, op cit., p. 423. 
""De acuerUo con algunos estudios, los electos de la marihuana en la vida esco!ar y proles;onal del 
consumidor promedio son poco claros. Aunque ss ha relacionado el bajo desempeño eso:ilar con la 
freooencia de uso, también se ha señalado que ello puede deberse a otras cauosas, como 
condicionamientos socioecómicos y culturales de quienes la consumen. Al respecto, véase Cautkins, 
Jona!han P, Hawken, Angela, Kilmer, Beau, y Kls1man, Mark, Marijuana Legaliza/ion: What Everyone 
Ne€ds lo Know, Nueva York, O>:lord University Press, 2012, p. 77. En este o!den de ideas, en una 
encuesta realizada en el Distrito Federal se encontró que el 70% de les usuarjos de ma¡jhuana 
trabajan, 43% estudia y 20% estudia y trabaja. Cfr. ZamudioAngles, Carlos Alberto y Castillo Ortega, 
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100. 

101. 

102. 

de productividad laboral del consumidor y el denominado "síndrome 

amotivacional"95
- no pueden considerarse como razones válidas para 

intervenir el derecho al libre desarrollo de la personalidad. Además, ni de la 

ley que ahora se analiza, ni de los procesos legislativos que la han reformado, 

se desprende Ja intención del legislador de promover un detyrminado modelo 

de virtud personal. Como se ha expllcado, la ley pretendej;roteger la salud y 
' el orden público. / ~ 

Por ello, esta Primera Sala estima que el análisis praticáb.o oor el Juez de 
I ~ 

Distrito96 fue sustancialmente correcto al detérminar que los fines 

' or la norma eran la rotecciórÍ el orden 

ue éstos resultaban constituciona 

u-n~ue se ha establecido que el marco ulatorlo para el control de 

é~1.1tes y substancias psicotró~~revisto en la Ley General de 

~~~e- u,na finalid?l_d constitucion8.7,te válida, corresponde ahora 

1~,~rt~~~~?'prohib_ición de con~ir m ,1huana para fines lúdicos y, en 

;.gP~~~·la prohlblclón tamil~de t as las acciones necesarias para 

"i\~°;J~tla~~ri poslbmdad ~va' a oa el actooocsumo (slemb,a, oultlvo, 

-;;asecha, preparación, a icionami nto, posesión, transporte, etc.), 

constituye una medid}~~nea para pro ger la salud y el orden público. 

b. Idoneidad de la m~a 

En esta etapa ~scrutinio debe a Iizarse si la medida impugnada es un 

medio adecuacj'o par<;l _a!canzar los fir;ij}s, perseguidos por el legislador. En este 

sentido, el examen ~e idoneidad p{-esupone Ja existencia de una relación 

0 
' Lluvia, Pnmera encuesta de usuar10s de droga's ilegales en la Ciudad de México, México, C<Jlec1ivo 

por una Política Integral hacia las Drogas A.C.¡ 2012 . 
.. El "slndrome amo!ivacional" ('amotivatiOnal syndrome') se define como un patrón del 
comportamiento caracterizado por la falta dE. mot<vación, energía e iniciativa. Cfr. Hall, Wayne. 
Degenhardt, Louisa, y Lynskey. Mfchael, The!Hea//h and Psychofogk;al Effuc/s of Cannab1s Use, 2ª 
ed., Camberra, Australian Governmen1 Publishing Service. 2001, p. ix. 
""Véase la foja 511 del ¡uicio de amparo -
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empírica entre la intervención al derecho y el fin que persigue dicha 

afectación, siendo suficiente que la medida contribuya en algún modo y en 

algún grado a lograr el propósito que busca el legislador. Así, la idoneidad de 

una medida legislativa debe mostrarse a partir de conocimientos científicos o 

convicciones sociales generalmente aceptadas.97 

103. Ahora bien, en el caso concreto debe determinarse si el "sistema de 

prohibiciones administrativas" configurado por los artículos impugnados 

constituye una medida idónea para proteger la salud y e! orden púb!lco. Sin 

embargo, antes de llevar a cabo ese escrutinio resulta indispensable realizar 

algunas consideraciones metodológicas sobre la manera de realizar el 

examen de idoneidad de la medida. 

104. En primer Jugar, cuando en Ja literatura jurídica se aborda el tema de la 

idoneidad de la prohibición del consumo de drogas en ocasiones suele 

señalarse que este análisis consiste en determinar si dicha medida 

efectivamente reduce dicho consumo. Los partidarios de realizar el an lisls 

de idoneidad de la manera antes indicada consideran que una prohibi ión 

que en los hechos mostrara ser ineficaz para reducir el consumo no super ía 

esta grada del examen de proporclonalidad.98 Sobre este pu~I: 
efectivamente exlsten muchos estudios que muestran que Ja prohibición n\ 

disuade el consumo.1)9 As!, en el caso que nos ocupa podría sostenerse que 

el "sistema de prohibiciones administrativas" configurado por los artículos 

impugnados no ha logrado disminuir el consumo de marihuana. 100 En esta 

"' Bernal Pulido, op. cit., p. 733. 
98 Uprimny, Rodngo, Guzmán, D•ana Esther y Parra, Jorge Alberto, "¿Des-proporción en la 
judic•alización de los delitos de droga? El caso colombiano", en Catalina Pérez Correa (coord.), 
Jus/ic1a dwmedida. Proporcionalidad y de/1/os de drogas en America Latina, México, Fontamara, 
2012,pp.111-113. 
""Por todos, véanse Pedersen, Willy y Skardhamar, Torbjorn, "Cannabis and Crjme. F1ndings From 
a Longitudinal Study", Add1c/1on. Society for the study of AddiC/ion, vol. 105, núm. 1, 2010, p. 116: 
Fergusson, Davjd .. Swain-Campbell, Nicola., y Horwood, John, "Nrests and Convictrons for 
Cannab1s Related Ottences in a New Zealand B1rth Cohort", Drug and Alcohol Depend, \IOI. 70, núm. 
1, p. 61 -
""'Al respecto, existe una amplia l~era1ura que muestra que las políticas prohibicionistas no han sido 
efectivas en reducir consistente y permanen!emente la oferta y demanda de drogas. Por todos, 
véanse Blac~el,1, J Michael, "The Costl; and Consequences ol US Drug Prohibi1jon for lhe Peoples 
of Developing Nations", Indiana /nlemational and Comparativa Law Rev1ew, vol. 24, núm. 3, 2014, p. 
665; Chr'1st1ansen, Matthew, "A Great Schism: Social Norms and Marijuana Proh1b¡1jon. A Short 
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unea, por ejemplo, datos de la Encuesta Nacional de Adiccione:¡i señalan que 

entre 2002 y 2008 el consumo de drogas ilegales aumentó dé 4.6% a 5.2º/o 

entre Ja población de i2 a 65 años, 101 lo que podría interpretarse en el sentido 
' 

de que el citado sistema de prohibiciones es ineficaz para~r~duclr el consumo. 
r 

105. No obstante, esta Primera Sala considera que la metgl'l'~logía antes expuesta 

resulta inadecuada para determinar la idoneidad de),. medida i~da. En 

este orden de ideas, aceptar que el análisis debi::frealizarse de eéla manera 

conllevaría a declarar la inconstituciona!ida~e cual~ prohibición u 

obligación que fuera ineficaz para lograr que/ ~onducta de Jos destinatarios 

de Ja norma se conformara a los mandatos stablecl~n esas normas. En 

este sentido, esta Suprema Corte esti que las normas proh!bltlvas no 

pueden ser inconstitucionales por. ser in 1ca~ra motivar la conducta de 

nas. En este sentido, Ja educe~ del consumo no puede 

e un fin en sí mismo de 1. a@>l¡i;ia, s_ino en todo caso un estado 

que constituye un medio o n fi~termedio para la consecución de 

de Ja salud pública o el orden 

r la idoneidad consiste en sostener que el 

"sistema de prohibiciones ad inistrativas" configurado por Jos artículos 

impugnados será idó~ra canzar los fines perseguidos por el legislador, 

Essay", Harvard La~ Policy ReviJ.v, vol.4, núm .. 1. 2010, p. 240; Camacho. Adriana, Gavina, 
Alejandro, y Rodrigu~alllenne. ºEironsumo de droga en Colomb;a", en Alejandro Gaviria Unbe 
y Daniel Mejia Londoño (coomp.), Pbli/icas antidroga en Colombia. Éxitos, fracasos y extravfos; 
Bogol.á, Ediciones u_niandes. 2011, ~ 5; Kisley St~phen, "The Case for Policy Reform1ng cannabis 
Control", The Canad1an Joumal of P~ychiatry, vol. 53, núm. 12, 2008, p. 795: Beckelt, Kalherlne, y 
Herbert, Steve, The Consequences ,r:ind Costs of Marijuana Próhibilion, Seattle. ACLU/Univera~y o! 
Washington, 2009, p iv. van he! LoP, Mirjam, Hoorens. Stijn. van'! Hof, Christian, y Kahan, James 
P., Cannabis Pol1cy. /mplemenle/10~ and Outcomes, Santa Monica, RANO Corporation, 2003, p. 48. 
En el mismo sentido, véanse los siguientes reportes: Open Society lns1i1ute, War on Drugs Report 
of The Global Commission on Drug Policy, 2011, p. 2; y Report by lhe Advisory Commiffee on Drug 
Dependence, Londres, Home Office, 1969, p. 1. 
'"' Pérez Correa, Catalina. "Delitos rontra la salud y {des)proporcionalidad en la legislación 
mexicana", en Pérez Correa. op. ciÍ., p. 196. 
1112 En la literatura especializada se'dist¡nguen los "problemas primanos". ocasionados por el abuso 
de una sustancia psicoacllva, de los "problemas secundarios" derivados de las pollticas de control 
que los Estados adoptan frente a la sustancia. Cfr_ Uprimny, Guzmán y Parra, op. el/., p. 108. 
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consistentes en la protección de la salud y el orden público, en Ja medida que 

exista una relación empírica que vlncule al consumo de la marihuana con 

ciertos daños o afectaciones a la salud y al orden público. Dicho de otra 

manera, si el consumo de marihuana no causa daños o afectaciones a la 

salud o a la sociedad en su conjunto, la prohibición analizada no será una 

medida idónea para proteger estos objetivos constitucionales. Como puede 

observarse, el examen de idoneidad exige entonces la corroboración de Ja 

existencia de una relación empírica entre el consumo de marihuana y ciertos 

estados de cosas que pueden caracterizarse como daños o afectaciones a la 

salud o a la sociedad. 

107. Ahora bien, si se examina Ja nteratura que se ha ocupado de analizar los 

efectos del consumo recreativo de Ja marihuana, pueden identlficarse al 

menos los siguientes estados de cosas que normalmente se considera están 

asociados al consumo recreativo de la marihuana: afectaciones a !ai salµel; 

generación de dependencia; propensión a utilizar drogas "más du~as.!';;~.,8 

inducción a la comisión de otros delitos. Así, en el siguiente aparta<¡o ·§e 
evaluará si la marihuana causa las citadas afectaciones a la salud y al 0~4'ª~ 
público. ·.~'~ 

.\,; 

108. Debe también precisarse que para superar el examen de idoneidad basta con 

que dichas afectaciones existan, sin importar el grado o entidad que tengan. 

Dicho de otra forma, para que la prohibición del consumo de marihuana 

encuentre justificación constitucional desde el punto de vista de Ja idoneidad 

de la medida es necesario mostrar que éste afecta la salud y el orden público, 

aun cuando dicha afectación sea mínima.103 Así, una intervención podrá 

considerarse idónea si la correlación entre medio y fin es positiva, con 

independencia de su nivel de eficacia. 

103 En opinión de la Global Commission on Drug Policy, las politicas públicas sobre drogas deben 
basarse en evidencia que demuestre que en verdad éstas ayudarán a reducir lo.s daños a la salud, 
la seguridad de las pemonas y la sociedad en general. Open Socie!y lnstitute, op. cit., p. 5. 
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O!:!. ue acuerdo con Jo anterior, a continuación se analiza si existe fvídencla 

110. 

111. 

empírica que justifique la creencia de que el consumo de marihu~na causa 
' ' los daños o afectaciones antes identificados. Para corroborar la eXistencia de 

¡ 
dicha relación, esta Primera Sala se apoyará en la literatura ci{ñtífica que ha 

abordado esta cuestión, así como en varios estudios empíriCos disponibles 
¡ 

sobre el tema. r 

Como una observación preliminar, va!e la pena dest ar que ~videncia 
disponible muestra que efectivamente el consumo 

danos o afectaciones de distinto tipo. Con 

continuación, algunas de esas afectaciones 

manera concluyente, mientras que otras son p 

me~~--~$eculaciones. Al respecto, cabe S que la incertidumbre se ' . ~ ' 

i{xpu,c~·:eftt'.íbuena medida al hecho de q¡,_¡e e · d ícll determinar si el uso de 

,fuiir~ña-·es causa de los efectos ne a la salud y a! orden público o 

.~i só\o,se·t~~:de una simple correlación. 

. ~ 

.r Afectaciones a Ja salud 

En términos generales, !os~ios c nciden en que a partir de la evidencia 

que existe actualme~ ... ~ consumo e marihuana en personas adultas no 

supone un riesgo imP'Nnte para sJud, sa!vo en el caso de que se utlllce de 

forma crónica ~cesiva.105 En,/eiaéión con los efectos que causa la 

' 1 
'"'Sobre este tema. véanse en\re·o!ros Caulkins, Hawken, Kilmer, y Kleiman, op. ci/_, p. 55; Room. 
Robin, Fischer, Benedikl, Hall, Wayne, L,1'lnton, Simon, y Reuter, Peter, Cannab1s Policy: Moving 
Beyond Stalemate, O:dord. Oxford univers;ty Press, 2010. p.32; D' Souza. Oeepak Cynl, Sewell, 
Richard Andrew. y Ranganathan, Mohini/"Cannabis and PsychosislSchizophrenia: Human Studies", 
European ArchJves ot Psych1alry <Jnd Clln<~al Neurosc1enw. vol. 259, núm., 2oog, pp. 413-431. p. 
413; y Hall. Wayne. y L;~oardo PaC!lula; Aosalie, Cannabis Use <Jnd Dependence: Public Heel/h and 
Public Policy, Cambridge, Cambridge U11iversrty Press, 2003, p. 88. 
'º' Fischer, Benedikt. Jeffries, Victoria, Hall, Way11e, Room, Robin, Goldner, Elliot. Rehm J., "Lower 
Risk Ca11nabis Use Guideli11es far Ganada (LRCUG): A Narrative Review ol Evidence and 
Recomme11da!ions", Canadi<JnJoum<J/of PublicHealth, vol. 102, núm. 5, 2011, p. 326: y H<Jll. Wayne, 
'The Adveise Effects ol Cannabis Use: Wha!Are They. and What Are Their lmplications For Policy", 
lnlemalional Joumal ofDrug Policy, 2009, vol. 20, pp. 458-466. 
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marihuana en la salud de las personas, la literatura científica distingue las 

alteraciones temporales de las crónicas. Así, mientras las primeras tienen 

lugar únicamente mientras dura la intoxicación en el cuerpo, las segundas 

persisten aun cuando el consumidor no se encuentre intoxicado. 106 

112. Las alteraciones temporales ocurren como consecuencia inmediata del 

consumo de la marihuana. Algunos de los efectos que pueden generar son 

pánico, reducción de la ansiedad, estado de alerta, tensión, incremento de la 

sociabilidad, reducción gradual de funciones cognitivas y motoras, 

percepciones intensificadas de la realidad -colores, sabores, sensaciones­

º alucinaciones visuales y/o auditivas.107 Así, al tratarse de efectos que 

dependen de! estado de intoxicación que produce Ja marihuana, las 

investlgaclones indican que son reversibles y no representan un riesgo 

demostrado para la salud. 1ºª 

113. La existencia de alteraciones crónicas como consecuencia del consymo e~. . . 
muy controvertida en la literatura especializada. Los estudios indican que la'S. 

'· ~-' 
implicaciones permanentes son poco probables o mínimas, QU'I¡ sl):. 

persistencia es incierta e incluso que pueden tener origen en una pluraftd_ad¡ 

de factores distintos al consumo. 109 Un ejemplo de esta ú!tlma situación es·r~ ~­
asociación que se ha encontrado entre fumar marihuana y cánceres 

respiratorios,11º la cual podía explicarse porque buena parte de los 

100 En este sentido. véase por todos Hall, Wayne. y Osgenhardt, Louisa, "The Adverse Heallti Etlects 
of Chronic Cannabis U~", Drug Tes/ing and Analysis Special lssue; Cannabinolds pat111: The 
Curran/ Situation W1/h Cannabinoids, vol. 6, núms. 1·2, 2013, pp. 39·45; y Hall, Degenhardt y 
Lynskey, op. cit., p. 4. 
'º' En este orden de ideas, incluso se ha señalado que efectos negativos en el estado de intoxicación, 
como ansiedad, pánico, paranoia y/o psicoo;s. se asocian generalmente con sujelos 
psicológiramente vulnerables, como personas con esquizofrenia. Al respecto, véase Ashton, 
Heather, "Pharmacology And Effects o!Cannabis: A BriefReview'". The Bnlish Journal of Psychialry, 
vol. 178. núm. 2, 2001, pps. 104·105. 
""' Douaihy, Anto1ne, "Cannabis Revisjted", UPMC Synergie, 2013, pps. 1·9, p. 3. 
109 A manera de ejemplo, un estudio muestra, entre otras cosas, que existe 1ncerlidumbre en torno a 
si los electos adversos asociados con la marihuana se relacionan causaimen/e con su consumo. que 
no está clara la dirección de la relación entre el consumo y los desórdenes depresivos o emocionales. 
que las alectaciones cognitivas o intelectuales, la intensidad y reversibilidad de la afectación es 
incierta. y que las consecuencias ps;cótinas están sujetas a que si consumidor padezca alguna 
susceptjb1l1dad especial a padecimientos psiquiátricos. Al respecto. véase Hall y Degenhardt, op cit.. 
p. 43. 
''º En este sentido, véanse Mehra, Berthiller, Julien, Sira~. Kurl, BQniol, Mathieu: Voirin, Nccolas: 
Benha:im-Luzon, Veronique; Ayoub. Wided Ben, Dari. lman, Laouamri, Slimane , Hamdi·Cherit. 
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consum1aores de marihuana también fuman tabaco, Jo que lmplicaría que no 

está probada la existencia de una conexión causal entre el consumo de 

marihuana y el cáncer.111 

114. Por otra parte, existen investigaciones que sostienen que la marihuana 

produce los mismos daños respiratorios que cualqufr otra sustancia 

fumada, 112 y que resulta menos dañina que otras sustan9ias co~pio, las 

anfetaminas, el alcohol o Jos barbitúricos. 113 En este o¡en de idea"g, diversos 

reportes concluyen que el peligro de la marihuana s¡· ha ~eexpuesto", 114 

y generalmente subrayan que esta sustancia ti~e un nivel de toxicidad 

extremadamente bajo.115 Por lo demás, también eJ~tudios que señalan 

que los efectos normalmente considerados "q,~ónicos" son esencialmente 

"J:ersibles después de que se suspende el c4io por un período varlable 

de tiempo. 116 ~ 

--. ,,_ 
Mokhtár,"Bartal,,~ohamed, Ayed, Fahrat Ben, y Sasco nnie. "Cannab1s Smoking and Risk ol Lung 
Cance,r in Men: A Po oled Analys•s o! Three~ies in ghreb", Joumal 9f Thoracic Oncology, 2008, 
vol. 3; núm. 12, pps. 1398 y 1401: Reen ore, nt A., Crothers, Kñstina, Tetrault, Jeanette; 
_F1ellin, David A, "The AssOCEa!ion Between iju a Smoking and Lung Canear. A Systematic 
~Review"', Archives of Infernal Medicine, vol. 166, 200 . pp_ 1359-1367; y Hashibe, Mia, Morgenstern, 
J;:!RI, Cui, Yan, Tashk<n, Donald P., ~uo-Fen zen, Wendy, Mack, Thomas M .. y Greenland, 
Sander, "Marijuana Use and the Ri ung and pper Aerodigestive Traci Cancers: Results o1 a 
Population-Based Case-Control S ancel, p1demiology, Biomarkers & Preven/ion, vol. 15, 
núm. 10, 2006, pp. 1829-1834, p. 182 . 
111 Sobre esta discosión, véase Caulkins, Hawk • Kilmer y Kleiman, op cit., pps. 65-66; Hashibe, 
Morgenstern, Cui, Tashkin,:f! Cozen, Mac , y Greenland, op. cit., p. 1829; Hall y Oegenhardt, 
op cif, p_ 40, Hall, Wayne, or, D Robi "Respiratory Health Effects of Cannabis: Positlon 
Statement o!The Thorac'c Soc ty of Australia iitnd New Zealand", lnlernal MedicineJournal, vol. 33, 
2003, pp_ 310y 312; Hall, Wayne, 'What Has Rjisearch ovar The Past Two Oecades R°'vealedAbout 
The Adve¡se Heal!h~ of-Recre'atfon'al Oánnabis Use?", Addiction, vol. 110, núm. 1, 2015, p. 
22. t 
112 Al respecto, véase oyal College ol P~ysicians of London, Cannab1s and Cannab1s-Based 
Medicines Polenliel Benefits and Risks loiHea//h, Londres, 2005, p. vii: Joy, E Jane!, Watson, 
Stanley, y Benson, JohQ A. (eds.), Marijuana ~nd Madicine: Assassing /he Science Base, Washington, 
o.e., National Academy Press, 1999. pps_ 5-6. 
''' Ballotta. Dan1lo. Bergeron. Henri, y Hu9hes, Brendan, "Cannabis Conlrol in Eumpe", en Sharon 
Ródner Sznitman, Bórje Olsson, Robin Rciom (eds.), A Cannabis Reader Globel lssuas and Local 
Experiences. Perspec/jves on Cannab1s Contmversies. Troalment and Regula/ion in E.urape: Lisboa. 
EMCOOA, 2008, pps. 107-108; y Repon liy lhe Advisory Committee on Orug Dependence, op. cit. 
"' Ballotta, Bergemn, y Hughes. op_ cit., p. 108. 
11 • Ashton, op cit., p. 104. 
11 • A manera de ejemplo, véanse Solowij, Nadia, Cannebm and Cognitiva Functioning, Cambridge, 
Cambridge Univers~y Press, 2006. pps_ 47, 79 y 169; y Pope, Harrison G., Gruber, Amanda J .. 
Hudson, James L, Huas~s. Marilyn A_ y Yurgelun-Todd, Deborah, "Neuropsychological Performance 
1n Long-term Cannab1s Users". An;h1ves of Genera! of Psychia/ry, 2001, vol. 58, núm. 10. p. 909. 
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115. En esta línea, tampoco se ha demostrado de manera concluyente que el 

consumo produzca afectaciones en los sistemas reproductivos del 

consumidor, 117 ni existe evidencia de que la marlhuana genere algún 

deterioro permanente en el sistema cardiovascular,118 ni tampoco se ha 

probado que dosis prolongadas produzcan afectaciones cognitivas severas 

como las que se observan tras el consumo crónico de alcohol. 11 9 

116. De la misma manera, los estudios co"1nciden en que es incierta la relación 

entre Ja marihuana y las alteraciones psicóticas o mentales en los 

consumidores, 12º con excepción de Jos consumidores que son susceptibles 

de sufrlr padecimientos mentales. No obstante, deben advertirse los daños 

psicológicos que genera la marihuana cuando su consumo lnicia en Ja 

adolescencia. Diversos estudios explican que existe mayor probabilidad de 

sufrir esquizofrenia121 y depresión 122 en la edad adulta, cuando el consumo 

excesivo de marihuana inicia en edades tempranas. 

117. Ante tal panorama, esta Primera Sala observa que si bien la evidencia méD_ica 

muestra que el consumo de marihuana puede ocasionar daños a Ja sal~d, se 

trata de afectaciones que pueden callficarse como no graves, siempW..,Y 

cuando no se trate de consumidores menores edad. 

' >- Desarrollo de dependencia 

118. En la literatura científica suele distinguirse entre el abuso y Ja dependencia a 

una sustancia. Mientras el abuso supone el uso continuo de drogas, la 

dependencia precisa que el consumo satisfaga criterios adicionales, como el 

desarrollo de tolerancia a la droga, síndrome de abstinencia e interferencia 

111 Hall, Degenhardt y Lynskey, op. cit.. p. 56. 
11• Hall, Degenhardt y Lynskey, op cit., p. 64. 
11• Hall, Degenhardt y Lynskey. op cit., p. 86. 
120 Zamm~. S1anley, Moore, Theresa H. M. , L<ngford-Hughes, Anne. Bames, Thomas R. E., Jones, 
Peter B, Burke, Margare!, y Lewis, Glyn, "Effecls of Cannabis Use on Outcomes of Psychohc 
Disorders: Systemahc Review", The Bri/ish Journal of Psychiatry. vol. 193, núm. 5. 2008, pp. 357 y 
361; Hall, Degenhard1 y Lynskey, op cit., p. 75. 
''1 Andréasson, Sven, Engslrom, Ann. Allebe<::k, Peter. y Rydberg. Ulf. "Cannab1sand Schizophrenia: 
A Longitudinal SliJdy of Swedish Conscnpts", Lancet. vol. 330, núm. 8574, 1987, p. 1483. 
'"" Fergusson, David, Horwood, John, "Early Onset Cannabis Use and Psychosocial Adjustment in 
Young Adults", Add1cNon, vol. 92. 1997, p. 279. 
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del consumo con el desarrollo de otras actividades del consumidor.12fEn este 

; 
sentido, !os consumidores regulares de marihuana no,' califican 

necesariamente como farmacodependientes. 
' ! 

119. Ahora bien, existen claras divergencias en la literatura sobre"la probabilidad 
; 
' y la frecuencia con la que Ja farmacodependencla seg' presenta en los 

consumidores de marihuana. Adicionalmente, también ~'~ disc~cias en 

el período y la intensidad de consumo que son ntlesarios p)?ra que Ja 

marihuana provoque algún grado de dependei:c·-'. Al~ecto, existen 

estudios que afirman que existe un bajo grado e probab1/1dad de que la 

marihuana produzca dependencia. En efec , ~cuerdo con estas 

investigaciones no sólo pocos usuarios de m 

sm, .. c¡ue· además !a posibilidad de que 

fa 

ihuana desarrollan adicción, 

nsumo desencadene Ja 

preexistentes como son ,~~~~ne.la está sujeto a diversos 

!J;~~.'énes conductuales y de person 

120. ~-·~~j:~do, algunos estudios~e 'ontrado que 9% de quienes utillzan ~~-: '• 

.~r;Jesarrollan dependencia r ella en algún punto de sus vidas, 125 

l!lientras que otras investi~:¡es pi ntean que e110'Yo de las personas que 

han consumido marihuana na z desarrolla dependencia a la droga. 126 

En la mi,ma Hnea, o~eporte' !f"iman q"e hay '"ficiente evidenda paca 

,, 
1 

"'"American Psychi~ Associatian (AP~), D1agnostic and stafist1cal Manual of Mental Disorders 
DSM-5, 5 ed .. Washington, OC:, New School Library, 2013, p. 483. Es conveniente prec~ar que el 
Diagnostic and Stalist1cal Manual of Mehtal Disoroers DSM-5 eS la versiPn más reciente del manual 
diagnóstico y estadístico de desórdenes mentales de la APÁ En este maiiual expresamente se ha 
omitido utilizar el termino adicción o dependencia para utilizar en su lugar ·substance use d1sorder" 
(desorden de uso de sustancia) por oansjderar que olros usos pueden tener oannotacianes 
potencialmente negativas {al respecto, véase p. 485 del manual). No obslBnte, dada que el término 
"desorden de uso de sustancia" es novedoso en Méxioa, y en tanto es definido de \a misma manera 
que "dependencia", aquí se ut<l1zará es!B último término, romo se hace en la versión anterior del 
manual (Americ:an Psych1a1ric Assoc1ation (APA), Diagnostic and S/alistical Manual of Menral 
D1sorders DSM-4, Washington, DC:. 1994). 
' 24 Joy, S1anley, Watson, y Bsloon. op. cit., p. 6. 
''' Caulkins, Hawken, Kilmer y Kleiman, op. cit., p. 66. 
"'6 Hall y Degenhardt. op.cit .. .p. 40; Hall. Oegenhardt y Lynskey, op. cit., pps. 71 y 73. 

65 

---·--------------



AMPARO EN REVISIÓN 823/2017 

concluir que algunos consumidores crónicos de marihuana efectivamente 

desarrol!an farmacodependencia. •27 

121. Con todo, numerosos estudios coinciden en que las implicaciones sobre la 

salud y las consecuencias sociales reportadas por quienes buscan controlar 

su consumo son mucho menos severas que aquellas reportadas por 

personas adictas a otras sustancias, como el opio o el alcohol. Así, por 

ejemplo, un reporte demostró que sólo un aproximado del 3% de la población 

de adultos de Estados Unidos cumpliría el diagnóstico clínico de 

dependencia, trente a alrededor del 14% de personas que padecen 

alcoholismo. Por lo demás, investigaciones con conclusiones semejantes 

también tuvieron lugar en Australia y Nueva Zelanda.126 

~ Propensión a utilizar drogas ''más duras" 

122. En términos generales, puede decirse que los estudios disponibles 

demuestran que la marihuana tiene un nivel de incidencia muy baft1 en<e! 

consumo de otr~s drogas más riesgosas. 129 Con todo, es cierto que ~e h:aii , 
identificado asociaciones entre el consumo de marihuana y el consumo d'é 

otras drogas más intensas como la heroína o ra cocaína. 130 En esta línea, 

algunos estudios han intentado explicar estas correlaciones desde una 

perspectiva farmacológica, argumentando que los efectos químicos de la 

marihuana propician el consumo posterior de otros narcóticos. 131 

123. No obstante, esta postura ha sido contrastada con diversas expllcaciones 

sociales y contextuales que entienden el fenómeno a partir de los 

""Hall, Dsgenhardt y Lynsk¡iy, op. cit., pps. 69·73. 
""' Hall, Wayne, The health and psycholog1cal etlects ot cannab¡g use, pps. 216·217; Hall, 
Degenhardl y Lynskey, op. cit, p. 148: Hall y Oegenhardt, op. ctt., p. 40. 
1211 Hall y Degenhardt. op. c1/., pps. 41 y 4:3. 
""' Kandel, Oen<se B., Exam1ning /he Galeway Hypo/hesrs: Slages and Palhway:s of Drug 
lnvoJvemenl, en Kandel, Oenise 6. (ed.), S/ages and Pathways of Drug lnvolvemenl. Examining tha 
Ga/eway Hypolhesis. New York, Cambridge Universjty Press, 2002, pp. 3-18, p. 5. 
''' Aun los estudios que han sostenido es1a explicación, señalan que sus resulta.dos deben ser 
examinados cuidadosamente, pues reoonocen que existen explicaciones d~erentes que podrían dar 
sentrdo a una probable relación causal, como factores genét;cos o sociales. A manera de e¡emplo, 
véanse Emmet, David y Nice, Graeme, Wha/ You Need to Know Abou/ Cannabis: Understanding the 
Facts, Londres, Jesslca Kingsley Publ1shers, 2009, p. 61. 
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condicionamientos socioeconómicos, culturales y biológicos del propio 

124. 

125. 

consumidor. 132 Así, puede decirse que estas aproximaciones al J:)roblema -

que se sustentan esencialmente en la hipótesis de que existe uría pluralidad 

de razones ajenas a la propia marihuana para el consumo de otras drogas­

tienen mayor soporte empírico. 133 

En este sentido, algunos estudios descartan por comple2f~ue e!<mumo de 

marihuana provoque el uso subsecuente de otrasjtírogas. A~respecto, 
señalan que la maritiuana más bien podría ser sófuna~able que haya 

que analizar junto con otros factores de riesgof sociales, psicológicos o 

fisiológicos.134 En cambio, otros estudios matizaiHSse ~nclusión señalando 
ti( ~ 

que no exlste evidencia concluyente que mue ·re que la marihuana lleve al 

consumo de otras drogas.135 

' ,,.. -c¡o--

~ .. esta:manera, puede decirse que 

~uana:tiene un muy bajo grado de i 

~: rí'Jsgosas.c- En todo caso, ~rec 
~u~e.cuentes es ·resultado de<i~r 

reportes coinciden en que la 

encla en el consumo de drogas 

ser qLie el consumo de drogas 

s factores actuando de manera 
~":¡,¡¡$\ 
001111t1nla,, pero no del consu~e la m• ihuana en sí mismo.136 En esta línea, 

¡ Z.l'·~- ·; 
'·,,:Hall, Degenhardt, y Lynskey. op CI .. p 103.~AI respecto, puede sel\alarse que la relac1on se ha 
explicado a partir del hecllo de que norm;i.1mente los usuarios de marihuana tienen mayor 
oportunidad de conseguir o~gas ilícitas ~n el mercado negro. 
'""En esta línea, véanse btros Hall yjDegenhardt, opcil., p_ 41; Wagner, Fernando A, y 
Anlhony, James C., "lnto the rldof lltegal Dtug Use: ExposureOpportunity and Other Mechanisms 
Lrnking !he Use ol Alcohol, Tobacco, Mariju~na, and Cocaine", Amanean Jol.!rnal of Epidemiology, 
vol. 1ti5, núm. 10,~ p. 923; Fergussbn, David M, Boden, Joseph, Horwood, John, "The 
Oevelopmental Ante ts of lllicit Drug Use: Evidence From a 25-year Longitudinal Study", Drug 
Alcohol Depend, vol. , núms. 1·2, 2008, p.175: Morral, Andrew, McCaffrey, Daniel, Paddock, 
Susan_ "Reassess1ng the Marijuana Gateway Effecr. Addiction, vol. 97, núm, 12, 2002, p. 1493; 
Lessem, Jell, Hopfer, Christian, HabsrstiCk, 8retl, Timberlake, David, Ehringer, Marlssa, y Smolen, 
Andy, "Relat1onship between Adolescent Marijuana Use and Young Adult lllicit D'rug Use", Behavior 
Genetics, vol. 36, núm. 4, 2006, p. 496. 
'"' Joy, Watson, y 8enson, op. cit .. p. 6: Caulkins, Hawken, Kilmer y Kleiman, op_ cit., pps. 68-69. 
Así, por ejemplo, en un reporte reciente se afirma que aun si existiera una relación causal entre el 
consumo de la manhuana y el consumo de drogas más dañinas, ésta se explicaría más por factores 
sociológicos que por factores farmacológicos de la marihuana. Al raspee:\, cfr_ Hall, Degenharó!, y 
Lynskey, op_ cit, p. 109. 
"'" Caulkins, Hawken, Kilmer, y Kleiman. op. cit .. pps. 68-69: Natjonal lns!nute on Drug Abuse, 
Mari¡uana and Heal/h_ Fourlh Reporl to the United Srates Congrnss from /he Secretary of Heallh, 
Educa/ion and Welfare, 1974, p. 6. 
''"Hall, DegenhMdt, y Lynskey, op. cit .. pps_ 108--109. 
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por ejemplo, estudios sociológicos seiíalan que la presión de pares o el uso 

continuo por parte de estos de marihuana aumentan la probabilidad de que 

alguien la consuma por primera vez, 137 Jo que desde Juego no implica que el 

consumo vaya a desarro!Iarse de manera continua. •ss 

> Inducción a Ja comisión de otros delitos 

126. En relación con esta asociación la evidencia es altamente especulativa. En 

efecto, diversos estudios han conduido que el consumo de marihuana no es 

un factor determinante en la comisión de crímenes. 139 Por un lado, la 

correlación es estadísticamente muy pequef1a para considerarse 

significativa. 140 Por otro lado, se sefiala que !a comisión de delitos y el 

consumo de marihuana pueden tener origen en las mismas causas sociales. 

127. De hecho, ta evidencia disponible permite afirmar que la marihuana por sí 

misma no induce la comisión de defltos violentos, sino todo lo contrario. 141 Fn ,, 
este sentido, diversos estudios setialan que el consumo de marihu,na_i~'?i~ 

los impulsos de agresión del usuario, ya que generalmente produce¡¡ e1;1~ 
' '; ·,·~ .,,, 

de letargo, somnolencia y timidez. '42 De acuerdo con una encuesta ap!lda6a 
' 

en !a Ciudad de México, el 26.8% de los usuarios adultos de drog:¡;tas 

afirmó haber realizado algún delito bajo el efecto de las drogas, y d. ~~ 
únicamente 11.3% lo hizo bajo el efecto de la marihuana. 143 - • .....1 

128. Aunque la tasa de consumo de marihuana es mayor entre las personas que 

han delinquido que entre las que no, ello probablemente se deba a que la 

comisión de delitos y el consumo de marihuana tienen como origen las 

mismas causas sociales. 144 Por lo demás, es evidente que si algunos 

''' Joy, Stanley, Watson, y Belson, op c1/., p. 61 :. Ali, Mir M, Amialchuk, Aliaksandr. Owyer, Oebra 
S , "The Social Contagian Effect of Marijuana Use amoog Adolescenlsº, PLoS ONE, vol. 6, núm. 1, 
2011,p.1. 
'"" Joy, Stanley, Watson. y Betson, op cit., p. 51. 
' 39 Pedersen y Skarcthamar, op. cil., pps. 109-118, p. 116. 
' 40 Caulkins, Hawken, Kitmer, y Kleiman, op. Cll., p. 74 y 75. 
' 4 ' Caulkins, Hawken, Kilmer, y Kleiman, op. cit, p. 74. 
''' Reporl by /he Advisory Comm1ttee on Drug Dependence, op et., p.1 _ 
''3 Zamud10 Angles y Castillo Ortega, op. e~, p. 14. 
''' Caulk1ns, Hawken, K1lmer, y Kleiman. op. e~-. p. 74. 
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consumiaores enfrentan cargos penales es precisamente porque el consumo 

de marihuana también está penalizado. } 

129. Con todo, en relación con la asociación entre consumo de~arihuana y 

accidentes automovilísticos, Jos estudios más recientes ¡fnuestran que 

efectivamente el consumo de dicha sustancia disminuya' las habilidades 

necesarias para manejar automóviles y, talo, a~ta las 

130. 

probabilidades de causar accidentes viales.145 ho, el ef~o se ve 

incrementado cuando se combina el consumo de rlhu~con alcohol. 146 

Al respecto, es importante señalar que la disminuc· n de las habilidades para 

conducir cuando se consume marihuana son +~les que cuando se 

ingiere alcohol, pues sus efectos están sujeto ·a factores como Ja dosis, la 

tolerancia desarrollada por consumo ·frecuen e varios más. 147 

evidencia analizada se despr que el consumo de marihuana 

a la. comisión de otros delitos. que consumo y criminalidad son 

'1~' ,, s· geoemlmeote s~soc' o, ello poede debecse a dlvecsas 

~~~~~ sociales y contexili~,. n tanto. ambos. fenómenos pueden 

~~ rigen las m~ cau¡as. · Por otro lado, muchos adictos 

enfrentan el sistema pun1t 1 Esf1do precisamente por la existencia de 

prohibiciones al consumo de marih'{ana. Sin embargo, también se constató 

que el uso de mar~ sí afejta negativamente las habilldades para 

' ''' Hartman, Reb~uestis, Marylin A. 1·cannab;s Effects on Driving Skills", C!in Ch.em, vol. 59, 
núm. 3., 2013, p. 4 Mu-Chen, BradV, JOanne·E., D;Maggio, Charles J., LuSardi, Arielle R., 
Tzong, Keane Y, y Li, uohua, "Marijuana. Use and Motor Vehicle Crashes", Epidemiolog1c Review, 
vol. 34, núm. 1, 2012, p 65; Bergeron, Ja<:¡ues, Langlois, Julie, y Cheang, Henry S . "An Exam¡na!ion 
o! the Relationships Between Cannabis, Use, Qrj\(iitg_ Unj;li!r the Jnfl~er¡oe al.Cannabis and Risk­
Taking on the Rood". European ReliiéW of ApPried Psyclib!ci¡jy, vol. 64, núni'. 3, 2014, p. 101; 
Asbndge, Mark, Hayden, Joll A, Cartwright, Jenniler L., "Acute Cannab•s Consump!ion and Motor 
Veh<cle Cotlision Risk: Systematic Review o1 Observational Studies and Meta-Anal)'Sis", Br1/1sh 
Medica/ Journal, vol. 344, 2012, p. 1. 
'"" Hartman y Huestis, op cr/., p. 478; Downey, Luke Andrew, K¡ng, Rebecca, Papa10l¡ou, Kathenne, 
Swann, Phillip, Ogden, Edward. Boorman, Marbn, y Stnugh, Con, "The Effects of Cannabis and 
Alcohol on Simulated Drilling: lnfluences of Do.se and Experience". Acc1dent, Analysis and 
Preven/ion, vol. 50, 2013, p. 879: Li, Brady, DiMagg10, Lusardi, Tzong, y L1, op. cit., p. 70; Sewell, 
Andrew. Poling, James. Sotuogtu, Mehmet, "The Effect of Cannab1s Compared w1th Alcohol on 
Driving", American Joumal on Addiciions, vol. 18, núm. 3, 2009, p. 1. 
''' Li, Brady, DiMaggio, Lusardi, Tzong, y Li, op. cit., p. 70: Sewell, Poling y Sofuoglu. op. cit.. p. 1. 
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conducir vehículos automotores pudiendo aumentar la probabilidad de causar 

accidentes. 

;¡.. Conclusión sobre el análisis de idoneidad 

131. De acuerdo con lo anteriormente expuesto, esta Primera Sala concluye que 

existe evldencia para considerar que el consumo de marihuana efectivamente 

causa diversas afectaclones en la salud de las personas. En este sentido, si 

bien en términos generales puede decirse que se trata de daños de escasa 

entidad, ello no es obstáculo para concluir que en el caso concreto el "sistema 

de prohibiciones administrativas" conformado por los artículos impugnados 

efectivamente es una medida idónea para proteger la salud de las personas. 

132. No obstante, la evidencia analizada no logró mostrar que el consumo de 

marihuana influyera en el aumento de la criminalidad, pues aunque el 

consumo se asocia a consecuencias antisociales o antijurídi~s •.. ~stas 
>\ is 

pueden explicarse por otros factores, como al contexto social del cÓ}is~dor 
o al propio sistema punitivo de la droga. Con todo, los estudios anaiizad·bs sí 

permiten concluir que el consumo de marihuana entre los conductorfifu" 

factor que aumenta !a probabilidad de causar accidentes vehiculares,, ·.·.'e 

significa que la medida impugnada únicamente en este aspecto tam "es 

una medida idónea para proteger el orden público. 

133. En ese sentido, esta Primera Sala estima que el análisis practicado por 

el Juez de Distrito llegó a una conclusión correcta al determinar148 que 

la medida era idónea. El recurrente aduce que dicho análisis de idoneidad 

fue practicado con un estándar infer!or al empleado por esta Suprema Corte 

en tanto el Juez de Distrito estimó que las normas "contribuyen en algún modo 

y algún grado a buscar el propósito que busca el legislador". Sin embargo, 

esta Primera Sala recuerda, que en la foja 51 del citado amparo en revisión 

''" Ibídem, lo)a 512. 
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LdfJ<'.014, este fue precisamente el estándar empleado al decirse 

134. 

expresamente: 

"En este sentido, el examen de idoneidad presupone la exlst9ncia de 
una relación empfrica entre la intervención al derecho y ,;%1 fin que 
persigue dicha afectación, siendo suficiente que la medida cQ'ntribuya en 
algún modo y en algún grado a lograr el propósito g'óe busca el 

legislador." ,JI ~ 
Por ello, esta Primera Sala comoarte la conclusión dgl Juez de Distrito 

J 
de ue la medida es idónea en Jos términos setila . Resta ahora 

verificar el resto del test de restricciones para dele 

recurrente pueden desvirtuar las siguientes etap 

Distrito. 

ces¡dad de la medida 

·"' de prohibiciones ad~trati s" impugnado es una medida 

135. iiª superado el examen de idon . ad, corresponde analizar si el 

/J. -~ necesana para prote;er'?a lud y-el orden público o si, por el 

contrario, existen medidas~nativa igualmente idóneas que afecten en 

menor grado el derecho al~ desat olio de la personalidad. Precisamente 

aquí, es donde se d~s_!rará el dis nso analítico entre esta Prlmera Sala y 

los razonamientos d~z de Dist~ to a la luz de !os agravlos del recurrente. 

Con todo, ante~ examinar la fitada .medida, esta Primera Sala estima 

pertinente hacef ~unas precisipnes metodológicas sobre !a manera en la 

que se debe realizar el análisis,ftomparativo con otras medidas alternativas 

en esta grada del tést de proPdrcionalidád. 

136. En este orden de ideas, el examen de necesidad implica corroborar, en primer 

lugar, si existen otros medios con un grado de idoneidad igual o superior para 

lograr los fines que se persiguen y, en segundo lugar, determinar si estas 

alternativas intervienen con menor intensidad el derecho fundamental 
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afectado. El primer aspecto del test de necesidad es de gran complejidad, 

toda vez que supone hacer un catálogo de medidas alternativas y determinar 

el grado de idoneldad de éstas, es decir, evaluar su nivel de eficacia, rapidez, 

probabilidad y afectación material de su objeto. 149 

137. De esta manera, la búsqueda de medios alternativos podría ser interminable 

y requerir al juez constitucional imaginarse y analizar todas las alternativas 

posibles. 15º No obstante, dicho escrutinio puede acotarse ponderando 

aquellas medidas que el legislador consideró adecuadas para situaciones 

similares o bien las alternativas que en el derecho comparado se han 

disel'iado para regular el mismo fenómeno. En cualquier caso, conviene 

aclarar que la comparación entre regulaciones en el marco del análisis de 

necesidad de una medida cumple la función de acotar el universo de 

alternativas que el legislador pudo considerar al momento de afectar el. 

derecho en cuestión. 

138. En este orden de ideas, se expondrá la regulación de las sustanci~S··-q1,i*;· 
' "'<"··· 

provocan un daño similar, como el tabaco o el alcohol, sin que ello sig'·~~:e,."; 
que el legislador se encuentre obligado a regular de forma idént.i, ~la_s.~ 

actividades relacionadas al autoconsumo de marihuana, toda vez q .. !as-"' 

restricciones al consumo deben ponderarse de acuerdo a las características 

de cada sustancia. Por lo demás, también se realizará un análisis 

comparativo con las alternativas a la prohiblclón del consumo de marihuana 

que se han implementado en e! derecho comparado, sin que ello tampoco 

signifique que el legislador tenga que adoptar esos esquemas regulatorios. Al 

respecto, es importante señalar que la referencia a ambos tipos de medidas 

únicamente se hace con la finalidad de identificar la forma que podría adoptar 

una medida alternativa con la que legítimamente se pueda comparar la 

medida adoptada por el legislador mexicano en relación con el consumo de 

marihuana. 

--···--··-

' 49 Berna.! Pulido, op. C•I, p. 750. 
""' Berna.I Pulido. op. cit., p. 742 
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I,_, 

J>- Regulación de sustancias similares a la marihuana / 

! 
139. Como se mostró al realizar el examen de idoneidad de ij/'medida, la 

marihuana produce efectos adversos a la salud similares por Sfl intensidad a 

' 

140. 

!os que ocasiona el tabaoo o el alcohol, aunque muy disfntos a los que , 
producen otros estupefacientes y psicotrópicos. La mari1ana produce los 

mismos problemas respiratorlos que cualquier otra ~tanci~ada, 151 

resulta menos dañina que otras sustancias como el o, las ant'8taminas y 

Jos barbitúricos, 152 y tas implicaciones sobre la sal a y ~onsecuencias 

sociales reportadas por quienes buscan controla su consumo son mucho 

menos severas que aquellas reportadas e~s adictas a otras 

sustancias, como el opio o el a\cohol. 153 

' 

nte, a pesar de !as similitudes en c a los daños que producen 

islador diseñó un "régimen de 

estas dos úlllmas sustancias. A 

importantes de dicho 

141. De acuerdo con la ley~¡ par el Control de! Tabaco, se encuentra 

estrictamente prohibido la venta, la 1stribución y el suministro de tabaco a 

menores de edad; p~ión que s extiende a las instituciones educativas 

públicas y privadas. 15~or otro 11do, también se prohíbe el oonsumo de 

tabaco en los ~íos 100% libr?S de hümo de-tabaco; escuelas públicas y 
, 
¡ 
' 1s1 Royal Cóllege ol Physicians. op. cit . 'í · 

''' Ballctta. Bergeron. y Hughes, op. 01/.;,Y Repott by /hi> Advisóry Committee on Drug Dep1>ndence. 
op. cit. ,, 
'"" Repott by /he Advlsory Committee on Drug Dependence, op 01/. 
'"Ley General para e! Control de Tabaco: 
Artículo 17. Se prohíben las siguientes actividades: 
l. El comercio, distribución. donación, regalo, venta y suministro de productos del tabaco a menores 
de edad; 
IL El comercio, distribución. donación, regalo, venta y suministro de productos del tabaco en 
instituciones educativas públicas y privadas de educación básica y media superjor, y 
111. Emplear a menores de edad en actividades de comercio, producción, distribución, suminislro y 
venta de estos productos. 
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privadas de educación básica y media superior; lugares con acceso al 

público; y en áreas interiores de trabajo, públicas o privadas. 155 En cambio, la 

producción y comercio se sujeta a diversas disposiciones administrativas. 156 

Finalmente, sólo se permite Ja publicidad sobre su uso cuando está dirigida a 

mayores de edad a través de revistas para adultos, correo y dentro de 

establecimientos de acceso exclusivo para adultos. 157 

142. Del mismo modo, Ja Ley General de Salud establece prohibiciones para 

expender o suministrar bebidas alcohólicas a menores de edad. 158 Como 

medida de control, la Secretaría de Salud establece además los límites de 

alcohol en sangre y en aire expirado para conducir automotores y manejar 

mecanismos, instrumentos, y aparatos o sustancias pefigrosas. 15.9 Respecto 

155 lev General para el Control del Tabaco: 
Articulo 26. Queda prohibido a cualquier persona consumir o tener encendido cualquier producto 
del tabaco en los espacios 100% hbres de humo de tabaco. así como en las escuelas públicas y 
pr'Lvadas de educación básica y media superior. ..~ 
En dichos lugares se fijará en el interior y en el exterior los lelferos, logo1ipos y embhfmas qu_¡¡.. 
establezca la Secretarla. \ _ .;; 
Articulo 27. En lugares con acceso al público, o en áreas interiores de traba¡ o, públicas o Ptivadas't 
incluidas las universidades e instituciones de educación superior, podrán existir~ zona.SI;: 
exclusivamente para fumar, las cuales deberán de conformidad con las dispos\c,one_s,__ 
reglamentarias: \ · 
l. Ub1carse en espacios al aire libre. o . '" 
JI. En espacios interiores aislados que dispongan de mecanismos que ev~en el traslado de partiqulas < 

hacia los espacios 100% libres de humo de tabaco y que no sea paso obligado para los no 
fumadores. 
""' Dichas leyes establecen que las oompatiia.<: productoras de labaco deben tener una licencia 
sanitaria e informar del contenido de los produr:tos del tabaco, los ingredientes usados y las 
emisiones y sus efectos en la salud, 1anlo a la Secretaría de Salud como al público en general. 
Mientras que aquellos que comercien, vendan, d~lribuyan o suministren productos del tabaco, deben 
en el interior de sus negocios tener un anunció de la prohibición de la venia y sum1nistro a menores. 
exigir a los compradores la acreditación de la mayoría de edad y exhibir las leyendas de advertencia 
sobre el consumo del tabaco. 
15' ley General para el Control del Tabaco; 
Articulo 23. Queda prohibido realizar toda forma de palrocinio. como medio para poslc'tonar los 
elementos de la marca de cualquier producto del Labaoo o que fomente la compra y el consumo de 
productos del tabaco por parte de la poblaC16n. 
La publicidad y promoción de productos del tabaco únic:amente será dirigida a mayores de edad a 
través de revistas para adultos, comunicación personal por correo o dentro de establecimientos de 
acceso exclusivo para aquéllos. 
La industria, los propietarios y/o administradores de establecimientos donde se realice publicidad o 
promoción de estos productos deberán demostrar la mayoría de edad de los des1inalarios de la 
misma. 
' 58 Ley General de Salud: 
Artículo 220. En ningún caso y de ninguna forma se podrán expender o suministrar bebidas 
alcohólicas a menores de edad. 
La violación a esta disposjción será equ<parable con el delito de Corrupción de Pemonas Menores 
de Dieciocho Aiios de Edad ode Personas que no tienen Ca pacida:! para comprender el S'tgnif1cado 
del Hecho o de Personas que no tienen Capacidad para Resis1irlo. 
'"'Ley General de Salud: 
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a la publlcidad del producto, la ley establece que toda bebidq--·a!cohólica 

143. 

144. 

deberá ostentar en los envases la leyenda "el abuso en el consÜmo de este 
: 

producto es nocivo para la salud", escrito con letra fácilme'1te legible, en 

colores contrastantes y sin que se invoque o se haga re~{encia a alguna 

disposición legal. 160 f ¡ 
f 

Regulación del consumo en el derecho comp~fado 

En relación con el consumo de marihuana, en el d _'echo ~parado pueden 

encontrarse distintas alternativas para su regu ión. En eSfe apartado se 

explican brevemente algunas de esas regu,ionÚe constituyen una 

alternativa a una prohibición absoluta del co 'urna. 

_?rf_et-Estado de Colorado, en Estados Uni b$ permitido el consumo de 
z-· - . . f _m·arlh~ana y su comercialización en rtas condiciones. Por un lado, la 

$ermisión del consumo está limitada a es de veintiún años y sólo puede ,. 
:.?~se una onza a cada residen! cuarto de onza a no residentes. Por 

'otrciJadó, la Publicidad masiva e . hibida, en particular si puede alcanzar 

8. menores de edad. Por !o demás, Jk distribución del producto en tiendas y 

locales de cultivo está co~a ~'Ítrlctamente por la autoridad encargada 

de regular el alcohol y el tabaco, Jó que se logra entre otros medios con un 

' f 

. 
' ,, .. 

Art!culo 187 bJs. S~ltades de la S1~cretaría de Salud en el marco de la protección de la salud 
de terceros y de la sociedad frente al uso nocivo del alcohol: 
l. Es!ablecer los limrtes de alcohol en sangre y en aire expirado para conducir vehiculos automotores, 
los cuales deberán ser tomados en cuenta por las autoridades federales y por las de las entidades 
federatWas, en sus respec\Wos ámbitos de competencia. Tra!ándose de vehicuios que presteii un 
seivic¡o público, personas que hagan uso de mecanismos, instrumentos, aparatos o substancias 
peligrosas por si mismos. por la velocidad qua desarrollen, por su naturaleza explosiva o inflamable, 
por la energía de la corriente eléctrica que conduzcan o por otras causas análogas. así como los 
profesionales, técnicos y auxiliares de la salud que participen en la atención médico·quirúrgica de un 
usuario, los limrtes de alcohol en sangre y aire exp¡rado serán cero; 
[ ... ] 
'"" Lev General de Salud: 
Art!culo 218. Toda bebida alcohólica, deberá o.stenl.ar en los envases, la leyenda: "el abuso en el 
consumo de este producto es nocivo para la salud", escrito con letra fácilmente legible, en colores 
contrastantes y S<n que se invoque o se haga referencia a alguna disposición legal. 
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sistema de expedición de licencias para cultivadores, productores, 

transportadores y almacenes. 161 

145. En e! Estado de Washington, también en Estados Unidos, la autoridad 

encargada de regular el alcohol, apoyada por un centro de investigación 

especializado en crimen y política de drogas, lleva el proceso de autorización 

al uso de la marihuana. Aquí también se regula estrictamente la emisión de 

autorizaciones para el comercio y la cantidad de consumo. En este sentido, 

por ejemplo, conducir con más de cinco nanogramos de concentración de 

marihuana en la sangre constituye un delito. Adicionalmente, las ventas que 

genera el producto tienen una alta carga impositiva y la recaudación está 

destinada a la educación, investigación y tratamiento de problemas 

relacionados con esta droga. 162 

146. En Holanda existe un esquema diferente para la regulación del consumo de 

marihuana. Aunque en este país nunca se ha legalizado la produccign,,Qicha 
·'--· . -:: . 

actividad no se ha supervisado ni sancionado efectivamente. El con'ier'cltl'di¡¡_ 
' '{, ::::_, 

la sustancia está restringido a Jos coffee shops --determinados centro%"de~ 

distribución- los cuales están sujetos a reglas muy específicas, .! a.·~ 
restrlcciones en las cantidades que pueden almacenar y vender · .. ~'~.: 
persona. 163 ·· 

147. En Uruguay, en cambio, el Estado asume plenamente el control y la 

regulación de la comercialización, producción y distribución de la 

marihuana. i&o Con todo, también se autoriza el cultivo reducido a un número 

mínimo de plantas en casas habitación, así como un número mayor en 

asociaciones que no excedan 45 miembros. También se expiden 

'"'Room, Robin, "Legalizing a market rorcannabis for pleasure: Colorado, Washington, UJ1.1guay and 
Beyoncf, Addicfion. YOI. 109, núm. 3, 2014. pp. 345·351. 
'"'Room, op cit., loe cit. 
'"' Reuter, Peter H., "Marijuana legalization. What Can Be Learned lrum Other Countries". Worlr1ng 
paper Drug Policy Reseatt;h Center. 2010. 
184 El articulo segundo de la Ley 19.172 sobre Malihuana y sus Derivados esLablece que "el EsLado 
asumirá el control y la regulación de las actividades de importación. expor!ación. plantación, cultivo, 
cosecha, producción, adquisición a cualquier titulo, almac:enamiento, comercialización y distlibución 
de cannabis y sus derivados, o cáiiamo cuando correspondiere, a través de las instrtuciones a las 
cuales otorgue mandato legal". 

76 



PODER JIJDICIALDE LA fEDEllACIÓN 
~ffiEMA CORl! o< Jll',;TICIA !>E 1.A NAClON 

AMPARO EN REVISIÓN 623/2017 

autorizaciones para productores que a su vez venden la marihuana al 
' 

gobierno.165 En cuanto a su adquisición, una persona puede comprar hasta 

40 gramos al mes y un instituto estatal fija el precio de la marihuana. Este 

instituto también lleva un registro confidencial de consumidores y un registro 

de productores. Al respecto, cabe aclarar que sólo IC1{:iudadanos uruguayos 

o residentes permanentes pueden adquirir la marpuana. 166 Por lo demás, 

está prohibido el cultlvo, producción y venta no a~brlzada ni re~da ante 

dicho instiluto.167 ./' 

~ 
;¡,. Medida alternativa a la prohibición abs uta del consumo 

148. En vista de lo anterior, resulta fundado el a ravio d~currente, pues esta 

Primera Sala no uede concordar con 

~--·.~ u: a medida i ualmente idón 

or el sistema 

'ñci168• La identñicación delco 

z de Distrito en ue no 

enos restrictiva ue la 

rohibiciones- administrativas a 

o de las sustancias en cuestión 

, ·blema de salud públi~o uede tener el sentido pretendido por 
'oc "".,¡. . 
;~~~· istrito.de implicar la_1 ~1stencla. de una medida igualmente 

'idónea y menos restrictiva.~ F 

149. En ese sentido, de !a regulacl~h anteriormente expuesta pueden 

desprenderse una s~e elementfs que podrían constituir una medida 

a!ternatlva a la prohlbiclón absolut~ del consumo lúdico y recreativo de 

marihuaoa tal -~o esta configurrda por el "sistema de prohibiciones 

administrativas" impugnado por el q.Üejoso: (i) limitaciones a los lugares de 
' 
' cons.umo;. (ii_) prohibición de conqucir vehíi:;ul,os o, _.r'nanE;!jar aparatos o 

sustancias peligrosas bajo los etectós de la sustancia; (iii) prohibiciones a la 
' 

1•s Graham, Laura, "Legal1zing Marijuana in the shado1111s of lnlernational Law: The Uruguay, 
Colorado, and Washington Models", Wiscons1n ln1Ernal1ona! Lav; Joumal, vol. 33, núm. 1, 2015, pp. 
140-16tL 
, .. Graham, op_ GJI 
'"' Graham. op_ clf_ 
, .. Juicio de amparo -- foja 512 vuelta. 
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publicitación del producto; y (iv) restricciones a Ja edad de quienes la pueden 

consumir. Como puede observarse, se trata de medidas que vistas en su 

conjunto no prohíben el consumo de forma absoluta y, en contraste, sólo 

limitan la realización de las actividades relacionadas al autoconsumo de 

marihuana en supuestos muy acotados. 

150. Ahora bien, es !mportante señalar que tanto la legalización del consumo de 

marihuana en otros países, como la permisión del consumo de tabaco y 

alcohol en México, han ido acompañadas de po!íllcas educativas y de salud. 

En este sentido, se han implementado diversas campañas de información 

sobre Jos efectos adversos a Ja salud del consumo de dichas sustancias, así 

como programas sociales para atender Jos daños a la salud de las personas 

que han desarrollado una adicción. 169 Al respecto, puede decirse este tipo de 

políticas también formarían parte de una medida alternativa a la prohibición 
--"~ 

que ahora se analiza, !a cual consistiría en términos generales en Uf"! régim:@!'l 

que sólo limita el consumo de marihuana en determinadas circun~:ianpí;fJ, 
. ...,. ·' - .. 

que paralelamente comprende la implementación de políticas ¡:iUQ\l.c_á:~ 
··.:> ~ 

educativas y de salud. · 
.• '" .P,;,.,-•, ' • ·~ 

-'tfj~ '.~ 
1'f -' Evaluación de la necesidad de la medida impugnada 
' 

151. Una vez establecida Ja medida alternativa al "sistema de prohibiciones 

administrativas'' configurado por los artículos impugnados, !os cuales impiden 

al quejoso consumir marihuana con fines lúdicos y recreativos, debe 

examinarse si se trata de una medida idónea para alcanzar los fines 

perseguidos por la meá1da Ieglslativa impugnada, lo que implica evaluar si es 

""'Al respecta, véase por ejemplo el Programa Seclorial de Salud 2013.2018, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 12 de diciembre de 2013, cuyo objetivo principal es el mejoramiento y 
proteccrón de la salud. a través de poíit'rcas púbflcas de prevención, protecr:ión y promoción de la 
actividad física, alimentación. reduCCló!l del r::onsumo de alcohol, /abaoo, drogas il/Cltas y en general 
en todas aquellas situaciones que ponen en riesgo la integridad lisica o mental. Por lo que hace al 
tema de adicciones, las principales lineas de acción se encuentran en la estrategia 1.4, denominada 
"Impulsar acciones integrales para la prevención y controJ de las adicciones". entre las cuales 
destacan el impulso de campañas informativas; el impulso de una red nac1ooal para la atención y 
prevención de las adicciones·, promover acciones para reducir la demanda, d1sponibiidad y acceso-. 
promover modelos de justicia alternativa para personas con adrooones en oonfiie\o con la ley; y 
promover acciones interseeloriales que fomenten una vida productiva en loo adolescentes. 
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152. 

153. 

causalmente adecuada para prevenir o combatlr los daños asociados al 

consumo de marihuana Como se señaló, éstos consisten en daños a Ja salud 

de la persona, desarrollo de dependencia a la sustancia, inducción al 

consumo de otras drogas más dail!nas y contagio de ·Su consumo, así como 

accidentes vehiculares cometldos bajo el influjo de la sustancia. 

En primer lugar, hay que sefialar que la medida alf8rnativa ante~tifícada 
también es idónea para prevenir los daños a ta$a1ud y la depen'8encia que 

¡ 
origina el consumo de marihuana. De hecho, PJ·ede decir~e resutta más 

eficaz una política que busca impedir di'ftamente que ocurran esas 

afectaciones a !a salud o atacar los factore"· ciales~causan el consumo 

de marihuana, que una medida qu combate dicha problemática . . ~ 
1n mente a través de la prohibición ~sumo.17º En este sentido, 

rdt."' añas de información y las estr egias públicas que conciben a !a 

t~ -dependencia como un proble salud pública, por ejemplo, han 
-1 J1l! ·-
~9: édidas más efectivas q políticas prohibicionistas. Como 

_Je '1~~ la prohibición del~ mo de marihuana no ha reducido el 

mínTI'~ e consumidores y, en coLuencia, tampocó ha disminuido los 

daños a Ja salud asociados~risuf ,o. 171 

En relación con los iectos del coJ;lsumo en terceras personas, ya sea a 

través de !a inducció~so de ot~ drogas más dañinas o el contagio de 

su consumo hacia otras personas, ~uede decirse que tanto las prohibiciones 

de que se pub~ el producto ~mo las políticas educativas y de salud 

también son medldas idóneas fiara evitar que esas afectaciones se 
_- ' - ' - ,\· ' 

produzcan. Asimismo, las medidás que prohíben el consumo en espacios 

públicos que afecten a terceros tai'nbién son idóneas para evitar daños a la 

sociedad. Finalmente, las regulaciones que prohíben conducir o manejar 

''" Hamilton, Dlavo, Principio da proporcronalidade e guerra conlra as drogas", Mossoró, Hamclton & 
Hamilton, 2014, P- 158. 
17

' Al respecto, véase la nota al pie núm. 94. 
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instrumentos peligrosos cuando se está bajo el influjo de sustancias como la 

marihuana también son medidas eficaces para prevenir accidentes y proteger 

la salud de consumidores y terceros.172 

154. Ahora bien, el segundo aspecto del test de necesidad consiste en determinar 

si las medidas alternativas intervienen con menor intensidad el derecho al 

libre desarrollo de la personalidad que el "sistema de prohibiciones 

administrativas" configurado por Jos artículos impugnados. Al respecto, esta 

Primera Sala entiende que Ja medida a!ternatlva examinada no sólo es idónea 

para evitar que se produzcan los daños o afectaciones a la salud y al orden 

público señalados anteriormente, sino que además es una medida menos 

restrictiva del libre desarrollo de la personalidad. 

155. Así, mientras el sistema de prohibiciones administrativas configurado por los 

artículos impugnados prohíbe una "clase genérica de actos" (cualquier acto 

de consumo), la medida alternativa en realidad sólo prohíbe "una subclase 

más específica" de esos actos (actos de consumo en circunstanc~s. ';'.'~_Y., 
específicas).173 En este orden de ideas, puede decirse que la rr;ieQ¡,d~ 

., '">::. 
legislativa impugnada impide el consumo de marihuana en cuii(quter: 

circunstancia cuando para alcanzar !os fines que pretende podría limit1· ·~' 

desalentar ciertas conductas o a establecer prohibiciones en supuestos· $} 

específicos, como manejar vehículos o instrumentos peligrosos bajo· os 

172 El articulo 171 del Código Penal Federal sanciona ron pr~ión de hasta de seis meses, mulia 
has1a de cien pesos y suspensión o pérd¡da del derecho a usar la l1cencFa de manejo, a la persona 
que en estado de ebriedad o bajo el influjo de drogas enervantes cometa alguna infracción a los 
reglamentos de 1ráns•to y circulación. 
En esa misma linea, el articulo 93 del Reglamento de Tránsito en Carre1eras y Puentes de 
Jurjsdicción Federal prohibe la condUCC<Ón en estado de alteración psicofisjca, o bajo sospecha de 
ingestión de alcohol, de sustancias psicotrópicas, estupefacientes, incluyendo medicamentos con 
este electo y de todos aquellos fármacos cuyo uso afecte la capacidad para ronducir. haciendo en 
énlasi!l en que la prescripción médica no exime de dicha prohibición. Las multas establecidas por el 
reglamento son más severas al aumentar hasta 100 a 200 veces el salario mínimo vigente, y el retiro 
de la circulación del vehículo. 
Por su parte, el artícolo 135 del Código Penal del Dis1rito Faderal establece para el caso de lesiones, 
homicidio o daño en propiadad, ocasionados culposamente con mo~vo del tráns~o de vehículos. en 
donde el agente conducia en estado de ebnedad o bajo el intlujo de estupefacientes o psicotróptcos 
u otras substancias que produzcan efectos similares, no se aplican los beneficios de la configuraojón 
de los delttos culposos. 
173 En sentido s1m1lar, véase 10 expuesto en Nino, op. cit., P- 444. 
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erectos de la substancia, consumirla en lugares públicos o lndycir a terceros 

a que también la consuman. ; 
¡' 

' 156. Dicho de otro modo, el "sistema de prohibiciones admlnlst~vas" configurado , 
por Jos artículos impugnados es altamente suprainc!usivo¡eomo se sabe, una 

norma es suprainclusiva cuando comprende o regula_jrcunstancias que no 

encuentran fundamento en la justificación de dicha brma.174 ~e caso, 

como ya se expllcó, la medida opta por realizar u prohibición ~~o/uta del 

consumo de marihuana a pesar de que es posi 

los supuestos que encuentran justificación e 

prohl~únicamente en 

protección de la salud y el 

al sostener ue orden público. En ese sentido, asiste la razó. '"-""' 

restricción des s.titucionalmente válido 

- persiguen. 

::~:~'~ ' - i 
157 .. '.~~·.es.ta manera, puede decirse regulaciones que permiten el 

~~SÜ.mo de marihuana, acotando ad para consumir y/o el Jugar donde 

,~¡,~)Jetl.e realizar .dicho consu o, on medidas que identifican de mejor 
C·\j'.'!~;;;·~:::t:· .. 
;;~~l!'~~~-ª-l.os supuestos en~ e ivamente se producen daños a la selud 

y el orden público. Esta lac· nes sólo limitan el consumo en estos 

supuestos, por !o que suponen un _ menor intervención al libre desarrollo de 

la personalidad. En ~ste, la iedida impugnada es más extensa de lo 

necesario, pues prohíbe el con16mo de marihuana en cualquier situación, 

alcanzando co~as o-supues_fos que no inciden en la consecución de los 

fines que persiguió el legislador¡ lo que se traduce en una intervención en el 

" derecho en cuestión en un.grad,Él-mayor. En consecuencia, puede decirse que 
' las regulaciones alternativas résultan más benignas para el derecho al libre 

desarrollo de la personalidad. 

''' Schauer, Fredericl<, Playing by The Rules A Philosoph1cal Exam1nal1on of Ru/e-Based Decision­
Making 1n Law and in Life, Nueva York, OKlard University Prnss, pp. 31·34. 
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158. De acuerdo con lo anterior, el "sistema de prohibiciones administrativas" 

configurado por los artículos impugnados constituye una medida innecesaria, 

toda vez que existen medidas alternativas igualmente idóneas para proteger 

la salud y el orden público que intervienen el derecho fundamental en un 

grado menor. Así, esta Primera Sala considera que la prohibición del 

consumo personal de marihuana con fines lúdicos es inconstitucional al no 

superar esta grada del test de proporcionalldad. 

d. Proporcionalidad en sentido estricto de la medida 

159. A Jo !argo del presente escrutinio constitucional se ha mostrado que, si bien 

la medida analizada es idónea para proteger la salud y el orden público, 

existen medidas alternativas igualmente idóneas que intervienen el derecho 

afectado en un menor grado. No obstante, en esta sección se realizará el 

examen de proporcionalidad en sentido estricto para evidenciar el 

desequilibrio entre Ja intensa afectación al derecho al libre desarrollo de 1'.-} 

personalidad frente al grado mínimo en que se satisfacen los fines leg\slatiVOS 

a través de la prohibición al consumo de marihuana. 

160. El examen 

balance o 

de proporcionalidad en sentido estricto consiste en reali}ar ~n: 
ponderación entre dos prlncipios que compiten en un ;\;~gj 

concreto. 175 Este análisis requiere comparar el grado de intervención,efl. ·e~ 

derecho fundamental que supone la medida legislativa examinada frente al 

grado de realización del fin perseguido por ésta. 176 Dicho de otra manera, en 

esta fase del escrutinio se requiere realizar una ponderación entre los 

beneficios que cabe esperar de una limitación desde la perspectiva de Jos 

fines que se persiguen con los costos que necesariamente se producirán 

desde la perspectiva de los derechos fundamentales afectados. 

161. De acuerdo con lo anterior, en el presente caso debe contrastarse !a eficacia 

con la que el "sistema de prohibiciones administrativas" sobre el consumo de 

175 Así se ha en1endido en países como Sudáfrica, Canadá, el Reino Unido, l~anda. Alemania e 
Israel. Al respsc!o, véase Bara~. op. c1/., p. 343. 
''" Bernal Pulido, op. cit., p. 763 
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marihuana impugnado por el quejoso satisface la protección d!f !a salud de 

' las personas y el orden públlco con el nivel de afectación qy€ esa misma . 
medida comporta en el contenido prima facie del derecho al )ibre desarrollo 

' 
de la personalldad. Si bien en el apartado donde se examinó)la idoneidad de ,, 
la medida resultó suficiente que se mostrará que ,_1,sta contribuye 

positivamente a la realización del fin que persigue, con in ependencia de su 

eficacia, también se expusieron argumentos sobre el gra en qu~sistema 
de prohibiciones administrativas" contribuye a la prole ión a la salud y orden 

público. ~ 

162. En efecto, en esa parte del estudio se mostró que/ ~uana no supone un 

riesgo importante para Ja salud de las persona -~· ayeres de edad, toda vez 

que sus consecuencias permanentes so probables, mínimas o 

re:dé!Jsibles ei su consumo no se inicia a· ed e tempranas. Al respecto, se 
~-

s~alo que el consumo de marihuan era un índic·e de dependencia 

1_:1Yl1or a otras sustancias, el cual se ubica !rededor del 9% de las personas 
~· 

~e_.1a consumen. En la mism~ Ií~am,,1én se sostuvo que el consumo de 

.ritla:rihuana tiene un nivel de incidencia Ñluy ba10 o incluso d1scut1ble en el 

·~~~~~-~::r;io de otras drogas~ rlesgo~s. Por otro lado, se destacó que 

existeln resultados simila~spectJ de la propensión del usuario de 
! 

marihuana a induci~ ~erceros al fonsumo. De la misma manera, se 

reconoció que cond"W vehículos ..¡ manejar instrumentos y sustancias 

peligrosas bajo ~fectos de la ·mari~uana sí supone un riesgo para el orden 

públlco. Por últ~ se expuso que Jxiste incertidurTibre sobre la afirmación 

de que el consumo de marihuana id~entiva la comisión de_ otro¡; delitos. 

163. En claro contraste con las escasas afectaciones en la salud y el orden público 

que protege e! "sistema de prohibiciones administrativas" sobre el consumo 

de marihuana regulado en la Ley General de Salud, se ubica la intensa 

afectación al derecho al Ilbre desarrollo de la personalidad que supone dicha 

medida Jeglslativa. Como se señaló al analizar los alcances de los artículos 
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impugnados, éstos imponen un obstáculo jurídico que impide al quejoso 

consumir marihuana y llevar a cabo lícitamente todas las acciones o 

actlvldades correlativas al autoconsumo (siembra, cultivo, cosectia, 

preparación, acondicionamiento, posesión, transporte, etc.). 

164. En primer término, tiay que recordar que la medida analizada constituye una 

intervención en el libre desarrollo de la personalidad porque conlleva una 

interferencia en la autonomía personal protegida por este derectio. Como se 

explicó anteriormente, la forma en la que un individuo desea recrearse 

pertenece a su esfera más íntima y privada, ya que sólo él puede decidir de 

qué manera quiere vivir su vida. En este orden de ideas, la medida analizada 

supone una afectación muy ·importante al derectio al libre desarrollo de la 

personalidad, toda vez que impide al quejoso decidir qué actividades 

recreativas o lúdicas desea realizar. 

165. En efecto, resulta evidente que una intervención en un derectio fund~meny_~J 

que prohíba totalmente la realización de una conducta amparada ~r ~~J~ 
\, '-· ~ 

derectio será más intensa que una intervención que se concrete a pro~ibll'·.e,, 

a regular en ciertas condiciones et ejercicio de ese derecho. Desde este ¡:\into 

de vista, la afectación al libre desarrollo de la personalidad que comporel~ 
"sistema de prohibiciones administrativas" regulado en la Ley General~ 

< ...... 

Salud puede calificarse como muy intensa, pues consiste en una prohibición 

prácticamente absoluta para consumir la marihuana y realizar las activldades 

relacionadas con el auto consumo de ésta, ' 77 de tal manera que suprlme todas 

las posiciones jurídicas en las que podría ejercerse el derecho. En este 

sentido, la medida analízada no se circunscribe a regular la forma y lugar en 

''' Como se explicó al exponer si marco regulatorio sobre el control de estupelac;entes y 
psicotrópioos en la Ley General de Salud, la posibilidad de poseer hasta cinco gramos de marihuana, 
en términos de lo dispuesto en los artículos 478 y 479 de la Ley General de Salud, no constrtuye una 
auto1izaci6n o un derecho al consumo personal, sino un excluyente de responsabilidad que 
tlnicamente cobra sentido en el marco del "sistema punitivo" previsto en la Ley General de Salud y 
en el Código Penal Federal, pero que resulta irrelevante en relación con el "sistema de proh•biciones 
administra~vas" •mpugnado por el quejoso. Por lo demás, dichos articulos se ljmitan a despenalizar 
el consumo en una cantidad muy pequeña y no permiten de ningún modo la realización de las otras 
actividades correlativas al autoconsumo, como siembra, cult1vO, oo.secha, preparación. transporte, 
etc. En todo caso, IOS articulas 479, 368 y 234 serán ob¡eto de un análisis dderenciado en esla 
sentenc"ª· 
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que pueoen rea rzarse dichas actividades atendiendo a las Jnalidades 

constitucionalmente válidas que efectivamente tienen esos artí_Culos, como 

podría haberlo hecho el legislador, sino que directamente prohíti~ todas esas 
• 

conductas. 

• 
166. Así, desde un análisis de proporcionalidad en estricto seot1do, sólo estaría 

) 
justtlicado que se limitara severamente el contenido primj faci~erecho 

al libre desarrollo de la personalidad si también fueran r¡.'?.iy grave~os daños 

asociados al consumo de marihuana que se intenta{evi~n el "sistema 

de prohibiciones administrativas" sobre el consui:p'l de marihuana. Por e! 

contrario, si la medida legislativa sólo logra evltar$. ~nir daños menores, 

entonces resulta de,propomionado que el leg~ recurra a una pro,ibición 

absoluta que afecta severamente eJ libre des de la personalidad.178 

167. ~~' ~ue se "ªn anali,ado los bene · y los costos de la medida, esta 

~~ Sala considera que el "sistem prohibiclones admrnrstrativas", 

~frm~ poi" los artículos de~ey · .ener~l de Salud impugnado por el 
"•1"- OE V. ¡:.cut~ . . '~~~!A_ ionan una afectacl _ intensa al derecho al libre desarrollo 

¡¡:¡_~b alidad en com~ión cf)n el grado mínimo de protección a la 
< 

salud y al orden público q alc,~ilza. con dicha medida. A pesar de que 

esta Suprema Corte reconoce que.~61 legislador puede limitar el ejercicio de 

actividades que sup~ afecta~6nes a los derechos que protege nuestra 

Constitución, en el caso de la reajfícción al libre qesarrollo de la personalidad 

que comporta l~dida impu~~ada, esta Primera Sala no encuentra que 

tales afectaciones fueran de L!~·a_ grayedad tal que ameriten una prohibición 

absoluta a su consumo. 

168. Adicionalmente, vale la pena señalar que a lo largo del presente escrutinio de 

constitucionalidad se mostró que existen medidas alternativas que 

intervienen en un menor grado el derecho al libre desarrollo de la 

'"' Uprimny, Gu2mán y Parra, op. cit., p. 107. 
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personalidad, consistentes en regímenes de permisiones sujetos a las 

condiciones que el legislador considere pertinentes. En este orden de ideas, 

estas regulaciones pueden ser acompal'ladas por políticas públicas 

educativas y de protección a la salud. Por lo demás, si bien estas alternativas 

representan costos económicos para el Estado y la sociedad en general, 

éstos son comparables a los que se originan a través del sistema de 

prohibición al consumo personal. 11'9 

169. Así, a pesar de que el "sistema de prohibiciones admlnlstratlvas" conformado 

por los artículos de la Ley General de Salud impugnado por el quejoso supera 

las dos primeras gradas del examen de proporcionalidad, al haberse 

establecido que se trata de una medida que busca proteger la salud y el orden 

público y resulta idónea para alcanzar dichos objetivos, esta Primera Sala, 

contrario a lo sostenido por el Juez de Distrito, considera que se trata de una 

medida que no sólo es innecesaria, al existir medios alternativos igualmente 

idóneos que afectan en un menor grado el derecho al libre desarr~noiíj:la. 
,'¡ ;\ ~ -<~-

personalidad, sino que además es desproporcionada en estricto senttdo;'.ti:lda 

vez que genera una protecoión mínima a Ja salud y orden público frente~¡¿: 
'h . __ e•, 

intensa intervención al derecho de las personas a decidir qué activi~~~ 

lúdicas desean realizar. l ·---
170. Con todo, debe enfatizarse que esta Primera Sala no minimiza los daños que 

puede ocasionar la marihuana en el consumidor mayor de edad, sin embargo, 

entiende que la decisión sobre su uso sólo le corresponde tomarla a cada 

individuo. Así., este Alto Tribunal considera que pertenece al estricto ámbito 

de la autonomía individual protegido por el derecho al libre desarrollo de la 

personalidad la posibilidad de decidir responsablemente si desea 

'"' De acuerdo con algunos académicos, además de sus l<mitaciones en efectividad, el sistema de 
prohibición al consumo de marihuana y las actividades relacionados con él tienen altos ooslos para 
el Estado y la sociedad, tanto dilectos como los derivados de la erradicación de cultivos, la 
persecución de las redes de 1ráfico y la judicialización y encarcelamiento de las personas 
relacionadas con dichas redes; como indirectos, más d~íoiles de calcular, derivados entre otros 
factores como IM pérdidas humanas de la guerra con1ra las drogas y de IM cargas que deben 
sopo11ar cientos de personas que pierden su libertad con ocasjón de la misma. Al respecto, véase 
por lodos Cama cho, Adriana, Gaviria, Alejandro, y Rodriguez, Catherine, op cit.: Uprimny, Guzmán 
y Parra, op cit., P- 106; TNI yWOLA, 2010. 
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sumeMA com oe "'''"I'<º' lA >!ACIDN 
experimentar los efectos de esa sustancia a pesar de los daños que esta 

actividad puede generarle a una persona. 

iv) lnconstitucionalidad de los artículos 235, 237, 245, 247 y 248 de la 

Ley General de Salud 

17i. Con base en todo lo anteriormente expuesto, esta; Primera Sa 

conclusión de que resultan inconstitucionales;i'Os artículos 

árrafo 237 2 fracción 1 247 último árr~fo 
último 

;G0e~"•º"'"•''-"d••cS,a,10y0d,,"e"n'-'la,s,_,p0o0';e01o0n0e,s"'"n"o''~1n,~,tiuv•a•s"g"u"e'-' tablecen una 

rohibición ara ue la Secretaria de Sa1Jd mi 

realizar las actividades relacionada~ c'1c·~~~ 
utorizaciones ara 

onsumo con fines 

. -.. ,_ 
nnabis" (sativa, índica y 

americana o marihuana, su resina, prep ·dos mil!as) y del psicotrópico 
' . 

-~-'l:HC" (tetr3hldrocannabinol, los siguie · s isómeros: A6a (10a), A6a (7), 117, 

'·-~-~t~~~:, ·1110,. A9 (11) y sus vari'e ste~oqufmicas), en conjunto 

C01-ró'Cid0 como marihuana. O de estas actividades se inclu e 
-- ' '' \:·" ' -
s ·~-· brá'.r:l cultiv r cosechar 

nte la semilla or constituir el rimer 

eslabón de la cadena 

' resultarle a licable enterame te la ratio decidendi de la resente 

resolución. l' 
1 

172. En efecto, la a~ición de r semilla constituye el primer eslabón de la 

cadena de autoconsumo de c,rnnabis con fines lúdicos o recreativos, cuya 

prohibición absoluta resulta ¡f!esproporcionada al generar una protección 

" mínima a !a salud y orden pljPiico frente a la intensa intervención al derecho 

al libre desarrollo de la persóhalidad del quejoso. Lo anterior se robustece si 

se toma en cuenta que la Jdquisición de la semilla de cannabis per se no 
,' 

produce !os daños a la saluti que el sistema de prohibiciones administrativas 

tiene como fina!ldad evitar. Es decir, los daños no graves y reversibles a la 
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salud de los adultos que, según la evidencia científica, puede provocar la 

marihuana dependen de! consumo de la sustancia, no de la posesión de la 

semilla de cannabis, por lo que la restricción respecto de la adquisición de la 

semilla no contribuye por sí misma a la consecución de los fines de Ja medida. 

Incluso, suponiendo sin conceder que la adquisición de la semilla llevara 

indefectiblemente al consumo, lo cierto es que, como se ha explicado a lo 

largo de esta resolución, esta Primera Sala no encuentra que las afectaciones 

asociadas al mismo sean de una gravedad tal que amerlten una prohibición 

absoluta. 

173. Al respecto, debe destacarse que al momento de dictarse Ja sentencia en el 

presente juicio de amparo, ya existía normativamente la posibilidad de 

adquirir legalmente semillas de cannabis en el país. Si bien es cierto que los 

artículos 237 y 248, en relación con los art!culos 234 y 245, todos de la 

entonces vigente Ley General de Salud, prohibían expresafñen!,fl<.. la 
; ,,,.,.,. 

expedición de autorizaciones para !a realización de los actos de ser1'P@r, 

' cultivar, elaborar, preparar, acondicionar, adquirir, poseer, comerCrar, 

transportar, prescribir médicamente, suministrar, emplear, usar, cons:C:,Y· 

en general, realizar cualquier acto relacionado con la marihuana, entre,ros 

psicotrópicos, los artículos 238180 y 2491ª1 preveían un supuesto 

extraordinario para permitir la adquisición de esos estupefacientes y 

psicotrópicos para fines de investigación científica, siempre y cuando se 

presentara un protocolo de investigación, fuera autorizado por la Secretaria 

de Salud y se comunicara el resultado de las investigaciones a la misma 

dependencia. 

1"° Artfcu!o 238.- Solamente para fines de investigación científica, la Secretaría de Salud autorizará 
a los organ;smos o instituciones que hayan presentado protocolo de investigación autorizado por 
aquella dependencia, la adquisición de estupefac,entes a que se refiere el al1íC!Jlo 2~7 de esta Ley. 
Dichos organismos e insti1uciones comunicarán a la Secretaria de Salud el resultado de las 
<nvestigaciones efectuadas y como se u1ilizaron. 
'"' Articulo 249.- Solamente para fines de investigación cientifica, la Secretaria de Salud podrá 
autorizar la adqu1s1c1ón de las substancias psrcotrópicas a que se re1íere la fracción 1 del al1iculo 245 
de esta Ley, para ser entregadas bajo control a organEsmcs o instituciones que hayan presentado 
protocolo de investigación autorizado por aquella Dependencia, los que a su vez comunicarán a la 
citada Secretaria et resultado de las investigaciones elet::luadas y cómo se lJlilizaron. 
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i r4. ese catalogo de tenedores legales y vías de adquisición legal se amplió con 

la reforma del diecinueve de junio de dos mil diecisiete a los artículos 237, 

párrafo primero, 245, tracciones 1, 11yIV,y290, párrafo primero, y Ja adición 

de los artículos 235 Bis y el segundo párrafo de la fracción V del artículo 245, 

todos ellos de la Ley General de Salud. El objetivo de.la reforma fue permitir 

Ja siembra, cultlvo, cosecha, elaboración, preparación, acondicionamiento, 

adquisición, posesión, comercio, transporte, su_~inistro, em~ uso y 

consumo de marihuana para fines médicos (científicos. Mediante la 

reforma al artículo 245 se trasladó a! canna~ del gru~e sustancias 

psicotrópicas previstas en la fracción J del art'.~~ío qu~de acuerdo con Ja ley, 

tienen valor terapéutico escaso o nul~ y coWyen un problema 

~pe'cialmente grave para la salud públi~~l~o previsto en la fracción 11 

-~~'{% según la ley, tienen un valor terapé i_c~ constituyen un problema 

t/Jile para la salud pública. De acuer - con e1 artículo 250162 de la misma :a,"IPº de sustancias psicotrópi. 1sto en Ja fracción 11 se rige por ~lt&.-
~\), Jo qulnto del título décl segundo de Ja ley, que regula los 

·AA#!t éfacientes, y justamente , ulo 236 de ese capítulo faculta a la 

Secretaría de Salud expedir pfisos especiales de adquisición o de 

traspaso de estupefacient~(hás, como se explicará posteriormente, con 

la reforma se autorizó legalment~ a ciertos sujetos específicos a importar la 

semilla, quienes pue~~ten:fla legalmente y podrían, eventualmente, con 

fundamento en un ~miso,'.. especial de adquisición o de traspaso, 

proporcionarle ~lila al qu.~joso. 

175. De conformidad con Jo anteriqr, es indudable que en la actualidad existen vías 

legales para la adquisición de la s0milla, ya s8a vía te"nedores especiales o 

permisos de adquisición o de traspaso, por lo que no existe una imposibilldad 

''' Articulo 250. - Las subiitancias psicotrópicas incluidas en la 1racción 11 del artículo 245 de esta 
Ley, así como las que se prevean en las disposiciones aplicables o en las lis!as a que se refiere el 
articulo 246, cuando se trate del grupo a que se refiere la misma fracción, quedarán sujetas en lo 
conducente, a las disposiciones del Capitulo V de este Título. 

ª' 
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jurídica ni material para que una eventual concesión de amparo pudiese surtir 

plenos efectos y tener debida ejecución. 

176. Ahora bien, tal declaratoria de inconstitucionalidad no puede extenderse 

sin más a la actividad relativa a importar la semilla de cannabis. como 

lo pretende el quejoso. En principio, debe destacarse que los artículos 

impugnados de la Ley General de Salud no prevén explícitamente una 

prohibición absoluta respecto de !a actividad consistente en "importar'', como 

sí lo hacen respecto de "adquirir". Además, no resulta evidente que !as 

consideraciones esbozadas para declarar !a inconstituclonalidad de la 

prohibición absoluta de realizar las actividades correlativas al autoconsumo 

de marihuana para fines lúdicos o recreativos sean aplicables a Ja 

importación, entendida como la operación mediante la cual se somete a una 

mercancía extranjera a la regulación y fiscalización tributaria. 
,,,,.. 
. ' ' , •. ;~ 

177. Hay que recordar que, de conformidad con el artículo 25 de la Constituci6n't. •, ,,. 
Federa!, corresponde al Estado la rectoría en el desarrollo nacional del paÍs~J 

···-· 
la que se concretiza mediante acciones que precisamente invÜlucran'.i_ 

decisiones sobre importación y exportación de materias primas y prodllctoS;_"-~ 
\ ' ,,, 

Por ello, el análisis de Ja constitucionalidad de la prohibición de la impo~ción ·-.: 

requeriría un desarrollo diferenciado, mismo que esta Primera Sala no está 

en posibilidades de realizar en tanto el quejoso no impugnó la totalidad de 

artículos que potencialmente le permitirían la importación de las 

semillas en los términos que solicitó. En efecto, en e! orden jurídico existen 

obstáculos legales para realizar dicha actividad cuya constitucionalidad no 

fue combatida, como son prohibiciones expresas en materia de comercio 

exterior, como es el caso de la Ley de los Impuestos Generales de 

Importación y de Exportación183
, y limitaciones específicas, como es el 

artículo 290 184 de la Ley General de Salud, que establece un catálogo taxativo 

'''Véase el Capitulo 12 de la LEy de los Impuestos Generales de Importación y de Exportacjón. 
'"' Articulo 290. - La Secreterfa de Salud otorgará autorización para importar eslupefac;entes, 
substancias psiootrópicas, productos o preparados que los rorrtengan, incluyendo los derivados 
larmacológicos de la cannabis sativa, indica y americana o marihuana, entre las que se encuentra 
el telrahidrocannabinol. sus isómeras y variantes estereoquímicas, exclusivamente a: 
l. Las droguerfas, para venderlos a farmaci:!S o para las preparaciones oficinales que el propio 
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de sujetos que pueden recibir autorización especial para imcy)rtar sustancias 

pslcotrópicas, productos o preparados de las mismas enti"e !os que no se 

encuentran las personas físicas, a saber, 1) droguerías y 2) establecimientos 

destinados a producción de medicamentos autoriz.8.dos por la propia 

Secretaría. Tates artículos no fueron impugnados en 'el juicio de amparo y, 

por tanto, su constitucionalidad no forma parte de la-litis. Siendo así, es claro 

que aun estimando inconstitucional la restrlcciónf.de importar l~mllla de 

cannabis, lo cierto es que subsistiría su prohibic\i.')'n. 

" ~ ' , 
178. En conclusión, y a diferencia de lo resu~o en el amparo en revisión 

)' 
~en la resente e·ecutoria se de ara Ja i o stitucionalidad de 

los articulos 235 último árrafo 237 2 

General orciones 

mativas ue establecen una ue la Secretaría de 

. ·" .._ · i-r'ninoS·.sefialados · constituir 

necesario 

el libre 

desarrollo de la ersona1· 

' 179. La declaratoria de i constitlÍCionalidad anterior no su one en nin ún 

caso autorización rJ:Iizar actos de comercio suministro o 
~· 

cual uier otro ue se refiera a la ena·enación /o distribución de las 

substancias a ue res ecto de estos 

actos no existió solicitud Sel ejercicio del derecho al libre desarrollo de 
' . ..;. : ' ¡ ' ' 

la· personalidad no debe' pertudicar -a ·terceros. En ese sentido, este 

derecho no podrá ser ejercido frente a menores de edad. ni en Jugares 

establecimiento elabore, y 
11. Los establecimientos destinados a producción de medicamentos autorizados por la propia 
Secretaria. 
Su proceso quedará sujeto a lo establecido en los Capítulos V y VI de esle Titulo, quedando facultada 
la propia Secretaria para otorgar autori~ación en los casos especiales en que los interesados 
justifiquen arrle la misma la importación directa. 
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públicos donde se encuentren terceros que no hayan brindado su 

autorización. 

180. Una vez precisado lo anterior, se estima necesario destacar que si bien, como 

se ha venido reiterando, en la presente resolución no se realiza 

pronunciamiento alguno respecto de la constitucionalidad de los tipos penales 

que criminalizan el consumo y otros actos relacionados con la marihuana, lo 

cierto es que al declararse por parte de este Alto Tribunal la 

inconstituc!onalidad de las disposiciones de la Ley General de Salud antes 

señaladas y, en consecuencia, permitírsele al recurrente recibir una 

autorización por parte de la Secretaría de Salud para realizar todas las 

actividades necesarlas para el uso lúdico de la marihuana, al efectuar estas 

actividades el recurrente no incurrirá en los delitos contra la salud 

previstos tanto por Ja propia Ley General de Salud como por el Código 

Penal Federal. .,, 
,;¡ -'>" 

181. Ello es así porque los delitos contenidos en los artículos 194, frac;;óiG5, 

195 Bis y 196 Ter del Código Penal Federal,165 así como en !os artícul~5, 

'"'Código Penal Federal: ~·;":~.', 
Articulo 194. Se impondrá prisión de diez a veinticinco años y de cien hasta quinientos d .i'h'u'fta 1 
alque: .· 
L Produzca. transporte, trafique, oomertie, suministre aun gratuitamente o prescriba alguno de los 
narcó1icos sel\alados en el articulo anterior, sin la autorización correspondiente a que se refiere 
la Ley General d& salud; 
1---l 
Articulo 195. Se impondrá de cinco a quince años de pns16n y de cien a trescientos cincuenta días 
multa, al que posea alguno de los naroó1icos señalados en el articulo 193, sin la autorización 
correspondiente a que M refiere la Ley General de Salud, siempre y cuando esa posesión sea 
oon la finalidad de realizar alguna de las conductas prev~tas en el articulo 194. ambos de este 
código. 
[ ... ] 
Articulo 195 bis. Cuando por IM circunstancias del hecho la posesión de alguno de los narcóticas 
señalados en el artículo 193, §in Ja autorización a que se refiere la Ley General de Salud. no 
pueda considerarse destinada a realizar alguna de las conduelas a que se rE!!'iere el artículo 194. se 
aplicará pena de cuatro a siete aiias seis meses de prisión y de cincuenta a ciento cincuenta días 
multa. 
[ ... ] 
Artículo 196 Ter. Se impondrán de cinco a quince al\os de prisión y de cien a 11escientos días multa, 
asi oomo decomiso de los ins1rumen1os, ob¡etos y productos del delito, al que desvie o por cualquier 
medio con1ribuya a desviar precursores quimioos, productos qulmioos esenciales o máquinas, al 
cultivo, extracción, producción, preparac<Ón o acond1c1onamiento de narcóticos en cualqui&rforma 
prohibida por la ley. 
La misma pena de prisión y multa, así como la inhabilil.a.ción para ocupar cualquier empleo, cargo o 
oomisión públicas hasta por cinco años, se impondrá al servidor público que, en ejercicio de sus 
tunciones, perm11a o autorice cualquiera de las oondue\as comprendidas en este articulo. 
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476 y 477 de la Ley General de Salud,1ss relacionados con lo~/ actos que 

pretende realizar el recurrente, cuentan con un elemento típi~de carácter 

normatlvo consistente en que la conducta debe realizarse "sin 1,á autorización 
' correspondiente". En este sentido, si como se precisará a!continuación 

! 
uno de Jos efectos de la concesión del consiste en la 

obli ación de Ja Secretaría de Salud de ex edir la autori ación sanitaria 

ue corres onda es evidente ter los 

delitos en cuestión. 

~ 
182. No pasa desapercibido para esta Primera Sala que Código Pena! Federal 

contiene determinados tipos penales en materia de 

con este elemento típico (en específico, Jos cante 

-.,.fracciones 11, 111yIV;196 Ter; 197 y 198); si 

j~:~ismos no van diri idos a casti 

en términos de lo ex 

p·r-ión.1a7 

!)fj.ifc. '\1 ' "' 

retende realizar 

resente recurso de 

-"w>~'.;'r· ~ 
:¡_Wf;li- '·-:, ~· 
~O~~~rsores químioos, productos químioos esenciale}: y máquinas los delinidos en la ley de la 

materia. ~ r 
'""Ley General de Salud: ¡ 
Artículo475. Se impondrá prisión d troa ocho año y de doscientos a cuatrocientos dias multa. 
a quien sin autorización comercie os minis1re, aún gr~u1tamente, narcóticos previstos en la tabla. 
en cantidad inferior a la que~sulte de mul!iplicar por mfi el monto de las previstas en dicha tabla. 
l---l -
Articnlo 476. Se impondrá s a seis años de pri ón y de acilenta a trescientos dias multa. al 
que posea algún narcótico de os señalados en la la, en cantidad interior a la que resulte de 
multiplicar por mii"las cantidades previstas en dicha t bla, sin la autoriz'ación correspondiente a 

ue se refiere es siempre y cuando esa esión sea oon la finalidad de comerclarlos o 
suministrarlos, aún gra mente. 
Artfculo 477. Se aplicará pena de diez meses a tre años de prisión y hasta ochenta días mul!a al 
que posea alguno de los narcóticos señalados en~ tabla en cantidad.inferio,r a la que resulte de 
mul!;plicar por mil las previstas en dfcha tabla. sin la!autorización a que se refiere' esta Ley, cuando 
por las circunstancias del hecho tal posesión no pu~da considerarse destinada a comercializarlos o 
suministrarlos, aún gratuitamente. 1 
No se procederá penalmente por este delito en contra de quien posea medicamentos que contengan 
alguno de los narcóticos previstos en la !abla, cuya venta al piiblico se encuentre supeditada a 
requisitos especiales de adquisición, cuando por su naturaleza y cantidad dichos medicamentos sean 
los necesarios para el tratamiento de la persona que los posea o de otras personas sujetas a la 
custodia o asistencia de quien los tiene en su poder. 
'"'Código Penal Federal: 
Artículo 194. Se impondrá prisión de diez a veinticinco años y de cien hasta quinientos días multa 
al que: 
¡_ -1 
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183. Finalmente, Ja situación expuesta en párrafos anterlores se actualiza de igual 

manera respecto de las sanciones administrativas previstas en los artículos 

421 y 421 Bis de la Ley General de Salud, mismos que establecen Ja 

imposición de multas derivada de una violación a los artículos 237, 238, 247, 

248, 375, 376, 235 y 289 del mismo ordenamiento, referidos a la autorización 

de la Secretaría de Salud para la realización de actos relacionados con 

estupefacientes y substancias psicotrópicas, 168 pues dichas disposiciones 

ll. Introduzca o extraiga del país alguno de los narcóticos comprendidos en el artículo anterior, 
aunque luere en 1orma momentánea o en 1ránsito. 
Si la introducción o extracción a que se refiere esta lracción no llegare a ronsumarse. pero de los 
actos realizados se desprenda claramente que esa era la linalidad del agente, la pena aplic:able será 
de hasta las dos terceras partes de la prevista en el presente articulo. · 
llL Aporte recursos económicos o de cualquier especie, o colabore de cualquier manera al 
ftnanc'1amiento, superv'1s1ón o fomento para posibifltar la ejecución de alguno de los delitos a que se 
refiere este capitulo; y 
IV. Realice actos de publicidad o propaganda. para que se consuma cualesquiera de las sustancias 
comprendidas en el artíoolo anlerjor. 
Las mismas penas previs1as en este articulo y. además. pr¡.tación del c:argo o comisión e,. 
inhab1lotación para ocupar otro hasta por cinco años, se impondrán al seMdor pública, que, en /_ 
ejercicio de sus funciones o aprovechando su cargo, permita, autorjce o tolere cualesquie·ra de la~ (: 
conductas señaladas en este articulo. \ . ;;::. 
Articulo 196 Ter. Se impondrán de cinco a quince añas de pr;sión yde cien a trescientos di as mulla, ~ 
así corno decom~o de los Instrumentos, objetos y productos del delrto. al que desvíe o por cuí'lqtiit!r ,;;; 
medio contribuya a desviar precursores químicos, productos químicos esenciales o máquir¡as, al "" 
cultivo. e;r:tracción. producción, preparación o acondicionMliento de narcóticos en cualquier iprma" - ¡ 

prohibida por la ley. · 
1---1 
Articulo 197. Al que, sin mediar preocripción de médico legalmente autorizado. administre a Otra 
persona. sea por inyección, inhalación. ingesbón o por cualquier otro medio. algún narcótico a qtle 
se refiere el art'tculo 193. se le impondrá de tres a nueve años de pús'cón y de sesenta a ciento 
ochenta dias mulla, cualquiera que fuera la cantidad administrada. Las penas se aumentarán hasta 
una mitad más si la victima fuere menor de edad o incapaz comprender la relevancia de la conducta 
o para resistir al agente. 
Al que indebidamen1e suministre gra~s o prescriba a un tercero, mayor de edad, algún narcótico 
mencionado en el artículo 193, para su uso personal e inmediato. se le impondrá de dos a seis años 
de prisión yde cuarenta a ciento veinte días multa. Si quien lo adquiere es menor de edad o ¡ncapaz. 
las penas se aumentarán hasla una mitad. 
Las mismas penas del párrafo anterior se impondrán al que induzca o auxilie a o1ro para que 
consuma cualesquiera de los naroó1jcos señalados en el artícolo 193. 
Articulo 198. Al que dedicándase como actWidad principal a las labores propias del campo, siembre, 
cultivo o coseche plantas de marjhuana. amapola, hongos alucinógenos, peyote o cualquier otro 
vegetal que produzca efectos similares. por cuenla propia, o con financiamiento de terceros, cuando 
en él concurran escasa instrucción y extrema necesidad económica, se le impondrá prisión de uno 
a seis años. 
Igual pena se impondrá al que en un predio de su propiedad. tenencia o posesión, consienla la 
siembra, el cultivo o la cosecha de d"1chas plantas en circuns1anc'1as s',milares a la hipótes·,s anterior. 

1 J 
La siembra, cult.vo o cosecha de plantas de marihuana no será punible cuando estas actWidades se 
lleven a cabo con fines médicos y científicos en los términos y condiciones de la aulorizac16n que 
para tal efecto em~a el Ejecotivo Federal. 
'"'Ley General de Salud: 
Articulo 421. Se sancionará con una multa equivalente de seis mil hasta doce mil veces el 
salario mínimo general diarjo vjgente en la zona económica de que se 1rate, la violac•ón de las 
disposiciones contenidas en los artículos 67, 101, 125, 127. 149, 193, 210, 212, 213, 218, 220, 230, 
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rea1rzan un reenv10 a Jos art1cuJos que han sido declarados in~onstitucionates. 

Sin embargo, no podría realizarse la imposición de una san~ión administrativa 

al quejoso a la luz de lo establecido en la presente sentE]ncia. 

184. En otro orden de ideas, esta Primera Sala tambiég:: considera importante 
•• 

destacar que la conclusión expuesta en párrafos ª.'1J'eriores no contravlene Jo 

dispuesto en i~strumentos internacionales de la .~teria, en es~o: {i) Ja 

Convención Unica sobre Estupefacientes d 1961, enmenda'áa por el 

Protocolo de 1972; (ii) el Convenio sobre Su ncias Sico~cas de 1971; y 

(iii) la Convención de las Naciones Unid en contra del Tráfico !lícito de 

Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas € 1988. ~ 
al<'""~ 

185. ~..anterior, como se sefialó en apa . s ~res, pues si bien dichos 

'iad~s internacionales establecen ob · acio~a.a los Estados miembcoo 

criinina!izar determinadas condu relacionadas con narcóticos, las 

;..f¡f;;eras dos convenciones mene· establecen la posibilidad de 

Jt.~~~.eier a las "personas que h lndebldo" de estupefacientes y 

111ftifüra.~~ias psicotrópicas a de tratamiento, educación, 

postratamiento, rehabilitaci~e 

penalmente. 169 ~ 

aptación soclal", en lugar de sancionarlas 

232,233,237,238,240,24 4 ,247,2 ,251,252,255, 256,258,266,3{)6,308,309,315,317. 
330, 331, 332, 334, 335, 3 • útt.mo árrafo, 342, 348, primer párrato, 350 bis 1, 365, 367, 375, 
376,400,411 y413deestale. 
Articulo 421 bis. Se sanctonará con mu · e u!valente de doce mU hasta dieciséis mil veces el 
salario mínimo ge~•ario vjgente ·. la zona EiConómira.de tjué se lrate, ra violación de las 
disposiciones contei:_~n los anicu1o¡¡r100, 122, 126, 146, 165 Bis 19, 166 Bis 20, 205, 235, 254, 
264, 281, 289, 293, 298, 325, 327 y 33:i:"de esta Ley. 
, .. Conveni::ión Única sobre Estupefa'Cientes de .1961. enmendada por el Protocolo de 1972: 
Articulo 36. Disposiciones penales ,\' 
1.a)[ ... ] · 
b) No obstante lo dispuesto en el apai:t'adoanterior, cuando las personas que hagan uso indebido de 
estupelaoientes hayan cometido esos delitos, las Partes podrán en vez de declararlas culpables o 
de sancionarlas oenalmente. o además de declararlas culpables o de sancionarlas. 
someterlas a medidas de tratamiento. educación. postratamiento. rehabilitación y 
readaptación social, de con!onnidad con lo dispuesto en el párrafo 1 de\ arlírulo 38. 
Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas de 1971: 
Articulo 22. Disposiciones penales 
1.a)[.] 
b) No obsl.ante, ruando las personas que hagan uso indebido de sustancias sicotrópiras hayan 
cometido esos delitos, las Partes podrán, en vez de declararlas culpables o de sancionarlas 

95 



AMPARO EN REVISIÓN 623/2017 

186. Adicionalmente, de la Convención de las Naciones Unidas de 1988 se deriva 

que los Estados miembros podrán no sancionar la posesión, adquisición o 

cultivo de estupefacientes o substanclas psicotrópicas para el consumo 

personal, cuando sea contrario a "sus principios constitucionales y [a] los 

conceptos fundamentales de su ordenamiento jurídico";1E!l situación que se 

actualiza en el presente asunto, pues, como se ha señalado a lo largo de la 

presente sentencia, el autoconsumo de marihuana se encuentra protegido 

por el derecho fundamental al libre desarrollo de la personalidad, prerrogativa 

derivada de la Constitución. 

187. En otro orden de ideas, resulta innecesario analizar el resto de Jos agravlos 

del recurrente al haber sido concedida la protección constitucional al quejoso 

en !os términos antes precisados, en tanto que a ningún fin práctico llevaría 

Ja realización del estudio correspondiente. 

188. 

' v) Constitucionalidad de los artículos 234, 368 y 479 de la Ley Genera!-. 

de Salud -~i ,._. 
~··1.' 

Esta Primera Sala observa que en el presente amparo en revisión subsi·o,;~I 
análisis de constitucionalidad sobre Jos artículos 234, 368 y 479 de !a Ley 

General de Salud, mismo que no fue materia del amparo en revlsión 

-· por lo que se aborda su análisis de forma separada para efectos 

de método. 

189. En primer término, debe sefialarse que el artículo 234 de la Ley General de 

Salud, contiene un listado de compuestos considerados bajo Ja categoría de 

p&nalment<>. o ad&más de sancionarlas, someterlas a me9ldas de tratamiento. educación. 
postratamJento, rehabilitación y readaptación social. de conformidad wn lo dispuesto en el 
párrafo 1 del aniculo 20. 
190 Convención de las Naciones Unidas en contra del Tráfico llícito de Estupefacientes y 
Sustancias Sicotróplcas de 1988: 
Articulo 3. Delitos y sanciones 
[ ... ¡. 
2. A reserva de sus prlncípios <:onstltuclonates v a los conceptos fundamentales de su 
ordenamiento jurídico, cada una de las panes adoptará las medidas que sean necesarias para 
tipificar como delttos penales conforme a su derecho interno cuando se wmetan intencionalmente. 
la posesión ta adquisición o el cultivo de &stupefacientes o sustancias sicotrópicas para el 
<:onsumo personal en wntra de lod;spuesto en la Convención de 1961. en la Convención de 1961 
en su forma enmendada o en el Convenio de 1971. 
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' 

"estupefacientes" a efectos legales. En ese sentido, dicho; <irtículo, en la 

porción normativa impugnada es del tenor siguiente: f. 

' ' Artículo 234.- Para los electos de esta Ley, se considera~stupefacientes: 
(. , . ) I 

CANNABIS saliva, índica y americana o mariguana, su esina, preparados y 
semillas. 

190. Por otro lado, los artículos 368 y 479 de la Ley Gen 

siguiente: 

al de Salud ~el tenor 

Artículo 368.- La autorización sanitaria es el o ad~· istrativo mediante el 
~~~I la autoridad sanitaria competente per e a ersona pública o 
Jl!;~da,-!a realización de actividades relacio das oon a salud humana, en 
, \¡;1$ 6'sos y con los requ1s1tos y modalidades ~errnlne esta Ley y demás 
~~iciones generales aplicables. 

~- autonzac1ones sanitarias tendré.n e carácter de licencias, permisos, 
'" ¡:¡: lldiil!~}i~~ o tar¡etas de control sanitario. 
JE •• GTIC°'I. &~ lJ. :¡>:' ~-\ 

c~~'ffi~q 479.- Para los efectos de este ítulo se entiende que el narcótico 
~1 

est<Í éSt1nado para su estricto m diato consumo personal, cuando la 
cantidad del mismo, en cualquie~ s formas, derivados o preparaciones 
no exceda de las previstas en el lista siguiente: · 

Tabla de Orientación de 
Narcótico 
Oio 2r.~ 

MDA, 
Metilendioxianfetanlina 

40 mg. 
Una unidad con peso 00 

MDMA, dl-34-metllendloxi-n­
dimetilfeniletilamina 

Metanfetamina 

40mg. 

40mg. 

maora200m. 
Una unidad con 
maora2oom. 
Una unidad con 
maora200m. 

peso ºº 
peso ºº 
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191. Como puede apreciarse, el artículo 234 considera a la cannabis sativa como 

un estupefaciente para los efectos de la propia ley. El artículo 368 establece 

la naturaleza de acto administrattvo de las autorizaciones sanitarias, sus 

requisitos y modalidades. Finalmente, el artículo 479 establece Ja tabla de 

orientación de dosis máximas de consumo personal e inmedlato. 

192. Artículo 234 de la Ley General de Salud. Procede negar el amparo respecto 

al artículo 234 de la Ley General de Salud por dos razones. En primer Jugar, 

este artículo sólo contiene una definición legal interna de la norma. Es decir, 

se limita a definir las sustancias que son consideradas estupefacientes con lo 

cual no genera al recurrente perjuicio alguno sl ya se le concederá e! amparo 

a efecto:S de que se le expida la autorizaclón administrativa conducente, 

193. 

, 
máxime que la norma contiene un listado extenso de estupefacientes y no 

sólo menciona al cannabis saliva, índica y americana o marihuana y sus 

semillas, sino a una abundante cantidad de sustancias. .- ~~ 

En •egundn lugac, debe ceoocda"e que nn •e e,ncuentcan en ""'di~~~~ 
esta Primera Sala los tipos penales correspondientes. Es decir, nv fdrllll;t""" 

' .. ,.~ 
parte de la litis analizar la constitucionafldad de los delitos establecidoSf.!,O~ ~~,,:::; 

Código Penal Federal respecto de los estupefacientes en cuestión'."~:~: 
Precisamente por ello, no puede concederse el amparo al quejoso respecto·_... 

de este artículo porque forma parte, a su vez, del "sistema punitivo" 

concerniente a las sanciones penales de Jos estupefacientes. De tal suerte, 

diversos artículos del Código Penal Federal penalizan conductas relativas a 

narcóticos o estupefacientes, remitiendo para la definición de estupefacientes 

a !a Ley General de Salud. Ejemplo de ello son los articulas 193, 194, 

fracciones 11, !!! y IV; 196 Ter; 197 y 198 inter alia. Remover de la definición 

de estupefaciente al cannabis implicaría materialmente la eliminación 

respecto a ella de Jos tipos penales conducentes, cuestión que no es objeto 

de este amparo. 

194. Artículo 368 de la Ley General de Salud. Por otro lado, también se impone 

negar el amparo respecto al artículo 368 de la Ley General de Salud. Dicho 

,, 
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articulo unlcamente define a la autorización sanitaria /como el acto , 
administrativo mediante el cual se permite a una persona ¡cfública o privada, , 
la realización de actividades relacionadas con !a salud hu!}'lana, en los casos 

' y requisitos determinados por Ja ley. En este sentido,,mo genera perjuicio 

alguno al quejoso recurrente pues ni siquiera define re Zisitos o prohibiciones 

respecto al cannabis. En todo caso, le causa agravi I resto del "sistema de 

prohibiciones administrativas" respecto del cual se le ha ~dido e! 

amparo. Finalmente, no pasa desapercibido que ecisarnente el artículo 368 

impugnado será parte del fundamento norm o bajo e~! la autoridad 

responsable deberá expedirle la autorización dminl~tiva que se precisará 

en los efectos. Y 

195. ·Artículo 479 de la Ley General de Sal 

!r~·a.i-tículo 479, siguiendo el preef!dente 

. ~ente, por lo que respecta 

1 am~ro en revisión-· es 

.•. 'iq¡°p0rtan'ie .señalar que si bien e! artícu ?. de la Ley Genera! de Salud, 191 
.. .. . 

.,én,'ri;iJac;:ión con el artículo 479, señal qu el Ministerio Público no ejercerá 

acción penal en contra de quienM a hasta .cinco gramos de marihuana, 

•11 ésta Suprema Corte ha interprela<J" que dicha disposición contiene una 

?•. ~xcluyente de responsabi/~92. 1J que significa' únicamente que en esos 

casos no debe aplicarse la~ a 4uien haya cometido el delito en cuestión, 

' pero no consagra d~i~guna manera una autorización o un derecho al 

consumo personal e;wtérminos en los que !o solicita el quejoso. En este 

1•1 Articulo 478~ Éi1 ~terio Público no ~jercerá acción penal por el delito previsto en el artículo 
anterior, en contra de quien sea farmacodependienteo consumidor y posea alguno de los narcóticos 
sefialados,en la.tabl.a, en igµal o inferior cantidad a la prevista en Ja i;nisma, para su esiric!o .consumo 
persOnai"y fuera i::le loS tug:iires señalados en la fracción 11 del artículo 475 de esta Ley. La autoridad 
minister;a1 informará al consumidor la ubicación de las inst~uciones o centros para el lratamiento 
médico o de orientación para la prevención de la farmacodependencia. 
192 Al respecto véase la tesis de rubro "DELITO CONTRA tA SALUD El ARTICULO 478 DE tA LEY 
GENERAL DE SALUD, AL PREVER LA NO APLICACIÓN DE LA EXCLUYENTE DE 
RESPONSABILIDAD RESPECTO DE LOS FARMACODEPENDIENTES POSEEDORES DE 
ALGÚN NARCÓTICO DENTRO DE UN CENTRO DE RECLUSIÓN, INCLUSO CUANDO SU 
CANTIDAD NO EXCEDA EL LiMITE MÁXIMO LEGALMENTE ESTABLECIDO, NO VIOLA LA 
GARANTÍA DE IGUALDAD" {Novena Época: Registro 162389; Instancia Primera Sala; Tipo de 
Tesis: Aislada: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XXXIII, Abril de 
2011: Materia(s): Const~ucional; Tesos: 1a. Lll/2011; Página: 3on. 
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sentido, debe destacarse que el artículo 479 de la Ley General de Salud no 

forma parte del "sistema de prohibiciones administrativas", sino del "sistema 

punitivo" previsto en Ja Ley General de Salud y en el Código Penal Federal 

en relación con el control de estupefacientes y psicotrópicos. Sobre dicho 

artículo, debe enfatizarse que el quejoso recurrente no ha esgrimido razones 

específicas para su inconstitucionalidad, sino que lo ha combatido de forma 

genérica en el encuadre de lo que !!ama 'polítlca prohibicionista". 

196. Esta Primera Sala considera que su alegato es inoperante. Resulta notorio 

que, en el marco de la autorización sanitaria peticionada por el quejoso, dicho 

artículo no le genera perjuicio pues no prohíbe la emisión de autorización 

sanitaria alguna respecto a las conductas pretendidas por el quejoso. Es 

decir, si, como se precisará a continuación, uno de los efectos de Ja concesión 

de! presente amparo consiste en Ja obligación de la Secretaría de Salud de 

expedir la autorización a la que hace referencia el artículo 235, es evidente 

que el quejoso no podrá cometer los delitos en cuestión que a su v' r~.W!J..~? 

a Ja tabla de orientación de dosis máximas de consumo personal e \mf .,..~!~.; 
prevista en el artículo 479. \ ·<';:~· -

197. 

' 

En ese sentido, ante la falta de perjuicio directo al recurrente, en ~ .. e1· 

artículo impugnado no obstaculiza la autorización pretendida que será ~jetO 
de este amparo, debe considerarse que dicho planteamiento de 

inconstitucionalidad resulta inoperante. 

vi) Análisis de los agravios del recurso de revisión adhesivo 

198. El recurso de revisión adhesivo interpuesto por el delegado de las autoridades 

sefia!adas como responsables, es decir, Presidente de Jos Estados Unidos 

Mexicanos y Secretario de Salud, tiene dos vertientes argumentativas. En 

primer término, aquéllas destinadas a demostrar la improcedencia del recurso 

de revisión (que ya fueron objeto de estudio y pronunciamiento por parte del 

Tribunal Colegiado) y, en segundo término, aquéllas destinadas a demostrar 
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de análisis en esta sección. . • 
. 

' 199. Sustancialmente, en su primer agravio adhesivo, él recurrente adhesivo • 

200. 

.. 

aduce que la política contenida en Jos artículo i: impugnados resulta 

constitucional en tanto tiene por objeto Ja protecc· n de la salud. Refiere 

también que no pueden tutelarse !os intereses indi 1duales o pa~res por 

encima de los intereses públicos de la comunida . 

En su segundo agravio adhesivo, sostiene las restri~nes impuestas 

en la Ley General de Salud sobre los der has 1fli~re desarrollo de la 

personalidad y la dignidad humana, disposi 'n a la ~pia salud personal y 

f admisibl~S al dirigirse a proteger el de 

º'- general; asi como necesarias y pro 

··.·compensa sobradamente por lo~fe 

segundo agravio. que Jos agravi3~ 

ho a la salud de la sociedad en 

anales pues su restricción se 

benéficos. Refiere en el propio 

recurrente son inoperantes pues el 

recurrente no es titular de! ~ho al li 

incompatible con su natur~ juríd'. 

re desarrollo de la personalidad al ser 

. Afirma, además, que !a norma no 

contiene una prohibicjn para el con 

de la Ley General ~lud permi 

urna del cannabis pues el artículo 479 

el consumo personal hasta en una 

cantidad de 5 gramos. Sostiene que s normas no Ilmitan en forma alguna la 

libertad del qu~ de proyectars .. , vivir su vida y escoger su apariencia 

personal. j 

201. En su tercer agravio adhesivo, aduce que resulta infundado el agravio 

primero del recurrente principal en la parte que seflala que se omitió valorar 

,., Emitida por la Primera Sala bajo el rubro "RESTRICCIONES A LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA 
PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS", visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gacela, 
Libro X, Febrero de 2012, Tomo 1, p. 533. 
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la totalidad del caudal probatorio. Lo anterior porque advierte que la sentencia 

recurrida sí analizó dichos medios probatorios y los enumeró con una nota al 

pie de página en Ja que enunció los informes en los que se basó para sus 

argumentaciones. 

202. Finalmente, en su cuarto agravio adhesivo, refiere que el agravio séptimo 

vertido por el recurrente principal es infundado pues la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo resulta constitucional al establecer un 

procedimiento administrativo que garantiza Jos derechos fundamentales de 

los gobernados de acuerdo a ros artículos 14, 16 y 17 de la Constitución 

Federal. 

203. Esta Primera Sala estima que los agravios manifestados por la autoridad 

responsable son infundados. Respecto de! primer agravio adhesivo, el 

análisis de la restricción al libre desarrollo de Ja personalidad realizado en 

líneas anteriores ha mostrado que la constitucionalidad de Ja finalidad de la 

limitación no es el único elemento para valorar el ajuste de disposició\ con la _.-, 

Constitución Federal, sino su idoneidad, necesidad y proporcionalidad en 
\ 

sentido estricto. Dado que la restricción no ha superado la tercera y c'uarta 

grada de este análisis, se reitera su inconstitucionalidad pese ar,~'fin 
"' constitucionalmente legítimo que defiende. Respecto a la imposibilidad de 

tutelarse los intereses individuales o particulares por encima de los intereses 

públicos de una comunidad, dicho argumento es infundado. Esto en tanto 

no es posible realizar en abstracto un pretendido anáUsls entre intereses 

sociales o de la comunidad e interés individual. Cuando una restricción a un 

derecho individual se encuentra justificada por !a entidad de la incidencla 

social, ello puede ser constatado al evaluar su fin constitucionalmente 

imperioso, su idoneidad, su necesidad y su proporcionalidad en sentido 

estricto. En el presente asunto, dicho análisis, como ha reiterado esta 

Suprema Corte, arrojó que !a restricción no resulta constitucional al no 

superar las gradas de necesidad y proporcionalidad en sentido estricto del 

análisis correspondiente. 
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204. Es infundado el agravio adhesivo segundo en Ja parte que sostiene que 

las restricciones a Jos derechos analizados son constituciqrÍa!es a la luz del 

estándar de la Suprema Corte establecido en la tesis 1a./J. 2/2012 (9a.) 19'1. 

Ello en tanto, como ha sido establecido por esta Primer# Sala en e! análisis 

' sustantivo de la sentencia, dichas restrlcc!ones a p¡ésar de tener un fin 

constitucionalmente admisible (protección de la salutl y el orden público) y 

resultar idóneas, no superan los últimos dos/~asos del ~isis de 

restricciones, a saber, Ja necesidad y la proporci/halidad en sentido estricto 

de la medida. Lo anterior en tanto dichas r/striccion~casionan una 

afectación muy intensa al derecho al libre de rrou~e: la personalidad en 

comparación con el grado mínimo de protecc_ n a la ~d y al orden público 

que se alcanza con dicha medida. A pes ·r~ q~~ esta Suprema Corte 

'",feconoée que el legislador puede limita e~c1c10 de actividades que 
-,.-.. __ __, ' 

~~~~-upongan afectaciones a los derechos protege nuestra Constitución, en 

':'"+~el caso de la restricción al libre desarro la personalidad que comporta la 

¿--:'medida impugnada esta Primera ;ala o encontró que tales afectaciones 

;;"~!Ífueran de una gravedad tal qu~ 'ten una prohibición absoluta a su ' .. ,_ 
''J :\bonsumo. Adicionalmente, debe ten se presente que existen medidas 

¡¡;-.• -alternativas igualmente id+ara p[oteger la salud y el orden público que 

intervienen en un menor grado elf derecho a! libre desarrollo de la 

personalidad, consi~t§s en regí1enes de permisiones sujetos a las 

condiciones que el legi'Yador conside~e pertinentes. 

205. El agravio seg~ adhesivo es inf¿ndado en la parte que sostiene que el 

recurrente no es titular del derecho al _libre desarrollo de la personalidad al ser 

incompatible con su naturaleza jurídica. Debe recordarse que en este amparo 

en revisión 623/2017 la parte recurrerlte es una persona 

,.. Emitida por la Primera Sala bajo el rubro "RESTRICCIONES A LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA 
PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS", visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Libro X, Febrero de 2012, Tomo 1, p. 533. 

103 

-' 17 



AMPARO EN REVISIÓN 623/2017 

física. Como tal, evidentemente tiene la titularidad del derecho al libre 

desarrollo de Ja personalidad195. Dado que el derecho al libre desarrollo de la 

personalidad tutela la autonomía personal en sus dimensiones externa e 

interna 196, el recurrente es titular de dicho derecho personalísimo197. 

206. Es infundado el agravio adhesivo segundo en la parte que sostiene que la 

norma no contiene una prohibición para el consumo del cannabis, pues el 

artículo 479 de la Ley General de Salud permite el consumo personal hasta 

en una cantidad de 5 gramos. Contrario a lo sostenido por la recurrente 

adhesiva, es importante seilalar que si bien el artfculo 478 de la Ley General 

de Salud, 198 en relación con el artículo 479, señala que el Ministerio Público 

no ejercerá acción penal en contra de quien posea hasta cinco gramos de 

marihuana, esta Suprema Corte ha interpretado que dicha disposición 

contiene una excluyente de responsabilidad, 199 Jo que únicamente significa 

que en esos casos no debe aplicarse Ja pena a quien haya cometido el delito 

en cuestión, pero no consagra de ninguna manera una autorización o un 

derecho al consumo persona! en los términos en Jos que Jo solicita el que 

puesto que además de que únicamente se limitan a despenalizar el cons 

SO'-' 
' ' ,. - ' 

, .. Véase la !es~s 1a. CCLX/2016 (10a.). de rubro "DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE!: 
PERSONALIDAD. LA PROHIBICIÓN PARA EL AUTOCONSUMO DE MARIHUANA CONTENI · 
EN LA LEY GENERAL DE SALUD INCIDE PRIMA FACIE EN EL CONTENIDO DE DICHO 
DERECHO FUNDAMENTAL", visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 
36, Noviembre de 2016. Tomo 11, p. 897. 
, .. Véase la tesis 1a. CCLX!/2018 (10a.), de rubro "DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA 
PERSONALIDAD SU DIMENSIÓN EXTERNA E INTERNA", visible en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 38, Noviembre de 2016, Tomo 11, p. 898. 
'"' Véase la tesis plenaria P. LXVl/2009, de rubro "DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA 
PERSONALIDAD. ASPECTOS QUE COMPRENDE", v~ible en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo XXX, DIC•embre de 2009, p. 7. 
'"'Artículo 478. El Min~lerio Público no ejercerá acción penal por el delito previsto en el artículo 
anterior, en con1ra de quien sea farmacodepsndiente o consumidor y posea alguno de los narc61icos 
señalados en la labia, en igual o interior cantidad a la previsla en la misma, para su estricto consumo 
personal y fuera de los lugares señalados en la fracción 11 del articulo 475 de esta Ley. La autoridad 
ministerial informará al consumidor la ubicación de las instituciones o centros para el !ralamiento 
médico o de orientación para la prevención de la farmacodepsndsnc·Ea. 
199 Al respecto véase la tesis de rubro "DELITO CONTRA LA SALUD_ EL ARTICULO 478 DE LA LEY 
GENERAL DE SALUD, AL PREVER LA NO APLICACIÓN DE LA EXCLUYENTE DE 
RESPONSABILIDAD RESPECTO DE LOS FARMACODEPENDIENTES POSEEDORES DE 
ALGÚN NARCÓTICO DENTRO DE UN CENTRO DE RECLUSIÓN, INCLUSO CUANDO SU 
CANTIDAD NO EXCEDA EL LÍMITE MÁXIMO LEGALMENTE ESTABLECIDO, NO VIOLA LA 
GARANTIA DE IGUALDAD" [Novena Época; Registro 162389; Instancia Primera Sala; Tipo de Tesis: 
Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gacela; Tomo XXXIII, Abril de 2011; 
Matena(s): Constitucional; Tesis: 1a. Lll/2011; Página: 307J. 

104 



AMPARO EN REVISIÓN 623/2017 

PODfRJUDIC\PJ.DE LA FEDERACIÓN 
IU .. e ..... CO!Ul OE JU>TICIA <>E V. ""CIOH 

en una cantidad muy pequeña, dichos preceptos no permiter:i de ningún modo 

la realización de las otras actividades correlativas al autoconsumo, como 

siembra, cultivo, cosecha, preparación, transporte, etc;,:· Finalmente, debe 

recordarse, que dicho artículo (el 479 de la Ley Generalp'e Salud) no ha sido 
i 

declarado inconstitucional por formar parte de diverso fllstema normativo en 

términos de esta ejecutoria. 

207. Es infundado el agravio segundo adhesivo en 1 

' ~ 
arte que refi'8°re que las 

normas impugnadas no !Imitan en forma algun. a Hbe~el quejoso de 

proyectarse, vivir su vida y escoger su apariencj personal, en suma, que no 

inciden en su libre desarrollo de la personalldf. ~rior pues, como se 

expuso anteriormente, !a elecoión de alguna _
6 

tlvidad recreativa o lúdica es 
' 

una decisión que pertenece indudableme la esfera de autonomía 

anal que debe estar protegida por la· n ttución. Esa elección puede 

_: ., '[;;.como ocurre en el presente ~· la ingesta o el consumo de 
_, ~ 1jt 

,._ r¡téias que produzcan experiencias q en algún sentido "afecten" los 
.-v·~ ~ 

:¡, ·, -~,..~,r;;~i~tos, las emociones y/~ se~faéiones de la persona. En esta 

?1c~~:sro'tla señalado que la decisión ~ fumar marihuana puede tener 
~ ·Mll'iftl~ . ' :i) 
~!~%.-finalidades, entre~que se in~!uyen "el alivio de la tensión, la 

intensificación de las per~ones o et deseo de nuevas experiencias 

personales y espirltu~~: .A.sí, al tratarse :de "experlenclas mentales", éstas 

se encuentran entr~ más personales e íntimas que alguien pueda 
' 

experimentar,~ manera que la decisión de un individuo mayor de edad 

de "afectar" su ~onalidad de esta manera con fines recreativos o lúdicos 

se encuentra tutelada prima faci? por el-derecho a.l libre· desarrollo de ésta. 

Por tanto, contrario a lo argumentado por el recurrente adhesivo, las normas 

impugnadas sí inciden en el libre desarrollo de la personalidad al limitar la 

forma que tiene el quejoso recurrente de vivir su vida decidiendo si "afecta" o 

no su personalidad con fines recreativos o lúdicos. 
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208. Asimismo, se considera que resulta inoperante el agravio adhesivo tercero. 

Lo anterior toda vez que el recurrente adhesivo se !imita a señalar que el Juez 

de Distrito identificó Jos elementos probatorios y los enumeró en una nota al 

pie de página. Sin embargo, tal argumentación no fortalece las 

consideraciones de! acto reclamado ni desvirtúa el planteamiento del 

recurrente principal en torno a la vulneración del derecho al libre desarrollo 

de Ja personalldad.20º Por lo tanto, no resulta eficaz para variar las 

conclusiones a las que este órgano jurisdiccional arriba. 

209. Finalmente, resulta también inoperante el agravio cuarto adhesivo pLies, 

como se aprecia de la foja 500 y 501 vLJelta del juicio de amparo, se sobreseyó 

respecto de !os preceptos de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 

sobreseimiento QLJe fLJe decretado firme por el Tribunal Colegiado que prevlno 

del asLinto. En ese sentido, dado que el recLirso de revisión no contiene 

agravios sobre la constitucionalidad de tales preceptos, es 

analizar los argLimentos encaminados a SLI defensa. 

210. En esas circunstancias, debe concluirse que los motivos de inconforÍnid
0

~tl 

manlfestados por !as aLitoridades recurrentes no cons1gLien variar !o de1·,tf¡~9 

por esta Primera Sala en el presente recLJrso. . ~ 
-- ' 

VI. DECISIÓN 

211. A la luz de lo expLiesto, esta Suprema Corte de JLJs!icia de Ja Nación 

considera qLie son inconstitLicionales Jos artículos 235, último párrafo, 237, 

245, fracción 12º', 247, último párrafo, y 248, todos de la Ley General de SalLid, 

en las porciones normativas que establecen una prohibición para que Ja 

""'Sirve de apoyo la jurisprudencia 1a./J. 78/2014 (10a.), de rubro "AMPARO ADHESIVO SON 
INOPERANTES LOS ARGUMENTOS EN LOS CUALES EL ADHERENTE SE LIMITAACOMBATIR 
LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN DEL QUEJOSO PRINCIPAL, SIN ESGRIMIR RAZONES QUE 
MEJOREN LAS CONSIDERACIONES DEL ACTO RECLAMADO". visible en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 13. Tomo 1, diciembre de 2004. p. 51. 
''" En el entendido de que, evidentemente, el pronunciamiento de inronst~ucionatidad se 
circunscrjbe a la formulación normativa de los articulas 237 y 245, fracción I, que tenian al momento 
del acto de aplicación de tales numerales y no con posteriorjdad a su reforma el d<eC•nueve de junio 
de dos mil diecisiete. 
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212. 

Secretaría de Salud emita autorizaciones para realizar las actividades 

relacionadas con el autoconsumo con fines lúdicos o recreativos 

-adquirir la semilla. sembrar, cultivar. cosechar, preparar, poseer y 

transportar- del estupefaciente "cannabis" (sativa, índica y americana o 

mariguana, su resina, preparados y semillas) y del psicotrópico ''THC' 

(tetrahidrocannabinol, los siguientes isómeros: A6a (1 Oa), 86a (7), 87, 88, A9, 

A 1 O, 89 (11) y sus variantes estereoquímicas), e,;¡ conjunto con~o como 

marihuana declaratoria de inconstitucionálidad ue no su one en 

nin ún caso autorización ara realizar actos" de comerc suministro o 

cual uier otro 
' ·' sustancias antes aludidas en el entendido d , 

d'?;~-~ho no debe perjudicar a terceros. j' ~ 

distribución de las 

. ' l ~ 
POr:,ro tente, este Alto Tribunal procede -,revocar la sentencia recurrida y 

c~~-~eder el amparo para el efect~ que el Director Ejecutivo de 

RegulaciQn de Estupefacientes, Psicotnzjlf;1cos y Sustancias Químicas de la - ,_ ,, . ' " 

~~~Pri~:_ ~utoridad señalada c~reiponsab!e en el juicio de amparo, 

otor· ue al ue·oso la autorización sahitaria r s ecto de las sustancias 

ara los efectos a los 

en el entendido de que 

ha hec o referencia en el árrafo anterior, 

' responderá a la Cofeoris establecer los 

lineamientos mod ·dades de la ad uisició de la semilla uedando 

evidentemente obliga a tomar todas las medidas necesarias para dar 

" cauce al derec a uí reconocido aSí como constreñida a dar efectivo 

to a la presente resolución. 

213. Ello puede lograrse, por ejemplo, ·a través del otorgamiento de permisos 

espec·1ales y/o tenedores legales con los controles admlnlstrativos 

conducentes, garantizando siempre que la adquisición de la semilla por el 

quejoso se materialice bajo el amparo de la ley y asegurando a todos los 

terceros que participen en ella que su conducta se encuentra ajustada a 

derecho. 
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214. En consecuencia, esta Primera Sala 

RESUELVE: 

PRIMERO. En la materia de la revisión, se revoca la sentencia recurrida. 

SEGUNDO. La Justicia de la Unión ampilra y protege a 

en contra de la expedición y promulgación de los artículos 235, último párrafo, 

237, 245, fracción 1, 247, último párrafo, y 248, todos de la Ley General de 

Salud, así como de su apllcación, consistente en el oficio número 

expedido por el Director Ejecutivo de Regulación de 

Estupefacientes, Psicotrópicos y Sustancias Químicas de la Comisión 

Federal para la Protección contra Rie.sgos Sanitarios, en los términos 

expuestos en la presente sentencia. 

TERCERO. La justicia de la Unión no ampara nl protege a 

- en contra de la expedición y promulgación de los artículos 234, 

479 de la Ley General de Salud. 

1 

CUARTO. El recurso de revisión adhesivo interpuesto por las autorida-~: 
responsables es infundado. ·"f". 
Notifiquese; con testimonio de esta ejecutoria; devuélvanse los autos 

relativos al lugar de origen; y, en su oportunidad, archívese el toca como 

asunto concluido. 

Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

por mayoría de cuatro votos de los señores Ministros Artui"Ó ±~i:::llvar'Lelo de 

Larrea, José Ra'di~~ C~t~(o Díaz (Ponente), Alfredo'&~~rrez Qrtiz Mena, y 

Presidenta Norm~ l~cía Piña Hernández, reservándose todos el derecho de 

formular voto concurrente; en contra del emitido por el MiniS1ro Jo~e Mario 
3 1 -'111 

Pardo Rebolledo, quien se reserva el derecho de formu!"ar voto pa tc'ular. 
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r-trman 1a M1n1stra Presidenta de la Primera Sala y el Ministro Ponente, con 

la Secretaria de Acuerdos que autoriza y da fe. 

PRESIDENTA D 

~ODÍAZ 

S GUTIÉRREZ GATICA 

LHOyVIMARUljgl 

' ¡ , 
) 
¡ 
, 

ESTA HOJA CORRESPONDE Al AMPARO EN REVISIÓN 62312()17. QUEJOSO;~ • 

.. CONSTE. rr 
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SOPRlW.COSTE o¡ JU\l<C"'dt.'.flr''f oRM u LA EL MINISTRO JORGE MARIO PARDO . , 
REBOLLEDO EN EL AMPARO EN REVISION 623127. 

1.- Nota Introductoria 

En !os amparos en revisión -- quren 

suscribe el presente voto particular, se ha manif tado en ~a de la 

concesión del amparo con respecto a los artíc s 235, últim~Párrafo, 1 

23?2, 245, fracción 1,3 247, últlmo párrafo,4 y 85 de J~ey General de 
.f 

Salud,6 por distintas razones que, en rencla, d rivan de las 

siguientes premisas:7 ~ y 
1 Articu;o 235_ la si~mbra, cul~vo. c~~ha, elab<l!OCión, prepara<:<ón, ~· ' -<:lonam•enlo, adqulsl<ton, posesión. romerc"', 

·•ransporte en cualquoor forma. p¡esc11,001on modrca, sum1n1S1<0, empleo. umo y, en gene1a1, tOOo act<> rolac1onado 
.::Wn e5!upefaoienros o oon cualquier prO<luoto que lo• cont«tga quWa '" . 
;;¡;:, '. _ l. la5 drspooicionw de""'ª Ley y sus reglamen1os: • - • 
_'>¡:·.. 11 Loo trat•dos y oonve<u:<ones iritemacconates en los que r Estados Unidos Me,;oano• sean parte y que se 
:;1'.ibioren colel>rado con •~og" a las di'POS-~ionos do ta Coo•I'_, · <:a de ros Esta- Unidos Meicicanos. 
' ·" 111. Las d•Sf>O"icione•que e><pldael Conseiode Sarub · G' oral, 

IV, Lo que establezcan 01ras royos y drsp05iciones de general relacionadas con la marena; 
- ( V (So deroga). 

··:. VI la5 disposiciones relacionadas que om11an 01ras dep denclas del E¡ocuti'o Federal en el órnbito de sus 
.r.,.pociivas oompetenclas. 

a '" ' 
n 110 

- autorizaoión de la Secretar[;¡ de Salud_ 
2 Articulo 237. uod r 1 ido 1 m!orr n 1 lo 235 do L 
ffiSpeclo de ras sioui<>mes su!!stanpias y yeootales' op;o prepa< , para fumar. diacohlm<>rlina o herolna, sus sales o 

-¡,reparados, cann ro ri a b na, papaver somn1Terum o adorrn;clora, papaver bact.eallJm y 
eryobto:<llon novogratense o ooca, en cualq - sus termas, deO.~ados o preparaciones 

Igual prohibiclon po<!rá se1 e-slab la Socielaria ~e Salud para ouas substancias señaladas en el Arhculo 
234 de esta Ley, cuando se oons!dere que pu ser sus!~uidasi!n sus usos 1erapéu1roos por otros eteroenlos quo, a su 
ju>eio, no originen depandenc1a. -' 
3 Articulo 245.· En re1aci6n con medidas de oonrrol y vig•l"!ipa que debe1án adoptar las au101!dades san~arias, las 
subsoanoias ps'cotróp1cas se olas' e cinoo grupos: '-

1 la5 que tionon valo1 escaso o nuro y que, 'por ser susoeplibles de uso 1ndebr<!o o abuso. oonstiruyen 

1""'1!".,,,,'J~"!"'°'\"'''~"'"~ salud Ublica, son: -" 
O!rl• ~lollf" 
Com"""' o Vu "' 

T<:ll1Wlilfroi;.~ lr>s'ig¡rio1il•sis6meros: A6o(tCa), OGa(7), OI, A8, A9, 
AIQ,Ai !! ,.,,....r.,eSI ,imi<a.s __ 

1-. .) Cua!quter 01<0 prO<lucro, errvado o p1epa1ado que conlefljja las •u•tane<as se~atadas en la "'lacrón anteriot y cuando 
e<presamonte lo deletmine la Secrelaria de Salud o •I Conse,io de Salub11dad Ge11•ral. sus precursores qulm1cos y en 
general los de naturaleza a11áloga , , • 

< Anlculo 247. la siembra, C<JUivo, oo5""ba, alal>oración. pre~ación, acondl<:lonamtonto, adquisición, poooSión, COTTlerc10, 
lransporte en cua!qutE!f leima, p1eso<lpc16n mód1oa, suminisrro.'empleo, uso. consumo y, eo general, lodo acto relac<onado 
oon sul>Slaoclas ps=~ópicas o cualquier prO<lucio <we los contBnga, queda sujeto a: 

L Las dispos!<iones de esta Ley y sus reglameillos. 
11. Loo 1<atados y coovencr<>r>es lniernactonales en IOS que los Esta<!os Unidos Me<ioanos sean parte y que se 

hub,oren celebrado coo arreglo a W disposi<ionos de la Constiluciór1 Po!lbca de tos Eslados Un<los Me<icanos: 
111. las disposrc1ones que o>:pida el Coose¡o de Salub11dad General; 
!V. Lo que eslablezcan Olras leyes y di'l>O•iaones de oaráote1 gerte<al relacionadas con la ma-<eoia; 
V.1S• deroga) 
VI. la5 drspos<c1ones relacionadas que em;1an ouas dependencias del Ejecu!lvo Federal e<> el ilmb1!0 de sus 

respecl•vas oompetene<as 
Lo• amos a quo se refie1e este Arloculo Wlo oodri\n ffi!!l"arse con fines me<1icos y oentifiool; y reouen<,¡o al iQual que las 
S!JbS!ane<as respmivas airto11zaqón de ra Secretaria de Salud. 
5 Articulo 24S Queda proh1b;cJo tO<lo :><:10 de los menciona OO. en el Artio<Jb 247 de esta Ley, con relac<ón a las 
substancias incluidas en la fracción 1 del Arl•CUIO 245_ 

• En su te>:lo vtgenle a la fecha da L> presenlación de !a demanda de amparo. 
7 

Vert•das en ~ "°'º part•C<Jlar emrtrdo con rela<ioo al amparo en "'""'""'•••• 
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• Existencia de un obstáculo previo que impide el estudio de 

fondo, relacionado con Ja imposibilidad jurídica y material 

para que, una eventual concesión del amparo, pudiese 

surtir plenos efectos y tener debida ejecución. Ello, 

derivado de que si bien se solicitó autorización para el 

"consumo individual del estupefaciente Cannabis 

Sativa (indica y americana o mariguana, su resina, 

preparados y semillas), así como del psicotrópico THC 

(Tetrahidrocannabinol, los isómeros !l6a (10a), !l6a (7), 

!!.7, !lB, ó.9 (11) y sus variantes estereoquímicas 

(conjuntamente "marihuana'' o "cannabis")''; en 

realidad, no se formuló solicitud expresa para Ja 

adquisición u obtención del estupefaciente o psicotrópico, 

ni en concreto. para la obtención de Ja semilla quetría 

indispensable para ejercer los derechos exigido~ '~Ja 
\ . ' ' 

parte quejosa, relacionados con el autoconsLlmo"l;{fe 

marihuana, tales como la siembra, cultivo, c~a, 

preparación, acondicionamiento, posesión y transpW'::;je 

marihuana. ---

• Imposibilidad, en consecuencia, de que se realizare un 

estudio integral del réaimen jurídico de prohibición absoluta 

que prevalece en México respecto de procesos afines al 

consumo lúdico de "marihuana" o "cannabis". 

Expliqué que las razones en cuestión, se justificaban en el hecho 

de que aun suponiéndose que pudiera autorizarse e! consumo lúdico 

de la "cannabis'', así como su siembra, cultivo y cosecha, seguiría 

privando una prohibición legal para el acceso a !a planta y a su 

semilla, sobre todo, si el destino de ella es el uso recreativo. 

2 
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Esto es, Ja concesión de! amparo para el , 
autoconsumo lúdico de cann~bis, o para su 

' siembra, cultivo y cosecha, implicaría en e! mundo 
' material, la comlslón de delitos, la continuación (de sus efectos, o 

! 
cuando menos, la tolerancia a la comisión de delitos relacionados con 

.. 
la obtención de Ja cannabis o de su semilla; y si bien, bajo la , 
autorización concedida, el quejoso podría río estar cometiendo 

algunos de!ltos, lo cierto es que quienes 

podrían ser penalmente responsables. 

su7nistraran n~ico, sí 

J 

• 
' 

•' Pensar lo contrario, esto es, que ¡guie~suministraren el 
,f 

narcótico, no estarían cometiendo un f.tlelit , plicaría que la 
~ 

concesión del amparo se estaría e~diendo a productores, 

·traficantes, laboratorios o incluso autori~~ involucradas en dicho 

sumliilstro; lo que sin duda, estaría i 

en el artículo 107, fracción 118 de la 

giendo el mandato contenido 

Magna, que ordena que las 

sentencias que se pronuncie~en 1 juicios de amparo sólo se 

ocuparán de los quelosos qu~ 18 hiÍieren solicitado, limitándose a 

' ampararlos y proteger!os~rocedife. en el caso especial sobre el 

que verse la demanda. ~ W . 
' 

Mi punto de ~ en suma, ~~ sido el que no puedo advertir 

cómo podrá c~mirse e incluso sefnbrarse, cosecharse o cultivarse 

algo que hoy leg'Ílmente no puede o!;itenerse, al menos no de manera 
• 

lícita si e! destino lo es el uso !údicq~ Además del punto anterior que, 

en principio, referí como causal de i:mprocedencia, pero que de igual 

manera considero impacta las consfderaciones de fondo, expresé mi 

preocupación con relación a distintos compromisos asumidos 

internacionalmente por el Estado mexicano que estarían siendo 

incumplidos, y que no fueron señalados como acto reclamado. 

• " .//. Los sent.nc1as que se pronuncien en 103 juioios de amparo ~lo se ocuparón de los q""J'osos quo lo hul>ioren 
sollCFtado. limilbndos• a ampa@rlos Y oro!og<ttlos si procediere, •n •I caS<> espoci•I sabre •I que verse la demand.>." 

3 
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Tal es el caso de la "Convención Única sobre 

Estupefacientes'' de 1961, actualizada en 1972, del ''Convenio 

sobre Sustancias Sicotrópicas'' de 1971 y de !a ''Convención de 

las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 

Sustancias Sicotrópicas'' de 1988, instrumentos internacionales que 

regulan distintos aspectos relacionados con el consumo, producción y 

demás procesos afines a Jos estupefacientes y psicotrópicos, y que 

precisan que Ja marihuana y el psicotrópico THC, sólo pueden 

usarse de manera excepcional para fines médicos y científicos. 

Pues bien, dichas razones, que podrían parecer superadas en el 

amparo en revisión 623/2017, en el que el tema relacionado a la 

adquisición del narcótico sí es materia de análisis, me parece que 

siguen teniendo impacto en la concesión del amparo, por Jo que éste. 

debería negarse. Sin embargo, atend'1endo a la declslón de Ja mi4-or~~ 
de conceder Ja protección de Ja Justicia Federal, me permit~ ~ 
manera respetuosa mantener una postura de disenso, por las raz~,: 
que se explican con mayor detalle en el presente voto particular. 'f. 

JI.- Antecedentes y Precisiones 

2.1.- Alcances de la Solicitud de Autorización. El peticionario 

del juicio de garantías, en escrito presentado el trece de noviembre de 

dos mil quince solicitó autorización para ejercer Jos derechos 

correlativos al auto-consumo de marlhuana, tales como !a siembra, 

cultivo, cosecha, preparación, acondicionamiento, posesión, transporte 

e importación y adquisición de semillas, en cualquier forma, 

empleo, uso, consumo, importación y, en general, todo acto 

relacionado con el consumo lúdico y personal de marihuana, 

excluyendo expresamente Jos actos de comercio, tales como !a 

distribución, enajenación y transferencia de !a misma. 
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2.2.- Negativa de la autorización. Dicha 

solicitud fue desechada, en ·: oficio número 

de fecha ocho de julio de dos 

mil dieciséis, bajo el supuesto de que no se cumplió con la prevención 

formulada en el sentido de que el solicitante acreditare su interés 

jurídico o legítimo. 

2.3.- Demanda de amparo. En la de,?ianda de ga~as, se 

solicitó la inconstitucionalidad de los artículQ\'>' 235, último párrafo, 237, 

' 245, fracclón !, 247 último párrafo y 248 df la Ley G~al de Salud, 
' 

' 
requiriéndose el amparo en contra deJdichos~eceptos y de su 

aplicación, en el oficio de negativa, con $parienc e desechamiento, 
' de la solicitud de autorización sanitaria~~~mu!ó el quejoso para el 

~~nsumo personal con fines lúdicos o c~os de fa Marihuana, así 
' ' 0

md, para ejercer los derechos .' elativos al auto-consumo de 
' ,~;,... -

-· . ,.i:irihuana, tales como la siembra. ltivo. cosecha. preparación, 

;~:G~~'tJicionamiento, posesión, ~o~e e importación y adquisición 

~~áe.-.semillas, en cualquier forma, efriP/eo, uso, consumo, importación 

t!ll.\r, en general, todo acto ~onado ~on el consumo lúdico y personal 

de Marihuana. Todos l~ectos, Consecuencias y efectos de los 

anteriores actos." ~ 

2.4.- Se~cia de amparo. Eri fecha veintisiete de octubre de 

dos mil dieciséis, el Juez Décimo· Sexto de Distrito en Materia 

Administrativa en la Ciudad de México, dictó sentencia en la que 

sobreseyó y negó el amparo al quejoso. 

El sobreseimiento se decretó con respecto al diverso oficio de 

fecha doce de febrero de dos mil dieciséis, que era motivo del diverso 

juicio de amparo -- y a la vez, objeto del recurso de revisión 
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También se decretó sobreseimiento con respecto a los artículos 

83 a 96 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, al no 

desprenderse de autos que habían sido aplicados. 

Finalmente, existló también sobreseimlento con respecto a la 

pubflcación de los artículos 234, 235, último párrafo; 237; 245, fracción 

l; 247, último párrafo, 248, 368 y 479 de la Ley General de Salud, a! no 

haberse ello impugnado por vicios propios. De lgual forma, en el 

apartado de improcedencia, se desestimaron distintas causales 

hechas valer por las autoridades responsables. 

En lo que se refiere al fondo, se estimaron inoperantes e 

infundados los conceptos de violación, sobre la base de que aun 

cuando e! desechamiento reclamado conllevare una negativa implícita. 
,'-. 

a Ja solicitud de autorización sanitaria, y aunque fuese no favorable a 'ó. 
' ""•'· 
' ' -" los intereses del quejoso, Jo cierto es que el derecho de petición R.~:i 
'" y 

implicaba que la respuesta debiese ser en un sentido determinado. ""'>, 
;· • ·¡C:> 1 

;.:!'!'' ,· 
También se examinó prevlo a ello el conjunto de argumeiJ~O.s 

relacionados con la falta de fundamentación y motivación del acto, así 

como con la garantía de igualdad. Pero lo relevante, es que el 

juzgador consideró que el sistema normativo prevlsto por los artículos 

234, 235, último párrafo, 237, 245, fracción 1, 247, último párrafo, 248, 

368 y 479 de la Ley General de Salud, persigue una finalidad 

constitucionalmente válida, resulta idóneo, necesario y proporcional. 

Por su parte, se estimaron inoperantes Jos argumentos 

planteados con relación al hecho de que la autoridad responsable 

previno al quejoso fuera del plazo previsto en la ley, pues ello tenia 

relación con el oficio de doce de febrero de dos mil dieciséis sobre el 

cual se había determinado sobreseer en el juicio. 
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2.5.- Interposición del Recurso de 

revisión. Inconforme con la sentencia dictada por 

el Juez de Distrito, el quejoso interpuso recurso de 

revisión, y el Presidente de la República amparo adhesivo. 

sumEMA COF<T! º' ¡uSIICtA º' lA NACION 

I 
Con respecto a Ja revisión adheslva, sJ examinaron los 

argumentos relacionados con la improcedenci/ y finalmente, se 

' reservó a esta Suprema Corte competencia pfra resolv~bre Ja 

constitucionalidad de los preceptos impugnados/ 

j ~ 
2.6.- Aspectos relevantes del fallo ap~fo'}&d~ por Ja mayoría. 

En Ja sentencia aprobada por la mayoría, _i/ue ~elve conceder el 

amparo, se hicieron señalamientos i rtantes que reiteraron 

.1-argumentos básicos desarrollados en el a, ro en revisión --
~ 
~sin embargo, también se Incluyeron s' eraciones adicionales, de Ja 
' J que destaca aquélla en la que se . Ca que corresponderá a la , 

·~i~Í::omisió~ Federal para la Prot~n d iesgos Sanitarios determinar 

;~¡~~n la autorización que otorgue al uejoso, "los lineamientos y 
ltl',.;;c 
~pdalidades de fa adqu~n de la s milla, quedando evidentemente 

obligada a tomar todas~ medida necesarias para dar cauce al 

derecho" reconocid~eR la sentencii, así como "constreñida a dar 

efectivo y total cumpfii:#!ento a fa pres1nte resolución". 

~ ¡ 
Lo anterior, con la precisión 4,e que ello puede lograrse, por 

ejemp!o, ''a través del otorgamienfo de permisos especiales y/o 

tenedores legales con los control'fs administrativos conducentes, 

garantizando siempre que la adkuisición de la semilla por el 
' quejoso se materialice bajo el arl}paro de la lev y asegurando a 

todos Jos terceros que participen en ella que su conducta se 

encuentra aiustada a derecho.'' 
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III.- Consideraciones del Disenso 

Reiterando en lo aplicable lo externado en el voto particular 

formulado en el amparo en revisión me parece importante 

explicar el por qué, aún y cuando en el caso, se solicita Ja autorización 

para la adquisición de la semilla de la "cannab!s", estimo que siguen 

prevaleciendo las razones que sustentan mi disenso con la concesión 

del amparo solicitado: 

3.1-- INOPERANCIA DE LOS AGRAVIOS. 

Es criterio reiterado de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, que los agravios son inoperantes cuando no se combaten 

todas las consideraciones contenidas en la sentencia recurrida. 9 En el 

caso, me resulta evidente que el Juez de Distrito, explicó claramente 

en su sentencia [Foja 57], que una de las razones en las Jq4~ 
" 

descansaba Ja negativa del amparo, lo era la referente a que:·· ••61. 
presupuesta o pat1e inicial de la cadena de autoconsumo qu' 

la adquisición de la marihuana, no tiene en Ja actualidad un~ .' :~ -- . 
Incluso, dicho juzgador externó, también a foja 57 de su 

sentencia, que para poder tener los beneficios de la autorización 

respectiva -solicitada por el quejoso-, ''seria necesaria la comisión 

de diversos delitos previstos en normas punitivas de la Ley 

' Época· Déoima Época_ R091stro: 150047. lnsoancia· Prime1a Sala_ Topo de Tesis Junsprudeno1a Fuente. Semanario 
Ju<li<>al de la Foderaoi6n y su Gacota. Ubro XIII, Octubre de 2012, Tomo 2 Materia(s): Común_ Tesis. 1a./J 19/2012 (9a.). 
PáWna: 731. AGRAVIOS INOPERANTES. SON AQUELLOS QUE NO COMBATEN TODAS LAS CONSIDERACIONES 
CONTENIDAS EN LA SENTENCIA RECURRIDA. Ha sido e<iteOo re,1e1ado de esta Supr<ina Gone de Jusl>cia de ta 
Nación, qua tos agravios son onope<ant<>s cuando no so oomba.Wn todas y cada una de las oonsidetao1ones cont<>nidas en la 
sentencia reourrida. Mora bion, des<le la anter10r Torwra Sala, "" su tes•• Ju<>sprudencLal oúm•'º 13/90, se sustentó ol 
c"terio do que cuando el t"burn!l de ampa<o"" ciñe su OSIUd<O a los cancoptos de violaoión esgrimidos en la demanda. sino 
que lo amplia"" relao:ón a los problemas debatidos. tal acruaoioo no causa nlng"1 agra•i<> a quejoso. n1 ol 'iu•gadOr de 
amparo on<>Jne on onegula<idad a19u""· ••no por el contraflo, actl)a deb1damon1e al buscar una mejo1 y m:\s profunda 
oomp1ensión del problema a dilue<da< y la soluc<0n más fundada y ace~ada a tas pretensiones aducl<!as. Po1 tanro. resu11a 
ciaro que el reoorrente os!O. obligado a impugnar !Ollas y Cada una de tas oonsid,raclones su.,en!a<las poi el 1111>unal de 
amparo aun cuando és!as no se ajuSlon estr<ctamente a los argumenlos e5grim1dos como concoptos de vtolac1ón en el 
esc1"0 de domanda de ampa<o. Tesis de ¡urisprudencla lS/2012 (9a) Aprobada por la Primera Sata de es1e A!lo Tribunal, 
en sesión de feoha veinbséis da sepliemb1e de dos mil doce. 
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General de Salud y del Código Penll Federal, 
1 

que no formaron parte de la ímpurJnación del 
j 

quejoso.'' j 

¡ 
j' 

Sin embargo, en su escrlto de agravios que da Jugar al presente 

recurso, el recurrente no combate de manero/ frontal las dos 

' consideraciones mencionadas, ni otras que §tístentaron el fallo 

impugnado. 
!' "" ¡ 

De hecho, incluso a foja 81 del escrito '3 revisi~e transcriben 

por el recurrente las consideraciones en rJesti9fa; sin embargo, sólo 

se combaten las mismas bajo los }bros~ ''a.- Supuesta 

importancia del objetivo pretendido'' ~ución de la salud por el 

s "; 1/B.- supuesta imposibilid}ff ra obtener la planta 

. -:·., · .. 
' ' . . " 

nte'', y ''c.- Supues ' daños de terceros''. 

.~";_:,·~-~fe.mente, en el apartado de im, llidad para obtener la planta, 

;~~';''~.l.~g?_ .. por el recurrente ~ e . Ja solicitud a la "COFEPRIS" 

.¡~~pr~·.s·~fnente se solicitó autor~~ para la importación y adquisición 

'~·¡r¡ffa semilla de cannabi~ro no e desarrollan argumentos lógico-

jurídicos tendentes a co~r la nsideración fundamental del fallo 

impugnado, consis~t~ en que ~o existe una vía ilícita para la 

adquisición de la m~ana, y en bue para que pudiera tener efectos 

la autorizació~licitada, 

delitos. 

' 
sería ~ecesarla la comisión de diversos 

' ' 
' ¡ 
¡ 

Lo anterlor, me resulta stlficiente para no compartir el fallo 
' 

aprobado por mis compañeros integrantes de la Sala, pues en estricto 

apego a la técnica de amparo, Jo correcto habría sido el 

desechamiento del recurso, máxlme que ni de Ja causa de pedir del 

medio de impugnación interpuesto, puede desprenderse la intención 

del recurrente- de combatir las consideraciones a que me refiero, y 
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siendo un asunto de la materla administrativa en la que aplica el 

principio de estricto derecho, no puede aplicar en el caso la suplencia 

de la queja deficiente; lo que, en cierta forma, ocurre cuando en la 

sentencia se aborda el tema referente a la adquisición de la semilla. 

3.2.- DELITOS QUE ESTARÍA COMETIENDO EL QUEJOSO, 

AÚN DE CONTAR CON LA AUTORIZACIÓN SOLICITADA. 

La sentencia aprobada por la mayoría dispone que atendiendo a 

la inconstitucionalidad que se resuelve de los artículos 235, 237, 245, 

247 y 248 de la Ley General de Sa!ud, el quejoso (recurrente) no 

estaría incurriendo en los delitos contra la salud previstos tanto en Ja 

propia Ley General de Salud, como por el propio Código Penal 

Federal. Ello, bajo la consideración de que los delitos contenidos en 

Jos artículos 194, fracción 1, 195, 195 Bis y 196 Ter del Código Penal, 
. ,, 

Federal, 10 así como en los artículos 475, 476 y 477 de Ja Ley Genefu.I¡;_ 
', "( 

de Salud, 11 relacionados con los actos que pretende reallzar'-k1~ ,, ' 

recurrente, cuentan con un elemento típico de carácter normativd'-o 
;,,--;::-_ _. '' :'. 
/•¡ ;-~- _ _.-; 1 

'ºcódigoPonalFédoral' ''i ;. ~, 
Articulo 194. Se impondrit pris<ón de diez a veint101nco años y de cien hasta quiniontos d•as multa al que: '-'~- - · 1_, 
l. Produzca, transporte, tra1lque, oomer<ie. suministre aun gratu1tamen1e o prescnba alguno do los nadiótioos 1-

•eñala<los en el articulo anterior. sin la autorización COf!tSpQndlonte a qu• se Mflere la ley Genofal do Salud: 1---1 
Articulo 195. Se impondrá de c1000 a quince años de prisión y de cien a "'"'"'"ntoo cinwenla dias multa. al que 

po>ea alguno de los narwtloos se<\ala<los e-o el artioolo 193, sin !a au!orlml6n eorrtspondionte a QU<I se rnfi•(ll la Ley 
General do Salud. siempre y cuan<!<> esa poses!ón sea con la f1nali<!ad de roal1zar alguna de las conductas p1ovlslas e-o el 
articulo 194. ambos de esle cédtgo_ ¡ ___ J 

Articulo 195 bis. Cuando poi las 011cunstaocias del hecho la posesión de alguno de los n"-'cót"os señalados en 
el artioolo 193. sin la aumrlzaclón a gyo se refiere la Ley Gene<al de Salud, oo pueda coosidorarse deslinada a realizar 
alguna de las conduelas a Que se re~ere el artiOlllo 194, se apl1oara pena de cuatto a Siete años seis meses de prisión y do 
cinouenla a ciento ciocuenla días mulla ( ) 

Articulo 190 Ter Se imponclr:in do"'""° a quince ar.os de pnsión y do cien a trescientos dias mulla, así como 
decomiso de los •nslrumentos. obiotos y productos del delito, al que desvi• o por cualquier medio contnbuya a desviar 
pre<uroores quimicos, prodoctos quimiool; esenciales o máquinas, al C11iliYo, exrraooión. p1odU<:C1ón. piopaiaclon o 
aoon<i1ctonam•onto de naro61icos en oualgulerlomia prohibida por 1• ley. 

La misma pena de pnsión y multa, asi como la inhabilitación para OCll¡>er C11alqule1 empleo. cargo o comislon 
plrbnoos hasta por clnoo a!ios, •e impondrá al se!Vidor pObl.co que, en ejerci"'o de sus func<one•. porm1ta o autor:oo 
ruaiquiera do las conductas oompren<iidas en ..,le artiC11!0_ 

Son precursor<!S Quimlcos, p1oduo!Os quimrcos """""ªlos y maquinas •os dollnidos en la ley de la materia 
'' loy General do Salud: 

Artioulo 475. Se •mpondra pnsión de cua119 a octio ai'ios y de doscientos a coa11ocientos d;as multa. a quen ~ 
autorización come<cfe o suministre, aun gratuitamente, nare<>tloos previslos e-o ta tabla. en OAAtidad 1rrlerior a ta que resulte 
de mu~i~K:ar por mil el monlo do las prel'i•tas en dicha tabla 1---l 

Articulo 476. Se impondra de tres a seis alios de pnS<ón y do ochenta a tresc1ernos días mulla, al que posea 
alglrn nor<:ót1oo de los señalados en la lab•a, en cantidad onferior a ta que resulte de mullipl<car por mil ~ oan!idades 
P""'"'"' en dteha labia, s!p ta au!oriuol6n corntSoondion!o a que se renere esta lev. siempre y cuando asa pos..,ión 
sea con la finall<lad de comerciarlos o sumin<Slrarios. aun gra!Ultamenle. 

Articulo 477. S. apl.,.rá pena de die> meses a tres años de pOsión y hasta ocltonla dias mulla al que posea 
alguno de los narcól'oos señalados en la labia en cantidad irrlerior a la que <esulle do mulliplioar por mil las preuistas e-o 
dicha tabla. &In la autonzaoión a que s.e reftore esta ley. cuando por las c;rcunstan<las del heoho tal pososlOfl no pireda 
ronsiderarw destinada a oome<c<ali"'11os o suminisorarlos. aun gratuitamente 

No se pmc•de1á ponalm.,..le por este delito en oonlfa do QU"'° posea med=monlos que contengan alguoo de 
los naicól1oos previstos en la tabla, cuya venta al plrbliro se encuernre supeditada a requ>S~OS especiales de adquislclon, 
cuando poi su naturaleza y OAAtldad dichos medicamentos sean los neoesanos para"' "'"amienlo de la persona que los 
po•ea o de otras personas su¡otas a la custodia o asiOlen"'a de qui1H1 los lieoe en su poder 
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consistente en que la conducta debe realizarse 

''sin la autorización correspondiente'', por lo 

que si la concesión del amparo consiste en la 

obligación de la Secretaría de Salud de expedir la autorización 

sanitaria que corresponda, sería evidente que el qu,éjoso no podría 

cometer los delitos en cuestión. 
i 

./ 
Si bien la consideración en cuestión ¡:¡iirece ra~Je, mi 

respetuosa opinión, descansa en que la mi~fna aplicaría, única y 

exclusivamente a Jos tipos penales que, en r/ecto, a~izan el ilícito 

penal cuando se carece de la autorizació res ectiva· esto es, en 

efecto, a Jos delitos previstos en los artícul cción !, 195 y 195 

Bis del Código Penal Federal, así como e s artículos 475, 476 y 477 

_d~~_lq,,Ley General de Salud. 
•"'- ' ' 

~-. ··•>?: ~ 
, . ". 

' "<.' 
No obstante, como reconoce ntenc!a, existen otros ilícitos 

. en í118teria de narcóticos, que~ cu tan como elemento típico con 

. aduei referido a !a "falta de a~t~a · ón"; siendo éstos, los previstos 

e"r'1:1os artículos 194, fra~es JI, 1 y IV; 196 Ter; 197 y 198 del 

Código Pena! Federal. ~ Ja se encia indica que, en cualquier , 
caso, Jos mismos~van dirigidos a castigar las conductas que 

1 
pretende realizar el josa en térmfnos de Jo expuesto en el recurso 

j 

de revisión. j 

' ' ; 
i 

Es esta última consideración ]a que destacadamente no 
j 

puedo 

compartir; y es que, por ejemplo, ;basta analizar cuidadosamente el 

artículo 198 del Código Penal Federal, para concluir que a pesar de 

que el quejoso pudiese contar con alguna autorización para consumir 

marihuana, no estaría exento de cometer el delito de siembra, 

cultivo o cosecha de marihuana. 

11 
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El precepto referido, en su texto vigente cuando se presentó la 

demanda de amparo, disponía lo siguiente: 

siembre cultive o coseche plantas de 
man'huana, amapola, hongos alucinógenos, peyote o cualquier otro 
vegetal que produzca efectos similares, por cuenta propia, o con 
financiamiento de terceros, cuando en él concurran escasa instrucción 
y extrema necesidad económica, se le impondrá pn'sión de uno a seis 

la siembra, el cultivo o la cosecha de 
dichas plantas en circunstancias similares a la hipótesis anterior. 

< 
Sí el delito fuere cometido por seNidor público de alguna corporación 

1 
.... 

policial, se le impondrá, además la destitución del empleo, cargo o · ' 
comisión públicos y se le inhebilitará de uno a cinco años para 
desempeñar otro, y si el delito lo cometiere un miembro de /as 
Fuerzas Armadas Mexicanas en situación de retiro, de reseNa o en f . 
activo, se le impondrá, además de la pena de prisión señalada, la baja. ···~ 
definitiva de la Fuerza Armada a que pertenezca y se le inhabilitará de; "!''i;.;,o • 

uno a cinco años para desempeñar cargo o comisión públicos." · : 

El precepto transcrito, ya ha sido objeto de análisis por el Pleno 

de este Alto Tribunal, concluyéndose que el tercer párrafo del mismo, 

establece dos tipos penales que se consideran complementados y 

cualificados; complementados, porque remiten a los elementos del tipo 

fundamental contenido en el primer párrafo del artículo 198 de! 

ordenamiento citado, siempre y cuando no se presenten las 

clrcunstanclas que en él se precisan, es decir, que el sujeto no se 

dedique como actividad principal a las labores propias del campo, 

y que no concurran la escasa instrucción y la extrema necesidad 

económica; y cualificados, porque Jos dos fijan una pena mayor a la 

de! tipo fundamental, pues prevén circunstancias que agravan el delito. 
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Í 
i 
i 

POOEJI JUDIOALDE l.A FEOEKAOÓN 
su .. EMA crnnE O.! JU>TICtA DE lA NAC<ON Lo anterior, se decidió así en sé'sión de! 

i 

Tribunal Pleno del once de eneró de mi! 

novecientos noventa y nueve, al resolverse el amparq,l directo en 

revisión 2402/97, del que derivó la tesis P. LXXXIV/99 d{rubro y texto 

siguientes: / 

''SALUD, DELITO CONTRA LA. EL TERCER 
ARTÍCULO 198 DEL CÓDIGO PENAL 
CONTRAVIENE LA GARANTfA DE EXACTA AP 
LEY, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 14 DE L 
FEDERAL. 

El tercer párrafo del artículo 198 det. Código P 
dos tipos penales que se consideran comple 
complementados, porque remiten a los 
fundamental contenido en el primer pá 

/ 
'RRA~L 
EDERAL )S No 

CACIÓN DE LA 
C~ITUCfÓN 

R"J>OI ordenamiento citado, siempre y cuan se presenten las 
~,~rcl!nstancias que ~n él s_e f?recisan, es ir, que el sujeto no se 
\~.,;, ~-. ded1 ue como actividad nnc1 al a las /ab s ro ias del cam o y 
- '·.~ ~~<'gue no concurran la escasa ins ·· . la extrema necesidad 
k;;~~~:."'efionómica; y cualificados, porque lo · ijan una pene mayor a le 
;¡=,;:~.;.;de! tipo fundamental, pues prevén circ !f!Sfancias que agrevan el 
'Jf,•';~_~, .. r;!l(lito. La diferencia_ entre los ~s tipos a tes mencionados radica en 
:ir:lh;;,:,' ., :./3,'~nal1dad perseguida por el'S?JR!o, pue 1 la finalidad de la siembra, 
::E11r;;,;i.""o;:s,;¡¡d1tivo y cosecha es de las previstas .or las fracciones 1 y // del 
'Affi<l.w.I . .. aT:tíi?ulo 194 del Códi~al, el delit será considerado de mayor 

gnivedad y, por tanto lugar a una sanción más elevada; por el 
contran·o, si la fina/ida e se preten e alcanzar con la conducta 
delictiva no se encuentra prevista en tal precepto, la pena será menor. 
De lo anterior s!('Ro¡tcfuye que el terc~'r párrafo del articulo 198 del 
ordenamiento p~ de mérito, al ehtablecer dos tipos penales 
distintos con sus respectivas sancionik y no dos penas diferentes 
para un m~· o tipo delictivo, no viola la:garantía de exacta aplicación 
de la ley feria penal consagrada en el tercer párrafo del artículo 
14 cons/ituc1 aJ.'12 ;-

' ¡ 
Así, en línea con el criterio trans~rito, es posible considerar como 

. ·b1 1 su¡etos pun1 es a: ~-
, 

' 
'' Época: Novena Epoca Regiol>o: 19:1765. ln•taooia· P•ono Topo do Te""' AoS!oda. Fuenle: Semanano Judicial de la 
Federación y su Oaoela Tomo x. Olciembre de HIS!l. Moleria(•). Conslit>.roional, Penol. Tesis: P LXXXIV/99 Pagina· '.Ml. 
Amparo directo en ro10sión 2402/97 11 de enero de 1009. Onoe voto.o Ponen1e· Oiga María Silnchez Cordero. Secretaria: 
Mai1ana Mureddu Gilabert El Tribunal Pleno, en su sesión privada "'"•brada el d1ec1séis de noviembre en curso. aprobó, 
oon el número LX>:XIV/1999, 10 oesis a'slada que ant@CO<!e: y determinó que la volao1ón es rdónea para ontegrar oesis 
ju<i•prudenclal Me1<100, 01stn10 Fede1al. a d1e1:osé•s de noviembre de mil no1ie>t>en1os n011en1a y nuoV<!. 
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Primer Párrafo del art. 198: 

Quien se dedique a las labores propias del 
!<l!!!!P.Q. que siembre, cultive o coseche 
planlas de marihuana, por propia cuenla o 
con hnanciamiento de terceros, s1emprn y 
coando en él concurran escasa insuuoción y 
eldrema necesrdad económica. 

Segundo párrafo del art. 198: 

Quien en un predio de su propiedad. 
tenencia o posesión consienta la siembra, el 
cul1ivo o la c9S.echa de planlas de 
marihuana, en circunstancias ~milares a las 
del primer párrato, esto es, que se trate de 
un sujeto que se dedique como actividad 
principal a las labores propia.s del campo, y 
siempre y cuando en él concurran escasa 
instrucción y eldrema necesidad económica. 

Ter<:er párrafo del art. 198. Supuesto A. 

Quien siembre, cultive o coseche 
marihuana, con la finalidad de realizar 
alguna de las conductas previstas en las 
fracciones 1y11 del art.194''; esto es, con la 
hnalidad de produccr, transportar, traficar, 
comerciar, suministrar aun gratuitamente o 
prescribir marihuana: o de introducir o 
extraer del país marihuana. 

TercerW.rrafo del art.198. Supuesto B. 

1 a 6 años de prisión. 

1 a 6 años de prisión. 

¡,~: . 
Hasta dos terceras p¡.rtas a¡;· ·-la 
pena prevista en el art. 194U ... 
25 al'ios y de 100 a 500-d 
multa]. 

2 a 6 aflos de prisión. 

~-----------

' . ' 

" "ARTICULO IM- Se tmpoodrá prisión de diez a WJin!idnro alk>s y de cien hosla qu¡nientoo dfas m!ll• al que. 
/,-Produzca, /ram;¡,<>rto, ITT!fique, cornero~, suministre aun graruitamenU! o pteScriba ai!¡uno d• loo nareóliooo se~alodos 
en e! articulo anterior, si" r. ou/orizoCJ6n correspondiente o qu• so refiere la Ley Genere! de Salud_ 
Para loo ofeo/00 de esla fraocl<ln. por produoJr w e(l!ieOOe: monulao!u"1r. labncar, elaborar, p"'parac o acondioionar algún 
nar<:óttro, y ¡,<>r conwoier. vendar, comprar. a<iq,,inr o ena¡en•r algún naroOlioo 
Por sumrn1Slro •• en~ondo 18 tronsm,SJ6n meleno/ de rorme direolo o indirecta, wr cualquiot oonceplo, de la !enencJa de 
narc6Ucos. 
El com8'Clo y sum,n1Slro de narol)liC<os podrán sor inw;¡s!ig.OOS. P"""'IJUidas y, en suº""º sanc¡onados por las ou1orid-s 
del fuero común en los términos de la Ley Ge'"'"'' de Sslud, cuando sa colmen los supuosloo del •rtlcu/o 474 de d.,¡,o 
otdenamienlo; 
JI - !nlrodutce o e<trarga del pqfs elgurn> do los noroólK:OO Whlpl>e(ldid<Js en el artfcul<> anh!nor, aurH¡ue frJere en ~ 
moment~n!l<l o en ~nsiln 

S, la inlroducc¡ón o extracc'1n a qoe so "'fiere asla rracci<ln no llagare e oonsumo=. pero do loo aclo.< ,...1,zados se 
desprenda o/aram<Jnle que asa ere fe finaltdad de! •genle. le pana aplicable sor;i de hesle los dos tercenos partes de 11> 
pre.,sta en a! ¡yesen!e artfculo", 
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PODER JUD!C!ALOE lA fEDEl!AOÓN 
SU .. EMA CO.l! D' JlJSllCIA <>!_<A"""°°"' Como se observa, aún si una persona 

contare con una autorización :administrativa para 

consumir marihuana, e inclusive, para sembrarla, cultivarla o 

cosecharla, lo cierto es que estaría cometiendo el delito previsto en el 

artículo 198 del Código Penal Federal, ya que· dicha autorización no 

destruiría Ja descripción del tipo penal. 

' 
! "ª"" Es posible que el titular de una q.fjtorización adm'tnistrativa 

derivada de la concesión de un amparo cor/io el que ~cupa, llegue 

a pretender que Ja misma se considere e/me ~e para solicitar una 

excluyente del delito, en términos del ar/ículo ~del Código Penal 

~:deraJ, pero aun así, ello estaría s~e~ valoración y decisión 

ji.¡_<'iiciaJ; !o que, en principio, no evitar. ~tención del sujeto que 
-,~.t -
S_l.€1.\ílbre, cultive o coseche marihua sr ello está destinado a! 

é.utoconsumo, pues el delito claramente descrito para 

,_,_::s.i1;;~~0 15.-Eldelil<>seexo!uyecuaod<>· ~ J 
)~fr/.l!e(;ho se ""11ice stn intervención de la Wllunllld del agenle~ 

:'ftf._Se<demu•slre !IJ 1rn>xislenora de alguno de laS elemenlos q~1nlegntn lll descnpción l'l)ics del delilo de que so 1,,.1e, 
111 - Se actüe con el consenlimtenla del !Jluler ien ¡urfd1co1t-. sllJmpre que se llenen 11>$ siguientes ""1""''"" 
a) Que el bren iurldico seo d'spontble. 
b) Que el t~ulardel 01en lllnga la capacid <:e pare d'-'P r lib"1menle do! m1sm-0: y 
e) Que el COnS>1n•m1enlo ""ª expreso o lác1la y n que medie l!lgOn v1oio: o bien, que el hecl1<> se realice en 01rounstanc1as 
talos q"e perm1ton tuOOadamente presumir que, de ho0e1'e coíl;ullado al ólulor. ésle hubiese Olotgsdo el ml!;mo; 
IV.- So repela una agres.ón ,..,.1, ol o inminente, y sin derecho. en prot<w<i<ln de bienas ¡urldicos propi,,,; o"'"""'· 
siempre que exisla nece<!dad nsa y reo10na/Klad /le !os medios •mpl""dos y no medie provocación dolosa 
suf"ICienle e fnmed1ara por parte de o dora persom> •quien se deflende 
Se P'"'umlr(l como defensa /&g;~ma, lvo prueba en controri<¡. el he<h<> d• oausar dallo o quien por oua!qu1or medio lrale 
do penetrar. sin derecho, al hogor del agente, al do su temilio,•e '"' dependerr<ios, o e 11>$ de wo!qu"'r persone que tenga 
lo ob/Jgao1ón de detende~srlKJ donde so encuentren b1e~s propios o a¡On1>$ "'speclo de los que e<iste la misma 
obl¡g~i<ln, o bien, lo en en alguno do aquel/,,,; /¡¡ga"'~ en cirounslam;ias /oles qye reveren la probabilidad do una 
agresión; ,, 
V.- Se obre por ta ""°""id de sslvaguof<far un bien ¡urldte<> propID o ajeno. de un peligro real. aolual o inminente. no 
ooas1<>1wclo dolosamente por el agente, lesronando omo bren de menor o ¡guel valor q"" el salvaguardado. siempre que el 
pel¡gro no sea <mteóle por otros medJOS y el agente no luviere '~I deber jurldico de afronterlo; 
VI - La acc!l)n o 18 omisión S8 reof1ren en cumphmionlo de ·U'n deber juridico o en e¡omc"' de un derech<>, siempre que 
exisla neooSJded ra<IOJ>al del medro empleado para oump~r el deber o ejeroot et denicl>o, y que este ül!r"" no se roar!oe 
con el solo propós1lo de peijlld10er a Olro; ·, 
VII - Al mom<>nlo de reahzar el hecl>o /lp!OO, el agente no l:engÍI la capacidad de comprender el caractet 1llcilo de aquél o de 
conducitSO de BCuerdo con esa comprenoión. en v1rlud de padooer lraslorno man/al o desatrol!o 1n1<>!00Jual "'"'rd•do. a no 
ser que el agente hubiere prwoc8do su troslomo menO.I dolosa o cu/p<>semonre, en cuyo caro responderá po1 e! resultado 
!lpJOO siempre y cuando lo hoya prevtsto o le fuero previsible 
Cuando lo copao.dod a que se refl(Jre el l>ánef<> onl:error W!o se enouenr1<1 oonsidemblemente disminuida. se esrar,¡ a lo 
dispuesto en el arl!culo 69 tJ;s de osle Códlf/<>: 
VIII - So realice lo occión o la om.,ión Ó'll'O un errot invencible 
A) Sobre a/guno de los e!omenloo esenciales q"" 1n!agran el ~po P"n•I. o 
B) Respec10 de lo 1l1e1lud de 10 oonduolo, yo seo potque el su¡elo desoooozca lo exis!en<io de la l!ly o el alcance de le 
misma. o potque cteo que está ¡uslific- su conduora 
s, los em>res a que se refieren los incisos onlel!Of9s son vencibles, se estará a lo d1!lpueslD por el articulo 66 de esle 
Códr¡¡o; 
!X. Alenlas las e<rcunst>nmos que concurren en lo re8li<•c<dn de una cor>duoto tlfcit•. no sea ta<IOJ>almonle "<¡gibfe al 
agenlo una conduelo drve1'e a to que real1ZO, en virlud de no haberse podido deierminot a ocluarcortforme a derecho. o 
X - El resun- ll¡Jioo se produce por coso r'omJt!o• 
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cualquier persona que, independientemente de su condición, 

siembre, cultive o coseche marihuana. 

Tal cuestión, es aún más contundente con las recientes reformas 

al Código Penal Federal, publicadas en el Diario Oficial de la 

Federación el diecinueve de junio de dos mil diecisiete, ya que, en las 

mismas, se adicionó al artículo 198 el siguiente último párrafo: 

"La siembra, cultivo o cosecha de plantas de marihuana 

en los términos y condiciones 
autorización que para tal efecto emita el Ejecutivo Federal." 

La reciente adición al Código Penal Federal, establece con toda 

claridad que la siembra, cultlvo o cosecha de plantas de marihuana, no 

será punible cuando estas actividades se lleven a cabo con fines 

médicos y científicos en los términos y condiciones de la autoriz,ió~': 
que para tal efecto emita el Ejecutivo Federal; cuestión que tiene:p~";, 
Implicaciones: \ 

~' 
1ª.- El cultivo para fines ajenos a los médicos o científicos, esfti 

es, para fines recreativos, sí sería punible; y 

2ª.- Las autorizaciones que otorgue el Ejecutivo Federal, sólo 

podrían otorgarse para fines médicos y científicos, no para otra 

finalidad. 

Si bien la reforma citada, es posterior a la interposición de la 

demanda de amparo que es antecedente de este recurso, lo cierto es 

que entendiendo que la siembra, cultivo o cosecha de marihuana que 

pretende realizar el quejoso, se llevaría a cabo, en teoría, con 

posterioridad a la concesión del amparo, surgiría entonces una grave 

contradicción; ya que en estricto sentido, el quejoso contaría con una 
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autorización administrativa para realizar 
PODfRJUDK!AI. DE lA FEDERACIÓN 

determinadas conductas, pero al menos "fgunas 

de ellas, seguirían tipificadas como de~o y no 
! 

tendrían la cobertura de protección otorgada por el amparo, ~e ahí que 

SUPREWI COfHE DE J"'llCll\ "1. lA NAactl 

dicha autorización no podría surtir plenos efectos. 

' 

' Esto es, al no existir declaración de inconstitliCionalidad del 
¡,' 

artículo 198 del Código Penal Federa!, lo cierto es qu,é las ~idades 
.1 

responsables de su persecución, estarían obligjPas a in estigar y 

detener al quejoso, de realizar éste Ja siembra,_J'U!ti~ cosecha de 

marihuana. / ¡f> ~ 
( ""11 

Esta reflexión me parece relevante, J~ no puedo compartir lo 

J)"l~~--~- el proyecto refiere en torno a que el 'fifc,so, con la autorización 

1'~l~tiJ.?tra~iva que se llegue ~,otorga¿. d~ría de com~ter la totalidad 

~:_Jpi dehtos que con relac1on a l~ihuana preven tanto la Ley 
'~··:t ;' . f 
~iiE!ra! de Salud, como e! Có~o Pen~'l Federal. Ello, máxime que el 

2~pJq"::,:¿royecto reconoce qu: ~ qu~J?Oso "pretende realizar por sí 

~~~:-ld&a la cadena de ~s neces+os para lograr el autoconsumo 

de marihuana-- la s'75iibra, cu~tivo, cosecha, preparación, 

acondicionamient consumo final-limitando el papel de 

de la seniilla de cannabis ya sea una 

autoridad o un@j;edor legal." 

' ' 
De ahí que, en principio, aun Suponiendo que el quejoso pudiera 

obtener lícitamente Ja semilla, lo que no me parece posible, de 

cualquier forma, con la siembra, cultivo y cosecha de marihuana 

estaría cometiendo el delito previsto en el artículo 198 del Código 

Penal Federal, dispositivo que tiene operación independientemente de 

que se cuente o no con la autorización administrativa para realizar 

dichas actividades, máxime que el propio precepto, sólo excluye de 
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punibilidad Ja siembra, cultivo o cosecha de marihuana que se realice 

para fines médicos y científicos, en Jos términos y condiciones de Ja 

autorización que para tal efecto -esto es, los fines médicos y 

científicos-, emita el Ejecutivo Federal. 

Luego entonces, me pregunto, cómo puede otorgarse una 

autorización para sembrar, cultivar y cosechar marihuana para el 

autoconsumo recreativo, si la propia legislación penal sanciona dicha 

activldad y sólo excluye de punibilidad el hecho de que dichas 

activldades se realicen para fines médicos y científicos. E insisto, 

cómo puede ocurrir ello en un amparo en el que el artículo 198 del 

Código Penal no fue acto reclamado ni materia de escrutinio judicial. 

Ello, me impide también compartir los efectos que se otorgan eft.' 

la sentencia, en torno a que la COFEPAIS estaría obligado:; ,_a:­
uqarantizar que la adquisición de la semilla por el quejoso :se_­
materialice bajo el amparo de la ley y asegurando a todos los ter?!!.ros 

ue su conducta se encuentra 

derecho." 

Tal disenso se explica en los siguientes apartados, que 

sustentan mi opinión en el sentido de que a pesar de la declaración de 

inconstitucionalidad de distintos artículos que implican la prohibición 

administratlva para Ja realización de actos relacionados con el 

autoconsumo lúdico de marihuana, de cualquier forma seguirán 

vigentes distintos preceptos, del orden penal y administrativo, que 

impedirían el acceso lícito a la semilla de marihuana, si dicha 

adquisición tiene como finalidad e! consumo lúdico y no Jos fines 

médicos o científicos que autoriza la Ley. 
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3.3.- DELITOS QUE\ ESTARÍAN 

' COMETIENDO TERCERq·s QUE 
' SUMINISTRARAN AL Ql,lEJOSO EL 

' 

/ 
Si la pretensión del quejoso es sembrar, c ltivar o cosechar 

plantas de marihuana, es indiscutible que req ere de un insumo 

indispensable para ello; esto es, la semilla o un planta de marihuana 

de la que la misma pudiera obtenerse. 

De igual forma, si lo que se desea es onsumir ~huana, sería 

indispensable acceder a la planta o a un red~ que la contenga, 

como Jo podría ser un cigarro u otro prod to qu rmita que ésta se 

f_ume o inhale. En caso de que se preten ~sumir marihuana por !a 

vía oral, se requeriría de Ja resina d ~arihuana o del pastel, 

ca.rame!o o alimento que la contenga. 

:::'.i.·~,~·;-:·:Ante ello, es necesario c~era los siguientes supuestos: 

.•.'J.;,CC~~I ,-.-_- 1 ,., ' ._,,... ' ... __ _,,_..._.,_ - -"" 

(a) Si el quejoso ya ~onsumi1or de marihuana al momento de 

presentar la de~da, y yaf.. contaba y aún cuenta con !a 

misma; lué ¡;ntonces exis}iría un delito ya cometido, y el 

amparo es~a básicamfte sirviendo para tolerar y 

prácti~nte encubrir un il,ito ya ejecutado. 

1 
' {b)Si el quejoso pretende ,i con la concesión del amparo, 

efectivamente empezar a consumir marihuana, luego 

entonces requeriría que alguna persona o institución !e 

entregue el insumo necesario para desplegar dicho consumo. 
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Sin embargo, lo cierto es que cuando menos al momento de !a 

presentación de Ja demanda de amparo y en términos del artículo 249 

de la Ley Genera! de Salud, el psicotrópico THC sólo podía tener usos 

en la investigación científica. 

Aún tras las reformas a fa Ley General de Salud de dos mll 

diecisiete, la "cannabis" o "marihuana" y la propia substancia 

psicotrópica THC sólo pueden tener fines médicos y científicos; ya que 

el último párrafo de su artículo 235 sigue vigente en Jo general y debe 

ser observado por cualquier persona distinta del quejoso. 

Por tanto, aún y cuando la concesión del amparo; en el caso, sí 

ampara al quejoso en contra de Ja aplicación del último párrafo del 

artículo 235 de la Ley General de Salud, dicha protección no podría 
' tener efectos con respecto a terceras personas, por lo que cualquier;·.--

'l' '< 

tercero que entregue a cualquier individuo la marihuana o su semilla::~.·~ 
' para fines ajenos a los médicos o a la investigación científica, estaría "·. 

actuando fuera de la Ley, incluso, si ello se entrega al quejoso. ,.=;,. ;~ 
5 

Esto es, cualquier persona ajena al quejoso que no cuente con Ja 

protección de Ja Justicia Federal en contra de la aplicación del artículo 

235 de la Ley General de Salud y de otros preceptos de Ja misma, 

sólo podría tener en su poder la planta de la ''cannabis'' o 

''marihuana'' o el psicotrópico THC, exclusivamente para fines 

médicos y científicos; y siempre y cuando se contare con 

autorización expresa para e1Io por parte de Ja Secretaría de Salud, 

quedando además dicho narcótico sujeto a control sanitario en 

términos de lo señalado por la Ley General de Salud. 
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tiene en e! caso importantes 

implicaciones, puesto que, por _¡,;n lado, si alguna 

persona distinta a un laboratorio b establecimiento 
' 

autorizado, entrega o suministra al quejoso, marl uana para fines 

recreativos o incluso para cualquier otro fin, estaría sin duda 

cometiendo uno o más de los delitos prevlstos Ja Ley General de 

Salud o en el Código Penal Federal; pues no h ría vía lícita para que 

dichos terceros pudiesen tener acceso a la m ihuana. ~ 

Por otro lado, si es un laboratorio centro a~zado el que 

entrega al quejoso el narcótico, el mismo mbi~ ~staría cometiendo 

un ilícito, pues estaría desviando Ja mari uana Qbe/Jtiene en su poder 

para fines exclusivamente médicos o 

relacionados con el consumo lúdico del 
-·;«., 
'11\j,¡< -, 

~--· ~ 

c~ficos, 

ii'iiijña. 
a fines distintos 

"'"' -~· , ~,~- .. ~·.,·:psto es, en el caso, el quejoso er amparado, podría llegar a 

~'..8 
una autorización por p~e d !a Secretaría de Salud para 

~i~i~)'.:'._la semilla de marihu~~ ª1 como para sembrar, cultivar, 

~:IS~a,r, preparar, pos~ transpprtar dicho estupefaciente o el 

psicotrópico THC; sin e~go, dictfa autorización de forma alguna 

implicaría el efecto )!e,.. ci.,ue Jos tercerJs estuvieran también autorizados 

para vender o inclu~ntregar grat4tamente dicho estupefaciente, su 

semilla o !a su~cia psicotrópica af quejoso. 

1 

Pensar !o contrario, como yafexpliqué, implicaría que el amparo 
' 

otorgado a un quejoso, tendría el ~fecto que no permite el artículo 107, 

fracción ll de !a Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en el sentido de extender la protección de la Justicia 

Federal a personas distintas del propio quejoso. 
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A mayor abundamiento, si lo que se pretende es que no sólo no 

se sancione al quejoso, sino también, que no se sancione a los 

productores, traficantes u otros posibles proveedores de marihuana 

que hoy sólo pueden contar con el insumo de manera ilícita; o incluso, 

que no se sancione a laboratorios, centros autorizados o autoridades 

que desvíen de !os fines médicos o de investigación al estupefaciente 

o psicotrópico descritos, para que se entreguen al quejoso gratuita o 

lucrativamente, sin duda, se estaría ocupando el amparo de personas 

distintas del quejoso, con una franca vulneración a lo previsto en el 

artículo 107, fracción 11 de la Carta Magna. 

La sentencia aprobada, al referirse a los tipos penales 

contemplados en los artículos 194, fracciones 11, 111yIV;196 Ter; 197 y 

198 del Código Penal Federal, indica que los mismos, no van dirigidos 

a castigar las conductas que pretende realizar el quejoso; sin 

embargo, dicha consideración es imperfecta. ' ·' 
' ·! .. ,.' 

i --' 
¡ ·--\ 

Dicha imperfección, en mi opinión, se genera en Jos efectos 'ergá. , 

omnes que se proponen en la sentencia de amparo, pues en ci\ij1a ,.. 
forma, se pretende que con la sola protección que se conceda'í<-ár ,,. }. 

quejoso, ninguna persona que le entregue e! insumo que de@a 

consumir, sembrar, cultivar o cosechar, estará cometiendo un delito, 

siendo que el Código Penal Federal vigente, establece una serie de 

ilícitos relacionados a dicha provisión o entrega de la marihuana, y que 

insisto, no han sido declarados inconstitucionales. 

Por eso me parece grave que, además, en Ja sentencia de 

amparo, se ordene a Ja COFEPRIS que deberá garantizar siempre que 

la adquisición de la semilla por el que!oso se materialice bajo el 

amparo de la ley y asegurando a todos los terceros que particioen en 

ella que su conducta se encuentra ajustada a derecho. 
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Ello, pues no me explico como podría estar 

en el ámbito de la COFEPRIS )el asegurar o 
' proteger que terceros que desvíeh la marihuana 

' 
de los usos médicos y científicos que exclusivamente .Permite la Ley, la 

entreguen a una persona para su uso recreativ/. sin que dichos 

terceros estuvieren cometiendo un delito. / . 

Incluso, no podría responder el cóm la COFEP~en su 

carácter de autoridad administrativa, podr autorizar a terceros la 

entrega de marihuana para consumo lúdic , si norma~minlstrativas 
y penales no impugnadas prohíben y 

incluso con mayor severidad, cuando s 

las autoridades. 

ncion~ dichas conductas, 

realiza~ o autorizadas por 

Aquí, conviene reproducir disti 

~de _SQ.lud y del Código Penal Fede 

s preceptos de la Ley Genera! 

oy vigentes, que constituyen 

·obstáculos infranqueables par~u , de forma lícita, otras personas 

di.stiritas al quejoso, puedan" ~l)IOrcionar a éste el insumo que 

·pr:tende consumir, o in~ sem;rar, cultivar y cosechar para fines 

,:_ ·ajenos a !os médicos o c.cos: f 
!ll._;_ 

' I' 

Ley General ~lud J 
"CAPITULO<ák:::., f 
Delitos Con"ii"aJ/ Salud en su modatad de Narcomenudeo 

ARTÍCULO 473.- Para los efectos defsle capitulo se entenderá por: 

/. Comercio: Ja venia, compra, adquisición o en<Jjenación de algún narcó/ico; 

' 
JI. farmacodeoendencla: E.s el conjun/!J de funómenos de comporlamienlo. 
cognoscitivos y fis10/óg1cos, que se desarrollan luego de! consumo repelido de 
estupefacientes o psicotróp1cos de los previs/!Js en los arl/cu/os 237 y 245, 
fracciones 1 a JI/, de esta Ley; 

111 Farmacodependiente: Toda perrona que pres.;nta algún signo o síntoma de 
dependencia a esfupefacientes o ps1colróp1cos; 

/V_ Consumidor: Toda persona que consume o utilice estupefacientes o 
ps1cotrópicos y que no presente signos n1 sin/ornas de dependencia: 
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V_ Narcóticos. los estupefacientes. ps1co/rópicos y demás sustancias o vegetales 
que determinen esta Ley, los oonitenios y tra/adoo internac1oneles de observancia 
obligatoria en México y los que señalen las demt!s d/SPOSiciones legales aplicables 
en la materia: 

VI. Posesión: la tan&ncia material de narcóticos o cuando éstos están dentro del 
radio de acción ydisponibüidad de la persona, 

VII. Suministro: la transmisión material de forma directa o indirecta, por cualquier 
conceplo, de la tenencia de narcóticos, y 

VIII. Tabla- /a relación de narcóticos y la orientación de dosis mtlximas de oonsumo 
personal e inmediato prevista en el articulo 479 de esta Ley 

ARTÍCULO 474,- Las autoridades de seguridad pública, procuración e impartición 
de justicia, asi oomo de ejecución de sanciones de las entidades federativas, 
conocerán y resolverán de los delitos o e¡ecutarán las sanciones y medidas de 
seguridad a que se refiere este cap/lulo, cuando los narcóticos objeto de /os mismos 
esl<!ln previstos en la tabla, siempre y cuando la cantidad de que se trate sea inferior 
a la que resulte de multiplicar por mil el monto de las previstas en dicha tabla y oo 
existan elementos suficientes para presumir de/incuenaia organizada_ 

Las autoridades federales conocerán de los delitos en cualquiera de tos casos 
siguientes: 

/. En Jos casos de delincuencia organizada. 

11. La cantidad del narcó!ico sea igual o mayor a la referida en el primer párrafo de 
este articulo. 

//I_ El nan;ótico no eshl contemplado en la tabla_ 

IV. Independientemente de la cantidad del narcótico el Ministerio Público de la ->~':'.. 
Federación· "'~-~-' 

'l'·"''' " ~,\ • ~--JI''-"-
·.~¿":!:··; __ " ·'"' o;:_-;';; 

a) Prevenga en el conocimiento del asunto, o 
b) Solicite al Ministerio Público del fuero común la remisión de la investigación_ 

La autoridad federal conocerá de los casos previstos en las freccrones 11 y 111,,..-_. , .;--; 
anteriores, de conformidad con el Código Penal Federal y demás disposic1onej1e--'-"~- .':, 

1
': 

aplicables En los casos de la fracción IV de esle articulo se aplicará este capitulo~ - ::' 
demás disposiciones aplicables ~- -·-: ~~• 

Pare efecto de lo dispuesto en el inciso b) de la fracción IV anterior. bastará con que 
el Ministerio Públioo de la Federación solicite a la autoridad competente de la 
entidad tederativa, le remita fa investigación correspondiente Las dff1ger><:ias 
desahogadas hasta es.; momento por las autoridades de las entidades federativas 
gozarán de plena validez_ 

En le instrumentación y e¡ecución de Jos operativos policiacos que se realicen pare 
cumplir con dichas obligaciones /as autoridades se coordinarán en los términos que 
establece la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Püb/ica y demás 
disposiciones aplicables_ 

B Ministerio Públioo da la Federación podrá solicitar a las autoridades de segundad 
p(Jb/ica de fas entidades federativas, le remitan informes relativoo a la 1nvesllgación 
de los delitos a que se refiere este capitulo 

El Ministerio Púb/ioo de las entidades federativas deberá informar oportunamente al 
Ministerio Púb/ioo de la Federación del inicio de las avenguaciones previas. a efecto 
de que éste cuente con los elementos necesarios para, en su caso, solicitar la 
remisión de la investigación en términos de la fracción IV inCISO b) de este articulo 

En los casos a que se refiere el segundo párrafo de es/e articulo. el Min1ster10 
Püb/ico del fuero común podrá pracllcar las diligencias de averiguación previa que 
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por fii.lgmncia_ 

correspondan y remit1hl i.!I M1n1sler10 Público de /i,! Federación, 
dentro de los tros dli.!s de haberlas concluido, e! i.!cli.1 o actas 
levantadas y lado lo que con ellas se reli.!cione_ ¡ 
Si hubi&se detenidos, la remisión se hahl si~ demora y se 
obs&rvarán li.!s disposiciones rolativi.ls i.I li.! reterlción min1stenal 

' 
' ' 

Cui.!ndo el Ministerio Público d& la Federación conozca de /os de ros pr.,vistos en 
est" cap/tu/O podrá romilir al Minislerio Público d& las "nfida es f.,derat1vas la 
investigación pari.I los efectos del primer párrafo de este i.!rlicu , siempre que los 
narcóticos objeto de los mismos estén previstos en li.! li.!b!a, 1 cantidad de que s" 
trate sea inferior a la que msu!le de mul/rpJici.lr por mil e/ mo de tas previsti.ls en 
di<;hi.! fi.!bla y no se trate d" casos de la d"lincu.,nc1a organ1z 

s, d& las consti.lncias del proced1mi&nto se advierte incompetenc1~as 
autondades d.,/ fuero común, remiti;{! el expedi.,nle Min1s/eno Púb!icltftle la 
Federación o al ju"z fed.,ral que corresponda, dependi do de li.! eli.!pa procesal en 
qu., se encuentro, a fin de qu" se continúe el pr edinnento, --~ _I~ cual li.!s 
diligencias desahogadas has/i.1 ese momento p la au/orioa~unsideradi.! 
incompe/enle gozaron de pleni.I val1d&z. 

ARTICULO 475.- Se lm ondrt. fisión de cuat 
cuatrocientos días multa, a quien sin autoriza 

or cin 
suspensión d&f1n1ti _ 

' 

nes por la comisión de conductas 
en este caso, se Impondrá a dichos 

itación hasta r un tiem o 1 ual i.!I 

. En este caso s& impondrá, 
derechos o nciones ara el e ercicio 
i.!ñOs. En caso d" r"1nc1dencia podrá 

pari.I e! ejercicio profesioni.11, a ju1c10 de la 

ARTÍCULO 476.- Se impDndrá d& trés a s"1s años de prisión y de ochenta a 
trescientos dlas multa. i.11 que posea Jigún ni.1rcó/1co de los señi.!lados en la fabla, 
en ci.lntidi.!d inferior a la que resulte deimulllpl1car por mil las ci.lnlidades previstas en 
dicha tabla, sin la autorización córrespondlente a qu" s" refiere esta Ley, 
siempre y cuando esa posesión! sea con Ja finalidad de comerciar/os o 
suministrar/os, aún gratuitamente.; 

ARTICULO 477.- Se aplicará pena·' de diez meses a tres años de prisión y hasta 
ochenta días multa al que posea alguno de los narcóticos s&fJa/ados en li.! tabla 
en Ci.!nlldad inferior i.I la que resulte de multiplicar por mil las previsli.!S en dicha 
li.!bla, sin la autorización a que siJ refiere &sta Ley, cuando por las circunstancias 
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del hecho /al posesión no pueda considerarse destinada a comercializarlos o 
suministrarlos, aún gratuitamente. 

por este de/Tlo en contra da quien posea 
que contengan alguno da Jos narcóticos previstos en la tabla, 

cuya venia a! público se encuentre supeditada a roquis1/oS especia/es di?> 
adquisición, cuando por su naturaleza y cantidad dichos medicamentos sean los 
necesarios para el tratamiento de la persona que los posea o de otras personas 
sujetas a la custodia o asistencia de quien los tiena en su poder_ 

y posea alguno de los narcóticos seilalados en la labia, en igual o inferior cantidad 
a la prevista en la misma, para su es/ricio consumo personal y fuera di?> los lugares 
seila/ados en Ja tracción 11 del articulo 475 de es/a Ley. La autoridad mintsterial 
informara al consumidor la ubicación de las instituciones o centros Pflffl el 
tratamiento médico o de orientación para la prevención de la 
farmacodependencia. 

El M1n1s/erio Púb/ICO hara reporte del no ejercicio d(J la acción penal a la autoridad 
sanitaria de Ja entidad federativa doode se adopte la resolución con el propóSllO de 
que éSta promueva la com;spondien/e orientación médrca o de prevención. La 
información recibida por la au/Ondad san1tana no debera hacerse pública pero podrfJ 
usarse, sin seña/ar identidades, para ünes estadísticos. 

ARTÍCULO 479.- Para los efectos de estl?> cap/lulo se entiende que el narcót/CO es/1l 
destinado para su estricto e inmediato consumo personal, cuando la cantidad del 
mismo, en cualquiera de sus formas, derivados o preparaciones no exceda de las 
previstas en el listado siguiente: 

Tabla de Orientación de Dosis Máximas de Consumo Personal e Inmediato 
NarOONco Dosis máxima de consumo neroonal e inmediato 

o"' 2ar. 
D1acelilmorfina a Heroína " Cennabis Salive, Indice 5gr_ 
oMerinuane 
Coca/ne = 
Lisa ida ILSD! 0.015m _ 
MOA, Polvo, ranulado o cristal Tabletas o cfJasu/as 

40mg. Una unidad con peso no mayor a 
Melilendiox1anfetam1na 200mn. 
MDMA, dl-34- una unidad 00/l peso no mayor a mentend1axi-n-- w""' dimeti!fenilehlam1na 200mg. 

Metanfetam1na 40mg una unidad con peso no mayor a 
200ma. 

ARTÍCULO 481.- El Min1sferio Público o la autoridad jud1c1al del conocimiento, tan 
pronto identifique que una persona relacionada con un proced1m1en/o es 
farmacodependient#J, debera informar de inmediato y en su caso dar intervención 
a las autondades sanitarias r;;ompeten!es. para lps efectos del Ira/amiento que 
corresr1onda. 

En lodo centro de reclusión se prestaran setYic1os de rehabHi/aC/Ón al 
farmacodepend1en/e_ 

Para el otorgamiento de la condena condicional o del benen'cio de la /ibefUjd 
preparatona, cuando procedan, no se considerara como antecedente de mala 
conduela el relativo a que se le haya considerado farmacod1?>pend1ente, pero si se 

' 
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exigirá en todo caso que el senlenc1ado se someta al 
/ralam18nto médico correspondfente pare su rehabilif<lc1ón, bajo 
vigl!ancia de la autoridad ejecutora. 

Lo mismo se observará respacto de los de/dos de come=O. 
de narcO/ic;os previstos en los artlculos 194, fracción 1, 19 
Penal Federal." 

ministro y posesión 

195 bis d~go 

De los preceptos arriba referidos de 

conviene hacer las siguientes precisiones:. 

Ley G~al de Salud, 

1ª.- La eventual autorización a recibir el 

.':'(quejoso por parte de la autoridad s 

f3.ctillidades que personas distintas pudieran llevar a cabo para 
;'' 
~·suministrarle el insumo que preten sea que se trate de 
-
}-- ~raficantes, servidores púb~ o personal de laboratorios 

.:'. .e~tab!eaimientos que posean el areótico para fines médicos o 

o 

de 
¡; .. -. -·, 

1: _::lrivestigación. ¡ 

( 
¡ 

2ª.- La tab!a~'1jsta en elfrtículo 479 de! Código Penal Federal 

(Dosis Máximas de '8'onsumo fersonal e Inmediato), permite que el 

Ministerio P~ no ejerza ajCtón penal en contra de quienes sean 

consumidores o farmacodeprdientes y posean cantidades mínimas 

del narcótico para su consurr¡,-0 personal; sin embargo: 
-

• Ello no excluye la comisión de delito por parte de los 

proveedores del narcótico, ni su persecución penal; 
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• Ello no elimina Ja existencia del de!lto por parte del 

quejoso, sino sólo establece una excepción para que el 

mismo se persiga, y 

• El no ejercicio de Ja acción penal no impide que el 

Ministerio Público deba dar reporte de ello a la autoridad 

sanitaria para efecto de que se brinde al consumidor o 

farmacodependiente la orientación médica o de prevención 

pertinente. 

Así, el contar con autorización para consumir marihuana y 

realizar actividades afines a ello, podría beneficiar al quejoso para no 

ser sujeto de la comisión de los delitos previstos en los artículos 476 y 

477 de Ja Ley General de Salud, asociados a la posesión del 

narcótico, pero dicha autorización no puede entenderse de forma; 
' alguna como una autorización para que terceras personas posean·· 

también el narcótico fuera de Jos casos previstos en la Ley, ni men%, ~ 

aún para que dicha posesión, transporte o suministro derive en 

entrega del narcótico al quejoso para que éste le de uso lúdico. 

De hecho, si un establecimiento, incluidos laboratorios 

autorizados para fines médicos o de investigación científica, entrega 

narcótico al quejoso en violación a Ja autorización que le permite 

operar exclusivamente con dichos fines, estaría enfrentando la 

clausura, sin perjuicio de que su propietario, poseedor o empleados 

estarían también enfrentando la posible comisión de otras faltas 

administrativas e ilícitos penales. 
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ARTfCULO 

Código Penal Federal 

"Delitos contra la salud 
De la producción, tenencia, tráfico, prD$elitiiWio y Otro$ 
act0$ en materia de narcóticos 

,, 

El juzgador. al individualizar la pena o la medida de eguridad §'mponer por la 
com1s1ón de algún delito previsto en este cap/W/o, to rti en cuen , emás de lo 
eslab/ecido en los arllwlos 51 y 52, la cantidad y la cie de narc-0/1 de que se 
Ira/e, asf como la menor o mayor lesión o puesta en · llgro de /a salud pública y las 
condiciones personales del autor o participe del hec o la nrft1d~nc1a en su caso. 

Los narcóticos empleados en la comisión de 1 da!ifas ~e se refiere este 
capft!Jfo, se pondrán a disposición de la autoridad nilana federal, la que procederá 
de ac1Jerdo con las disposiciones o leyes de 1 la a su aprovechamiento 
licito o a su destrucción. 

,<"~;'(}S .'~N 

~·~"~-:·~lándose de instrumentos y vehículos uli ados para cometer los delitos 
i._~Jt~ :<. iderados en este capitulo, as/ como d etos y productos de esos delitos. 
~¿;,--;.,~~. · quiera q"e sea la naturaleza de dicho. . . se: estará a lo dispuesto en los 
~'l.-,: -'.-«~u/oo 40 y 41 Para ese fin, el M1n1 10 Publico d11Spondrá durante la 
~:;::;cJveriguación previa el aseguramiento que cor spanda y el destino procedente en 
~ -apoyo a la procuración de ;usticia~lo soli ara en e/ proceso, y promoverá el 
iCLl¡j,Df]_¡\ff~iso para que los bienes d set te o su producto se destinen a la 
lll'llElll11'~ ~: !Rlf!ÜiClón de justicia, o bien, promove en s c¡iso, Ja suspensión y la privación de 
tliÍllf~OO'lf[aí;hos agrarias o de otra índole, ante las /andades que resulten competen/es 
~IW.l ~e a 11"> normas apli~ ~ 

ARTICULO 194.- Se impa~risión de di~~ a ve1nlrc1nco años y de cien hasta 
quinientos dias multa al que ! 

l- P~ uzc tra 
Prescnba alguno 
autorización correspon 

' t fi ue comeri:le suministre aun grat1Jitamente o 
nan;óticos sei!atj¡dos en e/ artículo ¡interior, sin Ja 

1ente a que se refieri la Ley General de Salud 

Para los ef~e esta fracción, por prodtc1r se entiende: manufacturar, fabric<1r, 
elaborar, p;,,p;,¡i o acondidonar algún n<11fótico, y por comerciar: vender, comprar, 
adquirir o enajenar algún narcótico. J 

' 

El comen::rO y sum1i11s/ro de narcóticos podrán ser investigadas, perseguidos y, en 
su caso sancionados por las autoridades del fuero común en los términos de /¡i Ley 
General de Salud, cuando se colmen los supuestos del articulo 474 de dicha 
ordenamiento; 

11.- Introduzca o extraiga del pals alguno de los natt'óticos comprendidos en el 
articulo anterior, aunque l'llere en forma momentánea o en tráns1/a 

Si la 1ntroducc1ón o extracción a que se refiere esta &'acción no negare a 
cons1Jm¡irse, pero de los actos realizados se desprend<1 claramente que ese era la 
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frnafldad del agente, la pena aplicable será de hasta las dos terceras parles de la 
prevista en el presente arl/culo; 

IV_- Realice ac:tos de publicidad o propaganda. para que se consuma 
cualesquiera de las sustancias comprendidas en el articulo anterior. 

Las mismas penas previstas en es/e artículo y, además, privación del cargo o 
comrs1ón e inhab1/1/ación para ocupar otro has/a por cinco años, se impondrnn al 
servidor "blico ue, en e·ercicio de sus funciones o rovechando su cargo, 

ARTÍCULO 195.- Se impondrá de cinco a quince años de prisión y de cien a 
trescientos cincuenta d/as mulla, al que posea alguno de los narcóticos señalados 
en el arl/cu/o 193, sin /a autonzación correspondiente a que se refiere la Ley 
General de Salud, siempre y cuando esa posesión sea con la flnaiidad de realizar 
alguna de las conduelas previstas en el ar1/culo 194, ambos de este código. 

La posesión de narc6t/COS podrt. ser investrgada, perseguida y, en su caso 
sancionada por las autoridades del fuero comün en los términos de la Ley General 
de Salud, cuando se colmen los supuestos del articulo 474 de dicho ordenamiento 

Cuando el inculpado posea alguno de /os narcóticos señalados en la tabla prevista 
en el articulo 479 de la Ley General de Salud, en cantidad igual o superior a la que 
rasulte de multipiicar por mil las ah/ referidas, se presume que /a posesión tiene 
como objeto cometer alguna de las conductas previstas en el articulo 194 de este 
rod1go 

ARTÍCULO 195 bis.- Cuando por las circunstancias del hecho la posesión de 
alguno de los narcóticos señalados en el articulo 193, sin la autorizªción a que se 
refiere la Ley General de Salud, no pueda considerarse destinada a raalizar alguna 
de las conduelas a que se refiere el artíeulo 194, se aplicará pena de cuatro a siele 
a/los seis meses de prisióil y de cincuenta a ciento cincuenta d/as multa. 

El Ministerio Püb//co Fe<f9ra/ no proc9denfl penalmente por este delito en 
contra de la persona que posea: 

l. Medicamentos que contengan narcóticos cuya venta al püb/ico se encuentre 
supeditada a requisilos especiales de adquisición, cuando por su naturaleza y 
cantidad dichos medicamentos sean los necesatios pare el tratamiento de la 
persona que los posea o de aires per.;onas sujetas a la custodia o asistencia de 
quien los llene en su poder 

11 Pevole u honaos alucinógenos cuando por la cantidad y circunstancias del caso 
puada presumir.;e que serán utilizados en las ceremonias, usos y costumbres delos 
pueblos y comunidades 1ndlgenas, así reconocidos por sus autoridades propias. 

Para efectos de este capitulo se en/iende por posesión: la tenencia material de 
narcóticos o cuando éstos están den/ro del radio da acción y disponibilidad de la 
persona_ 

La posesi6Il de narcóticos podrá ser investigada, perseguida y, en su caso 
sandonada por las autondades del fuero común en /OS tém11nos de la Ley General 
de Salud, cuando se colmen los supuestos del articu/O 474 de dicho ordenamiento. 

ARTICULO 196.- Las penas qua en su caso resulten aplicables por los delitos 
previstos en el an;cu/o 1 g4, serán aumentadas en una mitad, cuando: 

o por un miembro 
de las Fuer.las Armadas Mexicanas en s1/uac1ón de re/iro, de reserva o en actjvo. 
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En es/e caso, se impondrá a dichos servidores püblicos 
además, susp<fnsión para desemp<fflar cargo O omisión en el 
ssrvicio pübl1co, hasta por e1nco años, o '1Slitución, e 

SUPREMA COJH! Of JU>TK"' OE lA NACICH inhab1Jilac1ón hasta por un tiempo igual al de 1 n'1 de prisión 

•• ,. 
'ti • 

impuesta. Si se trata de un miembro de las uerzas Armadas 
Mex1eanas en cualquiera de las situacione encionadas se le 

impondrá, además la baja definitiva de¡,. Fuerza Armada a q pertenezca. y se le 
inhabilitará hast" por un tiempo igual al de la pena de s1ón impuesta, pare 
desempeñar cargo o comisión püblicos en su caso, 

11.- La vlcllma fuero menor de edad o 1ncapac1/ada para co prender la relevancia de 
la conducta o para resistir al agente; 

//i_- Se utilice a menores de edad o incapaces para e 
delitos; 

eler cualesquiera de esos 

licia/es o de rodus~ en IV.- S'1 come/a en centros educativos, asistenciales. 
sus 1nmed1aciones con quienes a ellos acudan; 

valgan de esa situación pare cometerlos 
suspensión de derechos o funciones para el eje 
cinco años e inhabilitación hasta por un tiempo e 

VI - El agente determine a otra persona a come 
arl/cu/o 194, aprovediando el ascendiente fami 
que tenga sobre ella; y 

VII.- Se Ira 

alesquiera de sus m'1s y se 
le c3so~1mpondrá, además. 
io profe a u of1e10 hasta por 

ivalente prisión impuesta, 

r algún delito de los prev1sros en el 
r ~ o la autoridad o jerarr:¡ula 

nd /ario o usufructuano de un 
!e ra realizar al unos de los 
realiiación r erceros_ En este 

/ecimi<fnto 

~~'--' ARTICULO 196 bis.- (DEROGADo.¡g::.F. 7 E NOVIEMBRE DE 1996) 

·u¡¡:~- ARTfi::u_Lo 196 ter.- Se impondrá~ ~1nc ·a quince aflos de prisión y de cien a 
.OOf: __ .. 'tres;Ci~nÍ'Ós d/as multa, as! como decomfso e los instrumentos, obj<ftos y productos 

... &~e:-,· .-id'el'ilé1110.·al que 
~-ll:--

las conduc~ ~mprendidas en este art¡,cu/o. 

Son precu~ químicos, productos¡,~quim/cos esencia/as y máquinas los 
definidos en la ley de /a materia. : 

i 
• • ARTICULO 197.- Al que, sin mediar proscrioción de médico legalmente autorizado 

adm1n1stre a otre persona, s<fa por 1nye~ión, inhalación, ingestión o por cualquier 
otro medio, algün nanXitioo a que se refiere el articulo 193, se le impondrá d'1 lres a 
nueve allos de prisión y de sesenta a ciento ochenta d/as multa, cualquiera que 
fuere la cantidad adminrslrada_ Las penas se aumentarán hasta una milad más s1 la 
victima fuere menor de edad o incapaz para comprend<fr la relevancia de la 
conducta o para res1s/1r al agente. 

Al que indebidam<fn/e suministre gratis o pr'1scr1ba a un tercero, mayor de edad, 
algún nanXitioo mencionado en el articulo 193, para su uso pe~onal e inmediato, se 
le impondrti d'1 dos a seis aflos de prisión y de cuarenta a ciento veinte d/as multa. 
Si quien lo adquiere es menor de edad o incapaz, las penas se aumen/ar1ln hasta 
en una mitad. 
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las mismas penas d<>I ptirrafo anterior se impondrán al que induzca o auxHie a otro 
para qu<> r;onsuma cualesquiera de los narcó/icos sefla/ados en el articulo 193 

ARTÍCULO 198.- Al que ded1Cándose wmo actividad principal a las labores prooias 
del campo siembre, cultive o coseche plantas de marihuana, amapola, hongos 
alucinógenos, peyote o cualquier otro vegetal que produzca efectos s1m1/ares, por 
cuenta propia, o r;on f1nanciamrento de terceros, cuando en él r;oncurran escasa 
instrucc!6n y ex/rema necesidad económica, se le impondra pns1ón de uno a seis 
a/los. 

Igual p<>na se rmpondra ai que en un predio de su propiedad, tenencia o posesión, 
consienta la siembra, el cul/1vo o la cosecha de dichas plantes ,,n circunstancias 
similares a /a hipótesis anterior 

Si en las conduelas descntas en los dos p¿rrafos anteriores no concurren /as 
circunstancias que en ei/os se precisan la pena sen! de hasta las dos terceras 
partes de la provista en el ar!./cu/o 194. siempre y cuando la siembra, cu//jvo o 
cosedia s<> hagan con la finalidad de raalizar alguna de las conductas previstas en 
las fraccion<>S 1 y 11 de dicho artículo. Si falla esa finalidad, la pena sera de dos a 
ocho al!os de prisión. 

Si el delito fi.Jere come/ido por servidor público de alguna corporación policial, se le 
impondré, adem¿s la destilllción del empleo, cargo o comisión pi!b/1cos y se le 
inhabtlitarti de uno a cinco a/los para d,,sempeilar otro. y si el delito Jo cometiere un 
miembro de las Fuerzas Armadas Mexicanas en situación de retiro, de reserva o en 
achvo, se le impondnl, adem¿s de la pena de prisión se/lalada, la ba¡'a definitiva d<> 
la Fuerza Armada a que p<>r!.enezca y se le inhab1/1/anl de uno a cinr;o al!os para 
desempel!arcargo o comisión pübflcos_ 

La siembra, cultivo o cosecha de plantas de marihuana no seré punible cuando .«.' \-';, 
estas actividades se lleven a cabo con fines médicos y cfentlflcos en lo':s;~,-~,-,,¡ 
términos y condiciones de la autorización que para /al efecto emita el Ejecuhv~f; ~:'··:: 
Federal. ~ "·"·'';;.-: N,,,..·,'- •"-"' ',,, .. __ 

ARTiCULO 199.- El Ministerio Püb/ico o la autoridad ¡'udicia/ de! conocimiento, tan~ '. ::-;­
pronto conozca que una persona relacionada con afgün procedimiento por los ".,;-~;~ 
d<>litos previstos en los arllculos 195 o 1g5 bis. es farmacodependi<>nla. deb,,-,.¡-,f)_1) 
informar de inmediato y, en su caso, dar inlerv<>nción a /as autoridades sanitar ;._~.t-. re;¡ 
comperentes. para los efectos del tratamiento que r;orresponda. b,.'-,\.- .-.' ºi 

' ¡.,. •,•_; 

En todo centro de reclusión se prestaran seNiC!os de rehabilitación · -
farmacodepend1ente. 

Para el otorgamiento de la condena condicional o del beneficio de la liber!.ad 
praparatona. cuando procedan, no se wnsiderará como antecedente de mala 
conduela el relativo a la tarmacodependencia, pero sí se exigirá en todo caso que el 
s<>nlenciado se someta al tratamiento médico correspondiente para su 
rahab1litación, bajo v1gilanc1a de la autoridad e¡'ecu/ora-" 

De los preceptos transcritos del Código Penal Federal, es posible 

derivar las siguientes conclusiones: 

1ª.- La comisión de los delitos descritos, que contienen en su 

tipicidad el elemento de ''falta de autorización'', podrían no 

cometerse por el quejoso de contar con la autorización que se llegare 

a expedir a su favor por la autoridad sanitaria en términos del amparo 
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¡ 
otorgado; pero contrario a lo señq.1ado en !a 

sentencia, creo firmemente que ello no excluiría la 

posibilidad de que cualquier pe¡~ona que le 
' proporcione el narcótico y que ante ello, deba pose/ria, adquirirlo o 

transportarlo, sea perseguida criminalmente por Is delitos que se 

cometan en ese proceso. /' 

2ª.- Los estupefacientes y substancia psicotrópic~on sin 

duda productos de orden químico que deb ser considerados para 

!os efectos del artículo 196 ter del Códig enal F~I, por lo que 

cual uier desvío de Jos mismos de su 

penado. 

Incluso dicho dis o itivo sancio uince años de 

de cien a trescie tos días !ta así como con inhabilitación 

de las 

esto es el de 

uímicos esenciales o m 

misión hasta or cinco años 

rci ro de sus funciones 

rendas en el ro io 

; ecursores uímicos roductos 

a.1 cultivo extracción roducción 
' 

icionamientó de narcóticos en cual uier forma 

ue solicita hacer el 

ue"oso como consumo de marihuana. 

Además. el propio artículo 193 del Código Penal Federal. 

también sanciona a los servidores públicos que permitan. autoricen o 

toleren cualquiera de las conductas previstas en el propio dispositivo. 

como lo sería el sumlnistro de cannabis. incluida su semilla. 
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3ª .- Aunque el quejoso estuviere autorizado para consumir 

marihuana, e incluso, sembrarla, cultivarla o cosecharla, seria dlfícll 

encontrar fundamento alguno en la Ley, especialmente en preceptos 

legales no impugnados, para fundamentar la autorización que pudiera 

otorgarse a un tenedor legal de marihuana para que la misma se 

desviare de los fines médicos o científicos que condicionan la 

autorización que pudieran ya tener dichos tenedores para poseer el 

narcótico; pero más aún, sería difícil que la propia autoridad, sin 

cometer un delito, pudiera encontrar fundamento para sustentar su 

competencia y otorgar una autorlzación de dicha especie. 

Esto es, lo que la sentencia pretende, es que Ja autoridad 

sanitaria, no se limite a autorizar al quejoso a adquirir la semilla de 

marihuana, sino también obligarla a garantizar que se realicen uno o 

más de los siguientes actos: 
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• Otorgue una autorización -no prevista en fa Ley- para que _ 

establecimientos productores de medicamentos o centros·: .. 

de investigación científica puedan poseer el narcótico no' 

sólo con dichos fines, sino también con fines de su entrega 

a posibles quejosos que disfruten de un amparo que les 

permita consumir lúdicamente marihuana. 

• Otorgue una autorlzación -no prevista en fa Ley- para que 

establecimientos productores de medicamentos o centros 

de investigación científica que ya poseen marihuana para 

dichos fines, la desvíen de los mismos para su entrega a 

posibles quejosos que disfruten de un amparo que les 

permita consumir Júdicamente marihuana. 



AMPARO EN REVISIÓN 623/2017 
VOTO PARTICULAR 

PODER JUD!GALOE lA fEDfl!ACIÓN 
Esto es, los efectos de la fentencia de 

50 .. EMA CO.l! DE J"'TICIA <>l. <A NACION amparo, obligarían a las 
1
1 autoridades 

' administrativas a actuar en co~tra de la Ley 

misma, y a que dichas autoridades, obligaren a su 
1
{¡ez a centros de 

investigación o establecimientos productores de !inedicamentos, a 

actuar en contra de preceptos de la Ley General de}Salud y del Código 

Penal Federal. j~ 

Todo ello implicaría que, en la sentencia e amparo, ~ealidad 
se estuviere legislando y dando un carácter e Iegis~r positivo a 

la Suprema Corte de Justicia de !a Naci n, _;¡gmpetencia que me 

parece no le con"flere actualmente !a C nstitl:kJln Política de Jos 

Estados Unidos Mexicanos y que meno ún puede derivar de un 
~,"!.>--::!!,,.,_ 

;jó.lcro'SCe garantías, cuya sentencia sólo e ocuparse del quejoso 

·qi$e fl!Jbiese solicitado el amparo, !im· · n' ose a ampararlo y protegerlo 
' . ' 

-"" ,,'" -__ Si!.IJ>re el caso especial en el que verse 
"ii.:·· ~-' ' 

.~it~J/ En· el caso, el amparo ~ollcltJ exclusivamente respecto de 
-~~- ~ 

determinadas normas j~as, por Jq'. que no puedo compartir los 

efectos que se pretend~r al juicio: de amparo, en el senttdo de 

invalidar implícita~~ o cuando 

aplicación que tlen--etf disposiciones 

rhenos, 
' 

negar la vigencia y 

~gales no impugnadas y que 
' ' limitan la posi~ad de que las autor~ades y otros terceros, puedan 

actuar lícitamente en el sentido en qu~se pretende. 

f 
' 

No desconozco que el artículo 74, fracción V de la Ley de 

Amparo, indica que las sentencias deben contener los efectos o 

medidas en que se traduce la concesión del amparo; sin embargo, la 

propia Constitución acota los efectos de dicha concesión al caso 

especial en el que verse la demanda, por lo que no considero que 

como efectos o medidas de un juicio de garantías, pueda considerarse 
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el pasar por alto la aplicación de disposiciones jurídicas no 

impugnadas. 

En realidad, complicaciones como las descritas en este punto, 

surgen precisamente cuando las sentencias de amparo derivan de los 

llamados litigios estratégicos. en los que, como en el caso, no existe 

realmente una persona que hubiese sido sancionada por consumir 

marihuana, lo que impide analizar el marco jurídico aplicable tanto a la 

prohibición de hacerlo, como a las sanciones aplicables. 

Esto es, se trata de asuntos en los que si bien se busca influir en 

las políticas públicas, se construyen litigios que parten de supuestos 

hipotéticos que impiden analizar integralmente las normas 

administrativas y penales que prohíben y sancionan determinadas 

conductas; esto es, se busca generar sentencias con impacto gener0:J, 
r ·•· 

a partir de situaciones abstractas para las que no fue diseñado el juitío "t" 
:, ._:o; 

de amparo, y que si bien, posiblemente podrían ser objeto de iJt:ia·i.· 
'! .. 

acclón de inconstltucionalidad, no pueden en principio~;(.:'" 

correctamente resueltas a partir de un juicio de garantías. ¡·i~" .. · .. · 
Por tanto, más allá de si existe o no la necesidad de reformar el 

marco legislativo que impacta en el consumo lúdico de marihuana, o 

de si las políticas administrativas por sí solas, vulneran o no los 

derechos del quejoso, mi postura descansa en la premisa de que no 

existe la posibilidad de utilizar el juicio de amparo para fines distlntos a 

los que el Constituyente pretendió otorgarle, lo que estimo puede 

ocurrir en el caso de sentencias que van más allá de sólo ocuparse del 

quejoso y del caso especial sobre el que versó la demanda. 

El problema fundamental, me parece, es que a partir de la 

impugnaclón y declaración de inconstitucionalidad de sólo algunas 
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normas administrativas, la sentencia pretende que 

se inva!lde et régimen jurídico creado para las 

autoridades y para terceros, y que no fue de 

IUPfilMA COllTI DE NSltC\A OE lA .W:IOO 

ninguna manera objeto de impugnación en el juicio de amparo. 

o u 

' ' 

En concreto, pienso que una sentencia dé amparo só!o puede 

e la Justicia Federal, y 

exclusivamente de Jos actos -y normas- q e fueron recl~s, y a 

ello deben constreñirse los efectos o me~as en que se tr'l1ctuzca la 

concesión del amparo. ( ~ 

,$ f> -
Si bien comparto que, en determÍactos e~, dichos efectos y 

medidas pueden implicar acciones actl:on es a cumplir por parte de 

las autoridades responsables o vine' a ue lleven a verificar la 

.•1.9~bida restitución del quejoso en · erecho violado; no me parece 

~.~~e ello puede tener el alcance de qu . 
-~·:. e 
·,.~ ~ 

_f¡;~ • Se permita la ina~c~n de normas administrativas o 
,,,~-: t 
·'-' ::," penales que ~eron ~clamadas ni objeto de escrutinio 

-~Y: -.::•'J, constltuciona~enos~ún de la concesión de amparo; 

' 
¿f,," l 

• Se prom"litva la cottj.1Sión de delitos o la tolerancia e 

' in~n de la autorid)id ante delitos ya cometidos o por 

com$erse, y cuyas n.brmas que los contienen no han sido 

declaradas inconstitu_bionales. 

• Se obligue a las autoridades al otorgamiento de 

autorizaciones que no están previstas en la Ley, dando a 

las sentencias de amparo un efecto legislativo de carácter 

"positivo"; pues en realidad, en el caso y para fines 

prácticos, la sentencia aprobada. no tiene como objeto 
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suprimir uno o más requisitos previstos en la Ley que 

fuesen exigibles para el otorgamiento de una autorización 

determinada, sino que se pretende que !a autoridad 

otorgue una autorización al quejoso, y a la vez, 

autorizaciones a terceros, que la Ley no contempla. 

Esto es, el amparo no se está solicitando para que la Ley deje de 

sancionar administrativa y penalmente el consumo de marihuana, ni 

para que se eliminen las normas jurídicas que impiden el acceso a la 

misma para fines lúdicos, lo que básicamente implicaría defender que 

ni siquiera debería existir una autorización previa para consumir 

recreatlvamente marihuana o realizar actos relativos. 

Más bien, lo que en Ja demanda se está solicitando, es que se 

emita una autorización administrativa que Ja Ley no contempla, y que, 

en su caso, sólo prevé para fines médicos o de investigación científica. __ •. 
.. . . 
; .. 

El problema, me parece, es que en la sentencia se está forzandq~, 

el juicio de amparo para obligar a que una autoridad administrat.tv_a, 

regule en la esfera administrativa. el otorgamiento de autorizacio~iTes 

que la Ley no contempla, y que no sólo implican la autorización del 

quejoso a consumir marihuana y a realizar actos relacionados al 

autoconsumo, sino también la autorización de otras personas para que 

produzcan marihuana y la puedan entregar al quejoso para fines 

ajenos a los médicos y científicos, !o que como se ya se ha expresado 

aquí reiteradamente, la Ley no permite y además sanciona. 

No me queda duda entonces el que, la única forma en que los 

efectos del amparo podrán surtir plenos efectos, lo es si el quejoso o 

terceros cometen un delito, o si se obliga a instituciones o autoridades 

para que, en contra de la ley, y expuestas también a Ja comisión de un 
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delito, autoricen o entreguen dir,ectamente al 

quejoso el narcótico que indica desea consumir, o 

su semilla, que desea cultivar y 

cosechar. 

Algo adicional que conviene precisar, es q ni siquiera vía la 

marihuana decomisada podría ser posible acc er lícitamente a la 

"cannabis" para fines ajenos a Jos médicos ocie ~ 

Ello, puesto que, por un lado, los a culos ~ del Código 

Federal de Procedimientos Penales -abro _ad~~ 235 del Código 

Nacional de Procedimientos nt~stablecen reglas 

específicas para el destino de los decomis 

que se refiere a la marihuana o a sus plant 

que pueden existir en lo 

Códi o Federal de Procedim 

"ARTÍCULO 181.· Los instrum~tos, objet o productos del delito, as! 
como los bienes en que existan ellas o p¡Ji:/ieran tener relación con éste, 
serán asegurados a fin de que o alteren¡ desfruyan o desaparezcan_ El 
Ministerio Púb/ir;o, las policías y los peritos¡: durante la investigación y en 
cualquier etapa del proc¡senal, deberán ~guir las reglas referidas en los 
artículos 123 Bis a 123 · . La administ{ación de los bienes asegurados 
se realizará de conformida n la ley de la materia. 

' 
' Las auloridades~actúen en auxilio 'Pel Ministerio Público pondrán 

inmediatamente sición de ésfe los Qlenes a que se refiere el párrafo 
anterior_ El Minister1 Público, al moment& de recibir los bienes, resolverá 
sobre su aseguramiento y sobre la continuitfad o no del procedimiento al que 
se refieren ~rtícu/os 123 Bis a 123 Qu/ntus de este Código, bajo su más 
estricta resiJr}q#Jbilidad y conforme a las <:Jisposiciones aplicables. 

' ' 
Cuando se trate de plantíos de milriguana. papaver somniferum o 
adormidera. u otros estupefacientes, el /!Ainisterio Público, la Policía Judiciel 
o las autoridades que actúen en su auxilio, procederán a la destrucción de 
agué/loli, levantando un acta en la que se haga constar: el área del cultivo, 
cantidad o volumen del estupefaciente, debiéndose recabar muestras del 
mismo para que obren en la averiguación previa que al efecto se inicie. 

Cuando se aseguren estupefacientes o psicolrópicos, el Ministerio Público 
acordará y vigilará su destrucción, si esta medida es proceden/e, previa la 
inspección de las sustancias, en la que se determinará la naturaleza, el peso 
y las demás caracteristicas de éstas. Se conseNará una muestra 
representativa suficiente para la elaboración de los dictámenes periciales 
que hayan de producirse en la averiguación previa o en el proceso, según el 
caso. 
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Cuando se asegure petróleo crudo, hidrocarburos refinados, procesados o 
sus derivados, el Minisf.erio Público vigilará su aseguramiento y entrega sin 
dilación alguna a Petróleos Mexicanos o a sus organismos subsidiarios, para 
que proceda a su disposición final, previa inspección en la que se 
determinará la naturaleza, volumen y demás caracterísf¡cas de éstos; 
conseNando muestras representativas para la elaboración de los 
dictámenes pericieles que hayan de producirse en la averiguación previa y 
en proceso, según sea el caso_" 

Código Nacional de Procedimientos Penales 

"Ar1ícu/o 235. Aseguramiento de narcóticos y productos relacionados con 
delitos de propiedad intelectual, derechos de autor e hidrocarburos. 

Cuando se aseguren narcóticos previstos en cualquier disposición, 
productos relacionados con delil.os de propiedad intelectual y derechos de 
autor o bienes que impliquen un alto costo o peligrosidad por su 
conseNación, si esta medida es pror::edente, el Ministen'o Público ordenará 
su destrucción previa autorización o irrteNanción de /as autoridades 
correspondientes. debiendo previamente fotografiarlos o videograbarlos, asi 
como levan/ar un acta en la que se haga constar le naturaleza, peso, 
cantidad o volumen y demás características de éstos, debiéndose recabar 
muestras del mismo para que obren en los registros de la investigación que 
al efecto se inicie_ 

Cuando se aseguren hidrocarburos, petro/iferos o pe/roqulmicos y demás 
acl.ivos, se pondrán a disposición del Ministerio Público de la Federación, 
quien sin dilación alguna procederá a su entrega a Jos asigna/arios, , 
conlrat1stas o permisionarios, o a quien resulte procedente, quienes estarán -~.¡:'· 
obligados a recibirlos en los mismos tárminos, pare su destino final, previa 
inspección en la que se determinará /a naturaleza, volumen y demás 
caracter/sJicas de éstos; conseNando muestras representativas para la ' 
elaboración de los dictámenes periciales que hayan de producirse en la 
carpeta de 1nvesl1gacion y en proceso. según sea el caso" 

' ' ' ' 

Lo anterior, en relación con lo señalado en los artículos 48015 e ,e' 

la Ley General de Salud y 19316 del Códlgo Penal Federal, obllga a 

" • ARTICVLO 480.· Los proce<iimien!os pon•res y, en su ceso, le e¡ecuct<lII de !as sen"""'os por de/,/os a que se refl•ro 
esli> cap/lulo. se "'>/Irán /XI<,., d1sposic10n•s Jooales "'specüvas, sa¡,,, en lo• ca$0S /Jol de..tioo y deSlnRXióil de neo:ól>oos 
y le cle~oión do los <Jefdos come 9"'""' pera fl""s de! <>i<lf!l•miento de le /1betlod provisionel be¡o caución, en los oue/os 
'"' rorervarán las d1Spo>IC10nes del C&di¡¡o Federal de PfOCOOim!efl/os. Peneles" 

""Afrr/CVLO 193_. Se oom1def8n naro<lricos o /r>S est.,,,./acienles. p;JCOI~ y demos sus!Bn¡;,es o -efoles que 
dere,,.,,in•n lo Ley Ge,,.,...I de S.lud. los convenios y lr!il!>do.o in,.mocromtl•s de 00setvenc1a ob/¡¡¡elona en Mllxtc0 y los 
qüe :;e~a/en los dem<ls dlSpo!ioii>nos legel<is aplicables en lo malena. 

Pera /os ofoctos de os/e cep/lulo, son punibles !<is conduelas que se relacionenº"" los e,Jupef1<e11,,11es. ps!OOtnlp<e.as y 
demlls susl!i1i<01as previ>lo> en los anloui<» 237. 245; fracciones l. 11 y 111 y 248 de la Ley G•1>1Jral de SaliJd, lZlli 
oonsUtyven un problema a@ve pora fa saludwJblico 

El ¡uzgador, al indrvidualizar la l"'n• o lo mod"1a <Je "'f¡lln<iad a imponer por la comisrón do s!g~n def¡Jo previslo en esl!i 
capflulo. lomar"!. en c""nfa. adem6s de /o esleblecido on Jo! arllculco 51 y 52. fo cantidad y le e:<p•C>O da naredl'"'> de que 
se rral!i. os/ como Ja men<>r o mayor lesión o puo>la en P"ll<Jro <k le salud pO~lica y los condiciones po1>01?8/es de! au!oro 
IJ"rlfoipe del hecl>o <>la reincidencia en su caso. 

los norrohcos empie-s en Is ccmisrón de 1ru del11os a que se ref<0re e>le c8pl"'lo, "" p<¡ndnjn a d1Sf><>$iCi6n de la 
autorid•d sanl<ar!a federal. /o q"" orccAAirr"!. de acu•rdo ~on los disoOSICÍQ[¡•s o"'"'' de la maloria a su epro,,..,;,amienlo 
""lo o a su desinlccJ6n, 

Tr.oolndo<e de rnstrumon/os y velllculos U11ii•ados para comeler los d<l1los consid<rodo.o en os/e capl/ulo. es/ como de 
objelo.s y productos de esos delil<>s. cualqu••ra q.e soe la naturaleza de d!Chos bienes, :;e estar~ a lo d13puoslo en los 
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reflexlonar sobre si parte del decomiso de 

marihuana derivado de la comisión de un delito, 

podría ser entregado lícitamente a una persona 

que pretende su consumo recreativo, siendo que Ja legislación vigente 

sólo autoriza el uso médico o científico de la "cannabis". 

1 
Mi opin1on, es en el sentido de que el, articulo 193 del Código 

Penal Federal es claro en cuanto a que el aprovechami~ en su 

caso, se haría conforme a las disposicionef o leyes de la materia, por 

!o que me parece que no existe un espac~ lícito para~ se desviara 
• lo decomisado para ser entregado gratui~mente ~aún bajo el pago de 

derechos a una persona que no utillfará la iY-iuana para fines 

médicos o de investigación científica;f y~ al contrario, pretende 

utilizarla para fines lúdicos. .:· ~ 

(:·· Í 3.4.: NATURALEZA Y EFECT~E LAS AUTORIZACIONES. 

¡¡¡,' Como ya se anticipó en ~ªf' previas, un análisis integral de la 

~"'Le) General de Salud permite" c"dñb!uir que no existe espacio alguno -;·,~~en la misma que perm~el otorgamiento de autorizaciones de 
.. :¡:, 
·8'•<:cualquier especie, destina al uso recreativo o consumo lúdico de la 
;, ,'3'.i\O : 

marihuana. 

Incluso, ~cohol y el tabaco tienen una regulación propia, que 

expone los misi1i'os a control sanitario y a reglas específicas con 

estrictas obligaciones para todos aquéllos que intervengan en 

procesos afines; pero en el caso de la marihuana, las únicas 

autorizaciones que hoy día podrían otorgarse parecen estar acotadas 

•rtlculos 4D y 41 Poro ""' fin, el M.nis/orn> Púb!Jw dispondrá duron!o lo overi¡¡uación P""'ia el oseguramien/O qu• 
COffesponda y el des/ino P"'C"dBnle en apoyo a la p""'uraciOn de ¡us-. o lo oolic1!ará •n •I proc•so. Y promover(! el 
dacom#JC para que los b1•nes de que se !ralo o su p/Oducro se des~nen a la tmparl,.,,¿¡n de justicia, o bien, promover(! en su 
0030, /a'""""""'°" y la privi>CJÓfl de d<rec~os agrarios o de oira Indo/o, ant. las aufl:Jndodes que resu/1!1n comporentes 
COJ>loim• a las normas op!rcob.'os". 
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a los usos médicos o científicos, debiéndose precisar que al momento 

de la impugnación, los únicos usos permitidos eran los científicos. 

Pero lo relevante, es que la Ley General de Salud contempla 

autorizaciones sanitarias para (a) los establecimientos dedicados al 

proceso de los medicamentos que contengan estupefacientes o 

psicotrópicos (art. 198, fracción 1) y (b) !a venta o suministro de 

medicamentos y otros insumos para Ja salud que contengan 

estupefacientes, substancias psicotrópicas y productos que los 

contengan (art. 204). 

Incluso, se prevén en el artículo 222 de la propia Ley General de 

Salud, reglas que establecen los requisitos aplicables al otorgamiento 

de las autorizaciones correspondientes a los medicamentos y a su 

registro, y en el Título Décimo Sexto de la Ley, se contempla todo un 

apartado referido a las autorizaciones y certificados previstos 1~-~~ 
Ley, contemplándose que las primeras podrán tener el caráctel ~ "\~ 
licencias, permisos, registros o tarjetas de control sanitario (art. 3 ;), ,::"f ., 
que dlchas autorizaclones se otorgarán por tiempo determinado,, _.,::J 

las excepciones que establezca la ley (art. 370); que requieren regis· ~.;;~ 
. ' sanitario los medicamentos. estupefacientes. substancias 

psicotrópicas y productos que los contengan (art. 376), mismos que 

tendrán vigencia de cinco años; y que, las autorizaciones sanitarias 

podrán ser revocadas cuando: 
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• Los productos o el ejercicio de las actividades que se 

hubieren autorizado, constituyan riesgo o daño para Ja salud 

humana (art. 380, fracción !); 
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• El ejercicio de la activi d que se hubiere 

autorizado, exceda lo límites fijados en 

la autorización 

entre otros supuestos, 

80, fracción 11); y, 

• Porque se dé un uso distinto a la aut rización (art. 380, f. 111}. 

Luego entonces, la concesión del mparo en los términos 

aprobados obligará a la autoridad adminis 

autorización para consumir recreatlvam 

tendría que otorgarse -pues la Ley no Ja 

bajo qué condiciones o requisitos y tod 

fundamento legal. 

tiva a prever ~tipo de 

te marihuana ~. la que 

'ntempla-, ~qué vigencia, 

!lo, en estricto sentldo, sin 
. (,, 

Mis cuestionamientos derivan, e , ras, de las siguientes 

interrogantes: ¿Bajo qué fundamento ~gal se puede otorgar una 

'"i""ªl:!t~rización para que el quejoso c~a marihuana y realice actos 

i' '' -,:;~s?; ¿Qué fundamento leg~ervirá ~\;a autoridad para autorizar a 

~J'.'!fá~oratorios o centros de inv~ación ~ que desvíen el uso de la 
,:{S'i.l>;;'." ~ 

~~~rih~ana de que dis~an destina' exclusivamente a usos 

1~\J~-~:Ol6ntíficos o médicos, Pija redirigirla a fines diversos, como los 

~~''fócl'fcÜs?; ¿existiría ,J¿g~n porcentaje má;Jmo de concentración de la 

substancia psicotr~ THC en los ¡\íroductos que se autorlce 
;:: 

consumir?; ¿~tipo de semilla sobre la~ variantes de la cannabis se 

podrá entreg~al quejoso, cualquiera~ que él solicite o sólo la 

disponible a pesar de que no sea Ja que necesariamente desee 

consumir?; ¿si la propia sentencia reconoce que la marihuana 

representa un rlesgo para la salud por el daño que puede provocar, 

que acaso no la autorización que se otorgare al quejoso, tendría que 

ser inmediatamente revocada de conformidad a lo señalado en el 

artículo 380, fracción 1 de la Ley General de Salud -no impugnado-?. 

43 



AMPARO EN REVISIÓN 623/2017 
VOTO PARTICULAR 

En fin, me parece complicado ordenar a la autoridad sanitarla a 

otorgar una autorización al quejoso y otras autorizaciones a terceros 

que !a Ley no contempla, y que incluso, sanciona en normas que no 

fueron impugnadas. 

Insisto, con la sentencia de amparo que nos ocupa, básicamente 

se estaría obligando a la autoridad administrativa a regular en la esfera 

administrativa, cuestiones que la Ley no contempla e incluso, a regular 

administrativamente aspectos que estarían violando la Ley General de 

Salud y el Código Penal Federal. 

3.5.- POSIBLE COMISIÓN INDIRECTA DE DELITOS EN QUE 

PODRÍA INCURRIR EL QUEJOSO. 

De Jo ya expuesto, ha quedado clara mi postura en cuanto a los 

efectos que tendría la sentencia de amparo en la posible comisión de 

delitos por parte de quienes suministraren el narcótico al quejoso, r·¡: ..... ~. 
. <!;' 

existe otro punto que me preocupa; y es que, en realidad, exr¡3t ~ 

determinados delitos que aún cometidos por terceros, podrí~~~ 
··:'; 

impactar la esfera de Ja conducta del propio quejoso. 

Aquí es importante considerar lo 

Código Penal Federal. 

'" ' " 
'1~ 

previsto en el artículo i3 -
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"Artículo 13.- Son autores o partícípes del delito: 

l.- Los que acuerden o preparen su realización. 

11.- Los que los realicen por sí; 

111.- Los que lo realicen conjuntamente; 

IV.- Los que lo lleven a cabo sirviéndose de otro; 

V.- Los que determinen dolosamente a otro a cometerlo; 

VI.- Los que dolosamente presten ayuda o auxilien a otro para su 
comisión; 
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VII.- Los que con posterioridad a .su ejecución 
auxilien al delincuente, en cumplimiento de una 
promesa anterior al delito y " 

VIII.- Los que sin acuerdo prev· , intervengan 
con otros en su comisión, cuando no se p a precisar el 
resultado que cada quien produjo. 

Los autores o partícipes a que se refiere 
responderán cada uno en la medida de su p 

I presente arliculo 
i'a culpab11idad. '' 

Para los sujetos a que se refieren las fra tones VI, VII y VIII, se 
aplicará Ja punibilidad dispuesta por el rtículo 64 bis ~te 
Código.'' ' ~ • 

Esto es, si la planta o semilla stbtiene de~ tercero que 

ilícitamente la posee o cultiva, cosech_~r o sienJ,Wa. luego entonces, 

quien recibe Ja semilla o planta, pgdría est~mplicado en las 

consecuencias del delito cometido por,qu~ependiendo ello, desde 

luego, de las condiciones en que se difse ~quisición en cuestión. 

' 
<>~i'.'. Bajo esta misma línea, s> algui~esviare o autorizare el desvío 

,~e marihuana de los fines exc~iva~ente médicos o científicos a los 

que legalmente se encontrare d~nq_da, a otros distintos a los que la 

~' ·Ley contempla, esto es, ~s lúdic$, no sólo estaría cometiendo un 

:':~~ ... ?ellto, sino que también ~an exte~derse sus efectos a la autoría o 
0\-... ~ . • 

participación que e~ proceso tuv~~ra quien adquirirá la marihuana. 

' Y es qu~evamente, el quejoso podría llegar a obtener con la 

sentencia una aáforización administrativa para consumir marihuana, e 

incluso para, entre otros actos, sembrarla, cultivarla o cosecharla, pero 

no me parece que esa autorización pueda extenderse al hecho de 

comprar o recibir gratuitamente dicho narcótico de un tenedor legal 

que, supuestamente, por Ley, no puede dar a la misma, bajo 

consecuencia de sanclones penales y adminlstrativas, un uso distinto 

al que le fue expresamente autorizado conforme a la propia Ley; y en 

estricto sentido, aun excluyendo del ámbito de aplicación del quejoso 
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las normas que en la sentencia se estiman inconstitucionales, lo cierto 

es que pienso que ni el quejoso ni la autoridad podrían obligar a ,un 

tenedor legal a vlolar la ley, sólo para que el quejoso pueda fumar 

recreativamente marihuana. 

3.6.- IMPLICACIONES DE CONVENIOS SUSCRITOS POR EL 

ESTADO MEXICANO EN MATERIA DE ESTUPEFACIENTES, 

SUBSTANCIAS PSICOTRÓPICAS Y DE SU TRÁFICO ILÍCITO. 

En primer término, me parece lmportante destacar lo que 

disponen Jos artículos 235, fracción 11 y 247, fracción 11 de Ja Ley 

General de Salud, en porciones no impugnadas en el juicio de amparo 

que nos ocupa, pues en Jas mismas, existen mandatos expresos de! 

legislador en el sentido de que la siembra, cultivo, cosecha, 

elaboración, preparación, acondicionamiento, adquisición, posesión, 

comercio, transporte en cualquier forma, prescripción médica, 

suministro, empleo, uso, consumo y, en general, todo acto relacionado ._,; 

con estupefacientes, substancias psicotrópicas o con cua14ui~~~ 
producto que Jos contenga queda sujeto a los tratado$ J~\{;:~ 

~" . ; 

convenciones internacionales en los que los Estados Uni~J ~·::~ 

Mexicanos sean parte y que se hubieren celebrado con arreglo -·· 

disposiciones de !a Constitución Política de !os Estados Un;Mb~· .,, 

Mexicanos. Dichos preceptos, se transcriben a contlnuación 

nuevamente para mejor ilustrar lo en ellos referido: 
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''Artículo 235. La siembra, cultivo, cosecha, elaboración, 
preparación, acondicionamiento, adquisición, posesión, 
comercio, transporte en cualquier forma, prescripción médica, 
suministro, empleo, uso, consumo y, en general, todo acto 
relacionado con estupefacientes o con cualquier producto que 
los contenga queda sujeto a: 

l. Las disposiciones de esta Ley y sus reglamentos; 
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'-~ -

"' - , ' 
l~·,, .. 

/JI_ Las disposiciones que .J~pida el Consejo 
de Salubridad General; ,' 

IV. Lo que establezcan otras leyes y disposiciones de carácter 
general relacionadas con la materia; .f 

V. {Se deroga). )f 
" 

VI. Las disposiciones relacionac{~s que emitan otras 
dependencias del Ejecutivo Federal en e/ ámbito de sus re~as 
competencias. ,f ~ • 

Los actos a que se refiere este Alulo sólo po~n realizarse 
con fines médicas y científicas y refuerirán autoritiJ:r¡¡ón de la 
Secretaria de Salud_ J 

Artículo 247. La siembra, cu/t _o, cos~ elaboración, 
preparación, acondicionamiento, adquisic1on, posesión, 
comercio, transporte en cualquier r.~ rescripción médica, 
suministro, empleo, uso, consump general, todo acto 
relacionado con substancias psicorp1 o cualquier producto 
que Jos contenga, queda sujeto a: ~ 

J_ Las disposiciones de esta ~sus reglamentos; 

' 

///. Las dispos1 ex/:iida el Consejo de Sa/ubn'dad 
Genera/; ; 

IV. Lo _kr:>.ab/ezcan ot~s t1yes y disposiciones de carácter 
general relac1~~; con /e matene; .' 

v.~eroga) { 

VI. Las disposiciones relacionadas que emitan otras 
dependencias del Ejecutivo Federal en el ámb11o de sus respectivas 
competencias. 

Los actos a que se refiere este Articulo sólo podrán realizarse con 
fines médicos y científicos, y requerirán, al igual que las substancias 
respectivas, autorización de la Secretaria de Salud." 

Lo anterior, me obliga a entender que a pesar de que se haya 

dispuesto la inconstitucionalidad del últlmo párrafo de ambos 

preceptos, to cierto es que al no haberse impugnado Ja fracción 11 
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de dichos artículos. sus alcances legales siguen vigentes, con la 

implicación de que Ja autoridad y destinatarios de la norma, tendrían 

que sujetarse a lo que dichos tratados y convenciones señalan. 

En la materia que nos ocupa, destaca la suscripción de los 

siguientes instrumentos internacionales y de las implicaciones que en 

los mismos me permito referir: 

Art. 23. Organismos 
Nacionales para la 
Fiscalización. 

:.§'' ;, 
Se establece la clara intención de que la Convención suscrita, 
tiene por objeto limitar el uso de estup6facientes a los fines 
médicos y científicos. 

El precepto establece la obligación de los Estados parúl, en el 
sentido de que si llegan a permitir el cultivo de la planta de la 
cannabis, luego entonces, tendrán que aplicar medidas de 
fiscalizaclón similares a las establecidas para el opio, y que 
incluyen la produe<:ión controlada y centralizada del 
estupefaciente; de tal forma que los organismos oficiales 
establecidos al efecto, serán los encargados de, entre otras E~ 
acciones: ' ' 

' "' .. -~ 
• Determ'1nar las zonas y parcelas de terreno en que se' ",''} 

permitirá el cultivo. ,:~ 

• Otorgar licencias para la producción a cultivadores. ;: : ;s 
• Recibir de todos los cultivadores la tolalidad de ·'.·-·l 

cosechas. (,! 
-- ----~+----~ --------

Articulo 30. Se establece la obligación de los Estados parte, de exigir recetas 
'"- - .,_, 

Comercio y médicas para el suministro o despacho de estupefacientes a 
Distribución. particulares; lo que presupone que, en su caso, el único fin que 

puede tener el acceso de los particulares a este tipo de 
substancias, debe ser el médico. 

Articulo 
Transitorio. 
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También se prevé que, en su caso, las excepciones, sólo pueden 
aplicar para quienes estén autorizados para ejercer funciones 
terapéuticas o científicas, y sólo mientras se ejerzan dichas 
funciones. 

2° Se contempla la obligación de los Estados parte, que hubiesen 
formulado reserva para el uso de la cannabis ra lines no 
médicos, de ase urarse de 

pero en todo caso dentro de un 
plazo de 25 años a partir de la entrada en vigor de la presente 
Convención". 

Compromiso desde luego, aplicable inmediatamente pars los 
Estados, como el Mexicano,~ no hicieron reserva~ ese 
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del uso a tos 
médicas 
científicos. 

Art. 
Disposiciones 
especiales 
aplicables a 
sustancias de 
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Incluye en su lista 1 a la "cannabis" y su resina. así como a Jos 
extractos y tinturas de cannabis, como un esti.ipefaciente sujeto a 
todas las medidas de fiscalización previstas,en la Convención. 

------- -f-c_' _ __,,~.--~ 
J' 

autorizadas en establecimientos di científicos que estén 
7. bajo !a fiscalización directa de • s gobiernos o expresamente 

,., ,, 
aprobados por ellos. 

®' Lista l. __ ---=~~~ 
,, \~rticuto 20. Medidas Se establece e los Estados parte, de adoptar 

~·.'· 1,t:'onfra el uso ara revenir e! uso indebido de 
~S'0_Tidehido de asegurar la pronta identificación, 
c5'·:sustancias tratamiento, postratamiento, rehabilitación y 
:e- · ;slcotróplcas. readaptación s ci personas alectadas. 

-~~::·rc'~~rt~,-,,~,.---~,~,~. ~-~~~~~ t~~ 
:.\1.1,; 'Disposiciones _.,,;, 
-,_;",- 'penates • .... ~ 

Lista t Incluye en su Lista 1, con el número 26, al tetrahidrocannabinol, 
así como a los isómeros y sus variantes estereoquímicas 
precisadas en el anexo en cuestión. 
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sanciones 

Articulo 14. Medidas 
para erradicar et 
cultivo ilicito de 
plantas de las qua 
se extraen 
estupefacientes y 
para eliminar la 
demanda ilícita de 
estupefacientes y 
sustancias 
sicotrópicas. 

Similares previsiones existen para, entre otras conductas, la 
posesión o la adquisición de cualquier estupefaciente o 
sustancia sicotrópica, así como para la producción, la 
labricación, la extracción, la preparaclón, la oferta, la oferta para 
la venta, la distribución, la venta, la entrega en cualesquiera 
condiciones, el corretaje, el envío, el envío en tránsito, el 
transporte, la importaclón o la exportación de cualquier 
estupefaciente o sustancia sicotrópica en contra de lo 
dispuesto en ra Convención de 1961, en la Convención de 
1961 en su forma enmendada o en el Convenio de 1971. 

Se establece que a reserva de Jos principios constitucionales y 
de los conceptos fundamentales del ordenamiento juríd'1co de Jos 
Estados, cada una de las Partes adoplará las medidas que sean 
necesarias para tipificar como delitos penales conforme a su 
derecho interno, Cuando se cometan intencionalmenlB, la 
posesión, la adquisición o el cultivo de estupefacientes o 
sustancias siootrópicas para el consumo personal en contra de lo 
dispuesto en la Convención de 1961, en la Convención de 1961 
en su forma enmendada o en el Convenio de 1971. 

Contempla la obligación de Jos Estados parte, de adop, f, · 
medidas adecuadas para evitar el cultivo filE!!!:! de las pla · . " 
que contengan estupefaclentes o sustancias sicotrópicas, ~i!,k"·. 
como las plantas de adormidera, los arbustos de coca y'!!§'. • 
plantas de cannabis, así como para erradicar aquellas que s·e. ;; 
cultiven ilícitamente en su territorio. Las madidas que se adopten 
deberán respetar los derechos humanos fundamentates"'y · 
tendrán debidamente en cuenta los usos tradicioríales 
lícitos. donde al respecto exista la evidencia histórica, así como' 
la protección del medio ambiente_ 

El marco convencional referldo, suscrito por el Estado Mexicano, 

deja claro el compromiso asumido por el país, para erradicar el uso de, 

entre otras sustancias, la "cannabis", para fines distintos a los 

científicos y médicos. Esto es, se trata de compromisos que buscan 

precisamente evitar e! consumo recreativo de la marihuana, y aún, 

limitar su uso científico y médico. 
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El primer punto relevante, es que es desde 

fuentes de naturaleza convencional, que se 

considera a la marihuana y al tetrahidrocannabinol 

como estupefacientes y psicotrópicos sujetos a máxima fiscalización 

(Grupo 1). Luego entonces, aunque la concesión del amparo implique 

la inconstitucionalidad del último párrafo, respectivamente, de los 

artículos 235 y 247 de la Ley General de sftlud, que son los 

dispositivos que establecen que los actos pre~·sados e~ propio 

precepto sólo podrán realizarse con fines mE;fdicos y científicos, y 

previa autorización; tal previsión, aunque en u}a fue~onvencional, 
seguiría estand.o vigente, y cuando menos, cjnl~a_ría en automático, 

de obviarse su observancia, a un incumplimjento ~stado mexicano. 
~,. 

Visto desde otra óptica, la concesi~ amparo en los términos 

que plantea la sentencia vinculada a ,, . sente voto particular, estaría 

~· '·.:·~barcando implícitamente, la inca ucionalidad de un tratado 

',
1 
*1ternacional no impugnado, o~an menos, estaría impulsado un ,,, 

'Y desconocimiento de compromis s Jnternacionales que no fueron 
.. -' ' ;-

· :-~t~-etos de escrutinio con~ional .. :J 

Otro factor r~~~nte, es 9'ue, si bien en el fallo se propone 

conceder et ampa~ contra'tde lo señalado en el artículo 245, 

fracción ! de I~ General de Salud, que es el que establecía antes 

de la reforma de 2017, al tetrahidrocannabinol, como una substancia 

psicotrópica de escaso o nulo valor terapéutico, susceptible de uso 

indebido o abuso, lo cierto es que los instrumentos internacionales 

referidos, siguen considerando a la substancia como de dicha 

naturaleza y sujeta a esquemas de máxima fiscalización. 
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Además de lo anterior, los instrumentos internacionales 

referldos, dejan clara la postura de los Estados firmantes, y su 

compromiso para criminalizar Ías conductas previstas en los propios 

Convenios, y si bien se permite en ellos que los farmacodependientes 

o consumidores puedan no ser declarados culpables o sancionados 

penalmente, para en lugar o en adición a ello, ser sometidos a 

medidas de tratamiento, educación, postratamiento, rehabilitación y 

readaptación social, lo cierto es que en ningún momento Jos convenios 

descartan que se haya cometido un delito, como en particular, puede 

advertirse de lo que dispone el Convenio sobre Sustancias 

Sicotrópicas de 1971 en su artículo 22: 

"Artículo 22 
DISPOSICIONES PENALES 
1. a) A reserva de lo dispuesto en su Constitución, cada una de las 

Partes considerará como delito, si se comete intencionalmente, 
todo acto contrario a cualquier ley o reglamento que se adopte en !'', 
cumplimiento de las obligaciones impuestas por este Convenio y . 
dispondrá lo necesario para que tos delitos graves sean fr ·:·:, 
sancionados en forma adecuada, especialmente con penas de \ \·.~ 
prisión u otras penas de privación de libertad. ~S ; 

. ~ 

b) No obstante, cuando fas personas que hagan uso indebido d~-~~·i~; 
sustancias sicotrópicas hayan cometido esos delitos, las Part ' _¡§.~~'''·"'' r,f 
podrán, en vez de dec/ararfas culpables o de sancionarla --"""-. f'7.·,,1 

penalmente, o, además de sancionarlas, someterlas a medidas de 
tratamiento, educación, postratamiento, rehabilitación y 
readaptación social, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 
1 del artículo 20." 

De igual forma, del artículo 20, apartado 117 del citado Convenio, 

se desprende la obligación de los Estados firmantes, de asegurar la 

pronta identlficación, tratamiento, educación, postratamiento, 

rehabilitación y readaptación social de las personas afectadas; esto 

es, de los consumidores o farmacodependientes, lo que no me parece 

pueda ser compatible con el otorgamiento de licencias para el 

" Ar1/cu/o 20 MEDIDAS CONTRA EL USO INDEBIDO DE SUSTANCIAS S/COTRÓP!CAS 1 LM Partes 
adoptanln (Odas las medidas posibles paro prevenir el uso indebido de suslanc1as .sicollÚpicas y asegurar la 
pronta iden/if1Cación. Ira/amiento, educación. pos/ralam1en/o, rahabililación y readap/adt>n social de las 
perófJnas afectadas, y coordinaran sus esfuerzos en este sentido". 
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consumo lúdico de marihuana, y, en último caso, 

la licencia provisional que pudiera expedirse, 

tendría que venir acompañada de dichas medidas, 

lo que también denotaría cierta incongruencia. 

Pero en todo caso, la autorización en cuestión só!o podría 

otorgarse si se incumple el compromiso del Estado Mexicano, 

contenido imp'.ícitamente en el artículo 49, apartado 2, in~ de la 

Convención Unica de 1961 sobre Estupefacientes, en el sentido de 

que el uso de la cannabis para fines que no sean mé~ y científicos 

deberá cesar Jo antes posible, pero en todo ca~ dentro de un plazo 

de 25 años a partir de la entrada en vlgol' de la ICeAvención; y siendo 
, 

que México no hizo reserva al respe~_o, ~quiera le aplicaba dicho 

plazo, sino que el uso ajeno a los fif1éS ~cos y científicos, debía 
! i 

®'>,cesar de inmediato, máxime que la.~e~rva -por máximo 25 años-, en 

~~µ caso, sólo podía aceptarse si ay~ento de la firma del convenio, 

~~~¡_, wso de la cannabis fuese tra · ilrÍal y estuviese autorizado. 
,;·x·:·. . . 
_,.'jJ.';._;. 
}-<-;¡•íf_:.;• 

;).~'¡~~_. __ De cualquier forma~! o de 25 años para los países que en 
ir "',_ 
¡u~~. entonces suscribieron nvención ya venció, y no existe duda 
--•-su~1 

de que el marco ju~lc~ convencional hoy vigente en Ja materia y que 

no fue impugnado ~juicio de amparo, prohíbe que la marihuana 

médicos. 

Es con base en lo anterior, que difiero de las consideraciones 

que se contienen en la sentencia aprobada por la mayoría, en el 

sentido de que la concesión del amparo, no contraviene !o dispuesto 

en instrumentos internacionales de la materia, pues a mi parecer, nada 

en dichas Convenciones permite que las conductas ahí establecidas 

dejen de ser delito, sino sólo que pueda sustituirse la condena penal 

por el tratamiento; o que incluso, no sea declarado culpable el 
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consumidor o farmacodependiente si se sujeta a medidas de 

tratamiento, educación, postratamiento, rehabilitación y readaptación 

social, pero no que los Estados puedan dejar de considerar como 

delito determinadas actividades relacionadas con el consumo 

lúdico de, entre otros narcóticos, la marihuana. 

De igual forma, no me parece que lo previsto en el artículo 3 de 

la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de 

Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas de 1988, deba 

entenderse en el sentido de que los estados miembros podrán dejar 

de establecer como delito Ja posesión, adquisición o cultivo de 

estupefacientes o substancias psicotróplcas para el consumo 

personal, si ello es contrario a sus principios constitucionales o cuando 

ello sea contrario a los conceptos fundamentales de su ordenamiento 

jurídico. 

Ello, puesto que, en primer !ugar, no me parece que n! la 

Constitución Mexicana ni los instrumentos internacionales suscritos -,_­

por el Estado Mexicano, contemplen un derecho humano a inge~ir, 

narcóticos para fines recreativos; y si bien, pudiera conceder, sujetot~ 
' prueba, que el consumo del tabaco y del alcohol, que sí son permitidas· 

en determinados contextos por la legislación mexicana, pudieran 

generar similares daños a los del consumo de marlhuana, lo cierto es 

que la diferenciación que nos ocupa, deriva en principio de 

instrumentos internacionales que conforme al artículo 133 

constitucional, son Ley Suprema de la Unión, y que no fueron 

impugnados en el juicio de garantías de que se trata, nr menos 

declarados inconstitucionales, por lo que siguen vigentes. 
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Y en todo caso, una cosa es que puedan 

reducirse las sanciones penales a los 

consumidores o farmacodependientes de 

marihuana, o que incluso, no se les sancione o crlminalice, y otra muy 

distinta que el Estado Mexicano empiece a otorgar autorizaciones para 

el uso recreativo de la "cannabis", lo que sin duda, me parece vulnera 

frontalmente los compromisos del Estado Mexicj?'o asumidos en los 

tratados internacionales antes referidos. , ~ ~ 

3.7.- IMPORTACIÓN DE LA MARIHUA 

Por razones afines a !as que antes e ~puesto, me parece 

razonable que se niegue el amparo al quej · o e/Wque se refiere a la 

importación de la marihuana que soliclta, nque aquí, creo relevante 

destacar que la negativa, en la sent aprobada, descansa en 

parte, en e! hecho de que el quejos o impugnó la totalidad de los 

. .1.-~':Pr'?'ceptos normativos que prohíben actividad y que, de haberse 

~.":: 'r~-clamado, le permitirían p~ci mente la importación en Jos 

~--' térmi'nos solicitados. 
~;¡;' 

·~}:::" Mi cuestionamient~ est parte, surge porque prenso que 
.Dí/¡/. .\'"" 
~' - sirrl.ilar razonamiel)l@,,. ~e~ría. plicar en lo que se refiere a la 

adquisición de la ~uanVy a las demás actividades que para el 

consumo de ~nnabis reclama el quejoso; pues lo cierto es que, 

como relato en este voto particular, el peticionario de garantías 

tampoco impugnó la totalidad de los preceptos relacionados que le 

permitirían al mismo acceder a la marihuana y a su semilla, a Jos 

terceros entregarle dicho narcótico y a Ja autoridad autorizar dicha 

entrega. 
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Además, como he referido, en mi opinión, ello tendría que 

abarcar también la impugnación de las Convenciones de las que 

derivan las obligaciones del Estado Mexicano para regular en 

determinado sentido a la ªcannabis" y a su uso, así como a las 

disposiciones administrativas y penales que sancionan actividades 

relacionadas. 

3.8.- IMPOSIBILIDAD JURÍDICA PARA CUMPLIR LA 

SENTENCIA DE AMPARO. 

Entiendo desde luego, que sería difícil en un solo juicio y por un 

solo quejoso, cuestionar de manera integral el marco jurídico nacional 

y convencional, que regula administrativa y penalmente a la 

"cannabis", acreditando además en todos los casos, el interés jurídico 

o legítimo que sería necesario para ello; y, por tanto, pienso que el 

juicio de amparo no necesariamente es la vía constitucional para 

cuestionar políticas públicas que contienen prohibiciones absolutas 
' como la que nos ocupa, y que impactan directamente políticas de { \ 

~ .,,. 1 
autorización, sanciones administrativas, delitos y demás situaciones~.~ 

'\ •. 

' afectas a un régimen generalizado de proh·1bición. 
!--- ' -., f1,!l:t!< ., __ ,, 

1.ll'i'J;</,C'.'; 

Ello, pues posiblemente, bajo similares consideraciones a las Ji:i*:;;,;;:,,.-

fallo de la mayoría, a partir de un diverso juicio de amparo, un quejoso 

sancionado penalmente por el consumo y posesión de marihuana, 

podría defender la inconstituciona!idad del precepto legal que le 

sanciona y quizás, argumentar que el libre ejercicio y desarrollo de su 

personalidad, ni siquiera exige de autorización o licencia para dicho 

consumo, como no lo requiere para fumar o tomar alcohol. 

Bajo esa lógica, que no necesariamente comparto, existiría 

espacio para una potencial concesión del amparo a dicho quejoso que 

sí pudiera surtir plenos efectos, pues se lograría la desaplicación del 
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marco jurídico que le genera perjuicio, pero partir 

del otorgamiento de una autorización que la ley no 

contempla, y más aún, ordenar a la autoridad para 

que otorgue autorizaciones que la Ley no le autoriza a fin de que 

terceros entreguen al quejoso la marihuana, y todavía, ordenar que 

tenedores legales desvíen la marihuana a fines ajenos a !os que su 

autorización ampara, con posible exposición a li comisión de delitos, 

sí me parece da lugar a fines y 

contempló para el juicio de amparo. 

' 

efectos qÜe ¡·-
{ ~ 

ta Con~ión no 

Posiblemente, una acción de inca ituci~a:idad, en términos 

del artículo 105 de la Carta Magna y de u Ley~lamentaria, podría 

tener mayores efectos y quizás alguno s~es a los que contiene la 

sentencia de amparo, pero el artícul 1 e la Constitución acota 

perfectamente los alcances que p 

ll)o~Juicio de garantías, y no me 

~directamente invalidar prec 

~~[fup!icar su inobservancia, 
~~,_'' -)' "' 
-~· ""- : 

~~'s:i_ntas al quejoso. 

-¡r.rsr~'I'-~: •·1~.-. 

de tener una sentencia en un 

que éstos puedan directa o 

distintos a los impugnados, o 

parte de personas 

;~~~~¡En todo caso&~º acto previo a la fijación de la litis del juicio de 

garantías, podría el~z de Distrito prevenir al quejoso con respecto a 

su demand~ara que precisare si está reclamando o no 

determinadas diposiciones jurídicas de orden nacional o convencional 

que pueden derivar de lo reclamado en su demanda, y de existir 

interés jurídico o legítimo al respecto, podría construirse una litis 

constitucional más compleja sobre dicha materia, pero aceptar que 

una sentencia de amparo, tenga efectos que alteran dicha litis y que 

además, tienen una consecuencia erga omnes, no me parece Jo 

adecuado. 

57 



AMPARO EN REVISIÓN 623/2017 
VOTO PARTICULAR 

Primero, porque Ja técnica del juicio de amparo no lo permite 

actualmente; y segundo, porque se deja en estado de indefensión a 

las autoridades responsables, que son contraparte del quejoso, pues 

en un asunto como el que nos ocupa, no tuvieron la oportunidad de 

defender Ja constitucionalidad de normas administrativas y penales, 

que con Jos efectos que se están dando al amparo, necesariamente 

serán inaplicadas, pues de otra forma, no será posible que el quejoso 

acceda a Ja semilla de la marihuana que pretende sembrar, cultivar, 

cosechar y consumir, entre otras actividades. 

A la vez, Jos tenedores legales de marihuana, autorizados para 

su posesión y uso con fines exclusivamente médicos o científicos, y 

que con los efectos que se dan al amparo, debieron haber tenido el 

carácter de terceros interesados, no serán escuchados ni menos 

podrán defenderse con la obligación que indirectamente se les está •\°" 

imponiendo para entregar gratuitamente o para vender al quejoso la ·,:,~ 

semilla de marlhuana. 

Esto es, surge una nueva pregunta relacionada a qué pasaría.sí. 

' : .>· 

·,~1. 

,.; .,, ' ' 

un tenedor legal de la cannabis, se opusiera a entregar al quejoa:o,:,1a ·''J, 

semilla de marihuana, sea por evitar dar a la misma un uso diverso a 

la autorización de que disfruta y al que Ja ley !e otorga, sea por evitar 

la revocación de dicha autorización o alguna sanción administrativa o 

penal, o sea simplemente porque en su ética o conciencia no 

comparte Ja idea de entregar la marihuana a un particular para su uso 

recreativo. 

Con Jos efectos que se dan al amparo, difícilmente un tenedor 

legal de marihuana podría a su vez recurrir al amparo para evitar 

entregar marihuana a una persona para fines médicos, y ello, sin 

duda, me parece preocupante, pues bajo Ja idea de beneficiar a una 
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persona que únicamente impugna determinados 

preceptos legales, en realidad, la sentencia de 

amparo está provocando que distintos preceptos 

legales no impugnados dejen de observarse. 

La Ley de Amparo, en sus artículos 196, segundo páfrafo y 201, 

fracción 11, contempla implícitamente Ja posibilidad de qt,lé se declare 
l 

por el órgano judicial, que existe la imposibilidad matfria~ridica 

para el cumplimiento de una sentencia de amparo; Jo' cual, a su vez, 
• 

deriva de lo contemplado en la fracción XVI ~rtículo 107 

" constitucional, y cito ello, pues me surge ~nueva inquietud, 
i 

previendo que las autoridades o los tenedores , es, no estuvieran 

en condiciones, como se prevé en el tal!~ .f~tregar lícitamente la 

semilla al quejoso, pues una cosa es ~os mismos dispongan , 
lícitamente de ella para determin~..?~ us¡s. y otra que puedan 

'.'lícitamente entregarla a un tercero f'LW dilos fines para los que su 

·uso fue autorizado. g 
;;1 «~ I 

'.·:i.· ~ ... _. Acaso, en este sup~, se inicia¡J el proceso de cumplimiento 

i'&~-~ sentencia de ampa~ todas sú~ etapas, incluida Ja destitución 

y consignación de ~r~dades que alegaren que están impedidas para 

entregar o autorizar~mente la entrega de la semilla, si por ejemplo, 

un tenedor le~e niega a hacer dicha entrega; acaso, se dará el 

carácter de aut;ifciad vinculada a los tenedores legales de marihuana 

y finalmente, de no poderse entregar la semilla, se iniciará un incidente 

de cumplimiento sustituto para entregar al quejoso vía convenio o sin 

él, otro narcótico o una cantidad económica como indemnización por 

no permitirle consumir lúdicamente marihuana, y en su caso, qué 

pasaría con los organismos encargados de administrar los convenios 

internacionales suscritos en la materia y con las recomendaciones u 

observaciones que formularen al Estado Mexicano, si en franca 
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contravención a los mismos, se otorga una autorización para el 

consumo recreatlvo de Ja marihuana. 

Será entonces que México deberá retirarse de las Convenciones 

suscritas o qué reacción debería tener ante una sentencia de amparo 

que supuestamente no tiene efectos generales, pero que le obliga a 

actuar en contra de tratados internacionales que infieren compromisos 

específicos que se estarían violando con la autorización otorgada. 

Todo ello, surge precisamente como interrogante porque los 

efectos que finalmente está teniendo la sentencia de amparo, parecen 

ser más bien generales y no acotados al quejoso y a las normas que 

impugnó y que fijaron la Iitls del juicio de garantías. Ante ello, reitero mi 

postura en el sentido de que el juicio de amparo, si bien puede derivar 

en la inconstitucionalldad de tipos penales impugnados, no puede 

llevar a una sentencia que consienta, tolere o promueva la comisión de ',. ,, 
delitos y la inobservancia de dispositivos legales administrativos y·}"'-

1 d d ' 1 ., ' 1 l~.' pena es e or en nac1ona e 1n ernac1ona . '~ 

' 

En el presente caso, sigo sosteniendo que no exlste vía Iíi'-1!~'.{; 
¡._¡; ... ,~·· 

para que el quejoso acceda a la semilla de marihuana para fi _·.·_ f: 

lúdicos, que en contraparte, no existe vía lícita para que tenedores 

legales de marihuana !e entreguen la semilla para fines distintos a los 

científicos o médicos, ni menos vía lícita para que la autoridad otorgue 

una autorización u orden en ese sentido; y sobre todo, sostengo que 

aún en el supuesto sin conceder, de que el quejoso pudiera acceder 

lícitamente a la marihuana o a su semilla, de cualquier forma seguiría 

siendo sujeto punible, cuando menos, del delito de siembra, cultivo y 

cosecha de marihuana previsto en el artículo 198 del Código Penal 

Federal, ilícito penal que no depende de que se cuente o no con 

autorización, y que sólo exime de punibilidad a la siembra, cultivo o 
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cosecha de marihuana que se lleve a cabo con 

fines médicos y científicos. 

'"""l~/ ¡t 

Es por las razones anteriores que, respetuosamente, no 

comparto la sentencia que nos ocupa y que, aprob?i:la por la mayoría, 

concedió el amparo y protección de la Justicia Federal, a efecto de 
i 

que se otorgue una autorización que, en ~¡ opinión, no podrá 
' ejercerse lícitamente. 

MINI$ 

" JORGE MA 10 PijR 

~ 
! 

SECRETARIA ~if:Roos DE LA PRIMERA SALA 

Í . 
~ ,! . 7( 

LIC. M'lf.¡¡A D~ ÁNGELES GU TIÉRREZ GATICA 

GPLA 

Esta hoja corresponde al voto particular em~1do por el Señor Ministro Jorge Maritl Pardo Rebolledo 
en el amparo en rev'sión 623/.2017, fallado en sesión de la Primera Sala de fecha 1rece de juniQ de 
dos m<I dieciocho_ C<Jnste. 
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RESUELTO POR EL SUPERIOR JERÁRQU!CQ SALVO QUE EL ACTO IMPUGNADO 
PROVENGA DEL TITULAR DE UNA DEPENDENCIA, EN CUYO CASO SERÁ RESUELTO 
POR EL MISMO_ DICHO ESCRITO DEBERÁ EXPRESAR: 
l. EL ÓRGANO ADMINISTRATIVO A QUIEN SE DIRIGE; 
11. EL NOMBRE DEL RECURRENTE, Y DEL TERCERO PERJUDICADO SI LO HUBIERE, 
ASÍ COMO EL LUGAR QUE SEÑALE PARA EFECTOS DE NOTIFICACIONES; 
111. EL ACTO QUE SE RECURRE Y FECHA EN QUE SE LE NOTIFICÓ O TUVO 
CONOCIMIENTO DEL MISMO; 
IV. LOS AGRAVIOS QUE SE LE CAUSAN 
V_ EN SU CASO, COPJA DE LA RESOLUCIÓN O ACTO QUE SE IMPUGNA Y DE LA 
NOTIFICACIÓN CORRESPONDIENTE. TRATÁNDOSE DE ACTOS QUE POR NO · e''. 
HABERSE RESUELTO EN TIEMPO SE ENTIENDAN NEGADOS. DEBERÁ ACOMPAÑ~~. ~~ 
EL ESCRITO DE INICIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO, O EL DOCUMENTO SOBRE EL~ ;. "523 
CUAL NO HUBIERE RECA!DO RESOLUCIÓN ALGUNA; Y ' ".' ":<..~ 
VI_ LAS PRUEBAS QUE OFREZCA, QUE TENGAN RELACIÓN INMEDIATA Y DIRECTA. ~: 
CON LA RESOLUCIÓN O ACTO IMPUGNADO DEBIENDO ACOMPAÑAR LAS ~ 
DOCUMENTALES CON QUE CUENTE, INCLUIDAS LAS QUE ACREDITEN SU ,-.~~'. 
PERSONALIDAD CUANDO ACTÚEN EN NOMBRE DE OTRO O DE PERSONAS , ..}¿~; 
MORALES. . 
ARTÍCULO 87. LA INTERPOSICIÓN DEL RECURSO SUSPENDERÁ LA EJECUCIÓN DEL - ,, __ _ 
ACTO IMPUGNADO, SIEMPRE Y CUANDO: 
L LO SOLICITE EXPRESAMENTE EL RECURRENTE; 
11. SEA PROCEDENTE EL RECURSO, 
111_ NO SE SIGA PERJUICIO AL INTERÉS SOCIAL O SE CONTRAVENGAN 
DISPOSICIONES DE ORDEN PÚBLICO; 
IV. NO SE OCASIONEN DAf.IOS O PERJUICIOS A TERCEROS, A MENOS QUE SE 
GARANTICEN ~STOS PARA EL CASO DE NO OBTENER RESOLUCIÓN FAVORABLE; Y 
V. TRATÁNDOSE DE MULTA& EL RECURRENTE GARANTICE EL CRÉDITO FISCAL EN 
CUALESQUIERA DE LAS FORMAS PREVISTA EN EL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN. 
LA AUTORIDAD DEBERÁ ACORDAR EN SU CASO, LA SUSPENSIÓN O LA DENEGACIÓ1' 
DE LA SUSPENSIÓN DENTRO DE LOS CINCO DÍAS SIGUIENTES A SU INTERPOSICIÓN 
EN CUYO DEFECTO SE ENTENDERÁ OTORGADA LA SUSPENSIÓN 
ARTICULO 88_ EL RECURSO SE TENDRÁ POR NO INTERPUESTO Y SE DESECHARÁ 
CUANDO: 
J. SE PRESENTE FUERA DE PLAZO; 
JI. NO SE HAYA ACOMPAf.IADO LA DOCUMENTACIÓN QUE ACREDITE LA 
PERSONALIDAD DEL RECURRENTE; Y 
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111. NO APAREZCA SUSCRITO POR QUIEN DEBA HACERLO A MENOS QUE SE FIRME 
ANTES DEL VENCIMIENTO DEL PLAZO PARA INTERPONERLO. 
ARTÍCULO 69. SE DESECHARÁ POR IMPROCEDENTE EL RECURSO 
l. CONTRA ACTOS QUE SEAN MATERIA DE OTRO RECURSO Y QUE SE ENCUENTRE 
PENDIENTE DE RESOLUCIÓN, PROMOVIDO POR EL MISMO RECURRENTE Y POR EL 
PROPIO ACTO IMPUGNADO, ,e 
11. CONTRA ACTOS QUE NO AFECTEN LOS INTERESES JUR!DICOS DEL 
PROMOVENTE; .'.' 
111. CONTRA ACTOS CONSUMADOS DE UN MODO l¡:iREPARABLE; 
IV. CONTRA ACTOS CONSENTIDOS EXPRESAMENT~ Y 
V. CUANOO SE EST~ TRAMITANDO ANTE LOS Tl'flBUNALES ALGÚN RECURSO O 

' DEFENSA LEGAL INTERPUESTO POR EL PROMOVENTE; QUE PUEDA TENER POR 
" EFECTO MODIFICAR, REVOCAR O NULIFICAR .EL ACTO RESPECTIVO 

ARTiCULO 90. SERÁ SOBRESEÍDO EL RECUR,$0 CUANDO 
~ J. EL PROMOVENTE SE DESISTA EXPRESAM~NTE DEL RECURSO 

IJ. ELAGRAVJADO FALLEZCA DURANTE EL ~OCEDIMIENTQSJ EL ACTO RESPECTIVO 
!_Y~ÓLOAFECTASU PERSONA; ;f 
}fi-· ~IÍf. D,URANTE EL PROCEDIMIENTO SOBR E!"!GA ALGUNA DE LAS CAUSAS DE 
S IMPROCEDENCIA A QUE SE REFIERE EL RTICUlO ANTERIOR 
~ ~\/',·CUANDO HAYAN CESADO LOS EFEC OS DEL ACTO RESPECTIVO 
'." ·:_:;y: POR FALTA DE OBJETO O MATERIA El ACTO RESPECTIVOY 
;;.-@VI.. NO SE PROBARE LA EXISTENCIA D ACTO RESPECTIVO 
:1~ll~~'ARTÍ~ULO 91. LA AUTOR!DAD EN CAR ADA DE RESOLVER EL RECURSO PODRÁ: 
:~ii,~¿1-.¡·DESECHARLO POR IMPROCEDENT. O SOBRESEERLO; 
-'ti-.' CONFIRMAR EL ACTO IMPUGNAD , 
•- 111. DECLARAR LA INEXISTENCIA, ~IDAD O ANULABILIDAD DEL ACTO IMPUGNADO 

O REVOCARLO TOTAL O PARCIAL ENTE: Y 
IV. MODIFICAR U ORDENAR LA M lFICACIÓN DEL ACTO IMPUGNADO O DICTAR U 
ORDENAR EXPEDIR UNO NUEVO UE LO SUSTITUYA, CUANDO EL RECURSO 
INTERPUESTO SEA TOTAL O PA~CIALMENTE RESUELTO A FAVOR DEL RECl.,JRRENTE 
ARTÍCULO 92. LA RESOLU~IÓ EL RECURSO SE FUNDARÁ EN DERECHO Y 
EXAMINARÁ TODOS Y CADA O DE LOS AGRAVJOS HECHOS VALER POR EL 
RECURRENTE TENIENDO AUTORIDAD LA FACULTAD DE INVOCAR HECHOS 
NOTORIOS; PERO, CUANÓO UNO DE LOS AGRAVIOS SEA SUFICIENTE PARA 
DESVIRTUAR LA VALIDEZ DEL ACTO IMPUGNADO BASTARÁ CON El EXAMEN DE 
DICHO PUNTO. 
LA AUTORIDAD, EN BENEFICIO DEL RECURRENTE, PODRÁ CORREGIR LOS ERRORES 
QUE ADVIERTA EN LA CITA DE LOS PRECEPTOS QUE SE CONSIDEREN VIOLADOS Y 
EXAMINAR EN SU CONJUNTO LOS AGRAVIOS ASI COMO LOS DE MAS 
RAZONAMIENTOS DEL RECURRENTE, A F!N DE RESOLVER LA CUESTIÓN 
EFECTIVAMENTE PLANTEADA, PERO SIN CAMBIAR LOS HECHOS EXPUESTOS EN EL 
RECURSO. 
IGUALMENTE, DEBERÁ DEJAR SIN EFECTOS LEGALES LOS ACTOS 
ADMINISTRATIVOS CUANDO ADVIERTA UNAILEGAL!DAD MANIFIESTA Y LOS 
AGRAVIOS SEAN INSUFICIENTES, PERO DEBERÁ FUNDAR CUIDADOSAMENTE LOS 
MOTIVOS POR LOS QUE CONSIDERÓ ILEGAL EL ACTO Y PRECISAR EL ALCANCE EN 
LA RESOLUCIÓN. 
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SI LA RESOLUCIÓN ORDENA REALIZAR UN DETERMINADO ACTO O INlC!AR LA 
REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO, DEBERÁ CUMPLIRSE EN UN PLAZO DE CUATRO 
MESES. 
ARTÍCULO 93. NO SE PODRÁN REVOCAR O MODIFICAR LOS ACTOS 
ADMINISTRATIVOS EN LA PARTE NO IMPUGNADA POR EL RECURRENTE. 
LA RESOLUCIÓN EXPRESARÁ CON CLARIDAD LOS ACTOS QUE SE MODIF!QUEN Y SI 
LA MODIFICACIÓN ES PARCIAL SE PRECISARÁ ~STA. 
ARTICULO 94. EL RECURRENTE PODRÁ ESPERAR LA RESOLUCIÓN EXPRESA O 
IMPUGNAR EN CUALQUIER TIEMPO LA PRESUNTA CONFIRMACIÓN DEL ACTO 
IMPUGNADO. 
ARTÍCULO 95. LA AUTORIDAD PODRÁ DEJAR S!N EFECTOS UN REQUERIMIENTO O 
UNA SANCIÓN, DE OFICIO O A PETICIÓN DE PARTE INTERESADA, CUANDO SE TRATE 
DE UN ERROR MANIFIESTO O EL PARTICULAR DEMUESTRE QUE YA HABÍA DADO 
CUMPLIMIENTO CON ANTERIORIDAD. 
LA TRAMITACIÓN DE LA DECLARACIÓN NO CONSTITUIRÁ RECURSQ NI 
SUSPENDERÁ EL PLAZO PARA LA INTERPOSICIÓN DE ÉSTE Y TAMPOCO 
SUSPENDERÁ LA EJECUCIÓN DEL ACTO 
ARTÍCULO 96_ CUANDO HAYAN DE TENERSE EN CUENTA NUEVOS HECHOS O 
DOCUMENTOS QUE NO OBREN EN EL EXPEDIENTE ORIGINAL DERIVADO DEL ACTO 
IMPUGNADO, SE PONDRÁ DE MANIFIESTO A LOS INTERESADOS PARA QUE EN UN _ ·" 
PLAZO NO INFERIOR A CINCO DIAS NI SUPERIOR A DIEi; FORMULEN SUS ALEGAT9:$,~~ '-\ 
Y PRESENTEN LOS DOCUMENTOS QUE ESTIME PROCEDENTES. .' -~,; ~· 
NO SE TOMARÁN EN CUENTA EN LA RESOLUCIÓN DEL RECURSO HECHOS, ·:-\ ·:-' ;{! 
DOCUMENTOS O ALEGATOS DEL RECURRENTE CUANDO HABIENDO PODIDO -~,_" .,:~ 
APORTARLOS DURANTE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO NO LO HAYA HECHO.r_ :-( 

Y PROHIBICIÓN DEL CONSUMO DE MARIGUANA 

LA PARTE QUEJOSA ARGUMENTÓ COMO DERECHOS FUNDAMENTALES VIOLADOS-..= 
LOS CONTENIDOS EN LOS ARTÍCULOS 1º, 3º, 4º, 13, 14, 16, 17Y 133 
CONSTITUCIONALES 

ROPEMAQ/GAGG 

F_ turno a ponencia: 14/06/2017 

Ministro: Josi;_ RAMÓN cosslo D[AZ 

Secretario proyectista: LUZ HELENA OROZCO Y VILLA 

Sentido de la resoluclon: 1. SE REVOCA LA SENTENCIA RECURRIDA_ 
2. AMPARA. 
3_ NIEGA EL AMPARO. 
4. ES INFUNDADO EL RECURSO DE REVISIÓN ADHESIVA. 

F_ resolución: 13/0612018 

F. ingreso engrose: 05/0712018 
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LA QUE SUSCRIBE LIC. LUZ HELENA OROZCO Y VILLA, SECRETARIO(A) DE 

~~~~f 6ºoTA~~~~~~ Ag~;:i~~ A Q~:~NN:;;~Af~~~:,1~:~:g~~;1~ ~MÓN 
CAPTURAR EN LA RED DE INFORMÁTICA JURJblCA, EL ENGROSE DE LA 
RESOLUCIÓN DE FECHA 13 DE JUNIO DE 20f8, DICTADA POR LA PRIMERA SALA 
EN EL PRESENTE ASUNTO, PREVIO COTEJd DE SU ORIGINAL DEL CUAi- FUE 
TOMADO. :'.·' ' 

' ' CIUDAD DE M¡;:x1co, A 5 DE JULlO DE 2018 
' ' 
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Tipo de asunto: AMPARO EN REVISIÓN 

No. expediente: 623/2017 

Pertenece: PRIMERA SALA 

Materia: 

Acto reclamado·. LEY FEDERAL DE PROCEDIMIEN ADMINISTRATIVO, ART!CULOS 83 
A 96 PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA F DERACIÓN DE 4 DE AGOSTO DE 
1994 Y LEY GENERAL DE SALUD, ARTiCULOS 4, 235, ÚLTIMO PÁRRAFO; 237; 245, 
FRACCIÓN I; 247, ÚLTIMO PÁRRAFO, 248, 368 479 PUBLICADA EN EL DJARIO 

pt!:· OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 07 DE FEB¡ O DE 1984 Y OTROS 

!~1l:utoridad responsable: CONGRESO DE LA ij1óN Y DE OTRAS AUTORIDADES 

~?·~Tema: DEL RECURSO DE REVISION 
.~:j·CAPITULO PRIMERO 
'A.J.\D!'.lf DISPOSICIONES GENERALES 
=''·ARTÍCULO 83. LOS INTERESADOS AF TADOS POR LOS ACTOS Y RESOLUCIONES 
•· ÓE l..AS AUTORIDADES ADMINISTRA AS QUE PONGAN FIN AL PROCEDIMIENTO 

'ADMINISTRATIVO, A UNA INSTANCJ . RESUELVAN UN EXPEDIENTE, PODRÁN 
INTERPONER EL RECURSO DE R IÓN O, CUANDO PROCEDA, INTENTAR LA ViA 
JURISDICCIONAL QUE CORRESPO DA. 
EN LOS CASOS DE ACTOS DE AU RIDAD DE LOS ORGANISMOS 
DESCENTRALIZADOS FEDERALE , DE LOS SERVICIOS QUE EL ESTADO PRESTA DE 
MANERA EXCLUSIVA A TRAVÉS DICHOS ORGANISMOS Y DE LOS CONTRATOS 
QUE LOS PARTICULARES SÓLO. UEDEN CELEBRAR CON AQUÉLLOS, QUE NO SE 
REFIERAN A LAS MATERIAS EXÉLUIDAS DE LAAPL!CACIÓN DE ESTA LEY, EL 
RECURSO DE REVISIÓN PRE';tÍSTO EN EL PÁRRAFO ANTERIOR TAMBIÉN PODRÁ 
INTERPONERSE EN CONTRÁ.DE ACTOS Y RESOLUCIONES QUE PONGAN FIN AL 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO, A UNA INSTANCIA O RESUELVAN UN 
EXPEDIENTE. 
ARTiCULO 84. LA OPOSICIÓN A LOS ACTOS DE TRÁMITE EN UN PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO DEBERÁ ALEGARSE POR LOS INTERESADOS DURANTE DICHO 
PROCEDIMIENTO, PARA SU CONSIDERACIÓN, EN LA RESOLUCIÓN QUE PONGA FIN 
AL MISMO. LA OPOSICIÓN A TALES ACTOS DE TRÁMITE SE HARÁ VALER EN TODO 
CASO AL IMPUGNAR LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 
ARTICULO 85. EL PLAZO PARA INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN SERÁ DE 
QUINCE DIAS CONTADO A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE A AQUÉL EN QUE HUBIERE 
SURTIDO EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN QUE SE RECURRA. 
ARTÍCULO 86. EL ESCRITO DE INTERPOSICIÓN DEL RECURSO DE REVISIÓN DEBERÁ 
PRESENTARSE ANTE LA AUTORIDAD QUE EMITIÓ EL ACTO IMPUGNADO Y SERÁ 
RESUELTO POR EL SUPERIOR JERÁRQUICO, SALVO QUE EL ACTO IMPUGNADO 
PROVENGA DEL TITULAR DE UNA DEPENDENCIA, EN CUYO CASO SERÁ RESUELTO 
POR EL MISMO. DICHO ESCRITO DEBERÁ EXPRESAR: 
l. EL ÓRGANOADMIN!STRAT!VOA QUIEN SE DIRIGE; 
11. EL NOMBRE DEL RECURRENTE, Y DEL TERCERO PERJUDICADO SI LO HUBIERE, 
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ASi COMO EL LUGAR QUE SENALE PARA EFECTOS DE NOTIFICACIONES; 
111. EL ACTO QUE SE RECURRE Y FECHA EN QUE SE LE NOTIFICÓ O TUVO 
CONOCIMIENTO DEL MISMO, 
IV_ LOS AGRAVIOS QUE SE LE CAUSAN 
V. EN SU CASO, COPJA DE LA RESOLUCIÓN O ACTO QUE SE IMPUGNA Y DE LA 
NOTIFICACIÓN CORRESPONDIENTE. TRATÁNDOSE DE ACTOS QUE POR NO 
HABERSE RESUELTO EN TIEMPO SE ENTIENDAN NEGADOS. DEBERÁACOMPANARSE 
EL ESCRITO DE INICIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO, O El DOCUMENTO SOBRE EL 
CUAL NO HUBIERE RECAÍDO RESOLUCIÓN ALGUNA; Y 
VI. LAS PRUEBAS QUE OFREZCA, QUE TENGAN RELACIÓN INMEDIATA Y DIRECTA 
CON LA RESOLUCIÓN O ACTO IMPUGNADO DEBIENDO ACOMPAÑAR LAS 
DOCUMENTALES CON QUE CUENTE, INCLUIDAS LAS QUE ACREDITEN SU 
PERSONALIDAD CUANDO ACTÚEN EN NOMBRE DE OTRO O DE PERSONAS 
MORALES_ 
ARTÍCULO 87_ LA INTERPOSICIÓN DEL RECURSO SUSPENDERÁ LA EJECUCIÓN DEL 
ACTO IMPUGNADO, SIEMPRE Y CUANDO: 
l. LO SOLICITE EXPRESAMENTE EL RECURRENTE; 
11_ SEA PROCEDENTE EL RECURSQ 
11!. NO SE SIGA PERJUICIO AL INTERÉS SOCIAL O SE CONTRAVENGAN 
DISPOSICIONES DE ORDEN PÚBLICO; 
!V. NO SE OCASIONEN DAt\IOS O PERJUICIOS A TERCEROS¡ AMENOS QUE SE 
GARANTICEN ÉSTOS PARA EL CASO DE NO OBTENER RESOLUCIÓN FAVORABLE;: Y 
V. TRATÁNDOSE DE MULTAS EL RECURRENTE GARANTICE EL CRf:DITO FISCAL EN~~-- , 
CUALESQUIERA DE LAS FORMAS PREVISTA EN EL CÓDIGO FISCAL DE LA ~- . 
FEDERACIÓN. 'i:~-' ;t 
LA AUTORIDAD DEBERÁ ACORDAR EN SU CASO, LA SUSPENSIÓN O LA DENEGAC !'(':,.~;::: 
DE LA SUSPENSIÓN DENTRO DE LOS CINCO DÍAS SIGUIENTES A SU INTERPOSIC! -, ,-
EN CUYO DEFECTO SE ENTENDERÁ OTORGADA LA SUSPENSIÓN -.:, .~ 
ARTÍCULO 86. EL RECURSO SE TENDRÁ POR NO INTERPUESTO Y SE DESECHA~'~!~-.:-, 
CUANDO: ~~t; -~,,_¡; 
l. SE PRESENTE FUERA DE PLAZO, \''!;~ ~"" 
ll_ NO SE HA YA ACOMPAÑADO LA DOCUMENTACIÓN QUE ACREDITE LA -
PERSONALIDAD DEL RECURRENTE; Y 
ll!_ NO APAREZCA SUSCRITO POR QUIEN DEBA HACERLQ A MENOS QUE SE FIRME 
ANTES DEL VENCIMIENTO DEL PLAZO PARA INTERPONERLO. 
ARTÍCULO 69. SE DESECHARÁ POR IMPROCEDENTE EL RECURSO: 
!. CONTRA ACTOS QUE SEAN MATERIA DE OTRO RECURSO Y QUE SE ENCUENTRE 
PENDIENTE DE RESOLUCIÓN, PROMOVIDO POR EL MISMO RECURRENTE Y POR EL 
PROPIO ACTO IMPUGNADO; 
ll. CONTRA ACTOS QUE NO AFECTEN LOS INTERESES JURÍDICOS DEL 
PROMOVENTE; 
11!. CONTRA ACTOS CONSUMADOS DE UN MODO IRREPARABLg 
IV_ CONTRA ACTOS CONSENTIDOS EXPRESAMENTE: Y 
V. CUANDO SE ESTÉ TRAMITANDO ANTE LOS TRIBUNALES ALGÚN RECURSO O 
DEFENSA LEGAL INTERPUESTO POR EL PROMOVENTE; QUE PUEDA TENER POR 
EFECTO MODIFICAR, REVOCAR O NULIFICAR EL ACTO RESPECTIVO 
ARTÍCULO 90. SERÁ SOBRESEÍDO EL RECURSO CUANDO: 
L EL PROMOVENTE SE DESISTA EXPRESAMENTE DEL RECURSO 
IJ. EL AGRAVIADO FALLEZCA DURANTE EL PROCEDIMIENTO SI EL ACTO RESPECTIVO 
SÓLO AFECTA SU PERSONA; 
111. DURANTE EL PROCEDIMIENTO SOBREVENGA ALGUNA DE LAS CAUSAS DE 
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IMPROCEDENCIA A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO ANTERIOR. 
IV. CUANDO HAYAN CESADO LOS EFECTOS DEL ACTO RESPECTIVO 
V. POR FALTA DE OBJETO O MATERIA DEL ACTO RESPECTIVOY 
VI. NO SE PROBARE LA EXISTENCIA DEL ACTO RESPECTIVO 
ARTÍCULO 91. LA AUTORIDAD ENCARGADA DE RESOLVER EL RECURSO PODRÁ: 
l. DESECHARLO POR IMPROCEDENTE O SOBRESEERLO: 
!l. CONFIRMAR EL ACTO IMPUGNADO, 
!11. DECLARAR LA INEXISTENCIA, NULIDAD O ANUL'ABILIDAD DEL ACTO IMPUGNADO 
O REVOCARLO TOTAL O PARCIALMENTE: Y . 
!V. MODIFICAR U ORDENAR LA MODJFICACIÓN.ÓEL ACTO IMPUGNADO O DICTAR U 
ORDENAR EXPEDIR UNO NUEVO QUE LO su9i'1TUYA, CUANDO EL RECURSO 
INTERPUESTO SEA TOTAL O PARCIALMENTE!' RESUELTO A FAVOR DEL RECURRENTE 
ARTiCULO 92. LA RESOLUCIÓN DEL RECURSO SE FUNDARÁ EN DERECHO Y 
EXAMINARÁ TODOS Y CADA UNO DE LOSfGRAVIOS HECHOS VALER POR EL 
RECURRENTE TENIENDO LA AUTORIDAQ;·lA FACUL TAO DE INVOCAR HECHOS 
NOTORIOS; PERO, CUANDO UNO DE LOS:'AGRAVJOS SEA SUFICIENTE PARA 
DESVIRTUAR LA VALIDEZ DEL ACTO IM~UGNADO BASTARÁ CON EL EXAMEN DE 
DICHO PUNTO. ,:~· 
LA AUTORIDAQ EN BENEFICIO DEL R§CURRENTE, PODRÁ CORREGIR LOS ERRORES 

~-. QUE ADVIERTA EN LA CITA DE LOS P~ECEPTOS QUE SE CONSIDEREN VIOLADOS Y 
~'\ EXAMINAR EN SU CONJUNTO LOS,,RAVJOS, ASÍ COMO LOS DEMÁS 
·~~~RAZONAMIENTOS DEL RECURREN É, A FIN DE RESOLVER LA CUESTIÓN 
f{I},~ EFECTIVAMENTE PLANTEADA, PE O SIN CAMBIAR LOS HECHOS EXPUESTOS EN EL 
'•);.? RECURSO. li' 
;,-.:> .~;:ol6UALMENTE, DEBERÁ DEJAR SI EFECTOS LEGALES LOS ACTOS 
\~.~c· .. A1DMINISTRATIVOS CUANDO AD· ERTAUNA ILEGALIDAD MANIFIESTA Y LOS 
;~JifP,-<WGRAVJOS SEAN INSUFICIENT , PERO DEBERÁ FUNDAR CUIDADOSAMENTE LOS 
l'J\~MO]IVOS POR LOS QUE CONS ERÓ ILEGAL EL ACTO Y PRECISAR EL ALCANCE EN 

LA RESOLUCIÓN 
SI LA RESOLUCIÓN ORDENA 'EALIZAR UN DETERMINADO ACTO O INICIAR LA 
REPOSICIÓN DEL PROCEDI NTO, DEBERÁ CUMPLIRSE EN UN PLAZO DE CUATRO 
MESES. ., 
ARTICULO 93. NO SE PODRÁN REVOCAR O MODIFICAR LOS ACTOS 
ADMINISTRATIVOS EN LA PÁRTE NO IMPUGNADA POR EL RECURRENTE. 
LA RESOLUCIÓN EXPRE.s'ÁRA CON CLARIDAD LOS ACTOS QUE SE MODIFIQUEN Y SI 
LA MODIFJCACJÓN ES PARCIAL, SE PRECISARÁ ÉSTA. 
ARTICULO 94. EL RECURRENTE PODRÁ ESPERAR LA RESOLUCIÓN EXPRESA O 
IMPUGNAR EN CUALQUIER TIEMPO LA PRESUNTA CONFIRMACIÓN DEL ACTO 
IMPUGNADO. 
ARTICULO 95. LA AUTORIDAD PODRÁ DEJAR SIN EFECTOS UN REOUER!MIENTO O 
UNA SANCIÓN, DE OFICIO O A PETICIÓN DE PARTE INTERESADA, CUANDO SE TRATE 
DE UN ERROR MANIFIESTO O EL PARTICULAR DEMUESTRE QUE YA HABÍA DADO 
CUMPLIMIENTO CON ANTERIORIDAD. 
LA TRAMITACIÓN DE LA DECLARACIÓN NO CONSTITUIRÁ RECURSO NI 
SUSPENDERÁ EL PLAZO PARA LA INTERPOSICIÓN DE ÉSTE Y TAMPOCO 
SUSPENDERÁ LA EJECUCIÓN DEL ACTO 
ARTiCULO 96. CUANDO HAYAN DE TENERSE EN CUENTA NUEVOS HECHOS O 
DOCUMENTOS QUE NO OBREN EN EL EXPEDIENTE ORIGINAL DERIVADO DEL ACTO 
IMPUGNADO, SE PONDRÁ DE MANIFIESTO A LOS INTERESADOS PARA QUE EN UN 
PLAZO NO INFERIOR A CINCO DIAS NI SUPERIOR A DIE.Z: FORMULEN SUS ALEGATOS 
Y PRESENTEN LOS DOCUMENTOS QUE ESTIME PROCEDENTES. 
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NO SE TOMARÁN EN CUENTA EN LA RESOLUCIÓN DEL RECURSO HECHOS, 
DOCUMENTOS O ALEGATOS DEL RECURRENTE; CUANDO HABIENDO PODIDO 
APORTARLOS DURANTE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO NO LO HAYA HECHO." 

Y PROHIBICIÓN DEL CONSUMO DE MARIGUANA 

LA PARTE QUEJOSA ARGUMENTÓ COMO DERECHOS FUNDAMENTALES VIOLADOS 
LOS CONTENIDOS EN LOS ART!CULOS 1º, 3º, 4º, 13, 14, 16, 17 Y 133 
CONSTITUCIONALES 

ROPEMAQ/GAGG 

F_ turno a ponencia: 14/06/2017 

Ministro: JOSt RAMÓN COSSÍO O!AZ 

Secretario proyectista: LUZ HELENA OROZCO Y VILLA 

Sentido de la resolucion: 1- SE REVOCA LA SENTENCIA RECURRIDA_ 
2_ AMPARA. 
3. NIEGA EL AMPARO. 
4. ES INFUNDADO EL RECURSO DE REVISIÓN ADHESIVA. 

F. resolución: 13/06/2018 

F_ ingreso engrose: 05/0712018 

Votos a favor: 4 

Votos en contra: 1 

Ingresó el engrose en su versión pública: LIC. LUZ HELENA OROZCO Y VILLA 

CIUDAD DE MtXICO. A 5 DE JULIO DE 20 

--



"00~11 JllDIC\Al DE LA FU>tll.AOÓN 
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···¡¡¡1 
AMPARO EN REVISIÓN 623/2017 

LA LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ 
GATICA, SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, HACE 
CONSTAR QUE EN CUMPLIMIENTO A LO DISPUESTO EN EL 
ARTICULO 185 DE LA LEY DE AMPARO VIGENTE, AL CONCLUIR 
LA SESIÓN PÚBLICA DEL OÍA DE HOY SE FIJÓ EN LOS ESTRADOS 
DE ESTA SUPREMA CORTE UNA LISTA DE LOS ASUNTOS 
TRATADOS EN DICHA SESIÓN, EN LA Oi.JE SE INCLUYÓ El 
AMPARO EN REVISIÓN 623/2017./ ,~, , 

CIUDAD DE MÉXICO, A TREC~­
DIECJOci 

10 DE DOS MIL/ 

! 

EL TREINTA Y UN DE AGOSTO DE DOS MIL 
DIECIOCHO SE NOTIFICÓ RESOLUCIÓN ANTERIOR A LOS 
INTERESADOS POR MEDIO E LISTA, LA CUAL SE PUBLICÓ EN 
LOS ESTRADOS Y EN PORTAL DE INTERNET DE ESTA 
SUPREMA CORTE DE JUS CIA DE LA' NACIÓN, DE CONFORMIDAD 
CON LO DISPUESTO EN S ARTÍCULOS 26, FRACCIÓN U! Y 29 DE 
LA LEY DE AMPARO VIG TE. CONSTE. 

ESTA HOJA C 
CONSTE. 

ACTUARIO 

AMPARO EN REVISIÓN 623/2017. 

- --------



lE!IJUDICIAL DE LA FEDERAOÓN 
IUl'l'EMA CORJ> DE JUSnt:<'I O> lA f«l(IÓN 

PRIMERA Sl\lA 

,¡R 62312017 

! OF No 4454 fY" }j 
ANEXOS: 

DOS COPU\S '/ 
CERTIFICADAS ,1 
CON VOTO 
PARTIC\Jl.AR. 
18~ fo¡as cada una) 

1!11!!!!9.·l,/.-
su Ultmo fol10) 

AR v/ 
(391 Jo¡as se¡¡Un su y 
último fol10 y dfvetsas 

',i~ oons\anoias sin foliar) 

•''.--, ÓOS TOMOS 
., : 'DE PRUEBAS. 
• -• ; ¡Sin 101;a<I 

¡¡ 

;;¡_:;;;,N DISCO /¡· 
·.;~OMPACTO 
.~ / 
\ ;~u~r\'PJlRE AMARILLO J 
,l\, :W:llAAoo 
.~lilA 

;¡U¡~·' 

·~ ;{' 
ú7 

1-¡w· 
AL REFERIRSE A ESTE OFIClO MENCIONE 

EL NllMERO Y LA OFICINA QUE LO GtRO 

PRESIDENTE 
COLEGIADO EN 
CIRCUITO. 
PRESENTE_ 

DEL Dl'OCIMO SEGUNDO TR!BUNAL 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

'\' ,, "'ol . c¡'X -'-'! -1~ V '-' 

En el amparo en revisió yo númeru se aoota al 

margen, esta Primera Sala dictó res n que le remito en dos 

copias certificadas con voto partlc ar para su conocimiento y del 

. . c\1'J'I 1\1+ ~ 
,JJeí:_Décimo Sexto de Distrit en Materia Adl'ninistrativa en la 

Ciudad de México, así com os aneQ se señalan al mismo 

margen. 

He de a adecer, se sirva ordenar e! acuse de recibo 

detallando lo que s r~ 

LJC_ 

DE ACUERDOS 
SALA 

JESÜS ÁLVAREZ 

:GIN/\L: ~~· 
XPEOIENTE5: 

<JTROS-
_3~,,,,.,,_,., ,. 

GUTl~RREZ OLGUIN_ 

"'""' _¿ AIIDll'• e 

_¿Jq</'u k /J¿/.,,, 
u ) ' ,, '" 

FIRMA 
&. Jlll! Maria CHm¡JlllD lle!!lel 

RECIB~O: -·--



7 
CUADERNILLO FORMADO EN EL 
AMPARO EN REVISIÓN 623/2017. 

QUEJOSO: 

MINISTRO: JOSÉ RAMÓN COSSÍO CÍÍAZ. 

SECRETARIO DE ESTUDIO Y C,UENTA: 
LIC. LUZ ELENA OROZCO Y VILLA. 

tf' 
" 

,_< 

====================i===============~====== 
===================#======================= 
:::::::::::::::::;!:::::::::::::::::::::::: 
=================¡;;,========================= 
=========================================== i =========================================== 
=========================================== 
=========================================== 
=========================================== 
=========================================== 

'.r 
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fJ '"i'i~l-~ AL REFERIRSE A ESTE OFICIO MENCIONE 

~- 'S,.¿~~,! JUN 18 HM 1116 . EL NÚMERO '( LA OflCIMA QUE LO GIRÓ 

~~~Cif?"'~ suisECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS_ 
~''~ 0 " , •. ,.-, , S~g(N DE TRÁMITE DE AMPAROS, CONTRA.DICCIONES DE TESIS Y DEMi\s ASLINTOS. 

,.,.._~ . "'·''"''" 
SE.CRf;TARIA Of ACUf.¡;¡OQS , 

PODERJUDICLAtDE LA FEDERAOÓN SQJ...lCl_JAl']!ltE: PRIMERA SALA DE-LA 
SUM!MAC01\l! º' JUSTIC!ADE lANAC<O<I SUPRÉMA CORTE DE JUSTICIA 

DE LÁ NACIÓN 

J 

.DEC ATORIA GENERAL DE -
STIJ'.IJCIQNALIOAD.. J 

DECLARATORIA 
..,,_ GENERAL DE 

lNCONSTtTUC!ONALIDAD 

112018 

ERQ:._112018 .. 
TlVA A LOS ARTiCULOS 235, 
LTIMO PÁRRAFO, 237, 245, 

FRACCIÓN [, 247, ÚLTIMO 
PÁRRAFO Y 248 DE LA LEY 
GENERAL DE SALUD 

OF. 'GA•l-202:1212 8.-PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
c6 ' É be JUSTICIA DE LA NACIÓN. 

OF. SSGA-1-2021 2018.-CÁMARA DE DIPUTADOS DEL 
e GRESO DE LA LINIO 

OF. SSGA-1-20 12018.-CÁMARA DE SENADORES DEL 
NGRESO DE ~UNIÓN. 

OF. SSGA-1-20 /2018.-PROCU~URÍA GENERAL DE LA 

acuerdo si 

PÚBL~ICA POR CONDl}CTO DEL AGENTE 
L ERJO PUBLICO DE LA 

EDERA ADSCRITO A LA SUPREMA 
ORTE DE USTJCIA DE LA NACIÓN. 

n ~xpedlente que se menciona al margen, el 

Suprema Corte de Justicia de la Nación dictó el 

"SOLICITANTE: PRIMERA SALA DE 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DELA NACIÓN 
DECLARATORIA GENERAL DE 
INCONSTITUCIONAL/DAD 
NÚMERO: 112018 
RELATIVA A LOS ART/CULOS 235 
ÚLTIMO PARRAFO. 237, 245, 
FRACCIÓN /, 247, ÚLT!MÓ 
PARRAFO \' 248 DE LA LEY 
GENERAL DE SALUD 
SUBSECRETARIA GENERAL DE 
ACUERDOS 
SECCIÓN DE . TRAMITE DE 
AMPAROS, CONTRADICCIONES DE 

\_ TESIS Y DEMAS ASUNTOS 

C!uda}~,)de México, a diecinueve de ;unio de dos mi! 
dieciocho, se da cuenta al Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación c 'lo sig_uiente: . ¡--/ Contenido: -~0Pcre-~-0c,,-dc0-0-0-. 

~o PS_532!2018, de caton:e de junio de dos mil Origiilal 
dieciocho, de la Ministra Norma Lucia Pilla Hernt!ndez, 
Presiden/ de Ja Primera Sal<J de este Alfo Tribunal, 
registrado en '" Of1c1na de Cert1f1caciótl Judicial y 
Correspondencia de es/a Suprema Corle de Justicia de !<J 
Nación con el tollo 026307 



SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS. 
SECCIÓN DE TRAMITE DE AMPAROS, CONTAAOICCIONES DE TESIS Y DEMA~ ASUNT 

' Resolución dictada el.J.;.uatro de noviembre de dos mil Cop1atí .!. ; • 
qjJj/lf;EJ, por la Primera Sala de este Alto Tribunal en el ceri1ficadas 

- ·ª1ll.PAfO. e11.rev1s1ón- bajo la ponencia del Ministro 

~ 

Artum l:!fd/v.ill.Le/o.df!..l.,,arre.a. e Ja cual se acompañan los 
votos perticufar y concurrentes de los M1n1s/ros Jorge Mano - • . '· ~ ... 
Perdo Rebolledo, José Ramón Cos}o Diez y Alfredo 
Gu/iérrez Oriiz Man_a,_rel'IP.eclivamen/ . 
3. Resoh,¡ci(¡n dictad<i el once de abril_ de dos mil d1eciocho,I Copias 
por iaf?Jimera Sale de este Alto Tribunal en el amparo en ceri1ficadas 
JJIJti_s_ión -· ba¡o le ponencia del Ministro Jorge 
Mario Pardo Rebol/edQ, a la cual ::a/°fnpaña el voto 
"articular emitido ""r el citado M1nis -------

Las constancias descntas antenormente se rec1b1eron en la 
Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de 
Just1c1a da la Nación, el catorce dejun10 del año en curso. Conste. 

Ciudad de México. a diecinueve de junio de dos mil - . dieciocho. 
Con el dÍicio, les ~pias certificades de les efecutorias y 

documentos de cuenta, ft?rmense y regíslrens_e_ lp§..,ffJf'f!.~F!W(e.s. lflifJlW;p .Y 
eleclf_(lnico de le dec/arator1e general de inGiins/1tucional1ded 112018. Acúsese 
recibo 

Ahora bien. VLsfo pi con/enid¡ui¡/J..(lf¡¡;m, PS _ 5321201 8 de 
catorce de junio del ailo en curso, tiAJa.MJJlisb:ama.Lucia.ed'J.a.l:íe111MrJ..ez:. 
f2l!J.s1de111iLJJ.f.,(~ P.nmera Sala .de fiS/e_IJf/P.]:(ii<JJ.IJB/, fJ .través de/_c_u.a/._Sf'ñ<tló, 
que: " _ de conformidad con el articulo 231 de la Ley de Amparo y el pUn/o 
Segundo del Acuerdo General 1512013 dr; veintitrés de septiembre de dos mil 
troce, relativo al procedimiento pere le Decleratoria General de 
lnconslituc1onalidad, l:JRgg_ .d_e_.f}_'! __ l¿f!f.'.<}_C!."!!~n.to _ q_ue -· I?. f!.im.ere .S.ef!'_§._'t.!Ja 
pronunciado_ rospec/o a la 1nconstituc1ona/Jdad de los .articulas 235 .. último 
párrafo, 237, 245, fracción l. 247, último párrefo y 248 de la Ley Genere/ de 
Salud. por eslirm;rlo$.YJalalor1os. deLde;w;l)o.fund..<!Jf!P_ntal al _JJÍ>(/? rl..e sen:ol\'I. l)e 
~'ift>i.ad,_al resol_ver los s¿guie~~.: .. - Amparo en Revisión 
-·· -Amparo en Rev1s1ón -· Lffe _ __inform0- que .19ual 
pronuno1emien/1ir'Se-hizo en· el amparo en rov1s1ón 62312017 .. fallado .pr;r 
meyoria de 4 vo/Ds en sesión de trece de it1qjo da.dos mil dte_¡;¡Qfj)p •. por lo que 
unaJtfU_g_u.e se conc!uya el_ trámite, de. engrose,-fe..será -envi<¡da. ,copia 
cerllficada-de-/a.ssntenc1a-.·, ~- , 

l. TRAMITE Atento a l¡T-~nteririf y, al contenido de las 
resoluciones refur1das en los puntos "2·" y~" de la cuenta, a través de la cual 
se llace .. deJ conocimiento e este Presid<Jncie que en dos ocasiones 
QOlJ..S.§PIJ/!Vas, r:oncretamen/e al resolver los emperos en rovisión ~ .. 
-· fallados ambos por mayoria de cuatro votos en sesiones de cvatro 
Te"ñOV!émbre de ,.dos mil qv1nce y once de abnl de dos mil dieciocho, 
respeclivementeAa mfl(lCJ0!1ada. Primera Sala declaró la incons/1/uci9:ial1dad 
de los artlcuroh3s. último párrafo, 237, 245, fracción 1, 247, último párrafo y 
24Ei dé lá Ley General de Salud, por violación al derecho fundamental al libre 
desarrollo de la person<Jlided. previsto en el ar11culo 1º de la Coost1tµe1ón 
Pol//ica de los Estados Unidos Mexicenos: por tanto, con fundamento en los 
articules 107, fracción 11, párrafo segundo. de la ConsN!ución Po!itica de loo 
Estados Unidos Mexicanos'. 14, tracción 11, párrafo primero. de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación', 231. párrafo primero. de la Ley de 
Amparo', y en el punto Segvndo del Acuerdo General número 1512013, de 
veintitrés de septiembre diJ dos mil trere. del Pleno de la Suprema Corte de 
Jusficia de Nación, re!a/1vo al procr;dimiento para la dedarator1a general.de 
iri&!2Jltl/¡/ucionalidad'. es_ el . ceso de informar de la existenc<a de esos 
p{f!c_edii.nles al Congreso de la Union de los Estados Unidos Mex1canoo. como. 

' 107 la•"""'""'"''"' Oeq"eh•>I•" anlcu» 103 """'"e"'"'"'""ºº· oon ~-<e aq"""'".,, ""'""' -'º'"· oe su¡e,.<án a !Os prooa<OmrMlOS qu• """""""' lo ley <egl•m•otana_ O• ''"'"'° coo l•s ""'°' 
slgu~otes· 

" ! 1 
C..an<IO on los l"""'' O<t '"'P'"' '""''""'º"" '"'"'°" oe "'''"'loo lo"-"'"""'°º'""'" Oe ona '""""' goner•I 
»"" ""'"""º ""''"'" "'""'""'"' lo Suo<emo Conede '"'"cia oe la Na<l<ln 10 "'rormar<l • I• ª"""""" 
'""'°'' "°""'"°"""'"'" 'ARTICUCO ''· Soo '"loue.ones º" ,,,.,,.;.,..., ..... su,,,.m• CO<I< •• '""~'" 
<I T<amltar !Os asunto< "" " '"""""""°' "" Pr.oo Oe la S"prem• Cor!• do''""""'· ' oumo< IOs e<;<Olentos 
•- ""' •nl<l91anoes P'" ~"" "'"""'" "'' ""'''""'""'"""' O'OWC!O• de """''"~6n. 
' AOirulo 231 e"'º"" "' .. ,., o el ~'"º de la su,.,emo e""" o. '""'~• de lo NO<>Ón. en "' O'l<lM oe •moa<o 

'""'"'"'º eo """""· "'"""'º"lo '"""""'"'~'"'"""'" oe o .. r><>rm• 9eoer3l por .ego""' °"'""" """"""'""'­
"" ""' o eo d"'""'' ""'°""'· el "'""°""'" de la sa<a <e5pe<h\'O o de <> Sop<cmo C°"" Oe Ju~r«a "' " Nac""' 
lo'""'""'"'''' '"""'""° em~o" Oe" norm. 
' SEGUNDO u .. ,,, ou• el P~no o ,., s ... , •e .... Alto Tnbuoal º"'""'"'" ""' ""9'"'"' """"" """'"""""• 
lo ''""'"''""'"'"1'"'" oe una norm• genera• oo 100.rar1a . ., ha ron dot °"""""'""'ºdel P<esrdenle o. eS!eA!to 
T n0.n3l, "°" "' OO)eto Oe oue ""''"' r"1<><ma1 • " a"1ooda0 em""" lo 'º~""""' de "'°' "'°"'"'""'' 

• 

. " --

,, • ~·_,;¡ 
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PODER JUDICIAL DE LA fEDERA!JÓN 
5UPAfMA CO•TE DE JU5llC"' DE LA NAC.ON 

- ' -· 

,'<· 
, .. ~º' ,'. 

• 

AL REFERIRSE A ESTE OFICIO tllEHClONE 

EL NÚMERO Y l.A OFICINA QUE LO GIRÓ 

SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS. 
SECCIÓN DE TRÁMITE DE AMPAROS. CONTRADICCIONES DE TESIS Y DEMÁS ASUNTOS. 

f!.U!PJ!d~_d emisora de !a norma/1va declarad<J inconsUl11cional, ~­
c¡::¡pjas.qlaifi(;;adas de /as.reso/ucicnes rnspectivas... en la intel!gencia que_ '!'Íl!.. 
[!._/? se genera la ¡urisprudencia,r.sspect(va. y de que. de conformidad con el 
artículo 107, fracción IJ, párrafo tercero•. de la Consliluc1ón Po/l/1ca de los 
Estados Unidos Mexicanos, la declaratoria general_fle inconstitucionalidad 
f!.e!J'!ffi aprobarse por una mayorfa d~ cuando menOS-oCrio. voioS erí.1'á:cuii1.de 
obtenerse esa votación calificada se fi?'J:'ª n sus alcances y condiciones en los 
términos de lo previsto en los artlcu/os 1231 al 235 de la Ley de Amparo. 

Por tanto, requiér se. al Secretario de Acuerdt:!§..-de, la 
P,rjmera Sala de este Alto Tribunal .:para que. tan. _pr:qn_to _establezca 
iJJlj§p¡_ud.encia.sobte la incopstitu.r;ionaiidad especifica de (os citados preceptos 
&gale~.- to f¡Omunique a .esta Presidencia para los efectos señalados e(I el 
pun¡o Tercero del Acuerdo General me/cionado' y, en suceso, fE!!1f~.-~f!!!JPJ§J._, 
copie ceri1f1cada de las demás sentencias que en su momento. in/egf<'/!!__ é_sta, -
con el ob¡elo de continuar cqn el /rátriite del p¡;esoo/G asunto_ 

11. NOTIFICACIO;/'JES Nótitlquese por medi¡¡vde oficio el 
Congreso de le Unión de los Esfadifs Unidos Mexicanos, a la Ftfimera Sala de 
es/a Suprema Corte de Jusl!c1a de Ya Nación y a la Procuredurla General de la 
República, esra última por condu~to del Agente del Ministerio Público de la 
Federación adscrito a es/e Alto Tribunal, con fundamento en los articulas 26, 
fracción 11, d1' la Ley de Amperolty 107, fracción XC Constilución Politrca 
de los Estados UnidO!; Mexica . • 

Lo provey firma el Preside le Suprema Corte de 
Justicia de /a Nación, Ministr Luis María Aguiler Morales, qu1en actúe con el 
Secrotario Genere/ de Acu os que da fe, licenciado Rafael Coel/o Cetina " 
FIRMADO ~. 

efectos legales con 

transcribo a usted para su conocimiento y 

uie~y en vía de notificación del auto 

inserto. 

a usted m1 atenta y distinguida 

consideración. 

Ciudad d4xi , a veinticinco de junio de dos mil dieciocho. 

• Anrouto 101 L•• conlr 
-"" materia e-"'· "' • , ,,,,.,.. "9u~ntes 

,., deº"" """'• •• ao<ro10 101 de e"• eº"'"'""""·""' e>:«p<:Obn de""''"" 
ran a los p¡oceo'm'"""" qu• <fo\O<mloe ra ley <eg1'meo!aOa, oe """'"'° con la' 

- '-"' 11. '-"' "'""""'"'' oue se '"""'" """"'"""'' oe ""'""'",,):o"'°"""''•""""" quajoso• oue te""""""" '""'''""°· ""'"OOos• • a oa<artos i º'"'"".-, " P">ce<f•ere, en ei "'"' """""' ""'"' " oue ''"' la 
<lümanO>. 

" Cu•MD «is &yonos del P "'Ju<f""'I de !a fe<le<o~On "''""''ea"''°"'"'""'"" "'" '""'"°""'en la eua! se 
d.Oe<m'"' IO .ncoo50""'°" I"''" do un• nonna gene<al_ IO S"P'""" CoOo do Ju~l~a Oe " No~On te ""'''"°'¡, a 
la '""'"'"'" ""'''°'ª· T' ";umda " 01ow oe 90 oroo n""'ªI"' "" ooe se '""'"' el "'°""m• oe 
'""°"'"tuc"""""OO " suO.-.m• Corto•• Justlel• de •• Namon .,..;,.,•. stomp"' o•• '"'"' '"'°'""• po< 
""' ma'º"' do °"'""º "''"º' ocho v<>lDS, !a OecOlf"""" """"'ª' de '"""º'"tuclonal.OOd, en lo º"'' "' '""º 
'"' al03nces i oomtrnm••"" "'' lém>'""' oe I• '"'"!llameo"'"" 
• TEACERO. e"''"'ª .. Plem> o .. , ,,,,., "'"'""""'º .,n.p¡uOen<>• ""' '""""ªºº· 00 .. CUlll """"''""" .. 
'""°"'"'"º°""~'"' de ooo oonn> goneral oo '""""'""· te "''"" .. 1 O>O<><im'<n<D de " P'"'""'""~ Oe este Alto 
T n>un•I_ oon OI Dtl¡e:O de ooo °'""''"" ~elOo º""'°"""'' "' ""''"" ''''"°"' "'""°'""'" a !a º"' '' ''""' 
"' ?>rr¡rlo leK>!tO Oe "' ~aee>On 11 d., ª''"""' !07 "°"''''"~º"''· onoogta< e< expeO,on!a O• IO "'"''"''' 
""'""'~°" geoeral ""'º""''""""°""I"'ª", """•"ºal MI'"~"' oue """"""""'' 
Al '''''"'º oi;~o "' """"P"'"'! """"' °""'"""'• de !as senleocoo• «•peclw•• y. Oe o<ele""''"- d• la• "~' 
'"""''""'"""los ''º'"''''º"""'""'· 'AOieute 26 La•"""°'"'"º""' en"'''"~"' .. •moa<0 se,,,,,.,-
" PD' º'""°· 'Atl"'""' 1 07, l"' °""""''"""' Oe ooe """"' el ª""""' 1 03 de eSlo Con•'""'°"· eo<o e>:<eP<"Óo d• "'"°'I"' '" 
maoena Oloci&al se '""'""" • IM; proced.,..rnos qu• ""'""'°e I• ley <eglameo!aOa, do a<:u<rOo con "' base• 

"""''""" XV, El F..ca1 GMe<al •e ta Rep>jl>WI o el A.ge"" del "'"'""""' P<lbllco •• •• Fede•"""" que " electo de~O""-
serll oooe en "'"°" IM; 1u<>os de •mparo •n .,, oue el acto ""'I"'""° P"'"''"l' de proced""""'º' dei D'deo 
peo>1 y aq<léllD> oue oe1<>m>:•• I• "''. 

? 
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REFERENCIA 
PS-01675 

CUADERNILLO DERIVADO DEL 
AMPARO EN REVISIÓN 623!2017 

En cinco de julio de dos mil dieciocho, la Secretaria de Acuerdos 
~,;oraJUDICIAl.DELAfEDERAClóN da cuenta a la Presidenta de la Primera Sala de la Suprema 
suAAe""''º"""'º'Jusuc>Ao•tANAC10N Corte de Justicia de la Nación, con el oficio SSGA-1-

20212/2018, recibido en esta Secretaria de Acuerdos. Const~.· 

Ciudad de México, a cinco de julio de dos mil dieciocho. 

Por encontrarse ¡;:n epqrg5e, el amparo en revisión <'• 

' 
623/2017, fórmese cu_ddernillo y agréguese a éste el oficio 

' 
SSGA-!-20212/2018, ÁeI índice de la Subsecretaría General de 

¡ 
Acuerdos de esta S prema Corte de Just®e la Nación. 

Con funda nto en lo dispuesto por el artículo 25, 

fracción 1, de Ley Orgánica ~Poder Judicial de la 

Federación, · 

revisión de! qu 

. copia.certificad 

de referencia. 

.. ~ 1ur1spr,w a 

P:resldenc7' __ de. 

...c~rtificadas de la 

continúe. con.eL 

""""ª dich~secretaría que el amparo en 

deriva este cuadernillo continúa en írámita de 

e.JID,a.Y~c~el.rni.s!llo se.le remitirá. 

~meiicia-dictada en .el.ampar.o.en.re..v.l&i.Qp . 

spectiva, se-~.t:iará ••• deL .. co.aacim~ntQ....,JLlq. _ 

ste _AJ to Iri.l;iuna.l.- ,y, se .. enviarán_las.-.,copias 

emás s_entenclas.que la integren,. par;;1,qu~se 

mite _cprresp_oni::liente_ a_,la _declar.atoria._.de 

120.18. 

En su oportunidad, agréguese el presente cuadernillo al 

expediente principal de! amparo en revisión en comento. 

Notifíquese. 

/¡ 

/¡ 
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CUADERNILLO DERIVADO DEL 
AMPARO EN REVISIÓN 62312017 

Así lo proveyó y firma la MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA 

HERNÁNDEZ, Presidenta de la Primera Sala de !a Suprema 

que autoriza y da fe, Jlce 

Gatlca. 

' / 

11 Jl\.. 201B, se notificó el acuerdo anterio // nteresados 
por medio de lista, en términos de lo dispuesto n los articulos 26, 
fracción 111 y 29, de la Ley de Amparo. Doy fe. 



PODER lllDl(IAl DE lA fEDFflAC:IÓN 
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SECRETARÍA DE ACUERDOS DE LA 
PRIMERA SALA. 

AMPARO EN REVISIÓN 623/2017 

QUEJOSO: --.¡ 
' 

I 
•• // 

SECRETARÍA DE ?~UERDOS DE LA PRIMERA 
SALA. ¡ i 

1 1 

En !a m·1sma fecha, pa a notificar el acuerdo que antecede, 
se giró el siguiente oficio: 

• /,F. XIV-728-P 

'º'"'º' ---

SUBSECRET ÍA GENERAL DE ACUERDOS DE LA 
SUPREMA C ATE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. 

Ciudad e México, a 9 de julio de 2018 

1 

LIC. OSCAR;ALEJANDR CRUZ AGUILAR 
SECRETARIO AU~ILIAR DE ACUERDOS DE LA PRIMERA 

( SALA 



AL REFERIRSE A ESTE OFICIO MENCIONE 

.EL N0MEAO Y LA OFICINA QUE LO GIRÓ 

Wf'l"MA CORl• DE mnc ... 01 lA ""''°" 
SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS DE 
LA SUPREMA CORTE D'E JUSTICIA DE LA 
NACIÓN. 

PRIMERA SALA. 
SR{A DE ACDOS. 

A.R. 62312017 

• En el expediente que se menciofia al margen, Ja Presidenta , 
de Ja Primera Sala dictó el siguiente/acuerdo: 

.· . 
"Ciudad de México, a cinco d¡Í /ulio de dos mil dieciocho. 

Por encontrarse en engrosf' é1 amparo en revisión 623/2017, 
fórmese cuadernillo y agréguese p., éste el oficio SSGA-1-20212/2018, 
del índice de la Subsecretaría G r;iÉlral de Acuerdos de esta Suprema 
Corte de Justicia de la Naclón. i 

Con fundamento en lo di puesto por el artículo 25, fracción I, de 
la Ley Orgánica del Poder Jud· ial de la Federac~fórmese a dicha 
Subsecretaría que el amparo n revisión del que~ este cuadernillo 

---------. continúa en trámite de engr e, por lo que una vez que concluya el 
mismo se Je remitirá copia rtificada d~a sentencia dictada en el .. ~W~R<':i'ilol Cl':lllTl •E 

i\JUiT!CJ!o. Df. L.A NAClllN 
,sf,A .,,-,-.,. 

1P,.j-<J JUL. 1U18 • 

1 
Oflt:~~ tf CtRllflgAClOlt 

_ JU~IC!~t Y CllR:ft!:SPONUEtlCIA 

/ 

;_,::· . 
:~·:·; .. : 
' '· ' r,, 

.... _ 

amparo en revlsión de refer cia. ~ 

Asimismo, dígase qu una vez que se establezca Ja jurisprudencia 
respectiva, se hará del c oclmi: Ja Presidencia de este Alto 
Tribunal y se enviarán las pias i das de las demás sentencias 
que Ja integren, para que s continúe n el trámite correspondiente a la 
declaratoria de inconstituci ~idad 1/2018. 

En su oportunida ·, a§réguese el presente cuadernillo al 
expediente principal del a paro en revisión en comento. 

Notlfíquese. ~ 
Así Jo proveyó~ ma la MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA 

HERNÁNDEZ President de la Primera Sala de !a Suprema Corte de 
Justicia de I~lón, ante la Secretaria de Acuerdos que autoriza y 
da fe, licenci~aría de )os Ángeles Gutiérrez Gatica." 

' .. ~' 

' Lo que comunico para los efectos legales a que haya lugar. 
' Le reitero mi atenta consideración. 

' ' " - ,.;:;;, 
_: .. C.J.','d~ 

A(.' l :_l_A ·{. 
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VOTO CONCU~~ENTE QUE FORMULA ~ MINISTRO JOSÉ 

RAMÓN cossío DÍAZ EN EL AMPARO EN Rj.v1s1óN 623/2017 J 

En el asunto citado, la Primera Sala de la S prema Corte de Justicia 

,.,._.-de la Nación, por mayoría de votos, det~ la 

,,~ inconstltucionalidad de los artículos último párrafo, 23'7, 245, 

%Ji,{racción !, 247, último párrafo, y 248 de Ley Gene~e Salud, y 

~~-~~nce~ió el amparo a la :~rte quejosa p e_I efe9}9 de ~ue el Director 

~ Ejecutivo de Regulacton de Estu faciente~Psrcotrópicos y 

-~r~~stanclas Químicas de la Cofepris !e 

¡"~realización de los actos relacionado 

lúdicos o recreativos (adquirir la se 

preparar, poseer y transportar) en 

pi~~ una autorización para 

co~utoconsumo con fines 

, sembrar, cultivar, cosechar, 

ción exclusivamente con el 

estupefaciente cannabis y el ps~ró 

autorización para realizar acto; ~ 
otro que se refiera 

sustancias. 

a ~ajen 

A diferencia de los ~dentes ant 

amparo a !a p~ quejosa con efe 

estableció que d~e autorizarse ta 

co THC, sin que ello implicara la 

omercio, suministro o cualquier 

ión y/o distribución de dichas 

riores1 en los que se concedió el 

os similares, en este asunto se 

ién la adquisición de la semilla, 

ordenando a la Cofepris establecer 1 s lineamientos y moda!ldades de 
ó 

tal adquisición. Sin embargo, la ifietodología, consideraciones y 
' 
\ 
' 

' Estos oon loo amparos en rellisión - y - resuellos el primero en sesión de 
cuatro de noviembre de dos mil quince por mayorla de cuatro votos de los Minii>tros Oiga Maria del 
Carmen Sánchez Cordero, José Ramón Coss!o Olaz, Arturo ZaldJvar Lelo de Larrea (ponente) y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en contra del emttido por el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, y 
el segundo en sesión de once de abril de dos mil dieciocho por mayorla de cuatro votos de los 
Ministros José Ramón Cosslo Olaz, Arturo Zaldivar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucia Pina Heméndez, en contra del emitido por el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo 
(ponente). 

6- de¡J/13 ---- ---
! ~ 3 I 

,,..,'? .,..,.¡,.-•.•• 

*' 



VOTO CONC~RRFNTE. ·"r 
AMPARO EN ReV1sróN é23f2017 

efectos de la sentencia recuperan esencialmente el amparo en 

revisión - 2, por lo que refrendo las razones de mi concurrencia 

en este voto. 

1. Introducción 

La experiencia de los últimos cincuenta años demuestra que la política 

prohibicionista en materia de drogas ha fracasado y que, por lo tanJ9_1,,. _ 
·' - ' 

la misma requiere un cambio. Sin que haya disminuido la prevaleb_E::ia . ;~º 

de las adicciones en el mundo ni en nuestro país, es claro q~:~a':·.-~-
- ,- , ·-

política que limita el acceso a sustancias controladas ha contribuitj9 é'.!.' .• :. _ 
'•.o· -__ ,_' ,, 

incrementar la violencia y la corrupción asociadas a Ja delincu~.ni;::i!l-.. __ . 

organizada, ha lastimado tanto a comunidades como a índividuo~.;;:y'.tlá ~ --,_. 
-;,_ : ~ ,_, 

generado un mercado negro de millones de dólares, afectando con 

todo ello los derechos humanos y la salud de la población mundial y 

nacional. 

En estas circunstancías, urge un debate amplio, incluyente e 

informado que lleve a todas las autoridades del Estado mexicano y a 

la sociedad, a replantearse el modo de aproximación al fenómeno del 

consumo y producción de drogas. Estoy seguro que ninguno de mis 

compafieros ministros, ni aún los más favorables a Ja legalización de 

!as drogas, pretenden que ésta se !leve a cabo sin Ja apropiada 

regulación. 

Ahora bien, en et presente asunto, Ja Primera Sala estaba llamada a 

responder si la negativa de la autoridad adminlstrativa para emitir una 

'Resuelto en sesj6n de cuatro de noviembre de dO'O mil quince por mayorta de cualro votos de los 
Ministros Oiga Maria del Carmen Sánchez Cordero, José Ramón Cosslo Dlaz. Arturo Zaldivar Lelo 
de Larrea {ponenle) y AlfrWo Gutiérrez Ortiz Mena, en conlla del emitido por el Ministro Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. 

2 
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., 
PODER JUDIClAL DE lA FfOOIACllN ( _/ 
SuffiEw.co•1• o< NITIC,.. o< lA """'°"' / 

autorización a un individuo a fin de que¡adquiera semillas, siembre, 

cultive, coseche, prepare, posea y ¡ransporte el estupefaciente 

conocido como cannabis y el psicotró ico THC para su uso lúdico o 

recreativo, es o no violatorio de sus rechos humanos. Partiendo del 

estudio realizado respecto al der cho al libre desarrollo de la 

personalidad en el amparo en revis' n -· la sente~nalizó 

la proporcionalidad de la medid legislativa que prohíb~ realizar 

di.versas actividades relacionadas n la producción~ consumo de 

marihuana, para concluir que tal 

e~istir medios alternativos igualme 

-derecho, sino que además es, d 

toda vez que genera una prote 

edida no s919 es innecesaria, al 

e idóneos qYstringen menos el 

propo~ada en sentido estricto, 

ión rh1 - a- Ja salud y al orden 

público frente a la intensa interv c~ ,_al derecho. de las personas a 

decidlr qué actividades lúdicas d :e~alizar. 

Como ya adelanté, si bien ne· 

otorgar la autorización a~is 

sus derechos, específica~e 

a coincidir en que la negativa a 

ativa al quejoso resulta vioJatoria de 

e su autonomía personal, difiero de la 

metodología utiliza~ Rara ello, así como de los alcances de los 

efectos. Estoy con~~do de que nuestra resolución debió conllevar 

efectos mayor~ más específicos,· así como hacerse cargo de las 

medidas necesafias para una concesión integral del amparo. Es más, 

me ·parece que de no prever~ médidas exhortativas de carácter 

estructural, lejos de estar protegiendo Jos derechos de nuestros 

ciudadanos, los estaríamos poniendo en riesgo. Me explico. 

2. Crítica a Ja metodolog;a de la sentencia 

' 
3 
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En primer lugar y toda vez que nuestra decisión implicaba un 

pronunciamiento general sobre !a política nacional en materia de 

drogas, en la que están involucrados diversos temas tales como la 

afectación a la sa!ud de los individuos, la salud pública, el orden 

público, la violencia, la delincuencia y la corrupción, hubiera sido 

deseable acudir a conocimiento técnico y científico especializado de 

manera formal, así como escuchar las opiniones de diversos sectores. 

Este modo de proceder lo ha llevado a cabo la Suprema Corte en 

ocasiones anteriores, con fundamento en e! artículo 79 del Código 

Federa! de Procedimientos Civiles, y en los Acuerdos Generales 

Plenarlos 1 0/2007, por el que se establecen los lineamientos P~,!;~J.a'>-:,, 
,.- '>.'· ·f'C-

comparecencia de especlalistas, y, el 2/2008, en el que se es~l:ll~~M.~-i;: 
•'ft ,,. ••• 

los lineamientos para la celebración de audiencias relacionad~S.:yf:on ~;· 

asuntos cuyo tema se 

importancia nacional. 

\ .;:;-. 

estime relevante, de interés jurídico -O;; de 

Fue con base en dichos acuerdos que el Tribunal Pleno se allegó de 

conocimientos especializados y escuchó a la opinión pública en 

asuntos de relevancia y trascendencia, tales como los relativos a la 

interrupción del embarazo, las telecomunicaciones y e! sistema de 

deducciones tributarias conocido como costo de lo vendido. 

Recordemos que en las acciones de inconstitucionalidad promovidas 

contra las leyes que autorizaban la interrupción del embarazo en el 

Distrito Federal, un tema particularmente sensible para la sociedad 

mexicana, se realizó un ejercicio amplísimo con la finalidad de que 

este Alto Tribunal se allegara de Ja mayor y mejor información posible 

sobre el tema debatido. En materia de salud, se requirió a la 

Secretaría de Salud, al !MSS, al ISSSTE y a los Institutos o 

4 
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POOERJl.CICIAL DE lA FEDEllACIÓN 
1

,, .. -"'"\ 

SUPllEMA COFml oe IUSllCl.0.0! <A"""°" / 
Secretarías del ramo de c'á una de Ja entidades federativas y del 

Distrito Federal, así como al Consejo aciana! de Población. En 

materia de administración de justicia, se equirió a !os Presidentes de 

los Tribunales Superiores de Justlcia 

Federal, a las Procuradurías Genera 

los Estados y del Distrito 

de Justicia de todas las 

entidades federativas y del Distrito Fe ral, a los Presid~ de los 

Trlbuna!es Coleg!ados de Circuito en ateria penal y mlxt~, y a los 

Magistrados de Tribunales Unitarios e Circuito y ~s Jueces de 

Distrito, en las mismas materias. Asi smo, se o;Qe~ó el desahogo de 

·::diversas pruebas perlciales médica ·bloquímica~iológicas a cargo 

~ 'de expértos de la UNAM, del lnsfü o Po;zlco N~clonal e, Incluso, 

~j ~: !a Un1versrdad .. Nacional de Qlomb1 _· Ademas, se celebraron 

_¡jiversas sesiones de comparec . ~ .. a .fin de que asociaciones, 

':'.:j:'~rupaciones. y particulares ma ~an sus ideas -en audiencias 
,_<'' ;~~·-' 

· · ;p·úblicas. Tal ejer_cicio involucr' participación de aproximadamente 

80 personas de· muy.distinto ori 

creó un micrositio en la~i 

abierto a! públlco, con~ 
recibido y generad~elació 

, formación e ideología. Incluso, se 

electrónica de la SCJN, de acceso 

J material documental y audiovisual 

con el asunto. 

Desde mi p~ctiva, · hab~r realizado respe·cto ·de! tema de Ja 

legalización de la marihuarla un ejercicio como el acabado de 

' mencionar; con la !nterv_ención d__el toc:los los actores-releva·ntes· y de la 

opinión pública, hubiera permitido a esta Suprema Corte de Justicia no 

solo resolver este caso concreto, sino constituirse en el foro nacional 

para la discusión y futura implementación de una política integral en 

materia de drogas. 

5 
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Un segundo aspecto metodológico que no comparto de la sentencia es 

que, al colocar el derecho al !lbre desarrollo de la personalidad como 

premisa mayor, dificulta la posibilidad de intervención estatal cuando 

estamos frente a una sustancia que produce una afectación "no tan 

grave" en la salud de las personas. En la lógica de la resolución, no se 

entiende por qué se requeriría una autorización administrativa para 

realizar las actividades relacionadas con su consumo, las cuales 

deberían considerarse siempre permitidas y sin posibilidad alguna de 

límite. 

No coincido en que el Estado abdique de su facultad regulatsir_ia 

simplemente porque una sustancia no sea "tan dañina". La obligaciór'í· _ ·~ 

constitucional es garantizar positlvamente el derecho a la salud. Lo 

que resulta desproporcionado -y en esto concuerdo con Ja posición 

mayoritaria- es que el Estado pretenda utilizar el Derecho Penal para 

proteger el derecho a la salud y el orden público. Sin embargo, ello no 

puede ni debe traducirse en un coto vedado para la acción estatal. En 

otras palabras, que el consumo de cierta sustancia se encuentre 

permitido no tiene como consecuencia que el Estado esté impedido 

para regular las conductas asociadas a tal consumo ni prevenir, 

atender o tratar sus efectos. Si bien !a misma resolución acepta que 

las campañas de información y las estrategias de salud pública serían 

más efectivas que la prohibición misma, al fina! su construcción 

argumentativa se centra en la no intromisión estatal frente a las 

libertades-indivlduales, lo cual dificulta asumir y desarrollar un enfoque 

de salud pública, indispensable para proteger debidamente los 

derechos humanos de la población en general, y el derecho a la salud 

en particular. 

6 
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SUFMMA CO•U OE JUSTICIA OE lA WU:ION 

TO CONCURRENTE 
AMPARDEN EVISIÓN 62312017 ,, 

Asimismo, me preocupa que conforme a la rgumentación de la 

sentencia, el único valor a tomarse en e nta para evaluar la 

proporcionalidad de la medida legislativa se la magnitud del daño 

generado. Me parece, con todo respeto, que 1 grado de afectación no 

es el único criterio que el legislador uede tomar en cuenta 

legítimamente para regular una sustan a. Además d~que la 

resolución denomina "magnitud del da- ', el legislador pu~de tomar 

en cuenta, por ejemplo, las posibles armas de u~y abuso, las 

posibilidades legales y fácticas de c batir eI;¡b~so con éxito, las 

de coo~ción internacional , costumbres de la sociedad, el mar o 

para el control y la lucha en contr e la~ogas y, de manera muy 

r'elevante, la incidencia de la delin encia~nizada que participa en 

su comercialización. 

En este sentido, soy de la 

oposición del libre desarrollo de 

que genera el consu~ d 

simplificación del proble~u 

ión que cerrar la discusión a la 

personalidad y la magnitud del daño 

cierta sustancia, es una sobre­

, representa el análisis de la política 

estatal en materia ~ d~ogas, .:deja en una pobre posición al Estado 

para generar la reQ~ón que karantice Jos derechos humanos de la 

población a !~de la ConStitución y de los tratados ·internacionales 

aplicables, tal co'fuo nos lo mandata el artículo 1º constitucional. 

Tampoco me convence la comparación que realiza la resolución entre 

la marihuana con el tabaco y el alcohol, por ser sustancias que 

producen "un daño similar''. Me parece que cada sustancia debe ser 

regulada conforme a sus espe¡icificidades y que, de hecho, sería 

" plenamente justificado a la luz de la Constitución darle un tratamiento 

7 
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diferenciado a cada una de ellas. Contrariamente a lo que sostiene la 

resolución, de que el tabaco y el alcohol se encuentren regulados y no 

prohibidos, no se sigue en automático que deba autorizarse la 

adquisición de semilla, siembra, cultivo, cosecha, preparación, 

acondicionamiento, posesión y transporte de la marihuana. Máxime 

que una traslación así obligaría también a aceptar su venta y 

comercialización, pues no habría justificación para negarlas, si el 

tabaco y el alcohol se venden y comercializan. 

En suma, sl bien estoy de acuerdo con los resolutivos de la sentencia, 

me parece que el camino propuesto para llegar a ellos resulta cuando 

menos prob!emátlco y carece del componente fundamental que 

debiera acompañar una resolución como la que fallamos: esto es,~·s_!,,.,,,_ 
-~ ·'";'<: _. ,. 

enfoque de salud pública, pues la autorización de las sust~é3l~if;: ·,:· ., 
necesariamente conlleva su regulación a partir del 

salud pública. 

3. Crítica a los efectos del amparo 

En la sentencia se determinó la inconstituciona!idad de los artículos 

235, último párrafo, 237, 245, fracción l, 247, último párrafo, y 248 de 

la Ley General de Salud para el efecto de que el Director Ejecutivo de 

Regulación de Estupefacientes, Psicotrópicos y Sustancias Químicas 

de la COFEPRIS le expidiera una autorización al quejoso para la 

realización de los actos relacionados con e! autoconsumo con fines 

lúdlcos o recreativos (adquirir la semilla, sembrar, cultivar, cosechar, 

preparar, poseer y transportar) en relación exclusivamente con el 

estupefaciente cannabis y el psicotrópico THC, sin que ello implicara la 

autorización para realizar actos de comercio, suministro o cualquier 

8 
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PODER.lJDICIAL DE lA fEDERACION 
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otro que se refiera a la enajenación y/o di ribución de dichas 

sustancias. ' ! 

! 
Quiero llamar Ja atencióh en que la resolu no se refiere a una 

alternativa de despenalización general de 1 conductas relacionadas 

con la marihuana. Únicamente se refiere a posibilidad d~rizar a 

un quejoso que solicitó un amparo para la ealización de las ~onductas 
relacionadas con e! uso lúdico o rec . ativo de !~rihuana. La 

autorización que se debe otorgar 

diferencia para todos aquellos indivld . 

. hace entonces, ninguna 

s que e~pasado realizaron 

idénticas conductas y que por lo mis 

,:.~ su libertad. Tampoco permiten I 
' :>' 

s~uentran ya privados de 

rea ión de las conductas 
' ,' señaladas por aquellas personas 

autoridad sanitaria responsable. E 

,' (qe la sentencia, para -ia realiz 

necesaria, ademá·s de la solicitu 

un amparo por cada ind~o- e 

autoridad legislativa ~ mo 

no tengan el permiso de !a 

-Y en términos de los efectos 

de las conductas indicadas sería 

e la autorización, la obtención de 

sumidor, ya- que hasta en tanto la 

las disposiciones legales 

no cuenten con la autorización prohibicionistas, lot;;_s~jetos qu 

correspondiente pod~ ser proce. ados. 

~ 
Es por todo ello que, de la ma:~era más franca y respetuosa, no 

coincido con los alcances: de los·.~fectos. Soy de la op1n1on que no 
\ 

debimos otorgar una autorización\al quejoso sin acompañarla de 

lineamientos para el establecimiento de una política pública integral en 

materia de drogas. El hecho de que no exista evidencia científica 

concluyente sobre el grado de afectación que causa el consumo de la 

marihuana, como la propia sentencia lo reconoce, no nos permite 

9 
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considerarla como una sustancia inocua, de ahí que tengamos frente a 

nosotros un reto enorme en términos de salud púb!lca. 

No hay que perder de vista que a nivel mundial, la permisión y 

descriminalización del uSo recreativo de la marihuana se ha dado 

mediante procesos de deliberación democrática en e! seno de 

congresos y parlamentos. Los cuatro casos que cita la sentencia, esto 

es, el de !os estados de Colcirado y Washington en los Estados Unidos 

de América, los Países Bajos y Uruguay, han sido producto de amplios 

procesos legislativos, acompañados de la implementación de políticas 

públicas muy sólidas. Si bien las causas, procesos de implementación, 

regulación y consecuencias varían de país en país, un elemento 

común es que dichas medidas se han dado en un marco regu!atorio 

fuerte, ordenado, integra! y consensado democráticamente. 

Pongamos un par de ejemplos. En el caso específico de Uruguay·, si 

bien estaba permitldo el consumo personal desde 1974, fue hasta 

201 i que se llevó a cabo el primer debate para !a permisión del cultivo 

de marihuana, en el cual el Parlamento uruguayo discutió la posible 

despenalización del cultivo de cannabis y la reforma de la penalización 

para quienes comerciaran con dicho producto. Este debate no sólo 

tuvo resonancia legislativa, sino que el sector social, medios 

nacionales e internacionales apoyaron dichas medidas. En 2013, el 

Senado uruguayo aprobó la Ley 19.172 mediante la cua! se reguló la 

producción, distribución y venta de cannabis. Con esto se estableció 

que era e! Estado quien asumiría el control y regulación de las 

actividades de importación, exportación, plantación, cultivo, cosecha, 

producción, adquisición a cualquier título, almacenamiento, 

comercialización y distribución de cannabis y sus derivados. Uno de 

los móviles o fuerzas motivantes de dicha Ley fue la de proteger a los 
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habitantes del país de los riesgos que imp 'ca el vínculo con el 

comercio ilegal y el narcotráfico. Con este rimer ejemplo quiero 

destacar que la legalización de la marihua en Uruguay no se dio 

como una medida aislada, sino en el marc de un proceso regulatorio 

integral. 

Por su parte, el estado de Colorado co ocó a una inicia~popular 
_;~~~-2012, en !a que los ciudadanos vot on a favor d~enmienda 64 

:_~;--::--9~e reformó la Constitución del stado, P¡Kmitiéndose el uso 

-'.~,_:-·~:r~reaciona! de la marihuana, así e o su cultYomercia! y venta. 
"' ' ,~ ·;_. i=,ste esfuerzo ciudadano tampoco e: p.la~ como algo aislado, ya 

... ,-que posteriormente a Ja aprob ión ~ citada enmienda, el 

'-·Gobernador firmó un-decreto me 

~'.JJ:~encargado de· analizar todos los 

públicas y regulaciones de la ·Este- grupo especial tiene la 

encomienda de entregar cada df. rminado tiempo un reporte sobre la 

implementación y las ~a~ .que- -se co_nsidera que deben ser 

tomadas por el gobierno 1 Ettado al respecto. Así, lo que inició a 
i 

través de un pro~o f\, de democracia directa, se reforzó por una 

política integra! del Hado que busca darle respuesta efectiva a las 

decisiones de ~blación. 

Contrariamente a las experien_cias -,relatadas, _nuestr_as- sentencias 

están dando inicio a un proceso a la inversa, pues previo a la 

construcción de un marco regulatorio, se están otorgando 

autorizaciones administrativas con fundamento en una resolución 

jurisdiccional. El!o conlleva una enorme responsabilidad para este Alto 

Tribunal y por eso soy de la convicción de que nuestra sentencia debió 
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precisar de la mejor manera posible, no solo los efectos concretos sino 

también las medidas exhortativas de carácter estructural. 

Desde mi perspectiva, esto es técnicamente posible ya que la Nueva 

Ley de Amparo así lo pfevé y la Constitución así nos lo mandata. En 

efecto, los artículos 74, fracción V; 77 y 78, último párrafo, imponen a 

!os juzgadores federales la obligación de establecer, no sólo Jos 

efectos en que se traduce· la concesión de amparo, sino también las 

medidas adicionales a la~inaplicación de las normas declaradas 

inconstitucionales para restablecer al quejoso en el pleno goce del 

derecho violado. Esto, en ·consonancia con el artículo 1 º de la 

Constitución, que obliga a todas !as autoridades a reparar las 

violaciones a los derechos humanos. El importante cambio llevado a'~~--.. - .,:; 

cabo en la Nueva Ley de Amparo, nos ha despojado del carácter~e~ ··· 

meros legisladores negativos, y nos ha impuesto atribuciones prog1as · · 

de un auténtico Tribunal Constitucional, encargado de la más amplia · 

protección de la Constitución y los derechos humanos. 
' '. -- -·~ 

' ';::· -

En el sistema interamericano, la Corte ha sido enfática ar interpretar 

que la obligación de reparación contenida en el artículo 63.1 de la 

Convención Americana, entrafla .el deber de! Estado de adoptar las 

medidas necesarias a fin de que hechos similares no se vuelvan a 

repetir y a contribuir a su prevención. Sobre este punto pueden verse 

lo resuelto en Mack Chang vs. Guatemala, Cinco Pensionistas vs. 

Perú o Bulacio vs. Argentina, por ejemplo. 

Francamente, me parece que la sentencia se quedó corta asumiendo 

únicamente los efectos tradicionales del juicio de amparo. No debió 

pasarse por a!to que la resolución introduce una modificación 

sustancial en la política estatal en materia de drogas. En razón de Jo 
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anterior, y a fin de preve~jt. Ja recurrencia e violaciones a los 

derechos humanos, comd Tribuna! Cons uclonal teníamos !a 

obligación de identificar y después exhortar a das las autoridades del 

Estado, a adoptar todas las medidas legale administrativas y de otra 

índole, que fueran necesarias para hacer e _ tivo el ejercicio pleno de 

los derechos humanos de todos Jos gober 

Corte Interamerlcana ha señalado que 

para cumplir con Ja obligación general 

derechos humanos, ello desde el ca 

Honduras hasta casos recientes como 

os. Sobre el ~ular, la 

ho actuar es el "tctecuado 

respeto ~rantía de los 

Velá¡guez Rodríguez vs. 

via ~ vs. Costa Rica o 

Cruz Sánchez vs. Perú. 
:~}·-' ... ,. '-._ . 

· Dicha Gbligación· de reparar no d 

mexicano. La Corte lnteramericana; 

;'?-:; -e'íl~'los que 'México ha sido c~en 
~;,.::,:'fu·e-d.idas de no repetición co~:~o 

daño causado por las· ~ciones 

situación. Así, se le ha o~do a 

en materia de ac~oh a la justi 

fortalecer las capa~des instit 

ser_ extraña para el Estado 

todos Jos casos contenciosos 

o, ha-ordenado la adopción de 

jeto de reparar integralmente el 

de derechos humanos en cada 

estro país modificar la legislación 

electoral (Castañeda Gutman); 

ionales del Estado mediante la 

capacitación: '@;}funeiona~los de lás Fuerzas Armadas sobre los 

principios y normas de prote ion de los derechos humanos 
¡ 

(Fern_ández Ortega . y Rose@do Cantú); realiza'r .reformas 

" constitucionales y legislativas en rrl:ateria de jurisdicción militar (Radllla 

Pacheco); fortalecer el funcionamiento y utilidad del marco del registro 

de personas detenidas en el país (Cabrera García y Montiel Flores) y, 

finalmente, capacitar a operadores de justicia para que puedan 
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identificar, reaccionar, prevenir, denunciar y sancionar el uso de 

técnicas de tortura (García Cruz y Sánchez Silvestre). 

La emisión de resoluciones estructurales que contengan efectos 

mucho más ambiciosos y·. acordes con !a dimenslón del problema 

planteado, tampoco ha sido ajena en el Derecho comparado. No 

pretendo sostener, en modo alguno, que Jo resuelto por los tribunales 

constitucionales nos resulte vinculante simplemente quiero ilustrar que 

los conflictos planteados ante este tipo de órganos jurisdiccionales han 

generado soluciones como !as que actualmente nos otorga nuestro 

propio orden jurídico. 

Un buen referente es el caso de ta Corte Constitucional de Colombii:l, .:-:·· 

que en las sentencias T-153/98, T-025/04, y T-760/08, incluyó dlversas 

medidas, no sólo para declarar la inconstitucionalidad de! estado de 

cosas en relación con el establecimlento carcelario, la situación de la 

población interna desplazada y el acceso a los servicios de salud, sino -

para establecer los lineamientos que permitieran reformar de manera 

sistémica dichas problemáticas en el Estado colombiano. Este 

proceder judicial implicó la determinación de acciones reales y 

concretas ordenadas a las autoridades responsables, en el marco de 

un proceso público de debate, decisión y ejecución de políticas. 

Ejercicios semejantes se han realizado por otros tribunales 

constitucionales, destacando los de Argentina, Costa Rica, India y 

Sudáfrica, primordialmente. 

En mérito de lo expuesto, considero que la resolución debió atender a 

dos dimensiones de los efectos y medidas propios de la concesión 

del amparo. La primera correspondía al caso concreto que 

efectivamente se traduce en el otorgamiento de una autorización 
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administrativa específica para el quejoso. 

mucho más relevante, pues a través de 

egunda dimensión era 

debimos emitir una 

sentencia exhortativa de carácter estr tura! que posibilitara la 

creación de una política pública integral e materia de drogas. 

4. Propuesta de efectos adicion 

el amparo otorgado 

s concretos par~lecer 

~ 
Por !o que hace a los efectos de 1 

pedido por e! quejoso, me parece-

. sentencia, ~~o la lógica de lo 

e no debim itarnos a señalar 

que debían otorgarse autorizacio S; si~e desde aquí debimos 

tratar de- modular la actuación de -autor1 -sanitaria administrativa, 

en este caso Cofepris. No ha er!?-...._ ~echo así implica dejar a la 

autoridad con- un amplio -marg · ~iscrecionalidad que, incluso, 

podría poner en predicamento "aba! cumplimiento de Jo que se está 

ordenando en ·la· sentencia. ¡ bien se_ -ordena -a la Coteprls a 

establecer lineamientos ~d idades respecto a la adquisición, los 

cuales deben dar cauce ~rerho al libre desarrollo de personalidad 

del quejoso, lo a~rLor es ihsuficiente para definir la actuación 

administrativa. V 

Al respecto,- ~mportante hacer notar que la sentencia implica el 

otorgamien'to de_ autorizaciones Que;· h·a~ta -el momento, Cofepris no 

podía conceder por no estar reguladas de manera expresa en sus 

facultades. Por ello, era necesario señalar en el fallo ciertos 

lineamientos generales que podría seguir dicha autoridad, a partir de 

lo prevlsto en la Ley General de Salud, Títulos Décimo Sexto y Décimo 

Séptimo, relativos a autorizaciones y certlficados, y vigilancia sanitaria, 
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respectivamente. Desde mi punto de vista, sólo así se hubiera logrado 

reparar de manera efectiva al quejoso en el goce de sus derechos al 

dotarlos de un marco jurídico certero que satisfaga la seguridad 

jurídica. 

Así, conforme al artículo 368 de la Ley General de Salud, Cofepris 

debería otorgar una autorización sanitaria mediante la cual permita al 

quejoso la realización de los actos relacionados con el autoconsumo 

personal con fines recreativos {adquisición de semilla, sembrar, 

cultivar, cosechar, preparar, poseer y transportar} de! estupefaciente 

cannabis y el psicotrópico THC. Dicha autorización debería ser 

otorgada por tiempo indeterminado, en términos del artículo 370, en el 
"''" entendido de que la misma podrá ser revocada si se incurre en _¡:i.IQtií:Tó ... : .. 

de los actos que la propia sentencia de amparo señala como·;·no 
'. ,. 

permitidos, tales como el comercio, suministro o cualquier otro··~~e· Se 

refiera a la enajenación y/o distribución de dichas sustancias. 
' ·,, 

De acuerdo con el artículo 378, esta autorización podría ser revisada 

por la autoridad sanitaria competente a través de las visitas de 

verificación previstas en los artículos 396, fracción J y 396 bis del 

mlsmo ordenamiento legal. La referida autoridad sanitaria podría 

revocar las autorizaciones en diversos supuestos, por ejemplo, cuando 

el ejercicio de las mismas exceda los límites fijados o se dé un uso 

distinto a éstas; en caso de que el autorizado desacate de manera 

reiterada las órdenes que dicte la autoridad sanitaria; cuando el 

interesado no se ajuste a los términos, condiciones, requisitos de sus 

autorización o haga un uso indebido de ésta; en el supuesto de que 

los objetos o productos dejen de reunir las condiciones o requisitos 

bajo las cuales se haya otorgado la autorización o cuando Jo solicite el 

interesado, todo ello en términos de lo previsto en las fracciones 11, 111, 
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V, IX, X y XI del artículo 380 de la Ley General d Salud, y otorgando 

Ja garantía de audiencia establecida en 

interesados ofrezcan pruebas y aleguen 

para que los 

que a su derecho 

convenga. 

5. Propuesta de sentencia exhortativ <fe carácter e~ural 

En Jo tocante a la segunda dimensión 

con fundamento en los artículos 1 Q 

como 74, fracción V, 77 y 78, últlm 

estimo que los efectos de Ja resoluc· 

· cesa ria de~ sentencia y 

la Co~ción Federal, así 

árrafo, Ley de Amparo, 

d~n incluir, corno mínimo, 

Jo siguiente: 

Exhorlar 8-todas las ·autoridades 

·_ · ·' _:_!a política pública nacional en 

¡frohibicionista a fin de replante 

violación de !os derech~ma 

problema desde el punto~ista 
para ajustar todo e~~ema de 

a! de la legalizació~gulada 

do mexicano involucradas en 

.ria de drogas, a revisar el modelo 

!ei· marco normativo para evitar la 

os de los gobernados y enfocar el 

e la salud pública integral, así como 

· prohibición sancionada penalmente 

jo los parámetros generales de Ja 

salud públic~la protección ··:·:e -1os derechos humanos de los 

consumidores y no consumidore~Este ejercicio implicaba involucrar al 
' -,, 

menos'-a· las sigt:.¡ierl.t'es autoridadoif$: 

A. Poder Legislativo 

Exhortar al Congreso de la Unión para que, en el ejercicio de sus 

atribuciones, realice una revisión de todos los ordenamientos legales 
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relacionados con la política prohibicionista del Estado en materia de 

drogas. 

Por ejemplo, tiene que considerar la modificación de la Ley General de 

Salud, concretamente Jos artículos 234, 235, 245, 247, 456, 474, 478 y 

479 de dicho ordenamiento, con el fin de hacer posible la permisión 

para el uso lúdico de la marihuana, como conducta excluyente del 

delito. Y con particular relevancia, que las acciones de adquisición, 

siembra, cultivo, cosecha, preparación, posesión y transporte de la 

marihuana para fines lúdicos o recreativos, no pueden estar sujetas a 

Jos límites estrictos de Ja cantidad {5 gr.) establecida en la tabla de 

orientación de dosis máximas de consumo personal e inmediato, 

prevista en e! artículo 479 del aludido ordenamiento. 

En caso de que en el nuevo marco legal se estimara necesaria la 

tramitación de una autorización para realizar estas actlvldad·es se .. 
'.- _, 

requerirá también revlsar los Títulos Décimo Sexto y Décimo Séptimo 

de la Ley General de Salud, relativos a autorizaciones y vigilancia 

sanitaria. 

Exhortarlo también para que respecto al Código Penal Federal, el 

Congreso modifique Jos artículos 194, 195, y 195 bis, fracción ll, lo 

anterior a efecto de incorporar la delimitación de las conductas que 

comprenden el uso lúdico y recreativo de la marihuana {adquisición, 

siembra, cultivo, cosecha, preparación, posesión y transporte}, a fin de 

que no pueda ser objeto de persecución pena!. 

Asimismo, de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, 

modificar el artículo 2, fracción 1, para hacer congruente el sistema 

normativo penal y comprender como excluyente de delito e! uso de !a 
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marihuana para fines lúdicos, en los rminos anteriormente 

precisados. 

Convendría considerar también bajo el radigma de la permisión, !a 

expedición de una ley para regular Ja ducción, consumo, control y 

vigilancia de dichas sustancias, en la 'ue se determine~stiones 

como !a cantidad de plantas de ca abis que una persdfia pueda 

sembrar para su consumo personal s espacios pro~s en los que 

se podrá llevar a cabo el autoconsu 

Adicionalmente, debimos exhorla 

jurídicas que regulan la conc 

cumplimiento alternativo o antici 

suprimir c::om_o requisito . para 

consumir el _estupefaciente 

estrictamente 

1 Jegi~or a revisar las normas 

'ón ~s beneficios para el 

15(>~~ las penas. Ello con el fin de 

Wgamiento, la prohibición de 

rihuana, ya sea en términos 

1 sentenciado tenga el carácter de 

farmacodependiente. Re~· ción_, · e actualmente está reflejada en Jos ,, 
artículos 84, fracción tll, in · o c);'fy 90, fracción 11, inciso d), del Código 

Penal Federal. 

Finalmente,_ d~Os exhorlar a la Cámara-de DiputaQos para que al 

aprobarse el Pfesupuesto de Egresos de la Federación para el 

-Efereicip, "·FiScal .': 201·9, , _hubiera implementado las medidas 

presupuestarias con el fin de incrementar los recursos necesarlos a las 

autoridades competentes en materia de prevención y control de 

adicciones. 

B. Poder Ejecutivo Federal 
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Exhortar al Poder Ejecutivo Federal y a su Administración Pública, 

para que elabore un programa nacional en el que se fijen los objetivos, 

metas, estrategias y prloridades para delinear una política pública 

integral en materia de drogas. Asimismo, para que lleve a cabo la 

adecuación de los reglamentos correspondientes una vez que e! 

Congreso de la Unión haya expedido !as reformas relativas, con el 

objeto de incluir el uso recreativo de Ja marihuana. 

En el ámbito de los órganos auxiliares del Poder Ejecutivo, se tendría 

que haber instado a las siguientes autoridades: 

20 

, 
a. Autoridades sanitarias . . 

i. Secretaria de Salud . .---

• Tomar en consideración las opiniones rendidas poii,_~1-. 

Consejo Nacional contra las Adicciones y Ja Subsecretaría 

de Prevención y Promoción de la Salud para la elaboración 

del anteproyecto de presupuesto para la prevención y el 

combate de las adicciones. 

• Elaborar y expedir por conducto de la Cofepris, las normas 

oficiales mexicanas en materia de regulación, control y 

fomento sanitarios vinculados con la producción para el 

autoconsumo de Ja marihuana y vigilar su cumplimiento. 

• Proponer a través de la Subsecretaría de Prevención y 

Promoción de la Salud las políticas en las materias de 

prevención y promoción de Ja salud, en específico las 

necesarias para combatir las adicciones, así como 

coordinar el desarrollo de los Centros Nacionales para Ja 
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Prevención y Contrar· de las Adlccio , y emitir las normas 

para la evaluación del desempeño Jos centros estatales 

de salud en materia de prevenci y el control de las 

adicciones. 

• Instrumentar, supervisar y eval 

Consejo Nacional contra las Adicci 

comunicación social, materiales di 

para la capacitación del pers 

por conducto de! 

es, las es~ias de 

·~icos y metodologías 

._~I q~ operará los 

1_,,,,,~ 
,. ... --~ ' 

programas para el control de las ad1 ·tes. 

;'fe:_ --Ji ' ,,, 
' .\;' ,_. -

--;,·A'sí, además de las cuestiones ya re~ , la resolución debió 

-, '·exhortar a tomar en cuenta las disposlcion inistrativas aplicables 

_'- __ ;-._al_tratamiento de !as adicciones. ;:.~special, las_ repercL,Jsiones que 

~-;;;-tendrá el- fallo en la NOM-02S:.S'ffii2-2009 Para la prevención, 
'··'-~" ' 

tratamiento y control de /as ad~es. 

Adicionalmente, conslde~e- la determlnac 

caso, debió tener reperc"&es en otras nor 

n que se tomó en este 

as oficiales mexicanas. 

Por citar algunos &Wplos, señalo las raferidas a salud escolar, 

vigilancia epidemioló~a y las que regulan la prestación de servicios 

de salud en g~I. 

ii.. Con_sejo·.de·Salubridad General 

• Emitir las disposiciones generales y las medidas que 

rediseñen !a estrategia integral de prevención, consejería, 

tratamiento y control de adicciones y, en concreto, las 
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referentes al consumo de la marlhuana desde el ámbito de 

la salud pública. 

b. Autoridades educativas 

Exhortar a la Secretaría de Educación Pública a: 

• Evaluar en coordinación con la Secretaría de Salud, la inclusión 

en los programas académicos de información detallada sobre el 
. ' ., ,··y;f 

consumo de drogas y sus riesgos, as1 como la prevencron de 1~:} . 

adicciones. 

• Realizar campañas de sensibilización sobre !os riesgos y daños 

asociados con el consumo de drogas. 

c. Autorldades hacendartas 

Exhortar a Ja Secretaría de Hacienda y Crédito Público a tomar en 

especial consideración en los ejercicios fiscales posteriores al 2019, el 

proyecto de presupuesto que le envíe la Secretaría de Salud, el cual 

deberá recoger las observaciones de las autoridades administrativas 

competentes en materia de adicciones, para la elaboración de la 

propuesta de Presupuesto de Egresos de la Federación que en Jos 

años sucesivos enviará al Congreso de la Unión. 

d. Autoridades en materia de política exterior 

Exhortar a la Secretaría de Relaciones Exteriores a que considere los 

efectos que el cambio en !a política nacional de drogas pueda llegar a 
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tener en el ámbito del sistema de fiscalización rnternacional de 

estupefacientes de la Organización de las Naciones nidas. 

e. Autoridades encargadas de 

justicia 

procura/ón e !mpartlción de 

Exhortar a la Procuraduría General d 

autoridades encargadas de Ja administrac· 

la República 't demás 

n de justi~ realizar una 

' revisión de las investigaciones y pro 

como de los procedimientos 

º~, pe~l~s en tr~mite, así 

uc1on ~penas impuestas 

:derivadas de la comisión del delito o~la salud, que implique 

.- i estrictamente la siembra, cultivo, e ec~reparación, posesión y 

f-1; transporte de la marihuana para fine 

Ello, para el efecto de, en su , establecer Ja procedencia del no 

ejercicio o el desistimiento de 1 acción penal, el sobreseimiento de 

causas penales o extinci~ s ciones, derivado de la actualización 

de una causa excluyente~Óeti , de conformidad con lo prescrito en 

los artículos 56 y 1 ~I Códigr Penal Federal. 

C. Autorid~ estatales 

Toda vez que las determinaciones que conlleva esta sentencia 

impactan a la totalidad del orden jurídico mexicano, esta Suprema 

Corte de Justicia debió de haber exhortado a las autoridades 

estatales, del Distrito Federal y municipales a adecuar sus normas 

jurídicas, planes, programas y presupuestos, a la realización de las 

acciones necesarias para regular, en el ámbito de sus competencias lo 
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VOTO CONCURRENTE 
AMPARO EN REVISIÓN 62312017 

necesario para hacer eficaz Ja implementación de una política nacional , 
sustentada en el paradigma de la salud pública y no así en el de la 

criminalización. 

6. Conclusiones 

Si en contra de lo que ha sido la experiencia internacional, esta 

Suprema Corte dio un paso tan grande para lograr !a legalización de 

las drogas, hubiera sido deseable ser igualmente previsores y 

responsables para generar una sentencia de !a misma magnitud, dada 

nuestra jerarquía de jueces supremos de la Nación. 

Por todo lo anterior mi voto fue a favor de los puntos resolutivos de !a 

sentencia, separándome de !o que "-<ápuntado en e! presente 

documento. 

? 
LIC. MARÍA DE LOS ANGELES GUTIÉRREZ GATICA 
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PODERJUDl(!Al Df: LA FEDERAOÓN 
\UPREMA CORTE U! JUlllCIA U! lA ~A(fON 

REFERENCIA 
PS-02232 

AMPARO EN REVISIÓN 623/2017 

- _; 

En diez de septiembre de dos mil d!eci9cho la Secretaria de 
Acuerdos da cuenta a la Presidenta de la rimera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de !a Nación, co el voto concurrente 
formulado por el MINISTRO JOSÉ RA ÓN COSSÍO DÍAZ, 
recibido en esta Secretaría de Acue s: a;~~fflJlº con el 
estado que guardan !os presentes auto . Cons>--

Ciudad de México, a diez 

dieciocho. 

septiembre de dos mil 

Agréguese a los autos el v ? co~:_urrente que formuló el ~ 

MINISTRO JOSÉ RAMÓN CO ÍO DÍAZ, anunciado en sesión 

de trece de junio del año en c Q 
Con fundamento en dispuesto por e! artículo 25, 

fracción 1, de !a Ley 

Federación, envíese copi 

\'.inica ~Poder Judicial de la 

igitaliza~e! voto concurrente en 

comento, vía M!NTER JN~Décimo Segundo 

Colegiado en Materla A inistraflva del Primer Circuito. 

Tribunal 

presentes autos, en c 

de! año en curso, di 

en revisión en qu 

t&.sto el estado que guardan Jos 

~ento al proveído de cinco de julio 

o en el cuadernillo derivado del amparo 

e actúa, expídasa_y_.r.emítase copia ' 

certificada de lf' s~e -encia dictada en el presente asunto, a la 

Subsecretaría Mi al de Acuerdos de este Alto Tribunal. 

Notifiquese. 

As~roveyf- y firma la MINISTRA NORMA LUCÍA PifilA 

HERNÁNDEZ, Prfsidenta de la Primera Sa!a de Ja Suprema 

Corte de Justicia te Ja Nación, ante la Secre~aria de Acuerdos 

que autoriz y a{efe, lic 1 a María de los ~ng utlérrez • • 

Gatica. 
-~v 

I - ---

• 

' .e noYfté- el acuerdo anterior a los interesados 
por medio de lista, en tél'/Vinos de lo dispuesto en los artículos 26, 
fracción lll y 29, de la LeY de Amparo. Doy fe. 
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CORTE 

Organo requerido: 

Fecha de ingraso 
de acuerdo de 
requerimiento: 

Fecha de envio: 

Fe<:ha de acuerdo 
de requerimiento: 

Requerimiento: 

Sjnl86is del acuerdo: 

Tip<> de expediente del 
órgano requirente: 

NUm, de exp. de! 
. órgano requirente: 

Nilm. de oficio del 
órgano requirente: 

Suprema Corte de Justicia de Ja Nación 

Acuse de envío 

o¡Oc1Mo SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO 

101091201814:21:20 

101()9/2018 20:40:00 

1010912018 

DEL ACUSE DE RECIBO 

GLÓSESE El VOTO DE CUENTA Y REMITA SE COPIA DEL MISMO 
AL TRIBUNAL COLEGIADO DE ANTECEDENTES PARA SU 
CONOCIMIENTO. POR OTRA PARTE, REMITASE COPIA DE LA. 
RESOLUCIÓN A SECRETARIA DE ANTECEDENTES 
NOTIFÍOUESE. 

AMPARO EN REVISIÓN 

62312017 

Ml/PSn/455112018 

Detll!e de @qyerjmjen!O y constancias remitidas !en su caso\ 

Acuerdo (en su Tipo y núm. exp. del órgano llpo do reque~mlento o de tlom•rode foja•ytipode 
caso requerido constanc-. r<1mi~da documento <•P<oducldo y 

constancias) "'""';do oli!<<t"O n'o•m•nto 

' Acuerdo ~PARO EN DEL ACUSE DE RECIBO 

~' Fecha de (2) ORIGINAL 
•wordo: 

10/0912018 

Con.i.ane1a 1 ~PARO EN VOTO DEL MINISTRO (25) ORIGINAL . 
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Nombre. ALEJANDRO MARTIN LOPEZ CERVANTES 
Valide,. º' Vigente 

CURP: LX CA89M21 HDFPRL03 
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Fec~a: (UTC 1 Ciudad de 111091201aT01.40.05Z / !Ol!l912018T20 40·05.05 00 Stat~s: º' Valida 
México) 

Algoritmo: SHA25SJRSA_ENCRYPTION 

Cadena de firma: 0908Gbcbc~~66241bab~&186542627066054ed8556f2359~fü36902a!a8ab606ac8e 
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~d0~25a201ae5<f7d1~3c40ab19d4~ 95 c4 17 fa dd 48 6a 95 a3 50 ao 9f d6 06 00 ef 05 

.f: Fe¡;ha: (UTC I Ciudad de 1110S1201aTOt:4o·osz l 10I091201ST20:40 06-05: 
Mé~lco) 

Nombre del respondedor: OCSP FIREL de la Suprema Cot\e de Ju$be<a de Nación 

Emisor del responded0<: AC ~e •• Suprema Cono de Jusltcia de la NaCiá 

Nümero de serie: 706a6673635a~ooooooooooooooooooooo1 " Fec~a : (UTC 1 Ciudad de 1110912018T01:4005Z / !OI0912018T2040 ·0500 
México) 

Nombrl! del r~spondodor: TSP FIREL de la Suprema Cot\e de Jusbo• de la Nación 

Eml.Or del '""pondedor: AC de la Suprema Cot\e de Justicia de la aoión 

Set:uencla: 2162583 

Datos esrampillados: 320Al'C 19C533A 7BF4E055A8CDOF 4169651450 

• 

1 
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PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 

'u'"' ..... co•n• "' J<J\ll(IA º' LA NA{.:lN 

SECRETARÍA DE ACUERDOS DE LA lf ~º· ... 
PRIMERA SALA. 

AMPARO EN REVISIÓN 62312017 

QUEJOSO; 

SECRETARÍA DE 
SALA. 

ERDOS DE LA PRIMERA 

En la misma fecha, para no ficar el acuerdo que antecede, 
se giró el siguiente oficio: 

(oF. XlV-787-P 

O>.CA'oob 

'º'"'° 
'"'""''"'º 

SUBSECRETARÍA 
ESTE AL TO TRIBU 

ENERAL DE ACUERDOS 
AL 

DE 

y; :i 
ANEXO: COPIA C TIFICADA DE LA SENTENCIA 
DICTADA EN EL A . . 62312017 

\ 
Ciudad de México, a\ 13 de septiembre de 2018 
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'" ("') F.J--
AL REFERIRSE A ESTE OFICIO MENCIONE 

EL NÚMERO Y LA OFICINA QUE LO G!RO 

PODER JUDiCIAl. DE LA fEDE~ÓN 
I~ ;, ¡~ 

SUBSECRETARÍA GEJlL~ DE ~~ 
ACUERDOS DE ESTE ALT8~JBl1NAL. ·' ~~ 

'"'"'MA CORT> º'JUSTICIAº'~ XIV-787-P 

PRIMERA SALA. 
SR{"' 'lE ACDOS. 

<l.R. 62312017 

4,.. ~ ;_:; 
,.,..,~ e , 

ANEXO: COPIA CERnFICADA DE Llf.~t!tii.TENClll DICTADA:- '1 
EN EL A R. 623/2017._.,__.- '" ..... -¿ 

En el expediente que se /menciona al margen, la 

Presidenta de la Primera Sala ·ctó el siguiente acuerdo: 

''Ciudad de México, a d" z de septiembre de dos mil 
d!eciocno. 

Agréguese a los autos voto concurrente que formuló el 
MINISTRO JOSÉ RAMÓN CO SÍO OfAZ, anunciadr¿ sesión de 
trece de junio del año en curs 

Con fundamento en lo spuesto por el artículo , fracción 1, 
de la Ley Orgánica del Pod r Judlclal de l~ederación, envíese 
copia digitalizada del v o concurrente~n comento, vía 
MINTERSCJN, al Décimo gundo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Cir lto. 

En otro aspecto, vist el estaÍ-.íL guardan los presentes 
autos, en cumplimiento al roveído~nco de julio del año en 
curso, dictado en el cuader illo derivado del amparo en revisión en 
que se actúa, expídase y r ít~copia certificada de la sentencia 
dictada en el presente unto, a la Subsecretaría General de 
Acuerdos de este Alto Tr· nal. 

Notifíquese. 

Así !o proveyó y !ir a la MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA 
HERNÁNDEZ, P,~enta e la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de a ción, ante la Secretaria de Acuerdos que 
autoriza y da fe, · nciada aria de los Ángeles Gutlérrez Gatica." 

Lo que comunico 
Jugar. 

• 

ara los efectos legales a que haya 
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FQO"' el-O"'oo. 57223 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Recepción en SCJN del acuse de recibo de órganos del 
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D~CIMO SEGUNDO TRIBUN COLEGIAOO EN 
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Poder Judicial de la Federaclón 

~CIMO SEGUNDO TlllBUNAL COLEGIADO El> MATERIA 
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Núm. do oficio dol 
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AMPARO EN REV<ScÓN 62:112017 
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Ido y 

ti do 
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México) 

Nombm do/ ""'pondod<>Y: TSP FIREL de la Sup>erna Corte de Jos~ e la Nación 

Emisor del responcledO<: AC da lo S"prema Corte de Justicia de la · oión 

Secuencia: 2174389 
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-
• 

' 
-

• 

' 

Ev<dencia C11ptográ~oa 



Í-

" 

de acuerdos, da cuenta magistrado Eugenio 

Reyes Contreras, preside del Décimo Segundo 

Tribunal Colegiado en teria Administrativa del 

Primer Circuito, con 

documentos impreso 

· copia certificada de Jos --.--
recibidos vía intranet 

MINTERSCJN, const te de "Acuse de envió" 

"Evidencia Criptografl - Transacción SeguriSign", en 

en el recurso 

Criptográfica 

de Recibo" 

o de diez de septiembre de_ 

''Evidencia Criptográfica 

ign", voto Concurrente dictado 

revisión 623/2017, "Evidencia 

Electrónica Certificada", "Acuse 

enciá ··Criptográfica Transacción 

SeguriSign", qu : nvia ~el Ministro integrante de la 

Primera Sala d :_la SuPrema ·corte de Justicia de 

la Nación, rEigi -~ado e~·/iltbro de correspondencia, 

con el folio626 -Corisi 

Ciudad d México, doce de septiembre de 

dos mil diecioJho. 

l 
Vista; la f9pia ..• ~lfi9ª,.@..~.Q!QS . 

impresos, re1ibidos via intranet MINTERSCJN, 
,. 

constante df "Acuse de envió" "Evidencia 

Criptogr<i.fica {rransacción riSign", en ~os que 
- ' ............ "!.ij.,. ..... ¡¡;· .. - .. 1iesioche, }"Evidencia Crip!ogr.3fica Transacción 
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.. / 

SeguriSign", '"•º•'•º-'""º"""""'!ICf-Mte_díctado..--....,sn._el JJ-

• 
Criptográfica Firma Electrónica Certificada"_# ~Acuse 

de Recibo" "Evidencia Criptográfica Tr nsacción 
- -

SeguriSign", ¡:¡11e et11cía el MiRi&tFe iAteg a 

P.rlmer.a .Sala-.de.~a,,Suprema~..CO&te.ide 

la Nación, con.Jos,..que,r.emTte...~to, 

formulado- por.- el-Ministro ·Joséc~R 

.Qíaz. 'i 

Con fundamento en el artículo 21, del Código 

Federal de Procedimientos aplicado 

supletoriamente a la Ley de Ampa , por disposición 

expresa en su precepto 2~; ag , 

de...ameoeder.ites.<Ql.le..nos..acupa 

con las impresiones digitalizadas e referencia; y en 

atención a ~u capgp. est Tribunal Colegiado - . 

t~ .. -para-..... 1 ,..~.e.f.ei;;t9R.w~!es 

OO!ldticentes. 

~tifiquese; personalme a la parte quejosa, 

y vía oficio a las autoridades r ponsables en el juicio 

de amparo indirecto de orige Via MINTERSCJN a la 

Primera Sala de la Suprema;icorte de Justicia de la 
,_ i 

Nación, así como al Juzg'at!o Décimo Sexto de 
.r-

Distrito en Materia 

México. 

Admini~lrativa 

' ,' 
! 

1 

en la Ciudad de 

/sí lo proveyó y firma el magistrado Eugenio 

Reyes Contreras, presidente del Décimo Segundo 

' 

.J' 

_) 
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firman/o: 

F'1ma Fecha: {UTC I Ciudad de 1BIWl2018T00·05:552 l 17109J2018T19.05- ~00 i=.tatus do ,, Valida 
Mé~ico) firma: 

Algoritmo: SHA1/RSA_ENCRYPTION 

Cadena de timUJ: 09 3730 54 24 b1 4d06 7oe8 9d 844e, 9 14 d603 39ad77 24 6e Ocaa ff03 fa<lfdael e518 4c4a 3764 
ce 3d 16 71 32 ab c2a8 f66a 160c0e a8ea280900~~kITT48Cd1865b436230a5af91afl2 
3a 3fefo9 55 11 39 4c la lb 7a 33 70 36•lli~•5•102d111•M1!12o96ebbn4065MM•e86 
ac c7 Ct9 o3 11 38 80 W el> a5 da 81 25i 56bacbd 99 b041 7b4o4lld505 b9efSe ae 37 rc44 IO t 1 86fh 
c2 10 c8 d9 06 94 3b 75 B6 8b 6a 97 4G: 71~93~3b•50a4a2~00d5b2~860S32Mlb~9960 
2e 48 Ob 86 23 d4 ce fe 8! 43 Oe e3 a7 d416ebD•7ol5D~b4ffQd3Ue730a8~eal&9415~ 
14 b3 Jl 1796 od aJab 04 d1<:b961 5a4o~691e~Sle7fu75d6~roecoa2fl23b79dd 

Focha: (UTC I Ciudad de 18/0\li2018T00:05:55Z / 17/091.l01 .05.56-0500 
Ml!><ico) 

ValldaclOn Nombre dol omlsorde la OCSP l\CI del Consejo de la Judi Fe<le<al 
OCóe respuosta OCSP: 

Emisor del ""'1ificado do Autoridad CortiflCadora lntormodt Consejo de la Judioa!lrra F-<•I 
OCSP: 

Nümero do serie del 706'66206'36a86oooooooooooo 00007120 
ceft/Uoado OCSP: 

Focha: (UTC I Ciudad de 1BJO\ll2018T00·05·55Z / 17109 _ 8T19:05.Só-05.00 
Ml!><ico} 

Estampa Nombre del emisor do la TSP FIREL de la Sup<ema Co Jus!LC>O de la Nac>ln 

"' respuesta TSP: 

Emi=r del ee>'ffflcado l\C ele la Suptema Corte do Ju a dela Naaón 
TSP: 

ldonf;fioadorde la 2174390 
secuencia: 

Datos esfllmp!llados: 2S706200SOCAA07Fl\DCI\ 21'AAD8150722021\ 

" 
'!Íi 

i 



SECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS 

OFICINA DE CERTIFICACIÓN JUDICIAL Y 

CORRESPONDENCIA 

Licenciado Gabriel de la Vega Urdaneta, Secretario adscrito a 

la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema 

Corte de Justlcia de la Nación, en términos de lo previsto en el 

artículo 18, fracción JI!, del Acuerdo General Plenario 12/2014- - - - - -

- - - - - ------ - ------ - - CE R TI FI CA: -- - --- - - ------- - -­

Que el presente documento constan!~ de L/ fojas, es versión 

impresa fiel de la versión electrónica de las constancias indicadas en 

el acuse de envío recibidas por el MINTER, con el uso de Ja f" a 

electrónica de los servldores públicos desig 

Doy fe. 

Ciudad de México, a dieciocho de se s mil dieciocho. 



¡e 

1710Sl201S Z0.59.a5 

Fa:la "1e<:l~'co. 

Suprema Corte de Justlci e la Nación 

'"""" .. ,.,,......"" "'º'"" 
tO<UOhdO' 

T 'P<' º' """°""°"· 

f.roa "" """'""' de '"""'""""''° OOI l>o»..,_,,,..,.. 

Sinlloo15 del a ocle'fda del órgooo 
<equl1e.,., 

Ttpo de expedienle "" órgano 
requ1<er1le 

N!Jm. de exp. del órgano 
requl1enle. 

Ot.aa do n!!erenaa dsl l><gaoo 
requ11ente· 

A""""o(on•u«•o TI"''°"~-<• 
<~-~•••I ,, .... ,.,...,. 

... "'"'º 

ACu<l<<>O. thtffi!i-0'~ 

OECIMO SEGU 
MATERIAAOMI 
CIRCUITO 

2018 

JUSTICIA DE LA NACIÓN 

~•m•"'"'""''Y•pooo ""'""'m""' 
º"'"'""'" '"'""'""'º ~b .... y,.m,klo ooc"'"'""""" 
O~<Oóolo..,,.n" '"m'''' 

OOCUMEITTO 
LEGIOLE EN< 
PAGINAS 

• En ol OOmo"1a del núm"'o de foj>s >e 1 ote lo f<>¡> '~°''"'"'°"'"'' a '' .-.lden"' '""'ºi' '""'· 

i 
l 
' i 

\ 



Firmante 

Firma 

. 

OCSP 

rae 

, !el _. ) 

Evidencia Criptográfica· Transacción SeguriSign 
Archivo Flrmado: AcuseRecepcionRespuestaPetlc!onSCJN4114191.pdf 
Secuencia: 217159J 

Nom~. 

CURP: 

#Suje: 

Fecha: (UTC f Ciudad do 
Méxlw} 

Algoritmo: 

cadena de(;,,,,,,, 

Fecho: (UTC f Ciudad do 
México) 

Nomb"' dol mspondodor: 

Emkior do/ ,..spondodor: 

Númoro de serie: 

Fecha : (UrC 1 C;udad de 
Mh:lco) 

Nombre del r~pondodor: 

Emisor dol ,.,..pondedor: 

Secuencia: 

Dal<» estampfllados : 

ARTURO GUTIERREZ CRUZ ' 
lla!!dez· º' V")onlo 

GUCAS51020HDFTRR09 
' 

706a6673636a6eOOOOOOOOOOooooooooooooor34 ' Rovocac/On: º' No Revocado 

18f0g/2018T01 :59:48Z / 17/Wl2018T20 59:48.05.~0 Status: º' Va•lda 

' 
SHA2$WRSA_ENCRYPTION 1 
52 89 73 82 5d a6 o.a 73 Se Gd 02 63 a1 cb 3• ~6c~61e804e926df293f&4ab3W97~4boa46ff 

7l6c7d 03b5 b7 a6ad0e9B 7d 7399 568b 1 ~a1s1•21•d1a0~025e•ofd666ro9507m5028 
7C aa43 2389 56 00 72 50 5!>44 01 bf4cb6 ~~•a188139eeab~10e172d888573c6412dfa8dc 
52 e3 e3 bS 97 02 a2 85 2! 67 68 01 9b lf f1 2fa7~935c10ff157b~11487015ea21dd722ca711& 
aea2 Bab4 deful 17 0441 2d 69 3a 39d3 a ba 77 505ad2 f2 3be8e9f86653 74 7eeb 13 5893 3f76 4ffa 
62 da 3e ce dS aa 5d 2d 6109 24 1>0 df dd 00 d~59310002Be18454548a045df2084&~e3Dfild5 
21 53 de 15 5311 de a9d1 090e 73 7dcd le 1199 286<1 c7 ac73 a! ac 13 7• 66 3b8b a3f0 f7 

181091201 8T01:59:49Z / 17/0012018T20- 49-05:00 

OCSP FIR~l de la Suptema Corte de Ju cia de la Naet6n 

AC do la Suprema Corte de Juslicia de la ""'º" 
70Sa6673636a6e000000000000000000 00~ 

18/0912018T01:594BZ 1 17/Q912018T :59:46-05:00 

TSP FIREL de ia Sup•erna Corte de Ju a de la Nac'5n 

AC de la Suprema Corte de Just1cta de Nación 

2174448 

A3C839C4C5A287 A28 178D77C55 2E8319:l8FE 

1 

' 
) 
1 
¡ 
1 

I 
1. 

• 



f'!IDER JUDICIAl. DE LA FEDERAC(ÓN 
IUl'lt•MA co•rE º' JU'TIC"'"' lA NACIÓN 

--- ... , 
' '·' 

, 
\ .. ) 

'º'~' ·-·· 

PROMOCIÓN 
54235-MINTER 

AMPARO EN REVISIÓN 62312017 

En veintiuno de septiembre de dos ml! dieciocho, la Secretaria 
de Acuerdos da cuenta a la Presidenta de la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, con el acuse 
electrónico y el anexo, recibidos en la Oficina de Certificación 
Judicial y Correspondencia. Conste.(./ 

Ciudad de México, a veintiuno de septiembre de dos mil 

dleciocho. 

Agréguense a sus autos el acuse y ¡¡!1~nexo remitidos vía 

MINTERSCJN, por el Décimo Segund9irribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer CirC.Üito. 

Con fundamento en lo dis96esto ~l artículo 25, 

fracción 1, de Ja Ley OrgánicaÍ de! Poder Judicial de la 

Federación, téngase a dicho L ibu~olegiado informando 

que toma conocimiento del pr eido de diez del mes y año en 

curso dictado en el present ~o y _del voto _conc_urrente l 

formulado por el MINISTRO OSE RAMON COSSIO DIAZ. -¡; ._, ., ,, 

Sin embargo, es o · ___ a_~Y-~ª-r r:ecibo del oficio 4454 y 

de los anexos descritos e el mismo; por el!o, solicitese lo haga 

a la brevedad, vía RSCJN. 

Notifíquese. 

Así lo pr~y{I y 1 mala MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA 

HERNÁNDEZ,Wesi nta de Ja Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de Nación, ante la Secretaria de Acuerdos 

que auto~ da fe, licenciada María de Jos Á_ngeles-- utiérrez 

Gatica. 

] 70~Pse notificó el acuerdo anterior a los · 
por medio de lista, en términos de lo dispuesto e 
fracción 111 y 29, de la Ley de Amparo. Doy fe. 

---------------~--



SUPREMA 
CORTE 

Organo requerido: 

Fecha de ingreso 
de acuenlo de 
requerimiento: 

Fecha de envio: 

Fecha de acuenlo 
de requerimiento: 

Requerimlentc: 

Sintesls del acuenlo: 

Tipo de &Kpediente 
del órgano requirente: 

NUm. de exp. del 
órgano requirente: 

Núm. de oficio del 
órgano requirenl.e: 

Supre~11a Corte de Justicia de la Nación 

Acuse de envío 

DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO 

24/()9'2()18 15:28 30 

2410912018 18 02. 14 

2110912()18 

DEL ACUSE DE RECIBO 

REOUIÉRASE A LA AUTORIDAD OFICIANTE PARA QUE ACUSE 
RECIBO DETALLADAMENTE NOTIFIQUE SE 

AMPARO EN REVISIÓN 

62312017 

Ml/PS/71456112018 

De!alle dt! requerimTento y conetancjas re mi!\ das ¡en su Cl!BO) 

Acue•do (en su Tipo y nUm. exp. del órgano Tipo de requerimiento o de 
caso requerido constancia remitida 

constancias) 

AC1Je<do 

Fecha de 
aetJerdo: 

21/0Sr.1018 

~MPAROEN O!:L ACUSE DE RECIBO 

N~merooo fo¡a•yUwde 
daoumen'to reproducido y 
<ernlUdo ole<lnltucamente 

{2) ORIGINAL 

• En el <:<'imputo de número de fo¡a> se oncluy< la !ojo <or...,>pondiente a la evidencia <ri¡rtog•áfica. 



. 
•nonl<r 

Fi<ma 

OCSP 

·' . 

Evidencia Criptogréfica · Transacc!6n S"'!!uriSlgn 
Archivo Finnado: PeUcionExterno-470 _747042.pdf 
Se<:uenoia: 21114368 

Auto""•d Co~tfl<•Oo<•' w;"" los,,,...,,, Co"' do J"''''' do to"''"" 

Nombre. JONI\ TAN EOUl\R!JO lARI\ BAZA 

CURP: lABJ890628HDFRlN04 
Valjdw; º' \llgonte 

#Serle: 706a6673636aS.00000000000000000000000!0e Revooaolón: º' No Revocado 

Fecha: (UTC !Ciudad de 241Q!l/2018T23 02:19.l. / 24/0912018T18.02·19-05:00 Stat~s: º' Val<da 
México} 

Algoritmo: SHA255/RSA_ENCRYPTION 

Cadena <1#. firma: Ob •a dO 7d 63 af e3 cil 72 61 4<: a7 3f d4 •6 66 ro d7 c3 84 OS t7 25 6< 4a ce !l4 70 2d el 79 ae 73 89 38 01 o4 
508b 9e 1d bb d8db e4 f9f26d 8137 Ol>Obeb40 71 9fb5 3b 096d 8f68d7 7c 11 ac93 4bdc8a 61 35 2a51 
cd 14 f9 Sb 50 e1 d5 74 b1 ra 93 3b b6 7d 3b 4b 33 Oa 76 de 2a 3917 54 99 25 65 b8 a4 fd 19 bf dO &l 17 df 9c b6 
e9d5doM~81e8~8!7cd3&lOe•d11e•64f123d2•~1b~274df5k1aab0440aaed40~ 

97~bb101a•71aaa~1abb•~03~00~da794!98SfHafM9!2536ad2426~00b3M5b 

d3760•ll40~cdMa7ro77a1&ld9f19o98h13oe75~~2994~abaWbOdOa5W5826M 

ofboroae3raH8cMd45ccda4e7645a~e7919a78a382e1~a4dmao6bk4b7b 

Fecha: (UTC !Ciudad de 24109120!8T23 02 202 1 2410912018T18 02.20-05•00 
México) 

Nom""' do/ teSpOnded<M': OCSP FIREL de la Suprema Corte de Justiaa do la Nación 

Emisor del respond#.dor: AC de i. Suprema Corte de Justicia de la ~aaón 

Nümoro de sollo: 706a6"73636aSe0000000000000000000000m6e 

"fecha: (UTC I Ciudad de 24/0012018T23 02-!9Z / 2410912018T18Í)2. 19"05 00 
-~éxlco) ' 
ilombr& del rospondedor: TSP FIREL de la suprema Corte de Juslióia de la Na<>lln 

Emisor dol Yfl•pondodor: l\C de la Suprema Corte de Juslie<a de la Nación 

SO"Cuencia: 2167219 

Oafpi oslamplllados: 9EC15AC25C642E961WF63CA05E3932F3FCECl09 

Ev>denooa C~!ográftca_ 



Folio electrón loo: 

Or¡¡ono "'<l"l"'nte: 

Fe<ha <lo en•io dot 
ótgano <aqu;<onto: 

Tope y nOm. do ••P· 
dol ór9ano 
roqulronto: . ,' 

Ntlm. oficio del 
ór¡¡ono n>GU;ren!o: 

Tipo y n.:rn. deo•p. 
del ór¡¡ano 
n>GUorido: 

Recopolón: 

"""'""º 

Poder Judicial de !a Federació 

OtClMO SEGUNOO ll"BUNAC COCEGlADO E 
AOM IN•Srm. TWA OEC ""'MER ClRC 

Aouoe do Recibo 

60"412016 

Suprema Co~o do Jus~cla 

2<1CMll201818•02:14 

AMPARO EN REVISIÓN 6 

MllPSf7~56112016 

AMPARO EN REVISI 

2S/!l¡¡/201810:37•1 

Tipo••-""ºº 
""""'"'~ ,.m,kl• 

"""'"' d• !o)'• "'""''m~ot•ao""' ~ '"'"m"'"""' 
ybpo.. ""°''' 

doc'""'"to 

"'""''"'º' 
_,_ 

"~'"""''mº"'" 
!2) ORIGINAL 

!lle< ACU>E OE ~E0.00 
SE REC<EllO DOCUMEITTOlEG<OLE EN DOS 
e•G<NAS , ...... ..,,...., 

'''""''"' 

\ 



Firmante 

"~ 

OCSP 

"' 

' " Evidencia Criptográfica· Transacción SeguriSign 
Archivo Firmado: AcuseRe<:epc!on76777.pdf i 
Socuenci•' 21850~7 

Au..,Odod Co "'lle• Ooo>: A"'°'"''" Corllflo>do" '"" rmooro .. , Co •••Jo'·•• I• J" Ole><<"> , .. .,,, 

' 
Nombre· 

CURP: 

#Serle: 

Fecl>a: /UTC 1 C/urllld do 
México) 

AlgoJ'l!mo: 

Cadena de Rrma: 

Fecha: (UTC /Ciudad de 
México} 

Nombre del rospondodor: 

Em/S<Jr del rvsponáodor: 

Número ele sor/o: 

Ftwl>a: (UTC I C/uáaá de 
~xloo) 

Nombr" áel responáodor: 

Emisor del n>Sponáodor. 

Secuencia: 

/latos estilmpillaáos: 

' 

EMMA MAGNOLIA AVAi.A RIVERA 

AARE750102MMCY\IM09 
Valide>:. º' V<lJente 

706a6620636a8600000-0'000IJ(J{I000000()000 RevoCJ1ciOn: º' No Revocado 

2510912018Tt5·37·19Z 1 2510912018T!0-3 9-05.00 Status: º' Valida 

SHA !JRSA_ENCRVPTION 

88 ba aO 86 ca I• ac 35 dd c1 be 70 ba9c•bbab68~a73d5b181c23~~ffil>dM~dc009tm 

9b2d b9af 70 65Qf40 1868 da55 69 4c a7 94 67 de m l>d 79 11 cil Od fd U aO &e 92 53 4<l 5b 3d 1a 31 92 
48 4d b3 2261 lbd46fa5ce6e 51 aa59IDb3314o&al5~95da•Qao14oe~~U6a8aa39f4a 
94 14 4b as eb 15 9c ao oe oa 73 1~~d3379od50d57c~eaMo3od7bfu97934922m15~~ 
9e 6eb9 8829 Sb 1a 2d c12 5a 10 ~ a8a0 a5 cO cbc7 Ob 507e 91 <11 05a1 Je 40 7e a7 7d ee 8clb <14c1 35 
b2 ca be!>,, !685 19a1 01 db 8c 741i157~W09M23e1M1777~~5eM250a0f0189••e~M 

d4 88 25 09M 8fe2 Id 7& 7c6 ada4ab~Oa1edcaa7•975ód4o91c6e!>,,Of!>,,~~eaa5 

251Wl2018T15.37.20Z / 2510 18T10 37.20-05•00 

OCSP ACI del C<lnse¡o de ¡, 1catura Federal 

Aularidad Cefbfieadota lnte ia del ConS<¡o de ¡,Judicatura Fe<!oral 

706a6620636a66000000 000000000W7596 

2510912018Tl537:19Z / 2 912018T 1 O· 37 : 19-05:00 

TSP FIREl de la Suprema rlo de Juslco•a de la Nación 

AC de la Suprema Corte d usticia do la Na<lón 

2167968 

450C90720FF6CDCC91 

' 

' 

~ 
' \ 
1 
\ 
\ 
¡ 
i 

355óf A6C5 1 FF76FE80 

E:videnc;a Criplog1áfica. 



1 

' 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Recepción en SCJN del acuse de recib de órganos del 

"' 

Fe<:t>o oeen>ioa lo SCJN' 

Tipo i núm de exp_ en SCJNo 

D~CIMO SEGUNDO TRIBUNAL c6LEGlAD0 EN 
MATERIAADMINISTRATIVA DE( PRIMER CIRCUITO 

251l>9r.l0!8 !0.07;13 ! 

~•AAorn"'""'°',// ~º" 
~1 

,, •• "' "'"" • l s J; V~!/ ,¡, p&I p 
P<>r "'"''"do p<e,,.;r.,n<>ol. l•(ell •'-"Onla(o) Ol([O<\a ªf9ª' al p1e•ente _,.nle. el acuw 
do raclbo ~585&-MINTER. e<>nstanle de 3 !ojas. •oci aº"ª con,,anci•. para efectos 
legales OO<re •poodoeflles_ Conste 

I 

'~ ~ ¡¡¡¡ e ' ·~·) ,. 
~ ' ~ 
~ " ~ ' 

.. 
~ e 

" ~ ~ 

3 

w 
~ 

'~ 
,,_ 



ir ~-}J·r13 
/,! . (_ {. 

Poder Judicial de la Federación 

DÉCIMO SEGUNDO "TRIBUNAL COlEGIAOO EN MATERJA 
ADMINISTRATIVA OEL PRlll!ER CIRCUITO 

Acy., do 1nxkt ""''°' x o '"'' .. <>'""' «<tckt••1o• <gn ~ '9'kt_ o~<lr>n; oo ""' II ""'~d0$ .. , o! MlfilEBSCJR 

Follo oloe!nloioo; 6001712018 

Ófgano "'<!Ulrn nte: Suprema Co,¡e de Jii>íloi• de la Na ciclo 

F""tia do onvlo al 
O<gaoo "'quTrenle: 2610012018 13 20.53 

Tipo y nOm. oxp. d~ 
órgano "'<!Ulre!Tle: 

AMPARO EN REVISIÓN a:l3120171 

NOm_ do OITc;o del 
órgano n><¡olront.: 

Focha do acuon!o u 
ofiolo <lo! ór¡¡ano 
n><¡OO<ido: 

Sinleoi> <lol acuorno u 
º"ola do! O•!«' no 
""'IUO>ldo: 

NOm. oficio del 
órgano req.,.rido; 

TlpoynOm.dooxp. 
ór¡¡a no "' querido.o 

MUPS/71456112018 

2610912018 

SE ACUSA RECIBO OEL OFICIO 
SUBSECRETARIA DE ACUERDO 
COMO DE LOS ANEXOS REMITI 

AMPARO EN RE\llSlÓN 

54 SlGNAOO POR lA 
OE lA PRIMERA SAi.A, ASI 
5 CON DICHO OFICCO 

Acuerdo u oficio 1'98pectivo y en su cas documentación remiHda 

A<uan!o u oficio 
(onsucaso 
con•lo.ncla•) 

Tipo do <espu9'\o. 

ºº"""""""ª remitida 

NO moro dé fojas 
~pododocumon! 

<ep'Oduoi~o y 
rern~;do 

eloctronleamon! 

Oocumenlo.olón rern~;da 

ACUERDO U OflCIO ACLJSA DE RECIOO ¡;;¡ORIGINAL SE ACUSA REC180 DEl OflCIO <<'4 
lOS AUTOS DEL SiGNAOO POR LA suaSECRETARIA DE 

Feohade "°"°"'°" JUICIO AMPARO Y ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA. ASI 
or;.,,, 2BJOOl2010 ANEXOS COMO DE tOS ANEXOS REMITIDOS 

CON OlCHO o•cc10 

.. , .1 ""-"' ... """'" .. ,,, •• ,., ""'"'' ~ '""' .,, .. ...-" ....... T """""'"~ 
\ 



Firman!<> 

f¡rma 

OCSP 

"' 

Eviclancla Criptográfica· Transacción SeguriSign 
Archivo Firmado: AcuseEnv!o76777.pdf 
Sec~oncla' 2189015 

}¡ 

No~ 

CURP: 

#Serio: 

Fecha: (Urc / CilJ<hd de 
MéxiCO) 

AllJ()rltmrx 

Cadena de firma: 

~cha: (UTC I Ciudad de 
México} 

Nomb1" del resp;;¡ndedor: 

Emisor del respondedor: 

Número de serle: 

Fecha : (Urc /Ciudad de 
México) 

Noml>ll dol '""pondedar: 

Emisor do! respondedor: 

Secuencia: 

,mpillados: 

'Ji;:\_,.~-,~,, 
"l" .¡,• '. , 

. ' ·.: ' :: ·' 

' EMMA MAGNOLIA AY ALA RIVERA 
,alidoz º' Vrgenle 

AAl<E750102MMCYVM09 
' 

706a6620636a6600000000000000000000007596 ••ooación: º' No Revocado 

26/091201ST18:21:07Z / 26/{19/2018T13·21 :07·05.00 srarus: º' Valida 

SI-JA 1 IRSA_ ENCRYPTION 

aaeROOefM~6608e43a90566~6233 MMM4b22~40.62~7!~47•1o~6ac0dd 

~d•M~3eed55~48cd129bmel324644 roro4f49a7roea68k71~81c7bM06-4b77 
ace0c9ll41RW3dfflb9Mad4dd1•5Dae 1458M50M6c78~-559509~M126154M 
ec8!roea~M~W16096c840b839a66fu ~•2ec270fbOOOdSD•ee2ro44W•m1d79ffl 
56doe0ac21~19~aaaero3745ca2a~2 03b7e4a417fU77eca5BN4bc1n12roo2~d 

adRbf8b~750a4278~e700d75aea145 oo 74 e5 21 oree 23 1oa a6 bfdd6cl 4fabf6 997dd2 
G3~m•b57162M•b3&05~db05~ 

26/0912018T18 21 ·002 1 26109/2018T13:21 08-0 

OCSP ACI <!el Consejo de la J001catura Fede<al 

Autoridad Conof>Oadota lntemoedFa del Con .. ¡o 

706o6620636a66000000000000000000000075 

26I0912018T18:21.072 / 2610912018T18:21:07 

TSP FIREl de la Sup1emo Corte de Justicia 

AC de la Su~rema Cone de Jusflci.a de la Na · 

2191886 

:>.tl6E5AF ABE 146BC87 A0224 52216C 1284FE 

! 
¡ 
! 

~bOM83.cd07~70422521d98111~1d 

o 

la Judlcatura Fede<al 

000 

Nación 

"' 

Eviden<>a C<iplogrlt~ca. 



_,..,,,..,, ... ...,._ 

l 

REl'fREtlCIA AMPARO Et! REVISI N 6231"1.017 -' En veintiséis de septiembre de dos mil 

dieciocho, la licenciada !sis Nayeli nderos Muñoz, 

secretario de acuerdos, da cuenta al 

Reyes Contreras, presidente de Décimo Segundo 

Tribuna! Colegiado en Materi Administrativa del 

Primer Circuito, con la co 1a certtficada de los 

documentos impresos, y ecib1dos via intranet 

MINTERSCJN, consistentes en: "Acuse de Envío", 

"Evidencia Criptográfica ransacción SeguriSingnº, 

'Evidencie Cliptográfica, Transacción SeguriSingn", 

"Acuse de Rec!b_o" y "Evid cia Criptográfica Transacción 

SeguriSingn~, .,,._...,-.+ ... -..... "''-'"""'""""""'"'' 
Na.ción, regist~¡ff e/ e 
follo, 6590.~ConStf 

Ciudad de _Méxic 

dos mil dieciocho_ 

Vista: la copia 

IUl!wde Justicia de la 

libro de correspondencia con 

' , veintise7·' de sep~iembre de 

rtificada de los documentos 

impresos recibidos vía Intranet MINTERSCJN, 

consistentes en: "~use de Envio", "Evidencia 

Criptográfica Transac~ión SeguriSingn", ai;;11er<19 d"l· 

Mejpth!Dº de septie~..de..d0~;.mu dieCioobo,J'Evidencia 

Criptográfica Transad:ión Se¡:¡uriSingn", 'Acuse de 
1 

Recibo" y 'Evidenéia Criptográfica Transacción 

' SeguriSingn", ~envií,i,,,l¡¡-.,Minisú"-a.Rresid~~, 

prjmeGl4~.la.JJs !ir :¡~pmm,~ Justicia de la 

Nación, mediante los cua~. en lo sustancial, sqlir''iil ~l­

a¡;;w,u.de.recibg,deJ,afiei~Sl...9.e..sJ.1-e.st;:idíst¡ca, CQQ.e! 

9ue; r_emi_titi.,a_. .• ,!l_S~~--D:iP._µo~t ,CQ.l~jpdp, -el .. .e~~~.~!i!L~_, .. ,. 



este Tribunal Colegiad - de! indice de 

Q:;i.~J.li¡;:io, de 

!!TIJR)flJ:Q,,.iD9J¡~ e! indice del Ju~g do 

Décimo Sexto de Distrito en Materia Administr, tiva 

en Ja Ciudad de México/ 

Con fundamento en e~lo 221, 

Federal de Procedimientos 7civiles, 

Código 

aplicado 

supletorlamente a !a Ley de Amparo, po disposición 

expresa en su precep~;éguese a s~o. las 
/ -

impresiones digitalizadas de.cuenta; y.-e-n ción a su 

contenido, ~~ ~l-99"""'-de, , . tj,p_ ,_q_e . las 

c,qn1?1aRc~"~~~;~.=~arit _-¡;__._qµe -_ .. bie~,~~-M~-- a .7 . 
d~terminar. 

Notifíquese; y vía M!NTE~~CJN; a Pr~ Sal¡¡i 

de !a Suprema Corte de Justicia de la acióV 

Así lo proveyó y firma el ma rada EÚgenio ,'1 

-: ;:; Reyes Contrera;?;residente del ~cima se un ' -

·-·~Tribunal Colegiado en Materi Adininistrativ del 
_<[-· """ _ , 1 ~' "·.Primer Circuito, asistido de la 

1
secretária de 

.~ :'f.'~°t.', ,_.:licenciada Is· · landero$ M~. qu 
,\ ~-- ¿ 

'dafede oactuado.-DO FE. 

~ INL 1 

' 

¡ 



Firmante 

Finna 

Evldencla criptográfica· Flrma electrónica certificada }J 
Nombre del documento firmado: RespueslaAcuerdo.pdf 
Secuencia: 2189018 

A«lorid•O ""'""'""º'ª ,, .. """"'' "'' CoMoio do .. Jüd ,,, .... ''"''" / 
Nombr~ EMMA MAGNOLIA A Y ALA RIVERA / E:itodo d<I 

certffloado. º' V'gonto 
CURP: AARE750102MMCYVMCl9 / 
Serle del corlilfcaáo del 70S.6620636a660!I000000000000000000007596 / Revocacjón: º' NoRevoOlldo 
firmante: 

Fecha: (UTC f Ciudad de 2SIOOl2018T18.21.07Z 1 26100r.l018T1 3:21 :07-05:0y Estatu5do º' Valida 
México) f<rmo: 

Algoritmo: SHA1JRSA_ENCRYPTION 

Cadena de firma: 15ecf1~35~1e2be1Md17c~540~ cl71a0~7184mW5653ef2S1affiMa8d74c26lbld 

oa Jb 58 b1 0e 4dl>d b2 as 3b lb876e 9dc8 7226505605~~3b6b56•21~70o6~~-512879 

92 9c6eb2 811e 734d 33 mb7 74 3580 cb e41b324~~4a90e49bbef44b4d'.l0e53700lld34102 
2fa8 22 26te d'.l 8956 5f9b 1123 17 56 56 3 9d 7593 2986 59a5 27 c7 97d6 1edb~ 7cd'.l Bf3fcd 13 88 
3d oe b8 94 •1 b4 21 fO 21 51 <11 2c 04 20 rc dn~9b~ffiBOad~~add•Obb498~ffiMM7ad9a 
12 724fd6 72 07 fO 3669 b8 Oddb 1641 ~4c~oc06b7d7•00d7~a6803f2e~5443••40bo 

Jb5d 1390 1• 9b20 2a 78 02 53 ab 749.a 6 b1 23 b2db b5bc658b cf3fbl5c9l e2 2e 93db20 

Focha: /UTC I Ciudad do 26/G912018T18:21 :09Z 1 2S10012018T13· 1 '09--05"00 
México) 

Validación Nombre del emisor de la OCSP ACI del Conse¡o de la Jud•coWra •~ral 

OCSP n>spu•sra OCSP: 

Emjsordol corlilfcado do Aulondad Certfficadora lntern1ed1a del onsejo de la JudrcaliJra F•e<al 
OCSP: 

Número de serie del 70Bo6620636.-l66000000000000000 ......,0001596 
certificado OCSP: 

Fec~a: (UTC 1 Ciud<id de 2f;J091201BT1B·21·07Z / 26/09120 T1321.07-0500 
México) 

Estampa Nombra do/ emisor de la TSP FIREL de la Suprema Corte d Juslicia de la Nación 

"' respuesta TSP: 

/ Emj>or del cerlllicado AC de la Suprema Corte de Jusbc dela Nacrón 
Tsf': 

< 
< 

!!l•Ji1;ticaiior de la 
- '.<ec\H'ncla: 

2191887 

Da(ds estampillodos: 4 7BOOFC3A01 FA 73060A 7246 6500CB7A7533A6 

-- ·-- 1 -.;· 

! 



SECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS 

OFICINA DE CERTIFICACIÓN JUDICIAL Y 

CORRESPONDENCIA 

Licenciado Gabriel de Ja Vega Urdaneta, Secretario adscrito a 

la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, en términos de lo previsto en el 

artículo 18, fracción 111, del Acuerdo General Plenario 12/2014- - - - - -

----- - - - · - - ------ - - - CE RTI FI CA: - - - ---- ---- - - - ---­

Que el presente documento constante de _.3_ fojas, es versión 

impresa fiel de la versión electrónica de las constancias indicadas en 

el acuse de envío recibidas por el MINTER, con el uso de 

epción, 



' " < 

1 

FolH> y !od>a de re0<¡X;l)(I SCJN, 

Folio ele<trónloo· 

2610912018 16 5945 

Acuse de Recibo 

Rospuoota do óoganos Gel PJF a ""IUO<imi tos realizados por I• 
~,, 

Fe<:ha de .......... del-oo 

""'"'""" 

feche de •<»><do de ""'""'lmlemo del 

SUPREMA CORTE DE JU1TICIA OE lA NACIÓN 

D~CIMO SEGUNDO T:;i:': UNAL COLEGIADO EN 
MATERIA ADMINIST VA DEL PRIMER 
C[RCUlTO 

J191 

261(19120181321 li 
CONFOR,.EJJ 

"'"'"°'-'""'"' 211(19/2016 00.00 

Slnles» de1 aotJertjo del órgano 
re<¡., rente. 

Tipo de e>ped"nlf> del órg•no 
requirente 

NUm de exp_ del órgaoo 
requireole 

Ok<a de "'!oronda de1 ~'llano 
requirente 

AMP O EN REVISIÓN 

62 017 

1Psnl<5B11201a 

tletalle de r•'ll"" !a v«>n•tanoi•• tocibiO.> (en"' caso! 

'"""'º''"'" .... "'"'"""'lll 

ACuE!IDO' 

,.,,.,.-.. ..•.•. , ........ 
""''"""'º 

' 
f 

ro>••• 
""P"""º"' 
ºº"""""' 
""""~·· 

ACUSA DE 
ROCIOOlOS 
AUTOS otl 
J"CIO AMPARO 

, """'°' 

"'"''"' •• "l"'""" .. """'"""'''"' • .. ""'"""'""""'"'"º "''"" 
'"'m""o •=~"""'" ...... , '"""' "' ....,,. .. 
(3)0RtGIWO. C>OCU-'""'º 

LEG•BtE FN 3 
PAG<WIS 

• Eo <I córnwto Oel n,Jmoro Oo fo/'' ,. '"''""' " 'º'' <o~e>sxmd lente • I> '"'""'" cnptoy•fK•-

'lb'/ 



Nombre. 

Evidencia Criptográfica· Transacción SeguriSign 
Archivo Firmado: AcuseRecepcionRespuestaPeticionSCJN.506941.pdf 
Socuoncla: 2189885 

Auto"O>O C•"'fo<oOor°' AC do <a Sup"""" Corte do J,,.,;;, do <a N•oton 

JOCL IBAflCZ GONZALEZ 
Flrm3n1e Va/lde2 º' V<genle 

Fhma 

e 

OCSP 

'" 

CURP: 

# Sorlo: 

Foclta: (UTC I Ciudad de 
México) 

Algoritmo: 

Cadena de ffrma: 

F•clta: /UTC I Ciuliad do 
México) 

Nombu df!l mspondedor: 

Emisor del resp ondedor: 

Nü""'"' de serle: 

Fecha : /UTC 1 Ciudad de 
Ml!xk;o) 

1 N!J.mbre del.,,,spondedor: 

;; ,~!~del 1*pondedor: 

" ·~OCUf!n'Cla: "' . - -
,-; -Qátos o'iirampJl/ados: 

-

' -~; ; •, -
CJl'0' -

.,'./,[_ -~-·~,~-

' IAGJ640115HDFBNL06 ' 706a6673536a6e00000000000000000000001 Re,,.,,,,,cilin: º' No Revocado 

26109J2018T21'59"53Z 1 261091201 8116:59:53-<¡\;:00 status: º' Valida 

' SHA2661RSA ENCRYPTION i 
40 c2 Sd 15 20 21 b7 81 a8 85 32 7! 12 31 a5 ~ c7 cll 09 52 01 5a "" 40 1d 56 Oc 81 01 de 44 31 db 81 28 e<I 3b 
3fb3eOdfdb36ffb2d18badb1542bc1200~e!Oa8abM~~~9c95df~~37~d96b164689 
e•M67db456ed857f714a354566~ ~W53b1•0004862b9673~~245c~e4d13a10M 

05d291432501594f15~5b%172949~3a7•67d0d22863a~Mf549~kf1312193M98da 
ce 9a 6c8!68 s. 97 58 004d M 16 fi2 c7 b e6b4aa29da337c58~d7Q6ad1ae1617357b7cb22237 
af9b 53a500 1562 a520 rs a392 ad 656 03661f217b~413oc17Z48839760~~e3bTh47Th!b 
ae4a 9ba9 94 b7ec 12 ca 32 06aa 81 80 31WM66954e39874C6e1b3f2f~d8466324 

261091.l016T21.59.54Z / 26!00/Z018T16.59 4.Q5-00 

OCSP FIREL de la Sup1ema Corte de Justi 'a de la Naooo 

AC do la Suprema Corto do Jus1t0•a de la °'" 706a6673S36a6eOOOOOOOOOOOOOOOOOOOO 010<l2 

2610912018R15953l / 26/0912018Tl6 9"53.Q5:00 

TSP FIREL de la Supiema Corte de Jus~ a do la Nación 

AC de la Suprema Co~e de Juslrc"' de la ación 

2192757 

3D66CF649E62FC09642020S37F 192C 6640467E 

! 
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POl!fR JUDICIAL DE LA fEDERAC!ÓN 
IUM•MA COlHE O> JUlliCIA º'LA t>AC>ON 

PROMOCIÓN 
56345-MINTER 

, .... ~lb 
AMPARO EN REVISIÓN 623/2017 

En uno de octubre de dos mil dieciocho, la Secretaria de 
Acuerdos da cuenta a la Presidenta de Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la N ción, con el acuse 
electrónico y el anexo, recibidos en la · ficina de Certificación 
Judicial y Correspondencia. Conste.;f-C---

/ 
' 

Ciudad de México, a uno de or;Í~bre de dos mil dieciocho . 
• 

Agréguense a sus autos el a 'se y el anexo remitidos vía 

MlNTERSCJN, por el Décimo Se i.Jndo Tribunal Colegiado en 

Materia Adminlstratlva del Prime 

Con fundamento en lo ispuesto por el artículo 25, 

fracción !, de Ja Ley Orgá ca del P~ Judicial de la 

Federación, téngase a dich · Tribunal 2%Tegiado acusando J 

recibo de! oficio 4454 y de a . unos~ anexos descritos en 

el mismo. ~ 
1 Sin embargo, es omi ~~-ª!.'.~cibo ~-~-~os _tomos de 

pruebas, de un disco co act~e un sobre amarillo cerrado; '"l ~ ::· 

sentencia dictada en 

Sexto de Distrfto e 

México; por ello, 

MINTERSCJ~ _ 

Nollfíqu~ 

remisión de @.mRiacertlficada de la / 

- ~~~~·-;s~~to, al Juzgado Décimo / 
-··~·~--

Administratlva en la Ciudad de 

lo haga a la brevedad, vía 

Así lo proveyó firma Ja MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA 

HERNÁ~Z, Presjdenta de la Primera Sala de Ja Suprema 

Corte de Justicia de1la Nación, ante la Secretarla de Acuerdos 

que autoriza y 

Gatica. 

z~~-'""-"Z"O)l nollficó el acuerdo anlerio o interesados 
ar media de lista, en términos de la dispu en [ articulos 26, 

fracción 111 y 29, de la Ley de Ampara. Doy f 

J {;vu--



SUPREMA 
CORTE 

Órgano rnqueñdo: 

Fecl>a de ingrnso 
de acuerdo de 
requerimiento: 

Fecha de envin: 

Fecha de acuerdo 
de requerimiento: 

Requerimiento: 

Sintesls del acuerdo: 

' : lijo de expediente del 
: óiano "''lulrente: 

Nú¡\>. de exp. del 
_:Jrrg-ann requirente: 

' 
Núm. de oficio del 

_.~lir!i~no rec¡ulrente: 

Suprema Corte de Justicia de Ja Nación 

Acuse de envío 

DECIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO 

0111012018 16 00.30 

011101201819:38.51 

01110/2018 

' SOLICITUD DE INFORME 
DEL ACUSE DE RECIBO 

REQUl¡ORASE A LA AUTORIDAD OFICIANTE PARA QUE ACUSE 
RECIBO DETALLADAMENTE E INFORME DE LA REMISIÓN DE LA 
~g~:~Í~¡¡~~~CTIVA AL JUZGADO DE ANTECEDENTES. 

AMPARO EN REVISIÓN 

62312017 

MllPSn/461212018' 

Detalle de requerlmjento y constancias remi!i!las !en sy caso! 

Acuenlo (•n su Tipo y núm. e~p. del órgano Tipo de n>quorimienlo o de 
caso n>querlóo conslilncia remitida 

consti.ncias} 

Acue<do 

Fecha de 
actJerdo: 

0111012018 

SOLi,CITUD DE INFORME 

DEL AC(JSE DE RECIBO 

NUm<"> do fojas y ""° <!< 
Oooumenkl Mpro<!ucldo ¡ 

rem1Udo •'•'''º"'"' men~ 

(2) ORIGINAL 

• En el cómputo de nl)me<o de foj•s se ;ncluye la foj• cor'•''pond•ente a I• evidencia cnptog«lfka. 
' 
\ 



: manle 

Firma 

OCSP 

1 .. ,. 

Evidencla Criptog:réfica ·Transacción SeguriSlgn 
Archivo Firmado: PeticionExterno-470_ 75Cl427.pdf 
Secuencia: 2197653 

#Suie: 

Fecha: /UTC I Ciudad de 
México) 

Algoritmo: 

706a6673636a6e0000000000000il000000000f6e ( 

W110J2018T00·38 55Z / 0111012-018Tl9 36:55-0~uo 

SHA256/RSA_ENCRYPT10N 

Vigente 

º' No Revocaoo 

S1atus: º' Valida 

Cadena de Urma: Qb $c 6<111 8'! 60 l)Q 36 39 9<l 95 74 ed 10 1b 54 Oc 9c 78 dd 06 3f 67 63 2• 9f 91 1d 16 :l4 5! d4 23 f3 aa 25 
669653ad75~272de2116WN6e10 .dd15e21!aee1eb6b9cOa4dM6ec6~c6b2ba7faM42 
75 Ob21 e9s-O 52 21 a9 (d 3415d2 30 49 7e dc53116 34 Ob a69347 126fc6 a3 4033 5019 26 6b 1d 07 96 
62 eO ar 59 17 ff e1 5c 4d c6 dd 2d e7 91 88 "56 89 14 83 el Je 24 de 3e 60 06 <lf le 82 e3 4a 87 77 62 76 db 
9a 2e08 6b 516<160 e91b f1 19 55 !!>5(17 dfe9 1052 53 e90f84 1c0a bf27 b9 56 76 5b 5t>b3 ba 13 3567 
12Qcl7aJ580c2DeObfU~16187d96Zadde753fHe60B26747b4cR190a6bM7903a1M 
80070b9b2b32~98•a422029a01~eb2-0••~db~~ns16t1s31~6729kdfb697 

F,,,;ha: (UTC f Ciud.>d de 0211012018TOO 38·562 1 0111012018T19 .06-05.00 
México) 

Nomb"' del respondedor. OCSP FIREL de la Suproma Corte d• J 5!1oia de ta Na<:<6o 

Emlsordol <Wpondedor; AC de la Suprema Corte de Juo~01a de a Nactón 

Nú"""o do urlo: 706aS673636a6e0000000000000000 00000!6e 

Fect:~ : (UTC I c;udad de 02/1012018T00.38:55Z / 0111012018 9::>8:55-05.00 
Móiit:d)' 

NJ!mbre del rosp-0ndedor: 

:$i!![s.or del ~••pondedor: 

cia:·. 
esrarii)'illadoS: 

TSP FIREL de la Suprema Cono de 

AC de r.. Supremo Corte de Jusltc"' 

2200524 

096E9DBA7E819CD70B295252B 

otie<a de la Nocoón 

lo Nación 

F01B9526478 



"2-oci-18 
1: lt 

Folio el..,,rónico: 

focha do envio do! 
órgano ""IUirenlE: 

Tipo~ nilm_ d•"'P­
dolórgano 
n>qu l renl<t: 

N¡jm. oflclo dol 
ó~•no f<>quiront.: 

Tipo ~ ni:rn. do 9l<p. 
del <il'!l•n<> 
""!OOlidO: 

Fecha de '"""pción: 

Rocopción: 

•• ,.-¡ ..... ...... ,.~"'"'' 
ACUERDO 

' Poder Judicial de la Federaci 

D~CIMO SEGUNOO TRIOUNAL COLEGIADO EN TER,., 
AOWNLSTRATIVA OEL PRIMER CIRCUJT 

Acyoo do Rllclbo 

6188112018 

Sop"""• Cort<> do Jus~cl• do la N• n 

01110!2Q1819'36.S1 

AMPAf10 EN REVIS1ÓN 62J/2017 

Mlll' sn 1.i;121201 a 

AMPARO EN REVISIÓN 

(12110!2Q16 9.~·- 12 

RECEPCIÓN CONFORME 

Tipo<o ... "•rlm~olood• .. ,,....,.,,..,,"', :..~~ú<~lL$.O.--"J 
,,....,, m~o<o ••"'• ~ <l«om'"~'"" .... ~ .. 

5' TO>AACONOCl .. ENTO 

'""'' .. ""'""" Dl/Hll2010 SOUCITW DE l""OOMC 

' 



Archivo Firmado: Acus0Recepcion77070.pdf -Evidencia Criptográfica· Transacción SeguriSign 

Seooonci•' 2198121 

Au!o<ld•d Co~tll;• "º'" Au!o<ld•O c...,.,..,.,,. r """"''"ª dol Con•o! o do i Udfeato .. '""""' 

Nom~Y<>: VANESA ZARA TE VERGARA 
Firm•nte Valrrier º' V<genle 

CURP: ZAW781211MDFRRN07 

#Serle: 706a6620636a600000000000000000000000 " Revoeacl6n: º' No Revocado 

"~ Fecho: (Urc / Ci~ri rte 02nOr.2018T14·55 19Z / 02/101:2018T09·55·19 ,oo status: º' Valida 
MIHdco) 

Afgorltmo: SKl\1/RSi\_ENCRYPTfON 

Cadena de firma: 2a64 17 c3e5 5!31 5a lb34d5 3ac2 25c3 97•kb54c~Bf7381ead3009!03a8~c7d0e2•9c2 
9e 36 13a4 M 14 20 5<118 4898 cd0fd0f5 9"4 a2 1599 5d aO 7cde 9029 rt; 3a 91 66 5fdd d5 8529 e2b4 
989e 36c2 43 a2 1b2c0cd86fad 2765 1 7ac25404bMd5eOa1~~7be7a043e58ad097~IB74 

23 18 16 17 ao as db df60 76 9a da 67 4a 6 O 32 de 4f0fd1 <e bOffl! d81ce248b7 dc82 le 776!2@ a6c4 
9c538d 3565 00 134d e59461 7c6210 660bD4eea550254ea606aOfc3cdbaOOa4W65d9e1 
e543 6aa4 c7d8aac58c 1b60 cd 3097 W90~db71d14643b5Dr.28dabM28c54a8cIB5e8b~ 

a006 06 53 16ec91 93 b39c3fce8c 7b 09107978~bb04IBDee3820~9d~8c99•oc 

' FeCha: rurc t Ciudad de 0211012016T14'55'20Z 1 0211012018T09:5 0-05:00 
Mé~ico) 

OCSP N<imbnt del ,..spondodoY: OCSP ACJ del Conse¡o <le la Jud<catura F eral 

Emjsor defresponde<for: AuloOOad Certfficadora ln!&rms<f<a dol Co ¡o de la Jud<ca!uta Fe~ral 

'Niimero de sorie: 706a6620636a660000000000000000 7120 

/'wha: (UTC 1 Ciudad de 02I1012018T14.55.19Z / 0211012018lll 5;19-0500 
Mé~ioo) 

ra• ~bre del resp<>nde<for: TSP FIREL de la Suprema Cone de Ju i• de I• Na<>lln 

Eml""r del respondedor: AC de la Suprema Cone de Jus~cra de Nación 

Secuencia: 2200092 

D<rWs eslampillados: OE6E875E55AOBE233571 83056 " C3ABOCFCCE2 



-. - ~ ( . ' .. ' 
Fof.o y ferh• de "'"'~6n SCJN -57316-MIMTER .. (12/Hl/:!018 10.41 22 

Fol.oeiectr~nioo. S1881 

~ Suprema Corte de Justicia de la Nación 
SUPJ"MA 
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POR AUTO DE TRES DE SE ¡NFORMA AL AL TO TRIBUNAL 
SEPTIEMBRE DE DOS M[L OIECIO 
DE ORIGEN. LA SENTENCIA DICT 

O, SE REMITIÓ AL JUZGADO 
POR lA SCJN. 

~~·}' Nil"!- \'ll<io del 
órgano ""'lUOrtdo: 

Tipo y nOm ""OJo¡). 
61'1!•no r«¡uorldo: 
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AMPARO EN REVISIÓN··· 
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ACUERDO U OftClO ACUSA DE REC•BO 
LOS AUTOS OEL 

Fed1o0e '""""'º" JUIClO AMPARO y º'"° 0'11012<'18 ANEXOS 

Ntimoro do ro¡ .. y 
UpO do <Soeomonto> 

"'producido y 
Alml~do 

electronioamont. 

(10) ORIGINAL 

Ooo umon!aolón ,..,,,;b<!a 

FORW. Al Al TO TR<BUNAl QUE 
UTO OE TRES DE SEPTIEMBRE 
S Mil OIECtOCHQ_ SE REM1110 
GAOO OE ORIGEN, LA 
NCll\ OlCTAOA POR LA SCJN 
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REFERENCI 

En tres de octubre de 

licenciada lsis Nayeli Lande 

os mil dieciocho, a 

s Muñoz, secretaria 

de acuerdos, da 

Reyes Contreras, 

Tribunal Colegiado en Mat 

Primer Circuito, 

magistrado Eugenio 

del Décimo Segundo 

ia Administrativa del 

~oa11meajas ioopWSQS,· 

MINTERSCJN, consisten! 

"Evidericia Crlpto~~G:á·" 

..ac1.1mdQ.4e---uno.~e-~ 
"Eviden'cia SeguriSingn", 

Criptográfica 

q¡ü....eruúa...la-Mioistra 

"Acuse de Retibo" 

Transacción SeguriSin 

de Justicia de la Nac 

correspondenéia con fo 

, egistrado pn el libro de 

81J_-Con*-

Ciudad de Méxic res de octubre de dos mil 

dieciocho. 

Vista;,..J~ 

imp,ras.cs recibidos 

consistentes en: 

Criptográfica 

uno_..de..-0ctubra~.e1e 

Criptográfica 

üQada_ Qe 1os.-.d~ 

intranet MINTERSCJN, 

de Envío", "Evidencia 

ón eguriSingn", a.c11.ecdq c,le .. 

~{Wieciool:l0,- "Evidencia 

ión SeguriSingn", "Acuse de 

Recibo" y "Eviden a Criptográfica Transacclón 

SeguriSingn", que e ía.la Mi nis ka .P.r.esidenta.de. la 

P..s:imer-a.Sala-Oe·l.Suprema~sticia de la 

Naci6J!,. mediapt!; !gs cua!es...,enJQ..SU._s!i!ru;i.aL,s.a:licita 

~~;ise de tecib.o..en..Jauig.ujw~Wlill,9,§; . . , . 

·,Z 



" .... Sin embargo, es amis-o en acusar 
dos tomos de proebas, de un disco compacto 
sobre amarillo cerrarlo; 8sl como en info®" 
remisión de la copia certificada de la se ncia 
dictada en el pmsente asunto, al Juzgado cimo 
Sexto de Distrito en Malaria Administrativa n la 
Ciudad da Mé~rco; (l<lr ello, re solicita lo hag a la 
brfN0dad. vla MINTERSCJN'. 

Con fundamento en el artículo 221, d 

Federal de P'rocedimlentos Civiles, 

sup!etoriamente a !a Ley de Amparo, por 

i 
' ¡ 

n 

.,l 

"""""' que~..rne~i,i;l.-11-3008, librad 

septiem,bre de dos mil dieciocho, 

Admin~"Jª--~cl .. P 
-"emflcaela.de-la.-seatencla..di'Wlli.& 

~j6' dp t1ns mjLJije¡;jpcbQ., 

~J>2~1J.<!17,.de! fndice.deJ 

io§li..,¡¡J,..,.ce 

-U.~D1flil!&...'W-' 
limera.Sala _de Ja 

Suprema .Corte,de.Justicia .de.la- ación. 

Para mayor referencia, r~ . J~e-~PÍc<!. i;:ertlficada 

de !as constan_cias que sustentan !o acordado-en el ?>> 
contexto.del preserite proveido. 

/ 

4fiquese; y vía MlNTERSCJN, a Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

---------- ---· 

• 
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' 
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REFERENC AMPARO ENREVIS 

Así Jo proveyó y firma 

Reyes Contreras, president 

Tribunal Colegiado en Mat 

Primer Circuito, 

que autoriza 

\ INlWmpr 

,. 

ROZÓ!l . .ESTA •OJA to'M.S~OI' A 
OIECIOCHO, O!CTADO ENEl TOCAflEl R 

EN LA CIUDAD DE Mi;.x1co. E 

SE NOT!FIOÓ A LAS PARTES 

L!STAOUE SE F1JOALA.S___.__Lb 

CONtTE. 

, 
) 

º' •• -- -- _____ !}º_ -~ 
ou;VISf6H~S Mil 
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34424,12{)18 PRESIDENTE OE lOS ESTA 
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·~/-f.~251~-t!lttlMOSEGUNTO TRIBUN 
•; Atiii1NfSÍ"RAT!VA DEl PRIMER CIRCUITO 

344?7/2016 CAMARA 0E SENAOORES 
(AUTORIDAD RESPONSABLE) 

lTO EN MATERIA 
O DE.!"'\ÉXlCO 

UNloci~ MEXICANOS 

•' 
Fe~ /N MATERIA 

:;1 ,_,, 3442ilr.1.0!S CAMARA DE DIPUTADOS 
.~ ' .; , ~ F- .,,(AUTORIDAD RESNNSASlEJ 

==O DE LA UN<ON 

L ~1GRESO DE LA UNION 

101\b' RESPONSABLE) --•o "' -g 8°34429/:l016 !:;ECREr'ARlÓ DE SAtlJO (A "1 ~ ,, __ .,. "'""º~00 ""'"" A ~l/'A PROTECCION CON"ffiA 
,, <b i~;? RIESGOS SANITARIOS (AUTORIDAD R 

ji.W3443112016 COMISIONADO DE AUTOR 

¡
~~~~~~ARIA DE LA COMISION 

R!ESGOS SANITARIOS . :· ; jg ~~FEDERAL PARA lA PROTECC!ON 
• " - ¡;J~(,0..UTQRIDADRESPONSASLE) • ' -"" ¡:¡¡; a; a.uamo1a DIRECTOR EJEUTIVO DE 
--,-.~"' -- t,ZaY PSICOTROPICOS Y SUSTANCIAS OU 

ONDE ESTUPEFACIENTES, 
E LA COMISION FEDERAL 

, SANITARIOS (AUTORIDAD -- V- 1 PARA LA PROTECCION CONTRA R 

,-_. --.-.'~ RESPONSJ\61.E) l 

-- . ':!1Y~~ 
.",,,,~~~;,·$, , .En !os ª~~trad~J~~·~.~~:Á oe 

: -~~ , sedic\6 un acuerdo que a la lelr 
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En"' o- y -'"'"""'otm-• lo"'"'.- 001~• 5, ..... ,.. ... <O<>"'""""""'°..," '"'º"º ............... - .... ••<•• ....... , •. ._,.,., •• "' ..... ,, ... '"'"°"''"'"' 
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I"'""'"""''""""""" q.,. oo ""00"° on "'ot0" ''"" ,..-n ,.... '""""°'°• l""'l<litW o <-00<> O"° .. '*'"~"" • '' .,..je"'- YIO 

.l ¡ 
'""'"'"' ·-.i-..,, .. ""'''"" .. , ....... _,. ........... ... 

............ 
"'""'"'" .. "' P"'!""'""' • ._...... •' 

"'' ...,,,.. - ..... ''""""'' ,..,.. ... ,. ...... , .. ,......, ........... y ' ,, .. """"" ·"'"-.... """l•-do .... ,, ........ - •• -- EJo<""'• .. """"'°'16n .... '" ..... .. 
""''""'''' Qulmto .. "" ta Co!e .. o, '"'"""°" .. ..,,.,corno ,.....,.. 
.,,,poro, 00"'<)00 OI Qut¡- .. '"'"'"""° ........ ,.._.. do ... < ., ... , .... ... 
""""'' • ro....,. .. ,.. ...... _,.,,..."" '' - .. '"""'· '" -... .. 
..,...._ ..... Colo ................... ,,_,"" '""'' "t : • ..... _." ... .. ...,,, .... - ........ ....,.. ... _, ... ....,,. ... , .......... 
.ido""""' oqol ,....."""º· .,, '""'º «,,. ...... • w tlt<l>Yo' ,,.....,,,....,..,,.". 

A .. ,d--donol,.....,.o~ .... - ... lol-uMmol 
Modkl• y A<tu.11a<f0n, do """'°"" ..... ooo OO. '"~"' .. ,,. do la "'' '"" ,, ,,....,..,'"-º"''"-"""" .. '"""'° ...... "'""'°""""""""'" 

""' otro '°""· ... "' """"' ... '" ...... ~ ....... ' , .... " ._.,. •• 
2) c ... , ......... , ....... .,, ... ..,, ...... ,,,,..... !o""'"°".., 
R°"""'d•n .. E>_ac,__, """°'"'pl<oo , s""""''"" o..­,.,.,.,,,,.,,.,,,...., .. °""""., ..... ,,.,,..,,°" 

p.,. - 6tml"o JO! ttonloo do TRES DIAS .. .- ,,.. .... J., 

""""''' "'io••-•loumpO•nll<>todo .. ...,........ .. ''"""'"' 
"'-' A .. , ...... qoo do oo """°"'· oo """'""" do lo"'"'"'"'.,., o! •m.,..,, .. ,,.,_,.,..,,..,.,.,, .. __ .. ,.Unldoddo"°"I .. 

. . ....... _. ,, .......... .,_,,_._. ···-
_,, oon .... oo!J..,omfu.ob~n,..,.-.do...,.~.,......,,.,. • ...,,.. . ........ " .. """"""''""' ............... ,,,_ ...... """' 

"""'"..,...,."""'"'"""""""''""""""e'""'"'"'""'"'""""" '"'""'" .. ,,,., ...... -<><l On .,, - ................ , • 

Coo"""'"'° ,,._1. y ''" """"""" OI '""' do °""''° """ "" '"°""'""';o& .. -'"' •• '"'"'"' "º _,.,,,., ................ ,., ....... ~"' ........... 
... ,. .... - ............. dol DES.CATO ... >AU-0 CO!<STI 

""" ..... '" ....... ,,,, • """ ""' ... ...,..,, ........ ood'*" ... 
!<>«>Oo XVI,""'""'"º !Ol <oootllU<lonol > !03 do .. ''' do ·­

.. "''' ... '"""" ·'""'"""'"'""'. ,, 

~""""""- ... ,,,_,, ....... _ .. ......... "'"""' !07. ._ ... XVI, .. lo 

' ""' .. """'º .. 

- .. , to o«••••• > """" Rl<>r<o <;o¡¡,"'° v ... ,,__ Offto\ 

............... "" "'c ....... "'"'°· .~o11 .. ""' ,, --·· 
~ .. """"" '" ....... --a..o-- ""• .. _ '"""' • '°'"""''. 

Lo~ue naso de su conoc1miento para los er°""" 

c;"dac! de Mé»eo, a once de sepbe"1bie de 

ales cooóLiCente. 

mil ÓIOCIOCho 

i=1 Seo<ela110 del Ju~ Declll\GS&>IO de !liwrto en •le<" Aóm1n1straW11"" O. 
c;,,da<S de MéX<co 

! 

" 

" ' ' 
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// 

" ) '.:_J ""-. . . ._, 
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AMPARO ·- (] N REVISION 623/2017 ?;-,_,~, 
J.A.-

lNLMlmpr rl \ 
En tres de septiem e de dos mil dieciocho,D:. 

la licenciada lsis Nayeli L 

de acuerdos, da cuenta al 

Contreras, presidente 

Tribuna[ Colegiado en Ma 

deros Muñoz, secretaria 

istrado Eugenio Reye~ 

Primer Circuito, con el ofi 

libro de correspondencia e 

la secretaria auxiliar de 

Sala de la $uprema C.orte 

al que acompaña copia 

correspondiente a la sesió 

mil dieciocho dictada po 

tribunal, en el amparo en 

del recurso de revisión 

este Tribunal Colegiado1 el 

dos legaj 

que con1tene informac 

Juzgado Décimo'' -. xto 

Administrativa,.._f, riciuda 

compacto.-Co~' 

Ciudad de Mé'lico, tre .,., 
mil dieciocho. . ' ' • 

' Décimo 

olio, 59-92, si nado por 
f 

erdoS de a Primera 
§· 

J4~ticia e la Nación, 

rt~ada el testimonio 

1:rece e junio de dos 

'! Prim ra Sala del alto 

isión 323/2017, el toca 

radicado en 

Distrito en Materia 

e México y un disco 

' 
e septiembre de dos 

' i 
. ,, j 

S,_~i~~QOt-J:.ecibk16. el..ofieio .deK:uer:ita, signado 

por la secretaria auxiliar de acuerdos de la Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

al.4\Je .•. a_g:irppafi_a.,,,~_ja (~e[1ifi~Q-~"''d,tJ1-,. tl¡!~s_tu!l2_ni~ 
rprre~pao.dieota.a.l~esi00.t1e .tier.e de j¡.iojn.de da:¡ 

mil- dieeiocho ··diG:lada . por • .Ja.Rrimera...SaJa,de!.,,alto 



tribuna!, en el amparo J:ln 

del . -recurso · de·-· revlsién -

este Tribujal Colegiad~ el.Juicia..d · 

Wdos legajos d~, un .. $.O. 

ql,le .cont_ie_ae.infoITTJación.-&nDfid@ncia[, d 

Juzgado Décimo Sexto de Distrito 

Administrativa en la Ciudad de México 
··-

oempacto. Ac.úsese.ncibo--.de.estil.o._ 

. Con fundamento en el artículo 2 

Federal de Procedimientos 

supletoriahlente a la Ley de Amparo, 

-- ~-)!'.presa en Sl,I precepto 2º; 

del Código 

aplicado 

r disposición 

-~-So~~,.cµ~nta-)l. 
ate.nclón..a.-.s.~~ .. ~Wl. 
torri<a .... -.eouocirriiento, -~.par~.~· !os_ •. 

cQQW.t.~-~ ....... --

m>l,..!;9!.l!g,\;¡gp 

~.ctoS; . .--.J~ootes 

Ahora, en la sentencia de trec 

gr(¡ diecisiete, la S11perioridad.resolvi 

e junio de dos ,.-_ 

" PRJMERO. En la maleria de la rnvisi • .re revoca la 
recurrida. SEGUNDO - La 'us ia de la un16n 

amp_ y protega a - - n contra de la 
e edicrón y promulgación de los artí os 235, último 

'árralb, 237, 24S, fracción/, 247, úlb'm "rrafo. y 248. 
todos de la Ley General de Salud. 1 como de su 
~sistente en el 1C/O número 
- expedido por el Dire or Ejecutivo de 
Regulación de Estupefacientes, ico/rópicos y 
Sustancias QuímicilS de la Comisión ederal para la 
Protección contra Riesgos Sanifatios. · n los términos 
expuestos en la presente sentencie. TERCERO - La 
Justicia de la Unión no ampara ni prol a -
- en contra de la expedición ~Promul~ 
/os arlicu/<>s 234, 368 y 479 de la Ley Gen&ra/ de Salud 
CUARTO - El racurso de revisión adhesivo inletpuesto 
por las arJ/Orldades responsables es infundado.• 

' ' ' 
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AMPARO EN REVISIÓN 62Jl20!7 ' 
J.A.­

INLMlmpr (/.'!> v n los 

wH1ntk¡• 1 etr<t;ib2,~· háganse la_ 

libro de gobierno, 1J. actualiza 

Sistema Integral de Seguimi 

(SISE) y en su oportuni 

totalmente concluido. 

ASJ~ lo_ p~yó'-Y.. 

RQv•.Co~~--~ 
Trl ...... eCdfrd!Qo 
Prtinir - Cii'.t'utta, . a 

acuerdl:is: 

·qU!J-8_ut 

il!!l!!.iu!.•I Ir. V ,,;.. 
un lazo de v· ) 

arte quejosa, 

ras autoridades 

' 

' 
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.~itfHtrO'lllDAO DE Mtaaco, '"--~ 
SE NOTIFICÓ A-LAS PARTES El 

L!STA QUE SE FIJÓ A LAS 
1011: PGPt. 

' . ' 
' 

' 

C01!f1'. 

-

LA QUE SUSCRIBE 

LANDEROS MUÑOZ, SE 

!SIS NAYELI 

TAR!A DE ACUERDOS DEL 

DECIMO SEGUNDO 

MATERIA ADM!NJSTR 

CERTIFICA: QUE 

FOTOSTÁT!CAS CON 

COLEGIADO EN 

A 'DEL PRIMER CIRCUITO, 

AS PRESENTES COPIAS 

NTES DE TRES HOJAS ÚTILES 

UE OBRAN EN EL TOCA DEL 

R.~ LO ANTERIOR EN 

ORDENADO EN PROVEÍDO DE 

TUVE A LA VISTA 

RECURSO DE REVI 

CUMPLIMIENTO A 

TRES DE octu 
DE MÉXICO, 

· E DOS MIL DIECIOCHO, CIUDAD 

DE CTUBRE DE DOS MIL 

LIC. IS NAY Ll l CEROS MUÑOZ 

' 

-----------



Flrmante 

Firma 

< 

Valldaolón 
OCSP 

Estampo 

~" 

~ 

'¡i 

"'" doeumonto dlg"'""'"° •• e<pr. fiOI do '" '"""" ;..,,. .. , <o o "'''°' """"' • • u orlo lo '1 

' 
Evidencia c~pto9ráfica · Firnia electrónica certificada J 
Nombre de! documentofirniado: RespuestaAcuerdo.pt 
S&uoncia' 22!M6&4 f 

""'°"'"" "'""'' .. º'' in,...,..,. •01 Cooo.,o •• "' J•d ~,,.,. •-"' 
Nombra VANESA lARATE VERGARA Es!aliodol º' V•geote 
CURP: lAW781211MDFRRN07 cen/fl°"do· 

Serie del cortificalio del 706a6620636a6600[)00001:>00000{>0000000 "" Rovocacjón: º' No Revocado 
fiimante: 

Focha: (UTC I Ciudad de 0411012018T19'09'292 1 0411012018T14:0 S-05:00 Es!a!u5de °' Valida 
Mé~ko) firmo: 

Algoritmo: SHl\11RSA_ENCRYPTION 

Caliena do flmia: 05 51 7c"" 71 09 Se 15 od fa 57 Oae& MA~9ba6•••bdl9fac4ab4dl79ecR7e851do4~~ 

e6 f79ca3 !cdl 14 8ca31ebb f6e41 1no241ruaru4s1s•ddt>S~00&5!5!M~so14e679 

34 87 18 el 38 c9 18 dd d2 4512 ae b4 ~eb47Q658bfad7~95d3003b23b7!b67~aad787•ct 

b4 05 591ec1 •• 40<!4 84 17 39 ac •• bS a5 e5 SI Sb 7e 95 de 7c le 30 7f6d 82 89 So ec eb a2 29 ro a4 37 

,~.:.:~>""''"' 
b2 •7 318980 f4 ef53 54 55dc 7• 7e 2c 3a lbbe Of 1d 37 7e98ee6b 6a eb 62 44 •009 se bBOb 15fc43 
05 61 4c 20 6b 71 06 46 Ob 6b fa b7 40 H•5aOb933083a4~n904d65Ma785%M1d2c~a!caM 

7034 b4 70 r,> e0064!53ed ctl 33~ ~6642f654ddM4aos~~m62~c1ITT•dG~ 

04/10f.l018Tt9.09.30Z 1 0411012018 ."9.30-05.00 
Méx/oof. "): \· · 

Nainbre<ki·• · "'º'dela OCSP ACI <!el Conse;o de la Jtldroa• Federal 
~~e$"1BO . .,; " En¡tt;cn:iJo1:.Jertificalio do l\u101<1od Ce~;ficaaora lnterm<dla do onse¡o do la Jud<calu<a Federal 
oc!sl>" .-

Núf!!%<1_IÍ,~ 706a6620636a660000[)0000!I00000"1>""0007120 
cel'jfflca~Q 

Fed¡~:_{Vi'I:-l ~li !Je 04!10/2018T!9.09.29Z I 041101201 14:09:2S-OS:OO 
M.!ilioO)»•_v,_..,,_, 
Nom~re del em;sor de la TSP FIREL de la Suprema Co~o 00 si«<• do la Nación 
rospuoslf! TSP: 

Effljsor dé) cerfiflcmlo AC de la Suprema Corte de Justicia la Nación =· 
1<1flnflficalior rte la 2207535 
secuencia: 

Datos eslampillalios: 90F709A91AJEOOE4A6E8E65406 92fA4848B57 

' 



SECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS 

OFICINA DE CERTIFICACIÓN JUDICIAL Y 

CORRESPONDENCIA 

Licenciado Gabriel de Ja Vega Urdaneta, Secretario adscrito a 

la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de Ja Suprema 

Corte de Justicia de Ja Nación, en términos de lo previsto en el 

articulo 18, fracción 111, del Acuerdo General Plenario 12/2014 - - - - - -

--------------------e E A T 1 F 1 e A: - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Que el presente documento constante de JQ. fojas, es versión 

impresa fiel de la versión electrónica de las constancias indicadas en 

el acuse de envio recibidas por e! MINTER, con el uso de la · a 

electrónica de Jos servidores públicos desi 

Doy fe. -¿j .$~;;; 
Ciudad de México, a cuatro de octu 



FOl<O y l<ctio de "'"'!'C'Ón SCJN 

Folio e•ec~oo100. 

0411012018 !6.<l0.55 

Suprema Corte 

º"'ª"º ""'"'"'"'' 

"-º""" 
-fe<l>• oe ,.,.,,....,. oet-no -·· 
~ '"" •• '"""""°" 

"""T•po de expedienre d<I &gano 
requir€n!e-

Ntim. de"'!'· <lel ór¡¡ano 
""'"'"'nle. 

Ollao de refe<eno• del órgano 
requ1r€nle_ 

SUPREMAC 

O~CIMOSE 
MATERIA A 
CIRCUITO 

3247 

0010/2018 

<XlNFORr.E 

0111012018 

/\MPAAO E 

62112017 

MllPS/71461 
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ACUEROO' 
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DE JUSTICIA OE lA NACIÓN 
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NOO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
l!'llSTRATIVA DEL PRIMER 

9s33 

•• 
\ 
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\1 
• 

;,>. 

' i. 

" 

• 

""''"' ....... ,tipo ....... """''"'º 
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ramol<o ""'º"'"'"''°" 
~'"°"'"'"""" '""'"'"' 

oocu"'"'º ,..,..,, '" 'º 
PAú<AAS 



Firmante 
Nombre. 

CURP: 

#Serie: 

Evidencia Crlpto¡¡ráfica • Transacc!6n Segu~ i¡¡n 
Archivo Flnnado: AcuseRecepcionRespuest ~eticionSCJN510031.pdf 
Seogenoia' 2205137 

; 

GEAAROO ALEJANDRO GARCIA 
Vali<l<lz 

GAXG640126HDFRXROO 

706aó673636.SeOOOOOOOOOOOOO 0000000131 Re•ocaoión: 
º' Vrgenle 

º' No Revooado 

Firma Fecha: (UTC I Ciudad de 
México) 

04110/2-018TZ1 .21·ooz / 041101201 16:21 :00·05.00 Slaf<1$.'. º' Valida 

Algoritmo: SHA256/RSA ENCRYPTION 

Cadena de firma: ~ ~~~ ~~~ ~; ;J ;:~ ~;~ ·~~;~·.~0ci.31~i~e3:55;::ei:;::~~~~~!~~~f~~ O:Z '{r~ 
09170804 d882 80 136930Gb 7 b05 3a c5 1b4e6o Oc9a a5 84 7142 79 15a7 a91e 9el9 5!89 3!94 Bf 
3<:l 73 <!d 24 69 50 93 a4 22 31 ff 3 8 Bb 90 c8 54 tt 22 dd 17 b9 8! a5 22 Ob c7 43 75 Be 4a BB 67 95 1e 4b db 
52~Md5~~4ad3aa467b 8•21~31194525dbroBcIDd43eOd1ae~de10~001247&88 
7e b004 821cffd8 520!32 23a2 t5ea b6o1 o9 5719 3f89b7 cc25 97 e869a7 11686365 40 18 4603 e2 
7f 71 Bd 82 67 610b 6f 64 09 58 61 Jd fd 60 68 Bf c9 70 74 f8 ae 01 37 re aB d1 3b 5d 29 ab 80 

--~;p'~'.'""'"~~~,,,c,~=,~~~t.',c,Mééoé,',',',,',','o'u='é,',.',',.',,'o', ,,;,,,o,,.,,.,.,:c;;"";"~~~~=========-----j 

OCSP 

'" 

N0m " resp<>ndedor: OCSP FIREL do ta Suprema Corte Jpst1cia de ta Na<:<on 
~~~~-------------< 

émi•Oii;lli!:Jespondedw: AC de la Sup,.ma Corto de Juslioia !• NaC<ón 

Nümfili<i __ ' serle: 705a66T.lS36•6<00000000000000 'i''-i;O§:; ====================1 
ec:tjj:/(ÜTCICJudadde 04110r.l01aT21·21 OOl 1 04/10120 16•21:00.05:00 

M{,jfé'i{¡ . ¡ 
Npmbu del ~dedo/'; TSP FIREL de ta Suprema Corte Uc,c,,c,c,c,c,c~~,,c,,~------------------j 

&[tiU ·: ,. spondlldor: AC do la Supremo Corte de Jusl>e ¡~''';'~'~";'~";;;::-:~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~::::::-:-=-=-==~~~1 S~~ 220BOOB 

D<itaS flM!iJnpi!l•dos: FD60E01DOED15FBF7519151E 5A 1A5S3A8EB4 

• 
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PWER JUDICIAL DE lA fEDERACIÓN 
SUl'i(EM<l CORTE DE Jll<TlCtA O> lA NACION 

11.?.t::-
PROMOCIÓN 
58235-MINTER 

AMPARO EN REVISIÓN 623!2017 

En nueve de octubre de dos mil dieciocho, Ja Secretaria de 
Acuerdos da cuenta a la Presidenta de !a Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, con el acuse 
electrónico y el anexo, recibidos en l~Oficina de Certificación 
Judicial y Correspondencia. Conste.):..._/ 

' 

Ciudad de México, a nueve de octubre de dos mi! 

dieciocho. 

Agréguense a sus autos el acuse y el anexo remitidos vía 

MINTERSCJN, por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito. 

el artículo 25, 

fracción 1, de la Ley Orgánica el Poder Judicial de la 

Federación, téngase a dicho rrt:Q Colegiado a~n,~o 
recibo de dos tomos de pru as, de un disco compacto y de un 

sobre amarillo cerrado; i orm~que por oficio 11-3008 envió 

copia certificada de la entencia dictada en el presente asunto, 

al ~~zg_~do Décimo ~Distrito en Materia Administrativa 

en la Ciudad de . -ex~; y remitiendo cqe¡~~ digitalizadas de las 

constancias rel tv~ 

Notifíquese. 

Así !o pr~ó y firma la MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA 

HERNÁNDEZ, Presidenta de la Primera Sala de la Suprema 

Corte de~icia de la Nación, ante !a Secre~aria de Acuerdos 

que autoriza y da fe, licenciada Maria de los Ang~ Gutiérrez 

Gatica. ,/ 

' ' ' 

/ 

. e notificó el a uerdo anterior a los interesados 
por medio de U , en tér · os artículos 26, 
fracción 111 y 29, e a Ley de Amparo. Doy fe. 

--------. --·----

1, 

' 



10!8 DCT 1D R,9 11 30 

AL REFERIRSE A ESTE OFICIO MENCIONE 

EL NÚMERO Y LA OFICINA QUE LO GIRO 

PWER JUDIClAI. DE LA FEDERAOÓN 
SE!!R"--'.:,'. ,-- .'. :Oo'-C.i\ 

-tA,,IA~¡:4~,-,,~~, _ 
- >...,l~"'-'Üei 

SUl)SECRETARÍA RAL DE ACUERDOS. IU~EMA (Cli<lE DE JLJSTlC"'OE lA NAOON 

-
DECLARATORIA 

GENERAL DE 

INCONSTITUClONALlDAD 

112018 / 

SECCIÓN DE TRÁMITE DE AMPAROS, CONTRAOIC S DE TESIS Y DEMÁS ASUNTOS. 

OF. SSGA·l·30839l2618. 
~¡;UERDO 

~UPREMA 
NACIÓN. 

BSECRETARÍA GENERAL DE 
DE LA PRIMERA SALA DE LA 

CORTE DE JUSTICIA DE LA 

e,:;1,1...ajeJillP..-Of!i<iP,.nQ:_~o 

""'~""""'"'""~ mediante 
~Ll'n esta Subsecretaría General 

/J -

el cual --¿¡·¡,¡¡w;.,., 
de Acuerdos de la Su pre e de Justicia de la Nación, cqPia ./¡ 

~ " /O-c}C/ lo 
?·sg 

-¡¡:¡¡ djfjeadQ:fle.Ia.re 

.&lctada_eo..el,amp~ 
del Ministro · 

efe~tos leg~ que ha 

Sin otr 

mi e conslderaci. 

Ciudad de México, a 

"si~¡;¡ 52y17.., y del voto· padjc11l"ij 

""""ó.i""mt"""' lo anterior para los 

lugar. 

ID E L AMÍREZ 
SUBSECRETARI GENERAL DE ACUERDOS DE LA 

AsuPREMA co.
1 

E DE Jusr1c1A DE LA NAC1óN 

' 
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~ 

REFERENCIA 
PS-02590 

AMPARO EN REVISIÓN 623/2017 

PODeRJLIDIOALDELAfEDERAClóN En quince de octubre de dos mil dieciocho, la Secretaria de 
su .. 1 ..... co•1•0•,us1.:"'º¡"'wu:'º" Acuerdos da cuenta a la Presidenta de la Primera Sala de !a 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, con el oficio 
SSGA-l-3,P839/2018, recibido en esta Secretaría de Acuerdos. 
Conste. 0 

' 
Ciudad de México, a quince de octubre de dos mil 

dieciocho. 
,/·,· . .. 

Agréguese a sus autos el oflcfo GA-l-30839/2018, del 

índice de la Subsecretaría Gen de Acuerdos de esta 

Suprema Corte de Justicia de !a ación. Q 
Con fundamento en l dispuesto por el artículo 25, 

fracción 1, de la Ley Ó[ ánica ~Poder Judicial de la 

Federación, téngase a di a Subsec~ría acusando recibo deJ 4/ 
oficio XIV-787-P y del xo d~o en el mismo. 

Notifíquese. 

Así lo proveyó fir~~MJNISTRA NORMA LUCÍA PIÑA 

HERNÁNDEZ, Pre ident~ la Primera Sala de Ja Suprema 

Corte de Justicla ~~ación, ante la Secretaria de Acuerdos 

que autoriza y da··~~enciada María de los Ánge18S utiérrez 

Gatlca. 

A. 

17 ílCT 201~ 
--~~~~-·se notificó el acuerdo anterior a los interesados 

por medio de lista, en términos de lo dispuesto e culos 26, 
fracción JU y 29, de la Ley de Amparo. Doy fe. 
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Poder Judicial de la Federación 
Jll2.GAOO otc1MO SEXTO DE 0'5TI .. TO EN W.TEROA 

AOMINlSTRAUVA EN LA CIUOAOl>E MEXICO 

~.e_l;.e_cJ.b_o 

o .. 11natario: $tlp,.m• Co"" do Ju•tlcLo do la Nación 

Follo ole<:trónlco: 

Fe<!>il ""en<io do lo 
S~N' 

Tipo y nlim. do•"!'· 
dolaSc:JN; 

Tipo doaouordo: 

N!im. oflclo do lo 
SCJN: 

Tipo y núm. <lo6)(jl. 
dol órgono rem~onh>: 

•<~"'º i"' '"'"'" 
'""'"'"'~'' 

. .-........... '""'"''"' 

7400412018 

27/0612017115S 

AMPARO EN REV
0

iSIÓN 62312017 

ADMISIÓN Y TURNO, ACUSE DE RECI 
CONOCIMIENTO 

MUPUS$GAIU38.20120 17 

AMPARO INDIRECTO -

RECEPCIÓN CONFOfiME 

N-rodoro¡oo,llpo•o 
""""""""' ... -~ .. , 
~..,,,., .. """~'""""' 

I 
1' 

f • • 1 

"''"''"" ... " .. '"'"""'"''." .... ~ .. 
J 



Firmante 

Firma 

" 

OCSP 

ra• 

Evidencia Crlptogrtiflca ·Transacción SeguriSlgn ¡ 
Archlvo Firmado: AcuseRecepc!on67629.pdf 
Seouonoia' 2302646 

'-\q6 

A""""'•d Co ""'°'°"'" Ao<orl<l>d Ce "'""'""" ,,,..,, "''' de1 Co"' ~· d• " J IW<•Fodor•I 

Nomo,,. MAURICIO AMADO BURGUETE 
\lollde2· º' V.genio 

CURP: AABM830512HCSMRROO 

#Serle: 706a662063Sa660000000000000000000000a006 Re•cx:•clón: º' No Revocado 

Fecha: (UTC ICl~dad de 2611112018T19·07o412 1 2611112018T13·07·4~ Stal«S: º' Va1;da 
liléKico} 

Algoritmo: SHA1/RSA ENCRYPTION 

Cadena de firma: 6d c4c1 c1 4d a561 904f7c94 0303 24 577 ~Th24dO!ck~RR~a-~240b4f•93$edfM 
6e 3a d5 fd 0904 26 a9 93 51 7000 31df 76 26 ba 3d cf 11 54 76 9b 11 5b da ef Ob 3b 71 916d 2c 54 o> a4 
92 59 63 21 916• ee 9• b< 6! re 62 22 71' fd d 4760o1a35a969•632H9001a3a3•01bRM2aa4d6 
67 dd 6e ba 1a4a 69 39 HOa 595026 66e4 1a90e•ffiW14~54ef22m3b1a12ed~M2611~IB46 

23 20 ce 81 d6 46 07 14 di f1 oc 71 91 b5 77 00146e7f1aM2affiM445~40d37dc1eS•b9U2f ·- ,, . 
b6 2698 OOaO bd 75e1 6dcae0 91 85 5a 63 ed a7 3816ef 18e7 ce tt78 57 56 be 12 dO 082d 77 3a 7bc7 
23 Jae! f1 040511311• 2d9d bec81fo0 53b2 44 f4d ao3f33 dfe3 31 8b 520• c6 fe f9 

fioha: (IJTC I Ciudad de 2611112018T19:06:40Z l 26J1112018T13: •0--06:00 
MtxjOoJ 
NQfflbre del rosp<>nded"': OCSP ACI del Conse¡o de la J"d"11lu<a oral 

Emisor del <espo~dedor: Autoridad Certificadora lole<media del e sejo de la J"dioalu<a Federal 

Nümero de serie: 706a662063.Sa66000000000000000 00a936 

F,eoha: (UTC I Ciudad de 26111J2018T19:07:•1Z 1 2611112018 :07:41-06:00 
Mé~ioo) 

N~mbte_AJ..t respondedor; TSP FIREL de la Soptema Corle de ticla de la Nación 

Em!S<>r del resp<inded°': AC de la Suprema Corte de J"sl><"' I• Nao6n 

See""no/a: 2305533 

D<rfos estampillados: 2B14AA3C247A23823EC6CD7F9 \M0717123A31 

' 
' 

Ev<dencFa Criptográfica 



Follo y lecl>a de rere;ic16n SCJN; 6918~-Ml>lIEll 111>01$1J'38'00 

folio electrórnoo. 

Suprema Corte de Justicia de 1 :Nación 
SUPR•MA 
CO>T> Recepción en SCJN de! acuse de recibo d 'rganos del 

"' 
JUZGADOOECIMO SEXTOOE OISTRI EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA EN lA CIUOAOOE ICO 

'"""""""""'oa laSCJN 2611111016 13.00.00 

Tipo y nUm de exp_ "" SCJN: AMPARO EN REll1SIÓN 

P<lr awe<do Pl"'•iden"al. lo[eO so<colalo) O<Oena "S"'9ª' al 
<le <e<•l>O 69185-MINIER. conS!ante de 3 fo¡as. 1nciLJOda e.la 
logares conespcn<11enres_ COM\e 

LA SECRETAR! 
DE LA PRI 

62 17 

ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA. 

! 
! 
' 

r,: -,_ 
::> ,- ' 
D .. -
c-~ (,' 
" 



J;'ODER >UDIClAl. DE LA. FEDERACIÓN 
\U"''""' CO•ll• º' JuSnClA º' "'1'Ae>:lN 

r---o-­
-~, ,., .. 

LIC. MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ G 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMEA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACI 
PRESENTE 

Por lnstruc¡ron de! Ministro Artufu 

informo que .rlº-· se f?J:f!:l!!l<J.rª-. y9to algu 

¡;\23/2017 al estimarlo lnnecesarlo. 

ldívar Lelo de Larrea le 

en el amparo en revlslón 

: '¡¡}':·, . ' ' .. 
':; ., ' 
.·. •' '. 
' 

; 

' 

ATENT MENTE 

j 
oséfignacio Morales Simón 

ecreta_~j¿) de Estudio y Cuenta 

' ' 
" 

; 
y_'; : F-'S' ;_., \ i:) 



REFERENCIA 
PS-03260 

AMPARO EN REVISIÓN 62312017 

r..__,<1iuo1c1A1-DrLAf'EDERAC10N En cinco de diciembre de dos mll dieciocho, la Secretaria de 
su .. EMAC<l""º''"'nc'"º'lA"""°" Acuerdos da cuenta a la Presidenta de la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de Ja Nación, con el oficio sin 
número, signado por el maestro José Ignacio Morales Simón, 
Secretario de Estudio y Cuenta adscrito a la Ponencia del 
MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO O LARREA, recibido 
en esta Secretaria de Acuerdos_ Conste. 

Ciudad de México, a 

dieciocho_ 

Con fundamento en 

tracción J, de la Ley· 

Pj'-~ 

de dos mll 

dispuesto~ el artículo 25, 

ánica del Poder Jud"1c·1al de la 

Federación, agrégues _ sus a~! oficio sin número, 

signado por el maestr José Ignacio Morales Simón, Secretario 

de Estudio y Cu ta, a· tr~el cual comunica que el 

RO ZALDIVAR LELO DE LARREA, no 

formulará el vo concur~anunciado en sesión de trece de 

junio del año n curso. 

Notifíq ese. ~ 
Así lo roveyó y firma la MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA 

HERNÁNDE~sidenta de la Primera Sala de !a Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, ante la Secretaria de Acuerdos 

queaut~ 

Gatica . 

... 'S DIC 2018,senotificóelac ~:~'~a los interesados 
por medio de lista, en términos d we los articulos 26, 
fracción /![ y 29, de la Ley de aro. Doy fe. 
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f>OoeR .IUDICLAl Di LA fEDERAClÓN 
5U"1óMA CORTl º' IUSTIC!A DE lA .....C!Ot< 

9: "'tf 
¡;z.!)¡(-1!J. 

,, 
' 

LIC. MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GA CA 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIME ALA 
DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA ACIÓN 
PRESENTE 

J 
Por este medio, le informo que_!!_Q_~~-E!I orará voto en relación con Ja 

' sentencia de la Primera Sala, de trece de j io de dos mil dieciocho, que 

resolvló el_~_!l)pa_r_p_~n t:.a'.!"isión 623/2017. l 

Lo anterior en virtud de que despu de analizar el engrose de la 

sentencia, se estima que no se elaborará v o s_Qni;;ur,rgnte. ,¡ 

·-, Agradeciendo de antemano sus a nciones, me despido de usted 
':,;._] 

;~!lviándole un cordlal saludo. 
·.:;; 

MINISTRO ALFREDO G°UTIÉRREZ ORTIZ MENA 
' ' 

DGS 
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AMPARO EN REVISIÓN 623!2017 

En tres de enero de dos mil diecinueve, la Secretaria de 
Acuerdos da cuenta al Presidente de la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, con e! oficio sin 
número, signado por el MINISTRO ALFREDO GUTIÉRREZ 
ORTIZ MENA, recibido en esta Secretaría de Acuerdos. 
Conste~ 

Ciudad de Méxi.co, a tres de enero de dos mil diecinueve. 

Con funda~erito en !o dispuesto por el artículo 25, 

fracción 1, de rá L:!ey Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, agr~g4~se a sus autos ~cío sin número, 
.. ' ' . signado por e! JMl,NISTRO ALFREDO GUTJERREZ ORTIZ 
' . 

MENA, a través) ~bl cual comuni~ no formulará el voto 

concurrente anuh4iado en sesión de trece de junio de dos mil 

dieciocho. 
j 1 
1 1 
' Notifiquesé~. 

A~í lo pr~,v:yó ~a el MINl.STRO _JUAN LUIS 

GONZALEZ ALCANTARA CARRANCA, Presidente de la 

Primera Sala de l~~ma Corte de Justicia de la Nación, ante 

la Secretarla de ACuerdos que autoriza y da fe, licep 1a a María 

de los Áng 1 

- 4 ENE 2019 , se notificó el acuerdo anter· a !os interesados 
por medio de lista, en términos de lo dispue en los artículos 26, 
fracclón 111 y 29, de la Ley de Amparo. Doy f 

,} 




